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Presentación 


La Comisión Especial Mixta de Investigación de la Privatización y Capitaüzación (CE- 
MlPyC), conformada por mandato de la Asamblea Legislativa Plurinacional, ha desa- 
rroUado la labor encomendada desde julio de 2013 hasta agosto de 2018 y tiene a bien 
presentar el informe final de investigación, en su versión completa, sobre la enajenación 
de empresas públicas y recursos naturales, consumada durante el periodo 1985-2005. 

Este informe sintetiza el trabajo de la CEMIPyC Uevado a cabo en dos fases. La pri- 
mera, desde su conformación en juho de 2013 hasta enero de 2015, dirigida primero por 
el senador Adolfo Mendoza y luego por la senadora Tania Melgar; la segunda desde fe- 
brero de 2015 hasta agosto de 2018, dirigida inicialmente por el diputado Javier Zavaleta 
y posteriormente por el senador Rubén Medinaceli. 

Al finalizar la primera fase, el 13 de enero de 2015, la CEMIPyC presentó ante el pleno 
de la Asamblea Legislativa Plurinacional un primer informe de trabajo que incluía resulta¬ 
dos de investigación sobre empresas públicas enajenadas y dos proposiciones acusatórias 
contra ex autoridades de Estado, por graves irregularidades en la capitalización de ENFE 
Andina SAM y en la transferencia de recursos públicos dei Proyecto Focas a una entidad 
privada (Funda-Pro). Actualmente, estas proposiciones acusatórias radican y se procesan 
en el Tribunal Supremo de Justicia en cahdad de juicios de responsabilidades. 

En la segunda fase, la CEMIPyC tuvo a bien profundizar y ampliar las investigaciones 
sobre la enajenación de las empresas estratégicas dei país (ENDE, Entel, LAB, ENFE, 
YPFB, Comibol y la EMV), y de las empresas públicas que existían en los nueve depar¬ 
tamentos y dependían de las corporaciones regionales de desarroUo, de las prefecturas o 
de las alcaldías municipales. Además, se investigó la enajenación de recursos naturales (hi- 



drocarburos, minerales y agua), el contexto internacional y nacional dei neoHberaHsmo, el 
marco jurídico e institucional instaurado para ejecutar la enajenación, los impactos socia- 
les y los perjuicios económicos ocasionados, las irregularidades cometidas durante el pro- 
ceso enajenador, la red de poder beneficiaria de la enajenación, así como las resistências 
sociales al neoHberalismo y la enajenación de empresas públicas y recursos naturales. 

Con la entrega dei presente informe, en su versión completa (tomos 1, 2 y 3), la 
CEMIPyC cumple a plenitud el mandato que recibió de la Asamblea Legislativa Plurina- 
cional. Es importante destacar y ponderar la participación en el trabajo de investigación 
(segunda fase) de las diputadas Romina Pérez, Susana Rivero, Sonia Brito y Jhovana 
Jordán, de los diputados Javier Zavaleta y Helmuth Salinas, dei senador Arturo MuriUo, 
dei coordinador de investigación Iván CasteUón y de los profesionales que en diferentes 
ocasiones formaron parte dei equipo multidisciplinario de investigación, dei equipo de 
auxiliares de investigación y dei equipo de edición y diagramación. De igual manera, fue 
importante el trabajo que desarroUaron los integrantes de la CEMIPyC en la primera fase; 
la senadora Tania Melgar, el senador Adolfo Mendoza, la diputada Emeüana Aiza y los 
diputados Marcelo EHo, Javier Zavaleta, Héctor Arce, y sus investigadores. 

El trabajo realizado fue arduo y con toda seguridad que los resultados de la investiga¬ 
ción constituyen un aporte a la historia y destino dei país. Se espera que particularmente 
los jóvenes puedan tener acceso a este informe para que la amarga experiencia de enaje- 
nar las empresas públicas nunca más vuelva a repetirse en el país. 


Senador Rubén Medinaceli Ortiz 
PRESIDENTE 

Comisión Especial Mixta de Investigación 
de la Privatización y Capitalización 


Introducción 


El presente informe es el trabajo de investigación realizado por la Comisión Especial 
Mixta de Investigación de la Privatización y CapitaHzación (CEMIPyC), conforme el 
mandato de la Asamblea Legislativa Plurinacional (ALP) que, el ano 2013, creó la “Comi¬ 
sión Especial Mixta conformada entre la Câmara de Diputados y la Câmara de Senadores, 
a objeto de realizar actos investigativos sobre el proceso de capitaHzación y privatización 
entre 1989 y 2000” (RALP 009/2013-2014, 05/07/2013), designando como integrantes 
al senador Adolfo Mendoza Leigue, a la senadora Tania Melgar de Ocampo, al diputado 
Marcelo EHo Chávez, al diputado Javier Zavaleta López, al diputado Héctor Arce Zaco- 
neta y a la diputada Emeüana Aiza Parada/ 

En su primera fase, la Comisión Especial Mixta fue presidida por el senador Adolfo 
Mendoza (desde el 8 de agosto de 2013 hasta el 4 de juho de 2014) y luego por la senado¬ 
ra Tania Melgar (desde el 4 de julio de 2014 hasta el 13 de enero de 2015). Concluida esta 
primera etapa, el 13 de enero de 2015, la CEMIPyC presentó ante la Asamblea Legisla¬ 
tiva Plurinacional un informe de trabajo que incluía informes de investigación sobre las 
empresas públicas enajenadas, además de dos proposiciones acusatórias contra exautori- 
dades de Estado; una, por la enajenación de ENFE Andina SAM por debajo de su valor 
en hbros, y otra, por la transferencia de recursos públicos, provenientes de préstamos y 
donaciones que pertenecían al Proyecto de Formación de Capital en Áreas Secundarias 
(Proyecto Focas ), a una entidad privada (Funda-Pro) vulnerando la Constitución y las 


1 Mediante una nota entregada en la Vicepresidencia dei Estado Plurinacional el día 5 de septiembre de 2013, la Bancada de 
Convergência Nacional hizo conocer que no ha designado ni autorizado a ninguno de sus miembros parlamentarios 
para que conforme dicha Comisión Mixta de Investigación”. 
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leyes.^ En la misma sesión plenaria, la Asamblea Legislativa decidió remitir las proposi- 
ciones acusatórias al Ministério PúbHcod Además, recomendo a la próxima Legislatura 
“conformar una Comisión Especial Mixta a objeto de dar continuidad al proceso de 
investigación, elaborar proposiciones acusatórias sobre otros casos y delitos detectados 
en el proceso de privatización y capitaüzación. La continuación de la investigación debe 
incluir la ampüación dei periodo de investigación hasta la conclusión dei ciclo neohberal; 
ano 2005” (RALP 011/2014-2015). 

Es así que, en la sesión plenaria dei día 20 de febrero de 2015, la nueva Legislatura 
2015-2020 conformó la Comisión Especial Mixta entre la Câmara de Diputados y la 
Câmara de Senadores “a objeto de realizar actos investigativos sobre el proceso de pri¬ 
vatización y capitahzación”, y ehgió como integrantes a los senadores Rubén Medinaceh 
y Arturo MuriUo, a las diputadas Romina Pérez, Susana Rivero y Jhovana Jordán, y al 
diputado Javier Zavaleta (RALP 001/2015-2016), quien a partir de entonces presidió la 
CEMIPyC. Posterior mente, ante la renuncia de la diputada Jhovana Jordán, se incorporó 
al trabajo de la CEMIPyC el diputado Helmuth Salinas, el 2 de junio de 2017. En enero de 
2018, ante la renuncia dei diputado Javier Zavaleta, la Asamblea Legislativa Plurinacional 
ehgió a la diputada Sonia Brito Sandoval como nueva integrante de la CEMIPyC (27 de 
enero de 2018). Finalmente, el 15 de febrero de 2018, en sesión preparatória de la CEMI- 
PyC, el senador Rubén Medinaceh fue electo presidente de la Comisión. 

Bajo el mandato de la Asamblea Legislativa Plurinacional, la CEMIPyC investigó los 
procesos de privatización y capitahzación que se efectuaron en el país entre los anos 1985 
y 2005, habiendo trabajado en eho durante cinco anos, con la participación de profesio- 
nales en Economia, Derecho, Sociologia, Ingeniería minera. Historia, Auditoria y otras 
especiahdades, quienes describieron y anahzaron los fines económicos, pohticos, jurídi¬ 
cos y sociales dei proceso de enajenación de empresas y bienes púbhcos; establecieron los 
resultados económicos y sociales; identificaron a sus gestores y beneficiários, y anahzaron 
las luchas sociales que se plantearon frente al proceso de enajenación. 

Concluido el trabajo de investigación, la Comisión Especial Mixta tiene a bien presentar 
ante la Asamblea Legislativa Plurinacional el informe final sobre los procesos de privatiza- 


2 Además, la Comisión informó sobre los 26 eventos de sociaiización celebrados en ocho departamentos (La Paz, 
Oruro, Potosí, Tarija, Chuquisaca, Cochabamba, Santa Cruz y Beni) con la asistencia de más de 3600 personas. La 
reaHzación de estos eventos fue coordinada con diversas organizaciones sociales, acadêmicas y de profesionales (la 
Confederación y federaciones de Trabajadores Campesinos de BoHvia; la Federación Sindical de Trabajadores Mineros 
de Bolivia; la Confederación y las federaciones de Mujeres Campesinas Indígenas Originarias de BoHvia “BartoHna Sisa”; 
las federaciones de Productores de Hoja de Coca; las Centrales Obreras Departamentales; los sindicatos petroleros; 
los sindicatos de periodistas; las juntas vecinales; las organizaciones territoriales de base; los colectivos urbanos; los 
comerciantes; centros de estudiantes de secundaria y universitários; los maestros de secundaria; los docentes universitários; 
las universidades y sus facultades y carreras, principalmente de Economia y Derecho; los colégios de profesionales; 
las brigadas parlamentarias departamentales, etc.). Los asambleístas plurinacionales y los presidentes de la Câmara de 
Diputados y de la Câmara de Senadores participaron de la organización y ejecución de estas actividades. En esa fase, 
la Comisión Especial Mixta pubHcó dos separatas en diários de circulación nacional ÇLa Ra^ón, Cambioji Opinión)-. una 
sobre la privatización de las empresas Cordes (febrero de 2014) y otra respecto a la capitaHzación de empresas estatales 
estratégicas (enero de 2015). 

3 Un ano después, el 16 de enero de 2016, la Asamblea Legislativa Plurinacional autorizó el inicio de los juicios de 
responsabilidades correspondientes contra exautoridades de Estado involucradas en ambos casos. 
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ción y capitalización efectuados en el período 1985-2005, cuyo antecedente básico fue la 
dictación de la Nueva Política Económica (NPE), a través dei DS 21060 dei 29 de agosto 
de 1985, que marcó el inicio de un nuevo ciclo estatal, el neoliberalismo; un sistema político, 
económico y social fundado en la eliminación dei Estado productivo, la desregulación dei 
empleo y de la economia —especiaknente dei mercado financiero y el comercio exterior—, la 
reducción dei gasto social, la promoción dei capital privado y una nueva institucionaUdad 
concordante con formas Hberales de organización poKtica y social. 

Desde 1985 hasta 2005, el proyecto neohberal se gestionó a través de vários gobier- 
nos, a objeto de aplicar la privatización y la Uamada capitalización en favor dei capital 
transnacional y local. 

Los promotores y defensores dei neoliberalismo sostuvieron que el cambio de modelo 
económico y poKtico propiciaria la modernización dei Estado, el crecimiento económico dei 
país y el incremento dei patrimônio neto de cada uno de los bolivianos. Uno de sus gestores 
se animó incluso a afirmar que la privatización de empresas públicas, es “un proceso revolu¬ 
cionário que permite generar empleo, posibüita inversiones y genera recursos para proyectos 
sociales” (Doria Medina, Opinión, 2 de julio de 1993). Sin embargo, entre esos promotores 
también había algunas diferencias de opinión; unos afirmaban que la privatización seria me- 
jor que la capitalización, porque generaría ingresos al Tesoro General de la Nación (Kieffer, 
2001); otros senalaban que con la capitalización se atraerían inversiones de grandes consor- 
cios extranjeros, preservándose la mitad dei patrimônio de las empresas estatales estratégicas 
en favor de los bolivianos (Cossío, 2002). 

Ante la postura de los teóricos dei neoliberalismo y los defensores de la privatización y la 
capitalización, la presente investigación analiza las relaciones entre Estado, economia y socie- 
dad civil, modificadas por el neoliberalismo en Bolivia a partir de 1985; en lo concerniente 
al Estado y la economia, el primero fue excluido dei âmbito productivo y económico, y las 
empresas públicas y los recursos naturales fúeron enajenados en favor dei capital transna¬ 
cional y local; el crecimiento económico fúe entregado al mercado y a la iniciativa privada, y 
se modificó el patrón de acumulación en favor dei capital privado. Con el neoliberalismo, el 
Estado proteccionista dei 52 ^ fúe transformado en un Estado neoliberal y el “capitalismo 
de Estado” en un capitalismo abierto a las inversiones extranjeras. En cuanto a la relación 
entre Estado y sociedad civil, se reconstruyó el andamiaje jurídico e institucional conforme al 
nuevo modelo económico, y se modificó el sistema poKtico; los intermediados de la relación 
fúeron los partidos de la Uamada “democracia pactada”, mientras que los actores sociales dei 
ciclo nacionaUsta (Central Obrera BoUviana, Federación Sindical de Trabajadores Mineros de 
BoKvia, entre otros) fúeron excluídos, y se organizó la gobernabUidad redimensionando ele¬ 
mentos ideológicos largamente introducidos en la sociedad, como “KberaKzación”, “respeto 

4 En la literatura económica y sociológica latinoamericana, los Uamados “Estados proteccionistas” son también 
conocidos y analizados como “Estado interventor”, “Estado de bienestar”, “Estado benefactor”, o “welfare statê\ 
instituidos al influjo de la poKtica de sustitución de importaciones y en cuyo accionar se prioriza la protección de la 
industria nacional y la implementación de servidos públicos de salud, educación, vivienda y otros de interés social. El 
Estado peronista en la Argentina y el Estado nacionalista dei 52 en Bolivia fúeron analizados recurrentemente bajo 
esas categorias. 
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a la iniciativa privada”, “individualismo”, “modernización empresarial” y otros congruentes 
con la acumulación capitalista interna. 

Las reformas neoliberales que se aplicaron entre 1985 y 2005 dieron paso a procesos 
de enajenación sin precedentes en Bolivia, pues abarcaron las empresas productivas y 
de servidos y se extendieron a los recursos naturales (minerales, hidrocarburos, agua, 
bosques). La enajenación se concretó mediante la privatización, la capitalización y el 
cierre de empresas, lo cual implicó la activación de varias modalidades, como la venta de 
empresas en marcha, la venta de empresas cerradas o de fracciones de empresa (lotes y 
activos sueltos), la venta de paquetes accionarios, la concesión de mercados, servidos pú¬ 
blicos, recursos naturales y el cierre y desmantelamiento de empresas públicas. En ciertos 
casos, estas modalidades se combinaron y superpusieron con la finalidad de transferir el 
aparato productivo y de servidos al sector privado, contribuyendo al proceso global de 
fortalecimiento dei capital privado nacional y transnacional en desmedro dei Estado y de 
las clases y grupos subalternos. 

De esta manera, muchas de las empresas públicas, en todas las fases de su cadena 
productiva (producción, comercialización, consumo y distribución de bienes), pasaron 
al dominio privado; otras se cerraron y/o fueron desmanteladas. Desde entonces y a lo 
largo dei ciclo neoliberal, la mayor porción dei excedente económico fue percibida por 
el sector privado transnacional. El sector hidrocarburífero fue un ejemplo paradigmático 
de esa realidad; solo el 18% dei valor de la producción hidrocarburífera de los campos 
nuevos y más ricos beneficiaba al Estado boliviano bajo la figura de regalias; el resto, esto 
es el 82%, fue en beneficio privado. Consiguientemente, la capacidad productiva y eco¬ 
nómica dei país fue afectada de tal modo que el Estado no podia invertir en el desarroUo 
nacional ni atender las necesidades sociales más acuciantes. 

Durante el periodo estatal nacionalista (1952-1985), los excedentes generados por las 
empresas estatales estratégicas, especialmente las que tenían el control de los recursos 
naturales (Comibol y YPFB), le permitían al Estado hacerse cargo — aunque de manera 
insuficiente— de los gastos de infraestructura productiva y vial, energia, salud y educación, 
e incluso apoyar la actividad privada y agroindustrial; sin embargo, en la etapa neoliberal 
esa condición fue eliminada; los excedentes generados por las empresas públicas en ma¬ 
nos privadas ya no sostenían al TGN, y habían disminuido dramáticamente. 

La transferencia dei patrimônio público al sector privado, la desaparición dei Estado 
nacionalista y la exclusión de los actores sociales anticapitalistas como el proletariado mine¬ 
ro, fueron acciones patrocinadas por la Agencia de los Estados Unidos para el DesarroUo 
Internacional (USAID) y por los organismos financieros internacionales como el Banco 
Mundial (BM), el Fondo Monetário Internacional (FMI), el Banco Interamericano de Desa¬ 
rroUo (BID) y la Corporación Andina de Fomento (CAF), algunos de los cuales tenían una 
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fuerte incidência en el Grupo Consultivo de Paris/ al que frecuentaban delegaciones dei 
Gobierno de BoHvia. Esos organismos facilitaron préstamos financieros y/o donaciones a 
condición de que las empresas públicas dei país (dependientes de ministérios, corporacio- 
nes regionales de desarroUo, prefecturas y alcaldías) fueran transferidas al sector privado, 
y aqueUas que no pudieran transferirse fueran cerradas.'^ Este tipo de intervenciones fue 
posible en el marco dei plan de dominación impulsado por Estados Unidos en países de 
América Latina; sus Hneamientos y sus estratégias (implementados entre los anos 80 y 90) 
se plasmaron en los documentos de Santa Fe I,^ Santa Fe II ® y el Consenso de Washing¬ 
ton.^ Por su parte, el BM y el FMI intervinieron en la reaUdad latinoamericana a través de 
las Uamadas “políticas de ajuste estructural” exigidas a países con alta deuda externa. 

Finalmente, los procesos privatizadores en BoHvia no fueron enteramente impuestos 
por organismos extranjeros ni fueron completamente nuevos en el país. Algunos ensayos 
ya se habían reaHzado durante el periodo estatal nacionaHsta (1952-1985) y se materia- 
Hzaron en la dictación de normas y poHticas de cariz Hberal; por ejemplo, el Código dei 
Petróleo de 1955, más conocido como Código Davenport, estableció condiciones muy 
favorables para el ingreso de empresas transnacionales petroleras; la PoHtica de Esta- 
biHzación Monetaria de 1956 ya había pretendido reducir la dimensión estatista de la 
Revolución dei 52, y la Ley de Hidrocarburos de 1972 perfeccionó el Código Davenport 
en matéria de entrega de recursos petroHferos a empresas extranjeras. Por tanto, el neo- 
HberaHsmo recogió esas experiencias, las redimensionó y las proyectó con el soporte 
financiero e institucional de los organismos financieros internacionales y dei capital trans- 
nacional, hasta lograr la enajenación y desmantelamiento dei aparato productivo y de 
servidos estatal, que estaba compuesto al menos por 212 empresas púbHcas. 


5 El Grupo Consultivo de Paris reúne a representantes de gobiernos y organismos financieros internacionales, a través 
dei cual los países deudores se comprometen a cumplir planes de pago e introducir reformas económicas y financieras 
que garanticen las inversiones privadas en sus respectivos países. Es un instrumento poderoso de sumisión económica 
y poKtica de los países acreedores (países de Europa, Japón, Australia y EEUU) hacia países endeudados, y tiene una 
fuerte incidência en las políticas financieras dei BM y FMI. El Gobierno boliviano frecuentaba al Grupo Consultivo 
de Paris durante el periodo neoliberal para rendir cuentas de sus compromisos asumidos y cumplidos. 

6 La estratégia privatizadora pretendia afectar también a las cooperativas telefónicas, de electricidad, agua potable 
y aicantarillado, ubicadas en áreas urbanas y rurales dei país. Las cooperativas telefônicas fueron las más atacadas 
cuando se gestionó la capitalización de Entel, pero la resistência de sus trabajadores impidió su transferencia al capital 
transnacional. 

7 Documento Santa Fe 1. “Las relaciones interamericanas: Escudo de la seguridad dei nuevo mundo y espada de la 
proyección dei poder global de Estados Unidos”, http://www.offnews.info/downloads/ santafel.PDF, consultado el 
12 de octubre de 2015. 

8 Documento Santa Fe 11. “Una estratégia para América Latina en la década de 1990”. http://www.offnews.info/ 
downloads/ santafe2.PDF, consultado el 14 de octubre de 2015. 

9 El Consenso de Washington fue presentado en 1989 por el economista John WiUiamson, dei Instituto Peterson de 
Economia Internacional con sede en Washington DC. 

10 Políticas implementadas por el BM y el FMI en países Uamados “en desarroUo” como condicionantes para el acceso 
a préstamos o a la reducción de las tasas de interés. 
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El presente informe consta de tres tomos, con 2.748 páginas. El tomo 1 comprende 
aspectos metodológicos de la investigación; el contexto político, económico, jurídico, 
institucional y comunicacional que propició el desmantelamiento dei aparato productivo 
estatal; los resultados gubernamentales en matéria de enajenación de empresas públicas 
(1985-2005); la estructuración de un andamiaje financiero congruente con la capitaüza- 
ción; los resultados económicos y sociales más impactantes provocados por dicho proce- 
so; las redes de poder gestoras y/o beneficiarias dei proceso de enajenación, y las luchas 
sociales que se plantearon para defender el aparato productivo que el pueblo boliviano 
había construido en más de medio siglo. 

El tomo 2 comprende la descripción y el anáüsis de la privatización de empresas pú¬ 
blicas que pertenecían al Gobierno nacional, las corporaciones regionales de desarroUo 
(Cordes), las prefecturas y las alcaldías; asimismo, se incluyen los estúdios de caso de 
la privatización de empresas en los nueve departamentos dei país: Fábrica Nacional de 
Cemento SA, Fábrica Nacional de Vidrio Plano, Servicio Municipal de Agua Potable y 
AlcantariUado, Proyecto Múltiple Misicuni, Terminal de Buses Hernando Siles, Hotel 
Terminal, Línea Aérea Imperial, Fábrica de Cemento El Puente, Hilandería Santa Cruz, 
Empresa Nacional de Castana y Fábrica Nacional de Cerâmica Roja Cobija. 

El tomo 3 comprende la descripción y el anáüsis de la capitaüzación y privatización 
de las empresas estatales estratégicas: la capitaüzación de la Empresa Nacional de Elec- 
tricidad, de la Empresa Nacional de Telecomunicaciones, dei Lloyd Aéreo Boüviano, de 
la Empresa Nacional de Ferrocarriles dei Estado y de Yacimientos Petroüferos Fiscales 
Boüvianos, y la enajenación en la Corporación Minera de Boüvia y la privatización de la 
Empresa Metalúrgica Vinto. 

DetaUando el Tomo 2, este se divide en 12 capítulos. El Capítulo 1 examina la ena¬ 
jenación de empresas que pertenecían al Gobierno nacional y estaban bajo dependencia 
directa de vários ministérios: Ministério de Defensa, Ministério de Minería y Metalurgia, 
Ministério de Energia e Hidrocarburos, Ministério de Transportes y Comunicaciones, Mi¬ 
nistério de Gobierno, Ministério de Exportaciones y Competitividad, Ministério de Fi- 
nanzas. Ministério de DesarroUo Económico, Ministério de Informaciones, Ministério de 
Asuntos Campesinos y Ministério de Vivienda. 

El Capítulo 2 anaüza, en una primera parte, la privatización y cierre de las 17 empresas 
púbücas (diez productivas y siete de servidos) que había en el departamento de Chuquisaca 
y que estaban bajo tuición de la Corporación Regional de DesarroUo de Chuquisaca (Cor- 
dech), de la Prefectura y de la Alcaldía de Sucre. En una segunda parte, se describe y anaüza 
en profundidad la privatización dei paquete accionario que la Prefectura de Chuquisaca 
tenía en la Fábrica de Cemento de Sucre (Fancesa), detaUándose sus características em- 
presariales antes de la enajenación, el proceso administrativo de su transferencia al sector 
privado, los resultados económicos y financieros de la privatización, y las irregularidades 
cometidas en el proceso de enajenación. 

El Capítulo 3 anaüza la privatización y cierre de las 17 empresas púbücas (siete productivas 
y diez de servicios) que había en el departamento de La Paz y que estaban bajo tuición de la 
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Corporación Regional de DesarroUo de La Paz (Cordepaz), de la Prefectura y de la Alcaldía 
de La Paz. Luego se examina en profundidad la pnvatización de la Fábrica Nacional de Vidrio 
Plano (Fanviplan), detaUándose sus características empresariales antes de la enajenación, el pro- 
ceso administrativo de su faUida transferencia al sector privado, los resultados económicos y 
financieros de la prívatización, y las irregularidades cometidas en el proceso de enajenación. 

El Capítulo 4 examina la prívatización y el cierre de las 14 empresas públicas (siete produc- 
tivas y siete de servicios) que había en el departamento de Cochabamba y que estaban bajo 
tuición de la Corporación Regional de DesarroUo de Cochabamba (Cordeco), de la Prefectura 
y de la Alcaldía de Cochabamba. Luego, se examina en profundidad la prívatización dei Ser¬ 
vido Municipal de Agua Potable y AlcantariUado (Semapa) y dei Proyecto Múltiple Misicuni 
(PMM), detaUándose sus características empresariales, el proceso administrativo de su conce- 
sión al consorcio Aguas dei Tunari SA, los impactos económicos y sociales provocados, y las 
irregularidades cometidas en su transferencia al sector privado local y extranjero. 

El Capítulo 5 anaUza la prívatización y el cierre de las 11 empresas púbUcas (seis pro- 
ductivas y cinco de servicios) que había en el departamento de Oruro y que estaban bajo 
tuición de la Corporación Regional de DesarroUo de Oruro (Cordeor), de la Prefectura y 
de la Alcaldía de Oruro. Luego, se anaUza en profundidad la prívatización de la Terminal 
de Buses “Hernando Siles” y dei Hotel Terminal, detaUándose sus características em¬ 
presariales antes de su enajenación, el proceso administrativo de su venta, los perjuicios 
económicos provocados, y las irregularidades cometidas en su transferencia al sector 
privado. 

El Capítulo 6 anaUza la prívatización y el cierre de las 14 empresas púbUcas (ocho pro- 
ductivas y seis de servicios) que había en el departamento de Potosí y que estaban bajo 
tuición de la Corporación Regional de DesarroUo de Potosí (Cordepo), de la Prefectura y de 
la Alcaldía de Potosí. Luego, se examina en profundidad la prívatización de la Línea Aérea 
Imperial (LAI), detaUándose sus características empresariales antes de su enajenación, el 
proceso administrativo de su venta, los perjuicios económicos provocados, y las irregulari¬ 
dades cometidas en su transferencia al sector privado. 

El Capítulo 7 anaUza la prívatización y el cierre de las 23 empresas púbUcas (15 pro- 
ductivas y ocho de servicios) que había en el departamento de Tarija y que estaban bajo 
tuición de la Corporación Regional de DesarroUo de Tarija (Codetar), de la Prefectura y 
de la Alcaldía de Tarija. Luego, se examina en profundidad la prívatización de la Fábrica 
de Cemento El Puente (Facep), detaUándose sus características empresariales antes de su 
enajenación, el proceso administrativo de su venta, los perjuicios económicos provocados, 
y las irregularidades cometidas en su transferencia al sector privado. 

El Capítulo 8 anaUza la prívatización y el cierre de las 18 empresas púbUcas (13 pro- 
ductivas y cinco de servicios) que había en el departamento de Santa Cruz y que estaban 
bajo tuición de la Corporación Regional de DesarroUo de Santa Cruz (Cordecruz) y de la 
Alcaldía de Santa Cruz de la Sierra. Luego, se examina en profúndidad la prívatización de la 
Hilandería Santa Cruz (Hüancruz), detaUándose sus características empresariales antes de 
su enajenación, el proceso administrativo de su venta, los perjuicios económicos provoca- 
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dos, y las irregularidades cometidas en su transferencia al sector privado. 

El Capítulo 9 analiza la privatización y el cierre de las 11 empresas públicas (nueve 
productivas y dos de servicios) que había en el departamento de Beni y que estaban bajo 
tuición de la Corporación Regional de DesarroUo de Beni (Cordebeni) y de la Alcaldía de 
Trinidad. Luego, se examina en profundidad la privatización de la Empresa Nacional de 
Castana (Enaca), detaUándose sus características empresariales antes de su enajenación, el 
proceso administrativo de su venta, los perjuicios económicos provocados, y las irregulari¬ 
dades cometidas en su transferencia al sector privado. 

El Capítulo 10 analiza la privatización y el cierre de las nueve empresas públicas (dos 
productivas y siete de servicios) que había en el departamento de Pando y que estaban bajo 
tuición de la Corporación Regional de DesarroUo de Pando (Cordepando) y de la Prefectu- 
ra de Pando. Luego, se examina en profundidad la privatización de la Fábrica de Cerâmica 
Roja Cobija (FRCR), detaUándose sus características empresariales antes de su enajenación, 
el proceso administrativo de su venta, los perjuicios económicos provocados, y las irregula¬ 
ridades cometidas en su transferencia al sector privado. 

El Capítulo 11 describe el cierre de la banca estatal de fomento (Banco Minero, Ban¬ 
co Agrícola, Banco dei Estado y Banco de la Vivienda); se examinan particularmente 
las irregularidades que existieron en el préstamo efectuado a Soboce SA con el aval dei 
Banco dei Estado. 

Finalmente, el Capítulo 12 anaUza la transferencia de recursos financieros estatales 
dei Proyecto Focas en favor de Funda-Pro, en caUdad de préstamo pero al margen de la 
normativa vigente. 
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Gráfico 1. La ruta de la privatización de las empresas públicas 


\ 

Después de descontar los gastos en bonos 
extralegales, martilleros, pasivos y otros, el 
saldo neto por la venta de la empresa se 
deposita en el Banco Central de Bolívia, en 
cuentas departamentales, supuestamente con 
destino a obras regionales. 

\J 


Se contratan consultoras, 
generalmente extranjeras, 
para la evaluación, valuación 
y el diseno de la estratégia 
de privatización de la 
empresa pública. 


a) La adjudicación por licitación 
pública se realiza mediante decreto 
supremo. 

b) La adjudicación por subasta 
pública se realiza mediante simple 
resolución dei Coneplan, Codena o 
Conape, ejecutada porei martillero 
a la mayor oferta. 

c) La adjudicación por la bolsa de 
valores no se aplica. En el caso de 
Fanviplan el intento fue infructuoso. 


El Coneplan o el Codena o el 
Conape (dependiendo de la gestión 
de gobierno) autoriza la venta 
mediante licitación pública, subasta 
0 bolsa de valores. El Directorio de 
la empresa aprueba el plan de 
venta, el precio referencial y el 
pliego de condiciones. 





RUTA 
DELA 
PRIVATIZACIÓN 
1985-2005 





Las consultoras debían fijar el 
valor de mercado de la 
empresa pública; sin embargo, 
establecen valores 
referenciales de venta 
generalmente subvaluados y 
no toman en cuentan sus 
activos intangibles (derechos, 
concesiones y licencias). 


En muchos casos, a objeto de 
desvalorizar aun más la empresa 
pública, se opta por cerraria, 
porque una empresa en marcha 
es más cara; luego, se la vende 
por lotes 0 activos sueltos. 

Las empresas cerradas que no 
llegan a venderse, son 
paulatinamente desmanteladas. 


En pocos casos, a los trabajadores se 
les ofreció convertirse en accionistas 
de las empresas privatizadas (PIL Santa 
Cruz, PILTarija, Guabirá). 

En la mayoría de los casos, los 
trabajadores fueron burlados. 


Para que los trabajadores de la 
empresa pública acepten la venta de 
la empresa, se les ofrece bonos 
extralegales generalmente de $us 
2.000 por cada trabajador (esto, 
principalmente, en el gobierno de 
Jaime Paz, 1989-1993). 


Fuente: CEMIPyC, 2018. 














Capítulo 1. Enajenación de empresas del gobierno nacional 


En el presente capítulo se describe y anaHza la enajenación de las empresas que pertene- 
cían al Gobierno nacional a través de sus ministérios. La explicación comprende las em¬ 
presas que estaban bajo tuición o eran administrados por los ministérios de Defensa, de 
Minería y Metalurgia, de Energia, de Transportes y Comunicaciones, de Exportaciones y 
Competitividad Económica, de Finanzas, de Informaciones, de DesarroUo Económico, 
de Asuntos Campesinos y Agropecuários, de Gobierno y de Vivienda. En este acápite, 
la explicación de las empresas estratégicas (YPFB, ENDE, Entel, ENFE, LAB, Comibol 
y EMV) se efectúa de manera breve porque su tratamiento en profundidad se realiza en 
el tomo 3. Al final del acápite, se presentan los resultados del proceso de enajenación, 
destacando el destino que tuvieron las empresas pertenecientes al Gobierno nacional. 

El detaUe de las empresas bajo tuición de los ministérios era el siguiente; 
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Cuadro 1. Empresas dependientes dei Gobierno nacional por ministérios 


N.° 

Ministério 

N.° 

Empresa 

1 


1 

Fábrica Nacional de Explosivos y Accesorios SAM (Fanexa SAM) 

2 


2 

Fábrica Militar de Artículos de Cuero 

3 


3 

Fábrica Militar de Muebles 

4 


4 

Fábrica Boliviana de Municiones (FBM) 

5 


5 

Fábrica Nacional de Quinina (Fanaquina) 

6 


6 

Química Básica Boliviana (Quimbabol) 

7 


7 

Empresa Naviera Boliviana (Enabol) 

8 


8 

Línea Naviera Boliviana (Linabol) 

9 


9 

Transnaval 

10 


10 

Transportes Aéreos Bolivianos (TAB) 

11 


11 

Transporte Aéreo Militar (TAM) 

12 


12 

Instituto Geográfico Militar (IGM) 

13 


13 

Servicio de Flidrografía Naval 

14 


14 

Servicio Geodésico de Mapas 

15 

1. Ministério de Defensa 

15 

Servicio Nacional de Aerofotogrametría (SNA) 

16 

16 

Concesiones mineras de Cofadena 

17 


17 

Concesiones mineras de Cossmil 

18 


18 

Fábrica Boliviana de Ácido Sulfúrico 

19 


19 

Corporación Gestora dei Proyecto Abapó Izozog (Corgepai) 

20 


20 

Empresa Agrícola Bermejo (EAB) 

21 


21 

Empresa Agrícola Guabirá 

22 


22 

Empresa Agropecuária Tamborada-Cotapachi 

23 


23 

Empresa Buena Vista 

24 


24 

Empresa Ganadera Campo 23 de Marzo 

25 


25 

Empresa Mariscai Santa Cruz (La Gaiba) 

26 


26 

Planta Beneficiadora de Café 

27 


27 

Empresa Nacional Automotriz (Enauto) 

28 


28 

Útiles de Roscar Bolivia SAM (Urbol SAM) 

29 


29 

Comando de Ingeniería 

30 


30 

Empresa de Explotación de Recursos Hidráulicos (Empexhidra) 

31 


1 

Complejo Industrial de Recursos Evaporíticos dei Salar de Uyuni (Ciresu) 

32 


2 

Complejo Metalúrgico Karachipampa (CMK) 

33 

2. Ministério de Mineríay 

Metalurgia 

3 

Corporación Minera de Bolivia (Comibol) 

34 

4 

Empresa Metalúrgica Vinto (EMV), ex Empresa Nacional de Fundiciones 

35 

5 

Empresa Siderúrgica Boliviana SA (Sidersa) 

36 


6 

Fondo Nacional de Exploración Minera (Fonem) 

37 


7 

Instituto de Investigaciones Minero Metalúrgicas (IIMM) 







38 

39 

40 

41 

42 

43 

44 

45 

46 

47 

48 

49 

50 

51 

52 

53 

54 

55 

56 

57 

58 

59 

60 

61 

62 

63 

64 

65 

66 

67 

68 

69 

70 

71 
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3. Ministério de Energia 


4. Ministério de Transportes y 
Comunicaciones 


5.Min.deExportacionesy 
Competitividad Económica 


6. Ministério de Finanzas 


1 

Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos (YPFB) 

2 

Empresa Nacional de Electricidad (ENDE) 

3 

Empresa de Luzy Fuerza Eléctrica Cochabamba (ELFEC) 

4 

Cooperativa de Servidos Eléctricos Trinidad - Coserelec (ex Servido Municipal de 
Electricidad Trinidad) 

5 

Empresa de Distribución Eléctrica de Larecaja (EDEL SAM) 

6 

Servido Eléctrico deTarija (Setar) 

7 

Agroquímica Latinoamericana SA (Aquila) 

1 

Empresa Nacional de Ferrocarriles dei Estado (ENFE) 

2 

LIoyd Aéreo Boliviano (LAB) 

3 

Empresa Nacional deTelecomunicaciones (Entel) 

4 

Administración Autónoma de Servidos Auxiliares a la Navegación Aérea 
(AASANA) 

5 

Empresa Nacional de Correos (Ecobol) 

1 

Centro de Acopio Yamparáez 

2 

Centro de Acopio Redención Pampa 

3 

Centro de Acopio Tomina 

4 

Centro de Acopio Betanzos 

5 

Centro de Acopio Lourdes 

6 

Centro de Acopio Totora 

7 

Centro de Acopio Abapó Izozog 

8 

Centro de Acopio Cliza 

9 

Centro de Acopio Junacas 

10 

Centro de Acopio Puna 

11 

Centro de Acopio Cotoca 

12 

Centro de Acopio Uyuni 

13 

Fábrica Nacional de Fósforos (ENE) 

14 

Laminadora de Goma SAM (Lamigosa) 

15 

Empresa Nacional de Arroz (ENA) 

1 

Administración Autónoma de Almacenes Aduaneros (AADA) 

2 

Centro Nacional deComputación (Cenaco) 

3 

Banco Agrícola de Bolivia (BAB) 

4 

Banco Minero (Bamin) 

5 

Banco dei Estado (Banest) 

6 

BancodelaVivienda 

7 

Frigorífico Los Andes 
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72 


1 

Editorial dei Estado 

73 

7. Ministério de Informaciones 

2 

Radio lilimani 

74 


3 

Empresa Nacional deTelevisión Boliviana (ENTB) 

75 

8. Ministério de DesarroUo 
Económico 

1 

Servicio Nacional de Registro y Comercio (Senarec) 

76 

9. Ministério de Asuntos 

Campesinos y Agropecuários 

1 

Centro Pecuário Tiquina 

77 

10. Ministério de Gobierno 

1 

Planta Elaboradora de Productos Lácteos Milka 

78 

11. Ministério de Vivienda 

1 

Entidad Recaudadora y Administradora de Aportes para la Vivienda (Fonvis) 


Fuente: CEMIPyC, 2018. 


La explicación de los procesos de enajenación implementados en las empresas depen- 
dientes dei Gobierno nacional se efectúa en el siguiente orden; 

a) Empresas privatizadas; empresas vendidas, entrega de derechos a empresas privadas, 
empresas cedidas a privados. 

b) Empresas capitalizadas; empresas estratégicas (ENDE, Entel, LAB, ENFE y YPFB, 
cuyo desarroUo se presenta en el tomo 3). 

c) Empresas cerradas; proyectos empresariales no concretados o interrumpidos, em¬ 
presas cerradas antes de la Ley de Privatización, y empresas cerradas por efecto de la 
privatización. 

d) Empresas desestimadas; empresas transferidas a otras entidades públicas, y empresas 
con continuidad institucional que se mantuvieron en la misma entidad. 

i.i. Empresas dependientes dei Ministério de Defensa 

Las empresas o unidades económicas dependientes dei Ministério de Defensa com- 
prenden aqueUas que fueron creadas por la Corporación de las Fuerzas Armadas para 
el DesarroUo Nacional (Cofadena), dedicadas a diversos sectores económicos como el 
agropecuário, la producción de explosivos y municiones, el transporte, la minería, los 
servidos tecnológicos y otros. Estas unidades estaban ubicadas en distintas regiones dei 
país, principalmente en donde las FFAA tenían presencia territorial. 

En 1992, en el marco de la poUtica de privatización total que anunció el gobierno 
de Jaime Paz, empezó el proceso de privatización de las empresas dependientes dei Mi¬ 
nistério de Defensa, también genéricamente conocidas como “empresas de las FFAA”. 
Inicialmente, las cúpulas castrenses dei Ejército, de la Naval y de la Fuerza Aérea estaban 
en contra de la privatización de las empresas miUtares, más aún cuando algunas de estas 
cumpUan tareas vinculadas al resguardo de la integridad nacional. 

En juUo de 1992, con el auspicio dei ministro Samuel Doria Medina se desarroUó un 
seminário cívico-miUtar, titulado “El anáUsis de las empresas de las Fuerzas Armadas”, 
con la finaUdad de propagar la poUtica de privatización en el seno de las FFAA En ese 
entonces, las autoridades miUtares senalaban que las FFAA no iban a permitir la privati- 
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zación de sus empresas estratégicas. “No permitiremos que los BataUones de Ingeniería, 
Instituto Geográfico Militar, TAM y TAB sean privatizados por el gobierno” ÇLa Raí^ón, 
30/07/1992; Seminário Cívico-Militar: FFAA nopermitirânprivati:^ación de sus empresas estraté¬ 
gicas), enfatizaban algunos jefes castrenses. También sostenían que 

... no es admisible -desde el punto de vista de la doctrina militar- que algunas de las empresas 
de las FFAA que cumplen misiones estratégicas sean privatizadas por el gobierno [...] [por 
ejemplo] empresas de producción, acción cívica y defensa civil como son los BataUones dei 
Ejército y dei Instituto Geográfico Militar, que además cumplen tareas esenciales y constitucio- 
nales en el marco de hacer respetar la soberania y precautelar la integridad nacionales... TAB 
y TAM no pueden caer en la misma bolsa privatizadora, cuando... estas controlan el espado 
aéreo nacional... no pueden... someterse a un poder privatizador {Ca Ra:(ón, 30/07/1992: 
Seminário Cívico-Militar: FFAA no permitirân privatic^aáón ...). 


En cambio, las autoridades de Gobierno como el subsecretário de Defensa Nacional, 
Gral. Hernán Lara, senalaban que algunas de las empresas militares debían ser reestructu- 
radas con la participación privada (Etí Ra^ón, 30/07/1992; Seminário Cívico-Militar: FFAA 
no permitirân privati^ación . ..). 

El debate entre el Alto Mando Militar y las autoridades de Gobierno duró muy poco, 
en reaHdad, menos de 20 dias, porque el 19 de agosto de 1992, el Gobierno logró firmar 
un convênio con las FFAA para privatizar empresas dependientes de entidades militares. 
En la ocasión, el ministro Samuel Doria Medina sostemd, “Este es un paso bacia la mo- 
dernización de la institución armada” (Eí? Rxi^ón, 19/08/1992: Fuer^as Armadas dohlegadas 
porplanprivatit^ador Solo 3 de las 25 empresas militares quedarân hajo tutela de las FFAA). 


nmZAS ARMAOAS DOBLEGAOAS POR PLAN PRIVATIZADOR 

Sólo 3 de las 25 empresas militares 
quedarân bajo tutela de las FF.AA. 


Hste &s un paso hac/a la modernización de ta institución armada ", dijo ei Ministro de Planeamiento ante la mirada 
- comandante en jefe de las FF . AA . que sólo alcanzó a admitir que hasta en ias empresas 

estratégicas" haòró que aceptar la iniciativa privada nacional o extranjera jg 4, ' 


Hasta fíaes de 1992. se 
resolverá la privatización de 
22 de las 25 empresas que 
actualmente funcionan bajo 
admtnlstración de las Fuerzas 
Armadas de la Nacidn. Las 
tres restantes tendráo que 
aceptar panicipación accio* 
nana privada, mientrasque ni 
síquíera aquellas denomina* 
das '*e8irai6gicas''qiiedarán al 
mar|cn dei proceso de eva- 
luacidn que a partir de hoy 
inciará el gobienio nacional. 

BI ministro de Planea¬ 
miento y Coordinación, 
Samuel Doria Medina, infor* 
mô qoe se ba suscrito un coo- 
vetiio de entendimiento entre 
esa repanición dc Estado, el 
Mífitsterin de Defensa y el 
Alto Mando Militar para 
avanzar en la evaluación de 
las unidades productxvas y de 
aervicios que escán bajo de* 




t^minmro uona Meatna participa activomente en la privatización de empresas de tas 
FFAA. 


lotalmcntc cn manos) de las 
Fuurzas Armadas. “En loque 
se refiere a la.s 22 restantes. 
tiAbri que ver cuáles e (método 
más adecuado para entregar- 
la.s al .sector privado'', apunió. 

Scgún las prcvisinnes, 
aunque c.stn delxrá compro* 
baise luego dc la evaluación, 
quedurán “con participación 
miUtar”, las fábricas de ex¬ 
plosivos. Ia de municiones y 
Transportes Aéceos Militares 
(TAM). Sin embargo, inclu* 
.sive cn estos casos .se deberia 
aceptar que la iniciativa prí* 
vada participe con capitales 
accionarius menorc.s. En el 
caso de las 22 fábricas, lu dc* 
cisión fue terminante: serán 
transferidas. 

Parco en »us declaracío* 
ncs. el comandante en jeíc 
expresó que la fírma dei coo* 
venio con el área militar per* 
mitirá precisnmenie eniiegar 


La Razón, 19 de agosto de 1992. 
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En cambio, el Comandante en Jefe de las FFAA, Oscar Vargas Lorenzetti, “...solo 
alcanzó a admitir que hasta en las empresas estratégicas habrá que aceptar la iniciativa na¬ 
cional y extranjera” ÇLa 'Ka^ón, 19/08/1992: Yuer^as Armadas dohkgadasporplanprivati^a- 
dor.. .). La aceptación de los militares al plan privatizador, fue reportado por el periódico 
Vrim era Viana en los siguientes términos: 

Las cúpulas de mando administrativo y operativo de las Fuerzas Armadas de la Nación, tras una 
prolongada reunión dei Alto Mando Militar, aceptaron que algunas de sus empresas deficitárias 
ingresen en el proceso de privatización alentado por el Poder Ejecutivo. Luego de vários meses 
de trabajo continuo, las consultoras contratadas por el Ministério de Planeamiento y Coordi- 
nación declararon privatizables a 6 de las 28 empresas” que están bajo la administración de la 
institución castrense (Primera Plana, 26/02/1993: FVAA aceptanprivatización de sus empresas). 

Algunos médios de comunicación como el periódico Va Raz^ón, desde una postura 
liberal y elogiando la poHtica drástica de privatizaciones que se habría dado en las Fuerzas 
Armadas de Argentina, en su editorial dei 20 de agosto de 1992, abrigaba la esperanza 
de que la privatización en las FFAA dei país fuera total. “Si los propósitos son sérios, la 
privatización ha de Uegar no solo a las 22 empresas anunciadas, sino a las 25 existentes. 
De esta manera nuestras Fuerzas Armadas de la Nación... se incorporarán activamente 
al proceso de modernización dei país” (Lm Razpón, 20/08/1992: Vrivatipación en empresas de 
las Vuerpas Armadas). 

Al igual que en el caso de las empresas de las Cordes, la información que tenían los 
gestores de la privatización acerca dei número de empresas que había en las FFAA era 
errónea. En ese entonces, tenían el dato de que el número de empresas de las FFAA al- 
canzaba a 25; sin embargo y conforme a las investigaciones efectuadas por la Comisión 
Especial Mixta de Investigación de la Privatización y Capitahzación, eran 30, ubicados en 
los siguientes sectores y lugares: 


Cuadro 2. Empresas dependientes dei Ministério de Defensa 


M ° 


A^AnAuni^A 

Ubicación 


CifipícSa 0 UniQaQ cCOnOlflICa 

jccioí cconoifiico 

Departamento 

Município 

1 

Fábrica Nacional de Explosivos y Accesorios SAM (Fanexa SAM) 

Industria química 

Cochabamba 

Santivánez 

2 

Fábrica Militar de Artículos de Cuero 

Industria têxtil 

La Paz 

La Paz 

3 

Fábrica Militar de Muebles 

Industria de la madera 

La Paz 

La Paz 

4 

Fábrica Boliviana de Municiones (FBM) 

Industria química 

Cochabamba 

Quiliacollo 

5 

Fábrica Nacional de Quinina (Fanaquina) 

Industria química 

La Paz 

La Paz 

6 

Química Básica Boliviana (Quimbabol) 

Industria química 

Potosí 

Uyuni 

7 

Empresa Naviera Boliviana (Enabol) 

Servicio de transporte 

La Paz 

La Paz* 


11 Las seis empresas consideradas privatizables eran: 1) Empresa de Explotación de Recursos HidráuKcos (Empexhidra), 
creada en 1935; 2) QUIMBABOL, en 1976; 3) ENAUTO, en 1979; 4) GUABIRÁ, en 1973; 5) Empresa Integral dei 
Café, y 6) Fábrica Nacional de Quinina, en 1951. 
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Empresa o unidad económica 


Ubicación | 



Departamento 

Municipio 

8 

Línea Naviera Boliviana (Linabol) 

Servicio de transporte 

La Paz 

La Paz* 

9 

Transnaval 

Servicio de transporte 

Cochabamba 

Cochabamba* 

10 

Transportes Aéreos Bolivianos (TAB) 

Servicio de transporte 

La Paz 

La Paz* 

11 

Transporte Aéreo Militar (TAM) 

Servicio de transporte 

La Paz 

La Paz* 

12 

Instituto Geográfico Militar (IGM) 

Servicio de geografia 

La Paz 

La Paz* 

13 

Servicio de Hidrografia Naval 

Servicio de geografia 

La Paz 

La Paz* 

14 

Servicio Geodésico de Mapas 

Servicio de geografia 

La Paz 

La Paz* 

15 

Servicio Nacional de Aerofotogrametría (SNA) 

Servicio de geografia 

La Paz 

La Paz* 

16 

Concesiones mineras de Cofadena 

Minería y metalurgia 

La Paz 

Guanay 

17 

Concesiones mineras de Cossmil 

Minería y metalurgia 

Oruro 

Eucaliptus 

18 

Fábrica Boliviana de Ácido Suifúrico 

Industria química 

Oruro 

Eucaliptus 

19 

Corporación Gestora dei Proyecto Abapó Izozog (Corgepai) 

Agropecuária 

Santa Cruz 

Santa Cruz* 

20 

Empresa Agrícola Bermejo (EAB) 

Agropecuária 

Tarija 

Bermejo 

21 

Empresa Agrícola Guabirá 

Agropecuária 

Santa Cruz 

Montero* 

22 

Empresa Agropecuária Tamborada-Cotapachi 

Agropecuária 

Cochabamba 

Cochabamba* 

23 

Empresa Buena Vista 

Agropecuária 

Santa Cruz 

Buena Vista 

24 

Empresa Ganadera Campo 23 de Marzo 

Agropecuária 

Beni 

Trinidad 

25 

Empresa Mariscai Santa Cruz (La Gaiba) 

Agropecuária 

Santa Cruz 

San Matías 

26 

Planta Beneficiadora de Café 

Industria alimentos 

La Paz 

Caranavi 

27 

Empresa Nacional Automotriz (Enauto) 

Industria automotriz 

Cochabamba 

Cochabamba 

28 

Útiles de Roscar Bolivia SAM (Urbol SAM) 

Industria 

metalmecánica 

Santa Cruz 

Santa Cruz 

29 

Comando de Ingeniería 

Servicio de construcción 

La Paz 

La Paz 

30 

Empresa de Explotación de Recursos Hidráulicos (Empexhidra) 

Servicios básicos 

La Paz 

La Paz 


*Empresas que tuvieron un alcance nacional o abarcaban más de un município, por lo que se registra el município donde tenía su sede principal. 
Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en datos de MPC-UEREP, 1993, y Ministério de Defensa, 2016. 


1.1.1. Empresas privatizadas 

1.1.1.1. Fábrica Nacional de Explosivos y Accesorios SAM (Fanexa SAM) 

Esta fábrica está ubicada en el Parque Industrial dei municipio Santivánez, departamento 
de Cochabamba. Mediante DS 10511, dei 27 de septiembre de 1972, se asigna al Minis¬ 
tério de Defensa Nacional la exclusividad en la producción de explosivos y accesorios. 
Dicho decreto supremo considera, además, “de primera prioridad instalar una fábrica de 
explosivos y accesorios en el país para proveer a la creciente demanda” en los sectores 
de minería, hidrocarburos, construcción y otros. Una vez constituída la Fábrica Nacional 
de Explosivos, Uegó a cubrir “el 30% dei mercado boliviano con productos tradiciona- 
les como ser mecha de seguridad, cápsulas detonantes, cordón detonante y dinamita” 
(MCEI-VIP-UR, 2002; 24). 
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En 1978, mediante DS 15565 dei 22 de junio de 1978, se autoriza la constitución de 
Fanexa en sociedad anónima mixta (Fanexa SAM), suscrita el 26 de abril de 1978, entre 
Cofadena, Comibol y las empresas japonesas Asahi Chemical Industry Co. Ltd. y Nisho 
Iwai Co. Ltda., con la siguiente participación; 

Cofadena 50% 

Comibol 40% 

Grupo japonês 10% 

Entre 1978 y 1985, Comibol se constituyó en el principal mercado de Fanexa. 
Cuando se inició la política de privatización durante el gobierno de Jaime Paz, la eva- 
luación hecha por el Ministério de Planeamiento y Coordinación destacaba que Fanexa 
“.. .funciona dentro de los parâmetros aceptables, se dedica a la producción de fulminan¬ 
tes para la industria, para uso militar, así como de cordón detonante y guia de explosivos; 
está en periodo de prueba la fabricación de dinamita” (MPC-UEREP, 1993). Fanexa 
SAM tenía agencias comerciales y de asistencia técnica en Potosí, Tupiza, Oruro, La Paz 
y Santa Cruz.^^ Para 1992, tenía 134 trabajadores (MPC-UEREP, 1993). 

En 1999, durante el gobierno de Hugo Banzer y Jorge Quiroga, Fanexa SAM fue 
enajenada, y cuya cronologia es la siguiente; 

• El 30 de diciembre de 1997, la Junta Extraordinária de Accionistas de Fanexa SAM, deter¬ 
mina la venta de 602.675 acciones y el aumento de capital mediante la suscripción de nue- 
vas acciones. Los socios accionistas renuncian a su derecho preferente para suscribirlas. 

• El 21 de abril de 1998, Cofadena, mediante Resolución de Directorio 004/98, decide 
la venta de 602.675 acciones de su propiedad, equivalente al 15,48% dei paquete ac- 
cionario de Fanexa SAM. 

• El 4 de marzo de 1998, el Consejo de Política Económica (Conape) define la estratégia 
de privatización de Fanexa SAM. 

• El 19 de noviembre de 1998, la Superintendência de Pensiones, Valores y Seguros, me¬ 
diante Res. Adm. SPVS-IV-RA-021/98, autoriza la oferta pública de Acciones Suscritas y 
pagadas de Fanexa SAM y la emisión y oferta pública de 1.382.500 acciones de Fanexa. 

• El 29 de enero de 1999, el Ministério de Defensa Nacional, mediante Res. Min. 0087, 
autoriza el inicio dei proceso de hcitación pública para la venta de 602.675 acciones 
equivalentes al 15,48% dei paquete accionario de Fanexa SAM, de propiedad de Co¬ 
fadena, y la suscripción de nuevas acciones hasta el monto dei capital autorizado. Asi- 
mismo, aprueba el Plan Específico, elaborado por la Unidad de Reordenamiento, el 
Phego de Condiciones y designa los miembros, por parte de Cofadena y dei Ministério 
de Defensa, para integrar la Comisión Cahficadora. 


12 Informe enviado por el Ministério de Defensa, Reymi Ferreira Justiniano, al presidente de CEMIPyC, Javier Zavaleta, 
mediante nota MD-DIGEPLA-UPEO n.° 079, de 12 de enero de 2016. 

13 Ibíd. 
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• El 5 de febrero de 1999, el Ministério de Comercio Exterior e Inversión, mediante 
Res. Min. 020/99, aprueba el Plan Específico y el PHego de Condiciones. 

• El 28 de abril de 1999, se publica la convocatoria nacional e internacional (No. Ref. 
MCEI/MD-Cofadena/UR/LIC- 002/99). 

• La Comisión Caüficadora procedió con la recepción de sobres y apertura de ofertas 
de la Licitación Pública de la Empresa Union Espanola de Explosivos SA. 

• El 1 de junio de 1999, el gobierno de Hugo Banzer y Jorge Quiroga, mediante DS 
25404, adjudica 602.675 acciones equivalentes el 15,48% dei paquete accionario de 
Fanexa SAM, de propiedad de Cofadena, en la suma de $us 1.161.223 a la Empresa 
Union Espanola de Explosivos SA. Asimismo, por la suscripción de nuevas accio¬ 
nes hasta el monto dei capital autorizado en Fanexa SAM (35,51%), en la suma $us 
2.663.776 (DS 25404, art. Único). 

Consiguientemente, el monto de la venta fue el siguiente; 


Cuadro 3. Venta de Fanexa SAM 


Empresa pública 

Fecha de venta 

Beneficiário 

Monto de venta 

Fábrica Nacional de Explosivos y Accesorios SAM (Fanexa SAM) 

01/06/1999 

Union Espanola de 
Explosivos SA 

3.824.999 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en DS 25404. 


Una vez consolidada la enajenación de Fanexa SAM, el paquete accionario quedó 
conformado de la siguiente manera: 


Union Espanola de Explosivos 51% 

Cofadena 46,92% 

Asahi Chemical 1,56% 

Química Sol 0,52% 

Total 100% 


De esta manera, una empresa militar, vinculada a la seguridad nacional, pasó a ser 
controlada por una empresa extranjera. 

I.I.I.2. Fábrica Militar de Artículos de Cuero 

Esta fábrica estaba ubicada en la zona de Achachicala dei municipio de La Paz. Denomi¬ 
nada Fabrimil, estaba dedicada a la fabricación de botas de combate y calzados de tropa, 
para satisfacer los requerimientos de las FFAA 

En 1973, en cumphmiento de las resoluciones supremas 167694 y 167852, de 6 de 
abril y de 22 de mayo de 1973, respectivamente, esta fábrica pasó dei Ministério de De- 


14 Informe enviado por el Ministério de Defensa, Reymi Ferreira Justiniano, ai presidente de CEMIPyC, Javier Zavaleta, 
mediante nota MD-DIGEPLA-UPEO n.° 079, de 12 de enero de 2016. 
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fensa a Cofadena para su administración. Cofadena hizo ampliaciones de la fábrica en sus 
secciones de curtiembre y zapatería, con el objeto de satisfacer la demanda de las Fuerzas 
Armadas. El DS 13083, dei 21 de noviembre de 1975, dispuso realizar inversiones adicio- 
nales “con destino a la adquisición de maquinaria, terrenos y construcciones civües.” Para 
tal efecto, se dispuso la adquisición de maquinaria, inmuebles y terrenos de Industrias 
dei Cuero (Indecu SA), en la suma de $b.l0.190.000 (equivalentes a $us 499.509), “por 
cuanto se ha asignado a la Fábrica Militar de Artículos de Cuero la provisión de 100.000 
pares de calzados para las Fuerzas Armadas durante el ano 1976, lo que no seria posible 
atender en las condiciones actuales” (DS 13083). Además, el art. 3 de este decreto instruía 
al Ministério de Defensa Nacional y los Comandos de Fuerza “adquirir obhgatoriamente 
los artículos de cuero a fabricarse por Cofadena, sin necesidad de hcitación”. 

Respecto dei destino que sufrió esta fábrica durante los gobiernos privatizadores, se 
conoce muy poco. Inicialmente, el reporte dei Ministério de Defensa, dei 12 de enero de 
2016,^^ establecía que la fábrica “presentó quiebra y posteriormente dentro de la década 
de los anos 90 fue transferida a particulares”. Luego, mediante nota de 9 de diciembre de 
2016, se precisa que los “activos fueron vendidos a la empresa Zamora”.^'’ 

1.1.1.3. Fábrica Militar de Muebles 

Esta fábrica estaba ubicada en el municipio de La Paz (Intendência Central de las Fuer¬ 
zas Armadas). Su objetivo era la fabricación de catres de campana. Según el Ministério 
de Defensa, era un “taUer con secciones de metalmecánica y carpintería, absorbida por 
Fabrimil; presentó quiebra y posteriormente, dentro de la década de los anos 90, fue 
transferida a particulares”.^’ 

I.I.2. Empresas cerradas 

I.I.2.I. Empresa Mariscai Santa Cruz (La Gaiba) 

Era una empresa agroforestal a nivel experimental ubicada en el municipio de San Matías, 
provincia Angel Sandoval, departamento de Santa Cruz, en la zona conocida como La 
Gaiba, muy cerca de la frontera con Brasil. Fue creada mediante Decreto Ley 11156, dei 
16 de octubre de 1973, que autorizó al Consejo Nacional de Reforma Agraria dotar a 
Cofadena 200.000 ha, en la provincia Angel Sandoval. 

En abril de 1991, eljuez Agrário Móvil 1° de Santa Cruz de la Sierra otorgó posesión 
provisional dei Fundo Rústico “Gran Empresa Ganadera Forestal La Gaiba”. El 18 de 


15 Informe enviado por el Ministério de Defensa, Reymi Ferreira Justiniano, al presidente de CEMIPyC, Javier Zavaleta, 
mediante nota MD-DIGEPLA-UPEO n.° 079, de 12 de enero de 2016. 

16 Informe enviado por el Ministério de Defensa a la CEMIPyC, mediante nota MD-SD-DIGEPLA-UPEO n.° 4455, de 
9 de diciembre de 2016, en la que adjunta nota de Felipe Eduardo Vásquez Moya, Gerente General Cofadena, a Reymi 
Ferreira Justiniano, ministro de Defensa, con CITE: GG: 1362-UAJ: 551 DE: 233/16. La Paz, 18 de noviembre de 2016. 

17 Informe enviado por el Ministério de Defensa, Reymi Ferreira Justiniano, al presidente de CEMIPyC, Javier Zavaleta, 
mediante nota MD-DIGEPLA-UPEO n.° 079, de 12 de enero de 2016. 
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septiembre de 1995, se inscribió en el Centro de DesarroUo Forestal a la “Empresa Ma- 
derera Cofadena”, con registro 78/95 por la gestión 1995. Se dispone de un inventario 
forestal realizado por la empresa Confor sin aprobación. 

En la gestión 2004 se observaron sobreposiciones con concesiones mineras y tierras 
comunitárias de origen, situación que limitó el saneamiento de la concesión, por lo que 
no se concluyó el saneamiento legal ante el INRA. 

Funcionó a nivel experimental durante un ano y luego se la conservó como puesto 
militar. 

I.I.2.2. Fábrica Boliviana de Ácido Sulfúrico 

Estaba ubicada en lo que actualmente es el municipio de Eucabptus, provinda Tomás Ba- 
rrón dei departamento de Oruro. Era parte de las concesiones mineras que temd la Cor- 
poración dei Seguro Social Militar (Cossmil), se conocía también como Empresa Industrial 
de Eucaliptos. Según información proporcionada por el Ministério de Defensa,^® en 1967, 
mediante Resolución dei Consejo Nacional de DesarroUo y EstabUización, se aprueba la 
instalación de una fábrica de Ácido Sulfúrico, de propiedad de la Caja de Pensiones y Jubila¬ 
dos Militares. La planta fue instalada por la firma Industrial Consultants Of México SA. En 
1975, se concluye la construcción de la Fábrica de Ácido Sulfúrico, denominada FASE. 

Según informe dei Ministério de Planeamiento y Coordinación, de agosto de 1993, la 
fábrica empezó a producir “en 1976, con capacidad de producción de 100 ton/día de ácido 
sulfúrico, grado técnico de concentración de 98%... Es una planta de tecnologia patentada por 
Stauffer Chemical Company de los EEUU” (MPC-UEREP, 1993). Según el Ministério de 
Defensa (2016), ese primer ano, Uegó “... a producir 1.939 toneladas de ácido sulfúrico”. 

Posteriormente, la fábrica pasó a Cossmü, que había sido creada mediante Ley 11901 de 
21 de octobre de 1974, Uegando a producir, desde el 22 de diciembre de 1977 hasta el 13 de 
marzo de 1978, 6.376 toneladas de ácido sulfúrico.Sin embargo, en forma posterior a esta 
etapa productiva, “por motivos ajenos a la institución el gobierno de turno (se entiende el 
primer gobierno de Hugo Banzer) ordena el cierre definitivo de la fábrica”. 

En 1993, cuando se tramitaba la privatización de todas las empresas, el Ministério de 
Planeamiento y Coordinación, sostenía que la fábrica, “no funciona desde hace más de 
12 anos” (MPC-UEREP, 1993). 

El ácido sulfúrico, en general, se obtiene como un subproducto de procesos químico indus- 
triales; en esta Planta se lo elabora a partir de azufre nativo con yacimientos situados a mucha 
distancia de eUa, por ende sus costos son elevados [...] De Uquidarse la empresa algunos de sus 
equipos solo pueden ser utilizados en fabricación de ácido sulfúrico (MPC-UEREP, 1993). 


18 Informe enviado por el Ministério de Defensa, Reymi Ferreira Justiniano, ai presidente de CEMIPyC, Javier Zavaleta, 
mediante nota MD-DIGEPLA-UPEO n.° 079, de 12 de enero de 2016. 

19 Ibíd. 

20 Ibíd. 

21 Ibíd. 
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Asimismo, informa que se han realizado los estúdios de valoración, a cargo de Ca- 
rana Corporation - Sotomayor Consultores, a un costo de $us 22.500.^^ Esta consultora 
valuó la fábrica en $us 913.055; sin embargo, según el Ministério de Planeamiento, seria 
menor, pues “afectados por coeficientes nos dan un valor de Hquidación de 480.000 dó¬ 
lares” (MPC-UEREP, 1993). Consiguientemente, el propio Ministério de Planeamiento 
recomienda: “.. .en tanto no exista una industria metalúrgica importante que requiera tal 
producto en volúmenes considerables, el único camino para evitar mayores pérdidas al 
Estado es su Hquidación” (MPC-UEREP, 1993). 

A pesar de los intentos para propiciar su venta, la fábrica quedó cerrada. 

1.1.2.3. Fábrica Nacional de Quinina (Fanaquina) 

La Fábrica Nacional de Quinina estaba ubicada en el municipio de La Paz, Provinda Muri- 
Uo, departamento de La Paz (Plaza dei Periodista). Fue creada durante la Guerra dei Chaco, 
en enero de 1934, con personaHdad jurícHca propia. Inicialmente perteneció a la Sanidad 
MlHtar dei Ministério de Defensa, de acuerdo al decreto supremo de 11/01/1938. Se tiene 
información de que su funcionamiento bajo dependencia de Cossmil data de 1990. 

Según el Ministério de Planeamiento y CoorcHnación, “El mercado actual de quinina está 
siendo reemplazado por compuestos químicos tan efectivos como esta (quinina natural), 
pero de coste mucho menor” (MPC-UEREP, 1993). Hasta 1982, tenía un mercado cautivo 
con Pointet-Girard de Francia, que le financió las plantaciones y se cobró con la produc- 
ción. Después de ese ano, sus ventas eran marginales. En 1991, una firma suiza requirió un 
volumen importante pero no se efectivizó debido a la Hmitada capacidad de producción. 

Según la misma fuente, “La ubicación de la fábrica (centro de la ciudad de La Paz) 
significó un gran problema al transportar corteza de quino desde Caranavi, de la cual solo 
se aprovecha menos dei 3,5%” (MPC-UEREP, 1993). La sentencia de dicho Ministério 
fue que es una industria inviable “.. .y en la actuaHdad los equipos están desmantelados... 
su mayor valor está en la propiedad con la que cuenta en la Plaza dei Periodista (de La 
Paz) (1,104 m^...) y en los terrenos que tienen en Caranavi, se la ha avaluado en 325.417 
dólares... se ha decidido cerrar definitivamente la fábrica, Hquidando los activos me¬ 
diante Subasta PúbHca” (MPC-UEREP, 1993). La valoración de activos la reaHzó Carana 
Corporation - Sotomayor Consultores, a un costo de $us 22.500.^'^ 


22 Esta consultora avaluó siete empresas: Fábrica Nacional de Quinina, Empresa Integral dei Café, Fábrica de Ácido Sulfúrico, 
Fábrica Boliviana de Municiones, Instituto Geográfico Militar, Servicio de Hidrologia Naval y Servido Nacional de 
Aerofotogrametría, por un costo total de $us 157.500, correspondiendo a cada una de esas empresas la suma de $us 22.500. 
Fuente: CEEP-UEREP: Contratos de servidos de consultoria para la evaluación de las empresas de las corporadones 
regionales de desarroüo, empresas de las Fuerzas Armadas, hoteles prefecturales, empresas pertenecientes al ex MECE, 
1992. Gastos créditos 628/OC-BO & 2298-BO. En: Archivo dei Ministério de Desarroüo Productivo y Economia Plural- 
Repositorio de la Privatización y CapitaJización. Serie: M-lOO CEEP-UEREP. Cód.: 5 CEEP-UEREP, 1992-1993. 

23 CEEP-UEREP: Contratos de servidos de consultoria para la evaluadón de las empresas de las corporadones regionales 
de desarroüo, empresas de las Fuerzas Armadas, hoteles prefecturales, empresas pertenecientes al ex MECE, 1992. 
Gastos créditos 628/OC-BO & 2298-BO. En: Archivo dei Ministério de Desarroüo Productivo y Economia Plural — 
Repositorio de la Privatización y Capitaüzación. Serie: M-lOO CEEP-UEREP. Cód.: 5 CEEP-UEREP, 1992-1993. 
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La fábrica fue cerrada en 1993 y Cossmil debía proceder a la Hquidadón y subasta de acti- 
vos. Según el Ministério de Defensa,^'^ esta fábrica no fue somerida a procesos de privatización 
y actuaknente se encuentra sin movimiento. En un informe posterior, se precisa: “De la Fá¬ 
brica Nacional de Quinina no se cuenta con documentación relativa a su tiempo de vigência 
ya que de acuerdo a informe ARCH. n.° 005/16 de Gerencia de Empresas, en la gestión 2003 
sufrió la quema de sus archivos; actualmente la Fábrica referida se encuentra demoHda”.^^ 

I.I.2.4. Líneas Navieras Bolivianas SAM (Linabol SAM) 

La sede central de esta empresa se encontraba en el municipio La Paz, Provinda MuriUo. 11- 
neas Navieras Bolivianas SAM (Linabol SAM) fue creada al amparo dei Código de Comercio, 
el 2 de marzo de 1979. Posteriormente, por DS 16300, dei 27 de marzo de 1979, se autoriza la 
formación de una sociedad de economia mixta; Linabol SAM, entre EnaboP'" y Hapag Doyd 
AG; asimismo, se aprueban los estatutos y se reconoce su personería jurídica, la que se proto¬ 
coliza mediante Testimonio n.° 304. La participación accionaria era la siguiente: 

Enabol 51% 

Hapag-Lloyd A.G^^ 49% 

Linabol SAM reaüzaba actividades relacionadas con la navegación marítima, transpor¬ 
te de pasajeros y carga en general, en especial de y bacia Bobvia, utüizando los puertos 
dei Pacífico, Atlântico y/o ultramar, operando con barcos propios o fletados. Linabol 
SAM comenzó a operar con el primer buque denominado “Bobvia”, en el trayecto Sud 
América y Norte de Europa. En 1992 tenía 35 trabajadores. La empresa Hapag tenía la 
administración de Linabol, concluyendo el ano 1994. 

Posteriormente, durante el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada, en fecha 3 de 
febrero de 1994, la Junta de Accionistas de Linabol SAM, disolvió la empresa Linabol y 
empresas subsidiarias. 

Según información de Fidel Edmundo Vargas, de EPNE-Enabol, “El proceso de 
bquidación de Linabol tuvo una duración de ocho anos, dei 15 de marzo de 1994 al 20 de 
diciembre de 2002”.^® Complementariamente, se informa: 


24 Informe enviado por el Ministério de Defensa a la CEMIPyC, mediante nota MD-DIGEPLA-UPEO n.° 079, de 12 
de enero de 2016. 

25 Informe enviado por el Ministério de Defensa a la CEMIPyC, mediante nota MD-SD-DIGEPLA-UPEO n.° 4455, 
de 9 de diciembre de 2016, en la que adjunta nota de Roberto René Alarcón Loza, Gerente General a.i. Cossmil, a 
Reymi L. Ferreira Justiniano, ministro de Defensa, dei 25 de noviembre de 2016 (DGPL: n.° 575/16). 

26 Previamente fue creada la Empresa Naviera Boliviana (Enabol), el 9 de febrero de 1979, por Decreto Ley 16174, 
para realizar toda clase de actividades relacionadas con la navegación, comprendiendo dentro de dichos objetivos el 
transporte de carga y pasajeros de y bacia Bobvia, por cuenta propia o asociada con terceros mediante la formación 
de sociedades de economia mixta con personas jurídicas nacionales o extranjeras especializadas. 

27 Con domicilio legal en Bremen-Hamburgo. 

28 Informe enviado por el Ministério de Defensa a la CEMIPyC, mediante nota MD-SD-DIGEPLA-UPEO n.° 4455, de 
9 de diciembre de 2016, en la que adjunta nota dei Gerente General de la EPNE-Enabol, Cn.DAEN Fidel Edmundo 
Vargas Caballero, al ministro de Defensa, Reymi Luis Ferreira Justiniano. DAJ n.° 145/2016,18 de noviembre de 2016. 
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El proceso de liquidación tuvo una duración de ocho anos, como consecuencia de los juicios 
laborales y el proceso de liquidación dei ex-buque BoHvia Uevados a cabo en Londres, así 
como la falta de determinación de parte la accionista mayoritaria de levantar las anotaciones 
preventivas de los inmuebles para su realización (art. 389 CC). Consecuencia de los supuestos 
desvios de fondos realizados por la Accionista privada. Asimismo por la falta de continuidad 
en la representación de la parte pública ante la junta de accionistas (2 anos), como el cambio 
de los liquidadores en tres circunstancias.^® 

Linabol fue cerrada y sus activos pasaron a Enabol. Al accionista privado Hapag 
Lloyd se le transfirió Bs2.881.287. “Esta cantidad transferida fue confirmada en los Dic- 
támenes de Auditoria durante el proceso de Liquidación”.^*’ 

1.1.2.5. Planta Integral de Café 

También denominada Planta Beneficiadora de Café, fue un proyecto de Cossmil. 
No contaba con personería jurídica y todos sus activos pertenecían a Cossmil. Esta- 
ba ubicada en el municipio de Caranavi, departamento de La Paz, en donde tenía las 
propiedades de Bolinda e lllimani (compartidas con Fanaquina), a 10 km y 22 km de 
Caranavi. Bolinda tenía una extensión de 43 ha, de las cuales aproximadamente 20 
ha eran de café y 10 ha eran de quino, lllimani tenía 333 ha, de las cuales 12 ha eran 
de café y 73 ha eran de quino. Además, tenía una beneficiadora ubicada en Caranavi 
y una torrefactora ubicada en la zona de Chuquiaguillo en La Paz. Funcionó desde 
1986 hasta 1989. Por efecto de su abandono, en ambos casos, la vegetación fue cu- 
briendo los cultivos. 

Para su privatización, Carana Corporation-Sotomayor Consultores reahzó estúdios de 
valuación, a un costo de $us 22.500,^’ determinando los siguientes valores; 


Terreno y construcciones en Caranavi (1.220 m2) $us 9.240 

Torrefactora (322 m2) $us 11.592 

Terreno lUimani $us 18.522 

Terreno Bolinda $us 116.094 

Total: $us 155.448 


29 Informe enviado por el Ministério de Defensa a la CEMIPyC, mediante nota MD-SD-DIGEPLA-UPEO n.° 4455, de 9 de 
diciembre de 2016, en la que adjunta Informe (2). Cierre dei proceso de liquidación de lineas Navieras Bolivianas SAM. La 
Paz, 20 de diciembre de 2002. Adjunto a carta enviada por el Gerente General de la EPNE-Enabol, Fidel Edmundo Vargas 
Caballero, al ministro de Defensa, Reymi Luis Ferreira Justiniano. DAJ n.° 145/2016, 21 de noviembre de 2016, p. 3. 

30 Informe enviado por el Ministério de Defensa a la CEMIPyC, mediante nota MD-SD-DIGEPLA-UPEO n.° 4455, de 9 de 
diciembre de 2016, en la que adjunta Informe (2). Cierre dei proceso de liquidación de Lineas Navieras Bolivianas SAM. La 
Paz, 20 de diciembre de 2002. Adjunto a carta enviada por el Gerente General de la EPNE-Enabol, Fidel Edmundo Vargas 
Caballero, al ministro de Defensa, Reymi Luis Ferreira Justiniano. DAJ n.° 145/2016, 21 de noviembre de 2016, p. 9. 

31 CEEP-UEREP: Contratos de servidos de consultoria para la evaluadón de las empresas de las corporaciones regionales 
de desarroUo, empresas de las Fuerzas Armadas, hoteles prefecturales, empresas pertenecientes al ex MECE, 1992. 
Gastos créditos 628/OC-BO & 2298-BO. En: Archivo dei Ministério de DesarroUo Productivo y Economia Plural — 
Reposltorio de la Privatización y CapltaUzadón. Serie: M-lOO CEEP-UEREP. Cód.: 5 CEEP-UEREP, 1992-1993. 
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Según informe de Roberto René Alarcón, Gerente General a.i. Cossmil, “Acerca de 
la Planta Beneficiadora de Café... no se cuenta con documentación relativa a su tiempo 
de vigência ya que de acuerdo a Informe ARCH n.° 005/16 de Gerencia de Empresas, 
en la gestión 2003 sufrió la quema de sus archivos; al presente, dicha planta se encuentra 
obsoleta por el transcurso dei tiempo”. 

I.I.2.6. Química Básica Boliviana SAM (Quimbabol SAM) 

Estaba ubicada en el municipio Uyuni, Colchani (Salar de Uyuni), departamento de Poto- 
sí. Su área de acción abarcaba las provincias: Daniel Campos, Nor y Sud Lípez en Potosí 
y las provincias Ladislao Cabrera y parte de Sabaya en Oruro. Su instalación en esa zona, 
se justifico “tanto por factores técnico-económico y sociales, como para mantener el 
principio de soberania y seguridad” (DS 13361,13/02/1976). 

Quimbabol SAM se creó en cumpHmiento de la Resolución Suprema 174895 de no- 
viembre de 1974, conformada por Cofadena, Cossmil, Comité de DesarroUo y Obras 
Públicas de Potosí (luego Cordepo) y la Central Regional de Cooperativas Industriales dei 
Sud (Crecis), mediante contrato de 12 de diciembre de 1975, sobre la base de una Socie- 
dad Accidental que, con carácter prévio, formaron las mismas instituciones. 

Según el DS 13361 dei 13 de febrero de 1976, 

... el objeto de Quimbabol SAM es el aprovechamiento de los recursos naturales de mine- 
rales no metálicos existentes en el Sud-Oeste de Bolivia, su explotación, industrialización 
y comercialización, mediante la instalación de plantas de refinación de sal, azufre, bórax, 
trona, sulfatos y la fabricación de carbonato de sodio, cloro-hidróxido de sodio, etc., los 
que conformando el complejo industrial de la Química Básica permitirán el establecimien- 
to de un Polo de Desarrollo en una zona que requiere la atención dei Gobierno para ex- 
plotar sus recursos, elevar el nivel de vida de sus pobladores y su integración a la actividad 
económica y social dei país. 

El mismo decreto designa a Quimbabol SAM, “ejecutora dei Complejo Industrial de 
la Química Básica a establecerse en el Sud-Oeste dei país, para el aprovechamiento e in¬ 
dustrialización de los minerales no metálicos existentes en aqueUa región”. Asimismo, se 
le autoriza a “convocar a hcitación internacional para la provisión de maquinaria, equipo 
y materiales para la planta de yodación de sal” (DS 13361, 13/02/1976). 

Posteriormente, la Ley 719, dei 15 de febrero de 1985, que crea el Complejo Industrial 
de los Recursos Evaporíticos dei Salar de Uyuni (Ciresu), senala que Quimbabol SAM 
está facultada para utilizar matéria prima dei Salar de Uyuni, en la locaüdad de Colchani, 
en un terreno de 30.000 m^, aunque no cuenta con concesiones. En 1992, tenía siete tra- 
bajadores permanentes y 15 eventuales. 


32 Informe enviado por el Ministério de Defensa a la CEMIPyC, mediante nota MD-SD-DIGEPLA-UPEO n.° 4455, 
de 9 de diciembre de 2016, en la que adjunta nota enviada por Roberto René Alarcón Loza, Gerente General a.i. 
Cossmil, a Reymi L. Ferreira Justiniano, ministro de Defensa, el 25 de noviembre de 2016 (DGPL: n.° 575/16). 
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Está dedicada exclusivamente a la explotación y comercialÍ 2 ación de sal en sus variedades de 
yodada (para consumo humano) y natural para consumo animal. 

Debido a la característica dei proceso y a lo antiguo de su tecnologia no puede competir en 
costos, aunque la calidad de su producto es buena; el estado técnico de la planta es casi de total 
obsolescência, y las instalaciones civiles están en estado regular. Su participación en el mercado 
nacional es dei 7% (alrededor de 650 toneladas anuales) (MPC-UEREP, 1993). 

En 1992, con motivo dei proceso de privatización, se hicieron estúdios de consultoria 
por un costo de $us 10.996, encargados a Mario GuiUén y Asociados.^^ 

Se concluyó el estúdio, aconsejando su liquidación (los activos están valuados en 140.920 dólares), 
pero a soUcitud dei Alto Mando, se ha otorgado un plazo de dos meses para que su gerencia o Co- 
fadena puedan presentar alguna propuesta racional de reactivación, pensando fundamentalmente 
en que la empresa incursione en otras actividades relacionadas con la química básica, esta propuesta 
puede muy bien ser la de cambiar la composición accionaria y permitir así cierta capitaUzación (.. 
las condiciones actuales de Quimbabol y su situación con respecto a Ciresu hacen que su pronta 
liquidación, sea el camino de evitar mayores danos al Estado (MPC-UEREP, 1993). 

Hasta la gestión 2000, participo en la fabricación de sal yodada para consumo huma¬ 
no. Después se determino su cierre operativo.^^ 

1.1.2.7. Útiles de Roscar Bolívia SAM (Urbol SAM) 

Estaba ubicada en el municipio de Santa Cruz (2.° AniUo, final caUe Ingavi), provinda 
Andrés Ibánez. Fue creada en 1970, en el marco de una asignación dei Pacto Andino 
a Bohvia (Acuerdo de Cartagena) para la producción de tarrajas de tipo “macho”, he- 
rramientas de roscado; “sin embargo, debido a que las características tecnológicas de la 
asignación no eran utilizadas en el mercado andino, y que más bien se esperaba abrir el 
mercado, nunca funcionó” (MPC-UEREP, 1993). Pero, no entró en funcionamiento y 
quedó en estúdio de factibilidad para la conformación de una SAM, con participación de 
Cofadena (95%) y de la empresa J.J. Uranga SA de Argentina (5%). 


33 Esta consultora, además de Quimbabol, avaluó la Empresa de Explotación de Recursos Hidráulicos (Empexhidra). 
El costo de valuación de ambas fue de $us 21.992. CEEP-UEREP: Contratos de servidos de consultoria para la 
evaluación de las empresas de las corporaciones regionales de desarroUo, empresas de las Fuerzas Armadas, hoteles 
prefecturales, empresas pertenecientes al ex MECE, 1992. Gastos créditos 628/OC-BO & 2298-BO. En: Archivo 
dei Ministério de DesarroUo Productivo y Economia Plural — Repositorio de la Privatización y CapitaUzación. Serie: 
M-lOO CEEP-UEREP. Cód.: 5 CEEP-UEREP, 1992-1993. 

34 En 1993, la composición accionaria de Quimbabol SAM era la siguiente: Cofadena 43%, Cossmü 22%, Cordepo, 
26%, CRECIS 3% (MPC-UEREP, 1993). 

35 Informe enviado por el Ministério de Defensa a la CEMIPyC, mediante nota MD-DIGEPLA-UPEO n.° 079, de 12 
de enero de 2016. 
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Como no Uegó a entrar en funcionamiento, en 1993, el Ministério de Planeamiento y 
Coordinación, . decidió oficialmente cerrar sus operaciones y eliminar a la empresa de 
los listados” de privatización (MPC-UEREP, 1993). Por tanto, se considera como proyec- 
to no concretado o interrumpido. 

1.1.3. Empresas desestimadas 

1.1.3.1. Empresas transferidas a otras entidades públicas 

1.1.3.1.1. Empresa Tamborada-Cotapachi 

Era una empresa dedicada a actividades agropecuarias; producción de maíz, alfalfa, ceba- 
da y leche. Tenía dos pertenencias: una, ubicada en la locaüdad de Cotapachi dei municí¬ 
pio de QuiUacoUo; otra, ubicada en Tamborada dei municipio de Cochabamba, cerca dei 
aeropuerto Jorge Wilstermann. 

En 1974, mediante Resolución Ministerial n.° 231/74, de 14 de febrero de 1974, el 
Ministério de Defensa Nacional concede a Cofadena las propiedades de Cotapachi y 
Tamborada para su administración, uso y usufructo (DS 13671,18/06/1976). 

En 1976, recibe una ayuda financiera importante dei BCB (Bs2.030.000) para la pro¬ 
ducción de leche en dichos fundos, destinado a cubrir las necesidades de consumo de la 
población boliviana y elevar su dieta ahmenticia (DS 13671,18/06/1976). 

Posteriormente, en 1992, en la gestión de Jaime Paz, esta empresa estaba erJistada para 
su privatización, pero no se concretó. En 1995, en la gestión de Gonzalo Sánchez de Loza- 
da, los prédios fueron transferidos, uno, al Comando dei Ejército y, otro, al Comando de la 
Fuerza Aérea Boliviana. La transferencia se realizó en aplicación a la Resolución de Direc- 
torio de Cofadena n.° 08/94 de 06/06/1994, por la que 4.258 m^ se transfieren al Comando 
General dei Ejército, y 30 ha al Comando General de la Fuerza Aérea Bohviana.^'" Consi- 
guientemente, esta empresa se la registra como transferida a otras entidades públicas. 

1.1. }.1.2.Empresa Agrícola Guabirá 

Era una empresa dedicada al sector agropecuário; producía cana de azúcar, arroz y maíz. Con 
el propósito de diversificar la producción, también incursionó en el manejo de ganado bovino. 
Tenía varias propiedades en el departamento de Santa Cruz; Guabirá, Ingenio Arrocero, Bana- 
do Grande, Rinconcito, Puesto 21 y La Guardia, entre otras, que se describen brevemente; 

a. Guabirá, con 221 ha, ubicadas a 5 km de la ciudad de Montero, producía cana en 20 
ha y temú 223 cabezas de ganado. Según el informe dei Ministério de Planeamiento y 
Coordinación, en 1993 “...funciona en estas dependencias un joint venture de crian- 
za de cerdos”, pero el mismo informe aclara que “el contrato no está regularizado” 
(MPC-UEREP, 1993). 


36 Informe enviado por el Ministério de Defensa a la CEMIPyC, mediante nota MD-DIGEPLA-UPEO n.° 079, de 12 
de enero de 2016. 
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b. Ingenio Arrocero, con 5.800 m2, ubicados sobre la avenida Circunvalación de Mon- 
tero. Según el Ministério de Planeamiento, . .funcionaba acá una peladora de arroz 
que al momento es considerada como chatarra, está avaluada en $us 51.498,39 los 
terrenos y mejoras, y en $us 1.500 el ingenio (maquinaria)” (MPC-UEREP, 1993). 

c. Banado Grande, con 1.980 ha en el municipio de Portachuelo, provinda Sara, a 22 
km de Guabirá, se cultiva cana de azúcar en 132 ha, arroz y maíz, así como el manejo 
de ganado bovino; “tiene muy buenas tierras, aptas para una diversidad de cultivos” 
(MPC-UEREP, 1993). 

d. Rinconcito, con 466 ha en la provinda Warnes, a 30 km de Guabirá, “sus papeies no 
están en orden y estaria registrada con el nombre de Las Abras, están en explotación 
18 ha y 20 de cana” (MPC-UEREP, 1993) 

e. Puesto 21, “propiedad de 50 ha en la prov. Warnes, a ocho km de Rinconcito, no exis¬ 
te explotación agrícola, ni personal en la propiedad” (MPC-UEREP, 1993). 

£ La Guardia, “propiedad de 4 ha transferidas hace vários anos, sin ningún tipo de do- 
cumentación que avale eUo al BataUón Pando, está ubicada en el km 16 de la antigua 
carretera a Cochabamba” (MPC-UEREP, 1993). 

Inicialmente, mediante las resoluciones supremas 167694 de 3 de abril de 1973 y 167852 
de 22 de mayo de 1973, esta empresa —incluida sus pertenencias— fue transferida a Cofade- 
na. Posteriormente, en el marco de la poKtica de privatización emprendida por el gobierno 
de Jaime Paz, esta empresa fue evaluada en 1992 por la consultora Ernst & Young, a un 
costo de $us 37.500, para ser incluida en los procesos de privatización; sin embargo, no 
se concretó su privatización. En 1993, aún en funcionamiento, tenía 26 trabajadores. 

Según informe de 1993, “existe ausência de documentación legal que respalde plenamen¬ 
te el derecho propietario de algunos de los terrenos, y en otros casos el problema radica en 
que las escrituras consignan superfícies bastante mayores a las que en la actuakdad existen” 
(MPC-UEREP, 1993). Por ejemplos, Guabirá tiene 221 ha, pero en las escrituras fíguran 364 
ha; Ingenio Arrocero tiene 5.800 m^, pero las escrituras consignan 3 ha y 4.166 m^. 

Por otra parte, mediante Resolución CEEP n.° 15/13, de 13 de abril de 1993, firma¬ 
da por los ministros Samuel Doria Medina, Alberto Sáenz Khnsky, Juan Pablo Zegarra 
y Fernando Campero Prudencio, se determina “Art. 1. Transferir al sector privado, vía 
Subasta Pública, los activos dei Ingenio Arrocero de Montero y la propiedad denomina¬ 
da Puesto 21. Art. 2. Transferir el fundo La Guardia al Ejército, para el funcionamiento 
dei BataUón 111 de Ingenieros. Art. 3. Transferir las propiedades de Rinconcito, Banado 


37 Esta consultora avaluó seis empresas: Empresa Agrícola Guabirá, Corporación Gestora dei Proyecto Abapó 
Izozog (Corgepai), Empresa Agrícola Bermejo (EAB), Empresa Buena Vista, Transportes Aéreos Bolivianos (TAB) 
y Transportes Aéreos Militares (TAM). El costo total de consultoria fue de |us 225.000, correspondiendo a cada 
una de las empresas $us 37.500. CEEP-UEREP: Contratos de servicios de consultoria para la evaluación de las 
empresas de las corporaciones regionales de desarroUo, empresas de las Fuerzas Armadas, hoteles prefecturales, 
empresas pertenecientes al ex MECE, 1992. Gastos créditos 628/OC-BO & 2298-BO. En: Archivo dei Ministério 
de DesarroUo Productivo y Economia Plural — Repositorio de la Privatización y CapitaUzación. Serie: M-lOO CEEP- 
UEREP. Cód.: 5 CEEP-UEREP, 1992-1993. 
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Grande y Guabirá al Ejército, para que este las explote.. 

En 1994, en la gestión de Gonzalo Sánchez de Lozada, se transfirió al Comando Ge¬ 
neral dei Ejército, en aplicación a la Resolución de Directorio de Cofadena n.° 0008/94, 
de 6 de junio de 1994, firmada por Raúl Tovar Piérola, ministro de Defensa Nacional, y 
Fernando Sanjinés Yáfiez, Comandante en Jefe de las FFAA 

Posteriormente, “En el ano 1995, por Resolución Ministerial dei Ministério de Defen¬ 
sa Nacional pasan a dependencia de la Dirección de Producción y Ecologia dei Ejército 
(actual Departamento VII) todas las propiedades, activos fijos (muebles e inmuebles), 
fungibles y semovientes de la Empresa Agropecuária Cofadena-Guabirá, con las siguien- 
tes propiedades agrícolas: 

a. Guabirá 

b. Banado Grande 

c. Abra de San Antonio (Puesto 21) 

d. La Manchuria. 

Asimismo, se recibió una propiedad urbana en la ciudad de Montero Uamada 'Ana- 
conda/ donde existia la infraestructura de un Ingenio Arrocero, la que posteriormente, 
por orden dei Comando General dei Ejército, pasó a dependencia definitiva dei B.FEEE. 
(BataUón de Fuerzas Especiales) 12 Manchego dei mismo ano 1995”.^^ 

I.I.3.2. Empresas con continuidad institucional 
1.1.3.2.1. Fábrica Boliviana de Municiones (FBM) 

Está ubicada en Cotapachi, municipio de QuiUacoUo, departamento de Cochabamba. Su 
creación obedece al DS 16359 de 5 de abril de 1979 y DS 16496 de 23 de mayo de 1979, 
que disponen la instalación y funcionamiento de la fábrica de municiones de infantería, 
constituyéndose en una unidad estratégica de las FFAA,'^° . .con un capital dei orden de 
los 15 miUones de dólares” (MPC-UEREP, 1993). 

Dispone de “taUeres de copas bala, copas vaina y cargamento para la fabricación de 
munición de guerra... taUeres que están apoyados por los taUeres de metalmecánica, 
carpintería y plásticos que le permiten autoabastecerse de repuestos y realizar la diversifi- 
cación con la munición no letal”."'^ Tenía una capacidad para. 


38 Resolución CEEP n.° 15/13 de 13 de abril de 1993, transfiere esta propiedad al Ejército. En: Archivo dei Ministério 
de Desarrollo Productivo y Economia Plural. Repositorio de Privatización. Serie M — 100 CEEP-UEREP. Cod. 26 
CEEP-UEREP. 

39 Informe enviado por el Ministério de Defensa a la CEMIPyC, mediante nota MD-SD-DIGEPLA-UPEO n.° 4455, 
de 9 de diciembre de 2016, en la que adjunta Informe de 15 de noviembre de 2016, dei Jefe de la Sección Producción 
dei Batallón de Producción Ecológica III, José Luis Vásquez Rosas, al Jefe dei Departamento VII, Víctor Hugo 
Canedo Maldonado. 

40 Informe enviado por el Ministério de Defensa a la CEMIPyC, mediante nota MD-DIGEPLA-UPEO n.° 079, de 12 
de enero de 2016. 

41 Ibíd. 
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... produdr anualmente hasta 20 miUones de unidades de cartuchos calibre 7.62 (siendo 18 
millones de guerra y dos miUones de cartuchos de salva). No puede vender su producción 
desde 1987 debido a que casi todos los países en el mundo cuentan con una fábrica de dicha 
munición, y que el consumo se está diversificando a otros calibres... Desde su creación, han 
producido 13.190.000 cartuchos de guerra y 1.180.000 de salva (MPC-UEREP, 1993). 

Luego, su “actividad productiva está relacionada con el ensamble e importación de muni¬ 
ción de guerra de diferentes calibres y munición de caza. El repotenciamiento de armas en IV 
Escalón (un nivel superior en mantenimiento de armas) para su comercialización al Ministério 
de Defensa, Ministério de Gobierno, personal militar y policias”.'*^ Por eUo, durante algún tiem- 
po, se importó cartuchos de Argentina y Brasil, para luego comercializarlos internamente. 

Para su privatización, se la incluyó en el paquete de empresas a ser avaluadas por la 
consultora Carana-Sotomayor, a un costo de $us 22.500.^^^ Sin embargo y a pesar de la 
valuación y de los gastos incurridos, la fábrica no fue privatizada, “...se mantiene bajo 
dependencia de Cofadena y actualmente desarroUa actividades ... para responder a la 
demanda dei Ministério de Defensa y Ministério de Gobierno”. 

I.I.3.2.2. Empresa Naviera Boliviana (Enabol) 

Dedicada al transporte naviero de carga a nivel nacional e internacional. La sede de la 
empresa se encuentra ubicada en el municipio de La Paz y una regional en el municipio 
de Puerto Quijarro, provinda Germán Busch, departamento de Santa Cruz. Fue creada 
mediante Decreto Ley 16174, dei 9 de febrero de 1979, como empresa pública descentra¬ 
lizada con personería jurídica y autonomia de gestión; estaba conducida por un directorio 
y una gerencia general, con amphos poderes para la organización, dirección y planifica- 
ción de actividades de transporte naval. 

En 1993, tenía 16 empleados; “su función es la de administrar las acciones estatales 
en Linabol, y... la implementación de una empresa de economia mixta para operar en la 
hidrovía Paraguay-Paraná” (MPC-UEREP, 1993). 

Según informe dei Ministério de Defensa, la Empresa Naviera Boliviana “.. .no entró 
en ningún proceso de privatización desde el inicio de sus actividades”.'^^ Consiguiente- 
mente, se la cataloga como empresa con continuidad institucional. 


42 Informe enviado por el Ministério de Defensa a la CEMIPyC, mediante nota MD-DIGEPLA-UPEO n.° 079, de 12 
de enero de 2016. 

43 CEEP-UEREP: Contratos de servidos de consultona para la evaluadón de las empresas de las corporadones 
regionales de desarroUo, empresas de las Fuerzas Armadas, hoteles prefecturales, empresas pertenedentes al ex 
MECE, 1992. Gastos créditos 628/OC-BO & 2298-BO. En: Archivo dei Ministério de DesarroUo Productivo y 
Economia Plural — Repositorio de la Privatización y Capitalización. Serie: M-lOO CEEP-UEREP. Cód.: 5 CEEP- 
UEREP, 1992-1993. 

44 Informe enviado por el Ministério de Defensa a la CEMIPyC, mediante nota MD-DIGEPLA-UPEO n.° 079, de 12 
de enero de 2016. 

45 Ibíd. 
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1.1.3.2.3. Transnaval 

Fue creada en 1975, “como unidad de carácter semi autónomo” (MPC-UEREP, 1993). 
Ubicada en el município de Cochabamba. “Se dedica a la construcción de botes de du- 
raluminio"^'" en los taUeres de la ciudad, y realiza transporte de combustible al noreste dei 
país, partiendo dei rio Ichilo en Puerto ViUarroel (Cochabamba), también cuenta con un 
astülero donde se hace mantenimiento y reparación de embarcaciones” (MPC-UEREP, 
1993). Presta servidos de transporte entre Puerto ViUarroel y Guayaramerín. 

En 1993, tenía 104 empleados, 24 de eUos eran civiles. Para su privatización, se encar- 
gó a la consultora CAEM su avaluación, a un costo de $us 57.500. La consultora avaluó 
los activos de Transnaval en $us 1.363.546. 

Entre sus bienes cuenta con un piso en propiedad horizontal en el Ed. Alba 1 de Cochabam¬ 
ba (347 m^, un lote de terreno y mejoras en Puntiti (4,586 m^, un lote y vivienda en Queru 
Queru (903 m^, y lotes de terreno en Puerto ViUarroel (30,647 y Guayaramerín y cinco 
remolcadores completamente equipados (MPC-UEREP, 1993). 

A modo de justificar su enajenación, el Ministério de Planeamiento sostenía que había 
que, “racionalizaria y reorganizaria, reduciendo su âmbito de acción, sus activos exceden- 
tarios y comenzar a buscar soluciones a su futura operación, considerando la posibüidad 
de que su negocio principal sea sustituido por la vigência de otros médios (carretera y 
gasoducto)” (MPC-UEREP, 1993). 

A pesar de las valuaciones y los pronósticos realizados, Transnaval no fue privatizada. 
Actualmente, por resolución de la FNB 18/1998, está unidad es dependiente dei Área 
Naval n.° 1 de Cochabamba. 

1.1.3.2.4. Transportes Aéreos Bolivianos (TAB) 

Esta empresa fue creada el 7 de noviembre de 1977, mediante DS 15091, con personería 
jurídica, derecho público y autonomia administrativa. Dedicada al transporte aéreo de carga 
a nivel nacional e internacional. Su sede central está en el município La Paz, con oficinas 
regionales en las ciudades de: El Alto, Cochabamba, Santa Cruz y Miami (EEUU). Temú au- 
torización para transportar pasajeros, carga y correo, “cuenta con una flota de cuatro aviones; 
tres Hércules Cl30 y un DC-8, además de cuatro aviones prestados alTAM” (MPC-UEREP, 
1993). En 1993, esta empresa tema 35 empleados, de los cuales 15 eran civiles. 


46 Duraluminio: “Aleación ligera de aluminio con magnésio, cobre y manganeso que es tan duro como el acero y tiene 
gran resistência mecânica.” https://www.google.com.bo . 

47 La consultora CAEM avaluó Transnaval y el Comando de Ingeniería, por un costo total de |us 115.000, 
correspondiendo a cada una $us 57.500. CEEP-UEREP: Contratos de servidos de consultoria para la evaluación de 
las empresas de las corporaciones regionales de desarrollo, empresas de las Fuerzas Armadas, hoteles prefecturales, 
empresas pertenecientes al ex MECE, 1992. Gastos créditos 628/OC-BO & 2298-BO. En: Archivo dei Ministério 
de Desarrollo Productivo y Economia PluraTRepositorio de la Privatización y Capitaüzación. Serie: M-lOO CEEP- 
UEREP. Cód.: 5 CEEP-UEREP, 1992-1993. 




42 


EnAJENACIÓN de empresas DEL GOBIERNO NACIONAL 


En el marco dei proceso de privatización emprendido por el gobierno de Jaime Paz, 
se contrato a la consultora Ernst & Young, por un costo de $us 37.500, para que ava- 
luará esta empresa. “.. .la alternativa sugerida por la consultora es la de cerrar el TAB, y 
transferir todos sus activos al TAM reestructurado” (MPC-UEREP, 1993). A su vez, el 
Ministério de Planeamiento y Coordinación recomendaba: 

Se debe fusionar el TAM y el TAB para seguir operando en las rutas secundarias, analizar el 
mantenimiento de la licencia de operación 402 (de carga) en los Estados Unidos y mantenerla 
en caso de existir alguna justificación para ello; la reestructuración implica que la administra- 
ción y comerdalizadón será encomendada a una companía mixta y se operará en condiciones 
igualitarias con la competência (MPC-UEREP, 1993). 

A pesar de los gastos en consultorias y de las recomendaciones dei Ministério de Pla¬ 
neamiento y Coordinación para cerraria y fusionaria con otra empresa de la Fuerza Aérea, 
la empresa TAB no fue privatizada y se la registra con continuidad institucional. 

I.I.3.2.5. Transporte Aéreo Militar (TAM) 

Por (disposición dei DS 5143, dei 6 de febrero de 1959, se crea Transportes Aéreos Mi¬ 
litares (TAM), bajo directa dependencia dei Comando de la Fuerza Aérea Boliviana. 

Es una unidad orgânica de la FAB que cumple la misión de transportar pasajeros y carga en 
rutas nacionales, y apoyar en aspectos logísticos a las operadones militares; corresponden a los 
grupos aéreos 71 (La Paz) y 72 (Trinidad) los aspectos de operación y ejecudón de vuelos, y al 
Departamento V de la FAB la parte administrativa, contable y financiera. Cuenta en la actua- 
Hdad con 29 aviones (1 Lockheed Electra L-188, 5 Convair 580, 6 Fokker F-27, 10 Lockheed 
C-130, 6 C-47 y 1 Arava 201); de éstos solo 12 estaban en condiciones de volar, de los cuales 
cuatro pertenecen aparentemente al TAB (MPC-UEREP, 1993). 

La empresa TAM, además de realizar tareas de transporte militar, desarroUa una po¬ 
lítica de fomento vinculada a integrar a las zonas apartadas dei território nacional, trans¬ 
portando pasajeros, carga, encomienda y correo. TAM “facilita el acceso a alejadas zonas 
dei país, donde otros modos de transporte no Uegan o lo hacen de forma muy restringida. 
Los pobladores de esos lugares no disponen de muchos servidos esenciales para tener 
caHdad de vida, hospitales, educación, correos y otros”."^^ En 1993, tenía 372 empleados, 
de los cuales 37 eran civiles (MPC-UEREP, 1993). 


48 CEEP-UEREP: Contratos de servidos de consultoria para la evaluación de las empresas de las corporaciones regionales 
de desarroUo, empresas de las Fuerzas Armadas, hoteles prefecturales, empresas pertenecientes al ex MECE, 1992. 
Gastos créditos 628/OC-BO & 2298-BO. En: Archivo dei Ministério de DesarroUo Productivo y Economia Plural — 
Repositorio de la Privatización y CapitaUzación. Serie: M-lOO CEEP-UEREP. Cód.: 5 CEEP-UEREP, 1992-1993. 

49 Informe enviado por el Ministério de Defensa a la CEMIPyC, mediante nota MD-DIGEPLA-UPEO n.° 079, de 12 
de enero de 2016. 
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Para su privatización, se contrato a la consultora Ernst & Young por un costo de $us 
37.500. Por su parte, en 1993, el Ministério de Planeamiento y Coordinación recomen¬ 
dada, al igual que el caso anterior, “fusionar el TAM y el TAB” (MPC-UEREP, 1993). 

A pesar de los gastos en consultoria y las intenciones dei gobierno de Jaime Paz, la 
empresa TAM no se privatizó, continuando como empresa pública. 

1.1.3.2.6. Instituto Geográfico Militar (IGM) 

La oficina central se encuentra en el Estado Mayor dei Ejército (municipio de La Paz). 
Inicialmente, mediante Decreto Supremo de 24 de febrero de 1931, se creó el Servicio 
Geográfico Militar, con secciones de geodesia, topografia y cartografia, dependiente dei 
Ministério de Guerra. Luego, mediante Decreto Supremo dei 18 de septiembre de 1936, 
se creó el Instituto Geográfico Militar y Catastro Nacional, como entidad dependiente 
dei Comando en Jefe de las FFAA, en el área disciplinaria, y dei Ministério de Defensa, 
en lo administrativo. Finalmente, “.. .Ueva su actual nombre por DS 1158 de 6 de mayo 
de 1948, que fue elevado a Ley en diciembre de 1948 (MPC-UEREP, 1993). 

El IGM desarroUó actividades relativas a: “la confección dei mapa de la República, el 
levantamiento de la carta fundamental y derivados, la carta militar (para uso de Defensa), 
la demarcación de fronteras, labores relativas a la demarcación de colonizaciones y el 
levantamiento de la carta catastral y científica dei país” (MPC-UEREP, 1993). En 1993, 
prestaba servicios con 47 empleados. 

En la gestión de Jaime Paz, en el marco de la política de privatización de empresas 
públicas, se contrató a la consultora Carana/Sotomayor, a un costo de $us 22.500, 
para avaluarla. Por su parte, el Ministério de Planeamiento y Coordinación dispuso rees- 
tructurar el IGM “.. .para cumpHr de mejor manera sus objetivos y mejorar su eficiência 
económica para depender en menor grado dei TGN. Los activos que están siendo utiliza¬ 
dos por la institución, aunque algunos pertenecen legalmente al Ejército, tienen un valor 
actual de 2.004.781 dólares” (MPC-UEREP, 1993). 

El Instituto Geográfico Militar no fue privatizado y continuó funcionando como tal; 
por tanto, se la registra como empresa con continuidad institucional. 

1.1.3.2.7. Servicio Geodésico de Mapas 

Es una entidad descentralizada dei Ministério de Defensa. La oficina central se encuentra 
en el Estado Mayor General (municipio de La Paz). La cobertura de sus actividades es a 


50 CEEP-UEREP: Contratos de servicios de consultoria para la evaluación de las empresas de las corporaciones regionales 
de desarroUo, empresas de las Fuerzas Armadas, hoteles prefecturales, empresas pertenecientes al ex MECE, 1992. 
Gastos créditos 628/OC-BO & 2298-BO. En: Archivo dei Ministério de DesarroUo Productivo y Economia Plural — 
Repositorio de la Privatización y CapitaUzación. Serie: M-lOO CEEP-UEREP. Cód.: 5 CEEP-UEREP, 1992-1993. 

51 CEEP-UEREP: Contratos de servicios de consultoria para la evaluación de las empresas de las corporaciones regionales 
de desarroUo, empresas de las Fuerzas Armadas, hoteles prefecturales, empresas pertenecientes al ex MECE, 1992. 
Gastos créditos 628/OC-BO & 2298-BO. En: Archivo dei Ministério de DesarroUo Productivo y Economia Plural — 
Repositorio de la Privatización y CapitaUzación. Serie: M-lOO CEEP-UEREP. Cód.: 5 CEEP-UEREP, 1992-1993. 
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nivel nacional. “Elabora la cartografia nacional, proporcionado información para la ela- 
boración de proyectos camineros, mineros, agropecuários, actividades técnico-científicas, 
orientadas a promover la interacción y el desarroUo integral”. 

A pesar de la poHtica de privatización, el Servicio Geodésico de Mapas continuo fun¬ 
cionando, por lo que se la registra como empresa con continuidad institucional. 

1.1.3.2. 8. Servicio Nacional de Aerofotogrametría (SNA) 

En 1958, se creó la Sección Aerofotogrametría de la Fuerza Aérea Boliviana, mediante el 
DS 4926, dei 21 de abril de 1958. 

En 1976, se denomina Servicio Nacional de Aerofotogrametría (SNA), bajo de- 
pendencia dei Ministério de Defensa y dei Comando de la FAB, siendo una unidad 
técnica-científica y descentralizada de la FAB. Está ubicado en el municipio de La 
Paz, y su cobertura de servidos es a nivel nacional. El SNA fue creado para, “... 
ejercer control de los vuelos aerofotogramétricos y la organización de la Fototeca 
Nacional...” (MPC-UEREP, 1993). A partir de 1976, fue potenciada con la adquisi- 
ción de aeronaves, así como con câmaras y equipos modernos de última tecnologia 
para esa época. 

En 1993, un informe dei Ministério de Planeamiento bacia la siguiente evaluación; 

Aunque existen deficiências en la parte organizacional, administrativa y comercial, las labores 
técnicas son de reconocida calidad, al igual que la capacidad de su personal. 

Está constituída como una entidad sin fines de lucro, por lo que no pagan impuestos por 
la prestación de servidos (la Ley prevê que lo hagan). Sus ingresos son casi completamente 
financiados por la prestación de servidos (93% en 1992), y los últimos anos tienen resultados 
positivos, aunque se debe considerar que no se han realizado depreciaciones hasta 1992. 

El mercado que cubre es local y también ha prestado sus servidos en Centro América (El 
Salvador, Costa Rica y Honduras) y tiene perspectivas de ampliar el mercado. 

Cuenta con cinco aeronaves, tres Cessna y dos Gates Lear Jet (MPC-UEREP, 1993). 

Durante el gobierno de Jaime Paz, en el marco de la pobtica de privatización, se 
contrató a la consultora Carana-Sotomayor, a un costo de $us 22.500, para que avalúe y 
anabce las perspectivas de reorganización dei SNA. A pesar de esos gastos, este servicio 
no fue privatizado,^^ registrándose como continuidad institucional. 


52 Informe enviado por el Ministério de Defensa a la CEMIPyC, mediante nota MD-DIGEPLA-UPEO n.° 079, de 12 
de enero de 2016. 

53 Informe enviado por el Ministério de Defensa a la CEMIPyC, mediante nota MD-DIGEPLA-UPEO n.° 079, de 12 
de enero de 2016. 
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1.1.3.2.9. Servido Nadonal de Hidrografia Naval (SNHN) 

El SNHN fue creado por DS 05982 de 26 de enero de 1962, como Departamento de 
Vias Fluviales. Luego, por DS 06780, dei 29 de mayo de 1964, se denomina Departamen¬ 
to Nacional de Hidrografia y Navegación, en sustitución dei entonces Departamento de 
Vias Fluviales, dependiente dei extinto Consejo Nacional de Caminos. Después, median¬ 
te Resolución Suprema 133221, de 28 marzo de 1966, se denomina Servicio de Hidro¬ 
grafia Naval. Posterior mente, en cumpHmiento a la Ley dei Órgano dei Poder Ejecutivo 
(LOPE), dei 16 de septiembre de 1997, adopta la denominación de Servicio Nacional de 
Hidrografia Naval. El SNHN es una entidad pública descentralizada, pero se financia con 
recursos dei TGN. 

La oficina central dei SNHN está ubicada en el municipio de La Paz; las oficinas 
regionales en las ciudades de Trinidad y Puerto Suárez.^"^ El SNHN tiene cobertura na¬ 
cional, “especificamente los cuerpos de agua navegables situados en las tres cuencas hi¬ 
drográficas dei pais” y “...la misión de elaborar estúdios para coordinar los servidos 
de navegación fluvial, lacustre y marítima con otros tipos de transporte, realizar estú¬ 
dios técnico económicos de navegación, realizar proyectos específicos relacionados...” 
(MPC-UEREP, 1993). 

En 1993, tenia 13 empleados. Ese mismo ano, en el marco de la política de privatiza- 
ción emprendida por el gobierno de Jaime Paz, se contrató a la consultora Carana-Soto- 
mayor, por un costo de $us 22.500, para que avaluará esta entidad. Las principales reco- 
mendaciones de la consultora decian; “.. .que la organización no es la apropiada, que... 
para ampliar actividades requiere de mayores recursos, que no existe un programa de 
desarroUo y utilización dei sistema fluvial y lacustre. .. sus activos tienen un valor actual 
de 426.259 dólares” (MPC-UEREP, 1993). 

Por su parte, el Ministério de Planeamiento y Coordinación recomendaba: “A pesar 
de que las actividades desarroUadas por el servicio son también desarroUadas por otra 
institución (Semena - Servicio al Mejoramiento de la Navegación Amazônica), se debe 
aprovechar la capacitación e infraestructura con la que cuentan para reorganizarlos y apli¬ 
car critérios profesionales de manejo, ajustarlos en su funcionamiento a las disposiciones 
legales en vigência” (MPC-UEREP, 1993). 

A pesar de los gastos en consultoria y de las recomendaciones dei Ministério de Pla¬ 
neamiento a cargo de la privatización, “esta entidad no sufrió ningún proceso de privati- 
zación o capitahzación”.^^ 


54 Actualmente, El SNHN depende, en lo económico, dei Ministério de Economia y Finanzas Públicas; en lo 
administrativo, dei Ministério de Defensa, y en lo técnico, operativo y discipünario, de la Armada Boliviana. 

55 Informe enviado por el Ministério de Defensa a la CEMIPyC, mediante nota MD-DIGEPLA-UPEO n.° 079, de 12 
de enero de 2016. 

56 Ibíd. 
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1.1.^.2.10. Concesiones mineras de Cofadena 

Cofadena tenía dos concesiones mineras para la explotación de oro aluvial. La primera 
concesión se logró a través dei DS 11622, dei 2 de julio de 1974, por el que se dota una 
concesión minera de 4.705 pertenencias mineras en el rio Mapiri, y 6.637 pertenencias 
mineras en el rio Kaka (municipio de Guanay, departamento de La Paz). La segunda 
concesión se logró mediante el DS 21259, dei 16 de mayo de 1986, por el que adquiere 
la concesión minera de 440 pertenencias mineras en el rio Madera (región de las Araras, 
departamento de Pando). 

Según el Ministério de Planeamiento; 

Las regiones en las que se encuentran estas concesiones son áreas tropicales de yacimientos 
aluvionales situados a oriUas de los rios senalados; el acceso al norte dei departamento de La 
Paz por camino carretero toma entre 7 y 8 horas, debido a que los caminos no son muy bue- 
nos; en tanto que a la región de Araras el acceso se lo realiza por (via) aérea o lacustre desde 
poblados cercanos mayores. Actualmente no están siendo explotados por Cofadena, lo que ge- 
nera el riesgo de reversión, aunque en el pasado próximo han tenido una actividad importante, 
pero no se conoce de los resultados de esas operaciones” (MPC-UEREP, 1993). 

El Ministério de Planeamiento recomendaba entonces, “revisar la necesidad de mantener tales 
concesiones en poder de las Fuerzas Armadas, visto que hace tiempo que no se las trabaja ni 
se están pagando las respectivas patentes y tasas (MPC-UEREP, 1993). 

Por su parte, el Ministério de Defensa informa: 

En los anos 1990 y 1991, la concesión minera sobre el rio Kaka fue devuelto para ser entre¬ 
gado a las cooperativas mineras, ante solicitudes de Ferreco y sus asociados. En la gestión 
2002 a 2003 se perdió parte de las concesiones mineras de Alto Mapiri debido al incum- 
plimiento dei pago de patentes mineras. La Corporación solicito nuevamente la concesión 
minera de 206 cuadriculas en Alto Mapiri... que se encuentran debidamente saneadas ante 
Sergeotecmin.^’ 

Según el Ministério de Defensa, estas concesiones no fueron privatizadas y “se man- 
tienen bajo dependencia de Cofadena... realizando actividades conjuntas con los operá¬ 
rios mineros en apkcación a la nueva Ley de Minería”.^® 

En cambio, las concesiones que Cofadena tenía en el rio Madera dejaron de depender 
de Cofadena por falta de pago de patentes y recursos económicos para su explotación. 


57 Informe enviado por el Ministério de Defensa a la CEMIPyC, mediante nota MD-DIGEPLA-UPEO n.° 079, de 12 
de enero de 2016. 

58 Ibíd. 
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La concesión minera dei rio Madera se mantuvo en poder de Cofadena hasta la gestión de 
1990 a 1991, bajo la administración de una sociedad accidental CIMEC-Cofadena. Posterior¬ 
mente, debido a la inexistência de recursos económicos ha sido imposible el seguimiento de las 
dragalinas en el sector, habiéndose dejado de cancelar patentes sobre el mismo.^® 

Aun así, para efectos de la contabilidad acerca dei destino de empresas, esta unidad se 
registra con continuidad institucional. 

1.1.3.2.11. Concesiones mineras de Cossmil 

Cossmil tiene concesiones mineras en la provincia Carangas dei departamento de Oruro 
y en las provindas Daniel Campos, Nor y Sud Lípez dei departamento de Potosí. Según 
el Ministério de Planeamiento y Coordinación, 

Esta empresa consta de 13.207 pertenencias mineras en 24 concesiones que se encuentran 
bajo su administración (de Cossmil) desde 1977, las mismas están situadas al sur-oeste dei país. 
Siendo 3.600 pertenencias de azufre, 3.800 de ulexita, 536 de sulfato de sodio, 144 de carbona¬ 
to de sodio, y 5.120 de cobre (que a la fecha se encuentran abandonados). 

Están ubicadas en una zona altiplánica que tiene una altura media de 4.000 msnm y una tem¬ 
peratura que oscila entre los 15 y -15 grados centígrados, según sea invierno o verano, los 
caminos no son completamente transitables en época de Uuvias, aunque el resto dei ano lo son 
sin ningún tipo de problema (MPC-UEREP, 1993). 

En 1993, el Ministério de Planeamiento informaba que “Debido a que existen dudas sobre 
la validez de las actuales concesiones (debido al área bajo responsabdidad de Ciresu), se deben 
realizar concdiaciones de critério y legales previas con el Ministério de Minería y Metalurgia” 
(MPC-UEREP, 1993), para resolver posibles superposiciones de concesiones mineras. 

Según información presentada por el Ministério de Defensa (2016), las concesiones Pro- 
greso Dpez, Quetena II, Virginia I, Gaby Sucesivas Aurelia, Beatriz, Aurelia, y San Lorenzo, 
“desde 1997 a 2006, Cossmil solo se limitó al arrendamiento de la concesión minera “Progreso 
Dpez” a la empresa COPLA, pago de patentes, viajes de inspección y tratativas con empresas 
nacionales e internacionales”. Consiguientemente, —a través de terceros— las concesiones con- 
tinuaron en operación. Bajo este antecedente, se la registra con continuidad institucional. 

1.1.3.2.12. Corporación Gestora dei Proyecto Abapó Izozog (Corgepai) 

Fue creada mediante DS 08273, de 23 de febrero de 1968, como entidad autárquica con 
personería legal reconocida, bajo dependencia dei entonces Ministério de Asuntos Cam¬ 
pesinos y Agropecuários (MACA); “.. .en 1973 pasa a depender dei Ministério de Defen¬ 
sa.” (MPC-UEREP, 1993). La oficina central está ubicada en el municipio de Santa Cruz 


59 Informe enviado por el Ministério de Defensa a la CEMIPyC, mediante nota MD-DIGEPLA-UPEO n.° 079, de 12 
de enero de 2016. 
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de la Sierra, pero su área de intervención es la provinda CordiUera dei departamento de 
Santa Cruz, parte de la región dei Chaco. 

Es una reserva fiscal de 725.000 ha, de las que 325.000 pertenecen a Corgepai, ubicada en 
la província CordiUera dei departamento de Santa Cruz, cuya custodia está encomendada a 
las Fuerzas Armadas; dentro de ella el BID financio un crédito para colonizar y explotar un 
máximo de 25.000 ha (debido a la reserva acuífera dei lugar), de las que en la actuaUdad están 
ocupadas 2.500 por colonos divididos en dos cooperativas, los mismos que aparentemente 
están abandonando las tierras cuando debían comenzar a amortizar la deuda contraída por la 
tenencia de las mismas, aparentemente debido a los altos costos de producción, debido a que 
se efectúa el riego por bombeo y el combustible para las bombas es demasiado caro. 

Cuenta con un centro de investigación, en el que trabajó por espacio de vários anos de mejo- 
ramiento de semillas, lamentablemente en la actuaUdad está abandonado y con gran riesgo de 
que se pierdan las investigaciones realizadas (MPC-UEREP, 1993). 

En 1992, contaba con 6 empleados. En el marco de la política de privatización em- 
prendida por el gobierno de Jaime Paz, se contrato a la consultora Ernst & Young, a un 
costo de $us 37.500, para definir la estratégia final con relación a Corgepai. Según reporte 
dei Ministério de Planeamiento, la consultora recomendo; 

... transferir la estación experimental, 2.000 ha de tierra, maquinaria, equipo e infraestructura 
al IBTA (Instituto BoUviano de Tecnologia Agropecuária) para que el proyecto culmine sus 
objetivos, vender las propiedades de La Paz y Santa Cruz, y posteriormente vender aproxima¬ 
damente 300.000 hectáreas al sector privado (MPC-UEREP, 1993). 

A pesar de los gastos en consultoria y de las recomendaciones de esta para transferir 
una parte de su património al IBTA y la otra transferiria al sector privado, Corgepai se 
mantuvo bajo dependencia dei Ministério de Defensa.'’*’ 

1.1.3.2.13. Empresa Agrícola Bermejo (EAB) 

Está ubicada en el municipio de Bermejo, provinda Aniceto Arce, departamento de Tarija. 
“Su cobertura se encuentra en las propiedades agrícolas dei fortín Campero y la Porcelana, 
al sud [sic] de Bohvia entre los rios Bermejo y Tarija, hmite internacional con la República de 
Argentina”. Es dependiente dei Ministério de Defensa y administrada por Cofadena. 

Unidad transferida a Cofadena, mediante RS 167694, de 3 de abrU de 1973, y RS 167852, de 
22 de mayo de 1973... dispone de documentación legal sobre los prédios agrícolas: La Porce¬ 
lana (Derechos Reales 6768784, matrícula 6.02.2.07.0000058, de 25 de abril de 1992), y Fortín 
Campero (Derechos Reales Matrícula 6.02.2.07.0000061, de 27 de octubre de 2003. Nominada 

60 Informe enviado por el Ministério de Defensa a la CEMIPyC, mediante nota MD-DIGEPLA-UPEO n.° 079, de 12 
de enero de 2016. 

61 Ibíd. 
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como Unidad de Producción Agrícola Bermejo (UPAB) dependiente de Cofadena a través 
de la Resolución de Directorio n.° 003/95 de 2 de febrero de 1995, y Directiva Gerencial de 
Cofadena n.° 001/95 de 17 de enero de 1995.'’^ 

.. .tiene una extensión de 1.715 ha, divididas en tres fundos: 

(1) Fortín Campero que tiene 490 ha, de las cuales 224 están dedicadas a la producción de cana 
de azúcar y 266 están ocupadas por colonos, situación que se encuentra en litigio. 

(2) Porcelana, propiedad de 24,36 ha, situada a 10 km de Bermejo, se cultiva cana en 21 ha. 

(3) San Teimo es una propiedad de 1.200 ha, situadas a 30 km de Bermejo, sus terrenos no 
están siendo explotados. 

También cuenta con dos inmuebles de 5.130 m2 y 6.942 m2 en la población de Bermejo, uno 
de los cuales está siendo utilizado como cuartel, en tanto que el otro como oficinas y viviendas 
(MPC-UEREP, 1993). 

Produce principalmente cana de azúcar para el Ingenio de Bermejo, 

... utilizando el 13% de sus terrenos; la caüdad de sus terrenos es buena y el contenido de sa- 
carosa de la cana que produce es uno de los más altos de la región, en la actualidad, representa 
alrededor dei 2,5% dei total de la cana recibida por el Ingenio de Bermejo. 

Se considera que tiene un rendimiento importante en sus terrenos, de alrededor de 70 tonela¬ 
das por hectárea contra un promedio de alrededor de 50 en la región (MPC-UEREP, 1993). 

En 1992, temú 48 empleados. Como parte de la poHtica de privatización emprendida 
por el gobierno de Jaime Paz, se contrato a la consultora Ernst & Young, a un costo 
de $us 37.500 para que avalúe esta empresa, determinando un valor en activos de $us 
934.915. Por su parte, el Ministério de Planeamiento y Coordinación recomendada: “ven¬ 
der los activos, cuidando de dejar en propiedad de las FFAA solo los terrenos ocupados 
por cuarteles” (MPC-UEREP, 1993). 

A pesar de los gastos en consultoria y de las recomendaciones dei Ministério de Pla¬ 
neamiento, el Ministério de Defensa informo que esta unidad no fue privatizada, mante- 
niéndose bajo dependencia de Cofadena y produciendo cana de azúcar. 

1.1.3.2.14. Empresa Agroindustrial de Buena Vista 

Está ubicada en el municipio de Buena Vista, provincia Ichilo, departamento de Santa 
Cruz, dedicada principalmente a la producción de arroz. 

“Es una empresa de producción de más de 100 ha, dependiente dei Ministério de 
Defensa... cuenta con dos ingenios arroceros, aserradero y carpin teria.” (MPC-UEREP, 
1993). Según el Ministério de Planeamiento, a modo de justificar su enajenación, evaluó 
esta empresa de modo negativo, senalando que, 


62 Informe enviado por el Ministério de Defensa a la CEMIPyC, mediante nota MD-DIGEPLA-UPEO n.° 079, de 12 
de enero de 2016. 

63 Ibíd. 
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... su producdón es normalmente nula. Uno de los terrenos tiene características muy parti¬ 
culares, pues es una lengua de tierra que se extiende por aproximadamente 10 km y tiene un 
frente de 100 metros. 

El estado de los equipos correspondientes a los ingenios y a la carpintería es relativamente 
maio... (MPC-UEREP, 1993). 

En 1992, tenía 4 empleados. En el marco de la política de privatización emprendida 
por el gobierno de Jaime Paz, se contrato a la consultora Ernst & Young, a un costo de 
$us 37.500 para que avaluará esta empresa, Uegando a determinar un valor de $us 171.326. 
Por su parte, el Ministério de Planeamiento, a cargo de Samuel Doria Medina, recomen¬ 
do, primero, perfeccionar el derecho propietario de los terrenos y, luego, “se debe vender 
la propiedad a la brevedad posible” (MPC-UEREP, 1993), via subasta pública. 

A pesar de los gastos en consultoria y de las recomendaciones dei ministro de Planea¬ 
miento para venderlo a “la brevedad posible”, el Complejo Agroindustrial Buena Vista 
no fue privatizado y continúa bajo dependencia dei Ministério de Defensa.'’'^ 

1.2.3.2.25. Empresa Ganadera Campo 23 de Marzo 

Ubicada en el municipio de Trinidad, provinda Cercado, departamento de Beni. Su co¬ 
bertura abarcaba hasta los municipios de San Ramón y Huacaraje, de las provindas de 
Mamoré e Iténez, respectivamente; en todos eUos, tenía puestos ganaderos. 

En 1974, mediante DS 11707, de 16 de agosto de 1974, Cofadena compra 51.927 ha 
de Campo Luminoso, y toma posesión dei inmueble conforme al DS 11393, de 22 de 
mayo de 1974. Posteriormente, 

Por Resoludón de Directorio n.° 008/91 se realiza la enajenación de los prédios dei Campo 23 
de Marzo, acdón revocada por Resoludón de Directorio n.° 014/91. Se logra la reivindicadón 
de los prédios en la gestión 1998 y se realiza la posesión en mayo de 1999. Se concluye el sanea- 
miento ante el INRA y se dispone dei Título Ejecutorial sobre 50.000 ha MPA-NAL-000909. 
Derechos Reales n.° 822146 de 04/04/09, Matrícula 8.07.2.01.0000202.®^ 

“En la gestión 2004 se realiza la suscripción dei Riesgo Compartido con Luna Ranch- 
Cofadena que permitió el respaldo de la Función Económica Social a la Unidad, contrato 
que finahzó en junio de 2010”.'"*’ 

Esta empresa ganadera no fue incluida en los procesos de privatización, por lo que no 
se contrataron servidos de consultoria para su valuación. Consiguientemente, “No fue 
privatizada, la Unidad se encuentra bajo dependencia de Cofadena”.'’’ 


64 Informe enviado por el Ministério de Defensa a la CEMIPyC, mediante nota MD-DIGEPLA-UPEO n.° 079, de 12 
de enero de 2016. 

65 Ibíd. 

66 Ibíd. 

67 Informe enviado por el Ministério de Defensa a la CEMIPyC, mediante nota MD-DIGEPLA-UPEO n.° 079, de 12 
de enero de 2016. 
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i.i.}. 2 .i 6 . Empresa Nacional Automotriz (Enauto) 

Sus instalaciones se encuentran en el Parque Industrial dei município de Santivánez, província 
Capinota, departamento de Cochabamba; la oficina central se encuentra en el município de 
Cochabamba. Esta empresa fue implementada en cumplimiento de la Ley Fundamental de la 
Industria Automotriz (Decreto Ley 16016, de 14 de diciembre de 1978), cuyo objeto era nor- 
mar, regular y promocionar la instalación y desarroUo de la industria nacional automotriz. 

En esa perspectiva, mediante DS 16579, de 13 de junio de 1979, se autoriza a Cofade- 
na la suscripción de un contrato sobre prestación de servicios de ensamblaje de vehículos 
con la empresa Regie Nationales des Usines Renault. 

Posteriormente, el gobierno de David PadiUa Arancibia, mediante DS 16832, de 19 de 
juHo de 1979, crea la Empresa Nacional Automotriz (Enauto), con personaUdad jurídica 
propia y autonomia de gestión administrativa y aprueba su estatuto, “...para ensamblar 
vehículos semipesados y pesados (jeeps, camionetas, omnibuses [sic] y camiones) a par¬ 
tir de CKDs (vehículos completamente desarmados) provenientes de Ford y Renault.” 
(MPC-UEREP, 1993). En 1993, Uegó a tener 62 trabajadores. 

En el ano 2016, el Ministério de Defensa informa que; 

Esta empresa desarroUó el ensamble de vehículos industriales en base a la firma de contratos 
suscritos con Ford, Renault y Grosspal, hasta la gestión 1985. 

(Asimismo) En base a sus potencialidades, se dedicó al desarroUo de programas de metalmecá- 
nica con la fabricación de buses urbanos, tolvas para volquetas, cisternas y carrocerías metáUcas 
sobre programas orientados a equipar los vehículos R.V.I. i^nault Nehicules Industrieis) y finalmen¬ 
te reaUzó el carrozado de microbuses para transporte de pasajeros sobre diferentes torpedos. 

En forma particular desarroUó el prototipo de camión de 4 tn y la fabricación de buses aero¬ 
dinâmicos en diferentes modelos para el mercado nacional.*^® 

En el marco de la poUtica de privatización de empresas públicas, el Ministério de Pla- 
neamiento y Coordinación, reaUzó evaluaciones tendientes a promover su enajenación, 
destacando sus aspectos más negativos que positivos; 

Entre 1988 y 1991 se tuvieron pérdidas acumuladas de 2.2 miUones de dólares, el ano 1992 se 
estima una pérdida de alrededor de 200.000 dólares. 

La actividad de carrozado en las condiciones actuales no es viable (por tener una planta sobredi- 
mensionada), puede ser rentable si se adecua la empresa a este tipo de actividad; tiene el personal 
bien entrenado, un sistema de producción en línea y equipos buenos (MPC-UEREP, 1993). 


68 Ibíd. 



52 


EnAJENACIÓN de empresas DEL GOBIERNO NACIONAL 


Asimismo, contrato a la consultora Carana-Sotomayor, a un costo de $us 56.000, 
para que avalúe y defina una estratégia de reordenamiento empresarial. Según reporte dei 
Ministério de Planeamiento, 

“... la solución planteada por la consultora es la üquidación de la planta (significa US$ 1.761.568) 
y en vista de que la actividad de carrozado puede ser rentable en condiciones apropiadas, se 
recomendo que Cofadena realice un estúdio de factibilidad completo para la creación de una 
empresa de carrozado dimensionada al mercado”.™ 

Siguiendo el reporte elaborado por el Ministério de Planeamiento, “Las Fuerzas Ar¬ 
madas han decidido buscar la reactivación de esta empresa, se ha conseguido abrir la po- 
sibilidad de que se la reactive a través de una capitalización, eUo significa la venta al sector 
privado de un importante lote de acciones” (MPC-UEREP, 1993). 

Por su parte, el propio Ministério de Planeamiento, a cargo de Samuel Doria Medi- 
na, recomendaba; “Capitalizaria a la brevedad posible o liquidar Enauto, debido a que 
la actividad de ensamblaje de vehículos es ampliamente deficitária; revisar con deteni- 
miento la necesidad de que las Fuerzas Armadas tengan propiedad de una carrozadora 
de buses.” (MPC-UEREP, 1993). 

A pesar de los gastos en consultoria y de las propuestas de capitalizar Enauto, no 
fue enajenada, manteniéndose bajo dependencia de Cofadena. Se la registra como em¬ 
presa cerrada.’^ 

1.2.3.2.27. Comando de Ingeniería dei Ejército 

Fue una unidad creada en 1961. Las oficinas principales se encontraban en el municipio 
de La Paz, en el Estado Mayor General. Tenía 7 bataUones a su cargo en; La Paz, Tarija, 
Caranavi, Santa Cruz, Sucre, Cobija y Corque (Oruro); asimismo, 2.818 trabajadores; 
parte de los cuales, 179 eran civiles y 2.208 eran soldados (MPC-UEREP, 1993). Según 
informe dei Ministério de Planeamiento, elaborado en 1993, 

Su objetivo es la planificación y ejecución de proyectos de infraestructura que facüiten los 
abastedmientos y las operaciones de cobertura y despUegue de las unidades y proyectos milita¬ 
res; participar en los planes de desarroUo nacional, siempre generando adiestramiento, poten- 
ciamiento y reserva para renovación de equipos. 

Trabajan en coordinación con las corporaciones de desarroUo regional (MPC-UEREP, 1993). 


69 CEEP-UEREP: Contratos de servidos de consultoria para la evaluadón de las empresas de las corporaciones regionales 
de desarroUo, empresas de las Fuerzas Armadas, hoteles prefecturales, empresas pertenecientes al ex MECE, 1992. 
Gastos créditos 628/OC-BO & 2298-BO. En: Archivo dei Ministério de DesarroUo Productivo y Economia Plural- 
Repositorio de la Privatización y CapitaUzación. Serie: M-lOO CEEP-UEREP. Cód.: 5 CEEP-UEREP, 1992-1993. 

70 En forma contradictoria a esta propuesta de creación de una nueva empresa de carrozado a cargo de Cofadena, en la 
ciudad de La Paz, la empresa pública Inmetal, dependiente de Cordepaz y dedicada a la construcción de carrocerias 
metáUcas, estaba en proceso de enajenación que terminó de efectivizarse en 1995. 

71 Actualmente desarroUa el servido de ensamble de buses para municipios, en atención a convocatorias. 
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En 1992, durante el gobierno de Jaime Paz, se contrato a la consultora CAEM, a un 
costo de $us 57.500, para que avalúe a esta entidad. La consultora estableció “.. .un valor 
de activos dei orden de los 9.800.120 dólares” (MPC-UEREP, 1993). 

A pesar de los gastos en consultoria, el Comando de Ingeniería dei Ejército no fue 
privatizado y continuó bajo dependencia dei Ministério de Defensa.’^ 

i.i.j.2.18. Empresa de Explotación de Recursos Hidráulicos (Empexhidra) 

La oficina central está ubicada en el municipio de La Paz, con centros de operación en 
La Paz y Cochabamba. 

Se creó en 1935, bajo dependencia dei Comando de Ingeniería dei Ejército, con el 
nombre de Companía Hidráulica n.° 1. Posterior mente, mediante Resoluciones Supremas 
167694, de 3 de abril de 1973, y 167852, de 22 de mayo de 1973, se trasfiere a Cofadena, 
con la denominación de Empexhidra para la perforación de pozos y hmpieza de agua. 

En 1992, durante el gobierno de Jaime Paz, se contrató al consultor Mario GuiUén, por 
un precio de $us 10.996, para que avalúe la empresa. A pesar de estos gastos, Empexhidra 
“No fue privatizada, actualmente... se encuentra bajo dependencia de Cofadena”. 

1.1.4. Resultados dei proceso de enajenación de empresas dependientes dei Ministério de 
Defensa 

Para cerrar este acápite, se presenta un cuadro en el que se sintetizan los resultados dei 
proceso de enajenación a que fueron sometidas las empresas que dependían dei Ministé¬ 
rio de Defensa. 


Cuadro 4 Resultados dei proceso de enajenación de empresas dei Ministério de Defensa 


Cantidad de 

Privatizadas 

Cerradas 

Desestimadas 

empresas 

públicas 

Vendidas 

interrumpida 

Por efecto de la 
Privat. 

Transferidas a otra 
entidad pública 

Continuidad 

institucional 

30 

3 

1 

6 

2 

18 

100% 

10% 

3% 

20% 

7% 

60% 


Enajenada 

No enajenada 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en datos de: MPC-UEREP, 1993; Ministério de Defensa, 2016. 


Como efecto dei proceso de enajenación de empresas dei Ministério de Defensa, el 
33% de estas fueron enajenadas (10% privatizadas, 3% interrumpida y 20% cerradas por 
efecto de la privatización) y 67% fueron desestimadas (7% transferidas a otra entidad 
pública y 60% con continuidad institucional). 


72 Informe enviado por el Ministério de Defensa a la CEMIPyC, mediante nota MD-DIGEPLA-UPEO n.° 079, de 12 
de enero de 2016. 

73 Ibíd. 
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1.2. Empresas dependientes dei Ministério de Minería y Metalurgia ^4 

Las empresas dependientes dei Ministério de Minería y Metalurgia comprenden siete, 
cuya ubicación por sector y lugar es la siguiente; 


Cuadro 5. Empresas dependientes dei Ministério de Minería y Metalurgia 





Ubicación | 

N. 

Empresa o unidad económica 

Sector económico 

Departamento 

Municipio 

1 

Corporación Minera de Bolivia (Comibol) 

Minería y Metalurgia 

La Paz 

La Paz* 

2 

Empresa Metalúrgica Vinto (EMV), ex Empresa Nacional 
de Fundiciones (ENAF) 

Minería y Metalurgia 

Oruro 

Oruro 

3 

Complejo Industrial de Recursos Evaporíticos dei Salar de 
Uyuni (Ciresu) 

Minería y Metalurgia 

Potosí 

Uyuni 

4 

Complejo Metalúrgico Karachipampa (CMK) 

Minería y Metalurgia 

Potosí 

Potosí 

5 

Empresa Siderúrgica Boliviana SA (Sidersa) 

Minería y Metalurgia 

Santa Cruz 

Puerto Suárez 

6 

Fondo Nacional de Exploración Minera (Fonem) 

Minería y Metalurgia 

La Paz 

La Paz 

7 

Instituto de Investigaciones Minero Metalúrgicas (IIMM) 

Minería y Metalurgia 

Oruro 

Oruro 


*Empresa que tenía un alcance nacional, por lo que se registra solo el município donde estaba su sede principal. 
Fuente: CEMIPyC, 2018. 


1.2.1. Empresas privatizadas 

1.2.1.1. Corporación Minera de Bolivia (Comibol) 

Esta empresa fue creada mediante DS 31196, de 2 de octubre de 1952. Después de la 
nacionaHzación de las minas detentadas por Patino, Hochschild y Aramayo (31, octubre, 
1952), Comibol se constituyó en la empresa estatal más grande dei ciclo estatal naciona¬ 
lista, generando excedentes económicos que permitieron la diversificación de la industria 
y el agro, la expansión territorial dei Estado y la articulación y el desarroUo dei oriente 
boliviano. Sus aportes a la economia, al Estado y a la sociedad eran tan significativos, que 
se puede afirmar que Bolivia vivia de los excedentes económicos que generaba Comibol. 
Por eUo mismo, era considerada la empresa estratégica más importante dei país. 

Una vez instaurado el sistema neoüberal en 1985, esta empresa fue paralizada con el 
despido de aproximadamente 27.000 trabajadores, el cierre de empresas y operaciones 
mineras, siendo luego objeto de desmantelamiento y enajenación bajo diversas modalida¬ 
des. En atención a esta variedad de modalidades de enajenación que se dio en Comibol, 
bien se puede hablar de “la enajenación en Comibol”, y no tanto de “la enajenación de 


74 Durante el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada (1993-1997), se emitió la Ley de Ministérios dei Poder Ejecutivo 
1493, de 17 de septiembre de 1993. Con esta Ley se crearon “superministerios” ebminándose vários ministérios, que 
se transformaron en secretarias y subsecretárias. Asi por ejemplo, los ministérios de Mineria, Energia, Hidrocarburos 
y otros pasaron a ser secretarias y subsecretárias dei Ministério de Hacienda y DesarroUo Económico. Las empresas 
de esos ministérios pasaron a depender dei Ministério de CapitaUzación creado en 1994. Una vez extinguido este 
Ministério, pasaron a depender dei Ministério de Hacienda (1997). Finalmente, durante el gobierno de Banzer y 
Quiroga, unas, pasaron al Ministério de DesarroUo Económico y, otras, al Ministério de Comercio Exterior e inversión. 
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Comibol”. Una explicación detallada de las distintas modalidades de enajenación aplica¬ 
das en Comibol (ventas, concesiones, transferencia de bienes nacionalizados y otros) se 
presenta en el tomo 3 dei presente informe. 

1.2.1.2. Empresa Metalúrgica Vinto (EMV) 

La Empresa Nacional de Fundiciones (ENAF) fue creada por Decreto Ley 07695, de 15 
julio de 1966, con el propósito de evitar la exportación de minerales como matéria prima y 
fundir concentrados de estano y otros en el país. La planta fue inaugurada en 1971, con una 
capacidad de 7.500 toneladas métricas de estano. En 1977, fue ampliada a 20.000 toneladas. 
En 1979, se incorporó un horno para fundir estano de baja ley con capacidad para producir 
10.000 toneladas de estano metálico. En 1975, fue instalada una fundidora de antimonio 
con una capacidad de 4.500 toneladas de antimonio metálico. En 1985, el gobierno de Víc- 
tor Paz cambió de nombre de ENAF Uamándola Empresa Metalúrgica Vinto (EMV). 

Durante el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada, la EMV fue incluida en el pro- 
ceso de capitalización de empresas estratégicas, pero debido a la oposición dei pueblo de 
Oruro, esa iniciativa no prosperó. En 1999, el gobierno de Hugo Banzer y Jorge Quiroga 
la enajenó en el marco de la Ley 1330 de Privatización, pero no como empresa en mar¬ 
cha sino como activos. Fue privatizada a pesar de que en el periodo 1993-1998 fue el de 
mayor producción, generación de utilidades y productividad de EMV, Uegando a ser una 
empresa estratégica modelo dei sector productivo nacional. Una explicación detallada de 
la privatización de esta empresa se presenta en el tomo 3 dei presente informe. 

1.2.2. Empresas cerradas 

I.2.2.I. Complejo Metalúrgico Karachipampa (CMK) 

Este complejo fue instalado en la locahdad de Karachipampa dei municipio de Potosí. En 
1975 se conformó la sociedad ENAF-Comibol para ejecutar el proyecto de instalación 
de una fundición de plomo y plata, “...cuyo estúdio encargó al consorcio alemán-belga 
Klockner-Ina-Sidech-Machim SA” (Espinoza, 2010; 304). 

Su instalación fue autorizada mediante DS 14101 de 5 de noviembre de 1976. 

Se autoriza a la Sociedad Mixta ENAF/Comibol para que, en base a los estúdios de factibi- 
lidad de la Fundición de Plomo y Plata, inicie todos los trabajos de instalación de Hornos de 
Fundición de Plomo y Plata en el lugar seleccionado de KARACHIPAMPA, Departamento 
de Potosí, con una capacidad de producción de treinta mil toneladas anuales de plomo y dos- 
cientos toneladas de plata metálica, con la participación de capitales al cincuenta por dento y 
bajo la dirección técnico-administrativa de la Empresa Nacional de Fundiciones (art. 1). 

Asimismo, se autoriza a la Sociedad ENAF-Comibol “...tramitar los créditos externos 
más ventajosos, contando con la garantia dei Banco Central de Bolivia para el financiamiento 
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de las obras civiles, importación de equipos, disenos y montaje de la nueva Planta” (art. 2). 

El Decreto Ley 15349 de 10 de marzo de 1978, autoriza la suscripción para la instala- 
ción dei Complejo Karachipampa con el consorcio conformado por Klockner Industrie 
Anlogen G. m.b.h. SA Sidech y Mechim SA (art. 3). El monto dei contrato asciende a la 
suma de $us 123.529.700. La instalación dei complejo concluyó en 1983. 

El complejo fue concluido en enero de 1983 y desde entonces no trabajó un solo día; más 
bien requirió mantenimiento durante más de 25 anos. Varias fuentes senalan el costo total de 
la misma en 180 millones de dólares, cuyos pasivos mediante el DS 21060... se transfirieron al 
Tesoro General de la Nación (Espinoza, 2010: 305). 

En los registros de la presente investigación, esta empresa se cuenta entre las que 
fueron cerradas antes de entrar en funcionamiento. 

Después de 30 anos, este complejo metalúrgico fue reactivado y puesto en funciona¬ 
miento el 3 de enero de 2013. 

1.2.2.2. Empresa Siderúrgica Boliviana SA (Sidersa) 

Fue creada por DS 10670, de 12 de enero de 1973, con sede en el municipio de Puerto Suárez 
(provinda Germán Busch, antes provincia Chiquitos), departamento de Santa Cruz, a obje¬ 
to de ejecutar la PoKtica y dei Plan Siderúrgico Nacional. El DS 10670 establece: “Créase la 
Empresa Siderúrgica Boliviana SA (Sidersa), como entidad de derecho público con personería 
jurídica propia, dependiente dei Ministério de Minería y Metalurgia (art. 1). 

Algunos de los objetivos asignados a Sidersa eran; 

a. Planificar la organización de las instalaciones necesarias para la exploración, explota- 
ción, beneficio y transformación dei hierro... 

b. Explotar directamente o en sociedad mixta, los minerales ferrosos y todos aqueUos 
recursos naturales y de matérias primas auxiliares de su propiedad necesarios para la 
industria siderúrgica. 

c. Industrializar y disponer de los productos dei hierro y acero, manufacturados en sus 
plantas siderúrgicas, por sí misma mediante sociedades mixtas y/o privadas. 

d. Investigar los mercados internos y externos para la comercialización de minerales 
ferrosos, productos de hierro, acero y terminados. 

e. Representar al país y participar en la ejecución de los proyectos industriales de integra- 
ción regional o sub-regional (art. 2). 

Forman parte de la creación de Sidersa, en cahdad de accionistas, las empresas estata- 
les Comibol (20%), YPFB (20%), Cofadena (20%), ENAF (10%), CBF (10%) y ENDE 
(10%) (art. 5). 

El Decreto Ley 11528, de 14 de junio de 1974, modifica la composición accionaria y es¬ 
pecifica los aportes de capital, excluyendo a ENDE y CBF, conforme al siguiente detaUe; 
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Cuadro 6. Composición accionaria de Sidersa 


Empresa estatal 

Paquete accionario (%) 

Aporte futuro ($us) | 

Comibol 

30% 

3.000.000 

YPFB 

30% 

3.000.000 

Cofadena 

20% 

2.000.000 

ENAF 

20% 

2.000.000 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Decreto Ley 11528,14/06/1974. 


En 1976, se encomienda a Sidersa, en su calidad de entidad responsable de la ejecu- 
ción dei Plan Siderúrgico Nacional, “.. .a proceder con la ejecución dei estúdio completo 
y detaUado de los yacimientos de ChangoUa”, en el departamento de Cochabamba (DS 
14129, dei 19 de noviembre de 1976, art. 1). 

En 1985, por efecto dei DS 21060, que fragmento Comibol en 4 empresas, siendo una de 
eUas la Empresa Minera dei Oriente (Emedo), con sede en la ciudad de Santa Cruz de la Sierra, 
Sidersa pasó a depender de Emedo. “.. .hasta 1993 explotó 350.000 toneladas de concentra¬ 
dos de hierro, destinados a plantas siderúrgicas de Paraguay y Argentina, explotación suspen¬ 
dida por las dificultades en el transporte fluvial por el rio Paraguay” (Espinoza, 2010; 197). 

Esta empresa se registra entre las empresas cerradas por efecto de la política de pri- 
vatización. 

I.2.2.3. Fondo Nacional de Exploración Minera (Fonem) 

La constitución de este fondo financiero ya estaba previsto en 1975, en los decretos supre¬ 
mos 13160, 13165 y 13167, de 10 de diciembre de 1975, cuando a tiempo de aprobar el 
plan denominado ‘‘Valorización de yacimientos de asbesto y/o magnesita - Primera fase”, 
el “Proyecto V: Investigación dei Precámbrico” y el “Proyecto geo-mineralógico Apoio”, 
respectivamente, en los tres casos se dispuso que los aportes dei TGN “serán recuperados 
a través de un fondo nacional de carácter rotativo y contingente, a cargo dei Ministério de 
Minería y Metalurgia, cuya constitución y fúncionamiento será objeto de una disposición 
reglamentaria expresa” (DS 13160, art. 3; DS 13165, art. 5; DS 13167, art. 5). 

El Fonem se creó mediante Decreto Ley 14549 de 27 de abril de 1977, con domicilio 
legal en la ciudad de La Paz, como un organismo dependiente dei Ministério de Minería y 
Metalurgia, “.. .encargado de promover el descubrimiento de reservas minerales median¬ 
te el financiamiento de programas de prospección y exploración” (art. 1). 

El Fondo Nacional de Exploración Minera tendrá el carácter de una Empresa Pública de Fomento, 
con personería jurídica reconocida por el Estado, autonomia de gestión administrativa y financiera, 
capital y patrimônio propios e independientes constituidos por Fondos Públicos asignados por el Su¬ 
premo Gobierno como aporte de capital, y por los bienes adquiridos y por adquirirse y otras contri- 
buciones especiales. Tendrá, asimismo, plena libertad de gestión técnica para el eficaz cumplimiento 
de sus objetivos, atribuciones y funciones, y será estructurado en base al Programa que actualmente 
funciona en el Ministério de Minena y Metalurgia a nivel de Proyecto de Inversiones (art. 2). 
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Por disposición de ese decreto ley, el TGN debía contribuir al Fonem con 12 miUones 
de dólares, mediante aportes anuales equivalentes a un miUón doscientos mil dólares, a 
partir de 1978 (art. 4). 

El Directorio dei Fondo estaba compuesto por un representante de la Presidência de 
la República; uno dei Ministério de Planeamiento y Coordinación; uno dei Ministério de 
Finanzas; uno dei Ministério de Minería y Metalurgia; uno dei Banco Minero de Bolivia y 
uno dei Servicio Geológico de Bolivia (art. 13). 

Jorge Espinoza, experto en minería, apunta lo siguiente; 

... las operaciones financieras de fomento dei Fonem tenían carácter rotatorio y contingente. 
El Fonem era una fuente de financiamiento de riesgo y los préstamos tem'an carácter contin¬ 
gente, ya que la devolución de la inversión estaba condicionada a que la exploración alcance 
resultados exitosos... En un proyecto ejecutado por el Fonem y declarado no exitoso, el con- 
cesionario minero no contraía deuda alguna, pero en un proyecto exitoso, además dei gasto 
incurrido en él, el concesionario debía pagar una prima de contingência igual al gasto incurrido 
y los intereses correspondientes (Espinoza, 2010: 199). 

En 1991, el DS 22865, de 15 de julio de 1991, previa argumentación respecto de la 
política de “racionalización de la participación estatal en la economia”, que pretendia 
“reordenar el funcionamiento dei sistema financiero”, dispone que el Fonem suspenda 
toda operación de crédito (art. 1). Asimismo, dispone que el Ministério de Minería y 
Metalurgia presente a la Comisión de Evaluación de la Empresa Pública (CEEP), en el 
plazo de sesenta dias de la fecha de este decreto, una propuesta concreta de privatización 
dei Fonem. Pero este decreto supremo ya preveía el cierre dei Fonem, anticipando varias 
disposiciones en ese sentido: 

“Si no fuese viable tal privatización, se procederá de inmediato a la disolución y h- 
quidación dei Fondo Nacional de Exploración Minera de acuerdo a la Ley General de 
Bancos, el Código de Comercio y disposiciones aphcables a la matéria” (art. 3). 

Respecto de las deudas que debía cobrar el Fonem, establece su cobro por parte dei 
Banco dei Estado (art. 5). Asimismo, “Todos los avales, garantias o similares, que hubiera 
otorgado el (Fonem), serán asumidos y honrados por el (TGN), siempre que eUos hubie- 
ran sido otorgados conforme a disposiciones legales vigentes” (art. 7). “Se autoriza a la 
Superintendência de Bancos y Entidades Financieras vender todos los bienes y activos dei 
(Fonem), mediante subasta pública...” (art. 9). “Si el património dei (Fonem), no fuese 
suficiente para pagar todos sus pasivos, el (TGN) cubrirá el saldo insoluto” (art. 10). 

Conforme anticipaba el DS 22865, el Fonem no fue privatizado; es decir, no se trans- 
firió como entidad pública financiera al sector privado, sino que fue cerrada, incluso antes 
de que se aprobara la Ley 1330 de Privatización. 
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1.2.3. Empresas desestimadas 

1.2.3.1. Instituto de Investigaciones Minero Metalúrgicas (IIMM) 

Este instituto se creó mediante Decreto Ley 07377, de 5 de noviembre de 1965, como 
entidad de derecho público, con personaHdad jurídica propia y autonomia de gestión, con 
sede legal en la ciudad de Oruro, para promover la investigación minera y metalúrgica, 
principalmente para me j orar las operaciones técnicas en la recuperación dei mineral y 
elevar su productividad, en los sectores público y privado. 

Según el Decreto Ley 07377, las actividades dei Instituto se sujetarán al Plan de Ope¬ 
raciones firmado el 16 de junio de 1965 en la ciudad de Oruro, por el presidente de 
Comibol, en representación dei Gobierno nacional, y el Fondo Especial de las Naciones 
Unidas (art. 2). El Plan de Operaciones fue aprobado para normar las actividades dei 
Instituto, encargado de atender y desarroUar los planes y necesidades nacionales en inves¬ 
tigación minera y metalúrgica. 

Tenía como función específica la investigación científica y técnica, básica y aplicada, dirigida a la so- 
lución de los problemas minero metalúrgicos. Su actividad en los distintos niveles de investigación 
así como la asistenda técnica que brindaba, se dirigia a mejorar las técnicas de operación en la ex- 
plotación y beneficio de minerales, su fundición y refinación. Comibol como agente de cooperación 
directa en el proyecto cedió a la nueva entidad los edificios, construcciones, muebles, útües y mate- 
riales dei Laboratorio Central de Ensayos y Metalúrgico de Oruro (Espinoza, 2010: 194-195). 

El IIMM reaUzó muchos trabajos de investigación en los departamentos de concentración, 
metalurgia extractiva (métodos de piro, hidro metalurgia y otros), minería (métodos de ex- 
plotación) y servicios... Por los muchos trabajos de investigación que presentó en congresos 
internacionales, ganó una merecida reputación. 

...en sus primeros anos de funcionamiento tuvo soporte económico dei Banco Mundial y 
posteriormente se mantuvo con un porcentaje mínimo de regalias mineras y especialmente 
con los trabajos que realizó para diferentes empresas (Espinoza, 2010: 195). 

En 1991, el IIMM pasó a depender dei Directorio Central de Instituciones de Servido 
a la Minería (Didsmin), creado por el gobierno de Jaime Paz, (DS 22877-A, 29/07/1991). 
De ese Directorio dependen también el Servido Geológico de BoHvia, el Servido Nacional 
de Catastro Minero y el Instituto de Capacitación Minera (arts. 12 y 15). 

Posteriormente, en el marco de las reformas institucionales acometidas durante el go¬ 
bierno de Gonzalo Sánchez de Lozada, en sustitución dei Servido Geológico de BoHvia 
(Geobol) y dei Instituto de Investigaciones Minero Metalúrgicas (IIMIM), se crea 

... el Servido Nacional de Geologia y Minería, Sergeomin, con la responsabilidad de elaborar 
la carta geológica nacional, realizar investigación científica y tecnológica en los campos de la 
geologia, minería e hidrogeología y en lo relativo al impacto ambiental de las actividades mine¬ 
ro metalúrgicas, así como generar y difundir ampHa e irrestrictamente información geológica 
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y ambiental básica, para un adecuado aprovechamiento de los recursos minerales dei país, en 
aplicación dei principio de desarroUo sostenible” (DS 24275, 18/04/1996, art. 1). 

Este decreto supremo establece como domicilio legal de Sergeomin la ciudad de La 
Paz (art. 3). 

Su património está constituído por los siguientes bienes; 

a. “los patrimónios actuales dei Servicio Geológico de Bolívia y dei Instituto de Investi- 
gaciones Minero Metalúrgicas; 

b. los equipos y bienes asignados al Sistema Nacional de Información Minera depen- 
diente de la Secretaria Nacional de Minería; 

c. los bienes y recursos que le fueren asignados mediante disposiciones legales; 

d. los bienes que reciba por donación u otro concepto, por asistencia financiera externa 
o interna; y 

e. recursos específicos” (art. 4). 

Las funciones que debía cumplír el Sergeomin eran: 

a. “Elaborar, actuaüzar permanentemente y publicar la carta geológica nacional; 

b. Elaborar, actualizar permanentemente y publicar mapas temáticos: geológicos, hidro- 
geológicos y ambientales; 

c. Realizar prospección básica en áreas potencialmente mineras; 

d. Investigar y evaluar acuíferos en cuencas hidrogeológicas; 

e. Recopüar e interpretar información ambiental y publicar mapas regionales de Hnea 
base en áreas de interés minero; 

f Realizar investigación aplicada para mejorar la gestión ambiental de la industria mine¬ 
ro metalúrgica; 

g. Sistematizar y difundir irrestrictamente la información generada; 

h. Prestar asesoramiento técnico a la Secretaria Nacional de Minería; y 

i. Convenir ayuda técnica y financiera de organizaciones públicas y privadas, nacionales 
o extranjeras” (art. 8). 

El Directorio de Sergeomin está constituído por representantes dei Estado y de enti¬ 
dades privadas mineras; 

... un presidente y tres directores representantes dei sector estatal, nombrados por el ministro 
sin Cartera responsable de DesarroUo Económico, a propuesta en terna de la Secretaria Na¬ 
cional de Minería, y tres directores representantes de los sectores de la minería mediana, chica 
y cooperativa, cada uno designado por sus respectivas entidades matrices (art. 10). 

Consiguientemente, esta entidad se registra como unidad transferida a otra entidad 
pública. 
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1.2.3.2. Complejo Industrial de Recursos Evaporíticos dei Salar de Uyuni (Ciresu) 

Esta empresa estaba ubicada en el município Llica dei departamento de Potosí. Fue crea- 
da mediante Ley 719 dei 15 de febrero de 1985; esta Ley declaraba como necesidad 
nacional, “...la exploración, explotación, beneficio y comercialización de los recursos 
minerales metálicos y no metálicos, yacentes en la Cuenca Evaporítica dei Gran Salar de 
Uyuni” (art. 1). El Ciresu se creó para que actúe en representación dei Estado, en el mar¬ 
co establecido por la Ley 719, “...en matéria de licitaciones, asociaciones y suscripción 
de contratos, en las fases de exploración, explotación, beneficio y comercialización de los 
recursos dei Gran Salar de Uyuni” (art. 2). El Directorio de Ciresu, estaba constituído 
por; 

Presidente; Ministro de Minería o su representante 
Vicepresidente; Presidente de Cordepo o su representante 
Miembros; 

Delegado dei Ministério de Planeamiento y Coordinación 

Delegado dei Ministério de Finanzas 

Delegado dei Ministério de Defensa Nacional (Cofadena) 

Delegado de Cordeor 

Delegado dei Comité Cívico Potosinista 

Delegado de la Central Obrera Departamental de Potosí 

Delegado de la Universidad Tomás Frias 

Delegado dei Comité Cívico de la Província Quijarro 

Delegado dei Comité Cívico de la Província Daniel Campos 

Delegado dei Comité Cívico de la Província Nor Lípez. 

El Poder Ejecutivo debía asignar los recursos necesarios para el funcionamiento y 
operación de Ciresu que, además, estaba autorizado para gestionar financiamiento, 

... a fin de concretar la ejecución de las investigadones previas, la exploración, explotación, 
beneficio y comercialización de los recursos minerales metálicos y no metálicos de la Cuenca 
Evaporítica dei Salar de Uyuni, precautelando una participación mayoritaria, en favor de la 
contraparte nacional (art. 3). 

En la perspectiva de coadyuvar al cumplimiento de los objetivos dei Ciresu, el 19 de mayo 
de 1986, el presidente Víctor Paz promulgó el DS 21260, por el que se declara al salar de Uyuni 
como reserva fiscal. Empero, durante el gobierno de Jaime Paz se intentó entregar los recursos 
evaporíticos dei salar de Uyuni al capital transnacional mediante contratos de riesgo comparti¬ 
do. Uno de eUos fue con la Dthium Corporation of America (Lithco) entre 1992 y 1993, pero 
no tuvo êxito porque las organizaciones sociales, principalmente potosinas, se opusieron. 

El Ciresu no tuvo mayor relevância empresarial que los propósitos por los cuales 
fueron creados. 
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Desde su creadón el papel de Ciresu fue anodino, tanto por falta de fondos para su desenvol- 
vimiento como por el manejo político y la presión social a que fue sometido, como ocurrió 
con el faUido contrato con la... Lithco entre 1992 y 1993... En resumidas cuentas, en 25 anos 
el Ciresu no cumpHó ninguno de sus objetivos (Espinoza, 2010: 201). 

En atención a que el Ciresu siguió desarroUando alguna actividad hasta el ano 2005, 
se la registra como empresa con continuidad institucional. Una vez que el actual gobier- 
no creara el Departamento de Recursos Evaporíticos de Comibol, el 2008, el Ciresu se 
extinguió como tal. 

1.2.4. Resultados dei proceso de enajenación de empresas dependientes dei Ministério de 
Minería y Metalurgia 

Para cerrar este acápite, se presenta un cuadro en el que se sintetizan los resultados dei 
proceso de enajenación a que fueron sometidas las empresas que inicialmente dependían 
dei Ministério de Minería y Metalurgia. 


Cuadro 7. Resultados dei proceso de enajenación de empresas dei Ministério de Minería y Metalurgia 



Privatizadas 

Cerradas 

Desestimadas 

empresas 

públicas 

Vendida 

Mixta 

Interrumpida 

Antes de 
la Leyde 
Privat. 

Por 

efecto de 
la Privat. 

Transferidas a 

otra 

entidad pública 

Continuidad 

institucional 

7 

1 

1 

1 

1 

1 

1 

1 

100% 

14,3% 

14,3% 

14,3% 

14,3% 

14,3% 

14,3% 

14,3% 


Enajenada 

No enajenada 


Fuente: CEMIPyC, 2018 


Como efecto dei proceso de enajenación de empresas dei Ministério de Minería y 
Metalurgia, el 71,5% de estas fueron enajenadas (privatizadas y cerradas); el 28,5% fueron 
desestimadas. 

1.3. Empresas dependientes dei Ministério de Energia ^5 

Las empresas dependientes dei Ministério de Energia estaban dedicadas a la actividad 
hidrocarburífera y eléctrica, cuya ubicación por sector y lugar es la siguiente; 


75 Al igual que las empresas que dependían dei Ministério de Minería, las empresas que dependían dei Ministério de 
Energia e Hidrocarburos, también fueron cambiadas de tutela ministerial durante el proceso de enajenación, pasando 
a depender, primero, dei Ministério de Hacienda y DesarroUo Económico, luego, dei Ministério de Capitalización, 
después, al Ministério de Hacienda y, finalmente, dei Ministério de DesarroUo Económico y dei Ministério de 
Comercio Exterior e Inversión. 
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Cuadro 8. Empresas dependientes dei Ministério de Energia 





Ubicación 




Departamento 

Município 

1 

Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos (YPFB) 

Energia e hidrocarburos 

La Paz 

La Paz* 

2 

Empresa Nacional de Electricidad (ENDE) 

Energia e hidrocarburos 

Cochabamba 

Cochabamba* 

3 

Empresa de Luz y Fuerza Eléctrica Cochabamba (ELFEC) 

Servicios básicos 

Cochabamba 

Cochabamba* 

4 

Empresa de Distribución Eléctrica de Larecaja SAM (EDEL SAM) 

Servicios básicos 

La Paz 

Larecaja 

5 

Servicio Eléctrico de Tarija (Setar) 

Servicios básicos 

Tarija 

Tarija 

6 

Cooperativa de Servicios Eléctricos Trinidad - Coserelec 

Servicios básicos 

Beni 

Trinidad 

7 

Agroquímica Latinoamericana SA (Aquila) 

Industria química 

La Paz 

Viacha 


Fuente: CEMIPyC, 2018. 

*Empresas que tuvieron un alcance nacional o abarcaban más de un município, por lo que se registra el município donde tenía su sede legal. 


La explicación dei presente acápite tiene la particularidad de que algunas de estas em¬ 
presas como Yacimientos PetroKferos Fiscales Bolivianos (YPFB) y Empresa Nacional de 
Electricidad (ENDE), que estaban bajo tuición dei Ministério de Energia, fueron enajena- 
das dei siguiente modo; la transferencia de YPFB y de ENDE al capital privado se efectuó 
bajo dos métodos; por una parte, vía capitalización de las unidades más valiosas de dichas 
empresas (exploración, explotación y transportes, en el caso de YPFB, y generación, en el 
caso de ENDE) y, por otra, vía privatización dei resto de sus unidades o fracciones, enten- 
diéndose por fracción al componente económico dependiente de una empresa pública que 
ha sido fragmentada para su enajenación. El fraccionamiento empresarial y la conversión de 
esas fracciones en una o varias empresas se hizo para facilitar su enajenación.’*^ 

La explicación de los procesos de capitalización de YPFB y ENDE se detaUa en el 
tomo 3 dei presente informe. En cambio, los procesos de privatización de algunos com¬ 
ponentes o fracciones de esas empresas se detaUan a continuación; 

1.3.1. Empresas privatizadas y capitalizadas 

1.3.1.1. Privatización de fracciones de YPFB 

El proceso de enajenación de YPFB partió con la fragmentación empresarial y la separa- 
ción de las unidades de exploración, explotación y transporte de YPFB que luego fueron 
transferidas a capitales foráneos mediante el método de capitalización, en el marco de la 
Ley 1544 de Capitalización de 21 de marzo de 1994, y la Ley 1689 de Hidrocarburos de 
30 de abril de 1996, promulgadas por el gobierno de Sánchez de Lozada (1993-1997). En 
cambio, las unidades de refinación, distribución, comerciahzación y otros componentes 
de YPFB fueron enajenados en el marco de la Ley 1330 de Privatización, de 24 de abril de 
1992, principalmente durante el gobierno de Hugo Banzer y Jorge Quiroga (1997-2002). 
El caso de YPFB es paradigmático dei fraccionamiento que algunas empresas públicas 
(ENDE, ENFE, Enaca, entre otras) sufrieron a objeto de facilitar su enajenación. 


76 Estas fracciones se registran en un listado separado de las 212 empresas públicas. 
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En el presente acápite se describe y analiza los componentes o fracciones de YPFB 
que fueron privatizados. 

1.3.1.1.1. Venta de equipos de perforación 

Una vez que concluyó el proceso de capitalización de las unidades de exploración, explotación 
y transportes de YPFB en 1997, la nueva gestión gubernamental presidida por Hugo Banzer 
—no adscrita directamente a la capitalización— retomó la Ley 1330 de Privatización, aprobada 
el 24 de abril de 1992, para continuar con los procesos de enajenación de empresas públicas 
en el país y, particularmente, con la privatización de las unidades o fracciones restantes de 
YPFB. Para el efecto, a poco de tomar posesión, una de las primeras medidas enajenadoras 
dei gobierno de Banzer fue la promulgación dei DS 24880, de 28 de octubre de 1997, cuyo 
Artículo 1 autorizaba a YPFB reordenar “.. .sus activos, bienes, valores, acciones y derechos 
de su propiedad, a fin de determinar los bienes prescindibles, incluyendo los equipos de per¬ 
foración”. Además de identificar y valuar esos bienes “prescindibles” (innecesarios o que 
se pueden apartar), el decreto supremo autorizó transferir esos bienes en forma onerosa en 
favor de una sociedad que contemple la participación de los trabajadores de YPFB. Asimismo, 
determinó que YPFB debía aportar sus equipos de perforación petrolera para la constitución 
de una sociedad anónima con una participación dei 40% dei paquete accionario, el mismo 
que debió ser transferido a los ex-trabajadores de YPFB que fueron retirados a partir dei 14 
de octubre de 1997, en compensación a sus benefícios sociales u otras formas de aporte; el 
restante 60% debía ser licitado para su transferencia al sector privado. 

Posteriormente, el Gobierno aprueba el DS 25076, de 18 de junio de 1998, en el que 
se consigna que YPFB “.. .negoció un contrato de excepción, suscribiendo el 21 de abril 
de 1998 un acta de negociación con la Empresa Pride International Inc. quien aceptó 
formar una Sociedad, de acuerdo con las normas previstas en el Código de Comercio, 
aportando $us 17.000.000”, que representa el 60% accionario de la sociedad; el aporte 
de YPFB en equipos de perforación fue por valor de $us 11.333.000, que representaba 
el 40% dei paquete accionario de la nueva empresa que el propio decreto supremo auto¬ 
rizó formar; la Companía Boliviana de Perforación SAM (CBPSAM). El art. 5 de dicho 
decreto establecía que “Una vez constituída la Sociedad, YPFB deberá proceder a la 
transferencia de su 40% a favor de sus trabajadores retirados a partir de 17 de octubre de 
1997, de conformidad con el Decreto Supremo n.° 24880 de 28 de octubre de 1997”. 

Empero, como ocurrió en otros casos de privatización de empresas públicas, ningu- 
no de los ex-trabajadores Uegó a ser accionista de la nueva empresa CBP SAM. Según 
denuncia de Luis Nogales (2008), en el Contrato de Compraventa de Acciones, firmado 
entre YPFB y Pride International Inc., en su Cláusula 5.1., se reportó que “ninguno de 
los ex-trabajadores ha adquirido acciones ni ha mostrado interés alguno en adquirir di- 
chas acciones”, cuando en reahdad ninguno de los ex-trabajadores fue invitado para la 
constitución de la nueva empresa. Por este mecanismo, Pride International Inc., terminó 
apropiándose dei 100% de los equipos de la otrora Unidad de Perforación de YPFB. Los 
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equipos transferidos en primera instancia a CBP SAM y posterior mente vendidos a la 
empresa Pride International Ltd., fueron los siguientes; 

Equipo de perforación n.° 12 con campamento y 4 vehículos 

Equipo de perforación n.° 17 con 4 vehículos 

Equipo de perforación n.° 19 con campamento y 4 vehículos 

Equipo de perforación n.° 24 con campamento y 4 vehículos 

Equipo de perforación n.° 32 con campamento y 4 vehículos 

Equipo de perforación n.° 33 con campamento y 4 vehículos 

Equipo de perforación n.° 34 con campamento y 4 vehículos 

Equipo de perforación n.° 10 con 4 vehículos 

Equipo de perforación n.° 25 con campamento y 4 vehículos 

Equipo de perforación n.° 37 con campamento y 4 vehículos 

Equipo de perforación n.° 38 con campamento y 4 vehículos 

Equipo de perforación n.° 39 con campamento y 4 vehículos 

Equipo de perforación n.° 40 con campamento y 4 vehículos 

3 sarta de perforación e intervención 

3 parque vehículos petroleros 

14 unidades Camiri 

14 unidades Santa Cruz 

1 motogrúa 

Pool 8 vehículos hvianos 

Jefaturas 4 vehículos hvianos 

Staff 8 vehículos hvianos (Nogales, 2008; 4). 

1.3.1.1.2. Venta de refinerías de Cochabamba y Santa Cruz 

Durante el gobierno de Banzer y Quiroga -cuando este último se desempenaba en el cargo 
de presidente interino de la Repúbhca— se promulgó la Ley 1981, de 27 de mayo de 1999, por 
la que se excluyeron las actividades de refinación, transporte, ahnacenaje y comerciahzación 
de hidrocarburos de los alcances de la Ley 1544 de Capitahzación, dei 21 de marzo de 1994. 
Asimismo, esta Ley instruyó al Poder Ejecutivo determinar las estratégias y mecanismos para 
la transferencia o concesión al sector privado de las unidades económicas dedicadas a las acti¬ 
vidades referidas a refinación, transporte, ahnacenaje y comerciahzación de hidrocarburos, de 
acuerdo con lo establecido en la Ley de Privatización 1330, de 24 de abrü de 1992. 


77 Según denuncia presentada por Luis Nogales ante el Ministério de Transparência y Lucha contra la Corrupción, en 
fecha 18 de noviembre de 2008, este Equipo de Perforación n.° 12, ya en propiedad privada de CBP SAM (Pride 
International Inc.) y que se encontraria operando en el Municipio de Paios Blancos (Departamento de La Paz), fue 
multada con 4 miUones de dólares por la Dirección de Medio Ambiente a consecuencia de un derrame de petróleo 
ocasionado por la empresa y una auditoria ambiental realizada en la zona. A modo de resolver el conflicto, la empresa 
privada entregó los equipos de perforación al Municipio a cambio de que esta retire la denuncia. Posteriormente, en 
fecha 19 de abril de 2007, el Alcaide de Paios Blancos, Cheio Romero, sin contar con la autorización dei Concejo 
Municipal, vendió el equipo de perforación como chatarra, por la suma de $us.l2.500. 
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El mismo día, el Directorio de YPFB emitió la Resolución 20/99, de 27 de mayo de 
1999, por la que, 

... autoriza a la Presidência Ejecutiva de YPFB a realizar los actos jurídicos necesarios para el 
reordenamiento de las unidades de negocios de refinación, transporte, almacenaje y comercia- 
üzación de YPFB, y ceder y transferir a terceros los bienes correspondientes a estas unidades, 
comprendiendo entre ellas las siguientes: - Refinerías y Poüductos, - Plantas de Aknacenamien- 
to, - Estaciones de Servicios de Carburantes, - Estaciones de Servicio de Aeropuertos, - Enga- 
rrafadoras de Gas Licuado de Petróleo, - Redes de Distribución de Gas Natural, - Plantas de 
Colpa y Caranda (DS 25834, de 7 de juüo de 2000). 

El 28 de mayo de 1999, mediante convocatoria a ücitación pública internacional, se puso 
en venta los activos de las refinerías de petróleo de propiedad de YPFB; “Gualberto Vüla- 
rroel” (Cochabamba) y “GuiUermo Elder” (Santa Cruz). Las dos refinerías estatales —con 
capacidad para refinar 60 mil barrües por día de crudo y producir combustibles, lubricantes 
y asfaltos con destino al mercado interno y la exportación— fueron adjudicadas mediante 
DS 25588, de 19 de noviembre de 1999, en favor dei Consorcio Asociación Petrobras 
Bolivia SA (70%) y Pérez Companc Internacional (30%) en la suma de $us 102.000.500. 
Posteriormente, estas empresas conformaron la Empresa Boliviana de Refinación (EBR), 
que tenía la responsabilidad de suministrar carburantes a todo el país. Para el efecto, y en el 
marco de la licitación de los servicios de distribución mayorista de carburantes efectuada 
en enero de 2001 por el gobierno de Banzer y las empresas Petrobras y Pérez Companc 
conformaron otra: la Empresa Boliviana de Distribución (EBD), que se adjudicó; 

... dos bloques mayoristas en el eje troncal y el bloque secundário dei norte, que representa 
cerca dei 22% dei mercado boliviano de gasolina y diesel oil. EBD es, por tanto, una subsidiaria 
de EBR... EBD, además de la distribución de gasolina especial, premium y diesel oil nacional, 
comercializa diesel oil importado, lubricantes, grasas automotrices e industriales de la marca 
YPFB, producida por EBR. EBD cuenta con 80 surtidores vinculados a la empresa a través de 
Petrobras y EBR (ViUegas, 2004: 144-145). 

i.j.i.i.j. Venta de las plantas de almacenaje de carburantes y poliductos 

En todo el país, YPFB estatal tenía 24 plantas de almacenaje para el acopio y posterior 
comercialización de carburantes; gasolina especial, gasolina premium, diesel oil, kerosene 
y fuel oil, “...con un total de 103 tanques de aknacenamiento y una capacidad instalada 
de almacenaje de 88.993 m3” (MCEI-VIP, 2002; 6). Para el almacenamiento de gasolina 
especial, existían 39 tanques; para gasolina premium, 5 tanques; para kerosene, 14 tan¬ 
ques; para diesel oil, 39 tanques; para fuel oil, 5 tanques. 

Asimismo, YPFB tenía siete poliductos para el transporte de carburantes de las refi¬ 
nerías a las plantas de almacenaje; 
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a) Poliducto Cochabamba-Puerto ViUarroel 

b) Poliducto Cochabamba-Oruro-La Paz 

c) Poliducto Santa Cruz-Camiri 

d) Poliducto Choreti-Sucre 

e) Poliducto Sucre-Potosí 

f) Poliducto ViUamontes-Tarija 

g) Poliducto Senkata-La Paz 

En juHo de 1999, el Consejo Nacional de PoHtica Económica (Conape), mediante 
Acta n.° 21/99, de 22 de julio de 1999, define la estratégia de transferencia de los activos 
de las plantas de almacenaje de carburantes y poüductos de propiedad de YPFB (DS 
25834, de 7 de julio de 2000). Para tal efecto, se contrató como Banco de Inversión al 
Consorcio Argentaria - CAISA. La estratégia de venta fue mediante la modalidad de lici- 
tación pública nacional e internacional, habiéndose adjudicado la Asociación Accidental 
Oil Tanking GmbH/GMP SA/Grana y Montero SAA, por la suma de $us 12.054.321, 
adjudicándose los siete pokductos y 19 plantas de almacenaje de las 24 que temú YPFB. 
Las cinco plantas de almacenaje restantes “...localizadas a menos de 50 kilómetros de 
frontera, quedaron en propiedad de YPFB para su posterior transferencia a los trabaja- 
dores” (MCEI-VIP, 2002; 7). 

La empresa adjudicataria Uegó a conformar la Companía Logística de Hidrocarburos 
Boliviana SA, por disposición dei DS 25834, de 7 de juko de 2000, siendo esta la que 
almacenaba y transportaba derivados de petróleo para el mercado interno e, igualmente, 
vendia a los mayoristas cakficados y estos a los minoristas. 

1 . 3 . 1 . 2 . 4 . Yenío de las estaciones de servido de suministro de combustibles de aviación 

YPFB tenía tanques de almacenamiento e instalaciones en los aeropuertos, para el abaste- 
cimiento de jet fuel y gasolina de aviación a las aeronaves en un número de 15, ubicados 
en ocho departamentos dei país; 


Cuadro 9. Ubicación de estaciones de servido de aeropuertos 


1 N.° Estaciones 

Departamento 

Aeropuerto | 

1 

La Paz 

Aeropuerto Internacional John F. Kennedy (El Alto) 

2 

Cochabamba 

Aeropuerto Jorge Wilstermann (Cochabamba) 

3 

Beni 

Aeropuerto Jorge Henrich (Trinidad) 

4 

Beni 

Aeropuerto de Emilio Beltrán (Guayaramerín) 

5 

Beni 

Aeropuerto de Riberalta 

6 

Pando 

Aeropuerto de Cobija 

7 

Santa Cruz 

Aeropuerto de El Trompillo (Santa Cruz) 

8 

Santa Cruz 

Aeropuerto Internacional de Vim Viru (Santa Cruz) 

9 

Santa Cruz 

Aeropuerto de Choreti 

10 

Santa Cruz 

Aeropuerto Salvador Ogaya (Puerto Suárez) 
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1 N.° Estaciones 

Departamento 

Aeropuerto | 

11 

Chuquisaca 

Aeropuerto Juana Azurduy de Padilia (Sucre) 

12 

Potosí 

Aeropuerto Capitán Rojas (Potosí) 

13 

Tarija 

Aeropuerto Oriel Lea Plaza (Tarija) 

14 

Tarija 

Aeropuerto de Bermejo 

15 

Tarija 

Aeropuerto de Yacuiba 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en datos de DS 25971. 


Para la transferencia de estas estaciones de servicio, se contrato como banco de 
inversión al Consorcio Panamerican-Berthin Amengual para que disene la estratégia de 
venta de las 15 estaciones al sector privado. El proceso de venta fue vía licitación públi¬ 
ca nacional e internacional, adjudicándose mediante DS 25971, de 1 de noviembre de 
2000, a la empresa British Petroleum Europe Limited, por la suma de $us 11.100.000. 
La adjudicación incluye otorgar “...el derecho de explotación dei servicio de suminis- 
tro de combustibles de aviación en aeropuertos a favor de la Sociedad Titular” (DS 
25971, art. 3). 

Por mandato dei mismo decreto, prévio a la suscripción dei Contrato de Transferencia 
de los activos de YPFB y de los Contratos de Operación en los aeropuertos, la empresa 
adjudicataria se constituye en una sociedad anónima; Air BP Bolivia SA. 

i.j. 1 . 1 . 5 . Lento de bloques y licencias para distribución mayorista de carburantes 

El componente de la comercialización de derivados producidos por las refinerías ubi- 
cadas en Cochabamba, Santa Cruz y Chuquisaca también fue transferido a empresas 
distribuidoras mayoristas.’® 

Para su privatización, este componente de la cadena productiva primero se fragmentó 
en dos ejes; 

• El Eje Troncal, que comprende las zonas comerciales de La Paz, Cochabamba, Santa 
Cruz, Oruro, Sucre, Tarija y Trinidad, “.. .se subdivide en 10 bloques, cada uno equi¬ 
valente al 10% de la Demanda Histórica dei eje troncal” 

• El Eje Secundário se subdivide en; 

Bloque Norte, que comprende las zonas comerciales de Puerto ViUarroel, Puerto 
Linares, Guayaramerín, Cobija y Riberalta. 

Bloque Sur, que comprende las zonas comerciales de las ciudades de Sucre, Potosí y 
las localidades de ViUazón, Bermejo, Uyuni, Tupiza y TarabuquiUo. 

Bloque Este, que comprende las zonas comerciales de Yacuiba, Puerto Suárez, San 
José de Chiquitos, Camiri y ViUamontes” (MCEI-VIP, 2002; 10). 


78 El DS 26061, de 2 de febrero de 2001, definia como distribuidor mayorista a “...cualquier empresa que importa 
en cualquier cantidad, o compra de una refinería nacional productos derivados de los hidrocarburos por volúmenes 
iguales o superiores a setenta miUones (70.000.000) de litros anuales a nivel nacional o un miUón (1.000.000) de litros 
por compra a nivel nacional y que cuenta asimismo con capacidad de almacenaje propio o alquilado, en terminales de 
almacenamiento, para un mínimo de un miUón y medio (1.500.000) de litros”. 
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De este conjunto, “nueve bloques en el Eje Troncal y el Bloque Norte han sido lici¬ 
tados mediante los procedimientos de reordenamiento” (MCEI-VIP, 2002; 10), los que 
fueron licitados mediante convocatoria pública nacional e internacional, y vendidos por 
un monto total de $us 4.734.397, a varias empresas de acuerdo al siguiente detaUe; 


Cuadro 10. Bloques vendidos a empresas privadas "mayoristas" 


Bloques 

Adjudicatários 

Monto de adjudicación($us) | 

2 bloques dei Eje Troncal 

Empresa Boliviana de Refinación (EBR) SA 

1.400.000 

1 bloque dei Eje Troncal 

Shell BoliviaSA 

501.000 

2 bloques dei Eje Troncal 

Pisco SRL 

913.000 

2 bloques dei Eje Troncal 

Distribuidora de Petróleos Boliviana SA 

905.374 

1 bloque dei Eje Troncal 

CopenacSRL 

413.004 

1 bloque dei Eje Troncal 

Asociación Accidental Petrolera Santa Cruz SA y Refinería Oriental SA 

401.017 

El Bloque Norte dei Eje Secundário 

Empresa Boliviana de Refinación (EBR) SA 

201.000 

Total 

4.734.395 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en DS 26061 dei 2 de febrero de 2001. 


1 .^. 1 . 1 . 6 . Venta de redes de distribución de gas natural y plantas engarrafadoras de gas 

Las redes de distribución de gas natural eran el conjunto de tuberías, accesorios y equipos 
para la distribución de gas natural bacia los usuários industriales, comerciales y domésticos. 
Estas redes estaban divididas en redes primarias y redes secundarias; las redes primarias son de 
propiedad de YPFB, algunas de las redes secundarias son de propiedad de YPFB, otras son de 
propiedad privada conjuntamente YPFB y algunas prefecturas, muy pocas eran pnvadas. 


Cuadro 11. Ubicación de redes de gas primarias y secundarias 


Ubicación 

Longitud de ia red (m) | 

Primaria 

Secundaria 

Cochabamba 

132.317 

(*) 

La Paz 

87.490 

94.211 

Santa Cruz 

61.831 

(*) 

Tarija 

38.923 

138.762 (**) 

Oruro 

29.000 

67.654 

Sucre 

24.625 

(*) 

Potosí 

4.600 

79.071 

Monteagudo 

0 

6.000 (***) 

Camiri 

0 

31.760 

Bermejo 

7.263 

13.650 

Yacuiba 

2.114 

15.800 

Villamontes 

650 

3.500 

Pocitos 

0 

3.500 


(*) Propiedad de las empresas distribuidoras: Emcogas, Sergas y Emdigas. 

(**) Propiedad de la empresa distribuidora Emtagas. 

(***) Desarrollada con aportes de YPFB, Prefectura de Chuguisaca, Alcaldía de Monteagudo, Emdigas y la Cooperativa de Servidos Monteagudo. 
Fuente: MCEI-VIP, 2002. 
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Todas las redes de propiedad de YPFB y en las que esta y otras entidades públicas 
tenían participación accionaria fueron sometidas al proceso de privatización. Para el efec- 
to se contrato como Banco de Inversión al Consorcio Argentaria - Caisa; la venta fue 
mediante Hcitación pública. 

Iguaknente pasó con las plantas engarrafadoras de gas Hcuado de petróleo de propiedad 
de YPFB, que temú siete engarrafadoras industriales y 12 engarrafadoras manuales. 

Cuadro 12. Plantas engarrafadoras de gas de YPFB en Bolivia 


Plantas engarrafadoras 


Industriales Manuales 


1 

La Paz (El Alto) 

1 

Catavi (Potosí) 

2 

Oruro 

2 

Uyuni (Potosí) 

3 

Potosí 

3 

Atocha (PotosO 

4 

Cochabamba 

4 

Tupiza (Potosí) 

5 

Chuquisaca (Khora Khora) 

5 

VilaTunari (Cochabamba) 

6 

Tarija 

6 

PuertoVilIarroel (Cochabamba) 

7 

Santa CruzdelaSierra 

7 

Monteagudo (Chuquisaca) 



8 

Tarabuquillo (Chuquisaca) 



9 

Viliamontes (Tarija) 



10 

Trinidad (Beni) 



11 

San José de Chiquitos (Santa Cruz) 



12 

Camiri (Santa Cruz) 


Fuente: MCEI-VIR 2002. 


Las engarrafadoras de gas de propiedad de YPFB fueron sometidas al proceso de 
privatización. En este caso también se contrató como Banco de Inversión al Consorcio 
Argentaria-CAISA; la venta fue mediante Hcitación púbHca. 

1.3.1.2. Privatización de las unidades de transmisión y distribución de ENDE 

La Empresa Nacional de Electricidad, además de enajenar sus unidades de generación, 
vía capitaHzación (como se verá en el Capítulo 6), sometió a otros procesos de enajena- 
ción sus unidades de transmisión y de distribución, articulados al Sistema Interconectado 
Nacional (SIN).^^ El componente de transmisión eléctrica de ENDE no constituía otra 
unidad empresarial autónoma, pero un mes antes de ser vendido y solo con el propósito 
de enajenarlo fue convertido en una unidad empresarial; la Transportadora de Electri¬ 
cidad Sociedad Anónima Mixta (TDE SAM). En cambio, la Empresa de Luz y Fuerza 
Eléctrica Cochabamba (ELFEC) —empresa distribuidora de electricidad— fue vencHda 
teniendo la particularidad de que tenía autonomia de gestión empresarial desde su crea- 
ción, por lo que se la contabiHza entre las 212 empresas púbHcas sometidas al proceso 
de enajenación. La TDE SAM y el Proyecto Geotérmico Laguna Colorada —que era un 


79 ENDE también tenía presencia en los Sistemas Aislados (SA) de generación y distribución de energia eléctrica, 
ubicados principalmente en los departamentos de Tarija, Beni y Pando. 
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proyecto y tampoco tenía autonomia de gestión— se consideran unidades o fracciones y 
se las contabiliza como tales, pero no entre las 212 empresas públicas. 

i.j. 1 . 2 . 1 . Empresa Transportadora de Electricidad (TDE) 

Hasta mediados de 1997, ENDE reaüzaba la actividad dei transporte de la energia eléctri¬ 
ca, desde los centros de generación eléctrica hasta los centros o empresas de distribución 
de electricidad. Sin embargo, algunos anos anteriores, ya se habia dispuesto por Ley 1604 
de Electricidad, de 21 de diciembre de 1994, que las empresas eléctricas dei Sistema Inter- 
conectado Nacional (SIN) debian desagregarse en empresas de generación, transmisión y 
distribución, y dedicarse a una sola de estas actividades (art. 15). En ese marco, el compo¬ 
nente de transmisión de ENDE también fue objeto de transferencia al sector privado. 

Durante el gobierno de Sánchez de Lozada, el Ministério de Capitahzación convo- 
có a hcitación pública internacional para “...la selección de inversionistas nacionales o 
extranjeros, interesados en la adquisición dei paquete mayoritario de acciones de la em¬ 
presa eléctrica, conformada con el aporte de activos de ENDE afectados a la actividad 
de transmisión de electricidad” (DS 24611). Para el efecto, se autorizó al Ministério de 
Capitahzación para que suministre información a los proponentes, estableciendo salas de 
datos, visitas de campo y otros mecanismos de información. 

Guando estaba en curso el proceso de hcitación púbhca, en fecha 12 de mayo de 1997, 
el Gobierno emitió el DS 24611, para especificar que —por recomendación dei banco de 
inversión J. Henry Schroder & Co. Limited, asesor dei Ministério de Capitahzación en 
la hcitación púbhca internacional— la empresa de transmisión de electricidad constituida 
con el aporte de ENDE incorpore en su balance de apertura un pasivo correspondiente a 
$us 70.000.000. Se estipula un plazo de 25 anos, más un periodo de grada hasta 4 anos, y 
un interés dei 4% anual. “La indicada empresa eléctrica de transmisión reconocerá la deu- 
da especificada solo si la hcitación púbhca internacional (Ref: MC/TDE/01 /97) culmina 
con la adjudicación de las acciones estatales ofrecidas a la venta” (DS 24611, art. 13). 

Posteriormente, mediante DS 24632, de 26 de mayo de 1997, se autoriza la formación de 
la Transportadora de Electricidad Sociedad Anónima Mixta (TDE SAM), reconociéndose 
esta personahdad jurídica. En su artículo 4, se aprueba el aporte dei sector púbhco constituído 
por la Empresa Nacional de Electricidad (ENDE), “con el patrimônio de su unidad econó¬ 
mica de transmisión por el valor en hbros dei patrimônio que asciende a... Bs 362.239.100 
(aproximadamente $us 69.394.463, t.c. Bs 5,22), equivalente al 99,99% dei capital social de la 
TDE SAM, de acuerdo al balance de apertura que forma parte de la escritura constitutiva.” 

El 14 de junio de 1997, se adjudica en favor de Unión Fenosa Desarroho y Acción Exterior 
SA, “.. .las acciones Serie “A” equivalentes al cien por ciento (100%) dei capital social de la em¬ 
presa Transportadora de Electricidad SAM’, por el monto de $us 39.991.196 (DS 24652). Una 
vez adjudicada, TDE SAM se convierte en TDE SA, y toma para sí el negocio de la transmisión 
de electricidad en el Sistema Interconectado Nacional (SIN), que anteriormente le correspon¬ 
dia a ENDE. Posteriormente (2002), la empresa Unión Fenosa SA vendió sus acciones en 
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TDE SA a la Red Eléctrica Internacional, filial dei Grupo Red Eléctrica de Espana. 

Consiguientemente, entre los registros de la presente investigación se la contabdiza 
como unidad o fracción vendida. 

1 . 3 . 1 . 2 . 2 . Empresa de Luz y Fuerza Eléctrica Cochabamba SAM (ELFEC SAM) 

Esta empresa eléctrica fue creada el 18 de marzo de 1908, en la ciudad de Cochabamba. 
En 1909, Elfec instala una hidroeléctrica en Chocaya para atender el transporte por tran- 
vía, y extender (en 1910) sus servidos a QuiUacoUo y Vinto. En 1918, una vez que cobra 
importância, Simón I. Patino compra el 59,54% de las acciones de la empresa. En 1936, 
ante el incremento de la demanda, tanto industrial como domiciliaria, ELFEC construye 
sus propias hidroeléctricas en Incachaca y Chocaya, más una termoeléctrica. En 1962, 

... [ante] la imposibilidad de pagar las inversiones efectuadas hasta ese entonces por la Corporación 
Boliviana de Fomento, el Estado Boliviano, a través dei Decreto Supremo No. 06264 dei 10 de oc- 
tubre de 1962, dispone la tnclusión de esta corporación gubernamental, (y la trasferencia de) sus ac¬ 
ciones a la Empresa Nacional de Electricidad (ENDE). Producto de la intervención dei estado Bo¬ 
liviano en la economia de ELFEC SAM, esta se transformó en una Sociedad Anónima Mixta.™ 

A partir de 1969, ENDE y ELFEC SAM promueven la electriíicación rural en; Pu- 
nata, Chza, Arani, Tarata y el VaUe Bajo; crean cooperativas eléctricas con la finahdad de 
apoyar al desarroUo de la producción agrícola. Sin embargo, en 1980, las cooperativas 
acusan problemas en el mantenimiento y operación de sus hneas de distribución, por lo 
que ELFEC SAM se hace cargo de la administración y mantenimiento de las redes. “A 
cambio la empresa entrego acciones a todos los socios de estas entidades”.®^ 

A partir de 1985, se efectúan importantes inversiones, con recursos propios y présta- 
mos externos, logrando expandir las redes de distribución, urbanas y rurales. 

En 1995, mediante DS 24024 dei 7 de junio de 1995, el gobierno de Gonzalo Sánchez 
de Lozada autorizó al Ministério de Capitahzación, la venta de la totahdad de las acciones 
estatales emitidas por la empresa ELFEC SAM, de propiedad de ENDE y de las alcaldías 
municipales de Cochabamba, Arani, Colomi, QuiUacoUo, Sacaba, Sipe Sipe, Tiquipaya y 
Vinto, a inversionistas nacionales o extranjeros, mediante Ucitación pública internacional. 
Las acciones estatales de ENDE y de las alcaldías en ELFEC SAM constituían el 95,87%; 
de los particulares, el 4,13%. 

Prévio a eUo, según el DS 24024, tanto la Junta General Extraordinária de Accionistas 
de ENDE (celebrada el 1 de junio de 1995), como los concejos municipales de Cocha¬ 
bamba, Arani, Colomi, QuiUacoUo, Sacaba, Sipe-Sipe, Tiquipaya y Vinto, autorizan la 
venta de la totahdad de sus acciones en ELFEC SAM. 


80 En: http://elfec.eom/historia#sthash.Sa3SRHIy.dpuf 

81 Ibíd. 
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Consiguientemente, el 24 de agosto de 1995, en la ciudad de Cochabamba, la Comi- 
sión Calificadora procedió a la recepción, apertura y evaluación de las propuestas eco¬ 
nómicas presentadas por los proponentes caHficados, y emitió un informe de recomen- 
dación, el mismo que, vía Ministério de Capitaüzación, fue puesto a consideración dei 
gabinete gubernamental. Mediante DS 24094, de 25 de agosto de 1995, el gobierno de 
Sánchez de Lozada adjudicó 543.268 acciones (de ENDE y de las alcaldías) equivalentes 
el 95,87% dei paquete accionario de ELFEC SAM, en favor de “Empresas EMEL SA y 
Fiüales” (Chile), por la suma de $us 50.270.331. 

Posteriormente, por mandato de la Junta General Extraordinária de Accionistas, de 28 
de septiembre de 1995, ELFEC SAM se convirtió en sociedad anónima. 

En junio de 1999, la empresa estadounidense PPL Global adquiere la propiedad dei 
92.1% de ELFEC SA. 

En la presente investigación, la empresa pública ELFEC se la contabiliza como vendida, 
i.j. 1 . 2 . 3 . Cooperativa de Servidos Eléctricos (Coserelec) 

En febrero de 1967 se creó Coserelec para hacerse cargo de la generación y distribución 
de energia eléctrica en la ciudad de Trinidad. Inicialmente, el servido eléctrico estaba a 
cargo de la Alcaldía Municipal. En 1981, el servido no era óptimo y se producían contí¬ 
nuos racionamientos, provocando el descontento de los usuários. Tratando de remediar 
esta situación, el sistema fue reorganizado: ENDE se hizo cargo de la generación eléctri¬ 
ca y Coserelec de la distribución.®^ 

A febrero de 1999, el mercado eléctrico de Coserelec es principalmente la población 
urbana de Trinidad, con 10.382 usuários; esto es, cerca dei 57% de cobertura poblacional. 
Del total de usuários, el 82% constítuyen usuários residenciales; el 17%, usuários genera- 
les; el 1%, usuários industriales. Entre 1993 y 1998, el grupo de usuários residenciales ex¬ 
perimenta una tasa de crecimiento mayor a los otros: 4,7% anual frente a 2,8% (general) 
y 0,5% (industrial). En 1998, las ventas por categoria arrojan los siguientes datos; 56% 
dei total de ventas representan los usuários residenciales; 27%, usuários generales; 10%, 
categoria industrial, y 7%, alumbrado público.Estos datos son significativos dei tipo de 
usuários (con predominio residencial) y de la estructura económica precaria e incipiente¬ 
mente industrial de Trinidad. Según la consultora Argentaria-CAISA, “.. .el escaso desa- 
rroUo dei nicho industrial y general responde al elevado nivel de tarifas de la cooperativa 
y a las características propias de la economia de la ciudad de Trinidad”. La consultora 
apunta además que dei total de ingresos de Coserelec (en 1998), el 66 % se destínan a 
cubrir gastos por concepto de compra de electricidad de ENDE, monto significativo 
que se repitíó sin grandes variaciones en gestiones anteriores, constituyendo uno de los 
grandes obstáculos para el desempeno empresarial y el desarroUo dei mercado eléctrico 


82 Grupo Argentaria-CAISA. Informe final: Suministro de electricidad a la ciudad de Trinidad y ampüación de capital 
de Coserelec (confidencial), 1999. La Paz. MCEI-UR, p. 16. 

83 Ibíd., p. 24-25. 



74 


EnAJENACIÓN de empresas DEL GOBIERNO NACIONAL 


en la región. A eUo se suma que los datos sobre rentabilidad de la cooperativa varían, . 
Uegando a obtener utilidades por Bs 994 mil (1996) y pérdidas por Bs 57 mil (1998)”.®'* 
Una vez realizado el diagnóstico de Coserelec, la consultora recomienda varias cosas: por 
una parte, que se elimine gradualmente la subvención en suministros de combustibles que la 
cooperativa recibe dei Estado hasta lograr su propia viabilidad empresarial; por otra parte, que 
se emprenda un proyecto de ampHadón y mejora de la red de distribución; pero — al no contar 
la cooperativa con recursos propios— la implementación dei proyecto no puede ser vía incre¬ 
mento de pasivos, sino a través de una reprogramación de deudas “a condiciones de mercado 
o más blandas” y la culminación dei proceso de conversión de la cooperativa en sociedad 
anónima, lo que a su vez “permitirá la incorporación de un socio estratégico que repercuta 
positivamente en la solvência, eficiência y know how de la entidad”,®® y la obtención de una 
concesión de la Superintendência de Electticidad para distribuir electricidad. 

Para el êxito dei proyecto, se recomienda considerar algunas acciones y alternativas res- 
pecto dei componente de generación eléctrica que representaba lo más costoso; a) privati- 
zar el sistema de generación de ENDE en Trinidad; b) construir un gasoducto (Santa Cruz 
- Trinidad, de 6 pulgadas de diâmetro y 543 km) para alimentar plantas termoeléctricas; c) 
instalar una Knea de transmisión hasta Trinidad que la conecte con el SIN desde tres puntos 
alternativos: ViUa Tunari, Montero o Caranavi; esta última seria la más óptima, incluso fren¬ 
te al gasoducto, pues permitiría triplicar el suministro de electricidad.®*’ 

En cuanto al diseno de estratégias para la transferencia dei componente de distribu¬ 
ción eléctrica en Trinidad, la consultora recomienda aplicar la modahdad de hcitación 
pública, en la que se pudiera ofertar la alternativa de la capitahzación de Coserelec. ®^ 

En ese plan, y en el marco de la Ley 1604 de Electricidad, de 21 de diciembre de 1994, 
que determina la conversión de las cooperativas eléctricas en sociedades anónimas, Cose¬ 
relec fue notificada por la Superintendência de Electricidad para que se adecue a esa Ley 
y se constituya en empresa privada. Como no se adecuó, la cooperativa fue intervenida. 
En 1999, la Comisión Interventora aún tramitaba su conversión en sociedad anónima.®® 
Finalmente, mediante Testimonio n.° 101/2000 se transforma de Sociedad Cooperati¬ 
va a Sociedad Anónima (Informe n.° 254/2016, de 28 de septiembre de 2016, de José 
Rolando Rocha Aponte, abogado de Asesoría Jurídica GAMT, a Mario Suárez Hurtado, 
H. Alcaide Municipal de Trinidad. En: nota enviada por Mario Suárez Hurtado a Javier 
Zavaleta López, presidente de CEMIPyC, de 28 de septiembre de 2016). 

Finalmente, esta empresa se registra como cedida a privados. 


84 Ibíd, p 27. 

85 Ibíd. 

86 Grupo Argentaria-CAISA. Informe final: Suministro de electricidad a la ciudad de Trinidad y ampliación de capital 
de Coserelec (confidencial), 1999. La Paz. MCEI-UR, p. 40. 

87 Ibíd., p. 50. 

88 Panamerican Investments SA y Panamerican Securities SA. Informe de evaluación, valoración y diseno de estratégia 
dei Proyecto Geotérmico Laguna Colorada. Informe elaborado para el Ministério de Comercio Exterior e Inversión, 
y entregado bajo el rótulo de “Informe estrictamente privado y confidencial”, en febrero de 1999, p. 17. 
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1.3.1.3. Empresas y fracciones cerradas 

Las empresas o unidades cerradas son; el Campo Geotérmico Laguna Colorada de 
ENDE y la Agroquímica Latinoamericana SA (YPFB). 

1 . 3 . 1 . 3 . 1 . Proyecto Geotérmico Laguna Colorada 

Como se advirtió Kneas arriba, este proyecto geotérmico no era propiamente una unidad em¬ 
presarial independiente de ENDE, era parte de ENDE y, como tal, fue sometido al proceso 
de privatización, pero no se registra en la cuenta final de las empresas públicas enajenadas. 

El Proyecto Laguna Colorada está ubicado en el municipio San Pablo de Dpez, en el de¬ 
partamento de Potosí. La exploración de zonas geotérmicas en Bolivia se inicio en los anos 
setenta, con la participación de Naciones Unidas, el Gobierno italiano y ENDE. En 1976 se 
efectuó la primera evaluación de recursos geotérmicos, seleccionándose a la Laguna Colorada 
como el sitio más promisorio para realizar exploraciones. En 1979 se perforó un pozo (127 
m) resultando ser productor de vapor seco. Posteriormente, entre 1987 y 1989, se perforaron 
cinco pozos profundos en el área de Sol de Manana de Laguna Colorada, identificando “la 
existência de un reservorio geotérmico con temperaturas en el rango de 250-260°C”.®^ 

En 1986 y 1990, la empresa italiana Ente Nazionale per L'Energia Eléctrica (ENEL) 
reaHzó un estúdio de factibilidad geotérmica, y propuso la instalación de una planta gene- 
radora con una capacidad instalada de 30 MW, por el lapso de 25 anos. 

Entre 1991 y 1992, ENDE reaHzó 2 perforaciones a más de 1.700 metros, “encon- 
trándose las mismas condiciones de presión y temperatura que el resto de los pozos 
productores dei campo”. 

Entre 1992 y 1996, el proyecto permaneció sin actividad, “salvo estúdios comple- 
mentarios de pruebas, labores de mantenimiento y registro de los pozos, por parte dei 
personal de ENDE”.®^ 

En 1996, ENDE contrató los servidos de la Comisión Federal de Electricidad (CEE) 
de México para que certifique el potencial geotérmico dei reservorio en un área de 32 
km^. La CEE hizo estúdios y simulaciones para producir 120 MW y 240 MW. Recomendó 
la instalación de plantas generadoras hasta 120 MW, por un lapso de 25 anos. 

La recomendación de la CEE de México para instalar plantas con capacidad de gene- 
ración de 120 MW, comparada con la que hizo la itahana ENEL en 1990 (instalación de 
plantas con capacidad para generar 30 MW), se efectúa en el contexto de reformas dei 
sector eléctrico implementadas por el gobierno de Sánchez de Lozada, a partir de la dic- 
tación de la Ley de Electricidad 1604, de 21 de diciembre de 1994. En ese marco, la CEE 
prevê que la generación eléctrica que produzca el campo geotérmico de Laguna Colorada 
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Panamerican Investments SA y Panamerican Securities SA. Informe de evaluación, valoración y diseno de estratégia 
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podrá alimentar al Sistema Interconectado Nacional, algunas actividades mineras de la 
región y al Sistema Interconectado dei Norte Grande (SING) de Chile.’^ 

En diciembre de 1998, durante el gobierno de Hugo Banzer y Jorge Quiroga, el Mi¬ 
nistério de Comercio Exterior e Inversión contrata a la asociación accidental Panameri- 
can Investments SA y Panamerican Securities SA (Panamerican), para que baga un estú¬ 
dio de evaluación, valoración y diseno de estratégia para la transferencia de los activos y la 
concesión dei Proyecto Geotérmico Laguna Colorada de ENDE al sector privado. Este 
estúdio se realiza en un nuevo contexto; la implementación dei proyecto de San Cristóbal, 
a cargo de la empresa Apex Süver Mines Limited (Colorado, EEUU), que requerirá un 
suministro eléctrico de 75 MW, y cuyo funcionamiento estaba previsto para el 2001. 

La consultora Panamerican establece que el suministro de electricidad al proyecto 
San Cristóbal desde la proyectada geotermoeléctrica de Laguna Colorada, requerirá la 
construcción de una Hnea con capacidad de transmisión de 230 kV, en una extensión 
aproximada de 170 km. Para abastecer energia desde el Sistema Interconectado Nacional 
(SIN), la extensión de la knea seria solamente de 130 km, conectada desde la subestación 
de Telamayu. La privatizada Transportadora de Electricidad SA habrla “manifestado in- 
terés en financiar, construir y operar dicha knea de transmisión”.®^ Panamerican también 
plantea la posibikdad de empalmar directamente la geotérmica con el SIN, via Telamayu, 
siendo necesaria una knea con una extensión de 230 kV y 240 km.®'^ 

En el marco dei Código de Electricidad de 1968, ENDE sokcitó la concesión para la 
explotación y aprovechamiento de los recursos geotérmicos de la Laguna Colorada, que 
le fue otorgada en 1991 por 40 anos. Pero, mucho antes de lograr esta concesión, ENDE 
hizo algunas inversiones; construcción de campamento con viviendas, aknacenes, labo¬ 
ratórios, muebles, construcción e instalación de pozos, otros bienes, cuya valoración de 
activos ascendia a $us 7.138.738, al 31 de diciembre de 1998, establecido poria consultora 
Berthin Amengual & Asociados, contratada para el efecto. 

En 1995, el Ministério de Capitakzación, que habia enajenado las generadoras de 
electricidad Guaracachi, Corani y Vake Hermoso, ofreció a las empresas extranjeras ad- 
judicatarias de esas generadoras, “la opción de hacer una oferta por el proyecto Laguna 
Colorada y la concesión”.®^ Las empresas estadounidenses Constekation Energy (a cargo 
de Vake Hermoso SA) y Energy Initiatives (a cargo de Guaracachi) hicieron ofertas mi- 
nimas; $us 52.140 y $us 52.631, respectivamente. Dada la insignificância de los montos 
ofertados, la venta dei proyecto no prosperó. 

La consultora Panamerican concluye que el mejor escenario para la implementación 
dei proyecto geotérmico es un contrato de venta de energia entre la empresa que se adju¬ 
dique el proyecto y la empresa San Cristóbal. Senala, además; 

92 Ibíd., p 20. 

93 Panamerican Investments SA y Panamerican Securities SA. Informe de evaluación, valoración y diseno de estratégia 
dei Proyecto Geotérmico Laguna Colorada. Informe elaborado para el Ministério de Comercio Exterior e Inversión, 
y entregado bajo el rótulo de “Informe estrictamente privado y confidencial”, en febrero de 1999, p. 21. 

94 Ibíd, p. 22. 

95 Ibíd, p. 30. 
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... resulta concluyente que no es de interés para el desarroUo dei Proyecto Laguna Colorada 
maximizar el precio de los activos de ENDE, sino más bien crear las condiciones económi- 
co-financieras para que el inversionista u operador dei proyecto pueda asegurar un mercado 
para la energia producida utilizando el recurso geotérmico y por lo tanto tenga un interés en 
realizar las inversiones necesarias para la instalación de plantas generadoras en la región. 

En esa Hnea, es razonable considerar que el rango de valores a cancelar por los activos y con- 
cesión de ENDE en Laguna Colorada no debe exceder, como precio mínimo, el rango de 
US$1.250.000 a US$2.000.000.®' 

El 30 de enero de 1999, el Ministério de Comercio Exterior e Inversión y ENDE lanza- 
ron la convocatoria para la ücitación pública de venta de activos y transferencia de concesión 
dei Campo Geotérmico Laguna Colorada. Posteriormente, en la ciudad de Cochabamba, se 
instalo una sala de datos con información de ENDE, dei proyecto geotérmico y otros. 

El 25 de febrero de 1999, se adjudica a Unocal Geothermal Ventures Ltd. (empresa exis¬ 
tente bajo las leyes de Bermudas), la opción de compra de activos y transferencia de concesión 
por la suma de $us 313.100 (DS 25315, 26 de febrero de 1999). En caso de que la empresa 
adjudicatana ejerza su opción de compra, deberá pagar la suma de $us 1.186.900 más, y com- 
prometerse a invertir $us 30.000.000, en un plazo de 40 meses para producir 50 MW 

El 13 de abrü de 1999, se firma el contrato de Opción de Compra entre el Gobierno y 
Unocal. Sin embargo, la venta no Uega a consoHdarse. “Unocal, con nota dei 20 de agosto 
de 1999, comunicó al Gobierno su decisión de no ejercer la Opción de Compra, ni la Va¬ 
riante dei Contrato, determinación que dejó sin efecto la privatización dei Proyecto”.®^ 
Finalmente, cabe aclarar que el proyecto está ubicado dentro de la franja fronteriza de 
50 km, en la que, por disposición de la CPE, los extranjeros no pueden adquirir ni poseer 
suelo ni subsuelo.®® 

Esta unidad de ENDE se la registra como fracción de ENDE cerrada. Actualmente, 
este proyecto está siendo reactivado. 

i.j. 2 . 3 . 2 . Agroquímica Latinoamericana SA (Aquila SA) 

Prévio al decreto de creación, se gestionó la personaHdad jurídica de Aquila SA, reconocida 
mediante Res. Sup. 181078, de 27 de julio de 1976, conformada por YPFB y YPF de Ar¬ 
gentina, para la producción de pesticidas. Según el Instituto para la Integración de América 
Latina (ITAL), en torno de este proyecto ya en 1977 se percibían algunas controvérsias; 


96 Ibíd., pp. 33-34. 

97 Empresa Nacional de Electricidad SA. Memória Anual, Gestión 1999. Cochabamba-Boüvia, p. 13. 

98 Panamerican Investments SA y Panamerican Securities SA. Informe de evaluación, valoración y diseno de estratégia 
dei Proyecto Geotérmico Laguna Colorada. Informe elaborado para el Ministério de Comercio Exterior e Inversión, 
y entregado bajo el rótulo de “Informe estrictamente privado y confidencial”, en febrero de 1999, p. 29. 
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Es indudable que el mayor problema se centra en torno a la producción de pesticidas ya que por el 
Acuerdo de Complementación n.° 6 de la ALALC^® su producción fue asignada exclusivamente a 
Bolivia. En el Grupo Andino, el principal consumidor de dicho producto es Colombia, de aUí que 
ese país se haya mostrado particularmente interesado por conocer la forma en que Bolivia Uevará 
adelante su producción, la cual estará a cargo de Agroquímica Latinoamericana (Aquüa), una em¬ 
presa en la que participarán Argentina y Bolivia, como también Colombia y la Corporación Andina 
de Fomento (CAF). Los intereses de Colombia persiguen un bajo precio de los pesticidas para su 
mercado interno y, por lo tanto, un bajo nivel de arancel externo común; Bolivia en cambio debe 
proteger su industria, al menos en los primeros meses (ITAL, s/f: 112). 

En 1979, durante el gobierno de David PadiUa Arancibia, se establece la ubicación 
de la planta en el município de Viacha, departamento de La Paz, como una planta que 
coadyuve al desarroUo de la agroindústria, bajo dependencia dei Ministério de Energia e 
Hidrocarburos. Según el DS 16335, de 5 de abril de 1979, “La Empresa Aquila SA pre¬ 
viamente deberá realizar un estúdio integral de la zona senalada a objeto de ofrecer los 
márgenes de seguridad necesarios para su instalación.” 

Posteriormente, en el marco dei DS 21060, que disolvió la CBF, se autoriza “...al 
Gerente liquidador de la ex-Corporación Boliviana de Fomento transferir... las ochenta 
acciones-capital equivalente al diecisiete por ciento (17%) de participación accionaria en 
la empresa binacional Agroquímica Latinoamericana SA Aquila SA, en favor dei Minis¬ 
tério de Energia e Hidrocarburos, que nominará la entidad estatal que represente en el 
futuro las acciones transferidas.” (Res. Sup. 202287, 9 de abril de 1987). 

Las Hmitaciones íinancieras dei país y el mercado incierto frente a la competência 
de productos similares de origen asiático y europeo, determinaron la frustración de este 
proyecto. Está catalogado como proyecto interrumpido y cerrado. 

I.3.I.4. Empresas desestimadas 

1 . 3 . 1 . 4 . 1 . Empresa de Distribución Eléctrica de Larecaja SAM (EDEL SAM) 

En atención a la Ley de Electricidad 1604, de 21 de diciembre de 1994, cuyo artículo 15 
dispone “que las empresas eléctricas en el Sistema Interconectado Nacional deberán estar 
desagregadas en empresas de generación, transmisión y distribución, y dedicadas a una sola de 
estas actividades”, la empresa de electricidad ENDE —que ya había sido fragmentada para ser 
sometida a procesos de capitalización (Guaracachi, VaUe Hermoso y Corani) y venta (TDE)— 
siguió siendo sometida a procesos de fragmentación para ahondar su enajenación y transfe¬ 
rencia al sector privado. Además de la Ley 1604 promulgada por Gonzalo Sánchez de Loza- 
da, durante el gobierno de Banzer y Quiroga se toma la decisión de continuar y concluir el 


99 ALAC, Asociación Latinoamericana de Libre Comercio. Era un organismo regional latinoamericano creado el 18 de 
febrero de 1960 por el Tratado de Montevideo; existió entre 1960 y 1980, luego fue reemplazado por la ALADI. 
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proceso de privatización, en el marco dei Acuerdo de Ajuste Estructural Reforzado (ESAF)^™ 
firmado con el FMI. Así lo reporta el Directorio de ENDE en marzo de 1999. 

De acuerdo con el Plan Operativo de Acción dei Gobierno, publicado en diciembre de 1997, se 
puede advertir la decisión de continuar con la política de reforma dei Sector Eléctrico, de concluir 
el proceso de privatización dei resto de las instalaciones de ENDE que no fueron capitalizadas y/o 
privatizadas por la Administración anterior. Esta decisión fue ratificada por el Acuerdo de Ajuste Es¬ 
tructural Reforzado (ESAF) publicado por el Ministério de Hacienda (11 de octubre de 1998).^“^ 

Consiguientemente, a esos procesos se incluyó la distribución de electricidad en la región 
de Larecaja,^®^ que se construyó con $us 24,1 miUones, financiados por Kreditanstalt fiir Wie- 
deraubau (KfW) y recursos propios de ENDE. “La supervisión fue encomendada a la Con¬ 
sultora Alemana DECON mbH, requisito exigido por el ente financiador” Su construc- 
ción concluyó en agosto de 1998, pero antes de eso fue puesta en la agenda privatizadora. 

En ese marco, la Junta General Extraordinária de Accionistas de ENDE, “celebrada 
el 19 de junio de 1997, aprobó la constitución de una sociedad de economia mixta para 
la distribución de energia eléctrica en la zona de influencia dei proyecto de electrificación 
Xarecaja'” (DS 24972). 

Casi un ano después, fue creada la Empresa de Distribución Eléctrica Larecaja Socie¬ 
dad de Economia Mixta (EDEL SAIM), mediante DS 24972, dei 4 de marzo de 1998. El 
artículo 4 de este decreto aprueba el aporte dei sector público, constituido por la unidad 
económica de distribución Larecaja de ENDE, “por el valor en Hbros dei patrimônio 
que asciende a Bs 60.823.000 (aproximadamente $us 11.221.955, t.c. 5,42), equivalente a 
99,999% dei capital social de la EDEL SAM, de acuerdo al balance de apertura que forma 
parte de la escritura constitutiva.” 

El 30 de abril de 1998, EDEL SAM se inscribe en el Servicio Nacional de Impuestos 
Internos. El 1 de mayo de 1998, empieza a facturar por la venta de energia eléctrica. El 
14 de agosto de 1998, se inscribe en el Servicio Nacional de Registro de Comercio, con la 
razón social de Empresa de Distribución Eléctrica Larecaja SAM.^®'^ 

EDEL SAM compra energia eléctrica de Electropaz. Distribuye energia en las pro¬ 
vindas Larecaja, Nor Yungas, Sud Yungas y Caranavi dei departamento de La Paz. 
Alcanza una extensión de 10.000 Km^ aprox. y tiene por objeto el suministro de energia 
eléctrica a 50 poblaciones, con 35.000 usuários. Comenzó con 25 empleados; al final de 
la gestión 98, contaba con 35.^°^ 


100 Acuerdo de Ajuste Estructural Reforzado (ESAF, por sus siglas en inglês). Es un instrumento dei FMI para financiar 
las reformas estructurales bajo a una condicionaHdad rigurosa. 

101 Empresa Nacional de Electricidad SA. Memória Anual, Gestión 1998. Cochabamba-Boüvia, p. 4. 

102 Además, la pretensión dei gobierno era incluir en los procesos de privatización los componentes de generación de los 
sistemas aislados de Tarija, Beni y Pando. 

103 Empresa Nacional de Electricidad SA. Memória Anual, Gestión 1998. Cochabamba-Boüvia, p. 7. 

104 Empresa Nacional de Electricidad SA. Memória Anual, Gestión 1999. Cochabamba-Boüvia, p. 8. 

105 Ibíd.,p. 7. 
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En noviembre de 1999, se designa como banco de inversión a la consultora Moreno 
Munoz, miembro de Price Waterhouse Coopers, para la reaüzación dei estúdio de evalua- 
ción, valoración y definición de la estratégia de transferencia al sector privado. 

Según informe dei Viceministerio de Inversión y Privatización, “los estúdios de la consul¬ 
tora determinaron que la empresa por sí sola no es atractiva para potenciales inversionistas 
dado los resultados dei análisis de flujos descontados de fondos” (MCEI-VIP, 2001: 5). 

En la presente investigación se la registra como empresa con continuidad institucional. 

i.j. 1 . 4 . 2 . Servido Eléctrico de Tarija (Selar) 

El servicio de energia eléctrica en la ciudad de Tarija se inicia en 1908, como proyecto gesta- 
do por personas particulares. A causa de factores económicos, en 1913 la empresa eléctrica 
pasa a poder dei Banco de la Nación Boliviana. En 1923, un consorcio también privado se 
hace cargo dei sistema hasta 1944, mostrando una importante mejora. A partir de entonces, 
la Municipalidad de Tarija se hace cargo dei servicio. Desde 1962, la Corporación Boliviana 
de Fomento (CBF) controla la empresa y realiza ampHaciones en la generación eléctrica, a 
través de la recién creada Empresa Nacional de Electricidad (ENDE). 

La empresa Servidos Eléctricos de Tarija SA (Setar SA) se constituye mediante Escri¬ 
tura Pública No. 5/69, dei 7 de abril de 1969; su personería jurídica es reconocida por la 
Res. Sup. 152335, dei 9 de abril de 1970. Es reconocida como empresa por la Dirección 
General de Registro de Comercio y Sociedades por Acciones (Recsa) el 20 de junio de 
1980, mediante Res. Adm. 489, que aprueba su constitución social y estatutos de adecua- 
ción. Setar SA es una empresa de servidos dedicada a la generación, transmisión, distri- 
bución y comerciahzación de energia eléctrica en la ciudad de Tarija y alrededores; opera 
como un sistema aislado, no conectado al Sistema Interconectado Nacional (SIN). 

El proceso de privatización de Setar se inicia en el marco de la Ley 1604 de Electri¬ 
cidad, dei 21 de diciembre de 1994, que autoriza “la transferencia de las acciones en las 
empresas eléctricas de distribución de propiedad dei Estado, empresas y entidades dei 
sector público, en favor de personas individuales o colectivas dei sector público o priva¬ 
do” (Ley 1604, art. 74). 

En 1996, los accionistas de Setar son ENDE, la Prefectura de Tarija y el Municipio 
de Tarija. Para fines de su enajenación, el gobierno de Sánchez de Lozada emite el DS 
24209, dei 6 de enero de 1996, determinando el incremento de la participación acciona- 
ria de ENDE y de la Prefectura de Tarija en Setar. Este incremento de la participación 
accionaria de ENDE y la Prefectura de Tarija en Setar es por el equivalente de las deudas 
en mora que esta empresa tenía con ENDE y la disuelta Codetar (art. 1), así como otro 
aporte de capital de ENDE consistente en sus plantas de generación eléctrica instaladas 
en el departamento de Tarija, excepto su participación en el componente hidroeléctrico 
San Jacinto (art. 2). Asimismo, el decreto autoriza al Ministério de Capitahzación contra¬ 
tar una consultora independiente y especializada para establecer el valor patrimonial de la 
empresa y la participación accionaria de cada socio (art. 3). También dispone la transfe- 


Neoliberalismo: enajenación de empresas públicas y recursos naturales, 1985-2005. T. 2 


81 


rencia —sin costo alguno— de las acciones de ENDE y de la Prefectura de Tarija en Setar 
al Ministério de Capitaüzación (art. 4), para su venta a inversionistas privados mediante 
Ucitación pública internacional (art. 5). Además, autoriza al Ministério de Capitalización a 
firmar un convênio con la Alcaldía de Tarija para vender el paquete accionario municipal 
en Setar. De manera similar al modelo de capitalización que se apücaba para la enaje¬ 
nación de las empresas públicas estratégicas, se autoriza al Ministério de Capitalización 
la transferencia de acciones en Setar, a su valor en Hbros, en favor de los trabajadores y 
empleados de la empresa, hasta el monto de sus beneficios sociales (DS 24209). 

Además de eUo, con este decreto supremo se autoriza la transferencia de la hidroeléc- 
trica de San Jacinto en favor de la Asociación San Jacinto. 

Se autoriza la transferencia dei activo fijo neto al 31 de diciembre de 1995 de las inversiones 
de ENDE en el componente hidroeléctrico San Jacinto, en favor de la Asociación San Jacinto. 
Dicha transferencia será parcialmente pagada por la Prefectura dei Departamento de Tarija a 
ENDE, con los ingresos netos resultantes de la venta de las acciones de Setar que correspon- 
dan a dicha Prefectura. El saldo dei valor de la transferencia efectuada por ENDE, será pagado 
a esta Empresa por la Asociación San Jacinto, en un plazo de cinco anos, computable a partir 
de la fecha de celebración dei contrato... mediante pagos semestrales y con una tasa de interés 
dei 6% anual sobre saldos deudores (DS 24209, art. 10). 

Empero, poco tiempo después, esta disposición es modificada. El DS 24515, de 6 de 
marzo de 1997, deja sin efecto la transferencia de la hidroeléctrica San Jacinto en favor 
de la Asociación San Jacinto, autorizando su transferencia primero al TGN y luego a la 
Prefectura de Tarija. 

La tarea de enajenación de Setar continuó en el gobierno de Hugo Banzer y Jorge Quiroga. 
El 7 de enero de 2000, mediante DS 25635, decreta, primero, la transferencia gratuita de las 
acciones dei extinto Ministério de Capitalización en Setar, en favor dei Ministério de Comercio 
Exterior e Inversión (art. 1); luego, dispone la enajenación de esta empresa en el marco de la 
Ley 1330 de Privatización (art. 2). 

A diciembre dei 2000, la composición accionaria está definida de la siguiente manera: 
Prefectura de Tarija: 96,6% y Gobierno Municipal de Tarija: 3,4%. Según informe de la 
Unidad de Reordenamiento: “Al 30 de junio de 2001, la estructura accionaria de Setar es 
la siguiente: Ministério de Comercio Exterior e Inversión (99,9%) y Honorable Alcaldía 
Municipal de Tarija (0,1%)” (MCEI-VIP-UR, 2002: 44). 

Posteriormente, se contrató al Consorcio Argentaria-CAISA como banco de inversión 
para actualizar estúdios de valoración, evaluación y diseno de estratégias para enajenar Setar. 
El precio acordado poria consultoria era un monto fijo de $us 175.088, con derecho a tener 
un porcentaje dei 1,22% dei precio al que se iba a vender, como honorário de êxito. 

A pesar de estos gastos incurridos en la contratación de consultoras para la valuación y 
diseno de la estratégia de venta, los gobiernos de Gonzalo Sánchez de Lozada, Hugo Ban¬ 
zer y Jorge Quiroga no pudieron enajenar Setar, entre otras razones, porque el pueblo tarije- 
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no se opuso a esa medida. Setar se mantuvo como empresa de energia eléctrica, pero cons¬ 
tituída como sociedad anónima. El ano 2007, retomó su naturaleza de empresa pública. 

1.3.2. Resultados dei proceso de enajenación de empresas dependientes dei Ministério de 
Energia 

Finalmente, dei grupo de empresas y/o unidades empresariales públicas que pertenecían 
al sector energético, se tienen los siguientes resultados; 


Cuadro 13. Resultados dei proceso de enajenación de empresas dei Ministério de Energia 


Cantidad de 

Privatizadas 

Capitalizadas 

Cerradas 

Desestimadas 

empresas públicas 

Vendida 

Cedida 

Mixta 

Interrumpida 

Continuidad institucional 

7 

1 

1 

2 

1 

2 

100% 

14,3% 

14,3% 

28,5% 

14,3% 

28,5% 


Enajenada 

No enajenada 


Fuente: CEMIPyC, 2018. 


Como efecto dei proceso de enajenación de empresas dei Ministério de Energia, el 
71,5% de estas fueron enajenadas (vendida, cedida a privados, capitalizadas y cerrada); el 
28,5% fueron desestimadas y se mantuvieron con continuidad institucional. 

1.4. Empresas dependientes dei Ministério de Transportes y Comunicaciones 

El Ministério de Transportes y Comunicaciones tenia bajo su dependencia empresas de¬ 
dicadas al transporte aéreo y ferroviário, la telecomunicación, el control aeroportuário y 
el correo postal, cuya ubicación por sector y lugar es la siguiente; 


Cuadro 14. Empresas dependientes dei Ministério de Transportes y Comunicaciones 


N.° Empresa 

Sector económico 

Departamento 

Município 

1 

Empresa Nacional de Ferrocarriles (ENFE) 

Servido de 
transporte 

La Paz 

La Paz* 

2 

üoyd Aéreo Boliviano (LAB) 

Servido de 
transporte 

Cochabamba 

Cochabamba* 

3 

Empresa Nacional deTelecomunicaciones (Entel) 

Servido de 
comunicación 

La Paz 

La Paz* 

4 

Administración Autónoma de Servidos Auxiliares a la 
Navegación Aérea (AASANA) 

Servicio de 
comunicación 

La Paz 

La Paz* 

5 

Empresa Nacional de Correos (Ecobol) 

Servicio de 
comunicación 

La Paz 

La Paz* 


*Empresas que tenían un alcance nacional 0 abarcaban más de un município, por lo que se registra el município donde estaba su sede legal. 
Fuente: CEMIPyC, 2018. 
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1.4.1. Empresas capitalizadas y privatizadas 

1.4.1.1. Empresa Nacional de Ferrocarriles (ENFE) 

ENFE fue creada en 1964, mediante DS 06909, de 6 de octubre de 1964. Era una empresa 
que prestaba servicios de transporte de pasajeros y carga, conectando centros productivos 
con centros urbanos y mercados internacionales. Contaba con dos redes; andina (La Paz, 
Oruro, Potosí, Cochabamba y Chuquisaca, con conexión a Chile y Argentina, 2.274 km.) 
y oriental (Santa Cruz, Chuquisaca y Tarija, con conexión a Brasü y Argentina, 1.424 km). 
Tenía 46 locomotoras, seis ferrobuses, 95 coches de pasajeros y 2.205 vagones de carga. 

A partir de 1985, los gobiernos neohberales obhgaron a ENFE, por una parte, a sub¬ 
vencionar las tarifas de carga de productos agroindustriales y minerales, y por otra, a ele¬ 
var las tarifas de pasajeros, provocando una situación deficitária y su descapitahzación. 

Durante el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada, esta empresa fue fraccionada 
y sometida al proceso de capitahzación, cuya exphcación se desarroUa en el tomo 3 dei 
presente informe. 

1.4.1.2. Lloyd Aéreo Boliviano (LAB) 

El LAB fue creado en 1925 como empresa privada. En 1941, el Estado nacionahzó las 
acciones que pertenecían a empresários alemanes. En 1973, el LAB se convirtió en socie- 
dad de economia mixta, en la que el Estado tenía el 97,8% dei paquete accionario, y los 
privados el 2,2%. El LAB cumpha un importante rol en el transporte de pasajeros, carga 
y correo, y en la articulación territorial con el oriente dei país. Llegaba a 12 destinos na- 
cionales y 14 internacionales, y gozaba dei título de “Línea Aérea Bandera de Bohvia”. 

Durante el neoliberalismo, el gobierno de Jaime Paz (1989-1993) pretendió privatizar el 
LAB, pero fracasó debido a la oposición de los trabaj adores dei LAB y de las organizacio- 
nes sociales y cívicas en marzo de 1993. Su enajenación, vía capitaHzación, se efectivizó en 
1995, cuando el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada la adjudicó a la empresa brasilena 
VASP. La exphcación de este caso se presenta en el tomo 3 dei presente informe. 

1.4.1.3. Empresa de Telecomunicaciones (Entel) 

Entel fue creada en 1965, mediante Decreto Ley 07441, de 22 de diciembre de 1965. Esta 
empresa era responsable de la telefom^a rural, nacional e internacional, prestaba servicios 
telegráficos, télex, enlaces para radiodifusión y televisión, y atención de las comunicacio- 
nes en «trânsito» dei tráfico internacional. Entre 1991 y 1994, era una empresa púbhca 
rentable, Uegando a reahzar transferencias directas al TGN. 

Durante el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada, Entel fue sometida al proceso 
de “capitahzación, cuya exphcación se presenta en el tomo 3 dei presente informe. 
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1.4.1.4. Administración Autónoma de Servicios Auxiliares a la Navegación Aérea (AASANA) 

Fue creada mediante DS 8019, de 21 de junio de 1967, “como entidad dei Estado con persone- 
ría jurídica propia y autonomia técnico-operativa en sus funciones específicas, dependientes dei 
Consejo Nacional de Aeronáutica” (art. 1). Antes de su creación, los servicios a las aeronaves 
que citculaban el espado aéreo dei país las prestaba el lioyd Aéreo Boliviano (LAB). Durante 
el gobierno de Alfredo Ovando se tomó la decisión de separar estos servicios aeronáuticos dei 
LAB y constituir una entidad pública específica (DS 07751, 01/08/1966), lo cual se cumplió 
durante el gobierno de René Barrientos (DS 8019, 21/06/1967), bajo asesoría de la Organi- 
zación de Aviación Civil Internacional (OACI) y la Agencia Federal de Aviación de los EEUU 
(FAA), creando AASANA como organismo estatal encargado de integrar los servicios y facili¬ 
dades concernientes a la infraestructura aeronáutica. El decreto supremo de creación senala; 

AASANA tendrá por objeto la planificadón, direcdón y administración de aeropuertos abier- 
tos al servido público; implementar en el território nacional la organización dei espado aéreo 
y el control de su trânsito, de acuerdo al Anexo 2 dei Convénio de Aviación Civil Internacional, 
suscrito en Chicago en 7 de diciembre de 1944 (art. 2) 

La nueva entidad se constituye con los bienes muebles e inmuebles, instalaciones, ma¬ 
quinarias, equipos y demás enseres, que el LAB utilizaba con la finalidad de prestar ser¬ 
vicios relacionados a la infraestructura aeronáutica. Se designa una comisión evaluadora 
para determinar el valor de los bienes que pasan a propiedad de AASANA, y la forma de 
pago al LAB, que estará sujeto a un acuerdo posterior con el Estado (art. 5). 

Posteriormente, se eleva a rango de ley el DS 8019, de 21 de junio de 1967, por el que 
se creó AASANA (Ley 412, de 16 de octubre de 1968). 

En 1975, mediante Decreto Ley 12965, de 15 de octubre de 1975, se aclara que AASA¬ 
NA es una institución pública descentralizada con personabdad jurídica, autonomia admi¬ 
nistrativa y património independiente, constituido por bienes, fondos públicos y otras con- 
tribuciones especiales (art. 1), con carácter permanente e indefinido (art. 6), con domicilio 
legal en la ciudad de La Paz, y bajo tuición dei Ministério de Transportes, Comunicaciones 
y Aeronáutica Civil. Se precisa los fines de creación de AASANA, consistentes en; 

... la planificadón de la infraestructura aeronáutica; la administración, direcdón, construcdón, 
supervisión, mejoramiento, mantenimiento e implementadón de los aeropuertos abiertos al 
servido público en el território nacional; la organizadón dei espado aéreo; el control dei 
trânsito aéreo; la prestadón de servidos auxiliares a las aeronaves; todos cuales se encuentran 
comprendidos dentro dei término genérico de infraestructura aeronáutica, además dei registro 
de los aeropuertos no regulares en el país (art. 3). 

En 1983, mediante DS 20019, de 31 de enero de 1984, se crea la Unidad Adminis¬ 
trativa Desconcentrada AASANA Viru Viru, con sede en la ciudad de Santa Cruz. Pos¬ 
teriormente, mediante DS 22310, de 21 de septiembre de 1989, se ampHa ese carácter a 
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todos los aeropuertos secundários dependientes de la Regional Santa Cruz, Uamándose 
“Unidad Desconcentrada AASANA Santa Cruz”, con autonomia de gestión económica, 
bajo dependencia de AASANA Nacional. 

En 1996, durante el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada, con la idea de que era 
necesario impulsar el desarroUo aeronáutico dei país a través de nueva inversión y moder- 
nización de instalaciones y equipos aeroportuários, mediante DS 24315, de 14 de junio de 
1996, se determinó ofrecerla en concesión “total o parcialmente, a personas individuales 
o colectivas, nacionales o extranjeras” (art. 1). Para tal efecto, autoriza al Ministério de 
CapitaHzación a organizar todo el proceso administrativo y contratar los servidos de ase- 
sores financieros, legales y otros requeridos (art. 2), para dar en concesión los servidos 
aeroportuários, cuyo contrato deberá ser firmado por el Superintendente de Transportes 
(art. 5), con duración máxima de 40 anos, otorgando al “.. .concesionario el derecho a 
utilizar todos aqueUos bienes muebles e inmuebles que sean necesarios para el ejercicio de 
la concesión en los aeropuertos respectivos (art. 6). El concesionario, por su parte, deberá 
“ejecutar un plan de inversiones, mantener los aeropuertos, modernizarlos y expandidos 
en sujeción a las poHticas de desarroUo aeroportuário y comercial dei país” (art. 7). 

En ese marco, el contrato de concesión fue firmado el 28 de febrero de 1997 con 
Airport Group International AGI, para la administración, operación, mantenimiento, 
expiotación económica y expansión dei Aeropuerto Internacional El Alto (La Paz), el 
Aeropuerto Jorge Wilstermann (Cochabamba) y el Aeropuerto Internacional de Viru 
Viru (Santa Cruz). En atención al contrato, el concesionario se denomina Servicios de 
Aeropuertos BoUvianos Sociedad Anónima (SABSA). Posterior mente, la administración 
de SABSA pasó a la empresa espanola Abertis y Aena Internacional que, por incumpU- 
miento dei plan inversiones en los citados aeropuertos, su administración fue recuperada 
por el Estado boUviano el 20 de febrero de 2013. 

Los aeropuertos pequenos dei país (Aeropuerto Jorge Henrich-Trinidad, Aeropuerto Emi- 
lio Beltrán-Guayaramerín, Aeropuerto de Riberalta, Aeropuerto de Cobija, Aeropuerto de El 
TrompUlo-Santa Cruz, Aeropuerto de Choreti, Aeropuerto Salvador Ogaya-Puerto Suárez, 
Aeropuerto Juana Azurduy de PadUla-Sucre, Aeropuerto Capitán Rojas-Potosí, Aeropuerto 
Oriel Lea Plaza-Tarija, Aeropuerto de Bermejo y Aeropuerto de Yacuiba), ubicados en ciuda- 
des fuera dei eje central y ciudades intermedias dei oriente boliviano, y que no eran atractivos 
para el capital privado en términos de rentabüidad, no fueron enajenados y se mantuvieron 
bajo dependencia de AASANA. Sin embargo, en atención a que los aeropuertos más impor¬ 
tantes y rentables dei país (El Alto, Viru Viru y Jorge Wilstermann) fueron concesionados a 
un consorcio privado, la empresa AASANA se registra como enajenada. 
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1.4.2. Empresa desestimada 

1.4.2.1. Empresa de Correos de Bolivia (Ecobol) 

La Empresa de Correos de Bolivia es relativamente nueva, aunque el servicio postal en el 
país —según información oficial de la empresa— es más antiguo que la propia República de 
Bolivia.^^'^ Hasta 1990, el servicio de correos en Bolivia estaba a cargo directo dei Poder 
Ejecutivo, bajo la Dirección General de Correos de Bolivia, dependiente dei Ministério 
de Transportes, Comunicaciones y Aeronáutica Civü. 

A pesar de las dificultades económicas que tenía en su desempeno, el servicio postal 
boliviano integró “regiones y comunidades distantes, difundiendo conocimientos y cultu¬ 
ra, actuando como un factor decisivo para el progreso intelectual, económico y comercial 
dei país” (DS 22616, 08/10/1990). 

A consecuencia dei neoliberalismo instalado a nivel mundial, . .la Unión Postal Universal 
y la Unión Postal de las Américas y Espana han recomendado a los Gobiernos de América ha- 
cer todos los esfuerzos para convertir los Correos en Empresas Públicas Descentralizadas...” 
(DS 22616, 08/10/1990, Considerandos). En ese contexto, durante el gobierno de Jaime 
Paz, mediante DS 22616, de 8 de octubre de 1990, se crea la Empresa de Correos de Bolivia 
(Ecobol) como empresa pública descentralizada, con personalidad jurídica propia” (art. 1), 
con domicilio en la ciudad de La Paz, y dependencias en el território nacional. El património 
de Ecobol está formado por los activos tangibles e intangibles dei antiguo servicio de correos; 
Ecobol debe funcionar con ingresos propios, debiendo cumplir los siguientes objetivos; 

... la planificación, creación, prestación, mejoramiento y desarroUo en todo el território nacional de 

los servidos postales tradidonales de mensajería nacional e internacional, financieros postales, cone¬ 
xos y accesorios establecidos en las disposiciones legales sobre Correos, en los convénios y Acuerdos 

Postales Internacionales suscritos por el Gobierno y en sus respectivos reglamentos (art. 6). 

A objeto de fomentar la actividad privada en el servicio de correos, el DS 22616 es- 
tablece que Ecobol podrá autorizar a empresas privadas la reaHzación de actividades de 
admisión, transporte y entrega de envios. Estas empresas deberán cancelar tasas ordiná¬ 
rias a Ecobol (art. 8). 

Posteriormente, el 29 de enero de 1993, el DS 22616 fue elevado a rango de ley 
(Ley 1424). 

En 1999, en la perspectiva de la privatización de Ecobol, el gobierno de Hugo Banzer 
y Jorge Quiroga contrató los servidos de un grupo de consultoras (Berthin Amengual 
& Asociados, BISA Agente de Bolsa, Nepostel y Moreno Baldivieso) para la evaluación, 
valoración y estratégia de transferencia de Ecobol al sector privado. 

El informe de este grupo consultor estableció que la empresa tenía una estructura 
institucional en todo el país, conforme al siguiente detaUe; 


106 “El Servicio Postal Boliviano nació 3 dias antes que la República, el 3 de agosto de 1825”. En: http://www. 
correosboHvia.com/institucional.php 
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Cuadro 15. Distribución de oficinas de Ecobol en Bolivia por distritos 



Fuente: Berthin Amengual & Asociados, 1999. 

Estableció que el valor en libros de Ecobol, al 31 de diciembre de 1999, ascendia a la 
suma $us 12.429.461, conformado por; 

• Bienes inmuebles 

• Bienes muebles 

• Patrimônio filatélico 

• Derechos 

Respecto dei destino que debería tener este patrimônio, la opinión de los consultores 
es: el grupo de bienes inmuebles, que tiene perfeccionado su derecho propietario, es 
viable su transferencia al sector privado. Otros bienes inmuebles deben ser previamente 
perfeccionados bajo la titularidad de Ecobol. Del grupo de bienes muebles, previamente 
se debe recabar la documentación legal y realizar el pago de impuestos para su poste¬ 
rior transferencia al sector privado. “El patrimônio filatélico no se transferirá al sector 
privado, debido a su condición de bien cultural e histórico que merece la protección dei 
Estado” (Berthin Amengual & Asociados et al, 1999; 7); consiguientemente, debería ser 
transferido al Banco Central de Bolivia o al Archivo Nacional de Sucre. Respecto a los 
derechos de Ecobol, que son bienes intangibles, “...como el caso dei derecho de ope- 
ración, prestación dei servicio postal y emisión de estampiUas son también posibles de 
transferencia al sector privado” (Berthin Amengual & Asociados et al, 1999; 10). 

Finalmente, el grupo de consultoras recomienda que, “Para otorgar seguridad plena 
a la conservación dei patrimônio se debe emitir una Ley de la República que determine 
la transferencia de las colecciones filatélicas, derechos, activo fijo y recursos humanos” 
(Berthin Amengual & Asociados et al, 1999; 9). También recomienda que los pasivos 
tributários, laborales y judiciales de Ecobol no deben ser transferidos al sector privado; 
consiguientemente, el TGN debe asumir los pasivos tributários; “...se debe despedir 
a todos los trabajadores, cancelando los beneficios sociales correspondientes” (Berthin 
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Amengual & Asociados et al, 1999; 11), y el Estado debe hacerse cargo de eventuales pa- 
sivos judiciales. Todo eUo, haría más atractiva Ecobol para el sector privado. Sin embargo, 
también advierte que los estados financieros presentan déficits anuales permanentes, que 
los ingresos no son suficientes para cubrir los gastos de la institución y que los pasivos 
son significativos (Berthin Amengual & Asociados et al, 1999: 155). 

A pesar de las intenciones gubernamentales para privatizar Ecobol, prevaleció el sen¬ 
tido de que el servicio de correos es un servicio básico que debe comunicar incluso a 
las poblaciones pequenas, pero que no siendo rentable el servicio bacia lugares alejados 
tampoco fue atractivo para el sector privado, que optó por establecer correos privados 
paralelos al púbbco. Consiguientemente, no habiendo sido enajenada, se la registra como 
empresa púbbca con continuidad institucional. 

1.4.3. Resultados dei proceso de enajenación de empresas dependientes dei Ministério de 
Transportes y Comunicaciones 

Finalmente, dei grupo de empresas y/o unidades empresariales públicas que pertenecían 
al sector de transportes y de comunicaciones, se tienen los siguientes resultados; 


Cuadro 16. Resultados dei proceso de enajenación de empresas dei Ministério de Transportes y Comunicaciones 



Privatizadas 

Capitalizadas 

Desestimadas 

l.ariTIQaQ Q6 GiTipreSaS pUDIlCdS 

Entrega de derechos 

Mixta 

Continuidad institucional 

5 

1 

3 

1 

100 % 

20% 

60% 

20% 


Enajenada 

No enajenada 


Fuente: CEMIPyC, 2018. 


Como efecto dei proceso de enajenación de empresas dei Ministério de Transportes y 
Comunicaciones, el 80% de estas fueron enajenadas (privatizadas y capitabzadas), el 20% 
fue desestimado, manteniéndose con continuidad. 

1 . 5 . Empresas dependientes dei Ministério de Exportaciones y Competitividad 
Económica 

Las empresas dependientes dei Ministério de Exportaciones y Competitividad Econó¬ 
mica —antes Ministério de Industria, Comercio y Turismo— comprendían unidades de¬ 
dicadas principalmente al acopio de trigo, arroz y goma, entre otros, cuya ubicación por 
sector y lugar es la siguiente; 
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Cuadro 17. Empresas dependientes dei Ministério de Exportaciones y Competitividad Económica 


u ° 



Ubicación | 

N. 

Empresa 

Sector económico 

Departamento 

Município 

1 

Centro de Acopio Betanzos 

Agropecuária 

Potosí 

Betanzos 

2 

Centro de Acopio Lourdes 

Agropecuária 

Tarija 

Tarija 

3 

Centro de Acopio Redención Pampa 

Agropecuária 

Chuquisaca 

Sucre 

4 

Centro de Acopio Tomina 

Agropecuária 

Chuquisaca 

Tomina 

5 

Centro de Acopio Totora 

Agropecuária 

Cochabamba 

Totora 

6 

Centro de Acopio Yamparáez 

Agropecuária 

Chuquisaca 

Yamparáez 

7 

Centro de Acopio Abapó Izozog 

Agropecuária 

Santa Cruz 

Charagua 

8 

Centro de Acopio Cotoca 

Agropecuária 

Santa Cruz 

Cotoca 

9 

Centro de Acopio Cliza 

Agropecuária 

Cochabamba 

Cliza 

10 

Centro de Acopio Junacas 

Agropecuária 

Tarija 

Entre Rios 

11 

Centro de Acopio Puna 

Agropecuária 

Potosí 

Puna 

12 

Centro de Acopio Uyuni 

Agropecuária 

Potosí 

Uyuni 

13 

Fábrica Nacional de Fósforos (FNF) 

Industria química 

La Paz 

La Paz 

14 

Empresa Nacional de Arroz (ENA) 

Industria de alimentos 

Santa Cruz 

Santa Cruz delaSierra* 

15 

Laminadora de Goma SAM (Lamigosa) 

Industria química 

Beni 

Riberalta* 


*Empresas que tenían un alcance nacional o abarcaban más de un município, por lo que se registra el município donde estaba su sede principal. 
Fuente: CEMIPyC, 2018. 


En este grupo de empresas ministeriales, los centros de acoplo de trigo representan la 
mayoría; estos centros se instalaron principaknente en el marco dei Programa PL-480, que 
en un breve parêntesis cabe senalar que ese Programa fue suscrito entre EEUU y BoHvia, el 
31 de mayo de 1978, por el cual, el Gobierno estadounidense otorgaba al Gobierno bolivia¬ 
no financiamiento para la adquisición de trigo de procedência estadounidense... hasta un 
monto de $us 75 miUones, en un período de cinco anos. El Gobierno boliviano compraba 
trigo a los productores de EEUU, luego lo vendia a la Asociación de Industriales Mohneros. 
En el plazo de 6 meses, esta Asociación pagaba al TGN; luego, este depositaba el dinero 
en una cuenta dei Convênio PL-480 en el BCB. Los fondos generados por la venta de trigo 
eran invertidos en proyectos de desarroUo (crédito, comercialización, infraestructura de 
riego, capacitación, servidos fitosanitarios, servidos de salud, nutrición, otros) que debían 
beneficiar a pequenos productores; siendo así, se consideraban donación. Los ejecutores 
de los proyectos eran los ministérios y las Cordes. Muchas veces, el Gobierno boliviano 
subvencionaba el precio dei trigo en el mercado nacional. 

Entonces, en el marco dei Programa PL - 480 Título III, se instalaron centros de 
acopio con la finahdad de mejorar los sistemas básicos de comercialización dei trigo 
producido localmente, e incentivar un mercado seguro para agricultores pequenos. Se 
previó la instalación de 18 centros de acopio, en el período 1980 y 1983; “cada centro 


107 Proyecto PL - 480 Título III. Programa Alimentos para el DesarroUo. Informe Anual, 1980. La Paz, p. 6. 
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de acopio estará conformado de 4 silos con capacidad de 616 TM. Además contará con 
obras civiles para oficinas, depósitos y vivienda, equipo de limpieza y moviüdades. .. El 
financiamiento asignado asciende a... $us 5.000.000”.'°® 

La implementación dei proyecto comenzó a partir dei mes de juHo de 1979, habiéndose 
ejecutado un programa de equipamiento y construcción de obras civiles de los siete centros 
de acopio que existían antes de la participación dei Título III, en el entendido de que era 
menester poner en funcionamiento normal los silos existentes antes de iniciar la construc¬ 
ción de los nuevos.'®'' 

Los centros de acopio que ya existían eran de: Betanzos, Tarija, Redención Pampa, 
Tomina, Yamparáez, Totora y CHza. 

A mediados de 1992, en el marco de la política de privatización implementada por el 
gobierno de Jaime Paz, se contrató a la consultora “Servidos Técnicos Generales SRL”, 
por la suma de $us 6.443, para que realice el avalúo técnico, inventario y anáüsis de las 
condiciones y estado actual de los centros de acopio de trigo, excepto el de Uyuni. El 
trâmite de contratación fue iniciado por el Ministério de Industria, Comercio y Turismo 
y fue concluido por el Ministério de Exportaciones y Competitividad Económica. 

Según vistos y considerandos de la Resolución CEEP 37/92, de 8 de diciembre de 
1992, los centros Abapó Izozog, Yamparáez, Tomina, Redención Pampa, Totora, CHza, 
Puna, Betanzos y Junacas estaban paraHzados, deteriorados, sin mantenimiento, expues- 
tos a la sustracción y pércHda de sus activos; por lo que dispone su venta, vía remate, 
incluídos los centros Cotoca y Lourdes. 

En esa misma gestión gubernamental, se emitió la Resolución Coneplan 159/92, de 
16 de cHciembre de 1992, por la que se aprueba el procedimiento de subasta para la venta 
de ocho centros de acopio. 

En 1995, durante la gestión gubernamental de Gonzalo Sánchez de Lozada se hi- 
cieron nuevos estúdios de valuación de los centros de acopio que no se vendieron en la 
gestión de Jaime Paz; Abapó Izozog, Puna, Junacas y CHza. En esta segunda valuación, la 
consultora Servidos Técnicos Generales STG (1992) enfrentó dificultades para recabar 
información sobre los centros; por ejemplo, falta de personal que preste información en 
los mismos centros; falta de información sobre inventários, derecho propietario; exis¬ 
tência de activos de un centro en otro (de Puna en la Oficina Regional de Chuquisaca); 
imposibiHdad de acceder a algunos centros (Abapó Izozog). 

A continuación, se describen los resultados de la enajenación de esos centros y de las 
empresas que estaban bajo tuición dei Ministério de Exportaciones, según fueron vendi¬ 
dos o cerrados. 


108 Proyecto PL - 480 Título III. Programa Alimentos para el Desarrollo. Informe Anual, 1980. La Paz, p. 16. 

109 Ibíd. 
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1.5.1. Empresas vendidas 

1 . 5 .1.1. Centro de Acopio Yamparáez 

Estaba instalado en el exfundo MoUe Pongo, município de Yamparáez, departamento de 
Chuquisaca. El 2 de abril de 1993, fue vendido en subasta pública a la Sociedad Industrial 
dei Sur SA, en la suma de $us 24.300. Incluía un bien inmueble con una superfície de 
10.000 mú ”0 

1 . 5 . 1 . 2 . Centro de Acopio Redención Pampa 

Estaba instalado en el município de Sucre, departamento de Chuquisaca. El 2 de abril de 
1993, fue vendido en subasta pública a la Sociedad Industrial dei Sur SA, en la suma de 
$us 18.000. Incluía un bien inmueble con una superfície de 11.200 m^. 

1 . 5 . 1 . 3 . Centro de Acopio Tomina 

Estaba instalado en el município de Tomina, departamento de Chuquisaca. El 2 de abril 
de 1993, fue vendido en subasta pública a la Sociedad Industrial dei Sur SA, en la suma 
de $us 18.500. Incluía un bien inmueble con una superfície de 10.197 m^, ubicado en el 
radio urbano de Tomina.”^ 

1 . 5 . 1 . 4 . Centro de Acopio Betanzos 

Estaba instalado en el município de Betanzos, departamento de Potosí. El 23 de juho de 
1993, fue vendido en subasta pública al Centro de Servicios de Asistencia a la Produc- 
ción Triguera (CESAT),^^^ Marcelo Javier Traverso Viscarra, en la suma de $us 4.450. “La 
transferencia no contempla el bien inmueble”.”'^ 

1 . 5 . 1 . 5 . Centro de Acopio Lourdes 

Aunque no concluyó su instalación, estaba ubicado en el Município de Tarija. El 23 de 
juho de 1993, fue vendido en subasta púbhca al Centro de Servicios de Asistencia a la 
Producción Triguera (CESAT), en la suma de $us 1.400. 


110 Informe de Gestión, de Enrique Quiroz Jordán, Asesor Jurídico de Unidad de Reordenamiento, a Elvira Lupo de 
Velarde, Directora Ejecutiva de Unidad de Reordenamiento. Ministério de Capitaüzación. La Paz, 27 de mayo de 1995. 

111 Ibíd. 

112 Ibíd. 

113 Lista de Empresas Transferidas al Sector Privado. Ministério de Comercio Exterior e Inversión. Vice-ministerio de 
Inversión y Privatización, Unidad de Reordenamiento. Memória 2000-2001. 

114 Informe de Gestión, de Enrique Quiroz Jordán, Asesor Jurídico de Unidad de Reordenamiento, a Elvira Lupo de 
Velarde, Directora Ejecutiva de Unidad de Reordenamiento. Ministério de Capitaüzación. La Paz, 27 de mayo de 1995. 
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1 . 5 . 1 . 6 . Centro de Acopio Totora 

Estaba instalado en el município de Totora, departamento de Cochabamba. El 23 de 
juHo de 1993, fue vendido en subasta pública al Centro de Servicios de Asistencia a la 
Producción Triguera (CESAT), en la suma de $us 15.800. Incluía un bien inmueble con 
una superfície de 10.000 m^.”^ 

1 . 5 . 1 . 7 . Fábrica Nacional de Fósforos SAM (FNF SAM) 

Fue instalada en la ciudad de La Paz, mediante Resolución Suprema 662722, de 10 de 
marzo de 1954. Este mismo ano se constituyó como sociedad de economia mixta en la 
que el Estado tenía el 51% de las acciones y SaHm Chacur gozaba dei 49%. Entre 1954 
y 1992, el paquete accionario privado cambio de composición en varias oportunidades 
hasta que, en 1992, la Asociación Departamental de Productores de Coca (Adepcoca) 
Uegó a poseer el mayor porcentaje de los privados: el 33,40.“^ 

Conforme a los estatutos de la empresa, la administración estaba a cargo de los accio- 
nistas privados. Aprovechando esta condición, desde 1986, el sector privado de la FNF 
SAM pretendió convertirla en sociedad anónima, vale decir, en empresa completamente 
privada, pero no tuvo êxito. 

La FNF SAM tenía el monopoho en la fabricación y comercialización fósforos en el 
país, cuando menos hasta 1989. Para garantizar su monopoho, estaba prohibida la impor- 
tación y fabricación de fósforos por otras empresas en el país. Asimismo, estaba exenta 
dei pago de impuestos de comerciahzación e internación de equipos e insumos, con 
excepción dei pago de una regaha dei $b.0,05 por paquete de diez cajitas, por chsposición 
dei DS 08629, de 2 de juho de 1979.”’ 

La situación fínanciera empezó a dechnar en 1979, arrojando pérdidas cuya acumu- 
lación, hasta 1985, hegó a $us 2.334.250.”® Según el Examen Especial de Auditoria, rea- 
hzado en 1991 por auditores dei Ministério de Industria y Comercio y dei Ministério de 
Planeamiento, no existen estados fínancieros de los anos 1987, 1988, 1989 y 1990, pre- 
sentados y aprobados conforme a normativa vigente. Más grave aún. 

Las cuentas bancarias están registradas con carácter personal a nombre de Luis Emüio Barra- 
gán Martínez y no a título de la Fábrica Nacional de Fósforos SAM Asimismo existen opera- 
ciones bancarias de la Fábrica con cuentas corrientes de la DISTRIBUIDORA BOLIVIANA 
DE AUTOMOTOR (DIBONA) no establedéndose la reladón directa que pudiera existir 
entre estas empresas.'” 

115 Ibíd. 

116 Informe de la Fábrica Nacional de Fósforos SAM, enviada por Pablo Ormachea, Subsecretário de Inversión Privada, 
a Flavio Escobar, Secretario Técnico de la CEEP, el 11 de noviembre de 1992, p. 2. 

117 Informe de la Fábrica Nacional de Fósforos SAM, enviada por Pablo Ormachea, Subsecretário de Inversión Privada, 
a Flavio Escobar, Secretario Técnico de la CEEP, el 11 de noviembre de 1992, p. 4. 

118 Ibíd., p. 5. 

119 Examen Especial de Auditoria, elaborado por Inés Meruvia, Hernán Fernández y Windsor Gorostiaga, y enviado a 
Leopoldo López Cossio, ministro de Industria, Comercio y Turismo. La Paz, 18 de diciembre de 1991. 
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Debido a estas falias e irregularidades financieras provocadas por la adrninistración privada 
de la FNF SAM, desde noviembre de 1990, la fábrica dejó de producir y fue cerrada.*^® 

La Junta de Accionistas dei 19 de diciembre de 1991 resolvió disolver y liquidar la sociedad, 
por su inviabilidad económica y operativa (nunca se había hecho renovación de equipos).’^^ 
Según Acta de 23 de octubre de 1991, el gobierno de Jaime Paz la intervino e instruyó 
efectuar una auditoria. El valor en libros al 31 de mayo de 1992 registraba un patrimônio 
negativo de $us 708.895 menos (activos, $us 1.249.209; pasivos, $us 1.958.104). Los pa- 
sivos por concepto de benefícios sociales ascendían a $us 439.906, monto por el cual los 
trabajadores plantearon demandas laborales. 

Por disposición dei Juzgado 4to de Trabajo, en base al avalúo efectuado por la liqui¬ 
dadora, se reaüzaron tres remates con la fínaüdad de obtener recursos para el pago de los 
benefícios sociales correspondientes, según el siguiente detaUe expresado en dólares: 


Cuadro 18. Remates de la FNF SAM 


1 Fecha 

Opciones 

Monto ($us) 

Resultado | 

22/07/1992 

ler. Remate 

1.851.280 

Desierto 

11/08/1992 

2do. Remate con rebaja dei 10% 

1.666.152 

Desierto 

14/09/1992 

3er. Remate con rebaja dei 15% 

1.416.228 

desierto 


Opción de adjudicación para los trabajadores con rebaja dei 20% 

1.132.984 



Fuente: Informe de la Fábrica Nacional de Fósforos SAM, enviada por Pabio Ormachea, Subsecretário de Inversión Privada, a Fiavio Escobar, Secretario 
Técnico de ia CEEP, ei 11 de noviembre de 1992, p. 11. 


Ante el fracaso de los remates, los trabajadores pidieron la adjudicación de los bienes 
de la empresa, pero el Ministério de Exportaciones y Competitividad Económica se opu- 
so, porque el valor de la empresa era mayor: $us 1.100.000. 

En 1992, la CEEP, mediante Resolución 37/92, de 1 de diciembre de 1992, aprobó el 
proceso de privatización de las acciones estatales (serie “A”) en la FNF SAM, en favor de 
Adepcoca, estando obHgada a cubrir todas las deudas de la empresa, incluidas las sociales 
y tributarias. Igualmente, el 11 de diciembre de 1992, el Coneplan autorizó la transferen¬ 
cia. Finalmente, el 18 de diciembre de 1992, mediante DS 23365, se autorizó al Ministério 
de Exportaciones transferir las acciones estatales en la FNF SAM en favor de Adepcoca, 
y se aprobó la resolución respectiva de Coneplan. 

1 . 5 . 1 . 8 . Laminadora de Goma SAM (Lamigosa) 

Estaba ubicada en el municipio de Riberalta, departamento de Beni. Esta planta fue creada en 
1968 por la CBF, las FFAA y un grupo de empresários privados, con créditos dei BID y apor¬ 
tes privados. En junio de 1972 se inauguró ofícialmente la producción de goma laminada. 


120 En septiembre de 1991 fue arrendada a Adepcoca. 

121 Informe de la Fábrica Nacional de Fósforos SAM, enviada por Pabio Ormachea, Subsecretário de Inversión 
Privada, a Fiavio Escobar, Secretario Técnico de la CEEP, el 11 de noviembre de 1992, p. 7. 
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Entre sus objetivos se senalaban; a) proveer matéria prima a la fábrica de Uantas Zi- 
meri que se instalo en 1966 en la ciudad de Cochabamba, b) exportar los excedentes de 
producción al Brasil, y c) estabilizar los precios de la goma en bolacha y evitar la depen- 
dencia de comerciantes brasilenos9^^ Sin embargo, Zimeri no Uegó a producir ni el 5% 
de su capacidad instalada, por lo que la mayor parte de la goma laminada se destino al 
mercado brasileno, además de exportar goma en bolacha y sernamby (goma de segunda 
cahdad) a las laminadoras de Guajará-Mirin y Porto Velho. 

En octubre de 1978, la sociedad Lamigosa decidió aumentar su capital; la composición 
accionaha era mayohtahamente privada (57,10%, siendo Hecker y Cia., el mayor accionista), 
mientras que el Ministeho de Industria y Comercio y las FFAA tan solo el 42,90%. El capital de 
la sociedad ascendia a $us 533.185.^^^ De los cuales, $us 228.736 correspondian al Estado. 

Por instrucción dei DS 21060, de 29 de agosto de 1985, las acciones de la CBF en Lamigosa 
debian ser transferidas a Cordebeni; sin embargo, no ocurrió asi. El 9 de abril de 1987, las accio¬ 
nes fueron endosadas “provisionalmente” al Ministério de Industria, Comercio y Turismo. 

Mientras Lamigosa tenia un mercado asegurado en el Brasil, la goma fue un compo¬ 
nente importante de la economia en la región norte dei pais, principalmente de Pando, el 
norte de Beni y el norte de La Paz. Sin embargo, una vez que en el mercado brasileno se 
instituyó la hbre importación de goma, a fines de la década de los ochenta y princípios de 
los noventa, la goma natural boliviana no pudo competir con los precios de la goma pro¬ 
veniente de Malasia, Indonésia y otros países dei Asia. A consecuencia de eUo, Lamigosa 
dejó de producir desde enero de 1987. 

En abril de 1992, el gobierno de Jaime Paz, a través de la CEEP, contrato a la consul¬ 
tora Le Groupe SM International Inc. para que establezca el valor de hquidación de los 
activos reahzables y las acciones pertenecientes al Estado —ex CBF y bajo custodia dei 
Ministério de Exportaciones y Competitividad Económica—, y senale una estratégia de 
transferencia al sector privado. El informe final de la consultora establece que Lamigosa 
elaboró sus estados financieros solo hasta 1984. 

En los hechos, ha ocurrido que los mayores accionistas privados, a cuyo cargo se hallaba y 
se halla la administración de Lamigosa, han aprobado por si los estados financieros por eUos 
elaborados, sin dar cuenta a los socios de los resultados de su administración, y tampoco de las 
razones que hicieron que la industria deje de operar. Tampoco han dado cuenta de los actos de 
la administración actual que al no generar ingresos, simplemente incrementa los pasivos de la 
sociedad, reduciendo el valor real de las acciones de los socios. Los estados financieros de los 
últimos anos, muestran gastos anuales por valor de $us 20.000 aproximadamente, sin justificar 
ante los socios el mantenimiento dei personal existente. 


122 Le Groupe SM Internacional Inc. Informe F Síntesis Lamigosa. La Paz, noviembre de 1992. 

123 Ibíd. 

124 Le Groupe SM Internacional Inc. Informe F Síntesis Lamigosa. La Paz, noviembre de 1992, pp 10-11. 
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Asimismo, se establece que los pasivos a 1991, ascienden a Bs 221.902, de los cuales. 
Bs 164.868 son adeudados a los socios mayoritarios, los hermanos Hecker. 

El informe final de la consultora recomendo la disolución de la sociedad y que la 
CEEP se haga cargo de la venta de los bienes estatales en la sociedad. Empero, prévio a 
eUo se debe convocar a una Junta Extraordinária de Accionistas y realizar una auditoria 
externa de gestión, contable, financiera y fiscal de Lamigosa, pues, en el examen realizado 
por la consultora se detecto, por ejemplo, que en la gestión 1991, hubo un ingreso de Bs 
426.779 por la exportación de goma en gestiones pasadas, pero no fue consignado en la 
contabilidad de la empresa. Las auditorias a realizar deberlan dar cifras más precisas sobre 
el valor real de los activos y pasivos de la sociedad. 

El 14 de enero de 1993, en la reunión de la Junta de Accionistas de Lamigosa, los accionistas 
privados expresaron su interés de comprar el paquete accionario perteneciente al Estado. 

En la reunión dei 2 de febrero de 1993 de la CEEP, Flavio Escóbar Llanos, Secretario 
Técnico de la CEEP, informó que “es legalmente posible proceder a la venta directa de 
las acciones de propiedad dei Estado a los accionistas privados, por ser esta una Sociedad 
Anónima Mixta”.^^^ 

En junio de 1995, durante el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada, se pubHcó el 
pliego de condiciones para la venta dei paquete accionario de Lamigosa. El 10 de enero 
de 1996, Peter Hecker se adjudicó por la suma de $us 245.817. 

1.5.2. Empresas cerradas 

1 . 5 . 2 . 1 . Centro de Acopio Abapó Izozog 

Fue instalado en 1983 en el municipio de Charagua, departamento de Santa Cruz, dentro 
de las instalaciones de la Estación Experimental Agrícola de la Corporación Gestora dei 
Proyecto Abapó Izozog (Corgepai), que era una zona militar y de acceso restringido. 
Contaba con dos silos, cada uno con capacidad de 600 TM, y con equipos auxiliares de 
accionamiento y transmisión de granos. La administración dei centro estaba a cargo de 
Corgepai, que lo mantuvo en funcionamiento solamente dos anos. 

En 1992, la consultora STG SRL realizó la valuación dei centro, cuando este se encontraba 
paralizado; parte de la maquinaria y equipos estaban sin mantenimiento, deteriorados y, algunos, 
desmantelados. En septiembre de 1992, esta consultora valuó el centro en $us 73.003.^^'’ 

Posteriormente, la CEEP, mediante Resolución 37/92, de 8 de diciembre de 1992, 
dispuso su venta, vía remate. Por su parte, el Coneplan, mediante Resolución 159/92, de 
16 de diciembre de 1992, aprobó el procedimiento de subasta para su venta. 

El Ministério de Exportaciones y Competitividad Económica tomó la decisión de vender 
los activos dei centro y, en atención al DS 23170, art. 4, publicó el anuncio de venta dei centro, 
en fecha 20 de diciembre de 1992. Asimismo, en el plan de acciones a seguir en los próximos 


125 CEEP. Acta de reunión de 2 de febrero de 1993. La Paz. 

126 Avalúo de los Centros de Acopio de Trigo, elaborado por Servidos Técnicos Generales SRL y entregado al Ministério 
de Exportaciones y Competitividad Económica. 1992. La Paz. 
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seis meses, se considero definir un nuevo precio base y contratar un tasador para que deter¬ 
mine el valor real dei centro de acopio. Iguaknente, se considero tomar en cuenta la soHcitud 
efectuada por las FFAA para que se les transfiera la batería de süos a título gratuito. 

En 1995, durante la gestión gubernamental de Gonzalo Sánchez de Lozada se hicieron 
nuevos estúdios de valuación de los centros de acopio, incluido el centro de Abapó Izozog. En 
esta segunda valuación, se estimaron los siguientes valores; valor de reposición, $us 124.561; 
valor de mercado, $us 37.783,^^^ aproximadamente la mitad dei valor que se estimó en 1992. 

En la perspectiva de su privatización, se previó que las instalaciones podrían ser usadas 
para el aknacenamiento de soya; de hecho, no existen proveedores de trigo en la región. 
También que las instalaciones podrían ser trasladadas a otra región, pero a un costo aproxi¬ 
mado de $us 33.000 que, sumados los costos de rehabilitación, superarían en mucho al valor 
de liquidación dei centro. Ante eUo, el traslado debería ser una tarea interinstitucional. 

A pesar de los gastos en consultorias y las alternativas que se plantearon, los gobier- 
nos neoHberales no lograron vender el centro de acopio. 

1 . 5 . 2 . 2 . Centro de Acopio Cliza 

Fue instalado en 1977, en el municipio de CHza, departamento de Cochabamba, camino 
bacia Punata. Sus instalaciones se haUaban en un terreno cercado de 10.000 m^. Com- 
prendían 4 silos, con capacidad de 154 TM cada uno; además, tenía equipos y maquinaria, 
que en 1992 se encontraban en estado regular. Su actividad estuvo orientada al rescate de 
granos como parte dei Instituto Nacional de Trigo. La custodia y cuidado responden a la 
Oficina Regional de Cochabamba de la Secretaria Nacional de Industria y Comercio. Sin 
embargo, en la región no hay grandes cultivos de trigo, pero sí de maíz para el consumo 
humano, avícola y la producción de chicha. 

En 1992, en la perspectiva de su enajenación, la consultora STG valuó este centro 
en $us 43.276, que comprendía terrenos, edificios, construcciones industriales, equipo y 
maquinaria; el centro estaba parahzado cuando se hizo la valuación. 

Al igual que el centro Abapó Izozog, la CEEP, mediante Resolución 37/92, de 8 de di- 
ciembre de 1992, dispuso su venta, vía remate. Por su parte, el Coneplan, mediante Resolución 
159/92, de 16 de diciembre de 1992, aprobó el procedimiento de subasta para su venta. 

El 20 de diciembre de 1992, en el marco dei DS 23170, de 5 de junio de 1992, se pu- 
bhcó en la prensa nacional el anuncio de venta dei centro. Hubo dos intentos de subasta, 
pero no prosperaron por falta de postores. Frente a este fracaso, se definió un plan de 
acción; definir un nuevo precio base; contratar un tasador para que determine el valor dei 
centro de acopio y convocar a una tercera subasta para la venta dei centro. 

En 1995, durante el gobierno de Sánchez de Lozada se hicieron nuevos estúdios de con¬ 
sultoria, Uegando a establecer una nueva inventariación de activos y un nuevo valor, menor 


127 Estúdios de inventariación, valorización y estratégias de transferencia de los centros de acopio de trigo, pertenecientes 
a la Secretaria Nacional de Industria y Comercio. Encargado por el Ministério de Capitalización. Unidad de 
Reordenamiento. 1995. La Paz, pp 215-216. 
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que el anterior; $us 28.743. Ante la escasa producción de trigo en la región, se previó 
que el centro podría ser transformado para el aknacenamiento de maíz. En caso de que el 
centro fuera trasladado a otra región, se debía considerar gastos en aproximadamente $us 
18.287. Sin embargo, la consultora también reportó que la Alcaldía de Cliza reclamó que el 
centro sea transferido a su jurisdicción en el marco de la Ley de Participación Popular. 

En todo caso, la consultora planteó dos escenarios posibles de enajenación; 1) subasta 
de todo el centro de acopio; 2) subasta de maquinaria y equipos, menos el terreno, que 
es reclamado por la comunidad para instalar una escuela. En su opinión esta última seria 
la más factible. 

A pesar de los gastos efectuados en consultorias e intentos por subastarlo, los gobier- 
nos neoHberales no lograron vender el centro. 

1 . 5 . 2 . 3 . Centro de Acopio Junacas 

Está ubicado en la locaüdad de Junacas (provinda 0'Connor, camino a ViUamontes). 
Fue inaugurado en 1983 por el Instituto Nacional dei Trigo como parte dei programa de 
fomento a la producción de trigo, pero nunca entró en funcionamiento. Sus instalaciones 
se haUaban en un terreno cercado de 10.000 m^. Contaba con dos silos, cada uno con 
una capacidad de 600 TM; maquinaria y equipos auxiliares de trabajo; una construcción 
de una sola planta, destinada a servicios administrativos y vivienda. Debido a la falta de 
funcionamiento y mantenimiento, el equipo estaba expuesto a un deterioro permanente. 
Su custodia y cuidado estaban a cargo de la Oficina Regional de Tarija de la Secretaria 
Nacional de Industria y Comercio. 

En 1992, en la perspectiva de su enajenación, la consultora STG valuó este centro 
en $us 90.595, que comprendía terreno, edificios, construcciones industriales, equipo, 
maquinaria y equipos de laboratorio; cuando se hizo la valuación, el centro no estaba en 
funcionamiento. 

Al igual que otros centros, la CEEP, mediante Resolución 37/92, de 8 de diciembre de 
1992, dispuso la venta dei centro de acopio Junacas, vía remate. Sin embargo, el Coneplan 
no lo consideró en la Resolución 159/92, de 16 de diciembre de 1992, por la que aprobó 
el procedimiento de subasta de otros centros de acopio. 

En 1993, se definió un plan de acción inmediato para los próximos seis meses; a) re¬ 
visar el valor definido por STG y determinar su “valor real”; b) tramitar la resolución de 
Coneplan para que autorice la venta dei centro; c) regularizar el derecho propietario dei 
terreno; d) contratar un “Agente de Venta” para subastar el centro; e) convocar a subasta 
pública para la venta dei centro. 


128 Estúdios de inventariación, valorización y estratégias de transferencia de los centros de acopio de trigo, pertenecientes 
a la Secretaria Nacional de Industria y Comercio. Encargado por el Ministério de Capitaüzación. Unidad de 
Reordenamiento. 1995. La Paz, p. 188. 
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En 1995, durante el gobierno de Sánchez de Lozada se hicieron nuevos estúdios de 
consultoria, Uegando a establecer una nueva inventariación de activos y un nuevo valor, 
menor que el anterior; $us 48.092. La consultora determino que la propiedad dei prédio 
no estaba regularizada, por lo que recomendo realizar un proceso judicial de usucapión. 

A pesar de los gastos efectuados en consultorias e intentos por subastarlo, los gobier- 
nos neoHberales fracasaron en su intento por vender el centro. 

1 . 5 . 2 . 4 . Centro de Acopio Puna (Villa Talavera) 

Fue instalado en 1983, en el municipio de Puna, departamento de Potosi. Sus instala- 
ciones se haUaban en un terreno abierto de 5.721 m^, cuyo derecho propietario estaba a 
nombre dei Ministério de Industria y Comercio; contaba con dos silos, cada uno con una 
capacidad de 600 TM; tenia equipos auxiliares y servidores, que nunca fueron utilizados 
por lo que se fueron deteriorando en el tiempo. Por falta de cerco perimetral, la maquina¬ 
ria y equipos estaban expuestos al robo y extravio. La custodia y cuidado estaban a cargo 
de la Oficina Regional de Potosi de la Secretaria Nacional de Industria y Comercio. 

En 1992, a tiempo de planear su venta, la consultora STG valuó este centro en $us 72.213, 
que comprendia terrenos, edificios, construcciones industriales, equipo y maquinaria. 

Al igual que otros centros, la CEEP, mediante Resolución 37/92, de 8 de diciembre de 
1992, dispuso su venta, via remate. Por su parte, el Coneplan, mediante Resolución 159/92, 
de 16 de diciembre de 1992, aprobó el procedimiento de subasta para su venta. 

El 20 de diciembre de 1992, en el marco dei DS 23170, de 5 de junio de 1992, se 
publicó en la prensa nacional el anuncio de venta dei centro. Se contrató a la empresa Co- 
bomar para que realice el remate público; se hizo un intento de subasta pero fue anulado 
por falta de postores. Ante este fracaso, se definió un plan de acción; definir un nuevo 
precio base; contratar un tasador para que determine el “valor real” dei centro de acopio, 
y convocar a una segunda subasta pública para la venta dei centro. 

En 1995, durante el gobierno de Sánchez de Lozada se hicieron nuevos estúdios de 
consultoria, Uegando a establecer una nueva inventariación de activos y un nuevo valor 
—como en todos los casos— menor que el anterior; $us 38.328. 

La consultora que trabajó en 1995 detectó que en la zona existen “rescatistas de gra- 
nos”, que hacen su recorrido para acopiar granos durante todo el ano. La Cervecería 
Nacional también reaUza rescate de cebada y avena en las ferias dominicales de Belén. 
Por otra parte, los productores de granos de la región solamente comerciaUzan la mitad 
de su producción, la otra mitad lo destinan al consumo humano y la próxima siembra. 
A pesar de estas amenazas reales para el centro de acopio, la consultora estimó que las 


129 Estúdios de inventariación, valorización y estratégias de transferencia de los centros de acopio de trigo, pertenecientes 
a la Secretaria Nacional de Industria y Comercio. Encargado por el Ministério de Capitalización. Unidad de 
Reordenamiento. 1995. La Paz, p. 188. 

130 Estúdios de inventariación, valorización y estratégias de transferencia de los centros de acopio de trigo, pertenecientes 
a la Secretaria Nacional de Industria y Comercio. Encargado por el Ministério de Capitalización. Unidad de 
Reordenamiento. 1995. La Paz, p. 188. 
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perspectivas para el cultivo de granos eran buenas, pues existe agua para riego y —según 
el INE— han mejorado las condiciones climáticas para la producción de trigo, habiendo 
aumentado sus tasas en 0,08% desde 1991. Aun así, se deben cambiar las costumbres de 
comercialización de granos, facilitando transporte a los productores. 

A pesar de los gastos efectuados en consultorias e intentos por subastarlo, los gobier- 
nos neoHberales no lograron vender el centro. 

1 . 5 . 2 . 5 . Centro de Acopio Cotoca 

Fue instalado en 1983, en el municipio de Cotoca, departamento de Santa Cruz. Sus 
instalaciones se haUaban en un terreno cercado de 4.750 m^; contaba con dos silos, cada 
uno con una capacidad de 600 TM; equipos y maquinaria que, en 1992, se encontraban 
en buen estado. 

En 1992, en la perspectiva de su enajenación, la consultora STG valuó este centro 
en $us 127.574, que comprendía terrenos, edifícios, construcciones industriales, equipo 
y maquinaria. 

Inicialmente, la CEEP, mediante Resolución 37/92, de 8 de diciembre de 1992, dis- 
puso su venta, vía remate. Sin embargo, el Coneplan no lo consideró en la Resolución 
159/92, de 16 de diciembre de 1992, por la que aprobó el procedimiento de subasta para 
la venta de los otros centros de acopio de trigo. Es de suponer que uno de los factores 
para se excluya a este centro dei proceso de venta haya sido la vigência dei contrato de 
arriendo firmado entre el Ministério de Exportaciones y Competitividad Económica y la 
empresa Forest Tec, el 22 de noviembre de 1991, que incluía el mejoramiento y refacción 
de obras en el centro. El contrato de alquiler era por ocho anos. 

Pese a eUo, en 1993 se delineó un plan de acción para los siguientes 6 meses; a) definir un 
nuevo precio base y contratar un tasador para que determine el “valor real” dei centro de aco¬ 
pio; b) tramitar la autorización de Coneplan para la venta dei centro; c) contratar a un “Agente 
de Venta” para subastar el centro; d) convocar a una subasta pública para la venta dei centro. 

A pesar de los gastos efectuados en consultorias e intentos por subastarlo, los gobier- 
nos neoHberales no lograron vender el centro. 

1 . 5 . 2 . 6 . Centro de Acopio Uyuni o Planta de Almacenamiento de Cereales de Uyuni (PACU) 

Su creación fue parte de un proyecto con más de 20 anos de antigüedad para la instalación de 
centros de acopio de trigo importado, que incluía la instalación de süos en los puertos chilenos 
de Arica, Iquique, Antofagasta y en el país. La instalación de un centro de acopio en território 
nacional se implementó en el municipio de Uyuni, departamento de Potosí, por su cHma frio 
y seco, la cercania al puerto de Antofagasta y la red ferroviária y vial con que contaba. 

El objetivo de este proyecto era tratar de resolver los problemas asociados a la im- 
portación de trigo y su almacenamiento en puertos chilenos, en donde los granos a la in- 
temperie estaban expuestos a la contaminación por aves, roedores e insectos; a la merma 
por robos; a eUo se suma, la falta de contenido de humedad, la falta de germen de trigo. 
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la presencia de gorgojo y otros. “En reuniones nacionales sobre el tema se ha planteado 
muchas veces sérios cuestionamientos sobre la calidad dei grano que Uega al País y sobre 
los costos por el almacenamiento y las mermas en los Puertos”d^^ 

Para la construcción de los centros de almacenamiento en Uyuni, tanto el gobierno 
de Hernán Siles y Jaime Paz (1982-1985) como el gobierno de Víctor Paz y Júlio Garret 
(1985-1989), proyectaron la construcción de 8 silos, con capacidad de almacenamiento 
total de 40.000 tn (5000 tn c/u). Durante el gobierno de Jaime Paz, el proyecto fue re¬ 
formulado achicándose la capacidad de almacenamiento de la planta a 25.000 tn.’^^ 

En 1990, el Ministério de Industria, Comercio y Turismo, a través de la agencia de 
compras Crown Agents, emite una hcitación pública exclusivamente para empresas espa- 
nolas en razón de que el financiamiento era espanol, siendo seleccionada la empresa espa- 
nola TM Prado ABC Ltda., para el suministro, transporte, montaje, construcción y puesta 
en funcionamiento de la Planta de Almacenamiento de Cereales de Uyuni (PACU), (Res. 
Min. 24296, de 16 de marzo de 1990). Posteriormente, el 18 de abril de 1990, se firmó el 
contrato para su instalación por $us 2.446.650. Los terrenos para la planta fueron adjudi¬ 
cados por la Alcaldía de Uyuni al Ministério de Industria, Comercio y Turismo, mediante 
Ordenanza Municipal 09/90 de 18 de abril de 1990. El 7 de junio de 1991, mediante RM 
24584/91, se aprueba el incremento de los costos de las obras civiles de la planta en $us 
182.274 (RM 24584/91), haciendo un total de $us 2.628.924. 

La construcción tuvo algunos retrasos a causa de la calidad de los suelos, pues los pri- 
meros terrenos estaban ubicados en áreas anegadizas, por lo que se tuvo que cambiar de 
sitio. El retraso también fue provocado por un financiamiento inicialmente comprometido 
por USAID, pero finalmente incumplido, por lo que se tuvo que apelar a otras fuentes de 
financiamiento; donación dei Gobierno espanol ($us 450.000) yTGN ($us 250.000).^^^ 

El 23 de noviembre de 1991 se hizo la entrega provisional de la Planta, pero luego 
se detectaron faUas que la constructora debió corregir. Se preveía la entrega definitiva 
en abril de 1992 y su funcionamiento en mayo de 1992. El costo total de PACU fue 
calculado en $us 4.163.741 (Informe 116/92 PACU, Posible alquiler de PACU, de 1 de 
abril de 1992, de consultor Supervisor MICT-PACU, Ramón Escobar Serra, a ministro 
de Industria, Comercio y Turismo, Jorge Quiroga Saavedra. Fojas 66). Antes de entrar en 
funcionamiento había logrado captar algunos ingresos (Bs 10.000), “producto dei pesaje 
de camiones en la báscula de la Planta”. 

El consultor Ramón Escobar Serra, ante la proximidad dei funcionamiento de la Plan¬ 
ta, reahzó un anáhsis de opciones para su funcionamiento, senalando cinco opciones; 


131 Informe 115/92 PACU, Análisis de opciones para el funcionamiento de PACU, de 23 de marzo de 1992, de consultor 
Supervisor MICT-PACU, Ramón Escobar Serra, a ministro de Industria, Comercio y Turismo, Fernando Campero 
Paz. Fojas 75 

132 Ibíd. Fojas 75-76 

133 Informe 115/92 PACU, Análisis de opciones para el funcionamiento de PACU, de 23 de marzo de 1992, de consultor 
Supervisor MICT-PACU, Ramón Escobar Serra, a ministro de Industria, Comercio y Turismo, Fernando Campero 
Paz. Fojas 76. 

134 Ibíd. Fojas 78. 
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Opción 1. Operación estatal. Según el consultor, “Podría ser idealmente considerada 
esta opción si el Supremo Gobierno, establece como Estratégico el trigo en el País y 
se encuentra en condiciones de dictar disposiciones legales, que puedan ser acatadas 
y que no ocasionen graves conflictos..Respecto de las dificultades que tuviera 
esta opción, el consultor senala que esta es “...contraria a la Política Económica de 
Libre Mercado” y que habría cuestionamientos dei sector privado y de organismos 
financieros internacionales.^^*’ 

Opción 2. Operación sector privado. Según el consultor, en consideración a normas 
legales más adecuadas, se debe alquilar o transferir a privados a un costo no mayor a 
$us 2.770.000. En el caso de alquiler seria a un costo de $us 30.000 ano. En el caso 
de transferencia a privados, el TGN tendría que asumir el costo financiero de $us 
1.000.000, “.. .que significaria una pérdida o un aporte al desarroUo sectorial”. 
Opción 3. Complementación sector privado. Según el consultor, se alquilaria o trans¬ 
feriría sobre la base de $us 2.770.000 en 10 anos, estableciéndose industrias comple¬ 
mentarias: un molino de 200 tn/día; una procesadora de harinas compuestas; una 
planta de alimentos balanceados; una industria de panificación y pastas. La dificultad 
de esta opción seria encontrar un inversionista que quiera invertir $us 2.000.000.^^® 
Opción 4. Traslado de la Planta. Según el consultor, se debería trasladar la planta a un 
lugar más favorable como la zona franca de Ilo (Perú), a un costo de $us 100.000, para 
desmontar y empacar; $us 200.000, para transporte; $us 500.000 para obras civiles 
y montaje; total, $us 800.000, que tendría que ser aporte privado. Para esta opción, 
previamente se debe establecer una empresa mixta, que progresivamente pase al sec¬ 
tor privado; asimismo, debe reglamentarse que todo el trigo importado (proveniente 
de EEUU, Europa y Canadá) debe ser transportado via Ilo. Para la implementación 
de esta opción, la población de Uyuni seria un obstáculo. Aun así, para el consultor, 
“Puede ser la opción más adecuada para la situación actual dei País, en especial en 
cuanto a los últimos acuerdos con el Perú”.^^^ 

Opción 5. Remate de la Planta. Esto es, remate de todos los activos de la Planta (ma¬ 
quinarias, equipos, instalaciones, construcciones, terrenos y otros), valorados tentati¬ 
vamente en $us 2.100.000. El adjudicatario dei remate debe correr con los gastos de 
la Opción 4 ($us 800.000). Al igual que la anterior opción, la población de Uyuni seria 
un obstáculo, pero que serían “solucionables con arduas negociaciones”.^'^® 


135 Ibid. Fojas 79. 

136 Ibíd. 

137 Ibid. Fojas 80. 

138 Ibid. 

139 Informe 115/92 PACU, Análisis de opciones para el funcionamiento de PACU, de 23 de marzo de 1992, de 
consultor Supervisor MICT-PACU, Ramón Escobar Serra, a ministro de Industria, Comercio y Turismo, Fernando 
Campero Paz. Fojas 82. 

140 Ibid. 
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Finalmente, recomienda que la Opción 2, alquiler o transferencia a privados, debiera 
ser la primera alternativa; mientras que la Opción 5, remate, debería ser la última. En 
el marco de la Opción 2, el consultor establece un posible costo real de PACU, de $us 
3.213.721, como base de referencia para el alquiler o la transferencia, recomendando una 
tarifa de alquiler de $us 266.000 ano.^'^^ 

Ninguna de las opciones se materiaHzó y la planta no Uegó a operar; por tanto, se la 
registra como empresa interrumpida y cerrada. 

1.5.2.7. Empresa Nacional de Arroz (ENA) 

El arroz fue introducido en el país en los siglos XVI y XVIII (Ortiz y Soliz, 2007), princi¬ 
palmente en la zona oriental dei país, Uegando a ser parte de la dieta aümenticia de la po- 
blación boliviana. Las políticas estatales sobre el arroz se implementaron principalmente 
en la post Guerra dei Chaco, con el Plan Bohan de 1942 y el Estado dei 52; en esta última, 
se hicieron esfuerzos para crear entidades esencialmente para regular el comercio y los 
precios dei arroz en el mercado nacional. 

Por ejemplo, el Estado intervino en la comercialización dei arroz en 1960, a través de la creación 
dei Comité Nacional de Comercialización dei Arroz (CONCA, creado por DS 5670,23, diciem- 
bre, 1960), conformado por productores y autoridades gubernamentales, cuyo objetivo era fijar 
el precio dei cereal sobre la base de critérios de “uülidad aceptable”. Sin embargo, su duración fue 
efímera, desapareció en 1964. Luego, en 1968 se crea el Comité Nacional dei Arroz (CONAR), 
también con el propósito de regular los precios, pero como dependia de recursos de coopera- 
ción, dei PL-480, se cerró sin poder continuar con sus operaciones (Ortiz y Soliz, 2007: 22). 

En 1972, se creó la Empresa Nacional dei Arroz (ENA) “como entidad encargada de la 
Administración y Supervisión de los Silos a construirse en Buena Vista dei departamento de 
Santa Cruz, para el aknacenamiento y comercialización de arroz y otros cereales.” (DS 10394, 
31, julio, 1972), con préstamos financieros de la CAF y administrados por la CBF, encargada 
de la construcción e instalación de süos. El préstamo debía ser cubierto por la propia empresa 
con sus ingresos por concepto de aknacenamiento y comercialización en los süos. 

Como el arroz es un producto básico de la canasta familiar, entre los propósitos de la ENA 
— al igual que en los proyectos anteriores— también se planteaba regular los precios dei arroz y 
favorecer a los productores arroceros en el aknacenamiento, comercialización y exportación 
de excedentes, además de brindar incentivos a sus asociados en la adquisición de insumos. Sin 
embargo, no alcanzó los resultados esperados ya que no logró acopiar ni el 20% de la pro- 
ducción (Rapp. Cit. En: Ortiz y Sokz, 2007). Desde su creación, la ENA compró 72.911 TM, 
contando para eko con dos süos en Santa Cruz y aknacenes en el resto dei país (Sivüa. Cit. En; 
Ortiz y Sokz, 2007). Siguiendo a Sivüa, la empresa tuvo dificultades para la comerciakzación 
dei arroz que se fúe acumulando y afectando a la salud íinanciera empresarial. 


141 Ibíd. Fojas 67. 
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La ENA fue cerrada en 1987, aunque su cierre oficial fue recién el 19 de julio de 1989, 
mediante DS 22255, que dispone la disolución de la ENA . por no adecuarse ya a las ba¬ 
ses ni normas de la nueva poHtica económica dei país establecidas en los decretos supremos 
n.° 21060 de 29 de agosto de 1.985 y n.° 21660 de 10 de julio de 1.987” (art. 1). 

Asimismo, dispone entre otros que el responsable de la üquidación debe “procesar la 
transferencia dei pasivo correspondiente a los beneficios sociales dei personal de ENA, 
al Tesoro General de la Nación” (art. 2). 

1 . 5 . 3 . Resultados dei proceso de enajenación de empresas dependientes dei Ministério de 
Exportaciones y Competitividad Económica 

Para cerrar este acápite relativo a la enajenación de las empresas que dependían dei Ministé¬ 
rio de Exportaciones y Competitividad Económica —antes dei Ministério de Industria, Co¬ 
mercio y Turismo— se presenta el cuadro con los resultados dei proceso de enajenación. 

Cuadro 19. Resultados dei proceso de enajenación de empresas dei Ministério de 


Exportaciones y Competitividad Económica 


Cantidad de empresas 

Privatizadas 

Cerradas 

públicas 

Vendidas 

Interrum- pidas 

Antes de la Ley de Privat. 

Por efecto de la privat. 

15 

8 

1 

1 

5 

100% 

53 

6,6% 

6,6% 

33,3% 


Enajenada 


Fuente: CEMIPyC, 2018. 


Como efecto dei proceso de enajenación de empresas dei Ministério de Exportacio¬ 
nes y Competitividad Económica, el 100% fueron enajenadas (vendidas y cerradas). 

1 . 6 . Empresas dependientes dei Ministério de Finanzas 

Las empresas dependientes dei Ministério de Finanzas comprendían unidades dedicadas 
al servido de comercio exterior, al servido de procesamiento de datos y al servido de 
intermediación financiera, cuyos domicilios legales estaban ubicados principalmente en 
la ciudad de La Paz, conforme al siguiente detaUe; 
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Cuadro 20. Empresas dependientes dei Ministério de Finanzas 


iLl O 



Ubicación | 

N. 

Empresa 

Sector económico 

Departamento 

Município 

1 

Administración Autónoma de Almacenes Aduaneros (AADAA) 

Multiservicios 

La Paz 

La Paz* 

2 

Centro Nacional de Computación (Cenaco) 

Educación, ciência y 
tecnologia 

La Paz 

La Paz* 

3 

Frigorífico Los Andes 

Alimentos 

La Paz 

El Alto 

4 

Banco Agrícola de Bolivia (BAB) 

Financiero 

La Paz 

La Paz* 

5 

Banco Minero (Bamin) 

Financiero 

La Paz 

La Paz* 

6 

Banco dei Estado (Banest) 

Financiero 

La Paz 

La Paz* 

7 

BancodelaViviendaSAM 

Financiero 

La Paz 

La Paz* 


*Empresas que tenían un alcance nacional o abarcaban más de un município, por lo que se registra el município donde estaba su sede principal. 

Fuente: CEMIPyC, 2018. 

1.6.1. Empresa privatizada 

1.6.1.1. Administración Autónoma de Almacenes Aduaneros (AADAA) 

Ante la falta de almacenes e instalaciones adecuadas para la atención dei movimiento dei 
comercio exterior, mediante Decreto Ley 7230, de 30 de junio de 1965, se crea la Adminis¬ 
tración Autónoma de Almacenes Aduaneros (AADAA), con sede en la ciudad de El Alto, 
departamento de La Paz, “...como una autoridad especializada de derecho público, con 
personería jurídica propia y autónoma económica y financiera” (art. 1). AADAA “.. .tiene 
la finaUdad de recibir, aknacenar y entregar toda la mercadería internacional importada o 
por exportar, tanto de personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras y públicas o 
privadas” (art. 2), y “cooperar con la organización aduanera boliviana en la clasiíicación, 
aforo y despacho de las importaciones y exportaciones dei país que se reaHcen por vía aérea, 
carretera o ferroviária” (art. 3). Según el Decreto Ley de creación, el Directorio de AADAA 
estaba conformado por representantes de entidades públicas y privadas. 

Por el Sector Público; 

Un representante dei Ministério de Hacienda 
Un representante dei Ministério de Economia Nacional 
Un representante dei Banco Central de Bohvia 
Por el Sector Privado; 

Un representante de la Câmara Nacional de Industrias 
Un representante de la Câmara Nacional de Comercio 

Un representante de la Câmara de Agentes Despachadores de Aduanas (art. 4). 

Posteriormente, a esta entidad se le asignan mayores responsabilidades. Mediante DS 
8866, de 28 de juho de 1969, las “funciones de las Agencias Aduaneras oficiales que ac- 
tualmente operan en los puertos y lugares de trânsito de mercaderías de y para Bohvia, 
pasan a ser responsabihdad” de AADAA, quedando excluidas otras entidades púbhcas o 
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privadas de ejercer idênticas o similares funciones (art. 1), salvo Comibol. Por disposición 
dei mismo decreto, se suprimen . .las agencias despachadoras de Aduanas que las enti¬ 
dades estatales y paraestatales dei país mantienen en los puertos y lugares de trânsito de 
mercaderías de y para BoHvia, cuyas funciones se transfieren” a AADAA. 

El DS 8968, de 27 de octubre de 1969, autoriza a la Administración Autónoma de 
Almacenes Aduaneros, “...la iniciación oficial de sus operaciones conforme a las previ- 
siones dei Decreto Supremo de su creación” (art. 1). 

El gobierno de Jaime Paz, mediante DS 22407, de 11 de enero de 1990, establece que 
el Estado ingrese en un proceso de reestructuración de sus instituciones, siendo el sistema 
aduanero uno de sus proyectos prioritários. Posteriormente, mediante DS 23098, de 19 de 
marzo de 1992, determina la reestructuración dei sistema aduanero, a través de “La privati- 
zación parcial de la gestión aduanera a través de la participación de la iniciativa privada en el 
procesamiento de documentos de importación, exportación y otras operaciones aduaneras 
a Uevarse a cabo en los recintos aduaneros definidos en este decreto...” (art. 20, inc. a). 
Consiguientemente, los recintos aduaneros de AADAA fueron concesionados a empresas 
privadas, quedando en manos de AADAA las funciones de inspección y fiscaUzación de las 
labores desarroUadas por la administración privada de los recintos aduaneros. 

El gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada dispone, mediante DS 24434, de 12 de 
diciembre de 1996, la extinción de AADAA y la creación de la Administración de Ser- 
vicios Portuários Bolivia (ASP-B), en sustitución de AADAA, para ejecutar políticas de 
desarroUo portuário y comercio exterior, bajo tuición dei Ministério de Hacienda. 

[AADAA] procederá a su liquidación, dentro los ochenta dias de la vigência dei presente decreto 
supremo, debiendo transferir la totaüdad de sus activos y pasivos a ASP-B... El fondo de opera¬ 
ciones de AADAA será transferido íntegramente a la nueva entidad. AADAA deberá transferir 
sus cuentas por cobrar en caüdad de activos a la ASP-B, en el momento de inicio de actividades 
de esta última; empresa que tendrá suficiente personaüdad jurídica para efectuar el cobro de di- 
chas cuentas... AADAA debe liquidar en el mismo plazo su actual personal... (art. 13). 

El gobierno de Hugo Banzer, mediante DS 25136, de 24 de agosto de 1998, otorga a 
la ASP-B, la caüdad de entidad púbüca descentraüzada, sin fines de lucro, con autonomia 
de gestión técnica, administrativa y financiera, personaüdad jurídica y patrimônio propios 
(art. 1), bajo tuición dei Ministério de Comercio Exterior e Inversión (art. 2), para cumpür 
las siguientes atribuciones; 

1. Ser la entidad estatal oficial acreditada por el Gobierno boüviano en los puertos y luga¬ 
res habüitados y por habüitarse, para el trânsito de mercaderías de y bacia Boüvia. 

2. Ejercer la potestad que tiene el Estado boüviano en los puertos habilitados para el trânsito 
de mercaderías de y para Boüvia, coordinando, planificando, controlando y fiscaüzando las 
operaciones de comercio exterior, conforme a las normas jurícücas vigentes. 

3. Ejecutar la poütica dei Gobierno nacional sobre desarroUo portuário y comercio ex¬ 
terior (art. 3). 
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Esta empresa fue enajenada bajo la modalidad de concesión durante el gobierno de 
Jaime Paz Zamora; posteriormente, durante el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada 
fue extinguida, conformándose otra entidad pública. 

1.6.3. Empresas cerradas 

1.6.3.1. Centro Nacional de Computación (Cenaco) 

Considerando que es “.. .necesario agilizar las operaciones de la administración fiscal y 
dei sistema financiero, mediante el oportuno procesamiento de datos”, y que “.. .la toma 
de decisiones de la política económica requiere de una sistemática y pronta elaboración 
de informaciones estadísticas” (DS 09427, Considerandos), durante el gobierno de Juan 
José Torres, se crea dei Centro Nacional de Computación (Cenaco) “con carácter de em¬ 
presa pública dentro dei sector finanzas, el que gozará de personería jurídica, autonomia 
administrativa y capital independiente” (DS 09427, 27/10/1970, art. 1). El objetivo de 
su creación fue “proporcionar servicios de procesamiento de datos y anáHsis de sistemas 
a las entidades dei sector púbico en forma prioritária y a las dei sector privado cuando 
su capacidad lo permita” (art. 3). Además de prestar servicios informáticos a entidades 
públicas, Cenaco prestaba servicios de ensenanza y capacitación en informática. 

El DS 09957 dei 22 de octubre de 1971 dispone que, a partir de la fecha, Cenaco depende 
directamente de la Presidência de la República (art. 1). Su Directorio estará conformado por; 

a) Un delegado dei presidente de la República, quien actuará como presidente dei Direc¬ 
torio; 

b) Un representante dei Ministério de Finanzas, quien actuará como vicepresidente dei 
Directorio; 

c) Un representante dei Ministério de Planificación y Coordinación; 

d) Un representante dei Ministério dei Interior; 

e) Un representante por el Consejo Consultivo de Cenaco; 

f) Un representante dei Banco Central de Bohvia; 

g) Un gerente general que actuará como secretario dei Directorio (art. 9). 

Posteriormente, mediante DS 11514, de 10 de junio de 1974, se adjudica la cons- 
trucción dei edificio para uso dei Centro Nacional de Computación y de la Contraloría 
General de la República. La adjudicación es en favor de la Empresa Ingeniería Civil y 
Arquitectura (INARC), por la suma de $b. 30.517.446.21 (art. 1). 

Posteriormente, para la provisión de equipos de computación y registro de datos en 
favor de Cenaco, se promulga el DS 11646, de 19 de juho de 1974, que aprueba. 
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... la adjudicación efectuada por la Junta de Almonedas dei Centro Nacional de Computación 
en fecha 30 de mayo de 1974, en favor de las companías COASIN BoHvia SRL para la provi- 
sión de un sistema DECsystem 1060-H para el Centro de La Paz y un sistema PDP 11/45 para 
Cochabamba a un costo de... $us 2.115.715; OLIVETTI Argentina SACI, para la provisión de 
un sistema de Registro de Datos, a un costo de... $us 375.327, totalizando... $us 2.491.042, a 
pagarse con fondos provenientes dei Tesoro General de la Nación (art. 1). 

Posteriormente, para la provisión de material de informática, se promulga el DS 13188, 
de 12 de diciembre de 1975, que aprueba “...la adjudicación efectuada por la Junta de 
Almonedas dei Centro Nacional de Computación, en fecha 28 de octubre de 1975... por 
un total $b. 9.439.911,65” (art. 1). El DS 13432, de 22 de marzo de 1976, aprueba la ad- 
quisición de un controlador de discpack e interfaces, poria suma de $b. 712.240.24 (art. 1). 
El DS 20912, de 10 de julio de 1985, aprueba la adjudicación de equipos de computación, 
incluidos el software de aphcación necesario, por la suma total de $us 1.806.040 (art. 1). 

Finalmente, durante elgobierno de Jaime Paz, estando Luis Ossio Sanjinés como presiden¬ 
te interino de la República, se dispone la disolución de Cenaco en los siguientes términos; 

1. Todos los activos y pasivos dei Centro Nacional de Computación serán transferidos al 

Tesoro General de la Nación previa evaluación y verificación de auditoria externa que 
incluya aspectos administrativos, contables y operativos. 

2. El Tesoro General de la Nación transferirá los activos dei Centro Nacional de Compu¬ 

tación a las diversas entidades públicas, con cargo a sus respectivos presupuestos (DS 
23577, 30/07/1993, art. 1). 

Cenaco dejó de operar, por lo que en la presente investigación se la registra como 
empresa pública cerrada. 

1.6.3.2. Banco Agrícola de Bolívia (BAB) 

El Banco Agrícola de BoHvia fue creado por Decreto Supremo dei 11 de febrero de 1942, 
elevado a rango de Ley el 10 de cHciembre de 1943, como entidad de crédito especiaHzado 
para el fomento agropecuário dei país. Como efecto de la Revolución de 1952, el BAB 
fue reorganizado por DS 03839, de 23 de septiembre de 1954, con la íinaHdad de que 
contribuya a la implementación de la Reforma Agraria. 

Como efecto de la poHtica neoHberal inaugurada en 1985, este Banco fue cerrado por 
el gobierno de Jaime Paz, mecHante DS 22861, de 15 de juHo de 1991. La expHcación dei 
cierre de este banco se encuentra en el Capítulo 11, en el que se expHca la importância 
que tuvo la banca de fomento en el financiamiento de actividades empresariales púbHcas 
y privadas, y en el desarroUo dei aparato productivo y de servidos dei país. 
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1.6.3.3. Banco Minero (Bamin) 

El Banco Minero de Bolivia fue creado en 1936, a objeto de; a) promover y fomentar, 
financiera y técnicamente, el desarroUo de la minería y las actividades minero metalúr¬ 
gicas, dando prioridad a la minería chica y cooperativizada; b) comercializar interna y 
externamente la producción de minerales dei país, y c) crear almacenes de abastecimiento 
de herramientas, maquinarias, equipo y artículos de mayor consumo de las minas, a íin 
de obtener costos fijos de producción y abastecimiento de las pulperías en beneficio de 
los trabajadores. 

Como efecto de la política neoHberal, este banco fue cerrado por el gobierno de Jaime 
Paz, mediante DS 22862, de 15 de julio de 1991. La expHcación dei cierre de este banco 
se encuentra en el Capítulo 11. 

1.6.3.4. Banco dei Estado (Banest) 

El Banco dei Estado fue fundado en 1970, con la finaHdad de prestar apoyo financiero 
a las actividades productivas dei sector público y privado, y jugó un papel importante en 
la ejecución de las políticas económicas dei Estado dei 52, que era un Estado productor, 
empleador y financiador de iniciativas públicas y privadas. 

Este banco fue cerrado por el gobierno de Jaime Paz, mediante DS 22864 dei 15 de 
juHo de 1991. La expHcación dei cierre de este banco se encuentra en el Capítulo 11. 

1.6.3.5. Banco de la Vivienda SAM 

El Banco de la Vivienda SAM fue creado mediante DS 11308, de 23 de enero de 1974, 
con la finalidad de prestar apoyo financiero al problema habitacional y de infraestructura 
urbana; “.. .eUo incluye, construcción de viviendas y dotación de agua potable y alcanta- 
riUado, así como incentivar y financiar la industria de materiales de construcción a las co¬ 
munidades urbanas y rurales en todo el país” (BCB, 1979). Su capital estaba conformado 
por aportes dei sector público en un 51% y por el sector privado en un 49%. 

Su cierre fue dispuesto por el gobierno de Víctor Paz, mediante DS 21660 de 10 de 
juho de 1987. La expHcación dei cierre de este banco se encuentra en el Capítulo 11. 

1.6.4 Empresa desestimada 

1.6.4.1. Frigorífico Los Andes (Friandes) 

En mayo de 1963, la Corporación BoHviana de Fomento otorgó un préstamo de $us 
130.000 en favor dei Frigorífico Los Andes SA (Friandes SA), de recursos financiados 
por el Banco Interamericano de DesarroUo. En 1974, ante compromisos no cumpHdos 
por Friandes SA con la CBF, la Sub-Contraloría General de la RepúbHca remató los bie- 
nes de esa empresa, y “ante la falta de postores interesados en el remate, la adjudicación 
judicial de los bienes subastados fue directamente en favor de la Ex-CBF”, el terreno y 
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sus instalaciones industriales, maquinaria y equipo (Le Groupe, 1992; 5). La transferencia 
se cerró mediante Escritura Pública n.° 100, de 20 de febrero de 1974, y registrada en 
Derechos Reales dei departamento de La Paz, el 18 de marzo de 1974. 

Posteriormente, por disposición dei DS 21060, de 29 de agosto de 1985, se disolvió la 
CBF y sus activos pasaron a las corporaciones regionales de desarroUo; en este caso, los 
activos de Friandes pasaron a Cordepaz. Sin embargo, la “suscripción de los documentos 
de transferencia dei Frigorífico Los Andes nunca se concreto” (Le Groupe, 1992; 6). 

A diciembre de 1989, el valor de activos de la empresa era de $us 1.231.850, conforme 
al siguiente detaUe; 


Cuadro 21. Valuación de activos de Friandes (Dic. 1989) 



Fuente: Le Groupe, 1992. 

Posteriormente, por disposición dei DS 22836, de 14 de julio de 1991, el frigorífico es 
incluído en la Hsta de empresas de las corporaciones regionales de desarroUo a ser trans¬ 
feridas o disueltas. En ese contexto, 

Cordepaz solicito a la Unidad de Gquidación de la Ex-CBF dei Ministério de Finanzas, se 
haga cargo en forma directa de las acciones necesarias para la privatización dei mencionado 
frigorífico. En respuesta a la solicitud de Cordepaz, dicha Unidad, manifestó su conformidad 
con la mencionada solicitud (Le Groupe, 1992). 

En consideración a todo eUo, el TGN oficia como propietario dei frigorífico a efectos 
de su eventual privatización. 

A juUo de 1992, el valor de activos de Friandes, fue el siguiente; 


Cuadro 22. Valuación de activos de Friandes (Jul. 1992) 


1 Rubros 

Valor actual($us) | 

Terrenos 

605.705 

Edifícios yestructuras 

258.914 

Maquinaria, equipo e instalaciones 

159.800 

Existências en almacén 

6.250 

Total valuado 

1.030.669 


Fuente: Le Groupe, 1992. 
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La consultora Le Groupe SM International Inc., encargada de evaluar y disenar la 
estratégia de privatización de Friandes, destaca algunos aspectos a tomar en cuenta para 
su privatización; 

a) La superfície de terreno inicial de Friandes era de 60.930,00 m2; pero a causa de 
procesos judiciales (remates ganados por particulares, transferencia de lotes a favor 
de IBHASA y el Servido Nacional de Caminos, y usucapiones), la superfície quedó 
disminuida, hacia 1992, a 46.592,66 m2. 

b) El estado dei equipamiento y de la câmara de frio no estaban en buenas condiciones 
por su antigüedad. Las edifícaciones no resultaban atractivas para su venta, mientras 
que los terrenos sí, por su ubicación para uso habitacional y comercial. 

c) El frigorífíco es un matadero que está en área urbana, contraviniendo normas munici- 
pales que prohíben el funcionamiento de mataderos dentro de áreas urbanas, al igual 
que normas nacionales ambientales. 

d) Las deudas impositivas que quedaron bajo responsabihdad dei TGN. 

e) La ocupación de una parte de los terrenos por particulares. 

Respecto de las deudas, Le Groupe senala algunas alternativas de solución; al ser el 
TGN el propietario de Friandes, 

Podría ser que el T.G.N. pague los impuestos adeudados antes de dar inicio a la venta de los ac- 
tivos dei frigorífico; o de otra manera, se podrá acordar que con parte dei producto de la venta 
de los activos, se paguen esos impuestos. Esta definición deberá ser adoptada y gestionada por 
la CEEP (Le Groupe, 1992: 18). 

Con relación a las ocupaciones ilegales de terreno de Friandes, plantea lo siguiente; 
“Respecto de la ocupación de hecho por parte de personas que se haUan en posesión de 
parte de los terrenos de Friandes, corresponde al T.G.N. la verifícación de esta situación, 
y la realización de los trâmites de desalojo” (Le Groupe, 1992). 

Posteriormente, por disposición dei DS 23357, de 11 de diciembre de 1992, se autoriza 
al Ministério de Finanzas transferir la infraestructura y los bienes pertenecientes a Friandes 
en favor de la Alcaldía de El Alto (art. 1). Asimismo, se dispone la entrega de la documen- 
tación correspondiente de Friandes a la Alcaldía de El Alto, “.. .a fín de que esta pueda for¬ 
malizar, perfeccionar y consolidar su derecho propietario sobre el indicado bien” (art. 2). 

En ese marco, se reahzan reuniones entre autoridades dei Ministério de Planeamiento 
y Coordinación, dei Ministério de Finanzas y de la Alcaldía de El Alto, para tratar de 
resolver los problemas legales y técnicos relativos a activos de la CBF que no pertenecen 
a Friandes, pero que están en prédios de Friandes, disposición de activos, deudas de la 
Alcaldía de El Alto al Ministério de Finanzas por concepto de alquileres de Friandes, y 
transferencias y ocupaciones ilegales de terrenos ocupados por particulares. 

El frigorífico actualmente función como matadero municipal. 
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1.6.5. Resultados dei proceso de enajenación de empresas dependientes dei Ministério de 
Finanzas 

A continuación, se detalla el destino de las empresas públicas dei Ministério de Finanzas; 


Cuadro 23. Resultados dei proceso de enajenación de empresas de Ministério de Finanzas 


Cantidad de 
empresas 
públicas 

Privatizada 

Cerradas 

Desestimada 

Entrega de derechos 

Antes de la Ley de 
Privat. 

Por efecto de la 
privatiz. 

Transferencia a otra entidad 
pública 

7 

1 

2 

3 

1 

100% 

14,3% 

28,4% 

43% 

14,3% 



Enajenada 


No enajenada 


Fuente: CEMIPyC, 2018. 


Como efecto dei proceso de enajenación de empresas dei Ministério de Finanzas, el 
85,7% de estas fueron enajenadas (privatizadas y cerradas); el 14,3% se transíirió a otra 
entidad pública. 

1.7. Empresas dependientes dei Ministério de Informaciones 

Las empresas que dependían de este Ministério eran tres, cuya ubicación por sector y 
lugar es la siguiente; 


Cuadro 24. Empresas dependientes dei Ministério de Informaciones 


hl 0 



Ubicación 

N. 

Empresa 

Sector económico 

Departamento 

Município 

1 

Editorial dei Estado 

Industria dei papel 

La Paz 

La Paz 

2 

Radio lilimani 

Comunicación 

La Paz 

La Paz* 

3 

Empresa Nacional deTelevisión Boliviana (ENTB) 

Comunicación 

La Paz 

La Paz* 


*Empresas que tenían un alcance nacional 0 abarcaban más de un município, por lo que se registra el município donde estaba su sede principal. 
Fuente: CEMIPyC, 2018. 


1.7.1. Empresa vendida 

1.7.1.1. Editorial dei Estado 

Esta empresa se creó mediante Ley de 12 de Noviembre de 1938. Esta Ley autorizó realizar 
un empréstito interno de un miUón quinientos mil bolivianos, con destino a la adquisición 
y sostenimiento de una editorial dei Estado. Asimismo, establecía que, “El Tesoro de la 
Nación abrirá una cuenta especial en el Banco Central de BoHvia, depositando en eUa los 
saldos actuales y, a partir de 1939, el monto global de las partidas presupuestarias destinadas 
a gastos de imprenta y publicaciones, para servir la amortización e intereses dei empréstito” 
(art 4). “Las utilidades de la Editorial dei Estado se invertirán, en un 70%, en la amortización 
dei capital y el sobrante en beneficio técnico e industrial de la misma empresa” (art 5). 
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El objetivo de su creación fue para imprimir todas las publicaciones oficiales, me¬ 
mórias ministeriales, mensajes presidenciales, redactores camarales, anuarios y otros. 
Además, publicar libros de autores bolivianos, editar y reeditar obras y publicaciones de 
propaganda de interés nacional. 

En la gestión gubernamental de Jaime Paz, la Editorial dei Estado fue vendida el 30 de 
julio de 1993, en $us 15.500, a una sociedad accidental conformada por los trabajadores 
de la empresa. La transferencia no contemplo el bien inmueble.^'^^ 

1.7.2. Empresas con continuidad institucional 
1.7.2.1. Radio Illimani 

La radio lUimani se creó en 1932 y se inauguro oficialmente el 15 de juHo de 1933. El 
costo de instalación fue de $b. 12.784. Los objetivos de su creación fueron; 

1. Organizar un completo servicio de propaganda radiotelefónica para el exterior. 

2. Establecer propaganda apropiada en el interior, junto con un servicio comercial y familiar. 

3. Ponerse en contacto con la raza indígena, ya sea aymará o quechua, en su propio idioma, 
organizando conferencias y ensenanzas apropiadas que serán amenizadas con variados progra¬ 
mas musicales (Duchen y de la Quintana. 1986: 1). 

Algunas de las características técnicas de la radio lUimani: 

Radio Corporation of America, construyó los equipos de las estaciones CP4 y CP5... Cada una 
de las torres... media cien metros de altura, con un peso de veinte toneladas, su armazón era de 
acero, y estaban asentadas sobre aisladores de porcelana, los que a su vez, descansaban sobre cuatro 
sólidos basamentos de concreto, con un peso de veinte toneladas cada uno, lo que permitia que las 
torres conservaran su estabibdad a toda prueba (Duchen y de la Quintana, 1986: 4). 

“Gracias a sus poderosos equipos, se convertia en una de las de mayor alcance dei con¬ 
tinente Sud Americano” (Duchen y de la Quintana, 1986; 3). La onda media de la radio se 
Uegó a escuchar “.. .en todo Sud América y ha Uegado a escucharse hasta en los Estados 
Unidos, Nueva Zelandia, Suécia, Canadá. En muchos países vecinos, CP4 Uega con tal po¬ 
tência que iguala a las radiodifusoras locales” (Ibíd.; 4). Asimismo, “sus transmisiones (en 
onda corta) se reciben en los Estados Unidos, Inglaterra, Japón, Espana, Nueva Zelandia, 
Canadá, Centro América, México, Sud África, índia Portuguesa...” (Ibíd.; 4). 

Durante la guerra dei Chaco, la radio lUimani (CP4 CP5) se constituyó en un instru¬ 
mento dei Centro de Propaganda y Defensa Nacional dei Gobierno boUviano, y en un 
medio al servicio de la defensa de los intereses dei país, convirtiéndose en una radiodi- 
fusora de gran alcance nacional de las informaciones relacionadas con las acciones dei 
conflicto y la neutraUzación de la propaganda paraguaya. 

142 Informe de Gestión de Enrique Quiroz Jordán, Asesor Jundico de la Unidad de Reordenamiento, dirigida a Elvira 
Lupo de Velarde, Directora Ejecutiva de la Unidad de Reordenamiento. La Paz, 27 de mayo de 1995. 
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Durante el gobierno de Daniel Salamanca (1931-1934), por Resolución de 12 de Marzo 
de 1934, el Centro de Propaganda y Defensa Nacional transfirió los emisores CP4 y CP5 a la 
Companía Radio-Boliviana que era una empresa privada (Ibíd.; 1). 

Sin embargo, en febrero de 1936, se suspendieron las transmisiones de 
las estaciones CP4 y CP5 por el lapso de un mes con el objeto de reestructu- 
rar la radio, ya que la prensa nacional bacia críticas a la programación y los pe¬ 
riodistas dejaron de prestar sus servicios en este medio de comunicación social. 
“Los factores económicos que durante 1937, dieron lugar a la primera huelga dei perso- 
nal de Radio lUimani que exigia una bonificación especial por sus tareas fue otro de los 
factores para cortar las emisiones” (Ibíd.; 5). 

Frente a eUo, el gobierno de David Toro (1936-1937), a través de un decreto supremo, 
emitido el 7 de mayo de 1937, expropió en beneficio dei Estado a la Companía Radio 
Bobviana la emisora lUimani, bajo tres planteamientos; 

Que la Radio Boliviana no ha cumpHdo sus compromisos adquiridos en virtud de contratos 
vigentes; que la capacidad económica de la empresa no responde a la atención de sus nece- 
sidades y, finalmente, que las instalaciones y servicios de la companía son instrumentos de 
propiedad pública (Ibíd.: 5). 

A partir de entonces, radio lUimani pasó a depender totalmente dei Estado boUviano. 
En 1997, radio lUimani está bajo dependencia dei Ministério de la Presidência (Reglamen- 
to a la Ley de Organización dei Poder Ejecutivo, DS 24855 dei 22 de septiembre de 1997). 
Actualmente es Red Patria Nueva. 

1.7.2.2. Empresa Nacional de Televisión Boliviana (ENTB) 

Con la promulgación dei Decreto Ley 7345, dei 5 de octubre de 1965, se creó la Dirección de 
Prensa e Informaciones y la Dirección de RacUo y Televisión. El Decreto Ley 7454, dei 22 de 
cUciembre de 1965, cUspuso que el servido de televisión estuviese al servicio dei Estado boU¬ 
viano. “En juUo de 1968 comenzaron las transmisiones experimentales, sin continuidad y que 
solo cubrían algunas zonas de la ciudad de La Paz. Funcionaba con la personaUdad jurícUca de 
Empresa Radio Televisión BoUviana (RTB)” (DS 08395,19 de junio de 1968). OficiaUnen- 
te, fue creada el 31 de agosto de 1969, durante el gobierno de Luis Adolfo Sües SaUnas. 

En 1977, mecUante Decreto Ley 14642, dei 3 de junio de 1977, la empresa fue reorga¬ 
nizada, determinándose, entre otros, “su naturaleza, domicilio y estructura orgânica, con el 
objetivo principal de elevar el nivel cultural y educativo dei pueblo boUviano, en especial de 
la juventud y ninez, además de orientar a la opinión púbUca sobre los grandes ideales de la 
nación boUviana” (DS 0074,15 de abrü de 2009). Este mismo decreto supremo cUagnosticó 
que desde su creación, la empresa de televisión “ha sufrido constantes mocUficaciones tanto 


143 http://www.fmbolivia.com.bo/noticiai 1613-la-empresa-nacional-de-television-boliviana-entb-quiebra-por-perdicias- 
y-el-gobierno-lanza-bolivia.html 
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en su estructura como en su organización, situación que ha impedido una operación eficaz 
y eficiente para cumplir los principales objetivos de su creación, constituyéndose en una 
entidad al servicio de intereses ajenos..(DS 0074, dei 15 de abril de 2009). 

En 1997, ENTB está bajo dependencia dei Ministério de la Presidência (Reglamento 
a la Ley de Organización dei Poder Ejecutivo, DS 24855, 22 de septiembre de 1997). 

El manejo administrativo y financiero de la empresa realizado por los gobiernos neoh- 
berales (1985-2005), que se centró fundamentalmente en hacer de este medio un aparato 
de propaganda gubernamental, Uevó a su hquidación el ano 2009. 

Actualmente es la empresa Bohvia TV (BTV). 

1.7.3. Resultados dei proceso de enajenación de empresas dependientes de Ministério de 
Informaciones 

Para cerrar este acápite, se presenta un cuadro sobre los resultados dei proceso de enaje¬ 
nación de empresas. 


Cuadro 25. Resultados dei proceso de enajenación de empresas dei Ministério de Informaciones 


Cantidad de empresas públicas 

Privatizadas 

Continuidad institucional 

3 

1 

2 

100 % 

33,4% 

66 ,6% 


Enajenada 

No enajenada 


Fuente: CEMIPyC, 2018. 


Como efecto dei proceso de enajenación de empresas dei Ministério de Informacio- 
nes, el 33,4% fue privatizado; el 66,6% se mantuvo con continuidad institucional. 

1 . 8 . Empresa dependiente dei Ministério de Desarrollo Económico 
I.8.I. Servicio Nacional de Registro y Comercio (Senarec) 

La ubicación por sector y lugar de esta empresa es la siguiente; 


Cuadro 26. Empresa dependiente dei Ministério de Desarrollo Económico 





Ubicación 

N. 

Empresa 

Sector económico 

Departamento 

Município 

1 

Servicio Nacional de Registro y Comercio (Senarec) 

Registro de comercio 

La Paz 

La Paz* 


*Empresa que tenía un alcance nacional 0 abarcaba más de un município, por lo que se registra el município donde estaba su sede principal. 
Fuente: CEMIPyC, 2018. 


Con anterioridad, entre los archivos de registros públicos, estaba el Registro de Comer¬ 
cio y Sociedades por Acciones (Recsa), bajo dependencia dei Ministério de Desarrollo Eco¬ 
nómico y dei Viceministerio de Industria y Comercio Interno. Sobre esta base institucional, 
en 1997, se crea el Servicio Nacional de Registro y Comercio (Senarec) mediante Ley 1788 
de Organización dei Poder Ejecutivo, dei 16 de septiembre de 1997. 
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Posteiiormente, mediante DS 25160, dei 4 de septiembre de 1998, se organiza el fun- 
cionamiento dei Servido Nadonal de Registro y Comerdo (Senarec), con independenda de 
gestión administrativa, técnica y legal. Su misión institucional era; la administración integral dei 
Registro de Comercio, de conformidad a la legislación mercantil vigente, en el marco de los 
principios de buena fe, süencio administrativo positivo y la simpHficación de procedimientos 
y pubücación de los mismos, con el objetivo de garantizar y dar seguridad jurídica a quienes 
se dedican a desarroUar actividades comerciales en el país (art. 3). Conforme a dicho decreto 
supremo, las principales atribuciones dei Senarec eran las siguientes; 

Otorgar y renovar matrícula a las personas naturales y jurídicas que se dediquen a la actividad 
comercial. 

Inscribk los actos, contratos y documentos comerciales, con inclusión de los contratos de riesgo 
compartido (joint ventures), de acuerdo a las previsiones dei artículo 29 dei Código de Comercio. 
Formular normas técnicas de registro y control, en el âmbito de su competência. 

Formular y mantener actualizados los manuales de funciones, procedimientos y dei usuário. 
Imponer sanciones en los casos en que se ejerza el comercio sin la previa matriculación o se 
omita la inscripción de los actos o documentos para los que la ley establece esta formaMad. 
Rechazar las soUcitudes de matriculación o inscripción cuando éstas no cumplan con los re¬ 
quisitos legales exigidos. 

Aprobar los estatutos, modificaciones, Uquidación, disolución, transformación y fusión de las so¬ 
ciedades por acciones, con arreglo a lo senalado por el Artículo 444 dei Código de Comercio. 
Autorizar el registro de las sociedades por acciones legalmente constituídas, y ejercer el control 
sobre las mismas, con excepción de las entidades financieras y de seguros (art. 8. DS 25160, 
4/09/1998). 

A poco tiempo, durante el gobierno de Hugo Banzer y Jorge Quiroga (1997-2002), 
mediante Ley 2064 de Reactivación Económica, dei 3 de abril de 2000, se toma la deci- 
sión de transferir la administración dei Senarec al sector privado. El art. 64 de dicha ley 
senala; “El Poder Ejecutivo queda autorizado a licitar, adjudicar, suscribir y contratar ser- 
vicios con personas colectivas de derecho privado con o sin fines de lucro, para realizar 
las labores de administración... dei Servicio Nacional de Registro de Comercio...” 

El DS 25960, dei 21 de octubre de 2000, reglamenta el art. 64 de la Ley 2064; en ese 
orden, establece la forma de transferencia de las actividades dei Senarec al sector privado, 
determina las actividades que serán objeto de concesión, y senala el marco normativo y 
jurídico en que debe desenvolverse la empresa concesionaria. 

Luego, entre los considerandos dei DS 26150, se senala que, “.. .en Reunión n.° 11/01 
dei 29 de marzo de 2001 el Consejo Nacional de Política Económica (Conape) ha aproba- 
do la estratégia de transferencia de la administración de actividades dei Senarec al sector 
privado” (DS 26150). 

Posteriormente, mediante DS 26150, dei 12 de abril de 2001, se oficializa la hcitación 
pública para la concesión dei Senarec al sector privado. 


116 


EnAJENACIÓN de empresas DEL GOBIERNO NACIONAL 


El DS 26335, dei 29 de septiembre de 2001, otorga en concesión el servido público de 
registro de comercio al Consorcio para el Registro Mercantil, constituída por la Câmara Na¬ 
cional de Industrias, la Câmara Nacional de Comercio, la Câmara de Industria y Comercio 
de Santa Cruz y la Câmara de Constructores de Santa Cruz (art. I). “La concesión otorgada, 
tendrá carácter de exclusividad en todo el território de la República por 20 anos” (art. 2). 

Los archivos generados por la matriculación y registro de empresas dei Senarec fue- 
ron entregados a Fundempresa, creado el 10 de octubre de 2001, haciéndose cargo dei 
registro de comercio desde el 17 de junio de 2002. La estantería, computadoras y demás 
activos fijos dei archivo de Senarec pasaron al Servicio Nacional de Património dei Es¬ 
tado (Senape).’'^'^ 

1.8.2 Resultado dei proceso de enajenación de empresa dependiente dei Ministério de 
Desarrollo Económico 

Finalmente, se presenta el resultado de la enajenación de esta empresa; 


Cuadro 27. Resultado dei proceso de enajenación de empresa dei Ministério de Desarrollo Económico 



Privatizadas 

Cdntiddd d6 cmprcsãs públicss 

Entrega de derechos 

1 

1 

100 % 

100 % 


Enajenada 


Fuente: CEMIPyC, 2018. 


Como efecto dei proceso de enajenación de empresas de este Ministério, el 100% fue 
enajenado. 

1.9. Empresa dependiente dei Ministério de Asuntos Campesinos y 
Agropecuários 

1.9.1. Centro Pecuário Tiquina 

La ubicación por sector y lugar de esta empresa pública es la siguiente; 


Cuadro 28. Empresa dependiente dei Ministério de Desarrollo Rural 





Ubicación 

N. 

Empresa 

Sector económico 

Departamento 

Município 

1 

Centro Pecuário Tiquina 

Industria de alimentos 

La Paz 

San Pablo de Tiquina 


Fuente: CEMIPyC, 2018 


144 CENSO GUIA DE ARCHIVOS DE ESPANA E IBEROAMERICA. Ministério de Educación, Cultura y Deporte, 
Gobierno de Espana 2002. Disponible en: http:/ / censoarchivos.mcu.es/ CensoGuia/ archivodetail.htm? id=49398 
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Este centro fue creado mediante DS 20080, dei 13 de marzo de 1984, con personería 
jurídica, autonomia técnica y administrativa, bajó la tuición y supervisión dei Ministério 
de Asuntos Campesinos y Agropecuários.Esta iniciativa se creó ante el “déficit cre- 
ciente de proteínas de origen animal en la dieta aümenticia de la población boliviana y la 
falta de actividades rentadas para la misma” (DS 20080, 13/03/1984) y con la finalidad 
de aliviar en forma efectiva por medio dei aprovechamiento racional de los recursos pes- 
queros existentes en las tres cuencas hidrográficas dei país: cuenca Cerrada dei Altiplano, 
Amazonas y dei Plata, y lograr la elevación dei nivel de vida de los productores dei sector 
agropecuário, mediante proyectos que tiendan a incrementar sus ingresos, para lo cual se 
requiere otorgar nuevos recursos financieros y tecnológicos. 

El 16 de diciembre de 1985, los gobiernos de Bohvia y Japón suscribieron un convênio 
para la construcción de un Centro de DesarroUo Piscícola en la zona dei Lago Titicaca. 

El Centro de DesarroUo Pesquero... y la Misión Japonesa (JICA), luego de ampUa inves- 
tigadón individualizaron a Tiquina, sobre el lago Titicaca, como el lugar más apropiado, 
por la temperatura dei agua, densidad de oxigeno, ubicación, vinculación vial y otros 
factores técnicos favorables, lográndose la suscripción de un compromiso con vários cam¬ 
pesinos propietarios, para la compra directa de 13.583 metros cuadrados de terreno con 
la continuidad necesaria, a cuya adquisición se haUa estrictamente condicionada la coope- 
ración japonesa (DS 21203, 02/04/1986). 

Se autorizó al Centro Pesquero la compra directa de terrenos de los campesinos, de 
13.583 m^, por un monto de $us 6.000. Para el efecto, fue necesario realizar dos trâmites 
de expropiación de terrenos: uno, por 1.545 m^ (DS 21448, 21/11/1986); otro, por 7.200 
m2(DS 21618, 29/05/1987). 

Los objetivos dei centro eran: administrar, reglamentar y fiscalizar la conservación, 
desarroUo, aprovechamiento y comerciahzación de los recursos pesqueros dei país. 

A pesar de que este centro estaba incluído en la hsta de empresas y unidades a ser 
privatizadas, no fue enajenado, y se convirtió en un instituto de investigación y desarroUo. 
En 1995, por efecto de la Ley 1654 de DescentraUzación Administrativa, de 28 de juUo 
de 1995, se convierte en el Centro de Investigación y DesarroUo Piscícola dei Altiplano 
(CIDPA). Posterior mente, mediante DS 25800, dei 2 de junio de 2000, toma el nombre 
de Centro de Investigación y DesarroUo Acuícola BoUviano (CIDAB), “.. .institución 
púbUca descentraUzada, que asume funciones operativas especiaUzadas delegadas por el 
Ministério de Agricultura Ganadería y DesarroUo Rural, en el marco de la estructura 
dei Poder Ejecutivo” (DS 25800, art. 2). “Los activos físicos e intangibles registrados a 
nombre dei CIDPA y de la ex Dirección Ejecutiva Nacional dei Centro de DesarroUo 
Pesquero”, se transfieren al CIDAB (art. 26). 


145 Posteriormente pasó a depender dei Ministério de DesarroUo Económico. 
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1.9.2. Resultado dei proceso de enajenación de empresa dependiente dei Ministério de 
Asuntos Campesinos y Agropecuários 

Finalmente, se presenta el resultado de esta empresa pública; 


Cuadro 29. Resultados dei proceso de enajenación de empresas dei Ministério de Asuntos Campesinos y Agropecuários 


Cantidad de empresas públicas 

Desestimada 

Continuidad institucional 

1 

1 

100 % 

100 % 


Enajenada 


Fuente: CEMIPyC, 2018. 


El proceso de enajenación de la empresa de este Ministério no tuvo efectos, pues la 
empresa se mantuvo con continuidad institucional. 

i.io. Empresa dependiente dei Ministério de Gobierno 
i.io.i. Planta Elaboradora de Productos Lácteos Milka 

La ubicación por sector y lugar de esta empresa es la siguiente; 


Cuadro 30. Empresa dependiente dei Ministério de Gobierno 





Ubicación 

N. 

Empresa 

Sector económico 

Departamento 

Municipio 

1 

Planta Elaboradora de Productos Lácteos Milka 

Industria de alimentos 

Cochabamba 

Ivirgarzama 


Fuente: CEMIPyC, 2018. 


Esta empresa está ubicada en Ivirgarzama, municipio de Puerto ViUarroel, departamen¬ 
to de Cochabamba. La construcción de la planta se inició en 1990 y se inauguró el 29 de 
marzo de 1992. Su construcción se hizo con la colaboración de la iglesia Güead de Go¬ 
temburgo, con financiamiento dei Gobierno de Suécia, a través de Naciones Unidas para 
la Fiscalización Internacional de Drogas (UNDCP), Proyecto UNDCP AD/BOL/88/415 
DesarroUo Comunitário y Lechería Ivirgarzama-Chapare. El presupuesto total asignado al 
Proyecto ascendió a $us 2.300.000. “La Planta se creó en el marco de la poKtica nacional dei 
DesarroUo Alternativo, tratando de ser una respuesta de generación de empleo e ingreso al 
de la producción excedentaria de la boja de coca” (Torrico y KeUert, 1996; 1). 

En su primera fase, la planta estuvo administrada por la iglesia Gilead. Respecto de 
esta administración, se sostiene que, 

... la fábrica estuvo funcionando muy por debajo dei punto de equilibrio y, consecuentemente, 
acumuló considerables pérdidas. A finales de 1993 se decidió que ONUDI se encargaría de la ge¬ 
rencia de esta planta bajo el Proyecto AD/BOL/94/918 - 'Rehabiütación Planta Milka - Chapare', 
teniendo lugar la entrega efectiva de la misma a los técnicos de ONUDI {Organi^^ón de lasNaáones 
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Unidas para el Desarrollo Industrial) a finales de enero de 1994 (Torrico y KeUert, 1996: 2).^"^'’ 

Luego, la planta fue transferida a Fonadal.^"'’ En el marco de la poKtica de privatización, 
se efectuaron evaluaciones de la empresa. En 1996 contaba con 40 empleados, y sus activos 
tenían un valor de mercado de $us 1.089.549, de acuerdo al siguiente detaUe: 


Cuadro 31. Valorización consolidada de los activos de la planta 


DETALLE 

VALORIZACIÓN ($us) | 

Terrenos 

24.000,00 

Edificaciones 

262.268,00 

Mueblesyequipos de oficina 

34.919,00 

Maquinaria y equipo de producción 

461.368,00 

Equipo médico y de laboratorio 

5.263,00 

Sistema de canerías y mangueras 


Vehículos 

98.880,00 

Activo realizable 

184.186,00 

Otros activos 

18.665,00 

Activos intangibles 


Total 

1.089.549,00 


Fuente: Torrico y Kellert, 1996. 


En el marco de la política de privatización desarroUada por el gobierno de Gonzalo 
Sánchez de Lozada, el ministro de Gobierno, Carlos Sánchez Berzaín, autorizó a Fonadal 
ejecutar todas las acciones necesarias para la privatización de la unidad Milka (Res. Min. 
2791, 04/02/1997). 

Durante el gobierno de Hugo Banzer y Jorge Quiroga, el Consejo Nacional de Políti¬ 
ca Económica (Conape), mediante resolución de 22 de abril de 1999, dispuso la privatiza¬ 
ción de la planta Milka, dependiente de Fonadal (Ministério de Agricultura, Ganadería y 
Desarrollo Rural). El 4 de mayo de 1999, el Ministério de Comercio Exterior e Inversión, 
mediante Res. Min. 096/99, aprobó el Plan Específico y el Pkego de Condiciones para 
la Licitación de Milka. Sin embargo, la primera convocatoria fue declarada desierta, por 
lo que el 27 de octubre de 1999, el propio Ministério, mediante Res. Min. 232/99, auto¬ 
rizó una segunda convocatoria. La Comisión Cakficadora presentó su informe el 26 de 
noviembre de 1999, recomendando su adjudicación en favor de Ramiro Pol Córdova, en 
la suma de $us 211.779,99. La adjudicación fue aprobada mediante DS 25622, de 17 de 
diciembre de 1999. El mismo decreto supremo establecía que, “Los pasivos de la unidad 


146 Por su parte, Maurício Aira enjuicia que, “Dos afios después cuando todo marchaba sobre ruedas y los productores 
recibían el pago puntual por sus entregas de leche cruda, y la economia de la región empezó a recibir el beneficio de 
nuevo circulante fresco, siempre en aumento y las ventas comenzaron a ganar los mercados tanto de Santa Cruz como 
de Cochabamba, sucedió lo inesperado. Un comando de Umopar (PoHcía especializada en la erradicación y represión 
dei narcotráfico) se presentó en las instalaciones de Milka el 20 de enero de 1994 y conminó a los técnicos que 
operaban la planta, que en el término de 48 horas deberían abandonar BoHvia... (Maurício Aira: “Coca por productos 
lácteos”. En: Los Tiempos, 28/03/2007). 

147 Fonadal fue creado el 15 de juHo de 1991, mediante DS 22866. Inicialmente dependia dei Ministério de Gobierno; a 
partir de septiembre de 1997, dei Ministério de Agricultura, Ganadería y Desarrollo Rural. 
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económica deberán ser cancelados con los recursos de la venta” (art. 2). El contrato de 
transferencia de activos fue firmado el 29 de mayo de 2000. 

Para la privatización de Müka se efectuaron dos contratos de consultoria: uno, entre 
Oscar Arrien Sandoval, presidente dei Fondo Nacional de DesarroUo Regional, y la consul¬ 
tora Gabriela Torrico, por la suma de $us 6.930, firmado el 4 de marzo de 1996. Otro, entre 
Jorge Crespo Velasco, ministro de Comercio Exterior e Inversión, y Elvia KeUert Antezana, 
de la empresa Reingeniería Total Consultora SRL, por la suma de $us 3.423,81, firmado el 
16 de noviembre de 1998. Esta ultima consultoria subvaluó el valor de mercado de Müka, 
que en mayo de 1996 habia sido determinado en $us 1.089.549, a un precio de kquidación 
de tan solo $us 127.392, monto dado a conocer por Elvia KeUert Antezana, gerente general 
de Reingeniería Total Consultora SRL, mediante nota dirigida a Elvira Lupo de Velarde, 
directora ejecutiva de la Unidad de Reordenamiento, el 5 de octubre de 1999. 

I.I0.2. Resultado dei proceso de enajenación de empresa dependiente dei Ministério de 
Gobierno 

Finalmente, se presenta el resultado de la enajenación de esta empresa púbUca; 


Cuadro 32. Resultados dei proceso de enajenación de empresas dei Ministério de Gobierno 


Cantidad de empresas públicas 

Privatizadas 


Vendida 

1 

1 

100 % 

100 % 


Enajenada 


Fuente: CEMIPyC, 2018. 


Como efecto dei proceso de enajenación de empresas de este Ministério, el 100% fue 
enajenada bajo la figura de venta. 

i.ii. Empresa dependiente dei Ministério de Vivienda 

i.ii.i. Entidad Recaudadora y Administradora de Aportes para la Vivienda (Fonvis) 

La ubicación por sector y lugar de esta empresa es la siguiente: 


Cuadro 33. Empresa dependiente dei Ministério de Vivienda 





Ubicación | 

N. 

Empresa 

Sector económico 

Departamento 

Município 

1 

Entidad Recaudadora y Administradora de 
Aportes para la Vivienda (Fonvis) 

Serviciode 

construcción 

La Paz 

La Paz* 


*Empresa que tenía un alcance nacional o abarcaba más de un município, por lo que se registra el município donde estaba su sede principal. 
Fuente: CEMIPyC, 2018. 
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Con el propósito de “resolver el problema de alojamiento de los trabajadores, ten- 
diendo a proporcionar una vivienda propia y adecuada a cada trabajador”, el 30 de abril 
de 1956, por disposición dei DS 04385, se instituyó, 

... el Régimen de Vivienda Popular que constituye un servicio público de carácter social y 
obligatorio. Este régimen tiene por objeto, promover, dirigir y ejecutar la construcción de 
viviendas destinadas a los trabajadores, así como orientar la política tendiente a la solución dei 
problema de alojamiento de interés social (art. 1). 

Para la implementación técnica dei Régimen de Vivienda Popular, “...se crea el Ins¬ 
tituto Nacional de Vivienda... a cargo dei estúdio, planeamiento y construcción de las 
viviendas” (art. 4). El Instituto Nacional de Vivienda es una institución de derecho públi¬ 
co, con personería jurídica y autonomia de gestión. Sus principales atribuciones son; 

• Aprobar el plan cuatrienal y el plan anual de construcciones de viviendas. 

• Aprobar el presupuesto y el balance de gestión dei Instituto. 

• Elevar al Ministério de Trabajo y Seguridad Social, el plan de organización dei Institu¬ 
to Nacional de Vivienda con sus respectivos reglamentos y estatutos. 

• Coordinar las proyecciones de la política dei Instituto con las de los diferentes depar¬ 
tamentos de urbanización de las alcaldías municipales. 

• Autorizar la suscripción de los contratos con las empresas constructoras a base de los 
Uamamientos a propuestas (art. 9). 

El 15 de julio de 1964, tratando de reorganizar las entidades encargadas de solucionar el 
problema de la vivienda en el país, y aplicar el Régimen de Vivienda de Interés Social, “... 
especialmente en favor de los sectores de población de bajos ingresos, utilizando para eUo 
todos los recursos humanos, materiales y económicos, nacionales, extranjeros...” (DS 06816, 
15/07/1964. Considerando), se crea el Consejo Nacional de Vivienda (Conavi), bajo tuición 
dei Ministério de Trabajo y Seguridad Social, “.. .como institución de derecho público, con 
personaüdad jurídica y autonomia de gestión reconocidas por el Estado. Tendrá una duración 
indefinida y su domicilio legal, en la ciudad de La Paz” (DS 06816, art. 3). Esta reorganización 
pretendia incorporar de manera “.. .progresiva a los diferentes sectores de trabajadores de la 
sociedad civil a fin de cubrir el déficit de vivienda existente en el país”.^'*® 

En el marco de la política social de vivienda, los anos siguientes se crearon los con- 
sejos sectoriales de vivienda. El Consejo Nacional de Vivienda Minera (Covimin) fue 
creado por DS 9517 de 16 de diciembre de 1970, con la finahdad principal de dotar de 
viviendas a los trabajadores de la minería nacionalizada y privada dei país. El Consejo Na¬ 
cional de Vivienda Petrolera (Convipet) fue creado en 1971 con la “... finahdad de dotar 
viviendas de interés social a todos los trabajadores petroleros” (DS 09724, 19/05/1971, 
art. 2). El Consejo Nacional de Vivienda para Trabajadores Fabriles, Constructores y 


148 http://titulacion.oopp.gob.bo/site/institucional.php 
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Gráficos (Convifacg), creado mediante DS 10733, de 16 de febrero de 1973. El Consejo 
Nacional de Vivienda dei Magistério (Covima), creado mediante DS 10734 de 16 de 
febrero de 1973, para dotar de viviendas de interés social al magistério en el âmbito na¬ 
cional. El Consejo Nacional de Vivienda para Trabajadores Ferroviários y Ramas Anexas 
(Convifra), creado mediante DS 20840, de 28 de mayo de 1985. 

Una vez instaurado el sistema neoliberal, la institucionalidad para el financiamiento de la 
vivienda social sufre varias modificaciones. En 1987, mediante DS 21660, de 10 de julio de 
1987, se dispone el cierre de los consejos sectoriales de vivienda, y se crea el Fondo Nacional 
de Vivienda (Fonvi) “.. .como institución descentralizada de derecho público, con personaH- 
dad jurídica propia y autonomia de gestión, que funcionará bajo la tuición dei Ministério de 
Asuntos Urbanos y la vigilância de la autorídad fiscaüzadora de entidades financieras” (art. 18). 
Los activos financieros de los consejos de vivienda pasan al Fonvi (art. 20, d). Se crea también 
el Instituto de Vivienda Social (IVS) “.. .en base a los Consejos Nacionales de Vivienda, como 
institución descentralizada de derecho público, con personalidad jurídica propia y autonomia 
de gestión, que funcionará bajo la tuición dei Ministério de Asuntos Urbanos” (art. 28). 

El Banco de la Vivienda SAM, que había sido creado mediante DS 11308, de fecha 
23 de enero de 1974, con la finahdad de dar una “...solución integral dei problema ha¬ 
bitacional dei país, eUo incluye, construcción de viviendas y dotación de agua potable y 
alcantariUado, así como incentivar y financiar la industria de materiales de construcción a 
las comunidades urbanas y rurales en todo el país”, también fue cerrado por disposición 
dei DS 21660, art. 39, porque no logró acumular experiencia en el fomento financiero 
para la construcción de vivienda. 

Pocos anos después, el 15 de septiembre de 1992, la institucionalidad para la vivienda 
social sufre otras modificaciones. Mediante DS 23261, se determina que, 

El sistema de financiamiento para la vivienda queda bajo la tuición dei Ministério de Asuntos 
Urbanos. La normativa técnica y las políticas de vivienda corresponden al Ministério de Asun¬ 
tos Urbanos; las políticas financieras corresponden al Ministério de Finanzas; la normativa de 
la intermediación financiera es atribución dei Banco Central de BoHvia y la normativa de su 
fiscalización y control es competência de la Superintendência de Bancos y Entidades Finan¬ 
cieras (DS 23261, art. 1). 

Asimismo, el Fonvi es reemplazado por el Fondo Nacional de Vivienda Social (Fon- 
vis), “.. .manteniendo su carácter de institución pública, con personalidad jurídica propia, 
autonomia de gestión y património propio” (art. 4, a). Se dispone la disolución dei Insti¬ 
tuto de Vivienda Social (art. 9). 

El financiamiento para la construcción de vivienda social pasa a instituciones crediti- 
cias privadas; mutuales de ahorro y préstamo para la vivienda, cooperativas de ahorro y 
crédito, empresas de servicios, sociedades anónimas de ahorro y crédito y organizaciones 
no gubernamentales, que deben ser cahficadas por la Superintendência de Bancos y En¬ 
tidades Financieras (art. 5). Se precisa: 
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Los recursos dei Fonvis serán utilizados para otorgar créditos destinados a la adquisición de 
lotes de terreno, desarroUo de urbanizaciones, compra de viviendas construídas o para su 
construcción, mejora y ampUación, dotación de servidos habitacionales básicos, perfeccio- 
namiento dei derecho propietario y para la construcción de taUeres de trabajo anexos a la 
vivienda. Los créditos con recursos dei Fonvis se concederán por las instituciones crediticias 
intermediarias, bajo total responsabilidad de estas instituciones (art. 18). 

Este decreto establece también que los recursos de las cuentas individualizadas pue- 
den ser “.. .retirados por sus titulares en el momento de su jubilación y los no asalariados, 
cuando Ueguen a la edad de jubilación de acuerdo a ley” (art. 16). 

Sin embargo, los problemas de vivienda no son resueltos. Durante el gobierno de 
Hugo Banzer, en diciembre de 1997, se efectúan nuevas modificaciones institucionales, 
no sin antes reconocer, 

Que [...] las diferentes políticas habitacionales aplicadas hasta la fecha, no han logrado solu¬ 
ciones adecuadas para resolver la deficiência habitacional, especialmente en los sectores de la 
población con menores ingresos económicos. .. 

Que desde la creación dei Instituto Nacional de Vivienda, pasando por el Consejo Nacional de 
Vivienda y su sucesiva transformación de Fondo Nacional de Vivienda en Fondo Nacional de 
Vivienda Social (Fonvis), durante cuatro décadas y no obstante las diversas transformaciones 
de su organización, estas entidades no han cumplido el objeto para el que fueron creadas, mos¬ 
trando discrecionalidad, presencia de influencia de toda naturaleza en la selección de beneficiá¬ 
rios, utilizando además, en forma poco equitativa los recursos que colecta, con baja cobertura, 
beneficiando a un limitado sector de sus aportantes y prestando escasa atención a las regiones 
más empobrecidas dei país (DS 24935, 30/12/1997, Considerandos). 

Las modificaciones institucionales para el financiamiento de la vivienda social, esta 
vez se reaHzan “...con nuevos mecanismos, acordes con el modelo económico social 
de mercado, superando anacrónicas organizaciones que no responden a las expectati¬ 
vas populares que requieren de modernas formas de financiamiento para la vivienda” 
(DS 24935, 30/12/1997, Considerandos). Consiguientemente, el DS 24935, “crea el Pro¬ 
grama Nacional de Subsidio de Vivienda (PNSV) a cargo dei Ministério de Vivienda y 
Servicios Básicos” (art. 1), y “dispone la üquidación voluntária dei Fondo Nacional de 
Vivienda Social, como entidad estatal de intermediación financiera” (art. 4). 

Posteriormente, mediante DS 26311, de 15 de septiembre de 2001, se dispone “.. .el cierre 
definitivo dei Fonvis en Hquidación” (art. 1). El artículo 2, Dquidación definitiva dei Fonvis 
en Dquidación, en su parágrafo II, “.. .establece el 30 de junio de 2002, como plazo para su 
Hquidación y la resolución definitiva de todos los asuntos pendientes y obHgaciones dei Fonvis 
en Dquidación”. El artículo 3, parágrafo IV, prohíbe la reaHzación de nuevas construcciones. 
Asociado a esto, el financiamiento de la vivienda social pasó a la banca privada. 
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Las tareas correspondientes a la üquidación dei Fonvis no han concluído y continúan 
actualmente, siendo la Unidad Ejecutora de Titulación, dependiente dei Ministério de 
Obras Públicas, Servidos y Vivienda, la encargada de realizar esa labor. 

1 . 11 . 2 . Resultado dei proceso de enajenación de empresa dependiente dei Ministério de 
Vivienda 

Finalmente, se presenta el resultado de la enajenación de esta empresa pública; 


Cuadro 34. Resultados dei proceso de enajenación de empresas de Ministério de Vivienda 



Cerrada 

l.ariTIQaQ Q6 ciTiprGSaS pUDIlCdS 

Por efecto de la privatización 

1 

1 

100 % 

100 % 


Enajenada 


Fuente: CEMIPyC, 2018. 


Como efecto dei proceso de enajenación de empresas dei Ministério de Vivienda, el 
100% fue enajenado bajo la figura de cierre de empresa. 

I.2.II. Resultados dei proceso de enajenación de empresas dei gobierno nacional 

A continuación, se reportan los resultados dei proceso de enajenación de empresas que 
dependían de los ministérios; 


Cuadro 35. Resultados dei proceso de enajenación de empresas dei Gobierno nacional 




Priif:itÍ7aH;ic 

Capital!- 


rdrr;iH;)c 


Desestimadas 





zadas 




Transferi- 


presas 

públicas 

Ven¬ 

didas 

Entrega 

de 

derechos 

Cedi¬ 

das 

Mixta Mixta 

Interrum- 

pidas 

Antes de 
la Ley 
Privat 

Por efec¬ 
to de la 
privatiz. 

das a otras 
entidades 
públicas 

Continui- 
dad insti¬ 
tucional 

79 

15 

3 

1 

1 5 

4 

5 

16 

3 

25 

79 

50 

28 

100 % 

64% 

36% 


Enajenadas 

No enajenadas 


Fuente: CEMIPyC, 2018. 


De las 78 empresas que dependían de los ministérios, 50 fueron enajenadas (privatiza 
das, capitalizadas y cerradas), esto es el 64%; 27 fueron desestimadas, esto es el 36%. 
Para la enajenación de esas empresas se gastaron en consultorias los siguientes montos; 
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Cuadro 36. Consultorias para la valuación de empresas dei Gobierno nacional 


Consultora y ano de 
contratación 

Grupos de empresas a evaluar 

Costo individual 
{$us) 

Costo total 

{$US) 

Crown Agent(1991) 

Licitaciones 

9.510 

9.510 

C3D(1991) 

Licitaciones 

41.500 

41.500 


Transportes Aéreos Militares 

37.500 



Transportes Aéreos Bolivianos 

37.500 


Ernst&Young 

Empresa Agrícola Guabirá 

37.500 

225.000 

(1992) 

Empresa Agrícola Bermejo 

37.500 


Empresa Buena Vista 

37.500 



Corporación Gestora dei Proyecto Abapó Izozog (Corgepai) 

37.500 



Fábrica Nacional de Quinina 

22.500 



Empresa Integral dei Café 

22.500 



Fábrica de Ácido Suifúrico 

22.500 


Carana/Sotomayor 

Fábrica de Municiones 

22.500 

157.500 

(1992) 

Instituto Geográfico Militar (IGM) 

22.500 



Servicio de Hidrografia Naval 

22.500 



Servicio Nacional de Aerofotogrametría (SNA) 

22.500 



Empresa Nacional Automotriz (Enauto) 

56.000 

56.000 

CAEM 

Comando de Ingeniería 

57.500 

115.000 

(1992) 

Transnaval 

57.500 

Mario Guillen 

Empresa de Explotación de Recursos Hidráulicos (Empexhidra) 

10.996 

21.992 

(1992) 

Química Básica Boliviana (Quimbabol) 

10.996 


Útiles de Roscar Bolivia SAM 

10.996 

10.996 

Empresa Intercontinental 

Complejo Industrial de Recursos Evaporíticos dei salar de 

212.000 

212.000 

de Resources IncICR 

Uyuni (Ciresu) 

Reingeniería Total 
Consultora SRL 

Planta Elaboradora de Productos Lácteos Milka 

3.483,81 

3.483,81 

Consultora Gabriela 

Torrico 

Planta Elaboradora de Productos Lácteos Milka 

6.930 

6.930 

Total 

856.428 

856.428 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en CEEP-UEREP: Contratos de servidos de consultoria para la evaluación de las empresas de las corporaciones regionales 
de desarrollo, empresas de las Fuerzas Armadas, hoteles prefecturales, empresas pertenecientes al ex MECE, 1992. Gastos créditos 628/OC-BO & 2298-BO. 
En: Archivo dei Ministério de Desarrollo Productivo y Economia Plural-Repositorio de la Privatización y Capitalización. Serie: M-lOO CEEP-UEREP. Cód.: 5 
CEEP-UEREP, 1992-1993. 

Al igual que la privatización de empresas pertenecientes a otras entidades públicas, los 
gastos en consultorias para la privatización de las empresas dei Gobierno Nacional fueron 
elevados. Los montos más elevados corresponden a empresas consultoras extranjeras y los 
montos menores, a consultores nacionales. En algunos casos, esos gastos fueron mayores 
que los montos captados por la venta de empresas; por lo que no pudieron ser cubiertos 
ni con el precio de venta de las empresas enajenadas; en otros, los gastos en consultorias 
fueron inútiles porque no sirvieron para enajenar la empresa, principalmente en el caso de 
las empresas dependientes dei Ministério de Defensa, donde se hicieron gastos de dinero, 
pero las empresas públicas o fueron cerradas o tuvieron continuidad institucional. 
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Bajo el lineamiento de que había que enajenar las empresas públicas y que la economia 
debía estar bajo el mando dei capital privado, las empresas consultoras tendieron a subva- 
luar el valor de mercado de las empresas públicas, incluso más aUá de lo que la normativa 
permitia. Esto fue posible porque las empresas consultoras eran parte de la filosofia y de 
las estructuras de poder neoHberal. 

Conclusiones 

La política de enajenación de empresas públicas sustentada por el neoHberalismo se asen- 
tó en el discurso de que las empresas públicas eran deficitárias y no rentables, y que 
habia necesidad de modernizarias a través de su transferencia al sector privado. Pero las 
empresas que efectivamente se privatizaron fueron solamente las empresas rentables, no 
precisamente las empresas deficitárias. 

La enajenación de empresas dependientes dei Gobierno nacional, bajo tuición dei Ministério 
de Defensa, tuvo como objetivo central eliminar la capacidad estatal productiva y de servicios, 
especiaknente de las Fuerzas Armadas, que habian logrado conformar un importante número 
de empresas vinculadas a la seguridad y la soberania nacionales al mando de Cofadena. 

El propósito de los gestores de la enajenación de las empresas dei Ministério de De¬ 
fensa era someterlas a un proceso de modernización, via privatización; sin embargo, ese 
propósito no se cumpHó. Solo tres empresas fueron vendidas; el resto, o fue cerrado, o 
fue transferido a otras entidades públicas, o se mantuvo en la misma entidad, pero sin 
lograr la decantada modernización. Uno de los efectos más visibles fue la entrega de 
empresas públicas vinculadas a la defensa y la soberania dei pais a empresas privadas y 
extranjeras (caso; Fábrica Nacional de Explosivos); asimismo, el desmantelamiento de 
empresas agropecuarias que contribulan cuando menos a resolver las necesidades ali¬ 
mentarias de las propias instituciones militares; finalmente, el desmontaje de unidades 
productivas bajo control y administración de entidades militares, en las que el Estado 
invirtió recursos económicos y financieros y desplegó enormes esfuerzos humanos. 

El error mayúsculo de la aphcación de la consigna neoHberal de eHminar al Estado en 
la economia, y que expHca el fracaso general de la enajenación respecto de las empresas 
miUtares, es que en el proceso no se distinguió entre las empresas o los esfuerzos institu- 
cionales que buscaban producir bienes (aHmentos, tarrajas, muebles, autos, botas, ácido 
sulfúrico, explotación de yacimientos minerales) y las empresas miHtares dedicadas a la 
seguridad interna, el desarroUo institucional y tecnológico, como el instituto geográfico, 
el servicio geodésico de mapas, el servicio aerofotogramétrico, el bataUón de ingenieria, 
el transporte aéreo o naval o la fábrica de munición. 

Los resultados dei proceso de enajenación fueron diametralmente diferentes cuando 
se observa lo sucedido con las empresas vinculadas al Ministério de Mineria y Metalurgia 
que, en su mayoria, fueron enajenadas (privatizadas y cerradas) y un tercio desestima¬ 
das. Tratándose de recursos naturales estratégicos, como minerales metálicos o no 
metálicos, la lógica neoliberal y la acción gubernamental se centraron en eliminar 
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la intervención estatal en el sector y flexibilizar el acceso empresarial privado a los 
yacimientos minerales; al eliminar la presencia estatal, quedaba por defecto abierto el 
nicho productivo para el capital privado. 

Sin embargo, es necesario resaltar que el desmantelamiento estatal respecto dei sector 
minero implico el cierre dei Fondo Nacional de Exploración Minera (Fonem) bajo el cál¬ 
culo de que la inversión ya no vendría, o no debería provenir, dei sector público. También 
debe sefialarse el caso de la transferencia, al interior dei sector público, dei Instituto de 
Investigaciones Minero Metalúrgicas (IIMM), mecanismo clave en la investigación de las 
tecnologias apropiadas para el mejor aprovechamiento de los procesos metalúrgicos. 

Lo sucedido con la enajenación de las empresas públicas estratégicas vinculadas al 
Ministério de Energia es similar, en términos generales, a lo ocurrido con las empresas 
dei Ministério de Mineria y Metalurgia; en ambos casos, se buscó eliminar la interven¬ 
ción dei Estado en el sector productivo energético. 

La diferencia reside en que los saldos o remanentes industriales, luego de la ca- 
pitalización de las empresas estratégicas, eran cuantiosos. En los casos de YPFB y 
ENDE, fueron fragmentadas y sometidas a procesos de “capitalización” y privatización. 
En el caso de YPFB, se trataba de equipos de perforación, plantas de almacenaje, 
refinerias o surtidores de combustible de aviación y tantos otros bienes adquiridos 
en décadas y con importantes inversiones públicas. Respecto de ENDE, los saldos 
eran las empresas distribuidoras de energia eléctrica que tenian un alcance capitalino 
y departamental, por lo que su suerte fue variada, ya que estaban relacionadas a un 
servicio público de primera necesidad y su rentabilidad era discutible. 

En cuanto a las empresas públicas vinculadas al Ministério de Transportes y Co- 
municaciones (ENFE, LAB y Entel), tiene lugar un desmantelamiento dei Estado 
a favor de la privatización global dei sector de servidos. ENFE, LAB y Entel, al ser 
enajenadas y entregadas al capital transnacional, via “capitalización”, significó un golpe 
duro al aparato productivo y de servicios estatal, a la economia dei pais, con serias conse- 
cuencias a la soberania dei espado electromagnético, la pérdida dei LAB y el desmantela¬ 
miento de ENFE, que dejó de tener trenes, menos tramos y menos pasajeros. 

Fue con las empresas públicas vinculadas al Ministério de Exportaciones y Competi- 
tividad Económica (una red de acopio nacional para el manejo dei trigo importado y el 
fomento de su producción) cuando mejor se observó la ejecución dei programa neohberal, 
ya que todas fueron enajenadas. Los centros de acopio vendidos fueron enajenados con una 
simple Resolución de Coneplan 159/92, de 16 de diciembre de 1992, que se elaboró en el 
marco dei DS 23287, dei 8 de octubre de 1992. Los centros de acopio que se cerraron —al- 
gunos ya hablan sido cerrados sin haber entrado en funcionamiento y antes de la dictación 
de la Ley 1330 de Privatización en 1992— fueron sometidos al desmantelamiento total de 
activos; por lo que el plan de establecer un sistema de acopio y comercialización de trigo 
producido en el pais y de trigo importado quedó completamente desbaratado. 

En cuanto a las empresas públicas vinculadas al Ministério de Finanzas, en el caso 
de los bancos de fomento todos fueron cerrados. Sobre las restantes, como los recin- 
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tos aduaneros, los frigoríficos y el centro de capacitación, la solución fue liquidarias 
por la vía de la desvinculación dei Gobierno nacional, mediante concesión o transfe¬ 
rencias al interior dei sector público. 

De las seis empresas públicas que pertenecían al Ministério de Finanzas, los recintos 
aduaneros de AADAA fueron concesionados; el Frigorífico Los Andes fue transferido 
al municipio de El Alto; Cenaco, los bancos de fomento Agrícola, Minero y dei Estado, 
y el Banco de la Vivienda fueron cerrados. La banca estatal de fomento canalizaba los 
préstamos externos a empresários privados mineros, agropecuários e industriales, siendo 
el Estado boliviano el garante y responsable final ante los acreedores externos, más aún si 
esos créditos terminaban beneficiando a deudores privados. El cierre de estos bancos de 
fomento beneficio al sector financiero privado que tomó para sí el negocio dei fomento 
financiero de las actividades productivas agrícolas, mineras y otros. 

De las tres empresas que pertenecían al Ministério de Informaciones, una fue vendida 
y dos continúan prestando servicios de educación, información y comunicación estatal, 
logrando, de alguna manera, equilibrar la información producida por los médios de co¬ 
municación privados. 

Finalmente, en el resto de las empresas públicas vinculadas a los otros ministérios se ob¬ 
serva el mismo afán de desmantelar el Estado y de que la enajenación de cualquier empresa, 
incluso aqueUas destinadas a la gestión pública, sea una oportunidad de negocio privado. 

Cabe resaltar que, de las 78 empresas dependientes dei Gobierno nacional que 
fueron sometidas al proceso de enajenación, 17 de ellas (el 22%) estaban dedicadas al 
trabajo agropecuário y la producción de alimentos. La desestructuración de estas em¬ 
presas no solo significó la eliminación de una porción dei aparato productivo estatal, 
sino también costos sociales regionales y locales. 

En términos generales, el proceso de enajenación de empresas públicas se efectuó 
bajo una directriz; la subvaluación de activos y de património. La constante en el trabajo 
de las empresas consultoras encargadas de la valuación de las empresas públicas para su 
transferencia al sector privado fue bajar su valor por cualquier razón o base de cálculo, 
incluso más aUá de lo que la normativa permitia. Además, en esta lógica subvaluadora, la 
consultora establecía un determinado valor referencial para una empresa pública, pero 
al poco tiempo se contrataba otra consultora para que estableciera otro valor referencial 
menor para la misma empresa. Consiguientemente, la subvaluación se hizo en beneficio 
de los potenciales adjudicatários y en desmedro dei Estado, siendo las empresas consul¬ 
toras otros actores directos de las acciones contrarias al interés público. 
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CÁPiTULO 2. Las empresas públicas del departamento de 
Chuquisaca 


La infraestructura empresarial pública con la que contaba el departamento de Chuquisaca 
estaba bajo tuición de la Corporación Regional de DesarroUo de Chuquisaca (Cordech), de la 
Prefectura y de la Alcaldía de Sucre. La infraestructura empresarial de Cordech correspondia 
al área productiva y al área de servidos. En la primera destaca la producción de alimentos y 
de cemento, y en el área de servidos se encuentra el transporte y la red de disthbudón de gas 
natural. Por su parte, la infraestructura prefectural correspondia integramente al área de ser¬ 
vidos de hoteleria, y la infraestructura municipal (también enmarcada en el área de servidos) 
bhndaba el servido de transporte de pasajeros y el servido de agua potable y alcantardlado. 

Algunas de esas empresas relevantes eran las siguientes; la principal empresa pro¬ 
ductiva con la que contaba el departamento de Chuquisaca era la Fábrica Nacional de 
Cemento (Fancesa), constituída en 1959 por la CBF, la Universidad San Francisco Xavier 
y la Alcaldia Municipal de Sucre. 

Inicialmente la CBF y luego Cordech tenian como objetivo el fomento del desarroUo 
agroindustrial. En ese marco, se desarroUo uno de los proyectos más ambiciosos, el Fomento 
de Ganaderia Porcina (FGP) que tenia como principales componentes la cria y reproducción 
de cerdos, la elaboración de aUmento balanceado, el laboratorio bromatológico y centro de 
investigación, contando con cinco unidades productoras del proyecto: Banado, Sauces, Zapa- 
üar, La Huerta y Mesa Verde, ubicadas en los municipios de Monteagudo y Muyupampa. 

En el área productiva de aUmentos estaba la Planta IndustriaUzadora de Leche Sucre 
(PIL Sucre) cuyo origen tuvo lugar bajo propiedad de la CBF, asi como el Proyecto Ga- 
nadero Iboperenda y la Planta de Aji Chuquisaca, que habia sido constituída en el marco 
del fomento a la producción agroindustrial. 

En el área de servidos, se tenia la Terminal de Buses de Sucre, dos hoteles prefectu- 
rales, la empresa municipal de transporte automotor, los servidos municipales de agua 
potable y alcantariUado (Elapas) y la Empresa Distribuidora de Gas (Emdigas). 

Las empresas púbUcas constituídas en el departamento de Chuquisaca eran 17, con¬ 
forme al detaUe que se presenta en el gráfico y cuadro siguientes; 
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Gráfico 2. Empresas públicas del departamento de Chuquisaca, 



Cuadro 37. Empresas públicas del departamento de Chuquisaca 


por ano de creación, dependencia y ubicación 


N.° 

Denominación de la empresa 

Ano de creación o inicio 

Dependencia durante 

Ubicación: sede de la empresa/ 


pública 

defuncionamiento 

la privatización 

lugar de operaciones 

1 

Planta de Pollos BB 

1979 

Cordech 

Sucre 

2 

Taller de Cerâmica Artesanal Sucre 

1980 

Cordech 

Sucre 

3 

Planta Industrializadora de Leche 
Sucre (PIL Sucre) 

1977 

Cordech 

Sucre 

4 

Terminal de Buses Sucre 

1975 

Cordech 

Sucre 

5 

Planta de Alimentos Balanceados 
de Chuquisaca (Albach) 

1980 

Cordech 

Monteagudo 

6 

Cabana de Porcinos El Zapallar 

1976 

Cordech 

Monteagudo 

7 

Proyecto Ganadero Iboperenda 

1990 

Cordech 

Muyupampa 

8 

Centro de Mejoramiento de Maíz 
(Cemaiz) 

1974 

Cordech 

Muyupampa 

9 

Planta de Ají Chuquisaca 

1977 

Cordech 

Monteagudo 

10 

Cabana de Porcinos El Banado 

1971 

Cordech 

Monteagudo 

11 

Empresa Distribuidora de Gas 
(Emdigas) 

1989 

Cordech* 

Sucre 

12 

Hotel Prefectural Tarabuco 


Prefectura 

Tarabuco 

13 

Hotel Prefectural Camargo 

1981 

Prefectura 

Camargo 
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N.° 

Denotninación de la empresa 
pública 

Afio de creación o inicio 
de funcionamiento 

Dependencia durante 
la privatizadón 

Ubicación: sede de la empresa/ 
lugar de operaciones 

14 

Empresa Municipal de Transporte 
Automotor (EMTA Chuquisaca) 

1985 

Alcaldía de Sucre 

Sucre 

15 

Empresa Local de Agua Potable y 
Alcantariliado (Elapas) 

1965 

Alcaldía de Sucre 

Sucre 

16 

Cooperativa Eléctrica Sucre (CESSA) 

1943 

Alcaldía de Sucre 

Sucre 

17 

Fábrica Nacional de Cemento SA 
(Fancesa) 

1949 

Cordech 

Sucre 


*Cordech era accionista en esta empresa. 

Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Estratégia de privatizadón en Bolivia (Price Waterhouse, 1990); Listados de la Comisión de Evaluación de la Empresa 
Pública (CEEP), 1992-1993; Memória Unidad de Reordenamiento 2001 (MCEI, 2001); Memória 2000-2001 (MCEI, 2001). 


Como se puede apreciar en el cuadro anterior, 12 de estas empresas dependían de 
Cordech, dos de la Prefectura de Chuquisaca y tres de la Alcaldía de Sucre. De las 17 
empresas, diez eran productivas, todas estas de propiedad de Cordech. 

Todo este aparato productivo y de servidos públicos fue sometido al proceso de ena¬ 
jenación y desmantelamiento de empresas públicas entre 1985 y 2000. 

2.1. La enajenación de las empresas públicas de Chuquisaca 

Durante el gobierno de Víctor Paz (1985-1989) se iniciaron los estúdios para la privati- 
zación de empresas públicas, y fue durante los gobiernos de Jaime Paz Zamora, Gonzalo 
Sánchez de Lozada y Hugo Banzer-Jorge Quiroga cuando se materiahzó su enajenación. 

En la gestión de Jaime Paz (1989-1993) la institucionalidad privatizadora estuvo a car¬ 
go de la Comisión de Evaluación de la Empresa Pública (CEEP), creada el 11 de enero de 
1990 por las “Políticas de acción para consolidar la estabilidad y promover el crecimiento 
económico, el empleo, el desarroUo social y la modernización dei Estado”. Esta comisión 
debía determinar la situación y perspectivas futuras de la empresa pública, así como la 
conveniência o no de su transferencia total o parcial a la actividad privada, cooperativas u 
otras formas de asociación (DS 22407, 11/01/1990, art. 108). 

El Directorio de la CEEP estaba presidido por el ministro de Planeamiento y Coordi- 
nación, e integrado por el ministro de Industria, Comercio y Turismo, el ministro de Fi- 
nanzas, el ministro de Trabajo y DesarroUo Laborai, el ministro sin Cartera y el ministro 
dei sector correspondiente (DS 22407, 11/01/1990, art. 111). 

Un ano y medio después, el 14 de junio de 1991, se crea la Unidad Ejecutora dei Reor¬ 
denamiento de las Empresas PúbUcas (UEREP), bajo dependencia dei Ministério de Pla¬ 
neamiento y Coordinación, con autonomia de gestión, para que sea la Secretaria Técnica 
de la CEEP (DS 22836,14/06/1991). Meses más tarde, la UEREP pasa a depender de la 
Subsecretária de DesarroUo Socio Económico dei Ministério de Planeamiento y Coordi¬ 
nación, y aqueUa pasa a actuar como Secretaria Técnica de la CEEP para la deíinición de 
estratégias para la privatizadón (DS 23170, 05/06/1992). 
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El 24 de abril de 1992, Jaime Paz Zamora firma la Ley 1330 de Privatización, junto a 
su ministro de Planeamiento y Coordinación, Samuel Doria Medina Auza, y su ministro 
de Finanzas, Jorge Quiroga Ramírez. Esta norma autoriza a las entidades estatales a ena- 
jenar activos, bienes, valores, acciones y derechos de su propiedad, y asigna al Consejo 
Nacional de Economia y Planificación (Coneplan) el normar y fiscalizar la privatización 
de las empresas públicas, definiendo las estratégias para su transferencia o disolución. La 
reglamentación de la Ley de Privatización fue aprobada el 5 de junio de 1992, mediante el 
DS 23170, y una modificación es aprobada el 8 de octubre de 1992, con el DS 23287. 

En el Gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada (1993-1997), la institucionalidad priva- 
tizadora estuvo a cargo del Ministério de Capitalización, a través de la denominada Unidad 
de Reordenamiento, creada por el Decreto Supremo 23991 del 10 de abril de 1995. Esa nor¬ 
ma transfiere las funciones establecidas por la Ley de Privatización al Coneplan asignándole 
las mismas al Consejo de DesarroUo Nacional (Codena), entidad que fuera constituída por 
los Decretos Supremos 23873 (03/10/1994) y 23955 (08/02/1995).^'^'' 

Durante el gobierno de Hugo Banzer y Jorge Quiroga la institucionalidad privati- 
zadora pasa a depender del Ministério de Comercio Exterior e Inversión, del Concejo 
Nacional de Política Económica (Conape) y de la Unidad de Reordenamiento (UR). 

En el marco de esa normativa, se efectuó el proceso de enajenación de todas las em¬ 
presas públicas en el departamento de Chuquisaca. Como resultado, siete empresas de 
Cordech fueron vendidas, cinco fueron cerradas (dos de Cordech, dos prefecturales y una 
municipal), cinco fueron desestimadas (dos de Cordech fueron transferidas a otra instan¬ 
cia estatal; una de Cordech y dos municipales tuvieron continuidad institucional). El de- 
taUe de los resultados del proceso de enajenación se muestra en los siguientes cuadros; 


Cuadro 38. Situación de empresas públicas de Chuquisaca después del proceso de enajenación 


N.° 

Denominación de la empresa pública 

Situación/adjudicatario/ano | 

1 

Planta de Pollos BB 

Vendida: PICAT-JorgeVíctor PérezSoliz/1992 

2 

Taller de Cerâmica Artesanal Sucre 

Vendida: Roxana Rodríguez/1992 

3 

Planta Industrializadora de Leche Sucre (PIL-Sucre) 

Vendida: Asociación Accidental entre ANED y Soprolech SA 
(Gustavo Birbuet Díaz, Roberto Vilar)/1996 

4 

Terminal de Buses Sucre 

Vendida: Gastón Eduardo Heredia Acebey/1996 

5 

Planta de Alimentos Balanceados de Chuquisaca (Albach) 

Vendida: Roberto EmilioValda Valda/1996 

6 

Cabana de Porcinos El Zapallar 

Vendida: Roberto EmilioValda Valda/1996 

7 

Proyecto Ganadero Iboperenda 

Transferida: Municipio de Muyupampa y Universidad San 
Francisco Xavier/1995** 

8 

Centro de Mejoramiento de Maíz (Cemaiz) 

Transferida: Municipio de Muyupampa/1995 

9 

Planta de Ají Chuquisaca 

Cerrada* 

10 

Cabana de Porcinos El Banado 

Cerrada/1987 


149 “El Consejo de DesarroUo Nacional (Codena) está integrado por los ministros de la Presidência, de Hacienda, de 
DesarroUo Humano, de DesarroUo Sostenible y Medio Ambiente y Sin Cartera Responsable de DesarroUo Económico; 
por los secretários Nacionales de Relaciones Económicas Internacionales; Apoyo al DesarroUo Integral; Coordinación; 
Hacienda; PoUtica e Inversión Social; Planificación e Industria y Comercio”. “La Secretaria del Codena es ejercida por el 
secretario nacional de Planificación del Ministério de DesarroUo Sostenible y Medio Ambiente” (DS 23955, arts. 3 y 4). 
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11 

Hotel Prefecturai Tarabuco 

Cerrada/primero en 1989 y luego en 1992*** 

12 

Hotel Prefecturai Camargo 

Cerrada**** 

13 

Empresa Distribuidora de Gas (Emdigas) 

Continuidad institucional 

14 

Empresa Municipal de Transporte Automotor (EMTA Chuquisaca) 

Cerrada* 

15 

Empresa Local de Agua Potable y Alcantariliado (Elapas) 

Continuidad institucional 

16 

Cooperativa de Electridicidad Sucre (CESSA) 

Continuidad institucional 

17 

Fábrica Nacional de Cemento SA (Fancesa) 

Vendida 33,34% acciones: Soboce SA-Samuel Doria Medina/1999 


* No se encontraron datos sobre su cierre. 

** Después de su cierre, sus inmuebles fueron transferidos a otras entidades púbiicas: una parte ai Municipio de Monteagudo, en 1993, y otra a ia 
Universidad San Francisco Xavier, en 2001. 

*** Ei Hotei Prefecturai delarabuco pasó a su Subprefectura en 1993. 

**** Nunca iiegó a funcionar como hotei, a pesar de haberse concretado ia construcción de su infraestructura. 

Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Memória Unidad de Reordenamiento 2001 (MCEI, 2001). 


Cuadro 39. Resultados de la enajenación de empresas públicas dei departamento de Chuquisaca 


Dependencia 

Cant. 

Enajenadas 

No enajenadas 

Privatizadas 

Cerradas 

Desestimadas 



Venta 

Cierre prévio 

Cierre por efecto 

Transferencia 

Continuidad 

I.Cordech 

12 

7 

2 

- 

2 

1 

2. Prefectura 

2 

- 

1 

1 

- 

- 

3.AlcaldíadeSucre 

3 

- 

- 

1 

- 

2 

Totales 

17 

7 

3 

2 

2 

3 

Porcentaje 

100% 

71% 

29% 


Fuente: CEMIPyC, 2018. 


Por la vía de la venta y el cierre, los gobiernos de Jaime Paz Zamora (1989-1993), de 
Gonzalo Sánchez de Lozada (1993-1997) y de Hugo Banzer y Tuto Quiroga (1997-2002) 
enajenaron el 71% de la capacidad empresarial pública de producción y servicios que 
había en el departamento de Chuquisaca. 

El gráfico siguiente muestra los métodos y las modalidades de enajenación a los que 
fueron sometidas las empresas dei departamento de Chuquisaca. 
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Gráfico 3. Métodos y modalidades de enajenación de las empresas de Chuquisaca 



Fuente: CEMIPyC, 2018. 


2.1.1. Aspectos generales de las empresas enajenadas 

La descripción inicia con once empresas de Cordech; continúa con las empresas prefec- 
turales y municipales, y al final, se presenta el estúdio de caso de la enajenación de un 
tercio de las acciones de Fancesa. 

2.1.1.1. Planta de Pollos BB 

Entre los anos 1977 y 1979, Cordech disenó la instalación de una planta-criadero de pollos 
BB (polUtos de un día) para la venta a productores de carne de poUo en la zona de Sucre. 
El objetivo de este criadero era fomentar el desarroUo avícola de la zona de Chuquisaca. La 
empresa estaba dedicada a la incubación de poUitos de un día y a la cria de pollos. 

Contaba con dos infraestructuras, una ubicada en Cachimayu, a 45 km en la carretera 
Sucre-Cochabamba, y otra en el km 7 de la misma carretera. La infraestructura que se encon- 
traba en Cachimayu tenía una superfície de terreno de 6.146 m^, que había sido transferido a 
título gratuito por el Centro de Entrenamiento Juvenil en el ano 1974, condicionado a mante- 
ner la estructura y autonomia sin pasar a depender de otra institución. Contaba con; 
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• Galpones para la cria de poUos construídos en una superfície de 1.486 m2 

• Duchas para el personal en un área de 10 m2 

• Tanques de agua y caseta construídos en 4 m2 

• Servicio de electricidad (Coopers & Lybrand, 1992; IIL2-IIL3, v. 1). 

El fundo, ubicado en el kilometro 75 camino a Cochabamba, estaba situado en un 
terreno de 30 hectáreas y contaba con las siguientes dependencias; 

• Planta de incubación en 674 m2 

• Dos galpones en un área de 1250 m2 

• Dos tanques de almacenamiento de 13 m2 

• Sala de máquinas de 55 m2 

• Vivienda de 150 m2 

• Gavión de protección de bomba de agua de 267 m2 

• Pozo de bombeo de 3500 galones 

• Solo cuenta con el servicio de Electricidad. (1992; IIL2-IIL 3, V. 1). 

La capacidad de producción de la planta estaba dada por; 

• Dos incubadoras con una capacidad máxima para encubar 509.000 huevos anualmen¬ 
te en producción continua, cada una. 

• Una nacedora con capacidad máxima anual de 800.000 poUitos bebés. 

• Infertilidad estimada en un 20% sobre huevos incubados. 

La planta fue cerrada en el ano 1988 (Coopers & Lybrand, 1992). 

El gobierno de Jaime Paz Zamora incorporó a la Planta de PoUos BB al proceso pri- 
vatizador mediante el Decreto Supremo 22836 dei 14 de junio de 1991, que enUstó a la 
empresa entre las 60 empresas de las Cordes a ser privatizadas. 

En ese marco, el 21 de febrero de 1992, Samuel Doria Medina, ministro de Planeamiento 
y Coordinación y presidente de la CEEP, contrató al consorcio formado por las consultoras 
Coopers & Lybrand, Harteneck López y Cia. y Chemonics, para la valuación técnico fínancie- 
ra y el diseno de la estratégia para la privatización de nueve empresas “Productoras de Carnes 
y Alimentos Balanceados’V^*^ entre las que estaba la Planta de PoUos BB. El monto pagado 
por los servicios de consultoria de esas nueve empresas fue de $us 194.077 ($us 21.564,18 
como gasto por evaluar la Planta de PoUos BB, es decir la novena parte dei monto total). 

El consorcio consultor presentó sus informes en junio de 1992. El informe sobre la 
valuación económica de la empresa concluye que; 


150 Las nueve empresas “Productoras de Carnes y Alimentos Balanceados” evaluadas por el consorcio son: Cabana 
Lechera Todos Santos Paz (Caletsa), Albapor, Alimentos Balanceados Tarija (Albat), Industrias Avícolas de Tarija 
(lAT), Cabana Lechera Todos Santos Hirtner, Cabanas Bovinas dei Beni (Cabobe), Hacienda Ganadera Santa Martha, 
Truchas Piusüla, Planta de PoUos BB. 
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• Del anáUsis realizado surge que la Planta de PoUos BB no es viable de privatizar desde los 
distintos puntos analizados (tecnológico, mercado, económico financiero y legal). 

• Debido a que Planta de Pollos BB se trata de un Proyecto sin personería jurídica y a la falta de 
tipicidad de esa figura dentro del Código de Comercio, la liquidación solo se puede realizar a 
través de la venta de activos, en función a lo estipulado en el DS 22836. 

• En la medida que no se solucionen las restricciones legales -de propiedad- sobre terrenos, 
solo se pueden transferir al sector privado 2 incubadoras, 1 nacedora y accesorios producti- 
vos menores (Coopers & Lybrand, 1992b). 

Con referencia a las restricciones legales sobre los inmuebles, el informe senalaba que 
el Centro de Entrenamiento Juvenil (CEJ)^^^ había cedido el Fundo Cachimayu a Cordech 
en 1974 con la condición de mantener su estructura y autonomia. La cláusula sexta del 
contrato de transferencia le otorgaba propiedad absoluta a Cordech con la condición de 
que si pasaba a depender a otra institución, el contrato caducaba de hecho y la transferencia 
quedaba sin efecto. No era posible concretar ninguna transferencia al sector privado sin 
consentimiento del CEJ. La superfície cedida por el CEJ tenía cerca de 68.000 m2 y la planta 
ocupaba solo 6.146 m2. Por su parte, el inmueble del terreno del km 75 no con taba con do- 
cumentación que acreditara la propiedad de Cordech, lo que no permitia su enajenación. 

En cuanto a la estratégia de privatización de la Planta de Pollos BB, la consultora reco- 
mendó la venta de los activos de hbre disponibilidad en lotes y mediante Licitación Pública 
Nacional. Los activos de disponibilidad inmediata serían únicamente dos incubadoras y 
una nacedora, los que tendrían un valor de $us 11.900. También fueron identifícados vários 
accesorios a los cuales la consultora no asignó ningún valor por considerados “activos me¬ 
nores 'usados J de escaso valor de realización” (Coopers & Lybrand, 1992b: 7-8). 

La privatización de la Planta de Pollos BB fue aprobada y viabilizada por el Directorio 
de Cordech mediante resoluciones 1542/45/92 y 1542/46/92 del 29 de julio de 1992, 
que autorizaban al presidente de Cordech, Santiago Arana B., a constituirse como miem- 
bro de la CEEP y a viabilizar la privatización de los activos de la empresa. 

La CEEP aprobó que la venta de esta empresa se realizara mediante licitación pública: 

Artículo 1. La venta mediante Licitación Pública de los activos de la “Planta de Pollos BB”, en 

el estado en que se encuentre, de la totalidad de la unidad en operación. 

Artículo 2. La venta puede ser efectuada de la siguiente manera: 

a) Mediante oferta al contado (Resolución CEEP 11/92). 

En ese marco, el PNUD/OSP, agencia de compras contratada por la CEEP, con- 
vocó a la Licitación Pública OSP/BOL/520/679 con el objeto de ofrecer para la venta 
el conjunto de activos de la Planta de Pollos BB, de propiedad de Cordech. Los activos 


151 El Centro de Entrenamiento Juvenil (CEJ) fue una asociación fundada por iniciativa de profesores del Colégio 
Alemán en Sucre, con el apoyo del Servicio Alemán de Cooperación Social Técnico (DED por sus siglas en alemán). 

152 Resoluciones de Directorio Cordech que fueron referenciadas en los Visto y Considerando de la Resolución CEEP 
17/92 del 29 de septiembre de 1992. 
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ofertados en esa licitación fueron divididos en dos lotes, el primero denominado “Activos 
principales”, donde se encontraban los ítems detaUados a continuación; 

Cuadro 40. Detalle de activos de la Planta de Pollos BB (al 10/07/1992). 


Lote 1: Activos principales 



Fuente: Coopers & Lybrand, 1992c, Anexo A. 


El segundo lote de activos de la Planta de Pollos BB, con el rótulo “Accesorios”, cons- 
taba de 27 ítems de activos menores, principalmente fungibles,^^^ excepto una balanza, 
una romana, una gata, estufas y ventiladores (Coopers & Lybrand, 1992c, Anexo A). 

La fecha prevista para la presentación de propuestas para la licitación pública y la 
apertura de sobres “A” era el 21 de septiembre de 1992, mientras que la apertura de so¬ 
bres “B” estaba prevista para el 23 de septiembre dei mismo ano. El 21 de septiembre 
de 1992 se recibieron tres propuestas; de la Planta de Incubación Complejo Avícola 
Taruma (PICAT), de la Industria Avícola Santa Cruz SRL (Inacruz) y de Avícola El 
Recreo. De acuerdo al informe de evaluación de la presentación dei sobre “A” reali¬ 
zado por el PNUD/OSP, la empresa unipersonal PICAT habría cumplido con todos 
los requisitos (a pesar de que el poder con el que se apersonó el representante legal no 
había sido asentado en el Registro de Comercio), al igual que la empresa Avícola El 
Recreo; pero se recomendaba la no habilitación de Inacruz porque no cumplía con los 
requisitos exigidos en el Pliego de licitación. 

La apertura de las ofertas económicas (sobre “B”) de las dos empresas habilitadas se rea- 
lizó el 23 de septiembre de 1992. Los montos presentados se describen en el Cuadro 5; 

Cuadro 41. Ofertas para la compra de activos de la Planta de Pollos BB 


Licitación Pública OPS/BOL/520/679 ($us) 


Oferente 

Ofertas sin impuestos 

Impuestos 

Ofertas con impuestos 

Planta de Incubación Complejo Avícola Taruma (PICAT) 

16.000,00 

320,00 

16.320,00 

Granja Avícola "El Recreo" 

12.400,00 

2.188,60 

14.588,60 


Fuente: PNUD/OSP, 1992. Informe sobre ofertas económicas OSP/BOL/520/679. 


Las ofertas estaban expresadas en dólares estadounidenses. La oferta de PICAT incluía 
el impuesto dei 2% por concepto de transacciones, y la de Granja Avícola “El Recreo” 
incluía el 2% de impuesto de transacciones y 15% por impuesto al valor agregado. 


153 Se les llama fungibles a los bienes que se consumen con el uso. 
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Cabe sefialar que la CEEP había solicitado a la consultora Coopers & Lybrand que 
presentara un precio mínimo de venta; la respuesta fue plasmada en la carta LP-621 /92 
que fue abierta el mismo 23 de septiembre de 1992, antes de la apertura de propuestas. 
En esa carta, la consultora manifestaba que “no es razonable fijar un precio mínimo de 
venta por tratarse de la üquidación de activos fijos” (Claro, 28/09/1992). 

El 29 de septiembre de 1992, la CEEP aprobó la Resolución 17/92 que preadjudicó 
el total de los activos a la empresa Planta de Incubación Complejo Avícola Taruma-PI- 
CAT, en un monto de $us 16.320, pagaderos al contado al momento de entregar los 
bienes. Esta decisión fue refrendada por el Coneplan el 7 de octubre de 1992, mediante 
Resolución 102/92 que aprobó “la preadjudicación y transferencia, a través del Decreto 
Supremo, de los activos de la Planta de PoUos BB en favor de (...) PICAT por el precio 
y en las condiciones ofertadas por PICAT” (art. 1). 

El 22 de octubre de 1992, Jaime Paz Zamora y su gabinete adjudicaron la Planta de 
PoUos BB mediante Decreto Supremo 23309, en los siguientes términos: 

Se adjudican los activos de la Planta de PoUos BB, ubicada en la ciudad de Sucre del departa¬ 
mento de Chuquisaca, en favor de la Planta de Incubación Complejo Avícola Tarumá, por la 
suma total de $us 16.320,00 (...) pagaderos de acuerdo a las condiciones de la oferta pread- 
judicada, debiendo las autoridades designadas en el artículo 7° del Decreto Supremo 23170 
suscribir el contrato de venta (art. único). 

El 5 de noviembre de 1992 fue suscrita la minuta del contrato de compraven- 
ta con la empresa Planta de Incubación Complejo Avícola Taruma (PICAT), de 
propiedad de Willy Hermógenes Peréz y Dalila Párraga de Peréz. Suscribieron el 
contrato, por la parte vendedora, Samuel Doria Medina Auza, ministro de Planea- 
miento y Coordinación, y Santiago Arana Bustillos, presidente de Cordech, y Jorge 
Víctor Pérez Soliz como representante legal de PICAT. También intervinieron en la 
firma del contrato Heriberto Morales Romero, fiscal de Gobierno, y Federico Rück 
Uriburu como abogado. 

Los recursos provenientes de la venta de la Planta de PoUos BB fueron remitidos por 
el presidente de Cordech, Santiago Arana BustiUos, al Banco Central de BoUvia para su 
correspondiente depósito, el 27 de noviembre de 1992. Un cheque del Banco BoUviano 
Americano, por la suma de $us 16.320, cursa adjunto a la nota de remisión AJ 1586/92. 

Algunos datos económicos a considerar en la enajenación de esta empresa púbUca: 
la inversión reaUzada por Cordech en la Planta de PoUos BB habría ascendido a $us 
413.000, según informe de esa entidad de abrU de 1988 (Respuestas a las aclaraciones 
requeridas por la Câmara de Diputados sobre la “Planta Incubadora de PoUos”, s. f). 

En junio de 1992, la consultora Coopers & Lybrand determinó que los activos de la 
Planta de PoUos BB, disponibles para su venta, eran la maquinaria y otros bienes fungi- 
bles. Esos activos disponibles fueron avaluados en $us 11.900, pero sin haberles asignado 
valor a los bienes fungibles, que serían incorporados para su venta dentro del “Lote 2”. 
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El 22 de octubre de 1992, Jaime Paz Zamora y su gabinete adjudicaron los activos de 
la Planta de PoUos BB a la empresa PICAT, que había presentado la mayor oferta, $us 
16.320, el 23 de septiembre de 1992. 

Para la privatización de la Planta de PoUos BB, el Estado gastó $us 21.564,18 en servi¬ 
do de consultoria, que se pagó al consorcio formado por Coopers & Lybrand, Harteneck 
López y Cia. y Chemonics. 

La privatización de la Planta de PoUos BB, también demandó el pago de un honorário 
incentivo a la consultora de $us. 408,00, equivalente al 2,5% dei valor de venta que fue 
$us. 16.320,00, en cumpUmiento a la cláusula quinta dei contrato suscrito. 

El cálculo dei perjuicio económico es el siguiente: 

Perjuicio económico por la privatización = (Valor referencial de activos - Precio de venta) + Gastos de consultoria 

V _^_ J 

f \ 

PEP = (11.900,00 -16.320,00) -t 21.972,18 = 17.552,18 

V _ J 

Por tanto, el perjuicio económico por la venta de la Planta de PoUos BB alcanzó a la 
suma de $us 17.552,18. 

Un proyecto en el que se invirtió cerca de medio miUón de dólares fue avaluado en 
$us 11.900; fue vendido en $us 16.320, y para valuarla se pagó más de $us 21.972,18. La 
mala gestión de los gobiernos neoUberales derivó en el cierre de la empresa y el posterior 
desmantelamiento de otros activos. 

2.i.i.2.Taller de Cerâmica Artesanal Sucre 

El TaUer de Cerâmica Artesanal Sucre tuvo ohgen en 1980 como parte dei proyecto “Desarro- 
Uo de la Artesanía y Arte Popular de Chuquisaca” presentado en 1977 al Departamento Social 
de Cordech en el marco de un convênio con Unicef El taUer entró en funcionamiento con una 
infraestructura escasa y equipo de procesamiento mínimo. Los objetivos dei proyecto eran; 

• Mejorar la situación socioeconómica de los pobladores dei área rural. 

• Transferir técnicas de producción en cerâmica al área rural. 

• Recobrar y mantener los valores culturales originales en sus diferentes manifestaciones. 

• Aprovechar los recursos naturales apropiados para la industria de la cerâmica. 

Con el apoyo de CARE^^'^ y en el marco de un convênio con Cordech, en 1985 se crea- 
ron cinco taUeres rurales, locaUzados en varias comunidades como Campanario, Yampa- 
ráez, VUa VUa, Paredón y Tomoroco, con el apoyo de Educación Rural y de las propias 
comunidades (Adaro, 1992; 1). 

154 CARE International es una organización no gubernamental fundada en 1946 para auxiliar a los países europeos que sufneron 
la desnutridón provocada por la Segunda Guerra Mundial. Está presente en BoHvia desde 1976, tras la firma de un convênio 
de cooperación internacional. Sus primeras acciones estaban enfocadas a la construcción de sistemas de agua rural. 
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Ubicación talleres rurales del Taller Artesanal Sucre 
Fuente: Adaro, 1992. 
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Los talleres rurales fueron implementados en la zona alta dei departamento de Chu- 
quisaca, tomando en cuenta su tradición artesanal —principalmente en cerâmica utilitá¬ 
ria—, por la abundante existência de matéria prima de arciUa y el interés de los campesinos 
que habían sido organizados por GARE (ONG católica) en cooperativas de agua y luego 
en la producción de cerâmica. 

El taUer central estaba ubicado en la zona La Madona de la ciudad de Sucre. Funcio- 
naba en terrenos de dependencias de Cordech, en una superfície construida de 275 m2 
distribuidos en taUer, horno, ofícina-depósitos y almacén (Adaro, 1992; 7). Los talleres 
rurales dependían dei taUer central de Sucre, particularmente en; 

• Acabado de las piezas elaboradas por dichos taUeres. 

• Investigación de matérias primas para la elaboración de nuevos productos, y conoci- 

miento de las culturas existentes en cada zona de interés, para recuperar el arte de la 

decoración. 

Se trataba de un proyecto que tenía como actividad la fabricación de cerâmica arte¬ 
sanal utiUtaria y artística; piezas de vajiUas, ceniceros, otros. La capacidad instalada de su 
taUer era de 5.500 piezas anuales de acabado fíno en el taUer central y 7.200 piezas anuales 
semiacabadas en los taUeres rurales. 

El personal con el que contaba el taUer central estaba compuesto por siete personas 
y en los taUeres rurales trabajaban un coordinador, un ceramista y los campesinos que 
reaUzaban su producción. 

Su etapa de producción duró dos anos, 1986 y 1987, siendo su producción de 4.414 pie¬ 
zas en 1986 y de 5.397 piezas en 1987. Las operaciones fueron paraUzadas a fínales de 1987. 
Después dei cierre en 1987, la infraestructura donde funcionaba el taUer central fue remo¬ 
delada y ocupada por dependencias de Cordech para archivo y almacenes, entre otros. 

La enajenación dei TaUer de Cerâmica Artesanal Sucre fue aprobada en 1991 por el 
gobierno de Jaime Paz Zamora. El Decreto Supremo 22836 dei 14 de junio de 1991 lo 
incluyó en la Usta de 60 empresas de las Cordes a privatizar (art. 20). 

El 28 de febrero de 1992, Samuel Doria Medina, ministro de Planeamiento y Coor- 
dinación y presidente de la CEEP, contrató a la consultora espanola Empresa Nacional 
Adaro de Investigaciones Mineras para la valuación técnico fínanciera y el diseno de la 
estratégia para la privatización de nueve empresas procesadoras de minerales no metá- 
Ucos, entre las que se encontraba el TaUer de Cerâmica. El monto total pagado por el 
servicio de consultoria fue de $us 253.395,53; prorrateando entre nueve, se le asigna a 
cada empresa un costo de $us 28.155,06. El contrato fue suscrito por José Luis Munoz 
A. como representante legal de Adaro. El proceso de selección de la consultora lo reaUzó 
la agencia de compras PNUD/OSP 

En abril de 1992, la consultora determinó que el valor de los activos dei TaUer de 
Cerâmica Artesanal Sucre —que no incluía inmueble alguno— se situaba en una griUa entre 
$us 800 y $us 2.023 (Pavón, 21/09/1992) y recomendó que la modaUdad de su venta 
fuera mediante Ucitación. 
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La privatización del TaUer Artesanal fue aprobada y viabilizada por el Directorio de 
Cordech mediante sus resoluciones 1542/45/92 y 1542/46/92 del 29 de juHo de 1992, 
que autorizan al presidente de Cordech, Santiago Arana B., a constituirse como miembro 
de la CEEP y a viabüizar la privatización de los activos de la empresa/^^ 

La CEEP aprobó que la venta de esta empresa fuera realizada mediante hcitación pú¬ 
blica (CEEP 12/92 del 21 de agosto de 1992) en los siguientes términos: 

Artículo 1. La venta mediante hcitación pública nacional de los activos del Taller de Cerâmica 

Artesanal, en el estado en que se encuentran. 

Artículo 2. La venta puede ser efectuada de la siguiente manera: 

a) Mediante oferta al contado (Resolución CEEP 11/92). 

En ese marco, el PNUD/OSP, agencia de compras contratada por la CEEP, convocó 
a la Licitación Pública OSP/BOL/520/680, con el objeto de ofrecer para la venta el 
conjunto de activos del Taller de Cerâmica Artesanal, de propiedad de Cordech. La fecha 
prevista para la presentación de propuestas para la licitación pública y la apertura de so¬ 
bres “A” era el 21 de septiembre de 1992, y el 23 de septiembre de 1992 era la fecha para 
la apertura de sobres “B”. El 21 de septiembre de 1992 se recibió una sola propuesta, la 
de Roxana T. Rodríguez Suárez, persona natural. De acuerdo al informe de valuación de 
la presentación del sobre “A” realizado por el PNUD/OSP, la proponente cumplía con 
todos los requisitos legales, por lo que se haUaba habilitada para continuar con el proce- 
dimiento establecido en la Licitación.^^’^ 

El 23 de septiembre de 1992, a horas 11.30 a.m., prévio a la apertura de la oferta 
económica (sobre “B”), se dio lectura a la carta de la consultora Adaro que íijaba un 
precio mínimo de venta de los activos del Taller de Cerâmica. A ese monto base, Adaro 
lo denominó “Valor de Mercado para Uso Alternativo” y lo fijó en $us 50 (Pavón, 1992), 
tal como senala el Informe del PNUD/OSP: 

PRECIO MÍNIMO DE VENTA 

Mediante nota 104/92 de fecha 21 de septiembre de 1992, la firma consultora Adaro que pre- 

paró la estratégia de privatización, recomienda como Precio Mínimo de Venta la suma de $us 

50.00. (Informe PNUD/OSP, punto IV. Conclusión legal). 

Sobre esa base, se dio lectura a la oferta económica presentada por la única proponen¬ 
te, que fue de $us 6.100 por el total de los activos. 

El 29 de septiembre de 1992, la CEEP aprobó la preadjudicación del total de los 
activos pertenecientes al Taller de Cerâmica Artesanal de Sucre a Roxana T. Rodríguez 
Suárez en un monto de $us 6.100, pagaderos al contado al momento de entregar los 
bienes (Res. 16/92, 29/09/1992). Pero en la reunión de la CEEP en la que se aprobó esa 


155 Resoluciones de Directorio Cordech que fueron referenciadas en los Vistos y Considerando de la Resolución CEEP 
n.° 17/92 del 29 de septiembre de 1992. 

156 Informe de evaluación: “Venta de activos del Taller de Cerâmica Sucre”. 
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preadjudicación, se ignoro el informe dei PNUD/OSP (citado supra) y se falseó de que el 
precio base de la subasta había sido de $us 500, cuando en realidad era $us 50. 

Antes de conocer la propuesta económica en el acto de apertura de sobres B, el Secretario 
Técnico informó que se dio lectura a la carta presentada por la firma consultora Empresa 
Nacional Adaro de Investigaciones Mineras SA (ENADIMSA), copia de la cual se instruyó 
acompanar a la presente, en la cual se presentaron consideraciones previas a la determinación 
de un precio mínimo de venta para el Taller de Cerâmica Artesanal, estimándose este en $us 
500 (Quinientos Dólares Americanos 00/100). 

Suscribieron el Acta de la reunión de la CEEP su presidente, Samuel Doria Medina; 
Jorge Quiroga Ramírez, ministro miembro de la CEEP; Fernando Campero P, ministro 
miembro de la CEEP; Santiago Arana B., presidente de Cordech, y Flavio Escóbar, se¬ 
cretario técnico de la CEEP 

A su vez, el Coneplan, también presidido por Samuel Doria Medina y suscrito por él junto 
a Flavio Escóbar, refrendó la decisión de la CEEP sin observar esa información falsa: 

ARTÍCULO PRIMERO. Aprobar la preadjudicación y transferencia a través de Decreto Supremo, 
de los activos dei Taller de Cerâmica Artesanal en favor de la Sra. Roxana T. Rodríguez Suárez, por el 
precio y en las condiciones ofertadas por la proponente (Res. Coneplan 103/92, 07/10/1992). 

La adjudicación de los activos dei Taller de Cerâmica fue realizada por Jaime Paz Za- 
mora y su gabinete el 22 de octubre de 1992, determinándose que; 

ARTÍCULO ÚNICO. Se adjudican los activos dei Taller de Cerâmica Artesanal ubicado en el 
departamento de Chuquisaca, en favor de la senora Roxana T. Rodríguez Suárez, por la suma 
total de $us 6.100,00 (...), pagaderos de acuerdo a las condiciones de la oferta preadjudicada, 
debiendo las autoridades designadas en el artículo 7° dei Decreto Supremo 23170 suscribir el 
contrato de venta (DS 23310, 22/10/1992) 

El contrato de compraventa de los activos senalados fue suscrito el 5 de noviembre de 
1992. Por la parte vendedora, firmaron Samuel Doria Medina Auza, ministro de Planeamien- 
to y Coordinación, y Santiago Arana BustiUos, presidente de Cordech; y por la parte com¬ 
pradora, Thekna Roxana Rodríguez Suárez. También intervinieron en la firma dei contrato 
Heriberto Morales Romero, fiscal de Gobierno, y Federico Rück Uriburu como abogado. 

Los $us 6.100 en los que se vendieron los activos dei Taller de Cerâmica Artesanal 
Sucre fueron remitidos por el presidente de Cordech, Santiago Arana BustiUos, al Banco 
Central de BoUvia para su corresponcUente depósito el 27 de noviembre de 1992, median¬ 
te nota AJ n.° 1586/92. 

Algunos datos económicos a considerar en la enajenación de los activos de esta empresa: 
en abrU de 1992, el informe de la consultora Adaro determinó que el valor de los activos dei 
TaUer de Cerâmica Artesanal Sucre se ubicaba en una horquiUa entre $us 800 y $us 2.023. 
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El 23 de septiembre de 1992, fecha de la apertura de la propuesta económica de la 
Ucitación pública para la venta de activos del TaUer de Cerâmica, se dio lectura a la carta 
de Adaro con fecha 21 de septiembre de 1992, en la que se comunica que el precio base, 
al que se denominó “Valor de Mercado para Uso Alternativo”, era de $us 50 (Adaro, 
23/09/1992),^^^ bajo el cual no se debían recibir ofertas económicas. 

Este extremo provocó un reclamo generalizado de las instituciones cívicas y sociales 
de Chuquisaca, por lo que la consultora Adaro remitió cartas en las que lamentaba “un 
error mecanográfico en el valor mínimo ya que el mismo alcanza a la suma de $us 500 
(...) y no 50 (...) ya que la suma de los valores de los activos no podían tener tan escaso 
valor”. Pero el precio referencial de $us 500 para la venta del TaUer de Cerâmica aún 
seguia siendo muy bajo. De acuerdo a la prensa, se trataba de “un precio Ugeramente su¬ 
perior a un televisor de 24 pulgadas y ... menos del valor de un moderno equipo de tres 
en uno” (Correo del Sur, 24/09/1992). 


NACIONAL 



--—- ««H h 

Paradojas de la privatización; una mpi 
de Sucre cuesta menos que un tres en u 


LA PAZ, 23 (ANF).- Las empresas cstalalcs sc venden cn íunción 
I mírc;idí>. «gún diccn liis Duloritladcs. Sin embargo, cs posiblc 
qgirír algutias dc cilas por un precio ligcramcnic superior a nu 
Wisof dc 24 pulgadas y pcx loccuis dcl valor de un moderno c<)uípo 
Bes çn \tno. 

Tal es la eonclusíán que sc otuac dc lo sucedido csic irMi.trcalcii 
puís <Jc qiK La empresa consuHom cspartoln Adanú valoró cn 500 
ares los aclivos dcl ullcr dc cerâmica ancsanal dc Oiuquisru::a, que 
ún los rvtudiüs cuando con eqiii[Mjs que su[ieran enn amplitud esc 
jr. Pura rcfcrciKía. pnsce dos bomos. urw eUcvko y oiro dc gas. 

srKprcsa fuc mayúscula cn cl acTo dc aperlura, cuando al darse 
Ufa al precio mínimo dc vcnLi, coanctiiilo cn un solxe lacrado, n 
nció que esc monin se síiuaha cn SO dólares. El propio 
(ecielarN) dc t>csarrollo Sociocconómico, llavio liscobar, qircrW 
rcn la valnmrtAn He La cmnrcsa Arlaro v anunció ouc el 


surpresas, lui con.suUnra Coopers and Lybrand& ei 
valoración scltald que tk) era Fa/ortahk cstaMccer un p 
venLa debido al ddeeioro dc csa unidad jxndurciiva. y q 
cualqiiier propuesu -poc mínimas que fucra- era ve 
Estudo. El precio dc rcrcrcnctacslaba njadoen 12 «10 • 

In adjudicación corrcspondiú a La planta incuba 
Avicola Tarirma quc ofenó 16.000 dólares cn pago 
monto dc la segunda ofctia, cotrespondrente a ind 
Rivrco íuc dc 14.588 dólares. El icmcr mtcrcsado, in 
Santa Crui fuc inhabiliiado debido a no hahía 
rjoaimcniación solkiiada cu cl plicgo dc ivpccifkacion 

La.s 3iljuilu.aciiimvs de la fcclia abren nucvamcríie cl r 
a los critérios quc sc iisan p.ara la valoración dc 1 
venderse. Ii1 subsoemario dc Dcsarrollo Socieeãnãnik; 


Correo del Sur, 24/09/1992. 


La Ucitación pública se reahzó sobre el precio base de $us 50, hecho avalado por la 
CEER Además, su Acta de reunión reveló que la documentación respaldatoria de la 
enajenación del TaUer de Cerâmica Artesanal fue falseada, reemplazando ese precio base 
por $us 500. Suscribieron el Acta de la CEEP Samuel Doria Medina A., presidente; Jorge 


157 Referenciado en la carta 239/9/92 de Adaro (con una firma sin nombre legible) a Flavio Escobar, ministro a.i. de 
Planeamiento y Coordinación, en la que se lamenta el error de mecanografiado al momento de transcribir el valor 
mínimo de los activos del TaUer de Cerâmica. La Paz, 23 de septiembre de 1992. 
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Quiroga R. y Fernando Campero R, ministros miembros; Santiago Arana B., presidente 
de Cordech y Flavio Escóbar, secretario técnico. 

El cálculo dei perjuicio económico es el siguiente; 

Perjuicio económico por la privatización = (Valor de activos - Precio de venta) + Gastos de consultoria 

V _^!_ J 

PEP = (2.023,00 - 6.100,00) + 28.155,06 = 24.078,06 

V _^^_ J 

Por tanto, el perjuicio económico por la venta de los activos dei Taller de Cerâmica 
Artesanal de Sucre alcanzó a la suma de $us 24.078,06. 

2.1.1.3. Planta Industrializadora de Leche Sucre (PIL Sucre) 

La Planta Industrializadora de Leche de Sucre fue constituida por la CBF en 1977 como 
parte dei sistema de producción integrado entre las plantas industrializadoras de leche dei 
Proyecto de Fomento Lechero de la CBF, sin critério de competência entre eUas y con 
el fin de proveer lácteos al mercado local. Fue equipada con recursos provenientes dei 
segundo crédito que la Agencia de DesarroUo de Dinamarca (Danida) otorgara a Bohvia 
(Price Waterhouse, 1993c; 2). 

PIL Sucre era una empresa dedicada a la elaboración y comerciahzación de productos 
lácteos para los mercados de Sucre y, en menor grado, Potosí. Su matéria prima era la 
leche cruda proveída por cerca de 500 productores organizados de la zona. Entre sus 
productos se contaban leche fluida pasteurizada, leche saborizada, mantequiUa, helados, 
yogurt, queso, dulce de leche y crema de leche. 

La capacidad nominal instalada era de 8.000 litros por turno. En 1993, la planta recibía 
aproximadamente 3.500 litros de leche cruda por día y operaba al casi 44% de su capaci¬ 
dad. La subutilización estaba dada por la baja producción lechera y el consecuente bajo 
nivel de entrega de matéria prima y de demanda de sus productos en el mercado local. 

La planta y oficinas administrativas estaban ubicadas en el Municipio de Sucre, Provin¬ 
da Oropeza, en la caUe Inca Garcilaso n.° 174, esquina Mendizábal, de la ciudad de Sucre. 
Su infraestructura tenía una superficie de 5.258,26 m2, donde se encontraban —además de 
la planta— los edificios de administración, depósitos, comedor y otros. También contaba 
con tres vehículos (una furgoneta y dos camionetas) y cuatro hneas telefónicas. 

No tenía personería jurídica propia; se trataba de una empresa descentralizada, con au¬ 
tonomia de gestión administrativa, técnica y financiera y que contaba recursos propios. 

Como efecto de la hquidación de la CBF por mandato dei DS 21060 dei 29 de agosto 
de 1985 (arts. 118, inc. a, y 119, inc. b), los activos de PIL Sucre fueron transferidos a Cor¬ 
dech. Originalmente esa transferencia incluía el Programa de Fomento Lechero dei que 
formaba parte la PIL. Pero en abril de 1991, el PFL fue separado de PIL para conformar 
una unidad directamente dependiente de Cordech. 


158 En la documentación consultada, la empresa figura algunas veces como PIL Chuquisaca (Codena, Res. 02/92). 
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El gobierno de Jaime Paz Zamora incluyó a PIL Sucre entre las 60 empresas de las 
Cordes a privatizar, mediante el Decreto Supremo 22836 del 14 de junio de 1991. 

El 26 de noviembre de 1992, el ministro de Planeamiento y Coordinación, Samuel Doria 
Medina, contrato los servidos del consorcio conformado por Price Waterhouse (OSG) y 
Socimer International, para realizar los estúdios de las cinco Plantas Industriales de Leche 
(PIL) y la Planta de Elaboración de Quesos San Javier de propiedad de las Cordes,'^^ acla¬ 
rando en su cláusula octava que el informe referido a Chuquisaca debía realizarse para dos 
empresas, refiriéndose a PIL Sucre y al Proyecto Iboperenda. Esos estúdios se realizaron 
para determinar la viabiüdad técnico económica, un diagnóstico legal, establecer el valor de 
mercado y la estratégia de su venta, elaborar las bases de phegos, verificar y actualizar inven¬ 
tários y presentar el precio mínimo bajo el cual no seria recomendable la venta de la empre¬ 
sa. La consultora fue seleccionada por la agencia de compras estatales PNUD/OSP.^^° 

El monto pagado por la evaluación de las plantas de lácteos fue de $us 532.530,00, 
cuya sexta parte era $us 88.755,00. Para determinar el monto que correspondia a la eva¬ 
luación de PIL Sucre, se toma en cuenta la mitad de esta sexta parte, ya que ese pago 
correspondió a la evaluación de la PIL Sucre y del Proyecto Iboperenda; por tanto, el 
honorário por la consultoria de PIL Sucre fue de $us 44.377,50. 

Según el informe de la consultora Price Waterhouse (1993), al 28 de febrero de 1993, 
PIL Sucre contaba con 41 empleados, de los cuales 36 eran permanentes y cinco eventuales. 
Para el aprovisionamiento de leche cruda, PIL Sucre contaba con aproximadamente 490 
productores, la mayoría organizados en 21 módulos lecheros (el promedio por módulo era 
de 22 socios). Estos productores estaban organizados en dos asociaciones distintas; la Aso- 
ciación de Productores de Leche de Chuquisaca (Adeplech) y la Asociación de Productores 
de Leche (APL). Adeplech representaba a los pequenos productores de Sucre y proveía el 
93% del total de la leche cruda a la planta, mientras que la APL agrupaba aproximadamente 
a 20 de los productores medianos del área de Sucre que proveían el 7% de la leche, ya que 
el resto de su producción vendia en forma directa al detaUe y por sus propios médios. 

El avalúo reahzado por la consultora Price Waterhouse determinó que PIL Sucre tenía 
un Valor de Reposición de $us 2.000.000 y un Valor de Liquidación de $us 867.000. El in¬ 
forme afirmaba, además, que “generalmente el valor de liquidación es considerado como 
el valor mínimo”, pero que debían tomarse en cuenta también factores como “1) los 
objetivos del Gobierno, 2) el impacto en la economia local y costos sociales (500 famiüas 
afectadas) y 3) otros similares, que deben tomarse en cuenta en la decisión de vender o 


159 La Cláusula Segunda del contrato, referida a antecedentes, senala que la selección de firmas consultoras se reaHzó 
para “la provisión de servidos profesionales referentes a estúdios, estratégias y asesoramiento para la privatización 
de las Plantas Industriaüzadoras de Leche de los distritos de: Cochabamba, Santa Cruz, La Paz, Chuquisaca (Sucre), 
Tarija, y la Planta Elaboradora de Quesos San Javier (PEQ)”. Por su parte, la Cláusula Octava, referida al plazo del 
contrato y entrega del informe final, senalaba que “el plazo para el cumplimiento de los objetivos del 1 al 8 y entrega 
del informe D se fija en 95 dias calendário a partir de la firma del Acta de Iniciación de trabajos para las Plantas 
Industrializadoras de Leche de los distritos de Tarija y Chuquisaca (2 empresas)...”, aclarando que el contrato con la 
consultora contempla a la otra empresa láctea que pertenecía a Cordech, el Proyecto Iboperenda. 

160 El contrato de servidos fue firmado por Samuel Doria Medina A., ministro de Planeamiento y Coordinación y presidente 
de la CEEP; Auguste E. Rimpel, socio de Price Waterhouse (OGS) yjorge Patino S., de Socimer International. 
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liquidar PIL-Cordech” (Price Waterhouse, 1993b; iü). En cuanto a la estratégia de privati- 
zación, la consultora sugirió tres alternativas; la primera era vender el 100% de PIL Sucre 
mediante Hcitación pública en que el adjudicatario permanecia con el 70% de las acciones 
y el otro 30% se ofertaba a los produetores; la segunda, similar a la primera pero con una 
distribución de 60% para el adjudicatario inversionista, el 30% para los produetores y el 
10% para los trabajadores de la empresa, y la tercera, que eüminaba la participación de 
produetores y trabajadores, sugiriendo la entrega dei 100% de la empresa al adjudicatario 
que presentara la mejor oferta en la Hcitación pública. 

La enajenación de PIL Sucre no se concretó en el gobierno de Jaime Paz Zamora y se 
reinició en el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada. El 25 de abril de 1995, el Consejo 
de DesarroUo Nacional (Codena) autorizó al Ministério de CapitaHzación a proceder a la 
privatización de 47 empresas, entre las que se encontraba PIL Sucre bajo el nombre de 
“PIL Chuquisaca”. Dicha norma senalaba que la empresa contaba con estúdios elabo¬ 
rados el ano 1993 por el consorcio Price Waterhouse OGS/Socimer International, los 
cuales debían ser actualizados, y que los trabajadores habían participado informalmente 
su deseo de participar en la privatización de su empresa. La estratégia de privatización 
recomendada fue “hcitación púbhca nacional dei 100% con el compromiso de ofrecer a 
los trabajadores un paquete accionario dei 10%” (Codena, Res. 002/95). 

La privatización de PIL Sucre fue aprobada por el Directorio de Cordech el 19 de 
mayo de 1995 mediante Resolución 034/05/95. Esa norma autorizó la transferencia a 
título oneroso de ocho empresas chuquisaquenas,^'^^ en los siguientes términos; 

Artículo Primero. Autorizar que, por la Presidência de Cordech, se proceda a la transferencia a título 
oneroso, mediante hcitación púbhca, subasta o venta de valores, a través de la bolsa de valores si co¬ 
rresponde, o mediante la constitución de sociedades mixtas, de las siguientes unidades económicas; 
Planta Industriahzadora de Leche (PIL Chuquisaca); Cabanas de Porcinos El Banado y el Zapa- 
Uar; Planta de Ahmentos Balanceados Chuquisaca, acciones de la Empresa Distribuidoras de Gas 
(Emdigas); Planta de ají; Terminal de Buses y acciones de la Fábrica Nacional de Cemento SA. 
Artículo Segundo. A los efectos de la ejecución dei artículo precedente, se deja expresa cons¬ 
tância que tanto la Planta Industriahzadora de Leche (PIL Chuquisaca) y la Fábrica Nacional 
de Cemento SA, tendrán un tratamiento especial, consultando los intereses de la región (Cor¬ 
dech, Res. 034/05/95). 

Para reahzar una actuahzación de los estuchos de transferencia de PIL Sucre al sector 
privado, el Ministério de Capitahzación sohcitó la contratación de servidos de consultoria 
que serían financiados con recursos dei BID (Convênio ATN/SF-3586-BO), los mismos 
que estaban siendo ejecutados por el Fondo Nacional de Desarroho Regional (FNDR). 
El 2 de junio de 1995, Oscar Arrien Sandoval, presidente ejecutivo dei FNDR, suscri- 
bió el Contrato de Consultoria 006/95 con la firma consultora estadounidense Ernst & 


161 Referido en los antecedentes dei DS 24184 dei 14 de diciembre de 1995, que adjudico los activos de PIL Sucre en 
favor de una asociación accidental. 
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Young por la suma de $us 225.142,86 para las cinco PIL. Por prorrateo, correspondia a 
PIL Sucre la suma de $us 45.028,57. 

El 9 de junio de 1995, el Directorio de Cordech ratifico su decisión de privatizar 
PIL Sucre “involucrando de manera preferencial como accionistas a los miembros de la 
Asociación de Productores de Leche de Chuquisaca (Adeplech) y los trabajadores de la 
misma PIL Chuquisaca” (Cordech, Res. 042/06/95). 

El informe de valuación de PIL Sucre para transferencia al sector privado, presentado 
por la consultora Ernst & Young LLP en juho de 1995, senalaba en sus conclusiones que 
la empresa tendría un valor de mercado expresado en montos alto, promedio y bajo: 

Valor de Mercado Monto en US$ 

• Alto 836.000 

• Promedio 684.000 

• Bajo 608.000 

(Ernst & Young, 1995: 16). 

En su informe final de “Valuación Económica, Análisis legal y Estratégia de Transfe¬ 
rencia” del 31 de juho de 1995, la consultora Ernst & Young recomendó emplear la hci- 
tación púbhca como la manera más apropiada para transferir PIL Sucre al sector privado, 
principalmente en lo relativo a maximizar la transparência de la transacción. Pero también 
da cuenta de que habría estado en curso la constitución de una sociedad anónima mixta 
como modahdad de privatización, senalando: 

... entendemos que Cordech, la asociación [sic] de Productores Industriales de Leche SA 

(PILSA) y los trabajadores de PIL Sucre, han suscrito y presentado un convénio para la cons¬ 
titución de una Sociedad Anónima Mixta, el cual se encuentra en proceso de evaluadón por 

parte del Gobierno (Ernst & Young, 1995: 43). 

Ante eho, recomendó que Cordech tenga un 20% del capital social, los trabajadores de 
PIL Sucre ejerzan su derecho de participación hasta el monto de sus beneficios sociales 
(como mandaba la Ley de Privatización), y el sector productor —a través de Adeplech— se 
constituya en el tercer socio con el porcentaje de capital restante para completar el 100% 
de la composición accionaria. 

El 5 de agosto de 1995, el ministro de Capitahzación, Alfonso Revoho Thenier contrató 
los servidos de la firma Socimer International para asesoramiento en la transferencia de las 
Plantas Industriahzadoras de Leche de Chuquisaca, Cochabamba, La Paz, Santa Cruz y Tarija, 
en el marco de un contrato que habría firmado el Banco Mundial con Socimer el 29 de junio 
de 1995.^*^^ El contrato de servidos suscrito incluyó a PIL Sucre (bajo el denominativo de PIL 
Chuquisaca) a pesar de que la Resolución Ministerial 038/95 que aprobó la contratación de 
Socimer International no había contemplado esta PIL, senalando expresamente; 


162 La referencia de este contrato se encuentra en la cláusula tercera del Contrato suscrito entre el Ministério de 
Capitalización y Socimer. Testimonio 1097/1995. La Paz, diciembre de 1995. 
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ARTÍCULO ÚNICO. Autorizar la contratación de la firma Sodmer International CORP, para 
el asesoramiento, asistencia y promoción en la transferencia a terceros, mediante las modali¬ 
dades de licitación, subasta o conformación de Sociedades Anónimas Mixtas, con los activos 
pertenecientes a las Plantas IndustriaUzadoras de Leche de las ciudades de La Paz, Cochabam- 
ba, Santa Cruz y Tarija (Res. Min. 038/95). 

El Plan específico y el Pliego de condiciones para la licitación pública de los ac¬ 
tivos de PIL Sucre fueron aprobados el 20 de septiembre de 1995 mediante Resolu- 
ción 080/95, emitida por el Ministério de Capitalización. De acuerdo al Plan especí¬ 
fico de la licitación pública MC/SNCI/UR-LIC/008/95, la recepción de propuestas 
y la apertura de sobres “A” y “B” estaban previstas para el 28 de noviembre de 1995. 
Además, el Plan específico exigia la participación de los trabajadores y de los produc- 
tores de leche en los siguientes términos; 

D.l El adjudicatario, constituído bajo la forma de sociedad anónima para la firma dei contrato, 
mediante carta notariada, ofertará a los trabajadores de PIL SUCRE la compraventa de accio- 
nes hasta el monto de sus beneficios sociales. 

D.2 El adjudicatario, mediante carta notariada ofertará a los productores, la diferencia entre 
treinta y tres por ciento y el porcentaje accionario resultante de la adquisición de acciones por 
parte de los trabajadores. 

D. 3 La forma de pago de dichas acciones, será al contado, al momento dei endoso de las ac¬ 
ciones y pagaderos en dólares de los Estados Unidos de Norteamérica (Plan específico MC/ 
SNCI/UR-LIC/008/95, Il.d). 

Por su parte, el Pliego de condiciones senalaba; 

... una vez constituída la Empresa, el Adjudicatario deberá ofrecer un paquete accionario mi¬ 
noritário de la misma a los productores lecheros, proveedores de Pil-Sucre y a los Trabajadores 
de Pil-Sucre de hasta el treinta y tres (33%) por ciento dei total de acciones de la Empresa 
(Pliego de condiciones: cláusula 18). 

Así, debía constituirse una nueva sociedad anónima con los socios minoritários. 

El 28 de noviembre de 1995, de acuerdo al cronograma previsto, se realizó la 
apertura de sobres de la licitación pública MC/SNCI/UR-LIC/008/95. La Comisión 
Calificadora, cuyos vocales fueron designados por el Ministério de Capitalización, 
mediante Resolución Ministerial 114/95 (17/11/1995),^*"^ emitió su informe el 29 de 
noviembre de 1995, en el cual recomendó la adjudicación de los activos de PIL Sucre 
en favor de la asociación accidental compuesta por la Asociación Nacional Ecumé- 


163 Estos vocales, junto al ministro de Capitalización, Alfonso Revollo Thenier (presidente), al secretario nacional de 
Capitalización e Inversión, Edgar Saravia Durnik (secretario) y a la directora ejecutiva de la Unidad de Reordenamiento, 
Elvira Lupo de Velarde, estarían a cargo de recibir las propuestas y recomendar, teniendo en cuenta la mejor oferta, a 
la persona natural o jurídica que consideraran. 
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nica de Desarrollo (ANED) y la firma Sociedad de Productores de Leche Sociedad 
Anónima (Soprolech SA). 

El presidente Gonzalo Sánchez de Lozada y su gabinete ministerial reaüzaron la ad- 
judicación de PIL Sucre el 14 de diciembre de 1995, mediante Decreto Supremo 24184, 
en los siguientes términos; 

Artículo 1. Adjudícase en favor de la asociación accidental compuesta por la Asociación Na¬ 
cional Ecuménica de Desarrollo (ANED) y la firma Sociedad de Productores de Leche Socie¬ 
dad Anónima (Soprolech SA) los activos pertenecientes a la Planta Industrializadora de Leche 
(PIL - Sucre) de propiedad de la Corporación Regional de Desarrollo de Chuquisaca (Cor- 
dech), ofertados mediante la licitación pública MC/SNCI/UR-Lic 008/95, por el precio total 
de CUATROCIENTOS VEINTIUN MIL CIENTO CINCUENTA 00/100 DÓLARES DE 
LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA ($us 421.150). 

Dicho monto debía ser pagado al contado y en efectivo, a la firma del contrato de com- 
praventa, el cual debía ser suscrito por el ministro de Capitalización y el presidente de Cor- 
dech. La minuta del contrato de compraventa de los activos de PIL Sucre fue firmada recién 
el 19 de marzo de 1996, cuando ya habían sido liquidadas las Corporaciones Regionales de 
Desarrollo, por efecto de la aplicación de la Ley 1654 de Descentralización Administrativa 
del 28 de julio de 1995, y los bienes de Cordech ya habían sido transferidos a la Prefectura 
del Departamento de Chuquisaca, constituyéndose en la nueva propietaria de los bienes de 
Cordech. 

El contrato de compraventa fue suscrito por la nueva sociedad anónima constituida 
por la sociedad accidental adjudicataria y los trabajadores; la Planta Industrializadora de 
Leche Chuquisaca SA, establecida mediante Escritura Pública 41/96 del 2 de febrero 
de 1996, y su inscripción en el Registro de Comercio mediante Resolución Adminis¬ 
trativa 02-07033/96 del 15 de febrero de 1996, matrícula 07-037601-05. Son firmantes 
del contrato Alfonso Revollo Thenier, ministro de Capitalización, y Víctor H. Urquidi 
Hodgkinson, prefecto de Chuquisaca, por la parte vendedora; y Gustavo Birbuet Díaz 
y Gerónimo Díaz Quevedo, presidente y secretario de PIL Chuquisaca SA, respectiva¬ 
mente, por la parte compradora. 

A la firma del contrato, la empresa PIL Chuquisaca SA, adjudicataria de PIL Sucre, reaH- 
zó el pago del monto total del precio de la empresa, mediante la entrega de dos cheques: 

a) Cheque n.° 023252 del Banco Nacional de Bolivia a nombre de SOCIMER INTERNA¬ 
TIONAL CORP, por concepto de $us 21.057,50 (...) 

b) Cheque n.° 023253 del Banco Nacional de Bolivia a nombre de la PREFECTURA DEL 
DEPARTAMENTO DE CHUQUISACA, por concepto de $us 400.092,50 


164 Recibo de entrega suscrito por Enrique Urquidi Hodgkinson, prefecto y comandante general del departamento 
de Chuquisaca, y Virgínia Medrano de Calderón, directora general de Asuntos Jundicos de la Prefectura del 
Departamento. 
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Esto evidencia que el pago dei honorário de êxito a la consultora Socimer Internatio¬ 
nal Corp., por un monto de $us 21.057,50, fue con recursos estatales. 

Algunos datos económicos a considerar en la enajenación de PIL Sucre; los gastos 
estatales en la implementación de PIL Sucre se pudieron determinar en $us 1.635.913 
(dato con base a Barrón dei CastiUo, 2007), pero no se tiene la información sobre las 
inversiones realizadas por la CBF desde 1978. Aun así, el informe de consultoria de 
Price Waterhouse de 1992 determinó que el valor de reposición de PIL Sucre era de $us 
2.000.000 y su valor de hquidación de $us 867.000. 

De acuerdo al informe elaborado por la consultora Ernst & Young en 1995, para el 
avalúo de la Planta Industrializadora de Leche Sucre se utüizaron diferentes métodos de 
valuación; valuación como empresa en marcha, por compafíias comparables, por tran- 
sacciones comparables, por el valor dei activo fijo y por el valor en hbros. Esos métodos 
dieron los siguientes valores; 

Avalúo como empresa en marcha (Flujo 

• Escenario optimista 

• Escenario pesimista 

• Escenario probable 


Avalúo por companías comparables: 


• Alto: 

$us 760.000 

• Promedio: 

$us 684.000 

• Bajo: 

$us 608.000 

Avalúo por transacdones comparables: 

• Alto: 

$us 836.000 

• Promedio: 

$us 684.000 

• Bajo: 

$us 608.000 (Ernst & Young, 1995: 12-16). 


El avalúo por activo fijo está reflejado en el siguiente cuadro; 


de caja descontado): 
$us 798.000 
$us 287.000 
$us 683.000 


Cuadro 42. Valuación de los activos fijos de la PIL Sucre (1995) ($us) 


1 Rubro 

Valuación 

Valor de Hquidación | 

Terrenos 

260.000 

260.000 

Edifícios yconstrucciones 

172.400 

172.400 

Muebles y enseres 

4.900 

4.217 

Equipo de oficina 

17.800 

15.061 

Equipo de computación 

5.800 

4.795 

Vehículos 

8.200 

6.800 

Maquinaria y equipo 

210.000 

135.063 

Herramientas 

800 

730 

Total 

679.900 

599.066 


Fuente: Ernst & Young, 1995. 
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Finalmente, el valor en libros de la empresa, al 31 de marzo de 1994, fue determinado en 
Sus 659.000, tomando en cuenta un activo total de Sus 949.000 y un pasivo de Sus 290.000. 

El 29 de noviembre de 1995, fecha en que se reaHzó la recepción de ofertas y apertura 
de las propuestas de la licitación para la enajenación de PIL Sucre, la consultora Ernst & 
Young LLP presentó una nota haciendo conocer el “valor justo mínimo de mercado”, 
en la cual aclara que 

... la estratégia del gobierno está orientada y así se nos ha comunicado por intermédio de la 
Unidad de Reordenamiento dependiente del Ministério de CapitaHzación, no a la maximiza- 
ción de benefícios económicos por su transferencia al sector privado, sino porque la misma 
continue en operación y sea una alternativa de empleo y producción para la región. 

La carta del 29 de noviembre de 1995 determino que, en función de ese objetivo del 
gobierno, el valor justo mínimo referencial de mercado de PIL Sucre para su transferen¬ 
cia al sector privado era de Sus 287.000 (Ernst & Young, 29/11/1995). 

La Planta Industrializadora de Leche de Sucre fue enajenada el 10 de septiembre de 
1996 por la suma de Sus 421.150 al contado. 

El Estado boliviano erogó recursos para privatizar PIL Sucre de acuerdo a los ítems 
reflejados en el siguiente cuadro; 

Cuadro 43. Gastos para la privatización de PIL Sucre ($us) 



Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Contrato de servicios del 26/11/1992; Contrato de Consultoria 001/95,2/06/1995; Recibo del 19/03/1995. 

Los costos para privatizar PIL Sucre Uegaron a Sus 127.463,57. 

En 1992, la Comisión de Evaluación de la Empresa Pública había previsto el pago de 
un bono extralegal a 175 trabajadores de PIL Sucre, a razón de Sus 2.000 por trabajador, 
lo que ascendia a Sus 350.000.165 Sin embargo, no se tiene constância de que se haya 
realizado ese pago, por lo que no es consignado en el cuadro anterior referido a gastos 
para la privatización de PIL Sucre. 

El cálculo del perjuicio económico es el siguiente; 

Perjukio económico por la privatización = (Valor promedio de mercado - Precio de venta) + Gastos de consultoria + 

^_ Honorário de êxito _^ 

f X 

PEP = (684.000,00 - 421.150,00) +106.406,07 + 21.057,50 = 390.313,57 

V_^^_ J 


165 Listado de empresas públicas por concepto de benefícios extralegales. 2.a fase, CEEP-UEREP, 1992. 
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Por tanto, el perjuicio económico por la venta de la Planta Industriaüzadora de Leche 
— Sucre alcanzó a la suma de $us 390.313,57. 

2.1.1.4. Terminal de Buses Sucre 

La Terminal de Buses de Sucre se inició como proyecto en el ano 1975, de acuerdo a las 
necesidades de la ciudad y teniendo en cuenta el potencial de crecimiento de la población, 
su moviHdad y la actividad económica en general. El financiamiento para su construcción 
provino dei Comité de DesarroUo de Chuquisaca, entidad predecesora de Cordech, y de 
recursos procedentes de EUA. Su construcción concluyó en 1976, ano en que inició sus 
operaciones de Uegada y saUda de buses a nivel departamental e interprovincial. 

Fue concebida con el objeto de establecer una infraestructura física de salida y Uegada 
para el transporte terrestre de pasajeros por medio de buses. Esta faciUdad constituía un 
beneficio tanto para transportistas como para pasajeros y la ciudadam^a en su conjunto 
(Berthin Amengual, 1995; 2). El efecto multipUcador de la concentración física dei trans¬ 
porte automotor permite una serie de benefícios como; 

• ... oportunidad de elecdón al pasajero y remitente de carga -encomiendas-, en términos de 
predo, caUdad, oportunidad y tipo de servido; 

• No existen zonas congestionadas por tráfico de vehículos pesados; 

• Existe un control efectivo dei flujo vehicular de transporte terrestre interdepartamental e 
interprovincial (en menor escala), en el cumpUmiento de normas técnicas, frecuencia de 
horários y tributación; 

• Ofrece comodidad, resguardo y seguridad para el pasajero de Uegada, salida y en trânsito; 

• Genera actividades comerciales para otros sectores, además dei transportista (Berthin Amen¬ 
gual y Asociados, 1995; 2). 

La Terminal de Buses de Sucre era una empresa que prestaba servidos de terminal de pasa¬ 
jeros, buses y carga para transporte interprovincial e interdepartamental (Codena, Res. 013). 

Tenía un terreno asignado de 9.234 m2 y una superfície construida de 1.932 m2, sin 
haber sufrido modificaciones desde su construcción hasta el momento de su privatiza- 
ción, en 1995. La construcción era de hormigón armado de dos plantas; la planta princi¬ 
pal albergaba las oficinas de las empresas de transporte y el área de espera de los pasaje¬ 
ros, además de servidos de correos, restaurante, bafios, informaciones y guardaequipaje. 
En la otra planta se encontraba el andén de saUda de los buses. 

Ubicada en la zona este de la ciudad de Sucre, con su ingreso principal sobre la 
Av. Ostria Gutiérrez, en un terreno parte de la propiedad denominada “La Madona”, 
adquirida por el entonces Comité Departamental de DesarroUo y Obras PúbUcas de 
Chuquisaca, predecesora de Cordech. El estúdio de consultoria fue realizado tomando 
en cuenta una superfície de 9.234 m2, calculada en base a un levantamiento topográfico 
(Berthin Amengual, 1995; 19). 
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La Terminal se encontraba bajo administración directa de Cordech y bajo tuición de la Ge¬ 
rencia Administrativa y Financiera. No tenía personería jurídica propia y era considerada por 
Cordech como un Programa con autonomia de gestión, ya que sus gastos de funcionamiento 
(reparaciones, sueldos, etc.) eran realizados con fondos propios sin que existiera dependencia 
económica de Cordech. DesarroUaba sus actividades económicas utilizando el Registro Único 
de Contribuyentes (RUC) de Cordech, bajo el rótulo de Sucursal 10 (Ibíd.; 12-14) 

Desde sus inicios, la Alcaldía Municipal de Sucre emitió una Ordenanza Municipal 
que obhgó a todas las empresas de transporte interdepartamental a operar en instalacio- 
nes y prédios de la Terminal de Buses de Sucre. 

Por su ubicación física, la ciudad de Sucre se convirtió en un centro de convergência 
departamental de gran parte del tráfico terrestre de pasajeros y carga hacia el sur y en el 
punto intermédio para quienes continúan viaje vía terrestre a Potosí, procedentes de La 
Paz, Cochabamba y Santa Cruz por vía aérea. 

La Terminal de Sucre fue incorporada al proceso privatizador en el ano 1995. El Di- 
rectorio de Cordech aprobó su enajenación mediante Resolución 034//05/95 del 19 de 
mayo de 1995, en los siguientes términos: 

Artículo Primero. Autorizar que por la Presidência de Cordech, se proceda a la transferencia 
a título oneroso, mediante licitación pública, subasta o venta de valores, a través de la bolsa de 
valores si corresponde, o mediante la constitución de sociedad mixtas, de las siguientes unida¬ 
des económicas: Planta IndustriaUzadora de Leche (PIL Chuquisaca); Cabana de Porcinos El 
Banado y el Zapallar; Planta de Alimentos Balanceados Chuquisaca, acciones de la Empresa 
Distribuidora de Gas (Emdigas); Planta de Ají; Terminal de Buses y acciones de la Fábrica 
Nacional de Cemento SA (Cordech, Res. 034/05/95). 

El Ministério de Capitahzación sohcitó la contratación de servidos de consultoria 
para realizar estúdios de la Terminal de Buses de Chuquisaca, junto a otras tres empre¬ 
sas dentro de un paquete de empresas denominado “Servicios Públicos Diversos”. El 
27 de junio de 1995, Oscar Arrien Sandoval, presidente ejecutivo del FNDR, suscribió 
el Contrato de Consultoria con la firma Berthin Amengual y Asociados por el monto 
total de $us 56.000, que prorrateado entre tres daba $us 14.000 por cada empresa. El 
financiamiento provemd de recursos del BID (Convénio ATN/SF-3586-BO) que eran 
ejecutados por el Fondo Nacional de DesarroUo Regional (FNDR). 

Por su parte, el Codena aprobó la privatización de la Terminal de Buses de Sucre me¬ 
diante la Resolución 013/95 del 25 de agosto de 1995. La citada norma sefialaba que los tra- 
bajos de evaluación y valoración habían sido realizados por la empresa consultora Berthin 
Amengual y Asociados, quienes determinaron que la mejor opción para su transferencia era 
la licitación pública, por lo que el Codena recomendaba la transferencia de la totaHdad de 
activos de la Terminal de Buses de Sucre mediante el mecanismo de licitación pública. 

La consultora determinó una valuación de los activos fijos de la Terminal de Buses de 
Sucre, con efecto al 30 de junio de 1995, en $us 951.143,33, y un valor de hquidación de 
$us 947.492,80 (Berthin Amengual, 1995: 23). 
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El Plan Específico y el Pliego de condiciones de la Licitación Pública MC/SNCI/ 
UR/LIC-010/95 para la venta de la Terminal de Buses de Sucre fueron aprobados por el 
Ministério de Capitalización el 20 de septiembre de 1995 mediante Resolución 080/95, 
que fijó como precio de venta dei Pliego de condiciones la suma de $us 100. El Pliego de 
condiciones de octubre de 1995 senalaba un terreno asignado a la terminal de 9.234 m2, 
cuya superficie construída era de 1.932 m2. Además, establecía que “la totaHdad y/o parte 
de la superficie asignada en terrenos y construcción existente, NO podrá bajo ninguna 
circunstancia ser utilizada, enajenada, vendida u otra figura de utüización que no sea para 
la prestación de servidos como terminal de buses en el presente o el futuro” (Ibíd.; 21). 
A pesar de que el informe de la consultora había reportado siete trabajadores permanen¬ 
tes y seis eventuales, el Plan Específico senalaba que la Terminal de Buses no contaba 
con trabajadores, por lo que no existia una previsión sobre la preferencia en favor de los 
mismos (punto 3.d dei Pliego de condiciones). 

La convocatoria a la licitación fue publicada el 24 de octubre de 1995, anunciando 
que la fecha prevista para la presentación de propuestas era el 5 de diciembre de 1995. 
El 17 de noviembre de 1995, el Ministério de Capitalización designó dos vocales para 
la Comisión de Calificación de la licitación; Mauricio Prudencio Tardio y José Rafael 
Abastoflor Montero, consultor y asesor jurídico de la Unidad de Reordenamiento, res¬ 
pectivamente (RM 115/95, 17/11/1995). Estos vocales, junto al ministro de Capita¬ 
lización, Alfonso RevoUo Thenier, como presidente; al secretario nacional de Capita¬ 
lización e Inversión, Edgar Saravia Durnik, como secretario, y a la directora ejecutiva 
de la Unidad de Reordenamiento, Elvira Lupo de Velarde, estarían a cargo de recibir 
las propuestas y recomendar a la persona natural o jurídica que consideraran hubiera 
presentado la mejor oferta (RS 215521, 13/04/1995). 

De acuerdo al cronograma previsto en el Pliego de especificaciones, las pubhcaciones 
de la convocatoria a la licitación pública en médios de prensa escrita se reahzaron entre 
septiembre y octubre de 1995. De igual manera, la recepción y apertura de propuestas de- 
bía Uevarse a efecto el 28 de noviembre de 1995, pero la licitación pública de la Terminal 
de Buses de Sucre fue postergada hasta el ano 1996. 

El nuevo Pliego de condiciones fúe emitido en febrero de 1996 con la misma referencia 
que la pasada gestión; MC/SNCI/UR/LIC-010/95. La publicación de la convocatoria se 
realizó entre junio y julio de 1996 en los médios de prensa escrita Presenciaj Correo dei 

El 26 de julio de 1996, se Uevó a cabo la recepción y apertura de propuestas para 
la licitación pública MC/SNCI/UR/LIC-010/95, referida a la venta de la Terminal de 
Buses de Sucre. El acto se realizó bajo la presidência de Mauricio Prudencio (quien fuera 
elegido Vocal de la Comisión mediante RM 115/95 dei 17/11/1995) y ante la presencia 
dei Notário de Gobierno, Hacienda y Minas dei departamento de Chuquisaca, Andrés 
Cosuhch Iturricha. También estuvieron presentes; Jorge Márquez Ostria, secretario de 
DesarroUo Económico de la Prefectura de Chuquisaca, en representación de esa insti- 
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tución; Rafael Abastoflor, consultor de la Unidad de Reordenamiento y miembro de la 
Comisión Calificadora; René Garrett AyUón, director departamental de la UR, ambos por 
el Ministério de Capitalización; y el fiscal de Distrito, Pablo Pereira Toro. 

En la ocasión, se presentaron dos propuestas: de Roberto Emilio Valda Valda y de Emilio 
Heredia Balderrama, representado por Roberto Jorge Berdecio Laguna. Revisados los sobres 
“A” se determino que Emilio Valda Valda no cumpKa con los requisitos senalados en el Pliego 
de condiciones, por lo que fue inhabüitado para la apertura de su sobre “B”, el cual le fue de- 
vuelto. Fue abierto el sobre “B” del proponente Emilio Heredia, cuyo monto ofertado fue de 
Sus 261.000, que se comunico seria puesto en consideración de autoridades de Gobierno. 

Aunque no se encuentra registrada en el Acta de Apertura de sobres “B” del 25 de 
juHo de 1996, la consultora Berthin Amengual y Asociados presentó una carta en la que 
senala el “Valor Justo Mínimo de Mercado” de la Terminal de Buses Sucre, por un monto 
de $us 290.508. Por eUo, la oferta presentada esa fecha por Emilio Heredia fue desestima¬ 
da, al ser menor al valor mínimo de mercado. 

El 22 de agosto de 1996 se reahzó la apertura de propuestas de una nueva convocatoria 
para la hcitación pública MC/SNCI/UR/LIC-10/95, de la Terminal de Buses Sucre; esta 
vez bajo la presidência de Elvira Lupo de Velarde. En el marco de esa convocatoria, se 
procedió a abririas ofertas económicas de los dos proponentes habilitados: la de Roberto 
Emilio Valda Valda que ofertó la suma de $us 450.734 y la de Gastón Eduardo Heredia 
Acebey que ofertó $us 516.000 (Licitación pública MC/SNCI/UR/LIC-010/95). 

El informe de recomendación de la Comisión Calificadora, fechado el mismo 22 de agos¬ 
to de 1996, recomendó que la licitación pública fúera adjudicada en favor de Gastón Eduardo 
Heredia Acebey por el precio de $us 516.000. El senalado informe Ueva las firmas de Alfonso 
RevoUo Thenier, ministro de Capitalización (presidente); Edgar Saravia Durnick, secretario 
nacional de Capitalización e Inversión (secretario); Elvira Lupo de Velarde, directora ejecutiva 
de la Unidad de Reordenamiento; Enrique Urquidi H., prefecto del departamento de Chuqui¬ 
saca; Marcelo Prudencio Tardio y Rafael Abastoflor Montero, vocales. 

El presidente Gonzalo Sánchez de Lozada y su gabinete aprobaron la adjudicación de 
la Terminal de Buses Sucre el 11 de septiembre de 1996, en los siguientes términos: 

Adjudícase los activos pertenecientes a la Terminal de Buses Sucre ofertados mediante Licita¬ 
ción Pública N° MC/SNCI/UR/LIC-010/95, en favor del oferente Gastón Eduardo Heredia 

Acebey, por el precio de (...) $us 516.000 (DS 24362, art. 1). 

La minuta del contrato de compraventa fue suscrita el 3 de octubre de 1996 por 
Alfonso RevoUo Thenier, ministro de CapitaUzación, y Enrique Urquidi Hodgkinson, 
prefecto del departamento de Chuquisaca, por la parte vendedora, y por Gastón Eduardo 
Heredia Acebey, por la parte compradora. 

Algunos datos económicos a considerar en la enajenación de esta empresa: el avalúo 
de los activos de la Terminal de Buses de Sucre fue reaUzado por la firma Berthin Amen¬ 
gual y Asociados, habiéndose determinado los siguientes valores: 
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Cuadro 44. Valuación de los activos fijos de la Terminal de Buses de Sucre (1995) ($us) 


1 Rubro 

Valuación 

Valor de liquidación | 

Terrenos 

461.700,00 

461.700,00 

Edifícios yconstrucciones 

482.566,80 

482.566,80 

Muebles y enseres 

4.463,00 

2.219,00 

Equipo de oficina 

2.413,53 

1.007,00 

Total 

951.143,33 

947.492,80 


Fuente: Berthin Amengual y Asociados, 1995. 


A pesar de este avalúo de activos fijos, el 5 de diciembre de 1995, la consultora 
Berthin Amengual y Asociados sugirió un valor justo mínimo de $us 290.508, argu¬ 
mentando que este nuevo valor respondia a la estratégia dei gobierno que le había 
sido comunicada por la Unidad de Reordenamiento, dependiente dei Ministério de 
Capitalización, que respondia “no solo a la maximización de beneficios económicos 
por su transferencia al sector privado, sino a que la misma continúe en operación y 
sea permanentemente en el tiempo como Terminal de Buses”. Al justificar el nuevo 
valor, la firma consultora senala que: 

El mencionado precio se establece de acuerdo a la metodologia de valoración como empresa 
en marcha a una tasa de descuento dei 21%, lo cual representa un valor de $us 315.508 y a este 
monto se sustrae $us 25.000 que es el monto necesario para realizar mantenimiento correctivo 
a la infraestructura física y que la Terminal este (sic) en condiciones óptimas de funcionamien- 
to y operabüidad (Berthin Amengual, 25/07/1996). 

El 22 de agosto de 1996, Gastón Eduardo Heredia Acebey presentó su oferta para 
comprar la Terminal de Buses de Sucre, la cual fue de $us 516.000. La empresa le fue 
adjudicada por Decreto Supremo 24362 dei 11 de septiembre de 1996. 

Al momento de su privatización, Cordech adeudaba por concepto de impuestos im- 
pagos de la Terminal de Buses la suma de Bs 91.668 ($us 19.137). En 1995, la Terminal 
contaba con trece trabajadores: un plantei permanente de siete trabajadores (un adminis¬ 
trador, un contador, una secretaria, dos empleadas de información y un portero/sereno) 
y otros seis trabajadores temporales destinados al servicio de hmpieza y como personal de 
apoyo administrativo. Los sueldos de esos trabajadores eran cubiertos íntegramente con 
recursos propios de la Terminal, es decir con los fondos recaudados por la empresa. 

Para privatizar la Terminal se erogaron $us 14.000 en la contratación de los servidos 
de consultoria de la firma Berthin Amengual y Asociados (Berthin Amengual y Asocia¬ 
dos, Contrato de consultoria 004/95). 

El cálculo dei perjuicio económico es el siguiente: 


Perjuicio económico por la privatización = (Valor de activos fijos - Precio de venta) + Gastos de consultoria 

V_^!_ J 


f 


5 


PEP = (951.143,33 - 516.000,00) -t 14.000 = 449.143,33 


V 


J 
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Por tanto, el perjuicio económico por la venta de la Terminal de Buses de Sucre fue 
de $us 449.143,33. 

2.1.1.5. Planta de Alimentos Balanceados de Chuquisaca (Albach) 

La Planta de Alimentos Balanceados de Chuquisaca fue implementada en el marco del 
proyecto de Fomento de Ganadería Porcina (FGP). Se instaló en 1980 para apoyar a 
su Sub programa “A” dedicado exclusivamente a la cria y reproducción de cerdos, ini¬ 
cialmente como una pequena planta destinada a cubrir los requerimientos de las cinco 
unidades productoras del proyecto; Banado, Sauces, ZapaUar, La Huerta y Mesa Verde, y 
sus excedentes para proveer a sus prestatarios del ganado porcino. Pese a sus hmitaciones 
en maquinaria, equipos, manipuleo y transporte de materiales de proceso, en sus médios 
adecuados para almacenamiento de matérias primas (silos), se constituyó como factor 
importante para el avance del proyecto (Sanabria, 1995; 5). 

En 1988, se dio lugar a la construcción de una nueva planta en una segunda fase, con 
el financiamiento del BID. La nueva planta inició sus operaciones en 1989, luego de un 
periodo de construcción de obras civiles y montaje de maquinaria y equipo. 

Era una empresa dedicada a la producción de alimentos balanceados con destino 
al engorde del ganado porcino, principalmente el producido en el marco del proyecto 
Fomento de Ganadería Porcina. La planta estaba ubicada en los terrenos de la Cabana 
“Los Sauces”, situada a 2,5 km de la locakdad de Monteagudo, en el cantón Los Sauces, 
municipio de Monteagudo, provincia Hernando Siles del departamento de Chuquisaca (la 
locakdad de Monteagudo se haka a 323 km de la ciudad de Sucre). 

La tecnologia era estadounidense, de marcas reconocidas, del tipo convencional, semiau- 
tomatizada. Podia producir 22 toneladas/dia de akmento harinoso seco (balanceado y con¬ 
centrado) para cubrir los requerimientos del proyecto porcino regional (cabanas y módulos) 
del sector avícola y el Programa de Fomento Lechero (7). Pero la capacidad instalada no logró 
superar el 49% en su mejor ano, tal como se puede apreciar en el siguiente cuadro; 


Cuadro 45. Producción de alimento balanceado de Albach (1989-1994) 


1 Afio 

Producción (tn/ano) 

Capacidad utilizada (%) | 

1989 

1984 

34 

1990 

1871 

33 

1991 

2842 

49 

1992 

1950 

34 

1993 

1065 

19 

1994 

709 

12 


Fuente: Sanabria, 1995. 


La productividad de la nueva planta fue sumamente baja. Con la pequena planta hubo 
niveles de producción del orden de las 1.800 a 2.000 toneladas anuales entre 1980 y 
1988, abasteciendo al mercado del área de influencia de Monteagudo, principalmente a 
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la producción porcina. Pero con la nueva planta, como se puede apreciar en el Cuadro 9, 
la producción promedio se situaba en 1.710 toneladas por ano, con un máximo de 2.842 
toneladas en 1991, sin incursionar en nuevos mercados potenciales (Sanabria, 1995d; 5). 
De todos modos, el consultor Fernando Sanabria determinó, en 1995, que existia una 
demanda potencial de alimentos para animales dei orden de 40.000 toneladas anuales en 
el corto plazo y akededor de 45.000 toneladas a mediano plazo. Solo en Chuquisaca eran 
22.000 toneladas a corto plazo y 25.000 a mediano plazo (Ibíd.; 6). 

La planta produjo alimento balanceado y concentrado para cerdos, aves de corral 
y eventualmente para ganado vacuno lechero, sobre todo a pedidos, presentando 
falta de apertura a nuevos mercados más allá de la demanda dei proyecto porcino de 
Monteagudo. La matéria principal utilizada era el maíz, producido en la misma área 
dei proyecto, y otros insumos como harina de soya, aceite de soya, harina de hueso 
y minerales adquiridos de Santa Cruz y conchilla proveniente de Oruro. Su personal 
no supero las ocho personas. 

Contaba con un área de 11.950.55 m2 con cerco perimetral de maUa olímpica, además 
de un galpón en el que se encontraban las instalaciones productivas, oficinas adminis¬ 
trativas, silos y depósitos. La maquinaria y equipo de la planta corresponde a un tipo de 
tecnologia apropiada para los procesos de producción continua, con sistemas de control 
semi automatizados, proveniente de EEUU. Su estado, en general, era bueno, ya que des¬ 
de su inicio la capacidad utilizada fue muy baja. La planta contaba con energia eléctrica y 
vias de comunicación a Monteagudo, Sucre y Camiri. 

No poseía personalidad jurídica propia, sino que funcionaba con la personería de 
Cordech, formando parte dei Proyecto de Fomento a la Ganadería Porcina (Sanabria, 
1995b: 3). 

Albach fue incorporada al proceso de privatización en el ano 1995. El Directorio de 
Cordech autorizó su transferencia a título oneroso el 19 de mayo de 1995 mediante Re- 
solución 034/05/95. 

El Ministério de Capitahzación determinó contratar los servidos de consultoria para 
realizar estúdios de evaluación, valorización y definición de estratégias de transferencia de 
la Planta de Alimentos Balanceados de Chuquisaca al sector privado. La contratación de 
consultoria individual fue financiada con recursos dei BID (Convênio ATN/SF-3586-BO) 
que eran ejecutados por el Fondo Nacional de DesarroUo Regional (FNDR). El 29 de mayo 
de 1995, Oscar Arrien Sandoval, presidente ejecutivo dei FNDR, suscribió el Contrato de 
Consultoria 016/95 con Fernando Sanabria Camacho por la suma de $us 5.700. 

El informe de consultoria, presentado en junio de 1995 por el consultor Fernando 
Sanabria, determinó un valor de reposición de $us 432.051,21, un valor de adquisición de 
$us 480.056,90 y un valor técnico de $us 311.157,96. Además, fijó un valor de mercado de 
$us 202.992 y un precio base de subasta de $us 182.693 (Sanabria, 1995: 7-10). 

El 16 de junio de 1995, el Consejo de DesarroUo Nacional aprobó la Resolución 
Codena n.° 008/95, que autorizó la privatización de dos empresas de Cordech, entre 
eUas Albach. En la misma fecha, el Ministério de Capitahzación emitió la Resolución 
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Ministerial n.° 032/95, 16/06/1995, mediante la cual se aprobaban el Plan Específico y 
PHego de condiciones para la enajenación de los activos de Albach (ambos documentos 
referenciados como MC/SNCI/UR/SUB-010/95) y la estratégia aprobada fue la subasta 
sobre el precio base de $us 280.042. 

El ano 1996, la Unidad de Reordenamiento, dependiente del Ministério de Capitaü- 
zación, elaboro un nuevo Plan específico y un nuevo PHego de condiciones (MC/SIN/ 
UR/SUB-001/96) y la estratégia aprobada para la transferencia de Albach al sector pri¬ 
vado fue la subasta púbHca. Ambos documentos fueron aprobados por esa cartera de 
Estado mediante Resolución Ministerial 084/96 del 19 de junio de 1996. 

La subasta púbHca de la Planta de AHmentos Balanceados de Chuquisaca fue convocada 
inicialmente para el 26 de juHo de 1996, fecha en la que se declaro desierta. El 22 de agosto 
de 1996 se efectivizó la subasta de Albach a cargo del martülero Sérgio Alejandro Mostajo 
Sotelo, de la empresa SMS MartiUeo, que fuera contratada al efecto. El acto se reaHzó con la 
presencia de Elvira Lupo de Velarde, directora ejecutiva de la Unidad de Reordenamiento, 
y ante el Notário de Gobierno Andrés CosuHch Iturricha. La subasta se inicio sobre la base 
de $us 138.000, habiéndose habHitado dos postores; La Sociedad Industrial del Sur SA, 
representada por Javier Alvarez Spa (que luego seria reemplazado por Edgar Ruck Arzabe) 
y Roberto Emilio Valda Valda. La Planta de AHmentos Balanceados de Chuquisaca fue 
adjudicada a Roberto Emilio Valda Valda, quien oferto $us 140.000. 

La minuta del contrato de compraventa fue suscrita el 12 de septiembre de 1996 por 
Alfonso RevoUo Thenier, ministro de CapitaHzación, y Enrique Urquidi, prefecto del departa¬ 
mento de Chuquisaca, por la parte vendedora, y por Roberto Emilio Valda Valda por la parte 
compradora. Además, suscribe el contrato Rafael Abastoflor Montero como abogado. 

En su informe de 1995, el consultor Fernando Sanabria determino valor de adquisi- 
ción, valor de reposición y valor técnico de los activos, además de un precio de mercado 
y un precio base de subasta. Además de estos valores, el Cuadro 10 incluye el precio base 
que fuera apHcado a la subasta en junio de 1996. 


Cuadro 46. Valuación de Albach (1995-1996) ($us) 


Descripción 

Valor de 
adquiskión 
(junio 1995) 

Valor de 
reposición 
(junio 1995) 

Valor técnico 
(junio 1995) 

Valor de 
mercado 
(junio 1995) 

Precio base de 
subasta 
(junio 1995) 

Precio base de 
subasta 
(junio 1996) 

Activos 

480.056.90 

432.051.21 

311.157.96 

202.992,00 

182.693,00 

138.000,00 


Fuente: Sanabria, 1995. 


A pesar de todos esos valores, la subasta púbHca de Albach se reaHzó el 22 de agos¬ 
to de 1996 sobre la base de $us 138.000, monto fijado en el PHego de condiciones de 
junio de 1996. 

Para privatizar Albach, se erogaron $us 10.565,27, de acuerdo al siguiente detaUe; 
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Cuadro 47. Gastos para la privatización de Albach ($us) 


1 Descripción 

Costos 1 

Consultor Fernando Sanabria 

5.700,00 

Empresa COBOMAR SRL (honorário fijo) 

1998,60 

Empresa SMS Martilleo (honorário fijo) 

1.466,66 

Empresa SMS Martilleo (comisión de êxito, segundo acto) 

1.400,00 

Total: 

10.565,27 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Contrato de Consultoria 016/95,29/05/1995.; Sérgio Mostajo: Informe económico de agosto de 1996. 


La consultoria para avaluar la Planta de AHmentos Balanceados de Chuquisaca costó 
$us 5.700. Por concepto de servidos de martiUeo se gastó la suma de $us 4.865,27. 

El cálculo dei perjuicio económico es el siguiente; 


Perjuicio económico por la privatización = (Precio base de segunda subasta - Precio de venta) + Gastos de consultoria 

+ Martilleo 


/ 


X, 


PEP = {138.000,00 -140.000,00) + 5.700,00 + 4.865,27 = 8.565,27 


V 


J 


Por tanto, el perjuicio económico por la venta de la planta de Alimentos Balanceados 
de Chuquisaca fue de $us 8.565,27. 

2.I.I.6. Cabana de Porcinos El Zapallar 

El fundo para la instalación de la Cabana de Porcinos El Zapallar fue adquirido en 1976 
por el Comité Departamental de DesarroUo y Obras Públicas dei Departamento de Chu¬ 
quisaca, entidad predecesora de Cordech, con destino a su programa de Fomento a la 
Ganadería Porcina (FGP). 

Su actividad era la cria y reproducción de cerdos. Constituia una las cinco unidades 
productoras que habian constituido el proyecto Fomento de Ganadería Porcina (FGP) y 
que fueron cerradas por problemas medio ambientales. 

De acuerdo al informe dei consultor Oscar Moreira, la Cabana de Porcinos El Zapallar 
contaba con una superfície total de 11,7944 hectáreas, teniendo un área construída de 3.400 
m2, que se dividia en; superfície construída cubierta de 1.126,80 m2 (cerrada lateralmente 
en 378,80 m2 y sin cierre lateral en 748,00 m2); superfície construída abierta de 2.273,20 
m2, que correspondia a corrales compuestos por muretes divisórios de mamposteria de 
ladriUo y bloques (Moreira, 1995). Por su parte, la Resolución de Codena 008/95 dei 16 de 
junio de 1995 afírmaba que esta cabana contaba con una superfície de 18 hectáreas, infor- 
mación errónea que se haUa inscrita en esa Resolución Interministerial. 

La Cabana estaba ubicada en el cantón Sauces, municipio de Monteagudo, provinda 
Hernando Siles dei departamento de Chuquisaca, a 4 km de Monteagudo, sobre la ca- 
rretera a Camiri. De acuerdo al Phego de condiciones elaborado para su enajenación, la 
Cabana de Porcinos El Zapallar fue cerrada aproximadamente cuatro anos antes de que 
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se realicen los actos enajenadores de 1996, porque su actividad “Uegó a afectar el medio 
ambiente y la salud ambiental”.'*’^ 

La Cabana fue incorporada al proceso de privatización en el ano 1995, y el Directorio 
de Cordech autorizo su transferencia a título oneroso el 19 de mayo de 1995 mediante 
Resolución 034/05/95. 

El Ministério de Capitalización determino contratar los servidos de consultoria para 
realizar estúdios de evaluación, valorización y definición de estratégias de transferencia de 
la Cabana de Porcinos El ZapaUar de Chuquisaca al sector privado. La contratación de 
consultoria individual fue financiada con recursos del BID (Convénio ATN/SF-3586-BO), 
que eran ejecutados por el Fondo Nacional de DesarroUo Regional (FNDR). El 19 de junio 
de 1995, Oscar Arrien Sandoval, presidente ejecutivo del FNDR, suscribió el Contrato 
de Consultoria 022/95 con Oscar Moreira Araújo para la evaluación de dos empresas de 
Cordech; Cabana de Porcinos El ZapaUar y Cabana de Porcinos El Banado. El monto total 
del contrato fue de $us 6.000, correspondiéndole a cada empresa la suma de $us 3.000. 

El informe de consultoria, presentado en agosto de 1995, determinó un valor de 
reposición de las construcciones de $us 30.160, un valor actual del inmueble de $us 
25.269,52 y un valor mínimo o de Uquidación de $us 23.000; este último debía servir de 
base para la subasta púbUca. La modaUdad recomendada para su enajenación fue la su¬ 
basta púbUca (Moreira, 1995; 11-12). 

El 16 de junio de 1995, el Consejo de DesarroUo Nacional aprobó la Resolución Co- 
dena n.° 008/95 que autorizó la privatización de dos empresas de Cordech, entre las que 
se encontraba la Cabana de Porcinos El ZapaUar. La estratégia aprobada para su privati¬ 
zación fue la subasta púbUca. 

El Plan Específico y PUego de condiciones “Subasta PúbUca MC/SIN/UR/SUB- 
016/95. Venta de bien inmueble; Cabana de Porcinos el ZapaUar” fueron aprobados el 16 
de junio de 1995, mediante la Resolución Ministerial 032/95. El PUego de condiciones, 
fechado en junio de 1995, determinó la venta del inmueble de 11,7944 hectáreas, con una 
superfície construida de 3.400 m2. El precio base fue fijado en la suma de $us 23.000. 
Se reaUzaron tres subastas que fueron declaradas desiertas, en fechas 21 de juUo, 11 de 
agosto y 25 de agosto de 1996. 

La enajenación del único activo con el que contaba la Cabana de Porcinos El Zapa¬ 
Uar se efectuó con un nuevo PUego de condiciones referenciado como “Subasta PúbUca 
MC/SNCI/UR/SUB-005/96. Venta de activos de; Cabana de Porcinos El ZapaUar”, 
fechado en septiembre de 1996. El Plan Específico y el PUego de condiciones fueron 
aprobados el 2 de septiembre de 1996 mediante Resolución Ministerial 128/96. El precio 
base fijado para esta subasta fue de $us 8.006,17. 


167 Püego de condiciones MC/SNCI/UR/SUB-005/96. Venta de activos de Cabana de Porcinos El ZapaUar. Capítulo 
II. Resumen ejecutivo. La Paz, septiembre de 1996. 

168 El Plan específico da cuenta de tres subastas que se declararon desiertas, en fechas 21 de julio, 11 de agosto y 25 de 
agosto de 1996. 
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La cuarta subasta pública de los activos de la Cabana, sobre la base de $us 8.006,17, 
se reaHzó el 19 de septiembre de 1996, bajo la dirección dei Notário de Gobierno Andrés 
CosuHch Iturricha, quien también oficio como martiUero. Al acto se presentó un solo 
postor habilitado, Roberto Emiho Valda Valda, quien reahzó la oferta de $us 8.010, suma 
con la que se adjudico la cabana. 

El Acta de la Subasta Pública MC/SNCl/UR/SUB-005/96 fue presentada por el 
Notário de Gobierno, que oficio de martiUero, el 19 de septiembre de 1996, habiendo 
sido aprobada por Resolución Ministerial n.° 143/96 dei 20 de septiembre de 1996. 

La minuta dei contrato de compraventa fue suscrita el 27 de septiembre de 1996 por 
Alfonso RevoUo Thenier, ministro de CapitaUzación, y Enrique Urquidi H., prefecto dei 
departamento de Chuquisaca, por la parte vendedora, y por Roberto EmiUo Valda Valda 
por la parte compradora. 

Algunos datos económicos a considerar en la enajenación de esta empresa: el con¬ 
sultor Oscar Moreira determinó los siguientes valores de los activos de la Cabana de 
Porcinos El ZapaUar; 


a. Valor dei terreno 

b. Valor de reposición de las construcciones 

c. Valor actual de las construcciones 

d. VALOR TOTAL DEL INMUEBLE (a + c) 


$us 9.435,52 
$us 30.160,00 
$us 15.834,00 
$us 25.269,52 


Veinticinco mil doscientos sesenta y nueve 52/100 dólares de los Estados Unidos de Norte- 
américa. 


e. VALOR MÍNIMO O DE LIQUIDACIÓN $us 23.000,00 

Veintitrés mil 00/100 dólares de los Estados Unidos de Norteamérica (Moreira, 1995: 10-11). 


Este avalúo fue aprobado por el Ministério de CapitaUzación el 16 de junio de 1995 
mecUante Resolución Ministerial 032/95, y $us 23.000 fue el precio base dei PUego de 
condiciones para la subasta púbUca en el ano 1995. Para la nueva subasta convocada en 
1996, cuyo PUego de condiciones fue aprobado en septiembre de 1996, el avalúo de los 
activos bajó al 34% de su valor, tal como se puede apreciar en el Cuadro 12: 


Cuadro 48. Comparación de avalúos de los activos de la Cabana de Porcinos El Zapallar (1995-1996) 


1 Descripción 

Informe Oscar Moreira (junio 1995) 

Pliego de condiciones (septiembre 1996) | 

Valor dei terreno 

9.435,52 

1.061,50 

Valor actual de las construcciones 

15.834,00 

6.944,67 

Valor total dei inmueble 

25.269,52 

8.006,17 

Valor mínimo o precio base 

23.000,00 

8.006,17 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Moreira, 1995, y Pliego de condiciones Subasta Pública MC/SNCl/UR/SUB-005/96,02/09/1996. 


Los datos anteriores evidencian que el total de los activos de la Cabana de Porcinos El 
ZapaUar bajó a un precio menor al valor dei terreno, que era de $us 9.435,52. De acuerdo 
al informe dei consultor, el terreno se encontraba en una zona periurbana que posibi- 
Utaba la generación de un área de viviendas, ya que contaba con servidos de agua y luz 
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eléctrica y acceso por una vía importante de carácter interprovincial e interdepartamental, 
y acotaba que por dicho terreno se había Uegado a determinar “un precio unitário de $us 
800,00 por ha”. La caída del avalúo redujo el precio unitário de la hectárea de $us 800 a 
84 centavos de dólar ($us 0,84). 

La subasta pública de la Cabana de Porcinos El ZapaUar, realizada el 19 de septiembre 
de 1996, tuvo como precio base de subasta la suma de $us 8.006,17 y fue adjudicada al 
único postor, Roberto Emiho Valda Valda, por $us 8.010. 

Además, el Estado boliviano reaUzó gastos en consultorias y martiUeos: 


Cuadro 49. Gastos para la privatización de Cabana de Porcinos El Zapallar ($us) 


Descripción 


Costos 

Consultor Oscar Moreira 

3.000,00 


Martillero COBOMAR SRL por honorário fijo 

1.998,60 


Martillero COBOMAR SRL por honorário de êxito 

266,73 

Total 

5.265,34 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en contrato de consultoria 022/1995,19/06/1995, e informe de adjudicación de martilleros, 26/06/1995. 


La infraestructura de la Cabana de Porcinos El Zapallar (casi 12 hectáreas con cons- 
trucciones de más de 1.100 m^ en corrales) fue adjudicada por la suma de $us 8.010, un 
precio menor al valor asignado en 1995 solo a su terreno, que fuera de $us 9.435,52. 

El cálculo del perjuicio económico es el siguiente; 

f \ 

Perjuicio económico por la privatización = (Precio base de cuarta subasta - Precio de venta) + Gastos de consultoria + 

Martilleo 

V __ 9 

r \ 

PEP = (8.006,17 - 8.010,00) + 3.000,00 +2.265,34 = 5.261,51 

V __ J 

Por tanto, el perjuicio económico por la venta de la planta de la Cabana de Porcinos 
El Zapallar fue de $us 5.261,51. 

2.1.1.7. Proyecto Ganadero Iboperenda 

El proyecto Ganadero Iboperenda inició sus operaciones en febrero de 1990 como una 
entidad integral del Centro de Mejoramiento Bovino (CMB), creado por Cordech en 
1974 con el propósito de promover la ganadería bovina en la Subregión IV del departa¬ 
mento de Chuquisaca a través de actividades de producción, industriahzación, crédito y 
extensión, investigación, asistencia técnica y capacitación en áreas relacionadas a la pro¬ 
ducción de carne y el procesamiento de leche (Price Waterhouse, 1993: i). 

El propósito principal del Centro de Mejoramiento Bovino no era la producción de 
leche cruda, sino el estúdio para el mejoramiento genético de la especie. La producción 
de leche era un subproducto de esa actividad y, para no desecharla se implementó un 
equipo de procesamiento de leche cruda destinado al consumo interno del centro y la 
comerciahzación de sus excedentes. 
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Estaba ubicado en el cantón Sapiranqui dei municipio de Monteagudo, en la provín¬ 
cia Luís Calvo dei departamento de Chuquisaca. Contaba con 80 cabezas de ganado y la 
planta de producción láctea era parte integrante dei centro, por lo que no tem'a indepen¬ 
dência operativa ni económica de las actividades dei programa. 

La capacidad de la planta fue estimada entre 6.300 y 8.000 litros diários. Tem'a capaci- 
dad productiva para procesamiento de leche fluida (pasteurizada) de 900 litros por hora, 
Uenado de 800 unidades de bolsas de pohetileno por hora, y procesamiento de 200 litros 
de yogurt por día; también producía 40 litros de mantequiUa y 100 litros de dulce de leche 
por día. El proyecto Iboperenda tuvo la capacidad de ingresar al mercado regional de 
la leche y productos derivados, aprovechando que el área de su influencia era una zona 
tradicionalmente productora de queso crioUo de buena cahdad. Los centros urbanos se- 
leccionados como objetivo para la comerciahzación de sus productos eran Camiri (a 107 
kilómetros, 2 horas y media de viaje por tierra, con 35.000 habitantes), Monteagudo (a 60 
kilómetros, 2 horas de viaje por tierra, con 12.000 habitantes) y Muyupampa (a 7 kilóme¬ 
tros, 15 minutos de viaje por tierra, con 1.667 habitantes). 

La producción de 1992 se detaUa en el siguiente cuadro: 


Cuadro 50. Producción dei Proyecto Ganadero Iboperenda (1992) 


1 Descripción 

Cantldad | 

Leche natural destinada a proceso 

161.562 L 

Leche reconstituída destinada a proceso 

680 L 

Total leche destinada a proceso 

162.242 L 

Producción de yogurt 

29.396 L 

Producción de dulce de leche 

4.290 kq 

Producción de quesos 

8.706 kq 

Producción de mantequilia 

968 kq 

Producción leche fluida pasteurizada 

30.141 L 

Producción leche saborizada 

459 L 

Crema de leche 

35 L 


Fuente: PriceWaterhouse, 1993. 


Para su producción, el proyecto empleaba la leche que provenía dei Centro, y la que 
proveía la Asociación de Productores de Leche de Sapiranqui (Aplesa), que contaba con 
aproximadamente 25 productores. 

El Proyecto Ganadero Iboperenda fue incorporado al proceso privatizador en el ano 
1992, a partir de la contratación de servicios de consultoria para realizar los estúdios de 
las empresas lácteas de propiedad de las Cordes; PIL Cochabamba, PIL La Paz, PIL San¬ 
ta Cruz, PIL Sucre, PIL Tarija y la Planta Elaboradora de Quesos San Javier. 

El contrato fue suscrito el 26 de noviembre de 1992 por el ministro de Planeamiento 
y Coordinación, Samuel Doria Medina, y por el consorcio conformado por Price Water- 
house (OSG) y Socimer International. En ese contrato, el consorcio debía determinar 
la viabihdad técnico económica, un diagnóstico legal, establecer el valor de mercado y 
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la estratégia de su venta, elaborar las bases de pliegos, verificar y actuaüzar inventários y 
presentar el precio mínimo bajo el cual no seria recomendable la venta de las empresas. 
El Proyecto Ganadero Iboperenda fue incluido en ese contrato para ser evaluado conjun¬ 
tamente la Planta Industrial de Leche de Sucre (PIL Sucre). 

Los honorários pagados por la evaluación de las cinco PIL y la Planta de Elaboración de 
Quesos fue de $us 532.530, cuya sexta parte era $us 88.755. Para determinar el monto que 
correspondia a la evaluación del Proyecto Iboperenda, se toma en cuenta la mitad (esto es $us 
44.377,50) de la sexta parte que correspondia a la evaluación de la PIL Sucre ($us 88.755) 

El consorcio determinó que, en caso de que se considerara la venta de los equipos de 
procesamiento de lácteos del Proyecto Iboperenda “los valores de reposición y hquida- 
ción se estiman en US$ 74.250 y US$ 33.500” (Price Waterhouse, 1993). 

La consultora recomendó la no privatización de la empresa, pero en el caso de que 
se la transfiriera, recomendaba que fuera mediante hcitación pública. Para la consultora 
Price Waterhouse, que hizo su valuación, su tamano no justificaba los costos asociados 
con una transferencia al sector privado. 

El 15 de febrero de 1995, Cordech y la Alcaldía Municipal de Muyupampa suscribieron un 
Convénio interinstitucional para la entrega en comodato por cinco anos de cuatro proyectos 
que estaban ubicados en ese municipio, en favor de la Alcaldía de Muyupampa. Entre los pro¬ 
yectos transferidos, estaban el Proyecto Iboperenda y su Planta Industrializadora de Leche. El 
documento fue protocolizado el 20 de abril de 1995 mediante Testimonio 256/95 emitido por 
la Notaria de Gobierno, Hacienda y Minas del Departamento de Chuquisaca. 

El ano 2003, la Universidad San Francisco Xavier de Chuquisaca suscribió un 
contrato de comodato con la Prefectura de Chuquisaca, propietaria del Proyecto 
Iboperenda por efectos de la Ley 1654 de Descentralización Administrativa (julio 
de 1995). Dicho contrato hacía entrega del denominado “Centro Experimental de 
Iboperenda, con sus componentes de mejoramiento de Semillas y Lechero” a la Uni¬ 
versidad, para que esta lo convirtiera en “Centro de Excelência de referencia en el 
âmbito nacional en trabajos de Investigación, Interacción y Producción”. El plazo 
del comodato era de cuatro anos.^'’^ 

El 16 de junio de 2004, mediante Ley 2761, se autorizó a la Prefectura de Chuquisaca 

... transferir, a título gratuito y definitivo, el inmueble, estaciones y todos los activos del Centro 
de Mejoramiento Bovino (CMB), con una extensión de 365 has, ubicado geográficamente a los 
63° de latitud Sud y 22° de longitud Oeste, a 7 kilómetros de la pobladón de Muyupampa, del 
Cantón Sapirangui, de la Primera Sección de la Provinda Luis Calvo, en favor del Gobierno 
Municipal de ViUa Vaca Guzmán” (Ley 2761, 16/06/2004). 

Aun así, la faUida privatización de Iboperenda le costó al Estado boliviano la suma de 
$us 44.377,50. Ante el fracaso de su enajenación, parte de su infraestructura fue trans- 


169 Escritura Pública 139/03. Contrato de comodato DDJ 050/2003, 07/05/2003 
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ferida en comodato a la Universidad San Francisco Xavier (1995 y 2003) y otra parte se 
transfirió gratuitamente al Gobierno Municipal de ViUa Vaca Guzmán (2004). 

2.I.I.8. Centro de Mejoramiento de Maíz (Cemaiz) 

El Centro de Mejoramiento de Maíz fue creado en julio de 1974 en parte dei prédio Ibope- 
renda, con el propósito de experimentar y producir semiUa mej orada de maíz en un total de 
50 Ha, ampliando su área de influencia a las provindas Hernando Sües y Tomina. 

No era propiamente una empresa, sino un centro de investigación para el mejora¬ 
miento de la producción dei maíz, también conocido como Proinagri. Es así que en 
1986 pasó a depender dei proyecto de Fomento a la Ganadería Porcina (FGP), depen- 
diente de Cordech, para ser transformado en un Centro de Investigación Agrícola. 
Desde 1989 entró en funcionamiento como “Centro de Fomento Agrícola Sub-Tro- 
pical” (CEFAST) para atender los requerimientos de la región, buscar mercados y am¬ 
pliar su campo de acción bacia otros cultivos tradicionales como el ají y el maní, y no 
tradicionales como sorgo, soya, frijol y forrajes, que tenían buena adaptación a las 
condiciones agroclimáticas de su área de influencia. 

Su capacidad de producción instalada era de 2,3 toneladas/hora, pero solo se trabajaba 
tres meses al ano, por lo que su capacidad utilizada era dei 8,4%. La maquinaria con la que 
contaba estaba compuesta por tres tractores, dos chatas, una surcadora de tres cuerpos, una 
desbrozadora, un arado vertedera de cuatro cuerpos, dos arados de cinco discos, cuatro ras- 
tras de cuatro cuerpos, una sembradora, una surcadora, una cultivadora, una desgranadora, 
una pala niveladora, una mezcladora, una fumigadora, tres balanzas, dos tijeras podadoras, 
dos sembradoras manuales, un equipo germinador, un equipo determinador de humedad, un 
equipo altímetro, una camioneta, un jeep y varias herramientas de mano (Valverde, 1995). 

El 15 de febrero de 1995, Cordech y la Alcaldía Municipal de Muyupampa suscri- 
bieron un Convênio interinstitucional para la entrega en comodato, por cinco anos, de 
cuatro proyectos en ese municipio en favor de la Alcaldía de Muyupampa. Entre los 
proyectos transferidos estaba el Centro de Mejoramiento de Maíz. El documento fue 
protocolizado el 20 de abril de 1995 mediante Testimonio 256/95 emitido por la Notaria 
de Gobierno, Hacienda y Minas dei Departamento de Chuquisaca. 

A pesar dei Convênio de comodato, al siguiente mes, el Centro de Mejoramiento de 
Maíz de Muyupampa fue incorporado al proceso privatizador en 1995. El Directorio de 
Cordech autorizó su transferencia, a titulo oneroso, mediante hcitación pública, subasta o 
venta de valores, el 19 de mayo de 1995, mediante Resolución 034/05/95. 

Para viabilizar la enajenación de este Centro, el Ministério de Capitahzación determi- 
nó contratar los servidos de consultoria para realizar estúdios de evaluación, valorización 
y deíinición de estratégias de transferencia de este Centro al sector privado. La contra- 
tación de consultoria individual fue financiada con recursos dei BID (Convênio ATN/ 
SF-3586-BO) ejecutados por el Fondo Nacional de DesarroUo Regional (FNDR). El 2 
de agosto de 1995, Oscar Arrien Sandoval, presidente ejecutivo dei FNDR, suscribió el 
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Contrato de Consultoria 045/95 con Carlos Valverde Z., para que realice la evaluación de 
dos empresas de Chuquisaca; Planta de Ají y Centro de Mejoramiento de Maíz. El monto 
del contrato firmado fue de $us 9.500 ($us 4.750 por la evaluación de Cemaiz). 

El informe de consultoria presentado en agosto de 1995 por el consultor Carlos Val¬ 
verde Z. determinó un valor de reposición de $us 411.954,80, un valor de adquisición de 
$us 457.727,56 y un valor técnico de $us 186.373.21 (Valverde, 1995). 

Pero el proceso de enajenación no se concretó, habiéndose erogado la suma de $us 
4.750. Después del fracaso de su enajenación, se efectuó su transferencia interinstitucio- 
nal al municipio de Muyupampa (hoy Municipio de ViUa Vaca Guzmán). 

2.1.1.9. Planta de Ají Chuquisaca 

En 1977 se implementó la planta piloto de aji en San Miguel del Banado, en el marco de la 
política de fomento a la producción agroindustrial de Cordech y a sohcitud de los peque¬ 
nos productores de las provindas Hernando Siles y Luis Calvo, que buscaban minimizar 
las pérdidas de su producción y lograr un mercado seguro (Valverde, 1995; 2). 

La Planta funcionó entre 1977 y 1987 bajo la administración regional de Monteagu- 
do, con carência continua de presupuesto, ocasionando desfases en los programas de 
producción al no adquirir matéria prima e insumos. Cordech determinó el cierre de sus 
operaciones en la gestión 1988. Estaba dedicada al procesamiento de aji en polvo, el cual 
constaba de recepción y pesaje, deshidratado, almacenamiento, clasificación, selección, 
secado, mohenda, embolsado y envasado, además de su comerciahzación (Ibid.; 3-7). 

La maquinaria con la que contaba se componia de una balanza pedestal de 1.000 kg, dos 
quemadores, dos silos de 20 TM, un horno rotativo de 1.3 TM/dia, dos mesas clasificadoras, 
cuatro molinos a martiUo de 1 TM/dia y un generador. Contaba con un plantei de 18 personas; 
un responsable técnico, dos obreros y 15 eventuales; luego de su cierre, permaneció un solo 
empleado realizando funciones de sereno, según informe del consultor Valverde en 1995. 

La planta estaba construída en un terreno de una hectárea, ubicada en el fundo CerriUos y 
San Miguel, en el municipio de Monteagudo de la provinda Hernando Siles del departamento 
de Chuquisaca. No contaba con personeria jurídica, dependiendo de Cordech. Se pudo evi¬ 
denciar que Cordech no poseia titulo propietario del inmueble de la Planta de Aji. 

En 1991, el gobierno de Jaime Paz Zamora incluyó a la Planta de Aji entre las 60 em¬ 
presas de las Cordes a privatizar (DS 22836,14/06/1991. Art. 20, punto 58), pero no logró 
mayores avances. El proceso fue reiniciado por el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada; 
en esta gestión, el Directorio de Cordech autorizó la transferencia de la infraestructura y 
equipamiento a titulo oneroso el 19 de mayo de 1995, mediante Resolución 034/05/95. 

Para viabilizar su enajenación, el Ministério de Capitahzación determinó contratar los 
servidos de consultoria para realizar estúdios de evaluación, valorización y definición 
de estratégias de transferencia al sector privado de la Planta de Aji. La contratación de 
consultoria individual fue financiada con recursos del BID (Convénio ATN/SF-3586- 
BO) que eran ejecutados por el Fondo Nacional de DesarroUo Regional (FNDR). El 2 
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de agosto de 1995, Oscar Arrien Sandoval, presidente ejecutivo dei FNDR, suscribió el 
Contrato de Consultoria 045/95 con Carlos Valverde Z., para que realice la evaluación de 
dos empresas de Chuquisaca; Planta de Ají y Centro de Mejoramiento de Maíz. El monto 
dei contrato firmado fue de $us 9.500 ($us 4.750 por la evaluación de la Planta de Ají). 

El informe de consultoria presentado en agosto de 1995 determinó un valor de repo- 
sición de $us 152.259,38, un valor de adquisición de $us 174.732,64 y un valor técnico de 
$us 64.095,27 (Valverde, 1995). 

La Planta de Ají se encontraba cerrada al momento de las acciones privatizadoras des- 
plegadas por el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada, que gastó para la privatización 
faUida la suma de $us 4.750 en la consultoria para determinar el valor de privatización, 
que finalmente no se consumó y la Planta fue definitivamente cerrada. 

2.I.I.IO. Cabana de Porcinos El Banado 

Según el informe dei consultor Moreira (1995b), la Cabana de Porcinos El Banado comen- 
zó a construirse en 1971, cuando el Comité Departamental de DesarroUo y Obras Públicas 
de Chuquisaca (entidad predecesora de Cordech) adquirió para su programa “Fomento a la 
Ganadería Porcina” el fundo rústico denominado “El Banado”, que pertenecía a la famiba 
Ruiz Soraire, mediante venta y adjudicación judicial (Moreira, 1995b; 21). 

La infraestructura de la Cabana de Porcinos El Banado se encontraba en el Municipio 
de Monteagudo, cantón San Antonio de los Sauces de la provinda Hernando Siles dei 
departamento de Chuquisaca. De acuerdo al informe dei consultor Moreira (1995), el 
terreno tenía una superfície de 49,7462 hectáreas de las cuales 1.906 —que correspondían 
a laboratorio— habían sido transferidas en comodato al Municipio de Monteagudo, me¬ 
diante un convênio interinstitucional. 

La superfície de terreno que se ofertaria en subasta era de 49,5556 hectáreas, con una super¬ 
fície construida de 7.644,50 m2 que incluía diferentes edificaciones cubiertas y no cubiertas; 

A. Construcciones para viviendas u oficinas. 

B. Construcciones para viviendas de obreros o depósitos. 

C. Construcdón para taUeres, depósitos o garajes. 

D. Cubierta sobre corrales. 

E. Cubiertas para sombra en campo abierto. 

F. Construcciones abiertas para corrales 

G. Cancha de Basquetbol y pátios (Moreira, 1995b: 5). 

La Cabana de Porcinos El Banado fue cerrada en 1987 debido a enfermedades trans- 
misibles dei ganado, de acuerdo al informe dei consultor que cita la nota AJ n.° 437/95 
de Cordech, con fecha 21 de junio de 1995. 

La Cabana fue incorporada al proceso de privatización en el ano 1995, en virtud de la 
Resolución Codena n.° 002/95 que autorizaba al Ministério de Capitahzación la privati¬ 
zación de la Cabana de Porcinos El Banado junto a otras empresas de propiedad de las 


176 


Las empresas públicas del departamento de Chuquisaca 


Cordes. A su vez, el Ministério de Capitalización aprobó la Resolución Ministerial 032/95 
del 16 de junio de 1995. 

Por su parte, el 19 de mayo de 1995, el Directorio de Cordech aprobó la Resolución 
n.° 034/05/95 autorizando al presidente de esa entidad para proceder con la transferen¬ 
cia de los activos de la Cabana, a título oneroso, mediante licitación pública, subasta o 
venta de valores, o a través de las sociedades mixtas. 

El 16 de junio de 1995, el Consejo de DesarroUo Nacional aprobó la Resolución 
Codena n.° 008/95, que autorizaba la privatización de dos empresas de Cordech, entre 
las que se encontraba la Cabana de Porcinos El Banado; la estratégia aprobada para su 
privatización fue la subasta pública. 

El Ministério de Capitalización determinó contratar los servidos de consultoria para 
realizar estúdios de evaluación, valorización y definición de estratégias de transferencia de 
la Cabana de Porcinos El Banado al sector privado, contratación que fue financiada con 
recursos del BID (Convénio ATN/SF-3586-BO), ejecutados por el Fondo Nacional de 
DesarroUo Regional (FNDR). El 19 de junio de 1995, Oscar Arrien Sandoval, presidente 
ejecutivo del FNDR, suscribió el Contrato de Consultoria 022/95 con Oscar Moreira 
Araújo para la evaluación de dos empresas de Cordech; Cabana de Porcinos El ZapaUar y 
Cabana de Porcinos El Banado. El monto total del contrato fue de $us 6.000, correspon- 
diéndole a cada empresa el monto de $us 3.000. 

El informe de consultoria, presentado en agosto de 1995 por el consultor Oscar Mo¬ 
reira, determinó un valor de reposición de las construcciones de $us 150.933.25 y un 
valor actual del terreno y las edificaciones de $us 57.131.39, concluyendo que su valor 
mínimo o de Uquidación era de $us 50.000.00. 

De acuerdo al informe de Mauricio Prudencio Tardio, consultor de la Unidad de 
Reordenamiento del Ministério de CapitaUzación, fechado el 10 de enero de 1996, se 
habían declarado desiertas las tres subastas púbUcas para la venta del precio rústico de la 
Cabana de Porcinos El Banado, por lo que Cordech soUcitó que se excluya a esta Cabana 
del proceso de privatización. 

La Cabana de Porcinos fue definitivamente cerrada y Cordech entregó este prédio en 
arrendamiento por cinco anos a la Asociación de Instituciones de Promoción y Educa- 
ción (AIPE) y a la Séptima División Aerotransportadora del Ejército a objeto de conti¬ 
nuar con un programa de capacitación para la producción agropecuaria que el Ejército 
venía implementando desde 1993 en beneficio de la región. 

El terreno fue dividido en dos; 47.284 m2 ocupados por la Fuerza Aérea BoUviana, 
destacamento “Cnel. Ricardo Heredia Echard”, y el resto transferido a la Universidad 
Mayor Real y Pontificia San Francisco Xavier de Chuquisaca, mediante la Ley 2245 del 
31 de juUo de 2001. 

La faUida enajenación de la Cabana de Porcinos El Banado tuvo un costo de $us 3.000. 
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2.I.I.II. Hotel Prefectural Tarabuco 

El Hotel Prefectural Tarabuco fue construído a princípios de los anos setenta para mejo- 
rar la oferta hotelera en la región, cuya atracción turística más notable constituye la fiesta 
indígena conocida como pujllay (jugar) o también como el carnaval de Tarabuco. 

Tarabuco es una locaHdad situada en la circunscripción geográfica de la provinda 
Yamparáez dei departamento de Chuquisaca, a 65 km de la ciudad de Sucre. Su principal 
atracción es su riquísimo folklore, que concentra las costumbres ancestrales de sus po- 
bladores descendientes dei pueblo de los yamparas. Estas costumbres son mostradas en 
toda su magnificência durante la celebración dei pujllay, carnaval que se realiza en el mes 
de marzo y, en menor escala, durante los fines de semana en que se celebran las ferias 
comerciales (Fernández, 2014). 

El Hotel Prefectural estaba construído en un terreno de 1.144 m2, de dos plantas, con seis 
habitaciones y capacidad para aproximadamente 12 camas. Contaba además con un comedor 
grande, un vestíbulo amplio en la planta baja y un haU en la planta alta (Fernández, 2014). 

De acuerdo al informe de consultoria realizado por Conam-Audicomp en 1992, el Ho¬ 
tel Prefectural Tarabuco, desde su implementación, había funcionado a través de locatários 
(cinco en total) y en la mayoría de los casos sin una supervisión de la Sub Prefectura, lo que 
habría provocado una gradual pérdida de activos dei hotel y su deterioro en la capacidad de 
prestar servicios. El informe senala además que el hotel no operaba desde 1989. 

Para 1992, la infraestructura estaba ocupada por las oficinas de la Sub Prefectura y 
Dirme (Dirección Regional dei Menor, actual Sedeges) para su atención al público. 

La enajenación de los activos dei Hotel Prefectural Tarabuco se inició en la gestión 
de gobierno de Jaime Paz Zamora. El 13 de agosto de 1992, fue suscrito un Convênio de 
Asistencia Técnica entre el Ministério de Planeamiento y Coordinación, como presidente 
de la CEEP, y el Ministério dei Interior, Migración y Justicia, como cabeza de sector dei 
cual dependían las prefecturas dei país. 

El 23 de octubre de 1992, Flavio Escóbar (a nombre dei Ministério de Planeamiento 
y Coordinación) suscribió un contrato de consultoria con el consorcio Conam-Audicomp 
SRL^’*’ para la evaluación de ocho empresas prefecturales ubicadas en diferentes departamen¬ 
tos dei país,^’^ entre las que se encontraba Hotel Prefectural Tarabuco. El pago total por los 
servicios prestados fue de $us 79.213,00, correspondiéndole al Hotel Prefectural Tarabuco la 
suma de $us 9.901,63. La selección de este servido de consultoria estuvo a cargo de la agencia 
de compras C3D, cuyos honorários fueron de $us 6.000. El prorrateo entre los 14 hoteles 
evaluados es $us 428,57. Por tanto, el gasto total en consultorias fue de $us 10.330,20. 


170 El contrato fue suscrito por Flavio Escóbar lianos, subsecretário de DesarroUo Socio Económico, por el Ministério 
de Planeamiento y Coordinación y por Luis Iriarte Saavedra como representante dei consorcio Conam-Audicomp. 

171 El objeto dei contrato referia estúdios de siete hoteles: Hotel Prefectural de Oruro, de Potosí, de Tarabuco y de 
Camargo (Chuquisaca), de Pando, de Liriuni (Cochabamba), de Tarija y Cabana Prefectural también de Tarija. 
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Cuadro 51. Gastos de privatización del Hotel Prefectural Tarabuco ($us) 


1 Ano 

Consultor 

Costo 1 

1992 

Agencia de compras GD 

428,57 

1992 

Consorcio Conam-Audicomp SRL 

9.901,63 

Total: 

10.330,20 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Contratos de consultoria 038/95 y 052/96. 


El consorcio determino que la operación de un hotel en las instalaciones que poseía la 
Prefectura de Chuquisaca en la localidad de Tarabuco no era viable, debido a que no existia 
suficiente demanda de hospedaje a lo largo del ano como para mantener un establecimiento 
hotelero en condiciones rentables, por lo que recomendo su liquidación. El valor de referencia 
para su liquidación fue estimado en $us 26.656, como precio base, y la estratégia sugerida para 
su transferencia fue la subasta pública al mejor postor u oferente (Conam-Audicomp, 1992). 

El 24 de noviembre de 1992, la Prefectura del departamento de Chuquisaca apro- 
bó la Resolución Prefectural n.° 10/92, que dispone la disolución de la empresa Hotel 
Prefectural de Tarabuco y la transferencia de sus activos al património de la prefectura 
destinado al funcionamiento de la Casa de Gobierno de la Subprefectura de la provinda 
Yamparáez. Dicha Resolución está firmada por Jorge Landívar Rúa, prefecto de Chuqui¬ 
saca, y Armando Cardozo Saravia, secretario general de la Prefectura. 

El Hotel Prefectural Tarabuco fue desestimado por el consorcio que lo evaluó para 
su privatización, considerándolo inviable por el escaso flujo turístico durante todo el ano 
hacia Tarabuco. Se gastaron $us 10.330,20 para evaluarla y el inmueble fue transferido a 
la Sub Prefectura de Tarabuco para el funcionamiento de sus oficinas. Se la registra como 
empresa cerrada. 

2.I.I.I2. Hotel Prefectural Camargo 

El Hotel Prefectural Camargo fue construido a inicios de los anos ochenta con el fin de 
promover el turismo hacia la región de los Cintis de Chuquisaca. Estaba localizado en 
el municipio de Camargo, provinda Nor Cinti del departamento de Chuquisaca. Tenía 
un terreno de 7.000 m2, con una superficie construida de 1.026 m2. La infraestructura 
comprendía doce habitaciones. Si bien la construcción del Hotel Prefectural Camargo 
fue concluida, no inició operaciones por no contar con una organización administrativa 
(Ayuda Memória Hotel Prefectural de Camargo). 

La enajenación de los activos del Hotel Prefectural Camargo se inició en la gestión 
de gobierno de Jaime Paz Zamora. El 13 de agosto de 1992 fue suscrito un Convénio de 
Asistencia Técnica para asesorar su enajenación, entre el Ministério de Planeamiento y 
Coordinación y el Ministério del Interior, Migración y Justicia, este último como cabeza 
de sector del cual dependían las prefecturas del país. 

El 23 de octubre de 1992, Flavio Escóbar (a nombre del Ministério de Planeamiento y 
Coordinación) suscribió un contrato de consultoria con el consorcio Conam-Audicomp 
SRL para la evaluación de ocho empresas prefecturales ubicadas en diferentes departa- 
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mentos dei país, entre las que se encontraba el Hotel Prefectural Camargo. El pago total 
por los servidos prestados fue de $us 79.213,00, correspondiéndole al Hotel de Camargo 
la suma de $us 9.901,63. La selección de este servicio de consultoria estuvo a cargo de la 
agencia de compras C3D, cuyos honorários fueron de $us 6.000. El prorrateo entre los 
14 hoteles evaluados es $us 428,57. 


Cuadro 52. Gastos en consultorias para la privatización dei Hotel Prefectural Camargo ($us) 


Afio 

Consultor 

Costo 

1992 

Agencia de compras GD 

428,57 

1992 

Consorcio Conam-Audicomp SRL 

9.901,63 

Total: 

10.330,20 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Contratos de Consultoria 038/95 y 052/96. 


De acuerdo al informe de consultoria dei consorcio Conam-Audicomp de 1992, la va- 
loración de la empresa se reahzó por el método de reposición, Uegando a obtener un va¬ 
lor de $us 191.253. La estratégia recomendada fue su transferencia via subasta pública. 

Pero la Prefectura dei departamento de Chuquisaca no tenía documentos de respaldo 
de su derecho propietario sobre los terrenos donde fue construído el Hotel Prefectural 
Camargo, por lo que el consorcio a cargo de la consultoria y la UEREP recomendaron 
que la Prefectura realizara un trâmite de usucapión para consolidar dicho derecho. 

El proceso de privatización no continuó debido a la falta de documentación que de¬ 
mostrara el derecho propietario de la Prefectura de Chuquisaca. Anos después, la in- 
fraestructura fue ocupada por el Servicio Departamental de Caminos para vivienda de 
los trabajadores destinados a esa zona. Desde el ano 2011 hasta la fecha, la mitad de la 
infraestructura dei Hotel Prefectural está ocupada por la cárcel pública de Camargo y la 
otra mitad por oficinas dependientes de la Gobernación de Chuquisaca. 

El Hotel Prefectural Camargo, construído para promover el turismo en el VaUe de 
los Cintis, no Uegó a prestar servicio porque la política privatizadora determinó retirar al 
Estado de la actividad empresarial. Se la registra como empresa cerrada. 

2.1.1.13. Empresa Distribuidora de Gas (Emdigas) 

La Empresa Distribuidora de Gas fue constituída por iniciativa de la Universidad Mayor 
Real y Pontificia San Francisco Xavier de Chuquisaca (USFXCH), en base a estúdios téc¬ 
nicos y económicos realizados por la Facultad Tecnológica y propuesta presentada ante 
Cordech, YPFB y la Federación de Empresários Privados de Chuquisaca. 

Dando curso a esa iniciativa, el 16 de diciembre de 1988, representantes de la US¬ 
FXCH, de Cordech, de YPFB y algunos inversionistas privados (Empresa Constructo- 
ra, Raúl Sérgio José Alvarez Urioste, Marcelo Zamora Toledo, Raúl Mardonez Auza y 
Eduardo Cossío Rojas) suscribieron el convênio para la constitución de una Sociedad de 
Economia Mixta, denominada Empresa Distribuidora de Gas Sucre (Emdigas SAM). 

Emdigas SAM fue constituída el 2 de febrero de 1989 mediante Escritura Pública 21 re- 
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gistrada ante Notaria de Gobierno, Hacienda y Minas de La Paz. Su inscripción al Registro 
de Comercio fue aprobada por Resolución Senarec 20348/89 del 26 de julio de 1989. 

La formación de Emdigas SAM fue aprobada mediante Decreto Supremo 22219 del 5 
de junio de 1989, instrumento legal que reconoció su personaHdad jurídica con un capital 
social de $us 100.000, o su equivalente en bolivianos al tipo de cambio oficial del día del 
pago. La participación accionaria de Emdigas SAM debía ser: 


USFXCH 19% 

Cordech 15% 

YPFB 15% 

Sector privado 51 % 

TOTAL: 100% 


El objeto de la empresa era “ejecutar la construcción, instalación, operación y mante- 
nimiento de las redes de distribución y comercialización del gas natural a usuários indus- 
triales, comerciales y domésticos en la ciudad de Sucre y áreas próximas de influencia” 
(DS 22219, 05/06/1989). 

Luego del proceso de capitaHzación de YPFB efectuado durante el gobierno de Gon- 
zalo Sánchez de Lozada (1993-1997), durante el gobierno de Hugo Banzer y Jorge Qui- 
roga continúa el proceso de HberaHzación de la economia y del sector de hidrocarburos, 
siendo una de las prioridades de la política gubernamental la privatización de las unidades 
económicas dependientes de YPFB (Resolución Bi Ministerial 007/98, 4/5/1998, consi¬ 
derando cuarto). Por tanto, el património público en Emdigas fue incorporado al proceso 
privatizador, como parte del proceso de enajenación de los activos de YPFB Residual. 

En ese marco, los Ministérios de Comercio Exterior e Inversión y DesarroUo Econó¬ 
mico determinaron establecer un grupo de trabajo encargado del proceso de transferen¬ 
cia de las unidades económicas correspondientes a redes de distribución de gas de YPFB 
al sector privado. Ese grupo quedó conformado por los siguientes miembros: 


Cuadro 53. Grupo de trabajo para la privatización de unidades económicas de YPFB (1998) 


Institución 

Nombre 

Viceministerio de Energia e Hidrocarburos 

Christian Iturri Saimón 

Maria del Carmen Camacho 

Viceministerio de Energia e Hidrocarburos 

EIviraLupodeVelarde 

Enrique QuirozJordán 

Héctor Elias Ayoroa 

Yacimientos Petroliferos Fiscales Bolivianos 

Jaime Dunn Castellanos 

Carlos GonzálezCesar 


Fuente: Resolución Bi Ministerial 007/98,1998. 
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El 18 de diciembre de 1998, el ministro de Comercio Exterior e Inversión, Jorge Crespo 
Velasco, contrato los servidos de consultoria dei consorcio Argentaria-Caisa Asociación 
Accidental,172 como Banco de inversión, para la transferencia de las redes de distribución 
de gas natural al sector privado. La remuneración pactada por esos servicios fue un hono¬ 
rário fijo de $us 468.000 y un honorário de êxito dei 4% respecto dei precio de venta. 

Pero el proceso de entrega de las redes de distribución de gas fracasó el ano 2002, de- 
bido a que no fue aprobado el reglamento para operar dicha transferencia. El Reglamento 
de Distribución de Gas Natural por Redes recién fue aprobado el 11 de agosto de 2005, 
mediante Decreto Supremo 28291. 

Luego dei fracaso de privatización en la gestión gubernamental de Hugo Banzer y 
Jorge Quiroga, Emdigas logró mantener su continuidad institucional. Su licencia de ope- 
raciones le había sido dada por 20 anos, los cuales fenecieron en 2009, ano desde el que 
la distribución de gas domiciliário en Sucre pasó a manos de la estatal YPFB. 

2 . 1 . 1 . 14 . Empresa Municipal de Transporte Sucre (EMTA-Chuquisaca) 

Las empresas municipales de transporte tuvieron su origen en la Empresa Nacional de 
Transporte Automotor (ENTA), creada en 1983 por el gobierno de Hernán Sües Zuazo 
(1982-1985) para brindar un transporte eficiente y barato a la ciudadanía. Se trataba de una 
entidad descentralizada, con autonomia de gestión administrativa y financiera (DS 19460, 
14/03/ 1983). Por disposición dei DS 21060, de 29 de agosto de 1985, se disolvió ENTA 
y sus activos pasaron a las alcaldías capitales de departamento (Art. 122), que constituyeron 
sus propias empresas de transporte. Una de eUas fue EMTA Chuquisaca, que Uegó a ser una 
empresa de servido público de transporte de pasajeros en la ciudad de Sucre. 

El gobierno de Jaime Paz Zamora, a través de la CEEP (presidida por el ministro de 
Planeamiento y Coordinación, Samuel Doria Medina) incluyó a varias empresas muni¬ 
cipales de las capitales de departamento en el proceso privatizador. En esa hsta de em¬ 
presas municipales a ser privatizadas se encontraba la Empresa Municipal de Transporte 
Automotor Chuquisaca. 

El proceso de privatización de EMTA Chuquisaca no prosperó, pero fue cerrada. Al 
presente, no se tiene mayor información sobre el destino que tuvieron sus activos. 

2 . 1 . 1 . 15 . Empresa Local de Agua Potable y Alcantarillado (Elapas) 

Los servicios de agua potable y alcantarillado de la ciudad de Sucre se encontraban bajo 
dependencia de la Alcaldía Municipal de esa ciudad hasta que el 2 de septiembre de 1965 
fue creada la Empresa de Agua Potable y Alcantarillado de Sucre (Elapas), mediante De- 


172 El consorcio Argentaria-Caisa se constituyó en asociación accidental en fecha 11 de noviembre de 1998. El Banco de 
Negocios Argentaria SA era una empresa espanola con experiencia en banca de inversiones. La Companía Americana 
de Inversiones SA (CAISA) era una empresa boliviana, constituida el 18 de octubre de 1991 mediante escritura pública 
n.° 222, con domicilio legal en la ciudad de La Paz, cuya constitución fue aprobada por el Registro de Comercio y 
Sociedades por Acciones mediante Resolución Administrativa 26680 dei 21 de enero de 1992, y reconocida por la 
Comisión Nacional de Valores mediante Resolución CNV-RSE-004/92 dei 8 de mayo de 1992. 
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ereto Supremo 07309. La nueva empresa fue constituída como una sociedad de economia 
mixta de derecho público con autonomia administrativa, autarquia financiera, duración 
indefinida y domicilio legal en la ciudad de Sucre. Su administración debia estar a cargo 
de un Consejo de Administración presidido por el Alcaide Municipal y por un Gerente, 
y el Consejo de Administración integrado por dos delegados estatales y dos delegados 
representantes de instituciones de la sociedad civil; 

Un delegado de la Prefectura del Departamento. 

Un delegado de Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos. 

Un delegado de la Câmara Departamental de Industrias. 

Un delegado de la Federación de Juntas Vecinales (DS 07309, 02/09/1965). 

La empresa debia iniciar actividades en el transcurso de los 120 dias siguientes y la 
MunicipaHdad de Sucre debia transferirle los bienes referidos a la actividad a desarroUar. 
Además, estaria supervigilada por el Ministério de Obras Públicas y Comunicaciones, el 
Ministério de Salubridad y la Contraloria General de la República. 

El 24 de noviembre de 1972 fue reorganizada por Decreto Supremo 10601 como 
una empresa municipal descentralizada, con personeria juridica y património pro- 
pios, autonomia de gestión operativa y administrativa, bajo tuición y supervigilancia 
de la Alcaldia de Sucre. Su nuevo órgano superior jerárquico administrativo era el 
Directorio, integrado por el Alcaide Municipal de Sucre como presidente, dos re¬ 
presentantes ministeriales (uno del Ministério de Urbanismo y Vivienda y otro del 
Ministério de Previsión Social y Salud Pública) y dos representantes de instituciones 
de la sociedad (uno de la Federación de Empresários Privados y otro de la Federación 
de Juntas Vecinales). El gerente general de la empresa participaba como secretario 
sin derecho a voto (DS 10601, 24/11/1972). 

Elapas administra los recursos hídricos de las cuencas Ravelo y Cajamarca, transporta 
el agua cruda desde sus fuentes, y potabihza y distribuye agua potable. En alcantariUado 
sanitario, se encarga de recolectar, conducir, tratar y evacuar las aguas servidas. 

En el periodo gubernamental de Jaime Paz Zamora (1989-1993), Elapas fue incluida 
entre las empresas municipales a ser privatizadas, según las listas elaboradas por la Co- 
misión de Evaluación de la Empresa Pública (CEEP). Sin embargo, ninguno de los tres 
gobiernos enajenadores que gobernaron el país entre 1989 y 2002 Uegaron a ofertaria 
a la inversión privada, tal como lo habían hecho con las empresas municipales de agua 
potable y alcantariUado de La Paz y Cochabamba, que fueron entregadas al capital trans- 
nacional. Por lo que Elapas mantuvo continuidad institucional. 


173 Extraído de http:/ /www.elapas.com.bo/institucion-2/estructura-organizacional/ 
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2 . 1 . 1 . 16 . Cooperativa Eléctrica Sucre SA (CESSA) 

La Cooperativa Eléctrica Sucre SA (CESSA) fue creada en 1907 como empresa pri¬ 
vada. En 1943, durante el gobierno de Enrique Penaranda, se decreto expiotar los 
servidos eléctricos mediante sociedades mixtas y cooperativas (DS dei 17 de febrero 
de 1943).^^'* Posteriormente, por disposición de la Ley 260 dei 11 de septiembre de 
1950 (promulgada el 20 de septiembre de 1950), se constituyó la Cooperativa Eléctri¬ 
ca Sucre, con aportes dei Estado, de la Alcaldía Municipal de Sucre y de particulares. 
Mediante DS 13368 dei 20 de febrero de 1976, las acciones que correspondían a la 
Prefectura de Chuquisaca se transfirieron a ENDE. La presidência de la cooperativa 
debía recaer en el Alcaide Municipal de Sucre, o el personero que el mismo delega¬ 
ra (DS 16434, 9 de mayo de 1979). En el Directorio tenían representación algunas 
organizaciones sociales (Codeinca, Cidepro, Fedjuve y trabajadores de CESSA). 

En 1994, la participación accionaria era la siguiente; 


Cuadro 54. Participación accionaria CESSA (1994) 


Accionistas 

N.° de Acciones 

Porcentaje 

Alcaldía Municipal 

80.000 

14,50 

ENDE 

80.000 

14,50 

Particulares 

382.815 

69,00 

Cordech 

9.500 

2,00 

Total 

552.315 

100.00 


Fuente: CESSA, 1995. 


CESSA ha comprado energia eléctrica dei SIN (aproximadamente 63 MWh en 1988 
y 90 MWh en 1995). Fue la principal distribuidora de electricidad en el departamento 
de Chuquisaca (aproximadamente 57 MWh en 1988 y 80 MWh en 1995), suminis- 
trando al municipio de Sucre y provindas aledanas de Yamparáez, Zudánez, Tomina, 
Azurduy y Belisario Boeto. La fábrica de cemento Fancesa se contaba en la categoria 
de consumidores especiales, pues consumia el 42% de la energia distribuída, represen¬ 
tando el 33% de los ingresos de CESSA.^’^ 

El 13 de diciembre de 1996, el Concejo Municipal de Sucre resuelve “mantener 
la participación accionaria de la H. Alcaldía Municipal en CESSA en resguardo dei 
Patrimônio Institucional y el logro de un mejor servido a la dudadanla”. Asimismo, 
instruye “... al Ejecutivo que a nivel de la Gerencia de CESSA se analicen ... las tres 
posibilidades (Sociedad Anónima, Cooperativa y Sociedad Anónima Mixta...” (Res. 
178/96, 13/12/1996). Sin embargo, ese mismo mes, en el marco de la Ley 1604 de 
Electricidad (21/12/1994) que determina la conversión de las cooperativas eléctricas 
en sociedades anónimas (art. 66), la Junta de Accionistas decide efectuar la conver- 


174 Extraído de http:// censoarchivos.mcu.es/ CensoGuia/fondoDetail.htm?id=597270 

175 Ministério de Capitaüzación: “CESSA: Diagnóstico y evaluación de la situación legal, técnica y económica financiera”, 1997. 
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sión de la cooperativa eléctrica en sociedad anónima, mediante escrituras públicas 
364/97 y 535/97 del 23 de abril y 23 de junio de 1997, respectivamente, denominán- 
dola Companía Eléctrica Sucre SA. 

La disposición del artículo 66 es concordante con el primer párrafo del artículo 65 
que determina que las concesiones a ser otorgadas por la Superintendência de Electrici- 
dad lo serán únicamente a las sociedades anónimas constituidas de acuerdo al Código de 
Comercio. Con base en eUo, los gestores de la privatización entienden que CESSA está 
condicionada a transitar por el camino de la privatización, particularmente del paquete 
accionario de ENDE en CESSA. En esa Hnea, además de propiciar la conversión de 
cooperativa en SA, contratan consultores para evaluar y disenar su privatización, pero no 
consideran el segundo párrafo del artículo 65 que exceptúa a las cooperativas que tienen 
concesiones y licencias. En el caso de CESSA, su licencia es hasta el ano 2005, tal como 
reporta el informe jurídico elaborado en abril de 1996. 

Según informe del Viceministerio de Inversión y Privatización, en noviembre del 
2000 se efectúan reuniones en Sucre para tratar la transferencia de las acciones de ENDE 
y de la Prefectura de Chuquisaca en CESSA al sector privado, conforme a la Ley 1330 y 
su decreto reglamentario. Por su parte, la Alcaldía se opone a transferir su paquete accio¬ 
nario por considerado “un mecanismo de control y fiscalización, así como un medio de 
defensa de los consumidores y de la población de Sucre en general” (MCEI, 2001; 10). 

El plan de privatización no prospera. Los paquetes accionarios de las entidades pú¬ 
blicas en CESSA no se transfieren al sector privado. La participación accionaria al 31 de 
diciembre de 2005 queda así; 


Cuadro 55. Participación accionaria CESSA (2005) 


1 Accionista 

% 1 

Honorable Alcaldía Municipal de Sucre 

13 

Empresa Nacional de Electricidad 

15 

Categoria Residencial 

50 

Categoria Rural 

10 

Categoria Institucional y Comercial 

3 

Categoria General e Institucional 

9 

Trabajadores de CESSA 

- 

Total 

100 


Fuente: CESSA, 2005. 


Consiguientemente, CESSA mantiene continuidad institucional y sigue prestando ser¬ 
vidos de electricidad con la participación accionaria de ENDE y el Gobierno Autónomo 
Municipal de Sucre. 
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2.2. Caso de estúdio: Fábrica Nacional de Cemento (Fancesa) 

2.2.1. Aspectos generales 

La Fábrica Nacional de Cemento SA (Fancesa) es una sociedad anónima conformada por 
tres instituciones públicas estatales dei departamento de Chuquisaca, y tiene por objeto la 
producción, industriaHzación y comerciaHzación de cemento. 

Su planta de producción está ubicada en Cal Orcko, seis kilómetros al norte de la ciu- 
dad de Sucre, en el departamento de Chuquisaca. Sus oficinas centrales se encuentran en 
Sucre, en el pasaje Armando Alba n.° 80, cerca de la Terminal de Buses. 

Las matérias primas que explota provienen de la cantera de piedra caliza Cal Orc¬ 
ko, ubicada en el área colindante a Fancesa; de la cantera de piedra yesera Milluni, 
situada a 42 km al norte; de la cantera de puzolana La Calera, ubicada a 45 km al sur, 
y de la localidad de Llinfi (proveedora de óxido de hierro), situada a 15 km al norte 
de la fábrica de cemento. Fancesa detenta, además, derechos de explotación sobre 
otras canteras que garantizan la provisión de matéria prima durante varias décadas 
(Fancesa.com, 2016). 

2 . 2 .1.1. Creación, instalación y financiamiento de Fancesa 

El 27 de marzo de 1948, la ciudad de Sucre fue sacudida por un fuerte movimien- 
to sísmico de 6.1 en la escala de Richter, que provocó severos danos en sus cons- 
trucciones y viviendas. Este hecho determinó que el Gobierno de la época adoptara 
medidas excepcionales para reconstruir la ciudad, como la creación dei Comité Cen¬ 
tral de Auxilio y Reconstrucción, entidad a cargo de la reparación de los danos en 
casas particulares y edificios públicos, financiada con el 55% dei impuesto al cambio 
de divisas (por DS dei 23/03/1949). El alto costo dei cemento, que en esa época era 
importado o llegaba desde Viacha, hizo que desde el Comité se impulsara la idea de 
crear una fábrica de cemento, puesto que se conocía la existência de yacimientos de 
matéria prima en el território chuquisaqueno. 

A fines de 1949, se encomendó al Comité la compra e instalación de una fábrica de 
cemento, que seria emplazada en terrenos expropiados a Mesa Verde, Garcilazo y otros, 
y emplearía material proveniente de los yacimientos cakzos de Cal Orcko, LechuguiUas y 
otros aledanos (incluido Maragua) (Ley 90, 23/12/1949). 

La construcción de la fábrica fue encargada a la empresa alemana MIAG en abrü de 1952. 

El 21 de enero de 1959, el Gobierno nacional autorizó la constitución de una socie¬ 
dad anónima, figura apkcable a sociedades comerciales cuyos accionistas son privados; 
empero, en este caso, la sociedad anónima se conformó con tres entidades públicas: la 
Universidad San Francisco Xavier, con 33,33% de las acciones; la Alcaldía de Sucre, con 
33,33%, y la Corporación Boliviana de Fomento (CBF), con 33,34%, que constituyeron 
la Fábrica Nacional de Cemento Sociedad Anónima (Fancesa) (DS 5135). 
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Gráfico 4. Participación accionaria Fancesa (1962) 



Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Testimonio de Constitución de Fancesa n.° 117/66,1966. 

Las tres instituciones públicas firmaron el Acta de Fundación el 25 de enero de 1959 
y sus estatutos el 5 de marzo del mismo ano. Ambos documentos fueron aprobados por 
el Gobierno mediante Resolución Suprema 117.286 del 14 de diciembre de 1962. 

En 1966, los documentos fundacionales de Fancesa fueron registrados ante la Notaria de 
Gobierno, Hacienda y Minas del Departamento de Chuquisaca (Testimonio 177/66), con un 
capital autorizado de $us 2.000.000 o su equivalente en moneda nacional.^^*^ De la transcrip- 
ción de esos documentos se puede determinar que los estatutos de Fancesa aprobados en 
1962 ya contenían una cláusula con la prohibición absoluta de transferir acciones a personas 
naturales o jurídicas dedicadas a la misma actividad industrial que la Sociedad.^^^ 

De las tres instituciones, la CBF temú un rol destacado. En agosto de 1959, asumió 
el contrato con la firma MIAG a nombre del Estado boliviano, haciéndose cargo de las 
actividades relativas a la instalación y funcionamiento de la fábrica de cemento: el primer 
horno de Fancesa fue encendido el 19 de enero de 1960 y su producción industrial se 
normahzó el 10 de febrero del mismo ano. Para 1960, su capacidad instalada era de 100 
TM/ día, contando con el montaje de una Hnea completa de producción semiseca y un 
horno con capacidad de 30.000 TM/ano, el primero de su tipo en Bohvia.^^® 

Los estatutos de la empresa establecían que Fancesa seria administrada por la CBF, sin 
perjuicio de que el Consejo de Administración de la fábrica (compuesto por no más de 
cinco miembros) se constituyera de inmediato asumiendo funciones de organización con 
la responsabüidad mancomunada de las partes intervinientes. 

176 Los estatutos de Fancesa senalaban también que su capital pagado estaba constituído por el valor de los bienes 
inmuebles, construcciones, maquinaria, equipo e instalación, acordándose que el capital pagado fuera dividido en 
acciones individuales de |us 1 cada una, en las proporciones ya senaladas. Su primera forma de administración debía 
ser la de un Consejo de Administración formado por no más de cinco miembros. 

177 La prohibición se encuentra descrita en la cláusula 9.a, párrafo segundo, de los estatutos de Fancesa aprobados el 5 
de marzo de 1959. Su transcripción cursa en el Testimonio 177/96, junto al Acta de Constitución del 25 de enero de 
1959 y su documentación legal respaldatoria. 

178 Informe de evaluación del Banco de Inversión Deutsche Bank-Panamerican Securities, 1998. 
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En 1978, Fancesa inicio tramites para adecuar su institucionaüdad al nuevo Código de 
Comercio —vigente desde febrero de 1977— pero el tramite no pudo continuar porque el 
Registro de Comercio realizó observaciones que no se pudieron subsanar. 

En 1985, las acciones de la CBF (33,34%) fueron transferidas a la Corporación Re¬ 
gional de DesarroUo de Chuquisaca (Cordech) como efecto dei Decreto Supremo 21060 
dei 29 de agosto de 1985, que determinaba la liquidación de la CBF y la transferencia de 
todos sus bienes a las corporaciones regionales de desarroUo. 

El 20 de marzo de 1987, el Registro de Comercio (Recsa) aprobó la constitución y 
estatutos de Fancesa mediante Resolución Administrativa 14328, autorizando su inscrip- 
ción con la Matrícula n.° 12958. 

La condición de Fancesa como sociedad anónima no se ajustaba a la descrita por el 
Código de Comercio (1977), ya que esa norma determina que, si las acciones son transfe¬ 
ridas en favor dei sector estatal, la sociedad se convierte en empresa pública (art. 434). Su 
condición era la de una sociedad atípica y pasible a nulidad en caso de no adecuarse a la 
normativa comercial, nulidad a ser determinada por una autoridad judicial.^’® 

Para regularizar la situación jurídica de Fancesa, el 22 de diciembre de 1990, el go- 
bierno de Jaime Paz Zamora ratificó su calidad jurídica de sociedad anónima, sujeta al 
Código de Comercio, mediante el DS 22686. Al ser una norma inferior al Código de 
Comercio, el decreto supremo fue elevado a rango de ley (Ley 1383,26/11 /1992). Ade- 
más de ratificar su condición de sociedad anónima, la norma citada también aclaraba 
la condición de los miembros de directorio de Fancesa, en los siguientes términos; 

La Fábrica Nacional de Cemento SA, consecuentemente, debe regirse en sus actividades y fun¬ 
ciones exclusivamente, a partir de la fecha, al ordenamiento jurídico establecido por el Código 
de Comercio y preceptos legales afines, con todos los derechos y deberes pertinentes, en tanto 
que los miembros de su directorio, como representantes de las entidades estatales accionistas 
de la Fábrica, quedan sujetos en esa calidad a las responsabilidades administrativas, civiles y 
penales previstas en la Ley n.° 1178 de 20 de julio de 1990 (Ley 1383-DS 22686, art. 2). 

Al momento de su privatización —concretada mediante la venta de un tercio de sus ac¬ 
ciones— Fancesa era una sociedad anónima conformada por tres instituciones estatales. La 
Prefectura se había incorporado como accionista al recibir el paquete accionario de la ex 
Cordech como efecto de la Ley 1654 de Descentralización Administrativa (28/07/1995). 

2 . 2 . 1 . 2 . Caracterización de la industria dei cemento 

La industria cementera es intensiva en capital, es decir que emplea maquinaria y tecno¬ 
logia en mayor medida que mano de obra. Sin embargo, es una importante generadora 
de empleos tanto directos como indirectos, sobre todo por estar ligada con el sector de 

179 “Nulidad de sociedades atípicas. Es nula la constitución de sociedades comerciales cuando estas tengan una estructura 
diferente a los tipos autorizados por este Código (...) Los requisitos esenciales no tipificantes hacen anulable el 
contrato; no obstante, podrán ser subsanados mientras no medie acción judicial” (art. 137). 
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la construcción, el cual es un claro indicador del funcionamiento de la economia. Por 
ejemplo, el ano 2011 este sector generó alrededor de 158.412 empleos (Estado Pluri- 
nacional de BoHvia, 2012a). 

Por lo intensivo del capital, existen pocas posibiHdades de que surjan nuevos compe¬ 
tidores, ya que hay barreras para la entrada de otras empresas en la industria. Esto hace 
que la estructura de mercado sea oügopólica,^®® razón por la cual es muy importante velar 
para que el poder de mercado no se concentre en una sola empresa. 

En el caso boliviano, las empresas que actualmente conforman el rubro del cemento 
son la Sociedad Boliviana de Cemento SA (Soboce, 1959, sede La Paz), la Fábrica Nacio¬ 
nal de Cemento SA (Fancesa, 1960, sede Sucre), la Cooperativa Boliviana de Cemento, 
Industrias y Servicios Ltda. (Coboce, 1966, sede Cochabamba) e Itacamba Cemento SA 
(1997, sede Santa Cruz). Cada una de estas empresas tiene presencia en diferentes depar¬ 
tamentos del país. 

2.2.2. La privatización de Fancesa 

El proceso de privatización de Fancesa se inició en el gobierno de Jaime Paz Zamora 
(1989-1993), que determinó la transferencia de esta empresa al sector privado inicialmen¬ 
te mediante el DS 22836 del 14 de junio de 1991. Luego ratificó su condición de Sociedad 
Anónima mediante Ley 1383 del 26 de noviembre de 1992, regularizando su condición 
de sociedad constituida por tres empresas públicas chuquisaquenas. 

La privatización de Fancesa fue paraHzada por el propio gobierno de Jaime Paz; pero 
fue retomada por los siguientes gobiernos, concretándose durante el gobierno de Hugo 
Banzer y Jorge Quiroga con la enajenación del paquete accionario de propiedad de la 
Prefectura de Chuquisaca (33,34%). 

El siguiente cuadro sintetiza la cronologia de la privatización de un tercio de las acciones 
de Fancesa en favor de quien iniciara su privatización, Samuel Doria Medina, exministro de 
Planeamiento y Coordinación del Gobierno de Jaime Paz Zamora (1991 — 1993), empresá¬ 
rio privado y presidente de la Sociedad Boliviana de Cemento (Soboce SA). 


Cuadro 56. Cronologia de la privatización de Fancesa 

1 

1991,14 de junio. DS 22836. Aprueba privatizaróO empresas de las Cordes, entre ellas Fancesa 

2 

1991,3 de julio. Convénio de Asistencia Técnica suscrito por la CEEP con Cordech para asesorarla en la privatización de sus empresas. 

3 

1991,31 de octubre. Carta del PNUD/OSP. Informa pre selección de consultoras evaluadoras para privatización de las dos fábricas 
de cemento estatales (Facep y Fancesa). Adjunta Acta de apertura de la licitación pública internacional. 

4 

1992, s. f. Programa de Privatización de las empresas de las Cordes. Cronograma senala que, hasta junio de 1993, Fancesa no se 
privatizará. 

5 

1992,24 de abril. Ley 1330 de Privatización que autoriza la enajenación de activos, bienes, valores, acciones y derechos del Estado. 


180 Se habla de oügopolio siempre que en un mercado existen pocos oferentes que venden un mismo producto o uno 
con pocas diferencias y, en general, tienden a actuar de forma conjunta para obtener ganancias monopólicas, aunque 
suele existir un Kder y otros que son seguidores. 
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1992.26 de noviembre. Ley 1383. Eleva a rango de ley el DS 22686 que ratifica la condición de Fancesa como sociedad anónima. 

1993.5 de mayo y 30 de junio. Solicitud de servidos BOL/04/520, dei MPC al PNUD/OSP para seleccionar consultora que evalúe 
las fábricas de cemento. 

1995.10 de abril. DS 23991. Reglamento a la Ley de Privatización, procedimiento para privatizar las empresas públicas por el 
Ministério de Capitalización y la UR. 

1995.13 de abril. RS 215521. Aprueba procedimiento para privatización de las empresas públicas mediante licitación. 

1995.28 de julio. Ley 1654, Descentralización Administrativa. Disuelve las Cordes y transfiere el patrimônio de Cordech a la 
Prefectura de Chuquisaca. 

1997.13 de marzo. Protocolo 215/97. Junta General Extraordinária de Accionistas de Fancesa modifica sus estatutos, 
incrementando su capital autorizado para posibilitar el giro de 98.797 nuevas acciones según Acta dei 27 de febrero de 1997. 

1997.19 de junio. Nota de prensa en Hoy. Alfonso Revollo anuncia que no se privatizará Fancesa, único paso que el gobierno 
deja para su sucesor. 

1997,2 de julio. Res. 04/97-98 Junta General Extraordinária de Fancesa. Autoriza transferir un paquete accionario por 64.080 
acciones de la Prefectura de Chuquisaca en Fancesa y 98.797 acciones de nueva emisión. 

1998,7 de junio. Publicación dei MCEI. Convocatoria para contratación dei Banco de Inversión para evaluary asesorar 
transferencia de acciones en Fancesa. 

1998.10 de junio. RM112/98, por la que el Ministério de Comercio Exterior e Inversión (MCEI) autoriza iniciar el proceso de 
contratación de un Banco de inversión para evaluary asesorar transferencia de acciones de la Prefectura de Chuquisaca en 
Fancesa y las de nueva emisión. 

1998,12 de agosto. Res. 05/98-99. Junta General Extraordinária de Accionistas deja sin efecto la resolución de emisión y venta 
de 98.797 acciones, aprobada en julio de 1997. 

1998.1 de septiembre. Informe de Recomendación, Comisión Calificadora. Advierte que la decisión de los accionistas de Fancesa 
de no emitir ni vender nuevas acciones afecta los términos dei contrato a firmarse y recomienda adjudicar los servidos de 
consultoria al consorcio Deutsche Bank AG-Panamerican Securities SA. 

1998.29 de septiembre. RM 169/98 de MCEI adjudica servicios de consultoria al consorcio Deutsche Bank AG-Panamerican 
Securities SA. 

1998.2 de octubre. Minuta de contrato. Consorcio evaluará Fancesa y promoverá la venta de 63.080 acciones de la Prefectura y 
98.797 acciones de nueva emisión. 

1999.22 de abril. Res. Conape aprueba venta dei 33,34% de acciones de la Prefectura de Chuquisaca en Fancesa, mediante 
Licitación Pública Nacional e Internacional. 

1999.30 de abril. Res. Consejo Departamental de Chuquisaca. Aprueba venta de acciones de la Prefectura de Chuquisaca en 
Fancesa (33,34%). 

1999.20 de mayo. RM 107/99 de MCEI aprueba Plan Especifico y Pliego de condiciones para LPI para la venta de acciones de la 
Prefectura de Chuquisaca en Fancesa. 

1999,20 de julio. Carta Soboce y EMISA. Solicitan al MCEI enmiendas al Pliego de condiciones que"conocieron 
extraoficialmente". 

1999.23 de julio. Carta Lafarge (Francia) hace conocer que posible flexibilización de requisitos para abrir la licitación a grupos 
menores vulnera su posición. 

1999,16 de agosto. Carta Soboce formalizando su solicitud de enmienda al Pliego. 

1999.27 de agosto. Enmienda 3 y Circular 5. Reduce participación de la empresa vinculada de 50% a 30%; modifica en el precio 
de referencia; flexibiliza la limitación estatutaria. 

1999.2 de septiembre. RM 193/99 de MCEI conforma Comisión Calificadora para la Licitación. 

1999.6 de septiembre. Acta de apertura de sobre "A". Se presenta una sola empresa: Soboce SA. 
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Fuente: CEMIPyC, 2018. 


2.2.2.I. Inicio de la privatización de Fancesa y suspensión por decisión de la CEEP 

El gobierno de Jaime Paz Zamora incluyó a Fancesa entre las 60 empresas dependientes 
de las Cordes a ser privatizadas (DS 22836,14/06/1991). 

El 3 de julio de 1991, el presidente de Cordech, Enrique Urquidi, suscribió un Convé¬ 
nio de Asistencia Técnica con la Comisión de Evaluación de la Empresa Pública (CEEP, 
representada por su presidente, el ministro de Planeamiento y Coordinación, Enrique 
Garcia) a fin de recibir asesoramiento en la privatización de sus empresas, dando cumpH- 
miento a lo previsto en el Decreto Supremo 22836 (arts. 21 al 24). 

Posteriormente, la CEEP (presidida por el nuevo ministro de Planeamiento y Coordina¬ 
ción, Samuel Doria Medina) organizó el Programa de Privatización de las Empresas Públicas 
dependientes de las Corporaciones Regionales de DesarroUo, dividiendo a esas empresas en 
paquetes para fines de contratación de consultoras. Fancesa fúe incluida, junto a la Fábrica de 
Cemento El Puente (Facep) de Tarija, en el tercer paquete de empresas, denominado “Fábri¬ 
cas de Cemento”. Ese mismo programa priorizó la venta de 33 empresas de las Cordes. 

En 1991, el Ministério de Planeamiento y Coordinación contrató verbalmente a la 
agencia de compras PNUD/OSP para que efectuara la preselección, selección y Hcitación 
de las empresas dependientes de las Cordes (OSP/BOL/520/583-BID).^®^ Por esta pre¬ 
selección, el gobierno pagó al PNUD/OSP la suma de $us 11.500,^®^ correspondiendo la 
mitad de ese monto al costo de privatización de Fancesa ($us 5.750).^®^ 

El 31 de octubre de 1991, PNUD/OSP recibió seis propuestas para consultoras eva- 
luadoras de las fábricas de cemento, y el 6 de noviembre del mismo ano recomendó a 


181 Afirmación reaüzada por Elvira Lupo de Velarde, subdirectora de Reordenamiento de las Empresas Públicas 
(Cordes), en su Informe UEREP-SD-EV-02/93 del 21 de diciembre de 1993, dirigido a Patricio Garrett M., director 
ejecutivo de la UEREP. 

182 Costo de los servidos y condiciones de pago de la SoHcitud de Servidos n.° BOL/04/520, suscrita por José R. De 
Lorenzo, Coordinador Internacional PNUD/OSP (fechado 5 de mayo de 1993), Flavio Escóbar, y por Samuel Doria 
Medina, ministro de Planeamiento y Coordinación (fechado 30 de junio de 1993). 

183 Según Informe UEREP-SD-EV-02/93, el monto por el pago de los servidos del PNUD/OSP habría sido fijado 
dieciocho meses después de recibido el servido. 
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Samuel Doria Medina una lista corta de seis consultoras, encabezada por el consorcio 
Ernst Young/Berthin Amengual y Asociados, que ostentaba el mejor puntaje.^®'^ 

Sin embargo, a finales dei primer semestre de 1992, el “Programa de Privatización de 
las empresas de las Cordes”, disenado por la CEEP para las 60 empresas enHstadas en el 
DS 22836 dei 14 de junio de 1991, senalaba en su cronograma de fin de gestión guber- 
namental que la Fábrica Nacional de Cemento de Cordech no se privatizaría, tal como se 
puede apreciar en la imagen; 


Gráfico 5. Programa de privatizaciones de las empresas de las Cordes Cronograma (julio de 1992 a junio de 1993) 
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Fuente: CEEP-UEREP, 1992. 


Para el primer trimestre de 1992, ya existia una lista corta de consultoras que pro- 
ponían estudiar las empresas cementeras estatales, y la Ley 1330 de Privatización que 
autorizaba su enajenación había sido aprobada el 24 de abril de 1992. Sin embargo, el 
ministro Samuel Doria Medina, presidente de la CEEP y principal accionista de Soboce, 
determinó no privatizar Fancesa ni Facep y las excluyó dei cronograma de privatizaciones 
en 1992, argumentando que no se habían realizado estúdios técnicos. 

Es oportuno senalar que la Ley 1330 de Privatización, aprobada en abril de 1992, prohibía 
que los ministros de Estado se presenten a la Hcitación y adjudicación de empresas públicas; 


... el personal jerárquico dei Poder Ejecutivo, Legislativo y Judicial, dei poder central o descen¬ 
tralizado, no podrán participar, directa o indirectamente por interpósita persona en la adjudi¬ 
cación de parte o de toda una empresa pública (Ley 1330, art. 5). 

En marzo de 1993, para tratar de justificar esa decisión, Flavio Escobar (subse¬ 
cretário de Desarrollo Socioeconómico y Secretario de la CEEP, pero también exe- 
jecutivo de Soboce y representante legal de esa empresa en la compra de Facep en 
1996), declaró ante los trabajadores movilizados (y a sabiendas de que las cementeras 
ya habían sido excluidas dei proceso privatizador en junio de 1992) que “las fábricas 


184 Carta BOL/88/003/7014-C, 28/11/1991. 
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de Cemento ‘Fancesa’ y ‘El Puente’ (...) aún no podrán ser transferidas al capital 
privado porque no concluyeron los estúdios técnicos” (Presencia, 07/03/1993). Pero 
esos estúdios técnicos jamás fueron encargados por las entidades públicas dirigidas 
por Samuel Doria Medina y Flavio Escobar. 

La posición de poder en la que se encontraban Doria Medina y los empleados de 
Soboce durante el gobierno de Jaime Paz (MIR-ADN), permitió que se reservaran las 
empresas públicas de cemento (Facep y Fancesa) para luego adjudicárselas una vez que 
dejaron de ser autoridades de gobierno. 

2 . 2 . 2 . 2 . El intento fallido para la capitalización de Fancesa 

El gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada (1993-1997) aprobó, el 10 de abril de 1995, un 
nuevo Reglamento de la Ley de Privatización. En el mismo, se designa al ministro Sin Cartera 
Responsable de Capitalización como la autoridad responsable de ejecutar la privatización de las 
empresas públicas, bajo definiciones adoptadas por el Consejo de DesarroUo Nacional (Code- 
na), creando la Unidad de Reordenamiento, depencüente de la Secretaria Nacional de Capitali¬ 
zación e Inversión como organismo técnico operativo del proceso (DS 23991, 10/04/1995). 
Completando la norma privatizadora, el 13 de abril de 1995 se emitió la Resolución Suprema 
215521, en la cual se describe el procedimiento para desarroUar las licitaciones públicas. 

Otra importante modificación normativa e institucional fue la disolución de las cor- 
poraciones regionales de desarroUo, entre eUas Cordech, por efecto de la Ley 1654 de 
DescentraHzación Administrativa del 28 de julio de 1995, que determinaba la transferen¬ 
cia de los acrivos de las Cordes a las prefecturas departamentales, por lo que la privariza- 
ción del 33,34% de Fancesa debía ser aprobada por la Prefectura de Chuquisaca, como 
nueva enridad propietaria de ese porcentaje. 

El gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada determinó continuar con la privatización 
de las empresas de las ex-Cordes, ahora de propiedad de las Prefecturas, autorizando 
al Ministério de Capitalización la privatización de 47 empresas (Codena, Res. 002/95, 
25/04/1995), nómina en la que no figura Fancesa/®^ pero fue incluida entre las empresas 
públicas a ser “capitalizadas”. 

En esa línea, el Ministério de Capitalización, bajo la dirección de Alfonso RevoUo, rea- 
Uzó negociaciones con las tres entidades públicas accionarias de Fancesa (Alcaldía de Su- 
cre, Universidad San Francisco Xavier y Prefectura del departamento de Chuquisaca) 
para la transferencia del paquete accionario de la Prefectura (33,34%) al sector privado, 
bajo la modahdad de la capitalización. El objetivo era que ambos paquetes accionarios 
(el de la Prefectura y el de nueva emisión) sumaran más del 50%, lo que permitiría a la 
empresa capitahzadora asumir la mayoría accionaria y el control de la administración. 


185 Esta Resolución autoriza la privatización de 47 empresas, entre las que se encuentran aqueUas dependientes de las 
Cordes (eniistadas en el DS 22836 del 14 de junio de 1991) que no lograron privatizarse en el gobierno de Jaime Paz 
Zamora, de las cuales la única faltante era Fancesa. 

186 La Prefectura de Chuquisaca asumió la propiedad de las acciones en Fancesa en cumplimiento de la Ley de 
DescentraHzación 1654. 
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El 27 de febrero de 1997, la Junta General Extraordinária de Accionistas de Fancesa 
modificó sus estatutos incrementando su capital autorizado, lo que habüitó el giro de 98.797 
acciones de nueva emisión (Protocolo de Escritura Pública 215/97,13/03/1997). 

Estas nuevas acciones, de acuerdo al modelo capitaüzador, se ofertarían a la venta 
junto a las 63.080 acciones de la Prefectura de Chuquisaca. 

El 21 de febrero de 1997, dias antes de que esa decisión fuera tomada, el exministro 
Samuel Doria Medina había declarado: “Es fundamental que se vaya a una venta de las 
acciones de la Prefectura y de las acciones de aumento de capital a través de Hcitación 
pública internacional sin Hmitaciones” {Hqy, 21/02/1997), alegando que se introducirían 
câmbios en el estatuto de Fancesa para impedir que las empresas vinculadas con el rubro 
dei cemento pudieran participar en eUa. 

Pero es importante aclarar que la cláusula ya existia en los primeros estatutos de la 
empresa (aprobados en 1962) con el siguiente tenor: “Se establece prohibición absoluta 
de transferencia de acciones a personas naturales o juridicas, que se dediquen a la misma 
actividad industrial de la Sociedad” (Estatutos Fancesa, 1962, art. 9, párr. 2). 

Doria Medina afirmo en médios de prensa que deseaba concretar la mayor privatización 
dei pais y que “estaria dispuesto a pagar 75 miUones de dólares por la Fábrica Nacional de 
Cemento de Sucre”, precio que, según sus cálculos, seria el mismo, por tonelada, que pagó 
por El Puente.^®^ El periódico Hqy senalaba que las nuevas acciones habrian sido valuadas en 
$us 18 miUones y equivaldrian aproximadamente al 17,6% dei total ÇHqy, 21/02/1997). 

Conocida la modificación estatutaria, las entidades cívicas, sindicales y vecinales de 
Sucre —agrupadas en el Comité de Defensa de Fancesa— reaccionaron oponiéndose a la 
venta de la mayorla de las acciones de la cementera chuquisaquena, argumentando que la 
empresa tenia $us 14 miUones en depósitos bancarios y que su última gestión fabril mos- 
traba utilidades de $us 6 miUones, un total de 20 miUones con los que se podrla impulsar 
la anhelada ampUación por fases (Presencia, 11/06/1997). Mientras tanto, el gerente de la 
empresa, Eddy Decormis, insistia en que 

... este tipo de operaciones tiene como objetivo captar capitales frescos, tecnologia de punta y 

otras ventajas adicionales que figuran en una oferta que es anaUzada por los propietarios a fin de 

preservar sus intereses dentro de un negocio de riesgo compartido (Primera Plana, 18/06/1997). 

El 19 de junio de 1997, Alfonso RevoUo, ministro de CapitaUzación, encomendado 
por el Gobierno de Sánchez de Lozada para privatizar Fancesa, declaró lo siguiente: 


187 En su condición de presidente de Soboce SA, Samuel Doria Medina se había adjudicado la compra de la Fábrica de 
Cemento El Puente de Tarija y, una vez firmado el contrato de compraventa, había incumplido con los términos de la 
Hcitación pública que le obHgaban a constituir, en acto único, una sociedad anónima con 115 trabajadores de Facep, a 
nombre de quienes la Prefectura de Tarija pagó a Samuel Doria Medina la suma de $us 743.750 por un paquete accionario de 
4,73% en la nueva empresa, en condición de socios fúndadores minoritários y ya no como trabajadores. Doria Medina creó 
la empresa comprometida, pero incorporándose él y su hermana como socios fundadores, sin tener derecho para hacerlo, y 
empleando el dinero de los trabajadores (véase el estúdio sobre la privatización de Facep en el presente volumen). 
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... no se privatizará la Fábrica Nacional de Cemento SA (Fancesa) debido a que los chuqui- 
saquenos son “difíciles” de comprender y se oponen a la medida privatizadora [...] anuncio 
que este será el único paso que el Gobierno no realice dejando para su sucesor esta labor, la 
privatización de Fancesa (Hoy, 19/06/1997). 

El 2 de julio de 1997, pese a la comunicación oficial acerca de la no privatización de Fan¬ 
cesa en la gestión gubernamental que concluía, la máxima instancia de la empresa aprobó 
autorizar la “transferencia de un paquete accionario conformado por 64.080 acciones de la 
Prefectura del Departamento de Chuquisaca en Fancesa y 98.797 acciones de nueva emi- 
sión de dicha empresa” (Junta General Extraordinária de Accionistas, Res. 04/97-98). 

Esta decisión provocó la crítica de las organizaciones chuquisaquenas contra el entonces 
Rector de la USFXCH, Enrique Azurduy, quien hasta ese momento reclamaba el derecho 
preferente de la universidad en la compra del paquete accionario a la Prefectura, y había sido 
un opositor al modelo de capitahzación de Fancesa. Sin embargo, tanto el rector como las 
demás autoridades de las entidades accionistas de Fancesa (prefecto y alcaide) levantaron las 
banderas de la capitalización en contra de la región bajo la consigna de “no se dará un paso 
atrás en la capitalización de Fancesa”. Enrique Azurduy amenazó con renunciar si no le per- 
mitían apoyar la capitalización mientras que el alcaide de Sucre, Germán Gutiérrez Gantier, 
afirmó que solo faltaba precisar el proceso de privatización (Presencia, 05/07/1997). 

2 . 2 . 2 . 3 . Reinicio de la privatización de Fancesa 

El gobierno de Hugo Banzer reinició la privatización de Fancesa estando vigente la Re- 
solución 04/97-98, aprobada por la Junta de Accionistas de Fancesa el 2 de julio de 1997, 
que autorizaba la venta de las 64.080 acciones de la Prefectura de Chuquisaca en Fancesa 
y de otras 98.797 acciones a ser emitidas por aumento de capital. 

2.2.2.3.I. Contratación del Banco de inversión 

En ese contexto, el 15 de mayo de 1998, el Directorio de Fancesa determinó que el proceso de 
contratación de un Banco de inversión y la transferencia del paquete accionario serían dirigidos 
y ejecutados por el Ministério de Comercio Exterior e Inversión (MCEI) en coordinación con 
Fancesa, de acuerdo a disposiciones de la Ley 1330 de Privatización (Res. Dir. 16/98-99). 

El 7 de junio de 1998, el MCEI pubhcó en los médios de prensa la convocatoria para 
contratación del Banco de Inversión, sin contar con la autorización que exige la norma 
administrativa (Ley SAFCO); lo hizo tres dias antes de aprobar su propia Resolución 
Ministerial (112/98, 10/06/1998) que autorizaba el inicio del proceso. 

La norma aprobada a posteriori, con la firma de Amparo BaUivián como ministro de 
Comercio Exterior a.i., resolvia: 

Autorizar el inicio del proceso de contratación de un Banco de Inversión para que realice los 
trabajos de evaluación, valoración y definición de estratégias de transferencia de las acciones de 


Neoliberalismo: enajenación de empresas públicas y recursos naturales, 1985-2005. T. 2 


195 


propiedad de la Prefectura de Chuquisaca en Fancesa, y las que esta emita como consecuencia 
dei aumento de su capital” (RM MCEI 112/98). 

La transferencia debía realizarse “mediante la modalidad de licitación pública”, para 
lo cual se aprobó el PHego de condiciones de la Licitación n.° Re£ MCEI/VMIP/UR/ 
LlC-003/98,^®® autorizando además su venta en $us 2.000. 

No obstante, el 12 de agosto de 1998, la Junta General Extraordinária de Accionistas 
de Fancesa determinó que no se emitirían ni venderían las 98.797 acciones de nueva emi- 
sión que fueran aprobadas en julio de 1997, según los siguientes términos; 

Primero: Quedan sin efecto las Resoluciones de Juntas de Accionistas n.° 05/96 de 1 /10/1996, n.° 
02, 03 y 04/97-98 de 2/07/1997 y n.° 1/98-99 de 8/05/1998. Segundo: Se encomienda al Direc- 
torio hacer conocer al Ministério de Comercio Exterior e Inversiones la presente resolución y dar 
estricto cumpMmiento a la misma (Res. 05/97-98 firmada por Jaime Robles, Germán Gutiérrez y 
Carlos Taboada B., con el voto disidente de la Prefectura) (Acta 03/98-99,12/08/1998). 

De esta manera, la máxima instancia de Fancesa, su Junta General de Accionistas, 
desistia de emitir nuevas acciones para su venta conjunta con las acciones de propiedad 
de la Prefectura. 

A pesar de la decisión de los accionistas de Fancesa, el MCEI -que aún no había recibido 
las ofertas de los bancos de inversión para la evaluación de Fancesa y la venta de un total de 
162.877 acciones— continuó con el proceso de contratación. El ministro Jorge Crespo Velasco 
fue efectivamente informado de que solamente estaban a la venta las 64.080 acciones de pro¬ 
piedad de la Prefectura de Chuquisaca, poco más de un tercio de lo iniciaknente planificado. 

La recepción de propuestas y apertura de los sobres “A” se realizó el 19 de agosto de 
1998, presentándose a la convocatoria cinco asociaciones accidentales, las cuales —luego de 
subsanar observaciones que se les realizaron— fueron habilitadas por la subcomisión técni¬ 
ca'®’ en vista de su calificación superior al puntaje mínimo requerido de 60 sobre 100. 


188 Los objetivos de los términos de referencia para la licitación pública eran: 1. Evaluar y valorar Fancesa y actuar como 
asesor financiero dei MCEI, de la Prefectura de Chuquisaca y de Fancesa, en la determinación de la estratégia más 
adecuada dei proceso y en la selección dei socio estratégico idóneo para la transferencia al sector privado de acciones 
de la empresa, presentando un informe de recomendaciones; 2. Asegurar la transparência dei proceso para que todos 
los inversionistas interesados en participar en el proceso de transferencia de la acciones al sector privado tengan las 
mismas oportunidades, basado en procedimientos de licitación que incluyan contratos finales no negociables. 

189 El informe de calificación de propuestas técnicas de la licitación fue presentado el 27 de agosto de 1998 por la 
Subcomisión Técnica, conformada por los consultores de la Unidad de Reordenamiento dei MCEI, Jorge Azurduy 
Iturralde, Patricia Terrazas de Alencar y Héctor Elias Ayoroa. 
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Cuadro 57. Calificación de proponentes habilitados para la licitación de la evaluación de Fancesa 


Proponente 

Experiência dei 
Proponente (20) 

Formacion y experiencia dei 
personai asignado (20) 

Propuesta Técnica 
(60) 

TotaidOO) 

Ernst & Young LLP 

14.86 

9.54 

58.02 

82.41 

Deustche Bank AG 

20 

16.48 

36.36 

72.84 

Banque Paribas 

9.47 

14.59 

40.20 

64.26 

Banco deNegocios 
Argentatia 

3.29 

15.83 

47.62 

66.73 

Santander Merchant 
Limitada 

4.91 

10.8 

48.31 

64.11 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Informe Subcomisión Técnica 001/98 de calificación de propuestas técnicas de la licitación MCEI/VMIP/UR/LIC 003/98,1998. 


Tras la habilitación de las cinco asociaciones accidentales, el 1 de septiembre de 1998 
se reaüzó la apertura de los sobres “B”, que contenían las propuestas económicas, verifi- 
cándose las ofertas desplegadas en el cuadro siguiente; 


Cuadro 58. Propuestas económicas para la licitación pública de evaluación y venta de Fancesa 


Nombre dei proponente 

Honorário fijo ($us) 

Comisión de êxito (%) | 

Ernst & Young LLP 

464.400,00 

0,00001 

Berthin Amengual y Asociados. 

Banco de Negocios Argentaria 

225.000,00 

1,70 

Caisa Agente de Bolsa 

Deutsche BankA.G. 

0,00 

4,40 

Panamerican Securities S.A. 

Sociedad Banque Paribas 

99.000,00 

4,95 

SECORECSRL 

Santander Merchant Ltda 

794.857,00 

2,90 

Valores Union S.A. 


Fuente: Informe Subcomisión Técnica 001/98 de calificación de propuestas técnicas de la licitación MCEI/VMIP/UR/LIC 003/98,1998. 


Como se evidencia en el cuadro anterior, el consorcio Ernst & Young LLP-Berthin 
Amengual y Asociados proponía un monto de honorário fijo cercano al medio miUón de 
dólares, pero una comisión de êxito mínima de 0,00001% del monto de venta; en tanto 
Paribas proponía la más alta comisión de êxito (4,95%) con un honorário fijo cercano a los 
$us 100.000. Por su parte, el consorcio Deutsche Bank AG-Panamerican Securities SA no 
sokcitaba ningún honorário fijo, pero demandaba una comisión de êxito bastante elevada 
en relación a tres de los otros proponentes, siendo superado únicamente por Paribas. 

La Comisión Calificadora recomendó la contratación del consorcio Deutsche Bank AG 
Panamerican Securities SA por un honorário fijo de cero y un honorário de êxito de 4,40% 
sobre el monto de transacción de un paquete accionario de 162.877 acciones (63.080 de 
propiedad de la Prefectura y 98.797 de nueva emisión), en su informe del 1 de septiembre 
de 1998,^^° de acuerdo con la calificación contenida en el siguiente cuadro; 


190 Suscriben el informe de recomendación de la Comisión Calificadora de la Licitación pública Ref. MCEI/VMIP/UR/ 
LIC 003/98 (1998) su presidente Miguel López Bakovic, su Secretaria Elvira Lupo de Velarde y los vocales Mario 
Valência Antezana, Enrique Quiroz Jordán y Jorge Azurduy Iturralde. 
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Cuadro 59. Calificación final de propuestas para licitación pública 


de evaluación y venta de Fancesa 


Nombre dei proponente 

Puntaje Evaluación Técnica 
(70%) 

Puntaje Evaluación 
Económica (30%) 

Puntaje Total (A) + (B) 

Ernst&Young LLP 

Berthin Amengual y Asociados. 

57,69 

15,118 

72,808 

Banco de Negocios Argentaria 
Caisa Agente de Bolsa 

46,71 

11,847 

58,560 

Deutsche BankA.G. 

Panamerican Securities S.A. 

50,99 

22,833 

73,820 

Sociedad Banque Paribas 
SECORECSRL 

44,98 

11,066 

56,048 

Santander Merchant Ltda 

Valores Union S.A. 

44,88 

5,742 

50,622 


Fuente: Informe de recomendación de la Comisión Calificadora licitación púbiica MCEI/VMIP/UR/LIC 003/98,1998. 


En ese mismo informe de recomendación, la Comisión calificadora advirtió al ministro de 
Comercio Exterior e Inversión, Jorge Crespo Velasco, que la decisión asumida por la máxima 
instancia de Fancesa el 12 de agosto de 1998, con relación a dejar sin efecto el aumento de 
capital y transferencia de las acciones provenientes de dicho aumento (98.797 nuevas accio- 
nes)^^^ era “vital para el proceso de contratación, por cuanto el honorário dei banco de inver¬ 
sión tiene relación única y exclusivamente con la transferencia de las acciones, toda vez que el 
honorário de êxito es un porcentaje de dicha transacción”, senalando que; 

Hacemos constar expresamente que, no obstante la recomendación que se efectúa segui¬ 
damente, en su condición de máxima autoridad dei proceso de contratación, debe decidir 
la continuación dei presente proceso y las nuevas condiciones, si las hubiera, en cuyo caso, 
recién se deberá negociar con el Banco de Inversión para la firma dei contrato... (Informe 
Comisión Calificadora, 1998: 4). 

Para proteger los intereses de la empresa ante la inminente reducción de acciones a 
ponerse en venta, el 28 de septiembre de 1998 se reunieron funcionários dei MCEI y 
representantes dei consorcio Deutsche Bank Panamerican Securities, a fin de incorporar 
modificaciones a los términos iniciales dei contrato. Definieron “prever una fórmula, en 
la cláusula relativa al honorário, que establezca proporcionalmente el cambio dei hono¬ 
rário en función a las acciones a ser transferidas y se previó una cláusula de adhesión” y 
aprobaron una sanción de $us 99.000 en favor dei Banco de Inversión, en caso de que se 
definiera no proceder con la venta de las acciones. 


191 Esa decisión se refiere a la Resolución de la Junta General Extraordinária de Accionistas 05/97-98 dei 12 de agosto de 1998, 
en la que se determina dejar sin efecto la resolución 04/97-98 dei 2 de juKo de 1997, que aprobaba el aumento de capital y 
emisión de 98.797 nuevas acciones para su venta junto a las 64.080 acciones de propiedad de la Prefectura de Chuquisaca. 

192 Acta de Negociación de Contrato que fiie suscrita el 28 de septiembre de 1998 por Elvira Lupo de Velarde, Enrique Quiroz 
j. y Jorge Azurduy I. en representación dei MCEI, y por Enrique Herrera S. y Álvaro Montes por el consorcio. En esa 
ocasión, el Banco de Inversión soHcitó una penaüdad equivalente a |us 300.000, habiéndose acordado el pago de |us 99.000. 
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El ministro de Comercio Exterior e Inversión, Jorge Crespo Velasco, emitió la Reso- 
lución Ministerial 169/98 adjudicando los servidos de consultoria al consorcio Deutsche 
Bank AG Panamerican Securities SA, y aprobando el contrato negociado y el acta de 
negociación de la reunión descrita en el párrafo anterior. 

El contrato de prestación de servicios^^^ fue firmado entre el Banco de inversión 
y el MCEI el 2 de octubre de 1998, manteniendo en su objeto la transferencia de 
acciones de Fancesa como “los títulos valores participativos que serán puestos a la 
venta en un solo paquete conformado por 63.080 acciones de la Prefectura y 98.797 
acciones de nueva emisión”. En otras palabras, se incluían las acciones que Fancesa 
había decidido no emitir. 

2.2.2.}.2. Composición accionaria y representación de Fancesa al momento de su venta 

Para noviembre de 1998, las instituciones públicas sócias de Fancesa estaban representa¬ 
das de la siguiente manera; 

• Prefectura del departamento de Chuquisaca, representada por el prefecto Carlos En¬ 
rique Taboada Bejarano, cuya afiliación política recaía en el partido Acción Democrá¬ 
tica Nacionalista (ADN), nombrado directamente por el presidente de la República 
(Hugo Banzer) y en funciones desde el 14 de agosto de 1997. 

• Alcaldía Municipal de Sucre, representada por el alcaide Germán Gutiérrez Gantier, cuya 
filiación poKtica correspondia al Partido Socialista 1, habiendo sido elegido por cuatro anos 
el 6 de enero de 1994. Sus acciones estaban sometidas a fiscalización e incluso a censura 
anual del Concejo Municipal, el cual estaba compuesto como se observa a continuación; 


Cuadro 60. Composición dei Concejo Municipai de Sucre (1998) 


Cargo 

Nombre 

Afiliación política | 

Presidente del Concejo 

Edgar Pedro Sernich 

ucs 

Presidente del Concejo Suplente 

MarianelaValda 

ucs 

Vicepresidente del Concejo 

Oscar Vilia Trigo 

MIN-MIR 

Secretario del Concejo 

Jorge PoppeAvilés 

Condepa 

Concejal Municipal 

Raúl Gutiérrez Gantier 

PS-1 

Concejal Municipal 

EverRomero Ibánez 

MBL 

Concejal Municipal 

Javier Ledezma 

MBL 

Concejal Municipal 

Fidel Herrera Ressini 

MBL 

Concejal Municipal 

Carlos Quintana Campos 

PS-1 


193 El contrato entre el Ministério de Comercio Exterior e Inversión (representado por el Lic. Jorge Crespo Velasco) 
y el Banco de Inversión Deutsche Bank AG-Panamerican Securities (representado por Enrique Herrera Soria) fue 
firmado el 2 de octubre de 1998. Su objeto era prestar los servidos de evaluación, valoración y diseno de estratégias, 
promoción y participación y asesoramiento en el proceso de transferencia de acciones de Fancesa al sector privado. 
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Cargo 

Nombre 

Afiliación política | 

Concejal Municipal 

Ruth Senzano U. 

MNR 

Concejal Municipal 

Jaime GalloGarabito 

MIR 

Concejal Municipal 

Ignacio Mendoza Pizarro 

lU 

Suplente Concejal Municipal 

Guido Rodríguez 

MNR 

Suplente Concejal Municipal 

Luz Duchén 

MIR 

Suplente Concejal Municipal 

Ramiro Barrón 

lU 


Fuente: Informe Banco de Inversión Deutsche Bank Panamerican Securities, 1998. 


• La Universidad Mayor San Francisco Xavier, representada por Jaime Robles Mi¬ 
randa en su calidad de Rector, electo por cuatro anos desde el 17 de abril de 1998. 
Sus decisiones debían ser aprobadas por el Consejo Universitário, cuerpo cole- 
giado compuesto por 56 miembros, 28 dei estamento estudiantil y otros 28 dei 
estamento docente. 

Por otra parte, otras autoridades de Fancesa eran; 

• Los miembros dei Directorio; Antonio Mostajo F, presidente (representante de la 
Universidad), Eduardo ImbeUoni M., vicepresidente (designado por la Prefectura), y 
Armando Salvietti C., vocal titular (representante de la Alcaldía de Sucre). 

• Los miembros dei Comité de Fiscaüzación; Eduardo Urriolagoitia R., Síndico Legal 
(representante de la Prefectura); Freddy Landívar G., Síndico Económico (representante 
de la USFXCH), y Jaime Rojas R., Síndico Técnico (representante de la Alcaldía). 

• La Gerencia; a cargo de Eddy Decormis, nombrado en abril de 1997, quien fuera 
Síndico Técnico de 1996 a 1997; la Gerencia Administrativa y Financiera, a cargo de 
Gonzalo Arce A., nombrado en marzo de 1998. En forma interina, desde agosto de 
1998, se encontraban Marcelo Rivera C., en la Gerencia Técnica y Gonzalo Garrón P, 
en la Gerencia Comercial. 

a.z.a.y.j. Valuación de Fancesa y propuesta de estratégia de transferencia 

El Banco de Inversión entregó sus informes en 1999, que comprendían estúdios a partir de 
diez metodologias^®'^ que le permitieron definir el valor corporativo de Fancesa en un rango 
que oscüaba entre un mínimo de $us 44 millones y un máximo de $us 69 mülones; además 
de definir un valor patrimonial mínimo de $us 54 miUones y máximo de $us 79 millones. 

La estratégia propuesta por el Banco de Inversión planteaba tres alternativas; 


194 El uso de estas metodologias de evaluación, a decir de la consultora, tenían por objeto obtener una valoración 
“confiable y realista” de Fancesa. Se agrupan en cuatro divisiones: Flujos de Caja Libre Descontados (DCF), 
Avalúo de Activos, Mercados de Capital (FV/t, FV/VS, P/BV, FV/EBITDA, P/CF, P/E y FV/S) y Transacciones 
Comparables. Proporcionan un Valor Corporativo (valor de Fancesa) que, al restarle el pasivo financiero y sumarie el 
activo no operativo, da como resultado el Valor Patrimonial (valor para los accionistas de Fancesa). 
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a) Emisión de nuevas acciones y venta del 50% más una acdón, otorgando así el control 
al socio estratégico. 

b) Venta del 33,34% de las acciones incluyendo el 50% más uno en la junta ordinaria. Esta 
estratégia consideraba el pago de un prémio de control a por lo menos uno de los dos accio- 
nistas actuales, con el objetivo de que permitiera convertir sus acciones en preferentes. 

c) Venta del 33,34% de las acciones sin otorgar mayoría de votos en la junta ordinaria. 
Sin embargo, se podia contemplar el otorgamiento de un contrato de administración 
que incentivara la participación de un socio estratégico.^^^ 

4.3.2.2.3.4. Licitación Pública Nacional e Internacional de las acciones de Fancesa 

La Licitación Pública Nacional e Internacional, como estratégia de privatización para la 
venta del 33,34% de las acciones de la Prefectura de Chuquisaca en Fancesa, fue aproba- 
da por Resolución del Consejo Nacional de Política Económica (Conape) el 22 de abril 
de 1999, a propuesta del Ministério de Comercio Exterior e Inversión. 

Esta aprobación ocurrió antes de que la Prefectura de Chuquisaca —propietaria del 
paquete accionario en cuestión— aprobara dicha venta, el 30 de abril de 1999, mediante 
Resolución 16/99 del Consejo Departamental de Chuquisaca. 

El 20 de mayo de 1999, el Ministério de Comercio Exterior e Inversión aprobó el Plan 
específico y el Phego de condiciones de la Licitación pública nacional e internacional para 
la venta de las acciones de la Prefectura del Departamento de Chuquisaca en Fancesa 
(RM MCEI n.° 107/99, 1999). El Plan específico está fechado el 19 de mayo de 1999 y 
Ueva la firma de Elvira Lupo de Velarde, directora Ejecutiva de la Unidad de Reordena- 
miento, y de Jorge A. Azurduy Iturralde, consultor de dicha Unidad. 

El Plan específico senala como marco legal la Ley de Privatización, la Ley SAFCO, la 
Ley del Poder Ejecutivo y su reglamento, y los Decretos Supremos 23991 y 24873 que 
regulan el procedimiento privatizador. Por su parte, el Phego de condiciones incluye 
además la Ley de Mercado de Valores, la Ley 843, el Código Civil, y recién en último 
lugar el Código de Comercio, desconociendo que, al ser Fancesa una sociedad anónima, 
el instrumento jurídico que la rige es el Código de Comercio y el Estatuto de la empresa, 
como fue claramente reconocido por el DS 23991 del 10 de abril de 1995 en su artículo 
17. Sin embargo, ambos fueron violentados por este Phego. 

El Plan específico establece que la venta de las acciones de la Prefectura (33,34%) 
debía ser reahzada en un solo paquete mediante Licitación púbhca nacional e interna¬ 
cional, a un operador del área del cemento que cumphera con los requisitos establecidos 
en el Phego de condiciones, y que el adjudicatario de la hcitación debía conformar una 
sociedad con los trabajadores que manifestaran la voluntad de participar, estableciendo 
el 6 de septiembre de 1999 como fecha para la apertura de propuestas de la hcitación. 

El Phego se puso en venta en $us 15.000, habiendo sido adquirido por nueve compa- 
nías cementeras, incluyendo algunas de las más grandes a escala mundial. 


195 Banco de Inversión: Informe de evaluación de Fancesa, 1998. 
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Cuadro 61. Empresas que adquirieron el Pliego de condiciones para la venta de Fancesa 


1 Empresa 

Nacionalidad | 

Holderbank 

Suiza 

YuraSA 

Perú 

Cia. de Cemento Portiand Itaú 

Brasil 

Lafarge SA 

Francia 

Cemento Melón 

Chile 

Cemento Pacasmayo SA 

USA 

Cemex Central SA de CV 

México 

Juan Minetti SA 

Argentina 

Sociedad Boliviana de Cemento 

Bolivia 


Fuente: CEMIPyC, 2018. 


Estas empresas mostraron interés en adquirir las acciones de Fancesa ofrecidas 
en venta. Pero, como se verá más adelante, paulatinamente lo fueron perdiendo en 
razón de la falta de transparência en los câmbios y/o enmiendas en el Pliego de 
condiciones. Según adujeron, sus intereses se verían perjudicados al beneficiar a pos¬ 
tulantes nacionales. 

2.2.2.^.^. Modificaciones dei Pliego de condiciones durante el proceso de licitación 

Si bien el Pliego de condiciones preveía que el Ministério de Comercio Exterior e 
Inversión podia aclarar, interpretar o modificar el mismo mediante circular o en- 
mienda, el proceso de venta de las acciones de Fancesa generó desconfianza entre los 
potenciales interesados, debido a que las modificaciones flexibilizaron los requisitos 
exigidos a las empresas proponentes y sus vinculadas en beneficio de empresas me¬ 
nores (Lafargue, 23/07/1999). 

A lo largo de la licitación pública se emitieron nueve enmiendas y seis circulares; en 
este acápite se detaUarán las que fueron objeto de observación y desconfianza por parte 
de los potenciales interesados. 

A continuación, se podrá observar que las modificaciones realizadas por el Ministério da- 
ban respuesta a observaciones y peticiones realizadas por la empresa boliviana Soboce SA. 

El 20 de juHo de 1999, las empresas bolivianas Soboce y EMISA, que aún no habían 
comprado el Pliego de condiciones, solicitaron las siguientes enmiendas al Pliego emitido 
(el cual “conocieron extraoficialmente”)/®*' 

• Que se incorpore alguna de las dos opciones propuestas por el Banco de Inversión 
en Sucre: además de la venta de acciones de la Prefectura, al menos uno de los socios 
podia convertir sus acciones ordinárias en preferentes, a cambio de un prêmio dei 
12% dei monto de adjudicación. 

• Que se excluya la limitación estatutaria dei punto 2.1.3. dei pliego (art. 22 dei Estatuto de 


196 Recién el 5 de agosto de 1999, Soboce compra el Pliego de condiciones, y EMISA nunca lo adquiere. 
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Fancesa)^®^ y que la autorización de venta que deba otorgar la Junta de Accionistas de Fan- 
cesa se reaHce “sin necesidad de gestión alguna por parte de las empresas oferentes”. 

• Que se reduzca el património neto mínimo exigido a la empresa oferente, de $us 60 
miUones a $us 20 miUones, por considerarse que el património neto de Fancesa “es 
inferior a los $us 20 miUones”. 

• Que se eUmine la participación de los trabajadores en la compra de acciones porque 
“corresponde a una Ucitación del 100% de las acciones cuando en reaUdad se está ven- 
diendo el 33.34% de acciones de Fancesa (...) si los trabajadores compran acciones 
por el monto total de sus benefícios sociales, ya no se estaria Ucitando el 33.34% (...) 
sino algo más del 27%”. 

• Que se reduzca el honorário de êxito del Banco de Inversión porque ascendería al 
12% del monto de adjudicación, y se establezca en el 4% de dicho monto. 

El 23 de juUo de 1999, ante posibles câmbios en los requisitos, la empresa francesa La- 

farge SA remitió una carta al MCEI manifestando su preocupación y advirtiendo que, 

La alta competitividad que implica la selección a la que obUgan las condiciones acertadamente 
establecidas por el Deutsche Bank, es uno de los factores de mayor motivación que los grupos 
transnacionales encontramos para participar en el proceso. La posibiUdad de flexibilizar dichas 
condiciones con el único propósito de abrir la Licitación a grupos menores [como Soboce], 
deja entrever una posible distorsión en los valores selectivos [...] vulnerando así la posición de 
nuestro grupo (Lafarge, 1999). 

El 16 de agosto de 1999, luego de adquirir el PUego de condiciones (6 de agosto de 

1999), Soboce SA formaUzó ofícialmente su soUcitud de enmienda a los puntos expresa- 

dos anteriormente, soUcitando que: 

• Se reduzca el requisito del património neto empresarial del oferente de $us 60 miUo¬ 
nes a $us 30 miUones, para que empresas con un património neto superior a los $us 
30 miUones puedan participar en la Ucitación. 

• Se eUmine la Umitación estatutaria de que la empresa proponente, de ser una empresa 
nacional del mismo rubro, deba presentar el consentimiento de los accionistas de 
Fancesa, por consideraria ilegal. 

• Se reduzca el honorário de êxito a pagar al Banco de Inversión hasta 4% del monto 
de adjudicación. 

• Se aclare la redacción referente al endoso de las acciones y su inscripción en el Ubro 
de accionistas. 

• No se concrete que los trabajadores puedan comprar acciones hasta el 100% de sus 


197 Artículo 22: “Ningún accionista podrá transferir directa o indirectamente sus acciones a terceras personas, naturales 
y/o colectivas, que ejerzan o desarrollen actividades relacionadas con el giro legal de la sociedad en el mercado 
nacional del cemento y/o clínker, salvo autorización expresa de la Junta General de Accionistas”. 
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benefícios sociales por considerarse desproporcionado, y se aclare el precio de com¬ 
pra (si las acciones nominales valdrían BslOO o Bsl.OOO). 

Pese al reclamo de Lafarge, el Ministério de Comercio Exterior e Inversión respondió fa- 
vorablemente a la empresa Soboce SA, lo que posteriormente signifícará que los interesados se 
retiren; la empresa Lafarge hizo conocer expresamente su oposición a la forma de manejo. 

El 27 de agosto de 1999, el MCEI emitió la enmienda n.° 3 que incorpora las sugeren- 
cias de Soboce, en los siguientes términos: 

• Reduce la participación de la empresa vinculada en el operador (Bio Bio en Soboce) 
de 50% a 30%. 

• Modifíca, en el precio de referencia, el valor mínimo por acción a solo valor mínimo. 

• Incluye que en el acto de cierre la Prefectura endosará las acciones que transfíere y 
se comprometerá, junto con la sociedad titular, a realizar gestiones para registro de la 
transferencia en el libro de accionistas de Fancesa. 

• Flexibiliza la Fmitación estatutaria sobre autorización de transferencia de acciones a la 
venta (Estatutos Fancesa, art. 22), permitiendo que “alternativamente, los proponentes 
no alcanzados por la Lmitación estatutaria referida en el numeral 2.1.3 dei Pliego de 
condiciones, deberán incluir la Carta Jurada de Compatibilidad para la Presentación de 
Propuesta, conforme el Formulário 6”, facultando que sea una declaración jurada la que 
habilite a Soboce (ante su imposibilidad de cumplir con ese requisito establecido por los 
Estatutos de Fancesa, obhgatorio al amparo dei Código de Comercio).^’® 

El mismo 27 de agosto, el Ministério emitió la Circular n.° 5, respondiendo a las con¬ 
sultas de la siguiente manera; 

• El precio referencial mínimo no está establecido en el Pliego de condiciones. 

• Los requisitos técnicos y fínancieros para califícar al operador buscan garantizar que el 
nuevo socio cuente con conocimientos, experiencia y solvência necesarios para contri¬ 
buir al crecimiento de la empresa, y siendo los mínimos a ser satisfechos, no podrán ser 
modificados (ya se habían dado facilidades reduciendo requisitos de la participación de 
la empresa vinculada dei 50% al 30% en la Enmienda n.° 3 senalada Hneas arriba). 

• No existe hmitación para participación de empresários locales y nacionales porque 
pueden hacerlo bajo la forma de consorcios, cuyo único requisito es contar entre sus 
miembros con un operador cahfícado. 

• En cuanto a la hmitación dei artículo 22 de los Estatutos de Fancesa, el Ministério no 
tiene competência para pronunciarse sobre su legahdad o ilegahdad. 


198 Además, aprueban en la enmienda que “si el Acto de Cierre no se lleva a cabo como está previsto en el Pliego de 
condiciones, debido a la incompatibilidad dei Adjudicatário con el art. 22 de los Estatutos de Fancesa, el Ministério 
podrá ejecutar la Boleta de Garantia”, y que será inhabilitada la propuesta “si fuese comprobada fehacientemente la 
falsedad de la información proporcionada” (RS 216145, art. 61). Más adelante, se aprueban enmiendas/circulares para 
que este acto de cierre sea modificado en favor de Soboce. 
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• Sobre el honorário de êxito al Banco de Inversión, este se halla consignado en el con¬ 
trato de servicios. 

• Sobre incluir textos referentes al endoso e inscripción de acciones, es preciso re- 
mitirse a la Enmienda 3, a versiones definitivas del contrato de compraventa y al 
acuerdo de pre-cierre. 

• En cuanto a la participación de los trabajadores y a que solo puedan adquirir acciones 
hasta el 33.34% de sus beneficios sociales y no al 100%, se aclara que la opción de 
compra de acciones es en la sociedad titular y no en Fancesa, y que la modaUdad fue 
determinada por Conape. 

• Sobre la aclaración acerca de si el valor de las acciones es de BslOO o 1.000, se res¬ 
ponde que el valor en hbros de acciones de Fancesa es de Bsl.OOO y el de la sociedad 
titular, que será la propietaria de las acciones a la venta, es de BslOO. 

2.2.2.^. 6. Calificación de la licitación pública y cambio de estratégia de venta de las acciones de 
Fancesa 

Como correspondia al procedimiento de una licitación convocada por una entidad es¬ 
tatal, el 2 de septiembre de 1999 se conformó la Comisión Cahficadora que tendría a su 
cargo tanto la recepción de propuestas como la apertura de los sobres de la licitación (RM 
MCEI n.° 193/99). La Comisión estuvo conformada por los siguientes miembros; 


Presidente 

Carlos Saavedra Bruno 

Ministro de Comercio Exterior 

Secretario; 

Miguel López Bakovic 

Viceministro de Inversión y Privatización 

Vocal; 

Marcelo Arana Ostria 

Prefecto del Departamento de Chuquisaca 

Vocal; 

Elvira Lupo de Velarde 

Directora Ejecutiva Unidad de Reordenamiento 

Vocal; 

Enrique Quiroz Jordán 

Consultor Jurídico Unidad de Reordenamiento 

Vocal; 

Jorge Azurduy Iturralde 

Consultor Unidad de Reordenamiento 

Vocal; 

Carlos Salinas Aragón 

Director General de Coordinación 

Prefectura del Departamento de Chuquisaca 

Vocal 

Jorge Fernández Domínguez 

Director Departamental Administrativo Financiero 
Prefectura del Departamento de Chuquisaca 
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Vocal Carlos Taboada Bejaran 

Director de la Prefectura dei Departamento de Chuquisaca 
ante la Fábrica Nacional de Cemento SA. 


Aunque el PFego de condiciones fue adquirido por ocho empresas de nacionalidades 
diversas, el 6 de septiembre de 1999, a horas 9:58 am, la Comisión Cahficadora recibió 
únicamente la propuesta presentada por la empresa boliviana Soboce SA, en acto reali¬ 
zado en el Edifício de Comunicaciones de la ciudad de La Paz, ante la presencia de la 
Notaria de Fe Pública n.° 30, Juana Aydee Mariaca Valverde. 

En el acto de apertura de sobres, se verifícó que el sobre “A” contara con los docu¬ 
mentos de representación legal y “no impedimento’V^® así como documentación de la 
empresa proponente^®® y de la vinculada,^®^ y se verifícó el estado dei sobre “B” con la 
propuesta económica para introducirlo en un ânfora que, cerrada y seUada, pasó a custo¬ 
dia de la Notaria de Fe Pública presente.^®^ El acto concluyó a horas 11:00, declarándose 
cuarto intermédio hasta horas 18:00 para que Soboce subsanara las observaciones reali¬ 
zadas por la Comisión Cahfícadora. 

Entre la documentación entregada por Soboce destaca el documento de “no impedimen¬ 
to”, una “carta jurada de compatibilidad para la presentación de la propuesta” (Enmienda n.° 
3 al Pliego dei 27 de agosto de 1999, formulário 6), aprobada por el Ministério de Comercio 
Exterior e Inversión. La misma pretendia eludir la obligación que tenían las empresas cemen- 
teras nacionales de contar con la autorización expresa de la Junta General de Accionistas de 
Fancesa para ser habilitadas a la licitación pública, de acuerdo con el Pliego de Condiciones. 
Es importante senalar que esta medida administrativa promovió la comisión de un delito, al 
facilitar la habüitación de un oferente a sabiendas de que el estatuto de Fancesa prohibía a la 
Prefectura de Chuquisaca transferir sus acciones sin autorización expresa de la Junta General 
de Accionistas, más aUá de si se concretaban los pasos de oferta y adjudicación. 

La continuación dei acto de apertura de sobres correspondiente al sobre “B”, prevista 
para horas 18:00, no se reahzó. La razón de la suspensión fue explicada por el ministro de 
Comercio Exterior e Inversión, Carlos Saavedra Bruno, en una conferencia de prensa en 


199 Se trata de cinco documentos: el poder dei representante legal (Poder General y Amplio en favor de Samuel Doria 
Medina y Especial y Suficiente en favor de Carlos René Núnez Tórrez y Hernán Paredes Munoz); comprobante de 
compra dei Pliego de condiciones; boleta de garantia BSC 2000-5052-00020123; minuta dei contrato de compraventa 
suscrito por los representantes legales Paredes y Núnez, y el cuestionable Formulário n.° 6 aprobado por Enmienda 
n.° 3 a exigências de Soboce en agosto de 1999, con el cual se declara bajo juramento no tener impedimentos legales 
para presentarse a la licitación pública, quedando así la empresa proponente habilitada por el Ministério. 

200 Esos documentos comprenden los de constitución de Soboce, certificado de su existência legal, carta jurada, 
estados financieros y memórias anuales de gestiones 1996, 1997 y 1998. 

201 Comprende documentos de constitución de la empresa chilena Bio Bio, certificado de su existência legal, memórias y 
estados financieros de gestiones 1986-1998, documentos de vinculación de Bio Bio a Soboce SA, carta de presentación 
de indicadores, poder dei representante legal de Bio Bio, acuerdo y contrato de opción, ambos firmados por los 
representantes legales de Soboce. 

202 Acta de apertura dei sobre “A” de las propuestas presentadas para la Licitación Pública Nacional e Internacional 
MCE/PREE CHUQUISACA/UR/LIC-04/99, dei 6 de septiembre de 1999, emitida por la notaria de Fe Pública n.° 
30, Juana Aydee Mariaca Valverde. 
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la que declaró; “se ha tomado la decisión de interrumpir el proceso de hcitación debido 
a que existe un solo proponente, lo que implica poca competência”. Informo seguida¬ 
mente que se convocaria a una nueva hcitación internacional en la que esperaban más 
proponentes (“Fracasó privatización de Fancesa”, lui Prensa, 07/09/1999).^*^^ 

Por su parte, el empresário Samuel Doria Medina, representante legal de Soboce, re- 
cibió la devolución de su propuesta esa misma fecha, y abrió el sobre “B” ante la prensa 
dando a conocer el monto ofertado de $us 26.000.000 (“Suspenden privatización de 
Fancesa; cívicos doblan el brazo al gobierno”, Opinión, 07/09/1999). 

El 7 de septiembre de 1999, un día después de la suspensión de la hcitación púbhca, 
el Consejo Nacional de Pohtica Económica (Conape) definió que la nueva modahdad 
de venta de las acciones de Fancesa seria mediante “subasta púbhca” en el marco de la 
hcitación púbhca que se reinició, a través de una resolución que no estaba debidamente 
motivada.^**'* 

En esa misma fecha, sobre el antecedente jurídico de la Resolución del Conape, Hugo 
Banzer Suárez y su gabinete ministerial emitieron el DS 25507, que resuelve: 


Artículo 1. Proseguir con el proceso de Licitación Púbhca Nacional e Internacional Ref. 
MCEI/PREF.CHUQUISACA/UR/LIC-04/99, para la venta del 33,34% del paquete accio- 
nario de Fábrica Nacional de Cemento SA Fancesa perteneciente a la Prefectura del Departa¬ 
mento de Chuquisaca, mediante la modahdad de subasta de acciones que será efectuada en el 
plazo de quince dias, de acuerdo con la aprobación del Consejo Nacional de Pohtica Econó¬ 
mica (Conape) de 7 de septiembre de 1999 (DS 25507, art. 1). 

2.2.2.3.7. Vento de acciones de Fancesa por subasta pública 

Dando cumphmiento al DS 25507 del 7 de septiembre de 1999, el Ministério de Comer¬ 
cio Exterior e Inversión prosiguió el proceso de hcitación, esta vez mediante la modahdad 
de subasta de acciones sobre la base de $us 26.000.000,^®^ coincidente con la cifra que 
Samuel Doria Medina, un día antes, anunciara como oferta. 

Al efecto, el Ministério emitió el nuevo Phego de condiciones mediante una enmien- 
da aprobada el 9 de septiembre de 1999. Pero este Phego carecia de legahdad ya que no 
estaba aprobado por Conape, máxima instancia durante la privatización de las empresas 
púbhcas, que el 4 de agosto de 1999 había determinado; “Conape debe aprobar, además 


203 La decisión de interrumpir el proceso fue aprobada por Resolución Ministerial MCEI 198/99 del 6 de septiembre de 
1999, con las firmas del ministro Carlos Saavedra Bruno, el Viceministro de Inversión y Privatización, Miguel López 
Bakovic, y el Secretario General de Asuntos Jurídicos, Roger Pinto Viamontt. 

204 La motivación es un requisito de forma de los actos administrativos por ser la necesaria expresión formal de los motivos 
del acto, tanto de derecho (base legal) como de hecho (que provoca la actuación administrativa). Como senala el tratadista 
Ernesto Jinesta en su Tratado de Derecho Administrativo: “La relevância del motivo es capital, puesto que el motivo es 
el antecedente inmediato del acto administrativo, que crea la necesidad pública o particular, y lo hace posible o necesario. 
Desde tal perspectiva, la adecuación del acto administrativo al fin depende de la verificación del motivo, por lo que la 
ausência del último determina la ausência del fin del acto administrativo” (t. I, pp. 370-372). 

205 Entre los firmantes del DS 25507 del 7 de septiembre de 1999, que aprueba esta modificación de modahdad, figura 
Jorge Crespo Velasco, entonces ministro de Defensa y anteriormente vinculado como socio accionista de Soboce SA. 
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de las estratégias de privatización y sus proyectos de disposiciones legales, todos los ‘plie- 
gos de especificaciones’” (Acta de Reunión de Conape, 04/08/1999). En razón de eUo, se 
puede determinar que la venta de Fancesa se Uevó a cabo con un pliego que no contaba 
con la fuerza legal necesaria. 

Entre vários puntos que se repiten dei anterior Pliego y sus enmiendas, pueden des- 
tacarse los siguientes: 

• Se aprueba la licitación para venta mediante subasta, siendo que la Ley 1330 de Privatiza¬ 
ción determina que “las transferencias (...) se efectuarán mediante Hcitaciones públicas, 
subasta o puja abierta, o a través de las bolsas de valores”, es decir que, de acuerdo a ley, 
licitación y subasta son formas de transferencia a ejecutarse por separado (punto 1.4.). 

• Se confirma la decisión dei Ministério de omitir su responsabifdad de cumpHr el artículo 22 
dei Estatuto de Fancesa (que para la venta de acciones de una sociedad anónima se consti- 
tuye en ley vigente y plenamente aplicable), implementando una “carta jurada de compati- 
bifdad para la presentación de propuesta” y promoviendo que la Prefectura de Chuquisaca 
cometa un delito que violaba los estatutos de Fancesa (puntos 4.2.5. y 2.1.3.2.). 

• Se promueve la evasión impositiva; “de acuerdo al marco legal definido en el pHego, 
la transferencia de acciones no está sujeta a la cancelación de ningún impuesto. Queda 
expresamente establecido que no corresponde la entrega de una factura por la venta 
de las acciones” (punto 5.1.3). 

• Se define que la sociedad titular es la “Sociedad Anónima constituida (...) para la sus- 
cripción dei contrato de compraventa, de la que el operador es dueno de por lo menos 
el 51% por un periodo mínimo de dos (2) anos computables a partir de la Fecha de 
Cierre” (punto 1.1). 

• Se define como martiUero a la “persona legalmente habiütada y contratada para que 
en el proceso de subasta pública, mediante golpe de martiUo adjudique las Acciones al 
Proponente Habilitado que haya presentado la Primera Propuesta Económica” (pun¬ 
to 1.1). El acto de subasta de las acciones de Fancesa es dirigido por una Notaria de 
Fe Pública, y no por un martiUero como lo determinaba el Código de Comercio. 

• El precio base de la subasta se define en $us 26.000.000, monto que, según declaraciones 
dei ministro de Comercio Exterior e Inversión a la prensa, fúe determinado por la oferta 
realizada por Samuel Doria Medina: “Si hubiéramos abierto ayer el sobre B, sin tener un 
precio de referencia como el que se planteó, hubiera creado una serie de susceptibilidades, 
hoy damos una segunda posibUidad a los inversionistas ya que sabemos que dicha oferta 
sobrepasa las expectativas de la Unidad de Reordenamiento y el Banco de Inversiones” 
(“Fancesa será subastada sobre la base de $us 26 mUlones”, IJltima Hora, 08/09/1999). 

El nuevo PUego de condiciones fue dado a conocer a las empresas que habían com¬ 
prado los pUegos de condiciones anteriores. 

La companía francesa Lafarge observó que la nota de comunicación fechada el 9 de 
septiembre de 1999 le fue entregada por courier recién el 17 de ese mes, por lo que so- 
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licito la ampHación del plazo para presentar su propuesta a la subasta pública. Luego de 
consultas escritas al Ministério de Comercio Exterior e Inversión, esta empresa denuncio 
lo que consideraba una violación al Pliego de condiciones y una consiguiente falta de 
garantia para sus inversiones; 

Lamento informar a usted que las respuestas enviadas no son consideradas suficientemente satisfac- 
torias para LAFARGE especialmente por que muestran una violación a lo establecido en el Pliego 
de Condiciones en sus incisos 2.I.3.2. y 4.2.5, de igual manera percibimos que no podemos contar 
con las suficientes garantias que salvaguarden nuestra eventual inversión (...) (Lafargue, 1999). 

Este último, expresado por la empresa francesa Lafarge refleja que el MCEI no había 
respondido favorablemente a ninguno de sus reclamos. 

Por otro lado, a consulta de Soboce, el Ministério de Comercio Exterior e Inversión respon- 
dió que la presentación de su documentación a la licitación pública había sido habilitada. 

El Código de Comercio, normativa aplicable a la venta de las acciones de la Pre- 
fectura de Chuquisaca en Fancesa (33,34%), determinaba que la subasta debía rea- 
lizarse ante la presencia de un martillero, lo cual se cumplió durante la venta de 
empresas públicas mediante subasta realizada en el gobierno de Gonzalo Sánchez 
de Lozada a cargo del Ministério sin Cartera Responsable de Capitalización. Sin 
embargo, contraviniendo el Código de Comercio (arts. 110-113) y el mismo Pliego 
de condiciones aprobado al efecto , el Ministério de Comercio Exterior e Inversión 
convocó a la subasta pública de acciones de Fancesa a una Notaria de Fe Pública y 
obvió la intervención de un martillero. 

En esas condiciones, el 23 de septiembre de 1999 se reahzó la subasta, a la cual úni¬ 
camente concurrió Soboce, presentando la boleta bancaria de garantia de seriedad de 
propuesta irrevocable, incondicional y a la vista del Banco Santa Cruz por $us 3 miUones 
a favor del Ministério de Comercio Exterior e Inversión, válida hasta el 8 de diciembre de 
1999, y el formulário por el que su representante juraba no estar alcanzado por la limita- 
ción del artículo 22 de los Estatutos de Fancesa. 

Finalmente, el 28 de septiembre del mismo ano se realizó la adjudicación de las 
acciones de Fancesa a Soboce y se firmó la minuta del contrato de compraventa por 
un monto de $us 26 millones, con la intervención de la parte vendedora represen¬ 
tada por Marcelo Arana, prefecto de Chuquisaca, Carlos Saavedra Bruno, ministro 
de Comercio Exterior e Inversión, y Carlos Núnez y Hernán Paredes Munoz por la 
parte compradora. 

2.2.3. Aspectos económicos de la privatización 
2.2.3.1. Inversiones realizadas 

Como todos los emprendimientos estatales, la planta de cemento cuya construcción fue- 
ra encomendada al Comité Central de Auxilio y Reconstrucción a fines de 1949, fue 
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financiada a partir de créditos dei Banco Central de BoHvia (BCB) y créditos gestionados 
ante entidades internacionales. 

La Ley dei 23 de diciembre de 1949 autorizo que el Comité contratara empréstitos esca¬ 
lonados dei BCB hasta la suma de cincuenta millones de bolivianos (Bs50.000.000) al interés 
dei 4% anual, amortización acumulativa dei 6% y comisión de Va por mil por ano. El servicio 
de amortización de intereses dei crédito se haría con recursos dei Comité y las utilidades de la 
fábrica. De ese modo, el Banco Central entregaria al Comité la suma necesaria en dólares ame¬ 
ricanos para el pago de maquinaria, fletes, seguros y otros que permitieran la instalación de 
la fábrica; además, se Hberaba de pago de impuestos a la internación de dicha maquinaria. 

Esa ley definia también que, una vez pagado el crédito o disuelto el Comité de Re- 
construcción, la fábrica pasaria a propiedad definitiva de la Municipalidad de Sucre y la 
Universidad Mayor de San Francisco Xavier (en una proporción dei 50% cada una), las 
cuales se harlan cargo de la deuda si esta aún estuviera impaga. 

Las inversiones adicionales en Fancesa tuvieron que ver con diferentes ampliacio- 
nes, cuyo efecto serán los importantes incrementos en su capacidad instalada realiza¬ 
dos a lo largo de casi cuarenta anos (1960-1997). Entre ellos se encuentra la primera 
ampliación de capacidad productiva, tanto de clinker como de cemento, en un por- 
centaje de 200% y 47% el ano 1969. 

Otra de las inversiones importantes fue la realizada para la cuarta ampliación; entre 
1976 y 1977 se autorizó su financiamiento con créditos externos de dos bancos europeos, 
por $us 24.143.000, con el aval dei Banco Central de Bohvia mediante carta de garantia 
(DS 14925, 22/09/1977), que fueron los siguientes; 

a. Al Bayerische Vereinsbank München, de Alemania Federal, por capital e intereses 
correspondientes a un crédito de DM 17.562.960 (diez y siete millones quinientos 
sesenta y dos mü novecientos sesenta de marcos alemanes). 

b. A la Société Générale de Banque SA de Bruselas (Bélgica) por capital e intereses co- 
rrespondiente a un crédito de BFR 343.476.614 (trescientos cuarenta y tres millones 
cuatrocientos setenta y seis mü seiscientos catorce francos belgas). 

c. Y para ambos bancos por capital e intereses correspondientes a un crédito de $us 
7.500.000 (siete miUones quinientos mil dólares americanos) en inversiones adiciona¬ 
les para el funcionamiento de Fancesa. 

Pero sin duda la ampliación más importante realizada en ese periodo fue el incre¬ 
mento de la capacidad productiva de cknker (de 90.000 a 240.000 TM/ano; 167%) y de 
cemento (de 44.000 a 217.000 TM/ano: 394%) en 1981. 

Todas las ampüaciones realizadas en la planta, desde su instalación en 1960 (con tec¬ 
nologia Miag) para una capacidad de producción de cknker de 30.000 TM/ano y de 
cemento de 30.000 TM/ ano, son detaUadas a continuación; 
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Cuadro 62. Incremento en la capacidad de producción de Fancesa 


Ampliaciones 

Proyecto 

Afio 

Incremento 

Incremento porcentaje 
capacidad anterior 




Ciinker (TM/ano) 

Cemento (TM/afio) 

Ciinker (%) 

Cemento (%) 

Inicio de operaciones 


1960 

30.000 

30.000 



1 Ampliación 

Trituración de 80 a 120 

1963 

30.000 

30.000 

0 

0 

II Ampliación 

Planta Kawasaki 

1969 

90.000 

44.000 

200 

47 

III Ampliación 

Molino FLSmidth 

1972 

90.000 

44.000 

0 

0 


Planta Polysius 

1981 

240.000 

217.200 

167 

394 

IV Ampliación 

Triturador Simons 

1989 

240.000 

217.200 

0 

0 

Câmbios operación 

Horno Polysius 

1993 

276.000 

240.000 

15 

10 


Face 1 







Molino de cemento 
Polysius Ampliación de 
despacho de cemento 

1996 

276.000 

290.000 

0 

21 

V Ampliación 

Introducción de cemento 
con Puzolana 

1997 

276.000 

340.000 

0 

17 


Face II 







Ampliación capacidad de 
producción de Ciinker 

2001 

356.000 

375.000 

29 

10 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Memória de Fancesa 2003. 


El cuadro permite observar la capacidad productiva y la buena administración que 
tuvo la planta antes de su privatización en 1999, lo que negaria los argumentos para la pri- 
vatización esgrimidos tanto en el plano político y social como en el técnico y económico. 
Las ampliaciones habían permitido que Fancesa atendiera al mercado interno de forma 
creciente, con el constante aumento de su capacidad productiva. 

Puede observarse también el incremento de la capacidad productiva de la planta como 
efecto de la Quinta AmpHación, en su primera fase con el incremento en la producción 
de cemento (21% y 17%) y en la segunda fase con el incremento en la producción tanto 
de clínker (29%) como de cemento (10%). 


2.2.3.2. Fancesa antes de su privatización 

Fancesa contaba con acceso a concesiones de minerales no metálicos, indispensables 
para el desarroUo de la industria del cemento. Sus depósitos de caHza, yeso y puzolana se 
detaUan en el cuadro siguiente; 
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Cuadro 63. Reservas de mineral de Fancesa (TM) 


Mineral 

Depósito 

Mineral (t) 


Cal Orcko 

25.487.482 


Marugua 

3.080.884.667 


San José 

10.000.000 

Galiza 

Romeral 

60.000.000 


Thikitayoj 

40.000.000 


Áreas aledanas 

122.000.000 


Total 

3.338.372.149 


Miliuni 

74.091 

Yeso 

Miliuni 

435.503 


Total 1 

509.594 


Las Galeras 

2.615.980 

Puzolana 

Huayllas 

444.093 


Total 

3.060.073 


Fuente: Informe de evaluación de Fancesa, 1998. 


En 1998, el único yacimiento que se encontraba en explotación era el de Cal Orcko. 
Según el estúdio de evaluación realizado por el Consorcio Deutsche Bank AG Paname- 
rican Securities SA, el reservorio de Maragua es 230 veces mayor que el de Cal Orcko, en 
volumen y con leyes superiores, siendo uno de los reservorios más grandes de América 
Latina (Deutsche Bank Panamerican Securities, Informe de evaluación, 1998). 

En cuanto a infraestructura, la planta tenía aproximadamente 10.000 metros cuadra- 
dos construídos sobre una superfície mayor a las 20 hectáreas. 

En 1997, en esta fábrica trabajaban 250 personas, de las cuales 118 eran obreros perma¬ 
nentes. Al momento de la privatización, en la fase dos de la Quinta ampliación, esta empresa 
Uegó a contar con casi 600 puestos de trabajo entre empleos fíjos y a contrato (Fancesa). 

La producción de la planta tuvo un crecimiento constante, mostrando un importante 
incremento en los dos anos prévios a su privatización, como se puede apreciar en el si- 
guiente gráfíco; 
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Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Memória Fancesa 2009. 
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Sus principales mercados eran los departamentos de Santa Cruz, Chuquisaca y Potosí, 
con participaciones estables en el periodo 1990-2011, según un estúdio realizado por la 
Autoridad de Fiscahzación y Control Social de Empresas. Entre 1997 y 2001, Fancesa 
retiró sus productos de los mercados de Beni (1997), La Paz (2000) y Oruro (2001) (Res. 
Admin. RA/AEMP/DTDCDN/ n.° 100/2012, 2012). 


2.2.3.3.Resultados de la privatización 

Administración de Fancesa a cargo de Soboce 

El 2 de diciembre de 1999, la USFXCH y Soboce firmaron un convénio interinstitucional 
en el cual asumieron diversos acuerdos, entre eUos que “.. .la Universidad cede a Soboce SA 
el derecho administrativo por el plazo de siete anos, computados a partir de la suscripción 
del presente convénio” argumentando que estos debían ser “...eminentemente técnicos, 
sin intromisión poKtica o sectaria”. Además, la USFXCH le otorga a Soboce plenas faculta- 
des para la designación de los directores de Fancesa (Testimonio 0751/99, 1999). 

A cambio, la Universidad recibiría como “garantia” de la eficiência de la administra¬ 
ción la suma de Bsl2.000.000, que Soboce recuperaria con la retención del 1,5% del total 
de las ventas brutas anuales, durante siete anos. 

Dicho acuerdo —que dejó al Municipio al margen— posibihtó el control total de So¬ 
boce sobre Fancesa, incrementando, como se explica más adelante, su posición de poder 
dentro del mercado nacional de cemento. Este poder servirá luego para generar mayores 
ganancias (perjudicando tanto al resto de competidoras, incluida la propia Fancesa, como 
a los consumidores) cuando los precios del cemento se incrementen en todo el pais. 
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Consecuencias económicas de la privatización en Fancesa 

Como se ha senalado anteriormente, Fancesa registro un ritmo creciente en su produc- 
ción desde sus inicios, debido principalmente a las inversiones realizadas antes de su 
privatización. Esta tendencia creciente en la producción se ha mantenido en el tiempo, 
como muestra el Gráfico 3, donde se aprecia el incremento en la producción de cemento; 
de 365 mil toneladas en 1998 a 685 mil toneladas en 2010. 

Esta tendencia lograda —cabe subrayar— con anterioridad a la privatización y gra- 
cias a las inversiones realizadas, debió seguir generando incrementos en la produc¬ 
ción de Fancesa, incluso después de su privatización. Sin embargo, a partir de que 
Soboce adquiere las acciones de la Prefectura de Chuquisaca (34,3%) y asume la ad- 
ministración de Fancesa entre 1999 y 2004, se generó una caída en dicha tendencia, y 
debieron transcurrir cinco anos para que Fancesa recupere los niveles de producción 
prévios a su privatización. 
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Gráfico 7. Producción de cemento de Fancesa (TM/ano) 
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Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Memória Fancesa 2009. 


Por otra parte, en términos comparativos, Uama la atención el comportamiento de 
Soboce, empresa que fuera principal competidora de Fancesa. En términos de produc¬ 
ción, puede distinguirse una tendencia a la ralentización dei crecimiento de Fancesa y, 
paralelamente, una aceleración dei crecimiento de Soboce. 
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Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Memória Fancesa 2009 y datos de Internet (sucre.indymedia.org). 

El gráfico muestra dos series de datos; una de Fancesa administrada por Soboce, que refle- 
ja la ralentización, y otra de Soboce, que muestra el volumen total de producción en sus plan¬ 
tas en Viacha, El Puente (ex Facep) en Tarija, EMISA en Oruro y Warnes en Santa Cruz. 

Hasta 1999, ambas empresas eran competidoras similares en producción; después de 
la privatización, la administración de Fancesa por Soboce baja la producción de la prime- 
ra, cediendo el mercado nacional a Soboce. 

Con la privatización de Fancesa, Soboce se fortalece. Desde la perspectiva de las 
cifras, si bien en 1994 Soboce producía 26.300 TM/ano más que Fancesa, en 2010 esta 
diferencia se incrementa a 567.900 TM/ano. En otras palabras, en 2010 Soboce Uega a 
producir cuatro veces más de lo que producía diez anos antes, y es dos veces más grande 
que Fancesa. La tendencia es creciente, como se ve en el siguiente gráfico; 
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Gráfico 9. Brecha entre la producción de Soboce y Fancesa 

600.000 




Brecha 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con baseen Memória Fancesa 2009 ydatos de Internet (sucre.indymedia.org). 

La intención de Soboce parece haber sido sacar partido de los nuevos derechos adqui¬ 
ridos con el 33,34% de las acciones de Fancesa y su administración, haciendo que dicha 
empresa crezca menos y solamente en determinados mercados. 

En cuanto al análisis de la estructura de mercado, en el caso dei cemento la misma 
es oHgopóHca, por tanto —como ya se ha dicho—, existe riesgo de que una sola empresa 
concentre mucho poder de mercado y, en el caso de abusar de dicha posición, genere 
ganancias extraordinárias. 

Las posiciones en el mercado dei cemento eran distintas al inicio de la década de 
los noventa. Existia una mayor dispersión, con la presencia de seis empresas compe¬ 
tidoras; Soboce, Fancesa, Facep, Coboce, Itacamba y Emisa. Sin embargo, en 1996 
Soboce adquirió el 100% de los activos de Facep en el proceso privatizador, inte¬ 
grando esta fábrica a su industria e inaugurando así la concentración de mercado que 
al parecer tenía como meta Samuel Doria Medina (principal accionista de Soboce) 
cuando inicio el proceso de privatizaciones en 1992 en su condición de ministro de 
Planeamiento y Coordinación. 

Esa estructura oligopólica de 1998 tenía claramente una empresa líder —Soboce—, 
mientras que las otras cuatro eran seguidoras en el mercado, aunque con muy poca 
diferencia entre la primera y la segunda. Esto quiere decir que el nivel de concentra¬ 
ción en el mercado dei cemento en 1998 no era muy evidente y, por consiguiente, las 
ganancias eran menos atractivas. 
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Gráfico 10. Partidpación en ventas en el mercado nacional de cemento (1998) 
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Fuente: Consorcio Deutsche Bank AG, 1998. 

En 2011, la Autoridad de Fiscalización y Control Social de Empresas (AEMP) san¬ 
ciono la actuación de las empresas que formaban parte de este oHgopoHo debido a que 
se comprobaron “Conductas Anticompetitivas Absolutas” (Res. Admin. RA/AEMP/ 
DTDCDN/ n.° 100/2012), pues este grupo de empresas actuó de manera conjunta para 
subir precios y repartirse los mercados. La actuación de Soboce en estos acuerdos fue 
determinante debido a su caHdad de empresa dominante en la estructura oügopólica de 
mercado. El gráfico siguiente ensena cómo Soboce logra efectivamente una concentra- 
ción importante del mercado. 


Gráfico 11. Partidpación en ventas en el mercado nacional de cemento (2011) 
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Fuente: Autoridad de Empresas RA/AEMP/DTDCN/N.°100/2012. 
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No obstante, a fines de la década de los noventa e inicios dei siglo XXI, Soboce con- 
soHdó su posición de dominio en el mercado dei cemento al adquirir la administración de 
Fancesa, como efecto dei Convênio suscrito con la USFXCH en 1999 y por la compra 
de la empresa Emisa^*’^ en 2002. En 1997 ya había comprado la empresa estatal tarijena 
Fábrica de Cemento El Puente. 

Sobre la base dei anáHsis de la Autoridad de Empresas, puede afirmarse que existió la 
intención de Soboce de concentrar y usar su poder de mercado para obtener ganancias 
en función de dicha posición y en desmedro, sobre todo, de Fancesa. 

En los Gráficos anteriores se marca con claridad cómo en 1998 Soboce tem^a una 
participación dei 37% en el mercado de cemento y Fancesa solo dei 29%. Para 2011, 
luego de la compra de Facep, el tercio de acciones en Fancesa y la cesión de derechos de 
administración lograda por convênio con la USFXCH, Soboce aumenta su participación 
en el mercado (a 51,2%), mientras que la de Fancesa se reduce a 26,1%. 

Precisamente para evitar esta situación de concentración y dominio dei mercado dei cemen¬ 
to por parte de alguna empresa —situación que, por lo general, acaba afectando al conjunto de la 
sociedad— es que los Estatutos de Fancesa de 1998, a través de su artículo 22, prohibían vender 
acciones a empresas dei mismo rubro que operaran en el mercado nacional. Cabe senalar que 
el proceso de compra de Soboce dei tercio de Fancesa en 1999 violentó el artículo 22 de sus 
estatutos y la normativa comercial, haciendo que la empresa quedara desprotegida y que su 
participación en el mercado no creciera, sino más bien se redujera dei 29% al 26,1%. 

Esta actuación anticompetitiva fue de hecho sancionada por la Autoridad de Fiscaüza- 
ción y Control Social de Empresas en 2012, con una multa de 28.551.563 UFV, después 
de haberse iniciado un proceso y de que las empresas involucradas presentaran sus des¬ 
cargos ante dicha autoridad. 

Más aUá de la adquisición de cementeras, y a partir de una estratégia de diversifica- 
ción productiva, Soboce realiza inversiones en empresas dedicadas a la construcción y 
al prefabricado, fortaleciendo así también una posición de dominio en el mercado de la 
industria de la construcción. 

Transformación institucional de Fancesa 

La Fábrica Nacional de Cemento SA experimento diferentes transformaciones institucionales 
como resultado de la transferencia de un tercio de su propiedad al sector privado y, sobre 
todo, de la entrega de su administración a Soboce SA, propietaria de ese tercio transferido. 

Según datos de la Autoridad de Fiscahzación y Control Social de Empresas, en el ano 
2008 los accionistas de Fancesa decidieron crear la empresa Servidos Mineros dei Sud 
(Sermisud), cuyo objetivo principal era “realizar por cuenta propia, de terceros o asocia- 
da a terceros, la actividad de minería en general, como ser la prospección, exploración. 


206 EMISA es la sigla de Empresa Minera Sajama SA, ubicada en Oruro (km 3 'A carretera a Cochabamba) que fue 
adquirida por Soboce en 2002 con el nombre transitório de Sociedad de Inversiones Oruro SA y que en marzo de 
2003 es fusionada a Soboce SA. 
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[explotación] de yacimientos de matéria prima”, separando así su actividad de fabricación 
de cemento de la de extracción y explotación de sus concesiones. Sermisud, en la cual 
participaba un socio privado (Wilmer Astete Torres) tenía 36 concesiones a su cargo en 
2014 (Estado Plurinacional de BoHvia, 2012a). 

2.2.3.4.Perjuicios económicos por la privatización de Fancesa 

Las variables relacionadas con el costo de privatización del 33.4 % del paquete accionario 
de la Prefectura de Chuquisaca en Fancesa son; 

• El valor patrimonial 

• El precio de venta 

• El costo de las consultorias contratadas para la privatización 

El Resumen Ejecutivo del informe de valoración económica presentado por el Banco 
de Inversión Deutsche Bank Panamerican Securites SA, contratado para la privatización 
de Fancesa, senala; 

El Banco de Inversión ha desarroUado 10 diferentes metodologias con el objetivo de obtener 
una valoración económica verídica y confiable de Fancesa que permita maximizar el patrimó¬ 
nio de sus actuales accionistas al obtener credibiHdad frente a los posibles socios estratégicos 
durante el proceso de transferencia accionaria ... 

Tomando en cuenta las 10 metodologias anaüzadas por el Banco de Inversión, el Valor Cor¬ 
porativo de Fancesa oscila dentro de un rango mínimo de US$ 44 miUones bajo el método 
de P/CF y máximo de US$ 69 miUones bajo el múltiplo FV/S. Al restar pasivos financieros 
por US$ 3,4 miUones y sumar activos no operativos por US$ 14,6 miUones a estos valores, el 
Valor Patrimonial para los accionistas de Fancesa se encuentra entre US$ 54 mUlones y US$ 79 
miUones... (Banco de Inversión Deutsche Bank AG Panamerican Securites, 1999). 

Por tanto, el presente trabajo de investigación considera como valor patrimonial de Fancesa 
un monto igual a $us 79 mUlones. El informe del Banco de Inversión anota este valor como el 
máximo de un rango de valores factibles para Fancesa. Le corresponde al paquete accionario 
de la Prefectura de Chuquisaca (33,34 %) un valor patrimonial igual a $us 26.338.600,00. 

Con relación al precio de venta, de acuerdo al contrato de compraventa del paquete 
accionario de la Prefectura de Chuquisaca (33,34%) suscrito el 28 de septiembre de 1999 
por el prefecto de Chuquisaca, el ministro de Comercio Exterior e Inversión y represen¬ 
tantes de Soboce, el precio de venta de las acciones de la Prefectura de Chuquisaca en 
Fancesa fue de $us 26 miUones. 

En 1991, el gobierno de Jaime Paz Zamora determinó la privatización de Fancesa; 
el entonces ministro de Planeamiento y Coordinación, Samuel Doria Medina, pagó al 
PNUD/OSP la suma de $us 5.750,00 para la selección de una consultora que evalua- 
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ra Fancesa. En 1998, el Gobierno de Hugo Banzer contrato un Banco de Inversión 
(Deutsche Bank Panamerican Securites SA) para evaluar Fancesa y asesorar en su priva- 
tización; este banco solamente cobró un honorário de êxito que debió ser pagado por el 
adjudicatario dei paquete accionario ofertado. Por tanto, el costo de consultorias alcanza 
solamente $us 5.750,00. 

A diferencia de otros casos, la privatización de solamente un tercio dei paquete accio¬ 
nario de Fancesa no imphcó el pago de bonos extralegales a sus trabajadores para evitar 
dificultades durante el proceso. 

El cálculo dei perjuicio económico es el siguiente; 

f X, 

Perjuicio económico por ia privatización = (1/3 dei vaior patrimoniai - Precio de venta) + Gastos de consuitoría 

V_ J 


f 




PEP = (26.338.600,00 - 26.000.000,00) -t 5.750,00 = 344.350,00 


V 


J 


Por tanto, el perjuicio económico por la venta dei paquete accionario (33,34%) perte- 
neciente a la Prefectura de Chuquisaca fue de $us 344.350,00. 

Sin embargo, más aUá de los números, la privatización dei 33,34% de Fancesa implicó 
que los bolivianos tengan que pagar los costos de este proceso privatizador por doble 
partida; a) en el corto plazo, se produjo el estancamiento en la producción de Fancesa en 
beneficio dei potenciamiento de Soboce; b) en el mediano plazo, la constitución de un oli- 
gopolio a la cabeza de Soboce provocó un alza de precios en desmedro de los compradores 
de cemento. Este último hecho, denominado “prácticas anticompetitivas”, fue sancionado 
por la Autoridad de Empresas en 2012. 

2.2.4. Análisis jurídico de la privatización de Fancesa 
2.2.4.1. Relación de hechos susceptibles de responsabilidad 

La Fábrica Nacional de Cemento SA nace a la vida jurídica como Sociedad Anónima por 
Decreto Supremo 5135 dei 21 de enero de 1959, con personahdad jurídica reconocida 
mediante Resolución Administrativa 14328/97 dei 20 de marzo de 1997,^*’^ emitida por la 
Dirección General dei Registro de Comercio y sociedades por Acciones, teniendo como 
accionistas fundadores a la Universidad Mayor Real y Pontificia San Francisco Xavier, a 
la Municipalidad de Sucre y la Corporación Boliviana de Fomento, los dos primeros con 
un 33.33% y el último con un 33.34%. Fancesa funcionó bajo este esquema accionario 
hasta la vigência dei Decreto Supremo 21060, que disolvió a la Corporación Boliviana de 
Fomento e instruyó la transferencia de todos sus activos a las Corporaciones Regionales 
de DesarroUo que (en el caso de Fancesa, las acciones pasaron a la Corporación Regional 

207 La calidad de sociedad anónima es ratificada por los DS 22686 dei 22 de diciembre de 1990, y 22482 dei 21 de junio 
de 1991, elevados a rango de ley por Ley 1383 dei 26 de noviembre de 1992. 
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de DesarroUo de Chuquisaca). Posterior mente, con la vigência de la Ley 1654 de Des- 
centrahzación Administrativa del 28 de julio de 1995, las acciones de Cordech fueron 
transferidas a la Prefectura de Chuquisaca. 

En el gobierno de la ahanza poKtica ADN, MIR, UCS y Condepa (1997—2002) se 
Uevó adelante el proceso de Licitación pública nacional e internacional MCEI/PREF. 
CHUQUISCA/UR/LIC-04/99 de venta de las acciones de propiedad de la Prefectura 
de Chuquisaca en Fancesa, dirigido a personas jurídicas nacionales o extranjeras. Dicho 
proceso se inicio el 22 de abril de 1999, cuando el Conape resolvió privatizar ese paquete 
accionario mediante licitación, pero quedó interrumpido el 6 de septiembre de 1999, 
por decisión del ministro de Comercio Exterior e Inversión, Carlos Saavedra Bruno, 
mediante RM 198/99, sin fundamentación ni respaldo técnico que lo justificara, luego de 
la presentación y evaluación del sobre “A” correspondiente a la única postulante, Soboce 
SA. Se conoció después que las acciones aún no estaban saneadas conforme dispone 
el Código de Comercio para las acciones nominativas. El 7 de septiembre de 1999, se 
aprobó el Decreto Supremo 25507, que no solo habihtaba continuar con la licitación 
bajo la modahdad de subasta de acciones en el plazo de 15 dias, sino que facultaba a los 
servidores públicos de la Prefectura a sanear y custodiar las acciones. El precio base de¬ 
terminado por el Ministro de Comercio Exterior e Inversión fue de $us 26 miUones, sin 
ningún respaldo técnico de valoración de las acciones. 

En el desarroUo de la subasta, se adjudicó el paquete accionario de la Prefectura de 
Chuquisaca a Soboce SA, por el monto de $us 26 miUones, que fuera publicitado por el 
empresário Samuel Doria Medina como parte de la propuesta del sobre “B”, no abierto en 
el faUido proceso de licitación pública. De esta manera, Soboce SA se adjudicó el 33,34% 
de acciones de Fancesa mediante Decreto Supremo 25523 del 28 de septiembre de 1999; 
ese mismo día, firmaron la Minuta de compraventa el ministro de Comercio Exterior e In¬ 
versión, Carlos Saavedra Bruno; el prefecto de Chuquisaca, Marcelo Arana Ostria; y Carlos 
Nunez Torrez y Hernán Paredes Munoz en representación de Soboce SA. 

El carácter tripartito de la propiedad de la empresa generó conflictos entre los accio- 
nistas por el control de la misma. El 30 de septiembre de 1999, los accionistas Univer- 
sidad Mayor Real y Pontificia San Francisco Xavier y la Alcaldía de Sucre firmaron un 
“Pacto de conducción accionaria” para dirigir la empresa. Sin embargo, el 2 de diciembre 
de 1999, Jaime Robles Miranda, rector de la Universidad San Francisco Xavier, suscribió 
con Samuel Doria Medina, presidente de Soboce SA, un acuerdo interinstitucional por el 
que cedia a Fancesa la administración ejecutiva del paquete accionario de la Universidad, 
por siete anos y otorgándole la facultad de nombrar directores. De esa manera, Samuel 
Doria Medina asumió la Presidência del Directorio de Fancesa. Este acuerdo otorgaba 
a la Universidad una “garantia de eficiência en la administración” de Bsl2 miUones, con 
garantia de las acciones de la Universidad en el Banco Mercantil, además de sohcitud (que 
haría la Universidad) de desistimiento del proceso judicial iniciado por Fancesa contra 
Soboce y, por su parte, Soboce percibiría un monto igual al 1.5% de la ventas brutas 
anuales por concepto de retención hasta alcanzar los Bsl2 miUones. 
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En este contexto, se advierten hechos irregulares susceptibles de responsabiüdad que 
se describen a continuación. 

2.2.4.2. Irregularidades relevantes 

2.2.4.2.I. Transferencia de acciones de Fancesa porfuera dei mercado de valores 

La Ley 1330 de Privatización establece, en su artículo 1, que se autoriza a las instituciones, 
entidades y empresas dei sector público enajenar acciones de su propiedad y transferirias 
a personas naturales y colectivas nacionales o extranjeras, o aportar las mismas a la cons- 
titución de nuevas sociedades anónimas mixtas. 

Al momento de la privatización de Fancesa, eran tres entidades de derecho público 
las que tenían participación accionaria (Alcaldía Municipal de Sucre, Prefectura dei De¬ 
partamento de Chuquisaca y Universidad Mayor Real y Pontifícia San Francisco Xavier) y 
estaban vigentes no solo la Ley 1330 de Privatización, sino también la Ley 1834 de Mer¬ 
cado de Valores dei 31 de marzo de 1998, la misma que en su artículo 2 hace referencia a 
la defínición de “valor”, incluyendo bajo dicha expresión a los Títulos Valores normados 
por el Código de Comercio. 

Esto implica que dentro dei mercado de valores boliviano estaba establecida la Hbre 
circulación de valores sobre la base de su Hbre transferencia, mediante “oferta púbHca de 
valores”, que es defínida por el Art. 6 de la Ley dei Mercado de Valores como; 

... toda invitación o propuesta dirigida al púbHco en general o a sectores específicos, realizada 
a través de cualquier medio de comunicación o difusión, ya sea personaknente o a través de 
intermediários autorizados, con el propósito de lograr la realización de cualquier negocio jurí¬ 
dico con Valores en el Mercado de Valores (Art. 6). 

La Ley 1330 establecía que la transferencia de las acciones de las empresas púbHcas se 
reaHzaría mecHante Hcitaciones, subasta o puja abierta, o a través de las bolsas de valores, 
proporcionando para eUo la información adecuada que permitiera una ampHa participa¬ 
ción de los interesados, y que se aseguraría la transferencia e idoneidad dei proceso, con 
la posibiHdad de participación de los trabajadores con cargo a sus benefícios sociales. 

Se infíere que la modaHdad de transferencia mecHante la bolsa de valores era la idónea 
para ser apHcada en las empresas púbHcas donde el Estado tenía acciones. Contrariamen¬ 
te, el estúdio dei banco de inversión Deutsche Bank AG Panamerican Securities SA (con¬ 
tratado para asesorar el proceso de privatización de Fancesa) recomendó la transferencia 
de acciones de Fancesa vía Hcitación púbHca nacional e internacional. 

En primer lugar, toda oferta púbHca de valores que tenga la autorización de la entidad 
reguladora (en la época de la venta de las acciones ya estaba vigente la Superintendência de 
Pensiones, Valores y Seguros), se somete automáticamente a las previsiones de la Ley dei 
Mercado de Valores, a sus figuras jurícHcas, alcances, prohibiciones y sanciones. De tal manera, 
la empresa Fancesa se inscribe en el Registro dei Mercado de Valores para que pueda ser con- 
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siderada como “emisor”, y que sus acciones y otros valores puedan transarse en el mercado 
de valores, ya sea mercado bursátil o extrabursátil, mercado primário o mercado secundário y 
bajo las modalidades de operación existentes en la Bolsa Boliviana de Valores. 

En segundo lugar, al existir oferta pública de valores, por império de la Ley 1834 
(Art. 6 y siguientes), automáticamente se habilita la posibilidad de participar en el mer¬ 
cado de valores, quedando relegadas las otras opciones establecidas por la misma Ley 
1330, que en su artículo 4 senala que las transferencias se reahzarán mediante hcita- 
ciones públicas, subasta o puja abierta, o a través de las bolsas de valores. A partir del 
momento del ingreso al Registro del Mercado de Valores, la empresa se debe transpa- 
rentar, ya que este es un principio fundamental en el mercado de valores que implica la 
presencia de información relevante, de manera suficiente, fidedigna y oportuna sobre 
las empresas emisoras e instrumentos objeto de negociación como las acciones. La 
transparência hace posible que los inversionistas, en igualdad de condiciones, tengan 
y gocen de los mismos derechos en el mercado; ello implica adoptar decisiones basa- 
das en una adecuada y suficiente información, especialmente en cuanto al riesgo que 
asumen en su inversión y la rentabilidad que esperan obtener, situación absolutamente 
diferente a un proceso de hcitación pública o de subasta. 

En tercer lugar, el procedimiento de participación en el mercado de valores res¬ 
ponde al hecho de contar con un valor de mercado de las acciones, sobre la base de 
información relevante de la situación financiera, comercial y legal de la empresa. Este 
aspecto era conocido por el banco de inversión, ya que Panamerican Securities SA (só¬ 
cia del Deutsche Bank AG en la constitución como banco de inversión para asesorar 
en la venta de acciones de Fancesa) trabajaba en Bohvia como Agencia de Bolsa desde 
1994 y conocía tanto el procedimiento de valoración de acciones como el procedimien¬ 
to de valoración de una empresa. 

La irregularidad estriba en que en su informe del banco de inversión, a pesar de haber 
propiciado la inscripción de Fancesa en el Registro del Mercado de Valores y solicitado la 
autorización de Oferta Pública de Valores, terminó recomendando la venta de las accio¬ 
nes mediante hcitación púbhca. La diferencia entre venta de acciones en el mercado de 
valores y venta mediante hcitación púbhca es el monto de la comisión para el banco de 
inversión contratado para este proceso, equivalente al 1% y 4,40% respectivamente. Esta 
diferencia puede exphcar por qué el banco de inversión optó por la hcitación púbhca. 

La decisión de no optar por la venta de acciones de Fancesa en el mercado de valo¬ 
res privó a los accionistas de la posibihdad de buscar costos financieros competitivos, 
satisfacción flexible de las necesidades de financiamiento a corto, mediano y largo plazo 
(mayores plazos, amortizaciones más holgadas, atención a flujos no regulares de pagos, 
posibihdad de otorgar garantias o resguardos más variados), mejor manejo de los ciclos 
de hquidez/ihquidez, mejoramiento de la imagen de la empresa emisora en el mercado, 
optimización de su estructura financiera y sometimiento del emisor a la disciphna del 
mercado y de evitar infracciones administrativas o dehtos, como aquehos relacionados 
con los denominados conflictos de intereses o vinculación. 
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Es sintomático al respecto el dato que en septiembre de 1999, quien ejercía conttol y se- 
guimiento a las poKticas dei mercado de valores era el viceministro de Servicios Financieros, 
Mario Requena Pinto, hermano de Juan Carlos Requena Pinto, quien fungía como gerente de 
Administración y Finanzas de Soboce, vínculo familiar que se hubiera detectado de haberse 
operado a través dei mercado de valores. 

Por otra parte, se hace notar que el superintendente de Pensiones, Valores y Seguros, Pa- 
blo Gottret, no se pronuncio en ningún momento sobre la forma en que fueron vendidas las 
acciones que ya estaban con autorización de “Oferta Pública”, y no existió ninguna posición 
oficial para cancelar la oferta pública de valores, conforme senala el numeral 12 dei artículo 15 
de la Ley 1834, que establece como funciones y atribuciones dei superintendente “autorizar, 
suspender y cancelar la oferta pública de Valores”. 

Por los hechos anotados existen presunta responsabilidad por parte de las autori¬ 
dades de gobierno que firmaron la Resolución dei Ministério de Comercio Exte¬ 
rior e Inversión n.° 107/99, de 20 de mayo de 1999, que aprobó el Plan Específico 
n.° Fancesa/04-99 y el Pliego de Condiciones de la Licitación Pública Nacional e 
Internacional MCEI/PREECHUQUISCA/UR/LIC-04/99, y por parte de las au¬ 
toridades que firmaron el Decreto Supremo 25523, de 28 de septiembre de 1999, 
que adjudico la transferencia de acciones de la Prefectura de Chuquisaca a Soboce 
SA; de igual manera por parte de la autoridad de la Superintendência de Pensiones, 

Valores y Seguros que no aplicó la Ley 1834 dei Mercado de Valores. 

V___ J 


2.2.^.2.2. Cambio de modalidad de transferencia y ausência de respaldo técnico dei precio base 
de subasta 

El 6 de septiembre de 1999, como consta en el Acta de apertura de sobres elaborada 
por la notaria de Fe Pública, Juana Aydee Mariaca Velarde, se constato la presencia 
de Soboce SA como único proponente; sin embargo, por decisión dei ministro de Co¬ 
mercio Exterior e Inversión, Carlos Saavedra Bruno, mediante RM 198/99, se resolvió; 
“Interrumpir la Licitación Pública Nacional e Internacional Ref MCEI/PREECHU- 
QUISCA/UR/LIC-04/99, para la venta de las acciones de propiedad de la Prefectura dei 
Departamento de Chuquisaca en la Fábrica Nacional de Cemento SA”. 

Al día siguiente, el 7 de septiembre de 1999, se aprobó el Decreto Supremo 25507, 
que establecía; 

Proseguir con el proceso de Licitación Pública Nacional e Internacional Ref. MCEI/PREF. 
CHUQUISCA/UR/LIC-04/99 para la venta dei 33.34% dei paquete accionario de la Fábrica 
Nacional de Cemento SA (Fancesa) perteneciente a la Prefectura dei Departamento de Chu¬ 
quisaca, mediante la modalidad de subasta de acciones que será efectuada en el plazo de quince 
dias, de acuerdo con la aprobación dei Consejo Nacional de PoHtica Económica (Conape) de 
7 de septiembre de 1999. 
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De conformidad con las previsiones establecidas en el Püego de Condiciones, se deberá modifi¬ 
car dicho documento incorporando las regulaciones, plazos y previsiones específicas, en cumpli- 
miento a la modaUdad aprobada por Conape y el presente decreto supremo (Art. 1). 

El Ministério emitió el nuevo Pliego de condiciones mediante una enmienda apro¬ 
bada el 9 de septiembre de 1999, con repetición de vários puntos del anterior pliego y 
sus enmiendas, del que puede advertirse que el precio base de la subasta se define en $us 
26.000.000, monto que, según declaraciones del ministro de Comercio Exterior e Inver- 
sión a la prensa, fue determinado por la oferta verbal y no oficial realizada por Samuel 
Doria Medina; 

Si hubiéramos abierto ayer el sobre B, sin tener un precio de referencia como el que se plan- 
teó, hubiera creado una serie de susceptibilidades, hoy damos una segunda posibilidad a los 
inversionistas ya que sabemos que dicha oferta sobrepasa las expectativas de la Unidad de 
Reordenamiento y el Banco de Inversiones.^”® 

No existió ningún estúdio o anáüsis técnico para la fijación del precio base de la subas¬ 
ta de acciones, ni justificación para el cambio de modaUdad. Cabe destacar que el Decreto 
Supremo 25507 de manera incoherente instruyó continuar con la ücitación, pero a su 
vez cambio la modaüdad a subasta, cuando la Ley 1330 de Privatización dictaba que las 
transferencias se efectuarían mediante ücitaciones públicas, subasta o puja abierta, o a 
través de las bolsas de valores y en ningún caso opciones combinadas. 

ú N 

Por los hechos anteriormente senalados, existe presunta responsabilidad por parte 
de los firmantes del DS 25507 de 7 de septiembre de 1999, que cambia injustifi¬ 
cadamente la modaHdad de transferencia de licitación a subasta incumpHendo el 
Art. 4 de la Ley de Privatización y demás disposiciones administrativas; asimismo, 
por parte de las autoridades de la Unidad de Reordenamiento que, vía enmienda, 
cambia en el Pliego de condiciones la modaHdad de Hcitación a subasta e introduce 
el precio base sin respaldo técnico ni legal, asumiendo como precio base el anuncio 
púbHco efectuado por Samuel Doria Medina, incumpHendo el Art. 6 de la Ley de 
Privatización. De igual manera, por parte de los firmantes del DS 25523 de 28 de 
septiembre de 1999, que adjudica la transferencia de acciones a favor de Soboce 
SA, avalando y consoHdando las irregularidades antes descritas. 

V___ J 


z.z.q.z.j. Negociaciones contrarias a la ley entre Soboce SA y laUniversidad de Chuquisaca 

A dos meses de la adjudicación del 33.34% de las acciones de Fancesa, el 2 de diciembre de 
1999, se suscribe un acuerdo entre Soboce SA (representada por Samuel Doria Medina) y 


208 “Fancesa será subastada sobre la base de $us 26 millones” (Última Hora, 8 de septiembre de 1999). 
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Jaime Robles Miranda como Rector de la Universidad Mayor Real y Pontifícia San Fran¬ 
cisco Xavier, sin la participación de la Alcaldía de Sucre. En virtud de este acuerdo, Soboce SA 
adquiere el control dei 66.64% de Fancesa. 

Este acuerdo provoca que la Universidad ceda a Soboce SA la administración ejecuti- 
va de Fancesa por siete anos, logrando así que además de controlar la empresa por mayo- 
ria de las acciones, Soboce SA nombre a la mayoría de los directores de Fancesa. De esa 
manera, Samuel Doria Medina se garantizaba la Presidência dei Directorio. A cambio, la 
Universidad recibiría una “garantia de efíciencia en la administración” de 12 miUones de 
bolivianos, contra garantia dei depósito de sus acciones en el Banco Mercantil y se com¬ 
prometia a solicitar al Directorio de Fancesa el desistimiento dei proceso judicial iniciado 
por Fancesa contra Soboce. 

Del mismo modo, en virtud dei acuerdo Soboce estaba autorizada a retener un monto 
igual al 1.5% de la ventas brutas anuales de Fancesa, hasta alcanzar los 12 miUones de 
bolivianos que había entregado a la Universidad a cambio dei control de la empresa. Este 
porcentaje retenido afectaba también a la Alcaldía de Sucre, a pesar de que no participó 
dei acuerdo. 

Por lo anteriormente descrito, se genera presunta responsabihdad por parte dei 
rector de la Universidad Mayor Real y Pontifícia San Francisco Xavier de Chuqui- 
saca por la firma de un acuerdo Ínterins ti tucional sin la autorización de la instancia 
universitária correspondiente, acuerdo que no solamente cedió al accionista priva¬ 
do el control de la empresa, sino tambien comprometió las ganancias de los otros 
accionistas públicos. 

V_ J 


Conclusiones 

Las presentes conclusiones resumen los resultados de la investigación respecto de lo 
sucedido con la privatización de las empresas públicas dei departamento de Chuquisaca. 
Se destacan los aspectos centrales dei proceso de enajenación de las empresas públicas 
creadas para el desarroUo departamental y se valoran sus principales impactos en los pla¬ 
nos político institucional, económico productivo, social y jurídico. 

Âmbito político institucional 

La política chuquisaquena de desarroUo departamental, organizada a través de empresas 
púbUcas, tuvo como ejes la fábrica de cemento, la creación de empresas agropecuarias 
en las dos provincias chaquenas, la promoción dei turismo como elemento integrador 
de provincias y la dotación de servicios básicos en la capital. La enajenación de estas 
empresas púbUcas desmanteló la poUtica de integración departamental, retrocecUendo a 
poUticas regionales aisladas y distantes de la capital. 
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Junto a la política general de articulación con las regiones importantes y distantes 
como el Chaco o Camargo, también se contemplo el apoyo de pequenas empresas públi¬ 
cas de apoyo a ciertas vocaciones provinciales como el artesanal y el turismo. 

La política y el desarroUo institucional (a excepción de la producción de cemento, que 
comprendía a las tres instituciones públicas departamentales más importantes) fueron de 
alcance limitado y centrados en pequenos emprendimientos, pese a las enormes distan¬ 
cias interregionales y las urgências de la articulación departamental. 

Las pocas empresas públicas libradas de la enajenación lo fueron por la resistência ins¬ 
titucional y, especialmente, municipal, como en el caso de la Alcaldía de Muyupampa (hoy 
ViUa Vaca Guzmán) que resistió la enajenación tomando el control de las empresas. 

Âmbito económico productivo 

Pese a surgir como respuesta a un desastre natural en la capital, la fábrica de cemento, crea- 
da a inicios de la década de los 60, con el tiempo Uegó a constituirse en la empresa pública 
más importante para el desarroUo departamental y principal sostén de su diversificación. 

La venta de un tercio del paquete accionario de Fancesa, perteneciente a la Prefectura 
de Chuquisaca, vía subasta a un único postor, violando una de las principales normas 
constitutivas de la empresa, sumado a la cesión de la parte que le correspondia a la Uni- 
versidad para que sea administrada por Soboce SA, fue un golpe demoledor sobre la 
única empresa púbUca departamental de alcance nacional. 

El apoyo a las vocaciones productivas regionales fue evidente, aunque quizá innecesa- 
riamente Umitado a la asistencia técnica o el mejoramiento genético, como en el caso de la 
producción ganadera porcina, y de rubros complementarios como la producción de maíz 
o aUmento balanceado. En el caso de la producción de ají, el esfuerzo tuvo la dimensión 
de constituir una verdadera empresa púbUca. Estos esfuerzos fueron coartados por la 
enajenación de la mayoría de las empresas, impidiendo potenciar el desarroUo productivo 
departamental, su diversificación y la articulación productiva del departamento. 

Los perjuicios económicos al departamento alcanzan a la suma desglosada del si- 
guiente cuadro; 


Perjuicio económico por la privatización en el departamento de Chuquisaca 


Empresa 

item 

Monto ($us) 


Valor referencial 

11.900,00 

Planta de pollos BB 

Precio de venta 

(16.320,00) 

Consultorias 

21.972,18 


Perjuicio 

17.552,18 


Valor referencial 

2.023,00 

Taller de Cerâmica Artesanal Sucre 

Precio de venta 

(6.100,00) 

Consultorias 

28.155,06 


Perjuicio 

24.078,06 
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Empresa 

item 

Monto ($us) 


Valor referencial 

684.000,00 

PILSucre 

Precio de venta 

(421.150,00) 

Consultorias 

127.463,57 


Perjuicio 

390.313,57 


Valor referencial 

951.143,33 

Terminal de Buses Sucre 

Precio de venta 

(516.000,00) 

Consultorias 

14.000,00 


Perjuicio 

449.143,33 


Valor referencial 

138.000,00 

Planta de Alimentos Balanceados de 

Chuquisaca (Albach) 

Precio de venta 

(140.000,00) 

Consultorias 

5.700,00 

Gastos Martillero 

4.865,27 


Perjuicio 

8.565,27 


Valor referencial 

8.006,17 


Precio de venta 

(8.010,00) 

Cabana de Porcinos El Zapallar 

Consultorias 

3.000,00 


Martillero 

2.265,34 


Perjuicio 

5.261,51 

Proyecto Ganadero Iboperenda 

Consultorias 

44.377,50 

Perjuicio 

44.377,50 

Centro de Mejoramiento de Maíz (Cemaiz) 

Consultorias 

4.750,00 

Perjuicio 

4.750,00 

Planta de Ají Chuquisaca 

Consultorias 

4.750,00 

Perjuicio 

4.750,00 

Cabana de Porcinos El Banado 

Consultorias 

3.000,00 

Perjuicio 

3.000,00 

Hotel PrefecturalTarabuco 

Consultorias 

10.330,20 

Perjuicio 

10.330,20 

Hotel Prefectural Camargo 

Consultorias 

10.330,20 

Perjuicio 

10.330,20 


Valor referencial 

26.338.600,00 

Fancesa 

Precio de venta 

(26.000.000,00) 

Consultorias 

5.750,00 


Perjuicio 

344.350,00 

Total 1 

1.316.801,82 


Nota: El perjuicio se calcula a partir de la diferencia entre el valor referencial de venta y el precio de venta, más los gastos de consultorias y martilleos. Las 
cifras que aparecen entre parêntesis son negativas y se restan en las sumatorlas. Las sumatorlas negativas representan Ingresos para el Estado. 

Fuente: CEMIPyC, 2018. 
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El perjuicio total por la enajenación de empresas públicas en el departamento de Chu¬ 
quisaca fue de $us 1.316.801,82, equivalentes a $us 2.889.589,91 actuales. 

Âmbito social 

Un aspecto importante del desarrollo de las empresas productivas departamentales 
fue la concentración en la producción de alimentos, en directa correlación con una 
realidad rural y campesina de pobreza generalizada, escasez de alimentos y una dieta 
nutricional insuficiente. La enajenación de empresas públicas acrecentó estos proble¬ 
mas sociales. 

El mayor impacto en la enajenación de las empresas públicas del departamento signi- 
ficó el control de Fancesa por parte de Soboce SA, cuya desaceleración en su crecimiento 
empresarial afectó a la creación a fuentes de empleo directo e indirecto en el departamen¬ 
to de Chuquisaca. 

Otra dimensión del impacto social de la enajenación de empresas públicas, medianas 
y pequenas e implementadas en varias regiones del departamento, se encuentra en su 
hquidación o cierre, y que ciertamente afectaron a las economias locales y con eUo al 
incipiente empleo rural en las provindas. 
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Capitulo 3. Las empresas públicas del departamento de La Paz 


En el departamento de La Paz existían empresas públicas que habían surgido bajo la tu¬ 
tela de la Corporación Boliviana de Fomento y/o a partir de proyectos respaldados por 
la cooperación internacional. 

Las distintas empresas públicas se construyeron en áreas geográficas especialmente 
consideradas por la planificación del desarroUo departamental, como los Yungas o la ciu- 
dad de La Paz. En el primer caso, se trataba de abrir una frontera productiva y económica 
más aUá del altiplano o los vaUes interandinos y, en el segundo, de atender los requeri- 
mientos de servidos públicos de la ciudad más grande del país. El resto de las empresas 
eran industrias de producción básica de alimentos, transformación de matérias primas o 
material de construcción. 

Cabe senalar que varias de empresas públicas de alcance nacional y dependientes de minis¬ 
térios estaban asentadas en la ciudad de La Paz por ser esta la Sede de Gobierno de BoHvia. 

Una vez que el neoHberalismo se impuso, en 1985, se inició la enajenación y desman- 
telamiento del aparato productivo estatal. La política privatizadora arremetió contra la 
infraestructura productiva y de servicios que temú el departamento de La Paz. 

Las empresas públicas del departamento de La Paz que son parte de esta investiga- 
ción se presentan a continuación, precisando el área económica a la que pertenecen y su 
ubicación territorial. 
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Gráfico 12. Empresas públicas del departamento de La Paz por área económica y ubicación 
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Fuente: CEMIPyC, 2018. 


□ SERVICIOS 
OpRODUCCIÓN 


Rio Chimate (Prov. 
Larecaja) 

Sorata (Prov. 
Larecaja) 

Copacabana (Prov. 
Manco Kápac) 
Caranavi (Prov. 
Caranavi) 

Coroico (Prov. Nor 
Yungas) 

La Paz (Prov. Murillo) 
El Alto (Prov. Murillo) 
Viacha (Prov. Ingavi) 
Chulumani (Prov. Sur 
Yungas) 

Sapahaqui (Prov. 
Murillo) 

Patacamaya (Prov. 
Aroma) 


Las empresas piáblicas constituídas en el departamento fueron 17. Estaban bajo de- 
pendencia de la Corporación Regional de DesarroUo de La Paz (Cordepaz), de la Prefec- 
tura de La Paz y del município de La Paz segián se detaUa a continuación; 


Cuadro 64. Empresas públicas del departamento de La Paz 


N.° 

Denominación de la empresa pública 

Ano de creación o inicio 
defuncionamiento 

Dependencia durante 
ia privatización 

Ubicación 

1 

Planta Industrializadora de Quinua (Piquin) 

1970 

Cordepaz 

La Paz, Murillo 

2 

Industrias Metálicas (Inmetal) 

1970 

Cordepaz 

El Alto, Murillo 

3 

Planta Agroindustrial Industrial dele (PAIT- 
Chimate) 

1971 

Cordepaz 

La Paz, Larecaja 
y Nor Yungas 

4 

Planta Industrializadora de Leche (PIL-La Paz) 

1971 

Cordepaz 

El Alto, Murillo 

5 

Planta de Hilandería de Viacha (Hilanviacha)* 

1972 

Cordepaz 

Viacha, Ingavi 

6 

Hotel Prefectural Caranavi 

1983 

Prefectura 

Caranavi 

7 

Hotel Prefectural Chulumani 

1983 

Prefectura 

Chulumani 

8 

Hotel Prefectural Urmiri 

1983 

Prefectura 

Urmiri 

9 

Hotel Prefectural Copacabana 

1983 

Prefectura 

Copacabana 

10 

Hotel Prefectural Coroico 

1983 

Prefectura 

Coroico 

11 

Hotel Prefectural Sorata 

1984 

Prefectura 

Sorata 

12 

Hotel Prefectural Viscachani 

1984 

Prefectura 

Viscachani 

13 

Hotel Prefectural Irupana 

1983 

Prefectura 

Irupana 

14 

Fábrica Municipal de Tubos y Losetas (FamtuI) 

1986 

Alcaldía de La Paz 

La Paz, Murillo 
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N.° 

Denominación de la empresa pública 

Afio de creación 0 inicio 
defuncionamiento 

Dependencia durante 
la privatización 

Ubicación 

15 

Empresa Municipal de Transporte Automotor 
(EMTA La Paz) 

1986 

Alcaldía de La Paz 

La Paz, Murillo 

16 

Servicio Autónomo Municipal de Aguas Potables y 
Alcantariliado (SAMAPA) 

1986 

Alcaldía de La Paz 

La Paz, Murillo 

17 

Fábrica Nacional deVidrio Plano (Fanviplan) 

1972 

Cordepaz 

El Alto, Murillo 


*Hilandería Viadia no estaba en la lista dei DS 22836, que era enumerativa y no limitativa (art. 20). 

Fuente: CEMIPyC, 2018. Con base en: Estratégia de privatización en Bolivia (Price Waterhouse, 1990); Listados de la Comisión de Evaluación de la Empresa 
Pública (CEEP), 1992-1993; Memória Unidad de Reordenamiento 2001 (MCEI, 2001); Memória 2000-2001 (MCEI, 2001). 


De las 17 empresas públicas dei departamento, ocho eran hoteles (cuatro ubicados en 
los Yungas), seis eran empresas industriales y tres de servicios públicos. Los hoteles (que 
eran la mayoría de estas empresas) estaban a cargo de la Prefectura, las industrias estaban 
a cargo de Cordepaz, y los servicios, de la Alcaldía pacena. Estas empresas fueron imple¬ 
mentadas en más de una década y media. 

Tomando en cuenta la fúnción productiva y el lugar de emplazamiento, hubo una clara de- 
terminación para que el desarroUo departamental se centrara en los Yungas (el histórico “norte 
paceno”), particularmente con la promoción dei turismo a través de los hoteles prefecturales. 
Por otro lado, en la Knea de la tradición fabril pacena, se crearon empresas de transformación 
de matehas primas, ubicadas en El Alto (Fanviplan) y Viacha (Hilanviacha); también, empresas 
de alimentos, como las plantas industrializadoras de leche y de quinua. El resto de las empresas 
públicas estuvo vinculado a la provisión de servicios básicos para la urbe pacena, tal el caso dei 
transporte municipal urbano, la fábrica de tubos y el servicio de agua potable y alcantartUado. 

3 . 1 . La enajenación de las empresas públicas de La Paz 

Durante el gobierno de Víctor Paz (1985-1989) se preparó la política de privatización de 
empresas públicas y durante el gobierno de Jaime Paz Zamora (1989-1993) se inició su 
venta al sector privado. La institucionalidad privatizadora estuvo a cargo de la Comisión 
de Evaluación de la Empresa Pública (CEEP), creada el 11 de enero de 1990 mediante 
las “Políticas de acción para consolidar la estabihdad y promover el crecimiento econó¬ 
mico, el empleo, el desarroUo social y la modernización dei Estado”. El objetivo de esta 
entidad era determinar la situación y perspectivas futuras de la empresa púbUca, así como 
la conveniência o no de su transferencia total o parcial a la actividad privada, cooperativas 
u otras formas de asociación (DS 22407,11/01/1990, art. 108).^°^ 

El Directorio de la CEEP estaba presidido por el ministro de Planeamiento y Coor- 
dinación, y lo integraban el ministro de Industria, Comercio y Turismo, el de Finanzas, el 
de Trabajo y DesarroUo Laborai, el ministro sin Cartera y el ministro dei sector corres- 
pondiente (DS 22407, art. 111). 


209 El DS 22407 aprobó las “Políticas de acción para consolidar la estabilidad y promover el crecimiento económico, el 
empleo, el desarroUo social y la modernización dei Estado” y contenía los lineamientos económicos y privatizadores 
dei gobierno de Jaime Paz Zamora. 
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El 14 de junio de 1991, fue creada la Unidad Ejecutora del Reordenamiento de las 
Empresas Públicas (UEREP), dependiente del Ministério de Planeamiento y Coordina- 
ción y con autonomia de gestión, para que funcione como Secretaria Técnica de la CEEP 
(DS 22836,14/06/1991). Meses más tarde, la UEREP pasó a depender de la Subsecretá¬ 
ria de DesarroUo Socio Económico del Ministério de Planeamiento y Coordinación que, 
a su vez, se convirtió en la Secretaria Técnica de la CEEP, tal como senala la definición 
de estratégias para la privatización (DS 23170, 05/06/1992). 

El 24 de abril de 1992, Jaime Paz Zamora promulgo la Ley 1330 de Privatización 
(junto al ministro de Planeamiento y Coordinación, Samuel Doria Medina Auza, y el 
ministro de Finanzas, Jorge Quiroga Ramirez). Esta ley autorizaba a las entidades es- 
tatales a enajenar activos, bienes, valores, acciones y derechos de su propiedad, y asig- 
naba al Consejo Nacional de Economia y Planificación (Coneplan) la tarea de normar 
y fiscalizar la privatización de las empresas públicas, definiendo las estratégias para su 
transferencia o disolución. 

La reglamentación de la Ley de Privatización fue aprobada el 5 de junio de 1992 me¬ 
diante el DS 23170. El 8 de octubre del mismo ano, se aprobó una modificación a través 
del DS 23287. 

Durante el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada (1993-1997), la institucionalidad 
privatizadora estuvo a cargo del Ministério de CapitaHzación a través de la denominada 
Unidad de Reordenamiento, creada por el DS 23991 del 10 de abril de 1995. Esta norma 
transfirió las funciones que la Ley de Privatización establecia para el Coneplan, asignán- 
dolas al Consejo de DesarroUo Nacional (Codena), entidad constituída por los DS 23873 
(03/10/1994) y el DS 23955 (08/02/1995).2i“ 

En el marco de esa normativa, se inició la privatización de las 17 empresas púbUcas en 
el departamento de La Paz. 


Cuadro 65. Situación de empresas públicas de La Paz después del proceso de enajenación 


N.° 

Denominación de la empresa pública 

Situación/Adjudicatario/Afio | 

1 

Planta Industrializadora de Quinua (Piquin) 

Privatizada, a Carmen Velasco, Grover Castro/1995 

2 

Industrias Metálicas (Inmetal) 

Privatizada, a Hernán Sánchez, Juan Carlos Aranguren/1995 

3 

Planta Agroindustrial de Té (PAIT-Chimate) 

Privatizada, a SECOIN Ltda. (Alfredo Carvajal), Hansa Ltda. (Georges 
Petit)/1996 

4 

Planta Industrializadora de Leche (PIL-La Paz) 

Privatizada, a Gloria SA 

(Rolf Phillip Kroenemberg Meeners)/1996* 

5 

Planta de Hilandería de Viacha (Hilanviacha) 

Privatizada, a Sendtex Ltda. 

Abraham Lewenztain/1996 

6 

Hotel Prefectural Caranavi 

Privatizada, a Eva Esprella de Rojas/1993 


210 “El Consejo de DesarroUo Nacional (Codena) está integrado por los Ministros de la Presidência, de Hacienda, de DesarroUo 
Humano, de DesarroUo Sostenible y Medio Ambiente y Sin Cartera Responsable de DesarroUo Económico; por los 
Secretários Nacionales de Relaciones Económicas Internacionales; Apoyo al DesarroUo Integral; Coordinación; Hacienda; 
PoUtica e Inversión Social; Planificación e Industria y Comercio”(DS 23955, art. 3) “La Secretaria del Codena es ejercida por 
el Secretario Nacional de Planificación del Ministério de DesarroUo Sostenible y Medio Ambiente” (DS 23955, art. 4). 
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N.° 

Denominación de la empresa pública 

Situación/Adjudicatario/Afio | 

7 

Hotel Prefectural Chulumani 

Privatizada, a Rocio Vélez/1995 

8 

Hotel Prefectural Urmiri 

Privatizada, a Hotel Gloria 
(GuillermoCáceres)/1995 

9 

Hotel Prefectural Copacabana 

Privatizada, a Hotel Gloria 
(GuillermoCáceres)/1995 

10 

Hotel Prefectural Coroico 

Privatizada, a Inmobiliaria Los Cedros 
(GuillermoCáceres)/1996 

11 

Hotel Prefectural Sorata 

Privatizada; Rubén La Hera Gutiérrez/1996 

12 

Hotel Prefectural Viscachani 

Privatizada: Embotelladora La Cascada/1996 

13 

Hotel Prefectural Irupana 

Desestimada, transferida a Universidad Mayor de San Andrés /1995 

14 

Fábrica Municipal de Tubos y Losetas (FamtuI) 

Cerrada ** 

15 

Empresa Municipal de Transporte Automotor (EMTA 

La Paz) 

Privatizada, cedida a organización campesina/2005 

16 

Servicio Autónomo Municipal de Aguas Potables y 
Alcantariliado (SAMAPA) 

Privatizada, concesionada a Aguas dei lilimani SA (transnacional 
francesa Lyonnaise des Eaux) /1997 

17 

Fábrica Nacional deVidrio Plano (Fanviplan) 

Cerrada/1992 


* Vendida en paquete con PIL Cochabamba. 

** No se encontraron datos sobre el ano de su cierre. 

Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Price Waterhouse, 1990; Comisión de Evaluación de la Empresa Pública (CEEP), 1992-1993; Resolución Codena 
013/95,25/08/1995 y Resolución de Directorio Cordepando 5/95,02/06/1995. 

Cinco empresas de Cordepaz y siete prefecturales fueron vendidas; una municipal 
fue concesionada y otra cedida a privados; una empresa municipal y otra dependiente de 
Cordepaz fueron cerradas, y una empresa prefectural fue transferida. Casi el 100% de la 
capacidad estatal de generar producción y desarroUo regional fue desmantelada. 

Cuadro 66. Resultados de la enajenación de empresas públicas dei departamento de La Paz 



Fuente: CEMIPyC, 2018. 

El cuadro siguiente presenta los métodos y las modalidades a los que fueron some- 
tidas las empresas dei departamento de La Paz durante el proceso de enajenación dei 
aparato productivo estatal. 
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Gráfico 13. Métodos y modalidades de enajenación de las empresas de La Paz 



Fuente: CEMIPyC, 2018. 


3 . 1 . 1 . Aspectos generales de la enajenación de empresas públicas 

El presente estúdio comprende las cinco empresas de Cordepaz que fueron vendidas, 
los ocho hoteles de la Prefectura (siete vendidos y uno cerrado), las tres empresas muni- 
cipales (dos cerradas y una concesionada), y, finalmente, el estúdio de caso de la privati- 
zación de la Fábrica Nacional de Vidrio Plano (Fanviplan). 

3 .1.1.1. Planta Industrializadora de Quinua (Piquin) 

El Centro Experimental para el Procesamiento Industrial de Quinua (CEPIQ) fue creado 
en 1980 dentro del marco de la cooperación BOL-78/016 PNUD-FAO. El financiamiento 
provenía del PNUD (Programa de las Naciones Unidas para el DesarroUo) y estaba asistido 
técnicamente por la FAO (Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Ali- 
mentación). El Instituto Boliviano de Tecnologia Agropecuária (IBTA) era la contraparte 
nacional en este proyecto. En diciembre de 1980, fue implementado como una planta piloto 
destinada a investigar la industriaHzación del grano de quinua. En mayo de 1989, esta planta 
fue transferida a Cordepaz, y funciono bajó su tuición por tres anos (Miranda, 1993). 
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Piquin tenía por objeto el procesamiento de quinua. Producía quinua perlada, hojuelas 
y harina de quinua. La planta se haUaba en Huarina, província Omasuyos dei departamen¬ 
to de La Paz, a oriUas dei lago Titicaca. 

Por la escasa producción quinuera en el área de influencia (províncias Omasuyos, 
Ingavi y Camacho), que solo cubría el autoconsumo, y la inexistência de la variedad de 
quinua real, la matéria prima provenía dei sur dei departamento de Oruro y dei norte dei 
departamento de Potosí. 

Aunque al momento de su avalúo estaba detenida (1993), el consultor Féhx Miranda 
determino que la planta tenía una capacidad de 70 a 80 toneladas de quinua tratada por 
ano (Miranda, 1993). 

La enajenación de Piquin tiene origen en el DS 22836 (14/06/1991), pues estaba en- 
hstada entre las 60 empresas de las Cordes a ser privatizadas. 

El 24 de septiembre de 1992, el directorio de Cordepaz determino el cese de actividades 
de Piquin y la hquidación de su personal cesante con fondos provenientes de Cordepaz (Res. 
030/92, 24/09/1992). El 10 de noviembre de 1992, el Consejo Nacional de Economia y 
Planeamiento (Coneplan) refrendó esta decisión, que luego fue aprobada por el gabinete de 
Jaime Paz Zamora (el 11 de diciembre de 1992, mediante el Decreto Supremo 23358). 

La modalidad de enajenación de los activos de Piquin fue propuesta por el presidente 
de Cordepaz, Jorge Monje Zapata, en una carta fechada el 15 de octubre de 1992; 

La maquinaria y equipo de procesamiento de la quinua se ofertará en base al precio que se 
determine en su avalúo y como apoyo e incentivo a la producción de quinua, a propiedad de 
los productores particulares de la región quinuera de La Paz. 

El equipo e instrumental de laboratorio es de utilización estándar y pasará a la UMSA o a com¬ 
plementar la unidad interinstitucional de investigación abmentida, que se creará a breve plazo 
en el Departamento, en respuesta a la sentida necesidad dei sector. 

El terreno y las obras civiles en la localidad de Huarina se utilizarán como establecimiento de 
ensenanza e instrucción técnica a pobladores dei área rural, especialmente en labores agrícolas 
(Cordepaz, 15/10/1992). 

El 12 de noviembre de 1992, el directorio de Cordepaz autorizó a Jorge Monje Za¬ 
pata, su presidente, a incorporarse a la Comisión de Evaluación de la Empresa Públi¬ 
ca (CEEP) para anahzar y definir la estratégia de privatización de Piquin (Res. 038/92, 
12/11/1992). Zapata ya había participado de la reunión de la CEEP dei 10 de noviembre 
de 1992, oportunidad en la que se aprobó la resolución que autorizaba la venta de activos 
de Piquin “de acuerdo a la modalidad propuesta por la Corporación de DesarroUo Regio¬ 
nal de La Paz (Cordepaz) y por cuenta y responsabilidad exclusiva de esa Corporación” 
(CEEP, Res. 10/11/1992). El Coneplan autorizó la venta de los activos de Piquin el 18 
de noviembre de 1992 (Coneplan, Res. 120/92). 

El 8 de febrero de 1993, Cordepaz recibió un préstamo de Bs57.540 dei Ministério de 
Planeamiento y Coordinación (equivalente a $us 14.000 a Bs4,ll por cada dólar), desti- 
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nado al pago del bono extralegal a los siete trabajadores de Piquin (a razón de $us 2.000 
a cada uno). Este préstamo debía ser devuelto con lo obtenido por la venta de los activos 
de la empresa (Cordepaz, Informe GDI-INF-058/93, 24/05/1993). El 17 de mayo de 
1993, ambas entidades suscribieron un convénio que acordaba el pago de reconocimien- 
to a otros tres trabajadores de Piquin. 

El 10 de mayo de 1993, en coordinación con la CEEP y mediante la agencia de compras 
PNUD/OSP, Cordepaz contrato los servidos de consultoria de Fébx Miranda Cuevas (por 
un monto de $us 2.578) para realizar el inventario y avalúo de la maquinaria y equipos de 
Piquin (Contrato DL-C-105/93,10/05/1993). Sin embargo, la empresa no logró ser vendi¬ 
da en el período gubernamental de Jaime Paz Zamora, que termino en agosto de 1993. 

El 20 de marzo de 1995, el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada reinicio la enaje- 
nación de los activos de Piquin; primero, fue aprobada la Resolución de Directorio de Cor¬ 
depaz 07/95, que autorizaba al presidente de Cordepaz transferir sus cinco empresas (entre 
las que se encontraba Piquin) al sector privado, y a conciliar sus pasivos tributários. 

El 25 de abril de 1995, el Consejo Nacional de DesarroUo Nacional (Codena) autorizo 
al Ministério de Capitalización a proceder con la privatización de 47 empresas, entre eUas 
Piquin. La resolución emitida por Codena senalaba que existían estúdios elaborados en 
1993 que recomendaban como estratégia la transferencia de sus activos mediante subasta 
pública (Codena, Res. 002/95). 

Entre los activos de Piquin había maquinaria y equipo de planta, equipo e instru¬ 
mental de laboratorio, reactivos de laboratorio, una camioneta Toyota Land Cruiser, he- 
rramientas, accesorios, repuestos, herramientas menores y una biblioteca. Todos estos 
fueron divididos en tres lotes para su venta. El Plan específico, y el PHego de condiciones 
y precios base de subasta fueron aprobados mediante la Resolución Ministerial 025/95 
del 7 de junio de 1995, bajo el código MC/SNCI/UR/SUB-015/95. El precio base de los 
activos de Piquin determinado para la subasta fue de $us 19.635,26 por los tres lotes; 


Lote 1: Maquinaria y equipo de planta, herramientas. 
Lote 2: Equipo, instrumental de laboratorio, 
reactivos de laboratorio y biblioteca. 

Lote 3: Camioneta Toyota Land Cruiser, horno semi- 
industríal a gas para seis bandejas, herramientas, 
accesorios, repuestos y herramientas menores. 

Total 


$us 3.982,08 
$us 14.029,00 


$us 1.624,18 

$us 16.635,26 


El 27 de junio de 1995, el Ministério de Capitalización contrató a la firma Trust Ser¬ 
vices SRL para que prestara el servido de martrUero en la subasta de 13 empresas de dis¬ 
tintos departamentos. El contrato fue por la suma de $us 37.652 por las 13 subastas ($us 
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2.896,31 por cada una).^“ Se establece además un honorário de êxito de 0,777% sobre el 
precio bruto de venta de los activos de Piquin.^'^ 

De acuerdo al cronograma aprobado en el Plan específico, el 18 de juho de 1995 se so- 
metieron a subasta los activos de Piquin bajo la dirección dei martiUero Sérgio Mostajo y 
en presencia de la notaria de Fe Pública Ehzabeth Sohz de Saracho.^^^ No se presentaron 
postores para los lotes 2 y 3, por lo que la subasta para esos lotes fue declarada desierta. 
Respecto al lote 1, que contemplaba maquinaria, equipo de planta y herramientas, fueron 
habilitados dos postores; Gonzalo Requena y Rosário de Velasco. Iniciada la subasta 
sobre el precio base de $us 3.982, este lote fue adjudicado a Carmen Rosário Mengoa de 
Velasco por el monto de $us 10.800. Se fijó el 14 de agosto de 1995 como fecha para la 
firma dei contrato de compraventa.^^'^ 

En vista de que la primera subasta de los lotes 2 y 3 fue declarada desierta, el 1 de 
agosto de 1995, el Ministério de Capitahzación suscribió una adenda al contrato con 
Trust Services para realizar nuevamente la subasta de 12 empresas. Esta vez, el honorá¬ 
rio fijo fue de $us 3.850, lo que supone $us 320,83 por el servicio de martiUero de cada 
empresa. La comisión de êxito era la misma que la acordada en el contrato principal dei 
27 de junio de 1995.^^^ 

El 3 de agosto de 1995 se reaUzó la segunda subasta púbUca de los lotes 2 y 3 de 
Piquin; la subasta dei lote 2 fue declarada desierta pues no se presentó postor alguno, y 
para el lote 3 se habiUtó un solo postor. Este lote estaba conformado por una Camioneta 
Toyota Land Cruiser (modelo 1992, Placa LZA 061, color blanco, motor 2F-685-467); 
un horno semi-industrial a gas para seis bandejas de color verde; herramientas, accesorios 
y repuestos. Fue adjudicado al único postor habiUtado, Grover Castro Gordülo, por la 


211 Para hacer el cálculo final dei perjuicio económico al Estado, se ha convenido prorratear las cifras pagadas por este 
tipo de servidos. 

212 El contrato es suscrito por Alfonso RevoUo Thenier, ministro de Capitalización, y Ricardo Alfonso Paz CasteUanos, 
gerente general de Trust Services, además de Yuri Tirado ViUarroel como abogado. 

213 De acuerdo al Acta de la Subasta Pública de los activos de Piquin, en el acto estuvieron presentes las siguientes 
personas: por parte dei Ministério de Capitalización, Elvira Lupo de Velarde, directora ejecutiva de la Unidad de 
Reordenamiento; por Cordepaz, Fernando Barthelemy T, presidente de esa entidad; René Velásquez, gerente general; 
Jorge Vargas, gerente de Privatización; Antonio Suazo, gerente Liquidador, Lorena Navarro, asesora legal; por la 
empresa martillera, Sérgio Mostajo, martiUero, y Rafael Paz CasteUanos y EUana Paz, como operadores. 

214 El contrato de compraventa dei lote 1 fue suscrito por Edgar Saravia Durnik, ministro suplente sin Cartera, responsable 
de Capitalización; Fernando Barthelemy, presidente Cordepaz, René Velásquez, gerente general Cordepaz; Rosário 
Mengoa de Velasco, adjudicataria. 

215 La Adenda dei contrato fue suscrita por Alfonso Revollo Thenier, ministro de capitalización y Edgar Saravia, 
secretario nacional de Capitalización e Inversión y Ricardo Paz CasteUanos por la empresa Trust Services SRL (el 
ejemplar cursante en el Repositorio de Privatización dei Archivo dei Ministério de DesarroUo Rural y Economia Plural 
no lleva la firma dei representante de la empresa Trust Services SRL). 
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suma de $us 1.500.^^'^ El contrato de compraventa fue suscrito el 24 de agosto de 1995^^^ 
y protocolizado el 9 de octubre de 1995, con el Testimonio 925/95, por el notário de 
Gobierno Francisco Tarquino Blanco. 

La tercera subasta del lote 2 (equipo, instrumental de laboratorio, reactivos de labo- 
ratorio y biblioteca) fue convocada para el 23 de agosto de 1995, con la rebaja del 20% 
en el precio base inicial, pero nuevamente fue declarada desierta por la inexistência de 
postores. Cabe senalar que se desconoce el destino final de este lote. 

El 6 de noviembre de 1995, Fernando Berthelemy Taborga, presidente de Cordepaz, 
y la Dirección General de Impuestos Internos (DGII) suscribieron un Convénio de Su- 
brogación de Pasivos Tributários de las seis empresas de propiedad de Cordepaz, incluida 
Piquin.^’® La deuda tributaria, al 25 de juHo de 1995, ascendia a Bs29.957.266. 

Según el balance al 31 de diciembre de 1991, el património de Piquin alcanzaba a 
Bs 124.326, suma inferior a la transferencia recibida de Cordepaz, cuyo monto a esa mis- 
ma fecha era de Bs330.000 (Miranda, 1993; 6). 

El balance general de Piquin de la gestión 1992-1993, remitido por Cordepaz al mi¬ 
nistro de Planeamiento y Coordinación, Samuel Doria Medina, el 30 de juho de 1993, 
consigna un activo de Bs333.291,61 (equivalente a $us 74.896,99). 


Cuadro 67. Activos de Piquin. Balance general gestión 1992-1993 


Descripción 

Monto 

Matéria prima 

193.831,61 

Bienes Inmuebles 

70.018,00 

Mueblesyenseres 

10.247,00 

Maquinaria y equipo 

12040.680,00 

Vehículos 

16.000,00 

Biblioteca 

2.515,00 

Total inversión (Bs) 

333.291,61 

Total inversión ($us)* 

74.896,99 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Estado de Resultados al 31/03/1993 y Hoja deTrabajo del 01/01/1992 al 31/03/1993. PIquIn-Cordepaz, 1993. 


El avalúo de maquinaria y equipo de Piquin, realizado por el consultor Féhx Miranda 
en 1993, se describe en el siguiente cuadro; 


216 De acuerdo al Acta de la Segunda Subasta Pública de los activos de Piquin, estuvieron presentes en el acto las 
siguientes personas: por la Unidad de Reordenamiento José Rafael Abastoflor Vargas; por Cordepaz, Fernando 
Barthelemy T., presidente; Jorge Vargas, gerente de Privatización, Antonio Suazo, gerente liquidador de Piquin, 
Lorena Navarro, asesora legal; por la empresa martillera: Sérgio Mostajo, martiUero, Rafael Paz CasteUanos y Eliana 
Paz, como operadores. 

217 El contrato de compraventa del Lote 3 fue suscrito por Alfonso RevoUo Thenier, ministro de Capitalización; 
Fernando Barthelemy, presidente Cordepaz, René Velásquez, gerente general Cordepaz; Grover Castro Gordillo, 
adjudicatario; Mery Gutiérrez Martínez, fiscal en Matéria Administrativa; Yuri Tirado Villarroel, abogado. 

218 Planta Industrializadora de Quinua (Piquin), Industrias Metálicas (Inmetal), Planta Agroindústria! de Té (PAIT- 
Chimate), Planta Industrializadora de Leche (PIL La Paz) y Planta de Flilandería de Viacha (Hilanviacha). 
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Cuadro 68. Avalúo de los activos de Piquin, 1993 ($us) 


N.° 

Descripción 

Precio 

1 

Maquinaria y equipo de la planta 

5.854,00 

2 

Equipo e instrumental de laboratorio 

18.081,60 

3 

Reactivos de laboratorio 

1.970,00 

4 

Biblioteca 

101,50 

5 

Menaje de cocina 

51,40 

6 

Herramientas 

701,80 

7 

Accesorios, repuestos y herramientas menores 

273,00 

8 

Otros activos 

2.400,00 

Total 

29.433,30 


Fuente: Miranda, 1993. 


En junio de 1995, durante el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada, fue elaborado 
el Plan específico por Elvira Lupo de Velarde y Guido Romero, directora ejecutiva y con¬ 
sultor de la Unidad de Reordenamiento, respectivamente (RM 025/95, 7/06/1995). Ese 
plan tomó como base el avalúo realizado en 1993 por el consultor FéHx Miranda, pero se 
desconto dei 70% de lo valuado en el caso dei instrumental de laboratorio y en un 69% 
en la maquinaria y equipo de la planta. El resultado se consigna en el siguiente cuadro; 


Cuadro 69. Comparación entre precio base para la subasta y precio de venta de activos de Piquin, 1995 ($us) 


Lote 

Descripción 

Precio base 

Precio de venta 

1 

Maquinaria y equipo de planta, herramientas 

3.982,08 

10.800,00 

2 

Equipo, instrumental de laboratorio, reactivos de laboratorio y biblioteca 

14.029,00 

- 

3 

Camioneta Toyota Land Cruiser, modelo 1992, Placa LZA 061, color blanco, motor 2F-685- 
467, horno semi-industrial a gas para 6 bandejas, color verde, herramientas, accesorios, 
repuestos y herramientas menores 

1.624,18 

1.500,00* 

Total 

19.635,26 

12.300,00 


* El precio base fue reducido para la segunda subasta en un 10%, es decir, a $us 1.500, monto ai que se lo adjudico. 
Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Plan específico MC/SNCI/UR/SUB-015/95 y Actas de subasta pública, 1995. 


En cuanto al perjuicio económico que supuso la privatización de Piquin, se cuentan los 
gastos de contratación de servidos de consultoria y dei martülero que reaHzó la subasta, 
así como el dinero que se dispuso para el pago de bonos extralegales a los trabajadores. 


Cuadro 70. Costos de la privatización de Piquin ($us) 


1 Descripción 

Montos 1 

Consultor Félix Miranda Cuevas 

2.578,00 

Martülero Trust Services SRL: Honorário fijo 

3.439,64 

Comisión de êxito 

95,57 

Bonos extralegales 

14.000,00 

Total 

20.113,21 


Fuente: CEMIPyC, 2018. 
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El honorário pagado al consultor Félix Miranda Cuevas por inventariar y evaluar los 
activos de Piquin en 1993 fue de $us 2.578 (Cordepaz-Miranda, 03/05/1993). 

El pago a la empresa Trust Services SRL por su trabajo como martiUero en la subasta 
de Piquin fue, primero, en el contrato principal del 27 de junio de 1995, por $us 2.896,31; 
luego, por $us 320,83, según primera adenda suscrita el 1 de agosto de 1995 y en cumph- 
miento a la tercera adenda del contrato se pagó $us. 222,50. 

La comisión de êxito significo un pago de $us 95,58 a la empresa a cargo del martiUeo, 
que representa el 0,777% del valor total de adjudicación que fue de $us 12.300. La comisión 
de êxito del martiUero figura en el informe de la empresa del 21 de julio de 1995 (sobre 
la subasta realizada el 18 de julio de 1995 en la que adjudicó el lote 2 por $us 10.800). El 
martUlero había retenido su comisión de $us 83,92 (0,777% del precio bruto de venta), por 
lo que entregó al Ministério de CapitaUzación la suma de $us 10.716,08 de los $us 10.800 en 
los que se había vendido el lote. Esa rendición de cuentas fue aprobada por el Ministério de 
CapitaUzación mediante la Resolución Ministerial 048/95 (24/07/1995). 

El cobro de la comisión de êxito por la subasta del lote 3 fue reportado por el martiUe- 
ro el 10 de agosto de 1995 en el informe de la subasta del 3 de agosto de 1995, en la que 
se ofertó dicho lote con una rebaja del 10% al precio base inicial y logró ser adjudicado en 
$us 1.500. De este monto, el martiUero retuvo su comisión de êxito de $us 11,66 (0,777% 
del precio bruto de venta), por lo que hizo entrega de un cheque por $us 1.488,34. La 
rendición de cuentas presentada por el martUlero fue aprobada por el Ministério de Capi¬ 
taUzación mediante Resolución Ministerial 066/95 del 23 de agosto de 1995. 

Por otra parte, el monto total de los bonos de reconocimiento entregados a siete tra- 
bajadores, retirados a causa la privatización de la empresa en 1992, fue de $us 14.000, es 
decir, $us 2.000 a cada uno.^^^ 

El cálculo del perjuicio económico es el siguiente; 




Perjuicio económico de privatización = (Precio base de subasta de iote 1 y iote 3 - Precio de venta) + Gastos de 

consuitoría y martiiieo + Bono extraiegai 






PEP = (5.606,26 -12.300,00) + 6.113,21 +14.000,00 = 13.419,47 

V_ J 


Por tanto, el perjuicio económico por la venta de la Planta IndustriaUzadora de Quinua 
alcanzó la suma de $us 13.419, 47. 


219 Convénio entre Cordepaz y el Ministério de Planeamiento y Coordinación para el pago de reconocimiento económico 
a los trabajadores de Piquin, suscrito por Jorge Monje Zapata, presidente de Cordepaz, y Samuel Doria Medina, 
ministro de Planeamiento y Coordinación, La Paz, 17 de mayo de 1993. Informe Cordepaz GDI-INF-058/93, La Paz, 
24 de mayo de 1993. 
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3 . 1 . 1 . 2 . Industrias Metálicas (Inmetal) 

Inmetal nació a finales de los anos 60 como empresa privada, bajo el denominativo de 
Carrocerías Metálicas Nacionales (Camena). Por deudas impagas con el Banco dei Esta¬ 
do, avaladas por la Corporación Boliviana de Fomento, pasó a propiedad de esta y cam¬ 
bio su razón social (De la Riva, 1995). 

A partir de 1985, Inmetal pasó a depender de Cordepaz. Su Hnea principal de produc- 
ción era el carrozado de vehículos y el sector público su mercado principal. Su limitada 
capacidad de procesamiento impedia que participara significativamente en el sector pri¬ 
vado (Comtrain, 1988). 

En 1985, su activo fijo era de $us 3.000.000, y el 34% correspondia al valor de las 
instalaciones, máquinas y herramientas. En 1988, su planta permanente de trabajadores 
era de 143 personas, entre obreros y administrativos (Comtrain, 1988); para 1992, habia 
sido reducida a 85 y se consideraba la posibiHdad de reducirla a 40. 

Las instalaciones de Inmetal estaban ubicadas en la ciudad de El Alto, km 1,7 de la 
carretera Oruro - La Paz. En 1995, la planta tenia una superficie de 11.000 m^, que se 
redujo a 10.405 m^ por la expropiación realizada por la Alcaldia Municipal de El Alto 
(Resolución de Directorio Cordepaz R.D. 0021/95, 29/05/1995). Tenia una edificación 
principal fabricada con un tinglado y otras tres edificaciones con dependencias para ofi¬ 
cinas, comedor, cocina, banos y porterla. 

Respecto al proceso de enajenación de esta empresa, cabe senalar como antece¬ 
dente el DS 21060, que disolvió la CBF en 1985 y, en consecuencia, los activos de 
Inmetal fueron transferidos a Cordepaz (DS 21060, 29/08/1985, arts. 118, a y 119, 
b). En 1991, el gobierno de Jaime Paz Zamora decidió privatizar las empresas de las 
Cordes, incluida Inmetal (DS 22836, 14/06/1991). El 12 de noviembre de 1992, el 
directorio de Cordepaz autorizó a su presidente, Jorge Monje Zapata, para que se 
incorporara a la CEEP a fin de analizar y definir las estratégias de privatización de 
esta empresa (RD 037/92, 12/11/1992). 

El 31 de diciembre de 1993, Cordepaz determinó la ruptura de la relación obre- 
ro-patronal con los trabajadores de Inmetal. El 14 de enero de 1993, el directorio 
de Cordepaz ratificó el cierre de la empresa y autorizó a su presidente a proseguir 
con los demás actuados inherentes al proceso de privatización de dicha empresa 
(Cordepaz, Res. 003/93). 

El 8 de febrero de 1993, Samuel Doria Medina Auza, ministro de Planeamiento y 
Coordinación, suscribió con Jorge Monje Zapata, presidente de Cordepaz, un documen¬ 
to público de préstamo por la suma de $us 304.656,37. Este dinero estaba destinado al 
pago de beneficios sociales de los trabajadores de Inmetal, y seria devuelto por Cordepaz 
con los ingresos provenientes de la venta de esa empresa. El Banco Central de BoHvia es¬ 
taba “facultado (...) para efectuar el débito correspondiente una vez cancelado el precio 
de venta” (Documento Público, 08/02/1993). 
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En marzo de 1993, Cordepaz recibió fondos para el pago de los benefícios sociales y 
del bono extralegal a los trabajadores de Inmetal. Los benefícios sociales de 84 trabajado- 
res sumaron Bsl.146.759 y los bonos extralegales alcanzaron un monto de $us 168.000; 
estos fueron pagados en dos partidas; primero a 81 trabajadores ($us 162.000) y luego a 
tres ($us 6.000) (Cordepaz, Informe GDI-INF-058/93, 24/05/1993). 

La empresa no logró ser vendida en el periodo gubernamental de Jaime Paz Zamora, 
pero el proceso se reinicio el 20 de marzo de 1995 en el gobierno de Sánchez de Lozada, 
con la aprobación de la Resolución de Directorio de Cordepaz RD 07/95, que autorizaba 
la transferencia de cinco empresas al sector privado, Inmetal entre eUas, así como la con- 
ciHación de sus pasivos tributários.^^'* 

El 25 de abril de 1995, el Consejo de DesarroUo Nacional (Codena) autorizo al Mi¬ 
nistério de Capitaüzación proceder con la privatización de 47 empresas pertenecientes a 
varias entidades públicas, entre las que se encontraba Inmetal. Para este caso, se informo 
que existían estúdios elaborados en noviembre de 1993 que recomendaban, como estra¬ 
tégia de privatización, la transferencia de activos mediante subasta pública, fragmentando 
la empresa en cuatro lotes: 1) terreno e infraestructura; 2) maquinaria y equipos; 3) mue- 
bles y enseres; 4) chatarra (Codena, Res. 002/95). 

Para actualizar los estúdios de evaluación, valuación y defínición de la estratégia de 
transferencia de Inmetal al sector privado, el Ministério de Capitalización solicitó la 
contratación de servidos de consultoria, los cuales fueron fínanciados con recursos del 
BID (Convénio ATN/SF-3586-BO) y ejecutados por el Fondo Nacional de DesarroUo 
Regional (FNDR). El 11 de mayo de 1995, Oscar Arrien Sandoval, presidente ejecutivo 
del FNDR, suscribió el Contrato de Consultoria 011/95 con Cynthia de la Riva P. por 
la suma de $us 1.500. Anteriormente, en 1993, se habia contratado a la empresa Con- 
sa-Conicom-Inbursa para que reaUzara dichos estúdios por la suma de $us 15.836. 

A través de la Resolución Ministerial 025/95 del 7 de junio de 1995, se aprobó el Plan 
especifico, el PUego de condiciones y los precios base de subasta de Inmetal. Los activos 
fueron divididos en tres lotes; el lote 1 tenia como precio base la suma de $us 824.828,50; 
el lote 2, la suma de $us 84.403,82; y el último lote, de $us 5.715. Asi, el precio base del 
total de activos de Inmetal era de $us 914.947,32. 

Para la reaUzación de la subasta, el 27 de junio de 1995, el Ministério de CapitaUzación 
contrató a la firma Trust Services SRL para servicios de martiUero en la subasta de 13 
empresas de distintos departamentos del pais. El honorário fijo pagado fue de $us 37.652 
(que, prorrateado, supone $us 2.896,31 por cada empresa) y una comisión de êxito de 
0,777% sobre el precio bruto de venta de los activos de Inmetal (Min. de Capitaliza- 
ción-Trust Services, 27/06/1995). 

220 Esta resolución fue suscrita por Fernando Barthelemy Taborga, presidente de Cordepaz, René Velásquez Deheza, 
gerente general de Cordepaz; Jaime Zamora Montano, José Salinas Prudencio y Luis Llanos Saavedra, representantes 
de los alcaides de provinda; Mario César Machaca, representante de la Federación Departamental de Campesinos; 
Edwin Portocarrero, representante del Poder Ejecutivo, Ministério de DesarroUo Sostenible; Luis Canedo Reyes, 
representante del Comité Cívico de La Paz; Julio César Viscarra, representante del Poder Ejecutivo; y Carlos Zaconeta 
Iturri, secretario del directorio. 
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La subasta pública de los activos de Inmetal se realizo el 18 de juHo de 1995, bajo la di- 
rección dei martlUero Sérgio Mostajo y en presencia de la notaria de Fe Pública EHzabeth 
Soliz de Saracho.^^^ Al no presentarse postores para ninguno de los tres lotes, la subasta 
fue declarada desierta. El 1 de agosto de 1995, el Ministério de Capitaüzación suscribió 
una adenda al contrato dei martülero Trust Services para realizar, nuevamente, la subasta 
de 12 empresas en vista de que la primera había sido declarada desierta. El honorário fijo 
acordado en la adenda fue de $us 3.850, lo que representa un costo dei servicio de $us 
320.83 por cada empresa. La comisión de êxito era la misma que la acordada en el con¬ 
trato principal dei 27 de junio de 1995: 0,777% 

El 3 de agosto de 1995, se convoco a la segunda subasta pública de los activos de In- 
metal, con el 10% de rebaja sobre el precio base inicial, pero nuevamente debió declararse 
desierta por ausência de postores. 

La tercera subasta se realizo el 23 de agosto de 1995,^^^ y esta vez la rebaja sobre 
el precio inicial fue dei 20%. Para el lote 1, que comprendía el terreno, el tinglado, las 
edificaciones y líneas telefónicas, cuyo precio base era de $us 659.863, se presentó un 
solo postor, Hernán Sánchez Salazar, quien se adjudicó el lote ofreciendo el monto dei 
precio base. El lote 2, que comprendía maquinaria, equipos, herramientas, accesorios 
y vehículos, con un precio base de $us 67.523, le fue adjudicado, por una suma igual, a 
Toyosa SA, representada por Juan Carlos Aranguren. La subasta dei lote 3 fue declara¬ 
da desierta por ausência de postores. 

El contrato de compraventa dei lote 1 fue suscrito el 1 de septiembre de 1995, y lo 
firmaron Alfonso RevoUo Thenier, ministro de Capitahzación; Fernando Barthelemy, 
presidente de Cordepaz; René Velásquez, gerente general de Cordepaz; el adjudicatario 
Juan Hernán Sánchez Salazar, y Yuri Tirado ViUarroel como abogado. La minuta fue 
protocolizada el 15 de septiembre de 1995 por el notário de Gobierno dei Distrito de La 
Paz, Francisco Tarquino Blanco, mediante la Escritura Pública 816/95. Los activos de 
este lote fueron entregados el 18 de octubre de 1995. 


221 Estuvieron presentes en el acto de subasta pública de Inmetal: Elvira Lupo de Velarde, directora ejecutiva de 
la Unidad de Reordenamiento, por el Ministério de Capitaüzación; por Cordepaz, Fernando Barthelemy T. como 
presidente; René Velásquez, gerente general; Jorge Vargas, gerente de Privatización; Wilfredo Molina, gerente 
liquidador de Inmetal; Lorena Navarro, jefa de Asesoría Legal. Por la empresa martiUera estuvieron el martillero 
Sérgio Mostajo, y los operadores Rafael Paz CasteUanos y Eliana Paz. 

222 La adenda dei contrato fue suscrita por Alfonso Revollo Thenier, ministro de Capitalización, y Edgar Saravia, 
secretario nacional de Capitalización e Inversión; Ricardo Paz CasteUanos representando a Trust Services SRL (el 
ejemplar cursante en el Repositorio de Privatización dei Archivo dei Ministério de DesarroUo Rural y Economia Plural 
no lleva la firma dei representante de la empresa Trust Services SRL). 

223 Estuvieron presentes en el acto de la tercera subasta pública de los activos de Inmetal Elvira Lupo de Velarde, 
directora ejecutiva de la Unidad de Reordenamiento, por el Ministério de Capitalización; el presidente de Cordepaz, 
Fernando Barthelemy T; René Velásquez, gerente general de Cordepaz; Jorge Vargas, gerente de Privatización; 
Wilfredo Molina, gerente liquidador de Inmetal; Lorena Navarro, jefa de Asesoria Legal; Sérgio Mostajo, martillero de 
Trust Services SRL; y EHzabeth Soliz de Saracho, notaria de Fe PúbHca dei Distrito de La Paz. 
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El contrato de compraventa del lote 2 fue suscrito el 11 de septiembre de 1995, lo fir- 
maron Alfonso RevoUo Thenier, ministro de Capitalización; Fernando Barthelemy, pre¬ 
sidente de Cordepaz; René Velásquez, gerente general de Cordepaz; Juan Carlos Arangu- 
ren, como adjudicatario en representación de Toyosa SA; Hugo Suárez Calbimonte y Yuri 
Tirado ViUarroel, como abogados. 

El total de activos de Inmetal, al 31 de diciembre de 1985, alcanzaba los $us 3.000.000, 
y el activo fijo era el 34% de esa suma, representado —principalmente— por instalaciones, 
máquinas y herramientas. 

De acuerdo a informe interno de Cordepaz, el activo de Inmetal al 30 de junio de 
1992 era de $us 1.427.000. 


Cuadro 71. Activo de Inmetal al 30 de junio de 1992 ($us) 


1 Activo 

Precio 1 

Exigible (deudas a corto y largo plazo) 

742.000,00 

Terreno 

440.000,00 

Tinglado 

175.000,00 

Maquinaria y equipo 

70.000,00 

Total 

1.427.000,00 


Fuente: Cordepaz, julio de 1992. 


En 1995, la consultora Cynthia De la Riva determino el valor de los activos de Inmetal 
en $us 914.947,32, conforme al siguiente detaUe; 


Cuadro 72. Valuación de activos de Inmetal, 1995 




Valor actual de reposición 

Valor mínimo o de liquidación 

L0t6 

Descri pción 

Parciales 

Total por Lote 

Parciales 

Total Lote 


Terreno 

728.350,00 


468.225,00 



Tinglado 

481.306,00 


343.790,00 


1 

Edificaciones adobe 

14.898,60 

1.227.554,60 

9.813,00 

824.828,00 


Edificaciones ladrillo 

3.000,00 


3.000,00 



Líneas telefónicas (2) 






Maquinaria y equipo 

64.063,00 


41.330,00 


2 

Herramientas yaccesorios 

2.426,62 

114.221,81 

2.183,96 

84.403,82 

Almacenes 

41.382,19 

35.174,86 


Vehículos 

6.350,00 


5.715,00 


3 

Mueblesyenseres 

8.529,43 

8.529,43 

5.715,00 

5.715,00 

Total 

_1 

1.350.305,84 

914.946,82 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en De la Riva, 1995. 


Algunas diferencias a destacar; el valor mínimo del terreno de Inmetal fue determina¬ 
do por la consultora De la Riva en $us 468.225, que resulta del cálculo de $us 45 por m^; 
sin embargo, el valor por m^ en esa zona era de $us 70, lo que significa que el valor del 
terreno era de $us 728.350. Este monto fue consignado como valor actual de reposición. 
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Algo similar sucedió con el tinglado, cuyo valor mínimo fue calculado a razón de $us 50 
por m^, lo que da un monto total de $us 343.790,00; pero debió calcularse con un valor 
de $us 70 por m^, de modo que la suma real era de $us 481.306 (De la Riva, 1995). 

Llama la atención la falta de proüjidad dei informe de la consultora, pues los datos 
dei cuadro anterior fueron extraídos de la parte descriptiva de ese documento, pero no 
coinciden con los dei cuadro resumen de los activos fijos que aUí mismo se presenta. 


Cuadro 73. Comparación entre precio base de subasta y precio de venta de los activos de Inmetal, 1995 


Lote 

Descripción 

Precio base por lote 
(primera subasta) 

Precio base por lote (tercera 
subasta)^ 

Precio de venta 


Terreno 




1 

Tinglado 

Edificaciones 

Líneas telefónicas (2) 

824.828,50 

659.863 

659.863 

2 

Maquinaria y equipo 

Herramientasyaccesorios 

Almacenes 

Vehículos 

84.403,82 

67.523 

67.523 

3 

Mueblesyenseres 

5.715,00 

- 

- 

Total 

914.947,32 

727.386 


* Induye aplicación de una rebaja dei 20% al precio base inicial. 
Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en De la Riva, 1995. 


Los activos de Inmetal fueron vendidos en la tercera subasta. El precio base sufrió 
una modificación por la aplicación de un descuento dei 20% dei precio base inicial. 

Los gastos en consultorias, martiUeros y bonos extralegales se presentan en el siguien- 
te cuadro; 


Cuadro 74. Gastos estatales para la 

privatización de Inmetal ($us) 

Descripción 

Costos 

Consa-Conicom-lnbursa 

15.836,00 

Consultora Cynthia De la Riva 

1.500,00 

MartiUero Trust Services SRL: honorário fijo y comisión de êxito 

9.091,43 

Bonos extralegales 

168.000,00 

Total 

194.427,43 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Contrato 011/95, Contrato con Trust Services SRL, Carta TS/153-P/95,29/08/1995; Documento de préstamo, 8/02/1993). 


El gasto económico ocasionado por el proceso de privatización de Inmetal fue de 
$us 194.427,43. Por concepto de consultorias se gastó la suma de $us 17.336. El ho¬ 
norário de Trust Services SRL por su trabajo como martiUero fue de $us 9.091,43 ($us 
3.439,64 como honorário íijo por tres subastas y $us 5.651,79 como honorário de êxito, 
que representaba el 0,777 dei precio de venta de los lotes 1 y 2). Por otro lado, los bonos 
extralegales pagados a los 84 trabajadores de Inmetal alcanzaron la suma de $us 168.000 
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?us 2.000 por cada trabajador).^^'^ 

El cálculo del perjuicio económico es el siguiente; 


Perjuicio económico de privatización = (Valor mínimo de liquidación lotes 1 y 2 - Precio de venta) + Gastos de 

consultorias + Martilleo + Bono extralegal 


PEP = (909.232,32 - 727.386,00) +17.336,00 + 9.091,43 +168.000 = 376.273,75 


Por tanto, el perjuicio económico por la venta de Industrias Metálicas fue de $us 
376,273.75. Además del perjuicio económico, la enajenación de esta empresa significó la 
pérdida de una industria de gran importância para el departamento de La Paz. 

3.1.1.3. Planta Agroindustrial de Té (PAIT-Chimate) 

La Planta Agroindustrial de Té fue concebida dentro de los programas de desarrollo 
como complemento a los Programas de Colonización dirigida, en los que se incentivó 
el cultivo del té. Inició sus operaciones en agosto de 1971 (CEEP-UEREP, 1993) con 
la planta ubicada en la comunidad de Chimate, cantón Sarampioni de la provinda La- 
recaja. La segunda planta de Caranavi, en la provinda Nor Yungas, comenzó su etapa 
productiva en 1980 (Pena y LiUo, 1995). Las inversiones estatales en PAIT ascendieron 
a $us 1.201.941 (CEEP-UEREP, 1992). 

PAIT era una empresa que producía, envasaba y comercializaba boja de té.^^^ El 
principal problema que enfrentaba era la falta de financiamiento para adquirir una 
envasadora y lograr al 100% de su capacidad instalada (CEEP-UEREP, 1993). Sus 
unidades productivas estaban ubicadas en el norte del departamento de La Paz; con- 
taba con plantas beneficiadoras en Chimate y Caranavi, además de un vivero en esta 
última; lotes rurales de plantaciones y campamentos en el km 52 Bella Vista-Entre 
Rios, lotes en Caranavi (Av. Simón Bolívar y calle Batallón Colorados) y otros en Vi- 
11a Yara; así como dos acciones telefónicas en la ciudad de La Paz. Enl993 contaba 
con 44 trabajadores. 

El Proyecto Agroindustrial del Té no fue constituído como empresa ni por la Corpo- 
ración Boliviana de Fomento (CBF) —su primera propietaria— ni por Cordepaz, razón por 
la que no contaba con personakdad jurídica propia y sus activos formaban parte del patri¬ 
mónio de Cordepaz, aunque algunos bienes aún estaban inscritos a nombre de la CBF. 


224 Consta así en el Informe GDI-INF-058/93 dirigido a Nancy Burgoa Alarcón, gerente de Desarrollo Industrial de 
Cordepaz, por Adolfo Fernández Luna, técnico de Gerencia de Desarrollo Industrial, con la referencia “Descargo 
documental a fondos recibidos del Ministério de Planeamiento y Coordinación”, que fuera remitido a Flavio Escóbar 
Llanos, subsecretário de Desarrollo Económico del Ministério de Planeamiento y Coordinación, el 2 de junio de 1993 
con nota Cite CE-COD-6.5.0 211/93: en el documento se informa además sobre el pago de benefícios sociales a 84 
trabajadores por un monto de Bsl.171.663,18. 

225 Esta es la descripción presentada el Plan específíco del Proyecto Agro-Industrial de Té-PAIT (MC/SNCI/UR/SUB- 
022/96). 
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Como ocurrió con otras empresas que forman parte de este estúdio, los activos indus- 
triales de PAIT fueron transferidos a Cordepaz tras la disolución de la CBF (DS 21060, 
29/08/1985, arts. 118a y 119b). En 1991, el gobierno de Jaime Paz Zamora incluyó a 
PAIT entre las 60 empresas de las Cordes a privatizar (DS 22836, 14/06/1991). Sin em¬ 
bargo, en este período gubernamental no fue vendida, y cerró en 1993. 

El proceso de venta de los activos de PAIT fue retomado en el gobierno de Gonzalo 
Sánchez de Lozada. El 20 de marzo de 1995, el directorio de Cordepaz aprobó la Resolu- 
ción 07/95, que autorizaba la transferencia de PAIT y otras cuatro empresas al sector 
privado y encomendaba a su presidente la conciliación de los pasivos tributários. 

El 25 de abril de 1995, el Consejo de DesarroUo Nacional (Codena) autorizo al Mi¬ 
nistério de Capitalización proceder con la privatización de 47 empresas públicas, entre las 
que se encontraba PAIT Senaló, además, que existían estúdios elaborados en diciembre 
de 1993 que recomendaban “la transferencia de sus activos mediante subasta pública 
dividida en lotes. Los lotes debían ser cinco y dividirse por ubicación geográfica: Oficina 
La Paz (ViUa Fátima), planta de Caranavi, estación de BoHnda, estación agrícola Km 52 y 
estación de Chimate” (Codena, Res. 002/95). 

Para evaluar, valorar y definir la estratégia de transferencia de PAIT al sector pri¬ 
vado, el Ministério de Capitalización solicitó la contratación de servidos de consulto¬ 
ria. Estos se financiaban con recursos dei BID (Convênio ATN/SF-3586-BO) y eran 
ejecutados por el Fondo Nacional de DesarroUo Regional (FNDR). El 3 de mayo de 
1995, Oscar Arrien Sandoval, presidente ejecutivo dei FNDR, suscribió el Contrato 
de consultoria 006/95, por la suma de $us 6.000, con Julio Pena y Lillo, quien debía 
subcontratar —bajo su responsabilidad— a un profesional abogado y a un profesional 
técnico agrónomo. 

De acuerdo al informe dei consultor de mayo de 1995, la PAIT estaba paralizada desde 
bacia casi dos anos, las plantaciones agrícolas (dei km 52) estaban abandonadas, al igual que 
los viveros experimentales de BoUnda; las plantas industriales en Caranavi y Chimate esta¬ 
ban inactivas. El consultor también informó que las instalaciones industriales, edificaciones 
y aknacenes de Caranavi estaban embargados por un juicio laborai con los trabajadores de 
PAIT por el incumplimiento dei pago de beneficios sociales (Pena y LUlo, 1995). 

El 7 de junio de 1995, el Ministério de Capitalización determinó que los activos fúeran 
divididos en cuatro lotes para su venta, y aprobó el Plan específico y el Pliego de Condiciones 
MC/SNCI/UR/SUB-005/95 con los precios base de subasta mediante la Resolución Mi¬ 
nisterial 025/95, los que alcanzaban la suma de $us 579.161,08 según el siguiente detaUe: 


226 Esta resolución fiie suscrita por Fernando Barthelemy Taborga, presidente de Cordepaz, René Velásquez Deheza, gerente 
general de Cordepaz; Jaime Zamora Montano, José Salinas Prudencio y Luis Llanos Saavedra, representantes de los alcaides 
de provinda; Mario César Machaca, representante de la Federación Departamental de Campesinos; Edwin Portocarrero, 
representante dei Poder Ejecutivo, Ministério de DesarroUo Sostenible; Luis Canedo Reyes, representante dei Comitê Cívico 
de La Paz; JuHo César Viscarra, representante dei Poder Ejecutivo; Carlos Zaconeta Iturri, secretario dei Directorio. 
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Lote 1: 
Lote 2: 
Lote 3: 
Lote 4: 
TOTAL 


$us 288.691,32 
$us 212.782,20 
$us 74.687,56 
$us 3.000,00 
$us 579.161,08 


(Min. de Capitaüzación, Res. 25/95, 07/06/1995) 


Para la realización de la subasta, el 27 de junio de 1995, el Ministério de Capita- 
lización contrato a la firma Trust Services SRL como martillero para la subasta de 
13 empresas. El honorário íijo por este servicio fue de $us 37.652 (lo que supone un 
monto de $us 2.896,31 por cada una de las empresas). Se previó, además, el pago de 
un monto contingente (comisión de êxito) del 0,777% del precio bruto de venta de 
los activos (Min. de Capitalización-Trust Service, 27/06/1995). 

Las tres subastas convocadas en 1995 para enajenar los activos de PAIT se declararon 
desiertas. Para que se Uevaran a cabo la segunda y tercera, el Ministério de CapitaUzación 
suscribió dos adendas al contrato del martillero Trust Services; la primera representaba un 
gasto de $us 320,83 por subastar PAIT;^^^ la segunda, $us 222,50. La comisión de êxito 
era la misma que la acordada en el contrato principal (0,777%). 

La subasta de 1996 se realizaría con la Prefectura del departamento de La Paz como 
propietaria de PAIT, pues, por efecto de la Ley 1654 de Descentralización Administrativa 
(28/07/1995), se disolvieron las corporaciones regionales de desarroUo y su património fue 
transferido al dominio y uso departamental, bajo responsabüidad de los prefectos (art. 26). 

El Ministério de Capitaüzación volvió a convocar al consultor Pena y LtUo en 1996 para 
una nueva valuación de esta unidad económica.El precio base resultante de este estúdio 
fue aprobado por el Ministério de Capitaüzación en el nuevo Plan específico y Püego de 
condiciones MC/SNCI/UR/SUB-022/96, a través de la RM 035/96 (21/031996). El de- 
taUe se expresa en el cuadro siguiente; 


227 La adenda encargaba subastar 12 empresas por la suma de |us 3.850; por prorrateo correspondia a PAIT el monto de 
|us 320,83. Fue firmada por Alfonso RevoUo Thenier, ministro de Capitaüzación, y Edgar Saravia, secretario nacional 
de Capitaüzación e Inversión; Ricardo Paz CasteUanos por la empresa Trust Services SRL (el ejemplar cursante en el 
Repositorio de Privatización del Archivo del Ministério de DesarroUo Rural y Economia Plural no lleva la firma del 
representante de la empresa Trust Services SRL). 

228 La adenda fue suscrita en cumpümiento de la Resolución Ministerial 063/95 del 18 de agosto de 1995. Esa norma 
comprometia un honorário fijo de $us 2.670 por la subasta de doce empresas. PAIT se encontraba en el paquete 2. 
Prorrateando dicho monto da como resultado la suma apuntada. 


229 El Plan especifico del Proyecto Agroindústria! de Té-PAIT (Ref: MC/SNCI/UR/SUB-022/96) está firmado por 
Elvira Lupo de Velarde y un consultor cuya firma es üegible. 
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Cuadro 75. Precio base para subasta de los activos de PAIT, 1996 ($us) 


Lote 

Descripción de los lotes 

Precio base 

1 

Terreno y edificaciones de la Planta Procesadora de Caranavi 

135.600 

2 

Maquinaria, equipo de la Planta Procesadora de Caranavi y Planta de Envasado. 

74.050 

3 

Terreno, edificaciones, maquinaria y equipo de la Planta Procesadora de Chimate. 

91.700 

Total 

301.350 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Pliego de condiciones i\/lC/SNCI/UR/SUB-022/96. 


Como se evidencia en el cuadro anterior, los activos de PAIT, divididos en tres lotes, 
alcanzaron el precio base total de $us 301.350, es decir, $us 277.811 menos que el precio 
base fijado en 1995, que era $us 579.161. 

La subasta de tres empresas, entre las que estaba PAIT, fue encargada por el Ministé¬ 
rio de Capitaüzación a la empresa SMS MartiUeo. El honorário fijo por este servicio fue 
de $us 300, además se acordo el pago de un monto contingente o comisión de êxito dei 
2,5% sobre el precio bruto de venta de los activos de PAIT 

La subasta pública de los activos se reaHzó el 27 de marzo de 1996, bajo la dirección dei 
martülero Sérgio Mostajo. Los lotes 1 y 2 fueron adjudicados a Alfredo Jesús Carvajal Guz- 
mán, por los precios base fijados: $us 135.600 y $us 74.050, respectivamente. El contrato 
de compraventa fue suscrito el 1 de abrü de 1996. El lote 3 fue adjudicado a la empresa 
Hansa Limitada, representada por Georges Petit Ramel, por la suma de $us 93.000. Los in¬ 
formes presentados por el martiUero fueron aprobados por el Ministério de Capitalización 
el 29 de marzo de 1996, mediante la RM 037/96 y la RM 038/96, de manera respectiva. 

Resaltando algunos datos económicos: la instalación de esta empresa significó $us 
1.201.941,70 (CEEP-UEREP, 1993). Poco tiempo después, el resumen dei inventario 
valorado de los activos de PAIT, elaborado por el consultor Juho Pena y LiUo en mayo de 
1995, senalaba que los activos tenían un valor de $us 631.156,08. 

En la determinación dei valor de los activos, el consultor no tomó en cuenta la infraes- 
tructura, cuya situación jurídica no estaba saneada; los prédios rurales dei km 52 a BeUa 
Vista y sus edificaciones, los lotes de ViUa Yara y el lote ubicado en el centro de Caranavi. 
Para la subasta de 1995, los activos fueron divididos en cuatro lotes, y su valor alcanzaba 
los $us 579.161,08. 


Cuadro 76. Precio base activos de PAIT, 1995 ($us) 


1 Descripción 

Precio base | 

Lote 1 

288.691,32 

Lote 2 

212.782,20 

Lote 3 

74.687,56 

Lote 4 

3.000,00 

Total 

579.161,08 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en RM 025/96,07/06/1995. 


230 Este contrato fue firmado por Alfonso RevoUo Thenier, ministro de Capitalización; Germán Quiroga Gómez, 
prefecto dei departamento de La Paz; el comprador Alfredo Jesús Carvajal Guzmán, y José Rafael Abastoflor Montero 
como abogado. 
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En 1996, tras declarar desiertas tres subastas, el Ministério de Capitaüzación solicitó 
un reavalúo que dio lugar a un nuevo precio base de subasta, aprobado por dicho Minis¬ 
tério mediante la Resolución Ministerial 035/96 del 21 de marzo de 1996. 

Con fines comparativos, el siguiente cuadro muestra los precios base para la subasta 
de los activos de PAIT aprobados en 1995 y en 1996, así como su precio de venta: 


Cuadro 77. Comparación entre precios base de subasta y precio de venta de ios activos de PAiT 


Lote 

Descripción 

Precio base 
subasta 1995^ 

Precio base 
subasta 1996 

Precio de 

venta 

1 

Terreno y edificaciones de la Planta Procesadora de Caranavi 


135.000,00 

135.000,00 

2 

Maquinaria, equipo de la Planta Procesadora de Caranavi y Planta 
de envasado. 


74.050,00 

74.050,00 

3 

Terreno de 7.500 m2 y edificación en dos plantas (salas industriales). 
Maquinaria y equipo de la Planta Procesadora de Chimate. 


91.700,00 

93.000,00 

Totai 

579.161,08 

301.350,00 

302.650,00 


* El precio base fijado en 1995 correspondia a cuatro lotes; para comparar, se da el precio total fijado para esos cuatro lotes. 
Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Pena y Lillo, 1995; RM 025/96,07/06/1995, Pliego de condiciones MC/SNCI/UR/SUB-022/96. 


Si bien los activos de PAIT fueron vendidos en un precio igual al valor base fijado en 
1996 (e incluso un poco más alto, como en el caso del lote 3), este precio es $us 276.511 
menos que lo avaluado en 1995. Además de esta diferencia entre valor y precio al que se 
vendió, el Estado erogó recursos para privatizar PAIT; 


Cuadro 78. Gastos estataies para ia privatización de PAiT ($us) 



Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Contrato 006/95,3/05/1995, Informe económico de la venta del proyecto Agro industrial de té, SMS Martilleo 30/03/1996. 


Los gastos económicos para la privatización de PAIT sumaron $us 17.005,89. 

En 1992, la Comisión de Evaluación de la Empresa Pública había previsto el pago de 
un bono extralegal de $us 2.000 a 30 trabajadores de PAIT, lo que bacia un total de Sus 
60.000. En la reunión del 5 de enero de 1993, consideró otorgar a Cordepaz un crédito 
puente para el pago de esos bonos extralegales, pero la decisión fue postergada hasta que 
se concluyera la apbcación de ese procedimiento en Inmetal (CEEP, Acta 05/01/1993; 
3). Se desconoce si ese pago fue efectuado, y por tal motivo no fue consignado en la es- 
timación de los gastos estataies. 

El cálculo del perjuicio económico es el siguiente; 
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Perjuicio económico de privatización = (Precio base de cuarta subasta de lotes 1,2 y 3 - Precio de venta) + Gastos de 

consultorias -i- Martilleo y comisión de êxito 


f 


A 


PEP = {301.350,00 - 302.650,00) -1-6.000,00 -1-11.005,89 = 15.705,89 


V 


J 


El perjuicio económico por la venta de la Planta Agroindustrial de Té fue de $us 
15.705,89. 

3.1.1.4. Planta Industrializadora de Leche La Paz (PIL-La Paz) 

La Planta industrializadora de Leche fue creada como una empresa estatal bajo tuición 
de la Corporación Boliviana de Fomento (CBF), mediante la Resolución Suprema 151164 
dei 22 de octubre de 1969. Equipada con recursos provenientes de un crédito comercial 
danés, inició sus actividades el ano 1972. 

Esta empresa se dedicaba a la elaboración y comercialización de productos lácteos 
como leche fluida pasteurizada, queso, mantequiUa, yogurt, crema de leche y dulce de le¬ 
che, además de otros productos menores como helados, jugos de fruta, leche saborizada 
y mermeladas. La planta de PIL La Paz era la única dei país que contaba con equipo y 
maquinaria para la reconstitución de leche en polvo (Ernst & Young, 1995). 

Estaba ubicada en el km 15 de la carretera Panamericana, en la zona de Rio Seco de 
El Alto; ocupaba una superfície de 10.000 m2 en la que se encontraban la fábrica, los 
edifícios de administración, los depósitos, el comedor y otros ambientes. 

La planta tenía una capacidad instalada de procesamiento de 60.000 litros de leche por 
día; sin embargo, solo utüizaba el 40% de su capacidad (Ernst & Young, 1995). Fue con¬ 
cebida originalmente como una procesadora de leche en polvo donada por el Programa 
Mundial de Alimentos (PMA); luego, con los ingresos obtenidos por la venta de leche 
procesada, se debía fomentar la producción de la leche cruda en el campo, tanto en La 
Paz como en el interior dei país (Price Waterhouse, 1993). 

Después de su implementación, se reaüzaron adiciones de maquinaria y equipo, tam- 
bién con financiamiento danés por medio de su agencia de crédito Danida. Entre las 
adquisiciones, destacan una planta procesadora de yogurt y el equipo para la fabricación 
de envases de plástico. 

En 1993, PIL La Paz contaba con 115 empleados: 97 eran trabajadores permanentes y 18, 
eventuales; de los trabajadores permanentes 67 eran obreros. La mayor parte dei personal per- 
tenecía al Sindicato de Trabajadores PIL La Paz, que estaba afiliado a la Federación de Fabnles 
y a la Central Obrera Departamental. En 1992, la empresa enfrentó una importante huelga por 
supuestos maios manejos administrativos de la gerencia de ese momento (Price Waterhouse, 
1993). Esto ocurrió durante la gestión gubernamental de la coalición partidaria MIR-ADN. 
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Como se ha visto en otros casos, la liquidación de la CBF dispuesta por el DS 
21060 (29/08/1985) causó la transferencia de los activos de PIL La Paz a Cordepaz 
el 30 de marzo de 1990, de acuerdo al “Convénio Definitivo de Transferencia de las 
Empresas de la ex CBF a Cordepaz”. Luego de su transferencia, operaba como em¬ 
presa descentralizada con autonomia de gestión administrativa, técnica y financiera 
y con recursos propios (Price Waterhouse, 1993). En 1991, el gobierno de Jaime Paz 
Zamora incluyó a PIL La Paz entre las 60 empresas de las Cordes a ser privatizadas 
(DS 22836, 14/06/1991). 

El 26 de noviembre de 1992, después de que la agencia de compras estatales PNUD/ 
OSP seleccionara al consorcio Price Waterhouse (OSG) y Socimer International, el mi¬ 
nistro de Planeamiento y Coordinación, Samuel Doria Medina, contrató^^^ los servidos 
de dicho consorcio para realizar los estúdios de PIL La Paz junto a otras cinco empresas 
lácteas (PIL Cochabamba, PIL Santa Cruz, PIL Sucre, PIL Tarija y Quesos San Javier). 
Estos estúdios debían determinar su viabihdad técnico-económica, hacer un diagnósti¬ 
co legal, establecer el valor de mercado y la estratégia de su venta, elaborar las bases de 
phegos, verificar y actuahzar inventários, y presentar el precio mínimo debajo del cual no 
seria recomendable la venta de la empresa. 

El honorário fijo pagado por los servidos prestados en la valuación de PIL La Paz fue 
de $us 88.755, la sexta parte del precio total por la evaluación de las seis empresas, que 
fue de $us 532.530. 

A pesar de los estúdios, y a causa de la resistência social, la enajenación de esta em¬ 
presa lechera no se concretó en el periodo gubernamental de Jaime Paz Zamora y fue 
retomada en el de Gonzalo Sánchez de Lozada. El 20 de marzo de 1995, el Directorio 
de Cordepaz aprobó la Resolución 07/95 autorizando a su presidente transferir cinco 
empresas, entre eUas PIL La Paz, al sector privado; además, aprobó la conciliación de 
sus pasivos tributarios.^^^ 

El 25 de abril de 1995, el Consejo de Desarrollo Nacional (Codena) autorizó al 
Ministério de Capitalización a proceder con la privatización de 47 empresas, entre las 
que se encontraba PIL La Paz. Indicaba, también, que existían estúdios sobre esas 
empresas, elaborados en 1993 por el consorcio Price Waterhouse OGS/Socimer In¬ 
ternational. Además, se reconocía a Socimer para asistir y promocionar las PIL con 
miras a su venta. La estratégia de transferencia recomendada fue “venta por licitación 
pública internacional de un paquete del 100%, reservando hasta un 20% para los 
trabajadores” (Codena, Res. 002/95). 


231 El contrato de servidos fue firmado por Samuel Doria Medina A., ministro de Planeamiento y Coordinación y presidente 
de la CEEP; Auguste E. Rimpel, socio de Price Waterhouse (OGS), y Jorge Patino S., socio de Socimer International. 

232 Esta resolución fue suscrita por Fernando Barthelemy Taborga, presidente de Cordepaz, René Velásquez Deheza, gerente 
general Cordepaz; Jaime Zamora Montano, José Salinas Prudencio y Luis Llanos Saavedra, representantes de los alcaides 
de provinda; Mario César Machaca, representante la Federación departamental de Campesinos; Edwin Portocarrero, 
representante del Poder Ejecutivo (Ministério de Desarrollo Sostenible), Luis Canedo Reyes, representante del Comité 
Cívico La Paz; JuHo César Viscarra, representante del Poder Ejecutivo; Carlos Zaconeta Iturri, secretario del Directorio. 
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Con el objetivo de actualizar los estúdios realizados para transferir PIL La Paz, 
el Ministério de Capitalización solicito al Fondo Nacional de Desarrollo Regional 
(FNDR) la contratación de servidos de consultoria, que serían financiados con recur¬ 
sos dei BID (Convênio ATN/SF-3586-BO). El 2 de junio de 1995, Oscar Arrien San- 
doval, presidente ejecutivo dei FNDR, suscribió el Contrato de consultoria 006/95 
con el consorcio estadounidense Ernst & Young por la suma de $us 225.142,86 para 
la actualización de datos de cinco empresas lecheras (se excluyó Quesos San Javier), 
correspondiendo a cada una $us 45.028,57. 

El 9 de agosto de 1995, el ministro de Capitalización, Alfonso Revollo Thenier; 
el presidente de Cordepaz, Fernando Barthelemy Taborga; la Cooperación Danesa 
(Danida) representada por Michael Hjortso, encargado de negocios de la Embajada 
Real de Dinamarca, y los productores lecheros de La Paz (Aplepaz y Asprolpa) fir- 
maron un convênio de actuación que aprobaba, como modalidad de privatización, 
la constitución de una sociedad anónima mixta entre los productores lecheros y 
Cordepaz. Danida prestaria el apoyo técnico y financiero bajo la condición de que, 
minimamente, el 20% de las acciones de PIL fueran transferidas a los productores 
lecheros. El aporte accionario estatal (de Cordepaz) en la SAM debia ser al menos 
dei 67% y seria transferido a terceros a través de licitación pública. Los productores 
lecheros que firmaron el convênio pertenecian a las provindas Omasuyos, Los An¬ 
des, Ingavi, Aroma y Murillo; eran parte de la Asociación de Productores de Leche 
dei departamento de La Paz (Aplepaz) y la Asociación de Productores de Leche de 
la Provinda Aroma (Asprolpa). 

Sin embargo, contradiciendo este convênio, el Ministério de Capitalización convocó 
a la licitación pública por el 100% de los activos fijos e inventários de PIL La Paz y PIL 
Cochabamba, en conjunto, para conformar una sociedad anónima denominada PIL An¬ 
dina SA (DS 24352, 20/08/1996, Considerando segundo). Esta decisión se enmarcó en 
la Resolución 011/96 emitida por el Codena el 19 de juho de 1996. El Plan específico y 
Phego de condiciones (MC/SNCI/UR/LIC-006/95) fueron aprobados por el Ministério 
de Capitalización el 22 de julio de 1996, mediante Resolución Ministerial 096/96. 

En 1996, por efecto de la Ley 1654 de Descentralización Administrativa (28/07/1995), 
PIL La Paz y PIL Cochabamba pasaron a depender de sus respectivas prefecturas. Más ade- 
lante, ambas prefecturas participarían dei proceso de enajenación de sus empresas lecheras. 

El 24 de juho de 1996, la Comisión cahficadora presidida por el ministro de Capita- 
hzación, Alfonso Revoho Thenier,^^^ procedió a la recepción de sobres y la apertura de 
propuestas para la hcitación. Fueron presentadas tres ofertas; una de la empresa peruana 
Gloria SA por $us 8.041.000, otra de la empresa argentina Sancor por $us 3.158.513 y 
la tercera de la empresa bohviana Industrias Vascal SA por $us 7.385.711. La Comisión 


233 La Comisión Calificadora estaba conformada por Alfonso Revollo Thenier, como presidente; Carlos Saravia Durnik, 
secretario nacional de Privatización e Inversión; Germán Quiroga Gómez, prefecto dei departamento de La Paz; 
Alberto Gasser Vargas, prefecto de Cochabamba; Mauricio Prudencio Tardio y Enrique Quiroz Jordán, consultor y 
asesor jurídico de la Unidad de Reordenamiento, respectivamente. 
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calificadora recomendo la adjudicación de los activos de PIL La Paz y PIL Cochabamba 
a la empresa peruana Gloria SA por $us 8.041.000 pagaderos al contado. 

El presidente Gonzalo Sánchez de Lozada y su gabinete adjudicaron, mediante DS 
24352 del 20 de agosto de 1992,^^'^ las plantas industrializadoras de leche de La Paz y 
Cochabamba a la empresa Gloria SA del Perú por el monto propuesto ($us 8.041.000), 
del que $us 1.814.049,60, (o el 22,56% del total vendido) correspondían a PIL La Paz. 

El contrato de compraventa fue suscrito el 10 de septiembre de 1996 y su proto- 
cohzación se reahzó el 16 de octubre de 1996 ante la notaria de Gobierno de La Paz, 
Rosário Jiménez Pinaya. El contrato de compraventa comprometia al comprador a 
constituir PIL Andina SA con los Productores de Leche de Cochabamba (Prolec SA) 
y con Lechería del Altiplano SA (Ledal SA), en los términos senalados en el Phego de 
condiciones. El objeto principal de la empresa a constituirse era la explotación y admi- 
nistración de las plantas de leche. La empresa compradora también comprometió ofer¬ 
tar acciones a los extrabajadores de PIL Cochabamba hasta un monto de Bs86.000. 

Por lo senalado, el Testimonio 90/96, referido a la Escritura Pública de Constitu- 
ción de sociedad anónima por acto único de accionistas de la empresa PIL Andina SA, 
cursa en el Protocolo del contrato de compraventa. Este documento fue suscrito por 
Rolf Kronenberg Meeners, en representación de la sociedad Gloria SA; Gonzalo Rojas 
Herbas y Juan Montano Perales, en representación de la sociedad Productores de Leche 
de Cochabamba (Prolec SA); y Alberto Flores Mamani y Sabino Flores Felipe, en repre¬ 
sentación de la sociedad Productores de Leche de La Paz (Ledal SA). La constitución de 
PIL Andina SA está fechada el 5 de septiembre de 1996 y se hizo ante la notaria de Fe 
Pública 054, Tatiana Núnez Ormachea. También se adjuntó al contrato una nómina de 
los trabajadores para efectos de la compra de acciones en PIL. 

Algunos datos económicos a destacar; se calcula que los gastos estatales en la imple- 
mentación de PIL La Paz ascendieron a $us 4.555.760 (Barrón del CastiUo, 2007). 

El balance general de PIL La Paz, al 31 de marzo de 1992, senalaba un total de activos 
por un valor de Bsl5.933.764 que, al cambio de Bs3,73 por 1 dólar, representaba $us 
4.271.786,60 (Price Waterhouse, 1993). 

En 1993, de acuerdo a Price Waterhouse, los activos de PIL La Paz tenían un valor 
de reposición de $us 4.900.000 y un valor de hquidación de $us 1.820.000 (Price Water¬ 
house, 1993). 

En 1995, la consultora Ernst & Young determinó que PIL La Paz tenía los siguientes 
valores para su transferencia al sector privado; 


234 El DS 24352 (20/08/1996) de adjudicación fiie firmado por Gonzalo Sánchez de Lozada, Antonio Aranibar Quiroga, 
Carlos Sánchez Berzaín, Jorge Otasevic Toledo, José GuUlermoJustiniano Sandoval, ministto de la Presidência y suplente de 
Justicia; Gonzalo Achá de la Parra, ministro suplente de Hacienda; Fernando Candia CastiUo, Freddy Teodovich Ortiz, Moisés 
Jarmúsz Levy, Reynaldo Peters Arzabe, GuUlermo Richter Ascimani, Alfonso RevoUo Thenier, Jaime ViUalobos Sanjinés. 

235 Alfonso RevoUo Thenier, ministro de CapitaUzación; Germán Quiroga Gómez, prefecto del departamento de 
La Paz; Alberto Gasser Vargas, prefecto del departamento de Cochabamba; y Rolf PhiUpp Kronenberg Meeners, 
representante legal de Gloria SA, firmaron el contrato de compraventa. 
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• Escenario optimista $us 3.804.000 

• Escenario pesimista $us 1.602.000 

• Escenario probable $us 2.502.000 

Finalmente, los activos de PIL La Paz fueron vendidos el 10 de septiembre de 1996 
en $us 1.814.049,60, equivalente al 22,56% dei monto total de venta de PIL La Paz y PIL 
Cochabamba; a esta última le correspondia 77,44%. El monto correspondiente a PIL La 
Paz es cercano al denominado “escenario pesimista” por Ernst & Young. 

Para la venta de esta empresa, el Estado boliviano erogó recursos económicos, con¬ 
forme al siguiente detaUe: 


Cuadro 79. Gastos estatales para la privatización de PIL La Paz ($us) 


1 Descripción 

Costos 1 

Price Waterhouse/Socimer, 1992 

88.755,00 

Ernst & Young, 1995 

45.028,57 

Cynthia de la Riva 

2.830,00 

Honorário fijo para Socimer 

28.000,00 

Honorário de êxito en favor de Socimer 

33.197,11 

Total 

197.810,68 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Contrato de servidos de 26/11/1992. Contrato de Consultoria 001/95,2/06/1995. 


Los gastos para la privatización de PIL La Paz fueron $us 197.293,18. Esta cifra no 
considera los gastos adicionales como los de pubücidad y otros destinados a promover 
su enajenación. 

La Comisión de Evaluación de la Empresa Pública, en 1992, había previsto el pago 
de un bono extralegal a 60 trabajadores de PIL La Paz, a razón de $us 2.000 por traba- 
jador, lo que bacia un total de $usl20.000 (CEEP-UEREP, 1992). Sin embargo, no se 
cuenta con la documentación que lo acredité, por lo que no se considera en la estima- 
ción dei perjuicio total. 

El cálculo dei perjuicio económico es el siguiente; 


Perjuicio económico de privatización = (22,56% dei valor probable como empresa en marcha igual a 12.917.000,00 - 

22,56% Precio de venta) + Gastos de consultorias 


PEP = (2.914.000,20 -1.814.049,60) -I- 197.810,68 = 1.297.761,28 


Por tanto, el perjuicio económico por la venta de la Planta Industriabzadora de Leche 
fue de $us 1.297.761,28. 












262 


Las empresas públicas del departamento de La Paz 


3.1.1.5. Planta de Hilandería de Viacha (Hilanviacha) 

Esta unidad económica nació como parte del Proyecto de DesarroUo Rural Integrado 
UUa-UUa para el rubro têxtil de acopio, almacenaje y procesamiento de las fibras de 
ovinos y camélidos. La ejecución del proyecto estaba a cargo del Instituto de Fomento 
Lanero (Infol), creado por el DS 15138 del 25 de noviembre de 1977, como una entidad 
encargada de la producción, procesamiento y comercialización de pelos finos de camé- 
Udos y lanas, bajo la tuición y supervisión de los Ministérios de Asuntos Campesinos y 
Agropecuários y de Industria, Comercio y Turismo. 

El financiamiento global para el proyecto fue otorgado por el Banco Mundial a través 
de la Asociación Internacional para el DesarroUo (AID). Los recursos provenían del 
Convénio de Préstamo 1510/BO por $us 9.000.000, a través del Banco Internacional de 
Reconstrucción y Fomento (BIRF) bajo Convénio de Préstamo 162/BO. Además, contó 
con recursos de la Comunidad Económica Europea por $us 2.020.000 y con la contribu- 
ción boUviana de $us 6.048.000 (DS 15364, 22/03/1978). 

Ese crédito, que contemplaba la construcción de una hilandería, fue ejecutado en el mar¬ 
co de un convénio subsidiário suscrito entre Infol y el Gobierno de BoUvia; el Instituto re- 
cibiría un crédito de inversión para la hilandería y la matéria prima que seria amortizado en 
el plazo de 15 anos, con cinco anos de gracia y un interés del 12% anual (Barbato, 1995). 
Además del Proyecto UUa UUa, Infol tenía como objetivo; 

... incrementar la producción, procesamiento, comercialización e industrialización de lanas de 
ovino y pelos de camélidos y la conservación de la vicuna, en las regiones laneras del país [...] 
para revitalizar la industria têxtil y por considerarse prioritário el desarroUo de la población 
campesina dedicada a la crianza de dichos animales (DS 15821, 15/09/1978). 

La construcción de la infraestructura para una planta hilandera de pelo de alpaca y 
llama y lana de ovinos fue aprobada por el Comité Nacional de Proyectos mediante la 
Resolución 800163 del 11 de agosto de 1980. Dicha construcción —en terrenos de la 
zona de Viriloco en la localidad de Viacha del departamento de La Paz— fue Ucitada en 
1985 y adjudicada en 1986 a la empresa constructora Materiales, Arquitectura y Cons¬ 
trucción (Maco Ltda.) (DS 21204, 2/04/1986). El contrato para la construcción de 
obras civiles fue suscrito el 4 de septiembre de 1986 por la suma de $us 1.622.726,94. 

La maquinaria de la hüandería fue entregada por Infol a Maco en custodia, a través de 
un contrato de Depósito suscrito el 15 de octubre de 1986; y almacenada en los depósitos 
del recinto de la obra bajo responsabihdad de Maco Ltda. Ese documento senalaba que 
esa condición de depositário seria retribuída. 

Los recursos estatales erogados para el terreno, construcciones, maquinaria y equipo, 
instalaciones industriales, equipos auxiliares, capital de trabajo y otros, ascendieron a $us 
7.500.000. Entre 1981 y 1987, se desembolsaron $us 6.000.000 para la compra de maqui¬ 
naria y un mínimo de obras civiles inconclusas (Barbato, 1995). 
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El 13 de junio de 1989, Infol fue extinguido por determinación dei gobierno de Víc- 
tor Paz Estenssoro y la Planta IndustriaHzadora de Hilados de Viacha fue transferida a 
Cordepaz (DS 22222,13/06/1989). 

Como propiedad de Cordepaz, la Planta de Hüandería Viacha mantuvo su objetivo; rea¬ 
lizar el acopio, aknacenaje y procesamiento de las fibras de ovinos y caméhdos provenientes 
de la región andina dei país; sin embargo, jamás fue instalada. Un reporte aprobado por el 
Consejo de DesarroUo Nacional, en 1995, senala que “la maquinaria y equipos pertenecien- 
tes a esta unidad nunca fueron instalados debido a la negligencia de la entidad propietaria. 
Al presente la maquinaria continúa embalada” (Codena, Res. 013/95, 20/09/1995). 

El cierre de Infol y el corte dei financiamiento dei Banco Mundial impidieron que se 
concretara su implementación. 

La transferencia de la Planta de Hüandería Viacha al sector privado fue autorizada por 
el directorio de Cordepaz el 20 de marzo de 1995, a través de la Resolución RD 07/95. El 
7 de mayo de 1995, la Secretaria Nacional de Agricultura y Ganadería transfirió a Cordepaz 
un terreno de 44.000 m2 —en el que estaba la infraestructura en construcción de la Planta de 
Hüandería Viacha—y sus activos industriales (Testimonio 450/95, 07/05/1995). 

Los estúdios de evaluación, valorización y definición de la PHV, a objeto de su pri- 
vatización, fueron encargados al consultor José Gaetano Barbato L. por la suma de $us 
9.010, mediante el Contrato de Consultoria 023/95 dei 26 de junio de 1995. 

El 20 de agosto de 1995, el Codena autorizo al Ministério de Capitalización proceder con 
la privatización de 10 unidades económicas, entre las que estaba Planta de Hüandería Viacha; 
senalaba como mecanismo de privatización la licitación pública (Res. Codena 013/95). El Plan 
específico y el Pliego de condiciones para la licitación pública de Hüanviacha fueron aproba- 
dos por el Ministério de Capitalización el 20 de septiembre de 1995 mediante la Resolución 
Ministerial 080/95. El precio de venta dei Pliego fúe fijado en $us 200. 

El 17 de noviembre de 1995, mediante Resolución Ministerial 112/95, el Ministério 
de Capitalización designó a los vocales de la Comisión caüficadora para la licitación pú- 
bhca de los activos de la Planta en los siguientes términos; 

Designar Vocales de la Comisión de Calificación para la Licitación de los activos pertenecien- 
tes a la unidad económica conocida con el nombre de Planta Hüandería Viacha (PHV), de 
propiedad de la Corporación Regional de DesarroUo de La Paz (Cordepaz), al Presidente y 
al Gerente General de la Corporación Regional de DesarroUo de La Paz; al Lic. Héctor EUas 
Ayoroa y al Dr. Enrique Quiroz Jordán, Consiütor y Asesor Legal de la Unidad de Reordena- 
miento, respectivamente. 

Esta convocatoria fue declarada desierta por falta de postores. Para el 18 de diciembre de 
1995, se convocó nuevamente, pero también fue declarada desierta por la inexistência de pro- 

236 El Contrato de consultoria 023/95 fue suscrito por el consultor Barbato y por Oscar Arrien Sandoval, presidente 
ejecutivo dei Fondo Nacional de DesarroUo Regional. El FNDR tenía a su cargo la ejecución de los recursos de apoyo 
a la privatización que provenían dei Crédito ATN/SF-3586-BO dei BID. De acuerdo al contrato, el consultor debía 
subcontratar, bajo su responsabüidad, un abogado, un ingeniero civü y cuatro ajoidantes de campo. 
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puestas. La nueva convocatoria se publico en Presencia, Lm Ka^n, Última Hora y Hq)i (los dias 10 
y 24 de marzo y 12 de mayo de 1996), esta vez bajo la titularidad propietana de la Prefectura 
del departamento de La Paz, por efecto de la Ley 1654 de Descentralización Administrativa, 
que había disuelto las Cordes y transferido su património a la entidad prefectural. 

La recepción de sobres y la apertura de propuestas para la Hcitación de los activos de 
la PHV se realtzaron el 29 mayo de 1996. La Comisión caüficadora reviso el sobre “A” 
de tres empresas; Hilandería Sendtex Ltda., representada por Sender Aizencang Ender; 
Polar Têxtil Ltda. de José Iberkleid Ungerson; y Lanifício del Altiplano SRL, representada 
por Marco Antonio Silvestro Sainz. Esta última empresa fue descaüfícada pues no había 
cumphdo con los requisitos establecidos en el Phego de condiciones, y no se conoció su 
oferta económica. Fueron revisadas las ofertas económicas de Hilandería Sendtex Ltda., 
que ofrecía $us 672.000 por ambos lotes, y de Polar Têxtil Ltda. que ofertaba $us 401.000 
por el lote 1 y $us 50.000 por el lote 2, lo que hace un total de $us 451.000. 

Ambas propuestas se haUaban por encima de los $us 450.000 que el consultor Bar- 
bato había fíjado como precio mínimo. La Comisión cahfícadora recomendó la adjudica- 
ción de los activos de la PHV (lotes 1 y 2) en favor de Hilandería Sendtex Ltda. por $us 
672.000, suma que debía pagarse al contado al momento de la suscripción de los docu¬ 
mentos de transferencia.^^’ La adjudicación fue aprobada el 3 de julio de 1996 a través del 
DS 24333 y el contrato de compraventa fue suscrito el 7 de agosto de 1996. 

A pesar de que se invirtieron más de $us 6.000.000 para implementar la empresa, 
nunca fue puesta en funcionamiento; la maquinaria (completamente nueva y aún empa- 
quetada) fue enajenada junto al terreno (38.568,80 m2), y también la infraestructura, a 
un precio irrisorio de $us 672.000, el 11% del monto gastado en su faUida instalación. 

Algunos datos económicos a destacar; la inversión estatal, entre 1981 y 1987, había 
alcanzado los $us 6.000.000 (Barbato, 1995). Esta suma contrasta con los valores para la 
maquinaria de la PHV, determinados por Barbato en 1995; 


• Valor de importación 

• Valor real de maquinaria 
puesta en planta (ano 1981) 

• Valor de reposición 

• Valor actual 

• Valor mínimo de Hquidación 


$us 4.193.697 (precio pagado por Infol) 

$us 2.693.697 
$us 2.635.800 
$us 2.196.500 
$us 1.867.025 


Los valores de la infraestructura de la PHV fueron los siguientes; 

• Valor real $us 443.033,04 

• Valor de liquidación $us 310.123,13. 


237 La Recomendación de la Comisión caüficadora fue firmada por Alfonso Revollo Thenier, ministro de capitaüzación; 
Edgar Saravia Durnik, secretario nacional de Capitaüzación e Inversión; Germán Quiroga Gómez, prefecto del 
departamento de La Paz; Aníbal Revollo Miranda, secretario general; Elvira Lupo de Velarde, directora ejecutiva 
de la Unidad de Reordenamiento; Enrique Quiroz y Héctor Eüas, asesor jurídico y consultor de la Unidad de 
Reordenamiento, respectivamente. 



Neoliberalismo: enajenación de empresas públicas y recursos naturales, 1985-2005. T. 2 


265 


De manera inconsistente con todo lo informado en 1995, el 29 de mayo de 1996, 
el consultor José Barbato fijó el precio mínimo para la maquinaria y el terreno en $us 
450.000, una suma apenas más alta que la dei valor real dei terreno, omitiendo el valor de 
la maquinaria nueva. 


Cuadro 80. Comparación entre avalúos y precio de venta de los activos de la PHV ($us) 


Descripción 

Valor actual^ 
(1995) 

Valor mínimo ode 
liquidación (1995) 

Valor mínimo (carta 
29/05/1996) 

Precio de venta 

Terreno 

160.817,04 

112.571,93 



Edificaciones 

282.216,00 

197.551,20 



Maquinaria 

2.196.500,00 

1.867.025,00 



Total 

2.639.533,04 

2.177.148,13 

450.000,00 

672.000,00 


* Valor que toma en cuenta la obsolescência de la maquinaria. 
Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Barbato, 1995. 


Por otra parte, los gastos en consultorias y martiUeros son los siguientes: 


Cuadro 81. Gastos estatales para la privatización de PHV ($us) 


Descripción 

Costos 

Consultor José gaetano Barbato, 1995 

9.010,00 

Consultor José gaetano Barbato, 1996 

3.782,18 

Trust Services SRL (martilleos) 

3.439,64 

Honorário de êxito en favor de martillero 

5.221,44 

Total 

21.453,26 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Contrato de servidos de 26/11/1992. Contrato de Consultoria 001/95,2/06/1995. 


El cálculo dei perjuicio económico es el siguiente; 


f 

Perjuicio económico de privatización = (Valor real - Precio de venta) -i- Gastos de consultorias + Martilleos 

V_ J 


r \ 

PEP = (2.639.533,64-672.000,00) -f 12.792,18 -f 8.661,08 = 1.988.986,90 

V_^^_ ) 


Por tanto, el perjuicio económico por la venta de la Planta de Hilandería Viacha fue 
de $us 1.988.986,90. 

3.1.1.6. Hotel Prefectural Caranavi 

El Hotel Prefectural Caranavi se habría construido en los anos setenta, pero no existe preci- 
sión al respecto. Dependia de la Prefectura de La Paz, pues la Resolución Suprema 205476 dei 
28 de noviembre de 1988 dispuso extender el título ejecutorial en favor de esta Prefectura. 

El hotel estaba ubicado en la población de Caranavi, en el municipio dei mismo nom- 
bre de la provinda Nor Yungas, a 156 km de la ciudad de La Paz. Estaba situado en el 
pueblo, 300 metros al sur de la plaza principal y a casi 500 metros de la carretera. Había 
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acceso por vía terrestre y aérea, pues contaba con una pista de aterrizaje para aeronaves 
pequenas (Conam-Audicomp, 1993). 

Su terreno era de 4.600 m2, con una superfície construida de 991 m2 en tres plantas. 
Contaba con 20 habitaciones con bafios privados distribuídas en la primera y segunda 
planta, oficina de recepción, habitaciones de servicio y bodegas en la planta baja. Tam- 
bién contaba con restaurante y salón de juegos múltiple, dos piscinas (una para adultos, 
de 300 m2, y otra para ninos, de 15 m2), una batería de vestidores, bafios y duchas, una 
zona de recreo (jardín con grandes árboles frutales y amplio espacio para esparcimiento 
dentro del terreno del hotel), y una zona de parqueo amplia. 

El 5 de julio de 1991, la Prefectura de La Paz, representada por Fernando Cajías de la 
Vega, entrego en concesión el Hotel Prefectural Caranavi, para su administración, a Pablo 
Hascel Karim BustiUo Ampuero. El Phego de especifícaciones senalaba que dicha con¬ 
cesión estaba sujeta a una inversión previa de $us 25.000 para la refacción de la infraes- 
tructura, la adquisición de mobihario y el equipamiento según un cronograma. Asimismo, 
el concesionario se comprometia a pagar un canon mensual de $us 300, el cual podia ser 
revisado después de los primeros seis meses. La vigência del contrato era de cuatro anos; 
se preveía que, en caso de que el concesionario no lograra cumphr con ese plazo, la inver¬ 
sión se consolidaria en favor de la Prefectura de La Paz.^^® 

La enajenación del Hotel Prefectural Caranavi comenzó con la contratación de servi¬ 
dos de consultoria; era necesario determinar la factibilidad del proceso, realizar un avalúo 
y establecer la estratégia recomendada para su privatización. El 30 de noviembre de 1992, 
el Ministério de Planeamiento y Coordinación suscribió un contrato de consultoria con el 
consorcio Conam-Audicomp SRL^^^ para la evaluación de ocho hoteles prefecturales de 
La Paz; el pago total por los servidos prestados fue de $us 65.000 de los cuales, por pro- 
rrateo, corresponde $us 8.125 por el estúdio del Hotel Caranavi en particular. El proceso 
de selección de este consorcio consultor estuvo a cargo de la agencia de compras C3D 
cuyos honorários fueron de $us 6.000, para prestar servicios a 14 hoteles prefecturales 
en vários departamentos del país, correspondiendo a cada uno la suma de $us 428,57. 

El consorcio Conam-Audicomp determinó que el Hotel Caranavi tenía un valor de 
reposición de $us 146.442 y un valor de hquidadón de $us 43.932, equivalente al 30% del 
valor del avalúo. Recomendó, además, que su transferencia se realizara mediante subasta 
pública (Conam-Audicomp, 1993). 

De acuerdo al informe de consultoria, el hotel no funcionaba desde mayo de 1992 y 
había sufrido un gran deterioro por el grado de abandono y la falta de mantenimiento. Se 
desconocían los motivos por los cuales Pablo BustiUos, el arrendatario (locatario), había 
abandonado las instalaciones (Conam-Audicomp, 1993). Es importante senalar que el 
contrato suscrito entre la Prefectura de La Paz y Pablo BustiUos, el 5 de juUo de 1991, no 


238 La Minuta de contrato de concesión para la administración del Hotel Prefectural de Caranavi fue suscrita por Fernando 
Cajías de la Vega, prefecto del departamento de La Paz y Pablo Hascel Karim Bustillo Ampuero, el concesionario. 

239 El contrato fue suscrito por Flavio Escóbar Uanos, subsecretário de DesarroUo Socio-Económico, por parte del Ministério 
de Planeamiento y Coordinación, y por Luis Iriarte Saavedra como representante del consorcio Conam-Audicomp. 
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fue de alquiler, sino un contrato de concesión para la administración que incluía un canon 
de arrendamiento pero también un compromiso de inversión previa de $us 25.000. Sobre 
esto último, el consorcio a cargo de la consultoria no informo nada. 

La autorización prefectural para enajenar el Hotel Caranavi fue aprobada el 12 de mar- 
zo de 1993 mediante la Resolución Prefectural 56/93. La CEEP autorizo su venta por 
subasta pública el 23 de marzo de 1993, con un precio base de $us 43.932; esta decisión 
fue refrendada por el Coneplan el 24 de marzo de 1993 con la Resolución 28/93. 

El 16 de abril de 1993, se realizó la subasta dei Hotel Prefectural Caranavi con la par- 
ticipación de Trust Services SRL como martiUero. Fue ofertado sobre el precio base de 
$us 43.932 ante siete postores habilitados y adjudicado por $us 64.500 a Eva EspreUa de 
Rojas. El pago fue realizado el 19 de abril de 1993. 

El contrato de compraventa dei hotel fue suscrito por Samuel Doria Medina, ministro 
de Planeamiento y Coordinación; Adolfo Sohz Antezana, prefecto dei departamento de 
La Paz, y por la compradora Maria Eva EspreUa de Rojas. Este documento fue proto- 
coUzado el 10 de mayo de 1993 con el número 342/1993, ante la Notaria de Gobierno 
EUzabeth Sossa Mercado; estuvieron presentes en tal acto Adolfo SoUz Antezana, pre¬ 
fecto dei departamento de La Paz; Flavio Escóbar Llanos, ministro a. i. de Planeamiento 
y Coordinación; y Maria Eva EspreUa de Rojas, la compradora. 

Resaltando algunos datos económicos; de acuerdo al avalúo técnico elaborado por el 
consorcio Conam-Audicomp en 1993, el Hotel Prefectural Caranavi vaUa $us 146.442 en 
el estado en que se encontraba. Esa cifra fue obtenida considerando el valor de $us 4.600 
para el terreno de 4.600 m2 y $us 141.842 para las ediíicaciones. El detaUe dei avalúo de 
las edificaciones se describe en el cuadro siguiente; 


Cuadro 82. Avalúo técnico de las construcciones dei Hotel Prefectural Caranavi ($us) 


1 Construcción 

Valor original 

Valoración dei avalúo (1993) | 

Edifício hotel 

219.000 

76.650 

Bloque servidos 

26.208 

20.966 

Vestidores y duchas 

10.620 

5.310 

Sala de máquinas 

2.000 

1.200 

Piscina 

45.000 

27.000 

Piscina para ninos 

675 

608 

Piso de cemento 

4.200 

2.100 

Piso de mosaico 

2.200 

2.090 

Malla olímpica 

6.576 

5.918 

Valor total ] 

316.479 i 

141.842' 


Fuente: Conam-Audicomp, 1993. 


De acuerdo al cuadro, el valor original de las edificaciones fue calculado en $us 316.479 
y su avalúo técnico en $us 141.842. El avalúo técnico fue entendido como “el costo actual 


240 La Resolución 028/93 se encuentra transcrita en el Testimonio 342/93 de Protocolización de los documentos 
relativos al contrato de compraventa dei Hotel Prefectural Caranavi. 












268 


Las empresas públicas del departamento de La Paz 


de hacer una edificación similar en este momento ajustado al porcentaje del valor que 
tiene en base al grado de deterioro actual” (Conam-Audicomp, 1993). 

Apelando a una supuesta depresión en el precio de los bienes raíces y el estado de 
conservación del edifício (que ya había sido calculado en el avalúo técnico), el consorcio 
consultor determino un valor de Hquidación de $us 43.932, es decir, solo el 30% del valor 
del hotel (Conam-Audicomp, 1993). 

La comparación entre los avalúos y el precio de venta es el siguiente; 


Cuadro 83. Comparación entre avalúos y precio de venta del Hotel Caranavi, 1993 ($us) 


CONAM-Audicomp 


Valor original 

Valor del avalúo técnico 

Valor de Hquidación 

Precio de venta 

316.479 

146.442 

43.932 

64.500 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Conam-Audicomp, 1993, yTestimonio 342/93. 


Los gastos por concepto de consultoría ascendieron a $us 8.553,57; $us 428,57 por el pago 
a la agencia de compras C3D que seleccionó a Conam-Audicomp SRL, y $us 8.125 por el 
pago a este consorcio que realizo el estúdio de valuación y transferencia al sector privado. 

El martülero Trust Services presentó su informe a la Prefectura de La Paz el 21 de abnl de 
1993, reportando que los gastos para la privatización del Hotel Prefectural Caranavi ascendían 
a $us 4.652; $us 1.762,50 por sus honorários y los restantes $us 2.889,50 por el pago de publi- 
caciones e impresión del material de difusión para la subasta (Trust Services, 21/04/1993). 


Cuadro 84. Gastos estatales para la privatización del Hotel Prefectural Caranavi ($us) 



Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Acuerdo de Prestación de Servidos con C3D, 09/11 /92; Contrato con Conam-Audicomp, 30/11 /1992, y nota de Trust 
Services CITETS/024/93,21/04/1993. 


El cálculo del perjuicio económico es el siguiente; 


r 

Perjuicio económico de privatización = (Avalúo técnico de terreno e inmuebles - Precio de venta) + Gastos de 

consultorias + Martilleo 


r N 

PEP = (146.442,00 - 64.500,00) -t 8.553,57 -t 4,652,00 = 95.147,57 

V_ ) 


Por tanto, el perjuicio económico por la venta del Hotel Prefectural Caranavi fue de 
$us 95.147,57. 
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Antes de su enajenación, la Prefectura de La Paz había entregado el hotel a un privado, 
que abandonó el lugar revelando la negligencia de dicha entidad estatal en el tratamiento 
de sus bienes. 

3.1.1.7. Hotel Prefectural Urmiri 

La construcción dei Hotel Prefectural Urmiri data dei ano 1933 (Echave y Moscoso, 2011). 
En junio de ese ano, el presidente de la República Daniel Salamanca mandó a construir 
una casa de descanso exclusiva para las autoridades de gobierno, una lujosa edificación de 
mármol con una piscina de baldosa de 18 m^, que aún es utilizada y conserva el material 
(Página Siete, “Aguas termales de Urmiri, un oásis en el altiplano paceno”, 26/04/2011). 

El hotel está ubicado en el municipio de Sapahaqui de la Provinda José Román de 
Loayza dei departamento de La Paz, a 117 km de la ciudad de La Paz, aproximadamente 
a tres horas de viaje por tierra. Fue construido entre dos cerros; en los prédios cercanos 
no había asentamientos y las poblaciones más cercanas se encontraban a más de 2 km 
(Sapahaqui, Tiwanaku y HuayUani, entre otras). 

El hotel contaba con 20 habitaciones y una capacidad de 57 plazas. El terreno temd 
un total de 102.236 m^ y las siguientes construcciones; 

• Un edifício principal con dos plantas y un enfarolado. 

• Una construcción de dos plantas, contigua al hotel, con dos habitaciones como vi- 
vienda dei administrador. 

• Cuatro cabanas compuestas por un dormitorio, un vestidor y un bano romano. 

• Dos piscinas; una principal cuyas dimensiones eran 15m de longitud, 5m de ancho y 
una profundidad de 1,40m a 1,60m; y la otra, con una longitud de 6m y 5,5m de ancho 
y l,20m de profundidad. 

• Vestidores, banos y duchas de los semisótanos construídos debajo de la estructura 
principal. 

• Sauna ubicada en una construcción aislada de hormigón ciclópeo y mampostería de 
piedra, el agua cakente (vapor) circulaba por duetos subterrâneos. 

• Bloque de servido ubicado en uno de los cerros circundantes al hotel y destinado al 
personal de servido. 

• Estanque de agua con capacidad de 30 m3 que servia para la retención y enfriado dei 
agua a ser usada en el aseo y la atención dei hotel. 

• Otras construcciones; pequena capiUa y sala de máquinas donde estaba el generador 
de energia eléctrica (KeUert, 1995; 23) 

El principal atractivo estaba constituído por sus aguas termales; siete vertientes de 
agua fluyendo a una temperatura de 75°C. Estas aguas eran transportadas, a través de 
duetos directos, a las piscinas, saunas y habitaciones dei hotel. 
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En 1993, el hotel se encontraba alquilado a Jazmín CabaUero por un plazo que se 
extendía desde el 8 de juho de 1990 hasta el 8 de juho de 1994, y por un canon de arren- 
damiento de $us 280 mensuales. 

El 30 de noviembre de 1992, el Ministério de Planeamiento y Coordinación sus- 
cribió un contrato de consultoria con el consorcio Conam-Audicomp para la 

evaluación de ocho hoteles prefecturales del departamento de La Paz, entre los que 
se encontraba el Hotel Prefectural Urmiri. El pago total por los servidos de consul¬ 
toria fue de $us 65.000, de los cuales corresponde la octava parte a la evaluación de 
cada hotel; $us 8.125. El proceso de selección para encomendar la consultoria estuvo 
a cargo de la agencia de compras C3D, cuyos honorários fueron por $us 6.000 para 
prestar servicios a 14 hoteles prefecturales en vários departamentos del pais, corres- 
pondiendo $us 428,57 por cada uno. 

El consorcio determinó que el valor de los activos del Hotel Urmiri estaba en un 
rango minimo de $us 160.700 y un máximo de $us 261.002, y que el valor de referencia 
debia ser $us 199.100. El consorcio consultor previó, además; “Si la totahdad de las pro- 
puestas presentaran un precio por debajo del hmite inferior, será suficiente motivo para 
declarar desierta la hcitación, precautelando de esta manera el património del Estado” 
(Conam-Audicomp, 1993e). 

La estratégia recomendada para la privatización de este hotel fue la hcitación púbhca; 
el hotel y la concesión de aguas termales debian ser adjudicados a la propuesta que ofre- 
ciera el mejor precio y la mejor patente para el uso de las aguas termales, garantizando el 
cumphmiento del fin social de la empresa (Conam-Audicomp, 1993e). 

A pesar de que la Prefectura del departamento de La Paz habia aprobado iniciar el 
proceso de enajenación de este hotel, mediante la Resolución Prefectural RAP 055/93 
(12/03/19993), no pudo concretarse en la gestión de Jaime Paz Zamora. 

El proceso de privatización fue reiniciado por el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lo- 
zada el 25 de abril de 1995, con la aprobación de la Resolución 002/95 del Codena, que 
autorizaba la transferencia a través de “la venta de la totahdad de sus activos en subasta 
púbhca” (Codena, Res. 002/95). 

Tras la emisión de esa resolución, fue preciso reahzar una nueva valoración de la em¬ 
presa, para lo cual debia contratarse a consultores independientes, cuyos servicios serían 
pagados con recursos del BID (Convénio ATN /SF-3586-BO) que el Fondo Nacional de 
Desarroho Regional (FNDR) ejecutaba. El 15 de agosto de 1995, Oscar Arrien Sandoval, 
presidente ejecutivo del FNDR, suscribió el Contrato de Consultoria 046/95 con Elvia 
Kehert A. para una nueva valoración de tres hoteles prefecturales de La Paz; Urmiri, Co¬ 
pacabana y Viscachani. El monto cancelado por esas tres evaluaciones fue de $us 8.306, de 
los cuales $us 2.768,67 correspondian a la revalorización del Hotel Prefectural Urmiri. 


241 El contrato fue suscrito por Flavio Escóbar Llanos, Subsecretário de DesarroUo Socio-Económico, por el Ministério 
de Planeamiento y Coordinación; y por Luis Iriarte Saavedra, como representante del consorcio Conam-Audicomp. 
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En 1995, el informe de la consultora individual Elvia KeUert determino un valor de 
$us 81.464 por los activos dei Hotel Prefectural Urmiri. El 20 de septiembre de ese ano, 
mediante la Resolución Ministerial 080/95, el Ministério de Capitaüzación aprobó el Plan 
específico para la privatización de este hotel. 

Una vez publicada la convocatoria a subasta pública, se Uevó a cabo el 13 de diciem- 
bre de 1995 bajo la dirección dei martiUero Sérgio Mostajo Sotelo (SMS MartiUeros) y 
en presencia de la notaria de Fe Pública Ehzabeth Sohz de Saracho. Se habihtaron siete 
postores: Waldo Monje Verástegui, Luis Guerra Sohz, Enrique Fernando Herrera Soria, 
Enrique Orehana Ayarde, Ernesto Leguia Iturri, Javier Reynaldo Aneiva Vihegas y Gui- 
Uermo Ehas Cáceres Ramírez, en representación dei Hotel Gloria {Informe final sobre la 
Subasta Pública dei Hotel Prefectural de Urmiri, 13/12/1995). 

La subasta se reahzó sobre la base de $us 81.464. Guihermo Cáceres Ramírez, re¬ 
presentante dei Hotel Gloria SRL, pagó la suma de $us 238.000, adjudicándose el Hotel 
Prefectural Urmiri en el mismo acto. La minuta dei contrato de compraventa fue suscrita 
el 18 de diciembre de 1995. 

Considerando algunos aspectos económicos: en 1993, Conam-Audicomp había de¬ 
terminado que el Hotel Prefectural Urmiri era técnica y económicamente viable, pues 
contaba con todo lo necesario para operar como hotel en condiciones aceptables, y con 
perspectivas de mejora. Además, contribuía a la economia de la región generando em- 
pleos y multiphcando los efectos que conheva la actividad hotelera. Asimismo, no con¬ 
siderada que fuera viable financieramente para la Prefectura de La Paz porque recibía 
apenas un alquiler mensual de $us 280 (Conam-Audicomp, 1993e). 

Según los estúdios reahzados, los activos dei Hotel Prefectural Urmiri alcanzaban un 
valor máximo de $us 261.002; su detahe se expresa en el cuadro siguiente: 


Cuadro 85. Valor de los activos dei Hotel Prefectural Urmiri, 1993 ($us) 


Descripción 

Unid. 

Cant. 

Total avalúo 

Edificio hotel 

m2 

988 

215.779,00 

Habitaciones huésped (aux.) 

m2 

278 

- 

Cabanas 

m2 

112 

14.112,00 

Piscinas 

m2 

108 

8.640,00 

Sauna 

m2 

50 

3.750,00 

Capilia 

m2 

30 

2.700,00 

Bloque de servicio 

m2 

70 

5.600,00 

Estanque de agua 

m2 

30 

2.700,00 

Terreno 

m2 

3.858 

1.929,00 

Muebles y enseres 



5.792,00 

Total avalúo 

261.002,00 


Fuente: Conam-Audicomp, 1993e. 


Además, Conam-Audicomp determinó para la venta dei hotel una base mínima de $us 
160.700 y un máximo de $us 261.002, y consideró que el valor de referencia seria de $us 
199.100 (el VAN al 12% a cinco anos plazo). 
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En 1995, la consultora Elvia KeUert determino que el valor del hotel (activos) era 
de $us 81.464. A finales de ese ano, el Hotel Prefectural Urmiri fue vendido en subasta 
pública por $us 238.000. 


Cuadro 86. Comparación entre el valor de activos del 
Hotel Prefectural Urmiri (1993 y 1995) y su precio de venta ($us) 


Conam-Audicomp (1993) 

Elvia Kellert (1995) 

Precio de venta (1995) 

261.002,00 

81.464,00 

238.000,00 


Fuente: Conam-Audicomp, 1993e; Kellert, 1995 y RM 125/95,15/12/1995. 


Como se puede apreciar en el cuadro, la valuación de activos realizada el ano 1995 
constituía apenas el 31% del avalúo de los mismos en 1993. 

Para facilitar la venta del hotel, se reahzaron gastos en consultorias y martiUeo. 


Cuadro 87. Gastos para la privatización del Hotel Prefectural Urmiri ($us) 


1 Ano 

Consultor 

Costo 1 

1992 

Agencia de compras C3D 

428,57 

1992 

Conam-Audicomp SRL 

8.125,00 

1995 

Consultora Elvia Kellert 

2.768,67 

1996 

Consultor NéstorTerán 

1.360,00 

1995 

SMS MartiUeo (honorário fijo) 

306,00 

1996 

SMS MartiUeo (comisión de êxito) 

2.261,00 

Total 

15.249,24 


Fuente: CEMIPyC, 2018. 

Los gastos en consultorias y martiUeo para privatizar este hotel alcanzaron los $us 
15.249,24 , suma en la que no han sido incluidos los gastos adicionales de pubUcidad y 
otros destinados a promover la enajenación de esta empresa. 

El cálculo del perjuicio económico es el siguiente: 


f \ 

Perjuicio económico de privatización = (Precio base de subasta - Precio de venta) + Gastos de consultorias + 

MartiUeo 

V _ %%_ J 

f \ 

PEP = (81.464,00 - 238.000,00) +12.682,24 + 2.567,75 = -141.286,01 

V _^^_ J 

En este caso, habría una ganancia de $us 141.286,01; sin embargo, cabe recordar que 
solo dos anos antes, en 1993, el avalúo de su infraestructura era de $us 261.002. 

3.1.1.8. Hotel Prefectural Chulumani 

El Hotel Prefectural Chulumani estaba ubicado en el pueblo de Chulumani, en el mu¬ 
nicípio del mismo nombre de la provinda Sud Yungas del departamento de La Paz. 
Chulumani está locaUzado a 120 km de la ciudad de La Paz, a 1.754 msnm, en la región 
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subtropical dei departamento de La Paz, y su atractivo turístico resulta de la geografia, 
la flora y fauna típica de los Yungas, además de la existência de senderos prehispánicos 
conocidos como el “Camino dei Inca”. 

La superfície dei terreno dei hotel era de 12.000 m2 con un área construída de 1.752 
m2. Contaba con 20 habitaciones (seis habitaciones comunes y 14 cabanas con bano pri¬ 
vado) con capacidad de 77 plazas, además de servidos adicionales: bar restaurante, sala 
múltiple para acontecimientos sociales o culturales, amplias áreas verdes, estacionamiento 
y dos piscinas (una para ninos y otra para adultos) (Conam-Audicomp, 1993g). 

El Hotel Prefectural Chulumani era propiedad de la Prefectura dei departamento de La 
Paz, entidad dependiente dei Ministério dei Interior, Migración, Justicia, y Defensa Social. No 
contaba con personería jurídica propia ni estaba inscrito como contribuyente tributário. 

Al inicio dei proceso de su privatización (1993), el hotel estaba arrendado a Rodolfo 
Vidaurre Acosta, y las obhgaciones tributarias que emergían de su funcionamiento es- 
taban a cargo de Acosta en su condición de locatario. Este contrato tenía un plazo de 
cuatro anos y vencia en juho de 1994; su canon era de $us 500 mensuales. 

El 30 de noviembre de 1992, el Ministério de Planeamiento y Coordinación sus- 
cribió un contrato de consultoria con Conam-Audicomp SRL^"^^ para la evaluación de 
los ocho hoteles prefecturales dei departamento de La Paz, uno de eUos era el Hotel 
Prefectural Chulumani. El pago total por los servidos de consultoria fue de $us 65.000; 
por razones de cálculo, se considera que la octava parte de esa suma corresponde al 
estúdio de este hotel, es decir $us 8.125. El proceso de selección para este servido de 
consultoria fue encargado por el gobierno a la agencia de compras C3D, a un costo de 
$us 6.000 por 14 hoteles pertenecientes a varias prefecturas dei país (correspondiendo 
a cada uno la suma de $us $us 428,57). 

A pesar de que la Prefectura dei departamento de La Paz había aprobado la enajena¬ 
ción de este hotel, mediante Resolución Prefectural RAP 055/93 (12/03/1993), no logró 
concretarse en la gestión dei gobierno de Jaime Paz Zamora, y se reinició en el gobierno 
de Gonzalo Sánchez de Lozada. El 25 de abril de 1995, el Codena autorizó la transfe¬ 
rencia de la empresa y senaló que la estratégia para su transferencia era “la venta de la 
totahdad de sus activos en subasta pública” (Codena, Res. 002/95). 

En el marco de dicha resolución, fue preciso realizar una nueva valoración de la em¬ 
presa, pagada con recursos dei BID (Convênio ATN /SF-3586-BO) que ejecutaba el 
Fondo Nacional de DesarroUo Regional (FNDR). El 31 de juho de 1995, Oscar Arrien 
Sandoval, presidente ejecutivo dei FNDR, suscribió el Contrato de Consultoria 038/95 
con Raúl Falcón de la Barra, para una nueva valoración de tres hoteles prefecturales; de 
Coroico, Chulumani y Sorata. El monto cancelado por esas tres evaluaciones fue de $us 
9.850, de modo que al Hotel Prefectural Chulumani le correspondia $us 3.283,33. 

El 20 de septiembre de 1995, a través de la Resolución Ministerial 080/95, el Minis¬ 
tério de Capitahzación aprobó el Plan específico para la privatización dei Hotel Chulu- 


242 El contrato fue suscrito por Flavio Escóbar Llanos, subsecretário de DesarroUo Socio-Económico, por el Ministério 
de Planeamiento y Coordinación; y por Luis Iriarte Saavedra como representante dei consorcio Conam-Audicomp. 
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mani (MC.SNCI/UR/SUB-019/95). Publicada la subasta pública para la venta, el 28 de 
febrero de 1996 se Uevó a cabo bajo la dirección del martiUero Sérgio Alejandro Mostajo 
Sotelo; la adjudicataria fue Afrodita Rocio Vélez Dimopulos con $us 105.000, suma igual 
al precio base fijado para la subasta. 

La minuta del contrato de compraventa del Hotel Chulumani fue suscrita el 18 de di- 
ciembre de 1995 por Alfonso RevoUo Thenier, ministro de Capitaüzación, y Jaime Escó- 
bar López, prefecto del Departamento de La Paz, como parte vendedora, y por Afrodita 
Rocio Vélez Dimopulos, como parte compradora. Puesto que la compradora era menor 
de edad, sus padres, JuHo Enrique Vélez Salmón y Maria Afrodita Dimopulos de Vélez, 
también suscribieron el contrato. La protocoüzación de este documento se realizo el 28 
de abril de 1996 mediante el Testimonio 251/96, ante Natividad RevIUa Terán, notaria de 
Gobierno del Distrito de La Paz. 

Algunos aspectos económicos a considerar: en 1992, de acuerdo al consorcio 
Conam-Audicomp, este hotel era técnica y económicamente viable. Inicialmente, el valor 
del terreno, de las mejoras y de las edificaciones (en el estado en que se encontraban) fue 
establecido en $us 324.127 (Conam-Audicomp, 1993g). Luego de aplicar vários méto¬ 
dos para la valoración del hotel, el consorcio consultor determinó un rango de valores 
mucho más bajos: $us 140.700 (flujo descontado al 18% a cinco anos, con un factor de 
ocupación del 12% a las tarifas actuales) y $us 159.800 (flujo descontado al 18% a cinco 
anos, con un factor de ocupación del 15%). Sugirió la suma de $us 140.700 como valor 
de referencia para su venta, y recomendó que fuera realizada mediante subasta pública. 
En cuanto al perfil del comprador, consideró que al ser “un negocio en marcha, lo mejor 
era que el perfil del comprador fuera el de un empresário de la rama hotelera interesado 
en continuar operando como hotel” (Conam-Audicomp, 1993g). 

El informe de consultoria de Raúl Falcón de la Barra presentado en 1996 determinó 
el valor actual de reposición y el valor mínimo de hquidación, que se presentan en el 
cuadro que sigue; 


Cuadro 88. Valuación de los activos del Hotel Prefectural Chulumani, 1995 ($us) 


Descripción de activos 

Valor actual de reposición 

Valor mínimo de Hquidación 

Inmuebles 

111.443,50 

97.841,24 

Mobiliário 

8.154,00 

7.158,76 

Valor total 

119.597,50 

105.000,00 


Fuente: Falcón, 1996b. 


La comparación entre los avalúos realizados en los anos 1993 y 1996 con el precio de 
venta se expone a continuación: 
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Cuadro 89. Comparación entre avalúos y precio de venta de los activos dei Hotel Chulumani ($us) 



Conam-Audicomp (1993) 

Raúl Falcón Barrera (1995) 

Precio de venta 

Descripción 

Valor activos 

FlujoFondos18% 

descuento 

Valor actual de 
reposición 

Valor mínimo de 
Hquidación 


Inmuebles 

324.127,00 

140.700,00 

111.443,50 

97.841,24 

105.000,00 

Mobiliário 

8.154,00 

7.158,76 

Total 

324.127,00 

140.700,00 

119.597,50 

105.000,00 

105.000,00 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Conam-Audicomp, 1993g y Falcón, 1995b. 


En dos anos, los activos dei hotel (mayormente inmuebles) sufrieron una baja significa¬ 
tiva, de $us 324.127 a $us 119.597,50, y se fijó un precio de hquidación en $us 105.000. 

Para vender el Hotel Chulumani, el Estado boliviano erogó gastos en consultorias y 
martiUeos. 


Cuadro 90. Gastos estatales para la privatización dei Hotel Prefectural Chulumani ($us) 


1 Descripción 

Costos 1 

Agencia de compras GD 

428,57 

Consorcio Conam-Audicomp (1992) 

8.125,00 

Consultor Raúl Falcón de la Barra (1995) 

3.283,33 

Consultor NéstorTerán Z. (1996) 

1,360,00 

SMS Martilleros: honorário fijo (1996) 

306,75 

SMS Martilleros: comisión de êxito (0,95%) 

997,50 

Total 

14.501,15 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Contrato 006/95,3/05/1995, Informe económico de la venta dei proyecto Agro industrial de té, SMS Martilleo 30/03/1996. 


Esta suma no contempla los gastos adicionales de pubhcidad y otros destinados a 
promover la enajenación dei hotel. 

El cálculo dei perjuicio económico es el siguiente; 

r ^ 

Perjuicio económico de privatización = (Valor mínimo de Hquidación - Precio de venta) -t Gastos de consultorias + 

Martilleo 

V ___y 

PEP = (105.000,00 -105.000,00) ■H3.196,90 -1-1.304,25 = 14.501,15 

V _ J 

Por tanto, el perjuicio económico por la venta dei Hotel Prefectural Chulumani fue 
de $us 14.501,15. 


3.1.1.9. Hotel Prefectural Copacabana 

El Hotel Prefectural Copacabana fue construído al inicio de la década 1940 a oriUas dei 
Lago Titicaca, en la locahdad de Copacabana, en el municipio dei mismo nombre, provin¬ 
da Manco Kapac, a 156 km de la ciudad de La Paz. Copacabana tiene una larga tradición 
cultural, y cada ano Uegan visitantes de todas partes dei mundo a conocer sus atractivos, 
entre eUos la iglesia colonial dei ano 1601 de estilo barroco y renacentista, donde se haUa 
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la imagen de la Virgen de Copacabana, venerada por nacionales y extranjeros, y un im¬ 
portante centro de peregrinación mariana. La locaUdad está rodeada de lugares arqueoló¬ 
gicos como la Isla del Sol, la Isla de la Luna y la Horca del Inca, y forma parte del circuito 
turístico internacional que conecta con los centros turísticos de Puno y Cuzco. 

El hospedaje era, desde hacía muchos anos, una actividad generalizada en la población 
de Copacabana: durante las festividades más grandes y debido a la gran demanda, las vi- 
viendas se habilitaban como hospederías, siendo una fuente de ingresos de esa localidad 
(esto sucede también en la actualidad). 

El hotel tenía una capacidad para 177 camas, ofrecía servidos de hospedaje y de 
restaurante y contaba con un amplio salón de juegos (Conam-Audicomp, 1993f). La 
superfície del terreno era de 16.382 m2, con un edifício de tres plantas de estructura 
mixta (mampostería y hormigón armado) y un frente de 103 m2 que daba hacia la 
playa. En la planta baja había dos salones comedor, cocina, bar, despensa, 13 habi- 
taciones para huéspedes y otras para servidos. En el primer piso se encontraban la 
sala de juegos, el enfarolado, 12 habitaciones simples, una matrimonial y una suite. 
En el segundo piso, 11 habitaciones simples y una suite. Había un total de 43 banos 
y 33 duchas. Existia, también, un bloque contiguo al hotel; una edifícación de una 
sola planta con cuatro habitaciones y, en la parte posterior del edifício principal, una 
piscina y banos a medio construir (Kellert, 1996). 

Al momento en que se inició el proceso de su privatización, el hotel estaba alquilado 
a Luís Herrera; el contrato de arrendamiento tenía una vigência de cuatro anos, a partir 
del 1 de noviembre de 1990, y un canon mensual de $us 600. 

El 30 de noviembre de 1992, el Ministério de Planeamiento y Coordinación suscribió 
un contrato de consultoria con el consorcio Conam-Audicomp^'^^ para la evaluación de 
ocho hoteles prefecturales del departamento de La Paz. El pago total por los servicios 
prestados fue de $us 65.000 (por prorrateo, se asigna al caso del Hotel Copacabana la 
suma de $us 8.125). El proceso de selección de esta empresa consultora estuvo a cargo de 
la agencia de compras C3D, cuyos honorários fueron $us 6.000 por 14 empresas públicas, 
correspondiendo $us 428,57 por cada hotel. 

El consorcio Conam-Audicomp (1993) estableció el valor del hotel en una base mí¬ 
nima de $us 512.200 y una máxima de $us 1.065.136, y sugirió que la base mínima de 
hquidación fuera de $us 556.400. Pero la enajenación del Hotel Copacabana no pudo 
concretarse en la gestión del gobierno de Jaime Paz Zamora, y este proceso fue retomado 
durante el gobierno de Sánchez de Lozada. El 25 de abril de 1995, el Codena autorizó la 
transferencia de la empresa y senaló como estratégia de transferencia “la venta de la tota- 
hdad de sus activos en subasta pública” (Codena, Res. 002/95). La empresa fue sometida 
a una nueva valoración, pagada con recursos del BID (Convénio ATN /SF-3586-BO) 
que el Fondo Nacional de DesarroUo Regional ejecutaba. 


243 El contrato fue suscrito por Flavio Escóbar Llanos, subsecretário de DesarroUo Socio-Económico, en 
representación del Ministério de Planeamiento y Coordinación, y por Luis Iriarte Saavedra como representante del 
consorcio Conam-Audicomp. 
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El 15 de agosto de 1995, Oscar Arrien Sandoval, presidente ejecutivo dei FNDR, sus- 
cribió el Contrato de consultoria 046/95 con Elvia KeUert, para que realizara una nueva 
valoración de la empresa por la suma de $us 2.768,67 (la tercera parte dei monto total dei 
contrato que encomendaba el avalúo de tres empresas). En cuanto a la perspectiva dei 
hotel, la consultora informo lo siguiente; 

... el potencial de generación de servicios de este Hotel es muy grande si se utiUzan estratégias 
empresariales adecuadas y modernas [...]. Así se determino la viabilidad financiera y empresa¬ 
rial dei Hotel Copacabana para un horizonte mayor a cinco anos (Kellert, 1996). 

El 20 de septiembre de 1995, el Ministério de Capitalización aprobó el Plan específico para 
la privatización dei Hotel Prefectural Copacabana, mediante la Resolución Ministerial 080/95. 
Las publicaciones para la subasta de la empresa se efectuaron el 24 de septiembre en Última 
Hora y el 1 y 8 de octubre de 1995 en Presencia. El Pliego de condiciones estaba disponible 
para la venta en las oficinas de la Unidad de Reordenamiento, dependiente dei Ministério de 
Capitalización. Cabe senalar que la publicación y la venta dei Pliego fueron anteriores a la 
autorización de reordenamiento por parte de la Prefectura de La Paz, que autorizó el reor¬ 
denamiento y la transferencia dei Hotel Prefectural Copacabana recién el 8 de noviembre de 
1995; sin embargo, las publicaciones y la venta dei Pliego se habían realizado en octubre. 

El 14 de diciembre de 1995 se llevó a cabo la subasta, bajo la dirección dei mar- 
tillero Sérgio Alejando Mostajo Sotelo, sobre la base de $us 225.832 y con la parti- 
cipación de tres postores; Luz dei Carmen Vargas Salinas, Guillermo Elias Cáceres 
Ramírez, en representación dei Hotel Gloria SRL y Arnaldo Casanovas Ulloa. El 
hotel fue adjudicado a Guillermo Cáceres, representante dei Hotel Gloria SRL, por 
el monto de $us 310.000. 

El 18 de diciembre de 1995 se firmó la minuta de compraventa entre Alfonso RevoUo 
Thenier, ministro de Capitalización, y Germán Quiroga Gómez, prefecto dei departa¬ 
mento de La Paz, por la parte vendedora, y por Guillermo Cáceres Ramírez, presidente 
legal de la Inmobiharia “Los Cedros”,^"^"^ pot la parte compradora. 

Algunos datos económicos a considerar; los informes emitidos por los consultores 
contratados (Conam-Audicomp SRL y Elvia Kellert, en 1993 y 1995, respectivamente) 
para la valoración de este hotel determinaron los siguientes valores: 


Cuadro 91. Avalúos dei Hotel Copacabana ($us) 


Conam-Audicomp (1993) 

Elvia Kellert (1995) 

Valor máximo 

Valor mínimo 

Base mínima de liquidación 

Valor de activos 

1.065.136,00 

512.200,00 

556.400,00 

225.832,00 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Conam-Audicomp, 1993fy Kellert, 1995b. 


244 El comprador, Guillermo Cáceres, suscrlbió el contrato de compraventa dei Hotel Coroico como presidente legal de 
la Inmobüiaria “Los Cedros”; sin embargo, en el Resumen Ejecutivo dei proceso de privatización, elaborado por la 
Unidad de Reordenamiento dei Ministério de Capitalización, figura como representante dei Hotel Gloria. 
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La valuación efectuada por Conam-Audicomp en 1993 dio a los activos del Hotel 
Copacabana un valor máximo de $us 1.065.136 y un valor mínimo de $us 512.200; sin 
embargo, para 1995 la valoración disminuyó a $us 225.832, evidenciándose una diferencia 
de $us 286.368 comparado con el valor mínimo de 1993, y una diferencia es $us 839.304 
comparado con el valor máximo de 1993. 

Los gastos estatales para el proceso de enajenación son los siguientes: 


Cuadro 92. Gastos estatales para la privatización del Hotel Prefectural Copacabana 


N.° 

Ano 

Consultor(a) 

Costo en $us 

1. 

1992 

Agencia de compras GD 

428,57 

2. 

1993 

Conam-Audicomp SRL 

8.125,00 

3. 

1995 

EIvia Kellert 

2.768,67 


1996 

NéstorTeránZ. 

1.360,00 

4. 

1996 

SMS Martilleo, honorário fijo 

306,75 

5. 

1996 

SMS Martilleo, honorário de êxito 

2.945,00 

Total 

1 


15.933,99 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Conam-Audicomp, 1993, y Faicón, 1995. 


El cálculo del perjuicio económico es el siguiente; 


r \ 

Perjuicio económico de privatización = (base mínima de liquidación - Precio de venta) -t Gastos de consultorias 

Martilleo 






PEP = (225.832,00 - 310.000,00) -t 12.682,24 -t 3.251,75 = -68.234,01 


V 


) 


En este caso, habría un beneficio de $us 68.234,01. Sin embargo, se debe considerar 
que el precio base de liquidación para la subasta fue rebajado en extremo, lo que permitió 
al adjudicatario sobrepasar fácilmente el mismo. 

En general, en el campo del turismo, el Estado no concibió un plan estructural ni 
políticas concretas para impulsar las empresas hoteleras de su propiedad. Al parecer, 
desconocía que, en las décadas de los 60 y 70, el turismo empezó a tomar impulso a nivel 
internacional por sus benefícios para el desarroUo de un país; genera empleos, divisas, 
servicios e infraestructuras. 

3.1.1. IO. Hotel Prefectural Coroico 

El Hotel Prefectural de Coroico fue construido en la segunda mitad de los anos 40 e 
inaugurado en 1948 (Faicón, 1995), siendo uno de los primeros hoteles prefecturales 
del país (Conam-Audicomp, 1993). Estaba localizado en la zona tropical de los Yungas 
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y contaba con un gran caudal turístico por su clima cálido y acogedor. La superficie dei 
terreno era de 6.300 y las construcciones se asentaban sobre 3.664 m^; el estado de 
la infraestructura era óptimo pues el hotel había sido remodelado en 1991. Contaba con 
una capacidad instalada de 28 habitaciones de 62 plazas y brindaba el servido de restau¬ 
rante con desayuno continental, almuerzo y cena. Tenía, también, áreas de recreación y 
esparcimiento, áreas deportivas de tenis y “fulbito”, parque infantil, piscina para adultos 
y ninos y estacionamiento (Conam-Audicomp, 1993). 

Su servido de hospedaje era de muy buena calidad y se consideraba uno de los 
principales dei lugar por sus precios y descuentos a grupos de huéspedes. Según el 
estúdio de Conam-Audicomp, el hotel estaba en un nivel de competitividad expecta- 
ble, situación que podia mejorar con una administración eficiente. La viabihdad de sus 
operaciones se había establecido con base en dos condiciones; la buena infraestructura 
física y la calidad y el confort de los servidos que ofredan. Por otro lado, contribuía a 
generar un considerable movimiento económico en la zona creando fuentes de trabajo 
directa e indirectamente. Esto es corroborado por Falcón (1995), quien senala que las 
proyecciones efectuadas mostraban una tendencia de crecimiento dei turismo y que se 
contaria con un mercado seguro para los hoteles en esta zona. 

El Hotel Prefectural Coroico no tenía personería jurídica propia, dependia de la Pre- 
fectura de La Paz (Falcón, 1995b). En 1993, el hotel estaba alquilado a Adahd Soria A. 
por un pago mensual de Bs5.000 mediante un contrato (locación) que venda el 1 de 
octubre de 1994 (Conam-Audicomp, 1993). 

El 30 de noviembre de 1992, el Ministério de Planeamiento y Coordinación suscribió 
un contrato de consultoria con el consorcio Conam-Audicomp SRL^'^^ para la evaluación 
de ocho hoteles prefecturales dei departamento de La Paz, entre eUos el de Coroico. El 
pago total por los servidos de consultoria fue de $us 65.000, de los cuales le corresponde 
a cada uno de eUos la suma de $us 8.125 (la octava parte). La selección dei consorcio 
consultor estuvo a cargo de la agencia de compras C3D, cuyos honorários fueron de $us 
6.000 por 14 empresas públicas, correspondiendo a cada una la suma de $us 428,57. 

Luego de realizar los estúdios correspondientes, el consorcio Conam-Audicomp 
SRL determinó que el valor de reposición dei hotel era de $us 712.538, y su valor 
actual de $us 650.829. 

Sin embargo, la enajenación dei Hotel Coroico no pudo concretarse en la gestión dei 
gobierno de Jaime Paz Zamora y se reinició en el gobierno de Gonzalo Sánchez de Loza- 
da con una resolución dei Codena que autorizaba la transferencia de la empresa al sector 
privado y senalaba que la estratégia de transferencia fuera “la venta de la totahdad de sus 
activos en subasta pública” (Codena, Res. 002/95). 

En el marco de dicha resolución, se realizó una nueva valoración de la empresa, pagada 
con recursos dei BID (Convênio ATN /SF-3586-BO) que el Fondo Nacional de DesarroUo 
Regional (FNDR) ejecutaba. El 31 de julio de 1995, Oscar Artien Sandoval, presidente eje- 


245 El contrato fiie suscrito por Flavio Escóbar lianos, subsecretário de DesarroUo Socio-Económico, en representación dei 
Ministério de Planeamiento y Coordinación, y por Luis Iriarte Saavedra como representante dei consorcio Conam-Audicomp. 
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cutivo del FNDR, suscribió el Contrato de consultoria 038/95 con Raúl Falcón de la Barra 
para una nueva valoración de tres hoteles prefecturales; el de Coroico, el de Chulumani y el de 
Sorata. El monto total cancelado por ese trabajo fue de $us 9.850, correspondiendo la tercera 
parte a la evaluación del Hotel Prefectural Coroico ($us 3.283,33). 

El 20 de septiembre de 1995, el Ministério de Capitaüzación aprobó el Plan específico 
para la privatización de este hotel mediante la Resolución Ministerial 080/95. La pubhca- 
ción para la subasta del hotel se efectuó el 8 de octubre de 1995 en el periódico Hoj. 

El 28 de febrero de 1996 se Uevó a cabo la subasta bajo la dirección del martiUero Sérgio 
Alejando Mostajo Sotelo, quien adjudicó el Hotel prefectural Coroico a GuiUermo Cáceres, 
representante de la firma inmobiliaria “Los Cedros”, por la suma de $us 451.000. 

El 20 de marzo de 1996, se firmó la minuta de compraventa entre Alfonso RevoUo 
Thenier, ministro de Capitahzación, y Germán Quiroga Gómez, prefecto del departa¬ 
mento de La Paz, como la parte vendedora; y GuiUermo Cáceres Ramírez, presidente 
legal de la inmobiUaria “Los Cedros”,^'^^ como comprador. 

Algunos aspectos económicos a destacar; para la valoración y posterior venta del 
Hotel Coroico, se contrató primero al consorcio Conam-Audicomp (1992), y luego al 
consultor individual Raúl Falcón (1995). Los informes de esos servicios de consultoria 
determinaron los siguientes valores; 


Cuadro 93. Valuación del Hotel Coroico (1993 y 1995) ($us) 


Descripción 

Conam-Audicomp (1993) 

Raúl Falcón (1995) 

Valor de reposición 

Valor actual 

Valor de reposición 

Valor mínimo 

Inmuebles* 

Terrenos 

47.250,00 


272.690,00 


Edificaciones 

650.829,00 



Mobiliário 


14.458,00 


17.125,00 


Equipo** 



450,00 


Total 


712.537,00 

650.829,00 

290.265,00 

263.258,00 


*EI item de inmuebles en el avalúo de Conam-Audicomp (1993) está dividido en "terrenos"y"edificaciones". 
**EI item "equipo"no está consignado en el avalúo de 1993 (fue excluído expresamente). 

Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Conam-Audicomp, 1993, y Falcón, 1995. 


La valuación efectuada por Conam-Audicomp en 1993 le asignaba un valor de repo- 
sición de $us 712.537, pero la segunda valoración, reaUzada por Raúl Falcón en 1995, 
presentaba un valor considerablemente disminuido, pues asignaba tan solo $us 290.265. 
La diferencia entre los resultados de ambas consultorias, con una diferencia de apenas 
dos anos, era de $us 422.272. 

Entre los gastos erogados en este proceso de enajenación, se cuentan los pagos reaU- 
zados por concepto de consultorias y martiUeo, según el siguiente detaUe; 


246 El comprador GuiUermo Cáceres suscribió ei contrato de compraventa dei Hotei Coroico como presidente iegai de 
inmobiiiaria “Los Cedros”, aunque en ei Resumen Ejecutivo dei proceso de privatización, eiaborado por ia Unidad de 
Reordenamiento dei Ministério de Capitaiización, figura como representante dei Hotei Gioria. 
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Cuadro 94. Gastos estatales para la privatización dei Hotel Prefectural Coroico ($us) 


Afio 

Consultor 

Costo 

1992 

Agencia de compras GD 

428,57 

1992 

Conam-AudicompSRL 

8.125,00 

1995 

Raúl Falcón 

3.283,33 

1996 

NéstorTeránZ. 

1.360,00 

1996 

SMS Martilleo, honorário fijo 

306,75 

1996 

SMS Martilleo, honorário de êxito 

4.284,50 

Total 

17.788,15 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Contratos de consultoria 038/95,052/96 y RM 097/1995. 


Perjuicio económico de privatización = (Valor de reposición - Precio de venta) + Gastos de consultorias + 

Martilleo 

V___ J 


f 


X, 


PEP = (290.265,00 - 451.000,00) -f 13.196,90 -f 4.591,25 = -142.946,85 


V 


J 


En este caso, habría un beneficio de $us 142.946,85. Sin embargo, se debe considerar 
que el precio base de Hquidación para la subasta fue rebajado en extremo, lo que permitió 
al adjudicatario sobrepasar fácilmente el mismo. 

El Hotel Coroico fue adquirido por Hotel Gloria SRL y actualmente es parte de la cadena 
de hoteles que dependen de esa empresa. Al Hotel Prefectural solo le bacia falta una admi- 
nistración directa y eficiente, pues el crecimiento dei mercado turístico estaba garantizado. 


3.1.1.11. Hotel Prefectural Sorata 

El Hotel Prefectural de Sorata fue construído entre los anos 1941 y 1946 y era parte de 
la infraestructura hotelera de propiedad de la Prefectura de La Paz. (Falcón, 1995b). 

Estaba ubicado en la locabdad de Sorata, dentro la jurisdicción de la provinda Lare- 
caja, a 148 km (aproximadamente a cinco horas de viaje) de la ciudad de La Paz. Contaba 
con un inmueble construído especialmente para su funcionamiento como hotel, sobre un 
terreno de 7.054 m2; la superficie construída era de 2.168 m2: un edificio de dos plantas, 
28 habitaciones (con un total de 56 camas), un restaurant para 100 personas, un bar, una 
sala de reuniones, una piscina para adultos y una cancha de futsal (Falcón, 1995b). El área 
de hospedaje, que temd seis plantas, estaba compuesta por; 

• Sótano: dos depósitos. 

• Planta baja; recepción, administración, bar, whiskería, comedor, dos reservados, come¬ 

dor central, dos despensas, almacén, cocina, departamento dei administrador, sala de 
reuniones y sala de juegos. 

• Planta L*' piso; 23 habitaciones y banos. 

• Planta 2'^° piso; dos habitaciones y tres suites. 
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• Planta 3“ piso; dos habitaciones y bano. 

• Planta piso; mirador. 

Además de lo detaUado, el hotel contaba con las denominadas “instalaciones especia- 
les”; instalación eléctrica, barda perimetral (parcial), tanque elevado de hormigón arma¬ 
do, muros de contención, pátios, jardines y parques (Falcón, 1995b). 

En su informe, el consultor senalaba lo siguiente; “el hotel cuenta con una infraes- 
tructura envidiable, con camas muy cómodas, salones amphos y poca competência. El 
mobihario con que cuenta es excelente, con poca inversión se podría ponerlo a nivel de 
first hotel (hotel de primera)” (Falcón, 1995). 

El consultor informó que el Hotel Prefectural de Sorata había cumplido con el desarro- 
Uo de la región, estableciendo una cierta imagen turística que permitió la instalación de nue- 
vas unidades de hospedaje, de diferentes categorias y características, para satisfacer la de¬ 
manda de visitantes extranjeros, del interior del país y de la misma ciudad de La Paz. Senaló 
también que para afianzar esa imagen se requeria promocionar el lugar (Falcón, 1995b). 

A su vez, en el informe legal se afirmaba que el Hotel Prefectural Sorata carecia de 
personahdad jurídica pues no se había tramitado su reconocimiento como empresa pú¬ 
blica, por lo que las acciones sobre esta unidad se hmitaron a alquilaria anualmente con 
réditos demasiado bajos; al momento del primer intento de privatización, el hotel estaba 
alquilado a Gustavo Calderón por cinco anos y un canon de $us 600 mensuales, mediante 
un contrato suscrito el 1 de octubre de 1990. 

El contrato de consultoria con el consorcio Conam-Audicomp SRL^'*’ para la evalua- 
ción de ocho hoteles prefecturales del departamento de La Paz fue suscrito el 30 de no- 
viembre de 1992 por el Ministério de Planeamiento y Coordinación. El pago total por los 
servidos prestados fue de $us 65.000; al estúdio del Hotel Sorata le corresponde la octava 
parte, es decir, la suma de $us 8.125. El proceso de selección de la empresa consultora 
estuvo a cargo de la agencia de compras C3D; los honorários pagados por este servicio 
fueron $us 6.000, suma que, prorrateada entre catorce empresas públicas, da una cifra de 
$us 428,57 para cada una. 

El consorcio Conam-Audicomp determinó que el valor de reposición de este hotel 
era de $us 290.265 y el valor de hquidación era de $us 200.000. 

La enajenación del Hotel Coroico no pudo concretarse en la gestión del gobierno de 
Jaime Paz Zamora, y se reinició en el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada. El 25 de 
abril de 1995, Codena autorizó la transferencia de la empresa al sector privado y senaló 
como estratégia de transferencia “la venta de la totahdad de sus activos en subasta públi¬ 
ca” (Codena, Res. 002/95). 

Para dar cumphmiento a la resolución de Codena, el Ministério de Capitahzación 
debía contar con una nueva valoración de la empresa, la cual seria pagada con recursos 
del BID (Convénio ATN /SF-3586-BO) que eran ejecutados por el Fondo Nacional de 


247 El contrato fue suscrito por Flavio Escóbar lianos, subsecretário de DesarroUo Socio-Económico, en representación del 
Ministério de Planeamiento y Coordinación, y por Luis Iriarte Saavedra como representante del consorcio Conam-Audicomp. 



Neoliberalismo: enajenación de empresas públicas y recursos naturales, 1985-2005. T. 2 


283 


DesarroUo Regional (FNDR). El 31 de juHo de 1995, Oscar Arrien Sandoval, presidente 
ejecutivo dei FNDR, suscribió el Contrato de consultoria 038/95 con Raúl Falcón de la 
Barra, para que realizara una nueva valoración de tres hoteles prefecturales; de Coroico, 
Chulumani y Sorata. El monto cancelado por esas tres evaluaciones fue de $us 9.850, de 
los que le correspondeu la tercera parte al caso de este hotel: $us 3.283,33. 

El 20 de septiembre de 1995, el Ministério de Capitahzación aprobó el Plan específico 
y el Phego de condiciones para la privatización dei Hotel Sorata a través de la Resolución 
Ministerial 080/95; el precio dei Phego fue fijado en $us 100. 

El 28 de febrero de 1996 se hevó a cabo la subasta bajo la dirección dei martihero 
Sérgio Alejando Mostajo Sotelo; el adjudicatario fue el senor GuiUermo Cáceres, repre¬ 
sentante de la firma inmobiharia “Los Cedros”, por el monto de $us 213.000. 

El 20 de marzo de 1996, se firmó la minuta de compraventa entre Alfonso Revoho 
Thenier, ministro de Capitahzación, y Germán Quiroga Gómez, prefecto dei Departa¬ 
mento de La Paz, como la parte vendedora; y Guülermo Cáceres Ramírez, presidente 
legal de la inmobiharia “Los Cedros”,^'^® como comprador. 

Algunos datos económicos a considerar: los valores determinados por el consultor 
individual Raúl Falcón en 1995 se enumeran a continuación. 


Cuadro 95. Valores referenciales para la transferencia dei Hotel Sorata 1995 ($us) 


1 Alternativa 

Tasa de descuento 

Valor presente de flujo de caja descontado | 

Normal 

22% 

261.285,00 

Pesimista 

22% 

169.349,00 

Optimista 

22% 

434.535,00 


Fuente: Falcón, 1995b. 


Los montos consignados en el cuadro son los valores referenciales para determinar el 
valor de transferencia dei hotel, y en base a esos datos el consultor reahzó las siguientes 
afirmaciones: 

• Los chstintos escenarios considerados muestran que el proyecto es rentable, puesto 
que en la mayoría de los casos los flujos son positivos, no obstante de utihzar tasas de 
descuento relativamente altas. 

• La reestructuración de este hotel permitirá elevar los niveles de ingresos de la población; 
ofertando servidos de cahdad, orientados a visitantes turistas de la clase media para arri¬ 
ba, capaces de pagar una tarifa que sin ser demasiada alta comparada con otros hoteles, 
resulta accesible para los visitantes que buscan descanso, comodidad y chstracción. 

• Los indicadores financieros en las alternativas I y III son positivos respecto a su factibih- 
dad y viabüidad, siendo rentable en las condiciones expuestas. La alternativa “pesimista”. 


248 El comprador GuiUermo Cáceres suscribió el contrato de compraventa de este hotel como presidente legal de la 
inmobüiaria “Los Cedros”, aunque en el Resumen Ejecutivo dei proceso de privatización, elaborado por la Unidad de 
Reordenamiento dei Ministério de CapitaUzación, figura como representante dei Hotel Gloria. 
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a pesar del VAN negativo que presenta, debe ser considerada como la menos probable, 
en atención al potencial que tiene la población de Sorata, que debe ser desarroUada. 

• En general, las proyecciones se han efectuado dentro de un carácter conservador, ob¬ 
servando las condiciones actuales en [que] se desarroUa el turismo en esta población de 
Sorata, lo cual da un margen de seguridad a los resultados obtenidos (Falcón, 1995b). 

Por otra parte, entre los gastos del proceso de privatización de este hotel se cuentan 
los siguientes: 


Cuadro 96. Gastos económicos para la privatización del Hotel Prefectural Sorata ($us) 


1 Ano 

Consultor 

Costo 1 

1992 

Agencia de compras GD 

428,57 

1992 

Conam-Audicomp SRL 

8.125,50 

1995 

Raúl Falcón 

3.283,33 

1996 

NéstorTeránZ. 

1.360,00 

1996 

SMS Martilleo, honorário fijo 

306.75 

1996 

SMS Martilleo, honorário de êxito 

2.023,50 

Total 

15.527,65 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Contratos de consultoria y rendición de cuentas del martillero. 


Perjuicio económico de privatización = (Valor presente de flujo de caja descontado normal - Precio de venta) + 

Gastos de consultorias + Martilleo 

V _Ibl_ J 

r \ 

PEP = (261.285,00 - 213.000,00) + 13.196,90 + 2.330,25 = 63.812,15 

V _ ) 

El perjuicio económico por la venta del Hotel Sorata alcanzó la suma de $us 
63.812,15. 

3.1.1.12. Hotel Prefectural Viscachani 

El origen del Hotel Prefectural Viscachani data de 1941. Ese afio, el presidente Enrique 
Penaranda promulgó la Ley del 11 de noviembre por la cual se expropiaba las aguas terma- 
les de Viscachani y el área precisa para la construcción de un hotel y sus dependencias (art. 
1). De acuerdo al informe del consorcio Conam-Audicomp SRL, encargado del avalúo del 
hotel en 1993, la Prefectura de La Paz perfeccionó su derecho propietario sobre la exfinca 
Viscachani con una extensión de 7,3665 ha, de acuerdo a la documentación encontrada. 

El Hotel estaba ubicado en la locahdad de Viscachani, en el municipio de Patacamaya, 
provinda Aroma del departamento de La Paz, a 97,3 km de la ciudad de La Paz. A pesar 
de que los títulos de propiedad senalaban una extensión de 7,3665 hectáreas, en 1996 se 
verificó que el hotel ocupaba en forma efectiva una extensión de 6,450 ha y, junto a los 
terrenos aledafios, alcanzaba una superfície de 6,7250 ha (KeUert, 1995b). 
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De acuerdo al informe de la consultora individual, en 1996, la infraestructura tenía las 
siguientes características; 

• El terreno era de 6,9860 ha (de acuerdo a estúdios topográficos, su extensión no 
alcanzaba las siete hectáreas). Una característica importante dei terreno es que ahí se 
encuentra el ojo de agua termomineral denominado El Tigre, cuya vertiente había 
servido a la población de Viscachani durante muchos afios. 

• Tres cabanas apartadas de la infraestructura principal, construídas una al lado de la 
otra, en buen estado. 

• Un bloque antiguo con un ala de habitaciones con bano privado, otra ala de habitacio- 
nes sin bafios privados y una habitación muy amplia. El estado de conservación fue 
considerado maio. 

• Piscinas cubiertas; la grande tem'a una dimensión de 6m de ancho por 16m de longi- 
tud, y su profundidad era de entre 1,18 y l,80m; la pequena tenía una dimensión de 
5m de ancho, lOm de longitud y una profundidad de entre 1,18 y l,60m. 

• Bloque de servido en el que estaban el restaurante, la cocina, la administración, las 
habitaciones de servido y la sala de juegos, todo en buen estado de conservación. 

• Seis banos termales, al margen de los existentes en cada habitación y cabana. 

• Comedor, administración y cocina. 

Los servidos que brindaba el hotel eran los de hospedaje, restaurante y whiskería, pis¬ 
cina y banos romanos y sala de juegos. De acuerdo al informe de consultoria elaborado 
en 1993, la capacidad instalada para hospedaje era de 11 habitaciones y 26 camas, pero el 
consorcio solo incluyó la infraestructura que consideraba “en estado aceptable” (KeUert, 
1995b). El equipamiento dei comedor y la cocina temd una capacidad instalada de 84 
personas por día. Por su parte, el tamano de las piscinas permitia, al menos, a 45 banistas, 
lo que significa 1350 plazas mensuales y 16.200 anuales (Conam-Audicomp, 1993; 13). 

El informe de consultoria dei consorcio Conam-Audicomp, de 1993, senalaba que la 
Prefectura de La Paz había entregado el Hotel Prefectural Viscachani al sector privado 
mediante un contrato de concesión suscrito por Fernando Cajías de la Vega como pre- 
fecto dei Departamento y Hugo Rivera como concesionario. El canon de alquiler era de 
$us 795 y el concesionario comprometió una inversión de $us 13.880 en los primeros 
180 dias desde la firma dei contrato, para lo cual entregó una boleta bancaria de garantia 
de $us 5.000 por los cuatro anos que duraria el contrato (Testimonio 794/1991). Llama 
la atención que los cuatro anos de vigência dei contrato suscrito el 3 de agosto de 1990 
debían ser computados desde el 7 de julio de 1990. De acuerdo al informe dei 19 de junio 
de 1992, elaborado por Karen de la Quintana, funcionaria de la Prefectura de La Paz, y 
citado en el informe de Conam-Audicomp, Hugo Rivera no había cumphdo con todas 
las inversiones comprometidas y adeudaba alquileres por cinco meses, lo que configuraba 
incumphmiento de contrato. Se desconocen las acciones tomadas en consecuencia. 
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Según el informe de la consultora individual Elvia KeUert, en 1995, el Hotel Prefectu- 
ral de Viscachani fue entregado por la Prefectura de La Paz a la Sra. Nancy de Flores, en 
concesión de depósito, mediante un documento del 10 de febrero de 1995. Este contrato 
no contemplaba un canon de alquiler, pero permitia a la depositaria hacer cobros a los ba- 
nistas por el uso de la piscina. Tampoco especificaba un término de vigência del depósito 
y, en caso de requerir la devolución, la Prefectura debía comunicar a la depositaria con 60 
dias de anticipación para la devolución inventariada^'^^ (KeUert, 1996: 29). 

En el marco de la poUtica de privatización, el 30 de noviembre de 1992, el Ministério 
de Planeamiento y Coordinación suscribió un contrato de consultoria con Conam-Au- 
dicomp para la evaluación de ocho hoteles prefecturales del departamento de La 

Paz, a un costo de $us 65.000; por el estúdio del Hotel Viscachani correspondia la octava 
parte: $us 8.125. El proceso de selección de la empresa consultora estuvo a cargo de la 
agencia de compras C3D, cuyos honorários fueron $us 6.000 por 14 empresas púbUcas, 
correspondiendo la suma de $us 428,57 a cada una. 

El consorcio consultor determinó el rango de valores para la venta del Hotel Prefec- 
tural Viscachani: $us 60.000, como base minima; $us 169.264, como valor máximo; $us 
77.600, como valor referencial recomendado (Conam-Audicomp, 1993). 

La enajenación de este hotel no pudo concretarse en la gestión del gobierno de 
Jaime Paz Zamora, reiniciándose durante el gobierno de Gonzalo Sánchez de Loza- 
da. El 25 de abril de 1995, el Codena autorizó la transferencia de la empresa a través 
de “la venta de la totalidad de sus activos en subasta pública” (Codena, Res. 002/95). 
Para tal efecto, se realizó una nueva valoración del hotel con recursos del BID (Con¬ 
vénio ATN /SF-3586-BO) que el Fondo Nacional de Desarrollo Regional (FNDR) 
ejecutaba. El 15 de agosto de 1995, Oscar Arrien Sandoval, presidente ejecutivo del 
FNDR, suscribió el Contrato de consultoria 046/95 con Elvia KeUert Antezana, para 
que realizara una nueva valoración de este y dos hoteles prefecturales más. El monto 
cancelado por las tres evaluaciones fue $us 8.306, correspondiendo $us 2.769 al nue- 
vo estúdio del Hotel Prefectural Viscachani. 

El 23 de febrero de 1996, la Prefectura del Departamento de La Paz autorizó la pri¬ 
vatización de este hotel mediante la Resolución RAP 091/96. El 3 de abrü de 1996, el 
FNDR suscribió un nuevo contrato con la consultora Elvia KeUert (Contrato de consul¬ 
toria 056/96); el monto pagado por estos servidos fue $us 1.250. El objeto del contrato 
era el avalúo del Hotel Prefectural Viscachani (FNDR-KeUert, 03/04/1996). 

La consultora sugirió un precio base de $us 72.000 (KeUert, 1996). También re- 
comendó que las aguas termales medicinales de Viscachani debian excluirse, consi¬ 
derando las previsiones del art. 136 de la Constitución Politica del Estado, del art. 85 


249 Esta información cursa en capítulo V del informe de la consultora Elvia KeUert, el cual fue elaborado por el abogado 
Wilson Terán Arizcurinaga y está fechado el 6 de marzo de 1996. 

250 El contrato fue suscrito por Flavio Escóbar Llanos, subsecretário de Desarrollo Socio-Económico, en 
representación del Ministério de Planeamiento y Coordinación, y por Luis Iriarte Saavedra como representante del 
consorcio Conam-Audicomp SRL. 
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dei Código Civil, la Ley de Aguas de 1906 y el Decreto Supremo de 16 de marzo de 
1937, cuyo art. 1 establece que el derecho propietario de esas aguas era dei Estado 
boliviano. El área hotelera podia ser transferida y no así las aguas termomedicinales 
que debían “ser sometidas a un tratamiento de concesión temporal mediante el pago 
de regalias, toda vez que la propiedad de las aguas debe permanecer en propiedad dei 
Estado boliviano y para su uso y aprovechamiento públicos, una vez utilizadas por el 
concesionario” (Kellert, 1996). 

El precio base fijado por Kellert fue incorporado al Plan especifico y al Pliego de 
condiciones para la privatización dei Hotel Viscachani. Ambos documentos fueron apro- 
bados por el Ministério de Capitaüzación mediante la Resolución Ministerial 035/96. 

El 29 de marzo de 1996, fueron subastados los activos dei Hotel Viscachani a la em¬ 
presa EmboteUadora la Cascada Ltda., representada por José E. Eid Montano, en la suma 
de $us 135.000. 

Algunos datos económicos a considerar: la comparación de avalúos dei hotel estima¬ 
dos por Conam-Audicomp SRL (1993) y Elvia Kellert (1996) son los siguientes; 


Cuadro 97. Valuación dei Hotel Viscachani, 1995 ($us) 



Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Conam-Audicomp, 1993f; Kellert, 1996. 


Además, se reahzaron gastos en consultorias y martiUeo de acuerdo al siguiente detaUe: 


Cuadro 98. Gastos estatales para la privatización dei Hotel Prefectural Viscachani ($us) 


Ano 

Consultor 

Costo 

1992 

Agencia de compras C3D 

428,00 

1992 

Conam-Audicomp SRL (1993) 

8.125,00 

1995 

Elvia Kellert (1995) 

2.768,67 

1996 

Elvia Kellert (1996) 

1.250,00 

1996 

SMS Martilleo, honorário fijo 

300,00 

1996 

SMS Martilleo, honorário de êxito 

3.375,00 

Total 

16.246,67 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Contratos de consultoria, contrato de servidos de martilleo y rendición de cuentas dei martillero. 
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El cálculo del perjuicio económico es el siguiente; 

Perjuicio económico de privatización = (Precio base de subasta - Precio de venta) + Gastos de consuitorías + 

martiiieo 

V___y 




A 


PEP = (72.000,00 -135.000,00) +12.772,24 + 3.675,00 = -46.752,76 


V 


) 


Por la privatización del Hotel Viscachani el beneficio seria de $us 46.752,76. Sin em¬ 
bargo, habría que considerar que, dos anos antes, el avalúo solamente del terreno y las 
edificaciones ascendia a $us. 159.338,00, mucho más que el precio de adjudicación. 

Actualmente, la empresa EmboteUadora La Cascada Ltda. cuenta con un balneado 
en el que explota las aguas termales de Viscachani, afamadas por sus propiedades cura¬ 
tivas. El ano 2010, los pobladores del municipio de Ayo Ayo —que consideran que estas 
aguas se encuentran en su territorioV^' reclamaron el pago de regalias por los anos que 
La Cascada Ueva explotando estas aguas 'Ka^ón\ ‘Ayo ayo exige pago por las aguas 
termales”, 18/08/2010). 

3.1.1.13. Hotel Prefectural Irupana 

Los recursos destinados a la construcción y montaje del Hotel Prefectural Irupana pro- 
vinieron de las recaudaciones aprobadas por el gobierno de Luis Adolfo Siles Salinas, 
mediante la Ley del 2 de enero de 1968. Este hotel está ubicado en la población de Iru- 
pana, en la provinda Sud Yungas del departamento de La Paz. Los terrenos sobre los que 
fue construido tienen una extensión de 2,0328 ha y fueron donados por la Alcaldia de 
Irupana en 1977, de acuerdo a la Escritura Pública 111 del 26 de febrero de 1977, suscrita 
ante Notário de Hacienda y registrada en Derechos Reales el 17 de marzo de 1977, a fs. 
76, partida 76 del hbro séptimo. 

El 30 de noviembre de 1992, el Ministério de Planeamiento y Coordinación suscribió 
un contrato de consultoria con el consorcio Conam-Audicomp SRL^^^ para la evaluación 
de ocho hoteles prefecturales del departamento de La Paz. El pago total por los servidos 
prestados fue de $us 65.000, correspondiendo al Hotel Prefectural Irupana la suma de 
$us 8.125. El proceso de selección de este consorcio consultor estuvo a cargo de la agen¬ 
cia de compras C3D, a la que se le pagó $us 6.000 por el servido a 14 empresas públicas, 
correspondiendo a cada una $us 428,57. 

También se reahzó el pago a la Compania Boliviana de MartiUeros - COMOBAR SRL 
de $us. 3.500,00, por concepto de servicio de martiUeo, según nota Cite; DAF 088/93 de 
fecha 7 de julio de 1993. 


251 Además, existe un conflicto de limites entre los municípios de Ayo Ayo y Patacamaya. 

252 El contrato fue suscrito por Flavio Escóbar Llanos, subsecretário de Desarrollo Socio-Económico, en representación 
del Ministério de Planeamiento y Coordinación, y por Luis Iriarte Saavedra como representante del consorcio Conam- 
Audicomp SRL. 
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El consorcio Conam-Audicomp determino en 1993 que el valor de reposición de la 
infraestructura dei hotel era $us 280.665 ($us 245.053 por las edificaciones y $us 35.612 
por el terreno) y el precio base de hquidación debía partir de $us 84.200, debido al dete¬ 
rioro y estado de abandono en que se encontraba. 

La enajenación dei Hotel Irupana no pudo concretarse en la gestión de Jaime Paz Za- 
mora. En la siguiente gestión gubernamental, la de Gonzalo Sánchez de Lozada, se deter- 
minó su transferencia a la Universidad Mayor de San Andrés. El Consejo de DesarroUo 
Nacional aprobó la Resolución 002/1995 que autorizaba al Ministério de Capitahzación 
proceder con la privatización de 47 empresas. En tal resolución se senalaba lo siguiente: 
“en el caso dei Hotel Irupana se propone que sea transferido a la Universidad Mayor de 
San Andrés, como dicha casa de estúdios sohcitó, a fin de que el inmueble sea utiUzado 
por la Facultad de Agronomia” (Codena, Res. 002/95). De esa manera, este hotel no fue 
vendido al sector privado, sino que fue transferido a esa universidad. Actualmente, la 
Facultad de Agronomia funciona en esa infraestructura. 

3.1.1.14. Fábrica Municipal de Tubos y Losetas (Famtul) 

Esta fábrica fue creada en 1967 mediante la Resolución Municipal 2071 dei 20 de junio de 
1967. Ubicada en ViUa Fátima de la ciudad de La Paz, era una empresa municipal con au¬ 
tonomia de gestión económica y administrativa, dedicada al aprovisionamiento de tubos 
y losetas requeridas en obras públicas municipales (instalación de redes de alcantariUado 
y aguas pluviales, enlosetado de vias y áreas públicas, entre otros). 

En 1995, mediante la Ordenanza Municipal 55 de 13 de junio de 1995, se determinó 
reestructurar la fábrica, porque —según dicha ordenanza— “la fábrica com[enzaba] a tener 
problemas dentro de su estructura organizativa que no respondpa] a la reahdad adminis¬ 
trativa” (Cornejo, 2017). Pese a la reestructuración de la fábrica, 

... el 26 de enero de 2001 mediante Resolución Municipal n.° 028 [se] menciona que: '...la 
misma no cumplió con los objetivos y metas para los cuales fue construída, por lo que sus ope- 
raciones quedan suspendidas, con la tarea de iniciar una propuesta de disolución, liquidación y 
posterior cierre' (Rojas en: Cornejo, 2017). 

Posteriormente, mediante la Ordenanza Municipal 070 dei 14 de mayo de 2001, se 
determinó cerrar la fábrica, 

... designando a la Secretaria Ejecutiva como encargada de su liquidación en un plazo máximo de 
90 dias, además de asumir los pasivos documentados hasta la fecha dei cierre que incluían el pago 
de los benefícios y derechos laborales de todos los trabajadores (Rojas, en: Cornejo, 2017). 
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Sin embargo, el gobierno municipal intento eludir y regatear el pago de benefícios 
sociales, lo que provoco demandas laborales por parte de los trabajadores.^^^ 

En agosto de 2007, algunos actos administrativos evidenciaron que algunos activos de 
ex Famtul estaban aún bajo custodia del Gobierno Municipal de La Paz: se había desig¬ 
nado como custodio a un funcionário de contrato en lugar de un funcionário de planta, 
como correspondia (Paz en; Cornejo, 2017). 

Como efecto de la poKtica neoHberal y de privatización, que promovia la enajenación de 
los servidos de obras públicas municipales y fomentaba la entrega de estos nichos de mercado 
a empresas privadas, Famtul fue cerrada después de tres décadas de funcionamiento. 

3.1.1.15. Empresa Municipal de Transporte Automotor (EMTA La Paz) 

Las empresas municipales de transporte tuvieron su origen en la Empresa Nacional de 
Transporte Automotor (ENTA) creada por el gobierno de Hernán Siles Zuazo, mediante 
DS 19460 del 14 de marzo de 1983, para que proporcionara un transporte efíciente y 
barato a la ciudadamd. 

El 29 de agosto de 1985, el gobierno de Victor Paz Estenssoro implemento la política 
neoHberal, entre cuyas principales medidas dispuso la disolución de ENTA y la transfe¬ 
rencia de sus activos a las municipaHdades de las capitales de departamento, sin cargo 
alguno (DS 21060, 29/08/1985). 

El 28 de abril de 1988, mecHante la Resolución Municipal 158, se formalizo el traspaso de 
activos de EMTA. El Gobierno Municipal “resolvió formalizar y consoHdar la constitución 
de la empresa como una entidad autónoma, descentralizada, con património propio e inde¬ 
pendência de gestión, bajo tuición del Gobierno Municipal de La Paz” (Cornejo, 2017). 

“Por una serie de irregularidades y por la defíciente administración, en noviembre de 1992, 
se decidió intervenirla para que se procediera [a] su cierre defínitivo” (Cornejo, 2017). 

Respecto a lo que ocurrió con EMTA a partir de 1994, los informes presentados por 
Andréa Cornejo Vargas, alcaldesa municipal de La Paz a. i., contienen puntos de vista 
contracHctorios. Por una parte. Valeria Rojas Torrico, asesora legal de la Dirección de Em- 


253 Victor Otoya Alarcón entabló una demanda contra Famtul; la Sentencia 80/2004 del 8 de noviembre de 2004 declaro 
probada la demanda ordenando al Gobierno Municipal de La Paz proceder con el pago de benefícios sociales por “la 
suma de Bsl 6.431,28 más los reajustes previstos en el DS 23381 de 29 de diciembre de 1992. Luego, a soücitud del actor 
[...], el Juez a quo, al evidenciar error en el cálculo de sueldos devengados, rectifícó el monto de la Hquidación, en la suma 
de Bs26.027,28” (Sala Social y Administrativa. Auto Supremo 281. Sucre, 28 de febrero de 2007. Distrito: La Paz, Proceso 
social. Ministro relator. Dr. Eddy Walter Fernández Gutiérrez). Posteriormente, ante apelación planteada por el Gobierno 
Municipal de La Paz, “por auto de vista 66/06 SSA III de 24 de marzo de 2006, se confírmó la sentencia” (Sala Social y 
Administrativa. Auto Supremo 281. Sucre, 28 de febrero de 2007. Distrito La Paz, Proceso social. Ministro relator: Eddy 
Walter Fernández Gutiérrez). Finalmente, ante recurso de casación planteado por el Gobierno Municipal de La Paz, la 
Sala Social Administrativa Segunda de la Corte Suprema de Justicia declaro infundado el recurso. Dentro del proceso de 
reüquidación de benefícios sociales planteado por extrabajadores de Famtul, se presentaron dos recursos de casación ante 
el Tribunal Supremo de Justicia. Uno planteado por el Gobierno Municipal de La Paz alegando prescripción conforme el 
Art. 120 de la Ley General del Trabajo; otro por parte de 24 trabajadores, representados por Ernesto Condori Condori, 
solicitando el reconocimiento del bono de producción en la Hquidación de benefícios sociales. Ambos recursos fueron 
declarados improcedentes (Sala Social Administrativa Primera. Expediente 756/06. Auto Supremo 135-Social. Sucre, 25 
de marzo de 2008. Distrito La Paz. Ministro relator: Jaime Ampuero Garcia). 
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presas y Servicios Públicos dei Gobierno Municipal de La Paz, informa que EMTA 

... fue transferida a jurisdicción nacional por la Ley n.° 1544 de Capitaüzación de 21 de marzo 
de 1994 (Art. dejando de tener atribuciones los Gobiernos Municipales, por lo que se 

desconoce el funcionamiento que tuvieron luego dei mencionado proceso, pero ya no existe 
en la actuaüdad (Cornejo, 2017). 

Cabe aclarar que el art. 10 de la Ley de Capitalización versa sobre la regulación en el sector 
de transportes y otros, pero no establece nada respecto de la transferencia de activos de los go¬ 
biernos municipales bacia el gobierno nacional, por lo que la interpretación que realiza la abo- 
gada Rojas no tiene ningún respaldo legal y niega vários actos administrativos que el propio 
Gobierno Municipal ejecutó meses y anos después de aprobada la Ley de Capitalización. 

Por su parte, Juan Reynaldo Ugarte Conde, abogado de la Dirección General de 
Asuntos Jurídicos, y Nely P Mamani Mamani, supervisora de la Unidad de Contabibdad, 
en un informe presentado a Luis ReviUa Herrero, Alcaide Municipal de La Paz, concluyen 
que “La Ley de Capitabzación no tuvo ninguna incidência en EMTA y su concurso de 
acreedores” (Cornejo, 2017). Luego informan que. 


... en fecha 29 de noviembre de 1994, mediante Resolución Municipal n.° 583A se dispuso dejar 
sin efecto la intervención, convocándose al Directorio para que asuma funciones de acuerdo al 
Estatuto y Reglamento vigentes. Se dictaron asimismo, las Resoluciones de Directorio n.° 01/94 
de 08/12/94, n.° 02/94 de 08/12/94 y n.°03/12/94 de 13/12/94, donde se dispuso se inicie 
el Concurso Voluntário de Acreedores,^^^ designándose al nuevo Gerente General Liquidador y 
nombrándose al nuevo Directorio de la Empresa EMTA [...]. |E]1 Directorio decidió cancelar 
todas las obUgaciones a favor de sus acreedores y promover un proceso concursal voluntário de tal 
manera que todos recibieran de acuerdo a la Sentencia de Grados y preferidos a dictarse, los pagos 
a que tienen derecho por haber transferido bienes o servicios a favor de EMTA [...]. La demanda 
de Concurso Voluntário de Acreedores se inicio en fecha 22 febrero de 1995 (Cornejo, 2017). 

El 5, 10 y 15 de marzo de 1995, los acreedores fueron notificados con la demanda.^^*’ 
“Tramitada la causa, el Juzgado Sexto de Partido Civil y Comercial, dictó la Resolución 


254 El art. 10 de la Ley de Capitalización dice: “Los servicios públicos de comunicaciones, energia eléctrica, hidrocarburos 
y transporte, corresponden a la jurisdicción nacional y serán normados por Leyes sectoriales específicas. 

Los servicios públicos mencionados en el párrafo anterior quedan excluidos dei alcance de los artículos 9°, numeral 4), 
72° y 73° de la Ley Orgânica de Municipalidades de 10 de enero de 1985 y serán regulados por un ente cuya creación, 
funciones y atribuciones se establecerán por Ley. 

La prestación de estos servicios públicos en jurisdicciones municipales, serán compatibilizadas y coordinadas con las 
normas de desarroUo urbano emitidas por los gobiernos municipales respectivos”. 

255 Procedimiento de ejecución colectiva por el que los diversos acreedores de un deudor común, ya sea civil o 
mercantil que se encuentren en estado de insolvência definitiva intentan satisfacer sus créditos con el patrimônio dei 
deudor, respetando el orden de prelación de créditos. http://www.enciclopedia-juridica.bizl4.com/d/concurso-de- 
acreedores / concurso-de-acreedores.htm 

256 Se trata dei “Proceso judicial de concurso voluntário de acreedores”, caratulado como “EMTA c/ Concurso de 
Acreedores, NUREJ 2016567, E-16,12 cuerpos”, tramitado ante el Juzgado Público Civil y Comercial 6o dei 
Tribunal Departamental de Justicia de La Paz. 
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- Sentencia n° 69/95 de fecha 14 de junio de 1995, declarando PROBADA la demanda 
[...] y se dispuso el pago de los créditos”, entre otros, a la Caja Nacional de Salud, al Fon¬ 
do de Pensiones Básicas, al Fondo Complementario de Seguridad Social Municipal, a la 
Alcaldía Municipal de La Paz, a Import Services Autom, a Bernel Ltda, al Hospital Juan 
XXIII, [a] SAMAPA, a YPFB y al Servido Nacional de Caminos (Cornejo, 2017). 

Si bien se dispuso pagar por orden a diferentes acreedores y se efectuaron aigunos remates 
para cubhr deudas, el pathmonio de EMTA era insuficiente para absorber todos los pagos. Al 
momento de iniciar la demanda, EMTA tenía un património de $us 846.200, pero sus deu¬ 
das alcanzaban a $us 1.084.469. Además, el património estaba compuesto, esencialmente, de 
varias decenas de buses (aproximadamente 100) y de repuestos que no fueron prontamente 
rematados y convertidos en dinero. “En la actuaHdad, la Resolución-Sentencia n.° 69/95 se 
encuentra ejecutoriada, y el proceso se haUa en ejecución de Sentencia” (Cornejo, 2017). 

Por vários anos, los buses y demás activos de EMTA estuvieron depositados en un 
prédio de propiedad del Ministério de DesarroUo Rural, ubicado en Santa Rosa del muni¬ 
cípio de El Alto. El ano 2003, la Federación Departamental de Trabajadores Campesinos 
de La Paz “Túpac Katari” exigió al Gobierno Municipal de La Paz desocupar el prédio de 
propiedad del Ministério de DesarroUo Rural y sacar los activos de EMTA. Pero, meses 
después, fueron beneficiados con una ley que les transferia los activos de EMTA a título 
gratuito. El 28 de mayo de 2004, Hormando Vaca Diez (MIR), entonces presidente inte¬ 
rino de la RepúbUca, promulgo la Ley 2714, cuyo artículo 

... autoriza al Gobierno Municipal de La Paz transferir, a título gratuito, en favor de la Fede¬ 
ración Departamental de Trabajadores Campesinos de La Paz “Túpac Katari” y la Federación 
Departamental de Mujeres Campesinas de La Paz “Bartolina Sisa”, la chatarra de propiedad 
de la Empresa Municipal de Transporte Automotor, que se encuentra depositada en el prédio 
ubicado en el Município de El Alto (Santa Rosa). 

A pesar de que se había aprobado una transferencia a título gratuito, Roberto MoUna 
y Lisandro Anzoleaga Vaca, el depositário y el Uquidador de EMTA, respectivamente, 
denunciaron que la Federación de Campesinos de La Paz había reaUzado un “robo” de la 
totaUdad de los buses de EMTAF^^ quedaron tan solo 16 cajas de repuestos y accesorios 
de buses como bienes rescatados que, entre febrero 2005 y noviembre de 2006, fueron 
objeto de vários intentos de remate sin êxito. El resultado fue una EMTA en hquidación 
sin el património suficiente para afrontar sus acreencias, deudora inclusive de la entidad 
ajo cuya tuición se encontraba, el Gobierno Autónomo Municipal de La Paz. 


257 Para mayores detalles, véase: Proceso Judicial de Concurso Voluntário de Acreedores, caratulado como EMTA c/ 
Concurso de Acreedores, NUREJ 2016567, E-16,12 cuerpos, tramitado ante el Juzgado Público Civil y Comercial 6o 
del Tribunal Departamental de Justicia de La Paz. 
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3 . 1 . 1.16 Servicio Autónomo Municipal de Aguas Potables y Alcantarillado (SAMAPA) 

Esta empresa de servidos munidpal fue creada el 20 de abril de 1966 mediante el Decre¬ 
to Ley 7597, con domicilio legal en la ciudad de La Paz, duración indefinida y plena capa- 
cidad para autoadministrarse y ejercitar todos los actos de la vida jurídica. La Dirección 
Municipal de Agua Potable de la Alcaldía de La Paz transfirió bienes, acciones, derechos 
y concesiones a favor de SAMAPA, cuya personería jurídica, estatutos y reglamentos 
fueron reconocidos el 9 de agosto de 1967 mediante la Resolución Suprema 143294. 

En 1975, la composición dei Consejo de Administración de esta entidad fue modificada 
incorporando a representantes de los Ministérios de Planeamiento y Coordinación, de Urba¬ 
nismo y Vivienda y a Cordepaz (DS 12547, 04/06/1975). A partir dei 1 de agosto de 1985, 
con la aprobación dei DS 21021, su máxima instancia de decisión pasó a ser el Directorio de 
SAMAPA, compuesto por el alcaide municipal de La Paz, como presidente, cuatro directores 
(el representante regional dei Ministério de Urbanismo y Vivienda, un representante técnico 
de Cordepaz, un representante técnico de la Alcaldía Municipal de La Paz y un representante 
de la Sociedad de Ingenieros) y el gerente de la empresa como secretario (art. 2). 

SAMAPA era la empresa que prestaba el servicio de agua potable y de alcantarillado 
sanitario en La Paz, El Alto y los alrededores; para tal efecto, estaba a su cargo el aprove- 
chamiento de aguas de diferentes fuentes ubicadas en su área de influencia. Esta se dividia 
en tres sistemas: el de Pampahasi, el de Achachicala y el de El Alto. 

Esta empresa tenía una buena gestión empresarial, lo cual fue reconocido por el Banco 
Mundial en su informe de mayo de 1997 referido a la supervisión dei crédito 2187-BO. Pese a 
eUo, el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada incorporo a SAMAPA al proceso privatiza- 
dor bajo la modalidad de concesión de aprovechamiento de aguas y dei servicio público. Esto 
ocurrió porque las instituciones financieras internacionales otorgaron créditos a Bolivia para 
mejorar los servidos de agua potable y alcantariUado a condición de privatizar SAMAPA. 

La enajenación de esta empresa se efectuó a través de los siguientes pasos: 

• Modificación de la normativa sectorial de aguas. 

• Contratación de servidos de consultoria (vários consultores). 

• Autorización de la entidad propietaria y dei municipio bajo cuya tuición se encontraba. 

• Licitación pública internacional para la participación privada en SAMAPA a través de 
la modalidad de concesión. 

• Acto de cierre y firma de contratos. 

Los pasos senalados no se siguieron, necesariamente, de manera consecutiva: la modifi¬ 
cación de la normativa sectorial, por ejemplo, fue ocurriendo a medida que avanzaba el pro¬ 
ceso de la licitación; lo mismo ocurrió con vários de los servidos de consultoria que acom- 
panaron las acciones de enajenación, incluyendo el acto de cierre y firma de contratos. 

Entre las modificaciones normativas para la enajenación de los sectores estratégicos, 
que involucra a SAMAPA, se cuenta la promulgación de la Ley 1600 Sirese, que crea el 
Sistema de Regulación Sectorial con el objetivo de regular, controlar y supervisar las acti- 
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vidades de los sectores sometidos a regulación como el sector aguas.^^® 

En 1996, el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada dio curso a la privatización de SA- 
MAPA. El Ministério de CapitaPzación, entidad a cargo de la privatización de las empresas pú¬ 
blicas en el marco de la Ley 1330, efectuó la contratación de diversos servicios de consultoría 
para el asesoramiento en la privatización de esta empresaú^® Los consultores contratados pa- 
saron a ser parte del denominado “Grupo de Trabajo” que asesoró la privatización de SAMA- 
PA, esas empresas y firmas consultoras contratadas son detaUadas en el cuadro siguiente: 


Cuadro 99. Servicios de consuitoría contratados para ia privatización de SAMAPA 


Banco de inversión 

Asesores técnicos 

Asesores iegaies 

Banque Paribas 

Halcrow&Partners 

0'Melveny & Myers 


Uzín & Asociados 

Ashurt Morris Crisps Asociados 


Consultores Galindo 

GonzálesS Asociados 


Fuente: Salinas &Asociados, 1998. 


El proceso de enajenación de SAMAPA, ha ocasionado un gasto en consultorias del 
orden de $us. 1.265.598,86 que se distribuyeron entre las empresas de SAMAPA (La Paz) 
y SEMAPA (Cochabamba) de la siguiente manera; 


Cuadro 100. Costo en servicios de consuitoría SAMAPA 


N.° 

Consuitoría) 

Costo total 
Consultoríasen $us 

Costo asignado SAMAPA 
en $us 

Costo asignado SAMAPA 
en $us 

1. 

Banque Paribas 1996 

500.000,00 

300.000,00 

200.000,00 

2. 

Halcrow&Partners 1997 

98.242,00 

49.121,00 

49.121,00 

3. 

0'Melveny& Myers 1997 

557.356,86 

278.678,43 

278.678,43 

4. 

KPMG Peat MarwickSRL 

110.000,00 

55.000,00 

55.000,00 


Total 

1.265.598,86 

682.799,43 

582.799,43 


Fuente: CEMIPyC, 2018 con base a contratos de consultoria. 


Las actividades desarroUadas por las principales consultorias contratadas son descritas 
en el siguiente cuadro; 


258 El artículo 1 de la Ley 1600 Sirese senala: “El Sistema de Regulación Sectorial (Sirese) tiene como objetivo regular, 
controlar y supervisar aqueUas actividades de los sectores de telecomunicaciones, electricidad, hidrocarburos, 
transportes, aguas y las de otros sectores que, mediante ley, sean incorporados al Sistema y que se encuentren 
sometidos a regulación conforme a las respectivas normas legaies sectoriales... ”. 

259 Entre las consultoras que prestaron asesoría había un banco de inversión, asesores técnicos internacionales y firmas 
legaies nacionales e internacionales, es el que se utílizó en la enajenación de las empresas estratégicas: YPFB, ENFE, 
Entel, ENDE y LAB. 
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Cuadro 101. Actividades de las principales consultoras contratadas para la privatización de SAMAPA 


Consultoria 

Firma consultora (período de 
prestación dei servicio) 

Actividades desarrolladas 

Banco de 
Inversión 

Banque Paribas (julio 1996 a 
junio 1997) 

Preparación dei modelo financiero. 

Examen preliminar de la estratégia de transferencia. 

Elaboración dei memorándum de información y su posterior publicación. 
Preparación e implementación de los road-show (en Francia, Espana, Inglaterra, 
Estados Unidos, en agosto de 1996). 

Revisión de lostrabajos realizados por los otros consultores. 

Definición de la estratégia de transferencia. 

Revisión de los Términos de referencia. 

Elaboración de los borradores de contratos de concesión y régimen de bienes. 
Asesoramiento en la apertura y revisión de propuestas para la adjudicación. 

Servicio Legal 
Internacional 

0' Melveny & Myers LLP (enero a 
junio 1997) 

Asesoramiento en los procesos de participación privada en SAMAPA. 

Elaboración de los proyectos de Términos de referencia, Contrato de concesión, 
Contrato de régimen de bienes. 

Revisión de Proyectos de reglamentos para el sector aguas, incluyendo un 
proyecto de reglamento general de prestación de servicios de agua. 

Asesor Técnico 

Williams Hallcrow & Partners 

Inc. (agosto 1996 a junio 1997) 

Estúdios técnicos tendientes a la transformación institucional de SAMAPA en el 
proceso de la incorporación dei sector privado a su administración. 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Salinas & Asociados, 1998. 


Por su parte, también en 1996, el Directorio de SAMAPA aprobó la privatización, median¬ 
te las Resoluciones 18/96 dei 12 de agosto de 1996 y 45/96 dei 11 de octubre de 1996, que 
determinaban la ejecución dei proceso de participación privada en la prestación de servicio 
público de agua potable y alcantariUado sanitario en las ciudades de La Paz, El Alto y sus alre- 
dedores (DS 24573,19/04/1996). La Resolución 45/96 definió la estratégia de privatización 
de la propuesta presentada por el Ministério de Capitalización, que consistia en; 

• Otorgar el servicio de agua potable y alcantariUado en las ciudades de La Paz y El Alto 
en concesión por treinta anos. 

• Alquilar los bienes inmuebles, transferir los bienes muebles incluyendo los inventá¬ 
rios, y transferir ciertos activos y pasivos corrientes de SAMAPA al Concesionario. 

• Transferir los trabajadores de SAMAPA, incluyendo sus benefícios sociales, al Conce¬ 
sionario. 

• El concesionario de SAMAPA debe: 

• Crear una empresa en Bolivia con un capital suscrito y pagado de 10 mUlones de dólares. 

• Firmar con la Superintendência de Aguas el Contrato de Concesión. 

• Firmar con SAMAPA el contrato de Régimen de Bienes. 

(Salinas & Asociados, 1998; 10-11). 

Además de eUo, en la reunión dei 7 de octubre de 1996, el Directorio de SAMAPA, 
“en vista [de] que el sistema tarifario era obsoleto y la situación fínanciera que atravesaba 
[era] defícitaria, y al no ser sujeto de crédito dei FNDR ni dei BID, mediante Resolución 
44/96 resolvió aprobar el nuevo sistema tarifario en base al estúdio elaborado por la 
Consultora Uzín” (SaUnas & Asociados, 1998; 9). 
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De acuerdo con Unitas, “antes del proceso de ‘concesión’ (privatización) se instruyó 
a SAMAPA el incremento de tarifas para hacerla atractiva a la inversión exterior, este 
incremento significo un 57% para la categoria doméstica y con la firma del contrato se 
incremento un 19% más” (Unitas, 2008). 

A su vez, la Alcaldía Municipal de La Paz aprobó la privatización de SAMAPA median¬ 
te la Ordenanza Municipal 015/97 del 24 de marzo de 1997. Esta disposición autorizaba 
el proceso de participación privada en la provisión del servido público y alcantariUado 
a través de la concesión de SAMAPA y facultaba a la alcaldesa municipal, Gaby Candia, 
para asumir e intervenir, en representación del Gobierno Municipal y como presidenta 
del Directorio de SAMAPA, en todas las fases del proceso de participación privada en la 
concesión de SAMAPA; términos de referencia, procedimientos de consulta, caüficación 
de las propuestas, selección, adjudicación y otros. 

Finalmente, el 19 de abril de 1997, tras el requerimiento expreso de la alcaldesa mu¬ 
nicipal de La Paz, Gaby Candia, mediante la nota DSA Of 233/97 del 15 de abril de 
1997, el gobierno central autorizó la privatización de SAMAPA, a través del DS 24573, 
en los siguientes términos; 

Autorizase al Servicio Autónomo Municipal de Agua Potable y AlcantariUado (SAMAPA) 
Uevar a cabo el proceso de participación privada en la prestación del servicio púbUco de agua 
potable y alcantariUado, arrendar sus bienes inmuebles y transferir sus bienes muebles o cons¬ 
tituir un derecho de explotación sobre el conjunto de sus bienes necesarios al servicio púbUco, 
como unidad económica, y transferir determinados activos y pasivos al titular de las concesio- 
nes de aprovechamiento de aguas y del servicio púbUco de agua potable y alcantariUado a ser 
otorgadas conforme a ley (art. 1). 

Esa participación privada en SAMAPA se efectivizó a través de la modaUdad de con¬ 
cesión para lo que se convocó a una Ucitación pública internacional; el DS 24573 aprobó 
estas determinaciones del siguiente modo; 

Autorizase al Ministério sin Cartera Responsable de CapitaUzación a efectuar la Ucitación pú- 
bUca internacional para las concesiones de aprovechamiento de aguas y del servicio púbUco de 
agua potable y alcantariUado en las ciudades de La Paz, El Alto y sus alrededores, incluyendo 
los actos que sean necesarios para el proceso de parúcipación privada senalado en el artículo 1 
del presente decreto supremo (art. 2). 

Autorizase al Ministério sin Cartera Responsable de CapitaUzación a reaUzar todos los ac¬ 
tos y contrataciones de servidos necesarios para cumplir con el presente decreto supremo, 
incluyendo la contratación de servidos de asesores financieros, asesores legales y otros que 
sean requeridos (art. 3). 

El Ministério sin Cartera Responsable de CapitaUzación realizará consultas, establecerá 
salas de datos, organizará visitas, y también la selección, calificación, evaluación y reco- 
mendación del otorgamiento de las concesiones resultantes de la Ucitación pública in- 


260 Esta nota se encuentra referenciada en el considerando del DS 24573 del 19 de abril de 1997. 
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ternacional convocada al efecto, de conformidad con las Normas Básicas dei Sistema de 
Administración de Bienes y Servidos y la reglamentación específica para la ejecución de 
procesos de capitalización en lo que corresponda (art.4). 

El Ministério sin Cartera Responsable de Capitalización establecerá una Comisión Caiifi- 
cadora para las concesiones, que estará presidida por ei Ministro sin Cartera Responsable 
de Capitalización y conformada por ei Secretario Nacional de Capitalización e Inversión 
que actuará como secretario y por lo menos dos vocales, quienes serán designados por 
resolución ministerial (art. 5). 

La modalidad de concesión implicaba la entrega al sector privado dei aprovechamien- 
to de las fuentes de agua y dei servicio público de agua potable y alcantariUado de la ciu- 
dad de La Paz, mediante una resolución administrativa de la Superintendência de Aguas 
(entidad que aún no había sido constituida en el marco de la Ley 1600 Sirese). Esa con¬ 
cesión tendría un plazo de 40 anos y le otorgaría al concesionario el derecho a usar los 
bienes muebles e inmuebles necesarios para el ejercicio de las concesiones, para lo cual 
debían firmarse contratos entre SAMAPA y el concesionario (DS 24573, art. 6 y 7). 

Cabe hacer notar que el artículo 3 dei DS 24573 senalaba que el Ministério de Capita¬ 
lización podría contratar servicios de asesores financieros, legales y otros, cuando ya los 
había contratado todos desde 1996. Además, Uama la atención que este decreto supremo 
instruye aplicar la reglamentación que estaba vigente para los procesos de capitalización, 
de ahí que se reahzaron road-shows para promocionar la enajenación de SAMAPA en 
Francia, Espana, Inglaterra, Estados Unidos, en agosto de 1996. 

Los Términos de referencia de la hcitación pública internacional para la participación 
privada en SAMAPA fueron aprobados por el Ministério de Capitalización el 19 de abril 
de 1997, mediante la Resolución Ministerial 036/97. El cronograma dei proceso privati- 
zador fue el siguiente; 

20 de abril de 1997 

2 de mayo de 1997 

18 de junio de 1997 

20 de junio de 1997 

26 de junio de 1997 

27 de junio de 1997 

30 de junio de 1997 

1 de agosto de 1997 

(Salinas & Asociados, 1998: 2). 


Fecha de publicación de la convocatoria y emisión de Térmi¬ 
nos de referencia. 

Envio de los proyectos de contratos a los adquirientes. 
Envio a los adquirientes de las versiones finales de los con¬ 
tratos. 

Designación de vocales de la Comisión Calificadora: Jorge 
Harriague Urriolagoitia y Mario Ballivián Cabrera. 

Fecha de presentación y evaluación de propuestas. 

Fecha de adjudicación. 

Nombramiento dei superintendente de Aguas (Luis GuiUer- 
mo Uzín Fernández) y emisión de la Resolución Suprema de 
adjudicación. 

Fecha de cierre e inicio de la concesión 
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Los Términos de referencia fueron adquiridos por tres empresas transnacionales: Lyon- 
nayse des Eaux América Latina (Francia), International Water Limited y Asociados (Ingla- 
terra-EEUU) y Empresa Tejofram de Saneamiento y Servicios Generales (Brasil). 

El 26 de junio de 1997, solo se presentó la empresa francesa Lyonnayse des Eaux 
(que, junto a otras empresas, conformo Aguas del lUimani). La Comisión Caüficadora, 
presidida por Alfonso RevoUo Thenier y Edgar Saravia Durnik como secretario, emitió 
su informe refiriendo lo siguiente; 

La Comisión Caüficadora recomienda adjudicar la Licitación Pública Internacional para la 
Concesión del Servicio Público de Agua Potable y Alcantarillado en las ciudades de La Paz y 
El Alto y sus alrededores al Proponente Calificado Consorcio Aguas del lUimani SA, al haber 
presentado la Primera Propuesta Económica que ofrece 71.752 Conexiones de Agua Potable 
(sic) en el área El Alto al 31 de diciembre de 2001 de acuerdo al porcentaje acumulativo sena- 
lado en el numeral 6.1. de los Términos de referencia. 

Los porcentajes acumulativos establecidos en el numeral 6.1 son los siguientes; 


Al 31 de diciembre de 1998 

25% 

Al 31 de diciembre de 1999 

50% 

Al 31 de diciembre del 2000 

75% 

Al 31 de diciembre del 2001 

100% 

Esto es, 17.938 conexiones por ano 

hasta el 2001 


(Salinas & Asociados, 1998: 2 y 3). 

El 30 de junio de 1997, Luis GuiUermo Uzín Fernández fue nombrado superinten¬ 
dente de Aguas, mediante la Resolución Suprema 217089. En esa misma fecha, Uzín 
resolvió adjudicar la licitación pública internacional al Consorcio Aguas del lUimani SA 
por haber ofertado 71.752 conexiones de agua potable en el área de El Alto hasta el 31 
de diciembre del 2001, de acuerdo a términos de referencia y contrato de concesión. 

El consorcio adjudicatario se constituyó bajo la razón social de Aguas del lUimani SA, 
domiciUado en la ciudad de La Paz, BoUvia, con un capital autorizado de BslOO.OOO.OOO 
y un capital suscrito y pagado de Bs53.000.000, mediante Escritura PúbUca de Constitu- 
ción de Sociedad Anónima 187/97 otorgado por Notaria de Fe PúbUca el 11 de juUo de 
1997. El capital pagado de la sociedad fue aportado por los socios de acuerdo al detaUe 
descrito en el cuadro siguiente; 
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Cuadro 102. Participación accionaria en Aguas dei lilimani SA (11 de julio de 1997) 



Fuente: Salinas &Asociados, 1998. 


Respecto a la adjudicataria de la concesión; 

... [su] socio mayoritario [era] la companía francesa Suez (55%), una de las más grandes en el 
mundo en el sector de agua y saneamiento; además incluye BICSA (22%), grupo financiero 
dei Banco Mercantil, por tanto relacionado con la familia dei ex presidente Jorge Quiroga (Vi- 
cepresidente electo de ese momento) también [estaban] Connal (5%), Inversora en Servicios 
(9%), los trabajadores de la empresa (1%), y el Banco Mundial, a través de su grupo financiero, 
el IFC (8%) (Crespo, 18/02/ 2005).. 

La empresa líder de Aguas dei lilimani SA (AISA), la francesa Lyonnaise des 
Eaux, tenía inicialmente un paquete accionario de 35%, pero luego incremento su 
participación hasta 54%. Después dei 2001, el Banco Mundial estuvo entre los accio- 
nistas, a través de su brazo financiero; International Finance Corporation (IFC), con 
el 8% dei paquete accionario. Esto ocurrió tras la Guerra dei agua en Cochabamba 
(abril de 2001), y fue una forma de apoyo dei BM a las inversiones extranjeras en 
Bolivia, para “... dar buenas senales a las companías inversionistas y brindarles un 
nivel de seguridad de sus propias inversiones; una suerte de ‘sello de aprobación’ en 
países considerados de riesgo” (Crespo y Fernández, 2004: 271). 

La Dirección General dei Registro de Comercio y Sociedades por Acciones (Recsa) 
reahzó el registro de la Escritura de constitución de Aguas dei lUimani SA (AISA) bajo la 
matrícula 7-41057-1, mediante Resolución Administrativa 10489 dei 23 de julio de 1997. 

El 24 de julio de 1997 fueron suscritos los dos contratos previstos en el proceso 
de privatización: el Contrato de Régimen de Bienes entre SAMAPA, representada 
por su gerente general Ronny Vega Márquez, y Aguas dei lilimani SA, representada 
por Carlos de Yeregui; y el Contrato de Concesión de Aprovechamiento de Aguas y 
Concesión dei Servido Público de Agua Potable y Alcantarillado en las Ciudades de 
La Paz y El Alto y sus Alrededores entre la Superintendência de Aguas, representada 
por el superintendente Luis Guillermo Uzín Fernández, y Aguas dei lilimani SA, 
representada por Carlos de Yeregui. 

Es importante aclarar que, con ese contrato de concesión, no se privatizaba única¬ 
mente la prestación de un servido público para su mejoramiento, sino que se incluía el 
aprovechamiento de aguas de las cuencas y no solo de las fuentes específicas de agua para 
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provisión del servido; . ocho fuentes de abastecimiento concesionadas son propiedad 
temporal del concesionario mientras dure la concesión, Piecho que] estaria contradicien- 
do el Art. 136 de la Constitución Política del Estado (CPE), que establece el dominio 
originário del Estado sobre los recursos” (Crespo y Fernández, 2004; 274). 

La privatización había sido aprobada por el Directorio de SAMAPA y la Alcaldía de 
La Paz (bajo el üderazgo del Ministério de Capitaüzación, que contaba con la potestad 
para seleccionar al concesionario mediante licitación pública internacional). La población 
pacena no tuvo acceso a los términos en los cuales se enajenaba su servido de agua po- 
table y alcantariUado y sus fuentes de agua; 

... en el proceso de concesión no hubo ninguna participación de los gobiernos munidpales, 
usuários y organizaciones sociales. La convocatoria a la concesión se reaüzó en base a un 
estúdio realizado por el Banque Paribas (Francia), bajo el seguimiento de la Superintendência 
de Aguas (creada un mes antes a la concesión), por tanto no hubo posibüidad de anaüzar los 
términos de referencia y promover una discusión pública, como se esperaria de un proceso 
transparente en una sociedad democrática (Crespo y Fernández, 2004: 268). 

Con respecto a la experiencia en El Alto, la activista Maude Barlow,^*"^ presente en las 
movilizaciones, manifesto lo siguiente; 

[Acudí] a un encuentro internacional para apoyar a los habitantes de esa ciudad en su lucha 
contra Suez. Lo más importante para nosotros fue acercamos a las comunidades de El Alto y 
conocer a la gente que vive aUí sin agua. Vimos la tremenda contaminación en la zona. Suez se 
comprometió a destinar 800 miUones de dólares en la instalación de una planta de tratamiento 
de agua, y hasta ahora no lo hicieron. Lo que hicieron, en cambio, fue verter los desechos de El 
Alto y La Paz en los túneles, que son simplemente zanjas que desembocan en el lago Titicaca 
(Radio Mundo Real, en: Red Vida, 2005). 

Una vez que AISA empezó a operar, incumplió sus compromisos de expandir las 
conexiones de agua y alcantariUado, principalmente en las áreas periféricas de la ciu¬ 
dad de El Alto, y condiciono la ampliación de sus redes en zonas nuevas a la cober¬ 
tura de los costos de ampliación por parte de los vecinos. Asimismo, se hizo evidente 
el alza de tarifas que estaban indexadas al dólar, y que afectaban a la economia de los 
consumidores. Todo esto provocó una nueva Guerra del agua, esta vez en La Paz, 
hecho que precipitó la salida de la transnacional Aguas del Illimani SA a inicios de 
2005 (DS 27973, 12/01/2005). 


261 Maude Barlow, activista canadiense y autora de El oro azul, libro en el que se analizan procesos de privatización del 
agua en distintas partes del mundo. 
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3-2. Caso de estúdio: Fábrica Nacional de Vidrio Plano (Fanviplan) 

3.2.1. Aspectos generales 

La Fábrica Nacional de Vidrio Plano (Fanviplan) producía vidrios planos con un espesor 
que oscilaba entre 2 y 8 m. Era una unidad administrativa desconcentrada dependiente 
de Cordepaz, con niveles de decisión propios (Gerencia General), que no contaba con 
personería jurídica propia. 

Su creación se enmarcó en la apHcación dei Modelo de DesarroUo de Sustitución de 
Importaciones que se difundió en América Latina desde los anos 50 dei siglo pasado,^*"^ 
cuyo objetivo era .. sustituir importaciones y rebajar el precio dei vidrio, contribuyen- 
do así a la disminución de los costos en la construcción de viviendas y al mejoramien- 
to de las condiciones habitacionales en las zonas urbanas y áreas rurales” (DS 11002, 
26/07/1973). 

Su creación e implementación duró cerca de diez anos; inició en 1971 con los estúdios 
de factibiüdad realizados por la Corporación Boliviana de Fomento y la firma consultora 
GOPA,^'^^ que actuó por encargo dei Gobierno de la República Federal de Alemania. 
Estos recomendaron la instalación de esa industria. 

Después de una ücitación pública y negociaciones que duraron hasta 1973, la provi- 
sión e instalación de una fábrica de vidrio plano, con capacidad de 6.720 toneladas netas 
de vidrio por ano, fue encomendada a la firma polaca Pohmex Cekop Ltda., bajo la mo- 
daUdad “Uave en mano”, por un precio de $us 4.465.500, con la concesión de un crédito 
principal pagadero en 11 anos (DS 11002, 26/07/1973). 

En 1974, la CBF adquirió un préstamo dei Banco Central de Bolivia por $bl .000.000 ($us 
50.000 al tipo de cambio $b20 por dólar americano), para inversión adicional en Fanviplan, des¬ 
tinada a obras de infraestructura y puesta en marcha de la fábrica (DS 11573, 02/07/1974). 

Desde 1981, Fanviplan, localizada en El Alto, en el kilómetro 6, Rio Seco, de la carre- 
tera La Paz-Huarina, formó parte de la industria manufacturera boliviana y contribuyó 
al suministro de vidrio plano para construcciones. Cabe destacar algunas características 
de esta industria: un 80% de las matérias primas provenían dei país y contaba con una 
moderna tecnologia en la producción de vidrio plano, situación que le permitió una pro- 
ducción con mercado regional seguro, el avance en la cobertura de otras regiones dei país 
y la incursión en mercados dei exterior. 


262 Según Escobar y Kruse, el modelo sustitutivo de importaclón en Bolivia se constituyó sobre una infraestructura 
industrial básica, se acudió a créditos ágiles, blandos y de fácil acceso. Hubo un manejo rentista de los recursos por 
dos grupos industriales que no propicio eslabonamientos productivos ni promovió el mercado interno. Esta situación 
se complicó con la crisis de la deuda externa en 1979, periodo en el que comenzó la fase recesiva (2002: 3). Fue en ese 
contexto que, el 26 de juHo de 1973, la Corporación Boliviana de Fomento (CBF) empezó a implementar la Fábrica 
de Vidrio Plano en La Paz según lo senala el DS 11002. 

263 GeseUschaft für Organisation, Planung und Ausbüdung mbH, Empresa para la Organización, la Planificación y la 
Formación (GOPA por sus siglas en alemán), es una consultora privada en el área de asistencia técnica al desarroUo 
fundada en 1965, actualmente se denomina Grupo Consultor GOPA, su sede principal está en Bad Homburg, Alemania. 
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3.2.2. El proceso de privatización y la venta fallida de Fanviplan 

El gobierno de Jaime Paz Zamora determino la privatización de Fanviplan, mediante el 
DS 22836(14/06/1991). Pese al proceso de privatización implementado, la venta de la 
empresa fracasó. 

Inicialmente, se presenta la cronologia del proceso de privatización de los activos de 
Fanviplan a favor de una empresa privada constituida por los hijos del representante de 
Polonia que había sido el proveedor de la maquinaria: 


Cuadro 103. Cronologia de la privatización de Fanviplan 

1 1991,14 junio. Aprobación de la privatización de 60 empresas de las Cordes, entre ellas Fanviplan, mediante el DS22836. 

2 1991,3 de julio. Suscripción del convénio de Asistencia Técnica entre la CEEP y Cordepaz para el asesoramiento en la 
privatización de sus empresas. 

3 1992,28 febrero. Suscripción del contrato de servidos entre Carana Corporation y la CEEP para evaluar la viabilidad, los activos y 
recomendar la estratégia para la privatización de Fanviplan. 

4 1992,24 abril. Autorización para la enajenación de activos, bienes, valores, acciones y derechos del Estado, mediante Ley 1330 
de Privatización. 

5 1992,5 junio. Aprobación del procedimiento para privatizar las empresas del Estado, mediante el DS 23170 (Reglamento de la 
Ley de Privatización). 

6 1992,17 junio. Se autoriza al presidente de Cordepaz incorporarse a la CEEP para analizar y definir estratégia de privatización de 
Fanviplan (Resolución de Directorio Cordepaz RD 018/92). 

7 1992,10 junio. Cierre de Fanviplan reportado en el Informe Carana de noviembre 1992 

8 1992,7 julio. Autorización de la privatización de Fanviplan y encomienda, al presidente de Cordepaz, procurar el mejor arreglo 
para los trabajadores (Resolución de Directorio Cordepaz RD 021/92). 

9 1992,27 julio. Se resuelve la venta de activos de Fanviplan mediante la Bolsa de Valores, con oferta al contado, mediante la 
Resolución CEEP 08/92. 

10 1992,8 octubre. Modificación del Reglamento de la Ley de Privatización mediante el DS 23287. 

11 1992,15 octubre. Se resuelve la oferta pública del 100% de los derechos de participación de Fanviplan, con rebaja de 120% por 
cada derecho de participación. Se prevê que, no haber oferentes en 10 sesiones de la Bolsa, se convocará a licitación pública 
(Resolución CEEP 18/92). 

12 1992,5 y 8 noviembre. Invitación por nota de prensa a presentar ofertas a la Licitación Pública Internacional de Fanviplan. 

13 1992,9 noviembre. Pliego de condiciones para la LPI de Fanviplan. 

14 1992,27 noviembre. Se elabora la Enmienda 1. Modificaciones al contrato, temas de forma 

15 1992,1 diciembre. Se elabora la Enmienda 2. Modificaciones a la venta al contado abriendo posibilidad de venta financiada. 

16 1992.7 diciembre. Recepción de ofertas y apertura del sobre"A". 

17 1992.9 diciembre. Apertura del sobre"B"de la oferta de compra de Fanviplan. 

18 1992,15 diciembre. Resolución CEEP, preadjudica Fanviplan a la empresa Doble"N"SRL, representada por Peter Andrew 
Salzmann, por $us 1.280.000, pagaderos en 3 cuotas. 

19 1993,9 marzo. Adjudicación de Fanviplan a la empresa Doble "N"SRL, por $us 1.280.000, pagadero en 3 cuotas, mediante el DS 23417. 

20 1993,30 abril. Resolución CEEP, aclara que el horno de fusión, equipos y otros son parte del contrato de transferencia a 
suscribirse con Doble"N"SRL. 
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21 1993,18 mayo. Se dispone la inclusión de activos de Fanviplan al contrato que habría de firmarse con la adjudicataria Doble"N" 
(ResoluciónCEEP 19/93). 

22 1993,19 mayo. Emisión de la Resolución Coneplan 051/93, que ratifica Res. CEEP19/93 e instruye elaborar un decreto supremo 
aclaratorio y complementario, referenciado en nota UEREP 899/93. 

23 1993,24 junio. Aclaración respecto a los activos adjudicados mediante DS 23417, que una nueva lista inventariada, mediante 
el DS 23535. 

24 1993,2 julio. Ejecución de boleta de garantia de $us 100.000, de la empresa Doble"N"por incumplimiento de la adjudicación y 
por no haber firmado el contrato, referenciada en Cronograma dei proceso adjunto a nota UEREP 899/93. 


La privatización de Fanviplan, junto a la de otras 59 empresas dependientes de las 
Corporaciones Regionales de DesarroUo (Cordes), fue aprobada por el Decreto Supremo 
22836 dei 14 de junio de 1991. 

El 3 de juHo de 1991, Jorge Monje Zapata, presidente de Cordepaz, íirmó un Convê¬ 
nio de Asistencia Técnica con la Comisión de Evaluación de la Empresa Pública (CEEP), 
representada por su presidente, el ministro de Planeamiento y Coordinación, Enrique 
Garcia. Dicho convênio tenía por objeto el asesoramiento en la privatización de las em¬ 
presas de Cordepaz, de modo que se cumpla con lo previsto en el DS 22836, en sus 
artículos 21 al 24 (Min. de Planeamiento-Cordepaz, 03/07/1991). 

A continuación, la descripción y el anáHsis de los pasos que se dieron para la enajena¬ 
ción de Fanviplan. 

3.2.2.I. Contratación de consultora evaluadora 

La CEEP, presidida por el ministro de Planeamiento y Coordinación, Samuel Doria Me- 
dina, contrató a la agencia de compras estatales PNUD/OSP,^'^'^ para la preselección y 
selección de consultoras que debían evaluar las empresas públicas y disenar estratégias 
para su transferencia al sector privado. La CEEP también elaboró el “Programa de Pri- 
vatizaciones de las Empresas Públicas dependientes de las Corporaciones Regionales 
de DesarroUo”, en el que se las organiza por paquetes; Fanviplan fue ubicada como el 
Primer Paquete, denominado “Fábrica de Vidrio Plano”. 

El 31 de octubre de 1991, la agencia de compras PNUD/OSP Uevó a cabo la apertura 
de propuestas de la Licitación PúbUca Internacional OSP/BOL/520/583-BID, convo¬ 
cada para reaUzar el proceso de pre selección y selección de la consultora encargada de 
la evaluación técnica y financiera de Fanviplan. Las propuestas recibidas fueron cuatro 
(Acta de apertura, 31/10/1991); el resultado de la preselección, que estableció un orden 
de precedencia de las firmas participantes, fue informado por la agencia de compras el 30 
de enero de 1992; la empresa mejor caUficada fue PistreUi, Díaz y Asociados,^'^^ firma con 

264 La Oficina de Ejecución de Proyectos dependiente dei Programa de las Naciones Unidas para el DesarroUo (PNUD/ 
OSP) fue una de las tres agencias de compras estatales contratadas para la adquisición de bienes y contratación de 
servidos destinados al sector púbUco. Su contratación se realizó en 1989 en atención dei DS 21862 (28/01/1988). 

265 Consultora internacional corresponsal de Arthur Andersen S.C., según el currículum institucional presentado y el acta 
de negociación de los costos de consultoria (primera instancia) para los estúdios, estratégias y asesoramiento para la 
privatización de Fanviplan. 
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amplia trayectoria de trabajo en Argentina. 

El 13 de febrero de 1992, el Ministério de Planeamiento y Coordinación inicio las 
negociaciones con la firma preseleccionada; estas concluyeron el 26 de febrero de 1992 
(Min. de Planificación-Carana, 1992), sin arribar a un acuerdo. En esa misma fecha se 
procedió a la apertura de sobre “B”, que correspondia a la segunda empresa mejor cahfi- 
cada: Carana Corporation (Min. de Planificación-Carana, 1992a). 

El 27 de febrero de 1992, personeros del Ministério de Planeamiento y Coordina¬ 
ción y del Ministério de Industria, Comercio y Turismo, iniciaron las negociaciones 
con Carana Corporation. El acuerdo logrado fue integrado al contrato de servicios 
suscrito el 28 de febrero de 1992, por Samuel Doria Medina, ministro de Planea¬ 
miento y Coordinación, y los representantes de la firma. El honorário fijo a pagarse 
fue estipulado en $us 164.189 ($us 163.231, más impuestos de ley) (CEEP-UEREP, 
1993) y, el compromiso además incluía el pago de un honorário contingente “por 
concepto de honorário de venta” que ascendia a $us 10.730. 

Si bien la firma del contrato fue el 28 de febrero de 1992, el trabajo de Carana comen- 
zó el 30 de marzo de 1992, y a partir de esa fecha se computan los dos meses para la rea- 
Uzación de los estúdios. Este plazo luego fue ampliado por sohcitud del contratante. 

Paralelamente a la contratación de la consultora, el ministro Doria Medina impulsó la 
aprobación de la Ley de Privatización, promulgada el 24 de abril de 1992, como Ley 1330. 
La venta de Fanviplan se enmarcó en esa norma y en su reglamentación, aprobada el 5 
de junio de 1992 (DS 23170), que fue modificada el 8 de octubre de 1992 (DS 23287). 

3.2.2.2. Apagado del horno y cierre de operaciones de Fanviplan 

De acuerdo a la consultora Carana Corporation, el horno de vitrificación era la pieza cen¬ 
tral de toda la fábrica de vidrio (Carana Corporation, 1992b) y sus estúdios de viabiüdad 
técnico/económica habían determinado; “... la vida del horno ya estaba cerca de su fin, 
para mantener la fábrica en funcionamiento se requerían modestas inversiones para re- 
paraciones en cahente que podrían haber prolongado la vida del horno en el corto plazo 
(12 meses)” (Carana Corporation, 1992f). 

En la propuesta de Phego de condiciones que Carana elaboró en junio de 1992 
como parte de su Informe “E”, existe un apartado referido a las reparaciones del hor¬ 
no en el que se las describe detalladamente. Alude, además, a la compra de materiales 
refractarios hecha por Cordepaz para la reconstrucción y la reparación completa del 
horno (Carana Corporation, 19921). 


266 Carana Corporation se presentó como una entidad subsidiaria de la casa matriz fundada en 1984 con sede en 
Arüngton, Virgínia (EEUU). Esta organización tiene experiencia en la venta de servicios de consultoria en temas como 
la liberalización del sector de servicios, la atracción de inversiones, el desarroUo de pequenas y medianas empresas, 
los servicios financieros para infraestructura y desarroUo, los servicios de información y tecnologia de comunicación. 
El campo de acción de esa consultora se extiende a América Latina, donde ha venido coordinando actividades con 
USAID; también trabaja en países de la ex Union Soviética, Europa Oriental y Central, Asia, Oriente Medio y África. 
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Pese a contar con los materiales para la reparación total dei horno y las propuestas 
para alargar su vida útil, los ejecutivos de Fanviplan y Cordepaz decidieron apagado. De 
acuerdo a los informes de Carana, el 10 de junio de 1992, el horno de Fanviplan fue apa¬ 
gado y la planta parahzada. La supervisión dei apagado dei horno estuvo a cargo de un 
experto de Carana; este servido no tuvo costo (Carana Corporation, 1992e). 

En noviembre de 1995, el informe de consultoria de José Velasco Tudela reportaba; 

Durante la verificación de los activos de Fanviplan, se ha podido observar que la planta, pro- 
bablemente, fue parada, en forma brusca, en algún momento en plena producción [...]; es 
probable, que durante la parada dei horno, el mismo no haya sido realizado de acuerdo a las 
normas técnicas exigidas, las mismas exigen un enfriamiento sistemático y programado, duran¬ 
te 20 dias, ajustándose a curvas de enfriamiento (Velasco Tudela, 1995: 13-14). 

El horno, que fue declarado con “valor cero” por la consultora, aún tenía potencial 
para seguir operando; sin embargo, su capacidad fue anulada al proceder con el apagado 
brusco y con el cierre de la fábrica. 

3.2.2.3 Autorización para la venta de Fanviplan 

El 17 de junio de 1992, el directorio de Cordepaz autorizo a su presidente incorporarse a 
la Comisión de Evaluación de la Empresa Pública (CEEP) para anahzar y definir las es¬ 
tratégias de privatización de Fanviplan (RD 018/92, 17/06/1992), ante la imposibilidad 
de elevar su oferta y su insolvência económico-financiera, según se argumento. 

El 7 de julio de 1992, el directorio de Cordepaz autorizó el proceso de privatización de Fan¬ 
viplan, con base en las recomendaciones y critérios de la CEEP; encomendó a su presidente 
utilizar los mecanismos y fórmulas de arreglo más convenientes para favorecer a los trabajado- 
res de Fanviplan en el proceso de privatización (Cordepaz, Res. Dir. 021/92, 07/07/1992). 

En base a esta autorización, la CEEP desarroUaría la estratégia de venta mediante la 
Bolsa de Valores y luego de ese fracaso, su venta mediante hcitación pública internacio¬ 
nal, que también fracasaría. 

3.2.2.4. Retiro de trabajadores y pago de bonos extralegales 

Los trabajadores habían realizado movilizaciones, inicialmente en oposición al cierre y 
venta de la empresa (ocurrida en junio de 1992), y luego para lograr una compensación 
económica por la privatización. En principio, la administración de Fanviplan había logra¬ 
do persuadir a 95 trabajadores (de un total de 174) de suscribir un convênio de apoyo a 
la privatización de la empresa, por lo que se gestionó un crédito puente para que Corde- 
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paz pudiera pagarles un “bono de reconocimiento”.^^’ Como la movilización continuo, 
el ministro de Trabajo, Oscar Zamora Medinaceli, intervino en las negociaciones; en la 
reunión del Coneplan, celebrada el 19 de agosto de 1992, informo que los trabajadores 
de Fanviplan habían aceptado el pago de $us 2.000 a condición de un incremento salarial 
de 15% para la gestión 1992 (Coneplan, Acta de reunión 19/08/1992). 

El 1 de septiembre de 1992, la administración de Fanviplan, a la cabeza de su gerente 
general, Walter Amézaga Antequera, hizo efectivo el “pago de reconocimiento, acepta- 
ción y apoyo a la privatización de la empresa”.^*^® El recibo-finiquito que firmaron los 
trabajadores senalaba: 

De mi Hbre y espontânea voluntad me comprometo a no interponer ningún reclamo individual 
o colectivo. Judicial o Extrajudicial en relación al cierre de la Fábrica, ni cuestionar en ninguna 
instancia el Proceso de Privatización que se haUa en plena implementación. 

El Decreto Supremo 23417 del 9 de marzo de 1993 legitimó ese pago incluyendo en 
su cláusula 2 el siguiente texto; 

Autorízase al Ministério de Planeamiento y Coordinación disponer, en favor de la Corporación 
Regional de DesarroUo de La Paz (Cordepaz), la suma de TRESCIENTOS CUARENTA Y 
OCHO MIL 00/100 DÓLARES AMERICANOS (US$ 348.000) de los recursos provenien¬ 
tes del crédito para reformas de carácter estructural, importe que Cordepaz utilizará exclu¬ 
sivamente en el pago del bono de reconocimiento al proceso de privatización de la Fábrica 
Nacional de Vidrio Plano de El Alto, La Paz, a favor de todos los trabajadores de esta última, 
a razón del equivalente de US$ 2.000 por trabajador. 

3.2.2.5. Valuación de la empresa y estratégia de privatización de Fanviplan 

En el estúdio de valoración de Fanviplan realizado por Carana, se calculó que el valor 
presente neto de la empresa era de $us 1,9 millones. El informe concluía que el prin¬ 
cipal activo de Fanviplan era su situación de mercado; “Sin embargo, sin los recursos 
necesarios para explotar esta posición, el valor y la esperanza de vida de este activo 
es limitada” (Carana Corporation, 1992a). 

En julio de 1992, como parte del trabajo de la evaluación técnica y financiera, la consul¬ 
tora evaluadora propuso cuatro opciones de estratégia para la privatización de Fanviplan; 

Opción I. Venta de la fábrica y de los demás activos (inventario de vidrio plano, refractarios en la 
aduana y excedente de terrenos) vía ücitadón pública en base a un pHego único en un solo acto. 
Opción II. Igual a la opción I, salvo que se aceptarían ofertas por la compra de algunos, no 
necesariamente todos los activos. 


267 Se dirigió la Nota Div. Ev. Priv. Of. 380/92 a Gastón Pacheco O., coordinador del Programa de Ajuste Estructural, 
solicitando un crédito puente para Cordepaz a fin de pagar benefícios sociales por un monto de |us 743.375,60 y un 
pago de reconocimiento a 95 trabajadores por un monto de $us 190.000. 

268 El pago se realizo con cheques. 
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Opción III. Una ücitación primera para vender la fábrica. De reaüzarse la venta se procedería 
después de 30 dias a ofrecer a través de nuevas üdtaciones por separado los demás activos. 
Opción IV. Igual a la Opción III salvo que sí se exigiría la pre-calificación de los ofertantes 
para la compra de la fábrica (Carana Corporation, 1992c: 3-4). 

Como se puede apreciar, Carana presentó opciones estratégicas, todas basadas en 
Ucitaciones públicas, por lo cual presentó, también, una versión de PHego de condiciones 
en junio de 1992. 

Pero el 22 de julio de 1992, la CEEP solicitó a Carana la reformulación de la estratégia 
con el propósito de privatizar Fanviplan a través de la Bolsa de Valores (Carana Corpo¬ 
ration, 1992). 

3.2.2.6. oferta pública de derechos de participación en la Bolsa de valores 

Para cumplir con la solicitud de la CEEP, la consultora Carana trabajó con Nathan Asso¬ 
ciates, la Comisión Nacional de Valores y la Bolsa Boliviana de Valores SA, y estructuró 
la propuesta de oferta de Fanviplan, cuyos términos fueron los siguientes: 

Una emisión de 800 mil 'Derechos de participación' de Fanviplan cada uno con un valor 
nominal de BslO; los cuales representan el 100% empresa. Estos serán ofertados en el Ruedo 
de la Bolsa durante un periodo de 90 dias calendário. Se venderá un ‘paquete de control' y el 
resto se fraccionará de acuerdo a decisiones de la CEEP y Cordepaz (Carana, 1992: 13). 

Esa propuesta establecía un valor referencial para Fanviplan de Bs8.000.000, equiva¬ 
lentes a $us 2.051.282.^™ 

La oferta pública de Fanviplan, a través de la Bolsa de Valores, fue aprobada por la 
CEEP el 27 de julio de 1992, con la firma de Samuel Doria Medina, presidente de la 
CEEP; Jorge Quiroga, ministro miembro de la CEEP; Fernando Campero P, ministro 
miembro de la CEEP; Jorge Monje Z., presidente de Cordepaz, y Flavio Escóbar LL, 
secretario técnico CEEP (CEEP Res. 08/92). 

El 11 de agosto de 1992, Samuel Doria Medina, ministro de Planeamiento y Coordi- 
nación, y Jorge Monje Zapata, presidente de Cordepaz, soHcitaron a la Bolsa Boliviana de 
Valores SA y a la Comisión Nacional de Valores la inscripción dei “Derecho de Partici¬ 
pación” global dei conjunto de activos de Fanviplan, según el inventario que iba adjunto. 
Esto a objeto de que se subastara en oferta pública a través de la Bolsa de Valores, con 
una participación global conformada por 800.000 derechos de participación individuales 


269 Nathan Associates es una firma de consultoria en economia, con sede principal en Arüngton, Virgínia, que desarroUa 
múltiples proyectos y brinda asistencia técnica en desarroUo económico, desarroUo empresarial, poKtica de comercio 
internacional, política financiera, fadütación de comercio, propiedad intelectual, e infraestructura. En BoHvia estuvo a cargo 
de implementar el Programa USAID: Facilitando Comercio para los países andinos (http://'www.facilitandocomercio. 
com/web/es/content/institucional/), y elaboró el “Proyecto de Ley dei Mercado de Valores de Bolivia” de jubo de 1992. 

270 Cálculo realizado al tipo de cambio de Bs3,90 por cada dólar americano. 
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que se ofertarían en su totalidad.^’^ 

La oferta de Fanviplan se realizo a partir del 10 de septiembre de 1992. El valor re¬ 
ferencial de cada derecho de participación era de BslO. La venta se fraccionó en vários 
“paquetes”; uno que comprendía el 51% del total y otros menores que serían subastados 
posteriormente (Carana, 1992e). 

Luego de 26 sesiones de oferta pública de los derechos de participación sin que se 
presentaran postores, el 15 de octubre de 1992, la CEEP determinó ofertar el 100% 
de los derechos de participación, a un precio de Bs8 (la rebaja fue del 20%), en un solo 
paquete (CEEP, Res. 18/92, 15/10/1992). La modalidad de oferta fue la siguiente: 

1. Se ofrecerá el 100% de los Derechos de Participación de Fanviplan en un solo paquete. 

2. Se rebaja el precio de cada Derecho de Participación de Bsl0,00 (diez) a Bs8,00 (ocho). 

3. Estas condiciones estarán vigentes por diez (10) dias hábiles únicamente, a partir del martes 

20 de octubre de 1992. 

Las sesiones de oferta pública se realizarán en el ruedo de la Bolsa Boliviana de Valores [...]. 

(Presencia, 19/10/1993) 

A pesar de esta nueva oferta, los postores no se presentaron. El 4 de noviembre de 
1992, Gerardo Tejerina V., director técnico de la Unidad Ejecutora de Reordenamiento 
de la Empresa Pública, comunicó a Jorge Monje Zapata, presidente de Cordepaz, que el 
plazo de oferta para vender los derechos de participación de Fanviplan en la Bolsa Boli¬ 
viana de Valores SA había expirado el 3 de noviembre de 1992, y que el 5 de noviembre se 
pubhcaría el primer anuncio de convocatoria para la presentación de ofertas en el marco 
de una hcitación pública internacional. 

Respecto al fracaso de la privatización de Fanviplan a través de la Bolsa de Valo¬ 
res, Barreto senala que esta intención adoleció de varias falências; el desconocimien- 
to del mercado bursátil, el hecho de no haber dejado libre el precio de Fanviplan, la 
oferta de privatizar empresas no rentables poco atractivas para los inversionistas^^^ 
y, finalmente, el escaso desarrollo de la Bolsa de Valores (1994; 123). Entonces, lo 
que se hizo a continuación fue conformar paquetes accionarios de 51%, 30% y 16%, 
divididos en 800.000 acciones con un valor de BslO cada una. Los interesados, a tra¬ 
vés de sus agentes de Bolsa, ofrecían Bs7 por acción, propuesta que el gobierno no 
aceptó pese a que los ofertantes argüían que los precios estaban sobrevaluados. 


271 El 11 de agosto de 1992, Samuel Dona Medina, ministro de Planeamiento y Coordinación, y Jorge Monje Zapata, 
presidente de Cordepaz, remitieron las notas 4853 y 4854 al presidente de la Bolsa Boliviana de Valores SA y al presidente 
de la Comisión Nacional de Valores, respectivamente, solicitando la inscripción del “Derecho de Participación”. 

272 Según lo recogido por Lucio Barreto, el gobierno sostenía lo siguiente respecto al proceso de privatización: “[e] 
mpezamos con las empresas pequenas [para] después seguir con las empresas grandes. México ha seguido ese camino 
con mucho êxito (...) En Argentina y Brasil primero se privatizaron las empresas grandes y se cometieron grandes 
errores” (La Razón, 26/08/92). 
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La propia Bolsa Boliviana de Valores critico duramente el modo en que el gobier- 
no procedió con la venta de Fanviplan.^^^ Ricardo Rojas, en ese entonces gerente de 
dicha instancia bursátil, senaló que “el gobierno no quiso entender que en la bolsa no 
se puede ingresar a ofertar algo con un precio fijo, sino que debe ser fluctuante y es- 
tablecido por la oferta y la demanda” (La Razón, 10/10/1992). Asimismo, manifesto 
que por insistência dei gobierno se optó por establecer en Bs8 el derecho de partici- 
pación, desoyendo su sugerencia de fijarlo entre Bs4 y Bs7. En resumen, senaló que 
“el gobierno no conoce qué es una Bolsa de Valores, porque no supo entender las 
regias dei juego bursátil para vender la fábrica de vidrio” (La Razón, 10/10/1992); es 
decir, la inexperiencia dei gobierno llevó al fracaso la venta de Fanviplan. 

Luego de que se conocieran las ofertas para comprar Fanviplan mediante licita- 
ción pública. Rojas manifestó, nuevamente, su disgusto por esa venta a un precio 
inferior al que, en su opinión, se hubiera obtenido mediante la Bolsa de Valores si se 
bacia una rebaja mayor. 


A 


economia 


Lí 1 0 DiC. B 92 



El gerente general dc la 
Bolsa Boliviana de Valores, 
Ricardo Rojas, manifesló su 
disgu.stohaciacl gobierno por 
el precio al que fuc adjudica¬ 
da la Fábrica Nacional de Vi¬ 
drio Plano, que, .scgún dijo, SC 
liubie.sc cotizado mejor en el 
medo bursátil si no sc iasislía 
en ntanlencr un valor fijo pai a 
los dcrcchos de participación. 

“Lo que el gobierno no 
quiso entender es que en la 
bolsa no .se puede ingresar a 
ofertar algocon un precio fijo, 
.sino que debe .ser fiucluante y 
csiabiccido por la oferta y ia 
demanda”, dijo Rojas. 



En su opinión, el gobierno 
no conoce qué es una bolsa de 
valores, porque no supo en¬ 
tender las regias dei jiicgo 
bursátil para vender la fábrica 
dc vidrio 

Con relación a las dccla- 
raciones dcl sub.secretario de 
Desarrollo Socioeconómico, 
Flavio Escóbar, en sentido de 
que los corredores de bolsa 
no habrían sabido motivar a 
sus clientes para comprar 
FANVIPLAN, “como lo hacc 
un marlillcro dorándoles la 
píldora”, el ejecutivo dijo que 
Ia bolsa tanibicn tienc la posi- 
bilidad de funcionar como un 



martillero. Recordó que en 
varias oportunidades se reco- 
mendó a la Corporación de 
Desarrollo de La Paz (COR- 
DEPAZ) y al Ministério de 
Planeamiento, desechar el 
precio fijo y “escuchar ofer¬ 
tas”, lo que hubiera dado paso 
a una puja abierta, que se ha- 
bría desarrollado como una 
subasta pública vía martillc- 
ro. 

EL PRECIO DE VENTA 

Rojas senaló que la BoLsa 
de Valores había sugerido a 
CORDEPAZ y al Ministério 
de Planeamiento, que sc fijara 
un precio entre cuatro y sicte 





bolivianos por derccho de 
participación, pero que el go- 
biemo optó por dejarlo en 
ocho. j 

“Nosotros sabemos que a j 
siete bolivianos por derecho j 
de participación FANVI¬ 
PLAN se habría ve ndido en el 
ruedo, pero aliora ha sido ad¬ 
judicada a un precio no mayor 
que 5.8 bolivianos por dere¬ 
cho”, anadió. 

“Con ello se hubierapro- 
bado que la bolsa es efectiva, 
pero creo que se ha querido 
probar que cs un frrca.so esta- 
blecicndo un precio que era 
altísimo”, dijo el ejecutivo. 


La Razón, lOdediciembrede 1992. 


^.2.2.y. Licitación pública internacional de Fanviplan 

La venta de los activos de Fanviplan mediante licitación pública internacional fue aproba- 
da por la CEEP el 15 de octubre de 1992, en sustitución a la frustrada venta en la Bolsa 
de Valores (CEEP, Res. 18/92). 


273 Ver: “Disgusto en la Bolsa por precio de adjudicación de Fanviplan”, La Razón, 10/10/92. 
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La licitación pública internacional para la venta de Fanviplan fue realizada por la agen¬ 
cia de compras estatales PNUD/OSP, por encargo de la CEEP La invitación fue publica¬ 
da a través de los médios de prensa con cobertura nacional, entre el 5 y el 8 de noviembre 
de 1992. El pliego de condiciones estuvo disponible por el valor de BslOO, a partir del 9 
de noviembre de 1992. 

El pliego de condiciones fue entregado a los interesados junto a una carta, suscrita 
por el coordinador internacional encargado del PNUD/OSP, Henry Nardi, en la cual se 
comunicaba que la apertura de los sobres “A” se realizaria el 7 de diciembre de 1992 a las 
11:00 horas y la apertura de los sobres “B”, con la oferta económica de compra, el 9 de 
diciembre de 1992 a la misma hora (PNUD/OPS, 09/11/1992b). Junto a la propuesta 
de compra, y para garantizar su seriedad, los proponentes debían presentar una boleta 
bancaria, a nombre del Ministério de Planeamiento y Coordinación, por un valor de $us 
100.000, con un plazo de validez mínimo de 150 dias calendário, a partir de la fecha de 
presentación de la propuesta (Pliego de condiciones; cláusula 8, 4). 

Según las bases de la invitación del pliego de condiciones, el proponente podia soli¬ 
citar por escrito, y hasta 10 dias calendário antes del término de entrega de la oferta, las 
aclaraciones o exphcaciones adicionales que requiriera. El PNUD/OSP debía responder 
esas aclaraciones o exphcaciones hasta cinco dias antes del vencimiento del plazo para 
la entrega de ofertas; por otro lado, también debía enviar las enmiendas escritas a los 
proponentes en caso de que existieran modificaciones a los términos de referencia de 
la hcitación (Cláusula 9, 5). También se tenía previstas una visita a las instalaciones de 
Fanviplan y una reunión previa de consultas de los potenciales compradores para el 23 de 
noviembre de 1992 (Cláusula 10, 5). 

Entre las condiciones de la oferta de compra, descritas en la cláusula 21 del Phego de 
condiciones, se senala que solo podría presentarse “oferta de contado”, es decir, la oferta 
debía reahzarse en dólares estadounidenses y su pago hacerse efectivo al momento de la 
recepción de los bienes trasferidos; se consideraba, además, la presentación de una boleta 
de garantia bancaria a favor de Cordepaz por el monto de la oferta, con una vigência de 
60 dias a partir de la firma del contrato. 

Los antecedentes, la descripción y las características de esta unidad productiva estaban 
descritos en los Anexos 1 al 4 del Phego de condiciones (memória ejecutiva, memória 
técnica, memória económica, inventario de activos fijos y fotografias). Este documento 
también contenía los formulários de presentación de propuestas y el proyecto de contra¬ 
to de compraventa. 

El 27 de noviembre de 1992, el PNUD/OSP emitió, a requerimiento de la CEEP,^’"^ 
la adenda 1 que modificaba la cláusula 21 del Capítulo 1 “Bases de la invitación”, 
reemplazándola por el siguiente texto: “... oferta de contado, entendiéndose por tal 
que la oferta sea en dólares estadounidenses con condición de pago a hacerse efectiva 


274 Ronald Mercado L., coordinador general de la UEREP, envió la nota UEREP 321/92 a Ramón Enrique Moreno, 
asesor técnico principal de PNUD/OSP, para solicitar la emisión de una enmienda al Pliego de Licitación de Fanviplan, 
con las características en las que la adenda 1 será emitida. La Paz, 25 de noviembre de 1992. 
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al momento de la firma dei contrato” (PNUD/OPS, 1992); es decir, la modificación 
introducida afectaba a la circunstancia de pago, pues este ya no se efectuaría con la 
recepción de los bienes, sino con la firma dei contrato. 

Dicha adenda además modifico el proyecto de contrato de venta; cambio en su pri- 
mera línea “Senor Notário de Fe Pública” por “Senor Notário de Gobierno”, ya que la 
autoridad competente para dar fe de los negocios dei Estado es el Notário de Gobierno; 
así también, eHminó la cláusula quinta referida a las garantias de cumpHmiento de pago, 
innecesarias porque se trataba de una venta con pago al contado. 

Finalmente, la adenda n.° 1 se referia a los precios referenciales para el proceso de 
Ucitación pública; senalaba que el precio de $us 2.000.000, propuesto originalmente en el 
estúdio de valoración de Fanviplan, no justificaba el riesgo de la inversión, y que podría 
establecerse un rango razonable de $us 1.129.227 a $us 1.593.251, con tasas de descuento 
dei 20% y 23%, respectivamente (PNUD/OPS, 1992), adjuntando el cuadro de Proyec- 
ción dei Flujo de Fondos. Según la consultora, estos valores tomaban en cuenta que la 
empresa había estado paraüzada, con el horno apagado y fuera de servido, y que el pro- 
ducto estuvo ausente dei mercado por casi seis meses. 

El 1 de diciembre de 1992, el PNUD/OSP emitió, a requerimiento de la CEEP 
(CEEP-UEREP, 25/11/1992), la adenda n.° 2, que modifica nuevamente la cláusula 21, 
incluyendo una “oferta financiada” en los siguientes términos; 

... oferta financiada, en dólares estadounidenses de acuerdo a las siguientes características; 
deberá considerarse inexorablemente un pago inicial al momento de la firma dei contrato de 
compra por un mínimo dei cincuenta por ciento (50%) dei valor total de la oferta y el saldo a 
cancelarse dentro de un período máximo de un ano y medio computable a partir de la fecha 
dei primer pago. El monto que el oferente decida financiar deberá ser respaldado con Boletas 
Bancarias de Garantia de Fiel CumpHmiento de Contrato a favor de Cordepaz, vigentes hasta 
la fecha de cancelación de sus obügaciones. 

Se podrá presentar al mismo tiempo, dentro dei sobre "B", ofertas al contado y 
ofertas financiadas (PNUD/OPS, 1992a). 

Bajo esas nuevas regias, el 7 de diciembre de 1992, se recibe las ofertas de compra 
de Fanviplan. Aunque el pHego de condiciones había sido adquirido por siete empresas, 
solo se presentaron dos empresas a la Ucitación pública; la Fábrica de Vidrio Templado 
SRL-Favitemp SRL y Doble “N” SRL. 

El 8 de diciembre de 1992, el PNUD/OSP remitió su informe al ministro de Planea- 
miento y Coordinación, Samuel Doria Medina, recomendando habilitar a los dos propo¬ 
nentes sefialados, pues habían cumphdo con los requerimientos legales previstos en el 
pliego de condiciones (PNUD/OPS, 08/12/1992c). 


275 La fecha 1 de diciembre de 1992 es tomada de la Carta de presentación de la Oferta de Compra de Fanviplan, 
presentada por la empresa Doble “N” SRL, p. 2. La Paz, 7 de diciembre de 1992. 
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El 9 de diciembre de 1992 se reaHzó la apertura del sobre “B” con las ofertas econó¬ 
micas de los dos proponentes; ambas se adscribían a la modaUdad de pago financiado. 
Las cuotas de pago se detaUan en el siguiente cuadro: 


Cuadro 104. Propuestas económicas licitación pública de Fanviplan, 1992 ($us) 


Empresa oferente 

Monto total 

Tiempos de pago 

Favitemp SRL 

888.000,00 

444.000 a la firma del contrato 

563.880 a 18 meses 



650.000 a la firma del contrato 

Doble "N" 

1.280.000,00 

300.000 a 12 meses 



330.000 a 18 meses 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Acta de apertura Licitación Pública OSP/BOL/520/669,09/12/1992. 


El informe del PNUD/OSP, remitido al ministro de Planeamiento y Coordinación, 
Samuel Doria Medina, el 11 de diciembre de 1992, presentaba ambas ofertas, la Boleta 
de Garantia de seriedad de propuesta por $us 100.000 de Doble “N”. Favitemp había 
cumpHdo parciaknente con la propuesta económica requerida. 

3.2.2.8. Adjudicación de Fanviplan 

Con base en el informe de la agencia de compras estatales PNUD-OSP, el 15 de diciem¬ 
bre de 1992, la CEEP reaHzó la preadjudicación del total de los activos pertenecientes a 
Fanviplan a la empresa Doble “N”, por un monto de $us 1.280.000, pagaderos en tres 
cuotas; la primera era de $us 650.000 entregados en la firma del contrato, la segunda, de 
$us 300.000, a los 12 meses, y la tercera, de $us 330.000 a los 18 meses de la firma del 
contrato (CEEP, Res. s/n, 15/12/1992). 

El 9 de marzo de 1993, Jaime Paz Zamora y su gabinete de ministros adjudicaron 
Fanviplan a la empresa Doble “N” SRL por el precio total de $us 1.280.000, pagadero a 
las condiciones de la oferta preadjudicada (DS 23417, 09/03/1993). 

La empresa adjudicataria era una sociedad de responsabiüdad limitada constituida 
el 7 de septiembre de 1992. Sus socios eran Peter Andrew Salzmann Donig y Esther 
GaroH Salzmann Donig, hijos de Max Salzmann, representante de la empresa polaca 
PoHmex que había instalado la planta de Fanviplan y consultor para la reactivación del 
horno en 1988. Se trataba de un negocio familiar cuyo capital pagado era apenas de 
Bs40.000 (Doble “N” SRL, 07/09/1992). 

De acuerdo a la certificación del Registro de Comercio, la Matrícula de inscripción 
4-30081-1 fue otorgada a la empresa el 3 de diciembre de 1992, mediante la Resolución 
Administrativa 37212/92. Su representante legal era Peter Andrew Salzmann Donig. 

Entrega de los activos sin contrato de compraventa 

En enero de 1993, la representante de la empresa Doble “N” había determinado ingresar 
a ambientes de Fanviplan y asumir custodia de los bienes que se había preadjudicado 
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mediante Resolución de la CEEP dei 15 de diciembre de 1993; así lo reporta el gerente 
liquidador de Fanviplan, Walter Amézaga, el 29 de marzo de 1993, a la Gerencia General 
de Cordepaz (Fanviplan, 29/03/1993): 

El 13 de enero de 1993, la representante de la Empresa Doble “N” SRL, Esther Salsz- 
mann, sin consulta ni aceptación dei suscrito gerente liquidador, instruyó a sus dependien- 
tes el colocado de aldabas, cadenas y candados de seguridad a todos los ambientes de la 
Empresa, exceptuando el área donde se encuentra las oficinas de Gerencia, Administra- 
ción y Almacenes de productos terminados. 

Se hizo la representación ante los representantes de la empresa Doble “N” SRL, por no estar 
en posesión efectiva de los bienes adquiridos mediante adjudicación pública y no existir do¬ 
cumento legal que acredite la propiedad, empero a fin de no entorpecer el proceso de transfe¬ 
rencia a la propiedad privada, se aceptó transitoriamente el hecho, como parte dei proceso de 
viabilización de privatización de la empresa (Fanviplan, 29/03/1993). 

Además de la tolerância a la invasión de privados a la propiedad dei Estado boliviano, 
el gerente liquidador, en su condición de funcionário público, asumió una posición de 
colaboración a esta situación irregular, a nombre de “viabilización” la privatización de la 
empresa. Así continúa su carta: 

La segunda semana dei mes de enero de 1993, se dio toda la cobertura y la colaboración 
a soücitud expresa de su autoridad, entregando a los representantes de la empresa Doble 
“N” SRL, herramienta y material de trabajo solicitado, para efectuar el trabajo de reparación 
dei horno de fusión, quedando bajo su responsabilidad todo el área donde se encuentra el 
horno, maquinaria, piezas de maquinaria, equipos, documentación técnica y otros, además 
se entregó dos depósitos para materiales de reparación, depósitos que son usados para esto- 
camiento de matéria prima relacionada con producción têxtil (Fanviplan, 29/03/1993). 

Activos no licitados y venta no concretada 

El retraso en la firma dei contrato de compra venta y la ejecución dei plan de pagos 
ofertado por Doble “N” SRL se debió a que la adjudicataria manifestó haber encontrado 
diferencias entre el inventario presentado en el pliego de condiciones y la existência real 
de activos en la fábrica y exigió la entrega de todos los activos existentes en las instalacio- 
nes de Fanviplan. Más adelante arguiria en torno a una deuda pendiente de Fanviplan con 
YPFB por el suministro de gas. 

La insistência de Doble “N” SRL respecto a la incongruência entre los activos haUados 
en la planta y el inventario elaborado por Carana Corporation fue uno de los factores que 
condujo a Cordepaz a realizar una nueva evaluación técnica de Fanviplan, en 1995.^’^ 


276 Dicha evaluación estuvo a cargo de José León Velasco Tudela, funcionário de Cordepaz. En ese entonces, el 
inventario de los activos de Fanviplan se realizó con la presencia de un notário de Fe Pública. 
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El nuevo inventario de activos, realizado por José León Velasco Tudela, como parte 
de la evaluación mencionada, puso en evidencia la omisión de vários ítems en la informa- 
ción entregada por Carana Corporation en 1992: el horno de fundición y los hornos de 
cocción, que eran el “corazón de la fábrica”, un total de 170 herramientas y vários ítems 
de material de escritório, como papelería y muebles. Además, el informe identifico ciertas 
irregularidades ocurridas en 1992; 

• Los hornos no se detuvieron de forma adecuada en función a las normas técnicas 
exigidas, por lo que se evidencio un gran deterioro de los mismos. 

• La planta de tratamiento de matérias primas y la maquinaria de estirado del vidrio mues- 
tran deterioro, por la antigüedad, el mal apagado del horno y la falta de mantenimiento. 

Al ser consultada sobre el inventario de activos, Carana Corporation exphcó que el 
horno de fusión fue valuado a “cero” por su antigüedad y que en la hcitación realizada 
se había establecido que la empresa adjudicataria debería invertir en un horno nuevo. 

Con esos antecedentes y un nuevo inventario complementado, que incluyen ítems que 
no fueron licitados en 1992, Jaime Paz Zamora y su gabinete aprobaron un decreto su¬ 
premo que aclaraba y complementaba el DS 23417 del 9 de marzo de 1993, y adjuntaron 
un listado de activos a la transferencia a Doble “N” en el marco de la hcitación púbhca 
reahzada en 1992 (DS 23535, 24/06/1996). 

Pese al DS 23535, no se hegó a concretar la venta de Fanviplan a la empresa Doble 
“N” SRL por las razones que se expone más adelante, de modo que la CEEP ejecutó la 
boleta de garantia el 2 de juho de 1993 (UEREP, 13/09/1993). 

Juicio de la empresa Doble “N” SRL al Estado boliviano 

Como ya se indicó, la compraventa de Fanviplan no se concretó, a pesar de haberse 
preadjudicado a la empresa Doble “N” SRL en el primer trimestre de 1993. Arguyendo 
su condición de adjudicatários, los personeros de la empresa Doble “N” ingresaron a la 
fábrica, y, posteriormente, plantearon diversas cuestiones que obstacuhzaron la concre- 
ción de la transferencia. Entre las más importantes tenemos las siguientes: 

• Diferencias entre el tamano del área donde estaba instalada la fábrica y lo declarado en los 
documentos de transferencia; senalaron que la extensión del terreno era menor a lo esta¬ 
blecido en los documentos de propiedad del terreno donde estaba instalada la fábrica. 
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• Diferencias entre el inventario de los activos^^^ que figuraban en papeies y aqueUos 
que realmente existían. 

• Deudas con YPFB sobre el suministro de gas a la fábrica.^^® 

• Demanda de la entrega gratuita de los materiales que Cordepaz adquirió para la refac- 
ción dei horno de fusión. 

Estos argumentos de la empresa adjudicataria impidieron el cumplimiento de los 
plazos establecidos para la transferencia de Fanviplan. Si bien el Estado tomó algunas 
medidas para subsanar parte de las observaciones (como la aclaración dei inventario 
de activos fijos a través el DS 23535 y la subrogación de todos los pasivos pendientes 
a cargo dei Tesoro General de la Nación), la empresa Doble “N” SRL continuo re- 
trasando el proceso e incumplió el cronograma de pagos que había ofrecido. Frente a 
esta situación, la CEEP, siguiendo normas establecidas en el proceso de adjudicación, 
ejecutó la boleta de garantia que la empresa había entregado, argumentando que di- 
cha determinación se debía a la “actitud dilatória y falta de interés dei adjudicatario 
de concluir la transferencia”. 

En respuesta, la empresa adjudicataria inicio un juicio al Estado boliviano deman¬ 
dando la nuhdad de la adjudicación. La relación de los hechos vinculados con el juicio 
es la siguienteF^’ 

• Según DS 23417 (09/03/1993) se adjudica a la empresa Doble “N” SRL todos los 
activos de Fanviplan. 

• Por otra parte, se promulga el DS 23535 (24/06/1993) que ratifica la adjudicación 
de la empresa Fanviplan a la empresa Doble “N” SRL e incluye algunos bienes omi¬ 
tidos por la consultora Carana Corporation en su evaluación técnica y financiera. 

• El 2 de juho de 1993 se ejecuta la boleta de garantia de $us 100.000 de la empresa 
Doble “N” SRL, emitida por un banco argentino como una medida para respaldar la 
propuesta de compra de Fanviplan. 

• El 23 de julio de 1993, la empresa Doble “N” SRL interpone un recurso de nuhdad 
sobre el DS 23535, complementario dei DS 23417, en contra dei Ministério de Pla- 
neamiento y Coordinación. 


277 Doble “N” SRL reclamo que Carana Corporation no incluyó en el inventario los siguientes bienes: horno de fusión, 
horno de temperado para la cocción de material refractario (hornos 1 y 2), sistema de combustible, silo para vidrio 
roto y otros. Ante el cuestionamiento, Carana Corporation argumentó que dichos implementos tenían un valor 
residual de cero y que su trabajo era el de valuar los activos y no inventariados. Asimismo, observó que el PNUD/ 
OSP incorporó en la licitación el inventario elaborado por Carana Corporation (con las omisiones descritas), pero en 
las cartas enviadas a las empresas proponentes a veces se menciona que se vende la fábrica en su totalidad y en otras 
que se venden los activos de Fanviplan inventariados por la consultora evaluadora. 

278 La deuda con YPFB, que data de la gestión de la CBF, era de $us 1.035.687 (el capital tenía el valor de $us 756.424 y 
los intereses alcanzaban a |us 279.263). 

279 Se trata dei Libro 4 (segunda serie) y un archivador suelto que guarda parte de la documentación relacionada con 
el juicio que entabla la empresa Doble “N” SRL. hallado en el Archivo dei Ministério de DesarroUo Productivo y 
Economia Plural-Repositorio de la Privatización y Capitalización. Serie: M-55 Fanviplan, 1992. 
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• El 29 de noviembre de 1993, el Ministério de Planeamiento y Coordinación responde 
a la demanda pidiendo que se declare infundado el recurso de nulidad planteado por 
la empresa Doble “N” SRL. 

• En 1997, la empresa Doble “N” SRL inicia un nuevo juicio ante el Juzgado Civil de la 
ciudad de La Paz; interpone un recurso de nulidad sobre la adjudicación a la empresa 
Fanviplan en contra del ministro de Capitaüzación de ese entonces, Alfonso RevoUo, 
senalando en sus argumentos que esta nunca se hizo efectiva. 

• En respuesta, el Ministério de Capitalización interpone una excusa ante la Corte Superior 
de Justicia indicando que los juicios sobre contratos y otras convergências con el Estado 
se los resuelve en la Corte Suprema de Justicia y no en las Cortes departamentales. 

• En 1997, la excusa planteada por el Ministério de Capitalización es resuelta por la Cor¬ 
te Suprema de Justicia declarándola procedente, y dispone la anulación de la demanda 
planteada por Doble “N” SRL. 

• Doble “N” SRL presenta la apelación ante la misma autoridad que demanda. 

• En 1998, la Corte Suprema de Justicia resuelve la apelación planteada por Doble “N” 
SRL declarándola improcedente. 

• En 1999, la empresa Doble “N” SRL interpone un recurso de casación, el cual es 
resuelto por la Corte Suprema de Justicia el 2001; dicho recurso es declarado impro¬ 
cedente y con esto se pone fin al procedimiento empleado por Doble “N” SRL en 
demanda de la nulidad de la adjudicación. 

A partir de la documentación consultada, se establece que dicho juicio duró desde 1993 
hasta 2001 y que la transferencia de Fanviplan a la empresa privada nunca se concretó. Al 
presente, la infraestructura es de propiedad del Gobierno Autónomo Departamental de 
La Paz y aUí se encuentra funcionando Instituto Tecnológico Industrial Brasü-Bolivia. 

3.2.3. Aspectos económicos de la privatización 

De acuerdo a la consultora Carana Corporation, Fanviplan requirió de una inversión inicial 
de $us 13 miUones^®® para una planta con la capacidad instalada de 1.334.000 m2 RAS.^®^ 

El activo total de Fanviplan, al 31 de diciembre de 1985, era aproximadamente de $us 
8.000.000, el 77% representaba el activo fijo. Contaba, además, con una planta perma¬ 
nente de 450 trabajadores (Comtrain, 1988b). 

En 1988, después de siete anos de operación continua desde 1981, Fanviplan decidió 
encargar, con fondos propios, una evaluación técnica del horno considerando el tiempo 
de funcionamiento ininterrumpido. Previa autorización de Cordepaz, el Consejo Técnico 
autorizó contratar a la empresa estadounidense Glass Consult Special Projects for Fiat 


280 El monto está induido en la propuesta presentada por la Consultora Carana Corporation, en el marco de la lidtadón OSP/ 
BOL/520/607 para la evaluación técnica y financiera de Fanviplan, en su punto “Concepto y enfoque de los servidos a 
prestar. Antecedentes”, adjunta a la carta de 9 de enero de 1992, suscrita por Curtis Sittenfeld, Representante Legal. 

281 RAS es una medida utilizada para la producción de vidrio que, técnicamente, significa “reducido a simple” y el factor 
de conversión de toneladas a metros cuadrados RAS es: 1 tonelada métrica = 200 m2 RAS. 
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Glass, representada por Max Salzmann, por la suma de $us 14.800 (Resolución interna 
Fanviplan 008/88, 28/04/1988). El contrato fue suscrito el 4 de mayo de 1988. 

El informe de esa consultoria recomendo la reaüzación de un nuevo diagnóstico dei horno 
de fusión dentro los próximos cinco meses. El 15 de febrero de 1989, el Consejo técnico de 
Fanviplan aprobó la contratación de la consultora GDC, Inc. and Glass Services Organiza- 
tion Subsidiary of Institute of Glass Technology para realizar la evaluación recomendada 
(Resolución Interna 007/89,15/02/1989). El contrato fue suscrito esa misma fecha, con su 
representante legal, Nicolás Cristo Panteüs Montero, por la suma de $us 14.850. 

Con base en las dos consultorias, Fanviplan determinó la compra de los materiales 
necesarios para la reconstrucción dei horno que, en 1992, al inicio de su priva tización, se 
encontraban en Aduana y costaban $us 1.278.000 (Carana, 1992b). 

De acuerdo al informe final realizado por la consultora Carana, en agosto de 1992, 
el material refractario, los repuestos, los instrumentos, los equipos y los accesorios para 
reposición dei horno de Fanviplan, que seguian en Aduana, tenian un valor CIF de $us 
1.141.504,21. El detaUe se expone en el siguiente cuadro; 

Cuadro 105. Materiales, repuestos, equipos y accesorios para reposición dei horno de Fanviplan 


que se encontraban en Aduana, con valor CIF 


N.° 

Detalle 

Proveedor 

Monto en $us | 

1 

76.349 piezas de ladrillos de distintas dimensiones 

Eurocomerce (Polonia) 

655.412,15 

2 

Repuestos, instrumentos, equipos y accesorios 

Eurocomerce (Polonia) 

251.475,66 

3 

Equipos y accesorios 

Refractarios S.C.A. (Argentina) 

78.426,82 

4 

2.360 piezas de ladrillos rectos 320 x 100 x 80 

GREFARSAIC (Argentina) 

19.749,93 

5 

41.784 piezas de ladrillos de distintas dimensiones 

Refractarios Lota Green Ltda. (Chile) 

136.439,65 

Total CIF Aduana La Paz 

_1 

1.141.504,21 


Fuente: CEMIPYC, 2018, con baseen Carana, 1992. 


Como parte de la evaluación de Fanviplan, la consultora Carana realizó la va- 
loración técnica dei activo fijo, dei activo realizable, de las matérias primas, de los 
productos en proceso y de los productos terminados; asi también, se ocupó de la 
descripción completa de cada bien, de su estado de conservación y dei cálculo de su 
vida útil restante, en meses. El resumen de la valuación de bienes de uso e inversión 
fija de Fanviplan es el siguiente; 


282 A nombre de Fanviplan, el contrato fue suscrito por Rodolfo BustiUo Jemio y Gonzalo Humérez Arandia, gerente 
administrativo financiero y gerente general de Fanviplan, respectivamente. 

283 Valor CIF (dei acrónimo en inglês Cost, Insurance and Freight) es un término de comercio internacional que se utiliza 
en operaciones de compraventa, y se refiere al precio de mercadería que incluye costo, seguro y flete. Para que estos 
materiales puedan ser retirados por Fanviplan, debían pagarse los gastos aduaneros y de internación al país. 
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Cuadro 106. Valuación de bienes de uso e inversión fija de Fanviplan, 1992 ($us) 


N.° Descripción Total 


Activo fijo 


01 

Terreno de 49.083,80 m2 

147.251,40 

02 

Edifidos 

1.260.601,00 

03 

Vehículos 

8.400,00 

04 

Laboratorio 

24.125,00 

05 

Maquinaria, equipo, repuestos, accesorios y herramientas 

532.574,10 

06 

Mueblesy equipo e oficina 

17.275,28 

07 

Equipo de computación 

2.053,00 

Total general activo fijo 

1.992.280,67 

Activos realizables 


Matéria prima 

25.898,03 


Productos en proceso 

148.484,40 


Productos terminados 

1.010.303,87 

Total general activos realizables 

1.184.686,30 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Carana, agosto 1992. 


La valuación técnica de los activos fijos de Fanviplan, elaborados con base en 
un inventario físico, sumados a la valuación del activo realizable y a los materiales 
para la reposición del horno que se encontraban en Aduana, alcanzó la suma de 
$us 4.318.471 (Carana Corporation, 1992a). El desglose de ese monto se detalla a 
continuación; 


Cuadro 107. Valoración técnica de los activos de Fanviplan al momento de su privatización, 1992. 


N.° 

Concepto 

Monto ($us) 1 

1 

Activos fijos (valor en libros)* 

1.992.280,67 

2 

Activos realizables (matéria prima, productos en proceso y productos terminados). 

1.184.686,30 

3 

Otros materiales, repuestos y equipos, adquiridos por Fanviplan, que se encontraban en 
trânsito en aduanas. 

1.141.504,21 

Total 

_1 

4.318.471,18 


* No se incluyó el valor de los hornos y otros activos porque se consideraron valor cero. 
Fuente: CEMIPYC, 2018, con base en Carana, 1992. 


En la valuación del activo fijo de Fanviplan, la consultora Carana asignó valor cero al 
horno de fundición bajo el argumento de que su tiempo de vida había concluido, pese a 
que, iniciada la evaluación técnica, estaba aún en funcionamiento. De hecho, Carana ase- 
soró de manera gratuita en el apagado del horno en junio, situación que posteriormente 
fue criticada en la evaluación realizada por Cordepaz en 1995, porque se determinó que 
dicho apagado fue realizado inadecuadamente y provocó danos en otros equipos. 

Fanviplan tenía activos por $us 4.318.471, su activo fijo y su activo realizable alcanzaban los 
$us 3.176.966,97; sin embargo, la consultora Carana estimó valores inferiores para su venta. 

En juho de 1992, la CEEP sohcitó a la consultora Carana la reformulación de la 
estratégia de privatización de Fanviplan a través de la Bolsa de Valores. Consiguiente- 
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mente, la empresa fue ofertada con un valor referencial de Bs8.000.000, equivalente a 
$us 2.051.282. Esa oferta no tuvo êxito, pese a la apHcación de una rebaja dei 20%, de 
modo que la CEEP decidió ofertaria mediante licitación pública internacional. 

El fracaso de la privatización, bajo la modalidad de empresa cerrada y oferta en la 
Bolsa de Valores, dio lugar a una mayor devaluación de Fanviplan. Para el proceso de pri¬ 
vatización mediante licitación pública, Carana determinó nuevos valores de Fanviplan; un 
valor máximo de $us 1.593.251,00 y un valor mínimo de $us 1.129.227,00, y que fueron 
incluidos en la Adenda No. 1 dei PHego de Licitación Pública OSP/BOL/520/669. 

Para la apertura de ofertas en el proceso de licitación pública internacional, la CEEP 
soHcitó a Carana que la nueva estimación de precio incluyera una nueva estimación dei 
precio mínimo de referencia y fuera presentada en sobre seUado que se abriría en el acto 
de licitación pública programado para el 7 de diciembre de 1992. La consultora estableció 
el precio base en $us 800.000 (Carana Corporation, 07/12/1992g). 

Finalmente, Fanviplan fue adjudicada por $us 1.280.000, aunque el contrato de com- 
praventa nunca se concretó. 

Las valuaciones de la empresa durante el proceso de privatización, más el precio de 
adjudicación, se presentan en el siguiente cuadro; 


Cuadro 108. Valuaciones de Fanviplan en el proceso de privatización y precio de adjudicación ($us) 


Inversión 
dei Estado 
(Carana, 
1992) 

Activo 

total 

(Comtrain 

1988) 

Valuación 
de activos 
(Carana, 
1992) 

Valor para 
subasta 
en la Bolsa 
de Valores 
(Carana, 
1992) 

Valor neto 
(Carana, 
agosto 
1992) 

Valores para 
la Licitación 
Pública 
(Carana, 
noviembre 
1992) 

Valor 
mínimo de 
liquidación 
(Carana, 
diciembre 
1992) 

Precio de 
adjudicación 
(1993) 

13.000.000 

8.000.000 

4.318.471 

2.051.282 

1.900.000 

1.593.251 (max.) 
1.129.227 (min.) 

800.000 

1.280.000 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en informes de Carana, 1992. 


3.2.3.1. Perjuicios económicos 

El fracaso de la privatización de Fanviplan dio lugar a los siguientes perjuicios económi¬ 
cos para el Estado; 

1) El Estado boliviano había invertido en la instalación y operaciones de Fanviplan la 
suma de $us 13 miUones y se produjo una progresiva subvaluación de los activos de la 
empresa para la venta. 

2) Pese a tales inversiones, la fábrica fue valorada por un monto menor ($us 1.593.251, y 
el precio de la venta fue mínimo ($us 1.280.000) 

3) En el proceso de privatización se gastaron $us 164.189,03 en consultoria para evaluar 
la fábrica y asesorar en la venta, y $us 348.000 en bonos extralegales. 


284 Cálculo realizado al tipo de cambio de Bs3,90 por cada dólar americano. 
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El cálculo del perjuicio económico es el siguiente; 




Perjuicio económico de privatización = (Vaior máximo para iicitación púbiica - Precio de venta) + Gastos de 

consuitorías + Bonos extraiegaies 






PEP = (1.593.251,00 - 0) +164.189,03 + 348.000,00 = 2.105.440,03 


V 


J 


La empresa adjudicataria Doble “N” SRL ofertó la suma de $us 1.280.000. Sin em¬ 
bargo, esa suma no ingresó al TGN porque la empresa desistió de la compra, frustrando 
la venta de Fanviplan. Consiguientemente, por la venta faUida de Fanviplan, el perjuicio 
económico fue de $us 2.105.440,03. 

Debido al cierre de la fábrica en 1992 y el consecuente despido de sus 174 trabajado- 
res, se incrementó el nivel de desempleo provocado por la poHtica privatizadora de Jaime 
Paz Zamora, generando un gran perjuicio económico a la región pacena. 

3.2.4. Análisis jurídico de la venta fallida de Fanviplan 
3.2.4.1. Relación de hechos susceptibles de responsabilidad 

El artículo 20 del Decreto Supremo N° 22836 de 14 de junio de 1991, establece que las empre¬ 
sas públicas de propiedad de las Corporaciones Regionales de DesarroUo, se someterán al pro- 
ceso de reordenamiento, ya sea a través de su transformación, disolución y liquidación o, en su 
caso, la transferencia total o parcial de la propiedad de la empresa, como unidad patrimonial, al 
sector privado, en cuyo Numeral 24 se encuentra la Fábrica Nacional de Vidrio Plano - Fanvi¬ 
plan. Guando inicia el proceso de privatización de Fanviplan se aprueba la Ley de Privatización 
N° 1330 de 24 de abnl de 1992, que incluye la venta en Bolsa, en ese marco la Comisión de 
Evaluación de la Empresa Pública, emite la Resolución CEEP 08/92, de 27 julio de 1992, que 
resuelve la venta de activos de Fanviplan mediante Bolsa de Valores, con oferta al contado. 

Luego la Comisión emite la Resolución CEEP 18/92, de 15 de octubre de 1992, que 
resuelve la oferta pública del 100% de los “derechos de participación” de Fanviplan, con 
rebaja de un 20% de cada derecho de participación y de no haber oferentes en 10 sesiones 
de la Bolsa, se convocará a Hcitación pública. Después de 26 sesiones y con rebaja del 
20% no hubo postores, aunque la recomendación del gerente de la Bolsa de Valores era 
considerar un precio de Bs. 4 a Bs. 7 por derecho de participación. 

Por otro lado, para proceder con la estratégia de venta, se optó por apagar el horno 
de vitrificación que, de acuerdo a Carana Corporation, era la pieza central de toda la fá¬ 
brica; requeria tan solo modestas inversiones, para reparaciones en cahente, que hubieran 
prolongado su vida útil por 12 meses. A pesar de que se tenían los refractarios necesarios 
para proceder con la reparación, el 10 de junio de 1992, los ejecutivos de Fanviplan y 
Cordepaz ordenaron que fuera apagado. 
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Entre el 5 y 8 de noviembre de 1992, tras el fracaso de la oferta en la Bolsa de valores, se 
invitó, mediante la Licitación Pública Internacional OSP/BOL/520/669, a la presentación 
de propuestas para la compra de la fábrica en el estado en que se enconttaba; la totalidad 
de la unidad productiva en operación, sin activos Kquidos, pasivos de ninguna naturaleza ni 
personal. Existia, además, la posibilidad de financiar la compra con un pago inicial dei 50% 
dei valor total de la oferta; el saldo se cancelaria en el plazo máximo de 18 meses a partir de 
la fecha dei primer pago, asi lo senalaba la adenda n.° 2. Cabe anadir que Carana estableció 
para la licitación un valor máximo de $us 1.593.251 y un valor minimo de $us 1.129.227. 

El 7 de diciembre de 1992 fueron recibidas las propuestas de Fábrica de Vidrio Tem- 
plado SRL-Favitemp SRL y de Doble “N” SRL, y el 9 de diciembre se procedió con la 
apertura de los sobres “B”; ambas empresas presentaron sus ofertas con financiamiento. 
El 15 de diciembre de 1992, la CEEP reahzó la preadjudicación dei total de los activos de 
Fanviplan a la empresa Doble “N” por la suma de $us 1.280.000. El pago se efectuaria en 
tres cuotas; la primera de $us 650.000, a la firma dei contrato; la segunda de $us 300.000, 
a los 12 meses; y la tercera de $us 330.000, a los 18 meses de la firma dei contrato. El 9 de 
marzo de 1993 se emitió el DS 23417 que adjudicaba Fanviplan a Doble “N”. 

Llama la atención que esta empresa fuera constituída recién el 7 de septiembre de 
1992 por Peter Andrew Salzmann Donig y Esther Garoh Salzmann Donig, hijos de Max 
Salzmann, el representante de la empresa polaca Pohmex Cekop Ltda. encargada, en 
1973, de la instalación de Fanviplan. 

El retraso en la firma dei contrato de compraventa y en la ejecución dei plan de pagos 
ofertado por la adjudicataria Doble “N” SRL se debió a que esta observó diferencias en¬ 
tre el inventario presentado en el phego de condiciones y la existência real de activos en 
la fábrica. Ante esta situación exigió la entrega de todos los activos que se encontraban 
en Fanviplan, cuando ni siquiera se había suscrito el contrato. El 24 de junio de 1993 se 
emitió el DS 23535 que aclaraba y complementada el DS 23417 (09/03/1993); incluía, 
además, un inventario complementario de los ítems que no fueron licitados. Sin embargo, 
el contrato no se firmó y, por tanto, se ejecutó la Boleta de garantia de $us 100.000. En 
respuesta, la empresa preadjudicada interpuso un recurso de nulidad contra la adjudica- 
ción, que fue declarado improcedente por la Corte Suprema de Justicia. 

Si bien la transferencia de esta unidad productiva al sector privado no se consohdó, las 
decisiones y acciones encaminadas a que eso ocurriera hicieron que Fanviplan terminara 
siendo un proceso fracasado en el que se advierten hechos irregulares susceptibles de 
responsabilidad. 

3.2.4.2. Irregularidades relevantes 

3.2.4.2.I. Depreciación por apagado de homo paraforzar la venta de Fanviplan 

Toda empresa, unidad productiva o fábrica que desarroUa un proceso productivo cuenta 
con médios de producción que operan en torno a un eje principal, el cual constituye la 
parte sustantiva de la organización empresarial que, en el caso de Fanviplan, era el horno 
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de vitrificación. Si el “corazón” de la fábrica, es decir, la pieza fundamental de toda la 
infraestructura industrial, no funciona, el proceso productivo se interrumpe y la fábrica 
queda paraüzada, con la inmediata consecuencia de su extinción. 

En mayo de 1992, la consultora Carana Corporation (empresa consultora contratada 
para la evaluación, valoración y estratégia de venta de la fábrica) había establecido la impor¬ 
tância del horno de vitrificación, y sus estúdios de viabüidad técnico-económica determi- 
naron que “la vida del horno estaba cerca de su fin, para mantener la fábrica en funciona- 
miento se requerían modestas inversiones para reparaciones en caüente que podrían haber 
prolongado la vida del horno en el corto plazo (12 meses)” (Carana, 1992: 32)fi®^ 

Cordepaz conocía la importância del horno y la posibilidad de componerlo y darle 
mantenimiento. Aún más, en el Informe “E” de Carana Corporation, que considera las 
reparaciones del horno, se hace referencia a la compra, ya realizada por Cordepaz, de los 
materiales refractarios necesarios para su reconstrucción, suficientes para la reparación 
completa del horno (5-6) 

Desde el punto de vista técnico, existia la posibilidad de que Fanviplan continuara con 
sus actividades industriales y fuera considerada una fábrica en marcha; esta situación habría 
representado mayores posibüidades de êxito en su venta, pues no es lo mismo valorar una 
empresa en marcha que una fábrica cerrada o un conjunto de activos fijos que aisladamente 
no tienen un valor significativo. Sin embargo, por decisión de los ejecutivos de Fanviplan y 
Cordepaz, el horno de vitrificación fue apagado, desechando la oportunidad de su arreglo y 
las ventajas que una fábrica en marcha podia oftecer incluso a los propósitos privatizadores. 
El 10 de junio de 1992, a sohcitud de Cordepaz, Carana Corporation se encargó del apaga¬ 
do del horno y, en consecuencia, la fábrica quedó parahzada. 

Finalmente, pese a las posibilidades de arreglo y mantenimiento del horno de vitri¬ 
ficación, y a la existência de los materiales refractarios necesarios ya adquiridos para su 
reparación, se decidió detener su funcionamiento, lo cual ocasionó una desvalorización 
de Fanviplan como unidad productiva. 

Por los hechos descritos, se genera presunta responsabihdad por parte de las auto¬ 
ridades de Cordepaz y Fanviplan, que instruyeron el apagado del horno, afectando 
el funcionamiento de la empresa y provocando su cierre irreversible; asimismo, 
afectaron al aparato productivo departamental que dejó de tener una fábrica na¬ 
cional de vidrio plano. 

V_ J 


Conclusiones 

Las presentes conclusiones buscan resumir los resultados de la investigación respecto de 
lo sucedido con la privatización de las empresas públicas creadas para promover el desa- 


285 Pliego de condiciones. Memória Económica, p. 38. Carana Corporation. La Paz, noviembre de 1992. 

286 Ibíd., pp. 5-6. Anexo 2. Memória Técnica. 
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rroUo dei departamento de La Paz. Se destacan los principales impactos en los âmbitos 
político institucional, económico productivo, social y jurídico. 

Âmbito político institucional 

La política dei desarroUo paceno puso énfasis en dos temas centrales para el departa¬ 
mento. Por un lado, y desde una perspectiva geográfica, en el desarroUo de los Yungas (el 
“norte paceno”), comprendiendo sus varias provincias y municipios, y haciendo hincapié 
en la promoción dei turismo a través de la construcción de los hoteles prefecturales Ca- 
ranavi, Chulumani, Copacabana, Coroico, Sorata, Urmiri, Irupana y Viscachani. Por otro, 
se crearon empresas agropecuarias y de aUmentos: Piquin, Té Chimate, PIL; empresas 
productivas; Inmetal e Hilanviacha; de construcción; Famtul y Fanviplan; de transporte: 
EMTA La Paz, y, finalmente, la empresa Samapa, vinculada a la provisión de servidos 
básicos para la región metropoUtana de La Paz. 

Las empresas púbUcas dei departamento eran un total de 17, de las cuales ocho eran 
hoteles prefecturales (cuatro ubicados en los Yungas). Esto evidencia una voluntad esta¬ 
tal de desarroUo turístico que fue interrumpida. 

La poUtica de enajenación de las empresas púbUcas impactó al conjunto de estas, que 
buscaban desarroUar espacios productivos, desarticulando de forma global la poUtica de¬ 
partamental de desarroUo impulsada durante décadas. 

La desarticulación de la institucionaUdad púbUca vinculada al desarroUo y la Uqui- 
dación de las empresas púbUcas productivas dejaron al departamento sin capacidad de 
conducción dei desarroUo. 

A la enajenación de las empresas púbUcas departamentales, que significó un duro golpe a 
la economia y la capacidad productiva pacena, debe sumarse la enajenación de 43 empresas 
púbUcas dependientes dei Gobierno nacional con sede en el departamento de La Paz. 

Âmbito económico productivo 

Al enajenar las empresas púbUcas vinculadas al desarroUo departamental, se eUminaron 
las pocas cadenas productivas que articulaban la producción rural campesina y con los 
emprendimientos industriales, rurales y urbanos. 

En los establecimientos industriales, la enajenación de las empresas púbUcas impUcó la pér- 
dida de la producción de materiales básicos para la construcción y el equipamiento púbUco. 

También hubo impactos severos en rubros productivos que necesitaban dei apoyo 
púbUco para desarroUarse, como en los casos de la quinua y el té. 

La faUida venta de Fanviplan no solo Uquidó la fábrica, sino que produjo un perjuicio 
económico al Estado equivalente a $us 2.104.482,70, además de provocaria desaparición 
dei vidrio plano de producción nacional. 

Los perjuicios económicos al departamento alcanzan la suma desglosada dei siguiente 
cuadro; 
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Perjuicio económico por la privatización en el departamento de La Paz 


Empresa 

item 

Monto ($us) 


Valor referencial 

5.606,26 


Precio de venta 

(12.300,00) 

Planta Industrializadora de Quinua (Piquin) 

Consultorias, martillero y comisión de êxito 

2.578,00 

Martillero 

3.535,21 


Bonos extralegales 

14.000,00 


Perjuicio 

13.419,47 


Valor referencial 

909.232,32 


Precio de venta 

(727.386,00) 

Industrial Metálicas (Inmetal) 

Consultorias 

17.336,00 

Martillero 

9.091,43 


Bonos extralegales 

168.000,00 


Perjuicio 

376.273,75 


Valor referencial 

301.350,00 


Precio de venta 

(302.650,00) 

Planta Agroindustrial de Té 

Consultorias 

6.000,00 


Martillero y comisión de êxito 

11.005,89 


Perjuicio 

15.705,89 


Valor referencial 

2.914.000,20 

Planta Industrializadora de Leche La Paz 

Precio de venta 

(1.814.049,60) 

Consultorias 

197,293.18 


Perjuicio 

1.297.761,28 


Valor referencial 

2.639.533,64 


Precio de venta 

(672.000,00) 

Planta de HilanderíaViacha 

Consultorias 

12.792,18 


Martillero 

8.661,08 


Perjuicio 

1.988.986,90 


Valor referencial 

146.442,00 


Precio de venta 

(64.500,00) 

Hotel Prefectural Caranavi 

Consultorias 

8.553,57 


Martillero 

4.652,00 


Perjuicio 

95.147,57 


Valor referencial 

105.000,00 


Precio de venta 

(105.000,00) 

Hotel Prefectural Chulumani 

Consultorias 

13.196,90 


Martillero 

1.304,25 


Perjuicio 

14.501,15 
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Empresa 

item 

Monto ($us) 


Valor referencial 

81.464,00 


Precio de venta 

(238.000,00) 

Hotel Prefectural Urmiri 

Consultorias 

12.682,24 


Martillero 

2.567,75 


Perjuicio 

(141.286,01) 


Valor referencial 

225.832,00 


Precio de venta 

(310.000,00) 

Hotel Prefectural Copacabana 

Consultorias 

12.682,24 


Martillero 

3.251,75 


Perjuicio 

(68.234,01) 


Valor referencial 

290.265,00 


Precio de venta 

(451.000,00) 

Hotel Prefectural Coroico 

Consultorias 

13.196,90 


Martillero 

4.591,25 


Perjuicio 

(142.946,85) 


Valor referencial 

261.285,00 


Precio de venta 

(213.000,00) 

Hotel Prefectural Sorata 

Consultorias 

13.196,90 


Martillero 

2.330,25 


Perjuicio 

63.812,15 


Valor referencial 

72.000,00 


Precio de venta 

(135.000,00) 

Hotel Prefectural Viscachani 

Consultorias 

12.572,24 


Martillero 

3.675,00 


Perjuicio 

(46.752,76) 

Hotel Prefectural Irupana 

Consultorias 

12.053,57 

Perjuicio 

12.053,57 

Servicio Autonomo Municipal de Agua Potable 

Consultorias 

682.799,43 

y Alcantariliadob (Samapa) 

Perjuicio 

682.799,43 


Valor referencial 

1.593.251,00 


Precio de venta 

0 

Fábrica Nacional deVidrio Plano (Fanviplan) 

Consultorias 

164.189,03 


Bonos extralegales 

348.000,00 


Perjuicio 

2.105.440,03 

Total 

6.266.681,56 


Nota: El perjuicio se calcula a partir de la diferencia entre el valor referencial de venta y el precio de venta. A ese resultado se suman los gastos de 
consultorias, martilleos y bonos extralegales. Las cifras gue aparecen entre parêntesis son negativas y se restan en las sumatorlas. Las sumatorlas 
negativas representan ingresos para el Estado. 

Fuente: CEMIPyC, 2018. 
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El perjuicio total por la enajenación de empresas públicas en el departamento de La 
Paz fue de $us 6.266.681,56 equivalentes a $us 13.751.606,01 actuales. 

Las empresas enajenadas en el departamento fueron 16 de un total de 17 (dos fueron 
cerradas y 14 privatizadas). 

Âmbito social 

El principal impacto social en la enajenación de empresas del departamento de La Paz 
fue la pérdida de empleos, que en el caso particular del sector fabril se vio agravado por 
las políticas de Hbre importación que acompanaron el proceso neoHberal, y que Uevaron 
al sector a una crisis de la que no se repondría. 

Hubo también impacto con la pérdida de las empresas públicas que trabajaban con 
empresas familiares productoras de matérias primas. 

En el caso particular de Samapa, para mejorar la oferta de concesión hubo un prévio 
aumento de tarifas, que hizo más atrayente el negocio y perjudicó a los usuários. 
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1995 Testimonio 450/95, 07/05/1995. Transferencia de la Planta de Hüandería Viacha al sector privado 
(autorizada por el directorio de Cordepaz el 20 de marzo de 1995, a través de la Resolución RD 07/95. 
El 7 de mayo de 1995, la Secretaria Nacional de Agricultura y Ganadería transfiere a Cordepaz). 7 de 
mayo de 1995 

1995a Contrato de compraventa dei lote 1 [suscrito por Edgar Saravia Durnik, ministro suplente sin Cartera, 
responsable de CapitaUzación; Fernando Barthelemy, presidente Cordepaz, René Velásquez, gerente 
general Cordepaz; Rosário Mengoa de Velasco]. 14 de agosto de 1995 

1995b Contrato de compraventa dei Lote 3 [suscrito por Alfonso Revollo Thenier, ministro de Capitaliza- 
ción; Fernando Barthelemy, presidente Cordepaz, René Velásquez, gerente general Cordepaz; Grover 
Castro Gordillo, adjudicatario; Mery Gutiérrez Martínez, fiscal en Matéria Administrativa; Yuri Tirado 
Villarroel, abogado]. 24 de agosto de 1995. 
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1995c Convénio de Subrogación de Pasivos Tributários de las seis empresas de propiedad de Cordepaz 
[suscrito entre Fernando Berthelemy Taborga, presidente de Cordepaz, y la Dirección General de 
Impuestos Internos (DGII)]. El 6 de noviembre de 1995. 

Cordepaz-MIRANDA 

1993 Contrato DL-C-105/93 [consultoria para inventario y avalúo de Piquin], 10 de mayo 1993. 

1995 Contrato de compraventa de los lotes 2 y 3 de Piquin [suscrito el 24 de agosto de 1995 y protocolizado 
el 9 de octubre de 1995, con el Testimonio 925/95, por el notário de Gobierno Francisco Tarquino 
Blanco]. El 3 de agosto de 1995. 

DE LA RIVA R, Cynthia 

1995 Estúdio de valuación Industrias Metálicas (Inmetal). La Paz, 30 de mayo de 1995. 

DOBLE “N” SRL 

1992 Testimonio 997/92. Constitución de la sociedad de responsabiüdad limitada que gira bajo la razón 
social de “'Doble N” SRL En: Archivo del Ministério de DesarroUo Productivo y Economia Plu- 
ral-Repositorio de la Privatización. Serie: M-55 Fanviplan. Caja 69. Cód.: 14 Fanviplan, 1992. La Paz, 7 
de septiembre de 1992. 

1993 Cronograma del proceso adjunto a nota UEREP 899/93. Ejecución de boleta de garantia de 
fuslOO.OOO, de la empresa Doble “N” por incumplimiento de la adjudicación y por no haber firmado 
el contrato. 2 de julio de 1993. 

ERNST & YOUNG LLP; BERTHIN AMENGUAL; MORENO BALDIVIESO; LAND 
0'LAKES 

1995 Informe Final: Valuación Económica, Anáüsis Legal y Estratégia de Transferencia. Presentado al Mi¬ 
nistério de Capitaüzación. Unidad de Reordenamiento. La Paz, 31 juHo 1995. 

FÁBRICA NACIONAL DE VIDRIO PLANO (Fanviplan) 

1993 Carta Cite GL. n.° 048/93 pValter Amézaga A., gerente liquidador Fanviplan, a Vicente Mendoza, 
gerente general Cordepaz]. La Paz, 29 de marzo de 1993. 

1992 Invitación por nota de prensa a presentar ofertas a la Licitación Pública Internacional de Fanviplan. 8 
de noviembre 1992. 

1992a Licitación OSP/BOL/520/607 para la evaluación técnica y financiera de Fanviplan, en su punto “Con- 
cepto y enfoque de los servidos a prestar. Consultora Carana Corporation, en el marco de la Anteceden¬ 
tes”, adjunta a la carta suscrita por Curtis Sittenfeld, Representante Legal. 9 de enero de 1992. 

FALCÓN, Raúl 

1995 Valoración económica y jurídica de los activos pertenecientes al Hotel Prefectural de Coroico. La Paz, 
septiembre de 1995. 

1995b Valoración económica y jurídica de los activos pertenecientes al Hotel Prefectural Sorata. Tomo 1. La 
Paz, septiembre de 1995. 
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FNDR-BARBATO 

1995 Conttato de Consultoria n.° 023/95 [suscrito por Oscar Arrien Sandoval yJosé Gaetano Barbato], 26 
de junio de 1995. 

FNDR-DE LA RIVA 

1995 Contrato de consultoria n° 011/95 [suscrito por Oscar Arrien Sandoval y Cynthia De la Riva]. La Paz, 
11 de mayo de 1995. 

FNDR-ERNST &YOUNG 

1995 Contrato de Consultoria n.° 001/95 [suscrito por Oscar Arrien Sandoval y Dimitri Plioni]. La Paz, 2 
de junio de 1995. 

FNDR-KELLERT 

s/f Contrato de consultoria 056/96 [suscrito por FNDR y la consultora Elvia Kellert para ei avalúo dei 
Hotel Prefectural Viscachani]. El 3 de abril de 1996. 

FNDR-PENA Y LILLO 

1995 Contrato de consultoria n.° 006/95 [suscrito por Oscar Arrien Sandoval y Julio Pena y Lillo]. La Paz, 
3 de mayo de 1995. 

KELLERT, Elvia 

1996 Valoración técnica Hotel Prefectural de Viscachani. La Paz, marzo de 1996. 

MIRANDA, Félix 

1993 Avalúo de la Planta Industrializadora de Quinua - Piquin. La Paz, 10 de mayo de 1993. 

MINISTÉRIO DE PLANEAMIENTO-CARANA CORPORATION 

1992 Acta de negociación de los costos de consultoria. Primera Instancia, de 26 de febrero de 1992. 

1992a Acta de negociación de los costos de consultoria. Segunda instancia, 27 de febrero de 1992. 

MINISTÉRIO DE PLANEAMIENTO-CONAM AUDICOMP SRL 

1992 Contrato para la prestadón de servidos de consultoria [suscrito por Flavio Escóbar Llanos y por Luis 
Iriarte Saavedra]. 30 de noviembre de 1992. 

MINISTÉRIO DE PLANEAMIENTO-Cordepaz 

1991 Convênio de Asistencia Técnica [suscrito por Enrique Garcia R. y Jorge Monje Zapata]. La Paz, 3 de 
juHo de 1991. 

1993 Convênio, para ei pago de reconodmiento económico a los trabajadores de Piquin. En: Informe Cor- 
depaz GDI-INF-058/93 (24/05/1993). La Paz, 17 de mayo de 1993. 
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NATHAN ASSOCIATES 

1992 Nota de presentación. Nathan Associates estuvo a cargo de implementar el Programa USAID: Fa¬ 
cilitando comercio para los países andinos y elaboro el “Proyecto de Ley del Mercado de Valores 
de Bolivia” de julio de 1992. Disponible en: http://www.facilitandocomercio.com/web/es/content/ 
institucional/. 

PAZ, Francisco 

2008 Informe A.C. n.° 0164/2008 [de Francisco Paz, técnico del Área de Contabdidad, a Mabel Vargas 
Romano, jefa de Unidad Especial de Gestión Financiera]. En: Informe CITE: DESP. GAMLP n.° 
267/2017 de Andréa Cornejo Vargas, alcaldesa municipal de La Paz a.i., a Gabriela Montano Viana, 
presidenta de la Câmara de Diputados, 2 de marzo de 2017. 

PNUD/OSP 

1992 Addenda n.° 1 Licitación Pública OSP/BOL/520/669, Venta de activos de la Fábrica Nacional de 
Vidrio Plano, s. f En: Carta de presentación de la Oferta de Compra de Fanviplan, presentada por la 
empresa Doble “N” SRL, p. 2. La Paz, 7 de diciembre de 1992 

1992a Addenda n.° 2 Licitación Pública OSP/BOL/520/669, Venta de activos de la Fábrica Nacional de 
Vidrio Plano, s. f En: Carta de presentación de la Oferta de Compra de Fanviplan, presentada por la 
empresa Doble “N” SRL. La Paz, 7 de diciembre de 1992. 

1992b Carta que adjunta los términos de referencia para la venta de la Fábrica Nacional de Vidrio Plano (Fanvi¬ 
plan) [suscrita por Henry Nardi, coordinador internacional]. La Paz, 9 de noviembre de 1992. 

1992c Carta BOL/88/00310748-C sobre el proceso de licitación pública OSP/BOL/520/669 para la venta de 
los activos de Fanviplan [remitida por Henry Nardi, coordinador internacional encargado a Samuel Doria 
Medina, ministro de Planeamiento]. La Paz, 8 de diciembre de 1992. 

PRICE WATERHOUSE (PW) 

1993 Informe PIL La Paz. Privatización de la industria de leche y derivados. La Paz, 28 de julio de 1993. 

ROJAS, Verónica 

2016 Informe GAMLP/DESP 021/2016 [de Verónica Rojas, asesora legal DESP, a Martin Eab- 
bri Zeballos, director de Empresas y Servidos Públicos DESP]. En: Informe CITE: DESP. 
GAMLP n.° 267/2017 de Andréa Cornejo Vargas, alcaldesa municipal a. i. de La Paz, a 
Gabriela Montano Viana, presidenta de la Câmara de Diputados, 2 de marzo de 2017. 

SALINAS & ASOCIADOS 

1998 Informe SAMAPA. Privatización de Servicio Autónomo Municipal de Aguas Potables y AlcantariUado. 

TRUST SERVICES SRL 

1993 Carta TS/024/93 sobre rendición de cuentas de Trust Services SRL [remitida por Eduardo Mostajo 
Maertens, gerente general de Trust Services SRL a la Prefectura del Departamento de La Paz]. La Paz, 
21 de abril de 1993. 
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1995 Addenda al conttato con Trust Services para reaHzar nuevamente la subasta de 11 empresas [suscrita por 
Alfonso RevoUo Thenier, ministro de capitalización y Edgar Saravia, secretario nacional de Capitalización e 
Inversión y Ricardo Paz CasteUanos por la empresa Trust Services SRL]. En: Repositorio de Privatización 
dei Archivo dei Ministério de DesarroUo Rural y Economia Plural no Ueva la firma dei representante de la 
empresa Trust Services SRL. 1 de agosto de 1995. 

UNIDAD EJECUTORA DE REORDENAMIENTO DE LAS EMPRESAS PÚBLICAS 

(UEREP) 

1993 Cronograma dei proceso de privatización de Fanviplan. En: Nota UEREP 899/93 [remite Enrique 
Quiroz Jordán, asesor jurídico de la UEREP, a Rolando Quiroga líiiguez, gerente de DesarroUo Indus¬ 
trial de Cordepaz]. La Paz, 13 de septiembre de 1993. 

VELASCO TUDELA, José León 

1995 Verificación de inventario de activo íijo de Fanviplan. La Paz, noviembre de 1995. 

Hemerografía 

Hoj, 1/10/1995. 

La Razón, 26/08/1992; 18/08/2010; 10/10/1992. 

Página Siete, 26/04/2011. 

Presencia, 19/10/1993. 

Última Hora, 12/05/2018. 



Capítulo 4. Las empresas públicas en el departamento de 

COCHABAMBA 


La infraestructura productiva y de servidos de Cochabamba fue construída por la Cor- 
poración Boliviana de Fomento (CBF), la Corporación Regional de DesarroUo de Co¬ 
chabamba (Cordeco), la Prefectura y la Alcaldía Municipal de Cochabamba, haciendo un 
total de 14 empresas públicas. 

Para fomentar el desarroUo productivo y de servicios internos, la CBF construyó, entre 
otras empresas, la Planta Industrializadora de Leche, en 1960, y la Fábrica Boliviana de Cerâ¬ 
mica (Faboce) en 1977. Estas empresas fueron transferidas a Cordeco luego de la Hquidación 
de la CBF en 1985, por mandato dei Decreto Supremo 21060 dei 29 de agosto de 1985. 

A su vez, siguiendo con la política de sustitución de importaciones emprendida 
por la CBF, Cordeco implemento otros proyectos orientados a impulsar el desarroUo 
industrial agropecuário, como la Planta de Tarhui (creada en 1980), el Criadero de 
Truchas Piusilla, (en 1981) y la Planta de Té Chapare (en 1984). Siendo Cochabamba 
un nudo importante para el transporte nacional, Cordeco construyó la Terminal de 
Buses, una de las más modernas dei país. 

Entre las empresas municipales de importância figuraban las de servicios básicos: 
agua y alcantariUado y una fábrica de tubos de cemento. La empresa de transporte urbano 
intermunicipal e interdepartamental se constituyó sobre la base de los activos de la Em¬ 
presa Nacional de Transporte Automotor, que por mandato dei Decreto Supremo 21060, 
pasaron a las capitales de departamento. 

Con el proceso de privatización, toda la infraestructura productiva y de servicios dei 
departamento de Cochabamba fue enajenada, siendo vendida o cerrada y desmantelada. 

El caso más emblemático de la privatización de las empresas en Cochabamba fue 
la entrega de Semapa-Misicuni a la transnacional Bechtel mediante un contrato de 
concesión al consorcio Aguas dei Tunari, dei cual participaron políticos y empresá¬ 
rios conocidos, como Samuel Doria Medina, Andrés Petricevic y Julio León Prado, 
entre otros. La privatización dei agua en Cochabamba, a íinales dei ano 1999, provo- 
có el levantamiento dei pueblo, que consiguió revertir la medida y marcó un antes y 
un después en el proceso de enajenación iniciado en 1989. 
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El siguiente gráfico y cuadro muestran en detalle las empresas públicas que fueron 
constituídas en el departamento de Cochabamba y que estuvieron bajo dependencia de 
Cordeco, la Prefectura y la Alcaldía Municipal. 


Gráfico 14. Empresas públicas investigadas en el departamento de Cochabamba 
por área económica y ubicación 


Planta Industrializadora 
de Leche Cochabmaba 
(PIL-CBBA) 


Hotel Prefectural 
Liriuni 

□ 


□ SERVICIOS 
OpRODUCCIÓN 


Criadero de 
Truchas Piusilla 


Terminal de Buses 
de Cochabamba 


Ex Superintendência 
General de Obras CT 

• Empresa Municipal < 
de Transporte (EMTA) ^ 



Planta de Té Chapare 


Eábrica Boliviana de 
Cerâmica (EABOCE) 


Planta de Asbestos 


Planta deTarhui 


□ 


Servido Municipal de Agua 
Potable y Alcantarillado (SEMAPA) 


□ 

□ 

- O - 

• Empresa Interdepartamental 

• Empresa Misicuni - 

• Eábrica Municipal de 

de Transporte de Carga 

Proyecto Múltiple Misicuni 

Tubos de Cemento 


1 Ayopaya (Prov. Ayopaya) 

2 Quiliacollo (Prov. Quiliacollo) 

3 Liriuni (Prov. Quiliacollo) 

4 Cochabamba (Prov. Cercado) 

5 Sacaba (Prov. Chapare) 

6 Chimoré (Prov. Carrasco) 


Fuente: CEMIPyC, 2018. 


Cuadro 109. Empresas públicas investigadas en el departamento de Cochabamba 


por ano, dependencia y ubicación 


N.° 

Denominación de la empresa pública 

Ano de creación 

0 inicio de 
funcionamiento 

Dependencia 
durante la 
privatización 

Ubicación: sede de 
la empresa/lugar de 
operaciones 

1 

Fábrica Boliviana de Cerâmica (Faboce) 

1977 

Cordeco 

Cochabamba 

2 

Criadero de Truchas Piusilla 

1981 

Cordeco 

Cochabamba/Ayopaya 

3 

Planta deTarhui 

1980 

Cordeco 

Cochabamba, Sacaba 

4 

Terminal de Buses de Cochabamba 

1991 

Cordeco 

Cochabamba 

5 

Planta Industrializadora de Leche (PIL CBBA) 

1960 

Cordeco 

Cochabamba 

6 

Planta de Té Chapare 

1984 

Cordeco 

Cochabamba/Chimoré 

7 

Planta de Asbestos 

1972 

Cordeco 

Cochabamba/ Chapare 

8 

Ex Superintendência General de Obras 

1943 

Cordeco 

Cochabamba 

9 

Hotel Prefectural Liriuni 

1981 

Prefectura de 
Cochabamba 

Cochabamba, Quiliacollo 
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N.° 

Denominación de la empresa pública 

Afio de creación 

0 inicio de 
funcionamiento 

Dependencia 
durante la 
privatización 

Ubicación: sede de 
la empresa/lugar de 
operaciones 

10 

Fábrica Municipal de Tubos de Cemento 

- 

Alcaldía de 
Cochabamba 

Cochabamba 

11 

Empresa Municipal de Transporte Automotor (EMTA 
Cochabamba) 

1986 

Alcaldía de 
Cochabamba 

Cochabamba 

12 

Empresa Interdepartamental de Transporte de Carga 

1986 

Alcaldías de 
Cochabamba, La Paz, 
Oruro y Santa Cruz 

Cochabamba 

13 

Empresa Misicuni. Proyecto Múltiple Misicuni (PMM) 

1987 

Cordeco 

Cochabamba 

14 

Servicio Municipal de Agua Potable y Alcantariliado 
(Semapa) 

1967 

Alcaldía de 
Cochabamba 

Cochabamba 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en: Estratégia de privatización en Bolivia (Price Waterhouse, 1990); Listados de ia Comisión de Evaiuación de ia Empresa 
Púbiica (CEEP), 1992-1993; Memória Unidad de Reordenamiento 2001 (MCEI, 2001); Memória 2000-2001 (MCEI, 2001). 


Como se muestra en el cuadro, nueve de estas empresas dependían de Cordeco, una 
de la Prefectura de Cochabamba y cuatro de la Alcaldía Municipal de Cochabamba. Entre 
las municipales, la Empresa Interdepartamental de Transporte de Carga funcionaba en 
copropiedad de otros tres municípios dei país (La Paz, Oruro y Santa Cruz). De las 14 
empresas, la mitad era de servicios, y la otra mitad eran empresas productivas (seis de 
propiedad de Cordeco y una de la Alcaldía Municipal de Cochabamba). 

4.1. La enajenación de las empresas públicas de Cochabamba 

Durante el gobierno de Jaime Paz Zamora, la institucionalidad privatizadora estuvo a car¬ 
go de la Comisión de Evaiuación de la Empresa Pública (CEEP), creada el 11 de enero de 
1990. Esta comisión debía determinar la situación y perspectivas futuras de las empresas 
públicas a nivel nacional, así como la conveniência o no de su transferencia total o parcial 
al sector privado (DS 22407,11/01/1990, art. lOS).^»’ 

El Directorio de la CEEP estaba presidido por el ministro de Planeamiento y Coor- 
dinación e integrado por el ministro de Industria, Comercio y Turismo, el ministro de Fi- 
nanzas, el ministro de Trabajo y DesarroUo Laborai, el ministro sin Cartera y el ministro 
dei sector correspondiente (DS 22407, 11/01/1990, art. 111). 

Complementariamente, el 14 de junio de 1991 fue creada la Unidad Ejecutora dei 
Reordenamiento de las Empresas Públicas (UEREP) bajo dependencia dei Ministério 
de Planeamiento y Coordinación y con autonomia de gestión (DS 22836, 14/06/1991). 
Meses más tarde, la UEREP pasó a depender de la Subsecretária de DesarroUo Socio 
Económico dei Ministério de Planeamiento y Coordinación que, a su vez, se transformó 
en la Secretaria Técnica de la CEEP para la definición de estratégias para la privatización 
de empresas púbUcas (DS 23170, 05/06/1992). 


287 El DS 22407 aprobó las “Políticas de acción para consolidar la estabiHdad y promover el crecimiento económico, el empleo, el 
desarroUo social y la modernización dei Estado” y contenía los Hneamientos econômicos dei gobierno de Jaime Paz Zamora. 
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El 24 de abril de 1992, Jaime Paz Zamora firmó (junto a su ministro de Planea- 
miento y Coordinación, Samuel Doria Medina Auza, y a su ministro de Finanzas, 
Jorge Quiroga Ramírez) la Ley 1330 de Privatización. Esta norma autorizaba a las 
entidades estatales a enajenar activos, bienes, valores, acciones y derechos de su pro- 
piedad, y asignaba al Consejo Nacional de Economia y Planificación (Coneplan) el 
normar y fiscalizar la privatización de las empresas públicas, definiendo las estraté¬ 
gias para su transferencia o disolución. La reglamentación de la Ley de Privatización 
fue aprobada el 5 de junio de 1992 mediante el DS 23170, habiéndose modificado el 
8 de octubre de 1992 a través dei DS 23287. 

Durante el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada (MNR, 1993-1997), la privati¬ 
zación estuvo a cargo dei Ministério de Capitaüzación, que tenía bajo su dependencia a 
la Unidad de Reordenamiento, creada por el Decreto Supremo 23991 dei 10 de abril de 
1995. Este decreto transferia las funciones que la Ley de Privatización establecia para el 
Coneplan al Consejo de DesarroUo Nacional (Codena), creado por los decretos supre¬ 
mos 23873 (03/10/1994) y 23955 (08/02/1995).288 

Durante el gobierno de Hugo Banzer y Jorge Quiroga, la institucionaHdad privati- 
zadora pasó a depender dei Ministério de Comercio Exterior e Inversión, dei Concejo 
Nacional de Política Económica (Conape) y de la Unidad de Reordenamiento (UR). 

En el marco de esa normativa, se efectuó la enajenación de las 14 empresas públi¬ 
cas que habia en el departamento de Cochabamba, cuyo proceso arrojó los siguientes 
resultados; 


Cuadro 110. Situación de empresas públicas de Cochabamba después dei proceso de enajenación 


N.° 

Denominación de la empresa pública 

Situación, adjudicatarioy afio | 

1 

Fábrica Boliviana de Cerâmica (Faboce) 

Privatizada, a Cerâmica Nacional 
(Ricardo Auza Allerding)-1992 

2 

CriaderodeTruchasPiusilIa 

Privatizada, a CominexSRL 
(Adrián Velho Blagine)-1992 

3 

ProyectodeTarhui 

Privatizada, a Jorge M. Cruz Ribera-1995 

4 

Terminal de Buses de Cochabamba 

Privatizada, a Maria Antonieta Zambrana-1995 

5 

Planta Industrializadora de Leche 
(PIL-CBBA) 

Privatizada en paquete con PIL La Paz, 
a Empresa Gloria SA 

(Rolf Phillip Kroenemberg Meeners)-1996* 

6 

Planta de Té Chapare 

Privatizada, cedida a Asociación Agroindustrial de 
Productores de Té-AGROTE-1993 

7 

Planta de Asbestos 

Cerrada** 

8 

Ex Superintendência General de Obras 

Cerrada** 

9 

Hotel Prefectural Liriuni 

Privatizada, a WalterRequena-1993 


288 El Consejo de DesarroUo Nacional (Codena) estaba integrado por los ministros de la Presidência, de Hacienda, de 
DesarroUo Humano, de DesarroUo Sostenible y Medio Ambiente y Sin Cartera Responsable de DesarroUo Económico; 
por los secretários nacionales de Relaciones Económicas Internacionales; Apoyo al DesarroUo Integral; Coordinación; 
Hacienda; PoUtica e Inversión Social; Planificación e Industria y Comercio. “La Secretaria dei Codena es ejercida por el 
secretario nacional de Planificación dei Ministério de DesarroUo Sostenible y Medio Ambiente” (DS 23955, arts. 3 y 4). 
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N.° 

Denominación de la empresa pública 

Situación, adjudicatarioy ano | 

10 

Fábrica Municipal de Tubos de Cemento 

Cerrada 

11 

Empresa Municipal de Transporte Automotor (EMTA Cochabamba) 

Cerrada 

12 

Empresa Interdepartamental de Transporte de Carga 

Cerrada 

13 

Proyecto Múltiple Misicuni (PMM) 

Privatizada, concesionada a Aguas dei Tunari-1999 

14 

Servicio Municipal de Agua Potable y Alcantariliado (Semapa) 

Privatizada, concesionada a Aguas dei Tunari-1999 


*Vendida en paquete con la empresa Planta Industrializadora de Leche-La Paz, de Cordepaz. 
**No se cuenta con datos sobre el ano de cierre. 

Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Memória Unidad de Reordenamiento 2001 (MCEI, 2001). 


El siguiente cuadro muestra algunas estadísticas de la situación de las empresas luego 
dei proceso enajenador. 


Cuadro 111. Resultados de la enajenación de empresas públicas dei departamento de Cochabamba 




Enajenadas 

No enajenadas 

Dependencia 

Cant. 

Privatización 

Cerradas 

Empresas desestimadas 



Venta 

Cesión 

Entrega de derechos 

Cierre por efecto 

Transferencia 

Continuidad 

I.Cordeco 

9 

5 

1 

1 

2 

- 

- 

2. Prefectura 

1 

1 

- 

- 

- 

- 

- 

3.Alcaldíade 

Cochabamba 

4 

- 

- 

1 

3 

- 

- 

Totales 

14 

6 

1 

2 

5 

0 

0 

Porcentaje 

100% 

100% 

0% 


Euente: CEMIPyC, 2018. 


De las 14 empresas de Cochabamba, seis fueron vendidas, una cedida, dos con- 
cesionadas y cinco cerradas. Bajo tales modalidades (venta, cesión, entrega de dere- 
chos y cierre), los gobiernos de Jaime Paz Zamora (1989-1993), Gonzalo Sánchez de 
Lozada (1993-1997) y Hugo Banzer-Tuto Quiroga (1997-2002) enajenaron el 100% 
de la capacidad empresarial pública de producción y servicios que había en el depar¬ 
tamento de Cochabamba. 
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Gráfico 15. Métodos y modalidades de enajenación de empresas públicas de Cochabamba 
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Fuente: CEMIPyC, 2018. 
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4.1.1. Aspectos generales de las empresas enajenadas 

A continuación, se presenta el análisis de ocho empresas de Cordeco (cinco vendidas, una 
cedida y dos cerradas), de una empresa prefectural (vendida) y de tres empresas munici- 
pales (cerradas), y luego los estúdios de caso de la enajenación de la empresa municipal 
Semapa y dei Proyecto Múltiple Misicuni de Cordeco. 


4 . 1 .i.i. Fábrica Boliviana de Cerâmica (Faboce) 

La Fábrica Boliviana de Cerâmica tiene su origen en un proyecto de azulejos cerâmicos 
de la CBF, y su implementación duró seis anos, de 1971 a 1977. En 1972, se autorizó a la 
CBF la firma dei contrato con la empresa pública checoslovaca Pragoinvest para la adqui- 
sición a crédito de maquinaria, equipo, materiales y transferencia de tecnologia de una fá¬ 
brica de azulejos blancos y de color a instalarse en el departamento de Cochabamba (DS 
10307,16/06/1972). El monto dei contrato fue de Fr.S.^^^ 5.175.043 (CIF^"'» Antofagasta, 
Chile) y el aporte local dei Estado de $b.9.600.000 (equivalentes a $us 807.740 al tipo de 


289 Franco suizo. 

290 CIF es una abreviatura empleada en el comercio exterior que significa “Cost, Insurance and Freight” (coste, seguro y flete). 
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cambio de $b.l 1.885 por cada dólar americano). El proyecto se desarroUó con asesoría 
de la Organización de las Naciones Unidas para el DesarroUo Industrial (ONUDI). Inició 
sus operaciones en 1977. 

En el diseno original, la fábrica tenía una capacidad para producir 110.000 m2/ano de 
material, pero en los hechos estaba técnicamente limitada y presentaba dificultad de acceso 
a los suministros para repuestos de maquinaria, por lo que su funcionamiento no lograba un 
óptimo rendimiento. En 1978 se adquirió una Knea de esmaltado brasüena, y en 1985 unas 
prensas Werna, logrando con eUo ampliar su producción a 180.000 m2/ano (Adaro, 1992). 

La empresa estaba dedicada a la fabricación de azulejos y revestimientos para pisos 
de material cerâmico. Producía principalmente azulejos de 15x15 cm y su ritmo de pro¬ 
ducción oscilaba entre 17.000 y 18.000 m2/mes, lo que correspondia a 216.000 m2/ 
ano (aunque la producción no superaba los 210.000 m2/ano). La consultora Adaro con¬ 
siderada que la capacidad de producción podia incrementarse y que, aunque la planta 
correspondia a un diseno obsoleto, era susceptible de reutiHzación con aprovechamiento 
de gran parte de sus activos. 

La matéria prima utilizada era arciUa (24,7%, proveniente de la cantera propia de 
Ushpa Ushpa), caoHnita (42%, adquirida en Oruro), arena silícea (6,3%, proveniente de 
yacimientos privados en Santibánez), piedra caHza (15%, de la cantera de Coboce en Irpa 
Irpa) y cascote (12%, producido por rechazo dei proceso) (Adaro, 1992). 

La cantera de Ushpa Ushpa estaba ubicada a 25 km de la fábrica, en terrenos de 
propiedad de Cordeco. Se reahzaba una explotación de 50 toneladas mensuales. Según 
estúdios reportados por Adaro en 1992, se calculaban unas reservas de 2.377.800 m3, por 
lo que se consideraba asegurada esta parte dei suministro. 

La mencionada cantera correspondia a la concesión minera La Angostura, de 350 
pertenencias mineras (350 hectáreas) situada en la zona de Ushpa Ushpa, cantón Itoc- 
ta, provinda Cercado, con el Titulo Ejecutorial n.° 8/75 dei 25 de mayo de 1975, a 
favor de la CBE La concesión estaba registrada en el Registro Minero (a fs. 2 vta. de 
la Partida n.° 8, Libro “C”, con fecha 27 de mayo de 1975) e inscrita en la Notaria y 
Registro Especial de Mineria el 23 de abril de 1976. De acuerdo al informe de Adaro, 
no se habian realizado los pagos de patentes mineras desde el 30 de diciembre de 1986 
(correspondia $us 1 por hectárea). 

La planta se haUaba ubicada en una zona industrial agrícola en HuayUani Chico, mu- 
nicipio Sacaba de la provinda Chapare. El terreno tenia una superfície de 30.000 m2, 
con buenas posibilidades de amphación a ambos lados por su topografia plana, con unos 
10.000 m2 que estaban siendo utilizados como campo deportivo. Se accedia, desde la 
carretera principal, por un camino de 200 m en buen estado. 

La superfície construida era de 6.107 m2. La infraestructura contaba con una red de 
instalación de agua abastecida por dos pozos entubados y con un depósito enterrado de 
hormigón armado para 288 m3, además de conexión con la red municipal de alcantariUa- 
do. Tenia, además, tres acciones telefónicas, un camión, un micro bus, una camioneta, un 
jeep, equipos, maquinaria, herramientas, muebles, artefactos y enseres. 
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Se trataba de una empresa dependiente de Cordeco, sin personería jurídica propia. 
De acuerdo al informe de la consultora Adaro, esa fue la causa de la permanente falta 
de liquidez de la empresa, ya que la gestión estaba supeditada a contínuos câmbios de 
gerencia y a instancias instítucionales que desconocían la dinâmica diaria de la planta. 

Por efecto dei Decreto Supremo 21060, la CBF fue disuelta el ano 1985, y los actívos 
industriales de Faboce transferidos a Cordeco (DS 21060, 29/08/1985, art. 118, inc. a; 
119, inc. b). 

El gobierno de Jaime Paz Zamora incorporo a Faboce al proceso privatizador me¬ 
diante el Decreto Supremo 22836 dei 14 de junio de 1991, que erdistó a la empresa entre 
las 60 empresas de las Cordes a ser privatizadas. 

En ese marco, el 28 de febrero de 1992, Samuel Doria Medina, ministro de Planeamiento 
y Coordinación y presidente de la CEEP, contrato a la consultora espanola Empresa Nacional 
Adaro de Investígaciones Mineras, para la valuación técnico financiera y el diseno de la estraté¬ 
gia de privatización de nueve empresas procesadoras de minerales no metálico,^^^ entre las que 
estaba Faboce. El monto total pagado por el servido de consultoria por las nueve empresas 
fue de $us 253.395,53 (prorrateando, a Faboce le correspondeu $us 28.155,06). El contrato 
fue suscrito por José Luis Munoz A., en representación legal de Adaro. El proceso de selec- 
ción de la consultora fue realizado por la agencia de compras PNUD/OSP 

En mayo de 1992, Adaro determino que el valor de los activos de Faboce era de $us 
1.167.731 y recomendo que su venta fuera mediante Hcitación. 

La privatización de Faboce fue aprobada por el Directorio de Cordeco el 23 de junio 
de 1992 mediante Resolución de Directorio n.° 17/92, que autorizó al presidente de Cor¬ 
deco, Federico Diez de Medina, a constítuirse como miembro de la CEEP y a viabilizar 
la privatización de la empresa. 

La CEEP aprobó la Resolución n.° 05/92, en la que determinaba la venta de Faboce 
mediante Hcitación púbHca, en los siguientes términos; 

Artículo 1. La venta mediante Licitación Pública de la “Fábrica BoHviana de Cerâmica”, en el 

estado en que se encuentre, de la totalidad de la unidad en operación. 

Artículo 2. La venta puede ser efectuada de la siguiente manera: 

a) Mediante oferta al contado dei 50%. 

b) y oferta financiada dei 50% a pagarse en el plazo de dos anos. 

(CEEP, Res. 05/92, s. 


291 Las nueve empresas procesadoras de minerales no met£icos evaluadas por Adaro son: Fábrica de Cerâmica Roja 
Cobija (FCRC), Fábrica de Cerâmica Roja Trinidad (FCRT), Fábrica de Cerâmica Roja Oruro (FCRO), Fábrica de 
Cerâmica Roja de Roboré SAM (Cerrosam), Fábrica de Cerâmica Roja de Camiri SAM (Cerrocsam), Fábrica Boliviana 
de Cerâmica (Faboce), Sal Yodada Entrerriana, Cerâmica Sucre y Fábrica de Losetas Montero. 

292 Resolución suscrita por Samuel Doria Medina, presidente de la CEEP; Jorge Quiroga y Fernando Campero R, 
ambos ministros miembros de la CEEP; Federico Diez de Medina, presidente de CORDECO, y Flavio Escóbar Ll., 
secretario técnico de la CEEP. S. f. 
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La licitación de Faboce fue convocada como Licitación Pública Internacional n.° 
OSP/BOL/520/662. Entre los aspectos más relevantes de este PHego de condiciones 
están las concesiones mineras de las que obtemú matéria prima, la participación de los 
trabajadores, la situación de los activos ofertados y el calendário para la enajenación. 

El Resumen Ejecutivo dei PHego de condiciones describe los yacimientos de arciUa 
que Faboce temú en la zona de Uspha Uspha (cantón Itocta, provinda Cercado dei de¬ 
partamento de Cochabamba), cuya transferencia estaba prevista en el proceso de enaje¬ 
nación. Se trataba de la concesión minera La Angostura, de 350 hectáreas (Título ejecu- 
torial n.° 8/75 dei 25 de mayo de 1975). Por su parte, la Enmienda 1 al PHego de condi¬ 
ciones aclaraba que incluía una concesión minera de menor dimensión (32 pertenencias 
mineras). Pero luego, la Enmienda 2 senalaba que, debido a que los documentos de la 
concesión minera no se encontraban en orden y ese saneamiento legal se prolongaria por 
un tiempo mayor al previsto, “el Ministério de Planeamiento y Coordinación determinó 
excluir de la venta las 32 pertenencias mineras sobre los yacimientos de arciUa ubicados 
en la zona de Uspha Uspha.. enmienda también indicaba: 

... a fin de que el nuevo dueno de Faboce no tenga problemas de matéria prima, Cordeco 
continúa con el saneamiento legal de sus concesiones mineras a fin de transferirias, por cuerda 
separada, al oferente que se adjudique la venta, si es que este aspecto es de su interés. 

En cuanto a la participación de los trabajadores en el proceso de privatización, las 
condiciones fueron plasmadas en el PHego de concHciones de la Hcitación de forma ge¬ 
neral y expHcada en detaUe en la Nota Aclaratoria n.° 1, en los siguientes términos; 

1. Los trabajadores de la Fábrica BoHviana de Cerâmica (Faboce) podrán participar en la con¬ 
vocatória como personas físicas asociadas mediante un contrato de Asociación Accidental 
que reúna las características establecidas en el Código de Comercio (artículos 365 a 371) que 
contemple expresamente los siguientes aspectos: 

a) Consentimiento de los trabajadores y empleados de asociarse para los efectos de su partici¬ 
pación en la Convocatória para la venta de Faboce, bajo el marco legal vigente y los términos 
de las bases de la invitación. 

b) Designación dei apoderado(s) o encargado(s) de representar a los asociados, detaUando las 
facultades concedidas. 

c) Compromiso de cumpHr con los términos de las bases de la invitación tanto para la pre- 
sentación de la oferta como de constituir la Sociedad Comercial Compradora, con personería 
jurídica propia, en la eventualidad de resultar adjudicatários. 

2. Todos los asociados deberán presentar individualmente una declaración jurada respecto a 
su condición de empleados u obreros de Faboce, aceptando que en caso de que la Entidad 
Vendedora comprobase la participación de personas que no reúnen esta condición, se dan por 

293 Tanto la Enmienda 2 como las demás enmiendas y notas aclaratorias fueron elaboradas por la agencia de compras 
PNUD/OSP a cargo de la licitación pública de Faboce. Todas las enmiendas cursan adjuntas al informe dei PNUD/ 
OSP en su nota BOL/88/003/9916-C, referida a la apertura de sobres “A” de la licitación pública. 
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notificados que será causal suficiente para la descalificación de la oferta presentada. 

3. No resultará necesario en este caso la presentación de la copia autenticada dei Registro Úni¬ 
co de Contribuyentes (RUC) exigida para los oferentes nacionales en el inciso Q dei numeral 16 
- Contenido dei Sobre “A”: Documentos Legales. En la eventualidad de la adjudicación de la 
venta se deberá presentar el RUC de la Sociedad Comercial Compradora a constituirse. (Nota 
Aclaratoria Licitación Pública Internacional OSP/BOL/520/662, s. f.) 

Sobre las condiciones en las que se encontraban los activos de Faboce, el Pliego de 
condiciones describe los antecedentes y todas las características de la unidad producti- 
va, incluido un detalle de sus activos (punto 6, p. 4, y cap. II, III y anexos) y su estado y 
operatividad (punto 2.3, p. 28). Para que los interesados y posteriores ofertantes pudieran 
tomar conocimiento de un mayor detaUe o realizar los reclamos que consideraran perti¬ 
nentes, el Pliego de condiciones les otorgaba el derecho de realizar una visita a Faboce 
(punto 10, p. 6). También podían solicitar aclaraciones o explicaciones por escrito y/o en 
una reunión previa a la licitación, “a fin de aclarar eventuales dudas que pudieran tener 
los potenciales compradores en relación a aspectos técnicos, documentos de licitación, 
estipulaciones y condiciones dei contrato de venta” (punto 11, p. 6). 

Por lo explicado, se evidencia que el Pliego de condiciones daba a los interesados y 
ofertantes la posibiUdad de realizar reclamos en las instancias descritas; de no hacerlo, 
debía acatarse lo previsto en el proyecto de contrato de compraventa que se encontraba 
en el Pliego, y cuyas cláusulas fueron aceptadas al momento de presentarse la oferta. En 
la cláusula dei contrato referida, el comprador declaraba conocer el estado técnico y no 
tenía derecho a realizar reclamo alguno. Esa cláusula decía textualmente: 

SÉPTIMA. MANIFESTACIÓN DE CONFORMIDAD CON LA CAPACIDAD Y CA¬ 
RACTERÍSTICAS TÉCNICAS: La COMPRADORA declara conocer el estado técnico en 
el cual se encuentran las maquinarias componentes de Faboce COCHABAMBA, no teniendo 
reclamo alguno que senalar, ni presente ni futuro, liberando al VENDEDOR de toda res- 
ponsabilidad posterior que pudiera emerger dei estado de varias o alguna de las maquinarias 
(Pliego de condiciones, capítulo V). 

En el marco de los términos descritos, el calendário para la enajenación de Faboce se 
encuentra detaUado en la Enmienda 3, que fijó la fecha de entrega de propuestas (sobres 
“A” y “B”) y la apertura de sobres “A” para el 7 de septiembre de 1992, y la apertura de 
sobres “B” para el 9 de septiembre de 1992. El 7 de septiembre de 1992 se recibieron dos 
ofertas: una de los Trabajadores Asociados y otra de la empresa Cerâmica Nacional SRL. 
Ambas empresas cumpheron con las condiciones previstas en el Pliego de condiciones y 
se habilitaron para la apertura de sus sobres “B” (PNUD/OSP, 1992). 


294 Carta por la que el PNUD/OSP Informa a Samuel Dorla Medina, ministro de Planeamiento y Coordinación, sobre 
la recepción de propuestas para la licitación pública internacional para la venta de Faboce y la apertura de sobres “A” 
de la misma. 
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El 9 de septiembre de 1992 se procedió a la apertura de los sobres “B” de la Hcitación 
OSP/BOL/520/662. Previamente se dio lectura a la nota 105/92 remitida por la con¬ 
sultora evaluadora Adaro a Samuel Doria Medina, ministro de Planeamiento y Coordi- 
nación, en la cual estimaba que el valor razonable mínimo de venta de Faboce era de $us 
742.000. Tras la apertura de los sobres “B”, se evidencio la presentación de dos ofertas: 
una de Trabajadores Asociados SRL (por $us 811.184 en tres pagos) y otra de Cerâmica 
Nacional SRL (por $us 1.287.000 en pago al contado). 

La agencia de compras PNUD/OSP recomendo la adjudicación de Faboce a la pro- 
puesta más alta, de $us 1.287.000, presentada por Cerâmica Nacional SRL. 

El 15 de septiembre de 1992, la CEEP aprobó la preadjudicación de Faboce a Cerâ¬ 
mica Nacional SRL, en los siguientes términos: 

Artículo l.°: La Preadjudicación dei total de los activos pertenecientes a la Fábrica Boliviana de 
Cerâmica (Faboce) a la firma proponente CERAMICA NACIONAL SRL en un monto de $us 
1,287,000 (Un millón doscientos ochenta y siete mil dólares americanos (00/100) pagaderos al 
momento de entregar la fábrica. 

Artículo 2.°: Recomendar al Consejo Nacional de Economia y Planeamiento (CONEPLAN) 
la adjudicación de Faboce a la firma CERÂMICA NACIONAL SRL en cumplimiento dei DS 
23170 (Res. CEEP n.° 14/92,15/09/1992). 

El Coneplan aprobó la transferencia de Faboce el 16 de septiembre de 1992, mediante 
Resolución 088/92, que en su artículo primero disponía: “Aprobar la transferencia de la 
Fábrica Boliviana de Cerâmica (Faboce) en favor de la Firma Cerâmica Nacional SRL, 
por el precio y en las condiciones ofertadas por dicha firma” (Coneplan, Res. 088/92). 

El 15 de octubre de 1992, Jaime Paz Zamora y su gabinete ministerial aprobaron el 
Decreto Supremo 23299 que adjudicó Faboce en favor de la firma Cerâmica Nacional SRL 
por la suma total de $us 1.287.000, a pagarse al contado y de acuerdo a las condiciones de la 
oferta preadjudicada. Ese mismo decreto supremo dispuso que se entregaran $us 210.000 a 
Cordeco para el pago dei bono de reconocimiento al proceso de privatización de Faboce a 
los 105 trabajadores de la empresa, a razón de $us 2.000 por trabajador (art. 2). 

El 24 de septiembre de 1992, Samuel Doria Medina y el presidente de Cordeco, Fede- 
rico Diez de Medina, suscribieron el convênio por el cual el Ministério de Planeamiento 
y Coordinación se comprometia, mediante el Programa de Ajuste Estructural, a desem¬ 
bolsar en favor de Cordeco la suma de $us 210.000 para el pago dei reconocimiento a 
105 trabajadores de Faboce. De esa manera, en la misma fecha, el presidente de Cordeco 
suscribió con cada uno de los trabajadores un recibo-finiquito, documento privado por 
el cual el trabajador declaraba haber recibido la suma de $us 2.000 (al tipo de cambio de 
Bs4 por dólar americano) “pof concepto de la cancelación dei pago de reconocimiento 
otorgado por el Supremo Gobierno, a través de Cordeco, como emergencia dei cierre de 
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la citada Factoría, a los efectos de su privatización..Ese bono de reconocimiento 
estaba condicionado a no oponerse a la privatización, tal como senala el documento; 

De mi Hbre y espontânea voluntad me comprometo a no interponer ningún reclamo indivi¬ 
dual o colectivo, Judicial o Extraordinário en relación al cierre de la Fábrica, ni cuestionar en 
ninguna instancia el Proceso de Privatización que se baila en plena implementación. (Convénio 
interinstitucional, 24/09/1992) 

Lo Uamativo de este documento es que está refrendado por el propio Inspector dei 
Trabajo de Cochabamba, Juan Hoyos, autoridad estatal a cargo de hacer respetar los de- 
rechos de los trabajadores y sus hbertades ciudadanas. El documento fue suscrito por el 
presidente de Cordeco con cada trabajador de Faboce. 

Además, el documento senalaba que el trabajador podia “optar por decisión voluntá¬ 
ria, participar como beneficiário de la transferencia de la empresa al Sector Privado, con el 
monto recibido por concepto dei pago de reconocimiento ($us 2.000)..en forma con- 
tradictoria con los términos de referencia, que indicaban entre sus condiciones adiciona- 
les que “el Poder Ejecutivo ha acordado otorgar a los trabajadores de Faboce la facilidad 
de incluir, como parte dei financiamiento de su oferta de compra, el monto total de sus 
beneficios sociales devengados a la fecha” (Phego de condiciones, punto 12 c; 

La adjudicación de Faboce se había realizado el 15 de octubre de 1992 (DS 23299) y solo 
restaba la firma dei contrato para concretar su enajenación. Sin embargo, la empresa adjudi- 
cataria Cerâmica Nacional SRL inicio una serie de reclamos en el mes de noviembre de 1992, 
alegando “discrepâncias entre el pliego de licitación y el estado real de funcionamiento de los 
activos sujetos a la transferencia de Faboce”.^®’ El 27 de noviembre de 1992, se reunieron los 
gerentes generales de Cordeco y Faboce^^® con personeros de Cerâmica Nacional SRL^^^ y 
suscribieron un informe técnico administrativo en el que realizaron un recuento dei reclamo 
de la empresa adjudicataria, que ascendia a $us 52.188,46, recomendando que le fuera com¬ 
pensado con la entrega de activos realizables de Faboce no sometidos a la venta y de interés 
de Cerâmica Nacional SRL. El valor de estos activos era de $us 39.951,56. El informe fue 
refrendado por Federico Diez de Medina y por Flavio Escóbar Lianos. 


295 Recibo-finiquito suscrito por el trabajador de la Fábrica Boliviana de Cerâmica (Faboce), por el cual declara recibir 
la suma de $us 2.000 como pago de reconocimiento por el cierre de sus empresas, pago que era independiente dei 
pago de los beneficios sociales que le correspondían de acuerdo a Ley. Lo suscriben: Félix Rodríguez, trabajador; 
Federico Diez de Medina Fernández de Córdova, presidente de CORDECO y Juan Hoyos, Inspector dei Trabajo de 
Cochabamba (lleva seUo institucional). Cochabamba, 24 de septiembre de 1992. 

296 Al respecto de la participación de los trabajadores, la Ley de Privatización senala: “Los trabajadores y empleados 
podrán participar en los procesos de privatización de las empresas o entidades donde prestan sus servidos, mediante la 
compensación de sus beneficios sociales y/u otras formas de aporte, en las condiciones preferenciales que establezca 
CONEPLAN para cada caso” (art. 5). 

297 Cerâmica Nacional-Cordeco-Faboce, Informe técnico administrativo, 1992. 

298 El informe fue suscrito por José Polo Nájera, gerente general de Cordeco; Jorge Arce Grunder, gerente de Faboce; y 
Javier Sandi Durán, director de Producción de Faboce. 

299 Ricardo Auzza Allerding y Luis Auzza Allerding, gerente y representante de Cerâmica Nacional, respectivamente. 
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Cabe aclarar que la entrega de $us 39.951.56 en activos realizables a Cerâmica Nacio¬ 
nal SRL no tiene fundamento legal porque, como se describió anteriormente, el PHego de 
condiciones otorgaba a los proponentes la posibilidad de realizar observaciones o recla¬ 
mos si consideraba que existían discrepâncias entre los activos de Faboce ofertados en la 
Hcitación pública y su situación real. Esas diferencias fueron aceptadas y los términos dei 
proyecto de contrato, que forma parte dei PHego de condiciones con el que se reaHzara la 
Hcitación púbHca, no fueron observados. 

Finalmente, la enajenación de la empresa cochabambina Faboce se hizo efectiva el 28 
de noviembre de 1992 con la firma de la minuta dei contrato de compraventa. Los fir- 
mantes dei contrato fueron Samuel Doria Medina A. (ministro de Planeamiento y Coor- 
dinación) y Federico Diez de Medina (presidente de Cordeco), por la parte vendedora, y 
por Ricardo Auzza AUerding (representante de la adjudicataria Cerâmica Nacional SRL), 
por la parte compradora. De acuerdo al PHego de condiciones, el contrato debía firmarse 
con la “sociedad comercial compradora” y no con la adjudicataria; 

Una vez notificado el oferente de la Resolución de Adjudicación mediante la Carta de Inten- 
dón, el adjudicatario deberá entregarle a la CEEP [...] los siguientes documentos: 
a) Documento de constitudón de la Sociedad Comercial Compradora, en los términos dei 
Código de Comercio, debidamente registrada... (PHego de condiciones, punto 27: 14) 

Contrariamente a lo previsto en el PHego, que normaba el proceso de Hcitación de 
Faboce, el contrato de compraventa no fue firmado con la empresa compradora sino con 
la firma adjucHcataria, que no cumpHó con la presentación dei documento de constitudón 
de la empresa compradora. Su cláusula novena, referida como “Destinatário de los bienes 
objeto dei presente contrato”, senala; 

Teniendo en consideración que es propósito gubernamental, dentro de su política social a fin 
de incrementar la producción y el empleo, que se mantengan como unidades productivas los 
activos de las empresas púbHcas privatizadas, en funcionamiento, CERÂMICA NACIONAL 
expresamente declara que los activos de Faboce motivo de este contrato, adquiere para la So¬ 
ciedad de Responsabüidad Limitada, en formación “Fábrica BoHviana de Cerâmica SRL”, por 
lo que los bienes inmuebles, vehículos, acciones telefónicas, equipos, maquinarias, repuestos, 
muebles (...) efectos, accesorios y demás bienes comprendidos en la transferencia, pertenece- 
rán a la Sociedad de Responsabüidad Limitada “Fábrica BoHviana de Cerâmica SRL” una vez 
que esta concluya con sus trâmites de constitución, sin necesidad de ningún otro documento 
ulterior. (Contrato de compraventa, cláusula novena). 

Además de la irregularidad descrita, el contrato de compraventa suscrito por Samuel 
Doria MecHna y Federico Diez de Medina incluyó la entrega de bienes de propiedad dei Es¬ 
tado boHviano (materiales y repuestos) que no estaban incluidos en el proceso de Hcitación 
púbHca, basándose en el Informe técnico administrativo suscrito el 27 de noviembre de 
1992 (un cHa antes de la firma dei contrato) en el que funcionários estatales recomendaron 
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la entrega de activos reaüzables de propiedad de Faboce que ascendían a $us 39.951,56. 

De manera ilegal y contraria al proyecto de contrato dei PHego de condiciones, el 
contrato de compraventa firmado al momento de la enajenación contiene una cláusula 
denominada “Compensación por las discrepâncias verificadas”, que indica: 

Al haberse constatado discrepâncias en algunos activos entre el estado de conservación y de 
funcionamiento de los mismos, ofertados en el Püego de especificaciones de la convocató¬ 
ria, con su estado real y actual de conservación y de funcionamiento, ante el requerimiento 
formulado por CERÂMICA NACIONAL, para que EL VENDEDOR proceda a efectuar 
reparaciones y/o reposiciones, y teniendo en cuenta que entre los activos de Faboce se ha veri¬ 
ficado la existência de algunos materiales y repuestos no comprendidos en el detalle de activos 
ofertados y que no ser (sic) de utilidad de Cordeco por carecer de una planta de fabricación de 
cerâmica, EL VENDEDOR por una parte y por otra CERÂMICA NACIONAL, han acorda¬ 
do la compensación equitativa que consta en el anexo “E” adjunto que firmado por las partes 
integra este contrato. Esta compensación tiene el valor de transacción sobre los puntos defini¬ 
dos, no pudiendo las partes reclamar sobre el estado de las cosas compensadas o su precio. 

Las inversiones iniciales dei Estado en Faboce fueron de $us 1.446.276. Para el ano 
1992, la consultora evaluadora Adaro SA determino que el valor de su activo fijo ascendia 
a $us 1.167.731, de acuerdo al siguiente detalle; 


Cuadro 112. Avalúo dei activo fijo de Faboce ($us) 


1 Activo fijo 

Valor de utilización | 

Terrenos 

150.000 

Yacimientos 

10.000 

Edifícios y obras civiles 

313.711 

Maquinaria, instalaciones y otros 

694.020 

Total activos utilizables 

1.167.731 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con baseen Adaro, 1992b. 


Como se evidencia en el cuadro anterior, la cantera Ushpa Ushpa fue avaluada en $us 
10.000. Según la consultora Adaro, esa cantera temÂ un valor solo relacionado con la fa¬ 
bricación de productos cerâmicos, ya que, al existir otras en el país, su valor era nominal 
(Adaro, 1992b). 

La enajenación de Faboce mediante licitación pública se concretó en la suma de $us 
1.287.000. Revisado el contrato de compraventa firmado, se constató que además de los 
activos licitados, el Estado boliviano le hizo entrega de activos reaüzables de Faboce (que 
alcanzaron un valor de $us 39.951,96) en forma ilegal y totalmente gratuita. 

El gasto realizado por el Estado boliviano para privatizar Faboce alcanzó la suma de 
$us 238.155,06, de acuerdo al siguiente detalle; 
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Cuadro 113. Gastos realizados para la privatización de Faboce ($us) 


Descripción Montos 


Consultora Adaro SA 

28.155,06 

Bonos extralegales (105 trabajadores) 

210.000,00 

Total: 

238.155,06 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Contrato de servidos dei 28/02/1992 y DS 23299 dei 15/10/1992. 


El cálculo dei perjuicio económico es el siguiente; 

( ^ ^ ^ 

Perjuicio económico por la privatización = (Valor de activos fijos - Precio de venta) -i- Gastos de consultoria -f Bonos 

extralegales 

V __ J 

r \ 

PEP = (1.167.731,00 -1.287.000,00) -f 28.155,06 -f 210.000,00 = 118.886,06 

V _ ) 

Por tanto, el perjuicio económico por la venta de la Fábrica Boliviana de Cerâmica 
alcanzó la suma de $us 118.886,06. 

Una vez concluída la licitación pública de Faboce, la adjudicataria Cerâmica Nacional SRL 
realizó reclamos por supuestas discrepâncias entre el Pliego de condiciones y el estado real de 
los activos licitados, pero dichos reclamos no fueron hechos en los momentos y circunstancias 
previstos por el Pliego. Funcionários públicos de Cordeco y de Faboce negociaron un acuer- 
do con la adjudicataria para que se hiciera entrega de activos realizables de Faboce por un va¬ 
lor de $us 39.951,96, como compensación por las discrepâncias reclamadas. Es así que Samuel 
Doria Medina, ministro de Planeamiento y Coordinación, y Federico Diez de Medina, presi¬ 
dente de Cordeco, incluyeron en el contrato de compraventa la entrega gratuita de bienes de 
propiedad dei Estado boliviano, que no habían sido parte dei proceso de licitación pública. 

Durante el proceso de privatización, los trabajadores de Faboce expresaron su interés 
por comprar la fábrica, y funcionários de gobierno les prometieron que así seria en el 
marco de la política de “democratización dei capital” que establecía la Ley de Privatiza¬ 
ción; sin embargo, la fábrica fue vendida a un empresário privado. 

4 . 1 . 1 . 2 . Criadero de Truchas Piusilla 

El Criadero de Truchas Piusilla fúe adquirido por Cordeco como granja piscícola el ano 1981 
para la implementación de un proyecto destinado al repoblamiento de truchas en las lagunas 
cordüleranas dei Tunari, con el objeto de mejorar la calidad de la dieta alimenticia y brindar un 
ingreso a las poblaciones campesinas ubicadas en dicha zona (Coopers & Lybrand, 1992b). 

El proyecto centraba su actividad en la crianza y reproducción de alevinos de truchas. 
El criadero era de dimensión relativamente pequena, con una capacidad instalada para in- 
cubación y cria de hasta 600.000 alevinos y para el mantenimiento de 2.500 reproductores, 
además de una capacidad instalada para el engorde de hasta 2.500 truchas (Coopers & 
Lybrand, 1992b). Cuando fue sometido a la privatización, en 1992, el criadero contaba con 










350 


Las empresas públicas en el departamento de Cochabamba 


100 reproductores viejos y 100 reproductores jóvenes, 213.000 ovas, 2.000 alevinos preju- 
veniles y 1.000 alevinos juveniles, es decir que su capacidad se había reducido al mínimo. 

Estaba ubicado en el exfundo PiusiUa, en Jaljatiri, municipio de Morochata en la pro¬ 
vinda Ayopaya, aproximadamente a 62 km de la ciudad de Cochabamba y a 2 km dei 
camino Cochabamba-Morochata (Coopers & Lybrand, 1992: 9). 

Contaba con un terreno de 33.257 m2, en el que se encontraban edificadas una vivien- 
da para técnicos y otra destinada al cuidador. La primera estaba construida en 72 m2 y la 
conformaban una sala comedor, dos dormitorios, un bano, una cocina y un hall de ingre- 
so. La segunda vivienda estaba construida en 75 m2 y constaba de un pequeno galpón, 
una sala pequena de incubación en desuso y un dormitorio. Dentro de la infraestructura 
había una construcción denominada “sala de incubación” de 225 m2, con una sala de 
desove, una sala de preparación de alimentos, un aknacén de alimentos, dos depósitos pe¬ 
quenos, dos salas contíguas para las artesas y un pasiUo de distribución. Además, disponía 
de 10 piscinas de engorde de truchas ubicadas en 400 m2. 

Al ser un proyecto dependiente de Cordeco, el criadero no contaba con personería 
jurídica propia. Al momento de la privatización, empleaba a dos trabajadores (Coopers 
& Lybrand, 1992). La enajenación dei Criadero de Truchas PiusiUa fue aprobada en 1991 
por el gobierno de Jaime Paz Zamora. El Decreto Supremo 22836 dei 14 de junio de ese 
ano lo incluyó en la Usta de 60 empresas de las Cordes a privatizar (art. 20). 

El 21 de febrero de 1992, la Comisión de Evaluación de la Empresa PúbUca, presi¬ 
dida por Samuel Doria Medina, ministro de Planeamiento y Coordinación, contrató los 
servidos dei consorcio Coopers & Lybrand, Harteneck, López y Cia. y Chemonics para 
reaUzar la evaluación, avalúo y asesoramiento en la venta de nueve empresas que confor¬ 
maban el paquete denominado “Empresas productoras de carnes y aUmentos balancea¬ 
dos”, entre las cuales se encontraba el Criadero de Truchas PiusiUa. El precio pagado por 
ese servido fue de $us 194.077,60 (el prorrateo de ese monto entre las nueve empresas 
evaluadas es de $us 21.564,18). Por parte de los miembros dei consorcio, firmaron el con¬ 
trato Francisco Meave (Coopers & Lybrand), Carlos Rivarola (Harteneck López y Cia.) y 
Ruth ViUegas (Chemonics). 

El Directorio de Cordeco autorizó la enajenación dei Criadero de Truchas PiusUla el 
23 de junio de 1992, mediante Resolución de Directorio Cordeco n.° 18/92 que apro- 
bó proceder a su privatización.^®^ La CEEP refrendó esa decisión mediante Resolución 
CEEP n.° 06/92 (s. £), en los siguientes términos: 


300 En este documento se toma como referencia a Coopers & Lybrand. 

301 Suscribieron la Resolución: Federico Diez de Medina, presidente de Cordeco; Jaime de Ugarte, prefecto dei 
departamento de Cochabamba; (üegible) Galindo G, Comandante de la Séptima División de Ejército; César 
Calvimontes, director departamental dei Maca; Tonchy Marinkovic, Rector UMSS; Álvaro Moscoso B.; presidente 
Comité Cívico; Rudy Rivera, representante Federación de Empresários Privados de Cochabamba (sin firma); 
Julio Veizaga, representante Profesionales Cochabamba (sin firma); Edgar DelgadiUo, representante Ministério de 
Planeamiento y Coordinación; Magali de Zannier, directora de la Unidad Sanitaria; Rubén Cortês G, representante 
COD (sin firma); Rep. FSUTC (sin nombre ni firma); Bernardo Rocabado, director dei PDAR. 
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Artículo 1°. La venta mediante Licitación Pública dei Criadero de Truchas “PiusiUa” en el 
estado en que se encuentre, de la totaüdad de la unidad en operación. 

Artículo 2°. La venta puede ser efectuada de la siguiente manera: 
a) Mediante oferta al contado... 

De acuerdo al informe de la consultora Coopers & Lybrand presentado en junio de 
1992, el Criadero de Truchas PiusiUa tenía un valor de mercado de $us 45.660; 

Cuadro 114. Valor de mercado de los activos dei Criadero de Truchas PiusiUa (junio 1992) ($us) 


Descripción Valor de mercado 


Valor de las instalaciones 

41.900 

Valor estimado de truchas 

3.760 

Total 

45.660 


Fuente: Coopers & Lybrand, 1992b. 


La consultora recomendo que los activos dei criadero fueran enajenados mediante 
Ucitación púbUca a nivel nacional. 

El proceso de privatización de esta empresa fue encargado a la agencia de compras 
PNUD/OSP, entidad que el 28 de junio de 1992 pubUcó un aviso de prensa anunciando 
la venta dei Criadero de Truchas PiusiUa de Cochabamba poniendo a consideración de 
los interesados la información sobre las condiciones para cUcha venta. De acuerdo al 
cronograma de la Licitación PúbUca OSP/BOL/520/658 para la venta, la recepción de 
propuestas y apertura de sobres “A” estaba prevista para el 18 de agosto de 1992, y la 
apertura de sobres “B” para el 20 de agosto de 1992. 

El 14 de agosto de 1992, la consultora Coopers & Lybrand —ante requerimiento dei Mi¬ 
nistério de Planeamiento y Coordinación para pronunciarse por un precio mínimo de ven¬ 
ta— respondió mediante carta y sin mayor respaldo técnico, en los siguientes términos: 

En base al requerimiento efectuado en la reunión mantenida en el día de ayer, informamos los 
elementos adicionales que deberían tenerse en consideración para el proceso de evaluación de 
ofertas y preadjudicación por parte de la CEEP (MPC), en el caso de que se presenten pocos 
oferentes, tal como se vislumbra para la Ucitación dei criadero de Truchas PiusiUa. 

... PRECIO MÍNIMO DE VENTA = $us 27.800 Veinte y siete mü ochocientos 00/100 
Dólares Americanos). (Carta LP-528/92, 14/08/1992) 

El 18 de agosto de 1992 se realizo la recepción de ofertas y la apertura dei sobre 
“A” en oficinas dei PNUD en la ciudad de La Paz. De acuerdo al Acta de Apertura 
de esa fecha, se habilitó a la única empresa proponente, la firma Cominex SRL. El 
20 de agosto de 1992 se realizó la apertura dei sobre “B”, identificando la oferta de 
la empresa Cominex SRL por $us 28.750. El 26 de agosto de 1992, la CEEP decidió 
considerar procedente la oferta presentada por dicha firma y recomendar al Cone- 
plan su adjudicación. 






352 


Las empresas públicas en el departamento de Cochabamba 


Coneplan aprobó la transferencia dei criadero el 2 de septiembre de 1992, mediante 
Resolución 079/92, en los siguientes términos: 

Aprobar la transferencia dei Criadero de Truchas “PiusiUa” en favor de la Empresa Con¬ 
centrados y Minerales de Exportación (COMINEX SRL), por el precio y en las condiciones 
ofertadas por dicha empresa. (Res. Coneplan 079/92) 

La adjudicación dei criadero debía aprobarse mediante decreto supremo, debido a que 
fue enajenado por Hcitación pública. El presidente Jaime Paz Zamora y su gabinete ministe¬ 
rial aprobaron esa adjudicación el 15 de octubre de 1992 con el Decreto Supremo 23298; 

Se adjudica el Criadero de Truchas “PiusiUa” ubicado en la locaUdad de Ayopaya, Cochabam¬ 
ba, en favor de la empresa Concentrados y Minerales de Exportación (COMINEX SRL), por 
la suma total de VEINTIOCHO MIL SETECIENTOS CINCUENTA 00/100 DÓLARES 
AMERICANOS (US$ 28.750), pagadero al contado, de acuerdo a las condiciones de la oferta 
preadjudicada, debiendo las autoridades designadas en el artículo 7 dei decreto supremo 23170 
suscribir el respectivo contrato de venta (Art. Único). 

La minuta dei contrato de compraventa fue suscrita el 5 de noviembre de 1992 por 
Samuel Doria Medina, ministro de Planeamiento y Coordinación, Federico Diez de Me- 
dina, presidente de Cordeco, y Adrián Velho Blagine, representante legal de la empresa 
Cominex SRL. Firmaron también Federico Rück Uriburu como abogado y Heriberto 
Morales Romero como fiscal de Gobierno. La protocohzación dei contrato se reahzó el 9 
de noviembre de 1992 por la notaria de Gobierno dei Distrito de La Paz, Elizabeth Sossa 
Mercado, mediante Testimonio 941/1992. 

El 1 de junio de 1993, Flavio Escóbar Llanos, subsecretário de DesarroUo Socio Eco¬ 
nómico, se dirigió al presidente de Cordeco mediante nota Subdese n.° 520/93, a fin de 
recordarle el pago de la comisión de êxito (success fee) a la consultora Coopers & Ly- 
brand por la venta dei Criadero de Truchas PiusiUa. Los honorários de venta adeudados 
correspondían al 2,5% más impuestos sobre el precio bruto de venta, es decir que a ese 
2,5% se debía apUcar el impuesto a las utiUdades empresariales (lUE) y el impuesto a las 
transacciones (IT). El criadero fue vendido en $us 28.750. El 2,5% equivaUa a $us 718,75, 
y los impuestos por dicho monto eran de $us 131,82, totaUzando la suma de $us 850,57, 
que debían ser pagados por Cordeco por concepto de “honorário de êxito” con el dinero 
producto de la venta dei criadero. 

De acuerdo al informe de la consultora Coopers & Lybrand, el Criadero de Truchas 
PiusiUa era inviable económica y tecnológicamente porque no generaba rentabUidad y se re- 
querían inversiones significativas para su correcto funcionamiento. Era, sin embargo, viable 
comercial, social y legalmente, ya que se cumpUa el objetivo social dei proyecto y no existían 
restricciones legales para su transferencia al sector privado (Coopers & Lybrand, 1992b). 

En junio de 1992, la consultora determinó que el valor de mercado de las instalacio- 
nes dei criadero era de $us 41.900 y el de las truchas de $us 3.760 (siendo $us 45.660 el 
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valor de mercado dei total de los activos). Los activos dei criadero fueron vendidos a la 
empresa Cominex SRL por la suma de $us 28.750. 

En 1992, se contrataron los servicios de consultoria dei consorcio Coopers & Ly- 
brand, Harteneck, López y Cia. y Chemonics, al que se pagó la suma detaUada en el 
siguiente cuadro; 


Cuadro 115. Gastos para privatizar el Criadero de Truchas Piusilia ($us) 


Descripción 

Monto 

Coopers & Lybrand, Harteneck, López y Cia. y Chemonics (honorário fijo) 

21.564,18 

Coopers & Lybrand, Harteneck, López y Cia. y Chemonics (success fee 2,5% más impuestos de ley) 

850,57 

Total 

22.414,75 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Minuta de contrato de con Seteco, Contrato 004/95,24/04/1995; Carta TS/133-P/95,08/08/1995. 


Se tiene información de que en la enajenación dei criadero se pagaron bonos extralegales 
a dos trabajadores por la suma de $us 4.000; sin embargo, no se cuenta con la docu- 
mentación de respaldo, por lo que dicho monto no se incluye en el cálculo dei perjuicio 
económico. 

El cálculo dei perjuicio económico es el siguiente: 


f \ 

Perjuicio económico por la privatización = (Valor de mercado - Precio de venta) + Gastos de consultoria y honorário 

de êxito 

V __ J 

PEP = (45.660,00 - 28.750,00) -t 22.414,75 = 39.324,75 

V _ J 

Por tanto, el perjuicio económico por la venta dei Criadero de Truchas Piusilia alcanzó 
la suma de $us 39.324,75. 

La Ley de Privatización senalaba (art. 7) que el saldo neto por la venta de las empresas 
enajenadas iria a proyectos para el desarroUo regional en áreas de salud y educación; sin 
embargo, en este y en vários casos, el saldo neto fue negativo. 

4.1.1.3. Planta de Tarhui 

La Planta de Tarhui estaba ubicada en el vivero forestal de Chimboco, de propiedad de 
Cordeco, situado en el km 15 de la carretera Cochabamba-Sacaba. La locakdad Chimbo¬ 
co se encuentra en el municipio de Sacaba, provinda Chapare. 


302 Para el presente estúdio se asume el nombre de “Planta de Tarhui”, tal como esta empresa fuera nombrada en el 
Decreto Supremo 22836 dei 14 de junio de 1991. En los diferentes documentos figura con otros nombres como Planta 
de Procesamiento de Tarhui (Codena, Res. 002/95, 24/04/1995), Planta de Producción de Harinas Compuestas de 
Tarhui, Proyecto de Producción de Harinas Compuestas (Tarhui) (Contrato de servicios 021/95, 06/06/1995). 
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La empresa tiene su origen en 1980, en el marco dei Proyecto Nutricional dei Tarhui, 
con el fin de investigar y apoyar la producción agrícola, capacitar y demostrar las bonda¬ 
des nutricionales dei tarhui y transformado en harina para consumo humano (Rubin de 
Cehs, 1995). De acuerdo al “Anáhsis de posición” elaborado por la Comisión de Transi- 
ción Industrial (Comtrain) en 1988, sus objetivos eran; 

• Contribuir al mejoramiento dei nivel nutricional de la población de bajos ingresos, tanto en 
el área rural como en áreas urbanas marginales. 

• Mejorar los ingresos dei pequeno agricultor en áreas deprimidas. 

• Contribuir en la reducción de importaciones de alimentos. 

Para cumphr esos objetivos se habían pautado las siguientes actividades: 

1. Promoción y fomento dei cultivo y producción de tarhui entre los productores de cabeceras 
de vaUe y zonas de puna, a través de un programa de asistencia técnica permanente y prés- 
tamo de semiUa para siembra. 

2. Asegurar al productor la compra de su producción (Comtrain, 199). 

El tarhui no puede ser consumido directamente debido a la presencia de alcaloides, 
por lo que debe pasar por un proceso de desamargado. El procesamiento dei tarhui en la 
planta seguia los siguientes pasos: recepción de matéria prima, hmpieza y clasificación, hi- 
dratación, cocción, desamargado, secado, hmpieza y selección, mohenda y clasificado de 
la harina (Vega, 1992). Se producían harinas compuestas, mezclas de tarhui con harinas 
de otros cereales como la quinua, el trigo y otros producidos en la región. Esta planta de 
harinas compuestas era única en su género en el país. 

La empresa inicio su actividad en 1989 con la producción de harinas mezcladas con 
otros cereales, en base a fórmulas para maximizar y complementar sus propiedades nu¬ 
tricionales. No tenía personería jurídica propia y sus operaciones siempre dependieron 
de Cordeco. Las operaciones comerciales fueron hevadas a cabo con el RUC de Cordeco 
(Rubin de Cehs, 1995). 

En el ano 1992, Raúl Meneses, responsable dei proyecto, senalaba que los productos 
de la planta más sobresahentes eran el api, el tojorí y los refrescos, comerciahzados prin¬ 
cipalmente en la ciudad de Cochabamba. Pero también daba cuenta de que la burocracia 
obstacuhzaba la adquisición dei tarhui en grano y la inestabihdad dei personal no permitia 
continuidad en la actividad productiva, además de la diíicultad de competir en el mercado 
con la harina de trigo, subvencionada en los países productores. Al respecto, senalaba; 

... se intentó mediante decreto, que las mohneras y panificadoras utihcen un derto porcentaje 

en las harinas que producían y con eUo incentivar la producción nacional. Esto sin embargo 

fracasó, ya que la empresa privada se negaba a cumphr las disposiciones por suponerles estas, 

un aumento en los costos de la matéria prima” (Cit. En: Vega, 1992: 36). 
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La capacidad productiva de la planta era de 430 TM al ano, que fue escasamente utili¬ 
zada por tratarse de producciones experimentales y por las dificultades ocasionadas por 
la falta de agua en la época seca. 

De acuerdo al informe dei consultor Jorge Rubín de Celis, contratado para evaluar la plan¬ 
ta, esta era rentable y su reinstalación permitiría elevar los niveles nutricionales de la población, 
ofertando un producto de gran caüdad, de un alto nivel tecnológico y de gran potencial en 
el mercado por la sustitución parcial de la batina de trigo por las harinas compuestas, lo que 
posibüitaría efectos multiplicadores positivos en la economia de la región y dei país con el 
aborro de divisas. Además, el mercado nacional para los productos de panadería derivados de 
las batinas compuestas era potencialmente grande, tomando en cuenta la demanda de las enti¬ 
dades donantes que compraban las batinas para incluirias en los paquetes de ayuda abmentatia 
que entregaban a diferentes sectores de la población boliviana en los nueve departamentos de 
Bolivia (PL-480, Ofinal, Catitas y otras) (Rubín de Celis, 1995). 

Anteriormente, en 1991, se había firmado un contrato de provisión de estas harinas 
compuestas al Programa Mundial de Alimentos (PMA), con destino a sus programas de do- 
nación alimentaria, especiaknente al Programa Perinatal de los barrios marginales y el área 
rural en todo el país. Pero ese contrato quedó trunco por el cierre de la Planta, aunque el 
consultor Rubín de Celis consideraba que las posibilidades de reactualizarlo eran buenas. 

Ese mismo ano, el gobierno de Jaime Paz Zamora incluyó a la Planta de Tarhui entre 
las 60 empresas de las Cordes a privatizar (DS 22836,14/06/1991, art. 20). Se contrató al 
PNUD/OSP para la selección de las consultoras evaluadoras para el “Programa de Priva- 
tizaciones de las empresas de las Corporaciones Regionales de DesarroUo” (60 empresas) 
y se enbstó a la planta en el Paquete n.° 8, denominado “Industrias abmenticias varias”. 
La agencia de compras PNUD/OSP reabzó la selección de una bsta corta de consultoras 
para la evaluación y apoyo a la privatización de las 12 empresas enbstadas en el Paquete 
n.° 8, pero no continuó con el proceso de privatización, a pesar de que había sido incluido 
en el cronograma para el primer semestre dei ano 1993. 

La enajenación de la Planta de Tarhui se reinició en la gestión gubernamental de 
Gonzalo Sánchez de Lozada. El 25 de abril de 1995, el Consejo de DesarroUo Nacional 
(Codena) autorizó al Ministério de CapitaUzación a proceder con la privatización de 47 
empresas de las Cordes, entre eUas la “Planta de Procesamiento de Tarhui”, senalando 
que la misma no se encontraba en operaciones y recomendando la venta de su maquinaria 
y equipos mediante subasta púbUca (Codena, Res. 002/95, 25/04/1995). Por lo senalado 
en la normativa, no procedió la venta de ningún inmueble. 

La enajenación de los activos de la planta fue autorizada por el Directorio de Cordeco el 4 de 
mayo de 1995, mediante Resolución de Directorio n.° 015/95, en los siguientes términos; 


303 En este paquete se encontraban las siguientes empresas: Planta de Tarhui (Cochabamba), Centro Vitivinícola (Tarija), 
Producción Agrícola de Oleaginosas y Maíz (Tarija), Empresa Productora de SemiUa Mejorada (Beni), Empresa 
Nacional de la Castana (Beni), Planta de Industrialización de Té Chimate (La Paz), Procesamiento de Quinua (La 
Paz), Centro Agropecuário de DesarroUo dei Altiplano (Oruro), Planta de Té Chapare (Cochabamba), Producción 
AUmenticia de Maíz-Mairana (Santa Cruz), Planta de Ají (Chuquisaca) y Planta de Süos Sachojere (Beni). Archivo dei 
Ministério de DesarroUo Productivo y Economia Plural. Repositorio de privatización: 3 UR, 1993-1994. 
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Artículo Primero. En conformidad a lo dispuesto por el artículo 15 dei DS 23991, autorízase la 
transferencia de los actívos dei Proyecto de Producción Harinas Compuestas (Tarhui), dentro 
el marco de la Ley N.° 1330 de Privatízación (Cordeco. Res. 015/95)2°"^ 

El Ministério de Capitaüzación determino contratar los servidos de consultoria para 
realizar estúdios de evaluación, valorización y definición de estratégias de transferencia 
de esta planta al sector privado. La contratación de consultoria individual fue financiada 
con recursos dei BID (Convénio ATN/SF-3586-BO) que eran ejecutados por el Fondo 
Nacional de DesarroUo Regional (FNDR). El 6 de junio de 1995, Oscar Arrien Sandoval, 
presidente ejecutivo dei FNDR, suscribió el Contrato de consultoria 021/95 con Jesús 
Jorge Rubin de CeHs B. por la suma de $us 1.500. 

El informe dei consultor, presentado en junio de 1995, determino que el valor de re- 
posición de los activos de la Planta de Tarhui era de $us 13.898,94 y que el valor base de 
subasta seria de $us 12.000. Recomendo que la estratégia de transferencia de los activos 
al sector privado fuera a través de subasta pública (Rubin de Cehs, 1995). 

El Plan especifico y el Phego de condiciones para la venta de los activos de la Planta 
de Tarhui fueron aprobados por el Ministério de Capitahzación el 16 de junio de 1995. La 
Resolución Ministerial 032/95 aprobó esos documentos con el número MC/SNCI/UR/ 
SUB-013/95, determinando como precio base la suma de $us 12.000. 

La subasta pública para la venta de los activos de la planta fue convocada para el 20 de 
juho de 1995 en la ciudad de Cochabamba. El acto se desarroUó bajo dirección de Raúl 
BaUivián, martiUero de la firma Trust Services SRL, y en presencia dei notário de Fe Pú¬ 
blica n.° 7 dei Distrito de Cochabamba, Eduardo Reyes BeUot. Al verificarse la presencia 
de un solo postor (Jaime Cavero Covarrubias), la subasta fue declarada desierta porque el 
Phego de condiciones (punto 18) exigia la presencia minima de dos postores. 

La segunda convocatoria a la subasta púbhca fúe para el 9 de agosto de 1995, con la rebaja 
dei 10% sobre el precio base. El acto de subasta se reahzó en la fecha prevista, en la ciudad de 
Cochabamba, bajo dirección dei martillero Raúl BaUivián y ante la presencia dei notário de Fe 
Púbhca n.° 7 dei Distrito de Cochabamba, Eduardo Reyes Behot. La subasta se reahzó sobre la 
base de $us 10.800 y con la presencia de un solo postor, Jorge Milton Cruz Ribera, quien ofte- 
ció la suma de $us 11.000, monto con el que se adjudicó los activos de la Planta de Tarhui. 

El contrato de compraventa fue suscrito el 12 de septiembre de 1995 y firmado por 
Alfonso Revoho Thenier, ministro de Capitahzación, y Luis Carlos Sánchez, presidente 
de Cordeco (por la parte vendedora), por Jorge Milton Cruz Ribera (por la parte com¬ 
pradora) y por Yuri Luis Tirado (como abogado dei Ministério de Capitahzación). El 
contrato fue protocohzado el 8 de diciembre de 1995, mediante Testimonio 1544/95, 
ante la notaria de Hacienda y Minas dei Distrito de Cochabamba. 


304 Firman la Resolución de Directorio de Cordeco 015/95: Luis Carlos Sánchez E., presidente ejecutivo Cordeco; 
GuiUermo Sanabria, René Olmedo V. y Franz Gómez C., representantes dei Poder Ejecutivo; Gonzalo Terceros R. 
(sin firma), Lorenzo Flores y Raúl Pérez (sin firma), representantes de gobiernos municipales; Roger Revuelta Ch., 
presidente Comité Cívico; Eloy Luján, presidente Fejuve, y Alejo Véliz, representante FUTC (sin firma). 
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Las inversiones estatales en la Planta de Tarhui fueron de $us 200.000, la mayor parte 
proveniente de donaciones de la GTZ, principalmente los vehículos y equipamiento de la 
planta. De esas inversiones, $us 25.000 eran aporte de Cordeco. 

Para su privatización, la Planta de Tarhui fue avaluada en 1995 con los siguientes 
montos: 


Cuadro 116. Avalúo de los activos de la Planta de Tarhui (1995) ($us) 


Valortotalenlibros 

Valor total actual de reposición 

Valor base de subasta 

Valor base de segunda subasta 

7.557,27 

13.898,94 

12.000,00 

10.800,00 


Fuente: Rubín deCelis, 1995. 


El 9 de agosto de 1995, los activos de la Planta fueron adjudicados en la suma de $us 

11 . 000 . 

Los gastos en la enajenación de los activos fueron por los servidos de consultoria de 
Jorge Rubín de Cehs y por servidos de martiUeo de la firma Trust Services SRL (honorá¬ 
rio fijo y honorário de êxito), de acuerdo al siguiente detaUe; 


Cuadro 117. Gastos para la privatización de la Planta de Tarhui ($us) 


1 Descripción 

Monto 1 

Consultor Jorge Rubín deCelis, 1995 

1.500,00 

Trust Services SRL, honorário fijo primera subasta 

2.896,31 

Trust Services SRL, honorário fijo segunda subasta 

543,33 

Trust Services SRL, honorário de êxito 

253,00 

Total: 

5.192,64 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en: Contrato de servidos 021/95,06/06/1992, Contrato de servidos de martiiieo de 27/06/1995, Adenda ai contrato de 
servidos de martiiieo, dei 18/08/1995 y RM 063/95,18/08/1995 (Ministério de Capitaiización). 


En 1992, la CEEP había previsto el pago de bonos extralegales a seis trabajadores 
de la Planta de Tarhui por un total de $us 12.000, a razón de $us 2.000 por trabajador 
(“Listado de empresas públicas por concepto de beneficios sociales. Empresas de las 
Corporaciones”). Sin embargo, no se cuenta con la documentación que respalde dicho 
pago, por lo que no se toma en cuenta en la estimación de los perjuicios. 

El cálculo dei perjuicio económico es el siguiente: 


Perjuicio económico por la privatización = (Precio base segunda subasta - Precio de venta) + Gastos de consultoria -t- 

Martilleo y honorário de êxito 


PEP = (10.800,00 -11.000,00) + 1.500,00 + 3.692,64 = 4.992,64 


Por tanto, el perjuicio económico por la venta de la Planta de Tarhui alcanzó la suma 
de $us 4.992,64. 
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La Planta de Tarhui fue cerrada en la gestión gubernamental de Jaime Paz Zamora 
y su maquinaria y equipos vendidos en la gestión de Gonzalo Sánchez de Lozada por 
la suma de $us 11.000. Una planta cuya inversión fue de $us 200.000, se vendió en $us 
11.000. Para enajenar esta empresa, el Estado gastó casi $us 5.000. Pero la mayor pérdi- 
da para Cochabamba y el país fue el desmantelamiento de la única planta de industria- 
lización dei tarhui, que estaba iniciando una importante labor industrial y apoyando el 
mejoramiento de la ahmentación de las familias bolivianas. 

4.1.1.4. Terminal de Buses Cochabamba 

El proyecto para la construcción de la Terminal de Buses de Cochabamba se inició en 
1968. Inicialmente, debía estar a cargo de la Alcaldía Municipal de Cochabamba, por lo 
que el Gobierno nacional, el 14 de agosto de 1975, había determinado la transferencia de 
un terreno de propiedad de la Empresa Nacional de Ferrocarriles (ENFE) a la Alcaldía 
cochabambina (DS 12771,14/08/1975). Sin embargo, dos anos después, el proyecto fue 
transferido a Cordeco, mediante Decreto Supremo 14655 dei 10 de junio de 1977, por el 
cual se autorizó a ENFE transferir a Cordeco un terreno de 151.864 m2, ubicado en la 
actual avenida Ayacucho de la ciudad de Cochabamba, en cahdad de venta por un monto 
total de $b. 40.800.000. El objetivo dei proyecto era viabilizar la construcción de la termi¬ 
nal de buses en la ciudad de Cochabamba (DS 14655, 10/06/1977). 

La construcción se inició en 1978. En 1985, el proyecto original fue reformulado y 
la construcción finahzó en 1993 (Berthin Amengual, 1995). La ejecución de las fases se¬ 
gunda y tercera de las obras fue adjudicada en 1988 por la suma de $us 1.606.970,15 (DS 
21903,17/03/1998). 

La Terminal se creó como empresa de prestación de servidos de terminal de buses y 
carga para transporte terrestre interprovincial e interdepartamental. Al momento de su 
construcción, podia considerarse como una de las más modernas dei país (Codena, Res. 
013/95, 25/08/1995). Por su ubicación geográfica, Cochabamba constituye un centro de 
convergência departamental de gran parte dei tráfico terrestre de pasajeros y carga entre 
Oriente (Santa Cruz y Beni) y Occidente (La Paz, Oruro, Potosí, Chuquisaca y Tarija). 

El terreno asignado a la Terminal era de 26.250 m2, con una superficie construída 
de 5.524 m2 y áreas de circulación y maniobras de 6.552 m2. Su edificio principal esta¬ 
ba compuesto por una estructura metálica parabólica, una edificación de cuatro plantas 
en el sector norte y una edificación de dos plantas en el sector sur, con una capacidad 
para albergar hasta 5.000 personas en horas pico. De acuerdo al Registro de Derechos 
Reales, el terreno donde se asignó espado a la Terminal de Buses y sobre el que Cor¬ 
deco tenía derecho propietario registrado a su nombre era de una extensión de 115.000 
m2 (Berthin Amengual, 1995). 

El 16 de juho de 1991, la Alcaldía Municipal de Cochabamba emitió una Ordenanza 
Municipal que obhgó a todas las empresas de transporte interdepartamental a operar en 
instalaciones y prédios de la Terminal de Buses. 
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Desde sus inicios, la Terminal fue concesionada a administración privada, de 
modo que nunca fue administrada por Cordeco ni constituida como empresa públi¬ 
ca con personería jurídica propia. Su concesión fue otorgada a la empresa Sociedad 
Turística Portales SRL por cinco anos, desde el 27 de septiembre de 1991 hasta el 
27 de septiembre de 1996. El alquiler mensual fijado inicialmente fue de Sus 13.000, 
a ser cancelado en forma trimestral; el 25 de agosto de 1994, el alquiler fue incre¬ 
mentado a $us 17.000 mensuales por solicitud de Cordeco. El concesionario podia 
realizar mejoras contra pagos de alquileres, previa autorización de Cordeco (Berthin 
Amengual, 1995). 

La Terminal de Buses de Cochabamba fue incorporada al proceso privatizador en el 
ano 1995, durante el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada. El Directorio de Cordeco 
aprobó su enajenación mediante Resolución de Directorio n.° 016/95 dei 5 de mayo de 
1995, en los siguientes términos: 

Artículo Primero. En conformidad a lo dispuesto en el artículo 15 dei DS 23991, autorí- 
zase la transferencia de la Terminal de Buses de Cochabamba, de propiedad de la Corpo- 
ración Regional de Desarrollo de Cochabamba, dentro dei marco de la Ley n.° 1330 de 
Privatización. [...] Artículo Tercero. Por la Gerencia Administrativa Finandera destínese 
un fondo para cubrir los gastos emergentes de la privatización, cuya cuantía y fuente 
deberá ser establedda con cargo a las respectivas empresas a privatizarse. (Cordeco, Res. 
Directorio 016/95) 

La Resolución también senalaba, en su considerando quinto, que “la Entidad de De- 
sarroUo (...) con la anuência dei Gobierno Central, destinó los fondos a obtenerse de la 
privatización de la descrita Unidad Económica al financiamiento de la Construcción y 
Supervisión dei Nuevo Hospital Viedma de Cochabamba”. 

El Ministério de Capitahzación sohcitó la contratación de servidos de consultoria 
para realizar estúdios de la Terminal de Buses de Cochabamba y de otras tres empre¬ 
sas, dentro de un paquete denominado “Servicios Públicos Diversos”. El 27 de junio 
de 1995, Oscar Arrien Sandoval, presidente ejecutivo dei FNDR, suscribió el Contrato 
de consultoria con la firma Berthin Amengual y Asociados por el monto total de $us 
56.000, que prorrateado arroja la suma de $us 14.000 para la Terminal. El financiamiento 
provenía de recursos dei BID (Convênio ATN/SF-3586-BO) ejecutados por el Fondo 
Nacional de Desarrollo Regional (FNDR). 

Por su parte, el Codena aprobó la privatización de la Terminal de Buses de Cochabamba 
mediante la Resolución 013/95 dei 25 de agosto de 1995. La norma senala que los trabajos 
de evaluación y valoración fueron realizados por la empresa consultora Berthin Amengual, 
que había determinado la hcitación pública como mejor opción para su transferencia. 

Berthin Amengual determinó una valuación de los activos fijos de la Terminal de 
Buses de Cochabamba en $us 3.864.302,20 y un valor de hquidación de $us 3.856.554,45 
(Berthin Amengual y Asociados, 1995). 
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El Plan específico y el Pliego de condiciones de la Licitación Pública MC/SNCI/UR/ 
LIC-012/95 para la venta de la Terminal de Buses de Cochabamba fueron aprobados por 
el Ministério de Capitalización el 20 de septiembre de 1995 mediante Resolución 080/95, 
que fijó como precio de venta dei Pliego la suma de $us 200. 

La convocatoria a la licitación fue publicada el 24 de octubre de 1995, anunciando que 
la fecha prevista para la presentación de propuestas seria el 5 de diciembre de 1995. 

Los aspectos dei Pliego a destacar son los referidos a las dimensiones dei terreno de 
la Terminal de Buses y el derecho preferencial de los transportistas sindicalizados de par¬ 
ticipar en el proceso privatizador. 

Sobre las dimensiones dei terreno de la Terminal de Buses de Cochabamba, el Pliego 
consideraba que, además dei terreno de 26.250 m2 asignado, la privatización se reahzaría 
por una superficie mayor a efectos de una posible amphación en el futuro, es decir que la 
enajenación seria por un terreno de 31.896,35 m2. Esta amphación de terreno a hcitar se 
cenía a la siguiente condición adicional; 

Bajo ninguna circunstancia, vale decir causal de resolución dei contrato de adjudicación, el AD¬ 
JUDICATÁRIO podrá dar otro uso o destino a los activos de la TERMINAL DE BUSES, que 
aquel que no sea expresamente el que cumple actuaknente. En este sentido, no podrá fraccionar 
ni vender a terceros la superficie de terreno de 31.896,35 m2 objeto de la presente hcitación. 

En caso de que ocurra esta situación, se operará una resolución inmediata y tácita dei contrato 
de adjudicación, en cuyo caso el ADJUDICATARIO perderá el monto o precio que hubiese 
cancelado, sin obhgación alguna por parte de la ENTIDAD VENDEDORA de efectuar la 
devolución de este pago. (Phego de condiciones Lic. MC/SNCI/UR/LIC-012/95) 

El Phego de condiciones también comprometia que el adjudicatario de la hcitación púbhca, 
dentro los cinco dias dei reconocimiento de su personahdad juríchca como empresa, debía 

... ofertar al Sindicato de Omnibuses y Transportistas de Cochabamba, participación accio- 
naria en la EMPRESA (oferta de venta de acciones). Esta participación accionaria operaria 
mediante carta notariada en la que se proponía al Sindicato “una compraventa de acciones 
de hasta el treinta y tres por dento (33%) de las acciones o cuota de capital de la EMPRESA, 
dependiendo el tipo de sociedad que se trate. (Pliego de condiciones) 

El Acta de la reunión técnica reahzada el 30 de noviembre de 1995, en el marco de la 
hcitación púbhca, aclaraba que “en caso de que el sinchcato no asuma total o parcialmente 
el derecho preferencial (...) el adjudicatario queda en hbertad de disponer de las acciones 
correspondientes”. 

El 17 de noviembre de ese ano, el Ministério de Capitahzación designó a dos vocales 
para la Comisión de Cahficación de la hcitación: Mauricio Prudencio Tardio y Enrique 
Quiroz Jordán, consultor y asesor juríchco de la Unidad de Reordenamiento, respectiva¬ 
mente (Res. Min. 117/95). Estos vocales, junto con el ministro de Capitahzación (Alfon- 
so Revoho Thenier) como presidente, al secretario nacional de Capitahzación e Inversión 
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(Edgar Saravia Durnik) como secretario, y a la directora ejecutiva de la Unidad de Reor- 
denamiento (Elvira Lupo de Velarde), estarían a cargo de recibir las propuestas y reco¬ 
mendar a la persona natural o jurídica que consideraran portadora de la mejor oferta. 

El 5 de diciembre de 1995 se Uevó a cabo la recepción y apertura de propuestas para 
la licitación pública MC/SNCI/UR/LIC-012/95, bajo la presidência de la directora eje¬ 
cutiva de la Unidad de Reordenamiento, Elvira Lupo de Velarde, y ante la presencia dei 
notário de Fe Pública, Eduardo Reyes BeUot. En la ocasión, se presentaron tres propues¬ 
tas, correspondientes a David Pinto Sánchez, José Luis Montano Rico y Freddy Valdivia 
Almanza. Revisados los sobres “A”, se determino que los tres cumplían con los requisitos 
senalados en el Pliego de condiciones, por lo que se habüitaban para la apertura dei sobre 
“B”. Antes de la apertura dei segundo sobre, se dio lectura a la carta de la consultora 
evaluadora, Berthin Amengual y Asociados, que recomendaba no concretar la venta por 
debajo dei precio mínimo, íijado en $us 3.117.367. 

En ese marco, se procedió a abrir las ofertas económicas. David Pinto Sánchez ofertó 
la suma de $us 2.020.202; José Luis Montano ofertó $us 3.060.000 y Freddy Valdivia Al¬ 
manza ofertó $us 3.000.000. La oferta más alta era sin embargo inferior al precio mínimo 
fijado por Berthin Amengual.^®^ En vista de que ninguno de los postores superó el precio 
mínimo, la licitación fue declarada desierta. 

Se realizó una segunda convocatoria para la licitación pública MC/SNCI/UR/LIC- 
012/95 para la venta de la Terminal de Buses de Cochabamba. Las propuestas fueron 
recibidas el 19 de diciembre de 1995 y se presentaron tres oferentes; Maria Antonieta Zam- 
brana Nogales, la empresa unipersonal Cono Sur y José Luis Montano Rico. La Terminal de 
Buses fue adjudicada a la mejor oferta, presentada por Maria Antonieta Zambrana Nogales, 
equivalente a $us 3.423.500 a ser pagados al contado al momento de la firma dei contrato de 
compraventa. El 8 de febrero de 1996, Gonzalo Sánchez de Lozada y su gabinete ministerial 
adjudicaron la Terminal de Buses de Cochabamba mediante Decreto Supremo 24230. 

El contrato de compraventa fue suscrito el 3 de mayo de 1996, cuando Cordeco 
ya había sido disuelta por efecto de la Ley 1654 de Descentralización Administrativa 
y la Terminal de Buses y demás activos de Cordeco habían pasado a propiedad de la 
Prefectura dei Departamento de Cochabamba. Por ello, el contrato fue suscrito por 
Alberto Gasser Vargas, prefecto dei departamento de Cochabamba, y por Alfonso 
Revollo Thenier, ministro de Capitalización, por la parte vendedora. En cuanto a la 
parte compradora, fue suscrito por Jaime Veizaga Hidalgo, representante legal de la 
empresa Terminal de Buses SA, constituída mediante Testimonio n.° 1561/96 dei 30 
de marzo de 1996. Es importante senalar que, de acuerdo al Pliego de condiciones, 
el adjudicatario (Maria Antonieta Zambrana Nogales) debía “obligatoriamente cons¬ 
tituir una Sociedad Anónima, en base a la totalidad de los activos fijos adjudicados” 
(Pliego de condiciones, punto 13). 


305 Firmaron el Acta de la presentadón de propuesta y apertura de sobres de la Hdtación pública MC/SNCI/UR/ 
LIC-012/95 Elvira Lupo de Velarde, presidente, Luis Carlos Sánchez Escóbar, presidente Cordeco (vocal). Rolando 
Fernández Garcia y Enrique Quiroz Jordán, ambos como vocales. 
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Los gastos estatales para la construcción de la Terminal de Buses de Cochabamba 
ascendieron a $us 5.000.000. 

El avalúo de los activos de la Terminal fue realizado por la firma Berthin Amengual y 
Asociados, que determino los siguientes valores; 


Cuadro 118. Valuación de los activos fijos de la Terminal de Buses de Cochabamba (1995) ($us) 


1 Rubro 

Valuación 

Valor de liquidación 

Terrenos 

2.009.470,05 

2.009.470,05 

Edificiosyconstrucciones 

1.841.918,40 

1.841.918,40 

Mueblesyenseres 

12.913,75 

5.166,00 

Total 

3.864.302,20 

3.856.554,45 


Fuente: Berthin Amengual, 1995. 


Además, la consultora senaló que “la valuación según el enfoque de ingresos —empre¬ 
sa en marcha—“ establecía; 

• A una tasa de descuento dei 17% (escenario optimista) $us 3.817.995 

• A una tasa de descuento dei 19% (escenario probable) $us 3.433.793 


Para privatizar la Terminal de Buses de Cochabamba se erogaron $us 14.000 en la con- 
tratación de los servidos de consultoria de la firma Berthin Amengual y Asociados. 

El cálculo dei perjuicio económico es el siguiente; 



Por tanto, el perjuicio económico por la venta de la Terminal de Buses alcanzó la suma 
de $us 454.802,20. 

4.1.1.5. Planta Industrializadora de Leche (PIL-CBBA) 

La Planta Industrializadora de Leche de Cochabamba fue constituida por la Corporación 
Boliviana de Fomento (CBF) en el ano 1960, en el marco de un Convénio suscrito el 19 
de febrero de 1955 entre el gobierno de Bohvia y Unicef con el propósito de mejorar la 
nutrición en la ninez. La planta inició operaciones como parte de la Empresa de Indus¬ 
trias Lácteas (EIL) de la CBF. Fue la primera empresa gubernamental industrializadora 
de productos lácteos de Bohvia y su establecimiento marcó el comienzo dei desarroho 
de la industria lechera en el país. Este emprendimiento contó también con el apoyo de la 
Agencia de Desarroho de Dinamarca (Danida), que financió su equipamiento. 

En sus inicios, la capacidad instalada de la planta era de 40.000 htros por día. En 1974, con 
el segundo crédito danés, recibió equipo industrial renovado que le permitió amphar su capaci- 
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dad operacional a 120.000 litros diários. En 1977 se otorgó el tercer crédito danés y en 1978 el 
cuarto, recursos que fueron empleados para completar la Knea de productos en polvo, adqui- 
riéndose equipo para elaborar leche en polvo instantânea y leche maternizada, además de una 
planta de elaboración de mantequüla que fue inaugurada en junio de 1985 con una capacidad 
productiva de 3.000 kg/jornada (o 2.000 TM/ ano). El quinto crédito danés, de 1984, se destino 
a la compra de piezas y repuestos, y el último de los créditos, otorgado en 1990, fue empleado 
para adquirir una envasadora de leche en bolsas de polietileno (Price Waterhouse, 1993). 

Se trataba de una empresa dedicada a la elaboración y comercialización de produc¬ 
tos lácteos, entre los que se contaban; leche fluida pasteurizada con crema, leche fluida 
descremada al 6%, leche en polvo, leche reconstituída con soya y cacao “Chicolac”, y 
derivados (crema de leche, mantequilla, helados y dulce de leche). En 1995 contaba 
con una planta de 230 trabajadores, entre personal técnico y administrativo, a los que 
se sumaban entre 40 y 50 personas más durante los meses de mayor actividad (marzo 
a diciembre). De los aproximadamente 4.000 productores de leche a nivel de micro 
empresários que había en Cochabamba, un 33% tenía acuerdo con PIL en tanto pro- 
veedores de matéria prima (Ernst & Young, 1995). 

La planta está ubicada en el km 10,5 de la avenida Cochabamba-QuiUacollo, en 
una superfície de siete hectáreas, cinco de las cuales estaban ocupadas por el edifício 
principal y sus anexos. El resto de la superfície estaba destinada a vias de acceso, orna- 
mentación y esparcimiento. 

No contaba con personería jurídica propia, constituyendo una unidad industrial descon¬ 
centrada de Cordeco, con autonomia de gestión técnica, económica y administrativa. 

Como efecto de la hquidación de la CBF por mandato dei DS 21060 dei 29 de agosto 
de 1985 (art. 118, inc. a, y 119, inc. b), los activos de PIL Cochabamba fueron transferidos 
a Cordeco. En 1991, el gobierno de Jaime Paz Zamora incluyó a PIL Cochabamba entre 
las 60 empresas de las Cordes a privatizar (DS 22836, 14/06/1991). 

Para efectivizar su privatización, el 26 de noviembre de 1992, el ministro de Planeamiento 
y Coordinación, Samuel Doria Medina, contrató los servidos dei consorcio conformado por 
Price Waterhouse (OSG) y Socimer International^®^ para realizar los estúdios de PIL Cocha¬ 
bamba y de otras cinco empresas lácteas de propiedad de las Cordes. Esos estúdios debían 
determinar la viabüidad técnico-económica, otorgar un diagnóstico legal, establecer el valor de 
mercado y la estratégia de su venta, elaborar las bases de pliegos, verificar y actualizar inventá¬ 
rios y presentar el precio mínimo bajo el cual no sería recomendable la venta de la empresa. La 
consultora fue seleccionada por la agencia de compras estatales PNUD/OSP 

El honorário fíjo pagado por los servidos prestados para evaluar PIL Cochabamba 
fue de $us 88.755, la sexta parte dei precio total por la evaluación de seis empresas de 
lácteos, que fue de $us 532.530. 

El informe de Price Waterhouse, presentado en mayo de 1993, determinó que PIL 
Cochabamba tenía un valor de reposición de $us 11.700.000 y un valor de liquidación de 


306 El contrato de servidos fue firmado por Samuel Doria Medina A., ministro de Planeamiento y Coordinación y presidente 
de la CEEP; Auguste E. Rimpel, socio de Price Waterhouse (OGS), y Jorge Patino S., de Socimer International. 
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$us 6.000.000 (Price Waterhouse, 1993; VI-11). A pesar dei avalúo, la venta de la empresa 
lechera cochabambina fue postergada por la oposición de los productores de leche loca- 
les y no se concreto en el periodo gubernamental de Jaime Paz Zamora. 

El proceso de enajenación se reinicio en el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lo- 
zada. El 25 de abril de 1995, el Consejo de DesarroUo Nacional (Codena) autorizo al 
Ministério de Capitalización proceder a la privatización de 47 empresas, entre las que se 
encontraba PIL Cochabamba, senalando que contaba con estúdios elaborados el ano 
1993 por el consorcio Price Waterhouse OGS/Socimer International, los cuales debían 
ser actuahzados. Indicaba, además, que para la fase de transferencia de la empresa había 
un contrato firmado con Socimer donde se le reconocía una primera opción para con¬ 
tratar sus servidos de asistencia y promoción de la venta. La estratégia de transferencia 
recomendada fue “hcitación pública internacional dei 100% de las acciones a sobre 
cerrado, con el compromiso de ofrecer a la región un paquete accionario dei 49% (pro¬ 
ductores, trabajadores y capitales regionales)” (Codena, Res. 002/95). 

Para realizar una actuahzación de los estúdios realizados para transferir PIL Cocha¬ 
bamba al sector privado, el Ministério de Capitalización sohcitó la contratación de ser¬ 
vidos de consultoria que serían financiados con recursos dei BID (Convénio ATN/SF- 
3586-BO) que estaban siendo ejecutados por el Fondo Nacional de DesarroUo Regional 
(FNDR). El 2 de junio de 1995, Oscar Arrien Sandoval, presidente ejecutivo dei FNDR, 
suscribió el Contrato de consultoria n.° 006/95 con la firma consultora estadounidense 
Ernst & Young por la suma de $us 225.142,86. Prorrateando entre cinco empresas, co¬ 
rrespondia a PIL Cochabamba la suma de $us 45.028,57. 

El 26 de junio de 1995, el Ministério de CapitaUzación autorizó la contratación de la 
firma Socimer International Corp. para el asesoramiento, asistencia y promoción en la 
transferencia a terceros de las PIL de La Paz, Cochabamba, Santa Cruz y Tarija (Res. Min. 
038/95). Dicha contratación se concretaria el 5 de agosto de 1995. 

En juUo de 1995, la consultora Ernst & Young LLP, en asociación con Berthin Ernst 
& Young, Moreno Baldivieso y Land 0’Lakes, presentó su informe final de consultoria 
para la privatización de PIL Cochabamba. Ese informe empleó vários métodos para 
hacer el avalúo de la empresa, siendo el valor de empresa en marcha el que se tomaria en 
cuenta para la elaboración dei PUego de condiciones; 

• Avalúo como empresa en marcha (Flujo de caja descontado); 

• Escenario opfimista $us 12.358.000 

• Escenario pesimista $us 7.820.000 

• Escenario probable $us 10.003.000 

(Ernst & Young, 1995: 13) 

También se realizó el avalúo dei activo fijo de PIL Cochabamba, dando los si- 
guientes valores: 
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• Costo de reposición 

• Liquidación 


$us 8.792.000 
$us 6.286.426 


(Ernst & Young, 1995: 20). 


El 6 de octubre de 1995, el Codena aprobó la privatización de las Plantas Industria- 
Uzadoras de Leche de Cochabamba y de La Paz, mediante su fusión y la constitución de 
una sociedad de economia mixta denominada PIL Andina SAM (Codena, Res. 023/95). 
El Plan específico y el PHego de condiciones MC/SNCI/UR/LIC-006/95 fueron apro- 
bados por el Ministério de Capitalización el 6 de octubre de 1995, mediante Resolución 
Ministerial 089/95. Pero este plan no pudo implementarse porque los potenciales socios 
no cumpHeron con los plazos previstos y la enajenación de las dos plantas industriaHza- 
doras de leche fue postergada hasta el siguiente ano. 

El 17 de noviembre de 1995, el Ministério de Capitalización designó a dos vocales 
para la Comisión de Calificación de la licitación de las PIL de Cochabamba y de La 
Paz: Mauricio Prudencio Tardio y Enrique Quiroz Jordán, consultor y asesor jurídico 
de la Unidad de Reordenamiento, respectivamente (Res. Min. 116/95). Estos vocales, 
junto con el ministro de Capitalización (Alfonso Revollo Thenier) como presidente, 
al secretario nacional de Capitalización e Inversión (Edgar Saravia Durnik) como 
secretario, y a la directora ejecutiva de la Unidad de Reordenamiento (Elvira Lupo de 
Velarde), estarían a cargo de recibir las propuestas y recomendar a la persona natural 
o jurídica que consideraran con mejor oferta. 

A partir de 1996, PIL Cochabamba y PIL La Paz pasaron a depender de sus res¬ 
pectivas prefecturas departamentales, por efecto de la Ley 1654 de Descentrahzación 
Administrativa (28/07/1995), que instruía la transferencia de los bienes de las Cordes 
a las prefecturas que, a partir de entonces, se constituyeron en las entidades que parti- 
ciparían en los procesos de enajenación de las empresas lecheras y otras. Consiguiente- 
mente, la enajenación de PIL Cochabamba fue autorizada por la Prefectura dei depar¬ 
tamento el 24 de julio de 1996, mediante Resolución Administrativa 118/96, suscrita 
por Alberto Gasser Vargas, prefecto de Cochabamba, y Luis Carlos Sánchez, secretario 
general de la Prefectura. 

El 10 de abril de 1996, la Unidad de Reordenamiento —dependiente dei Ministério de 
Capitalización— suscribió con los productores de leche proveedores de la PIL Cochabam¬ 
ba un “Contrato para participar en el reordenamiento de las Plantas Industriahzadoras 
de Leche de La Paz y Cochabamba”. Ese documento fijaba las condiciones en las cuales 
se reahzaría la enajenación de PIL Cochabamba y PIL La Paz (ofertado en un solo pa¬ 
quete) con la participación de los productores lecheros de Cochabamba y de La Paz que 
proveían de matéria prima a las respectivas plantas. En base a ese contrato, el PHego de 
condiciones debía contemplar los siguientes aspectos: 
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• Se licitará el 100% de los activos fijos e inventários de las plantas, sin pasivos de ninguna na- 
turale 2 a, a condición de que el adjudicatario continúe con la misma actividad productiva. 

• El adjudicatario deberá conformar la sociedad anónima PIL ANDINA SA en la que parti- 
ciparán los productores lecheros de Cochabamba y de La Paz, constituídos a este efecto en 
dos sociedades anónimas. 

• PIL ANDINA SA se constituirá en acto único en base a los siguientes aportes: 

• El adjudicatario con el total de los activos fijos e inventários licitados y adjudicados cuyo 
valor corresponde al monto en que se adjudicó. 

• El aporte de los productores -que deberán constituir PROLEC SA- pagado en efectivo 
como mínimo en un 25%, el saldo lo podrán cubrir con maquinaria, equipos o en efectivo en 
un plazo no mayor a 18 meses, a partir de la constitución de la sociedad PIL ANDINA. 

• El adjudicatario venderá acciones a los trabajadores de ambas plantas en el precio y forma 
establecidos por el Codena. 

• La intención de las partes es que la participación accionaria de PIL ANDINA sea la siguiente: 

• El adjudicatario una participación de 67% como mínimo. 

• Los productores de leche de Cochabamba y de La Paz, y los trabajadores de las plantas, todos 
juntos una participación accionaria de 33% como máximo.^®’ 

El 18 de junio de 1996, los prefectos de Cochabamba y La Paz suscribieron un Con¬ 
vénio Interinstitucional por el cual acordaron las acciones a seguir para la enajenación 
de PIL Cochabamba y PIL La Paz, en un solo paquete conjunto. En dicho Convénio se 
senalaba lo siguiente; 

• Las partes aprobaron la valoración de los activos fijos realizada por la consultora Ernst & 
Young LLP, contratada para el efecto por el Ministério de Capitalización. 

• De acuerdo a ese estúdio, la valoración de las PILES (sic) en el escenario de “PROBABLE” 
como empresa en marcha, corresponde a cada una de las Prefecturas los siguientes porcen- 
tajes de acuerdo a los siguientes valores: 


Cuadro 119. Participación proporcional para la enajenación de PIL Cochabamba y PIL La Paz en un solo paquete (1996) 


Unidad económica 

$us 

% 

PIL Cochabamba 

10.003.000 

77,44 

PIL La Paz 

2.914.000 

22,56 

Total 

12.917.000 

100 


Fuente: Convénio interinstitucional entre la Prefectura de Cochabamba y la Prefectura de La Paz, 18/06/1996. 


307 “Contrato para participar en el reordenamiento de las Plantas Industrializadoras de Leche de La Paz y Cochabamba”, 
1996. Firman el documento: Alberto Gasser Vargas, prefecto dei departamento de Cochabamba; Elvira Lupo de 
Velarde, directora ejecutiva de la Unidad de Reordenamiento; Germán Terán Román, Asociación de Productores 
de Leche (APL), Bertha Garcia Vda. de Rodríguez, Asociación de Productores de Leche Independientes (APLI); 
Osvaldo Urquidi Urquidi, Asociación de Productores de Leche de Cochabamba (Adeplec) y Fernando Saavedra SoMz, 
Asociación de Criadores de Ganado Holstein Bolivia (Acrhobol). 
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El 19 de julio de 1996, el ministro de Capitaüzadón, Alfonso RevoUo Thenier, deter¬ 
mino el honorário de êxito a pagar a la firma Socimer por la venta de PIL Cochabamba y 
PIL La Paz, mediante la firma de una adenda al contrato principal suscrito el 12 de marzo 
de 1996 con esa consultora. El honorário de êxito fue concertado en el 1,83% dei valor 
bruto de venta (Adenda al Contrato, 19/07/1996, cláusula 2.a) a ser pagado dei monto 
de venta de las plantas lecheras (Contrato, 05/08/1995, cláusula l.a). 

Tambiên el 19 de juho de 1996, el Codena aprobó la nueva propuesta estratégica para 
la enajenación de las PIL de Cochabamba y de La Paz, que le fuera presentada por el 
Ministério de Capitahzación. La Resolución 011/96 dei Consejo de DesarroUo Nacional 
modifico la estratégia aprobada el 6 de octubre de 1995 mediante Resolución 023/95, 
debido a que los posibles socios con los que se tem'a previsto constituir la SAM incum- 
pheron lo previamente acordado. 

En el marco de esa nueva estratégia de privatización, el Ministério de Capitalización 
emitió la Resolución Ministerial 096/96 dei 22 de julio de 1996, aprobando los Planes espe¬ 
cíficos y el Pliego de condiciones de la Licitación MC/SNCI/UR/LIC-006/95 que fueran 
elaborados en el mes de abril de 1996. El precio de venta dei Pliego era de $us 500. 

El artículo tercero de esa Resolución designó como vocales de la Comisión Calificadora 
para la licitación de las PIL a Germán Quiroga Gómez (prefecto de La Paz), Alberto Gasser 
Vargas (prefecto de Cochabamba), Mauricio Prudencio Tardio (consultor) y Enrique Quiroz 
Jordán (asesor jurídico de la Unidad de Reordenamiento). Esta norma dejó sin efecto la Reso¬ 
lución Ministerial 086/95, emitida el 28 de septiembre de 1995, en lo referente a la aprobación 
dei Plan específico y Pliego de condiciones de la licitación (Res. Min. 096/96). 

De conformidad a lo previsto en el Pliego MC/SNCI/UR/LIC-006/95 de abríl de 1996, la 
participación de los socios fundadores de PIL Andina SA, comprador y productores de leche 
asociados, sería la siguiente; el comprador con el total de activos fijos e inventados adjudicados 
en la licitación, y los productores de leche con una suma de por lo menos $us 2.300.000. Por 
su parte, la participación de los trabajadores en PIL Andina, la nueva empresa a constituirse, 
sería de Bs70.500 (705 acciones de Bs 100 cada una) para los trabajadores de PIL La Paz, y de 
Bs82L000 (8.210 acciones de Bs 100 cada una) para los trabajadores de PIL Cochabamba. 

El Pliego de condiciones fijó como fecha para la presentación de propuestas para la 
licitación el 24 de julio de 1996. En esa fecha, se reahzó la recepción de ofertas y apertura 
de sobres para la licitación pública de la venta de activos de PIL Cochabamba y PIL La Paz. 
El acto se Uevó a cabo en la ciudad de La Paz y estuvo a cargo de la Comisión Calificadora, 
presidida por Elvira Lupo de Velarde, directora ejecutiva de la Unidad de Reordenamiento, 
y en presencia de la notaria de Fe Pública, Elizabeth Soliz de Saracho. Se presentaron tres 
propuestas; de la firma Gloria SA (representada por Rolf Philipp Kronenber Meeners), de 
la firma Sancor (representada por Nêstor Raúl Riboldi), y de la firma Industrias Vascal SA 
(representada por Jorge Carlos Tomás Lonsdale Salinas). Los tres proponentes cumplieron 
con los requisitos previstos para la presentación dei sobre “A”. 
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Antes de la apertura de las ofertas económicas (sobre “B”), se soücitó al represen¬ 
tante de la consultora Ernst & Young LLP presentar el precio mínimo bajo el cual no 
se recomendaba la transferencia de los activos que se bcitaban; dicho monto fue de $us 
4.226.Las ofertas económicas fueron las siguientes; 


Cuadro 120. Ofertas económicas de empresas interesadas en PIL 


Gloria SA 

Sancor 

Industrias VascalSA 

$us 8.041.000 

$us 3.158.513 

$us 7.385.711 


Fuente: Acta de la Licitación Pública MC/SNCI/UR/LIC-006-95.™ 


La Comisión CaHficadora recomendó la adjudicación de los activos de PIL Cocha¬ 
bamba y PIL La Paz en favor de la empresa peruana Gloria SA por $us 8.041.000 pagade- 
ros al contado; de este monto, $us 6.226.950,40 corresponderían a PIL Cochabamba. 

El presidente Gonzalo Sánchez de Lozada y su gabinete adjudicaron las plantas leche- 
ras a la empresa peruana y por el monto sugerido mediante Decreto Supremo 24352 dei 
20 de agosto de 1996.^^° 

El contrato de compraventa fue suscrito el 10 de septiembre de 1996 y su 
protocolización se realizó el 16 de octubre de 1996 ante la notaria de Gobierno de 
La Paz, Rosário Jiménez Pinaya. El contrato de compraventa comprometia al com¬ 
prador a constituir PIL Andina SA con los Productores de Leche de Cochabamba 
(Prolec SA) y con Lechería dei Altiplano SA (Ledal SA), en los términos senalados 
en el Pliego de condiciones. El objeto principal de la empresa a constituirse era la 
explotación y administración de las plantas de leche. La empresa compradora tam- 
bién comprometió ofertar acciones a los extrabajadores de PIL Cochabamba hasta 
un monto de Bs86.000 (cláusula séptima). 

Por lo senalado, cursa en el Protocolo dei contrato de compraventa el Testimonio 90/96 
referido a la Escritura Pública de Constitución de sociedad anónima por acto único de accio- 
nistas de la empresa PIL Andina SA, suscrita por Rolf Kronenberg Meeners en representa- 
ción de la sociedad Gloria SA, por Gonzalo Rojas Herban y Juan Montano Perales en repre- 
sentación de la sociedad Productores de Leche de Cochabamba (Prolec SA) y por Alberto 
Flores Mamani y Sabino Flores Felipe en representación de la sociedad Productores de Leche 
de La Paz (Ledal SA). La constitución de PIL Andina SA está fechada el 5 de septiembre de 


308 La carta está referenciada en el Acta de la licitación pública Re£: MC/SNCI/IR/LIC-006/95. La Paz, 24 de juHo de 1996. 

309 Acta suscrita por Elvira Lupo de Velarde, presidente de la Comisión CaHficadora; Germán Quiroga Gómez, prefecto 
dei departamento de La Paz; Alberto Gasser Vargas, prefecto dei departamento de Cochabamba; Mauricio Prudencio 
Tardio y Enrique Quiroz Jordán, ambos como vocales. También firmó el Acta el fiscal en Matéria Administrativa, Raúl 
Penaloza Gallardo. 

310 Firman el decreto: Gonzalo Sánchez de Lozada, Antonio Araníbar Quiroga, Carlos Sánchez Berzaín, Jorge Otasevic 
Toledo, José GuiUermo Justiniano Sandoval, ministro de la Presidência y suplente de Justicia, Gonzalo Afcha de la 
Parra, ministro suplente de Hacienda; Fernando Candia Castillo, Freddy Teodovich Ortiz, Moisés Jarmúsz Levy, 
Reynaldo Peters Arzabe, GuiUermo Richter Ascimani, Alfonso RevoUo Thenier, Jaime Villalobos Sanjinés. 

311 Firman el contrato de compraventa: Alfonso RevoUo Thenier, ministro de CapitaUzación; Germán Quiroga Gómez, 
prefecto dei departamento de La Paz; Alberto Gasser Vargas, prefecto dei departamento de Cochabamba; y Rolf 
PhiUpp Kronenberg Meeners, representante legal de Gloria SA. 
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1996 y se Uevó a cabo ante notaria de Fe Pública n.° 054, Tatiana Núnez Ormachea. Adjunta 
al contrato, cursa una nómina de trabajadores para compra de acciones en PIL. 

Los gastos estatales en la implementación de PIL Cochabamba se determinaron en 
$us 6.826.449, de acuerdo con Barrón dei CastiUo (2007). No se pudo determinar otro 
valor porque las inversiones realizadas por la CBF desde 1955 en PIL Cochabamba, no 
pocas veces se transferían como activos a otras PIL de otras ciudades, cuando estas cons- 
tituían una sola empresa dependiente de la CBF hasta 1985. 

Según el informe elaborado por la consultora Ernst & Young en 1995, para el avalúo 
de la Planta Industriahzadora de Leche de Cochabamba se utüizaron diferentes méto¬ 
dos; valuación como empresa en marcha, por compafiías comparables, por transacciones 
comparables y por el valor dei activo rijo. Esos métodos dieron los siguientes valores; 


Cuadro 121. Comparación de avalúos de PIL Cochabamba, 1995 (En $us) 


Avalúo como empresa en marcha 

Avalúo por compafiías comparables 

Avalúo por transacciones comparables 

Escenario 

optimista 

Escenario 

pesimista 

Escenario 

probable 

Alto 

Promedio 

Bajo 

Alto 

Promedio 

Bajo 

12.358.000 

7.820.000 

10.003.000 

15.453.000 

13.898.000 

12.343.000 

17.008.000 

13.898.000 

12.343.000 


Fuente: Ernst & Young, 1995. 


Para la enajenación de PIL Cochabamba, el Phego de condiciones asumió el avalúo de 
flujo de caja descontado, escenario probable, de $us 10.003.000. 

Sin embargo, el 24 de julio de 1996, fecha en que se realizó la recepción de ofertas 
y apertura de las propuestas de la licitación para la enajenación de PIL Cochabamba y 
PIL La Paz en forma conjunta, la consultora Ernst & Young LLP presentó una nota 
haciendo conocer el precio mínimo bajo el cual no se recomendaba la transferencia 
de los activos que se licitaban. El monto rijado como mínimo fue de $us 4.226.310, 
establecido sin mayor respaldo técnico, como en vários casos de privatización en los 
que con una simple carta se bajó sustancialmente el precio referencial de venta de la 
empresa pública. 

Al final, en septiembre de 1996, las dos plantas industriahzadoras de leche fueron 
enajenadas por la suma de $us 8.041.000. De ese monto, $us 6.226.950,40 representan el 
precio de venta de PIL Cochabamba. 

El Estado boliviano erogó recursos rinancieros para privatizar PIL Cochabamba por 
concepto de consultorias y honorário de êxito, conforme al siguiente detaUe; 


Cuadro 122. Gastos para la privatización de PIL Cochabamba ($us) 


Descripción 

Monto 

Price Waterhouse/Socimer, 1993 

88.755,00 

Ernst & Young, 1995 

45.028,57 

Socimer, 1996 

40.000,00 

Socimer, honorário de êxito (1,83% de valor de venta) 

113.953,19 

Total: 

287.736,76 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Contrato de servidos de 26/11/1992; Contrato de Consultoria 001/95,02/06/1995; Contrato dei 12/03/1996. 




















370 


Las empresas públicas en el departamento de Cochabamba 


En 1992, la Comisión de Evaluación de la Empresa Pública había previsto el pago de 
un bono extralegal a 120 trabajadores de PIL Cochabamba, a razón de $us 2.000 por tra- 
bajador, lo que ascendia a $us 240.000 (CEEP-UEREP, 1992). Sin embargo, no se cuenta 
con documentación de respaldo que certifique que este pago se haya concretado, razón 
por la cual no se consigna en la estimación dei perjuicio. 

El cálculo dei perjuicio económico es el siguiente; 

f ^ ^ 

Perjuicio económico por la privatización = (Avalúo como empresa en marcha, escenario probable - 

Precio de venta) + Gastos de consultoria + Honorário de êxito 

V___ J 


f \ 

PEP = {10.003.000,00 - 6.226.950,40) +173.783,57 +113.953,19 = 4.063.786,36 

V_^^_ J 


Por tanto, el perjuicio económico por la venta de la Planta Industrializadora de Leche 
Cochabamba, al margen de PIL La Paz, alcanzó la suma de $us 4.063.786,36. 

El hecho de que una empresa transnacional como la peruana Gloria fuera la adjudicataria 
de las dos plantas industrializadoras de leche más importantes dei país representa una cesión 
en la seguridad alimentaria, más tratándose de un alimento de importância fundamental. 

En la actuahdad, PIL Andina SA está poniendo en riesgo la producción lechera de la re- 
gión metropolitana de Cochabamba, toda vez que la leche natural local se sustituye por deri¬ 
vados de leche Gloria importados de Perú, afectando a los productores locales de leche. 

4.1.1.6. Planta de Té Chapare 

La Planta de Té Chapare fue creada como un proyecto agroindustrial de Cordeco en el 
ano 1982, e inició sus operaciones en junio de 1984. Temú como actividad la promoción 
de cultivos de té y la fabricación y comerciahzación de té negro. Su capacidad instalada 
era de 80 toneladas de té negro al ano (pero utüizaba solo el 15% de la misma). Se encon- 
traba situada en la zona de Senda B, municipio de Chimoré, provincia Carrasco. Para el 
ano 1988, contaba con 20 empleados permanentes. 

En 1991, el gobierno de Jaime Paz Zamora incluyó a la Planta de Té Chapare entre 
las 60 empresas de las Cordes a privatizar (DS 22836). Se contrataron los servidos dei 
PNUD/OSP para selección de las consultoras evaluadoras para el “Programa de Privati- 
zaciones de las empresas de las Corporaciones Regionales de DesarroUo” (60 empresas) 
y se erdistó a la planta en el Paquete n.° 8 denominado “Industrias ahmenticias varias”. 
La agencia de compras PNUD/OSP reahzó la selección de una hsta corta de consultoras 


312 En este paquete se encontraban las siguientes empresas: Planta de Tarhul (Cochabamba), Centro Vltlvinícola (Tarlja), 
Producción Agrícola de Oleaginosas y Maíz (Tarlja), Empresa Productora de Semilla Mejorada (Beni), Empresa 
Nacional de la Castana (Beni), Planta de IndustriaHzación de Té Chimate (La Paz), Procesamiento de Quinua (La 
Paz), Centro Agropecuário de DesarroUo dei Altiplano (Oruro), Planta de Té Chapare (Cochabamba), Producción 
Alimentícia de Maíz-Mairana (Santa Cruz), Planta de Ají (Chuquisaca) y Planta de Silos Sachojere (Beni). Archivo dei 
Ministério de DesarroUo Productivo y Economia Plural. Repositorio de privatización: 3 UR, 1993-1994. 
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para la evaluación y apoyo a la privatización de las 12 empresas enHstadas en el paquete 
n.° 8, pero no continuo con el proceso de privatización. 

De acuerdo al informe de Enrique Quiroz Jordán, asesor legal de la UEREP, presen- 
tado el 28 de marzo de 1994 a Patrício Garrett Mendieta, director ejecutivo de la UEREP, 
Cordeco habría “otorgado la planta de té en comodato a los colonos de la zona conocida 
como Senda B de la locaüdad de Chimoré, provinda Chapare, los mismos que se encuen- 
tran agrupados en Cooperativa” (Informe UEREP-AJ-EQJ-04/94). 

Las inversiones estatales en la Planta de Té Chapare (que incluía vehículos y almáci- 
gos) fueron de $us 150.000, aportes realizados en su totahdad por Cordeco. 

La Planta de Té Chapare se registra como cedida a una agrupación privada. 

4.1.1.7. Planta de Asbestos 

La Planta de Asbestos tuvo su origen en la empresa privada Industria Boliviana de As¬ 
besto Cemento SA (IBACSA). El 20 de junio de 1968, dicha empresa contrajo un crédito 
con la firma Stock Asbestzement de Kitsbuehekl (Áustria) para la provisión e instalación 
de maquinaria, equipo y materiales de una fábrica de asbesto-cemento en Cochabamba. 
Debido a que IBACSA no podia honrar su deuda, la CBF determinó adquirir la mayoría 
de las acciones de esa empresa y tomó a su cargo la administración en 1972, habiendo 
recibido un crédito de $b. 1.200.000 dei Banco Central de Bohvia para la rehabilitación 
de IBACSAM (la nueva empresa con participación estatal) (DS 10285, 30/05/1972), que 
equivalían a $us. 100.000 al tipo de cambio Bsl2 x $us 1. 

Esta empresa extraía y procesaba crocidolita (conocida como asbesto azul), utilizada 
en la elaboración de tejas, baldosas y azulejos, productos de papel y productos de cemen¬ 
to con asbesto. De acuerdo al informe elaborado por Niels Biering, oficial de Apoyo de 
la Onudi en la consultoria de alto nivel para la “Evaluación de la Planta Experimental de 
Procesamiento de Asbestos” (Proyecto SI/BOL/89/802 de 1990), esta planta era alta¬ 
mente contaminante y revestia un enorme pehgro para la salud. 

En cuanto a los activos de la Planta de Asbestos, Cordeco era propietaria dei terreno y 
las construcciones, mientras que la maquinaria y equipos pertenecían a la Onudi y al PNUD 
Según el “Terminal R^or/Planta de Asbestos”, la infraestructura comprendía lo siguiente; 


Terreno 14.934 

$us 

52.969 

Edificaciones 

$us 

41.548 

Hormigón armado 

$us 

30.185 

Balanza de piso para camiones 

$us 

3.500 

Pozo perforado de agua 

$us 

3.000 

Total 

$us 

131.202 


Sus instalaciones estaban ubicadas en el kilómetro 9 de la carretera Cochabamba-San- 
ta Cruz y en el camino hacia Sacaba. Estas últimas cohndaban con las de la Fábrica Bo¬ 
liviana de Cerâmica. 


372 


Las empresas públicas en el departamento de Cochabamba 


Como efecto de la üquidación de la CBF, por mandato dei DS 21060 dei 29 de agosto 
de 1985 (art. 118, inc. a, y 119, inc. b), los activos de la Planta de Asbestos — al igual que 
todos los activos industriales de las empresas de la CBF en Cochabamba— fueron trans¬ 
feridos a Cordeco. 

Esta empresa fue incorporada al proceso privatizador en la gestión de gobierno de 
Gonzalo Sánchez de Lozada junto a 47 empresas de propiedad de las Cordes, pero no se 
tiene mayor información sobre los trâmites que se emprendieron para el efecto. 

La Planta de Asbestos fue cerrada y se desconoce el destino que tuvieron sus activos. 

4.1.1.8. Ex Superintendência General de Obras (SGO) 

La Superintendência General de Obras fue creada en 1943 (con el nombre de Superinten¬ 
dência General de Negocios) con el fin de supervisar y controlar los trabajos encargados 
por la CBF a las empresas extranjeras en relación a obras de infraestructura en el país. En 
1958, a raiz de que el Estado boliviano rescindiera contrato con la empresa norteameri- 
cana Thompson CornwaU Inc. —a cargo de varias obras de infraestructura— la Superinten¬ 
dência General de Negocios se hizo cargo dei equipo de construcción en su totahdad, de 
sus campamentos y de todo el personal, constituyéndose en una institución encargada de 
la ejecución de proyectos en el ramo de la construcción (Comtrain, 1990). 

Hasta el ano 1968, la Superintendência General de Obras tuvo soporte económico dei 
Estado para la ejecución de las obras específicas encargadas por el gobierno. Pero, desde 
1968, cubría sus necesidades con ingresos propios provenientes dei pago por las obras que 
ejecutaba, sin recibir asignación dei presupuesto nacional (DS 10760, 01/03/1973). 

A partir de 1971, la Superintendência de Obras de la CBF quedó facultada y autoriza¬ 
da para presentarse a hcitaciones públicas de estúdios, construcción de obras civiles y/o 
montaje de estructuras y de equipo industrial que convocara el Estado, entidades autár¬ 
quicas y autónomas y empresas públicas que fueran financiadas con recursos nacionales 
o extranjeros, así como para obtener la adjudicación de contratos en hbre competência e 
igualdad de condiciones con otras empresas proponentes (DL 09836,11/08/1971). 

La Superintendência General de Obras tenía base en la ciudad de Cochabamba y sus 
oficinas centrales se encontraban en la caUe Obispo Anaya esq. Gahndo de dicha ciudad. 
Fue incorporada al proceso privatizador durante el gobierno de Jaime Paz Zamora, con el 
nombre de “Ex Superintendência General de Obras”. La Unidad de Reordenamiento de 
la Empresa Pública (UEREP), dependiente de la Comisión de Evaluación de la Empresa 
Pública (CEEP), la incluyó en el “Listado de empresas públicas por dependencia”, entre las 
empresas de las Corporaciones, como dependiente de Cordeco. Esa hsta dei ano 1993 no 
consigna el número de trabajadores con que contaba, por lo que se considera que la Super¬ 
intendência ya había sido cerrada.^^^ Se desconoce el destino que tuvieron sus activos. 


313 Listado de empresas públicas por dependencia: empresas de las Corporaciones. La ex Superintendência General 
de Obras, de propiedad de Cordeco, se encuentra en la lista con el número 29, sin consignar número de empleados. 
Archivo dei Ministério de Desarrollo Productivo y Economia Plural. Repositorio de privatización: 3 UR, 1993-1994. 
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4.1.1.9. Hotel Prefectural Liriuni 

Liriuni se encuentra ubicada a 28 km de la ciudad de Cochabamba, en la circunscripción 
geográfica de QuiUacoUo. Se haUa en las faldas de la cordiUera dei Tunari y limitada por el 
rio San Miguel, cuyas aguas provienen dei deshielo de las cumbres nevadas. El principal 
atractivo de Liriuni son sus aguas termales (Conam-Audicomp, 1992). 

En 1981, la Prefectura dei departamento de Cochabamba proyectó en Liriuni la cons- 
trucción de un hotel para aprovechamiento de esas aguas termales en condiciones higié¬ 
nicas y con mayor confort para el público proveniente de la región y dei interior dei país, 
y dio inicio a obras civiles que quedaron luego parahzadas. 

De acuerdo al informe de consultoria dei consorcio Conam-Audicomp (1992), la pa- 
rahzación de las obras civiles antes de que se concluyera la “obra gruesa” se habría debido 
al proceso hiperinflacionario que se vivió en la época de su construcción (1981-1985) y a 
comphcaciones legales con la empresa contratista. 

El Hotel contaba con un terreno de 14.596 m2 (aunque la escritura de transferencia 
establecía una superficie de 15.000 m2), de forma alargada. El área construída era de 
1.365 m2 distribuídos en cinco bloques en construcción en diferentes estados de avance, 
sin que ninguno hubiera sobrepasado la etapa de obra gruesa. 

Los prédios en los que se estaba construyendo el hotel habían sido cedidos a la 
Prefectura dei Departamento de Cochabamba por la Alcaldía Municipal de QuiUacoUo, 
mediante Escritura Pública n.° 85, suscrita el 28 de mayo de 1981 ante el notário de 
Hacienda Oscar Revollo M. (el testimonio de la escritura fue registrado en la Oficina 
de Derechos Reales a fojas 2013, partida 2013 dei Libro Primero de “Propiedades de la 
provinda QuiUacoUo”, el 17 de septiembre de 1981). 

La enajenación de los activos, infraestructura en obra gruesa y terrenos se inició en 
la gestión de gobierno de Jaime Paz Zamora. El 13 de agosto de 1992 fue suscrito un 
Convênio de Asistencia Técnica entre el Ministério de Planeamiento y Coordinación y el 
Ministério dei Interior, Migración y Justicia, propietario dei Hotel. 

El 23 de octubre de 1992, Flavio Escóbar, a nombre dei Ministério de Planeamiento y 
Coordinación, suscribió un contrato de consultoria con el consorcio Conam-Audicomp 
SRL^^'^ para la evaluación de ocho empresas prefecturales ubicadas en diferentes departa¬ 
mentos dei país,^^^ entre las que se encontraba el Hotel Prefectural Liriuni. El pago total por 
los servidos prestados fúe de $us 79.213, correspondiéndole al Hotel Prefectural la suma 
de $us 9.901,63. La selección de este servido de consultoria estuvo a cargo de la agencia 
de compras C3D; sus honorários fueron de $us 6.000 por 14 unidades, correspondiendo al 
Hotel Druini la suma de $us 428,57. 

El consorcio consideró que la única opción para transferir el Hotel Liriuni al sector 
privado era la Uquidación en el estado en que se encontraba, evitando que la Prefectura 

314 El contrato fue suscrito por Flavio Escóbar Llanos, subsecretário de Desarrollo Socio-Económico, por el Ministério 
de Planeamiento y Coordinación; y por Luis Iriarte Saavedra como representante dei consorcio Conam-Audicomp. 

315 El objeto dei contrato referia estúdios de siete hoteles: Hotel Prefectural de Oruro, de Potosí, de Tarabuco y de 
Camargo (Chuquisaca), de Pando, de Liriuni (Cochabamba), de Tarija y Cabana Prefectural también de Tarija. 
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inmovilizara más recursos económicos y el riesgo de no poder recuperados (Conam-Au- 
dicomp, 1992). Es así que estableció su valor de reposición^^*’ en $us 68.798 y su valor de 
Uquidación en $us 34.399, aproximadamente. 

La enajenación dei Hotel Liriuni fue aprobada por el Directorio de Cordeco mediante 
Resolución Prefectural 0034 dei 13 de noviembre de 1992, que autorizó su transferencia a 
manos privadas. El 8 de diciembre de 1992, la CEEP aprobó la Resolución que autoriza la 
venta dei total de activos dei Hotel Prefectural Liriuni en el estado en que se encontraban. 
La venta mediante subasta pública fue refrendada por el Coneplan el 16 de diciembre de 
1992 mediante Resolución 158/92, en los siguientes términos; 

ARTÍCULO PRIMERO. Aprobar el procedimiento de Subasta Pública de la totaüdad de los 
activos dei Hotel Prefectural de Liriuni, de propiedad de la Prefectura dei departamento de Co¬ 
chabamba, en fecha 29 de enero de 1993, sobre la base mínima de $us 34.399. (Treinta y Cuatro 
mil Trescientos noventa y nueve 00/100 Dólares de los Estados Unidos de América). 
ARTÍCULO SEGUNDO. Aprobar la adjudicación dei total de los activos a subastarse, perte- 
necientes al Hotel Prefectural de Liriuni, en favor de la persona natural o empresa legalmente 
constituída que presente la oferta más alta y conveniente para los intereses dei Estado y de la 
región (Res. 158/92, 16/12/1992). 

Para la subasta de los activos dei Hotel Prefectural Liriuni, el prefecto dei departamen¬ 
to de Cochabamba, Jaime de Ugarte, contrató los servidos de la firma de martiUeo Trust 
Services SRL. El costo de sus servidos fue establecido en el 1,5% dei monto obtenido en 
la adjudicación, además dei pago por las pubhcadones establecidas por ley e instruídas 
por la Prefectura de Cochabamba.^^’ 

La subasta de los activos dei Hotel Prefectural Liriuni se realizó en la ciudad de 
Cochabamba el 29 de enero de 1993, bajo la dirección de Sérgio Alejandro Sotelo Mos- 
tajo, martiUero de la firma Trust Services SRL. Se presentaron tres proponentes; Walter 
Requena, Juho Jaime Cavero y Oscar Angel Jordán; los tres fueron invitados a hacer 
conocer sus posturas sobre la base de $us 34.399. El postor Walter Requena se presen- 
tó con dicha base y, ante la ausência de otras ofertas, se adjudicó por $us 34.399. 

El contrato de compraventa fue suscrito por Samuel Doria Medina, ministro de Pla- 
neamiento y Coordinación, y Jaime de Ugarte Lazcano, prefecto dei departamento de 
Cochabamba, por la parte vendedora, y por Walter Requena Camacho por la parte com¬ 
pradora. Suscribió también Mario Montano, fiscal de Distrito de Cochabamba. 

Algunos datos económicos a considerar en la enajenación de este hotel; la consul¬ 
tora Conam-Audicomp estableció que el valor de reposición dei Hotel Liruini era de 
$us 68.798, pero el Hotel fue vendido en su valor de Uquidación; $us 34.399; esto es, la 
mitad dei valor de reposición. 


316 El consorcio define valor de reposición como “el valor real de las construcciones existentes en el momento actual 
(precio de los materiales, mano de obra y otros)”. Informe Conam-Audicomp, 1992, p. 25. 

317 Prefectura dei departamento de Cochabamba-Trust Services SRL. Contrato de servidos, 1993. 
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Para privatizar el Hotel Liriuni se erogaron recursos en la contratación de consultorias 
y martiUeo, de acuerdo al siguiente detaUe; 


Cuadro 123. Gastos para la privatización dei Hotel Prefectural Liriuni ($us) 



Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Acuerdo de prestación de servidos GD-MPC, 21/08/1992; Contrato de servidos con Conam-Audicomp, 23/10/1992; 
Carta de Trust Services, 3/02/1993. 


El cálculo dei perjuicio económico es el siguiente; 


r 

Perjuicio económico por la privatización = (Valor de reposición - Precio de venta) -p Gastos de consultorias -p 

Martilleo 


r \ 

PEP = (68.798,00 - 34.399,00) -P 10.330,20 -P 1.930,10 = 46.659,30 

V_^^_ ) 


Por tanto, el perjuicio económico por la venta dei Hotel Prefectural Liruini fue de $us 
46.659,30. 

4.1.1. 10. Fábrica Municipal de Tubos de Cemento 

La Fábrica Municipal de Tubos de Cemento estaba destinada a las obras de mejoramiento 
urbano encaradas por la Alcaldía Municipal de Cochabamba. No contaba con personería 
jurídica propia, siendo dependiente dei municipio cochabambino. 

El gobierno de Jaime Paz Zamora incluyó a varias empresas municipales de las capitales 
de departamento en el proceso privatizador, entre eUas, la Fábrica de Tubos de Cemento de 
Cochabamba. Su venta no Uegó a concretarse, pero fue cerrada. Sus activos fueron dados 
de baja recién el 11 de abril de 2014 mediante Resolución Ejecutiva n.° 156/2014.^^® 

4.1.1. 11. Empresa Municipal de Transporte Cochabamba (EMTA-Cochabamba) 

Las empresas municipales de transporte tuvieron su origen en la Empresa Nacional de Trans¬ 
porte Automotor (ENTA), creada en 1983 por el gobierno de Hernán Sües Zuazo con el íin de 
proporcionar un transporte eficiente y barato a la ciudadanía; se trataba de una entidad descen¬ 
tralizada, con autonomia de gestión administrativa y financiera (DS 19460,14/03/ 1983). 


318 Informe presentado por Marvell José Maria Leyes, alcaide dei Gobierno Autónomo Municipal de Cochabamba, a 
javier Zavaleta López, presidente de la Comisión Especial Mixta de Investigación de la Privatización y Capitalización, 
en fecha 1 de marzo de 2017, CITE n.° 151. 
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El 29 de agosto de 1985, el gobierno de Víctor Paz Estenssoro implemento la política 
neoHberal que entre sus principales medidas dispuso la disolución de ENTA y la transfe¬ 
rencia de sus activos a las municipalidades de las capitales de departamento (DS 21060, 
29/08/1985, art. 122). 

Una vez que ENTA fue transferida al Gobierno Municipal de Cochabamba se denomino 
“Empresa Municipal de Transporte Masivo Cochabamba-TMC” (RM 4917, 06/03/1986 y 
ordenanzas municipales n.° 26/85 y n.° 65/86), más conocida como “EMTA Cochabam¬ 
ba”. Contaba entonces con 25 buses, 19 de eUos marca Fiat y seis marca Renault. 

El gobierno de Jaime Paz Zamora, a través de la CEEP (presidida por el ministro de 
Planeamiento y Coordinación, Samuel Doria Medina), incluyó a varias empresas munici¬ 
pales de las capitales de departamento en el proceso privatizador. En esa hsta se encon- 
traba la Empresa Municipal de Transporte Automotor de Cochabamba. 

En esa hnea, el Concejo Municipal de Cochabamba dispuso —mediante Ordenanza 
Municipal n.° 1044/91 dei 6 de diciembre de 1991— la disolución de la empresa TMC 
y conformó la Comisión Liquidadora que estaba compuesta por Oscar Antonio Flores, 
Luís Iriarte Saavedra y Fernando DelgadiUo Montano, en representación dei Concejo 
Municipal, y por Humberto Coronel Rivas, en representación dei Ejecutivo Municipal. 
Asimismo, dispuso el rephegue de las unidades motorizadas y la entrega de memorándum 
de despido a todo el personal de la empresa. 

Mediante Resolución Municipal 892/1991 dei 18 de diciembre de 1991, se autorizó 
a dicha Comisión proceder con la venta pública directa de diez buses de la empresa, con 
derecho a uso y usufructo de hnea. 

Como efecto de ese trâmite, se vendieron cinco buses mediante Resolución Municipal n.° 
1073/93 dei 31 de agosto de 1993, más el uso y usufructo de la hnea Tiquipaya-Itocta, por la 
suma de $us 60.000, monto que fue cancelado en tres pagos hasta el 1 de diciembre de 1993. 

La valuación de los cinco buses era de $us 72.000. La venta por debajo de su valor, que se 
efectuó durante la gestión echl de Manfred Reyes Vhla, se justiíicó en la necesidad de “.. .cubrir 
tanto las obhgaciones económicas de la Empresa que quedaron pendientes, así como las gene- 
radas por causas dei proceso mismo en sus diferentes componentes” (Testimonio n.° 1.279, 
17/04/1995). Asimismo, se invocó el artículo 33 de la Ley 1178 dei 20 de julio de 1990. 

Empero, este proceso de venta, particularmente, el derecho a uso y usufructo de la hnea 
Tiquipaya-Itocta que une los municipios de Tiquipaya y Cochabamba y atraviesa toda la 
ciudad de Cochabamba, no terminó de ejecutarse. En respuesta, los adjudicatários de los 
buses iniciaron un proceso judicial a la entidad municipal. En efecto, el 25 de septiembre de 
2002, José Marco Gonzáles Zenteno, por sí y en representación de sus hermanos Edwin, 
Litzie, Simón, Jovani y Oscar, interpuso “medida prehminar de demanda de Requerimiento 
de Mora”. El 28 de septiembre de 2002, el Juzgado Séptimo de Partido en lo Civil conminó 
al Gobierno Municipal a dar cumphmiento al contrato de transferencia. 

El 21 de enero de 2003, José Marco Gonzáles Zenteno, ante incumphmiento de Auto 
dei 28 de septiembre de 2002, interpuso demanda ejecutiva contra el Ejecutivo y el Le¬ 
gislativo municipal. El 20 de mayo de 2009, mediante sentencia, se ordenó al Gobierno 
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Municipal hacer . .entrega de la Hnea de recorrido Tiquipaya-Itocta y viceversa para los 
cinco buses (05) buses, más el pago y perjuicios. ..”. Posteriormente, “mediante Auto de 
Vista de fecha 24 de marzo de 2011, emitido por la Sala Civil Segunda de este distrito 
judicial se confirma la Sentencia de fecha 20 de mayo de 2009”.^^^ 

El 29 de abril de 2013, eljuez dispuso que el Gobierno Municipal debía pagar a la fa- 
milia Gonzáles Zenteno la suma de Bs 7.434.726, monto dei presupuesto municipal que 
se encontraba retenido en el Banco Union. El 9 de junio de 2016, el Ejecutivo Municipal 
interpuso Recurso de Casación ante el Tribunal Supremo de Justicia. 

Las acciones privatizadoras de los bienes y derechos de la empresa TMC (o ex EMTA) 
aún tienen consecuencias jurídicas en contra dei Gobierno Autónomo Municipal de Co- 
chabamba y dei Estado boliviano. La venta faUida de cinco buses de la empresa y dei uso 
y usufructo de la hnea Tiquipaya-Itocta ha generado acciones judiciales que actualmente 
son objeto de tratamiento ante estrados judiciales departamentales y nacionales, estando 
retenidos y en disputa Bs. 7.434.726 dei presupuesto municipal en el Banco Unión. 

Esta empresa municipal dejó de funcionar y se registra como cerrada por efecto dei 
proceso privatizador. 

4.1.1.12. Empresa Interdepartamental de Transporte de Carga 

El origen de las empresas municipales de transporte (incluida esta, de carácter interde¬ 
partamental), se encuentra en la Empresa Nacional de Transporte Automotor (ENTA), 
creada mediante DS 19460 dei 14 de marzo de 1983. 

El 29 de agosto de 1985, el gobierno de Víctor Paz Estenssoro implementó la política 
neohberal que entre sus principales medidas dispuso la disolución de ENTA y la transfe¬ 
rencia de sus activos a las municipalidades de las capitales de departamento (DS 21060, 
29/08/1985, art. 122). 

En ese marco, el 20 de junio de 1986, el mismo gobierno autorizó la constitución de la 
Empresa Interdepartamental de Transporte de Carga, con participación accionaria de las al- 
caldías municipales de La Paz, Cochabamba, Santa Cruz y Oruro, con un patrimônio inicial 
consistente en los vehículos de carga localizados en la Empresa Regional de ENTA de Co¬ 
chabamba, activo que debía permanecer indivisible y constituir la base de la nueva empresa 
(59 vehículos de carga pesada, una camioneta, herramientas, Uantas y otros bienes); asimismo, 
instruyó su transferencia a las alcaldías. La participación accionaria era de 32% para la Muni- 
cipalidad de Cochabamba, 32% para la municipalidad de Santa Cruz, 24% para la Municipali- 
dad de La Paz, y 12% para la Municipalidad de Oruro (DS 21302,20/06/1986). 

El propósito de la empresa era garantizar el funcionamiento dei sistema intermodal 
de transporte terrestre y su continuidad. Contaba con patrimônio propio y autonomia de 
gestión, estaba inscrita en el Registro Nacional de Transporte y regida por la Dirección 
Nacional de Transporte Automotor, dependiente dei Ministério de Transportes y Co- 


319 Informe presentado por Marvell José Maria Leyes, alcaide dei Gobierno Autónomo Municipal de Cochabamba, a 
javier Zavaleta López, en fecha 1 de marzo de 2017, CITE n.° 151. 
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municaciones. Su sede era la ciudad de Cochabamba y su Directorio contaba con ocho 
miembros, dos de cada município asociado, cuyo presidente era elegido por simple ma- 
yoría; la presidência tem'a carácter rotativo. 

Ante consulta efectuada por la Comisión Especial Mixta de Investigación de la Privatiza- 
ción y Capitalización, respecto de cuál fue el destino que tuvo esta empresa municipal, el alcaide 
dei Município de Cochabamba adjunto como respuesta un reporte firmado por Carlos Salas 
Carrasco, abogado de la Dirección de Asesoría Legal de esa Alcaldía, quien informo que existen 
ocho procesos bajo patrocínio de dicha Dirección, en contra de las siguientes personas: 


Cuadro 124. Personas con procesos coactivos por la Alcaldía de Cochabamba 


N.° 

Demandado 

Tipo de proceso y/o cuantía 

1 

Arias Castro, Mario, y otros 

Coactivo fiscal, $us 10.995 

2 

Delgado Menduina, Juan Pablo 

Coactivo fiscal, $us 761 

3 

Delgado Menduina, Juan Pablo 

Coactivo fiscal, $us 2.382 

4 

Delgado Menduina, Juan Pablo 

Coactivo fiscal, $us 357 

5 

Flores Cairo, Em mo 

Coactivo fiscal, $us 3.734 

6 

Zeballos Angulo, Rolando 

Coactivo fiscal, $us 276 

7 

Zeballos Angulo, Rolando 

Coactivo fiscal, $us 42 

8 

Zeballos Angulo, Rolando 

Coactivo fiscal, $us 6.980 

Total 

$us 25.527 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en reporte dei Município de Cochabamba, 2017. 


Dicho abogado también informa; “...no se tiene ninguna documentación referente 
al proceso de privatización o ninguna otra que avale la representación con la que actúa el 
GAMC en estos procesos al momento”. 

Esta empresa dejó de funcionar y se considera como empresa pública cerrada por 
efecto de la política de privatización. 

4.2. Estúdios de caso: Servicio Municipal de Agua Potable y Alcantarillado 
(Semapa) y Proyecto Múltiple Misicuni (PMM) 

4.2.1. Aspectos generales 

La privatización dei agua en Cochabamba se efectuó a través de la concesión dei Servicio 
Municipal de Agua Potable y Alcantarillado (Semapa) y dei Proyecto Múltiple Misicuni 
(PMM) a empresas privadas nacionales y transnacionales. Ambas empresas —la primera 
municipal y la segunda con participación de Cordeco— fueron incluídas en el proceso de 
privatización para ser licitadas primero en 1997 y luego en 1999. 

La administración dei agua potable y el saneamiento básico en el departamento de 
Cochabamba se ha caracterizado por contar con la participación activa de la población. A 


320 Informe presentado por MarveU José Maria Leyes, alcaide dei Gobierno Autónomo Municipal de Cochabamba, a 
Javier Zavaleta López, 01/03/2017, CITE n.° 151. 
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pesar de la imposición de poKticas gubernamentales que a lo largo de la historia tendieron 
a concentrar la gestión y el control de este recurso en un grupo pequeno de personas, la 
sociedad civil organizada, tanto dei campo como de la ciudad, ocupó un lugar estratégico 
en la resolución dei problema dei agua. 

4.2.I.I. Semapa 

El 12 de juho de 1967, el gobierno boliviano autorizo la creación dei Servicio Municipal 
de Agua Potable, AlcantariUado y Desagües Pluviales (Semapa). Se trataba de una socie¬ 
dad de economia mixta con sede en Cochabamba, de duración indefinida y con plena 
capacidad para autoadministrarse y ejercitar actos de la vida jurídica en el marco de su 
norma de creación, estatutos y reglamentos internos (DS 08048,12/07/1967). 

Su máxima instancia de gobierno era el Consejo de Administración, presidido por 
el Alcaide Municipal de Cochabamba y con la participación de tres representantes dei 
municipio y tres representantes de los usuários. Ese Consejo de Administración estaba 
encargado de designar al gerente general de la empresa.^^^ 

Esta mínima participación ciudadana fue condicionada por el Banco Interamericano de 
DesarroUo (BID), el mayor financiador de Semapa,^^^ que impuso la característica de sociedad 
de economia mixta para otorgarle un préstamo en 1967 (Crespo y Fernández, 2004). 

En el modelo de gestión de Semapa, se consideraba al agua como una mercancia a la que 
se podia acceder únicamente mediante la conexión obligada a la red de servidos de la em¬ 
presa via una entidad que debía ser monopólica. Por otra parte, soslayando la presencia dei 
sector privado, se consideraba al Estado como el principal soporte económico, responsable 
de los costos de impuestos, patentes y deudas de la sociedad (DS 08048,12/07/67, art. 32). 
En 1967, Semapa contaba con cinco fuentes de captación de aguas con capacidad de oferta 
de 155 litros por segundo (1/s), capaz de proveer agua potable a 140.000 habitantes. 

A los cinco anos de su creación, mediante Decreto Supremo 10597 dei 24 de noviembre 
de 1972, el gobierno militar de Hugo Banzer Suárez declaró a Semapa como entidad de 
servicio público, con autonomia administrativa, financiera y de gestión, y con patrimônio 
independiente (art. 1). Esta norma —que derogó el Decreto Supremo 08048— incorporó a 
representantes de los ministérios de Urbanismo y de Salud al Consejo de Administración, 
órgano superior jerárquico administrativo (art. 3). La promulgación de este decreto se reali- 
zó en el marco de un convênio de préstamo con el BID (BID-414/SF-BO, cláusula referida 
a “Partes faltantes dei sistema de agua potable para la ciudad de Cochabamba”). 


321 En casos de ausência o impedimento, un vicepresidente elegido de entre los miembros dei Consejo de Administración 
supliría al presidente. Los tres representantes de los usuários serían designados uno conjuntamente por las Câmaras 
Departamentales de Industria y Comercio, uno por la Federación de Juntas Vecinales, y uno por elección directa de los 
accionistas dei sector privado. El gerente general -jefe dei órgano ejecutivo de la sociedad- seria designado y removido 
por el Consejo de Administración (DS 08048, 12/07/1967, arts. 6 y 7). 

322 Desde el ano 1961 se proyectaron un conjunto de estúdios y acciones orientados a remediar el problema dei 
abastecimiento de agua en Cochabamba. Algunos de estos proyectos fueron financiados por el BID, entidad que 
recomendó crear una institución especializada en la gestión de agua potable y alcantarillado, dejando de lado el 
aprovisionamiento de agua para riego. 
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Entre 1970 y 1992, Semapa estructuró exitosamente una red de fuentes de abaste- 
cimiento de aguas superficiales, cuyo suministro provenía de aguas subterrâneas, hecho 
que le ocasiono una serie de conflictos con organizaciones agrarias de los vaUes circun¬ 
dantes. La perforación de pozos fue uno de los ítems financiados por organismos in- 
ternacionales, que centraron su interés en el desarroUo de infraestructura, conducción 
y almacenamiento de agua. 

A lo largo de su historia institucional, Semapa enfrento tres problemas endémicos: 
abastecimiento, infraestructura y cobertura, que se agravaron por el pronunciado creci- 
miento de la población de la ciudad de Cochabamba y la consecuente expansión de la 
mancha urbana. Ante la escasez crónica de agua y el fracaso de las iniciativas municipales, 
los propios pobladores desarroUaron múltiples formas de manejar la captación, distribu- 
ción y uso de agua, tanto para consumo humano como para riego. 

El complejo tejido de actores que emergió a partir dei problema dei agua en Cochabamba 
desempenó un rol fundamental en la histórica resistência a la privatización de Semapa. 

4.2.1.2. Proyecto Múltiple Misicuni 

El origen dei Proyecto Múltiple Misicuni (PMM) se remonta a fines dei siglo XIX 
(Gonzáles, 1981). Al tratarse de una obra de gran magnitud, requeria aunar esfuerzos 
y asociar instituciones a nivel nacional y departamental. Su consolidación institucio¬ 
nal se dio recién el 9 de noviembre de 1973, cuando dos empresas nacionales y dos 
empresas cochabambinas suscribieron el Convénio de Asociación para efectivizar 
el Proyecto Misicuni, aprobado por Decreto Supremo 11402 dei 2 de abril de 1974. 
Las empresas participantes eran la Corporación de las Fuerzas Armadas para el De- 
sarrollo Nacional (Cofadena), la Empresa Nacional de Electricidad SA (ENDE), la 
Corporación de DesarroUo de Cochabamba (Cordeco) y el Servicio Municipal de 
Agua Potable de Cochabamba (Semapa). 

El 24 de diciembre de 1975, el gobierno nacional determinó que Misicuni era un 
proyecto prioritário en los planes de desarroUo regional dei país y aprobó un contrato 
de préstamo de la Corporación Andina de Fomento (CAF) a BoUvia por la suma de $us 
1.760.000, destinado a reaUzar los estúdios de factibiUdad y diseno final dei proyecto de 
aprovechamiento múltiple hidroagrícola de Misicuni en el departamento de Cochabam¬ 
ba. La contraparte nacional ascendia a $us 476.000. 

El 1 de septiembre de 1976 se formalizó el fúncionamiento de la Asociación Misicuni, con 
la aprobación dei texto de Convénio, Junta de Selección de propuestas y Gerencia General. La 
Junta de Selección adjudicó los estúdios de factibUidad dei PMM en favor de la consultora ca¬ 
nadiense Lamarre Valois International y de las empresas nacionales asociadas Consultores Ga- 


323 El Decreto Supremo 11402 dei 2 de abril de 1974 aprueba, en sus siete artículos, el Convénio de Asociación suscrito 
el 9 de noviembre de 1973 (art. 1), y autoriza a ENDE a cubrir con recursos propios el costo de prefactibiUdad dei 
Proyecto Misicuni, que seria efectuado por consultores especializados (art. 2). 

324 El crédito mencionado era a un plazo de seis anos a partir de la fecha dei contrato, con un interés dei 5% ajustable 
según la fuente de los recursos utilizados (DS 13212, 24/12/1975). 
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lindo, Icboly Agroinco. El monto dei conttato ascendia a $Can. 2.139.811 ($us 2.161.425,25).^^^ 
La adjudicación fue aprobada mediante DS 14301 dei 27 de enero de 1977. 

El 5 de marzo de 1980, mediante Decreto Supremo 17256, se aprobó el Convênio suscrito 
el 15 de octubre de 1979 entre la Asociación Misicuni y el Ministério de Asuntos Campesinos 
y Agropecuários (MACA), cuyo fin era compatibilizar planes y programas de nego. 

El 13 de septiembre de 1983 se declaro la ejecución dei Proyecto Múltiple Misicuni como 
de necesidad y utilidad pública, con prioridad y urgência nacional, considerando que beneficia¬ 
ria “... al departamento de Cochabamba y al pais en la generación de energia eléctrica y la do- 
tación de agua para nego y consumo doméstico de la población” (Ley 559,13/09/1983). 


Gráfico 16. Componentes dei Proyecto Múltiple Misicuni 



Para el desarroUo dei Proyecto Múltiple Misicuni se reaüzaron vários los estúdios. Los 
principales, todos elaborados antes dei proceso de enajenación, son los siguientes: 

• Estúdio de Prefactibilidad dei Proyecto de Aprovechamiento Múltiple, realizado por 
la consultora Cofrelec Ingenieurs Conseils (Paris) en 1975. 

• Estúdio de FactibiHdad dei Proyecto Múltiple Misicuni, realizado por la consultora 
Lamarre Valoist Int. (Canadá) en 1979. 

• Disefio Final dei Proyecto Múltiple Misicuni, realizado por la consultora Electrowatt 
Ingenieros Consultores (Suiza) en 1987. 


325 Equivalência determinada al tipo de cambio de 1,01 $CAN por cada dólar estadounidense. 
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Fuente: Empresa Múltiple Misicuni, 2018. 

En su concepción global, el Proyecto consiste en el aprovechamiento múltiple de 
los recursos hídricos de las cuencas de los rios Misicuni, Viscachas y Putucuni, y en la 
dotación de agua para riego y consumo humano a las poblaciones de los municípios de 
Sacaba, Cochabamba, Colcapirhua, Tiquipaya, QuiUacoUo, Vinto y Sipe Sipe; además, 
para la generación de electricidad por parte de ENDE y su entrega al Sistema Interco- 
nectado Nacional. 

4.2.1.3. Constitución de la empresa Misicuni 

En la perspectiva de la implementación dei Proyecto Múltiple Misicuni, se creó la Empre¬ 
sa Misicuni mediante Ley 951 dei 22 de octubre de 1987, como entidad de derecho púbh- 
co, con domicilio legal en la ciudad de Cochabamba, de duración indefinida, autonomia 
de gestión técnica, financiera y administrativa y património independiente. 

Estaba encargada de la ejecución y administración de la primera etapa dei Proyecto 
Múltiple Misicuni, que comprendía la captación de agua potable para la ciudad de Cocha- 










Neoliberalismo: enajenación de empresas públicas y recursos naturales, 1985-2005. T. 2 


383 


bamba y poblaciones aledanas, así como de agua de riego para las tierras de uso agrícola 
de los vaUes central y bajo dei departamento. 

En el ano 1987, el capital de la empresa Misicuni fue constituído con la participación 
accionaria de cuatro entidades públicas: Cordeco, Semapa, el Ministério de Asuntos Cam¬ 
pesinos y Agropecuários y ENDE. Su Directorio fue conformado por un representante 
de cada una de las entidades públicas accionistas, más un representante dei Comité Cívico 
de Cochabamba (con derecho a voz sin voto). 

La Ley 951 autorizaba al Poder Ejecutivo a gestionar el financiamiento necesario para 
la ejecución dei PMM ante organismos financieros nacionales e internacionales. A efectos 
de que la empresa Misicuni se constituyera como sujeto de crédito ante los organismos 
financieros internacionales, se emitió el Decreto Supremo 22007 dei 13 de septiembre 
de 1988, el cual reglamentaba la Ley 951 y determinaba que la participación de las cuatro 
instituciones públicas en la empresa Misicuni fuera la siguiente: 

a. El Servido Municipal de Agua Potable y Alcantarillado (Semapa), con la proporción que 
corresponda al agua potable para la ciudad de Cochabamba. 

b. La Corporación Regional de Desarrollo de Cochabamba (Cordeco), en la proporción co- 
rrespondiente al agua potable para poblaciones menores y el componente agropecuário de 
riego con excepción de la asistencia técnica. 

c. La Empresa Nacional de Electricidad (ENDE), en proporción al componente hidroeléctrico. 

d. El Ministério de Asuntos Campesinos y Agropecuários (MACA) en la proporción perúnen- 
te a la asistencia técnica agropecuaria. (DS 22007, 13/09/1988, art. 3) 

A su vez, el Directorio —órgano jerárquico administrativo superior— de la empresa 
Misicuni estaba compuesto por; 

a. Un presidente designado por el Poder Ejecutivo, de acuerdo al articulo 62 de la Constitución 
Política dei Estado, con derecho a voz y voto dirimidor en caso de empate. 

b. Un representante de Cordeco, con derecho a voz y voto. 

c. Un representante de Semapa, con derecho a voz y voto. 

d. Un representante de ENDE, con derecho a voz y voto. 

e. Un representante dei Ministério de Asuntos Campesinos y Agropecuários, con derecho a 
voz y voto. 

f. Un representante dei Comité Cívico de Cochabamba, con derecho a voz sin voto. (DS 
22007, art. 4) 

La Ley 951 (22/10/1987) fue modificada el 21 de diciembre de 1994 mediante Ley 
1605, que determinó la participación accionaria de sus miembros: Ministério de Desarro- 
Uo Sostenible y Medio Ambiente (MDSMA), Cordeco, Alcaldía Municipal de Cochabam¬ 
ba, Semapa y ENDE, pudiendo incorporarse como miembros accionistas los gobiernos 
municipales de QuiUacoUo, Vinto, Tiquipaya, Colcapirhua, Sipe Sipe y otros dei área de 
influencia dei proyecto. 
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4.2.I.4. Políticas internacionales sobre el recurso agua 

La privatización dei agua en BoHvia no puede comprenderse sin tomar en cuenta el con¬ 
texto internacional en matéria de políticas sobre servicios públicos básicos. Los organis¬ 
mos financieros internacionales, dedicados a la creación y explotación de nuevos mer¬ 
cados, en los que se incluyó el agua, fueron las que dictaminaron y condicionaron las 
políticas nacionales sobre el control y la administración de este recurso natural por parte 
dei sector privado nacional y transnacional. 

Para contextualizar la privatización de Semapa-PMM, se enumeran las principales acciones 
emprendidas a nivel internacional en la década de los noventa, en relación al recurso agua; 

• En 1991, la Organización de las Naciones Unidas creó el Secretariado Internacional 
dei Agua. 

• En 1992, la Conferencia Internacional sobre Agua y Medio Ambiente, reunida en Du- 
bKn y patrocinada por el sistema de las Naciones Unidas, aprobó las nuevas orientacio- 
nes en la gestión dei agua y la participación privada en la distribución de agua potable. 

• También en 1992, la Cumbre de la Tierra, realizada en Rio de Janeiro, definió nuevas 
estructuras institucionales y jurídicas relativas al agua, con el apoyo y financiamiento 
dei Banco Mundial y dei Fondo Monetário Internacional. 

• En 1993, el BM pubHcó un documento en el que definió tres “principios clave” en el 
manejo de recursos hídricos, a saber; introducir mecanismos dei mercado (privatiza¬ 
ción, descentrahzación y fijación de precios eficientes), lograr mayor participación de 
los usuários en la gestión de los recursos hídricos, e instituir entidades reguladoras con 
el marco legal correspondiente. 

• En 1996 se creó la Asociación Mundial dei Agua, orientada a promover el anáhsis y la 
puesta en práctica de las directrices internacionales en matéria de recursos hídricos. 

En el marco de estas políticas, y con el fin de crear las condiciones para la participación 
dei sector privado en la administración y control dei recurso agua, los organismos interna¬ 
cionales disenaron y financiaron la privatización de los servicios públicos de agua potable 
y alcantariUado de las ciudades de La Paz y El Alto (Samapa) y Cochabamba (Semapa). 

Los organismos financieros internacionales, principalmente el BID y Banco Mundial, 
desempenaron un rol determinante en los programas de desarroUo dei sector de sanea- 
miento básico, tanto en el área rural como urbana. Uno de los objetivos fue consolidar 
los sistemas existentes para luego financiar —a través de créditos— un proceso de priva¬ 
tización dei agua en BoHvia. En esta Hnea, el BM financió los siguientes proyectos; 

• Creación dei Viceministerio de Saneamiento Básico. 

• Fortalecimiento institucional de las principales empresas de agua en el país (en la perspectiva de una 
futura privatización): Samapa (La Paz), Semapa (Cochabamba) y SAGUAPAC (Santa Cruz). 
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• Elaboración dei Plan Nacional de Saneamiento Básico (1992-2000), orientado a planificar un 
futuro escenario con participación dei sector privado. 

• Creación de la Superintendência de Saneamiento Básico (Crespo. En: Salazar, 2011: 85). 

Entre los créditos otorgados por el BID, destacan los $us 88.800.000 para el 
Programa de Saneamiento Básico Urbano y Participación dei Sector Privado en el 
Sector Urbano (987/SF-BO y ATN/MT-5442-BO). Estos fondos fueron utilizados 
para la contratación de consultorias destinadas a elaborar una Ley de Aguas, que no 
se aprobó como tal, ni en su integridad. En cambio, se aprobó la Ley 2029 de Agua 
Potable y Saneamiento Básico (29/10/1999), con la finalidad de normar la prestación 
y utilización de los servicios de agua potable y alcantarillado, así como el otorgamien- 
to de concesiones y licencias a privados para la prestación de dichos servicios. Esta 
Ley también creó la Superintendência de Saneamiento Básico (Sisab), más conocida 
como “Superintendência de Agua”. 

Del financiamiento dei BM son centrales el Crédito 2134-BO para el Programa de 
DesarroUo Empresarial Privado, y el Crédito 2187-BO para el “Proyecto de Rehabili- 
tación de Agua y Alcantarillado de las Ciudades Mayores”. Con recursos provenientes 
de estos créditos, se financiaron los servicios de consultoria contratados para la priva- 
tización de Semapa y de Misicuni, entre otros gastos. Además, es importante senalar 
que la ejecución de los créditos tenia como condición la transferencia de Semapa al 
sector privado, via concesión. Asi lo senala el Decreto Supremo 24633 dei 27 de mayo 
de 1997, al referirse al crédito 2187-BO por $us 34.000.000: 

Que el Banco Mundial ha condicionado la ampüación dei plazo de ejecución dei Crédito 2187- 

BO a la Concesión dei Servicio de Agua Potable y Alcantarillado de la Ciudad de Cochabamba 

(Semapa), indicando que el proceso debe ser concluido antes dei 30 de junio de 1997 (DS 

24633, 27/05/1997, considerando noveno). 

En 1997, el gobierno negoció la condonación de $us 600 miUones adeudados por 
el Estado boliviano a organismos bilaterales y multilaterales. Uno de los compromisos 
asumidos por el gobierno para lograr esa condonación fue la privatización de Semapa. 

4.2.2. El proceso de privatización de Semapa y dei Proyecto Múltiple Misicuni 

Para la descripción y el análisis dei proceso de privatización de Semapa-PMM, se presenta 
primero la cronologia de los hechos destacados, con la finalidad de tener una visión pa¬ 
norâmica de dicho proceso. 
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Cuadro 125. Cronologia de la privatización de Semapa-PMM 
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Fuente: CEMIPyC, 2018. 

La privatización de Semapa y dei Proyecto Múltiple Misicuni se enmarcó en la política de 
liberalización de los servicios (en este caso, de provisión de agua potable y sistema de alcanta- 
rülado). Los diferentes gobiernos privatizadores implementaron medidas para desregular este 
servicio y entregar su administración a las empresas transnacionales, vulnerando los derechos 
de la población boliviana, que desde bacia décadas luchaba por un acceso justo al agua. 

Para lograr la enajenación de Semapa-PMM, los gobiernos neobberales (desde 1989 
hasta 1999) transitaron un proceso largo y complejo, marcado por intereses de grupos de 
poder y resistido por las organizaciones sociales de Cochabamba. 

4.2.2.I. Inícios de la privatización dei agua ( 1989 - 1993 ) 

Durante el gobierno de Jaime Paz (MIR-ADN, 1989-1993) se ejecutó la primera fase de 
privatización de las empresas públicas. El Decreto Supremo 22836, aprobado el 14 de 
junio de 1991, estableció las normas generales para el “reordenamiento” o privatización 
de las empresas públicas, particularmente 60 empresas pertenecientes a las corporaciones 
regionales de desarroUo (Cordes); asimismo, estableció que las empresas estratégicas, y 
otras de gran importância como Semapa y Samapa, debían suscribir contratos de rendi- 
miento con el gobierno nacional. El DS 22836 establecía lo siguiente; 

Artículo 4°. El Poder Ejecutivo, mediante los Contratos de Rendimiento, establecerá los resulta¬ 
dos económico-financieros y los índices de productividad que deben obtener las empresas públi¬ 
cas en un período determinado. Mediante dichos contratos, el Poder Ejecutivo podrá desregular 
los mercados en los que operan las empresas públicas, posibiütando así la libre competência. 
Articulo 5°. Los Contratos de Rendimiento [...] darán a las empresas una mayor autonomia 
operativa, a cambio de compromisos de cumplimiento de metas que necesariamente se refle- 
jarán en la mejora de su rendimiento. 

Este tipo de contratos pretendían, en reahdad, fijar hmites a la inversión pública e 
incentivar el desarroUo de la inversión privada. 

Por eUo, Semapa y SAMAPA, las dos empresas más grandes de servicio de agua po¬ 
table y alcantariUado dei país, fueron incorporadas a la misma poUtica púbUca que las 
empresas estratégicas, pues para el neoUberaUsmo y los mercados globales, el recurso 
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natural agua es una mercancia de carácter estratégico, no se considera un servicio y un 
bien público sujeto al control y vigilância gubernamental sino un artículo manejado bajo 
regímenes de propiedad privada. 

De ahí que el Decreto Supremo 22836 contemple la potestad dei Estado para desre- 
gular los mercados en los que operan las empresas públicas dei país, evidenciando que ya 
en la política de Jaime Paz Zamora (1989-1993) se planteaba la desregulación dei mercado 
dei agua, incorporando una de las primeras piezas en la arquitectura jurídica que buscaba 
la privatización dei aparato productivo y de servidos dei país. 

En septiembre de 1989 fue ratificada la prioridad de ejecución dei Proyecto Múltiple 
Misicuni y se autorizo la gestión de recursos para la construcción de su primera fase ante 
el Gobierno de ItaHa y otras fuentes de financiamiento (DS 22304, 13/09/1989). El 15 
de septiembre de 1992 se aprobó la Ley 1348, que determinaba que los ingresos de Co- 
chabamba por regalias hidrocarburíferas debían ser destinados, desde 1993, a proyectos 
de preinversión en infraestructura, otorgando prioridad a Misicuni. 

En los siguientes gobiernos, tanto en el de Gonzalo Sánchez de Lozada como en el 
de Hugo Banzer-Jorge Quiroga, el propósito de privatizar el agua será más explícito de- 
bido a las exigências de los organismos financieros internacionales y a la intervención de 
grupos de poder local. 

4.2.2.2. Primer intento fallido de enajenación de Semapa (1993-1997) 

Las primeras medidas para avanzar en un proceso determinado de transferencia dei agua 
al sector privado se dan en el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada (1993-1997), en 
el marco de la política de privatización dei sector de saneamiento básico, denominada 
“Programa de participación privada en el sector saneamiento básico”. Bajo este progra¬ 
ma, Semapa y el Proyecto Múltiple Misicuni debían ser transferidos al sector privado 
combinando los métodos de privatización y capitahzación; esto significa que debía efec- 
tuarse en el marco de la Ley 1330 de Privatización, pero usando los procedimientos de 
la capitalización. Consiguientemente, el Ministério de Capitahzación, encargado de la 
enajenación de las empresas púbhcas, planeó para Semapa-PMM el empleo de algunas de 
las herramientas procedimentales usadas en los procesos de capitahzación; 

1) Contratación de vários servicios de consultoria: 

a. Banco de inversión, 

b. asesor técnico-financiero, 

c. asesor legal internacional. 

2) Elaboración de un memorándum de información. 

3) Elaboración dei marco regulatorio (modificación normativa en forma paralela a la 
privatización); 

a. normativa sectorial, 

b. normativa regulatoria. 
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4) Implementación de una sala de datos con información de la empresa a ser privatizada. 

5) Visita a potenciales interesados (road show). 

6) Apertura de sobres “A” y calificación para habilitar la apertura de sobres “B”. 

7) Apertura y evaluación de propuestas económicas (sobre “B”). 

8) Fecha de cierre; firma de contrato. 

Vários de estos pasos se emplearon en la capitaHzación de las empresas estratégicas y en 
la capitaHzación de Semapa-PMM; por ejemplo, la contratación de empresas consultoras 
para el asesoramiento jurídico y financiero, la elaboración de marcos normativos y regula- 
torios, y los roadshom. Otros, aunque estuvieron planificados (como la Hcitación, la caHfica- 
ción y firma de contratos), no se materiaHzaron porque la capitaHzación de Semapa-PMM 
no pudo avanzar. 

A continuación, se describe el papel de las consultoras más relevantes y costosas con¬ 
tratadas por el Ministério de CapitaHzación. 

4 . 2 . 2 . 2 .I. Consultoria técnico financiera: Dames el Moore Inc. 

El 11 de abril de 1995, Alfonso RevoUo, ministro de CapitaHzación, suscribió un Contra¬ 
to de Prestación de Servicios con la agencia de compras C3D con el objeto de que esta 
se encargara de seleccionar una empresa consultora para asesorar en temas técnicos y 
financieros relativos a la capitaHzación^^'’ dei Proyecto Múltiple Misicuni y de Semapa. La 
retribución a C3D por este servicio de selección fue de $us 20.848 (incluyendo crédito 
fiscal de $us 2.710 por el 13%) y el costo directo de las pubHcaciones alcanzó los $us 
19.152 (C3D- Gobierno de BoHvia. Convénio dei 24/07/1989). 

Para seleccionar a la empresa consultora, en mayo de 1995, la agencia C3D pubHcitó 
los términos de referencia (Licitación C3D/055/95) que establecían los siguientes reque- 
rimientos: 

• Elaborar alternativas de la Ingeniería Financiera para ejecutar la primera fase dei Proyecto Múltiple 
Misicuni (Misicuni I). 

• Analizar la factibiHdad de la capitaHzación dei Proyecto Múltiple Misicuni y los servicios de agua 
dei área de Cochabamba. 

• Elaborar los términos de referencia para la capitaHzación dei Proyecto Múltiple Misicuni y los ser¬ 
vicios de agua dei área de Cochabamba. 

• Elaborar alternativas de la ingeniería financiera para la capitaHzación de Semapa y los servicios de 
agua dei área de Cochabamba. 

• Elaborar los términos de referencia para la capitaHzación de Semapa y los servicios de agua dei área 
de Cochabamba. (Lic. C3D/055/95) 


326 Término empleado en la invitación a consultoras, pero no contemplado en la Ley de CapitaHzación. 
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Hasta el 5 de junio de 1995, siete firmas habían adquirido el documento de Hcitación. 
Después de tres meses de negociación (octubre a diciembre de 1995) entre el gobierno^^^ 
y la consultora estadounidense Dames & Moore Inc., con la asistencia de C3D, se acordo 
que la consultoria tendría por objeto elaborar la ingeniería financiera, la factibilidad de la 
capitaUzación y los términos de referencia para la capitalización de Semapa y Misicuni.^^® 
Para el caso de Semapa, la consultora debía trabajar en torno a tres propósitos concre¬ 
tos; a) contar con la base de datos de la empresa y ponerla a disposición de los interesados 
en su capitalización, b) transformar la institución Semapa en una empresa capitaüzable, 
y c) crear un modelo financiero que sirva de instrumento de anáüsis para establecer la 
forma más conveniente de capitalizar Semapa. Para el caso de Misicuni, su ingeniería fi¬ 
nanciera debía contemplar la determinación de los costos reales dei proyecto, cálculos de 
costos de infraestructura de riego y sus modalidades, cronograma de inversiones, cálculo 
dei precio dei agua e ingresos por venta de energia eléctrica. 

El 19 de diciembre de 1995, debido al retraso de la firma dei contrato con Dames & 
Moore, el Ministério de Capitalización y la consultora suscribieron un Acta de Negocia¬ 
ción de Contrato en la que la consultora se comprometia a iniciar trabajos, a su propio 
riesgo, a partir dei 18 de diciembre de 1995, mientras no se adjudicara el servido y se 
suscribiera el contrato definitivo. 

El 18 de enero de 1996, el Ministério de Capitalización adjudicó la prestación de servidos 
a la firma Dames & Moore^^° mediante Resolución Ministerial 05/96, y cuatro dias después 
(22 de enero de 1996) suscribió el contrato de prestación de servicios, formalizando la relación 
y fijando una remuneración de $us 900.000 (incluídos los impuestos de ley dei 12,5%).^^^ 
Debido a una posterior controvérsia en la ejecución dei contrato, este fue modificado 
limitando su alcance^^^ y reduciendo el monto de pago a $us 720.000. 

El equipo de trabajo de Dames & Moore estuvo compuesto por; 


327 Los miembros dei Grupo de Aguas dei Ministério de Capitalización y representantes gubernamentales en estas 
negociaciones fueron Fernando Arteaga, Claude Besse, Maria Inés Vera y Xavier Lema Pabón (Acta de Negociaciones 
de Contrato Licitación pública Internacional n.° C3D/055/95). 

328 “Minuta de Negociaciones Consultora Técnico-financiera Capitalización Proyecto Múltiple Misicuni”, 5 de octubre 
de 1995. 

329 El Acta de Negociación fue suscrita por Jaime Méndez (representante legal Dames & Moore, Inc.), Ariel Franck 
(gerente de Servicios Agencia de Compras C3D) y Xavier Lema Pabón (consultor dei Ministério de Capitalización). 

330 Entre los consultores locales dei equipo de Dames & Moore se encontraban los senores Carlos Méndez, Gabriel Rodríguez, 
Raúl Rico, Ricardo Calvo, Antonio Riccobono, Carlos Garcia, Carlos Araoz, Jaime Méndez, Rolando Morales y Fernando 
González QuintanOla (este último fue también consultor en la capitalización dei lioyd Aéreo Boliviano en 1995). 

331 Minuta de Contrato de Servicios de Consultoria suscrita por Alfonso RevoUo Thenier, ministro de Capitalización, y 
Jaime Méndez Mufioz, representante legal de Dames & Moore, Inc. La Paz, 22 de enero de 1996. Archivo dei Ministério 
de DesarroUo Productivo y Economia Plural-Repositorio de la Privatización y Capitalización. Serie: G-Semapa. 

332 El Acuerdo de Negociación, que puso fin a la controvérsia, fúe suscrito (únicamente en inglês) el 28 de mayo de 1996, 
y formalizado el 21 de septiembre de 1996 con la firma dei Contrato de Enmienda que redujo el alcance dei trabajo de 
consultoria previsto en el contrato inicial. Se acordó: elaborar alternativas de la ingeniería financiera para ejecutar la primera 
fase dei Proyecto Múltiple Misicuni (Misicuni I), que comprendia el túnel principal, la represa de 105 m, la central hidroeléctrica 
y otros; anaüzar la factibilidad de la capitalización dei Proyecto Múltiple Misicuni (Proyecto), y elaborar los Términos de 
Referencia para la capitalización dei PMM. En el acuerdo, la firma participa como Dames & Moore/Black & Veatch. 
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• Ronald Giovannelli, director de Proyecto y jefe de Grupo de Ingeniería. 

• Jonathan Motherwell, Control de Calidad. 

• Carlos Méndez, gerente de Proyecto y jefe dei Grupo de Ingeniería. 

• Anand Prakash, Grupo de Ingeniería - Ing. Presas. 

• Gabriel Rodríguez, Grupo de Ingeniería - Ing. Hidráulico. 

• Raúl Rico, Grupo de Ingeniería - Ing. Agrónomo. 

• Ricardo Calvo, Grupo de Ingeniería - Impacto Ambiental. 

• David Wilcox, Grupo de Ingeniería - Ing. Sanitario. 

• Antonio Riccobono, Grupo de Ingeniería - Ing. Geotécnico. 

• Christopher Macey, planificador de Uso de Tierra. 

• Carlos Garcia, Grupo de Ingeniería - Geologia, Calidad de Agua. 

• Brad Schaaf, Grupo de Ingeniería - Sistema de Información Geográfica. 

• Carlos Araoz, Grupo de Ingeniería - Ing. Hidroeléctrico. 

• Donald Mckinney, director y jefe dei Grupo Financiero. 

• Paul Hoback, Grupo Financiero - Privatización de Aguas. 

• Blaine Bickel, Grupo Financiero - Privatización de Aguas. 

• Robert Brady, Grupo Financiero - Privatización Energia. 

• Harold MinshaU, Grupo Financiero - Servicios de Agua y Energia. 

• Jaime Méndez, Grupo Financiero - DesarroUo Agroeconómico. 

• Rolando Morales, Grupo Financiero - Economista. 

• GuiUermo Thornberry, jefe dei Grupo Jurídico-Asuntos Legales e Institucionales. 

• Joseph Singer, Grupo Jurídico-Organización Institucional y Administración Pública. 

• Donald Rogers, Grupo Jurídico - Ing. Sanitario - Asuntos Institucionales. 

• Fernando Gonzales, Grupo Jurídico - Abogado - Asuntos Legales. 

4 . 2 . 2 . 2 . 2 . Consultoria para servidos legales: 0’Melveny el Myers LLP 

En agosto de 1996, el estúdio jurídico 0’Melveny & Myers LLP fue contactado para 
brindar servicios de asesoría legal internacional en la privatización de Semapa y Sama- 
pa, en el marco de la convocatoria MC/SNCI/GA/INV/02/96. El financiamiento para 
esta contratación provenía dei Banco Mundial (Crédito 2134-BO para el Programa de 
DesarroUo Empresarial Privado y Crédito 2187-BO para el Proyecto de Rehabilitación 
de Agua y AlcantariUado de las Ciudades Mayores). La firma dei contrato de servicios se 
formaUzó el 15 de enero de 1997, pero se reconoció que la consultora había trabajado 
desde el 15 de agosto de 1996. El honorário fijo pagado fue de $us 392.228,60 por las dos 
empresas, correspondiendo a Semapa la suma de $us 196.114,30. 

Debido a dificultades en la estratégia de privatización de Semapa y Samapa, el trabajo 
de consultoria no concluyó en diciembre de 1996, como estaba acordado, y los servi¬ 
cios se extendieron mediante un contrato modificatorio, aprobado por el Ministério de 
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Capitalización en Resolución Ministerial 058/97 dei 4 de junio de 1997.^^^ El honorário 
por la ampHación significo un monto adicional de $us 165.128,25 por las dos empresas, 
correspondiendo la suma de $us 82.564,13 a Semapa. 

El equipo técnico de la firma de abogados estuvo compuesto por José Fernández, 
director dei Proyecto; Paul Mosley, asesor; Antonio Del Pino, asesor; Rafael Díaz G., 
asesor; Owen Oipin, asesor; Santiago Nishizawa, asesor,^^"^ y Priscila CastiUo, asesora. 

q.z.z.z.j. Banco de inversión: Banque Paribas 

El 16 de septiembre de 1996, el Ministério de Capitalización suscribió un contrato de 
prestación de servicios con el Banque Paribas^^^ para asesoramiento, como banco de in¬ 
versión, en la privatización de Semapa y Samapa en el marco de la adjudicación realizada 
mediante Resolución Ministerial 131/96 dei 5 de septiembre de 1996. El pago de los 
servicios por Semapa previsto en el contrato contemplaba un honorário fijo total de $us 
200.000 y un honorário fijo de êxito equivalente a $us 200.000. 

Los servicios a prestar contemplaban; 

• Promoción dei proceso de privatización. 

• Selección de los inversionistas idóneos. 

• Diseno dei procedimiento de presentación y evaluación de propuestas. 

• Evaluación de la situación financiera, preparación dei modelo financiero, determina- 
ción dei valor de mercado y valor de hbros y su comparación. 

El banco también elaboró el memorándum de información de Semapa distribuído 
a los inversionistas y presentado en los road shows realizados para su privatización. 

4 . 2 . 2 . 2 . 4 . Otras consultorias 

Se contrataron otras dos consultorias; una con la empresa Halcrow como asesor técni¬ 
co estratégico, para desarroUar un modelo de manejo de activos e inversiones Capex, o 
inversiones en bienes de capital, para Semapa y Samapa. Este contrato fue firmado el 4 
de juho de 1996, por un monto total de $us. 98.242, correspondiendo a Semapa la suma 


333 El Contrato Modificatorio no lleva fecha, pero se hace referencia a que la “no objeción” dei BM/AIF para las 
modificaciones y el proyecto de contrato negociado fue otorgada mediante nota dei 3 de junio de 1997, y que dichas 
modificaciones fueron aprobadas por Resolución Ministerial n.° 058/97 dei 4 de junio de 1997. 

334 Nishizawa fue director general dei Registro de Comercio y Sociedades por Acciones (1994), director jurídico dei 
Ministério de Capitalización (1995-1996) y miembro dei Comitê de Administración dei fideicomiso constituído con 
la entidad Cititrust Limited (Bahamas) con los recursos de la capitalización de las empresas estratégicas (RS 216783, 
16/08/1996). El ano 2007 fue nombrado director suplente de Corani SA (Junta General Ordinaria de Accionistas, 
23/02/2007). Ese mismo ano fue, también, asesor legal de la empresa italiana Eti Telecom. En esa condición, 
pretendió participar en las negociaciones entre la empresa y el Estado boliviano por la nacionalización de Entel, 
habiendo sido separado, por razones éticas y a pedido dei gobierno. 

335 Hasta entonces, el Banque Paribas cumplía un contrato suscrito también con el Ministério de Capitalización (1995) 
para asesorar en el proceso de capitalización dei Uoyd Aéreo Boliviano. 
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de $us 49.121. El otro contrato fue con la consultora KPMG Peat Marwick SRL para 
realizar la auditoria patrimonial de Semapa y Samapa; firmado el 11 de abril de 1997, por 
un monto total de $us 110.000, correspondiendo a Semapa la suma de $us. 55.000. 

4 . 2 . 2 . 2 . 5 . La enajenación de Semapa asociada a la capitalizada Corani SA 

Un elemento fundamental para la privatización de Semapa estaba constituído por la fuen- 
te de agua que permitiría el abastecimiento continuo a la población de Cochabamba. El 
Proyecto Múltiple Misicuni, cuya ejecución había sido declarada de prioridad nacional 
por diversos gobiernos, parecia ser la solución integral al problema. Incluso el gobierno 
de Sánchez de Lozada había informado que el financiamiento para su primera fase (cons- 
trucción de un túnel de trasvase) se estaba negociando con la cooperación italiana. 

En 1996, el Ministério de Capitahzadón contrato los servidos de Dames & Moore 
para la reahzadón de una consultoria técnico financiera de Semapa y dei Proyecto Múl¬ 
tiple Misicuni, que informara sobre las alternativas de ingeniería financiera para ejecutar 
su primera fase, anahzara la factibilidad de su capitahzadón y los servidos de agua para 
Cochabamba, así como la factibihdad para capitahzar Semapa. 

Sin embargo, en contradicción con el proyecto de capitahzación Semapa-Misicuni, que 
le costó al Estado cuantiosos recursos financieros, el Ministério de Capitahzación impulsó 
la ejecución de otro plan: la asociación de la capitahzación de Semapa al Proyecto Central 
Hidroeléctrica Sacaba, el cual había sido concebido por ENDE como “un proyecto para 
generar energia eléctrica en una Central Hidroeléctrica ubicada en el vahe de Cochabamba y 
dotar de agua potable a Cochabamba”, descrito en los siguientes términos; 

El proyecto consiste básicamente en derivar las aguas dei rio Palca y aprovechar el embalse de 
Corani para trasvasar esas aguas al vaUe de Cochabamba y la otra almacenarla en el embalse 
Corani; en época seca, las aguas almacenadas en el embalse Corani serían trasvasadas al vaUe 
de Cochabamba mediante un sistema de bombeo. 

Las aguas trasvasadas, se destinarían a la producción de energia eléctrica en una nueva Central 
ubicadas en la zona de Sacaba (denominada Central Sacaba) y luego al abastecimiento de agua 
potable en la ciudad de Cochabamba, con el caudal de aproximadamente 2 m^/s. (Términos 
de referencia Licitación Púbhca Internacional 03/1995) 

En el marco de la capitahzación de ENDE, el Proyecto Central Hidroeléctrica Sacaba 
fue transferido a Corani SAM a “valor cero”. Corani SAM era una de las fracciones de 
ENDE que fue sometida al proceso de capitahzación (junto a Vahe Hermoso SAM y 
Guaracachi SAIM). Una vez concluido el proceso de hcitación para la capitahzación de 
Corani SAM (29 de junio de 1995), su control y administración pasó a Dominion Energy 
de EEUU Se constituyó así la empresa privada Corani SA, que incluía al Proyecto Hi- 
droeléctrico Sacaba más la concesión provisional “para la utihzación de las aguas dei rio 
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Palca y el estúdio de prefactibilidad dei proyecto Sacaba” por tres anos. 

El 21 de septiembre de 1995, Gustavo Méndez Torrico, director general de Semapa, sus- 
cribió una Carta de Intenciones con la empresa privada Corani SA, en la que se declaraba la 
intención de impulsar conjuntamente el desarroUo dei Proyecto Hidroeléctrico Sacaba, cuyo 
aprovechamiento se enmarcaría en los derechos adquiridos por Corani SAM dentro dei pro- 
ceso de capitalización. El objeto de la carta fue expresado en los siguientes términos: 

a) Establecer un acuerdo preliminar entre las Empresas Corani SA y Semapa, para la sus- 
cripción de un contrato de compra y venta dei servicio de captación y suministro de agua 
destinado al consumo dei área metropolitana de Cochabamba, proveniente dei Proyecto 
Hidroeléctrico Sacaba. 

b) Definir el marco referencial para la suscripción dei contrato. 

Las negociaciones para definir el contenido, alcance y obUgaciones dei contrato, se reaUzarán en 

el plazo máximo de 60 dias y la suscripción dei contrato en el plazo máximo de 105 dias, a partir 

de la firma dei presente documento. (Carta de Intenciones Corani SA/Semapa, 21/09/1995) 

Según la Carta de Intenciones, la empresa privada Corani SA debía entregar a Semapa 
2.000 litros/segundo de agua, a partir dei primer trimestre de 1999, posibles de ser in¬ 
crementados en otros 2.000 1/s adicionales, por un periodo no menor a 25 anos. Corani 
SA estableció que el costo estimado de la inversión para realizar el proyecto alcanzaba la 
suma de “80 miUones de dólares, sin incluir impuestos de ley” (Carta CPR/GG-00321- 
95) y se lo había comunicado al ministro de Capitalización, Alfonso RevoUo Thenier, el 
11 de septiembre de 1995, diez dias antes de la firma de la carta. 

La Carta de Intenciones solo seria válida si se cumpKan las condiciones que Corani SA 
requeria dei Gobierno boliviano (Ministério de Capitalización), a saber, que el Gobierno 

a) Extienda una nota confirmando que con la ejecución dei proyecto de referencia, la Empresa 
Corani SA cumplirá el compromiso de capitalización. 

b) Extienda una nota confirmando que en caso de capitalizar Semapa, transferirá los com- 
promisos y obUgaciones contractuales entre Semapa y Corani SA, a la nueva entidad que se 
forme como consecuencia dei proceso de capitaUzación. 

c) Una vez concluído el proceso de negociación y, con carácter prévio a la firma dei contrato 
de compra y venta a ser suscrito, extienda certificaciones conformando lo estipulado en los 
incisos precedentes. (Carta CPR/GG-00321-95) 

La más importante exigencia de Corani SA para desarroUar el Proyecto Sacaba era la 
certificación estatal de cumpUmiento dei compromiso de inversión asumido por la trans- 
nacional estadounidense Dominium Energy en la capitalización de Corani SAM {Contrato 
de Suscripción de Accionesj Administración, 31/07/1995). Así lo había informado Corani SA 

336 El uso de las aguas dei n'o Palca estaba circunscrito al Proyecto Sacaba u otro similar de generación de electricidad y 

suministro de agua a la región de Cochabamba que pudiera realizar la Empresa Corani SAM. 
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al Ministério de Capitalización en su nota dei 11 de septiembre de 1995 (Nota COR/GG- 
00321-95)/^’ y reiterado en su nota dei 21 dei mismo mes, en la que recuerda al ministro 
que “en la participación dei socio estratégico de la Sociedad Corani ha tenido influencia, 
entre otros elementos, el Proyecto Sacaba, presentado en los documentos de Licitación 
como parte dei posible Plan de Inversiones” (Nota COR/GG-00360-95)/^® 

Las negociaciones entre el gobierno de Sánchez de Lozada y la empresa privada Co¬ 
rani SA, iniciadas en 1995, no fueron expuestas ante la población boliviana; el primer 
anuncio sobre el tema se haría recién en julio de 1996 (Salazar, 2011) y se comunicaria 
una propuesta oficial en 1997. 

En los tres primeros anos de su gobierno, Sánchez de Lozada contó con el aval de los 
partidos de oposición en lo referido al tema dei agua en Cochabamba, “hasta que vino el 
alejamiento de Manfred Reyes ViEa (NFR), quien se desmarco de la defensa de la poKtica de 
perforación de pozos (21 de marzo de 1996)...”. Habría sido a partir de esa ruptura que los 
partidos de oposición definieron una agenda poKtica propia en la carrera electoral hacia 1997, 
basada en el Proyecto Múltiple Misicuni “pero también para disputar el control dei mercado 
de agua a favor de poKticos y empresados vinculados a la Nueva Fuerza RepubKcana, Acción 
Democrática NacionaKsta y Movimiento de Izquierda Revolucionaria” (Salazar, 2011; 35). 

En ese nuevo contexto, el 18 de mayo de 1996, el gabinete de Gonzalo Sánchez de 
Lozada emitió el Decreto Supremo 24298 que autorizaba la privatización de Semapa. La 
estratégia de privatización incluía la expansión de los servidos de Semapa a las jurisdic- 
ciones de la provinda Cercado y los municípios de QuiUacoUo, Tiquipaya, Vinto, Colca- 
pirhua y Sacaba. Un representante designado en forma conjunta por estos municípios 
se incorporaria como miembro dei Directorio de Semapa (art. 2). La estratégia incluía la 
participación de los trabajadores de la empresa con un monto que no superara los bene¬ 
fícios sociales (art. 1), estratégia que también se había usado para neutraKzar la oposición 
de los trabajadores a la privatización y capitaKzación de las empresas púbKcas. 

Pero el DS 24298 marcó también una decisión que seria altamente polémica; modifi- 
có la estructura dei Directorio de Semapa, determinando que la Presidência estuviera a 
cargo de un representante de la Prefectura dei Departamento de Cochabamba y ya no dei 
alcaide dei Municipio de Cochabamba. Se trató de un cambio que otorgaría al gobierno 
“el control absoluto de la información para las decisiones en torno al tema dei agua en 
Cochabamba, desplazando de esta manera al Municipio representado por el alcaide (...) 
En la práctica fue una intervención gubernamental de Semapa” (Salazar, 2011; 36). 

Otro elemento aprobado por el DS 24298 fue la autorización al Ministério de Capi¬ 
taKzación para contratar los servidos de consultoria necesarios para la privatización de 


337 Gary Narron, gerente general Corani SA, comunica al ministro de Capitalización, Alfonso Revollo Thenier, que se ha 
dado impulso al desarrollo dei Proyecto Hidroeléctrico Sacaba con un costo estimado de |us 80.000.000, negociando 
una Carta de intenciones con Semapa para la firma de un contrato de compraventa de agua. Pide certifique su 
cumplimiento dei compromiso de inversión asumido en la capitalización. 

338 El gerente general Corani SA comunica al ministro de Capitalización que se hizo Uegar una oferta de venta de agua a 
Semapa y sobre esa base se firmó una Carta de Intenciones, y solicita colaboración para que la ejecución dei Proyecto 
Sacaba se constituya en el cumplimiento de inversiones comprometidas en el proceso de capitalización de Corani SAM. 
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Semapa, incluído el servicio de “auditoria externa independiente a objeto de establecer 
el patrimônio de Semapa y la participación en el mismo de las entidades que efectuaron 
aportes de bienes y recursos desde su constitución original” (art. 3). Además, debían ava- 
luarse “las instalaciones y bienes afectados a los servicios de agua potable y alcantariUado 
de las municipalidades de QuiUacoUo, Tiquipaya, Colcapirhua, Vinto y Sacaba dei Depar¬ 
tamento de Cochabamba, a afecto de su integración a Semapa” (art. 3). 

En ese marco también se contrataron las consultorias anteriormente descritas (cf. 
supra). En 1996, el banco de inversión Paribas hizo la entrega dei Memorándum de In- 
formación para la privatización de Semapa.^^^ Esa información fue la base para el road 
show que reaüzaron los funcionários dei gobierno boliviano en distintos países de Europa 
y los Estados Unidos, visitando a los potenciales interesados en la ücitación entre el 26 de 
juHo y el 8 de agosto de 1996.'^'^® 

Iniciaknente, el cronograma elaborado para privatizar Semapa en 1996 tenía prevista la 
venta de términos de referencia para septiembre de 1996, la presentación de propuestas a 
mediados de noviembre de 1996, y su conclusión para diciembre de 1996.^'*^ Pero este cro¬ 
nograma fue interrumpido y pospuesto debido al inicio de movilizaciones de instituciones 
cochabambinas y a la demanda de inaplicabilidad dei DS 24298 dei 18 de mayo de 1996, 
planteada por el alcaide de Cochabamba, Manfred Reyes ViUa, el 30 de agosto de 1996.'^'^^ 

En marzo de 1997, un nuevo cronograma y una nueva estratégia para la privatización 
de Semapa fue anunciado por Claude Besse, asesor dei Ministério de Capitalización. Se¬ 
mapa seria transferido en concesión hasta el 4 de julio de 1997, aunque conservaria sus 
activos; el capital mínimo de inversión seria de $us 10.000.000 y la concesión por 30 anos 
ÇLos Tiempos, 07/03/1997). Senalaba que eran 40 las empresas interesadas en participar en 
la hcitación y que estarían exigiendo la seguridad de la fuente de agua, mediante la firma 
de un convênio de compra y venta de agua con Corani SA. 

El 10 de marzo de 1997, el periódico 1j)s Tiempos de Cochabamba informó que los 
técnicos dei Ministério de Capitalización habían declarado que, de acuerdo a un estúdio 
realizado por consultores internacionales, a la Alcaldía le pertenecía solo el 15% dei pa¬ 
trimônio total de Semapa, y que el restante 85% era dei Estado. Esto fue oficializado por 
Gonzalo Sánchez de Lozada y su gabinete mediante DS 24767 dei 31 de julio de 1997. 

Ante las amenazas de protesta de las instituciones cochabambinas, el gobierno deci- 
dió flexibilizar el cronograma para la hcitación de Semapa, postergando la pubhcación 
de la convocatoria (Eor Tiempos, 11/03/1997). Pero el 13 de marzo de 1997, el pueblo 


339 El Memorándum de Información fue anexado a la información contenida en la Sala de Datos, disponible para 
los interesados en adjudicarse Semapa que hubieran comprado los términos de referencia y firmaran un acta de 
confidencialidad de la información. 

340 Cronograma obtenido de diferentes faxes remitidos por Banque Paribas al Ministério de Capitalización durante ese 
periodo. 

341 Pubücación de la convocatoria en el New York Times, juHo de 1996. 

342 Memorial presentado por Pastor Ortiz Mattos, apoderado, y Jaime Ampuero Garcia, abogado, en representación 
dei Alcaide de Cochabamba y dei Directorio de Semapa. La demanda fue planteada contra el Decreto Supremo 
que modificó la estructura dei Directorio de Semapa, cambiando al Alcaide dei municipio de Cochabamba por un 
representante prefectural. 
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cochabambino marcho en rechazo a la privatización de Semapa, apoyando, en cambio, 
la privatización de Misicuni^'*^ y demandando la prosecución de sus obras y el manejo 
regional de los fondos de la cuenta “Agua para Cochabamba”, cuyo monto alcanzaba 60 
miUones de dólares (Salazar, 2011). 

El 6 de abril de 1997, en medio de una gran tensión social, el empresário Juho León 
Prado (ICE Ingenieros) propuso ejecutar Misicuni con una inversión propia de $us 
100.000.000, en un tiempo récord de tres anos y medio, bajo penalidades económicas; la 
condición era que el adjudicatario de Semapa debía comprar su producto por 40 anos a 
0,20 centavos de dólar el metro cúbico (Los Tiempos, 06/04/1997). 

El 11 de abtil de 1997, la empresa privada de electdcidad Corani SA presentó una propuesta 
que “alcanzó a la mitad de precio dei agua propuesta por el empresário Julio León Prado para 
Misicuni, ampliando la oferta de agua a cuatro mil litros por segundo a partir dei ano 2008” 
(Salazar, 2011; 42). La propuesta entregada al Ministério de Capitalización, mediante nota de 
esa fecha, senaló los términos y precios bajo los cuales ofertaba suministro y transporte de agua 
a la ciudad de Cochabamba a través dei proyecto Sacaba, en los siguientes términos; 

• Esta propuesta está basada en el préstamo a la empresa Corani de 52 miUones de dólares de 
los Estados Unidos con recursos provenientes dei “Fondo de Agua para Cochabamba” con 
un interés de 1% por 40 anos, con el pago de solamente interés por los 10 primeros anos 
y el pago de interés y principal por los siguientes 30 anos dei préstamo. La propuesta está 
condicionada también a la privatización y/o otorgación [sic] en concesión de la empresa 
de agua de Cochabamba (Semapa) y la firma de un contrato, con la nueva empresa privada, 
aceptable a ambos interesados. 

• El suministro estaria disponible en un periodo de aproximadamente 39 meses a partir de la 
firma dei contrato. 

• La propuesta en precios de Abril 1997 (incluyendo los impuestos aplicables) es la siguiente; 

Metros cúbicos por segundo 0-2 2-3 3-4 

Precio (US$/mes) $0.10 $0.08 $0.07 

La propuesta de Corani SA se consohdaba mediante esta carta (Narron, 1997). Como 
se evidencia, la inversión que ofrecía la empresa no correspondia a los recursos dei socio 
estratégico que capitahzó Corani SAM, sino que se trataba de un crédito concesional. 

En el cronograma privatizador, estaba previsto emitir el decreto supremo de aprobación 
de la privatización de Semapa junto a otro decreto supremo que aprobara la adjudicación 
de la construcción dei túnel principal dei Proyecto Múltiple Misicuni,^''^ ambos el 22 de abtil 


343 De acuerdo a Fernando Salazar, . .el principal logro dei jefe político de la Nueva Fuerza Republicana fue dar inicio 
a una campana electoral bajo la consigna ‘Misicuni sí, privatización de Semapa no’, con lo cual logró la adhesión dei 
capital electoral” (2011: 37). 

344 En fecha 15 de abril de 1997, el Directorio de la Empresa Misicuni ya había aprobado la Resolución 02/97, 
disponiendo la adjudicación de la construcción de las obras dei Túnel de Trasvase de los Rios Titiri-Serkheta 
(Misicuni), al Consorcio Astaldi-ICE Ingenieros. 
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de 1997. Pero, tomando recaudos sobre el rechazo dei pueblo cochabambino al proyecto 
propuesto por Corani SA, la administración de Sánchez de Lozada cambio su táctica, y el 19 
de abrü de 1997 solo aprobó el decreto privatizador. La aprobación de la adjudicación dei 
túnel principal de Misicuni fue postergada; su decreto supremo se aprobaría junto a otro de 
autorización para negociar la provisión de agua cruda a Semapa con la empresa Corani SA. 

El Decreto Supremo 24574 dei 19 de abrü de 1997 autorizo a Semapa la participación 
privada en la prestación de sus servidos mediante concesión a largo plazo, así como a 
arrendar sus bienes inmuebles y transferir sus bienes muebles o constituir derecho de ex- 
plotación sobre sus bienes necesarios al servido público. También autorizo al Ministério 
de CapitaUzación a efectuar la licitación pública internacional para la concesión de Semapa, 
realizar consultas, crear salas de datos, organizar visitas y constituir una comisión caüfica- 
dora para las concesiones de acuerdo a normativa (comisión encargada de emitir el informe 
de recomendación al superintendente de Aguas, quien otorgaría las concesiones mediante 
resolución administrativa; el concesionario debería pagar el derecho de concesión que fúera 
fijado en la licitación). 

Con esa autorización, el Ministério de CapitaUzación pubücó la convocatoria a Lici¬ 
tación Pública Internacional para la concesión de Semapa; MC-AGUAS/2/97 el 20 de 
abril de 1997, bajo el rótulo de “Concesión de aprovechamiento de aguas y la concesión 
dei servido público y de agua potable y alcantariUado de la ciudad de Cochabamba y sus 
alrededores”. Ante la decisión gubernamental de licitar Semapa, las organizaciones co- 
chabambinas se movilizaron e iniciaron una huelga de hambre el 25 de abril de 1997. 

El 30 de abril de 1997, el alcaide de Cochabamba presentó un recurso directo de 
nuhdad contra la convocatoria a Licitación Pública Internacional para la concesión de Se¬ 
mapa (MC-AGUAS/2/97).^'^‘^ El recurso presentado fue admitido el 20 de mayo de 1997 
y la licitación quedó suspendida oficialmente el 15 de junio de 1997, tras la notificación 
formal de la Corte Suprema de Justicia al ministro de CapitaUzación, Alfonso RevoUo, de 
acuerdo a declaraciones realizadas por Edgar Saravia, secretario nacional de Capitaüza- 
ción ÇLos Tiempos, 16/06/1997). 

Cabe destacar que el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada había insistido hasta 
el final de su gestión para beneficiar a la empresa privada Corani SA como proveedora 
de agua en la privatización de Semapa, aunque fuera en paralelo a Mfisicuni. En efecto, 
el 27 de mayo de 1997 aprobó dos decretos supremos; el DS 24633 que homologaba la 
Resolución dei Directorio de la Empresa Misicuni de adjudicar la construcción dei Túnel 


345 Cronograma incluído en el documento “Estratégia y cronograma Semapa” que el Ministério de Capitalización, 
a través dei consultor dei Grupo Aguas, Xavier Lema Pabón, remitiera al consultor Santiago A. Nishizawa T., de 
0’Melveny & Myers para su análisis, adjunto a la nota CITE: SNCI/GA/33/97. La Paz, 16 de abril de 1997. 

346 Memorial que interpone recurso directo de nuHdad, presentado por Fernando Canedo Quiroga, director de Asesoría Legal 
de la MunicipaHdad de Cochabamba, en nombre y en representación de Manfred Reyes ViUa Bacigalupi en su condición 
de Alcaide Municipal de la provinda Cercado dei departamento de Cochabamba y presidente dei Directorio de Semapa. El 
recurso directo de nuhdad se basaba en la falta de jurisdicdón y competência dei ministro de Capitalización, Alfonso Revoüo 
Thenier (que desconoda el carácter de empresa municipal descentralizada de Semapa) y en que el Directorio no había dado 
aprobadón para emitir la convocatoria, no había aprobado sus términos de referenda y no se había practicado auditoria ni 
avalúo de las instaladones y bienes afectados de las munidpaHdades provinciales, entre otros puntos. 
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de Trasvase al Consorcio Astaldi-ICE, y el DS 24634 que autorizaba al Ministério de 
CapitaUzación negociar con Corani SA un contrato para suministro de agua cruda, que 
debía ser suscrito con el concesionario que fuera seleccionado en la Hcitación pública 
internacional de Semapa. Este último decreto supremo, en sus considerandos, defimú la 
Política Integral de Recursos Hídricos en los siguientes términos; 

Con el propósito de dar una solución estructural al problema de abastecimiento de agua pota- 
ble y de riego de los municípios y tierras agrícolas de los valles de Cochabamba, el Gobierno 
Nacional ha formulado una estratégia integral de desarrollo de recursos hídricos que deter- 
minan la ejecudón dei Proyecto Múltiple Misicuni, la ejecución dei Proyecto Múltiple Sacaba 
[Corani] y la concesión de los servidos públicos de agua potable y alcantarillado de la ciudad 
de Cochabamba y sus alrededores (DS 24633, 27/05/1997). 

Ya al finalizar la gestión gubernamental de Sánchez de Lozada, la Corte Suprema de Jus- 
ticia resolvió el recurso de nulidad que el alcaide de Cochabamba planteara el 30 de abril de 
1997 contra la Hcitación púbHca internacional de Semapa, denominada MC-AGUAS/2/97. 
El 2 de juHo de 1997, la Corte dictó sentencia en dicho recurso y faUó declarando nula la 
convocatoria y Hcitación púbHca MC-Aguas/2/97 (Los Tiempos, 03/07/1997). 

Dias antes de dejar el poder, Sánchez de Lozada aprobó dos decretos supremos. Uno 
de eUos suscribía el Reglamento que seria el elemento fundamental para la posterior ena- 
jenación de Semapa; 

• Decreto Supremo 24716 dei 22 de juHo de 1997; aprobó el Reglamento de Uso de Bie- 
nes de Dominio PúbHco y de Servidumbres para Servicios de Aguas y el Reglamento 
de la Organización Institucional y de las Concesiones dei Sector de Aguas; este último 
ratifica lo previsto en la Ley Sirese, la creación dei Superintendente de Aguas. 

• Decreto Supremo 24767 dei 31 de juHo de 1997; 1) aprobó el Informe de Auditoria 
Patrimonial de Semapa^'*^ (TGN el 85% y Alcaldia de Cochabamba el 15%); 2) dis- 
puso una nueva conformación dei Directorio de Semapa (cuatro representantes de la 
Prefectura y uno de la Alcaldia de Cochabamba)3) dejó a cargo de la Superinten¬ 
dência de Aguas la ejecución de la Hcitación púbHca internacional de Semapa “y otras 
cuya incorporación corresponda”, utiHzando la documentación e información dei Mi¬ 
nistério de CapitaHzación; 4) incorporó la participación de las alcaldias y el Directorio 
de Semapa en las concesiones, autorizaciones y contratos otorgados de acuerdo con 
la Hcitación; y 5) dispuso que el Ministério de CapitaHzación ceda en favor de la Su¬ 
perintendência de Aguas el contrato existente con el banco de inversiones. 


347 El Informe de Auditoria Patrimonial de Semapa (realizado por la firma KPMG PeatMarwick LLP el 27 de septiembre 
de 1997) establece que el Tesoro General de la Nación ha aportado el 85% dei património de Semapa y la Alcaldia 
Municipal de Cochabamba el 15% dei mismo (DS 24767, art. 1). 

348 El Directorio queda conformado por: cuatro representantes de la Prefectura de Cochabamba con derecho a voz y voto, 
uno de los cuales actuará como presidente y otro como vicepresidente; un representante de la Alcaldia Municipal de 
Cochabamba con derecho a voz y voto; el director general de Semapa, con derecho a voz sin voto (DS 24767, art. 2). 
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De esta manera, el gobierno entrante podia dar continuidad al propósito de transferir 
el servicio de agua potable y alcantariUado a manos privadas. 

A pesar de todo el esfuerzo y recursos desplegados, el gobierno dei MNR no logró 
concretar la enajenación de Semapa. Serían los grupos de poder aliados al nuevo gobier¬ 
no de ADN-MIR-UCS-NFR los que retomarían la privatización dei agua. 

4.2.2.3. La privatización dei agua (1997-1999) 

En la gestión de gobierno de Hugo Banzer y Jorge Quiroga, la modaHdad de privatiza¬ 
ción empleada fue la entrega de los servidos públicos de agua potable y alcantariUado 
y dei Proyecto Múltiple Misicuni a través de contratos de concesión. En el campo dei 
Derecho Público, la concesión es definida como; 

... los actos de la autoridad soberana por los cuales se otorga a un particular (llamado con- 

cesionario) o a una empresa (entonces concesionaria), determinado derecho o privüegio para 

la explotación de un território o de una fuente de riqueza, la prestación de un servicio o la 

ejecución de las obras convenidas (Cabanellas, 1993). 

La privatización asumió una nueva institucionaUdad. A partir de la extinción dei Minis¬ 
tério sin Cartera Responsable de CapitaUzación, decretada el 29 de juUo de 1997 mediante 
Decreto Supremo 24728, las tareas de privatización fueron transferidas al Ministério de 
Comercio Exterior e Inversión, el cual operaria —por disposición dei Decreto Supremo 
24814 dei 8 de agosto de 1997— mediante la Secretaria Nacional de Comercio Exterior e 
Inversión, que tenia a su cargo a la Unidad de Reordenamiento. 

El 25 de agosto de 1997, Semapa es definida como empresa descentralizada de la mu- 
nicipaUdad de la provinda Cercado dei departamento de Cochabamba, senalando que su 
reordenamiento incluirá la expansión de sus servidos de agua potable y alcantariUado a 
las jurisdicciones municipales de QuiUacoUo, Tiquipaya, Vinto, Colcapirhua y Sacaba (DS 
24828, 25/08/1997, arts. 1 y 2). Además, es repuesto el organismo máximo de Semapa, 
su Directorio, quedando compuesto de la siguiente manera; 

a) El Alcaide Municipal de la ciudad de Cochabamba, que actuará como Presidente. 

b) Un representante de la Prefectura dei Departamento de Cochabamba, que actuará como 
Vicepresidente. 

c) Un representante técnico de la Alcaldía Municipal de Cochabamba. 

d) Un representante designado en forma conjunta por las Alcaldías Municipales de QuiUacoUo, 
Sacaba, Vinto, Colcapirhua y Tiquipaya. 

e) Un representante dei Comité Cívico de Cochabamba. 

f) El Director General de Semapa en calidad de Secretario, con voz y sin voto (DS 24828, 
25/08/1997, art. 3). 
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A poco más de un mes de su arribo al poder, Hugo Banzer y su gabinete autorizaron 
a la Secretaria Nacional de Comercio Exterior e Inversión a convocar licitaciones inter- 
nacionales simultâneas de Misicuni y Semapa: ambas empresas estaban autorizadas a 
negociar y suscribir, en 60 dias, un contrato de compraventa de agua potable por un plazo 
de 40 anos (DS 24841,12/09/1997). 

En el marco de esa nueva estratégia de privatización, el 30 de diciembre de 1997, el 
gobierno de Banzer decide ampliar el alcance dei contrato suscrito en 1996 con la empre¬ 
sa Banque Paribas por los servidos de consultoria y banco de inversión para la empresa 
Semapa y el Proyecto Múltiple Misicuni. Los honorários por el nuevo alcance dei trabajo 
serian; $us 200.000 como honorário fijo y $us 1.200.000 como honorário de êxito; este 
monto seria pagado por el concesionario adjudicado según estipulaciones a incorporarse 
en el phego de condiciones respectivo. 

El fracaso dei primer intento de privatización de Semapa con la intervención de la 
capitalizada Corani SA finahzó el 13 de marzo de 1998, cuando la Superintendência de 
Electricidad, mediante memorial, instruyó a Corani SA archivar el Proyecto Sacaba por 
contravenir la política gubernamental que priorizó la construcción dei Proyecto Múltiple 
Misicuni. En todo caso, al extinguirse la alternativa de la enajenación dei agua a través dei 
proyecto Corani, que habia sido propiciado por el gobierno dei MNR y la Empresa Eléc¬ 
trica Corani SA (1995-1997), serian otros grupos de poder local (Soboce, ICE Ingenieros 
SA, Companía Boliviana de Ingeniería y la Constructora Petricevic SA) los que, asociados 
a capitales transnacionales, se adjudicarían la concesión de Semapa y el PMM. 

4.2.2.3.I. Licitación Pública Nacional e Internacional Semapa-Misicuni 

La licitación se puso en marcha el 23 de abril de 1998 con la Resolución dei Consejo 
Nacional de Política Económica (Conape) que aprobó la estratégia para la concesión de 
Misicuni y Semapa. 

El 4 de junio de 1998, el Directorio de la Empresa Misicuni autorizó la concesión dei 
Proyecto Múltiple Misicuni en favor de una persona jurídica de derecho privado mediante 
licitación pública nacional e internacional, el alquiler dei Túnel Principal dei PMM, la ce- 
sión de garantias y derechos al inversionista adjudicado y la constitución de servidumbres 
voluntárias sobre prédios de propiedad de la empresa (Res. 005/98, 04/06/1998). 

Por su parte, el Directorio de Semapa autorizó la participación privada en la provi- 
sión de agua potable y alcantarillado a través de la modahdad concesional, el arrenda- 
miento de sus bienes, la transferencia de activos y pasivos y la utihzación de bienes pú¬ 
blicos con destino al objeto de la concesión (Res. 013/98, 08/07/98). La Municipalidad 
de Cochabamba homologó esta resolución mediante la Ordenanza Municipal 2163/98 
(DS 25133,21/08/1998). 

Hugo Banzer y su gabinete aprobaron el Decreto Supremo 25133 dei 21 de agosto 
de 1998, autorizando “la participación dei sector privado en la prestación dei servicio 
público de agua potable y alcantarillado para la ciudad de Cochabamba y en el Proyecto 
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Múltiple Misicuni” (art. 1). Se delegó al Ministério de Comercio Exterior e Inversión y las 
Superintendências de Agua y de Electricidad la tarea de Uevar a cabo la ücitación pública 
nacional e internacional para la priva tización de Semapa (art. 3). Se instruyó conformar 
una Comisión Calificadora encargada de recepcionar, aperturar, evaluar y caüficar las pro- 
puestas. La Comisión seria presidida por el ministro de Comercio Exterior e Inversión y 
conformada por el viceministro de Inversión y Privatización, el director ejecutivo de la 
Unidad de Reordenamiento, un representante de la Superintendência de Aguas, un repre¬ 
sentante de la Superintendência de Electricidad y por lo menos dos vocales (art. 5). 

El 27 de agosto de 1998 se publicó la Licitación Pública Nacional e Internacional 
MCEI/SE-SA/UR/SEMAPA-MISICUNI/05/98, convocando a empresas o consorcios 
a presentarse al proceso de selección para la prestación dei servido público de agua po- 
table y alcantariUado para la ciudad de Cochabamba y dei Proyecto Múltiple Misicuni. La 
publicación de la convocatoria se reaHzó el 3 de septiembre de 1998 en The Wall Street 
Journal y en el Bolivian Times?'^'^ 

Los plazos de la licitación fueron ampliados en dos oportunidades mediante enmiendas, 
respondiendo a “las solicitudes expresadas por los adquirentes dei Pliego de Condiciones y 
de los resultados de las reuniones uno a uno con los mismos” (DS 25351,19/04/1999). 

El acto de apertura de propuestas se Uevó a cabo el 14 de abril de 1999. El único pro¬ 
ponente que se presentó fue el Consorcio Aguas dei Tunari, conformado por empresas 
nacionales e internacionales.^^® De acuerdo al Decreto Supremo 25351, el proponente no 
cumpHó con los requisitos exigidos en el Pliego de condiciones, por lo que la Comisión 
Calificadora definió no proceder con la apertura dei “sobre 2” (propuestas económicas) 
y elaboró su Informe de Recomendación dei 15 de abril de 1999, sugiriendo que la Lici¬ 
tación Pública Nacional e Internacional fuera declarada desierta.^^^ 

Cuatro dias después de presentado el Informe de Recomendación, el Gobierno pro- 
mulgó el Decreto Supremo 25351 (19/04/1999), declarando desierta la Licitación Pú¬ 
blica Nacional e Internacional MCEI/SE-SA/UR/SEMAPA-MISICUNI/05/98. No 
obstante, en su artículo 2 se determinó no desechar la propuesta dei único proponente, 
sino “reconducirla” a través de un proceso de negociación, de manera que más adelante 
se pudiera garantizar su adjudicación. Esta medida se justificó bajo los siguientes consi¬ 
derados escritos en el mismo decreto; 


349 El aviso publicado anuncia que la venta dei Pliego de condiciones se inició el 28 de agosto de 1998. 

350 El Consorcio Aguas dei Tunari estaba conformado por las empresas International Water Limited, Abengoa Servicios 
Urbanos SA, y el Consorcio Boliviano conformado por Sociedad Boliviana de Cemento SA, Companía Boliviana 
de Ingeniería, ICE Ingenieros SA y la Constructora Petricevic SA, empresas que cumplían con los requerimientos 
técnicos y financieros dei Pliego de condiciones, pero que debían subsanar y aclarar observaciones en el plazo 
establecido en el Pliego y no lo hideron. 

351 En el Decreto Supremo 25351 (considerandos cuarto, quinto y sexto) se refieren los hechos de la Licitación Pública 
Nacional e Internacional MCEI/SE-SA/UR/SEMAPA-MISICUNI/05/98. 



404 


Las empresas públicas en el departamento de Cochabamba 


• Que la ejecución dei Proyecto Múltiple Misicuni mediante concesión privada y la concesión 
dei Servido Público de Agua constituyen necesidades impostergables de impacto social de 
amplio alcance cuya soludón tiene carácter impostergable en el marco de las condiciones 
reales dei mercado de capitales y las restricciones para la inversión pública. 

• Que las características técnicas, económicas y experiencia profesional de cada una de las 
empresas que componen el Consorcio “Aguas dei Tunari”, se adecuan a la magnitud dei 
Proyecto Misicuni, por lo que se hace necesario verificar la propuesta técnico económica que 
presentan para su ejecución. 

• Que habiéndose buscado la optimdación dei proceso de Licitación Pública Nacional e In¬ 
ternacional correspondiente y transcurrido el largo proceso de promoción, es necesario re- 
conducir el proceso para el logro de los objetivos, en el marco dei interés social y dei Estado. 
(DS 25351,19/04/1999) 

El artículo 2 dei DS 25351 establecía lo siguiente; 

a) Ratificar de necesidad social el Proyecto Múltiple Misicuni y la Concesión de Semapa. 

b) Autorizar la negociación con el Consorcio Aguas dei Tunari, con carácter de exclusividad por 
un período de 45 dias, sobre la base de la propuesta técnico económica -que no fue conocida 
púbHcamente en el acto de apertura de sobres- previa presentación de una Boleta Bancaria de 
Garantia de Seriedad de Propuesta por el monto de $us 2.000.000, incondicional, irrevocable 
y a la vista, válida por 120 dias, a nombre dei Ministério de Comercio Exterior e Inversión. 

c) Establecer una Comisión de Negociación conformada por el Viceministro responsable dei 
proceso de privatización, el Prefecto dei Departamento de Cochabamba, el Alcaide dei mu¬ 
nicípio de Cochabamba, los Superintendentes de ambos sectores y las máximas autoridades 
de ambas empresas. 

d) La Comisión Negociadora será la encargada de evaluar y negociar la propuesta técnica y 
económica, presentada por el Consorcio Aguas dei Tunari, sobre la base de los antecedentes 
presentados en la Licitación Pública. 

En cumplimiento dei artículo 2 dei DS 25351, se conformo la Comisión Negociadora 
de la siguiente manera; 


Cuadro 126. Comisión de Negociación dei Gobierno con Aguas dei Tunari 


1 Cargo público 

Nombre | 

Viceministro de Inversión y Privatización 

Miguel López Bakovic 

Prefecto dei Departamento de Cochabamba 

Guido Camacho Rodríguez 

Alcaide dei Municipio de Cercado 

Manfred ReyesVilIa 

Superintendente deSaneamiento Básico 

LuisGuillermo Uzín Fernández 

Superintendente de Electricidad 

Alejandro Nowotny Vera 

Presidente ejecutivo de Misicuni 

Gonzalo Rico Calderón 

Gerente general de Semapa 

Arturo CocaSeleme 


Fuente: CEMIPyC, 2018. 
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A esta Comisión Negociadora no le correspondia definir la adjudicación, que era po- 
testad dei Consejo de Ministros. 

4.2.2.3.2. Adjudicación de Semapa-Misicuni a Aguas dei Tunari 

El 4 de junio de 1999, cumplidos los 45 dias de negociación “a puertas cerradas”, el 
Consorcio Aguas dei Tunari presentó una propuesta mejorada para obtener la concesión 
dei servido público de agua potable y alcantariUado para la ciudad de Cochabamba y 
para la ejecución dei Proyecto Múltiple Misicuni (DS 25413, 11/06/1999). La Comisión 
Negociadora aceptó la propuesta e inmediatamente remitió su informe al presidente de 
la República en Consejo de Ministros, quienes respondieron con la promulgación dei De¬ 
creto Supremo 25413 dei 11 de junio de 1999, en el que se determina aprobar el Informe 
de la Comisión Negociadora de fecha 8 de junio de 1999, que recomienda establecer el 
pago de alquiler, por parte dei futuro concesionario, por los activos fijos de Semapa (art. 
1); asimismo, adjudicó el aprovechamiento de aguas, la prestación dei servido público 
de agua potable y alcantariUado para la ciudad de Cochabamba, el suministro de agua de 
riego y la generación de energia eléctrica, en el contexto de la ejecución dei Proyecto Múl¬ 
tiple Misicuni (art. 2). Además, a través de las Superintendências de Saneamiento Básico 
y de Electricidad fueron otorgadas las concesiones y Ucencias que correspondian, prévio 
cumpUmiento de las normas y formas establecidas en la legislación boUviana (art. 3). 

Por su parte, los directorios de ambas empresas Ucitadas emitieron las resoluciones 
correspondientes. El 18 de agosto de 1999, el Directorio de Semapa emitió la Resolución 
008/99 que autorizaba la disposición de los bienes de Semapa. Un dia después, el 19 de 
agosto, el Directorio de la empresa Misicuni emitió la Resolución 05/99 que autorizaba la 
suscripción dei Contrato dei Régimen de Bienes entre la empresa Misicuni y la empresa 
Aguas dei Tunari, y dei Contrato de Arrendamiento dei Túnel Principal dei PMM, con¬ 
forme a las especificaciones técnicas de los contratos de construcción suscritos entre las 
empresas Misicuni y el Consorcio Astaldi-ICE. 

q.z.z.j.y. Constitución de la empresa privada Aguas dei Tunari SA 

El Consorcio Aguas dei Tunari, ya en su caUdad de concesionario dei aprovechamiento 
de aguas y de los servidos de agua potable y alcantarülado para la ciudad de Cochabam¬ 
ba, debía constituir una sociedad anónima, bajo las leyes boUvianas, para la firma de 
los contratos y su operación en BoUvia. En consecuencia, los miembros dei consorcio 
constituyeron la sociedad anónima Aguas dei Tunari SA (ATSA) el 18 de agosto de 1999, 
pero su trâmite fue presentado y aprobado por el Registro de Comercio y Sociedades por 
Acciones (Recsa) el 2 de septiembre de 1999, mediante Resolución Administrativa 02- 


352 Dicha Resolución es homologada por Ordenanza Municipal 2380/99 dei 25 de agosto de 1999. 
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15954/99/^^ en un trâmite que duró menos de un día. 

ATSA fue registrada con domicilio en la Avenida Oquendo s/n, Edifício Los Tiem- 
pos, ciudad de Cochabamba. El número de su Registro Único dei Contribuyente (RUC) 
era 9360247 y su actividad consistia en la captación, purifícación y distribución de agua a 
todo tipo de usuários. Fue emitido en fecha 1 de septiembre de 1999. 

De acuerdo a su Acta de Constitución, el objeto principal de la empresa era; 

a) Operar sistemas de agua potable y alcantariUado; 

b) distribuir y vender agua de riego; y 

c) generar Energia Eléctrica (Acta de Constitución ATSA, 18/08/1999: cláusula l.a). 

Los Accionistas Fundadores de ATSA fueron seis empresas; dos extranjeras (consti- 
tuidas el ano 1999) y cuatro nacionales (de las cuales tres eran empresas antiguas y una re- 
cién constituida en 1999). La fecha y lugar de constitución de cada empresa, su represen¬ 
tante legal y su participación accionaria se encuentran descritos en el siguiente cuadro; 


Cuadro 127. Accionistas dei concesionario Aguas dei Tunari SA 


Empresa 

Constitución 

Representante 

N.° 

Acciones 

Monto de aporte 
capitai suscrito (Bs) 

% 

International Water (Aguas dei 
Tunari) Limited 

22/07/1999 

Islas Caimán 

Geoffrey Richard Thorpe 

259 

25.990 

55,22 

Riverstar International SA 

11/02/1999 Uruguay 

Maria Isabel RiosVillegas 

118 

11.800 

25,16 

Sociedad Boliviana de Cemento SA 

14/11/1979 Bolivia 

Juan Carlos Ramón 
Requena Pinto 

23 

2.300 

4,9 

Companía Boliviana de Energia SRL 

3/11/1978 Bolivia 

Juan Azcui Sandoval 

23 

2.300 

4,9 

Constructora PetricevicSA 

5/07/1979 Bolivia 

Milo Petricevic Raznatovic 

23 

2.300 

4,9 

ICE Agua y Energia SA 

06/07/1999 Bolivia 

Julio León Prado 

23 

2.300 

4,9 

Total 

_1 

469 

_1 

46.900 

99,98 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base a Testimonio 9.390/99. 


Como se puede observar, las dos empresas extranjeras y la nacional ICE Agua y 
Energia SA fueron constituidas en 1999, el mismo ano de la constitución de ATSA 
y de la adjudicación. Las dos empresas extranjeras se formaron como subsidiarias de 
dos transnacionales con importante participación en negocios privados dei agua en 
distintos paises. Por su parte, la empresa boliviana ICE Agua y Energia SA fue insti¬ 
tuída dias antes de la constitución de ATSA por la misma empresa (ICE Ingenieros 
SA) que anos antes formó el consorcio Astaldi-ICE, adjudicatario de la construcción 


353 ATSA fue constituida el 18 de agosto de 1999 y su Escritura Pública de Constitución (8972/99) Ueva fecha de 19 
de agosto de 1999. El trâmite fue realizado por Geoffrey Richard Thorpe, presidente dei Directorio Provisional de 
ATSA. En el marco de la Resolución Administrativa SA 24/999, emitida por el Servido Nacional dei Registro de 
Comercio, el 2 de septiembre de 1999 la empresa Aguas dei Tunari SA fue registrada con la Matrícula 07-046522-02. 
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dei túnel de trasvase dei Como se verá más adelante, el contrato de conce- 

sión que suscribirá ATSA con la Superintendência de Aguas denominará a las empre¬ 
sas que constituyeron las nuevas empresas como “accionistas últimos”. 

De acuerdo a la Matrícula de Inscripción de fecha 2 de septiembre de 1999, ATSA tenía un 
capital autorizado de Bs93.800, un capital suscrito de 46.900 y un capital pagado de Bsl 1.780. 
De acuerdo al balance de apertura de 1999, los montos convertidos a dólares americanos (con 
tipo de cambio de Bs5,89 por cada dólar americano) serían los siguientes: 


Capital autorizado: 
Capital suscrito: 
Capital pagado: 


Bs93.800 $us 15.925,30 

Bs46.900 $us 7.962,65 

Bsl 1.780 $us 2.000,00 


ATSA, adjudicataria de Semapa-Misicuni, se había constituído con la suma de $us 
2.000, monto que fue depositado en el City Bank NA, en la cuenta bancaria a nombre de 
Aguas dei Tunari (en formación).^^^ 

El Directorio Provisional de ATSA, designado al momento de su constitución, estuvo 
conformado de la siguiente manera: 


• Presidente: 

• Vicepresidente: 

• Secretario: 


Geoffrey Richard Thorpe. 

Maria Isabel Rios ViUegas. 

Juan Ascui Sandoval (Escritura Pública 8972/99, 
19/08/1999). 


Los miembros de este Directorio estaban facultados para representar a ATSA, con 
plenos poderes para proceder a la organización preliminar y realizar los trâmites relativos 
a la personería jurídica, aprobación de estatutos, registros y otras autorizaciones necesa- 
rias para el legal funcionamiento de la sociedad anónima, hasta la designación dei direc¬ 
torio definitivo, a ser nombrado una vez obtenida la aprobación final de los estatutos. 

El trâmite para la inscripción de ATSA al Registro de Comercio de Sociedades por 
Acciones (Recsa) fue realizado por Geoffrey Thorpe como presidente dei Directorio, 
junto a su abogado José Luis Inchauste. Revisada la documentación de inscripción en el 
Recsa, se ha evidenciado que el trâmite para la sohcitud de esa inscripción se inició el 2 
de septiembre de 1999 en la ciudad de La Paz, habiéndose concluido —aparentemente— 
en menos de medio día. En el lapso de horas, el 2 de septiembre de 1992 se reahzó todo 
el trâmite: su recepción, la elaboración de los informes técnicos que sustentan la reso- 
lución emitida por la autoridad pertinente, la firma de la Resolución Administrativa n.° 
02-15954/99 (suscrita por el abogado Luis Alberto Antezana Pinaya, Director Nacional 
Senarec) y la emisión de la Matrícula de inscripción de la empresa ATSA. 


354 La Empresa Misicuni suscribió con Astaldi-ICE el “Contrato de Construcción dei Túnel de Trasvase de los rios Titlrl- 
Serkheta entre la Ventana CaHo y la Falia Misicuni” mediante escritura pública 2263/97 otorgada el 14 de novlembre 
de 1997 ante la Dra. GretzeU Vldaurre, Notário de Gobierno de Cochabamba (DS 26529, 25/02/2002). 

355 La boleta de depósito al City Bank NA, fechada el 2 de septiembre de 1999, cursa en la carpeta comercial de ATSA 
en el Registro de Comercio, que administra Fundempresa. 
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Esta situación cobra gravedad cuando se evidencia que ese mismo 2 de septiembre por 
la tarde, los accionistas de ATSA mantuvieron una Junta General Ordinaria de Socios (a 
horas 14:30), una reunión de Directorio (15:00) (Testimonio 329/99) y una Junta General 
Extraordinária de Socios (15:30) (Testimonio 9.390/99), todas en la ciudad de Cochabam¬ 
ba. A pesar de que la Junta General Extraordinária comenzó a horas 15:30 y existían seis 
puntos para su tratamiento, dos de los miembros, Maria Isabel Rios ViUegas y Enrique Ba¬ 
rdos Ponce de León, se hicieron presentes en el despacho de la Notaria de Fe Pública Tatia- 
na Terán de Velasco en la ciudad de La Paz a horas 16:00. Es decir que, en treinta minutos, 
participaron en una Junta tratando seis temas y luego viajaron de Cochabamba a La Paz. 

La notaria de Fe Pública procesó dos escrituras: la primera fue un Poder Especial y 
Suficiente en favor de Geoffrey Richard Thorpe, a horas 16:00 (Testimonio 329/99); la 
segunda, una Escritura de Modificación de los Estatutos de ATSA, a horas 17:00 (Testi¬ 
monio 9.390/99). El encabezamiento dei poder otorgado a Richard Thorpe senalaba: 

En la ciudad de La Paz, a horas dieciséis dei dia dos de Septiembre de mü novecientos noventa y 
nueve anos. Ante Mi: TATIANA TERÁN DE VELASCO, Abogado - Notário de Fe Pública de 
Primera Clase de este Distrito Judicial y testigos que al final se nombran y suscriben, fue presente 
en esta Oficina Notarial la empresa “AGUAS DEL TUNARISA” debidamente representada por la 
Vicepresidenta dei Directorio senora MARÍ A ISABEL RÍOS VT T.TE GAS y el Secretario dei Direc¬ 
torio Dr. ENRIQUE BARRIOS PONCE DE LEÓN” (Testimonio n.° 329/99, 02/09/1999). 

Con relación al trâmite veloz en Senarec, Gonzalo Maldonado, entonces diputado por 
Cochabamba, sohcitó que esa entidad certificara la fecha y hora de ingreso dei Poder dei 
representante legal Geoffrey Richard Thorpe (Testimonio 329/99, 02/09/1999). Luis 
Alberto Antezana Pinaya respondió: “... no cursa hora de registro dei documento, pues- 
to que en ningún trâmite se asigna la hora de registro, solamente se consigna la fecha” 
(Certificado Complementario 121/2000, 15/03/2000).^^'’ 

La Primera Junta General Ordinaria de Accionistas de ATSA se reunió para recibir el 
informe dei Directorio Provisional designado al momento de la constitución de la empre¬ 
sa, realizar la elección dei Directorio y dei síndico, determinar la fianza de los directores 
y dei síndico, elegir al presidente dei Directorio, determinar el quórum necesario para la 
validez de las reuniones de Directorio y para designar al director general (“CEO”) y al 
Director de Operaciones (“COO”) determinando términos y condiciones para su con- 
tratación. Estuvieron presentes en la junta: 

• Geoffrey Richard Thorpe (International Water-Aguas dei Tunari Ltda.) 

• Maria Isabel Rios ViUegas (Riverstar International SA) 

• Juan Carlos Ramón Requena Pinto (Soboce SA) 

• Rolando Blanco Padüla (ICE Agua y Energia SA) 


356 El Certificado Complementario n.° 121/2000, emitido por el abogado Luis Alberto Antezana Pinaya (Directorio 
Nacional dei Servido Nacional de Registro de Comercio Senarec) fue elaborado a solicitud de Gonzalo Maldonado 
Rojas, diputado por Cochabamba. 
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• Milo Petricevic Raznatovic (Copesa) 

• Juan Ascui Sandoval (Companía Boliviana de Ingeniería SRL). 

Para la elección dei Directorio de ATSA se tuvo en cuenta la participación accionaria 
de los socios. Se conformaron tres grupos: el primero con cinco directores en represen- 
tación de la accionista mayoritaria International Water; el segundo con dos directores en 
representación de la empresa Riverstar, segunda accionista de ATSA, y el tercero con dos 
directores en representación de las empresas nacionales. El detaUe de los nueve directores 
elegidos se presenta en el siguiente cuadro: 

Cuadro 128. Directorio de Aguas dei Tunari SA (1999) 



Fuente: Acta de la Junta General Ordinarla de Accionistas, 2 de septiembre de 1999. 

Concluida la Junta General de Accionistas, se reunió por primera vez el Directorio de 
la sociedad Aguas dei Tunari SA. 

La Primera Junta Extraordinária de Accionistas, reunida ese 2 de septiembre de 1999, mo- 
dificó los Estatutos de ATSA incrementando su capital social. El capital autorizado ascendió 
de Bs93.800 (al momento de la constitución) a Bsl46.500.000. La participación accionaria 
de las seis empresas sócias quedaria conformada según lo descrito en el siguiente cuadro: 


Cuadro 129. Accionistas fundadores dei concesionario Aguas dei Tunari 


Empresa 

Representante 

N.° 

Acciones 

Monto de aporte (Bs) 

% 

International Water (Aguas dei Tunari) Limited 

Geoffrey RichardThorpe 

80.575 

80.575.000 

55% 

Riverstar International SA 

Maria Isabel RíosVillegas 

36.625 

36.625.000 

25% 

Sociedad Boliviana de Cemento SA 

Juan Carlos Ramón Requena Pinto 

7.325 

7.325.000 

5% 

Companía Boliviana de Energia SRL 

Juan Azcui Sandoval 

7.325 

7.325.000 

5% 

Constructora Petricevic SA 

Milo Petricevic Raznatovic 

7.325 

7.325.000 

5% 

ICE Agua y Energia SA 

Julio León Prado 

7.325 

7.325.000 

5% 

Totales 


146.5 

146.500.000 

100% 


Fuente: Testimonio 9.390/99. Modificaclón de Estatutos Aguas dei Tunari SA, 2 de septiembre de 1999. 


357 Al tipo de cambio de Bs5,89 por cada dólar americano, este nuevo capital autorizado seria de $us 24.872.655. 
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4.2.2.4. Contratos suscritos con Aguas dei Tunari SA 

De acuerdo al Decreto Supremo 25413 dei 11 de junio de 1999, que adjudico la Hcitación 
de Semapa-Misicuni al Consorcio Aguas dei Tunari, los contratos de concesión y licencia 
en favor de la adjudicataria debían ser firmados en el plazo de sesenta dias calendário; 
de no ser así, el Ministério de Comercio Exterior e Inversión debía ejecutar la boleta de 
garantia de seriedad de propuesta. Pero el plazo otorgado en el DS 25413 se cumplió el 
11 de agosto de 1999 y el Ministério de Comercio Exterior e Inversión, a la cabeza de 
Carlos Saavedra Bruno desde el 21 de junio de 1999 (DS 25439), no ejecutó la boleta de 
garantia de seriedad de propuesta. 

Semanas después, el 2 de septiembre de 1999, Hugo Banzer y su gabinete ministerial 
aprobaron la decisión de ampliar el plazo para la firma de los contratos, incluyendo en los 
considerandos de un decreto supremo (el 25501) el siguiente texto: 

... debido a que los contratos de concesión, licencia y régimen de bienes no fueron suscritos 
en el plazo establecido en el artículo 3 dei decreto supremo 25413, corresponde otorgar un 
nuevo término para su suscripción y autorizar los textos de los proyectos de contratos acor¬ 
dados por las Superintendências de Aguas y de Electricidad y aprobados por las empresas 
Semapa y Misicuni (DS 25501, 02/09/1999, considerando 11). 

El Decreto Supremo 25501 aprobó el texto de cada uno de los cuatro contratos a 
suscribirse entre el Estado boliviano y la sociedad anónima a ser constituída por el Con¬ 
sorcio Aguas dei Tunari,^^® en los siguientes términos; 

ARTÍCULO 1. Para los efectos de la adjudicación dispuesta por decreto supremo 25413, se 
aprueban los textos de los siguientes proyectos de contratos acordados por la Superintendên¬ 
cia de Aguas, la Superintendência de Electricidad, Semapa y MISICUNI, con el Consorcio 
Aguas dei Tunari: 

a. Contrato de Concesión de Aprovechamiento de Aguas y de Servicio Público de Agua Po- 
table y Alcantarillado en la ciudad de Cochabamba, a ser suscrito entre la Superintendência 
de Aguas y la sociedad anónima a ser constituida por el Consorcio Aguas dei Tunari, cuyo 
proyecto ha sido remitido al Ministério de Comercio Exterior e Inversión por la Superinten¬ 
dência de Aguas con nota N.° SSAl 180/99 de 26 de agosto de 1999. 

b. Contrato de Licencia de Generación de Energia Eléctrica y Concesión para el Aprovecha¬ 
miento de Recursos Hídricos, a ser suscrito entre las Superintendências de Electricidad y 
de Aguas y la sociedad anónima a ser constituida por el Consorcio Aguas dei Tunari, cuyo 
proyecto ha sido remitido al Ministério de Comercio Exterior e Inversión por la Superinten¬ 
dência de Electricidad con nota SE3583-DL200/99 de 26 de agosto de 1999. 


358 El Decreto Supremo 25501 senala en su considerando 10: “...el consorcio Aguas dei Tunari debe constituirse 
mediante la forma de sociedad anónima en la República de BoHvia y cumpür con las previsiones establecidas en las 
normas jurídicas en vigência para la suscripción de los contratos correspondientes con las Superintendências de Aguas 
y de Electricidad y las empresas Semapa y Misicuni”. 
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c. Contrato de Régimen de Bienes, a ser suscrito entre Semapa y la sociedad anónima a ser 
constituída por el Consorcio Aguas dei Tunari, cuyo proyecto ha sido aprobado por el Di- 
rectorio de Semapa mediante Resolución N.° 008/99 de 18 de agosto de 1999, homologada 
por Ordenanza Municipal N.° 2380/99 de 25 de agosto de 1999; y 

d. Contrato de Régimen de Bienes, Contrato de Transferencia de las instalaciones de la Es- 
tación de Bombeo Titiri y de Cesión y Subrogación dei Contrato de Arrendamiento de 
Línea Eléctrica e Instalaciones y Suministro de Electricidad, y Addéndum [sic] al contrato 
de Arrendamiento de Línea Eléctrica e Instalaciones y Suministro de Electricidad entre 
MISICUNI y ELFEC de 14 de diciembre de 1998, a ser suscritos entre MISICUNI y la 
sociedad anónima a ser constituída por el Consorcio Aguas dei Tunari, cuyos proyectos han 
sido aprobados por el Directorio de MISICUNI mediante Resolución N.° 05/99 de 18 de 
agosto de 1999. (DS 25501, 02/09/1999) 

En ese marco, se suscribieron los cuatro contratos, tres de eUos en fecha 3 de septiem- 
bre de 1999, y el de licencia para generación de energia eléctrica en la Central Misicuni en 
fecha 23 de septiembre de 1999. 


Cuadro 130. Contratos suscritos entre el Estado boliviano yATSA para la concesión de Semapa y PM Misicuni (1999) 


Descripción dei contrato 

Fecha 

Partes que suscriben 

Por el Estado boliviano Por la concesionaria 

Contrato de concesión de aprovechamiento de 
aguas y de servicio público de agua potable y 
alcantariliado en la ciudad de Cochabamba. 

03/09/1999 

Luís Guillermo Uzín Fernández, 
superintendente de Aguas. 

Geoffrey Richard Ihorpe, 
director general de AISA. 

Contrato de licencia para generación de electricidad 
y consiguiente ejecución de obras e instalaciones 
para la generación de electricidad dei PMM. 

23/09/1999 

Alejandro NowotnyVera, 
superintendente de Electricidad. 

Geoffrey Richard Ihorpe, 
director general de AISA. 

Contrato de régimen de bienes para Semapa. 

03/09/1999 

Luís Guillermo Uzín Fernández, 
superintendente de Aguas. 

José Arturo Coca Seleme, 
gerente general de Semapa. 

Geoffrey Richard Ihorpe, 
director general de AISA. 

Contrato de régimen de bienes de la empresa 
pública Misicuni (incluye el arrendamiento de túnel 
principal de Misicuni), Contrato de transferencia de 
las instalaciones de la Estación de Bombeo litiri y de 
cesión y subrogación dei Contrato de arrendamiento 
de línea eléctrica e instalaciones y suministro de 
electricidad, y adenda al Contrato de arrendamiento 
de línea eléctrica e Instalaciones y suministro 
de electricidad entre MISICUNI y ELFEC dei 14 de 
diciembre de 1998. 

03/09/1999 

Gonzalo Rico Calderón, 
presidente de la empresa 

Misicuni. Luís Guillermo Uzín, 
superintendente de Aguas. 

Geoffrey Richard Ihorpe, 
director general de AISA. 


Fuente: CEMIPyC, 2018. 
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4.2.2.4.2. Contrato de concesión de aprovechamiento de aguas y de servido público de agua 
potable y alcantarillado en la ciudad de Cochabamba 

En cumplimiento dei Decreto Supremo 25501 (02/09/1999), la Superintendência de 
Aguas otorgó la concesión de aprovechamiento de aguas y dei servicio público de agua 
potable y alcantarillado en la ciudad de Cochabamba. Para eUo, la misma Superintendên¬ 
cia aprobó la Resolución Administrativa SA n.° 24/99, de fecha 3 de septiembre de 1999, 
en ejercicio de sus facultades otorgadas por el Reglamento de Organización Institucional 
y de Concesiones dei sector Aguas,^^^ cuyo contenido refiere; 

ARTÍCULO PRIMERO. Otorgar a la sociedad Aguas dei Tunari SA, a nombre dei Estado 
Boliviano, la Concesión de Aprovechamiento de Aguas para fines dei servicio público de agua 
potable y alcantarillado de la ciudad de Cochabamba, en el marco de la adjudicación realizada 
mediante el Decreto Supremo N.° 25413 de 11 de junio de 1999. 

ARTÍCULO SEGUNDO. Otorgar a la Sociedad de Aguas dei Tunari SA, a nombre dei Esta¬ 
do Boliviano, la Concesión de Servicio Público de Agua Potable y Alcantarillado en la ciudad 
de Cochabamba. 

ARTÍCULO TERCERO. Los derechos y obügaciones emergentes de las Concesiones, se esta- 
blecerán en el Contrato de Concesión de Aprovechamiento de Aguas y dei Servido Público a 
ser suscrito entre la Superintendência de Aguas y el Concesionario, el mismo que forma parte 
de la presente Resolución Administrativa como Anexo. 

ARTÍCULO CUARTO. El plazo de las Concesiones será de cuarenta (40) anos computables 
a partir de la Fecha de Inicio prevista conforme al Contrato de Concesión. (RA SA n.° 24/99, 
03/09/1999) 

En el marco de esa Resolución, el contrato de concesión suscrito con ATSA otorgaba 
derechos concesionarios tanto para el aprovechamiento de aguas como para la provisión 
dei servicio de agua potable y alcantarillado a la ciudad de Cochabamba de acuerdo al área 
de concesión a determinarse en uno de sus anexos. El contrato constaba de tres partes: 

• Disposiciones iniciales; definiciones, antecedentes, objetivos y plazo dei contrato. 

• Proyecto Múltiple Misicuni; descripción dei proyecto y cláusulas aphcables para su 
ejecución y puesta en marcha de las obras e instalaciones con relación a la provisión 
de aguas, además de las cláusulas aphcables al aprovechamiento de aguas y dei servicio 
púbhco de agua potable y alcantarihado. 

• Disposiciones generales; cláusulas aphcables a todos los componentes y partes dei 
contrato; concesión de aprovechamiento de aguas, concesión de servicio púbhco de 
agua potable y alcantarihado y ejecución de obras dei componente de aguas dei PMM 
(cláusula 3.a). 

359 El Reglamento de Organización Institucional y de Concesiones dei sector Aguas faculta al superintendente de Aguas 
el otorgar, modificar y renovar las concesiones de servicio público así como las de aprovechamiento de aguas públicas, 
autorizaciones y registros y disponer la caducidad o revocatoria de los mismos, de acuerdo a Ley Sirese, la Ley de 
Aguas (de 1906) y las demás normas legales dei Sector Aguas y sus Reglamentos. 
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Entre las definiciones que contiene el contrato de concesión se encuentra una clasifi- 
cación de los accionistas de ATSA que va más aUá de lo que determinada la Escritura de 
Constitución aprobada por el Registro de Comercio de Sociedades por Acciones (Recsa). 
Hay dos tipos de accionistas, los fundadores y los denominados últimos: 

• Accionista fundador: el que a la firma dei contrato es titular de acciones en ATSA. 

• Accionista último: persona natural o jurídica que, directa o indirectamente, es titular de la 
mayoría dei capital o de los derechos de voto de un accionista o que tiene el control de un 
accionista en ATSA (cláusula 4.a). 

En base a esa definición, los accionistas últimos serían los siguientes: 


Cuadro 131. Accionistas últimos de Aguas dei Tunari SA 


Empresa 

Fecha y lugar de 
constitución 

% de participación en el capital dei 
accionista fundador 

Capital social dei accionista 
último 

Bechtel Enterprises Holding, Inc. 

15/03/1985 

EEUU 

100% en International Water 
(Aguas dei Tunari) Limited 

$us 100.000 

AbengoaSA 

4/01/1941 

Espana 

99,99% en Rivestar International SA 

10.000 Ptas. 

ICE Ingenieros SA 

3/12/1990 

Bolívia 

90% en ICE Agua y Energia SA 

Bs8.000.000 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en el Contrato de concesión. 


Otra importante definición inserta en la cláusula cuarta dei contrato es la referida al 
“Operador de Aguas”; en este contrato, “United Utilities International Limited u otro 
operador aprobado por la Superintendência de Aguas”. United Utilities Group PLC (fun¬ 
dada en 1995 como resultado de la fusión dei Noroeste agua y Norweb) era la mayor 
empresa especialista en agua dei Reino Unido. 

El objeto dei contrato senala que las partes acuerdan: 

(i) ... la otorgación de la Concesión de aprovechamiento de aguas hasta un caudal regulado 
de 6.6 m3/s a los fines de suministrar agua para riego y para el servicio público de agua 
potable y alcantariUado en el área de concesión (...). 

(ii) La ejecución en forma única y exclusiva de las obras e instaladones correspondientes al 
Componente de Aguas dei Proyecto Múltiple Misicuni y su puesta en funcionamiento, 
como obligación dei Concesionario de conformidad con la Cláusula 12.1.1, para el ejerci- 
cio de las concesiones referidas en el inciso (i) anterior (cláusula 5.a). 

El plazo de la concesión era de 40 anos (contados a partir de la fecha de inicio) y es- 
taba sujeto a los términos dei contrato. 

En su segunda parte, el contrato senala los compromisos asumidos para desarroUar 
obras en el componente Aguas dei PMM, tanto las referidas al contrato de concesión 
como las concernientes al Contrato de Electricidad, en los siguientes términos: 
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(a) La Represa Principal en el Rio Misicuni, el conducto for 2 ado y el embalse de compensación y toda 
obra relacionada con la misma (el “Componente de Aguas”), objeto dei presente contrato. 

(b) Una central hidroeléctrica en el sitio de MoUe MoUe, VaUe Central de Cochabamba y toda 
obra relacionada con la misma (el “Componente de Generación de Electricidad”) objeto 
dei Contrato de Generación de Electricidad. 

La inversión comprometida para este componente era de $us 96.700.000, con la ob- 
servación de que los montos serían “confirmados a la finaHzación de las investigaciones 
geológicas y geotécnicas”. De acuerdo al anexo 11 dei contrato, denominado “Descrip- 
ción de obras e instalaciones” (dei Proyecto Múltiple Misicuni), el detaUe de la inversión 
era el siguiente; 

• Represa; $us 50.000.000 

• Del túnel hasta Cochabamba; $us 16.700.000 

• Exclusivamente para generar energia; $us 30.000.000 

Total; $us 96.700.000 

La segunda parte dei contrato también se refiere al Contrato de Régimen de Bienes 
de Misicuni, describiendo el túnel principal de aducción dei PMM que se encontraba en 
construcción bajo responsabihdad de la empresa Misicuni, ejecutada por el Consorcio 
contratista Astaldi-ICE, el mismo que debía ser otorgado al concesionario en cahdad de 
arrendamiento, de acuerdo al contrato correspondiente. Aclara que si el túnel no se entre- 
gaba hasta el 31 de juho de 2001, las obhgaciones de inversión serían postergadas también 
(cláusula 9.a). La Superintendência de Aguas se comprometia a que la empresa Misicuni 
estableciera servidumbres en favor dei concesionario sin costo alguno. Además, Misicuni 
pondría a disposición de ATSA todos los estúdios técnicos de su propiedad.^^'* 

Las obhgaciones de ATSA, de acuerdo al contrato, eran; 

1. Construir las obras dei Componente de Aguas dei PMM necesarias para la provisión de agua 
al Área de Concesión, para los usos contemplados en la concesión. Para eUo deberá adquirir, 
alquilar o contratar e instalar los equipos y maquinarias necesarios para las obras senaladas 
y proveer los recursos materiales, humanos y cualesquiera otros que fueran necesarios para 
ejecutar las obhgaciones contraídas. 

2. Financiar las obras, la adquisición de equipos y materiales y la operación de los sistemas de 
suministro de agua para los diferentes fines previstos. 

3. Mantener las obras y equipos que integran los sistemas de suministro de agua. 

360 El contrato apuntaba: “(i) Estúdio de PrefactibiHdad dei Proyecto de Aprovechamiento Múltiple, realizado por la 
consultora Sofrelec Ingenieurs Conseils de Paris en 1975; (ii) Estúdio de Factibilidad dei Proyecto Múltiple Misicuni 
realizado por la consultora Lamarre Valoist Int. dei Canadá en 1979; (iü) Diseno Final dei Proyecto Múltiple Misicuni 
realizado por la consultora Electrowatt Ingenieros Consultores de Suiza en 1987; (iv) Estúdio de Factibilidad de 
Explotación y UtiHzación de los Recursos de Aguas en el Valle de Cochabamba y sus alrededores, realizado por la 
consultora TAMS Consultants Inc. de los Estados Unidos de América en 1997; y todos los demás estúdios técnicos 
complementarios que se encuentren disponibles en Misicuni”. 
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4. Transferir, al término dei plazo de Concesión, a quien la Superintendência de Aguas designe, 
todos los bienes, activos, derechos, servidumbres, obras, maquinarias e instalaciones que 
integran los sistemas. 

El contrato aclaraba que la construcción de la represa principal y las obras relacionadas 
estaban sujetas a que ATSA lograra obtener compromisos incondicionales de financiamien- 
to o financiamiento no garantizado con el patrimônio de los accionistas, bajo condiciones 
aceptables, es decir un préstamo de no menos dei 50% dei total dei financiamiento. Si el 
monto estimado excediera en un 10% el costo, ATSA podia incrementar las tarifas para 
financiar ese exceso, con autorización de la Superintendência (cláusula 12, 2). 

La supervisión de la construcción, operaciones, administración, cronograma de ejecu- 
ción y mantenimiento de los Componentes de Agua y de Electricidad dei PMM estaria a car¬ 
go de las Superintendências de Agua y de Electricidad, respectivamente (cláusula 13.a). 

En cuanto a la concesión dei servido público de agua potable y alcantariUado, era 
exclusiva para prestar el servido en el área de conexión, y ATSA temd los siguientes de¬ 
rechos y obhgadones; 

1. El aprovechamiento de aguas provenientes de fuentes y volúmenes de agua de los sistemas Escale- 
rani, Wara Wara, Chungará, Hierbabuenani y las fuentes subterrâneas, estas incluyen los pozos dei 
valle de Cochabamba que están localizados en subcuencas que tienen potencialidad de recursos de 
agua subterrânea como los pozos de Vinto y El Paso, además de los que estaban en construcción 
por Semapa en la zona de El Paso y nuevas fuentes de agua que identificara ATSA y cuya con¬ 
cesión sea solicitada a la Superintendência de Aguas a futuro (cláusulas 14,1; 16 y Anexo 1). 

2. La conducción de agua cruda desde las fuentes, incluyendo el transporte de agua cruda a 
partir dei embalse de compensación, hasta las plantas de potabiüzación. 

3. La potabiUzación dei agua cruda para uso humano. 

4. El transporte, almacenamiento, distribución y comerciaUzación de agua potable desde las 
plantas de tratamiento o de los pozos de agua hasta los usuários en el área de concesión, 
incluyendo el transporte dei agua cruda a partir dei embalse de compensación. 

5. La prestación exclusiva dei servicio y el derecho de obügar a los usuários potenciales a co- 
nectarse a los sistemas de agua potable y alcantariUado de ATSA de acuerdo a la Ley. 

6. El cobro de una tarifa de agua servida, así como la disposición final de la misma. 

7. La disposición final de aguas servidas tratadas. 

8. La venta de agua en bloque, incluyendo aguas servidas tratadas, a terceros dentro dei área de 
concesión y fuera dei área de concesión cuando no exista otro concesionario, previa autori¬ 
zación de la Superintendência de Aguas; también a otros concesionarios con su autorización 
y con autorización de la Superintendência, la cual no podrá ser negada sino por motivos 
razonables. (Cláusula 14.a) 

En cuanto al área de concesión, el anexo 4 dei contrato senala que “comprende la to- 
talidad dei Municipio de Cochabamba (Provinda Cercado) con la excepción de las áreas 
que se encuentran por encima de la cota 2.750 msnm”, de acuerdo a planos referenciales 
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adjuntos. El régimen de precios y tarifas dei contrato senalaba que la Superintendência 
de Aguas era la instancia a cargo de aprobar los precios y tarifas para la prestación dei 
servicio público de agua potable y alcantariUado (cláusula \ lf). 

La concesionaria ATSA debía prestar el servicio a todos los usuários dentro dei área de 
concesión, y en ningún caso podia suspender, reducir o interrumpir la prestación dei servicio a 
los usuários, salvo en la medida de lo permitido en el contrato.^^^ Anualmente, debía entregar a 
la Superintendência de Aguas y a los municípios donde ATSA prestaba servidos una copia de 
los planes de las redes que reflejaran las expansiones, modificaciones y câmbios efectuados. 

Sobre las metas de expansión que debía cumplir ATSA, el objetivo dei contrato de 
concesión era alcanzar progresivamente el 100% de cobertura de agua potable y alcanta- 
riUado en el área donde prestaba el servicio en un período no mayor a 36 anos. Las metas 
se dividieron en metas de expansión para el primer período (desde la fecha de inicio hasta 
el quinto ano de la concesión) y metas de expansión a largo plazo. 

Para el primer período de la concesión, ATSA debía instalar el número acumulado de 
conexiones o abonados nuevos de agua potable y de alcantariUado, planificado de acuer- 
do al siguiente cuadro; 


Cuadro 132. Número de conexiones (abonados) nuevas acumuladas 


Acumuladas a 

Dic.2000 

Dic.2001 

Dic.2002 

Dic.2004 

Conexiones de Agua Potable 

3.850 

11.800 

33.600 

57.600 

Conexiones de AlcantariUado 

4.150 

12.150 

34.150 

58.200 


Fuente: Contrato de concesión ATSA, Anexo 6,3 de septiembre de 1999. 


ATSA se comprometia a que por lo menos 45% de las conexiones de agua potable 
y 45% de las conexiones de alcantariUado, en el período entre la fecha de inicio y el 31 
de diciembre dei 2002, fueran conexiones de expansión. Por lo menos 20% de las co¬ 
nexiones de agua y 30% de las conexiones de alcantariUado entre diciembre de 2002 y 
diciembre de 2004 también debían ser conexiones de expansión. Aclaraba que las piletas 
púbUcas, conexiones clandestinas o no contabiUzadas a la fecha de inicio y las conexio¬ 
nes instaladas con recursos de créditos en ejecución antes de la fecha de inicio, no serían 
contabiUzadas para el cumpUmiento de las metas de expansión. 

Sobre las metas de expansión a largo plazo, la Superintendência de Aguas debía es- 
tablecer obUgaciones precisas, fijando cada cinco anos nuevas obUgaciones, las cuales se 
resumen en la siguiente tabla; 


Cuadro 133. Cobertura de agua potable por ano (diciembre) 


1 Ano 

2004 

2009 

2014 

2019 

2024 

2029 

2034 

2039 1 

Cobertura 

90% 

91% 

93% 

95% 

97% 

99% 

100% 

100% 


Fuente: Contrato de concesión ATSA, Anexo 6.3, septiembre de 1999. 


361 Se refiere a la cláusula 18.6.4 que senala el corte de servidos por falta de pago. 
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Cuadro 134. Cobertura de akantariliado por ano (diciembre) 


1 Afio 

2004 

2009 

2014 

2019 

2024 

2029 

2034 

2039 1 

Cobertura 

88% 

90% 

91,5% 

93% 

95% 

97% 

100% 

100% 


Fuente: Contrato de concesión ATSA, Anexo 6.3, septiembre de 1999. 

Pero el establecimiento de estas metas de expansión estaba directamente relacionado 
con el alza de tarifas. De acuerdo al contrato, si las metas impHcaban que el alza de tarifas 
fuera mayor al 25%, ATSA podia rechazarlas. Además, su cumpHmiento estaba condicio¬ 
nado a la disponibiHdad de agua cruda necesaria para proporcionar el servicio. 

ATSA tenía la atribución de proceder al corte dei servicio al usuário que no hubiera 
pagado la tarifa en un periodo mayor a dos meses desde la fecha de facturación. Podia 
también negociar contratos particulares con determinados usuários, previa autorización 
de la Superintendência de Aguas, en los casos en que el servicio demandara condiciones 
diferentes a las usuales (por distancia de las redes existentes o topografia inusual dei lu¬ 
gar) o requiriera un costo excesivo para su conexión o provisión. 

En casos de emergencia, la empresa concesionaria tenia derecho (previa aprobación de 
la Superintendência de Aguas) a una revisión extraordinária de tarifas (cláusula 18.a). 

El contrato dejaba claramente senalado que ATSA no estaria a cargo de la construc- 
ción, administración ni mantenimiento de la red pluvial, pudiendo suscribir acuerdos 
posteriores para asumir el manejo de la misma. 

Con referencia al contenido y alcance de la concesión de aprovechamiento de aguas, 
ATSA contaba con los siguientes derechos exclusivos: 

1. El aprovechamiento de agua de las fuentes. 

2. El abastedmiento a la población, comércios e industrias en el Área de Concesión. 

3. La conducción dei Agua Cruda desde las Fuentes hasta las plantas de potabüización. 

4. El cobro de un precio referencial inicial de US$ 0.08/m3 [...] por el suministro de agua 
para riego en el marco de los contratos que se suscribirán en el futuro con las entidades de 
distribudón de agua de riego. 

5. El cobro de un precio referencial inicial de US$ 0.23/m3 [...] por el suministro de Agua 
Cruda en bloque a terceros, en el marco de los contratos que se suscribirán en el futuro con 
empresas de distribudón de agua potable. 

ATSA estaba autorizada a realizar todas las actividades necesarias que permitieran el 
adecuado ejercicio de la concesión y la prestación dei servicio, por lo que tenía derecho al 
aprovechamiento de futuras fuentes que considerara necesarias. 

Entre las obhgaciones de la empresa concesionaria estaba el mantenimiento de la 
represa principal y sus obras anexas, la operación y mantenimiento de las estructuras dei 
sistema de aducción al embalse Misicuni y las estaciones de aforo, y la operación de un 
programa para sondeos periódicos de sedimentación en el embalse formado por la repre¬ 
sa principal. Además, ATSA era responsable de la operación y mantenimiento de todas 
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las obras incluídas en el Componente Aguas dei PMM, incluyendo el túnel principal. El 
contrato también permitia a ATSA suscribir contratos de suministro de agua cruda en 
bloque con otras distribuidoras de agua potable en el área de influencia dei PMM, siem- 
pre que no se viera afectado el suministro continuo de agua para el área de concesión, y 
previa solicitud de autorización a la Superintendência de Aguas. 

ATSA también asumió obHgaciones referidas al suministro de agua para riego, pero 
aclarando; 

... el suministro de agua para riego será realizado una vez que la demanda total de Agua 
Potable de los Usuários haya sido satisfecha y, además, el Concesionario no tendrá ninguna 
obligadón de satisfacer la demanda de agua para riego hasta que la Represa Principal haya sido 
completada y esté operable (Cláusula 22.a). 

De igual manera, podia suscribir contratos de suministro de agua para riego con enti¬ 
dades distribuidoras, previa autorización de la Superintendência de Aguas. 

Finalmente, a partir de la cláusula 23.a, el contrato se refiere a las disposiciones comu- 
nes a las concesiones. Se destacan, por su importância, las siguientes; 

• La tasa de regulación que ATSA debía pagar era hasta un máximo dei 3% anual de sus 
ingresos provenientes de la prestación dei servido, restándoles los impuestos indirectos. 
El pago debía ser mensual y la Superintendência podia bajar esa tasa, pero no subiria. 

• La información proporcionada por ATSA podia ser publicada por la Superintendên¬ 
cia de Aguas, salvo la considerada por la empresa como confidencial, privilegiada, 
secretos comerciales, o que constituyera propiedad intelectual dei concesionario o de 
terceros que le dieran el carácter de restringida, confidencial o secreta. 

• Los recursos provenientes de las multas cobradas por la Superintendência de Aguas 
por infracciones se destinarían a un fondo para inversiones dei sector de agua potable 
y alcantariUado en poblaciones menores, a ser ejecutados por el Fondo Nacional de 
DesarroUo Regional. 

• Las causales de terminación dei contrato son las usuales, salvo la que puede esgrimir 
ATSA: “si Misicuni no entregase el Túnel al Concesionario, a satisfacción de este últi¬ 
mo, antes dei 31 de Diciembre dei afio 2002” (cláusula 27.a) y la referida a su imposi- 
bihdad de obtener financiamiento hasta el 31 de diciembre de 2002 o hasta seis meses 
después de la finahzación dei túnel, por causas no imputables a su negligencia. 

• ATSA entregaba una garantia de cumplimiento, que podia ser una carta de crédito o una 
fianza bancaria, en favor de la Superintendência de Aguas, por un valor equivalente a $us 
3.000.000, renovable cada ano. El monto seria ajustado anuahnente por un monto igual al 
25% dei ingreso neto anual por prestación dei servido dei ano inmediatamente anterior, 
monto total sujeto a un mínimo de $us 3.000.000 y hasta un máximo de $us 5.000.000. 

• El contrato identifica cuatro distintos actores en torno a la concesión: la empresa conce- 
sionaria ATSA, el Operador de Aguas, los accionistas y los accionistas últimos. El Opera¬ 
dor de Aguas en la cláusula dei contrato referente a las definiciones es la transnacional in- 
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glesa United Utilities International, los accionistas son las seis empresas que constituyeron 
Aguas dei Tunari SA y los accionistas últimos son dos empresas transnacionales: Bechtel 
Enterprises Holdings Inc. de Estados Unidos y Abengoa de Espana; y una empresa boli¬ 
viana, ICE Ingenieros SA (cláusula 4,30; Anexos 13 y 14). ATSA compromete que tendrá 
otro contrato con el Operador de Aguas por un plazo de validez de hasta siete anos; el 
tenor de ese otro contrato deberá ser aprobado por la Supehntendencia de Aguas en un 
periodo de hasta 60 dias de firmado el contrato de concesión (cláusula 37.a). 

• La cláusula de resolución de controvérsias reconoce que existen instancias nacionales 
como el Sirese, tribunales de justicia y otras leyes aphcables para dirimir desacuerdos, 
pero no significa que se renuncie a requerir amparo de tribunales internacionales de 
arbitraje como CCI, Ciadi o Uncitral (cláusula 41 .a). 

4.2.2.4.2. Contrato de Régimen de Bienes suscrito entre Semapa y ATSA 

El Contrato de Régimen de Bienes suscrito entre Semapa y la concesionaria Aguas dei 
Tunari SA tenía como objeto; 

a) Convenir el arrendamiento comercial de los inmuebles arrendados que forman parte 
dei patrimônio de Semapa. 

b) Convenir la transferencia de los bienes muebles e inventários. 

c) Convenir la cesión y aceptación de los créditos cedidos, de los contratos cedidos y de 
las deudas asumidas entre Semapa y el concesionario. 

d) Convenir la sustitución de patronos entre Semapa y el concesionario respecto de los 
trabajadores transferidos. 

e) Convenir que el concesionario otorgue una opción de compra de acciones en favor de 

los trabajadores transferidos. 

Ç Convenir el otorgamiento de garantias en favor de Semapa y dei concesionario. 
g) Convenir otras estipulaciones específicas más adelante (cláusula 5.a). 

Mediante este contrato, Semapa otorgó en arrendamiento comercial sus inmuebles, 
incluyendo todos sus accesorios, dependencias, pertenencias y servidos, los cuales debían 
ser cuidados y conservados por el concesionario, quien debía destinar esos inmuebles 
únicamente a la prestación dei servido público o a actividades relacionadas. El arrenda¬ 
miento tendría una duración de diez anos, pudiendo ser renovado hasta un máximo de 
tres veces. Pese a ese plazo, Semapa podia suscribir un contrato de arrendamiento adicio¬ 
nal que permitiera a ATSA usar los inmuebles arrendados, y no podia negarse a renovar 
el contrato mientras durara el plazo de la concesión. 

En contraprestación por el arrendamiento, ATSA se comprometia a cancelar un câ¬ 
non anual a Semapa. Ese pago debía reahzarse en doce cuotas mensuales iguales, empe- 
zando el 31 de enero dei ano 2000, bajo la modaüdad de mes vencido, debiendo hacerse 
efectivo dentro de los 30 dias siguientes al mes vencido. En adición al canon, y solamente 
durante los anos 2001 y 2002, la empresa concesionaria pagaria a Semapa la suma de $us 
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2.350.000 por ano (libre de impuestos). Ese pago se realizaria en doce cuotas mensuales 
iguales en cada ano, comenzando el primero de enero de 2001. 

El contrato de Régimen de Bienes también registra la transferencia de los créditos ce¬ 
didos y las deudas asumidas por Semapa en favor de Aguas dei Tunari. Además, Semapa 
reaüzaba la cesión de contratos y convénios que estaban en vigência. La cláusula octava, 
por su parte, se referia a la sustitución de patronos, es decir que ATSA sustituirla a Sema¬ 
pa como empleador de todos los trabajadores transferidos. Cada uno de los trabajadores 
transferidos recibiria sus benefícios sociales, que consistian en; indemnización por los 
anos de servido prestados a Semapa; desahucio en caso de retiros forzosos; vacaciones 
pendientes de uso; duodécimos de aguinaldo correspondiente a la gestión 1999; servido 
de té; Hberación dei pago por el consumo de agua potable y alcantariUado; ambientes 
requeridos por los trabajadores transferidos (una ofícina dei Sindicato, una Sala de Reu- 
niones, una sede para la Cooperativa, una sala de juegos y campos deportivos). 

Además, ATSA debia suscribir un Contrato de Opción con cada trabajador, ofredén- 
dole acciones en la empresa concesionaria hasta el monto de sus benefícios sociales. 

También se comprometia a pagar a Semapa un monto que estaba compuesto por la su- 
matoria dei valor en hbros de muebles e inventários transferidos, más el valor de los créditos 
cedidos, menos la sumatoria dei valor de las deudas asumidas y el valor de benefícios socia¬ 
les de los trabajadores transferidos. Para la determinación de ese valor, Semapa debia ela¬ 
borar los estados fínancieros y ATSA contrataria los servidos de una auditoria externa. 

El contrato fue suscrito, a nombre dei Estado boliviano, por Luis GuiUermo Uzin 
Fernández, superintendente de Aguas, y José Arturo Coca Seleme, gerente general de Se¬ 
mapa, y por Geoffrey Richard Thorpe a nombre de la concesionaria Aguas dei Tunari. 

q.z.z.q.j. Contrato de licencia para la generación 

El Contrato de licencia para la generación de electricidad y consiguiente ejecución de 
obras e instalaciones de la parte correspondiente a la generación de electricidad dei Pro- 
yecto Múltiple Misicuni fue suscrito en cumplimiento de la Resolución SSDE-SA n.° 
02/99 dei 3 de septiembre de 1999, la cual fue emitida en forma conjunta por las Super¬ 
intendências de Electricidad y la de Aguas. Dicha resolución establecia; 

PRIMERO. Otorgar licencia a la empresa “Aguas dei Tunari SA” para la Generación de Elec¬ 
tricidad en la Central hidroeléctrica dei Proyecto Múltiple Misicuni, instalada en la CordiUera 
Oriental de los Andes, al norte de la ciudad de Cochabamba, Provindas Ayopaya y QuiUacollo 
dei Departamento de Cochabamba (Res. SSDE-SA 02/99, 03/09/1999). 

El objeto de este contrato era establecer y pactar las condiciones, derechos y obhga- 
ciones dei titular para el ejercicio de la actividad de generación en el marco de la Ley de 
Electricidad, su reglamentación y otras disposiciones legales que fueran aphcables y la 
otorgación de licencia para el ejercicio de la industria eléctrica en la actividad de genera- 
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ción en la central de Misicuni. La licencia tenía un plazo de 40 anos sin exclusividad en 
el Sistema Interconectado Nacional (SIN), de manera que ATSA debía desarroUar sus 
actividades en el marco de la Hbre competência. 

Para la generación de electricidad, el titular aprovecharía la energia potencial de las 
aguas de los rios Misicuni, Vizcachas y Putucuni y sus afluentes, de acuerdo al detaUe 
descrito en la Resolución SSDE-SA n.° 02/99. Sus derechos eran; 

a) Utilizar la energia potencial objeto de la Concesión de uso de aguas. 

b) Operar en el Sistema Interconectado Nacional. 

c) Solicitar nuevas Licencias para el ejercido de la actividad de Generación, incluyendo Licen¬ 
cia de Exportación. 

d) Obtener ampHaciones de la Licencia, con arreglo a la norma vigente. 

e) Solicitar el uso de bienes de dominio público, área protegida y la constitución de servidumbre. 

f) Suscribir contratos de suministro de energia y potência con otros Generadores, Distribuido¬ 
res o Consumidores No Regulados, a cambio de una remuneración resultante de la apüca- 
dón de precios Hbremente acordados. 

^ Acceder por un precio no superior al máximo regulado, a las instalaciones de transporte de elec¬ 
tricidad de transmisores y distribuidores que le permitan realizar transacciones en el mercado. 

h) Percibir retribución por la venta de electricidad. 

i) Acceder al Mercado y a sus precios, sin ümitaciones impuestas por otros agentes dei merca¬ 
do, ni discriminaciones (Res. SSDE-SA 02/99). 

Las obHgaciones dei titular, durante el ejercido de la licencia, eran; 

i. Ejecutar las obras e instalaciones comprometidas y ponerlas en funcionamiento en los pla- 
zos estipulados, conservarias y mantenerlas en condiciones adecuadas para una operación 
eficiente en forma permanente durante la vigência dei contrato. 

ii. Garantizar la caHdad y seguridad dei servido, conforme a las condiciones contractuales, la 
Ley de Electricidad y su Reglamentación. 

iii. Presentar la información técnica y económica a la Superintendência de Electricidad, al 
Comité Nacional de Despacho de Carga y otras autoridades competentes en la forma y los 
plazos senalados. 

iv. Cumplir con las disposiciones dei Comité Nacional de Despacho de Carga, entregando 
toda su producción para el Despacho de Carga, declarando las disponibilidades de las cen- 
trales de Generación y acatando sus instrucciones. 

V. Facilitar a la Superintendência de Electricidad las inspecciones técnicas de sus instalaciones 
y aqueUas referidas a sus sistemas de administración, contables y financieros. 

vi. Cumplir con las normas legales sobre conservación y protección dei medio ambiente. 

vii. Inscribir en el Registro de carácter público, documentos de acuerdo a lo establecido en 
el artículo 13 de la Ley de Electricidad y en el artículo 48 dei Reglamento de Concesiones, 
Licencias y Licencias Provisionales. 
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viii. Pagar la tasa de regulación, hasta un máximo dei 1% para cubrir los costos de funciona- 
miento dei Sistema de Regulación Sectorial. 

ix. El Titular, durante la vigência de su Licencia, cuidará que acciones de acreedores o terceros, 
sean estas judiciales o extrajudiciales no amenacen la continuidad de la Generación... (Res. 
SSDE-SA 02/99). 

Las inversiones comprometidas en el contrato senalaban que, para el período 1999- 
2002, el programa de inversiones, ejecución de obras e instalaciones comprometidas co- 
rrespondientes y el cronograma de ejecución a los que se obHgaba el titular, se encontra- 
ban definidos y acordados en el anexo 3 de la Resolución SSDE-SA n.° 02/99 emitida 
por las Superintendências de Electricidad y de Aguas. 

El titular presentó una boleta bancaria de garantia emitida por el Citibank NA en 
fecha 21 de septiembre de 1999 por la suma de $us 1.500.000, con validez hasta el 15 de 
septiembre dei 2000. Ese monto era por concepto de cumphmiento de contrato y tam- 
bién por cumphmiento de inversión comprometida para la generación eléctrica, por un 
monto equivalente al 4% de chcha inversión. 

Este contrato fue suscrito el 23 de septiembre de 1993 por Alejandro Nowotny Vera, 
superintendente de Electricidad, y Luis Guhlermo Uzín Fernández, superintendente de 
Aguas, por la parte estatal, y por Geoffrey Richard Thorpe como director general de 
Aguas dei Tunari SA. 

q.a.z.q.q. Contrato de Régimen de Bienes con la empresa pública Misicuni 

El Contrato de Régimen de Bienes que el Estado bohviano suscribió con la concesionaria 
Aguas dei Tunari tenía como objeto; 

a) Convenir el arrendamiento comercial dei túnel principal dei Proyecto Múltiple Misicuni que 
forma parte dei património de la empresa Misicuni a favor dei concesionario. 

b) Convenir el otorgamiento por parte dei concesionario de garantias en favor de Misicuni. 

c) Convenir otras estipulaciones especificadas más adelante. 

d) Convenir la constitución, y sin costo alguno para el concesionario, de servidumbres, sobre 
los prédios de propiedad de Misicuni y, a sohcitud dei concesionario, de todos aqueUos 
prédios detaUados en la Sub cláusula 11.1 y todas aqueUas que fueren razonablemente nece- 
sarias para la cabal ejecución de este Contrato, en favor dei Concesionario. 

e) Poner a disposición dei Concesionario, sin costo alguno para este, una copia completa de todos 
los estúdios de propiedad de Misicuni para su utilización (Contrato de Régimen de Bienes). 

Con este contrato, Misicuni se obhgó a otorgar en arrendamiento comercial al concesio¬ 
nario, a partir dei 31 de juho de 2001, el túnel principal dei Proyecto Múltiple Misicuni, in- 
cluyendo todas sus ventanas de acceso, obras anexas, terrenos y servidumbres afectados a la 
obra. El concesionario debía destinar el túnel principal dei PMM únicamente a la prestación 
dei servido púbhco y actividades relacionadas chrectamente con los contratos de concesión 
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y de licencia. El arrendamiento dei túnel principal acordado en el contrato era por el lapso 
de diez anos, pudiendo suscribir hasta un máximo de tres contratos adicionales. 

4.2.2.5. Ley de Servicios de Agua Potable y Alcantarillado Sanitario 

Al momento de la firma de los contratos de concesión, licencia y régimen de bienes para 
privatizar Semapa-PMM, se encontraba vigente la Ley de Aguas dei 28 de noviembre 
de 1906. Aunque el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada había invertido recursos 
y esfuerzos para la aprobación de una Ley de Aguas, esta no logró ser aprobada por la 
resistência de las organizaciones campesinas. 

En ese contexto, el gobierno de Hugo Banzer Suárez y Jorge Quiroga impuso en 
forma apresurada la Ley 2029 de Agua Potable y Alcantarillado; 

... la aprobación apresurada de la “Ley 2029 de Agua Potable y Alcantarillado” que efectiva- 
mente legaüzaba y amparaba los negodos de Bechtel en Cochabamba (y de Suez en La Paz) 
[...] Producto de múltiples consultorias y finandamientos, en particular dei BID, se redactó el 
documento final en la casa dei entonces ex y ahora nuevamente presidente Gonzalo Sánchez 
de Lozada, y su aprobación fue garantizada en un “pacto de caballeros” de los tres partidos 
principales de la coaüdón gobernante y oposición (Kruse, 2005: 145). 

Las principales observaciones y críticas a esta norma fueron planteadas por la Fede- 
ración Departamental de Regantes y Sistemas Comunitários de Agua Potable (Fedecor) y 
por la Coordinadora dei Agua de Cochabamba, sobre todo en las mesas de negociación 
que se instalaron en las movilizaciones dei ano 2000. 

De acuerdo a su propio texto, el objeto de la Ley 2029 era establecer una normativa 
que regulara la prestación y utüización de los Servicios de Agua Potable y Alcantarillado 
Sanitario (art. 1), pero no contiene ninguna disposición sobre residuos sólidos, excretas 
ni alcantarillado pluvial. 

A pesar de ser una normativa referida a los servicios de agua potable y alcantarillado, 
varias de sus disposiciones asumen determinaciones que solo podría tener una ley de 
aguas. Ese es el caso de las disposiciones finales y transitórias: 

Artículo 74. (Regularización de servidos existentes) A partir de la promulgadón de la presente 
Ley, las personas jurídicas, públicas, privadas o Cooperativas que presten Servicios de Agua Po¬ 
table o Servicios de Alcantarillado Sanitario, deben obtener o adecuar sus Concesiones o Licen¬ 
cias ante la Superintendência de Saneamiento Básico, en un plazo que será definido por dicha 
Superintendência para cada entidad y que no podrá exceder a doce meses para las Concesiones 
y veinticuatro meses para las Licencias. Los Usuários industriales, mineros y agrícolas dentro dei 
área a ser concesionada, que se autoabastezcan de agua para fines productivos, deberán regula¬ 
rizar su situación con la Superintendência competente dei SIRENARE, debiendo conectarse a 
la red de agua potable y alcantarillado sanitario cuando éstos existan y cumplir con la normativa 
vigente relativa a la caHdad de las descargas al alcantarillado sanitario (Ley 2029, 29/10/1999). 
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Hasta la aprobación de esta normativa, los regantes dei vaUe cochabambino (y los agri¬ 
cultores de todo el país) eran propietarios de las aguas subterrâneas, lo que les permitia 
contar con sus propios pozos para abastecimiento tanto con fines de uso doméstico como 
para su actividad económica. La Ley de Aguas dei 28 de noviembre de 1906 senalaba: 

Artículo 20. Pertenecen al dueno de un prédio en plena propiedad, las aguas subterrâneas que 
en el hubiesen obtenido, por medio de pozos ordinários o artesianos, cualquiera que sea el 
aparato empleado para extraerlas. 

El contrato de concesión firmado por la Superintendência de Aguas con la empresa Aguas 
dei Tunari, y sobre todo la Ley 2029, en los hechos habían “confiscado” las fuentes de agua a 
los pobladores cochabambinos, que ahora debían adecuarse a la nueva normativa y comenzar 
a pagar por el uso dei agua proveniente de sus pozos. Además, si querían cavar un nuevo pozo 
debían pedir autorización a la Superintendência, como lo senala otro artículo de la Ley: 

Artículo 76. (Nuevas captaciones de agua) A partir de la promulgación de la presente Ley, no 
se permitirá la perforación de pozos ni otras formas de captación de agua sin la debida Conce¬ 
sión o Licencia otorgada por la Superintendência competente dei SIRENARE. 

De existir una red de alcantariUado sanitario, el Concesionario estará obügado a conectarse al 
alcantariUado sanitario, debiendo cumpHr la normativa vigente relativa a la caHdad de las des¬ 
cargas al alcantariUado sanitario (Ley 2029, 29/10/1999). 

Se puede afirmar que la Ley 2029 habiUtaba la concesión de monopoUo en la dotación 
de agua, ya que obUgaba a todas las personas naturales y jurídicas a conectarse a la red dei 
concesionario. Al respecto, se senala; 

... es recién a partir de febrero de 2000 que las organizaciones que formaban parte de la 
Coordinadora (dei Agua) asumen la medida radical de modificación de la Ley 2029, y progre- 
sivamente revisión y anulación dei contrato de concesión que impUcaba la salida de la empresa 
Aguas dei Tunari SA. Hasta abril dei 2000 no hubo posición que demandaba la lucha contra el 
sistema, toma dei poder o saUda dei ADN (Salazar, 2011: 11). 

4.2.3. Aspectos económicos de la privatización 

4.2.3.1. Consideraciones técnicas en la privatización de Semapa 

Las políticas privatizadoras y de Ubre mercado de los organismos internacionales, asumi- 
das por los gobernantes bolivianos en la década de los anos noventa, esgrimieron diver¬ 
sos argumentos en favor de la privatización de Semapa. Además de la deficiente gestión 
técnico administrativa de las empresas dei sector público, atribuida a la injerencia político 
partidaria, los principales argumentos fueron; 
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a) Problemas económico financieros 

• Estancamiento económico de la empresa e incapacidad para generar aborro interno. 

• Dificultades para reabzar inversiones y pagar parte de los gastos operativos de Semapa 
(se contrataba crédito internacional; deuda interna). 

• Rumores de quiebra de la empresa en 1996. 

b) Deficiências dei servicio 

• Baja cobertura de Semapa, que no Uegaba a las zonas periurbanas. 

• Mal estado de la infraestructura dei servicio (se estimaba que se perdia un 40% de 
agua por filtraciones en la red de distribución). 

• Crónico déficit dei abastecimiento de agua (la continuidad de la provisión de agua 
potable era medida “no en horas por día, sino en horas por semana”). 

A continuación, se muestra gráficamente el nivel de cobertura dei servicio de agua 
potable en la ciudad de Cochabamba. 


Gráfico 17. Mapa de cobertura de la red de agua potable Ciudad de Cochabamba (1996) 



Fuente: Mapa de Semapa, 1996, citado en Ledo, C.:"lnequality and Access to Water in the Cities of Cochabamba and La Paz-EI Alto". 


El mapa permite apreciar diferentes elementos considerables al momento de tomar 
decisiones económicas en el ano 1996. Algunas de eUas son: 

• Al interior de la hnea remarcada, se encuentra la cobertura de red de agua potable. 
Área base dei contrato. 
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• Al interior de la línea remarcada, se estima que existe una pérdida de agua de aproxi¬ 
madamente el 40 al 50%, principalmente por fugas. 

• El mapa permite evidenciar que la ciudad trasciende la Knea remarcada, por tanto, existe 
una demanda de servicios o mercado cautivo de los servidos de agua potable, alcantari- 
llado y desagües pluviales en los barrios que circundan el centro de la ciudad. 

• Estos “nuevos barrios” cuentan con sistemas de agua potable resuelto por los vecinos 
a través de cooperativas y pozos semiprofundos, registrándose cerca de 200 sistemas 
(Ledo, 2005). 

A continuación, se muestra el comportamiento de los ingresos de Semapa en los anos 
anteriores y posteriores a la privatización. 

Cuadro 135. Ingresos yegresos de Semapa, 1996-2003 


ExpresadoenUSD(sic) 


Ano 

Ingresos por 
servicios 

Derecho de 
conexión 

Otros ingresos 

Total 

ingresos 

operativos 

Total 
gastos de 
operación 

Saldo 

1996 

4 . 794.771 

220.441 

353.241 

5 . 368.453 

6 . 905.852 

- 1 . 537.399 

1997 

5 . 548.509 

141.834 

293.957 

5 . 984.300 

6 . 971.991 

- 987.691 

1998 

5 . 590.655 

135.927 

593.163 

6 . 319.744 

6 . 349.751 

- 30.007 

1999 

4 . 882.887 

108.079 

430.497 

5 . 421.464 

4 . 850.002 

571.462 

2000 ( 1 ) 

4 . 511.279 

70.956 

423.166 

5 . 005.401 

3 . 876.149 

1 . 129.252 

2001 ( 2 ) 

7 . 599.004 

0 

48.018 

7 . 647.022 

8 . 597.628 

- 950.606 

2002 ( 3 ) 

6 . 841.928 

249 

592.354 

7 . 434.531 

8 . 362.824 

- 928.293 

2003 ( 4 ) 

6 . 820.989 

485 

547.121 

7 . 368.599 

8 . 128.273 

- 759.674 


(1) "Semapa Annual Administration Activities ReportYear 2000-2001". 

(2) CGR (Contraloría General de la República) General lnterventor's Office, Republic of Bolívia."Financial Statements on Dec. 31st, 2001" 

(3) "Internai Audit Unit, Semapa, Year 2002" 

(4) "Financial Statements on Dec. 31 st, 2003 Semapa". 

Fuente:"lnequality and Access to Water In theCities of Cochabamba and La Paz-EI Alto", Ledo, 2013, con base en "Semapa, Annual Reports 1994-1998". 

4.2.3.2. Indicadores económicos de la propuesta de Aguas dei Tunari SA 

Formalmente, el consorcio Aguas dei Tunari presentó un Plan de Inversiones y Operación 

de Servicios, en función a los objetivos y metas de desarroUo definidos por el Gobierno de 

Banzer. Según Alberto Garcia, tres fueron los puntos más difíciles en las negociaciones que 

se desarroUaron entre la Comisión Negociadora Estatal y Aguas dei Tunari; 

i. Garantia de la ejecución dei Proyecto Múltiple Misicuni, referida al finandamiento y las in¬ 
versiones que plantean el escenario dei subsidio estatal, ampliación de ejecución dei proyecto 
y el condidonamiento de búsqueda de finandamiento; 

ii. rentabilidad dei capital, requeria una rentabilidad dei 16 por dento sobre el capital propio 
como condición necesaria para la ejecución de Misicuni; 
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iii. incremento de las tarifas de agua potable y alcantariUado, por encima dei 20 por ciento 
como base para garantizar la rentabilidad dei 16 por ciento y la ejecución dei proyecto Sema- 
pa-Misicuni (Garcia et al., 2003: 37). 

El Plan de Inversiones y Operación de Servidos presentado tomaba un tiempo de 
concesión de 40 anos, sobre un capital propio ofertado de $us 53 miUones de dólares 
estadounidenses (el capital mínimo exigido fue de $us 25.000.000). Los objetivos, metas 
y otros indicadores dei documento se consideran parâmetros apropiados para valorar el 
alcance de los Términos de referencia de la Licitación como la propuesta adjudicada. Una 
comparación entre el Pliego de licitación y la propuesta final negociada con Aguas dei 
Tunari, referida a Semapa, es descrita a continuación: 

Cuadro 136. Comparación entre los términos de referencia de la licitación 


y términos de adjudicación final, sobre Semapa 


Componente 

Pliego de licitación 

Propuesta final ATSA 

Inversión 

$us 109millones (anos 1-5) 

$us142millones (anos 6-40) 

$us 85 millones (estimado 1-5) 

129 $us millones (estimado 6-40) 

Conexiones hasta 6/2004 

52.263 nuevas conexiones de agua y alcantariUado 

57.569 nuevas conexiones de agua y 58.200 
nuevas conexiones de alcantariUado 

Cobertura agua potable y 
alcantariUado (afio 2004) 

90% agua potable 

88% alcantariUado 

96.5% agua potable 

91.4% alcantariUado 

Cobertura, ano 2034 

100% agua y alcantariUado 

100% agua y alcantariUado 

Financiamiento 

Concesionario 

Concesionario 

Alquilerbienes 

Critério de calificación 

$us 830.000 fijo anos 1-40 

$us 2.3 millones afio 1 (activos) $us 2.35 

millones anos 2-3 

Incremento de tarifas 

20% al inicio de la concesión (1999) 

20% al iniciar operaciones de Misicuni (2002-2007) 

38% en promedio al inicio de la concesión (1999) 
20% al inicio operar Misicuni (2002) 


Fuente: Informe Comisión Negociadora, 1999. En: Garcia et. al., 2003. 


De igual manera, la comparación entre lo previsto en el Pliego de licitación y la pro¬ 
puesta final de la adjudicataria Aguas dei Tunari SA, con referencia al Proyecto Múltiple 
Misicuni, se expresa a continuación; 


Cuadro 137. Comparación entre los Términos de referencia de la licitación 
y Términos de adjudicación final, sobre el Proyecto Múltiple Misicuni 


1 Componente 

Pliego de licitación 

Propuesta final ATSA | 

Inversión 

$us 125 millones (estimado a ejecutarse en 

7 anos). 

$us 97 millones (a optimizar después de estúdios). 

Presa 

105 m de altura. 

95 m Altura (a optimizar después de estúdios). 

Alquiler Túnel 

Critério de calificación. 

No (sólo agua para riego que equivale a $us 1.26 millones al afio). 

Energia 

80 MW. 

40 MW 

Riego 

Entrega 500 It/seg a Empresa Misicuni. 

Entrega 500 It/seg, a Empresa Misicuni. 

Financiamiento 

Concesionario. 

Concesionario. 


Fuente: Garcia et. al., 2003, con base en el Informe de la Comisión Negociadora, 1999. 

















428 


Las empresas públicas en el departamento de Cochabamba 


Estos indicadores muestran que: 

• La ingeniería técnica y financiera dei consorcio se concentrada en el desarroUo dei 
componente “Provisión de agua potable y alcantariUado”. 

• Redujeron significativamente el componente “Generación de energia eléctrica” (de 80 
MW a 40 MW). 

• Al iniciar la concesión (1999), el incremento de tarifas dei 20% al 38% transferia parte 
de los costos dei Proyecto Múltiple Misicuni a los usuários. 

• El incremento de las tarifas pretendia justificarse porque los pasivos de Semapa no 
fueron subrogados por el Estado, sino transferidos al concesionario. El cálculo de 
tarifas incorporada este componente. 

• La inversión dei Consorcio y los aportes de capital de los usuários no garantizaban la 
ejecución de las tres etapas dei PMM, aun cuando se habia reducido su alcance. 

Coincide con esto el investigador Alberto Garcia, quien considera que la Comisión 
Negociadora cumpHó su misión de asegurar la ejecución dei proyecto Semapa-Misicuni 
pero al costo de: 

... diferir los plazos y redudr las inversiones dei proyecto, $us 38 miUones en el caso de Semapa 
y $us 28 miUones en Misicuni; ii) rebajar a 10 m la altura de construcción de presa y disminuir en 
50 por ciento la producción de energia eléctrica; iü) garantizar la rentabiüdad dei capital dei con¬ 
cesionario y; iv) aumentar las tarifas de agua en 18 por ciento de lo establecido en la licitación (40 
por ciento). Pero lo más delicado es que la factibüidad dei proyecto se condiciona al incremento 
de tarifas (venta dei agua) y a la capacidad de pago de los usuários (Garcia, 2003). 

4.2.3.3. Gastos de la privatización de Semapa-Misicuni 

Entre los gastos de la privatización de Semapa-Misicuni se han logrado determinar aque- 
Uos erogados por contratación de servicios de consultoria: 

Cuadro 138. Consultorias contratadas para la privatización de Semapa-Misicuni 


y pagadas por el Estado boliviano ($us) 


Consultoria 

Firma 

consultora 

Términos de referencia (concepto dei pago) 

Monto 

($us) 

Banco de 
inversión 

Banque Paribas 

-Promoción dei proceso de privatización dei servicio de agua potable. 
-Selección de inversionistas. 

-Asegurar la transparência dei proceso. 

-Asesorar en aspectos financieros para la privatización de Semapa y 

200.000,00 


Samapa. 

(Consultoria para dos empresas por un costo total de $us 500.000, de 
los cuales, el 60% correspondia a Samapa y 40% a Semapa). 
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Servicio Legal 
Internacional 

0' MelvenyS 
Myers LLP. 

-Auditoria legal. 

-Términos de referencia. 

-Revisión marco regulatorio y modificaciones. 

-Elaboración documentos legales 
-Participación en reuniones 

-Asistencia en finalización de oferta pública y firma de contratos. 
(Consultoria para Semapa y Samapa por un costo total de $us 

392.228,59, de los cuaies el 50% correspondia a Semapa). 

196.114,00 

Servicio Legal 
Internacional 

0' Melveny& 
Myers LLP. 

Ampliación dei contrato con la finalidad de proseguir servidos de 
asesoria legal internacional 

(Ampliación de consultoria para Semapa y Samapa, por un costo total 
de $us 165.128,25, correspondiendo a Semapa el 50%). 

82.564,13 

Asesoría técnico 
financiera 

Dames & Moore, 
Inc. 

-Elaborar alternativas de la Ingenieria Financiera para ejecutar la 
primera fase dei Proyecto Múltiple Misicuni (Misicuni 1), que comprende 
el túnel principal, la represa de 105 m, la central hidroeléctrica y otros. 
-Analizar la factibilidad de la capitalización dei Proyecto Múltiple 
Misicuni. 

-Elaborar los Términos de Referencia para la capitalización dei Proyecto 
Múltiple Misicuni. 

(Consultoria para Semapa y Misicuni. Monto definitivo acordado por 
enmienda después de una renegociación). 

720.000,00 

Asesor Técnico y 
Estratégico 

Halcrow & 

Partners Ltd 

-Desarrollar un modelo de manejo de activos e inversiones (Capex) para 
las empresas Semapa y Samapa, para un periodo a acordar que variará 
entre los 25 a 40 anos, con énfasis en los primeros cinco anos. Teniendo en 
cuenta las necesidades de inversión para mantener, mejorar y expandir el 
sistema de manera de cumplir con los niveles de servicio que se fijen. 
-Conjuntamente con el desarrollo dei Capex, el consultor deberá 
desarrollar un modelo simplificado para la estimación de los Costos 
Operativos (OPEX), el que necesariamente se encuentra relacionado con 
las necesidades de inversión. 

(Consultoria para Semapa y Samapa por un costo total de $us 

98.242,00, correspondiendo a Semapa el 50%). 

49.121,00 

Auditoria 
Patrimonial de 
Semapa 

KPMG 

Peat Marwick 

SRL 

Auditoria dei patrimônio de Semapa y Samapa. 

(Consultoria por un costo total de $us 110.000,00, correspondiendo a 
Semapa el 50%). 

55.000 

Total 

1.302.799,43 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en contratos de servidos, nota MC/SNCI/1134/96 dei 04/07/1996 y nota MC/UCS/2618-97 dei 11 /04/1997. 


Para la privatización de Semapa y dei Proyecto Múltiple Misicuni, el Estado erogó la 
suma de $us 1.302.799,43 por concepto de consultorias. 

Aparte de este monto, por concepto de honorário de êxito, el Banco Paribas cobró al 
consorcio adjudicatario. Aguas dei Tunari SA, la suma de $us 1.400.000. 
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4.2.J.4. Resultados de la privatización 

El contrato de concesión, firmado en septiembre de 1999, le otorgó a Aguas dei Tunari 
SA la exclusividad en la explotación de fuentes de agua públicas y comunitárias y la pres- 
tación de servidos de agua y alcantariUado por un periodo de 40 anos; además, autorizo 
tarifas indexadas al dólar que serían incrementadas en un 38% como promedio al inicio 
de la concesión. El resultado fue la entrega de las fuentes de agua gestionadas y financia¬ 
das por las organizaciones campesinas y barriales en favor de la transnacional Aguas dei 
Tunari SA, y el incremento de tarifas de acuerdo a la variación dei dólar, que en algunos 
casos superó el 100%. En este apartado se describen algunos elementos de ese incre¬ 
mento, aprobado por Luis Uzín, superintendente de Saneamiento Básico,^*^^ mediante 
Resolución 25/99. 

4.2.3.4.I. Incremento de tarifas 

El sistema tarifario acordado en el Contrato de concesión incluía un 13% aplicado al monto 
bruto y una tasa de regulación de un 3% aplicado al mismo monto bruto, menos los impuestos 
indirectos. Las tarifas aprobadas en el contrato se haUan descritas en el siguiente cuadro: 

Cuadro 139. Resumen dei Sistema Tarifario para el Consumo Medido de Agua Potable por Rangos de 


Consumo Mensual (en m3) 

(expresado en Dólares de los EEUU de Norteamérica a la Fecha de la Firma de este Contrato) 


Categoria 

Cargo fijo (primeros 12 m3) 

13-25 

m3/s 

26-50 

m3/s 

51-100 

m3/s 

101-150 

m3/s 

>150m3/s 

Residencial 1 

1,80 

0,153 

0,18 

0,271 

0,361 

0,379 

Residencial 2 

3,02 

0,288 

0,307 

0,326 

0,361 

0,379 

Residenciais 

4,85 

0,394 

0,422 

0,432 

0,538 

0,541 

Residencial 4 

8,64 

0,518 

0,557 

0,624 

0,768 

0,768 

Categoria 

Cargo fijo 
(primeros 12 
m3) 

13-50 m3/s 

51-100 

m3/s 

101- 

150 

m3/s 

151-250 

m3/s 

251-400 

m3/s 

>400 m3/s 

Comercial 

11,73 

0,812 

0,902 

0,993 

1,083 

1,274 

1,403 

Comercial especial 

13,54 

0,812 

0,902 

0,993 

1,083 

1,274 

1,403 

Industrial 

9,75 

0,713 

0,812 

0,857 

0,895 

0,983 

1,08 

Preferencial 

5,05 

0,226 

0,271 

0,316 

0,361 

0,406 

0,406 

Servicio Público 

8,12 

0,361 

0,451 

0,541 

0,632 

0,722 

0,794 


Nota: El primer ajuste de tarifas por la inflación expresada en el IPC de los Estados Unidos de Norteamérica se hará efectivo 1 ano a partir de la Fecha de 
Inicio. 

Fuente: Contrato de concesión Aguas dei Tunari y Superintendência de Aguas, 3 de septiembre de 1999. 


362 La Superintendência de Saneamiento Básico fue creada por la Ley 2066 (modificaciones a la Ley 2029) dei 11 de abril 
de 2000, en sustitución de la Superintendência de Aguas dependiente dei Sirese (art. 14). 
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De acuerdo al contrato, esas tarifas eran fijas y escalonadas. Para una mejor compren- 
sión, se manejaba el siguiente ejemplo; 

... a un usuário de la Categoria Residencial 3 que consuma 55 m^, se le deberá cobrar una tarifa 
básica de $US (sic) 4,85 por los primeros 12 m3 de consumo; $US 0,394 por los siguientes 13 
m^ de consumo; US$ (sic) 0,422 por los siguientes 25 m^ de consumo, y US$ 0,432 por los 5 
m^ restantes. Resultando un total de $us (sic) 22,682 (Contrato de concesión. Anexo 5: 6). 

Respecto de este incremento de tarifas, se reportan algunos juicios de investigadores 
sobre la temática. Carmen Ledo senala: 

El contrato al final no garantizaba la ampHación de cobertura dei servicio, e iniciaba sus labo¬ 
res con el incremento de tarifas destinados a superar la brecha creada por anos subvención, y 
exigia modificaciones en el régimen jurídico consuetudinario de aprovechamiento dei agua en 
BoUvia a fin de contar con un mercado que justificara inversiones tan elevadas. La arrogancia 
de la empresa capitalizada era inadmisible, en ningún lugar dei mundo, un negocio incrementa 
tarifas sin haber realizado mejoras en el servicio. Mucho más indigna esta situación si el in¬ 
cremento es gravado indirectamente a los sectores populares, que son los que pagan mayores 
precios por un mal servicio, sino porque su tasa de consumo sanitario es hasta 5 veces menos 
que el de los grupos de mayor poder económico (Ledo, 2013: 73-74). 

Por su parte, el investigador Henry Oporto afirma que, 

El contrato fijó metas de expansión obügatoria -90 por ciento de cobertura de agua potable 
y 88 por ciento de alcantarillado— al cabo dei quinto ano de contrato, así como otras metas de 
calidad en el servicio, incluyendo la provisión durante 24 horas al dia, a partir dei segundo ano. 
Para todo eUo se autorizaba un incremento inmediato de tarifas de 35 por ciento por consumo 
promedio, con un aumento general de 20 por ciento una vez que se obtuviera el suministro de 
agua de Misicuni, además de un segundo incremento inmediato en la tarifa dei alcantarillado. 
Este aumento de tarifas aprobado por la Superintendência dei sector y aplicado al inicio de la 
nueva administración privada a fines de 1999, se justificó como una medida necesaria para poder 
financiar las enormes inversiones dei proyecto Misicuni. Debido a la apücación simultânea dei 
aumento tarifario y de una modificación amplia y compleja en toda la estructura tarifaria, que 
creaba nueve categorias de usuários, los impactos fueron distintos según los grupos de usuários. 
Mientras en los sectores de menos ingresos el incremento no era mayor al 10 por ciento, en 
otros sectores de mayor consumo el incremento podia Uegar hasta el 200 por ciento, con lo cual 
el descontento se hizo generalizado. Lo curioso es que se aplicaba un “tarifazo”, sin una previa 
mejoría en el suministro de agua y alcantarillado, es decir sin que se diera a la población la ocasión 
de verificar beneficios que pudieran justificar el pagar más (Oporto, 2007: 25). 
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Al alza porcentual de las tarifas se sumaba el hecho de que, de acuerdo al Contrato de con- 
cesión suscrito, Aguas dei Tunari SA tenía la potestad de aplicar una tarifa indexada al cambio 
de dólar oficial, lo que implicaba en los hechos que el incremento seria continuo y progresivo, 
al igual que las multas derivadas de los retrasos en el pago dei servido e instalación o conexio- 
nes (todos los pagos por servidos estaban indexados al dólar). El régimen de precios y tarifas 
dei Contrato de concesión senalaba que “todas las tarifas y otros ingresos operativos serán 
cobrados en Bolivianos al Tipo de Cambio dei Dólar oficial publicado por el Banco Central 
de BoHvia el último día dei período por el cual se está facturando servido”. Además, dichas 
tarifas serían también ajustadas anualmente de acuerdo a una fórmula, “tomándose en cuenta 
la inflación en costos en Dólares expresada como cambio en el IPC de los Estados Unidos 
de Norteamérica que aparezca en Oficina de Estadísticas Laborales de los Estados Unidos de 
Norteamérica (...) durante los últimos doce meses...” (Contrato de concesión). 

Fernando Salazar realiza un análisis minucioso dei alza de tarifas, senalando que no 
solo se trataba de un impacto de alza porcentual sino que la modificación de la cate- 
gorización existente antes dei ingreso de la administración privada en Semapa también 
impactaba en la tarifa real. Sobre este hecho senalaba: 

... usando esta categorización se dio de facto un segundo incremento en las tarifas de agua 
cuyos critérios fueron: 

a) Especuladón en el manejo de categorias de usuários, según el tipo de vivienda. 

La determinación de cuatro categorias implicaba en la práctica una recategorización, ya que 
una vivienda cuyas características de construcción si bien caian en la categoria de R-2, si tenian 
una tienda de barrio, por muy pequena que fuese pasaba a la categoria (5) comercial. Esto 
implicaba un incremento automático de hasta el 300%. 

b) Cupos fijos de consumo de agua por categoria. 

El consumo básico constituía otro factor automático de incremento de agua, ya que la mala caHdad 
de la instalación técnica de medidores, la deficiente red de distribución de agua existente y el sistema 
de racionamiento bajo el cual se sometia la población (dotación de agua durante algunas horas y 
durante dias restringidos), hacia imposible tener un control de medición adecuado dei agua. 

Por ejemplo, los cortes (racionamientos) generaban que antes de recibir agua en las viviendas, 
las piletas expidan aire por presión, el cual se computaba en los medidores como consumo 
de agua. Por otra parte, muchas de las filtraciones (Cochabamba pierde el 50% dei agua por 
filtraciones) son cargadas alas viviendas como consumo de agua... (Salazar, 2011: 80). 

Otro hecho criticado es la unidad de medición dei sistema tarifario aprobado en 
el contrato de concesión suscrito por la Superintendência de Aguas: el metro cúbico 
por segundo (m3/s), siendo el término adecuado el de metros cúbicos (m3). Para 
Salazar, “este error muestra la falta de 'responsabilidad' en el manejo de contratos 
internacionales por parte de autoridades que representaban al Estado”. El superin¬ 
tendente Luís Uzín declaró: “se trata de un error de escritura o de redacción, errar es 
humano” (Los Tiempos, 28/01/2000). 
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Sobre el alza de tarifas, es ilustrativo el cuadro elaborado por el Comité de Defensa dei 
Agua y la Economia Familiar en 1999, que se transcribe a continuación; 

Cuadro 140. Incremento en las tarifas de agua potable en Cochabamba 


por Aguas dei Tunari, desde diciembre de 1999 



Consumo en mVmes y el precio en Bolivianos al tipo de cambio de l$us=5,98Bs. 
Fuente: Comité de Defensa dei Agua y la Economia Familiar, 1999. 


Las tarifas por el servicio de alcantariUado también presentaron un incremento indi¬ 
recto, ya que Aguas dei Tunari facturaba un porcentaje dei agua potable de acuerdo a dos 
categorias; 70% en la categoria usuários residenciales y 90% en las categorias no residen- 
ciales. La definición de categorias era competência de la empresa sin ninguna consulta al 
usuário ni posibiüdad de reclamo. 

Finalmente, el Contrato de concesión facultaba al concesionario a incrementar las 
tarifas de sus servicios empleando como critério las tasas de retorno de potenciales in- 
versiones a ser realizadas por la empresa, según el modelo financiero de la misma. Esta 
tasa de retorno en favor de la empresa no discriminaba si los recursos provenian de in- 
versiones logradas de recursos externos o dei cobro de facturas a la propia población. 

Lo más perjudicial de los factores de alza de tarifas fue el incremento dei 20% a sola 
firma dei contrato. Como senalara Carmen Ledo (2013), “en ningún lugar dei mundo, un 
negocio incrementa tarifas sin haber realizado mejoras en el servicio”, situación aún más 
polémica al afectar a sectores con bajos ingresos. 
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4.2.3.5. Guerra dei Agua 

La enajenación dei património público impHcó la transferencia de las empresas públicas 
productivas y de servicios y de los recursos naturales, incluida el agua, que fue uno de los 
últimos recursos enajenados y sobre el que se tejieron enormes benefícios en favor de 
una empresa transnacional y grandes perjuicios para el pueblo cochabambino. En este 
contexto, la Uamada “Guerra dei Agua” resulta una primera gran victoria contra el neoli- 
beralismo después de 15 anos. 

El 12 de septiembre de 1997, durante el gobierno de Hugo Banzer y Jorge Quiroga, se 
promulgo el DS 24841 que autorizaba la participación dei sector privado en la dotación 
dei servido público de agua y alcantariUado en Cochabamba, y el 27 de agosto de 1998 
se pubhcó la hcitación para la concesión dei Proyecto Múltiple Misicuni y de Semapa. La 
única empresa que se presentó fue Aguas dei Tunari, cuyo mayor accionista era Bechtel, 
una de las empresas de agua más grandes dei mundo. El 19 de abril de 1999 se declaro 
desierta la hcitación y se formó una “Comisión negociadora” en torno a la propuesta 
económica de Aguas dei Tunari. El 3 de septiembre de 1999 se fírmaron los contratos de 
concesión de Semapa, dei Proyecto Múltiple Misicuni, de hcencia para la generación eléc¬ 
trica y de arrendamiento de los bienes de Semapa en favor de Aguas dei Tunari SA. 

El 29 de octubre de 1999, el Congreso nacional aprobó la ley 2029 de Agua Potable 
y Alcantarihado Sanitario, a espaldas de la Federación Departamental Cochabambina de 
Organizaciones Regantes (Fedecor) que estaba movihzada y había anunciado medidas de 
presión. El gobierno nacional y Fedecor hevaban tiempo discutiendo la propuesta de Ley 
entregada por los regantes el 21 de agosto de 1998. 

En noviembre de 1999 se funda la Coordinadora de Defensa dei Agua para de¬ 
mandar la derogatoria de la ley 2029 y la anulación dei contrato con Aguas dei Tunari. 
La Coordinadora estaba articulada por la Federación de regantes, la Federación de 
fabriles, la COD y grupos ecologistas; luego, se incorporaron las juntas de vecinos. 
La principal fuerza de la Coordinadora eran los regantes de cuatro regiones; Valle 
Alto, Valle Central, Valle Bajo y Sacaba. Desde 1996, los regantes realizaban esfuer- 
zos intensos de organización a causa de los conflictos provocados por la “guerra de 
pozos” iniciada en 1992 en Quillacollo, Vinto y otras zonas dei valle, como una dis¬ 
puta por el agua entre la ciudad y el campo, que se agudizó en 1997 y 1998 y derivó 
en la fundación de la Fedecor en octubre de 1997. 

Antes de la Guerra dei agua, hubo cuanto menos tres grandes movihzaciones de los 
regantes. En enero de 1998 se concentraron 20.000 regantes que entregaron a la Briga¬ 
da parlamentaria de Cochabamba una propuesta de ley de regulación dei agua por usos 
y costumbres. A fínales de 1998, tuvo lugar la “guerra de pozos” en el valle central y se 
impidió a Semapa perforar vários pozos de agua; el 4 de noviembre de 1999 se realizó 
un bloqueo de caminos en Vinto. Luego de cuatro dias, el 7 de noviembre de 1999, la 
Superintendência de Aguas informó que Aguas dei Tunari SA había firmado un docu¬ 
mento de respeto sobre el derecho al agua de los vintenos. El ejército interviene y los 
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regantes se enfrentan. Es justamente después de esta represión que en noviembre de 
1999 se funda la Coordinadora de Defensa dei Agua, que amplificará su voz y conse¬ 
guirá una victoria histórica. 

La Coordinadora Departamental de Defensa dei Agua y la Vida se funda el 12 de no¬ 
viembre de 1999 con participación de la Coordinadora de Defensa dei Agua y Economia 
Popular (Codaep)^*^^, la Central Obrera Departamental, la Federación de Fabriles y la Fe- 
decor (luego se incorporarían otras agrupaciones). Esta nueva organización se creó con 
el objetivo de demandar la derogación de la Ley de Saneamiento Básico y la anulación de 
los contratos con Aguas dei Tunari. Las circunstancias de su creación son expresadas por 
Ornar Fernández, dirigente de los regantes, en los siguientes términos: 

Es así que se convoca a una reunión en las oficinas de la Federación Departamental de Regan¬ 
tes, a la que se invita a representantes de otros sectores como el fabril, maestros, estudiantes, 
comerciantes y otras organizaciones. En la oportunidad, surge el interés por movüizar a la 
gente en acciones de unidad, ya que el problema afectaba no sólo a la ciudad, sino también a 
los regantes, según las fuentes de agua ubicadas en todo el Valle Central. La Ley 2029 afectaba 
a ambos espacios, lo que llamaba a una unidad en las medidas de reacción (Entrevista con 
Ornar Fernández, Cochabamba, mayo de 2000. En: Salazar, 2011: 94). 

La primera medida asumida por la Coordinadora fue el apoyo al bloqueo de caminos 
que la Fedecor había preparado contra la promulgación de la Ley de Agua Potable y Alcan- 
tarülado que estaba prevista para el 28 de noviembre de 1999. El bloqueo apenas duró dos 
dias: las medidas de presión fueron suspendidas para que no se tergiversaran y confundieran 
con el chma electoral que se vivia en el pais ante las elecciones municipales de 1999. 

Esa coyuntura fue aprovechada por el gobierno que, a través de su superintendente 
de Aguas, anunció el incremento de las tarifas de agua que, sin embargo, fueron poster¬ 
gadas 24 horas antes de su entrada en vigência, lo cual fue cahficado como una “movida 
preelectoral” ÇLos Tiempos, 03/12/1999). 

En diciembre Uega el primer “tarifazo” dei agua, incrementos que iban desde el 30% 
hasta el 220%, lo que provocó el inicio de las movihzaciones de los vecinos. 

En enero dei 2000, en respuesta al tarifazo, la Coordinadora y el Comité Civico de Cocha¬ 
bamba anunciaron resistência civil y paro civico. El 11 de enero, tuvieron lugar las primeras 
movilizaciones masivas. El 12 de enero, regantes y campesinos cercaron Cochabamba y hubo 
enfrentamientos; en esta acción tuvieron también un papel importante los cocaleros. 

Se exigió la derogatoria de la ley y la nulidad dei contrato. El 1 de febrero, se reahzó 
una moviiización multitudinaria convocada por el Comité Civico y la Federación de Jun¬ 
tas Vecinales. El 4 de febrero fue también una jornada de movihzación, y la “toma paci¬ 
fica” de la ciudad se conviertió en un campo de bataUa durante todo el dia y parte de la 

363 Codaep fue la organización que dirigió el movimiento social en defensa dei agua en Cochabamba en su primera 
etapa. Fue creado en jubo de 1999 a raiz dei proceso de flexibilización, ücitación dei proyecto Misicuni e incremento 
de tarifas. Cumplió un rol de traductor dei complejo proceso de ücitación y negociación emprendido por el gobierno 
con la empresa Aguas dei Tunari (Garcia, 2003). 
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noche. El 5 de febrero se firmó, entre el Gobierno y los dirigentes de la Coordinadora y el 
Comité Cívico, un acuerdo de nueve puntos, uno de los cuales pautaba el congelamiento 
de las tarifas. El 25 de febrero, después de varias semanas de negociaciones, la Coordina¬ 
dora impulso la anulación dei contrato ante la insistência dei Gobierno de incrementar las 
tarifas de forma escalonada. El Comité Cívico aceptó dicho incremento y la coordinadora 
convoco a una consulta popular para el 27 de marzo, en la que votaron 50.000 personas: 
un 96% exigió la anulación dei contrato y un 97% rechazó la ley de aguas. 

Se anuncia la bataUa final para el 4 de abril. El paro es un êxito absoluto. El 6 de abril 
se inician negociaciones y son inmediatamente detenidos los dirigentes. En la madrugada 
son liberados los dirigentes de la Coordinadora. Sin embargo, el 7 de abril el gobierno hace 
pública la decisión de anular el contrato y la renuncia dei prefecto de Cochabamba. 

El 8 de abril el Gobierno da marcha atrás en la decisión de “anular el contrato”, siguen 
las movilizaciones por quinto día consecutivo ya que sectores dei gobierno hacen que se 
retroceda en la decisión de rescindir el contrato e implementan el estado de sitio. Muere 
Víctor Hugo Daza con un disparo en la cara. El 7, 8, 9 y 10 en la ciudad de Cochabamba 
se producen protestas de decenas de miles de personas. 

Paralelamente, el 3 de abnl ya habían empezado los bloqueos en La Paz por parte de la 
CSUTCB contra la ley de aguas y la ley INRA; es el primer dei “cerco a La Paz” dei siglo XXI, 
y gradualmente se extienden a 5 departamentos, Oruro, Potosí, Cochabamba y Sucre, para el 
6 de abril ya existe un bloqueo nacional de caminos, con desabastecimiento de mercados. 

El 8 de abril se amotinan los regimientos y unidades especiales más importantes de la 
pohcía (regimientos 1 y 2 de los Pumas y los Polivalentes) comandados por el GES (Gru¬ 
po Especial de Seguridad) de la Pohcía contra la orden de reprimir una huelga de hambre 
de 20 esposas de pohcías que se había iniciado el 3 de abril en La Paz y que reahzaban la 
huelga en instalaciones de la COB, e insisten en un incremento salarial; se anuncia que 
medidas de insubordinación pohcial se estarían iniciando en Cochabamba, Santa Cruz y 
Tarija. Comandos paramihtares toman y silencian médios de comunicación y se entra a 
un estado de sitio total. La Paz está totalmente bloqueada mientras que en Oruro y Co¬ 
pacabana los bloqueos de caminos son masivos por el levantamiento indígena, paralelo 
a la “guerra dei agua”, dirigida por la CSUTCB, bajo la dirección de Fehpe Quispe. 

El 9 de abril, a pesar dei “Estado de sitio” se dan enfrentamientos en la zona de Acha- 
cachi, donde se producen dos muertes de comunarios y 6 heridos de bala, lo que desenca- 
dena la toma de la subprefectura, para culminar en la captura y muerte dei capitán Ornar 
Tehez que se encontraba en el hospital de Achacachi. Se dan detenciones y confinamien- 
tos en todo el país. Los dirigentes de la Coordinadora se declaran en la clandestinidad y 
Uaman a seguir la movihzación y el bloqueo. 

A pesar dei “Estado de sitio”, el 9 de abril, la plaza de Cochabamba está custodiada 
por los “guerreros dei agua” y persiste la movihzación general. Ese día los movihzados 
entran al GES, incendian 9 motocicletas dei GES y 2 movihdades de la Prefectura. Toda 
la ciudad estaba tomada por vecinos, campesinos y cocaleros. 
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El lunes 10 de abril, el Congreso Nacional aprueba en 24 horas la Ley modificada 2029, 
y el Gobierno y la Coordinadora firman un acuerdo que rescinde el contrato que el Gobier- 
no había firmado con Aguas dei Tunari SA por 40 anos. El lunes 10 de abrü la movilización 
concluye con el cabildo con 50 mil personas que plantean la necesidad de convocar a una 
Asamblea Constituyente para refundar el país, sin intermediación partidaria. 

Haciendo una síntesis de cómo plantea la Coordinadora la lucha victoriosa, se puede 
decir que en ese breve período de tiempo se dan 4 bataUas intensas, término acunado por 
la Coordinadora de Defensa dei Agua. Una, se da mediante la movilización y el bloqueo 
de caminos en enero dei 2000. La segunda, a través de la toma pacífica de Cochabamba 
en febrero dei 2000. La tercera, consistió en organizar la consulta popular en forma pa¬ 
cífica en marzo de 2000. La cuarta, la bataUa final con el paro total de actividades en la 
ciudad de Cochabamba en abril dei 2000. 

Esto es importante recalcar, porque fueron rebasadas todas las direcciones como el 
Comité Cívico que aceptó la implementación gradual dei tarifazo e incluso el alcaide, que 
había firmado el acuerdo, simuló un apoyo con una huelga de hambre, cuando todo el 
pueblo rechazo el tarifazo y la concesión dei agua. 

Así, una organización flexible que combina métodos de lucha como la consulta, la 
movilización y otras, y que se organiza articulando sectores sociales urbanos y rurales, y 
plantea una forma de lucha mucho más autogestionaria y no meramente peticionista al 
Estado, inaugura una nueva época de triunfos frente a los planes de privatización de los 
servidos básicos y la enajenación de los recursos naturales en Bohvia. 

Fue fundamental la articulación de actores y la combinación de formas de lucha; de 
los fabriles, como base organizativa, de los regantes, de los grupos ambientalistas, de los 
vecinos de todas las clases sociales, de los cocaleros y campesinos, articulados en la Coor¬ 
dinadora dei Agua de Cochabamba, con la movilización y bloqueo de caminos liderada 
por la CSUTCB con base en La Paz y que se expandió rápidamente por todo el país; así 
como el motín policial en La Paz que se estaba extendiendo a todo el país. El no acata- 
miento al “Estado de sitio” dei 8 de abril, mientras que las movihzaciones continuaban 
con fuerza dando el triunfo a los movihzados, abriendo una nueva época inédita y ascen¬ 
dente de triunfos ininterrumpidos hasta el ano 2005 que desembocó en la recuperación 
de las empresas, los servidos básicos y los recursos naturales. 

Por su parte, las empresas privadas evaluaban su participación en el negocio dei agua 
en Cochabamba de la siguiente manera; 

Revista Empresarial Espanola “EMPRESAS”, publicó dos artículos muy reveladores sobre 
Abengoa la empresa propietaria dei 25% de las acciones de Aguas dei Tunari. Aguas dei Tunari 
admite que intentaba ganar, cada ano 63,1 miUones de euros (60,67 miUones de dólares). En 
los 40 anos que debía durar la concesión, esperaba ganar 2.524,2 miUones de euros (2.426,62 
miUones de dólares). Evalúa que para lograr ese beneficio debía invertir 290,2 miUones de 
euros. Es decir que ganaba, el 21,7% anual de su capital invertido, en cinco anos recuperaba su 
inversión. Admite que debía aumentar las tarifas en un 35% para cofinanciar las obras. El artí- 
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culo que fue publicado el 12 de abril, todavia mantiene la duda sobre quién rompió el contrato. 
{Gente, 25 de abril de 2000. En: Salazar, 20011). 

Aguas dei Tunari administro Semapa durante pocos meses: desde el 3 de noviembre 
de 1999 y hasta abril de 2000. Posterior mente, la transnacional Bechtel (haciéndose pa- 
sar por una empresa holandesa, país con el que BoHvia tenía acuerdos de protección de 
inversiones) inicio una demanda de arbitraje internacional contra Bohvia ante el Centro 
Internacional de Arreglo de Controvérsias Relativas a Inversiones (CIADI), organismo 
de arbitraje dei Banco Mundial, reclamando 50 miUones de dólares por la cancelación dei 
contrato de concesión. Sin embargo, Bechtel, haciendo un mejor cálculo para preservar 
su reputación empresarial, retiró la demanda arbitrai aceptando un pago simbólico; 

El 19 de enero de 2006, representantes de Bechtel y sus co-inversionistas arribaron a Boüvia. Sen¬ 
tados al lado de funcionários gubernamentales, firmaron un acuerdo formal por el cual desistían de 
su demanda por $us 50 miUones, a cambio de un pago nominal de Bs2 ($us 0.30 ctvs.). El princi¬ 
pal negociador boliviano, Eduardo Valdivia, expUcó por qué Bechtel había finalmente desistido de 
su demanda. “Su máximo ejecutivo, [Riley Bechtel] intervino personaknente”, dijo. “Les dijo a sus 
abogados que el litigio no valia la pena en función al dano que le podtía hacer a la reputación de la 
empresa.” Fue la primera vez que una de las corporaciones más importantes dei mundo abandonó 
un litigio de inversión internacional como resultado directo de la presión pública a nivel mundial. Fue 
una importante victoria para Cochabamba, una importante victoria para el activismo a nivel global 
y un importante precedente para casos similares de políticas privatizadoras futuras (Schultz s£). 

Incluso a nivel internacional, la Guerra dei Agua fue una gran victoria, pues el desesti- 
miento de la empresa a seguir un litigio internacional contra el Estado boliviano, muestra 
el alcance que tuvo esta lucha a nivel mundial. La privatización dei agua en Cochabamba 
y su posterior reversión a dominio público marcó un antes y un después en las luchas 
sociales en Bohvia e incluso marco un hito munchal de luchas contra la privatización dei 
agua y los recursos naturales. 

4.2.4. Análisis jurídico de la privatización de Semapa-PMM 
4.2.4.1. Relación de hechos susceptibles de responsabilidad 

El agua es un recurso natural perteneciente al Estado y al pueblo bohviano, y es importante 
conocer los detaUes relacionados con su cuidado, su explotación y su comerciahzación, no 
solo por su natural importância para la vida, sino para prevenir los embates mercantüistas de 
los gobiernos de tendencia neohberal, que fomentan su explotación con fines de lucro. 

En Bohvia, se acelera la mercantüización dei agua como resultado de las recomenda- 
ciones dei Banco Mundial, y se da un gran incremento en las tarifas bajo promesas de 
inversión en el Proyecto Múltiple Misicuni. Tiene lugar la denominada Guerra dei Agu” 
(ocurrida entre los meses de enero y abril de 2000), que constituyó el inicio de las rebe- 
hones populares contra el sistema pohtico neohberal. 
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En el gobierno de Hugo Banzer Suárez, bajo el impulso dei Banco Mundial, se suscri- 
be, en fecha 3 de septiembre de 1999, el “Contrato de concesión de aprovechamiento de 
aguas y de servido público de agua potable y alcantariUado en la ciudad de Cochabamba”, 
entre el superintendente de Aguas, Luis GuiUermo Uzin Fernández y Geoffrey Richard 
Thorpe, director general de la empresa Aguas dei Tunari SA. 

El 3 de septiembre de 1999, se firma el “Contrato de régimen de bienes y sustitución 
de patronos con Semapa”, entre Luis GuiUermo Uzín Fernández, superintendente de 
Aguas, y José Arturo Coca Seleme, gerente general de Semapa, por una parte, y por Geo¬ 
ffrey Richard Thorpe, Director General de la empresa Aguas dei Tunari SA, por otra. 

El 3 de septiembre de 1999 se suscribe el “Contrato de régimen de bienes”, “Contra¬ 
to de transferencia de las instalaciones de la Estación de Bombeo Titiri” y de “Cesión y 
subrogación dei Contrato de arrendamiento de Unea eléctrica e instalaciones y suministro 
de electricidad”, y adenda al “Contrato de arrendamiento de Unea eléctrica e instalaciones 
y suministro de electricidad entre Misicuni y ELFEC”, dei 14 de diciembre de 1998, entre 
Gonzalo Rico Calderón, presidente de la Empresa Misicuni, y Geoffrey Richard Thorpe, 
director general de Aguas dei Tunari SA. 

El 23 de septiembre de 1999, se suscribe el “Contrato de Ucencia” para generación de 
electricidad y consiguiente ejecución de obras e instalaciones de la parte correspondiente a 
la generación de electricidad dei Proyecto Múltiple Misicuni, entre Alejandro Nowomy Vera, 
superintendente de Electricidad; Luis GuUlermo Uzín Fernández, superintendente de Aguas, 
y Geoffrey Richard Thorpe, Director General de la empresa Aguas dei Tunari SA. 

Los supuestos fundamentos legales que sustentan la suscripción dei “Contrato de 
concesión de aprovechamiento de aguas y de servicio público de agua potable y alcan¬ 
tariUado en la ciudad de Cochabamba” se circunscriben al artículo 136 de la Consti- 
tución PoUtica dei Estado de 1967, que establece que son de dominio originário dei 
Estado las aguas lacustres, fluviales y medicinales, el suelo, el subsuelo y todas sus 
riquezas naturales y que la ley establecerá las condiciones de este dominio, así como 
las de su concesión y adjudicación a los particulares. El Reglamento de Dominio y 
Aprovechamiento de Aguas dei 8 de septiembre de 1879, elevado a rango de ley el 28 
de noviembre de 1906 (Ley de Aguas), establece las normas para el aprovechamiento 
de aguas púbUcas para el abastecimiento de poblaciones y para el aprovechamiento de 
aguas públicas para riegos. La Ley 1600 dei 28 de octubre de 1994 (Ley Sirese) crea el 
Sistema de Regulación Sectorial, incluyendo la Superintendência de Aguas, cuyos ob¬ 
jetivos principales eran regular, controlar y supervisar las actividades dei sector aguas, 
además de suscribir las concesiones, licencias, autorizaciones y registros y disponer la 
caducidad o revocatoria de los mismos en aplicación de la ley, las normas legales secto- 
riales y reglamentos correspondientes. 

El sistema jurídico de la Ley Sirese, aprobada en 1994, considera el agua como una 
mercancia, donde el Estado podia ejercer su dominio disponiendo que la misma sea ad¬ 
ministrada por el sector privado, a los efectos de la prestación de servidos. 


440 


Las empresas públicas en el departamento de Cochabamba 


Por Decreto Supremo 24841 dei 12 de septiembre de 1997, se autoriza la participación 
dei sector privado en la prestación dei servicio público de agua potable y alcantarülado para 
la ciudad de Cochabamba y en el Proyecto Múltiple Misicuni. La Ley Sirese, en el inciso c) de 
su artículo 10, establece que, en caso de concesiones, licencias, autorizaciones y registros rela¬ 
cionados a dos o más sectores regulados por las normas legales sectoriales, los mismos serían 
otorgados en forma conjunta por los Superintendentes Sectoriales que correspondiera. Por 
Resolución dei directorio de Semapa n.° 013/98 dei 8 de julio de 1998, se autoriza la participa¬ 
ción dei sector privado en el servicio de agua potable y alcantariUado para la ciudad de Cocha¬ 
bamba a través de la operación de concesión de Semapa, autorizando, además, la disposición 
de los bienes de Semapa mediante el arrendamiento y la transferencia de los mismos. 

Por su parte, el gobierno Municipal de Cochabamba emite la Ordenanza Municipal 
2162/98 dei 9 de juho de 1998, que homologa la Resolución dei Directorio de Semapa 
n.° 013/98 dei 8 de juho de 1998, y autoriza el proceso de participación privada en la 
provisión de agua potable y alcantarihado a través de la modahdad de concesión de di- 
chos servicios, a favor de un operador privado, el arrendamiento de sus bienes, así como 
la transferencia de activos y pasivos de Semapa y la utihzación de bienes púbhcos con 
destino exclusivo al objeto de la concesión, entre otros. Asimismo, mediante Resolución 
dei Directorio de la empresa Misicuni n.° 005/98 de fecha 4 de junio de 1998, se autoriza 
la concesión dei Proyecto Múltiple Misicuni a favor de un operador privado, el alquüer 
dei Túnel Principal dei PMM, cesión de garantias y derechos al inversionista adjudicado y 
constitución de servidumbres voluntárias sobre prédios de su propiedad. 

En la misma lógica se emite el Decreto Supremo 25133 dei 21 de agosto de 1998, que 
autoriza la participación dei sector privado en la prestación dei servicio púbhco de agua 
potable y alcantariUado para la ciudad de Cochabamba y en el Proyecto Múltiple Misicuni; 
además, homologa la Resolución 005/98 dei 5 de junio de 1998, emitida por el Directorio 
de la Empresa Misicuni, que autoriza la disposición de los bienes muebles e inmuebles 
afectados a la concesión dei PMM. 

Sobre esa base normativa, mediante Dcitación Púbhca Nacional e Internacional n.° MCEI/ 
SE-SA/UR/SEMAPA-MISICUNI/05/98 dei 27 de agosto de 1998, se convoca a empresas 
o consorcios a presentarse al proceso de selección para la prestación dei referido servicio. 

Por Decreto Supremo 25351 dei 19 de abril de 1999, se declara desierta la Licitación 
Púbhca Nacional e Internacional n.° MCEl/SE-SA/UR/SEMAPA-MISICUNI/05/98, 
debido a que se presenta un solo proponente; el consorcio Aguas dei Tunari. Sin embar¬ 
go, el mismo decreto supremo establece la conformación de una Comisión Negociadora 
para evaluar y negociar la Propuesta Técnica y Económica, presentada por el Consorcio 
Aguas dei Tunari, sobre la base de los documentos contractuales de la Licitación y la 
Propuesta presentada por el Consorcio. 

De acuerdo a la negociación efectuada e Informe de la Comisión Negociadora, por 
Decreto Supremo 25413 dei 11 junio de 1999, se acepta la propuesta final dei consorcio 
Aguas dei Tunari; 
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Artículo 2 . Aceptar la Propuesta Final dei “Consorcio Aguas dei Tunari” de 3 de junio de 
1999 y adjudicar en favor dei mismo, el aprovechamiento de aguas, la prestación dei servido 
público de agua potable y alcantariUado para la ciudad de Cochabamba, el suministro de agua 
de riego y la generadón de energia eléctrica, en el contexto de la ejecución dei proyecto Múl- 
tiple Misicuni, en el marco de su Propuesta Final y dei Informe de la Comisión Negociadora, 
aprobado en el artículo anterior. 

Se dispone que, previa constitución bajo la forma de sociedad anónima en la Repú¬ 
blica de BoHvia y cumplimiento de formalidades, Aguas dei Tunari recibirá de las super¬ 
intendências de Agua y de Electricidad dei Sirese las respectivas concesiones y licencias, 
y los contratos que se requieran deberán ajustarse a la propuesta adjudicada, adecuados a 
las condiciones y formalidades establecidas por las entidades reguladoras. 

El Directorio de Semapa emite la Resolución 008/99 dei 18 de agosto de 1999, donde 
se autoriza la participación dei sector privado en el servicio de agua potable y alcantari- 
Uado para la ciudad de Cochabamba a través de la concesión de Semapa, autoriza la dis- 
posición de sus bienes a cuyo efecto debe suscribirse el Contrato de Régimen de Bienes 
a ser suscrito con la empresa Aguas dei Tunari SA. 

Por Ordenanza Municipal 2380/99 dei 25 de agosto de 1999, la Municipalidad de 
Cochabamba homologa la Resolución dei directorio de Semapa 008/99 dei 18 de agosto 
de 1999, y autoriza el proceso de participación privada en la provisión de agua potable y 
alcantariUado a través de la modaUdad concesión, a favor dei operador privado Aguas dei 
Tunari SA; el arrendamiento de sus bienes así como la transferencia de activos y pasivos 
de Semapa y la utiUzación de bienes públicos con destino exclusivo al objeto de la con¬ 
cesión, entre otros. 

Por Decreto Supremo 25501 dei 2 de septiembre de 1999, se aprueban los proyectos 
de contratos acordados con Aguas dei Tunari SA; concesión, licencias, régimen de bienes 
(arrendamiento y transferencias), en los siguientes términos; 

Artículo 1. Para los efectos de la adjudicación dispuesta por Decreto Supremo n.° 25413, se 
aprueban los textos de los siguientes proyectos de contratos acordados por la Superintendên¬ 
cia de Aguas, la Superintendência de Electricidad, Semapa y MISICUNI, con el Consorcio 
Aguas dei Tunari: 

a. Contrato de Concesión de Aprovechamiento de Aguas y de Servicio Público de Agua Po¬ 
table y AlcantariUado en la ciudad de Cochabamba, a ser suscrito entre la Superintendência 
de Aguas y la sociedad anónima a ser constituída por el Consorcio Aguas dei Tunari, cuyo 
proyecto ha sido remitido al Ministério de Comercio Exterior e Inversión por la Superinten¬ 
dência de Aguas con nota n.° SSAl 180/99 de 26 de agosto de 1999. 

b. Contrato de Licencia de Generadón de Energia Eléctrica y Concesión para el Aprovecha¬ 
miento de Recursos Hídricos, a ser suscrito entre las Superintendências de Electricidad y 
de Aguas y la sociedad anónima a ser constituída por el Consorcio Aguas dei Tunari, cuyo 
proyecto ha sido remitido al Ministério de Comercio Exterior e Inversión por la Superinten¬ 
dência de Electricidad con nota SE3583-DL200/99 de 26 de agosto de 1999. 
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c. Contrato de Régimen de Bienes, a ser suscrito entre Semapa y la sociedad anónima a ser 
constituída por el Consorcio Aguas dei Tunari, cuyo proyecto ha sido aprobado por el Di- 
rectorio de Semapa mediante Resolución n.° 008/99 de 18 de agosto de 1999, homologada 
por Ordenanza Municipal n.° 2380/99 de 25 de agosto de 1999; y 

d. Contrato de Régimen de Bienes, Contrato de Transferencia de las instalaciones de la Esta- 
ción de Bombeo Titiri y de Cesión y Subrogación dei Contrato de Arrendamiento de Línea 
Eléctrica e Instalaciones y Suministro de Electricidad, y Addéndum al contrato de Arrenda¬ 
miento de Línea Eléctrica e Instalaciones y Suministro de Electricidad entre MISICUNI y 
ELFEC de 14 de diciembre de 1998, a ser suscritos entre MISICUNI y la sociedad anónima 
a ser constituída por el Consorcio Aguas dei Tunari, cuyos proyectos han sido aprobados por 
el Directorio de MISICUNI mediante Resolución n.° 05/99 de 18 de agosto de 1999. 

Mediante Resolución Administrativa SA n.° 24/99 de fecha 3 de septiembre de 1999, 
la Superintendência de Aguas otorga al Concesionario las Concesiones de Aprovecha- 
miento de Aguas y de Servicio Público de Agua Potable y AlcantariUado en la ciudad 
de Cochabamba con la consiguiente obhgación dei Concesionario de ejecutar las obras 
e instalaciones dei Proyecto Múltiple Misicuni y ponerla en funcionamiento de acuerdo 
a los términos dei mencionado Contrato de Concesión. Por Resolución Conjunta de las 
Superintendências de Electricidad y de Aguas SSDE - SA n.° 02/99 de fecha 3 de sep¬ 
tiembre de 1999, se dispone la otorgación de la Licencia de Generación y la Concesión 
de Aprovechamiento de Aguas dei Rio Misicuni, Vizcachas y Putucuni y sus afluentes, a 
favor de Aguas dei Tunari SA. 

El Contrato de Concesión tiene por objeto la otorgación de la Concesión de apro¬ 
vechamiento de aguas hasta un caudal regulado de 6.6 m^/s a los fines de suministrar 
agua para riego y para el servicio público de agua potable y alcantariUado en el área de 
concesión, otorgada en favor dei concesionario en el marco dei Reglamento de Orga- 
nización Institucional y de Concesiones dei Sector Aguas aprobado por el Decreto Su¬ 
premo 24716 dei 22 de juho de 1997, la Ley Sirese, la Ley de Aguas y la Ley Aplicable, y 
la ejecución de forma única y exclusiva de las obras e instalaciones correspondientes al 
Componente de Aguas dei Proyecto Múltiple Misicuni y su puesta en funcionamiento, 
como obhgación dei concesionario, por un plazo de cuarenta (40) anos. 

Por otra parte, el Contrato de Régimen de Bienes, suscrito entre Semapa y la conce- 
sionaria Aguas dei Tunari SA, temú como objeto: 

a) Convenk el arrendamiento comercial de los Inmuebles Arrendados que forman parte dei 
património de Semapa. 

b) Convenir la transferencia de los Bienes Muebles e Inventários. 

c) Convenir la cesión y aceptación de los Créditos Cedidos de los Contratos Cedidos y de las 
Deudas asumidas entre Semapa y el Concesionario. 

d) Convenir la sustitución de patronos entre Semapa y el Concesionario, respecto de los Tra- 
baj adores Transferidos. 
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e) Convenir que el concesionario otorgue una opción de compra de acciones en favor de los 
Trabajadores Transferidos. 

f) Convenir el otorgamiento de garantias en favor de Semapa y dei Concesionario. 

g) Convenir otras estipulaciones específicas más adelante (Cláusula 5.“). 

Por este contrato, Semapa otorgó en arrendamiento comercial sus inmuebles, inclu- 
yendo todos sus accesorios, dependencias, pertenencias y servicios, los cuales debían ser 
cuidados y conservados por el concesionario, quien debía destinar esos inmuebles única¬ 
mente a la prestación dei servicio público o a actividades relacionadas. El arrendamiento 
tendría una duración de diez anos, pudiendo ser renovado hasta un máximo de tres veces. 
Pese a ese plazo, Semapa podia suscribir un contrato de arrendamiento adicional que 
permitiera a Aguas dei Tunari SA usar los inmuebles arrendados, y no podia negarse a 
renovar el contrato mientras durase el plazo de la concesión. 

En contraprestación por el arrendamiento. Aguas dei Tunari SA se comprometia a 
cancelar un canon anual a Semapa. Ese pago debia reahzarse en doce cuotas mensuales 
iguales, empezando el 31 de enero dei ano 2000, bajo la modalidad de mes vencido, de- 
biendo hacerse efectivo dentro los 30 dias siguientes al mes vencido. En adición al canon, 
y solamente durante los anos 2001 y 2002, la empresa concesionaria pagaria a Semapa la 
suma de $us2.350.000 por ano (Hbre de impuestos). Ese pago se realizaria en doce cuotas 
mensuales iguales en cada ano, comenzando el primero de enero dei ano 2001. 

Este “Contrato de régimen de bienes” también registra la transferencia de los créditos 
cedidos y las deudas asumidas por Semapa en favor de Aguas dei Tunari SA. Además, 
Semapa reahzaba la cesión de contratos y convênios que estaban en vigor. La cláusula 
octava, por su parte, se referia a la sustitución de patronos, es decir que ATSA sustituiria 
a Semapa como empleador de todos los trabajadores transferidos. 

El “Contrato de licencia para la generación de electricidad” y consiguiente ejecución 
de obras e instalaciones de la parte correspondiente a la generación de electricidad dei 
Proyecto Múltiple Misicuni fue suscrito en cumplimiento de la Resolución SSDE—SA 
n.° 02/99, dei 3 de septiembre de 1999, la cual fuera emitida en forma conjunta por las 
Superintendências de Electricidad y de Aguas. El objeto de este contrato era establecer y 
pactar las condiciones, derechos y obhgaciones dei titular, para el ejercicio de la actividad 
de Generación, en el marco de la Ley de Electricidad, su Reglamentación y otras dispo- 
siciones legales que sean aphcables y la otorgación de Licencia para el ejercicio de la in¬ 
dustria eléctrica en la actividad de Generación en la Central de Misicuni. La licencia temú 
un plazo para 40 anos y no temú carácter de exclusividad en el Sistema Interconectado 
Nacional (SIN), de manera que Aguas dei Tunari SA debía desarroUar sus actividades en 
el marco de la hbre competência. 

El Contrato de régimen de bienes que el Estado bohviano suscribió con la concesio¬ 
naria Aguas dei Tunari tenía como objeto; 
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a) Convenir el arrendamiento comercial dei túnel principal dei Proyecto Múltiple Misicuni 
que forma parte dei património de la empresa Misicuni a favor dei concesionario. 

b) Convenir el otorgamiento de garantias en favor dei Concesionario. 

c) Convenir otras estipulaciones especificadas más adelante. 

d) Convenir la constitución, y sin costo alguno para el Concesionario, de servidumbres, sobre 
los prédios de propiedad de Misicuni y, a solicitud dei Concesionario, de todos aqueUos 
prédios detaUados en la Sub-cláusula 11.1 y todas aqueUas que fueren razonablemente 
necesarias para la cabal ejecución de este Contrato, en favor dei Concesionario. 

e) Poner a disposición dei Concesionario, sin costo alguno para este, una copia completa 
de todos los estúdios de propiedad de Misicuni para su utilización. 

Desde el punto de vista dei impacto social, se advierte que el negocio privado aumenta 
las tarifas dei agua en más de un 50%, generándose protestas que derivaron en la denomi¬ 
nada “Guerra dei agua”, obügando a que el gobierno de BoHvia rescinda el contrato con la 
empresa Aguas dei Tunari SA, subsidiaria de la transnacional norteamericana Bechtel. 

El proceso de privatización dei agua en Cochabamba a favor de la empresa privada Aguas 
dei Tunari SA, por parte dei gobierno de Hugo Banzer Suárez, pese a que se intento contar 
con un marco legal de protección emitiendo la Ley 2029 dei 20 de octubre de 1999, dei Ser¬ 
vido de Agua Potable y Alcantardlado Sanitario, tuvo la siguiente y principal irregularidad. 

4.2.4.2. Irregularidades relevantes 

4.2.4.2.I. Adjudicación vía negociación al margen de la ley 

El gobierno de Hugo Banzer Suárez (1997-2001) había establecido la importância so¬ 
cial y económica dei Proyecto Múltiple Misicuni para satisfacer las necesidades de agua, 
alcantariUado, riego y energia dei vaUe de Cochabamba, por lo que emite el Decreto 
Supremo 25133 dei 21 de agosto de 1998, por el cual autoriza la participación dei sec¬ 
tor privado en la prestación dei servido público de agua potable y alcantariUado para la 
ciudad de Cochabamba y en el Proyecto Múltiple Misicuni, encargando al Ministério de 
Comercio Exterior e Inversión y a las superintendências de Aguas y Electricidad, Uevar a 
cabo la Licitación PúbUca Nacional e Internacional. 

La Licitación PúbUca Nacional e Internacional n.° MCEI/SE-SA/UR/SEMAPA-MI- 
SICUNI/05/98 dei 27 de agosto de 1998, inició el proceso, verificándose luego algunas 
enmiendas al PUego de condiciones y ampUaciones de plazo. 

El 14 de abril de 1999, se presentó como único proponente el consorcio Aguas dei Tu¬ 
nari SA, conformado por las siguientes empresas; 

• International Watter Limited (constituida en las Islas Caimán) 

• Abengoa Servidos Urbanos SA 

• Sociedad BoUviana de Cemento SA 

• Companía BoUviana de Ingeniería 
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• ICE Ingenieros SA 

• Constructora Petricevic SA 

El día de la apertura de propuestas (15 de abril de 1999), la Comisión CaHficadora ob¬ 
servo algunos documentos dei único proponente, otorgándole el plazo establecido en el 
pHego para subsanar o aclarar las observaciones. Ante el incumpHmiento dei proponente, 
recomendo declarar desierta la Licitación Pública Nacional e Internacional n.° MCEI/ 
SE-SA/UR/SEMAPA-MISICUNI/05/98. 

Cuatro dias despues, el gobierno de Hugo Banzer mediante Decreto Supremo 25351 dei 
19 de abril de 1999, declaro desierta la licitación pública; pero, al mismo tiempo, dispuso lo 
siguiente: 

Artículo 2°.- Tratándose de un proyecto de necesidad nacional y a fin de dar continuidad con 

el Proceso Conjunto de su ejecución se dispone lo siguiente: 

a. Se ratifica de necesidad social el Proyecto Múltiple Misicuni y la Concesión dei Servicio de 
Agua Potable y Alcantarillado para la ciudad de Cochabamba, 

b. Se autoriza la Negociadón con el Consorcio “Aguas dei Tunari”, con carácter de exclu- 
sividad por un período de 45 dias, sobre la base de la propuesta técnico económica, no 
conocida en el Proceso de Licitación Pública Nacional e Internacional N° MCEI/SE-SA/ 
UR/SEMAPA-MISICUNI/05/98 previa presentación de una Boleta Bancaria de Garantia 
de Seriedad de Propuesta por el monto de $us.2.000.000.-, incondicional, irrevocable y a la 
vista, válida por 120 dias a nombre dei Ministério de Comercio Exterior e Inversión. 

c. Se establece una Comisión de Negociadón conformada por el Viceministro de Inversión 
y Privatización, el Prefecto y Comandante General dei Departamento de Cochabamba, el 
Honorable Alcaide Municipal dei Municipio de Cochabamba, el Superintendente de Aguas, 
el Superintendente de Electricidad, el Presidente Ejecutivo de la Empresa Misicuni y el Ge¬ 
rente General de Semapa. 

d. La Comisión Negociadora conformada en el inciso anterior, será la encargada de evaluar y 
negociar la propuesta técnica y económica, presentada por el Consorcio “Aguas dei Tunari” 
sobre la base de los antecedentes presentados en la Licitación Pública Nacional e Interna¬ 
cional N° MCEI/SE-SA-UR/SEMAPA-MISICUNI/05/98. 

e. Al término dei Proceso de negociadón, la Comisión Negociadora elevará Informe al Ga¬ 
binete Ministerial dei Excmo. Senor Presidente de la República, para que en Consejo de 
Ministros, se defina la adjudicación si corresponde. 

Es decir, el Decreto Supremo 25351 declara desierto el proceso de licitación pública, 
pero simultáneamente conforma una Comisión Negociadora (inexistente en las Normas 
Básicas dei Sistema de Administración de Bienes y Servicios) para evaluar y negociar la 
propuesta técnica presentada por el único proponente emergente dei proceso de licita¬ 
ción. Cabe destacar que el mencionado Decreto Supremo hace referencia al informe de 
la Comisión CaHficadora, en cuyos considerandos quinto y sexto refiere: 
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... Que el Proponente, culminado el plazo otorgado, no cumpüó con la subsanación ni acla- 
ración de algunos documentos. 

Que al apartarse de los requisitos exigidos en el PUego de Condiciones, la Comisión Califica- 
dora definió no proceder con la apertura dei sobre “2” dei Proponente y elaboro el Informe 
de Recomendación de fecha 15 de abril de 1999, conforme a lo previsto en el artículo 6 
dei Decreto Supremo N° 25133, sugiriendo se declare desierta la Licitación Pública Nacional 
e Internacional No. MCEI/SE-SA/UR/SEMAPA-MISICUNI/05/98. 

Al momento de la emisión dei Decreto Supremo 25351, se encontraba concluído el 
proceso de Licitación Pública Nacional e Internacional MCEI/SE-SA-UR/SEMAPA-MI- 
SICUNI/05/98, ya que la Comisión CaUficadora había elevado su informe recomendando 
que se declare desierta la misma, sin haber abierto el sobre “2”. Sin embargo, el decreto ins- 
truye iniciar las negociaciones con el consorcio Aguas dei Tunari con caracter de exclusivi- 
dad por un periodo de 45 dias, sobre la base de la propuesta técnico económica presentada 
por el consorcio, no conocida en la licitación declarada desierta. 

Las negociaciones directas encomendadas a una Comisión Negociadora (que no está 
habilitada dentro un proceso de contratación que se rige por un sistema administrativo con¬ 
creto) permitieron la presentación dei Informe de la Comisión Negociadora recomendando 
la adjudicación al consorcio Aguas dei Tunari, sobre la base de una “propuesta mejorada” 
(como senala el Informe de la Comisión dei 8 de junio de 1999), para obtener la concesión 
dei servido público de agua potable y alcantariUado para la ciudad de Cochabamba y para la 
ejecución dei Proyecto Múltiple Misicuni. El informe derivó en la aprobación dei Decreto 
Supremo 25413 dei 11 de junio de 1999, que senala lo siguiente; 

Artículo 1. Aprobar el Informe de la Comisión Negociadora de fecha 8 de junio de 1999, re¬ 
ferida a la negociación con el “Consorcio Aguas dei Tunari” dispuesta por Decreto Supremo 
N° 25351, a cuyo efecto, se define la opción recomendada de establecer el pago de alquiler, 
por parte dei futuro concesionario, por los activos fijos de Semapa, conforme refiere el pá- 
rrafo 42, inciso a, dei citado Informe. 

Artículo 2. Aceptar la Propuesta Final dei “Consorcio Aguas dei Tunari” de 3 de junio de 1999 y 
adjudicar en favor dei mismo, el aprovechamiento de aguas, la prestación dei servido público de agua 
potable y alcantariUado para la ciudad de Cochabamba, el suministro de agua de riego y la generadón 
de energia eléctrica, en el contexto de la ejecución dei proyecto Múltiple Misicuni, en el marco de 
su Propuesta Final y dei Informe de la Comisión Negociadora, aprobado en el artículo anterior. 

Consiguientemente, se adjudica al Consorcio Aguas dei Tunari con un Decreto Supre¬ 
mo basado en una negociación suigeneris originada en un proceso de licitación declarado 
desierto. Ahondando aun más el irregular procedimiento de concesionar vía negociación 
y no en proceso hcitatorio, el DS 25413 define el alquiler de los activos fijos de Semapa 
sin establecer los métodos de cálculo y valuación dei arrendameinto de estos activos. 
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C ^ ^ ^ 

Ante los hechos descritos, existe presunta responsabdidad por parte de los íirman- 
tes dei Decreto Supremo 25351 de 19 de abnl de 1999 que, en contravención a la 
normativa vigente, conforma una Comisión de negociación y autoriza negociar con 
el consorcio Aguas dei Tunati SA la concesión de Semapa y dei Proyecto Múltiple 
Misicuni, habiéndose declarado desierta la licitación. Asimismo, por parte de los íir- 
mantes dei Decreto Supremo 25413, de 11 de junio de 1999, que aprueba el informe 
de la Comisión de negociación y adjudica de manera irregular la concesión de Semapa 
y dei Proyecto Múltiple Misicuni en favor dei consorcio Aguas dei Tunari SA; además, 
autoriza el arrendamiento de activos de Semapa sin mencionar el monto de alquiler. 


Conclusiones 

Las presentes conclusiones destacan aspectos centrales dei proceso de enajenación de las 
empresas públicas creadas para el desarroUo departamental y se valoran sus principales 
impactos en los aspectos político institucional, económico productivo y social. 

Âmbito político institucional 

La política de enajenación de las empresas públicas en Cochabamba tuvo como eje cen¬ 
tral de su intervención la privatización dei agua, expresada en la concesión de Semapa 
y dei Proyecto Múltiple Misicuni. Este último, debido a sus proyecciones económicas a 
partir de tres componentes articulados: agua potable, riego y energia eléctrica. 

El mayor impacto sobre el sistema político institucional departamental y regional fue 
el aHneamiento completo de las instituciones y gobiernos locales a la poKtica nacional de 
la privatización dei agua (un recurso importante y escaso), dejando a la población dei de¬ 
partamento sin ningún margen de intervención o decisión en cuestiones trascendentales 
de su desarroUo. 

El desmantelamiento de la institucionaUdad dei desarroUo (Cordeco), ocasionó la 
Uquidación de la capacidad institucional departamental responsable de la planificación 
estratégica y la ejecución dei desarroUo regional. 

Âmbito económico productivo 

El mayor impacto en la economia y la producción departamental fue la postergación 
gubernamental en la ejecución y desarroUo dei proyecto estratégico Misicuni, por la que 
miles de hectáreas altamente productivas fueron desaprovechadas y kilowatts de energia 
eléctrica no producidos. 

La concentración de los esfuerzos económico productivos en el Proyecto Múltiple 
Misicuni hizo que el departamento no desarroUara otros proyectos estratégicos, abando¬ 
nara proyectos productivos y que, con su postergación, se abandonaran las otras regiones 
dei departamento. 
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En la comparación dei conjunto productivo dei resto de las empresas productivas 
departamentales, solo destaca la Planta IndustriaHzadora de Leche (PIL), que se convirtió 
en un pilar dei desarroUo regional y de la producción agropecuaria vaUuna. 

También destaca la Terminal de Buses, por su importância estratégica en la función 
articuladora y de interconexión dei departamento en el conjunto vial dei país. 

Al impacto de la enajenación de las empresas públicas departamentales, en el caso de 
Cochabamba debe agregarse la enajenación dei Lloyd Aéreo Boliviano (LAB), empresa 
aérea bandera nacional que temú como base a la ciudad de Cochabamba, por lo que su 
pérdida tuvo efectos devastadores sobre la economia departamental (este tema es tratado 
en amphtud en el Tomo 3 dei presente informe). 

Los perjuicios económicos al departamento alcanzan a la suma desglosada dei si- 
guiente cuadro; 


Perjuicio económico por la privatización en el departamento de Cochabamba 


Empresa 

item 

Monto ($us) 


Valor referencial 

1.167.731,00 


Precio de venta 

(1.287.000,00) 

Faboce 

Consultorias 

28.155,06 


Bonos extraiegales 

210.000,00 


Perjuicio 

118.886,06 


Valor referencial 

45.660,00 

CriaderodeTruchas Piusilia 

Precio de venta 

(28.750,00) 

Consultorias 

22.414,75 


Perjuicio 

39.324,75 


Valor referencial 

10.800,00 


Precio de venta 

(11.000,00) 

Planta de Tarhui 

Consultorias 

1.500,00 


Gastos Martillero 

3.692,64 


Perjuicio 

4.992,64 


Valor referencial 

3.864.302,20 

Terminal de Buses Cochabamba 

Precio de venta 

(3.423.500,00) 

Consultorias 

14.000,00 


Perjuicio 

454.802,20 


Valor referencial 

10.003.000,00 

PIL Cochabamba 

Precio de venta 

(6.226.950,40) 

Consultorias 

287.736,76 


Perjuicio 

4.063.786,36 
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Valor referencial 

68.798,00 


Preclo de venta 

(34.399) 

Hotel Prefectural Luriuni 

Consultorias 

10.330,20 


Martillero 

1.930,10 


Perjuicio 

46.659,30 

Semapa y PMM 

Consultorias 

1.302.799,43 

Perjuicio 

1.302.799,43 

Total 

6.031.250,74 


Nota: El perjuicio se calcula a partir de la diferencia entre el valor referencial de venta y el preclo de venta; a ese resultado se suman los gastos de 
consultorias, martilleos y bonos extralegales. Las cifras gue aparecen entre parêntesis son negativas, se restan en las sumatorlas. Las sumatorlas negativas 
representan Ingresos para el Estado. 

Fuente: CEMIPyC, 2018. 

El perjuicio total por la enajenación de empresas públicas en el departamento de Co- 
chabamba fue de $us 6.031.250,74, equivalentes a $us 13.234.976,61 actuales. Estas cifras 
solo hacen referencia a los perjuicios económicos directos e inmediatos, porque el dano a 
la capacidad económica y productiva departamental fue, sin duda, mayor. 

Âmbito social 

El mayor impacto social de la privatización dei Proyecto Múltiple Misicuni y de varias de 
las empresas públicas productivas fue la postergación en la inversión pública y, con eUo, 
la postergación en la generación de empleos y la pérdida de dinâmica económica regional 
y local. 

También debe contabiHzarse entre estos impactos las graves consecuencias en la salud 
popular tras la postergación en la cobertura de agua potable en la región metropolitana 
de Cochabamba. Sumado a eUo, por la privatización y financiamiento de Aguas dei Tunari 
SA, se incrementó el costo de las tarifas. 

Fue de impacto social evidente la privatización de la PIL, que no solo desarticuló un 
rubro productivo esencialmente campesino y que protegia tierras de uso agropecuário, 
sino que encareció sus productos. 
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Capítulo 5. Las empresas públicas del departamento de Oruro 


Históricamente, la economia de Oruro ha dependido de la actividad minera; esta ac- 
tividad convirtió a este departamento en pilar importante de la economia boliviana, 
asi como también ocurrió con el departamento de Potosi. Esta situación ha limitado 
su diversificación económica, por lo que durante el impulso que se dio a la políti¬ 
ca de sustitución de importaciones, pocas de las iniciativas de desarrollo industrial 
encaradas por la Corporación Regional de Desarrollo de Oruro (Cordeor) lograron 
realizarse. Es el caso de las industrias implementadas en los anos 70; una fábrica 
de cerâmica roja para la construcción (1975), una fábrica de adornos de peltre para 
dar valor agregado al estano (1985) y una fábrica para la producción de cadenas de 
transmisión de fuerza (1978); esta última estaba vinculada al enfoque de la Comuni- 
dad Andina de Fomento que pretendia crear polos de industrialización compartidos 
entre los países miembros. Otras iniciativas no lograron concretarse, tal el caso de 
la fábrica de cemento de Sevaruyo, a pesar que, desde 1978, una decena de normas 
autorizaba su implementación. Lo mismo ocurrió con el Parque Industrial de Oruro 
(1978), aspiraciones que todavia no se concretan. 

La política neohberal implantada en 1985, que se plasmó en la “relocalización” y el 
cierre de minas, tuvo efectos devastadores en la economia minera de la región, afectando 
al funcionamiento regular de varias empresas y actividades; hotelerla, transporte, comer¬ 
cio, entre otros. Es decir, el vaciamiento poblacional que sufrieron vários centros mineros 
afectó de manera significativa a la economia y al aparato productivo regional, evidencian¬ 
do signos de depresión. 

En ese contexto, la acción enajenadora de la gestión gubernamental de Jaime Paz 
Zamora (1989-1993) cerró las operaciones de las tres industrias orurenas y sus activos 
fueron vendidos a precios de hquidación, destruyendo asl la capacidad productiva púbh- 
ca del departamento de Oruro. Las empresas de servidos también fueron sometidas al 
proceso privatizador; la Terminal de Buses Hernando Siles y el Hotel Terminal fueron 
vendidos; y el Hotel Prefectural fue cerrado y desmantelado. 
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Cabe destacar que los dos proyectos productivos evaluados para su privatización 
y cuya enajenación no se concreto fueron el Centro Agropecuário de Desarrollo del 
Altiplano (Cadea) y el Proyecto de Camélidos de Turco (Procatur), los cuales han 
aportado al desarrollo agropecuário de la región por su continuidad institucional; 
de haberse llevado a cabo su desmantelamiento y liquidación no se contaria con el 
Centro en Caracollo y la producción e industrialización de camélidos, actualmente, 
no seria lo que es. 



• Terminal de Buses 
"Hernando Siles" 


Hotel Terminal 


□ SERVICIOS 

O producción 


1 Turco (Prov. Sajama) 

2 Caracollo (Prov. Cercado) 

3 Oruro (Prov. Cercado) 


Gráfico 18. Empresas públicas investigadas del departamento de Oruro 


por área económica y ubicación 


• Hotel Prefectural de 
Oruro 


1 


Centro Agropecuário 
de Desarrollo del 
Altiplano (CADEA) 


Proyecto de Caméli¬ 
dos de Turco 
(PROCATUR) 


Empresa Municipal de 
Transporte (EMTO) 


Fábrica de Cerâmica 
Roja Oruro (FCRO) 


Fábrica de Objetos de 
Peltre 


Cadenas Andinas 
(CASAM) 




Fábrica de Tubos de 
Cemento Oruro 


Empresa Local de 
Acueductos y Alcantarillado 
Oruro (SELA ORURO) 


Fuente: CEMIPyC, 2018. 

Las empresas públicas constituidas en el departamento de Oruro fueron 11; depen- 
dian de la Corporación Regional de Desarrollo de Oruro (Cordeor), de la Prefectura de 
Oruro y del Gobierno Municipal de Oruro, según el detaUe siguiente; 
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Cuadro 141. Empresas públicas investigadas en el departamento de Oruro 


por dependencia y ubicación 


N.° 

Denominación de la empresa pública 

Afio de creaclón 

0 inicio de 
funclonamiento 

Dependencia 
durante la 
enajenación 

Ubicación 
(sede de la 
empresa) 

1 

Fábrica de Cerâmica Roja Oruro-FCRO 

1975 

Cordeor 

Oruro 

2 

Fábrica de Objetos de Peltre-Fapel 

1985 

Cordeor 

Oruro 

3 

Cadenas Andinas SAM 

1978 

Cordeor 

Oruro 

4 

Centro Agropecuário de DesarroUo dei Altiplano-Cadea 

1974 

Cordeor 

Caracollo 

5 

Proyecto de Camélidos de Turco- Procatur 

1979 

Cordeor 

Turco 

6 

Hotel Prefectural de Oruro 

1953 

Prefectura de Oruro 

Oruro 

7 

Empresa Municipal de Transporte de Oruro 

1985 

Municipio de Oruro 

Oruro 

8 

Fábrica de Tubos de Cemento Oruro* 

- 

Municipio de Oruro 

Oruro 

9 

Empresa Local de Acueductos y Alcantariliado Oruro-Sela Oruro 

1964 

Municipio de Oruro 

Oruro 

10 

Terminal de Buses"Hernando Siles 

1983 

Cordeor 

Oruro 

11 

Hotel Terminal 

1983 

Cordeor 

Oruro 


*No se cuenta con la información dei ano de clerre de creaclón o Inicio de funclonamiento. 

Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Estratégia de privatización en Bolívia (Price Waterhouse, 1990); Listados de la Comisión de Evaluación de la Empresa 
Pública (CEEP), 1992-1993; Memória Unidad de Reordenamiento 2001 (MCEI, 2001); Memória 2000-2001 (MCEI, 2001). 


Como se puede apreciar, siete de estas empresas dependían de la Corporación Re¬ 
gional de DesarroUo de Oruro (Cordeor); una, de la Prefectura de Oruro; y tres, de la 
Alcaldía de Oruro. Seis empresas eran productivas, cinco de eUas eran de propiedad de 
Cordeor y una de la Alcaldía de Oruro. 

5.1. La enajenación de las empresas públicas de Oruro 

Durante el gobierno de Jaime Paz Zamora, la institucionalidad privatizadora estuvo a cargo 
de la Comisión de Evaluación de la Empresa Pública (CEEP), creada el 11 de enero de 
1990 en el marco de las “PoKticas de acción para consolidar la estabilidad y promover el 
crecimiento económico, el empleo, el desarroUo social y la modernización dei Estado”. Esta 
comisión estaba encargada de determinar la situación y perspectivas futuras de la empresa 
pública, así como la conveniência o no de su transferencia total o parcial a la actividad pri¬ 
vada, cooperativas u otras formas de asociación (DS 22407,11/01/1990, art. 108).^^'^ 

El Directorio de la CEEP estaba presidido por el ministro de Planeamiento y Coordi- 
nación y estaba integrado por el ministro de Industria, Comercio y Turismo; el ministro 
de Finanzas; el ministro de Trabajo y DesarroUo Laborai; el ministro sin Cartera y el 
ministro dei sector correspondiente (DS 22407, 11/01/1990, art. 111). 

El 14 de junio de 1991 fúe creada la Unidad Ejecutora dei Reordenamiento de las Empre¬ 
sas Públicas (UEREP) para que sea la Secretaría Técnica de la CEEP. Dependia dei Ministério 
de Planeamiento y Coordinación, pero tenía autonomia de gestión (DS 22836, 14/06/1991). 


364 El DS 22407 aprobó las “Políticas de acción para consolidar la estabilidad y promover el crecimiento económico, el 
empleo, el desarroUo social y la modernización dei Estado” y contenía los Uneamientos económicos dei Gobierno de 
Jaime Paz Zamora. 
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Meses más tarde, pasó a depender de la Subsecretaría de DesarroUo Socio Económico del Mi¬ 
nistério de Planeamiento y Coordinación, la cual comenzó a funcionar como Secretaria Técnica 
de la CEEP según la definición de esttategias para la privatización (DS 23170, 05/06/1992). 

El 24 de abril de 1992, Jaime Paz Zamora promulgó la Ley 1330 de Privatización (junto a 
su ministto de Planeamiento y Coordinación, Samuel Doria Medina Auza, y su ministro de 
Finanzas, Jorge Quiroga Ramírez). Esta norma autorizaba a las entidades estatales a enajenar 
activos, bienes, valores, acciones y derechos de su propiedad, y asignaba al Consejo Nacional 
de Economia y Planificación (Coneplan) la tarea de normar y fiscalizar la privatización de las 
empresas públicas, mediante la determinación de estratégias para su transferencia o disolu- 
ción. La reglamentación de la Ley de Privatización fue aprobada el 5 de junio de 1992 median¬ 
te el DS 23170; sufrió una modificación refrendada por el DS 23287, de 8 de octubre de 1992, 
que establecía que las transferencias que se hagan mediante bolsas de valores, remate o puja 
abierta, requerirá únicamente de la aprobación por resolución del Coneplan, quedando la exi¬ 
gência de aprobar un decreto supremo sólo para transferencias mediante licitación pública. 

En el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada (1993-1997), la institucionalidad privatiza- 
dora estuvo a cargo del Ministério de Capitalización, a ttavés de la denominada Unidad de Reor- 
denamiento, creada por el DS 23991 del 10 de abril de 1995. Tal norma transfiere las fúnciones 
de Coneplan, establecidas por la Ley de Privatización, al Consejo de DesarroUo Nacional (Co- 
dena), entidad constituida por el DS 23873 (03/10/1994) y el DS 23955 ( 08 / 02 / 1995 ).^^^ 

En el marco de esa normativa, se inició la privatización de las 11 empresas públicas en el 
departamento de Oruro. Cinco empresas de Cordeor fúeron vendidas; dos municipales y una 
prefectural fueron cerradas, y ttes fúeron desestimadas, de acuerdo al siguiente detaUe; 


Cuadro 142. Situación de empresas públicas de Oruro después del proceso de enajenación 


N.° 

Denominación de la empresa pública 

Situación/adjudicatario/ano | 

1 

Fábrica de Cerâmica Roja Oruro 

Privatizada: Clímaco Flores/1992 

2 

Fábrica de Objetos de Peltre 

Privatizada: Ad-Industries SRL (Norka MartínezÁlvarez)/1995 

3 

Cadenas Andinas SAM 

Privatizada: Roberto Valda Valda/1996 

4 

Centro Agropecuário de DesarroUo del Altiplano 

Desestimada 

5 

Proyecto de Camélidos de Turco 

Desestimada 

6 

Flotel Prefectural de Oruro 

Cerrada 

7 

Empresa Municipal de Transporte de Oruro 

Cerrada* 

8 

Fábrica de Tubos de Cemento Oruro 

Cerrada* 

9 

Empresa Local de Acueductos y Alcantarillado Oruro 

Desestimada 

10 

Terminal de Buses"Hernando Siles" 

Privatizada: Sociedad Accidental Sebastián Pagador (Alberto Loayza Valda)/1995 

11 

Hotel Terminal 

Privatizada: Alberto Loayza Valda/1996 


* No se encontraron datos sobre el ano de su cierre. 

Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Memória Unidad de Reordenamiento 2001 (MCEI, 2001) y Servicio de consultoria para la privatización del Hotel 
Prefectural Oruro (Conam-Audicomp, 1993). 


365 El Consejo de DesarroUo Nacional (Codena) está integrado por los ministros de la Presidência, de Hacienda, de DesarroUo 
Humano, de DesarroUo Sostenible y Medio Ambiente y Sin Cartera Responsable de DesarroUo Económico; por los 
secretários nacionales de Relaciones Económicas Internacionales, Apoyo al DesarroUo Integral, Coordinación, Hacienda, 
PoUtica e Inversión Social, Planificación e Industria y Comercio. Por su parte, la Secretaria de Codena es ejercida por el 
secretario nacional de Planificación del Ministério de DesarroUo Sostenible y Medio Ambiente (DS 23955, arts. 3 y 4). 
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La situación de las empresas luego dei proceso enajenador fue la siguiente: 


Cuadro 143. Situación de ias empresas púbiicas dei departamento de Oruro por dependencia 


Dependencia 

Cant. 

Enajenadas 

No enajenadas 

Privatizadas 

Cerradas 

Desestimadas 



Venta 

Cierre por efecto de ia privatización 

Transferencia 

Continuidad 

I.Cordeor 

7 

5 

- 

- 

2 

2. Prefectura de Oruro 

1 

- 

1 

- 

- 

3.Alcaldíade0ruro 

3 

- 

2 

- 

1 

Totaies 

1 

11 

5 

3 


3 

Porcentaje 

100% 

73% 

27% 


Fuente: CEMIPyC, 2018. 


De las 11 empresas de Oruro, ocho empresas fueron enajenadas durante el gobierno 
de Jaime Paz Zamora (1989-1993) y el de Gonzalo Sánchez de Lozada (1993-1997); vale 
decir, el 75% de la capacidad empresarial pública de producción y servicios que existia en 
el departamento de Oruro. Durante el gobierno de Hugo Banzer y Jorge Quiroga (1997- 
2002) se aprobó la normativa para privatizar la empresa municipal de agua y alcantariUa- 
do, pero no se logró aplicaria. 

Gráfico 19. Métodos y modaiidades de enajenación de ias empresas de Oruro 



Fuente: CEMIPyC, 2018. 
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5 . 1 . 1 . Aspectos generales de las empresas enajenadas 

La descripción considera, en primer término, las cinco empresas de Cordeor que fueron 
vendidas, continua con la empresa de la Prefectura que fue cerrada; en segundo lugar, las 
tres empresas municipales; dos cerradas y una desestimada; finalmente, los estúdios de 
caso; la Terminal de Buses “Hernando Siles” y el Hotel Terminal. 

5 .1.1.1. Fábrica de Cerâmica Roja Oruro (FCRO) 

La construcción e implementación de la Fábrica de Cerâmica Roja de Oruro (FCRO) se 
inicio en 1973 bajo el denominativo de “Proyecto de la Industria Cerâmica Roja” y se 
puso en marcha en 1975 (CEEP-UEREP, 1992). Esta fábrica se encontraba a 33 km de la 
ciudad de Oruro, junto a la carretera Oruro-La Paz, en Pasto Grande, cantón de Caraco- 
Uo, provinda Cercado. Contaba con un yacimiento de arciUa ubicado dentro la concesión 
minera “Cerâmica Roja”, la cual estaba inscrita en el Registro Minero con las partidas 
56/75 y 61/77 a nombre de Cordeor, al igual que todos sus activos. 

La FCRO estaba dedicada a la fabricación de cerâmica de matriz roja para la cons¬ 
trucción, a partir de yacimientos de arcilla propios, situados al pie de la fábrica. La 
concesión tenía una extensión de 375 hectáreas que, según la consultora Adaro tenía un 
valor de $us 50.000 (Adaro, 1992b). Su explotación era sencilla ya que la matéria prima 
se hallaba en la superficie y se la extraía luego de eliminar 10 a 20 cm de suelo vegetal, 
sin necesidad de profundizar más (Adaro, 1992b). 

La tecnologia empleada para la fabricación de cerâmica era brasilera, perteneciente a 
la firma Máquinas Cerâmicas Morando. Su capacidad instalada era de 924.000 piezas por 
ano, la capacidad utilizada en el ano 1990 (ano de su cierre) era del 15% (CEEP-UEREP, 
1992). Entre sus principales productos estaban los ladriUos huecos de distinto tipo, ladri- 
Uos para piso, tipo mosaico y, sobre todo, teja trefilada (Adaro, 1992b). 

La FCRO fue parakzada desde principios del ano 1990. Había operado entre los anos 
1987 y 1989, en malas condiciones técnicas y administrativas; en la etapa final operó so¬ 
lam ente por pedidos de los clientes (Adaro, 1992). 

El DS 22836 (14/06/1991) la erdistó entre las 60 empresas de las Cordes a ser privatizadas. 
En este marco, el 28 de febrero de 1992, Samuel Dona Medina, ministro de Planeamiento y 
Coordinación y presidente de la CEEP, contrató a la consultora espanola Empresa Nacional 
Adaro de Investigaciones Mineras (Adaro), seleccionada por la agencia de compras PNUD/ 
OSP, para la valuación técnico-financiera y el diseno de la estratégia de privatización de nue- 
ve empresas procesadoras de minerales no metálicos,^'^'^ entre estas se encontraba FCRO. El 
monto total pagado por el servido de consultoria fue de $us 253.395,53, suma de la que co- 


366 Las nueve empresas procesadoras de minerales no metálicos evaluadas por Adaro fueron la Fábrica de Cerâmica Roja 
Cobija (FCRC), la Fábrica de Cerâmica Roja Trinidad (FCRT), la Fábrica de Cerâmica Roja Oruro (FCRO), la Fábrica 
de Cerâmica Roja de Roboré SAM (Cerrosam), la Fábrica de Cerâmica Roja de Camiri SAM (Cerrocsam), la Fábrica 
Boliviana de Cerâmica (Faboce), Sai Yodada Entrerriana, Cerâmica Sucre y la Fábrica de Losetas Montero. 



Neoliberalismo: enajenación de empresas públicas y recursos naturales, 1985-2005. T. 2 


463 


rresponde la novena parte para el caso de FCRO, es decir, $us 28.155,06. El contrato fue 
suscrito por José Luis Munoz A., representante legal de Adaro. 

En junio de 1992, la consultora Adaro determino que el valor de la FCRO estaria 
en una “horquiUa entre 200.000 $US y 240.000 $US” (Adaro, 1992b: 29) y que el valor 
económico promedio de la empresa seria $us 217.482,50; recomendó la Hcitación como 
modaHdad de venta de esta empresa. 

La privatización de FCRO fue aprobada por el Directorio de Cordeor el 8 de juHo 
de 1992, mediante la Resolución 009/92. En la misma fecha, a través de la Resolución 
008/92, se autorizó al presidente de Cordeor a constituirse como miembro de la CEEP 
para valorar la empresa y determinar su destino dentro dei proceso de privatización. 

El 7 de octubre de 1992, la CEEP aprobó la Resolución 19/92 que declaraba desierta 
la Licitación Pública OSP/BOL/520/670 para la venta de la FCRO, pues no se habian 
presentado postores que igualaran o mejoraran el precio minimo establecido. Decidió, 
además, proceder con el remate público de la empresa sobre el precio minimo de $us 
158.022, fijado por la consultora en la carta remitida el 30 de septiembre de 1992. 

El 13 de octubre de 1992, Samuel Doria Medina, presidente de la CEEP y ministro de 
Planeamiento y Coordinación, sohcitó al PNUD/OSP proceder con la venta de activos 
de la FCRO mediante remate público (CEEP, 13/10/1992b). 

El 21 de octubre de 1992, a través de la Resolución 107/92, el Coneplan aprobó la su¬ 
basta pública de la totahdad de los activos de la FCRO para el 29 de octubre de 1992 con 
la base minima de $us 158.022. También aprobó la disposición de que el total de los 
activos a subastarse seria adjudicado en favor de la persona natural o empresa legalmente 
constituída que presentare la oferta más alta y conveniente por los intereses dei Estado y 
de la región (Coneplan, Res. 107/92). 

El 29 de octubre de 1992, en la ciudad de La Paz, se Uevó a cabo dicha subasta, bajo 
la dirección dei martiUero Roberto Valdivia ViUalobos de la firma Cobomar y ante la 
notaria de Fe Pública Isabel Lavadenz Paccieri. Sobre la base minima de $us 158.022, se 
habilitaron dos postores; CHmaco Flores Lira y Oscar von Borries Méndez, representa¬ 
do por Juan Carlos Martinez Argadum. Las ofertas presentadas elevaron el precio de la 
FCRO a $us 173.000, monto que correspondia a la oferta de CHmaco Flores Lira, a quien 
finalmente le fueron adjudicados los activos de FCRO. 

La minuta dei contrato de compraventa fue suscrita el 5 de noviembre de 1992. Los 
firmantes dei contrato fueron, como parte vendedora, Samuel Doria Medina, ministro 
de Planeamiento y Coordinación, e Ivo Arias Bustios, presidente de Cordeor; y CHma- 

367 Los montos totales de los servidos de consultoria, servidos que solían prestarse por paquetes de empresas de rubros 
similares, se prorratean a fin de calcular el perjuicio económico en cada caso particular. 

368 El acápite 7 de las Bases de la Subasta dei Pliego de condiciones OSP/BOL/520/670-1 para la venta de la Fábrica 
de Cerâmica Roja de Oruro refiere que la consultora Empresa Nacional Adaro remitió la carta Cite 100/92, fechada 
el 30 de septiembre de 1992, en la cual estableció la base mínima de $us 158.022. 

369 Referencia hecha por el PNUD/OSP en la Nota BOL/88/003/10462-C que dirige a Samuel Doria Medina, ministro 
de Planeamiento y Coordinación. La Paz, 3 de noviembre de 1992. 

370 La Resolución 107/92 fue suscrita por Samuel Doria Medina, presidente alterno de Coneplan, y por Flavio Escóbar, 
secretario técnico de Coneplan. 
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CO Flores Lira, como comprador. También suscribieron el contrato Federico Ruck Uri- 
buro, como abogado, y Heriberto Morales Romero, como Fiscal de Gobierno. El con¬ 
trato preciso en su tercera cláusula que los activos de la FCRO eran transferidos “con 
todos sus usos, derechos, costumbres y servidumbres” (Min. de Capitalización-Cor- 
deor-Flores, 05/11/1992), es decir, incluía —entre otros- 50 pertenencias mineras de la 
concesión minera denominada “Cerâmica Roja”, registradas en el Registro Minero bajo 
la Partida 56/75 (10/10/1975); el comprador podia elegir la ubicación de entre las 375 
pertenencias propiedad de Cordeor. 

La protocolización del contrato de compraventa se realizo el 17 de noviembre de 
1992 ante la notaria de Gobierno de La Paz, Elizabeth Sossa Mercado, mediante el 
Testimonio 957/92. 

El 22 de enero de 1993, Samuel Doria Medina, ministro de Planeamiento y Coordina- 
ción, e Ivo Arias Bustios, presidente de Cordeor, suscribieron un convénio para el pago del 
reconocimiento al único trabajador de la FCRO. Los términos fueron los siguientes; 

TERCERA: A fin de proceder con la privatización de la Fábrica de Cerâmica Roja, (sic) de 
Oruro se convino entre funcionários de la CEEP, Cordeor y el trabajador de la Fábrica de 
Cerâmica Roja de Oruro otorgar un pago de reconocimiento al trabajador por parte del Go¬ 
bierno, monto que asciende a la suma de DOS MIL DÓLARES AMERICANOS 00/100 ($us 
2.000) (CEEP-Cordeor-Pinaya, 22/01/1993). 

Para hacer efectivo el pago de dicho bono, el trabajador Miguel Pinaya Altamirano debió 
suscribir un Recibo-Finiquito por los $us 2.000 en la misma fecha (22 de enero de 1993). En 
este recibo, el trabajador renunciaba a posteriores reclamos por la privatización de la FCRO; 

De mi libre y espontânea voluntad me comprometo a no interponer ningún reclamo individual o co- 
lectivo. Judicial o Extrajudicial en relación al cierre de la Fábrica, ni cuestionar en ninguna instancia 
el Proceso de Privatización que se haUa en plena implementación (Cordeor-Pinaya, 22/01/1993). 

En la firma de este Recibo-Finiquito intervino el inspector departamental del Trabajo 
de Oruro, Bernardino Rodríguez Gutiérrez. Cabe senalar que, de acuerdo al Recibo de 
Pago Cordeor n.° 308/93, firmado por el trabajador Pinaya, el pago de reconocimiento 
al trabajador se hizo efectivo recién el 19 de febrero de 1993, en la ciudad de Oruro. 

Entre los aspectos económicos más relevantes en el caso de FCRO, cabe apuntar que las 
inversiones iniciales del Estado en esta empresa ascendieron a $us 1.446.276 (CEEP-UE- 
REP, 1992). Sin embargo, los valores que la consultora estableció para su venta fueron 
menores. En el Informe de Valoración Económica de mayo de 1992, la consultora Adaro consi¬ 
derada que “la horquiUa entre 200.000 $US y 240.000 $US representada adecuadamente el 
valor de la Empresa” (1992b; 29), este cálculo se había hecho aplicando el método de valor 
actual neto (VAN) a diez anos. La consultora consideraba que la fábrica ofrecía buenas posi- 
büidades de desarroUo y podia ser interesante para algún inversor nacional capaz de aportar 
el impulso necesario para reanudar su producción. También senalaba que era conveniente 
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conservar la experiencia acumulada por algunas de las personas que anteriormente partici- 
paron en el proceso productivo o de gestión (1992b; 29). Finalmente, la consultora estable- 
ce que el valor económico de la FCRO seria de $us 217.482,50 (en la presente investigación, 
este monto se tomará en cuenta para calcular el perjuicio económico). 

A pesar de ese avalúo, el 30 de septiembre de 1992, la consultora remitió una carta en 
la que establecía una base mínima de $us 158.022,^^^ monto que correspondia al valor dei 
activo fijo de la FCRO. 


Cuadro 144. Avalúo dei activo fijo de la FCRO ($us) 


1 Activo fijo 

Valor utilización | 

Terreno 

15.000 

Concesión minera 

50.000 

Navedemaduración 

5.628 

Nave de secado 

28.875 

Nave hornos 

22.000 

Hornos 

5.670 

Câmara de secado 

4.410 

Chimeneas y conductos de aire caliente 

9.857 

Oficinas yvivienda guarda 

7.230 

Comedor y servicios personal 

1.382 

Taller mecânico 

395 

Instalación eléctrica 

5.000 

Pozo e instalación agua 

2.225 

Tanque de fuely bomba 

350 

Total activos utilizables 

158.022 


Fuente:Adaro, 1992b 


Esta suma fue la base mínima contemplada en el PHego de condiciones de la Subasta 
Pública OSP/BOL/520/670-1 para la venta de la Fábrica de Cerâmica Roja de Oruro. El 
29 de octubre de 1992, el martiUero de la firma Cobomar adjudicó FCRO en favor de la 
oferta de $us 173.000 presentada por CHmaco Flores Lira. 

Para privatizar la FCRO, el Estado gastó en servidos de consultoria la suma de $us 28.155,06 
y pagó un bono extralegal de $us 2.000 al único trabajador de la fábrica. Todos esos gastos, que 
incrementaron el perjuicio económico para el Estado, se presentan en el cuadro siguiente: 

Cuadro 145. Gastos en consultorias y bonos para la enajenación de la FCRO ($us) 


Descripción Montos 


Empresa Nacional Adaro SA 

28.155,06 

Bonos extralegales 

2.000,00 

Total 

30.155,06 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en el Contrato de consultoria, 28/02/1992; el Recibo finiquito, 22/01/1993 y la Nota DEFC n.° 1-520/92. 


371 En el acápite 7 de las Bases de la Subasta dei PHego de condiciones OSP/BOL/520/670-1 para la venta de la Fábrica 
de Cerâmica Roja de Oruro, se hace referencia a que la consultora Empresa Nacional Adaro remitió la carta Cite 
100/92, fechada el 30 de septiembre de 1992, en la cual estableció la base mínima de $us 158.022. 
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El cálculo del perjuicio económico es el siguiente; 


Perjuicio económico de privatización = (Valor económico de la empresa - Precio de venta) + Gastos de consultoria + 

Bono extralegal 






PEP = (217.482,50 -173.000,00) + 28.155,06 + 2.000 = 74.637,56 


V 


J 


Por tanto, el perjuicio económico por la venta de la FCRO alcanzó a la suma de $us 
74.637,56. 

5 . 1 . 1 . 2 . Fábrica de Objetos de Feltre (Fapel) 

La Fábrica de Objetos de Peltre (Fapel) fue organizada por Cordeor a partir de enero de 
1984, en base al estúdio de factibilidad realizado por la consultora Centro de Asesoramiento 
Empresarial Multidisciplinario (CAEM). Entre los objetivos de su creación se contaban la 
transformación de la matéria prima en productos acabados mediante el empleo de estafio 
y antimonio metálico producido en sus fundiciones, la promoción de la exportación de 
artículos no tradicionales y la difusión del arte nacional (Cordeor, s. f.).^’^ 

Fapel inició sus actividades el 10 de octubre de 1984. Se dedicaba a la producción 
de artículos de peltre cuya finalidad era dar valor agregado al estano, produciendo una 
gama de artículos artesanales con destino a la exportación (Cordeor, s. £ b). Contaba 
con maquinaria de industria italiana, “Mario di Maio” modelo 1981, de muy buena ca- 
lidad y de conocida marca en la industria de orfebrería y joyería (Seteco, 1993) Produjo 
hasta 29 tipos de productos, entre ellos alcuzas, juegos de ajedrez, floreros, bandejas, 
copas, llaveros, insignias y otros (Cordeor, s.f.). 

De acuerdo a una evaluación de Fapel, realizada por el Departamento de Proyectos 
de Cordeor, hubo una producción muy baja y solo se cumplía con pequenos contratos 
que se presentaban en forma eventual, como la producción de llaveros, juegos de aje¬ 
drez y otros (Cordeor, s.f). La capacidad instalada era de 10 toneladas por ano, pero en 
1989 la producción había alcanzado solo el 9%, es decir, 859,32 kg (Cordeor, s.f c); la 
máxima productividad alcanzó el 11 % de su capacidad instalada. El informe observaba 
que el “cueUo de boteUa” de la empresa estaba en la comercialización. Dentro de la es- 
tructura orgânica de la fábrica no se contemplaba el área funcional de comercialización 
que era muy importante. 

La planta de Fapel estaba ubicada en la ciudad de Oruro, a 2 V 2 . km de la carretera a 
Vinto. Compartia infraestructura con la empresa Cadenas Andinas (Casam), también de 
propiedad de Cordeor. 

372 Esta información consta en el documento Evaluación técnico-económico-financiero de la Fábrica de Objetos Peltre 
fue elaborado por la Gerencia de Planificación, Departamento de Proyectos de Cordeor. No tiene fecha, pero por 
su contenido se evidencia que fue elaborado en el ano 1988, pues se menciona que “al momento la Fábrica no tiene 
elaborado el Balance del ano 1987”, de lo que se deduce lo afirmado. 
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La enajenación de Fapel se inició con el cierre de sus operaciones en el mes de ju- 
lio de 1989, el Directorio de Cordeor aprobó la Resolución de Directorio n.° 32/89 
por la que se determinó la paralización de operaciones y se solicitó al Ministério de 
Planeamiento la autorización para alquilar o vender la Fábrica de Objetos de Peltre 
(Cordeor, s. f. b). 

En 1991, el gobierno de Jaime Paz Zamora incluyó a la Fábrica de Objetos de Pel¬ 
tre entre las 60 empresas de las Cordes a privatizar (DS 22836, 14/06/1991). El 21 de 
octubre de 1992, los miembros dei Coneplan determinaron que cinco empresas de las 
Cordes eran inviables y su valor era tan bajo que no justificaba la intervención de la 
CEEP, el costo seria mayor o similar al que se obtendría por la venta de sus activos; una 
de esas empresas era Fapel. 

El 11 de diciembre de 1992, fue aprobado el DS 23358 que dispom^a “el cierre de ope¬ 
raciones de [...] TaUer de objetos de Peltre (sic), de propiedad de la Corporación Regional 
de DesarroUo de Oruro”. Esa norma también autorizó a Cordeor proceder a la venta de 
los activos de Fapel, quedando a cargo suyo la contratación de los servidos consultoria 
previstos en la normativa privatizadora. 

En ese marco, el 3 de mayo de 1993, Ivo Arias Bustios y Fernando Zubieta Ganda- 
riUas, presidente y gerente general de Cordeor, respectivamente, contrataron los ser¬ 
vidos de la empresa consultora Servido Técnico de Consultoria SRL (Seteco), repre¬ 
sentada por su gerente general, René Tapia F El contrato senalaba que el costo total 
por los servidos prestados seria de $us 1.450, incluidos los impuestos de ley. El trabajo 
comprometido por Seteco era el avalúo y verificación de la maquinaria y equipo de la 
Fábrica de Objetos de Peltre (Cordeor y Seteco, 1993). 

La enajenación de los activos de esta fábrica fue aprobada por el Directorio de Cor¬ 
deor el 8 de juHo de 1992, mediante la Resolución n.° 009/92. La Resolución 008/92, 
de esa misma fecha, autorizaba al presidente de Cordeor a constituirse en miembro de la 
CEEP para valorar la empresa y su destino en el proceso de privatización. 

La consultora Seteco determinó que la maquinaria y equipo de la Fábrica de Objetos 
de Peltre, en el balance a 1989, tenia un valor de $us 129.555,79, pero el avalúo para fijar el 
precio base de remate, al 30 de mayo de 1993, apenas determinó un valor de $us 66.038,52. 
Por otro lado, los moldes para objetos de peltre, con un valor de $us 14.619,19 en el balance 
a 1989, fueron avaluados para el remate en $us 2.660; la matéria prima encontrada fue va¬ 
lorada en $us 5.407, haciendo un total de $us 83.317,71. El gobierno de Jaime Paz Zamora 
no Uegó a vender los activos de esta empresa que fue cerrada en 1990. 

Durante el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada (1993-1997), para actualizar el 
avalúo de los activos de Fapel y definir la estratégia de su venta, el Ministério de Capita- 
Uzación solicitó la contratación de servicios de consultoria, los cuales serían financiados 
con recursos dei BID (Convênio ATN/SF-3586-BO) y ejecutados por el Fondo Nacio¬ 
nal de DesarroUo Regional (FNDR). El 11 de mayo de 1995, Oscar Arrien Sandoval, 
presidente ejecutivo dei FNDR, suscribió el Contrato de Consultoria 004/95 con René 
Tapia Ferrufino por la suma de $us 2.000. 
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El 25 de abril de 1995, el Consejo de DesarroUo Nacional (Codena) autorizo al Mi¬ 
nistério de Capitaüzación proceder con la privatización de 47 empresas, entre las que se 
encontraba Fapel. Senalaba, además, que existían estúdios de marzo de 1993 realizados 
por evaluadores independientes, que la maquinaria y equipos se encontraban en un Con¬ 
tainer^ que la empresa no tem'a trabajadores. La estratégia de transferencia propuesta fue 
la subasta pública de los activos separados por lotes según el siguiente detaUe: “13 ítems 
correspondientes a maquinaria y equipo a ser rematados por separado, lote de matéria 
prima de peltre, plomo, estano y antimonio, lote de moldes, lote de discos de siHcón, lote 
de material semi-elaborado” (Codena, Res. 002/95). 

El 7 de junio de 1995, mediante la Resolución Ministerial 025/95, el Ministério de Ca- 
pitaHzación aprobó el Plan específico para la subasta pública de los activos de la Fábrica 
de Objetos de Peltre MC/SNCI/UR/SUB-009/95. Los activos fueron divididos en dos 
lotes y el precio base para la subasta del total fue $us 40.198.; esto es, $us 36.278 por el 
lote 1 y $us 3.920 por el lote 2. 

El 18 de julio de 1995 se realizo el acto de subasta pública de los activos de la 
Fábrica de Objetos de Peltre, en la ciudad de Oruro, bajo la dirección del martillero 
Carlos Mostajo de la sociedad Trust Service SRL. La subasta se declaro desierta por 
ausência de postores. 

La segunda subasta pública se reaHzó el 2 de agosto de 1995, también bajo la dirección 
del martillero Carlos Mostajo y con la presencia de la notaria de Gobierno del Departa¬ 
mento de Oruro. Se presentó una sola proponente, Norka Martínez, representante de la 
empresa Administración de Industrias SRL (Ad-Industries SRL) quien ofertó el mismo 
precio base de $us 32.650,20 por el lote 1, correspondiente a maquinarias y equipos, y $us 
3.528 por el lote 2 de matéria prima, material semi elaborado y herramientas de moldeo; 
ambos lotes le fueron adjudicados por esos montos. 

La minuta del contrato de compraventa fue suscrita el 22 de agosto de 1995 por Al- 
fonso RevoUo Thenier, ministro de CapitaHzación; Marcelo Arzabe Vásquez, presidente 
de Cordeor; Edgar Piérola, gerente general de Cordeor y Norka Martínez, representante 
legal de la empresa Ad-Industries SRL. Yuri Luis Tirado ViUarroel firmó como abogado. 
La protocokzación del contrato se reakzó el 9 de noviembre de 1995 ante el notário de 
Gobierno del Distrito de La Paz, Peter Bascopé Revuelta. 

Destacando algunos aspectos económicos de la Fapel; las inversiones estatales en esta 
fábrica alcanzaron la suma de $us 505.846 (Cordeor, s. £). Un informe elaborado por el 
Comtrain, durante el gobierno de Víctor Paz Estenssoro, senalaba que los activos tota- 
les, al 31 de diciembre de 1986, eran de $us 515.107, de los cuales el 77% representaba 
el activo fijo (Comtrain, s. £). Al 31 de diciembre de 1988 los activos fijos sumaban $us 
540.020 (Cordeor, s. £ c). 

En el informe técnico Seteco SRL 93/34 de mayo de 1993, la consultora propone 
la división de los activos de la Fábrica de Objetos de Peltre en tres rubros; maquinaria, 
matéria prima y moldes para objetos de peltre. De acuerdo al balance 1989, la maquinaria 
tenía un valor de $us 129.555,79, que contrasta con la suma de $us 66.038,52 fijada por la 
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consultora como precio base de remate, al 30 de mayo de 1993. El detaUe de esta valua- 
ción se presenta en el siguiente cuadro: 


Cuadro 146. Avalúo de la maquinaria de Fapel ($us) 


1 Descripción 

Valor balance 1989 

Precio base de remate 30/05/1993 | 

Laminador desgrosador 

53.816,28 

28.575,48 

Bancada giratória 

1.800,00 

619,48 

Hornodefusión eléctrico 

2.513,06 

1.349,22 

Pulidoraycolector polvos 

3.639,75 

2.004,22 

Torno para repulgado chapa con oval. 

30.261,91 

13.092,88 

Vulcanizadorcon martinete 

3.584,36 

1.827,45 

Torno manual TL/275 

8.787,39 

4.773,95 

Torno manual TL/275 

8.787,39 

4.773,95 

Cizalla circular T/70 

7.768,27 

3.788,72 

Centrifugadora neumática 

4.199,97 

2.457,25 

Compresora de aire 

1.204,30 

885,77 

Mesa refrigerada 

3.193,11 

1.890,15 

Total 

129.555,79 

66.038,52 


Fuente: Seteco, 1993. 


Además de la maquinaria, la matéria prima encontrada en la Fábrica de Objetos de 
Peltre fue avaluada, al 17 de mayo de 1993, en $us 5.407,54; y el precio base de remate 
de los moldes para objetos de peltre fue fijado en $us 2.660, cuando el balance 1989 los 
había avaluado en $us 14.619,19. 

En 1995, el consultor René Tapia —quien en 1993 fuera representante de Seteco, la 
primera evaluadora de Fapel— realizo un inventario y una nueva valoración técnica de los 
activos fijos y las existências en almacén de la Fábrica de Objetos de Peltre. 

El avalúo, presentado el 15 de febrero de 1995, determino los siguientes valores de 
Hquidación para la subasta pública; 


Cuadro 147. Valores de Hquidación de activos de Fapel para la subasta pública, 1995 ($us) 


1 Cuenta y/o lote 

Valor de Hquidación | 

Cuenta maquinaria y equipo 

36.278,28 

Lote de matéria prima de peltre 

337,44 

Lote de matéria prima de plomo 

98,40 

Lote de matéria prima de estano 

97,44 

Lote de matéria prima de antimonio 

140,50 

Lote de herramientas de moldeo 

1.334,40 

Lote de discos de Silicon 

372,65 

Lote de material semi-elaborado en peltre 

1.539,28 

Total 

40.198,39 


Fuente: Tapia, 1995. 
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Para su subasta pública, los activos de Fapel fueron divididos en dos lotes, con 
el precio base total de $us 40.198 fijado el consultor René Tapia. El precio base de 
subasta del lote 1 era de $us 36.278 y el del lote 2 era $us 3.920. Este precio se redujo 
después de que la primera convocatoria a subasta pública, fijada para el 18 de julio 
de 1995, fuera declarada desierta; el nuevo valor fue de $us 32.650,20 para el lote 1 
y $us 3.528 para el lote 2, totalizando la suma de $us 36.178,20. El 2 de agosto de 
1995, los activos de Fapel se vendieron por el precio base total luego de la reducción, 
es decir, $us 36.178,20. 

Los gastos en dos consultorias y los honorários del martiUeo se detaUan en el siguiente 
cuadro: 


Cuadro 148. Gasto económico del proceso de privatización de Fapel ($us) 


1 Descrlpclón 

Montos 1 

Servicio Técnico de Consultoria, Seteco SRL 

1.450,00 

René Tapia Ferrufino 

2.000,00 

MartiUero Trust Service (honorário fijo) 

3.439,64 

MartiUero Trust Service (honorário de êxito) 

281,10 

Total 

7.170,74 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Minuta de contrato con Seteco, Contrato 004/95,24/04/1995; Contrato de Servicios Trust Service SRL, 27/06/1995; 
Adenda al Contrato de Servicios, 01/08/1995; y Carta TS/133-P/95,08/08/1995. 


En 1993 se contrataron los servicios de consultoria de la firma Seteco por la suma 
de $us 1.450. En 1995, René Tapia fue contratado como consultor individual (quien era 
también gerente de Seteco) y se le pagó $us 2.000, incluidos los impuestos de ley (Cor- 
deor y Seteco, 1993). 

En el cuadro anterior se incluye los gastos realizados en la contratación del martiUero 
encargado de la subasta pública. Los honorários pagados por las dos subastas (una en 
juho y la otra en agosto de 1995) alcanzaron los $us 3.439,64, además del honorário de 
êxito de $us 281,10 (0,777% del valor bruto de venta de los activos de Fapel). 

Si bien, en 1993, la CEEP habia determinado el pago de bonos extralegales a 20 tra- 
bajadores de la Fábrica de Objetos de Peltre, no se pudo encontrar la documentación que 
evidencie tal pago. 

El cálculo del perjuicio económico es el siguiente; 


r 


Perjuicio económico de la privatización = (Precio base de subasta - Precio de venta) + Gastos de Consultoria + 

Martilleo 






PEP = (40.198,00-36.178,00) + 3.450,00 + 3.720,74 = 11.190,74 

V_ J 


Por tanto, el perjuicio económico por la venta de la Fábrica de Objetos de Peltre al- 
canzó a la suma de $us 11.190,74. 
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5 . 1 . 1 . 3 . Cadenas Andinas SAM (Casam) 

Como resultado de una visión de industriaHzación en la región andina, el 28 de noviembre 
de 1978 fue creada la fábrica de Cadenas Andinas como sociedad anónima mixta (Casam) 
mediante Testimonio 736 dei 28 de diciembre de 1978. Los accionistas eran Cordeor, la 
Corporación Andina de Fomento (CAF) y la empresa argentina Cadenas Lattya (ViUalba, 
1996). La composición accionaria era la siguiente; 

Cordeor 70% 

CAF 20% 

Cadenas Lattya 10 % (Comtrain, s. £ b) 

Sin embargo, Cadenas Lattya no cumpHó con todo su aporte accionario, por lo que los 
paquetes accionarios quedaron consolidados de la siguiente manera; 


Cuadro 149. Accionistas de Casam, 1995 


1 Accionistas 

Número de acciones 

Acciones pagadas 

importe pagado $b. 

Porcentaje accionario | 

Cordeor 

14.000 

14.000 

14.000.000 

73,69% 

CAF 

4.000 

4.000 

4.000.000 

21,05% 

LATTYA 

2.000 

1.000 

1.000.000 

5,26% 

Totai 

20.000 

19.000 

19.000.000 

100 ,00% 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Villaiba, 1995. 


El objetivo de Casam era producir cadenas de transmisión de fuerza (automotrices e 
industriales) y partes, y una industria metálica, para comerciar estos productos dentro dei 
Grupo Andino (hoy Comunidad Andina) (Comtrain, s. £ b). Casam se creó en el marco 
dei Programa Automotor dei Grupo Andino, patrocinado por la CAF A BoHvia le habían 
asignado un eslabón de la industria automotriz en la región, de acuerdo a lo convenido en 
las Decisiones 28 y 57 dei Acuerdo de Cartagena. 

Las operaciones de Casam se iniciaron en junio de 1979; se ensamblaban cadenas au¬ 
tomotrices provistas por la empresa argentina Cadenas Lattya, y las partes eran armadas 
en Oruro en la primera fase. Lamentablemente, el Grupo Andino no logró consolidar 
el programa automotor en sus países miembros, ocasionando el cierre de las empresas 
fundadas para el programa en los países de Perú, Ecuador y BoHvia. 

Pero el cierre de Casam no fue inmediato; después de que el Grupo Andino y 
la CAF abandonaran el apoyo a su funcionamiento, la empresa asumió la iniciativa 
para continuar produciendo e ingresó en otras áreas productivas de la metalmecánica, 
amplió su línea de producción más allá dei campo automotriz: produjo cadenas auto¬ 
motivas, cadenas rodiUo, bombas de mano, aerobombas, puertas y ventanas metáHcas, 
depósitos de combustible. El consultor Héctor ViUalba, en su informe dei 29 de mayo 
de 1995, expresaba lo siguiente; 
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A partir de 1982, por iniciativa de Cordeor y del personal de CASAM en Oruro, se cambio de 
rubro de producción dentro del sector metaknecánico, ingresando a la producción de otras au- 
topartes y accesorios de maquinaria pesada, utiLÍ 2 ando las máquinas herramientas que disponía 
y asimismo aprovechando la unidad de tratamientos térmicos de CASAM (ViUalba, 1995). 

Casam determino producir bombas manuales (bombas de acción directa, bombas 
remadoras) y aerobombas para proyectos de agua y saneamiento básico en las comu¬ 
nidades rurales.^^^ 

Durante el periodo privatizador, Casam ya habría adquirido notoriedad y prestigio 
en el mercado departamental y nacional, por “la prestación de servidos al área rural, 
particularmente con la fabricación de aerobombas y bombas manuales de agua” (Ca¬ 
sam, 20/04/1993). Había comenzado con la fabricación de repuestos y accesorios de 
maquinaria pesada y de transporte; disponía de una maquinaria industrial universal 
que le permitia incursionar en el amplio campo de la metalmecánica como ser la 
matricería, quincallería, fontanería, tratamientos térmicos y otros (Min. de Capitali- 
zación, 1996). 

Por lo expuesto, resultan subjetivas las afirmaciones que Flavio Escóbar, subsecretário 
de DesarroUo Socioeconómico y gestor de la privatización, hiciera sobre esta empresa en 
el Seminário “El Nuevo Rol del Estado” (La Paz, febrero de 1993); 

Una empresa de Cadenas Andinas tenía una inversión inicial de solo 20 mil dólares, y empezó 
a producir cadenas de transmisión de vehículos. Llegó a producir hasta 160 mil dólares, pero 
toda la producción iba al stock y se guardaba, se guardaba. (fCuál era el motivo?, en la década 
de los 80 estaban produciendo cadenas de vehículos Studebaker, el último modelo: 1952 (Es¬ 
cóbar, 1993: 129). 

Esa aíirmación muestra el desconocimiento que los gestores de la privatización tenían 
sobre la importância y el valor de las empresas que estaban enajenando. A este hecho se 
suma que la implementación de Casam era una iniciativa que tenía el respaldo económico 
y técnico de la CAF, entidad que, para mediados de los anos 80, empezó a impulsar una 
política de desmantelamiento de proyectos productivos estatales como estos, financiando 
la implementación del modelo neoHberal en la región. 

La maquinaria y el equipo de producción, un vehículo y herramientas de matricería, 
matéria prima y productos terminados, una Hnea telefónica, muebles, enseres y equipos 
de computación constituían los activos de Casam (Min. de Capitahzación, 1996). No po- 
seía terrenos ni construcciones propias, el inmueble que ocupaba, en forma compartida 
con la Fábrica de Objetos de Peltre, era de propiedad del Programa de AutodesarroUo 
Campesino-Cordeor (PAC-Cordeor) y estaba ubicado en la carretera hacia Vinto a 3 km 
de distancia (ViUalba, 1995). 

373 Un tríptico con la oferta de sus productos, del que se rescató esta información, cursa en el Archivo del Ministério de 
DesarroUo Productivo y Economia Plural, Repositorio de CapitaUzación, 1 Casam 1992. 
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La enajenación de esta empresa comenzó en 1991, cuando el gobierno de Jaime Paz 
Zamora incluyó a Casam entre las 60 empresas de las Cordes a privatizar (DS 22836, 
14/06/1991). La enajenación de los activos de Casam fue aprobada por el Directorio de 
Cordeor el 8 de julio de 1992 mediante la Resolución n.° 009/92. Con la Resolución n.° 
008/92, de esa misma fecha, se autorizó al presidente de Cordeor a constituirse en miembro 
de la CEEP para valorar la empresa y su destino dentro el proceso de privatización. 

El 21 de octubre de 1992, en reunión dei Coneplan, el secretario técnico, Flavio Escó- 
bar, informó que cinco empresas de las Cordes eran inviables y que su valor era tan bajo 
que no justificaba la intervención de la CEEP, pues seria mayor o similar a la suma que 
se obtendría por la venta de sus activos. Una de esas empresas era Casam. Al respecto, 
el Coneplan determinó que Cordeor se hidera cargo de la enajenación de la empresa. 

De acuerdo a la carta SUBDESE 0£ n.° 036/93 (07/01/1993), Flavio Escóbar Llanos, 
subsecretário de DesarroUo Socio-Económico dei Ministério de Planeamiento y Coordina- 
ción, comunicó al presidente de Cordeor, Ivo Arias Bustios, que el Coneplan había aprobado 
la Resolución 121 (18/11/1992), enla que se resolvia que Cordeor iniciara las acciones respec¬ 
tivas para disolver la sociedad de la Unidad Productiva “Cadena de Transmisión Andina SAM 
(sic)” y proceder a la venta de sus activos. La nota informó también que la CEEP habia apro¬ 
bado la Resolución 34/92 con la que encargaba a Cordeor la conformación de una Comisión 
Técnica Juridica para proceder a la disolución y liquidación de la empresa. Pero Casam cerró 
recién en mayo de 1993, tal como informó la Gerencia Técnica de la empresa al representante 
de la CAF en Bolivia, Arturo Castanos (Casam, 20 de abnl de 1993b). 

Ya cerrada esta fábrica, se reiniciaron las acciones tendientes a su enajenación en el gobier¬ 
no de Gonzalo Sánchez de Lozada. El 24 de noviembre de 1994, el Directorio de Casam, a la 
cabeza dei presidente de Cordeor, como accionista mayoritaho, y con la presencia de repre¬ 
sentantes de la CAF como socio accionista, autorizó la transferencia de sus bienes mediante la 
Resolución 003/94. El cierre de la contabüidad de la empresa se realizó en septiembre de 1994 
y los trâmites de disolución de Casam fueron registrados y protocolizados el 4 de enero de 
1995 ante el notário Walter Tapia Funes dei Distrito Judicial de Oruro. Los trâmites estuvieron 
a cargo dei liquidador nombrado para el efecto, Julio Bernal Escalante (ViUalba, 1995). 

El 17 de mayo de 1995, el Directorio de Cordeor aprobó la Resolución n.° 007/95, que 
autorizaba la transferencia de tres empresas de su propiedad, entre eUas Casam. Para valorar y 
definir la estratégia de transferencia, el Ministério de Capitalización solicitó la contratación de 
servidos de consultoria, los cuales eran financiados con recursos dei BID (Convênio ATN/SF- 
3586-BO), cuya ejecución estaba a cargo dei Fondo Nacional de DesarroUo Regional (FNDR). 
El 5 de mayo de 1995, Oscar Arrien Sandoval, presidente ejecutivo dei FNDR, suscribió el 
Contrato de consultoría 012/95 con Héctor Alejandro VUlalba, por la suma de $us 1.500. 

El consultor ViUalba presentó su informe el 29 de mayo de 1995, en el cual senalaba 
que el valor total de los activos de Casam, a precios de mercado, era de $us 71.015,49 y 
que el valor total de Uquidación alcanzaba los $us 54.584,40 (VUlalba, 1995); se proponía, 
además, que la venta se efectuara mediante subasta púbUca dividiendo los activos en cua- 
tro lotes. El detaUe de dicha división se presenta en el siguiente cuadro; 
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Cuadro 150. Avalúo de activos de Casam por lotes, mayo 1995 ($us) 


Lote 

Descripción 

Valor neto a precios de mercado 

Valor de liquidación 

1 

Maquinaria y equipo de producción, vehículo, 
herramientas-matricería. 

38.892,66 

31.498,40 

2 

Mueblesyenseres 

1.571,00 

1.413,90 

3 

Lote de existências en almacenes 

29.126,83 

20.389,60 

4 

Lote de acción telefónica y otros 

1.425,00 

1.282,50 

Total 

_1 


71.015,49 

54.584,40 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con baseenVilIalba, 1995. 


El 25 de abril de 1995, el Consejo de DesarroUo Nacional (Codena) autorizo al Mi¬ 
nistério de CapitaHzación proceder con la privatización de Casam senalando, además, 
que era una empresa conformada bajo la forma de una Sociedad Anónima Mixta con 
participación de Cordeor (70%), la CAF (20%) y Cadenas Lattya (10%); al momento, 
paraüzada, y que su Junta Extraordinária de Accionistas había decidido la disolución y 
posterior venta de sus activos en subasta pública (Codena, Res. 002/95). 

El 7 de junio de 1995, el Ministério de CapitaHzación aprobó el Plan específico y el 
PHego de condiciones para la venta de activos de Casam mediante subasta pública (Con¬ 
vocatória MC/SNCI/UR/SUB-008/95). Los activos de Casam fueron divididos en tres 
lotes (Min. de CapitaHzación, Res. 025/95): 


Lote 1 

$us 31.498 

Lote 2 

$us 20.390 

Lote 3 

$us 2.695 

Total 

$us 54.583 


Para la subasta púbHca de los activos de Casam, el Ministério de CapitaHzación contrató 
los servidos del Trust Service SRL como martiUero. En el contrato de servidos, suscrito el 
27 de junio de 1995, se acordó un pago total de $us 37.652 por el servido de martiUeo para 
13 empresas, de los cuales correspondían $us 2.896,31 por la subasta de Casam. 

La subasta púbHca de los activos de Casam fue convocada para el 18 de juHo de 
1995 en la ciudad de Oruro y fue declarada desierta por ausência de postores. El acta de 
la subasta púbHca fue suscrita por Marcelo Arzabe V., presidente de Cordeor; Maurício 
Prudencio, representante del Ministério de CapitaHzación; Carlos Mostajo, martiUero 
de la sociedad Trust Service SRL; y Susana Burgoa Tovar, notaria de Gobierno del 
departamento de Oruro. 

Al haberse declarado desierta la primera convocatoria a la subasta para la venta de 
activos de Casam, el Ministério de CapitaHzación suscribió, el 1 de agosto de 1995, una 
adenda al contrato con Trust Service SRL, firma encargada del martiUeo. En esta oca- 
sión, el honorário fijo convenido por el trabajo con 12 empresas (se excluyó el Balneado 
Asahí) fue de $us 3.850, de modo que la segunda subasta de Casam tuvo un costo de $us 
320,83, la duodécima parte del monto total del contrato. 
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La segunda convocatoria, fijada para el 2 de agosto de 1995 en Oruro, también fue 
declarada desierta por ausência de postores. El acta de la subasta púbbca fue suscrita por 
Marcelo Arzabe V., presidente de Cordeor; Mauricio Prudencio, representante dei Minis¬ 
tério de Capitalización; Carlos Mostajo, martiUero de Trust Service SRL; y Susana Burgoa 
Tovar, notaria de Gobierno dei departamento de Oruro. 

Para realizar una tercera subasta de los activos de Casam, el 18 de agosto de 1995, el 
Ministério de Capitalización aprobó la firma de una segunda adenda al contrato con Trust 
Service SRL, por el monto de $us 2.670, por doce empresas que debían nuevamente ser 
subastadas, correspondiéndole a Casam la suma de $us 222,50. El 23 de agosto de 1995 en 
la ciudad de Oruro se reaHzó la tercera subasta de esta empresa que, nuevamente, fue decla¬ 
rada desierta por ausência de postores. Marcelo Arzabe V., presidente de Cordeor; Mauricio 
Prudencio, representante dei Ministério de Capitalización; Carlos Mostajo, martiUero de la 
sociedad Trust Service SRL, y Susana Burgoa Tovar, notaria de Gobierno dei departamento 
de Oruro, firmaron el acto de subasta pública (Trust Services SRL, 1995). 

Una nueva subasta se reaUzó en 1996, cuando Casam ya había pasado a ser propiedad 
de la Prefectura dei Departamento de Oruro, por efecto de la Ley 1654 de DescentraUza- 
ción Administrativa (28/07/1995) que disolvió las corporaciones regionales de desarroUo 
y transfirió su patrimônio a las prefecturas de los respectivos departamentos (art. 26). 

El consultor VUlalba (contratado también en 1995) estuvo a cargo dei nuevo estúdio de 
valoración de los activos de Casam. El informe, presentado en enero de 1996, establecía que 
el valor neto a precios de mercado, era de $us 56.766, y el valor de liquidación, $us 42.159. 


Cuadro 151. Avalúo de activos de Casam por lotes, 1996 ($us) 


Lote 

Descripción 

Valor neto a precios de mercado 

Valor de liquidación 

Lote 1 

Maquinaria y equipo de producción, vehículo, 
herramientas-matricería 

36.023 

25.341 

Lote 2 

Muebles y enseres y equipo de computación 

1.455,00 

1.307 

Lote 3 

Existências en almacenes 

18.014 

14.401 

Lote 4 

Acción telefónica yotros 

1.274 

1.100 

Total 


56.766 

42.159 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Villaiba, 1996. 


El nuevo Pliego de condiciones para la venta de los activos de Casam, fechado en marzo 
de 1996 y referenciado como MC/SNCI/UR/SUB-023/96, mantuvo la división de los 
activos en tres lotes, con los siguientes precios base para su oferta en subasta pública: 


Lote 1 

$us 25.341 

Lote 2 

$us 14.441 

Lote 3 

$us 2.407 

Total 

$us 42.189 


(Min. de Capitaüzadón, 1996). 
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El 28 de marzo de 1996 se reaHzó la subasta de los activos de Casam, bajo la dirección 
del martiUero Sérgio Mostajo de la empresa unipersonal SMS MartiUeo, y ante la presen¬ 
cia de la notaria de Gobierno de Oruro, Susana Burgoa, la prefecta del departamento de 
Oruro, Mirtha Quevedo Acaünovic, y Maurício Prudencio, representante del Ministério 
de Capitalización. Dos postores fueron habilitados: Roberto Valda Valda, para los tres 
lotes; y Elmer Vásquez, únicamente para el tercer lote. Roberto Valda Valda se adjudicó 
los tres lotes: el lote 1, en $us 26.000; el lote 2, en $us 15.000 y el lote 3, en $us 2.800; 
totalizando la suma de $us 43.800. De acuerdo al certificado de adjudicación del 30 de 
marzo de 1996, el adjudicatario debía realizar el pago total en el plazo de 72 horas, es 
decir, hasta el 2 de abril de 1996. 

La minuta del contrato de compraventa de los activos de Casam (por los lotes 1, 2 y 
3) fue suscrita en la ciudad de La Paz el 10 de abril de 1996 por Alfonso RevoUo Thenier, 
ministro de Capitalización; Mirtha Quevedo Acahnovic, prefecta del departamento de 
Oruro; Roberto Emiho Valda Valda, como comprador. 

Cabe resaltar algunos aspectos económicos en la venta de Casam. En principio, es im¬ 
portante senalar que las inversiones estatales en Casam alcanzaron los $us 2.127.753,96, 
pues se había hecho una inversión inicial de $us 940.319,21 y una inversión adicional de 
$us 1.187.434,75 (Comtrain, s. £ c). 

Tras el avalúo de los activos de Casam, realizado por el consultor Héctor Vdlalba en mayo 
de 1995, se determinó que el valor total de los activos de Casam, a precios de mercado, era 
de $us 71.015,49 y su valor total de liquidación era de $us 54.584,40 (ViUalba, 1995). Pero el 
informe presentado en enero de 1996 por el mismo consultor, establecía que el valor total 
a precios de mercado era de $us 56.766 y su valor total de liquidación era de $us 42.159. 

En marzo de 1996 fue elaborado y aprobado el nuevo Phego de condiciones MC/ 
SNCI/UR/SUB-023/96 que mantuvo la división de los activos en tres lotes; el precio 
base total para su oferta en subasta pública fue de $us 42.189. 

El 28 de marzo de 1996, estos activos fueron adjudicados a Roberto Valda Valda 
por la suma de $us 43.800. Este proyecto regional, impulsado por la CAF a finales de 
los anos 70, fue enajenado con el respaldo del mismo organismo internacional que 
se suponía comprometido con el êxito de las inversiones públicas de los países del 
entonces Pacto Andino. 

A objeto de establecer el perjuicio económico se consideran los siguientes datos: 


Cuadro 152. Comparación del valor de Casam y precio de venta, 1995-1996 ($us) 


Informe Vilialba (mayo 1995) 

Informe Vilialba (enero 1996) 

Precio base de 

Precio de venta 

Valor neto a precios de 
mercado 

Valor de 
liquidación 

Valor neto a precios 
de mercado 

Valor de 
liquidación 

subasta (marzo 
1996) 

(marzo 1996) 

71.015,49 

54.584,40 

56.766,00 

42.159,00 

42.189,00 

43.800,00 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Vilialba, 1995 y 1996, Resolución Ministerial 035/96,21/03/1996. 


Los gastos en consultorias y martiUeros ascienden a $us 4.939,63, conforme al si- 
guiente detaUe: 
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Cuadro 153. Gastos económicos dei proceso de privatización de Casam ($us) 


1 Descripción 

Costos 1 

Consultor individual Héctor Alejandro Villaiba 

1.500,00 

Trust Services SRL, honorário fijo primera subasta 

2.896,30 

Trust Services SRL, honorário fijo segunda subasta 

320,83 

Trust Services SRL, honorário fijo tercera subasta 

222,50 

Parcial 

4.939,63 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Contrato 012/95,05/05/1995. 


El honorário de êxito asciende a $us 340,33, correspondiente al 0,777% dei monto de 
adjudicación, estipulado en la adenda de 1 de agosto de 1993. 

Para el cálculo dei perjuicio económico se tiene la siguiente fórmula; 


r 

Perjuicio económico de privatización = (Precio base de tercera subasta - Precio de venta) -t Gastos de Consultoria y 

Martilleos -t Honorário de Êxito 


PEP = (42.189,00 - 43.800,00) -t 4.939,63 -t 340,33 = 3.668,97 

V_ ) 


Por tanto, el perjuicio económico por la venta de Casam fue de $us 3.668,97. 

5.1.1.4. Centro Agropecuário para el Desarrollo dei Altiplano (Cadea) 

En 1974, Cordeor decidió encarar el problema agropecuário regional mediante la crea- 
ción dei Centro Agropecuário para el Desarrollo dei Altiplano. Esta entidad seria un nexo 
entre las estaciones experimentales y las actividades de producción de agricultores y gana- 
deros, coordinaría, apoyaría y promovería los programas agropecuários dei departamento 
como una respuesta a la problemática de la zona altiplánica (Garcia, 2006). 

Cadea fue creado el 2 de agosto de 1974 y se le dotó, paulatinamente, de la infraes- 
tructura necesaria para el cumphmiento de los objetivos para los que fue constituído 
(Cordeor, s.f d). Era un centro de promoción de desarrollo agropecuário que tenía por 
objetivo incentivar, apoyar y desarroUar esta actividad, mediante la capacitación y trans¬ 
ferencia de tecnologia para fortalecer la labor dei campesino (Cordeor, s.f d). Estaba 
ubicado en el municipio de CaracoUo dei departamento de Oruro. 

Inicialmente, contaba con una parcela de 800 hectáreas y comenzó sus actividades con 
la siembra de forrajeras (cebada y alfalfa) y la formación de un hato de bovinos Holstein 
Frisian de buena genética (Cordeor, s. f d). Ese programa de incentivo a la producción 
lechera y de ganado vacuno enfrentó sus primeras dificultades debido al “mal de altura” 
que atacó al ganado, ocasionando muchas bajas (DS 14094, 08/11/1976). A íinales de 
1976, el gobierno nacional adjudicó la compra de un nuevo lote de 50 vaquiUas de raza 
Holstein por la suma de $b700.000, pagados con el presupuesto de Cordeor. 
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La cria de chinchiUas fue otro de sus primeros proyectos. En diciembre de 1973, Cordeor 
inicio la importación de 260 ejemplares de chinchiUas de “Midland Chinchülas Ranch” de 
Müwaukee (Wisconsin, EEUU), que fueron instaladas en un criadero habUitado en la exha- 
cienda Lupiara. Hugo Montoya Peirano, apoderado de la sucesión Garcia, habia donado 50 
ha de terreno y la excasa de hacienda a Cordeor (Garcia, 2006: 10) En marzo de 1974, Uegó 
una segunda partida de 120 chinchülas de alta graduación proveniente de “Chinchüla Farm 
Edmund Grüü” (Frankfurt, Alemania). Cordeor obtuvo la representación de Lanango de 
Buenos Aires (Argentina) para garantizar la especiaUzación del personal técnico y el canal de 
comerciaUzación (esta actividad se desarroUaria por medio de dicha firma). El proyecto pre¬ 
tendia proporcionar instrucción técnica y asistencia veterinária a quienes pretendieran iniciarse 
en la cría de chinchülas para constituir un centro recolector y comerciaUzador de pieles. 

Estos dos proyectos iniciales dan una pauta de la visión a largo plazo de Cadea, a pesar 
del reto que significaba enfrentar procesos de producción en el altiplano central donde 
se requeria una tecnologia propia “para lograr satisfacer las exigências de la altura (3.700 
msnm), extrema sequedad, con menos de 300mm de precipitación pluvial y l.SOOmm de 
evapo-transpiración anual, |la] presencia de heladas y [los] suelos alcaünizados, erosiona- 
dos y sobre pastoreados” (11). 

Si bien el proyecto de chinchülas no prospero como se esperaba, el aporte a la pro¬ 
ducción lechera fue importante dando un impulso importante para esta actividad en el 
altiplano central. 

La privatización de Cadea fue aprobada por el Decreto Supremo 22836 del 14 de 
junio de 1991, cuyo articulo 20 senala: 

Las siguientes empresas públicas de propiedad de las Corporaciones Regionales de Desarrollo 
se someterán al proceso de reordenamiento, ya sea a través de su transformación, disolución 
y Uquidación o, en su caso, la transferencia total o parcial de la propiedad de la empresa, como 
unidad patrimonial, al sector privado. Esta Hsta es enumerativa y no limitativa [...]. 

38 Cent. Agrop. Des. del Altiplano (sic) Cadea Oruro (DS 22836, art. 20). 

La CEEP, presidida por Samuel Doria Medina, ministro de Planeamiento y Coordina- 
ción, la incorporó al Programa de Privatización de las empresas de las Cordes. 

Por su carácter estratégico en la transferencia de tecnologia para la región andina y el 
pais, el Directorio de Cordeor determinó, mediante la Resolución del H. Directorio de 
Cordeor 009/92, no privatizar Cadea el 8 de juüo de 1992. Se senalaba textualmente: 

Autorízase al personal legal de la Corporación Regional de DesarroUo de Oruro viabilizar la 
privatización de las empresas de su dependencia como ser HOTEL TERMINAL, TERMI¬ 
NAL DE OMNIBUSES, FÁBRICA DE CERÂMICA ROJA, CASAM Y FÁBRICA DE 
OBJETOS DE PELTRE, exceptuando el CENTRO AGROPECUÁRIO PARA DESARRO¬ 
LLO DEL ALTIPLANO (CADEA) por ser un Centro de transferencia de tecnologia y sean 
previas las formalidades de ley (Cordeor, Res. 009/92). 
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El intento de privatización dei Centto Agropecuário para el DesarroUo dei Altiplano (Ca- 
dea), expresado en el DS 22836 aprobado por Jaime Paz Zamora y su gabinete ministerial en 
junio de 1991, muestra la irracionaHdad dei proceso privatizador que incluyó a un centro de 
promoción dei desarroUo y transferencia tecnológica -de suma importância para el altiplano 
boliviano— entre las empresas a enajenar al sector privado. El directorio de Cordeor resolvió 
no enajenar Cadea y eso permitió su continuidad institucional. Hoy constituye un püar funda¬ 
mental para el desarroUo agropecuário orureno y de la región dei altiplano central. 

5.1.1.5. Proyecto de Camélidos de Turco (Procatur) 

Se estima que la creación dei Proyecto de Camélidos de Turco fue en 1979 como resulta¬ 
do de la donación de 400 hectáreas de terrenos en favor de Cordeor. 

De acuerdo al informe de 1995 dei consultor Jorge PascuaU Cabrera, Procatur recibió, 
a lo largo de los anos, varias donaciones de tierras comunales para la ampUación de su 
actividad en el desarroUo de la ganadería caméUda; 


Cantidad de hectáreas de tierras 


Tica Huta 

382 ha 

Wichu Sirca 

1.233 ha 

Llacho 

7.333 ha 

Cosapa 

84 ha 

Total 

9.032 ha 


(PascuaU, 1995). 

Además de las tierras, Procatur contaba con construcciones civiles, de las cuales el 
80% habría pertenecido al Programa de AutodesarroUo Campesino (PAC), un proyecto 
cofinanciado por Cordeor y la Comunidad Económica Europea (CEE). 

Su principal actividad era el mejoramiento genético dei ganado caméUdo. Estaba ubi- 
cado en el municipio de Turco, provinda Sajama, y su principal centro de operaciones era 
la Granja de Tica Huta. 

El proceso de enajenación de esta empresa comienza con la soUcitud de servidos de 
consultoria, por parte dei Ministério de CapitaUzación, para su respectiva evaluación y 
determinación de la estratégia para su privatización. El 6 de junio de 1995, Oscar Arrien 
Sandoval, presidente ejecutivo dei FNDR, suscribió el Contrato de Consultoria 020/95 
con el consultor Jorge PascuaU Cabrera, por el monto de $us 10.000. El financiamiento 
para el pago de consultores provenia de recursos dei BID (Convênio ATN/SF-3586-BO) 
que eran ejecutados por el Fondo Nacional de DesarroUo Regional (FNDR). 

El consultor determinó la cuantificación técnica y la valoración de las tierras dei pro¬ 
yecto Procatur en la suma de $us 699.458,70. Los valores senalados eran los siguientes; 
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Valoración monetaria del ganado caméüdo: $us 39.919,70 


Valor en libros 1993: 
Valor en libros 1995: 


$us 481.472,79 
$us 804.375,90 
$us 52.506,04 
(Pascuali, 1995) 


Valor de reposición: 


De acuerdo al informe del consultor Pascuali, la situación legal de las tierras en las 
que desarroUaba sus actividades Procatur no estaba definida, por la inexistência de los 
documentos de propiedad a nombre de Cordeor o del Proyecto. 

El Proyecto de Camélidos de Turco fue sometido al proceso de privatización pese a ser un 
proyecto de vital importância para el desarroUo de la economia campesina del occidente del 
departamento de Oruro, a través de la cria de camélidos y luego de la industrialización de sus 
productos derivados. No obstante, mantuvo su continuidad institucional. Hoy en dia la región 
de Turco y sus akededores y el proyecto Tica Huta son un referente del desarroUo de la eco¬ 
nomia campesina en torno a la crianza, industrialización y comercialización de caméUdos. 

5.1.1.6. Hotel Prefectural de Oruro 

El ano 1953, el gobierno boUviano autorizó un crédito del Banco Central de Bolivia 
para que la Prefectura del departamento de Oruro adquiriera el edificio Maggiorini e 
instalara un Hotel Prefectural. El Decreto Supremo 3309 (09/02/1953) senalaba que el 
monto del préstamo era Bs9.000.000,^^'^ equivalentes a $us 150.000, al tipo de cambio 
de Bs60 por cada dólar americano. 

El Hotel Prefectural de Oruro prestaba servido de hoteleria en la zona central de la 
ciudad, entre las caUes Aldana y Pagador y la plaza Ascarrunz (playa de estacionamiento 
frente a la terminal de la Empresa Nacional de Ferrocarrües). 

El inmueble del Hotel Prefectural era de propiedad de la Prefectura de Oruro, inscrito 
en el Registro de Derechos Reales bajo la partida n.° 640 del Ubro 1953 (Moreira, 1995; 35). 
El ano 1995, el consultor contratado para la privatización reaUzó una medición por la que 
determinó que el inmueble tenia una superfície de 1.316 m2. Cabe senalar que, hasta 1976, 
la superfície del hotel era de 1.394 m2, pero fue afectada por una nueva hnea y nivel munici¬ 
pal en la caUe Pagador, en ocasión de su remodelación (Moreita, 1995); en 1993, la consulto¬ 
ra evaluadora había determinado una superfície de 1.354 m2 (Conam-Audicomp, 1993). 

La edificación estaba dividida en dos bloques, el primero fue construído en los anos 
50 y remodelado en 1976, al momento de la amphación de las instalaciones con la cons- 
trucción del segundo cuerpo. A pesar de que se trataba de una construcción más reciente, 
se encontró que estaba más deteriorada que la del primer bloque (Moreira, 1995). 


374 El hotel fue adquirido mediante escritura de compraventa y subrogación de deuda de una casa otorgada por Luigi 
Ghezzi en representación legal de Leopoldo Maggiorini; el Banco Central de Bolivia representado por Alberto Patzi 
y Alberto Saavedra quienes otorgan la venta en favor de la Prefectura del Departamento de Oruro, representada por 
Jaime San Martin Montes en el ano 1953. 

375 Tipo de cambio tomado del Banco Central de Bolivia obtenido en www.bcb.gob.bo 
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El primer cuerpo dei edificio tenía un área de 770 m2 y cuatro plantas. La primera 
planta tenía un hall y una sala de recepción, comedor, bar, cocina y habitaciones auxiliares 
para servicio; en la segunda planta estaban ubicadas 23 habitaciones; en la tercera planta, 
6 habitaciones, y en la cuarta planta se hallaba la whiskería-bar. El segundo cuerpo cubría 
221 m2, con dos plantas en una sección y cuatro en la otra, en total se tenía 16 habitacio¬ 
nes, todas con bano privado. El resto dei lote, casi 363 m2, estaba destinado a patio y a 
estacionamiento para vehículos de los huéspedes (Conam-Audicomp, 1993). 

El Hotel Prefectural de Oruro tenía la categoria de dos estreUas. Contaba con 45 
habitaciones y capacidad para 96 camas, restaurant, bar-whiskería, room Service, agua ca- 
kente, servicio de lavanderia y estacionamiento. Las habitaciones estaban equipadas con 
teléfono, televisión a colores y frigobar. 

El proceso enajenador dei Hotel Prefectural Oruro comenzó el 13 de agosto de 1992, fecha 
en la que fue suschto un Convênio de Asistencia Técnica entre el Ministério de Planeamiento 
y Coordinación, como presidente de la CEEP, y el ministro dei Interior, Migración y Justicia, 
como cabeza de sector dei cual dependen las prefecturas dei país. El convênio comprometia 
el apoyo de la CEEP a las prefecturas departamentales para la privatización de sus hoteles. 

El consorcio Conam-Audicomp informo que el hotel se encontraba arrendado, por un 
Canon mensual de $us 2.000, a la Empresa Hotelera Montesinos, propiedad de Franz Monte¬ 
sinos, su último locatario. Fue cerrado a partir de septiembre de 1992 debido a la intervención 
que hizo la Prefectura por incumplimiento en el pago de alquileres por parte dei locatario. Al 
21 de septiembre de 1992, la deuda ascendia a Bsl53.916,60, equivalentes a $us 38.966,23 (al 
tipo de cambio de esa fecha: Bs3,95 por cada dólar) (Conam-Audicomp, 1993). 

El 23 de octubre de 1992, el Ministério de Planeamiento y Coordinación suscribió 
contrato de consultoria con el consorcio Conam-Audicomp SRE,^^*^ para la evaluación de 
ocho empresas prefecturales ubicadas en diferentes departamentos dei país^^^ entre los 
cuales se encontraba Hotel Prefectural Oruro. El contrato por los servidos de consulto¬ 
ria fue de $us 79.213,00, correspondiendo al Hotel Prefectural la suma de $us 9.901,63. 
La selección de este servicio de consultoria estuvo a cargo de la agencia de compras C3D; 
sus honorários fueron de $us 6.000 que, siguiendo el mismo procedimiento (prorratear 
los honorários totales entre el número de empresas), corresponde consignar entre los 
gastos relativos a este hotel la suma de $us 750. 

En 1992, la Prefectura dei Departamento autorizó la enajenación dei Hotel Prefectu¬ 
ral Oruro. El 1 de diciembre de 1992, la CEEP autorizó la transferencia dei Hotel Prefec¬ 
tural de Oruro por subasta pública; el Coneplan refrendó tal decisión. 

El informe de la consultora contratada senalaba que el Hotel Prefectural Oruro era 
“uno de los más grandes y mejor equipados de la ciudad de Oruro y antes de su cierre 
era considerado de buena cakdad” (Conam-Audicomp, 1993); además, que era técnica y 


376 El contrato fue suscrito por Flavio Escóbar lianos, subsecretário de Desarroüo Socio-Económico, por para dei Ministério 
de Planeamiento y Coordinación; y por Luis Iriarte Saavedra, como representante dei consorcio Conam-Audicomp. 

377 El objeto dei contrato referia estúdios de siete hoteles: Hotel Prefectural de Oruro, de Potosí, de Tarabuco y de 
Camargo (Chuquisaca), de Pando, de Liriuni (Cochabamba), de Tarija y Cabana Prefectural también de Tarija. 
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económicamente viable tal y como se encontraba al momento de su avalúo. Respecto de 
la valuación del Hotel, el consorcio Conam-Audicomp determinó lo siguiente: 

... el avalúo del Hotel en las condiciones actuales es de $us 501.186 [...]. Nuestra recomenda- 

ción a este nivel de análisis, seria ofrecerlo en subasta pública utilÍ 2 ando como valor de referen¬ 
cia una base equivalente al 50% del avalúo, es decir $us 250.593 (Conam-Audicomp, 1993). 

A pesar de que la Prefectura del Departamento de Oruro había aprobado la enajenación 
de este hotel, no logró concretarse en la gestión del gobierno de Jaime Paz Zamora. 

La privatización del Hotel Prefectural Oruro se reinició en el gobierno de Gonzalo 
Sánchez de Lozada. La Prefectura del Departamento de Oruro aprobó su enajenación el 
20 de abril de 1995 mediante Resolución 010/95 y el Consejo de DesarroUo Nacional 
(Codena) autorizó su privatización a través de la Resolución 002/95 del 25 de abril de 
1995. Esta resolución senalaba, además, que existían estúdios del hotel realizados por 
evaluadores independientes el ano 1993 y que la estratégia para su transferencia era “la 
venta de la totahdad de sus activos en subasta pública” (Codena, Res. 002/95). 

El Ministério de Capitalización determinó encargar una nueva valoración del Hotel Prefec¬ 
tural de Oruro, la cual seha pagada con recursos del BID (Convénio ATN /SF-3586-BO) que 
el Fondo Nacional de DesarroUo Regional (FNDR) ejecutaba. El 10 de mayo de 1995, Oscar 
Arrien Sandoval, presidente ejecutivo del FNDR, suscribió el Contrato de Consultoria 013/95 
con Oscar Moreira Araújo, por la suma de $us 2.100. El objeto del contrato fue la realización 
de “los estúdios de evaluación, valorización y deíinición de estratégias de transferencia al sector 
privado de la unidad económica 'Hotel Prefectural de Oruro'” (FNDR y Moreira, 1995). 

El 7 de junio de 1995 fueron aprobados el Plan específico y el PUego de condiciones 
MC/SNCI/UR/SUB-003/95 para la subasta púbUca del Hotel Prefectural de Oruro, 
sobre el precio base de $us 500.000. 

El informe del consultor Moreira, presentado en octubre de 1995, determinó el terre¬ 
no y el edificio eran los activos transferibles del Hotel Prefectural de Oruro, cuyos valores 
serían los siguientes: 

Precio revalorizado según inventario de la 

Prefectura al 31 de diciembre de 1994 $us 26.750,11 

Avalúo referencial. Monto imponible (HAMO/DGII) $us 353.837,72 

Valor comercial determinado por avalúo técnico $us 560.819,37 

(Moreira, 1995: 80) 

Moreira determinó que el “Valor Mínimo de Liquidación de los activos (terreno y 
edificio) alcanzaba la suma de $us 500.000” (Ibíd.: 81). 

El informe de actividades de la Unidad de Reordenamiento, de la gestión 1995, sena¬ 
laba que el Hotel Prefectural de Oruro era parte del “Primer Paquete de Unidades Eco- 


378 Esta resolución está referenciada en el Pliego de condiciones para la subasta pública de los activos del Hotel 
Prefectural de Oruro. 
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nómicas Publicadas” para su venta, pero que se había declarado desiertas las tres subastas 
públicas fijadas para este fin. 

La empresa fue cerrada a pesar de que era técnica y economicamente viable. Anos 
después, la Prefectura dei Departamento de Oruro ocupó esos prédios para el funciona- 
miento de sus oficinas y actualmente es parte de la infraestructura dei Gobierno Autóno¬ 
mo Departamental de Oruro. 

Para la enajenación dei Hotel Prefectural, se contrataron servidos de consultoria y 
martiUeo, los mismos que son descritos a continuación; 


Cuadro 154. Gastos económicos dei proceso de privatización dei Hotel Prefectural de Oruro ($us) 


Afio 

Descrlpclón 

Monto 

1992 

Agencia de compras GD 

750,00 

1992 

Conam-AudicompSRL 

9.901,63 

1995 

Oscar Moreira Araújo 

2.100,00 


Martillero Trust Services SRL: honorário fijo 1 

2.896,31 

1995 

Martillero Trust Services SRL: honorário fijo 2 

320,83 


Martillero Trust Services SRL: honorário fijo 3 

222,50 

Total 

16.191,27 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Gastos créditos 68/0C-B0&2298/B0, Contrato de consultoras s/n dei 23 de octubre de 1992 y Contrato n.° 013/95 dei 10 de 
mayo de 1995, Contratos con martillero dei 27 de junio de 1995, adenda dei 1 de agosto de 1995 y Resolución Ministerial n.° 063/95 dei 18 de agosto de 1995. 


El intento faUido de vender el Hotel Prefectural de Oruro representó un gasto para el 
Estado de $us 16.191,27. 

5.1.1.7. Empresa Municipal de Transporte de Oruro (EMTO) 

La Empresa Municipal de Transporte de Oruro (EMTO) es parte dei conglomerado de 
empresas municipales de transporte cuyo origen se encuentra en la Empresa Nacional de 
Transporte Automotor (ENTA), creada en 1983 por el gobierno de Hernán Siles Zuazo. 
Entidad descentralizada, con autonomia de gestión administrativa y financiera, que temú 
como objetivo proporcionar un servicio de transporte eficiente y barato a la ciudadamú 
(DS 19460, 14/03/1983). ENTA empezó a prestar servidos en la ciudad de Oruro a 
partir dei 1 de noviembre de 1984 (Bazán Ortega, 23/09/2016). 

Las empresas municipales de transporte se constituyeron por efecto dei Decreto Supre¬ 
mo 21060 dei 29 de agosto de 1985 con el que el gobierno de Victor Paz dispuso la disolu- 
ción de la Empresa Nacional de Transporte Automotor (ENTA) y la transferencia de sus 
activos a las municipalidades de las capitales de departamento (DS 21060, 29/08/1985).^^^ 


379 El DS 21060, además de la disolución de ENTA, autorizo la implementación dei transporte Hbre en el inciso c) dei artículo 
75, disposición que más adelante afectaría al transporte público. En Oruro “... se creó el transporte Hbre en todas las 
rutas a nivel interdepartamental e interprovtncial, razón por la cual fueron creándose sucesivamente Kneas de transporte 
de diferentes tipos de servicios públicos, unidades vehiculares adquiridas y explotadas por los propios relocaüzados de los 
distritos mineros y también de comerciantes que invirtieron en la compra de vehículos, existiendo a la fecha (1990), por 
la inmensa cantidad de vehículos una tremenda desproporción entre la oferta y la demanda en el servicio público”, esto 
afirmaba Wálker Paiva, gerente de EMTO, en un informe dirigido al Directorio de EMTO, documento que Edgar Bazán 
Ortega, alcaide dei Municipio de Oruro, hace parte dei informe que dirige al diputado Javier Zavaleta. 
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Por disposición del DS 21060, los pasivos fueron transferidos al TGN, a excepción de los 
pasivos por benefícios sociales que fueron transferidos a las alcaldías (art. 124). 

Los pasivos de ENTA al 31 de diciembre de 1985 alcanzaban un total de $b 
70.389.185.386 que, por mandato del art. 124 del DS 21060, deberían ser transferidos al 
TGN. Sin embargo, “... el Pasivo Circulante de $b 38.730.363 [...] no se efectivizó (no se 
transfírió al TGN) trayendo como consecuencia iüquidez de la Empresa y un grave dano 
económico” (Bazán Ortega, 23/09/2016).^*® 

En aplicación del DS 21060, la transferencia de los activos de ENTA a la Alcaldía Muni¬ 
cipal de Oruro se hizo en un proceso largo y desordenado. La Empresa Municipal de Trans¬ 
porte Oruro (EMTO) se constituyó el 14 de julio de 1986. Tenía 34 unidades vehiculares. 
Brindaba servicios de transporte urbano dentro la ciudad de Oruro y servidos de transporte 
interprovincial e interdepartamental entre la ciudad de Oruro y vários centros mineros (Lla- 
Uagua, Huanuni, Colquiri, BoKvar, Santa Fe, Morococala, Pazana, Japo, Poopó, Colquechaca). 
El diagnóstico realizado en febrero de 1987 identifícaba los factores que habrían incidido en 
su difícil situación económica. Uno de eUos fue la disminución del número de usuários de 
EMTO, debido al vaciamiento de los centros mineros provocado por la relocalización, lo que 
causó la caída de los ingresos de esta empresa en un 51% (Bazán Ortega, 23/09/ 2016). 

Entre los factores que incidieron en la baja de sus recaudaciones se cuenta, también, 
la reducción de frecuencias o viajes diários en el servido interprovincial, y la disminución 
del parque automotor; “de las 34 unidades vehiculares existentes [...] el 50% [...] no 
cumphó servido alguno, al encontrarse con faUas mecânicas, falta de repuestos, Uantas, 
accesorios, etc., que no pudieron conseguirse precisamente por la carência de recursos 
económicos...” (Bazán Ortega, 23/09/2016). 

El diagnóstico realizado presentó la siguiente recomendación; 

Para alcanzar una rentabiüdad óptima que permita ejecutar el presupuesto programado de 
ingresos, se deberá habilitar el 100% del Parque Automotor actual, y la habilitadón de rutas 
interdepartamentales, por lo cual se recomienda tramitar un préstamo de capital que permita 
la rehabiHtación vehicular... (Bazán Ortega, 23/09/2016). 

Lo recomendado no fue tomado en cuenta; por el contrario, se dio curso al desman- 
telamiento de EMTO. Por un lado, el 9 de mayo de 1988, el Concejo Municipal de Oruro 
autorizó al Alcaide Municipal proceder con la adquisición de 100 Uantas nuevas de EMTO, 
“.. .con cargo a la deuda pendiente de $us 53.300 que tiene dicha Empresa con la Alcaldía 
Municipal”.**^ 

Sin embargo, el informe de la Gerencia de EMTO senalaba lo siguiente; 

[La Alcaldía municipal] adeuda a EMTO $US. 93.995,15 por la [sic] cual solicito se baga el 
depósito, ya que [en] el Acta de Entrega [...] de vehículos transferidos de ENTA a favor de 


380 El documento titulado “Diagnóstico global resumido de la Empresa Municipal de Transporte Oruro 'EMTO' al 31 de 
enero de 1987” forma parte del citado informe que el alcaide municipal de Oruro Bazán dirige al diputado Zavaleta. 

381 Honorable Concejo Municipal, Res. 44/88. En: Bazán Ortega, 23/09/2016 
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EMTO figuran las tres unidades vehiculares RENAULT que la H. Alcaldía Municipal hace uso 
exclusivo y cuyas pólÍ 2 as y documentación pertinente se encuentran en esta Gerencia” (Paiva, 
en: Bazán Ortega, 23/09/2016). 

Por otro lado, se remataron Uantas de EMTO; el 15 de marzo de 1988 se elevó el in¬ 
forme sobre el remate de 560 Uantas nuevas, Uevado a cabo el 4 de marzo de 1988 (Zurita, 
en; Bazán Ortega, 23/09/2016). 

El 30 de mayo de 1990, “el Directorio de EMTO autorizo el remate de vehículos en 
mal estado, Uantas en mal estado, Uantas nuevas y en desuso...” (EMTO, Res. 02/90. En; 
Bazán Ortega, 23/09/2016). A los pocos meses, se autorizo la venta directa de Uantas 
(EMTO, Res. 004/90. En; Bazán Ortega, 23/09/ 2016). 

La enajenación de EMTO se inició en el gobierno de Jaime Paz Zamora, a través de la 
CEEP, presidida por el ministro de Planeamiento y Coordinación, Samuel Doria Medina, 
pues fue incluida en Usta de empresas municipales a ser privatizadas. EMTO dejó de operar, 
pero no se tienen mayores datos oficiales sobre el destino final de sus activos. La docu¬ 
mentación remitida por el alcaide Bazán Ortega, en septiembre dei 2016, no aporta mayor 
información al respecto. Se la registra entre las empresas púbUcas cerradas. 

5 . 1 . 1 . 8 . Fábrica de Tubos de Cemento Oruro 

La empresa municipal Fábrica de Tubos de Cemento Oruro tenía como actividad princi¬ 
pal la producción de tubos y losetas de cemento, destinados a las obras de mejoramiento 
urbano encaradas por la Alcaldía de la ciudad de Oruro. No contaba con personería 
jurídica propia, era una unidad dependiente dei Municipio orureno. Estaba ubicada en la 
ciudad de Oruro. Su planta de producción se haUaba entre las caUes Velasco Galvarro y 
Caro, en un inmueble de propiedad municipal. 

El gobierno de Jaime Paz Zamora incluyó a varias empresas municipales de las capi- 
tales de departamento en el proceso privatizador, tal es el caso de esta fábrica de tubos 
de cemento. No se tienen mayores datos sobre sus actividades ni el destino final de sus 
activos. Se la registra entre las empresas púbUcas cerradas. 

5 . 1 . 1 . 9 . Servicio Local de Acueductos y Alcantarillado Oruro (Sela Oruro) 

El 8 de octubre de 1964, mediante el Decreto Supremo 6914, se creó en la ciudad de 
Oruro el “Servicio Local de Acueductos y AlcantariUado”, como entidad autárquica con 
personaüdad jurídica y autonomia financiera y económica. La explotación y la distribu- 
ción de agua potable y alcantariUado fueron puestas a su cargo. 

Le fue autorizado el uso de las aguas superficiales y subterrâneas, necesarias para el 
abastecimiento de la ciudad, mediante la exploración, captación, embalse, aducción, tra- 
tamiento, distribución y disposición final de las mismas, sin cargo alguno para el Estado 
ni para la entidad (DS 6914, art. 10). 
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Su administración estaba a cargo de un Consejo presidido por el alcaide municipal de 
la ciudad e integrado del siguiente modo; 

a. Cuatro miembros titulares elegidos por el Ministério de Salud Pública de las ternas elevadas 
en representación de la Prefectura del Departamento, la Alcaldía Municipal, la Sociedad de 
Ingenieros de BoHvia y la Câmara Departamental de Industrias; 

b. Un miembro titular en representación de los usuários, designado por el prefecto del depar¬ 
tamento entre los presidentes de entidades u organizaciones cívicas que tengan personalidad 
jurídica reconocida 

(DS 6914, 08/10/1964, art. 2). 

Ese Consejo de Administración cumpHa sus funciones ad-honorem y se encargaba de 
designar un gerente quien, junto a su presidente, asumía la representación legal del Ser¬ 
vido Local (art. 4). 

Según el DS 6914, tras su creación, la MunicipaHdad de Oruro debía transferirle los 
siguientes activos; 

a. Bienes muebles atribuídos al servido, incluyendo vehículos, mapas, planos, proyec- 

tos, (disenos, Hbros de registro, los datos relacionados con la construcción, extensión, 
mejoramiento o conservación de los sistemas en servido, así como los equipos y los 
archivos utilizados en la administración, conservación y operación de los mismos; 

b. Bienes inmuebles, como edifícios, fuentes de abastecimiento, lagunas, canales, pozos, 

acueductos, plantas de tratamiento, clorinadores, canerías, accesorios, alcantariUas y 
otros sin reserva ni exclusión de especie alguna que forme parte de los sistemas; 

c. Derechos y servidumbres creados en favor de los sistemas; 

d. Impuestos, patentes y tasas vigentes, creados para el servido de empréstitos y para 
gastos de operación. 

El 6 de julio de 1966 fue aprobada la personería jurídica del Servido Local de Acue¬ 
ductos y AlcantariUado Oruro (Sela Oruro), mediante Resolución Suprema 134938. En el 
ano 1968, esta empresa inauguró el Proyecto de Agua Potable para la ciudad de Oruro y 
también la actual Planta de SELA, que fue denominada J.K.W. en honor a Jorge Knoep- 
flmacher Weiner (Anepasa, s. f). 

En el periodo neohberal, los servidos municipales de provisión de agua potable y alcan- 
tariUado estaban inscritos en las poKticas de privatización; a pesar de eUo, algunos servidos 
municipales no fueron afectados por esa poKtica. Durante elgobierno de Jaime Paz Zamora 
(1989-1993), a través de la CEEP, presidida por el ministro de Planeamiento y Coordina- 
ción, Samuel Doria Medina, se incluyó a varias empresas municipales y cooperativas de ser- 
vicios básicos en el proceso privatizador; SELA se encontraba entre eUas (CEEP-UEREP, 
1992b). Sin embargo, esa gestión gubernamental priorizó la enajenación de las empresas de 
las Cordes y no avanzó en la enajenación de las empresas municipales. 
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Durante el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada, la política de privatización de los 
servicios básicos de agua y alcantariUado priorizo la enajenación solo de dos empresas: 
SAMAPA, de propiedad dei municipio de La Paz, y SEMAPA, dei municipio de Cocha- 
bamba. Por lo que las acciones para la enajenación de los servicios de agua potable de las 
ciudades pequenas fueron paraüzadas, lo que permitió que SELA-Oruro tuviera conti- 
nuidad institucional. Actualmente continúa operando como empresa pública. 

5.2. Estúdios de caso: Terminal de Buses “Hernando Siles” (TB) y el Hotel Terminal (HT) 
5.2.1. Aspectos generales 

La Terminal de Buses “Hernando Siles” y el Hotel Terminal Oruro fueron empresas 
públicas de propiedad de Cordeor, concebidas como un solo complejo de servicios (ter¬ 
minal de transporte terrestre y hotelería) para promover el turismo y modernizar los 
servicios de transporte terrestre interdepartamental, interprovincial e internacional. Por 
eUo, el Hotel fue construído sobre la Terminal de Buses, en la parte central, con accesos 
y comunicación directa, como se puede apreciar en el siguiente gráfico: 


Gráfico 20. Croquis dei Hotel y Terminal Oruro 



Fuente: Archivo dei MDPyEP. 
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El terreno sobre el que se levantaron estas empresas está ubicado al sudeste de la ciudad 
de Oruro. El prédio proviene de un contrato de transferencia y cesión compensatória de te¬ 
rrenos suscrito entre la Empresa Nacional de Ferrocarrües (ENFE) y Cordeor. El detalle de 
la superfície del terreno ocupada por ambas empresas se presenta en el cuadro siguiente: 

Cuadro 155. Distribución de la superfície ocupada por 


la Terminal de Buses de Oruro y el Hotel Terminal (m2) 


Empresas 

Superfície en m2 

Terminal de Buses de Oruro 

8.227,85 

Hotel Terminal 

5.909,35 

Total 

14.137,20 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Memória Económica Consorcio Consa/Conicom/lnbursa, 1992. 


La construcción de la infraestructura de ambas empresas comenzó en 1976 y fue con¬ 
cluída en 1983. En cuanto al valor de las edifícaciones, se tiene que alcanzaba la suma de 
$us 3.080.485 (Consa/Conicom/lnbursa, 1992). A continuación el detalle; 


Cuadro 156. Costo de la construcción del Hotel y la Terminal de Oruro en 1992 ($us) 


1 Detalle 

Monto 

Precio original del contrato 

2.290.281 

Reajuste 1978 

459.989 

Reajuste 1979 

106.076 

Reajuste 1981 

224.138 

Total 

3.080.485 


Euente: CEMIPyC, 2018, con base en Memória Económica Carana, 1992. 


La Terminal de Buses Oruro y el Hotel Terminal fueron empresas públicas que no 
contaban con personería jurídica, pero constituían una unidad administrativa dependien- 
te de la Gerencia de Empresas de Cordeor, cuya personería jurídica las amparaba. Sus 
actividades se desarroUaban de forma independiente, en lo que respecta a su relación con 
el público (Consa/Conicom/lnbursa, 1992b). 

El Hotel Terminal Oruro y la Terminal de Buses “Hernando Siles”, por estar ubicados 
en la región Occidental del país, constituyeron un importante elemento de la red hotelera y 
de transporte para vincular la región altiplánica de La Paz, Oruro y Potosí con la región de 
los vaUes mesotérmicos de Cochabamba y Chuquisaca y la región de Santa Cruz. Además, el 
nudo ferroviário situado en Oruro fortalecia aún más su ubicación estratégica; este aspecto 
le otorgaba al hotel un valor comercial óptimo y a la terminal, una importante dinâmica. 

El Hotel Terminal brindaba servidos de hotelería con categoria de tres estrellas, tenía 
una capacidad para alojar 330 personas a un promedio de dos personas por pieza, lo que 
representa 120.450 personas por ano (Consa/Conicom/lnbursa, 1992b). 

Al momento de su privatización, ambas dependencias se encontraban en pleno funcio- 
namiento. El edifício estaba estructurado en 12 plantas, las dos primeras correspondían a 
la terminal; las siguientes diez, al hotel. Los jardines y pasiUos eran áreas compartidas. 
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5.2.2. El proceso de privatización de la Terminal de Buses “Hernando Siles” y dei Hotel 
Terminal 

En el presenta acápite se describe y analiza la privatización de estas dos empresas de pro- 
piedad de Cordeor, que empezó con el gobierno de Jaime Paz Zamora y se concretó en 
el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada. 

En principio, se presenta el proceso de enajenación de la Terminal de Buses Oruro; 


Cuadro 157. Cronologia de la privatización de la Terminal de Buses Oruro 



Fuente: CEMIPyC, 2018. 


El proceso administrativo de la enajenación de la Terminal de Buses empezó el 3 de 
juHo de 1991, cuando Mario Pena Orozco, presidente de Cordeor, firmó un Convênio de 
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Asistencia Técnica con la Comisión de Evaluación de la Empresa Pública (CEEP), re¬ 
presentada por su presidente Enrique Garcia, ministro de Planeamiento y Coordinación, 
a fin de recibir asesoramiento en la privatización de sus empresas, según estaba previsto 
en los artículos 21 al 24 de Decreto Supremo 22836 (Cordeor-CEEP, 3/07/1991). 

El convénio establecía que la CEEP prestaria asistencia técnica a Cordeor durante 
todo el proceso de privatización, disolución o liquidación de sus empresas, en los 
siguientes términos; 

• La CEEP realizaria la contratación de servicios de consultoria de empresas especiali¬ 
zadas para ejecutar la evaluación, proponer estratégias de privatización y liquidación y 
efectuar la venta o liquidación de las empresas de Cordeor. 

• La Unidad Ejecutora de la CEEP prestaria apoyo técnico durante la ejecución de la 
privatización, siendo la única entidad facultada para realizar câmbios en los términos 
de referencia de las firmas consultoras. 

• Cordeor, por su parte, se comprometia a pagar a las consultoras por la promoción de 
la venta de sus empresas (honorário incentivo). 

5 . 2 . 2 . 1 . Contratación de consultora evaluadora 

Para la privatización de las empresas de las Cordes, el ministro de Planeamiento y Coordi¬ 
nación, Samuel Doria Medina, organizó el “Programa de Privatizaciones de las Empresas 
Públicas dependientes de las Corporaciones Regionales de DesarroUo” que dividia el es¬ 
túdio y la valuación de esas empresas en grupos y paquetes. La Terminal de Buses “Her- 
nando Siles” y el Hotel Terminal fueron incluidos, junto al Hotel Asahí de Santa Cruz, en 
el noveno paquete denominado “Hotelería y Terminal de Buses”. 

En ese marco, el 24 de septiembre de 1991, la agencia de compras estatales Crown 
Agents fue contratada por el ministro Doria Medina para ejecutar, por parte del Minis¬ 
tério de Planeamiento y Coordinación, la hcitación de la consultoria de tres empresas 
dependientes de las Cordes (Licitación B-861). El precio de estos servicios fue de $us 
9.144 (Min. de Planeamiento-Crown Agents, 24/09/1991). 

El 25 de octubre de 1991, la agencia de compras Crown Agents informó que se pre- 
sentaron dos ofertas para el estúdio y diseno de la privatización del Hotel y la Terminal 
de Oruro, la del consorcio Consa/Conicom/Inbursa y la de Coopers & Lybrand. En 
diciembre de 1991, se adjudicó el trabajo de valuación a la primera entidad. 

El 23 de octubre de 1991, el consorcio Consa/Conicom/Inbursa se había constituido 
como asociación accidental solo para presentarse a esta consultoria. Las tres empresas 
suscribieron un Convénio de Asociación Accidental a través de sus representantes; 

• Consultores Asociados, Consa SRL, representada por Fernando de la Barra. 

• Consultora Industrial y Comercial, Conicom Ltda., representada por Pastor Sainz. 

• Inversiones Bursátiles, Inbursa SRL, representada por Percy Jiménez. 
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El 21 de febrero de 1992, el contrato de prestación de servidos de consultoria fue 
firmado por Samuel Doria Medina, como ministro de Planeamiento y Coordinación, 
y por Fernando de la Barra, representante dei consorcio Consa/Conicom/Inbursa. El 
costo fijo de tales servidos era de $us 60.575, más los impuestos de ley, lo que da un total 
de $us 71.684,46 (CEEP-UEREP, s. £ b). Se previó, además, un monto contingente por 
“honorário incentivo dei 1.7% sobre la parte dei precio de venta hasta un monto de $us 
2.000.000 y 2% de montos adicionales”, incluidos los impuestos de ley (Min. de Planea¬ 
miento y Coordinación- Consa/Conicom/Inbursa, 1992). 

5 . 2 . 2 . 2 . Enajenación de la Terminal de Buses 

La venta de la Terminal de Buses de Oruro (TBO) fue autorizada por el directorio de 
Cordeor mediante la Resolución 009/92 dei 8 de juho de 1992, junto a la dei Hotel Ter¬ 
minal y de otras empresas de su propiedad. 

Para entonces ya se tenía la valuación estimada por el consorcio Consa/Conicom/In- 
bursa que, en abril de 1992, había determinado los rangos dei valor comercial de la TBO; 

• Valor comercial máximo: $us 1.830.733 

• Valor comercial mínimo: $us 1.464.586 

(Consa/Conicom/Inbursa, 1992a) 

La estratégia sugerida por el consorcio para la transferencia de la Terminal de 
Buses y dei Hotel Terminal fue la licitación pública. Por instrucciones de la CEEP, 
la consultora Inbursa, miembro dei consorcio, elaboró una propuesta para la colo- 
cación de la Terminal de Buses en la Bolsa Boliviana de Valores (BBV), pero dicha 
propuesta no se puso en práctica. 

5 . 2 . 2 . 2 .I. Licitación pública internacional de TBO 

La licitación de la Terminal de Buses “Hernando Siles” fue encargada a la agencia de 
compras PNUD/OSP, por disposición de la Comisión de Evaluación de la Empresa 
Pública (CEEP). La licitación fue anunciada públicamente a través de médios impre- 
sos de circulación nacional; se puso a disposición de los interesados la información y 
la documentación pertinentes desde el 28 de julio hasta el 7 de agosto de 1992, plazo 
en el que se recibirían observaciones de los interesados y cuya respuesta pública es- 
taba prevista para las 17:00 horas dei 7 de agosto de 1992, en la sala de reuniones dei 
Coneplan (La Ra^on, 26/09/1992). 

La licitación pública internacional para la venta de la TBO fue referenciada como 
OSP/BOL/520/675; fue publicada entre el 9 y el 13 de agosto, convocando a presentar 
ofertas hasta las 10:00 dei 16 de septiembre de 1992. La apertura de los sobres “A” estaba 
prevista para la misma fecha y la apertura de los sobres “B” se reahzaría dos dias después, 
es decir, el 18 de septiembre. 
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A pesar de que seis empresas habían adquirido el pliego de licitación, el 16 de sep- 
tiembre de 1992, Uegada la hora de cierre del registro de recepción de ofertas, no existia 
ninguna, por lo que la licitación pública fue declarada desierta. 

La agencia de compras PNUD/OSP convocó por segunda vez a la licitación públi¬ 
ca, con referencia OSP/BOL/520/675-1. Fue publicada nuevamente en los médios de 
prensa nacionales y locales; el Pliego de condiciones podia ser retirado desde el 21 de 
septiembre y las ofertas, presentadas hasta las 10:00 horas del 5 de octubre de 1992. La 
apertura de los sobres “A” también estaba prevista para esa fecha, mientras que la de los 
sobres “B” se Uevaría a cabo el 7 de octubre de 1992. 

Una sola propuesta fue recibida en la fecha y la hora senaladas, la de la Empresa Acci- 
dental “Sebastián Pagador”, conformada para presentarse a esa licitación y representada 
por Néstor Navarro Nogales. 

El 5 de octubre se procedió con la apertura del sobre “A” y se evidendó que “Sebastián 
Pagador” no había cumphdo con la boleta de garantia de seriedad de presentación de oferta 
económica, definida en los puntos 3 y 8 del Pliego de especificaciones. Para subsanar este 
incumphmiento, la empresa accidental envió una carta en la que indicaba que presentaria 
dicho documento en un plazo de tres dias, es decir, hasta el 8 de octubre de 1992. 

El 6 de octubre de 1992 fue presentada la boleta de garantia, fechada con 5 de octubre 
de 1992. La agencia de compras informó de lo actuado al ministro de Planeamiento y 
Coordinación, Samuel Doria Medina, y considerando que la boleta de garantia fue pre¬ 
sentada antes del vencimiento del plazo para la apertura del sobre “B”, “recom[endó] al 
Ministério de Planeamiento y Coordinación aceptar la prórroga solicitada y habiütar a la 
sociedad accidental ‘Sebastián Pagador’ para la apertura del sobre ‘B’” que contenia su 
oferta económica (PNUD/OPS, 06/10/1992). 

A pesar de que el consorcio habia establecido el valor comercial de la Terminal de 
Buses en un rango de $us 1.830.733 y $us 1.464.586, el Ministério de Planeamiento y 
Coordinación, que presidia la CEEP, sohcitó al consorcio determinar el precio minimo 
de venta. Es asi que, el 7 de octubre de 1992, el consorcio recomendó lo siguiente; 

... el precio mínimo de venta al contado de la TBO debe ser $us 1.405.004,54 [...] en 
caso de que la oferta sea financiada y teniendo en cuenta el procedimiento de evaluación 
de las ofertas, se recomienda que el precio mínimo a ser considerado en esta licita¬ 
ción sea el valor presente y a una tasa de descuento del 18% (Consa/Conicom/Inbursa, 
07/10/1992 c). 

Con la anuência del Ministério de Planeamiento y Coordinación, la licitación prosi- 
guió el 7 de octubre de 1992 se reahzó la apertura del sobre “B” con la propuesta econó¬ 
mica de la sociedad accidental, que ascendia a la suma de $us 1.500.000, a pagarse en dos 
cuotas: $us 500.000, a la firma del contrato y $us 1.000.000, en un afio. 

La agencia de compras PNUD/OSP consideró que a la oferta presentada no podia 
aphcársele la tasa de descuento anual (18%) para calcular el valor presente, pues la fecha 
del segundo pago no estaba senalada. El 12 de octubre de 1992 sohcitó a la empresa pro- 
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ponente la aclaración correspondiente. El 16 de octubre de 1992, la sociedad accidental 
“Sebastián Pagador” respondió detaUando el modo en que se ejecutaría su oferta; 


Cuadro 158. Oferta de la sociedad accidental "Sebastián Pagador" para la compra de la Terminal de Buses ($us) 


1 Descripción 

Monto 1 

Precio total ofertado 

1.500.000 

A la firma dei contrato 

500.000 

Primer pago: a la firma dei contrato 

250.000 

Segundo pago: a los 6 meses vencidos 

375.000 

Tercer pago: a los 12 meses vencidos 

375.000 


Fuente: Informe de evaluación PNUD/OSP, 1992. 


Sin embargo, el proceso de Hcitación pública de la TBO fue paraHzado. Varias ins- 
tituciones cívicas y laborales de la sociedad orurena se opusieron a su privatización, así 
como a la privatización dei Hotel Terminal. De modo que, el 19 de octubre de 1992, el 
Comité Cívico de Oruro y los ministros de Estado Carlos Saavedra Bruno y Jorge Qui- 
roga Ramírez firmaron el “Convênio Gobierno-Comité Cívico de Oruro” por el cual el 
Gobierno “se comprometpa] a no adjudicar la Terminal de Buses de Oruro, hasta que los 
trabajadores de Cordeor present[arán] su propuesta alternativa de arrendamiento” (Go¬ 
bierno de Bohvia-Comité Cívico Oruro, 1992). El plazo para tal presentación fue de 10 
dias para el caso de la Terminal y de 20 dias para el dei Hotel. La propuesta fue presentada 
el 26 de octubre de 1992 (Sindicato Cordeor, 26/10/1992). 

Los ministros firmantes dei convênio con el Comité Cívico de Oruro habían compro¬ 
metido que la CEEP consideraria los intereses dei departamento de Oruro para definir la 
preadjudicación. Este compromiso le impedia continuar la hcitación púbhca sin la autori- 
zación dei Directorio de Cordeor, que la aprobó recién el 4 de marzo de 1993 (Cordeor, 
Res. 006/93), que coincidia con la fecha de expiración de la boleta de garantia presentada 
por “Sebastián Pagador” (Sebastián Pagador, 05/10/1992). 

El 9 de marzo de 1993, la CEEP emitió la Resolución 05/93 para preadjudicar la 
Terminal de Buses de Oruro a la Empresa Accidental Sebastián Pagador por un monto 
de $us 1.500.000, y recomendar al Consejo Nacional de Economia y Planeamiento su 
adjudicación. Dicha resolución fue firmada por Samuel Doria Medina, presidente de la 
CEEP, y Pablo Zegarra, ministro de Finanzas y miembro de la CEEP, Fernando Campe- 
ro P, ministro miembro de CEEP, Ivo Arias B., presidente de Cordeor, y Flavio Escóbar 
LL, secretario técnico de CEEP (CEEP, Res. 05/93). 

El 10 de marzo de 1993, el Coneplan aprobó que, a través de un decreto supremo, se 
hiciera la transferencia de la Terminal de Buses de Oruro en favor de la Empresa Acci¬ 
dental “Sebastián Pagador”, por el precio y en las condiciones que el proponente había 
ofertado. El Ministério de Planeamiento y Coordinación quedó a cargo de los trâmites 
para la promulgación de tal decreto supremo (Coneplan, Res. 22/93). 

Pese a este último esfuerzo, el gobierno de Jaime Paz Zamora no logró concluir la 
venta de la Terminal de Buses de Oruro debido a la resistência social. 
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5 . 2 . 2 . 2 . 2 . Adjudicación de la Terminal de Buses Oruro 

La enajenación de la TBO fue retomada por el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada 
en el marco del nuevo Reglamento de la Ley de Privatización, que establece que el mi¬ 
nistro sin cartera responsable de Capitalización es la autoridad responsable de ejecutar 
la privatización de las empresas públicas, bajo definiciones adoptadas por el Consejo de 
DesarroUo Nacional (Codena), y crea la Unidad de Reordenamiento, dependiente de la 
Secretaria Nacional de Capitalización e Inversión, como organismo técnico operativo del 
proceso (DS 23991, 10/04/1995). Además, se estableció un procedimiento para Hcita- 
ciones públicas aprobado por la Resolución Suprema 215521 del 13 de abril de 1995. 

Para proseguir con el proceso, el 18 de abril de 1995 se realizaron tres nuevos contratos de 
consultoria individual para la valuación de la Terminal de Buses y del Hotel Terminal, contra- 
tándose a Armando Estrada, Pastor Sainz y Percyjiménez. El 20 de julio de 1995, se contrató 
a Lyndon Fernández. El monto total de estas consultorias individuales fue de $us 4.000. 

En el marco de ese procedimiento, el Codena emitió la Resolución 002/95 
(25/04/1995), autorizando al Ministério de Capitalización a proceder con la privatiza¬ 
ción de 47 empresas, entre las cuales se encontraba la Terminal de Buses. La estratégia 
recomendada para esta transferencia fue “la de continuar el proceso de adjudicación de 
acuerdo a la oferta realizada por la empresa Sebastián Pagador y la promulgación del 
Decreto Supremo respectivo” (Codena, Res. 002/95). 

El 17 de mayo de 1995, el Directorio de Cordeor emitió la Resolución 007/95 para ra¬ 
tificar aqueUa emitida en 1992; se autorizó la transferencia de la Terminal de Buses Oruro a 
manos privadas y se instruyó su saneamiento legal y contable (Cordeor; Res. 007/95). Tam- 
bién, en esa fecha, se emitió la autorización al presidente de Cordeor para que, en represen- 
tación de esta entidad, subrogara los pasivos tributários de la Terminal de Buses, habilitando 
balance de cuentas por pagar y cuentas por cobrar en el TGN (Cordeor, Res. 015/95 a). 

Finalmente, el 21 de noviembre de 1995, Gonzalo Sánchez de Lozada y su gabinete 
ministerial, mediante el DS 24164, adjudicaron la Terminal de Buses “Hernando Siles”, 
en los siguientes términos: 

Adjudícase los activos de la Terminal de Buses de Oruro debidamente inventariados en el 
pUego de la Licitación Pública n.° OSP/BOL/520/675, en favor de la Empresa Accidental 
Sebastián Pagador, por el precio de UN MILLÓN QUINIENTOS MIL 00/100 DÓLARES 
DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA (Sus 1.500 000). 

En cuanto al pago, la citada norma senalaba que la empresa adjudicataria debería ha- 
cerlo efectivo de la siguiente forma; 

• $us 750.000, al momento de la suscripción del contrato de transferencia. 

• $us 375.000, a los 180 dias calendário, desde la suscripción del contrato de transferencia. 

• $us 375.000, a los 365 dias calendário, desde la suscripción del contrato de transferencia. 
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De acuerdo a la norma, la garantía para el pago de las dos cuotas comprometidas por 
la empresa adjudicataria, a pagar a los 180 y a los 365 dias calendário, se realizaria a través 
de la presentación de dos boletas bancarias de cumplimiento de contrato, con vencimien- 
to a 200 dias y 385, respectivamente. 

y.z.z.z.j. Firma dei contrato de compra venta y depósito de los recursos 

La minuta dei contrato de compraventa de la Terminal de Buses de Oruro fue firmada 
el 27 de noviembre de 1995, por Alfonso RevoUo Thenier, ministro de Capitaüzación, 
Marcelo Arzabe Vásquez, presidente de Cordeor, y Mario Rios Durán Melgarejo, gerente 
general de Cordeor, todos estos en representación dei Poder Ejecutivo; y por Alberto 
Loayza Valda, en representación de la Empresa Accidental Sebastián Pagador. 

La entrega y recepción de activos, según el acta, se realizó recién el 4 de marzo de 1996, 
debido a Ley 1654 de DescentraHzación (28/07/1995) y su reglamento (DS 24206, 29/12/ 
1995) que dispusieron la transferencia de los bienes de Cordeor a la Prefectura de Oruro. 

El Acta de Entrega y Recepción de Activos de la Terminal de Buses Oruro fue sus- 
crita en la ciudad de La Paz, por Mirtha Quevedo, prefecta dei departamento de Oruro; 
Mauricio Prudencio Tardio, por la Unidad de Reordenamiento, y Alberto Loayza, como 
representante legal de la Empresa Accidental “Sebastián Pagador”. También intervino en 
este acto la notaria de Fe Pública EHzabeth SoHz de Saracho. 

El depósito dei primer pago por la venta de la Terminal de Buses Oruro de $us 
375.000, se efectuó el 27 de noviembre de 1995 a la cuenta “Foprinsoc Prefectura Oruro 
4.41.1.3.2.402.464.14-2” dei Banco Central de BoHvia. La empresa adjudicataria cumpHó 
posteriormente con el plan de pagos hasta cancelar el total de $us 1.500.00. 

El 14 de diciembre de 1995, el Ministério de Capitahzación concretó el pago de $us 
25.500 al consorcio Consa/Conicom/Inbursa como “honorário incentivo” por la venta 
de la Terminal de Buses Oruro, monto equivale al 1,7% de los $us 1.500.000 que pagó la 
adjudicataria por la empresa orurena (Min. de Capitahzación, 14/12/1995a). 

5 . 2 . 2 . 3 . Enajenación dei Hotel Terminal 

A continuación, se presenta un cuadro que sintetiza el proceso de enajenación dei Hotel 
Terminal de propiedad de Cordeor; 


Cuadro 159. Cronologia de la privatizadón de Hotel Terminal Oruro 
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Fuente: CEMIPyC, 2018. 
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La enajenación dei Hotel Terminal comenzó en el gobierno de Jaime Paz Zamora, pero 
se concretó en el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada. Su enajenación fue resistida 
por las instituciones cívicas y sindicales orurenas, incluso después de realizada su venta. 

5 . 2 . 2 . 3 .I. Valuación y estratégia de privatización, 1992 

En marzo de 1992, el consorcio Consa/Conicom/Inbursa determinó que el Hotel Ter¬ 
minal tenía un valor comercial máximo de $us 2.010.591 y un valor comercial mínimo de 
$us 1.608.472. El detaUe es el siguiente; 


Cuadro 160. Avalúo dei Hotel Terminal, 1992 


1 Descripeión 

Valor comercial máximo 

Valor comercial mínimo | 

Inmueble 

1.874.901,80 

1.499.921,44 

Bienes (equipos, muebles, maquinaria y enseres) 

135.689,15 

108.551,29 

Valor total dei Hotel Terminal 

2.010.590,95 

1.608.472,73 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en avalúos 5-194/92 y AP 5-201/92,14/04/1992 (Consa/Conicom/Inbursa, 1992) 


La estratégia de privatización sugerida por el consorcio en 1992 presentaba dos alter¬ 
nativas; 

a) Venta conjunta dei Hotel y la Terminal, mediante ücitación pública. 

b) Ventas separadas de la Terminal de Buses y dei Hotel Terminal Oruro por Meitadón públi¬ 

ca (Consa/Conicom/Inbursa, 1992b). 

5 . 2 . 2 . 3 . 2 . Licitación pública internacional, 1992 

La enajenación dei Hotel Terminal fue autorizada por el Directorio de Cordeor el 8 de 
juHo de 1992; a través de la Resolución de Directorio 009/92, dispuso viabilizar la priva¬ 
tización de esa y otras empresas como la Terminal de Buses de Oruro. 

Con esa autorización, la CEEP determinó que la venta dei Hotel Terminal se haría 
mediante licitación pública, en los siguientes términos; 

La venta mediante Licitación Pública Nacional e Internacional dei Hotel Terminal de Oruro, 
en el estado en que se encuentre. 

La venta puede ser efectuada de la siguiente manera; 

a) Mediante oferta al contado. 

b) Mediante oferta financiada. Con un sistema de pago por el Hotel Terminal de un 50% 
a la firma dei contrato y el restante 50% en un período máximo de un ano (CEEP, Res. 
10 / 92).382 


382 Esta resolución aprobó la venta dei Hotel Terminal, en el estado en el que se encontrara y mediante licitación pública 
nacional e internacional. Dicha venta podia reaüzarse mediante oferta al contado o mediante oferta financiada con 
un pago dei 50% a la firma dei contrato y el restante, en un periodo máximo de un ano. Los firmantes fueron Samuel 
Doria Medina, presidente de CEEP; Jorge Quiroga, y Fernando Campero R, ministros miembros de la CEEP; Mario 
Pena Orozeo, presidente de Cordeor; y Flavio Escóbar, secretario técnico de CEEP 
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La CEEP encargo la ücitación pública a la agencia de compras PNUD/OSP, que fue 
referenciada como OSP/BOL/520/674. El 26 de agosto de 1992, en médios de prensa 
escrita, fue publicada la invitación a los potenciales interesados para presentar ofertas por 
la compra del Hotel Terminal Oruro, anunciando que el pHego estaria disponible desde el 
1 de septiembre de 1992, por la suma de BslOO (PNUD/OSP, 26/08/1992 a). 

La presentación de ofertas y la apertura de sobres “A” fueron fijadas para el 29 de 
septiembre de 1992, y la apertura de los sobres “B”, para el 1 de octubre de 1992. Estos 
actos se Uevarían a cabo en el salón de conferencias de la Representación del Programa 
de Naciones Unidas para el DesarroUo, en la ciudad de La Paz. 

El 19 de octubre de 1992, el registro de propuestas fue cerrado sin oferta alguna. Al 
día siguiente, el PNUD/OSP recomendo a la CEEP declarar desierta la ücitación; así 
ocurrió y la venta fue postergada para la siguiente gestión gubernamental. 

y.z.z.j.j. Contratación de consultores individuales, 1995 

El gobierno de Sánchez de Lozada reinicio el proceso de enajenación del Hotel Terminal 
en enero de 1995, a pesar de que el nuevo procedimiento para la privatización de las Cor- 
des no había sido aprobado (seria aprobado, recién, el 10 de abril de 1995). 

El 30 de enero de 1995, el ministro de Capitalización, Alfonso Revollo Thenier, 
soHcitó al Fondo Nacional de DesarroUo Regional (FNDR), entidad administradora de 
los recursos del Banco Interamericano de DesarroUo (BID) de apoyo a la privatización, 
la contratación de tres consultores individuales para realizar distintos estúdios del Ho¬ 
tel Terminal y la Terminal de Buses Oruro. El detaUe de esas soUcitudes se presenta en 
el cuadro siguiente; 


Cuadro 161. Contratos de consultoria solicitados por el Ministério de Capitalización al FNDR 



para evaluación del Hotel Terminal y la Terminal de Buses 

Consultor 

Objeto del contrato 

Monto 

{$us) 

Armando Estrada Caballero 

Estúdios de valoración 

3.000 

Pastor Sainz Trigo 

Estúdios de mercado 

2.500 

Percy Jiménez Cabrera 

Definición de estratégias de transferencia de empresas públicas al sector privado 

1.500 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Carta MC/D/139/95 del Ministério de Capitalización, 30/01/1995. 


Para estimar el perjuicio por la privatización del Hotel Terminal, solo se considera la 
mitad de los montos arriba reportados; la otra mitad se incluye en la estimación del per¬ 
juicio de la Terminal de Buses. 

Los técnicos, cuya contratación fue soUcitada, habían participado en el trabajo de eva- 
luación de la Terminal de Buses y el Hotel Terminal efectuado por el consorcio Consa/ 
Conicom/Inbursa en 1992; Pastor Sainz como representante de la empresa Conicom, 
Percy Jiménez como representante de la empresa Inbursa y Armando Estrada como 
miembro del equipo técnico (Consa/Conicom/Inbursa, 1991). 
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El 6 de marzo de 1995, el consultor Pastor Sainz remitió a Elvira Lupo de Velarde, 
directora ejecutiva de la Unidad de Reordenamiento de empresas dos ejemplares de los 
informes finales correspondientes al estúdio de actualización para la privatización de la 
Terminal de Buses y dei Hotel Terminal, mencionando que respondían, según contrato, 
con los consultores unipersonales: 

Arq. Armando Estrada, responsable de la valoración. 

Ing. Pastor Sainz, responsable dei estúdio de mercado. 

Lic. Percy Jiménez, responsable de las estratégias para la transferencia al sector privado 
(Sainz, 1995). 

Pero hasta ese 6 de marzo de 1995, estos consultores aún no habían firmado los men¬ 
cionados contratos de trabajo. Oscar Arrien Sandoval, presidente ejecutivo dei FNDR, lo 
hizo recién el 18 de abril de 1995, los contratos de consultoria estaban numerados como 
001/95, 002/95 y 003/95, respectivamente. 

Cabe senalar que el nuevo reglamento de la Ley de Privatización fue aprobado el 10 de 
abril de 1995, mediante el DS 23991; entre otras disposiciones, determinó que la entidad 
estatal a cargo de la privatización de las empresas públicas seria el Ministério sin Cartera 
Responsable de Capitalización, a través de su Unidad de Reordenamiento (UR). 

En esa segunda fase de la privatización dei Hotel Terminal, además de los tres 
consultores individuales contratados, participó el consorcio Consa/Conicom/Inbur- 
sa pues habia suscrito, en 1992, un contrato de servidos con el Estado boliviano. 
Al respecto, Elvira Lupo de Velarde, directora ejecutiva de la Unidad de Reordena¬ 
miento dei Ministério de Capitalización, en la carta de 26 de abril de 1995 dirigida al 
consorcio, senalaba lo siguiente; 

Como es de su conocimiento, existe un contrato entre el consorcio CONSA/CONI- 
COM/INBURSA y el Gobierno de BoUvia, el mismo que senala que el mencionado con¬ 
sorcio se compromete a realizar la promoción de las empresas en cuestión, elaboración de 
pliegos, y cualquier otra actividad que sea necesaria para la transferencia de estas unidades 
económicas al sector privado. 

Tanto el Hotel Terminal como la Terminal de Buses deberán ser transferidas al sector privado 
máximo en el lapso de 82 dias. En este sentido, existe la urgência de acelerar este proceso, para 
lo cual solicito a Uds. empezar con las gestiones correspondientes [...] para la privatización dei 
Hotel Terminal (Unidad de Reordenamiento, 26/04/1994). 

En esa comunicación, Lupo también hizo referencia a los informes presentados por 
los consultores individuales, considerados en una reunión sostenida el 20 de abril de 
1995, y soHcitó información sobre la valoración dei Hotel Terminal, por pisos, un nuevo 
valor de hquidación para activos dei Hotel Terminal y el desarroUo de acciones para pro¬ 
mover su venta (Unidad de Reordenamiento, 26/04/1994). 
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El 20 de julio de 1995, a requerimiento del Ministério de CapitaHzación, el FNDR 
contrato los servidos de consultoria del abogado Santiago Lindon Fernández, para el 
asesoramiento legal en la enajenación del Hotel Terminal y la Terminal de Buses, por un 
costo total de $us 1.000 (FNDR-Fernández, 1995). 

y.z.z.j.q. Nuevos avalúos y estratégias de privatización, 1995 

El estúdio del Hotel presentado el 6 de marzo de 1995 por los consultores individuales, 
titulado “ActuaHzación del estúdio para la privatización del Hotel Terminal de Oruro. 
Informe Final”, contenía el Avalúo de Propiedad n.° 5-253/95, fechado el 15 de febrero 
de 1995, que determinaba los siguientes valores comerciales para el inmueble: 

Valor comercial máximo del inmueble: $us 2.105.737,59 

Valor comercial mínimo del inmueble: $us 1.684.590,07 


(Estrada, Sainz y Jiménez, 1995a). 


Así también, el avalúo AP n.° 5-254/95, de la misma fecha, detaUa los valores comer¬ 
ciales para los equipos, muebles, maquinaria y enseres: 


Valor comercial óptimo de los bienes: 
Valor comercial mínimo de los bienes: 


$us 71.232,41 
$us 36.527,00 


(Estrada, Sainz y Jiménez, 1995b). 


Sumando los valores de los dos tipos de activos, se tiene que el valor comercial máxi¬ 
mo del Hotel Terminal era de $us 2.176.970 y el mínimo, $us 1.721.117,07. Estos valores 
se considerarán para la estimación del perjuicio económico. 

Este informe fue analizado por la Unidad de Reordenamiento en una reunión 
sostenida el 20 de abril de 1995 y esa repartición solicitó que, hasta el 2 de mayo de 
1995, se presentara una nueva valoración del Hotel Terminal por pisos, un nuevo 
valor de liquidación para sus bienes, un plan de trabajo para privatizarlo a la mayor 
brevedad, y que se contactara a los encuestados que habían manifestado interés en 
comprar el Hotel (Unidad de Reordenamiento, 26/04/1995). Llama la atención que 
la solicitud de la Unidad de Reordenamiento fuera dirigida al consorcio y no a los 
consultores individuales. 

El 25 de abril de 1995, el Consejo de DesarroUo Nacional autorizó al Ministro de Ca- 
pitahzación a proceder con la privatización del Hotel Terminal, junto a otras empresas de 
las Cordes. En cuanto a la situación de esta unidad económica, la Resolución 002/95 de 
CONDENA senalaba que existían estúdios de evaluadores independientes, elaborados 
por el consorcio Consa/Conicom/Inbursa en el ano 1992 (Codena, Res. 002/95). 

En el informe de la consultoria encargada en 1995, se sugeria que la transferencia del 
Hotel Terminal a manos privadas se realizara de manera independiente a la de la Terminal 
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de Buses, pues su venta en paquete reduciría los indicadores de rentabiüdad. Se recomen¬ 
do, además, que esa venta se efectuara bajo el método de “venta por ücitación pública dei 
total o parte para hotel, o fragmentada por pisos o ambientes para oficinas u otros usos” 
(Estrada, Sainz yjiménez, 1995).^®^ 

El 16 de mayo de 1995, el consultor Pastor Sainz Trigo, contratado para realizar estú¬ 
dios de mercado en el marco de la privatización dei Hotel Terminal, comunico mediante 
una carta el nuevo avalúo para esa empresa; 

De acuerdo a su requerimiento tengo el agrado de hacerle conocer nuestra estimación dei 
precio base de üquidación dei Hotel Terminal de Oruro [...] el mismo que asciende a $us 
838.177,20 [...] 

Este precio ha sido establecido en base a la valoración técnica dei hotel y tomando en cuenta 
los índices de ocupación establecidos en el estúdio de actualización de la valoración dei indi¬ 
cado bien (Sainz, 16/05/1995 a). 

Este nuevo avalúo, que redujo drásticamente el valor dei Hotel Terminal de $us 
1.721.117,07 (valor mínimo comercial) a $us 838.177,20 (valoración técnica), no contaba 
con ningún respaldo ni cálculo técnico que explicara o justificara dicha reducción. El 
último informe presentado en marzo de 1995, transcrito en el Phego de Condiciones, no 
establece la “valoración técnica” senalada en aqueUa carta. 

Aún más; cursa otra nota, también dei 16 de mayo de 1995, remitida por el consultor 
Pastor Sainz (el pie de firma así lo indica) que presenta un nuevo avalúo menor; 

De acuerdo a su requerimiento y complementando nuestra nota de la fecha, le hacemos co¬ 
nocer que el valor dei hotel, determinado por el método de flujo de fondos descontado, es 
de $us 364.689; sin embargo, consideramos que este precio no refleja el valor de mercado 
en el entendido de la posibilidad de un uso más eficiente y con tamano más adecuado, así 
como la posibilidad de usos alternaúvos indicados en nuestro informe de actualización (Sainz, 
16/05/1995 b). 

El valor dei Hotel Terminal cayó una vez más a menos dei 22% de su valor mínimo 
comercial y a menos dei 50% de su evaluación técnica, lo cual se comunicó a través de 
una carta que no adjuntaba justificaciones técnicas al respecto. 

Llama la atención el hecho de que estos avalúos menores fueran remitidos por un 
consultor no contratado para este fin; el objeto dei contrato de Sainz senala que debe 
ocuparse dei “estúdio de mercado”. La valoración dei Hotel Terminal estaba a cargo dei 
consultor Armando Estrada CabaUero, por el Contrato de consultoria n.° 002/95 dei 18 
de abril de 1995. 


383 Los consultores consideraron que la venta como propiedad horizontal seria una alternativa muy ventajosa porque en la 
ciudad de Oruro existia una demanda importante de ambientes para instalación de oficinas; de igual manera consideraba 
conveniente la venta dei inmueble para uso mixto: hotel y restaurante en algunos ambientes, y oficinas en otros. 
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Licitación Pública Hotel Terminal, 1995-1996 

La venta del Hotel Terminal fue autorizada por Cordeor el 6 de julio de 1995, mediante 
Resolución de Directorio 015/95 y, el 25 de agosto de 1995, Codena autorizo su licitación 
pública senalando que, “anaüzadas las diferentes opciones, se propone la transferencia de 
la totaüdad de los activos pertenecientes al Hotel Terminal Oruro, mediante el mecanis¬ 
mo de Licitación Pública” (Codena, Res. 13/95 a). 

Pliego de Condiciones y sus enmiendas 

En ese marco, el 20 de septiembre de 1995, el Ministério de CapitaHzación aprobó el Plan 
específico, fechado el 18 de septiembre de 1995, y el Pliego de condiciones para la licita¬ 
ción pública del Hotel Terminal. El pliego se puso a la venta en $us 100. 

De acuerdo al Plan específico, la convocatoria a la licitación pública seria publicada entre 
el 24 de septiembre y el 1 de octubre de 1995, la reunión técnica se realizaria el 9 de noviem- 
bre y las propuestas se recibirían y abrirían el 24 de noviembre de ese ano. El sobre “A” seria 
abierto en horas de la manana y la oferta económica del sobre “B”, en horas de la tarde. 

La normativa de las Hcitaciones determinaba que estas podían realizarse mediante una 
agencia de compras, como se hizo en la gestión gubernamental de Paz Zamora, o a través de 
una Comisión Calificadora. El 17 de noviembre de 1995, Mauricio Prudencio Tardio y Yuri 
Luís Tirado ViUarroel, consultor y asesor jurídico de la Unidad de Reordenamiento, respecti¬ 
vamente, fúeron nombrados por el Ministério de Capitalización como vocales de la Comisión 
Calificadora de la Dcitación Pública del Hotel Terminal-MC/SNCI/UR/LIC-009/95 (Min. 
de Capitalización, Res. 118/95 c). Ambos, bajo la Presidência de Alfonso RevoUo, ministro de 
Capitalización, junto a Edgar Saravia Durnik, secretario nacional de Capitalización e Inversión 
y Elvira Lupo de Velarde, directora ejecutiva de la Unidad de Reordenamiento, tenían la respon- 
sabüidad de calificar las propuestas y recomendar la adjudicación o no del Hotel Terminal. 

El 24 de noviembre de 1995, poco antes de la apertura de ofertas para comprar el Ho¬ 
tel Terminal, Pastor Sainz, firmando en representación del consorcio Consa/Conicom/ 
Inbursa, remitió una carta al Ministério de Capitalización para dar a conocer que el Hotel 
Terminal fue valorado como empresa en funcionamiento y que se consideraba que el 
valor posible de transferencia del hotel al sector privado era de $us 364.889. 

A las 10:00 a.m. de esa misma fecha, en la ciudad de Oruro, a cargo de Elvira Lupo 
de Velarde como presidenta de la Comisión Calificadora, se realizó el acto de apertura de 
sobres de la licitación pública MC/SNCI/UR/LIC-009/95, correspondiente a la venta del 
Hotel Terminal. Se informó que se había recibido una sola oferta y se procedió con la aper¬ 
tura del sobre “A”, tras la cual se declaró un cuarto intermédio hasta horas de la tarde. 

El acto fue reinstalado a las 15:00 con el informe del análisis de los documentos presen- 
tados en el sobre “A” por parte del asesor jurídico Yuri Tirado: la fecha de la boleta bancaria 
presentada por el único proponente no se ajustaba a las especificaciones senaladas en el 
Pliego de condiciones; sin embargo, como esta situación era subsanable, se sohcitó verbal¬ 
mente al proponente la corrección de la boleta, la cual debía tener 120 dias de validez desde 
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la fecha de la presentación. Se informo que, a las 14:45, el proponente presentó la nueva 
boleta con la validez requerida por el Phego de condiciones, de modo que la Comisión 
Calificadora determino aceptar la documentación presentada por Alberto Loayza Valda. 

La presidenta de la Comisión, Elvira Lupo, sohcitó la lectura de la carta referida al 
precio mínimo por debajo dei cual el consorcio evaluador desaconsejaba la venta de los 
activos dei Hotel Terminal ($us 364.889); luego se conoció la oferta de Alberto Loayza 
Valda por $us 380.000 y el acto fue suspendido. 

La Comisión Calificadora elaboró su informe el mismo 27 de noviembre de 1995, 
recomendando la adjudicación en favor dei único oferente interesado (Min. de Capitah- 
zación, 11/12/1995 d),^®'^ pero la adjudicación no se concretó debido a la oposición de 
las instituciones orurenas. 

Licitación pública declarada desierta 

El 27 de noviembre de 1995, los miembros dei Directorio de Cordeor, a la cabeza de su pre¬ 
sidente Marcelo Arzabe, remitieron una nota al ministro de Capitahzación solicitando que se 
declare desierta la licitación para la venta dei Hotel Terminal “en atención al sentimiento de 
ftustración surgido trasla sesión dei [...] viernes 24” (Cordeor, 27/11/1995 b), reclamando la 
irrisória suma dei precio mínimo asignado a su empresa, en los siguientes términos: 

La Consultora CONSA/CONICOM/INBURSA, según acta de la reunión extraordinária dei 
H. Directorio de Cordeor de fecha 7 de Juüo de 1995, informó que se fijó en 838.177 dólares 
como (sic) precio mínimo de adjudicación dei Hotel Terminal. A sorpresa nuestra, esa misma 
Consultora, modificó el precio mínimo en la irrisória suma de 363.689 dólares. 

Se destacó, también, la impugnación planteada por la Brigada Parlamentaria de Oruro, 
a través dei senador Erasmo Pérez Victorias, remitida mediante fax de 27 de noviembre de 
1995. Así mismo, el 25 de enero de 1996, Pérez Victorias remitió al Mnistro de Capitalización 
una Petición de Informe Escrito, cuya respuesta fue fechada el 5 de febrero de 1995. 

El 22 de abril de 1996, Alfonso RevoUo Thenier, ministro de Capitalización, comuni- 
có a José GuiUermo Justiniano, ministro de la Presidência, que, en virtud de las minutas 
de comunicación enviadas por el Legislativo, se había decidido cancelar el proceso de 
licitación dei Hotel Terminal (Min. de Capitalización, 22/04/1996 a). 

Reanudación dei proceso de licitación pública, igg6 

La licitación pública dei Hotel Terminal se reanudó por instrucciones de Alfonso Revo- 
Uo, ministro de Capitalización, a Mirtha Quevedo, prefecta dei departamento de Oruro, 
en los siguientes términos: 


384 La nota que contiene este informe es remitida por el ministro de Capitalización, Alfonso RevoUo Thenier, al Senador 
Erasmo Pérez Victorias, debido a la impugnación de la Brigada Parlamentaria Orurena a la adjudicación dei Hotel Terminal. 
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Mediante la presente, tengo el agrado de dirigirme a usted con el objeto de comunicarle que 
por instrucciones superiores, el reordenamiento del Hotel Terminal de Oruro debe Uevarse a 
cabo a la brevedad posible. 

En cumplimiento a lo senalado, la Ucitación pública de la mencionada unidad económica 
está prevista para el dia miércoles 14 de agosto del ano en curso (Min. de Capitaüzación, 
10/07/1996 b). 

El Pliego de condiciones de julio de 1996 senalaba que la licitación pública estaba en- 
marcada en la Resolución Ministerial n.° 080/95 del 20 de septiembre de 1995, la cual 
aprobaba el Plan específico y el Pliego de condiciones para la venta del Hotel Terminal, 
pero este nuevo Pliego de condiciones no era el que se había aprobado casi un ano antes. 

Entre las bases de la invitación del Pliego de condiciones estaban los siguientes requi¬ 
sitos que debían cumpHr los oferentes; 

• La adquisición oficial del Pliego de condiciones. 

• La presentación de propuestas por personas individuales y/ o colectivas constituídas 
de conformidad a los tipos societários establecidos en el Código de Comercio. En este 
último caso se debía acreditar la constitución de la sociedad y el poder de actuación 
del representante legal que intervendría en la licitación. 

• La presentación de una Boleta Bancaria de Seriedad de Propuesta cumpliendo los 
requisitos establecidos en el punto 8 del Pliego de condiciones. 

• La suscripción de la carta de presentación de oferta según el modelo y en la que expre- 
samente manifieste su aceptación para asumir la obligación solidaria y mancomunada 
de adhesión y aceptación de los términos y condiciones establecidos en el Pliego. 

La Boleta de Garantia Bancaria de Seriedad de Oferta debía estar emitida a nombre 
del Ministério de CapitaHzación, por un valor de $us 100.000, con vigência mínima de 
120 dias calendário posterior a la fecha de presentación de propuesta, debiendo ser emi¬ 
tida por un banco nacional o extranjero con representación en Bohvia. 

El Pliego de condiciones fue puesto a la venta el 15 de juho de 1996 y podían sohcitar- 
se aclaraciones hasta de 10 dias antes a la fecha de entrega de propuestas; esas consultas 
debían ser respondidas hasta cinco dias calendário después de su recepción y, además, ser 
comunicadas a todos aqueUos que habían adquirido el Pliego. 

Las visitas al Hotel Terminal, por parte de quienes habían adquirido el Pliego, 
podrían realizarse hasta 48 horas antes de la presentación de ofertas y ser programa¬ 
das, al menos, con 48 horas de anticipación. La reunión técnica para absolver dudas 
fue programada para el 8 de agosto de 1996, en las instalaciones de Prefectura del 
departamento de Oruro. 

En cuanto a las ofertas económicas, solo podían presentarse ofertas por la totahdad 
de los activos del Hotel y al contado, en dólares americanos, debiendo hacerse efectiva al 
momento de la firma del contrato de transferencia. 
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Se advertia, además, que la ücitación podia cancelarse por voluntad dei Ministério de 
CapitaHzación en cualquiera de sus etapas y se declararia desierta si se presentaban me¬ 
nos de dos propuestas o si las presentadas no eran convenientes al Estado boliviano. Sin 
embargo, la Comisión Caüficadora se reservaba el derecho de evaluar la oferta en caso 
de que solo se presentara una; podia, además, rechazar propuestas o declarar desierta 
la convocatoria sin dar razones o motivos dei rechazo y sin reclamo de indemnización. 
La firma dei contrato debia concretarse en un plazo de 10 dias calendário a partir de la 
fecha de presentación y aceptación dei total de documentos requeridos para tal acto, y su 
protocohzación, dentro de los 20 dias siguientes a la firma de la minuta. Los gastos de 
protocohzación y transferencia estaban a cargo dei comprador. 

El Phego también determinaba que la adjudicación seria efectuada por el Poder Eje- 
cutivo, mediante decreto supremo. 

Se realizaron cuatro enmiendas a ese documento, cuyo detaUe se presenta a continuación: 

• Enmienda n.° 1 dei 8 de agosto de 1996; modifica la fecha de presentación de pro¬ 
puestas y de apertura de ofertas para la hcitación pública dei Hotel Terminal; la nueva 
fecha es el 16 de agosto de 1996. 

• Enmienda n.° 2 dei 14 de agosto de 1996; modifica el lugar para la presentación de 
propuestas y apertura de ofertas de la licitación pública, trasladando el acto de la ciu- 
dad de Oruro al Salón de Actos de la Prefectura dei Departamento de La Paz, para la 
misma fecha y hora fijadas por la Enmienda n.° 1. 

• Enmienda n.° 3 dei 18 de septiembre de 1996; modifica una vez más la fecha y lugar 
de presentación de ofertas y apertura de propuestas, la nueva fecha es el 25 de sep¬ 
tiembre de 1996 y cambia el lugar a otro Salón de la Prefectura dei Departamento de 
La Paz, en la misma ciudad. 

• Enmienda n.° 4 dei 23 de septiembre de 1996; modifica la fecha de presentación y 
apertura de ofertas al 18 de octubre de 1996. 

El 18 de octubre de 1996 se reahzó el Acto de recepción de propuestas y apertura de 
sobres. Solo se presentó un proponente; Alberto Loayza Valda, cuya oferta fue de $us 
370.000. La Comisión Cahficadora reahzó su informe en la fecha, evaluó la oferta pre- 
sentada por Loayza y consideró que se habia superado el precio minimo establecido por 
el consorcio Consa/Conicom/Inbursa fijado en $us 364.689; de modo que recomendó 
la adjudicación dei Hotel Terminal Oruro en favor dei proponente Alberto Loayza Valda 
por el precio de $us 370.000, pagaderos al contado al momento de la suscripción de los 
documentos de transferencia. 

El gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada aprobó la adjudicación dei Hotel Termi¬ 
nal el 23 de octubre de 1996 mediante el DS 24387. 

Firma de contrato y depósito de recursos 

El contrato de compra venta dei Hotel Terminal fúe suscrito el 19 de diciembre de 1996. 
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El depósito de los recursos provenientes de la venta del Hotel Terminal se realizó el 
13 de diciembre de 1996, por el monto de $us 370.000, a la cuenta “Foprinsoc Prefectura 
Oruro 4.41.1.3.2.402.464.14-2” del Banco Central de Bolivia. 

5.2.3. Aspectos económicos de la privatización 

En el presente acápite se anaüzan los aspectos económicos relativos a la privatización de 
la Terminal de Buses y del Hotel Terminal a objeto de establecer los perjuicios económi¬ 
cos ocasionados al Estado boliviano. 


5.2.3.1. Inversiones estatales 

Para calcular las inversiones estatales en la Terminal de Buses de Oruro y en el Hotel 
Terminal se toma como base los costos de construcción de ambos inmuebles que, según 
información proporcionada por Cordeor, asciende a $us 3.080.485. Se calcula que, de 
ese monto, corresponde a la construcción de la Terminal de Buses Oruro la suma de $us 
1.626.496 (52,8% del total) y que la construcción del Hotel significó una inversión de $us 
1.453.989 (47,2% del total). 

A los costos de construcción de los inmuebles se suma el valor de reposición de los 
terrenos y el valor comercial óptimo de los bienes que pertenecen a cada empresa, ambos 
avalúos fueron calculados por la Consultora. 

De ahí que las inversiones calculadas en la Terminal de Buses asciendan a $us 
2.243.504,77, de acuerdo al siguiente detaUe; 


Costos de construcción de la TBO: 
Valor de reposición de los terrenos: 
Valor comercial óptimo bienes, 1992: 
TOTAL 


$us 1.626.496,00 
$us 542.531,77 
$us 74.477,00 
$us 2.243.504,77 


Por su parte, las inversiones estatales para la implementación del Hotel Terminal as- 
cienden a $us 1.850.235, 23, conforme al siguiente detaUe; 

Costos de construcción del Hotel: $us 1.453.989,00 

Valor de reposición de los terrenos, 1995: $us 325.011,23 

Valor comercial óptimo bienes, 1995: $us 71.232,00 

TOTAL $us 1.850.235,23 

Por tanto, el valor total del complejo hotelero y de transportes (terrenos, construccio- 
nes y bienes) ascendió a $us 4.093.740. 
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5.2.3.2. Situación delas empresas 

5 . 2 . 3 . 2 .1. Situación de la Terminal de Buses 

Según el informe dei anáüsis técnico dei consorcio evaluador, la Terminal de Buses go- 
zaba de una posición privilegiada en cuanto a combinaciones de viajes interdepartamen- 
tales, situación que entrana mayores ingresos y benefícios para la empresa. Además, este 
servicio había adquirido relevância en la dinâmica dei transporte interprovincial en torno 
a la actividad minera de Oruro y Potosí. 

Tanto las operaciones de la Terminal de Buses como su funcionamiento fueron consi¬ 
derados buenos en el informe de evaluación. Desde el punto de vista dei medio ambiente, 
se destacaba que la operación de la Terminal no genera contaminación. En síntesis, la Ter¬ 
minal de Buses de Oruro fue declarada “técnicamente viable” para su privatización. 

Las proyecciones fínancieras estimadas por el Consorcio Consa/Conicom/Inbursa 
planteaban que la privatización de la Terminal de Buses tendría un buen margen de via- 
biHdad fínanciera ya que mantem^a “una posición fínanciera sana y satisfactoria” (Consa/ 
Conicom/Inbursa, 1992). 

5 . 2 . 3 . 2 . 2 . Situación dei Hotel Terminal 

El consorcio determinó que el área dei terreno ocupada por el Hotel Terminal era de 
5.909,35 m^. Hasta 1991, esta empresa de servidos era una excelente alternativa de hos- 
pedaje para aqueUos viajeros en trânsito o de visita en la ciudad de Oruro, al encontrarse 
estratégicamente emplazada en la misma Terminal de Buses. 

En lo referente al inventario de bienes dei Hotel, la consultora dio cuenta dei equi- 
pamiento conformado por muebles, equipos, instalaciones, ascensores y enseres de di¬ 
ferentes rubros que datan desde su construcción e inauguración en 1982. Se hizo notar, 
además, que algunos bienes renovables fueron sustituidos según las exigências propias 
de uso. Asimismo, se inventariaron dos ascensores marca OTIS con capacidad para ocho 
personas, dos tanques de agua (de 90 m3 y 45 m3), equipos y maquinaria de bombeo y 
procesamiento de agua ubicados en el sótano, y un sistema de calefacción. 

Respecto a las características de la infraestructura dei Hotel, la consultora precisaba que 
tenía una capacidad instalada de 165 habitaciones, restaurante, comedor, club nocturno, disco¬ 
teca y vivienda para la administración. En el informe también se estableció que parte dei equi- 
pamiento dei Hotel era de uso compartido con la Terminal de Buses “Hernando Sües”. 

Sobre el estado de uso y desgaste de las construcciones, instalaciones, maquinaria, 
bienes, equipos y muebles, la consultora informó que el grado de conservación y funcio¬ 
namiento era óptimo, al igual que los suministros y productos específícos que demanda 
la hotelería para el equipamiento y funcionamiento de las habitaciones, pues habían sido 
renovados periódicamente. 

En lo que concierne al valor patrimonial dei bien inmueble, la Consultora tomó como 
base de cálculo las áreas construídas dei Hotel y de la Terminal de Buses. A partir de 
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estos datos, fue determinado el derecho de participación en las áreas de servicio y de 
instalaciones comunes. 

Respecto a las operaciones del Hotel, la consultora las valoró positivamente, así como su 
funcionamiento en general. En resumen: el Hotel Terminal Oruro, desde el punto de vista 
técnico, fue catalogado como un buen servicio y con una posición sana y satisfactoria en el 
mercado, por lo que se estimo que tendría una importante capacidad de generar recursos. 

Respecto a la viabüidad financiera del Hotel, el consorcio Consa/Conicom/Inbursa 
hizo notar que parte del equipamiento (bienes, enseres, materiales y suministros) tenían 
cierto grado de deterioro y depreciación. Por ende, consideraba que existia la necesidad de 
realizar una importante inversión para la reposición y recuperación de dichos bienes, datos 
que fueron tomados en cuenta al momento de calcular el valor comercial del Hotel. 

Por otra parte, la consultora observo que el Hotel no tenía facilidades para conseguir re¬ 
cursos financieros ni fuentes de financiamiento a los que pudiera acceder; situación a la que 
se sumaban los bajos índices de ocupación hotelera que se registraron en 1991; un promedio 
de ocupación del 25%, que unicamente durante la época de carnavales Uegaba al 100% 

5 . 2 . 3 . 3 . Avalúo de los activos 

Terminal de Buses 

El valor comercial de la Terminal de Buses Oruro determinado por el consorcio Consa/ 
Conicom/Inbursa en 1992 se detaUa en el cuadro siguiente; 


Cuadro 162. Avalúo de la Terminal de Buses Oruro, 1992 


1 Descripción 

Valor comercial máximo 

Valor comercial mínimo 

Inmueble 

1.756.256 

1.405.004 

Bienes (equipos, muebles, maquinaria y enseres) 

74.477 

59.582 

Valor total de la Terminal de Buses Oruro 

1.830.733 

1.464.586 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Tercer Informe Preliminar. Justificadón de la viabilidad económica, apartado II (Consa/ 
Conicom/Inbursa, junio 1992). 


Pese a que la Terminal de Buses de Oruro había sido preadjudicada en el ano 1993 por 
la suma de $us 1.500.000, el Ministério de Capitalización encomendó un nuevo avalúo de 
esta empresa. El informe final “Actualización del Estúdio para la Privatización de la Ter¬ 
minal de Buses Oruro”, presentado por los consultores individuales en marzo de 1995, 
estableció un nuevo avalúo del inmueble asignándole los siguientes valores; 

• Valor comercial máximo; $us 1.965.612,34 

• Valor comercial mínimo; $us 1.572.489,87 

Los valores comerciales determinados por los consultores en 1995 eran superiores al 
monto por el cual el inmueble fue preadjudicado en 1992 y que derivaria en su venta a 
finales de 1995. 
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Hotel Terminal 

A través de dos estúdios de consultoria y dos notas simples, se determinaron los siguien- 
tes valores comerciales para el Hotel Terminal; 


Cuadro 163. Comparación de valuaciones dei Hotel Terminal ($us) 


Primera consultoria 
(1992) Consorcio Consa/ 
Conicom/lnbursa 

Segunda consultoria (1995) Pastor 
Sainz Trigo Armando Estrada 
PercyJiménez 

Segunda consultoria (1995) Pastor Sainz Trigo Armando 
Estrada PercyJiménez 

Valor 

comercial 

máximo 

Valor 

comercial 

mínimo 

Valor comercial 
óptimo 
06/03/1995 

Valor comercial 
mínimo 
06/03/1995 

Precio base máximo de 
liquidación, entregado 
mediante nota de 
16/05/1995 

Precio base mínimo de 
liquidación, entregado 
mediante nota de 
16/05/1995 

2.010.591 

1.608.472 

2.176.970 

1.721.117,07 

838.177 

364.689 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Informe Consa/Conicom/lnbursa, 1992; Informe de consultores individuales de marzo de 1995; Cartas dei consultor 
Pastor Sainz Trigo (16/05/1995); Memória Unidad de Reordenamiento 2000-2001. 


5.2.3.4. Gastos en la privatización de las empresas 

Los gastos en la privatización de la Terminal de Buses de Oruro y dei Hotel Terminal, 
identificados en el presente estúdio, son básicamente gastos en consultorias. 

En 1991, la agencia de compras Crown Agents fue la encargada de seleccionar a la 
consultora evaluadora para la privatización de tres empresas de las Cordes: Hotel Asahi, 
Terminal de Buses “Hernando Siles” y Hotel Terminal, por un costo de $us 9.144, co- 
rrespondiendo a cada una la suma de $us 3.048. 

En 1992, el gobierno boliviano contrató al consorcio Consa/Conicom/lnbursa para 
la evaluación de tres empresas de las Cordes, entre eUas, la Terminal de Buses Oruro y el 
Hotel Terminal. El honorário fijo pagado por ese servicio fue de $us 71.684,46, monto 
que prorrateado entre tres empresas representa un gasto de $us 23.894,82 por la valua- 
ción de cada empresa. 

En el marco de dicha contratación, se habia convenido el pago de un honorário con¬ 
tingente u honorário de êxito por la venta de las empresas. La venta de la Terminal de 
Buses Oruro se concretó el ano 1995 y el consorcio Consa/Conicom/lnbursa recibió el 
pago de $us 25.500 por honorário de êxito. Y por la venta dei Hotel Terminal en 1996 
recibió un honorário de êxito de $us 6.290. 

En 1995, el Ministério de Capitahzación requirió al FNDR la contratación de cuatro 
consultores individuales para realizar una actuahzación de los estúdios dei Hotel Terminal 
y la Terminal de Buses Oruro. Los contratos suscritos se detaUan en el presente cuadro; 
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Cuadro 164. Gastos en consultorias para la evaluación del Hotel Terminal y la Terminal de Buses ($us) 


Contrato 

Fecha 

Consultor 

Objeto del contrato 

Monto 

01/95 

18/04/1995 

Armando Estrada Caballero 

Estúdios de valoración 

3.000 

02/95 

18/04/1995 

Pastor Sainz Trigo 

Estúdios de mercado 

2.500 

03/95 

18/04/1995 

PercyJiménezCabrera 

Estúdios de estratégias de transferencia al sector privado 

1.500 

41/95 

20/07/1995 

Santiago Lindon Fernández A. 

Asesoramiento legal 

1.000 

Monto total 

8.000 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en los contratos de consultoria sefialados, 1995. 


De acuerdo a lo senalado, los consultores individuales fueron contratados para reali¬ 
zar el avalúo de ambas empresas, pese a que la Terminal de Buses de Oruro ya había sido 
preadjudicada a la Empresa Accidental “Sebastián Pagador” y los informes de evaluación 
de estos consultores no tuvieron ninguna incidência en su enajenación. 

Además de los cuatro consultores contratados en 1995, durante la segunda fase de la priva- 
tización del Hotel Terminal, también participó el consorcio Consa/Conicom/Inbursa, no se 
conoce de un nuevo contrato por un honorário fijo, pero sí existia un compromiso asumido 
con el Estado boliviano para colaborar en la venta de las empresas que evaluara en 1992. 

En el cuadro que sigue se exponen los gastos realizados en las evaluaciones técnicas y 
financieras de las dos empresas públicas de servidos dependientes de Cordeor: 


Cuadro 165. Gastos en consultorias de la Terminal de Buses y del Hotel Terminal ($us) 


Detalle 

Terminal de Buses 

Hotel Terminal 

Consultora Crown Agents 

3.048 

3.048 

Contrato de la Consultora Evaluadora Consa/ Conicom/Inbursa 

23.894,82 

23.894,82 

Cuatro consultores contratados en 1995 

4.000 

4.000 

Honorário de êxito a Consa/Conicom/lnbursa por la venta exitosa de la Terminal de Buses Oruro 

25.500 

6.290 

Total 

56.442,82 

37.232,82 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en los contratos de servidos y recibos de pago, cursantes en anexos de tales documentos. 


Los gastos por consultoria para privatizar la Terminal de Buses de Oruro y el Hotel 
Terminal ascendieron a un total de $us 93.675,64. 

5.2.3.5. Perjuicio económico de la privatización de la Terminal de Buses 

El perjuicio económico ocasionado al Estado a consecuencia de la privatización la Termi¬ 
nal de Buses “Hernando Siles” de Oruro presenta las siguientes variables: 

1) El valor comercial máximo estimado de la Terminal de Buses era de $us 1.830.733,00. 

2) Los gobiernos de Jaime Paz y Gonzalo Sánchez de Lozada erogaron $us 30.942,82 en 
consultorias para la evaluación de la Terminal de Buses Oruro. 

3) Por la venta de la Terminal de Buses se pagó a la consultora Consa/Conicom/Inbursa 
un honorário de êxito de $us 25.500. 
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4) La CEEP había previsto pagar $us 54.000 por concepto de “bonos extralegales” a los 
trabajadores despedidos. Este monto no fue incluido en la estimación final dei perjui- 
cio económico pues no se cuenta con la documentación que acredite su pago. 

5) La Terminal de Buses fue vendida en $us 1.500.000. 

La fórmula para determinar el perjuicio económico es la siguiente: 

f ^ ^ 

Perjuicio económico de ia privatización = (Vaior comerciai máximo 1995 - Precio de venta) + Gastos de 

consuitorías. 

V___ J 


f 


X, 


PEP = (1.830.733,00 -1.500.000,00) -f 56.442,82 =387.175,82 


V 


J 


El perjuicio económico por la venta de la Terminal de Buses alcanza a $us 387.036,50 

5.2.3.6. Perjuicio económico por la privatización dei Hotel Terminal 

El perjuicio económico ocasionado al Estado a consecuencia de la privatización dei Ho¬ 
tel Terminal presenta las siguientes variables; 

1) El valor comercial máximo dei Hotel en 1995 fue de $us 2.176.970. 

2) Los gobiernos de Jaime Paz y Gonzalo Sánchez de Lozada erogaron $us 30.942,82 en 
consultorias para la evaluación dei Hotel Terminal. 

3) Por la venta dei Hotel Terminal se pagó a la consultora Consa/Conicom/Inbursa un 
honorário de êxito de $us 6.290. 

4) La CEEP había previsto pagar $us 74.000 por concepto de “bonos extralegales” a los 
trabajadores despedidos. Este monto no es incluido en la estimación final dei perjui¬ 
cio económico, pues no se tiene documentación que acredite su pago. 

5) El Hotel Terminal fue vendido en $us 370.000. 

Aplicando la fórmula para determinar el perjuicio económico, se tiene; 

Perjuicio económico de la privatización = (Valor comercial máximo 1995 - Precio de venta) + Gastos en 
_ consultorias _^ 

f \ 

PEP = (2.176.970 - 370.000,00) -I- 37.232,82 = 1.844.202,82 

V_^^_ J 


El perjuicio económico por la venta dei Hotel Terminal alcanza a $us 1.844.202,82. 
El perjuicio total por la privatización de la Terminal de Buses y el Hotel Terminal 
asciende a la suma de $us 2.231.378,64, equivalente a $us 4.896.537,28 actuales. 
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5.2.4. Análisis jurídico de la privatización de la Terminal y del Hotel 
5.2.4.1. Relación de hechos susceptibles de responsabilidad 

De conformidad al artículo 20 del Decreto Supremo 22836 de 14 de junio de 1991, las 
empresas públicas de propiedad de las Corporaciones Regionales de DesarroUo, se so- 
meten al proceso de reordenamiento, ya sea a través de su transformación, disolución y 
liquidación o, en su caso, la transferencia total o parcial de la propiedad de la empresa, 
como unidad patrimonial, al sector privado, en cuyos numerales 48 y 51 se encuentra el 
Hotel Terminal y la Terminal de Buses Oruro, respectivamente. 

El Ministério de Planeamiento y Coordinación invita el 24 de septiembre de 1991 
a la empresa Crown Agents, para que realice la selección y contratación de la consul¬ 
tora para hacer la evaluación económica de la Terminal de Buses, del Hotel Terminal 
y del Hotel Asahí. Esta agencia publica la Licitación B/861 para la selección de Con¬ 
sultoras, adjudicando en diciembre de 1991 al consorcio Consa/Conicom/lnbursa, 
por $us 60.575, más comisiones de éxito.^®^ 

La convocatoria a licitación pública internacional OSP/BOL/520/675, para la 
transferencia de la Terminal de Buses, se reaHzó entre el 9 y el 13 de septiembre de 1992 
y el 16 de septiembre fecha de presentación, no se presentó nadie y se declaró desierta. 
El 20 de septiembre de 1992 se publica la segunda convocatoria a licitación pública 
internacional (OSP/BOL/675-1) para la venta de la Terminal de Buses Oruro, habién- 
dose presentado el 5 de octubre de 1992 la Empresa Accidental “Sebastián Pagador” 
quien ofreció $us 1.500.000 pagaderos de acuerdo a la propuesta presentada por dicha 
empresa ($us 750.000 a la suscripción del Contrato, $us 175.000 a los 180 dias y $us 
375.000 a los 365 dias de suscrito el contrato). Por resolución 22/93 de 10 de marzo 
de 1993, del Coneplan, se aprueba la transferencia de la Terminal de Buses de Oruro, 
cuyo contrato tarda en suscribirse por oposición de los trabajadores y del Comité Cí¬ 
vico de Oruro, además del saneamiento legal y contable, habiéndose emitido después 
de tres anos el Decreto Supremo 24164 del 21 de noviembre de 1995, que adjudica los 
activos de la Terminal a favor de la Empresa Accidental Sebastián Pagador, firmándose 
el contrato de compra-venta el 27 de noviembre de 1995 y la entrega de activos el 4 de 
marzo de 1996, concluyendo el proceso de adjudicación. 

Por su parte, el Hotel Terminal no pudo ser adjudicado en la primera Convocatoria a 
licitación pública internacional n.° OSP/BOL/520/674 del 28 y 30 de agosto de 1992, 
por ausência de interesados, pero fundamentalmente por la oposición del Comité Cívico 
y el Sindicato de Trabajadores. Se retoma el proceso de privatización el 30 de enero de 
1995, con la sohcitud del Ministério de Capitahzación al FNDR para la contratación de 
nuevos consultores para la actualización del avalúo del Hotel Terminal, quienes estable- 
cen al 6 de marzo de 1995, un valor comercial óptimo de $us 2.176.970 y un valor co¬ 
mercial mínimo de $us 1.721.117,07. Pero poco tiempo después, mediante nota de 16 de 


385 Luego de la suscripción del Contrato de Transferencia de Activos, la consultora cobra el 1,7% de “honorário 
incentivo” equivalente a $us 25.500, por la venta de la Terminal, y $us 6.290, por la venta del Hotel Terminal. 
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mayo de 1995, establecen nuevos valores; un precio base máximo de liquidación de $us 
838.177 y un precio base mínimo de liquidación de $us 364.689. 

En la segunda convocatoria realizada el 24 de septiembre de 1995, se registra el 
único proponente Alberto Loayza Valda que oferta $us 380.000, pero el Consejo de 
Ministros declara desierta la licitación. La tercera convocatoria a Licitación Pública 
N° MC/SNCI/UR/LIC002/96, se realizó dei 06 al 11 de julio de 1996 y en fecha 
18 de octubre de 1996, se procede a la apertura de sobres dei único postor: Alberto 
Loayza Valda, que ofrece $us 370.000. Se emite el Decreto Supremo 24387 dei 23 de 
octubre de 1996, de adjudicación de los activos dei Hotel Terminal a favor de Alberto 
Loayza Valda y el 10 de diciembre de 1996, se suscribe el contrato de compra y venta. 
En los informes de la primera evaluación dei Hotel Terminal, realizada en 1992, se 
tiene la referencia dei costo dei terreno de $us 375.540. 

En ese contexto, se desarroUa el proceso de privatización tanto de la Terminal de 
Buses como dei Hotel Terminal de Oruro, bajo la administración y control de la Corpo- 
ración Regional de DesarroUo de Oruro, sobre el cual se advierten los siguientes hechos 
irregulares susceptibles de responsabihdad. 

5.2.4.2. Irregularidades relevantes 

5 . 2 . 4 . 2 .I. Incumplimiento de presentación de Boleta de Garantia para la compra de la Terminal 
de Buses 

Las consecuencias dei incumplimeinto al procedimiento de adjudicación, dispuesto en los 
Términos de referencia para la Convocatoria a Licitación Pública OSP/BOL/520/675-1, 
se indicaban en la carta de invitación dei 21 de septiembre de 1992, firmada por Jorge Claro, 
coordinador internacional dei PNUD/ OSP, una de las asesoras dei proceso de privatiza¬ 
ción. El procedimiento senalaba; “En caso de no presentar toda la información solicitada 
en esta invitación (Sobre “A”), su oferta podrá ser inhabüitada para participar en la fase de 
análisis de la oferta de compra (Sobre “B”)” (PNUD/OSP, 21/09/1992 b). En el último 
párrafo podia leerse; 

La apertura de los sobres “A” conteniendo los documentos legales presentados se realizará el 5 
de octubre de 1992 a horas 11:00, mientras que la de los sobres “B”, con la Oferta Económica 
de compra, se realizará el 7 de octubre de 1992 a horas 11:00 (PNUD/OPS, 21/09/1992 b). 

En el Capítulo I, numeral 8, de los Términos de referencia (“Vahdez y Garantia de 
la Oferta”) se senalaba que, junto con la propuesta de compra, los proponentes debían 
adjuntar una Boleta Bancaria de $us 75.000, con un plazo de vahdez mínimo de 150 dias 
calendário a partir de la fecha establecida para la presentación de propuestas. El numeral 
13 indicaba que el incumphmiento de cualquier requisito podría determinar la inhabihta- 
ción de la oferta, sin derecho a reclamo. 
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El mismo día de la presentación de propuestas y apertura del sobre “A”, el 5 de octu- 
bre de 1992, Néstor Navarro, presidente de la Empresa Accidental “Sebastián Pagador”, 
dirigió una nota a la Oficina para Proyectos del Programa de Naciones Unidas-PNUD/ 
OSP solicitando un plazo adicional de tres dias para la presentación de la Boleta Bancaria 
de Seriedad de Propuesta. 

El Informe Legal de la Licitación Pública OSP/BOL/520/675-1 pone en evidencia el 
incumplimiento en la presentación de la Boleta de Garantia de seriedad de presentación de 
oferta, bajo el argumento: “el Ministério de Planeamiento y Coordinación puede aceptar la 
soHcitud de la sociedad oferente en sentido de prorrogar el plazo de presentación de la Boleta 
de Garantia, si el requisito es satisfecho antes de la Apertura del sobre B, a fin de ajustarse a 
derecho”. Consta en el mismo informe que la boleta fue presentada recien el 6 de octubre 
de 1992, de modo que recomendó al Ministério de Planeamiento y Coordinación aceptar la 
prórroga solicitada y habilitar a la Sociedad Accidental Sebastián Pagador para la apertura del 
sobre “B” que contenia su oferta económica. 

Con la recomendación realizada por el PNUD/ OSP, la Comisión de Evaluación de la 
Empresa Pública (CEEP) procedió con la emisión de la Resolución 05/93 (09/03/1993) 
de preadjudicación, sin observar como irregularidad la inexistência de la boleta de garan¬ 
tia a momento de la apertura del sobre “A” como mandaba el Phego de Condiciones bajo 
sanción de inhabihtación de la oferta. 

Con base en la Resolución 05/93 de preadjudicación emitida por la CEEP, el CONE- 
PLAN emite Resolución 22/93 de 10 de marzo de 1993, por la cual aprueba la transfe¬ 
rencia de la Terminal de Buses en favor de la Empresa Accidental Sebastián Pagador, a 
efectuarse mediante decreto supremo. 

Dos anos después, mediante el Decreto Supremo 24164 del 21 de noviembre de 1995, 
se adjudicó la Terminal de Buses a la Empresa Accidental Sebastián Pagador, único pro¬ 
ponente de la licitación no obstante que presentó Boleta de Garantia con posterioridad a 
la apertura del sobre “A”. 

En base a los hechos descritos, existe presunta responsabihdad por parte de quie- 

nes firmaron la Resolución CEEP 05/93, de 9 marzo de 1993, de preadjudicación 

a la Empresa Sebastián Pagador, sin haber considerado la preclusión de la etapa 

de apertura del sobre “A” en la que el preadjudicado no habia presentado la boleta 

de garantia de seriedad de propuesta. Asi tambien por parte de los firmantes de la 

Resolución CONEPLAN 22/93, de 10 de marzo de 1993 y del Decreto Supremo 

24164 del 21 de noviembre de 1995 de adjudicación de la Terminal de Buses, al 

único proponente de este proceso hcitatorio. 

V _]_ J 




Neoliberalismo: enajenación de empresas públicas y recursos naturales, 1985-2005. T. 2 


515 


5 . 2 . 4 . 2 . 2 . Desvalorización forzada dei Hotel Terminal 

El DS 23991 dei 10 de abril de 1995 reglamentaba la Ley de Privatización; por este Reglamen- 
to, el ministro Sin Cartera Responsable de Capitalización estaba designado como la autoridad 
responsable para ejecutar la privatización de las empresas públicas, a través de la Unidad de 
Reordenamiento, dependiente de la Secretaria Nacional de Capitalización e Inversión, y bajo el 
procedimiento de Hcitación senalado en la Resolución Suprema n.° 215521 (13/04/1995). 

En 1995 se contrató a los consultores individuales Armando Estrada Caballero, 
Percy Jiménez Cabrera y Pastor Sainz Trigo para que realizaran el estúdio de actua- 
lización de los valores comerciales dei Hotel Terminal y de la Terminal de Buses de 
Oruro, sobre la base dei avaluó económico realizado por el consorcio Comsa/Coni- 
com/Inbursa en la gestión 1992. 

En el informe entregado, los consultores individuales apHcaron el método de “flujo 
de fondos descontado” (consistente en calcular el valor presente dei bien descontando a 
una tasa de interés preterminada) para establecer la capacidad de generación de benefí¬ 
cios futuros dei hotel. Este método estaba relacionado principalmente con la capacidad 
instalada y con la demanda real de los servidos ofrecidos. Al respecto, se observó que 
el Hotel Terminal Oruro era ocupado al 100%, únicamente, en la época de carnavales; 
el resto dei ano alcanzaba solo el 20% de su capacidad. El método aplicado difíere de 
los critérios técnicos establecidos en el informe de Consa/Conicom/Inbursa dei 25 de 
enero de 1992, cuyo avalúo estaba basado en el valor catastral dei inmueble, más equipos, 
muebles y enseres. 

Con posterioridad al informe de los consultores, la directora ejecutiva de la Uni¬ 
dad de Reordenamiento, mediante nota de 26 de abril de 1995, solicita a los consul¬ 
tores un nuevo precio mínimo de liquidación. En respuesta, mediante nota de 16 de 
mayo dirigida a Elvira Lupo, el consultor Pastor Sainz Trigo senala: 

De acuerdo a su requerimiento tengo el agrado de hacerle conocer nuestra estimadón dei pre¬ 
cio base de liquidación dei Hotel Terminal de Oruro, de propiedad de la Corporación Regional 
de DesarroUo de Oruro Cordeor, el mismo que asciende a $us 838.117,20. 

Este precio ha sido establecido en base a la valoración técnica dei Hotel y tomando en cuenta los ín¬ 
dices de ocupación establecidos en el estúdio de actualización de la valoración dei indicado bien. 

Paralelamente, con otra nota dei mismo 16 de mayo de 1995, enviada a Elvira Lupo, 
se establece otro monto aún más bajo; 

De acuerdo a su requerimiento y complementando nuestra nota de la fecha, le hacemos co¬ 
nocer que el valor dei Hotel, determinado por el método de flujo de fondos descontado, es de 
$us 364.689; sin embargo, consideramos que este precio no refleja el valor de mercado en el 
entendido de la posibibdad de un uso más eficiente y con tamano más adecuado, así como la 
posibilidad de usos alternativos indicados en nuestro informe de actualización. 
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Los resultados de los sucesivos informes se muestran en el sigueinte cuadro; 


Cuadro 166. Comparación de precios determinados para la venta del Hotel Terminal de Oruro 


Primera consultoria 
(1992) Consorcio Consa/ 
Conicom/lnbursa 

Segunda consultoria (1995) Pastor 
Salnz Trigo Armando Estrada Percy 
Jiménez 

Segunda consultoria (1995) Pastor Salnz Trigo 
Armando Estrada Percy Jiménez 

Valor 

Comercial 

Máximo 

Valor 

comercial 

mínimo 

Valor comercial 
óptimo 
06/03/1995 

Valor comercial 
mínimo 
06/03/1995 

Preciobase máximo de 
liquidación, entregado 
mediante primera 
nota de 
16/05/1995 

Precio base mínimo de 
liquidación, entregado 
mediante segunda nota 
de 16/05/1995 

2.010.591 

1.608.472 

2.176.970 

1.721.117,07 

838.177 

364.689 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Informe Consa/Conicom/lnbursa, 1992; Informe de consultores individuales de marzo de 1995; Cartas del consultor 
Pastor SainzTrigo (16/05/1995); Memória Unidad de Reordenamiento 2000-2001. 


El cuadro comparativo muestra una diferencia alarmante entre el avalúo de marzo de 1995 
y los avalúos de mayo de 1995. 

El último avalúo realizado al Hotel Terminal no reflejaba el valor de mercado, según 
habían puesto en evidencia los consultores; pese a eUo, la directora ejecutiva de la Unidad 
de Reordenamiento, Elvira Lupo, remitió el Plan específico REF: MC/SNCI/UR/LIC- 
009/95 del 18 de septiembre de 1995, en cuyo numeral 1, inciso b) se senala; 

ESTÚDIOS DE VALORACIÓN. A la fecha el Hotel Terminal Oruro cuenta con estúdios 
actuahzados de evaluación, valoración y estratégias de transferencia, realizados por consultores 
individuales, debidamente contratados al efecto por el Fondo Nacional de DesarroUo Regional 
(FNDR), con fondos del Banco Interamericano de DesarroUo (BID). 


La Resolución Ministerial 080/95 del 20 de septiembre de 1995, emitida por Edgar 
Saravia, secretario nacional de CapitaHzación e Inversión, y Alfonso RevoUo Thenier, 
ministro de CapitaHzación, senala; “Se aprueba los Planes Específicos elaborados por 
la Unidad de Reordenamiento y los precios base para las subastas determinados por los 
evaluadores indepencHentes” (Art. 1). 

En ese contexto, se Hcitó púbHcamente la venta del Hotel Terminal y, el 24 de no- 
viembre de 1995, se abrió la propuesta del único oferente, Alberto Loayza Valda, quien 
propuso $us 380.000. La Comisión CaHficadora, en su informe al Consejo de DesarroUo 
Nacional, recomendó su adjucHcación, pero la sugerencia no fue aceptada debido a la 
resistência social y el proceso de Hcitación fue cancelado. Esta decisión fue comunicada 
mediante la nota del 19 de abril de 1996. 

Con la pubUcación de la nueva convocatoria a Licitación PúbUca MC/SNCI/UR/LIC 
— 002/96 del 16 de junio de 1996, se procecHó a la recepción de propuestas y apertura de 
sobres el 18 de octubre de 1996, en la Prefectura de La Paz. El único proponente fúe Alberto 
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Loayza Valda, quien oferto $us 370.000. Ese mismo día, la Comisión Calificadora recomendo 
la adjudicación inmediata, con el argumento de que la propuesta económica estaba $us 5.311 
por encima dei precio mínimo establecido por los consultores Sainz, Estrada y Jimenez. 

El 23 de octubre de 1996, se emitió el DS 24387 que adjudicaba los activos dei Hotel 
Terminal Oruro en favor de Alberto Loayza Valda, por la suma de $us 370.000. 

Tras este anáüsis, se establece la reducción forzada dei valor dei Hotel Terminal, con 
lo que se favoreció su venta a un precio irrisorio, a pesar de que los consultores indivi- 
duales senalaron que el valor de $us 364.689, obtenido por el método de “flujo de fon- 
dos descontado” para una empresa en marcha, no era el valor referencial de mercado. 
Al respecto, cabe recordar lo senalado por el artículo 6 de la Ley de Privatización; “la 
valoración de las empresas públicas deberá ser realizada necesariamente por evaluadores 
independientes a fin de establecer el valor de mercado referencial que tenga cada una de 
eUas en el momento de ser puesta a la venta”. 


Por lo expuesto, existe presunta responsabiUdad por parte de las autoridades de la 
Unidad de Reordenamiento encargada de la elaboración dei Plan específico REF: 
MC/SNCI/UR/LIC-009/95, que consignaba un precio subvaluado para el Hotel 
Terminal, no obstante la alerta dei consultor evaluador a la directora de la Unidad 
de Reordenamiento, en sentido de que el valor de $us 364.689 no era el valor 
referencial de mercado. Asimismo, existe presunta responsabüidad por parte de 
los firmantes de la Resolución Ministerial 080/95 dei 20 de septiembre de 1995, 
que aprueba el Plan específico sin considerar el valor de mercado exigido por el 
Art. 6 de la Ley 1330 de Privatización. Así también, contra quienes suscribieron 
el Decreto Supremo n° 24387 dei 23 de octubre de 1996, que adjudica los activos 
dei Hotel Terminal en favor de Alberto Loayza Valda, por un precio inferior a su 
^ valor de mercado. _^ 


Conclusiones 

Las conclusiones resumen los resultados de la investigación respecto de la enajenación 
de empresas públicas creadas para promover el desarroUo dei departamento de Oruro, 
destacándose sus principales impactos en los âmbitos político institucional, económico 
productivo, social y jurídico. 

Âmbito político institucional 

El desarroUo departamental, alternativo a la minería, fue concebido e implementado 
tomando en cuenta diversas necesidades, expectativas y oportunidades económico 
productivas. Por ello, a partir de los anos 70, y aprovechando la bonanza económica 
de la época, se creó un conjunto heterogéneo de empresas públicas. Entre ellas, se 
contaban Cadea y Procatur, en el sector agropecuário; FCRO y Fábrica de Tubos 
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de Cemento, en la construcción; Hotel Prefectural y Hotel Terminal, en el turismo; 
Casam y Fábrica de Objetos de Peltre, en el sector productivo; SELA Oruro, en ser¬ 
vidos básicos; EMTA Oruro y Terminal de Buses, en el transporte. La enajenación 
de estas empresas públicas (a cargo de ministérios, Cordeor, la Prefectura y Alcaldías) 
desarticulo las posibilidades institucionales de un desarrollo departamental que hicie- 
ra frente al círculo vicioso de improductividad, retraso tecnológico, pobreza genera¬ 
lizada y que, sobre todo, articulara la capital departamental con las áreas rurales y las 
comunidades campesinas e indígenas. 

Guando este conjunto de empresas públicas que promovían un desarrollo departa¬ 
mental diverso y adaptado a las características ecológicas y productivas fue liquidado, el 
departamento quedó sin empresas para promover su desarrollo. 

Âmbito económico productivo 

A inícios de los anos 80, el departamento de Oruro atravesaba una coyuntura económica 
y social crítica debido a la caída de los precios internacionales de los minerales que, más 
adelante, fue aún más difícil de enfrentar, pues no contaba con varias de las empresas 
públicas creadas para sostener el desarrollo departamental. 

Los perjuicios ocasionados fueron a consecuencia de la desactivación de un proceso 
de acumulación económica y tecnológica que —con todas sus dificultades y limitacio- 
nes— había sentado las condiciones para que el departamento promocionara, generara y 
direccionara su economia. 

Así sucedió con la venta de empresas públicas que se desempenaban en rubros pro- 
ductivos y que solo podían desarroUarse desde la productividad departamental, como el 
caso del peltre (Fapel) o la vivienda social (FCRO), y también en el plano internacional, 
como la fabricación de cadenas de la industria automotriz (Casam). 

Un caso excepcional fue el del Centro Agropecuário para el Desarrollo del Altiplano 
(Cadea), creado en 1974 con el propósito fundamental de subsanar el problema agro¬ 
pecuário regional; dado su carácter estratégico en la transferencia de tecnologia para la 
región andina, el propio directorio de Cordeor impidió su privatización. Situación similar 
ocurrió con Procatur que, pese a la privatización, tuvo continuidad institucional en bene¬ 
ficio de la economia campesina del occidente. 

Sin embargo, el caso más dramático fue la venta del Hotel y la Terminal de Buses, con 
gastos en consultorias que alcanzaron un monto de $us 86.269 y generaron un perjuicio 
económico mayor a dos miUones de dólares americanos. 

Los perjuicios económicos por la enajenación de empresas públicas de Oruro se re- 
portan en el siguiente cuadro; 
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Perjuicio económico por enajenación de empresas púbiicas de Oruro 


Empresa 

item 

Monto ($us) 


Valor referencial 

217.482,50 


Precio de venta 

(173.000,00) 

Fábrica de Cerâmica Roja Oruro 

Consultorias 

28.155,06 


Bonos extralegales 

2.000,00 


Perjuicio 

74.637,56 


Valor referencial 

40.198,00 


Precio de venta 

(36.178,00) 

Fábrica de Objetos de Peltre (Fapel) 

Consultorias 

3.450,00 


Martillero 

3.720,74 


Perjuicio 

11.190,74 


Valor referencial 

42.189,00 


Precio de venta 

(43.800,00) 

Cadenas Andinas SAM (Casam) 

Consultorias 

1.500,00 


Martillero 

3.779,97 


Perjuicio 

3.668,97 

Proyecto de Camélidos de Turco (Procatur) 

Consultorias 

10.000,00 

Perjuicio 

10.000,00 


Consultorias 

12.751,63 

Hotel Prefectural Oruro 

Martilleros 

3.439,64 


Perjuicio 

16,191,27 


Valor referencial 

1.830.733,00 

Terminal de Buses"Hernando Siles" 

Precio de venta 

(1.500.000,00) 

Consultorias 

56.442,82 


Perjuicio 

387,175,82 


Valor referencial 

2.176.970,00 

Hotel Terminal 

Precio de venta 

-370.000,00 

Consultorias 

37.232,82 


Perjuicio 

1.844.202,82 

Total 


2.347.067,18 


Nota: El perjuicio se calcula a partir de la diferencia entre el valor referencial de venta y el precio de venta. A ese resultado, se suman los gastos de 
consultorias, martilleos y bonos extralegales. Las cifras gue aparecen entre parêntesis son negativas, se restan en las sumatorias. Las sumatorias negativas 
representan ingresos para el Estado. 

Fuente: CEMIPyC, 2018. 
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El perjuicio total por la enajenación de empresas públicas en el departamento de Oru¬ 
ro fue de $us us 2.347.067,18, equivalentes a $us 5.150.404,21 actuales Estas cifras solo 
hacen referencia a los perjuicios económicos directos e inmediatos, porque el dano a la 
capacidad económico productiva departamental fue superior. 

Âmbito social 

El proceso enajenador de las empresas públicas produjo un deterioro en la relación cam- 
po-ciudad, causando una masiva migración interdepartamental e internacional a partir de 
la relocaüzación de 1985 y, por ende, un enorme retroceso en los planes de articulación e 
integración social en el departamento de Oruro. 

La pérdida o Hquidación de empresas ubicadas —en muchos casos— en puntos clave 
de la geografia departamental produjo el declive y abandono de vários rubros produc- 
tivos y el consiguiente deterioro de sus entornos sociales y comunitários. El cierre de 
algunas empresas acarreó consecuencias perjudiciales: las pérdidas en las inversiones 
de proyectos agrarios, el desempleo de las personas contratadas por los proyectos, los 
conflictos por las propiedades y la maquinaria abandonada fueron notorios danos en el 
desarroUo departamental. 
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1992aPrimera convocatoria a Licitación PúbUca OOSP/BOL/520/674 para la venta dei Hotel Terminal de 
Oruro (PNUD/OSP). En: Archivo dei Ministério de DesarroUo Producrivo y Economia Plural-Repo- 
sitorio de la Privatización y CapitaUzación. Serie: M-93 Hotel Terminal Oruro. Cód.: 39 Hotel Terminal 
de Buses., 1996. s. a. 26 de agosto de 1992. 

1995 Acta de apertura de sobres Licitación PúbUca MC/SNCI/UR/LIC-009/95 dei Hotel Terminal de 
Oruro [suscrita por Job Nava Rodríguez, notário de Fe PúbUca dei Distrito de Oruro]. 
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1996 Acta de entrega y recepción de activos. Licitación pública OSP/BOL/520/675-1. Unidad Económica 
Terminal de Buses Oruro. En: Archivo del Ministério de DesarroUo Productivo y Economia Plural 
- Repositorio de la Privatización. Serie: M-93 Hotel Terminal Oruro. Cód.: 40 Hotel Terminal de B., 
1996. La Paz, 4 de marzo de 1996. 

s/f Productivo y Economia Plural-Repositorio de la Privatización. Serie: M-93 Hotel y Terminal de Buses 
Oruro. Caja 16. Cód.: 6 Hotel Terminal. 

s/f Resumen Ejecutivo del proceso [de privatización de la] Terminal de Buses Oruro. En: Archivo del Minis¬ 
tério de DesarroUo Productivo y Economia Plural - Repositorio de la Privatización y CapitaUzación. Serie: 
M-93 Hotel Terminal Oruro. Cód.: 40 Hotel Terminal de B., 1996. 

SAINZ, Pastor 

1995 Carta (sin membrete ni cite) que remite los informes finales de actuaUzación de la evaluación de la 
terminal de Buses y el Hotel Terminal de Oruro [dirigida a Elvira Lupo de Velarde, directora ejecutiva 
de la Unidad de Reordenamiento]. La Paz, 6 de marzo de 1995. 

1995a Carta (sin membrete ni cite) que comunica nuevo avalúo del Hotel Terminal de Oruro. Oruro, 16 de 
mayo de 1995. 

1995b Carta (sin membrete ni cite) que complementa el avalúo del Hotel Terminal de Oruro [presentado en 
1995a]. Oruro, 16 de mayo de 1995. 

SEBASTIÁN PAGADOR - SOCIEDAD ACCIDENTAL 1992 

Boleta de Garantia n.° 002869, Banco Santa Cruz por |us 75.000, a la orden del Ministério de Planea- 
miento y Coordinación, por cuenta de la Sociedad Accidental Sebastián Pagador, por concepto de se- 
riedad de propuesta, con vencimiento el 4 de marzo de 1993. En: Archivo del Ministério de DesarroUo 
Productivo y Economia Plural-Repositorio de la Privatización. Serie: M-93 Hotel y Terminal de Buses 
Oruro. Caja 16. Cód.: 6 Hotel Terminal de Buses. La Paz, 5 de octubre de 1992. 

SERVICIO TÉCNICO DE CONSULTORÍA SRL (SETECO) 

1993 Informe técnico SETECO 93/34, 30 de mayo de 1993. 

SINDICATO Cordeor 

1992 Carta Sindicato Cordeor 0263/92. Propuesta de arrendamiento de la Terminal de Buses [de Jaime 
Zambrana Mercado, secretario general de Cordeor, y FeUpe Vásquez Condori, secretario ejecutivo de 
Central Obrera Departamental de Oruro, a Samuel Doria Medina, ministro de Planeamiento y Coor¬ 
dinación]. En: Archivo del Ministério de DesarroUo Productivo y Economia Plural - Repositorio de la 
Privatización. Serie: M-93 Hotel Terminal Oruro, 1996. La Paz, 26 de octubre de 1992. 

TAPIA, René 

1995 Informe de valuación de la Fábrica de Objetos de Peltre, 15 de febrero de 1995. 
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TERMINAL DE BUSES ORURO (TBO) HOTEL TERMINAL (HT) 

1995 Conttatos de Consultoria individual para valuación de TBO y HT, 001/95: Armando Estrada, 002/95: 

Pastor Sainz; 003/95: Percyjiménez. 19 abril DE 1995. 

1995 Contrato de Consultoria 041/95 para asesoria legal en la privatización TBO y HT. 20 de julio de 1995. 

TRUST SERVICES SRL 

1995 Acta de subasta pública en tercera instancia [remitida por Rafael Paz C. de Trust Services SRL a la 
Unidad de Reordenamiento, mediante nota TS/156-P/95, Ref: Informe Tercera Subasta CASAM]. 
Oruro, 23 de agosto de 1995. 

UNIDAD DE REORDENAMIENTO 

1995 Carta UR Of 04/95 [de Elvira Lupo de Velarde, directora ejecutiva de la Unidad de Reordenamiento, 
a CONSA/CONICOM/INBURSA]. 26 de abril de 1995. 

VILLALBA, Héctor 

1995 Informe técnico: Inventariación, revalorizadón análisis de la simadón legal y estratégias de transferencia de 
la fábrica de Cadenas Adnina(sic) SAM ‘CASAM’. Oruro, 29 de mayo de 1995. 

1996 Informe técnico de valoración de la Fábrica de Cadenas Andina SAM. Oruro, enero de 1996. 

ZURITA, Alfredo 

s/f Informe de Alfredo Zurita, liquidador de Egresos, a Wálker Paiva, gerente de EMTO. En: Informe 
G.A.M.O. 02782/16, 23 septiembre de 2016. 

Hemerografía 

l^a Ka^ón, 26/09/1992. 



Capítulo 6. Las empresas públicas del departamento de Potosí 


El desarroUo del departamento de Potosí ha dependido historicamente —desde la Co- 
lonia hasta la República— de la actividad minera que, a partir de 1952, estuvo encabe- 
zada por la Corporación Minera de Bohvia. Sin embargo, los excedentes económicos 
producidos por la riqueza minera fueron escasamente reinvertidos en el desarroUo de la 
región. 

Aunque se había formado en 1942 con el fin de ampUar la economia hacia el oriente 
y sur del país, la Corporación BoUviana de Fomento no reaUzó inversiones en el depar¬ 
tamento de Potosí. 

Los planes implementados por la Corporación Regional de DesarroUo de Potosí 
(Cordepo) y otras entidades públicas apuntaron a fomentar la actividad turística e 
iniciativas productivas en el sector agropecuário, pero no desde perspectivas em- 
presariales a gran escala sino como proyectos sociales y actividades de extensión 
agrícola. De ahí que la mayoría de las empresas de Cordepo sometidas al proceso 
privatizador fueran la línea aérea, la terminal de buses y los viveros y proyectos 
agropecuários experimentales. 

Desde los ministérios tampoco se impulsaron actividades industriales alternativas a 
la minería, salvo el caso de la Hilandería de Pulacayo, implementada en el marco de una 
poUtica de fomento lanero promovida por AUanza para el Progreso, a cargo de la cartera 
de Estado del sector agropecuário, denominada Comité BoUviano de Fomento Lanero 
(Combofla). Se pretendia impulsar toda la cadena productiva, desde la crianza de los ca- 
méUdos hasta la producción de lana de alta caUdad para los mercados interno y externo. 
Este proyecto se fue diluyendo mientras cambiaba de nombre y se sostuvo apenas el 
fomento a la crianza de caméUdos, sin lograr avanzar en el hilado. 

Las empresas púbUcas o unidades económicas constituidas en el departamento de Po¬ 
tosí fueron 14; los detaUes sobre ubicación y dependencia se presentan a continuación; 
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Gráfico 21. Empresas públicas investigadas en el departamento de Potosí 
por área económica y ubicación 


□ 

O 

1 

2 

3 

4 
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6 

7 

8 



Centro Ganadero 
Rio Mulato 


Vivero Forestal 
Tarapaya 
-- 


Centro Productivo de 
CamélidosTomave 




Proyecto Centro 
Piscícola Chico-Chico 


SERVICIOS 

PRODUCCIÓN 


Hilandería 
Pulacayo (HIPUL) 


Vivero Forestal 
Escara 


Vivero Mosoj LIajta, 
Cotagaita 




Vivero Forestal Los 
Pinos 
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Linea Aérea 
Imperial (LAI) 

Terminal de Buses 
Potosi 

• Flotel Prefectural IV 
Centenário 


Saavedra (Prov. Cornelio Saavedra) 
Tarapaya (Prov. Tomás Frias) 

Potosi (Prov. Tomás Frias) 

Rio Mulatos (Prov. Antonio Quijarro) 
Tomave (Prov. Antonio Quijarro) 
Pulacayo (Prov. Antonio Quijarro) 
Escara (Prov. Sur Chichas) 

Cotagaita (Prov. Sur Chichas) 


Servicios Eléctricos 
\ ^ Potosi S.A. (SEPSA) 


' * Empresa Municipal de 
» Transporte (EMTA Potosí) 

□ 

Administración Autónoma para 
Obras Sanitarias Potosí (AAPOS) 


Fuente: CEMIPyC, 2018. 


Cuadro 167. Empresas públicas investigadas en el departamento de Potosí, 


según ano de creación, dependencia y ubicación 


N.° 

Denominación de la empresa pública 

Ano de creación 

0 inicio de 
funcionamiento 

Dependencia 
durante la 
privatización 

Ubicación (município, provinda) 

1 

HilaniJería Pulacayo (HipuI) 

1962 

Cordepo 

Pulacayo 

2 

Vivero Mosoj LIajta 

1985 

Cordepo 

Cotagaita, Nor Chichas 

3 

Vivero Forestal Escara 

1985 

Cordepo 

Escara, Cotagaita, Nor Chichas 

4 

Vivero Forestal Los Pinos 

1974 

Cordepo 

Potosí, Tomás Frias 

5 

Vivero Forestal Tarapaya 

1989 

Cordepo 

Potosí, Tomás Frias 

6 

Proyecto Centro Piscícola Chico-Chico 

1978 

Cordepo 

Chico Chico, Chaquí, Cornelio Saavedra 

7 

Centro Ganadero Rio Mulato 

1981 

Cordepo 

Rio Mulato, Tomave, Antonio Quijarro 

8 

Centro Productivo de CamélidosTomave* 

— 

Cordepo 

Tomave, Antonio Quijarro 

9 

Terminal de Buses* 

— 

Cordepo 

Potosí, Tomás Frias 

10 

Hotel Prefectural IV Centenário 

1968 

Prefectura 

Potosí, Tomás Frias 

11 

Servicios Eléctricos Potosí SA (Sepsa) 

1971 

Prefectura 

Potosí, Tomás Frias 

12 

Administración Autónoma para Obras 
Sanitarias Potosí (AAPOS) 

1972 

Alcaldía Municipal 

Potosí, Tomás Frias 





































Neoliberalismo: enajenación de empresas públicas y recursos naturales, 1985-2005. T. 2 


531 


N.° 

Denominación de la empresa pública 

Afio de creación 

0 inicio de 
funcionamiento 

Dependencia 
durante la 
privatización 

Ubicación (município, provinda) 

13 

Empresa Municipal de Transporte Automotor 
(EMTA PotosO 

1985 

Alcaldía Municipal 

Potosí, Tomás Frias 

14 

Línea Aérea Imperial (LAI) 

1979 

Cordepo 

Potosí, Tomás Frias 


* No se cuenta con datos de fecha de creación o inicio de funcionamiento. 

Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Estratégia de privatización en Boiivia (Price Waterhouse, 1990); Listados de ia Comisión de Evaiuación de ia Empresa 
Púbiica (1992-1993; e Informe de actividades de gestión Unidad de Reordenamiento (MC-SNCI-UR, 1995). 


De las 14 empresas departamentales, diez dependían de Cordepo, dos de la Prefectu- 
ra y dos de la Alcaldía de Potosí; ocho de las empresas eran productivas y propiedad de 
Cordepo; seis de las empresas eran de servicios, dos eran propiedad de Cordepo, dos de 
la Prefectura y otras dos de la Alcaldía de Potosí. 

6.1. La enajenación de las empresas públicas de Potosí 

A partir de 1985, la política neoliberal, plasmada en el cierre de minas de Comibol y la 
“relocaHzación” de mineros, tuvo efectos devastadores en la economia de la región, afec- 
tando el funcionamiento regular de varias empresas y actividades (la minería y metalurgia, 
el transporte aéreo, el turismo, los proyectos experimentales, entre otros) cuyos signos de 
depresión económica fueron posteriormente usados para justificar las políticas neolibe- 
rales de privatización de empresas públicas. 

Durante el gobierno de Jaime Paz Zamora, la institucionalidad privatizadora estuvo a 
cargo de la Comisión de Evaiuación de la Empresa Pública (CEEP), creada el 11 de enero 
de 1990 con el fin de determinar la situación y perspectivas futuras de la empresa pública, 
así como la conveniência o no de su transferencia total o parcial a la actividad privada, 
cooperativas u otras formas de asociación (DS 22407, 11/01/1990, art. 108). 

El Directorio de la CEEP estaba presidido por el ministro de Planeamiento y Coor- 
dinación e integrado por el ministro de Industria, Comercio y Turismo, el de Finanzas, el 
de Trabajo y DesarroUo Laborai, el ministro sin Cartera y el ministro dei sector corres- 
pondiente (DS 22407,11/01/1990, art. 111). 

El 14 de junio de 1991 es creada la Unidad Ejecutora dei Reordenamiento de las 
Empresas Públicas (UEREP), bajo dependencia dei Ministério de Planeamiento y Coor- 
dinación, con autonomia de gestión, para que sea la Secretaria Técnica de la CEEP (DS 
22836, 14/06/1991). Meses más tarde, la UEREP pasa a depender de la Subsecretária 
de DesarroUo Socio Económico dei Ministério de Planeamiento y Coordinación, y esa 
Subsecretária comienza a actuar como Secretaria Técnica de la CEEP en la definición de 
estratégias para la privatización (DS 23170, 05/06/1992). 

El 24 de abril de 1992, Jaime Paz Zamora promulga (junto a su ministro de Pla¬ 
neamiento y Coordinación, Samuel Doria Medina Auza, y su ministro de Finan- 


386 El DS 22407 aprobó las “Políticas de acción para consolidar la estabiHdad y promover el crecimiento económico, el empleo, el 
desarroUo social y la modernización dei Estado” y contenía los bneamientos económicos dei Gobierno de Jaime Paz Zamora. 
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zas, Jorge Quiroga Ramírez) la Ley 1330 de Privatización. Esta norma autoriza a 
las entidades estatales a enajenar activos, bienes, valores, acciones y derechos de su 
propiedad, y asigna al Consejo Nacional de Economia y Planificación (Coneplan) la 
facultad de normar y fiscalizar la privatización de las empresas públicas, definiendo 
las estratégias para su transferencia o disolución. 

La reglamentación de la Ley de Privatización fue aprobada el 5 de junio de 1992 me¬ 
diante el Decreto Supremo 23170, y modificada el 8 de octubre de 1992 con el Decreto 
Supremo 23287. 

En el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada (1993-1997), la institucionalidad pri- 
vatizadora estuvo a cargo del Ministério de Capitaüzación a través de la denominada 
Unidad de Reordenamiento, creada por el Decreto Supremo 23991 del 10 de abril de 
1995. Esa norma transfirió las funciones del Coneplan, establecidas por la Ley de Priva¬ 
tización (Ley 1330, 24/04/1992), al Consejo de DesarroUo Nacional (Codena), entidad 
constituída por los Decretos Supremos 23873 (03/10/1994) y 23955 (08/02/1995).^®^ 

Durante el gobierno de Hugo Banzer y Jorge Quiroga, la institucionalidad privati- 
zadora pasa a depender del Ministério de Comercio Exterior e Inversión, del Concejo 
Nacional de Política Económica (Conape) y de la Unidad de Reordenamiento (UR). 

En el marco de esa normativa, se efectuó la privatización de 14 empresas públicas en 
el departamento de Potosí, cuyos resultados se presentan en el siguiente cuadro; 


Cuadro 168. Situación de empresas públicas de Potosí después del proceso de enajenación 


N.° 

Denominación de la empresa pública 

Situación, adjudicatario y ano | 

1 

Hilandería Pulacayo (HipuI) 

Cerrada* 

2 

Vivero Mosoj LIajta 

Desestimada 

3 

Vivero Forestal Escara 

Desestimada 

4 

Vivero Forestal Los Pinos 

Cerrada 

5 

Vivero Forestal Tarapaya 

Cerrada 

6 

Proyecto Centro Piscícola Chico-Chico 

Desestimada 

7 

Centro Ganadero Rio Mulato 

Desestimada 

8 

Centro Productivo deCamélidosTomave 

Cerrada* 

9 

Terminal de Buses 

Desestimada 

10 

Hotel Prefectural IV Centenário 

Cerrada* 

11 

Administración Autónoma para Obras Sanitarias Potosí (AAPOS) 

Desestimada 

12 

Empresa Municipal de Transporte Automotor (EMTA Potosí") 

Cerrada* 

13 

Servidos Eléctricos Potosí SA (Sepsa) 

Desestimada 

14 

Línea Aérea Imperial (LAI) 

Vendida a: SS Telecom-Bolivia SRL (Emmy Chase)/1996 


*Sindatosdeanode cierre. 

Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Estratégia de privatización en Boiivia (Price Waterhouse, 1990), iistados de ia Comisión de Evaiuación de ia Empresa 
Púbiica (1992-1993); Memória Unidad de Reordenamiento (MCEI, 2001); Memória 2000-2001 (MCEI, 2001). 


387 “El Consejo de DesarroUo Nacional (Codena) está integrado por los ministros de la Presidência, de Hacienda, de 
DesarroUo Humano, de DesarroUo Sostenible y Medio Ambiente y Sin Cartera Responsable de DesarroUo Económico; 
por los secretários nacionales de Relaciones Económicas Internacionales; Apoyo al DesarroUo Integral; Coordinación; 
Hacienda; PoUtica e Inversión Social; Planificación e Industria y Comercio (...) La Secretaria del Codena es ejercida por 
el secretario nacional de Planificación del Ministério de DesarroUo Sostenible y Medio Ambiente” (DS 23955, arts. 3 y 4). 
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Cuadro 169. Resumen de situación de empresas públicas dei departamento de Potosí 




Enajenadas 

No enajenadas 

Dependencia 

Cant. 

Privatización 

Cerradas 

Empresas 

desestimadas 



Venta 

Cierre prévio 

Cierre por 
efecto de la 
Drivatización 

Continuidad 

I.Cordepo 

10 

1 

2 

2 

5 

2. Prefectura de Potosí 

2 

-- 

-- 

1 

1 

3. Alcaldía de Potosí 

2 

-- 

1 

-- 

1 

Totales 

14 

1 

3 

3 

7 

Porcentaje 

100% 

50% 

50% 


Fuente: CEMIPyC, 2018. 


Gráfico 22. Métodos y modalidades de enajenación de las empresas de Potosí 



Fuente: CEMIPyC, 2018. 


De las 14 empresas investigadas en el departamento de Potosí, una fue vendida, seis 
cerradas y siete fueron desestimadas. Cuatro de las seis empresas cerradas eran produc- 
tivas y pertenecían al sector agropecuário; así, se desmantelo la capacidad estatal en un 
sector económico alternativo a la minería en el departamento de Potosí. 
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6.1.1. Aspectos generales de las empresas enajenadas 

La descripción inicia con nueve empresas de Cordepo, continua con el hotel de la Prefec- 
tura y sigue con las tres empresas municipales; finalmente, se presenta el estúdio de caso 
sobre la privatización de la Línea Aérea Imperial (LAI). 

6.1.1.1. Hilandería Pulacayo (Hipul) 

La Hilandería Pulacayo inicio operaciones en 1962 con la creación del Comité Boliviano 
de Fomento Lanero (Combofla) y como parte del programa Ahanza para el Progreso 
(Mayori, 1995). En 1978, Combofla fue liquidado y se creó el Instituto Nacional de Fo¬ 
mento Lanero (Infol), que tenía entre sus objetivos “mejorar e incrementar la producción 
y productividad de lanas y pelos finos de caméhdos y ovinos, su procesamiento, industria- 
Uzación y mercadeo, lo mismo que el fomento de las artesanías” (DS 15138, art. 2 b). 

La norma de creación de la nueva entidad (DS 15138, 25/11/1997) determinaba que 
Infol podia “recontratar del Comité Boliviano de Fomento Lanero el personal que crea 
conveniente para sus operaciones a partir del 1 de abril de 1978” (art. 15). 

Entre 1982 y 1983, bajo la gerencia de Armando Cardozo, se produjo un intento de 
cierre de Hipul. En esa ocasión, los trabajadores se contactaron con las organizaciones 
campesinas de ganaderos de La Paz, quienes se movihzaron y ocuparon las oficinas de 
Infol pidiendo el cambio de los ejecutivos. Luego de una negociación de ocho meses, los 
nuevos ejecutivos (a la cabeza de Leandro Chirinos) firmaron un convénio en el que se 
comprometieron a garantizar el funcionamiento industrial de Pulacayo mientras se ins- 
talaba una nueva planta de hilandería en Viacha. Los campesinos integraron la cogestión 
en un Directorio en el que cinco eran representantes estatales y cuatro de los campesinos; 
los trabajadores no tem'an representación (Mayori, 1995). 

La planta fue transferida a Cordepo mediante Decreto Supremo 22222 del 13 de junio 
de 1989; la gerencia de Cordepo manifestó que era inviable 

... porque requeria una gran inversión para mantenerla en funcionamiento y peor aún para 
reactivarla, por lo que recomendo su cierre aprovechando la liquidación de que habían sido 
objeto todos los trabajadores y que no existia carga social pendiente. (Mayori, 1995: 18) 

Una vez más, los trabajadores se opusieron al cierre y generaron un conflicto que fue supe¬ 
rado con la negociación de “la posible entrega de la Hilandería bajo la modaüdad de un Contra¬ 
to de Comodato, a fin de que no paralice la fábrica y se garantice de alguna manera aqueUa fuen- 
te de trabajo” (Ibíd.: 19). Pero el contrato de comodato con los trabajadores jamás se firmó. 

La Hilandería Pulacayo era una planta de hüado de lana de alpaca, vicuna, Uama y oveja, 
y constituía el único proyecto nacional de esta naturaleza. Recibía matéria prima de produc- 
tores de toda la región andina y temú una capacidad de producción de 15 k/hora, en fun- 
ción a las operaciones de lavado, cardado e hilado, tal como se muestra a continuación; 
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Cuadro 170. Capacidad instalada Hipul 


Etapa 

Producción (kg/h) 

Capacidad instalada utilizada (%) 

Lavado/secado 

30 

60 

Cardado 

15 

30 

Hilado 

50 

100 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con baseen Mayori (1995). 


El proceso productivo se dividia en cuatro etapas o secciones bien diferenciadas; 

• Selección, lavado y secado; acopio de matéria prima^®® y selección de acuerdo a las 
diferentes caüdades. Lavado para la eüminación de impurezas. Secado. 

• Cardado; unión de las fibras de lana anteriormente procesadas para obtener una lâmi¬ 
na continua. 

• Producción; conformación de los hilados de lana. 

• Terminado; tratamiento térmico de los hilados anteriormente obtenidos y conforma¬ 
ción de madejas u oviUos. 

Por decisión concertada entre las partes patronal y laborai, la Hüandería fue cerrada el 31 
de octubre de 1989; todos los trabajadores se retiraron voluntariamente, cobraron sus benefí¬ 
cios sociales (finiquito) con hilado de propiedad de Hipul. En una auditoria realizada por ins- 
trucciones de la Presidência de Cordepo, se evidenció que vários extrabajadores tenían deudas 
pendientes con Hipul por aproximadamente $us 200.000, lo que en 1995 estaba en proceso 
de ejecución, tanto por la via penal como por la Ley SAFCO (Fernández, 19/01 /1994). 

El 18 de mayo de 1995, el Directorio de Cordepo autorizó la privatización de la Hilan- 
deria de Pulacayo mediante la Resolución de Directorio n.° 06/95. Para el efecto, instruyó 
a su Departamento de Asesoria Legal y Gerencia Administrativa realizar el saneamiento 
legal y contable. 

El 29 de mayo de 1995, el Ministério de Capitalización emitió la Resolución Ministerial n.° 
23/95 que autorizaba la contratación de martiUeros para la venta en subasta pública de varias 
unidades económicas de las Cordes, entre las cuales se encontraba la Hüanderia Pulacayo. 
Además, aprobó el Pliego de condiciones elaborado por la Unidad de Reordenamiento. 

El 14 de juho de 1995, el FNDR, administrador de un crédito dei BID para apoyar la 
privatización de las empresas públicas, contrató los servidos de Alejandro M. Mayori M. 
como consultor evaluador de Hipul, por encargo dei Ministério de Capitalización (Uni¬ 
dad de Reordenamiento). Los honorários cancelados fueron de $us 3.500. 

En la “Lista de empresas transferidas al sector privado” de la Memória 2000-2001 de 
la Unidad de Reordenamiento, se senala que Hipul fue transferida a los trabajadores de la 
empresa para la conformación de una sociedad anónima mixta (SAIM) el 13 de marzo de 
1997, y que fue adjudicada en $us 12.208,85 (MCEI, 2001). 


388 Acopio de la producción que se realizaba en toda la región andina, principalmente en La Paz. 
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Pero esa transferencia a los trabajadores, organizados en la Cooperativa de la Hilande- 
ría Pulacayo (Cohipul) no se concreto. Si bien la planta fue transferida a los extrabajado- 
res (luego de que hubieran obtenido un crédito), fue cerrada apenas unos meses después. 
Los activos se encuentran actuaknente en poder de la Gobernación de Potosí. 

La planta tenía una capacidad nominal de procesamiento de 15 kilos por hora o 120 
kilos de lana por día de ocho horas de trabajo, lo que representa una producción de 30 to¬ 
neladas por ano, considerando un periodo de trabajo de 250 dias por ano. El avalúo de ac¬ 
tivos realizado por el consultor Mayori reporta un valor de reposición de $us 112.931,40 
y un valor de subasta de $us 92.434,37, de acuerdo al siguiente detaUe; 


Cuadro 171. Valuación de los activos de HipuI ($us), 1995 


Descripción 

Valor de reposición a 
nuevo 

Desgaste 

acumulado 

Valor de reposición 
actual 

Valor de subasta 

Construcciones civiles* 

— 

— 

26.100,00 

22.185,00 

Maquinaria industrial 

386.416,88 

356.226,64 

27.853,64 

20.124,25 

Maquinaria gravamen** 

63.901,05 

15.975,26 

47.925,79 

40.736,92 

Vehículos*** 

Camión Fargo placa LHA 523 

39.600,00 

35.640,00 

3.960,00 

3.366,00 

Camión Chevrolet placa LHA 124 

42.300,00 

37.224,00 

5.076,00 

4.314,60 

Jeep Toyota placa LKA 231 

33.600,00 

31.584,00 

2.016,00 

1.713,60 

Totales generales: 



112.931,40 

92.434,37 


*No existen papeies de propiedad del Inmueble. 

**Esta maquinaria se encuentra con gravamen por parte de Fades. No se recomienda su venta sino hasta solucionar el problema. 

***No se considero en el avalúo el jeep Toyota Land Cruiser placa LKA 226 por no haberse verificado su existência. 

En todos los casos, a excepción de la maquinaria industrial, se toma el valor base de subasta como 0,85% del valor de reposición actual. Para la 
maquinaria industrial se toma un factor de 0,7225 debido al compromiso del Ministério de Capitalización con los pobladores de Pulacayo de exigir como 
condición de venta que la maquinaria permanezca en Pulacayo. 

Fuente: Mayori, 1995. 

El 23 de abril de 1993, los extrabajadores de Hipul, asociados en la Cooperativa Hüandería 
Pulacayo, representada por Faustino Claros, Martha Peláez de Cortez y Roberto Uzquiano, 
gestionaron un crédito de la entidad financiera Fundación para Alternativas de DesarroUo (Fa¬ 
des) que ascendia a $us 35.000. El pago de ese crédito entró en mora con una deuda de $us 
23.334. El 20 de marzo de 1995, Fades solicito a la autoridad judicial el embargo de la maqui¬ 
naria otorgada en prenda por dicho crédito.No se conoce el desenlace de esta medida. 

El informe legal elaborado el 3 de agosto de 1995 por Karlo Brito, consultor legal contra¬ 
tado por el consultor Mayori, senala que Hipul entrego hüado en forma ilegal para la cance- 
lación de benefícios sociales, no existiendo documentos que acrediten cantidad y monto. 

El informe de Brito senala la existência de cuatro procesos legales; 


389 Carta Fades 562/95, de Julio Navia Fernández, asesor legal, y Marcelo Zabalaga, director ejecutivo, dirigida a Edwin 
Fernández, gerente Flilandería Pulacayo, haciendo conocer el embargo de los bienes constituídos en prenda por la deuda 
contraída por los ex trabajadores de HIPUL asociados a la Cooperativa Hilandería Pulacayo. La Paz, 11 de juHo de 1995. 

390 Memorial dirigido por Fades al Juez de Partido en lo civil del Distrito de La Paz. La Paz, 20 de marzo de 1995. 
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• Proceso penal iniciado por el gerente de Hipul por los delitos de estelionato, peculado, 
abuso de confianza y conducta antieconômica, contra los representantes de Cohipul y 
el exgerente de Hipul, por la suma de $us 452.321 aproximadamente, encontrándose 
el proceso en diligencias de PoHcía Judicial. 

• Proceso coactivo social incoado por el Fondo Complementario Fabril en contra de 
Hipul-Cordepo por aportes devengados de las gestiones 1992 a 1994, por la suma 
de Bs61.986; el proceso se encuentra con la interposición de incidente de nulidad de 
notificación presentado por Hipul. 

• Proceso ejecutivo instaurado por Fades contra Cohipul por deuda devengada de $us 
23.334 más intereses convencionales y penales, habiéndose garantizado la obhgación 
con dos máquinas de propiedad de Hipul, situación por la que Hipul debe asumir 
defensa en resguardo de su maquinaria. 

• Proceso civü por cobro de honorários profesionales, seguido por el Dr. Carlos Salinas 
Vega en contra de Hipul, por la suma de $us 1.500, encontrándose el proceso en trâmite en 
el Juzgado pertinente, habiendo asumido defensa Hipul en base a un Informe de Auditoria 
relacionado con concüiaciones de cuentas con los artesanos de Oruro (Brito, 1995). 

La Hilandería Pulacayo fue cerrada en el periodo neohberal a pesar de las gestiones de 
los trabajadores para reactivarla. Sus activos se encuentran en Pulacayo y son propiedad 
dei Gobierno Autónomo Departamental de Potosí. 

6.1.1.2. Vivero Mosoj Llajta 

El Vivero Mosoj Llajta, también conocido como “Vivero Cotagaita”, era un componente 
dei Proyecto de DesarroUo Agropecuário Cotagaita San Juan dei Oro, financiado por el 
Fondo Internacional de DesarroUo Agrícola (FIDA) y cuya implementación fue enco¬ 
mendada a Cordepo en 1985 (DS 20594, 9/11/1984; Ley 748, 20/04/1985). 

El vivero estaba ubicado a 4 km de la localidad de Cotagaita, en el municipio de Cotagai¬ 
ta, provincia Nor Chichas dei departamento de Potosí, a 168 km de la ciudad de Potosí. 

Carecia de personaUdad jurídica propia debido a que era parte componente de la 
Unidad de Viveros Fruticolas dei Proyecto Cotagaita San Juan dei Oro, bajo tuición de 
Cordepo (Alfaro, 1995). 

El objetivo dei proyecto era “mejorar la producción frutícola mediante la dotación de 
especies frutales de variedades de alto rendimiento a los agricultores dei área dei proyecto 
Cotagaita San Juan dei Oro”, teniendo como objetivos específicos; 

• Constituir una fuente segura de aprovisionamiento de material para la propagación 
vegetativa de las especies.^^^ 

• Proporcionar a los campesinos beneficiários dei proyecto, en caUdad de venta, las 


391 En el âmbito de la agricultura, se conoce como material de propagación al material destinado a la reproducción de las 
plantas. En el caso presente, el material se refiere a las semiUas, plantas y bulbos cultivados en los viveros. 
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plantas que precisaban para poner en ejecución el programa de producción frutícola 
a nivel de parcela campesina. 

• Constituir un centro dinâmico de difusión y entrenamiento de las técnicas racionales 
de producción frutícola. 

• Realizar investigaciones aplicadas sobre variedades frutícolas. 

• Fomentar la producción de plantines y atender la demanda de este material por parte 
de los campesinos. 

En la dinâmica del proceso enajenador, durante el gobierno de Gonzalo Sánchez de 
Lozada, la Unidad de Reordenamiento, dependiente del Ministério de Capitalización, ha- 
bía identificado 82 unidades económicas (empresas) a ser transferidas al sector privado; 
entre esas empresas figura el “Vivero Cotagaita” en la categoria de “empresas incluídas 
adicionalmente” (UR, 1995; anexo I). 

El 18 de mayo de 1995, el Directorio de Cordepo autorizó la privatización del Vivero 
Forestal Mosoj Llajta (mediante la Resolución de Directorio n.° 06/95) junto a la de otras 
nueve empresas de Cordepo. Para el efecto, instruyó a su Departamento de Asesoría Le¬ 
gal y Gerencia Administrativa el saneamiento legal y contable. 

El 16 de agosto de 1995, el Fondo Nacional de DesarroUo Regional (FNDR) como 
entidad a cargo de ejecutar los recursos de un crédito del BID de apoyo a la privatiza¬ 
ción (Convénio ATN /SF-3586-BO), a través de su presidente Ejecutivo Oscar Arrien 
Sandoval, suscribió el Contrato de Consultoria n.° 043/95 con Henry Alfaro Skeet, por 
encargo y cuenta de la Unidad de Reordenamiento del Ministério de Capitalización. El 
objeto del contrato era realizar estúdios de valoración de la unidad económica Vivero 
Cotagaita (Mosoj Llajta); el costo de esos servidos fue de $us 4.500. 

Según el informe del consultor Alfaro presentado en 1995, el Vivero Mosoj Lla¬ 
jta tenía un 40% del mercado de plantines de frutales de la zona, habiendo vendido 
4.491 unidades en el ano 1994. Su mercado potencial para los anos 1996 a 1998 es- 
taba previsto en 31.120 unidades. Su competidor directo, con el 60% del mercado de 
plantines frutales, era el Vivero Escara, también dependiente del Proyecto Cotagaita 
San Juan del Oro. 

De acuerdo al inventario físico codificado del Vivero de Mosoj Llajta, realizado el 28 
de juHo de 1995, el valor en Hbros de sus activos era de $us 46.306,34. Para su valuación, 
los activos del vivero fueron clasificados en cuatro grupos; terrenos y construcciones ci- 
viles; mobiliário; maquinaria y herramientas, y material vegetativo. Su valor de reposición 
era de $us 168.393,13 y su valor mínimo de $us 126.292,39, de acuerdo al detaUe descrito 
en el siguiente cuadro; 
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Cuadro 172. Avalúo de activos dei Vivero Mosoj LIajta ($us) 


N.° 

Descripción 

Valor de reposkión 

Valor mínimo | 

1.1 

Terrenos 32 hectáreas 

61.195,00 

45.896,00 

1.2 

Construcciones civiles 

88.227,65 

66.170,74 

2.1 

Mobiliário 

112,12 

84,09 

3.1 

Maquinaria. Implementos agrícolas 

12.446,20 

9.334,65 

3.2 

Herramientas nuevas 

3.117,16 

2.336,16 

3.3 

Herramientas viejas 

950,00 

712,00 

4 

Material vegetativo 

2.345,00 

1.758,75 

Total avaluado 

168.393,13 

126.292,39 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Alfaro, 1995. 


El consultor determino que los activos dei vivero ascendían a un valor mínimo de $us 
126.292,39 y sostuvo que “la magnitud de sus activos no permite encarar una actividad 
productiva comercial por los objetivos cuaütativos de la creación dei programa” (Alfaro, 
1995). Además, sugirió las siguientes opciones para su transferencia; la transferencia ins¬ 
titucional de la unidad en su conjunto a la Alcaldía de Cotagaita vía porcentajes de fondos 
de la participación popular, o la venta de activos vía subasta a alguna ONG dei área. 

El consultor también informo que Cordepo no poseía títulos de propiedad de los 
terrenos donde se encontraba el vivero, identificando el inicio dei trâmite para titulación 
ante el Consejo Nacional de Reforma Agraria; tampoco había documentación que certi¬ 
ficara titularidad de maquinaria e implementos agrícolas. Los activos dei vivero se encon- 
traban en posesión dei Proyecto Cotagaita San Juan dei Oro, bajo un acta de entrega de 
parte de Cordepo en el ano 1990 (Alfaro, 1995). 

Este vivero no fue privatizado y se desconoce el destino de sus activos. La Gobernación 
de Potosí tampoco cuenta con información sobre el tema.^^^ Ante reiteradas consultas a la 
Gobernación, esta entidad informó que el Vivero Mosoj LIajta es de su propiedad y que 
“para el período 1989-2002 (...) no se cuenta con información referente a la interrupción de 
operaciones”.^^^ Por tanto, se la registra como una unidad desestimada en su enajenación. 

6. 1 . 1 . 3 . Vivero Forestal Escara 

El Vivero Escara era también un componente dei Proyecto de DesarroUo Agropecuário 
Cotagaita San Juan dei Oro, implementado en 1985 con financiamiento dei Fondo In¬ 
ternacional de DesarroUo Agrícola (FIDA) y cuya implementación fue encomendada a 
Cordepo (DS 20594, 9/11/1984; Ley 748, 20/04/985). 

Estaba ubicado a 149,5 km de la ciudad de Potosí, o a 18 km de la localidad de Cotagaita, 
en el municipio de Cotagaita, provincia Nor Chichas dei departamento de Potosí. 


392 Informe técnico Sedag-PA 043/2016, elaborado por José Díaz S. Potosí, 31 de marzo de 2016. 

393 Informe complementario GADP-CM n.° 184/2016 de Maria Angélica Cari López, técnico de Sedag, a Raúl Arcibia 
Laurean, secretario de DesarroUo Agropecuário y Seguridad Alimentaria. En: Informe de Juan Carlos Cejas Ugarte, 
gobernador dei Departamento de Potosí a Javier Zavaleta López, presidente de la Comisión Especial Mixta de 
Investigación de la Privatización y Capitalización. 10 de octubre de 2016. 
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Carecia de personalidad jurídica propia debido a que era parte componente de la 
Unidad de Viveros Frutícolas del Proyecto Cotagaita San Juan del Oro, bajo tuición de 
Cordepo (Alfaro, 1995b). 

El objetivo del proyecto era “mejorar la producción frutícola mediante la dotación de 
especies frutales de variedades de alto rendimiento a los agricultores del área del proyecto 
Cotagaita San Juan del Oro”, teniendo como objetivos específicos: 

• Constituir una fuente segura de aprovisionamiento de material para la propagación 
vegetativa de las especies. 

• Proporcionar a los campesinos beneficiários del proyecto en calidad de venta las plan¬ 
tas que precisaban para poner en ejecución el programa de producción o frutícola a 
nivel de parcela campesina. 

• Constituir un centro dinâmico de difusión y entrenamiento de las técnicas racionales 
de producción frutícola. 

• Realizar investígaciones aplicadas sobre variedades frutícolas. 

• Fomentar la producción de plantones y atender la demanda de este material por parte 
de los campesinos. 

Durante el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada, la Unidad de Reordenamiento, 
dependiente del Ministério de Capitalización, había identificado 82 unidades económicas 
(empresas) a ser transferidas al sector privado. Entre esas empresas figura el “Vivero 
Escara” en la categoria de “empresas incluídas adicionalmente” (UR, 1995: anexo I). 

El 18 de mayo de 1995, el Directorio de Cordepo autorizó la privatización del Vive¬ 
ro Forestal Escara mediante la Resolución de Directorio n.° 06/95, junto a otras nueve 
empresas de propiedad de Cordepo, instruyendo a su Departamento de Asesoría Legal y 
Gerencia Administrativa realizar el saneamiento legal y contable. 

El 16 de agosto de 1995, el Fondo Nacional de DesarroUo Regional (FNDR), entidad 
a cargo de administrar los recursos del BID y que apoyaba la privatización, suscribió el 
Contrato de Consultoria n.° 042/95 con Henry Alfaro Skeet, por encargo y cuenta de la 
Unidad de Reordenamiento del Ministério de Capitalización. El objeto del contrato era 
realizar estúdios de valoración de la unidad económica Vivero Escara, y el costo de los 
servicios ascendia a $us 4.500. 

Según el informe del consultor Alfaro, los plantines producidos en el Vivero Escara 
eran del orden de 6.761 unidades de plantines de frutales y sus consumidores eran benefi¬ 
ciários del Proyecto Cotagaita San Juan del Oro, particulares e instítuciones de desarroUo 
rural. Los precios de los plantines en la zona eran equivalentes a los costos directos de 
producción y no dejaban utíHdades o márgenes de contribución. 

Para su valuación, los activos del vivero fueron clasificados en cuatro grupos: terre¬ 
nos y construcciones civiles; mobiliário; maquinaria y herramientas, y material vegeta- 
tivo. Su valor de reposición fue determinado en $us 139.374,82 y su valor mínimo en 
$usl04.587,07, de acuerdo al detaUe descrito en el siguiente cuadro: 
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Cuadro 173. Avalúo de activos Vivero Escara ($us) (1995) 


N.° 

Descripción 

Valor de reposición 

Valor mínimo | 

1.1 

Terrenos 32 hectáreas 

58.091,28 

43.568,46 

1.2 

Construcciones civiles 

44.624,95 

33.468,71 

2.1 

Mobiliário 

373,51 

336,08 

3.1 

Maquinaria. Implementos agrícolas 

8.414,00 

6.310,78 

3.3 

Herramientas viejas 

2.500,00 

1.875,00 

4 

Material vegetativo 

25.370,70 

19.028,03 

Total avaluado 

139.374,82 

104.587,07 


Fuente: Alfaro, 1995b. 


El consultor informo que el vivero contaba con dos títulos ejecutoriales emitidos a 
nombre dei Comité Departamental de DesarroUo y Obras Públicas de Potosí (entidad 
predecesora de Cordepo); “uno de la propiedad Hoyada y Socavón Pata que consta de 2 
parcelas (■ • ■) y otro de la propiedad Chorcala compuesta de una parcela” (Alfaro, 1995b; 
2). Sugirió realizar la titularización de la maquinaria y equipo para poder viabilizar su 
transferencia, así como la inscripción de los títulos de propiedad en la Oficina de De- 
rechos Reales para su posterior transferencia. Los activos dei vivero se encontraban en 
posesión dei Proyecto Cotagaita San Juan dei Oro. 

El consultor sugirió como opciones para la transferencia de este vivero: la transferencia 
institucional de la unidad en su conjunto a la Alcaldía Municipal de Cotagaita vía porcentajes 
de fondos de la participación popular, o la venta de activos vía subasta a ONG dei área. 

Realizada la consulta a la Gobernación de Potosí, la entidad informa que el Vivero 
Escara es de su pertenencia y que “para el período 1989-2002 (...) no se cuenta con in- 
formación referente a la interrupción de operaciones”.^^"^ Por tanto, se la registra como 
unidad desestimada en su enajenación. 


6. 1 . 1 . 4 . Vivero Forestal Los Pinos 

El Vivero Los Pinos fue creado el 30 de julio de 1974 mediante la suscripción dei Convê¬ 
nio entre el Regimiento Pérez 3 de Infantería y el presidente dei Comité Departamental 
de DesarroUo de Obras PúbUcas de Potosí (entidad predecesora de Cordepo). Fue cons- 
truido a lo largo de vários anos, primero con transferencia de materiales de Cordepo y 
mano de obra de soldados dei Ejército, y luego, hasta su conclusión, con el trabajo dei 
equipo técnico de la Corporación. 

El Vivero Los Pinos está ubicado a 4 km dei centro de la ciudad de Potosí. Fue cons¬ 
truído como un vivero de lujo por el tamano y caUdad de sus obras civiles, distribuídas en 
diez hectáreas. Producía plantas y árboles ornamentales, árboles frutales y flores. Carecia 
de personaUdad jurídica, siendo un proyecto bajo tuición de Cordepo (KeUert, 1995). 

394 Informe complementario GADP-CM n.° 184/2016 de Maria Angélica Cari López, técnico de Sedag, a Raúl Arcibia 
Laurean, secretario de DesarroUo Agropecuário y Seguridad Alimentaria. En: Informe de Juan Carlos Cejas Ugarte, 
gobernador dei departamento de Potosí a Javier Zavaleta López, presidente de la Comisión Especial Mixta de 
Investigación de la Privatización y Capitalización. 10 de octubre de 2016. 
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Durante el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada, el 18 de mayo de 1995, el Di- 
rectorio de Cordepo autorizo la privatización del Vivero Forestal Los Pinos (mediante 
la Resolución de Directorio n.° 06/95) junto a otras nueve empresas de propiedad de 
Cordepo. Para el efecto, instruyó a su Departamento de Asesoría Legal y Gerencia Admi¬ 
nistrativa realizar el saneamiento legal y contable de cada una de las empresas y unidades 
económicas mencionadas. 

El 31 de juHo de 1995, el Fondo Nacional de DesarroUo Regional (FNDR), entidad a cargo 
de administrar los recursos del BID para apoyar la privatización, suscribió el Contrato de Con¬ 
sultoria n.° 040/95 con Christian KeUert, por encargo y cuenta de la Unidad de Reordenamien- 
to del Ministério de Capitaüzación. El objeto del contrato era realizar estúdios de valoración de 
la unidad económica Vivero Los Pinos, y el costo de los servidos fue de $us 3.800. 

El informe del consultor KeUert senala que los activos del vivero ascendían a un valor 
de $us 185.275, conforme al siguiente detaUe: 

... a predos de mercado, actualmente, tiene un valor de $us 185.275. Este valor responde a la 

siguiente estructura de inversiones: i) Terreno = 124.740.-, ii) Obras Civiles = 50.139.- e iii) 

Inventários = 10.396. El vivero no cuenta con activos muebles. (KeUert, 1995) 

El anáUsis financiero reaUzado mostró un rendimiento de inversión negativo (sin utiU- 
dades) debido a que la demanda del departamento estaba cubierta por el programa püoto 
del Plan Nacional de Reforestación,^®^ que impUcaba financiamiento a gran escala de 
programas y proyectos no reembolsables con este fin. 

El consultor KeUert sugeria la legitimización de la documentación legal de los terre¬ 
nos para posteriormente considerar la venta del vivero o, en su defecto, la venta directa a 
los empleados de la Corporación de las obras civiles y de otros bienes inventariados que 
se encontraban en el vivero. 

Por otra parte, el abogado WUson Terán Aricurinaga, contratado por Christian Ke¬ 
Uert, informó que el terreno donde se encontraba el Vivero había sido adquirido me¬ 
diante un contrato de arras del 25 de juUo de 1975, en una superfície aproximada de tres 
hectáreas, en favor de los trabajadores del Comité Departamental de DesarroUo y Obras 
PúbUcas de Potosí (entidad predecesora de Cordepo), por intermédio de sus ejecutivos. 
Ese contrato fue perfeccionado el 30 de septiembre de 1975 ante notário de Hacienda y 
registrado en Derechos Reales de la ciudad de Potosí. La referida compra fue reaUzada 
con destino exclusivo a la construcción de viviendas de carácter social para los trabajado¬ 
res y con dineros provenientes del Fondo de Empleados del Comité.^®'’ 


395 Este plan dependia del Proyecto FAO/HOLANDA/CDF denominado “DesarroUo Forestal Comunal en el 
Altiplano Boliviano”, convénio celebrado entre el gobierno de Bolívia y la Organización de las Naciones Unidas para 
la Agricultura, el Centro de DesarroUo Forestal y el ex MACA; Potosí era el departamento escogido para el inicio de 
su implementación (KeUert, 1995). 

396 Informe Legal de Consulta, elaborado por el abogado Wilson Terán Aricurinaga al consultor Christian KeUert. La 
Paz, 25 de julio de 1995. 
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Sobre las siete hectáreas restantes dei Vivero Los Pinos, el consultor jurídico Terán se- 
nala que las detentaba Cordepo, pero que no contaba con la documentación respaldatoria 
dei posible derecho propietario.^®^ 

Por lo que el informe de consultoria concluyó senalando lo siguiente; 

... el vivero no puede ser subastado, vendido, ni transferido al sector privado dado que los 
terrenos en los que se encuentra no son de propiedad de la Corporación Regional de Desa- 
rrollo de Potosí [...] a la fecha, los empleados de Corporación de Desarrollo se encuentran 
realizando gestiones con los donantes de las siete hectáreas dei terreno para que estas sean 
consolidadas a su favor... (Kellert, 1995: 27) 

Debido a tales factores, el vivero no fue privatizado pero fue cerrado. 

6. 1 . 1 . 5 . Vivero Forestal Tarapaya 

El 1 de septiembre de 1987, los comunarios de Tarapaya, representados por el Sindicato 
Agrário, el corregidor, el Comité Cívico, el subprefecto, el alcaide y el inspector agrario, 
cedieron a título gratuito en favor de Cordepo un terreno de 10,579 hectáreas para la 
implementación de una granja de cunicultura (Testimonio 35/87). 

En 1989, al no concretarse la granja de cunicultura, Cordepo comenzó a construir un vive¬ 
ro forestal (con capacidad para 200.000 plántulas) en los terrenos donados (Kellert, 1995b). 

El Vivero Tarapaya estaba ubicado a 25 km dei centro de la ciudad de Potosí, cohndan- 
do al norte y oeste con el rio de Tarapaya, y al este con el camino asfaltado Potosí-Tarapaya. 
Era considerado un vivero de lujo por su tamano (10,579 hectáreas) y por las construcciones 
con las que contaba. Producía plantas y árboles ornamentales, árboles frutales y flores. 

Entre las construcciones dei vivero se encontraban la oficina y vivienda (compuesta 
de cinco ambientes, cocina y bano) en una superfície de 170.43 m2. Contaba con servi¬ 
dos sanitários y luz eléctrica. La totahdad dei terreno estaba protegida por un alambrado 
de púas y postes de madera. 

Carecia de personahdad jurídica, siendo un proyecto bajo tuición de Cordepo. 
Durante el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada, el 18 de mayo de 1995, el Directorio 
de Cordepo autorizo la privatización dei Vivero Forestal Tarapaya (mediante la Resolución de 
Directorio n.° 06/95) junto a otras nueve empresas de propiedad de Cordepo. Para el efecto, 
instruyó a su Departamento de Asesoría Legal y Gerencia Administrativa a realizar el sanea- 
miento legal y contable de cada una de las empresas y unidades económicas mencionadas. 

El 31 de juHo de 1995, el FNDR, administrador de los recursos provenientes de un crédito 
dei BID para apoyar la privatización de las empresas públicas (Convênio ATN /SF-3586-BO), 
contrató los servidos dei consultor individual Christian Kellert, por encargo y cuenta de la Uni- 
dad de Reordenamiento dei Ministério de Capitakzación, para realizar estúdios de valoración de 
la unidad económica Vivero Tarapaya. El costo por los servidos prestados fue de $us 3.800. 


397 Informe Ampliatorio dei abogado Wilson Terán Aricurinaga al consultor Christian Kellert. S. f. 
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El informe de Kellert de 1995 senalaba: 

... [el vivero] a precios de mercado, actualmente, tiene un valor de $us 46.256... Este valor 
responde a la siguiente estructura de inversiones: i) Terreno = 21.993,76, ii) Obras Civiles = 
22.182,95.- e iii) Inventários = 2.079,29. El vivero no cuenta con activos muebles. (Kellert, 
1995b: Resumen ejecutivo) 

El análisis financiero realizado por Kellert mostro un rendimiento de inversión nega¬ 
tivo, lo que se explica por el hecho de que la demanda del departamento estaba cubierta 
por el programa piloto del Plan Nacional de Reforestación,^^® que involucraba un finan- 
ciamiento a gran escala de programas y proyectos no reembolsables con este fin. 

Por otra parte, el informe del abogado Wilson Terán Aricurinaga, por encargo del 
consultor Christian Kellert, informaba que el contrato de donación del terreno donde se 
encontraba el Vivero Tarapaya no había sido inscrito en la oficina de Derechos Reales de 
Potosí, posiblemente por las condicionantes propias del contrato. El contrato estaba su- 
jeto a la condición de respetar la propiedad privada por parte de Cordepo; para el caso de 
posible abandono de los prédios otorgados por parte del donado (Cordepo), los terrenos 
se revertirían a los donantes (cláusula c del Convénio). 

El abogado observo que hubo incumplimiento inicial del contrato por parte de Cordepo, 
ya que se dio a los prédios un destino distinto al iniciaknente acordado (implemento viveros 
en reemplazo de cria de conejos). Reporto que para 1995 la entidad regional había hecho 
abandono de los prédios, además de eliminar el proyecto y a su personal, como lo evidencia la 
nota del asesor legal de Cordepo, Efraín Negrón, de fecha 12 de julio de 1995, y el informe de 
Recursos Humanos del 20 de julio de 1995, suscrito por Héctor Ormachea. 

Por lo expuesto, el consultor jurídico concluyó que el inmueble del Vivero Tarapaya, 
al no ser propiedad de Cordepo, no podia ser sometido a su transferencia a terceras per- 
sonas bajo ninguna modahdad, siendo necesaria una nueva negociación con los propieta- 
rios originales para evitar posteriores reclamos. 

Por esos factores, el vivero no fue privatizado, pero sí fue cerrado. 

6 . 1 . 1 . 6 . Centro Piscícola Chico-Chico 

El Centro Piscícola Chico-Chico comienza a construirse en 1977 y a funcionar en 1978. 
Estaba ubicado en la locahdad de Chico Chico, provincia Corneho Saavedra, cantón Cha- 
qui, a 45 km de la ciudad de Potosí sobre el camino a Puna y a Sucre. 


398 Este plan dependia del Proyecto FAO/HOLANDA/CDF denominado “Desarrollo Forestal Comunal en el Altiplano 
Boliviano”, de cooperación técnica internacional suscrito en base a un convénio celebrado entre el gobierno de BoHvia 
y la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura, el Centro de Desarrollo Forestal y el ex MACA. Potosí 
era el departamento escogido para el inicio de su implementación (Kellert, 1995: 12). 

399 Informe Legal de Consulta “Situación legal de prédios ubicados en el Sector Tarapaya del Departamento de Potosí”, 
elaborado por el abogado Wilson Terán Arizcurinaga. La Paz, 25 de julio de 1995. 
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El objeto dei proyecto era “el cultivo y la explotación racional de peces con miras a la mul- 
tiplicación cuantitativa y mejora cualitativa, para el consumo humano y la repoblación en aguas 
libres (lagos, aguas corrientes, lagunas y estanques naturales o artificiales)” (Claure, s.£). 

El proceso de producción dei centro piscícola contemplaba las siguientes actividades: 

• Traslado a la granja de truchas seleccionadas, tanto hembras como machos adultos. 

• Apareamiento y aclimatación de los animales para iniciar el proceso de cria. 

• Desove de las hembras para la obtención de miles de huevos. 

• Incubación artificial hasta la obtención de pequenos alevinos. 

• Traslado a la sala de alevinaje con el objeto de preservar el grupo y evitar que los peces adul¬ 
tos se coman a las crias. 

• Ambientación dei grupo de alevinos a temperatura normal dei lugar. 

• Conforme crecen, traslado a estanques de crianza según tamano y edad para que desarrollen 
su tamano (razón por la que se tienen estanques de diferentes tamanos). 

• Cuando alcanza buen tamano, extracción para proceder a su comercialización. (QuintaniUa, 
1995) 

Su actividad principal era la crianza de peces con la finalidad de elevar el grado nutri¬ 
cional, y que en Potosí era deficitário en proteínas de origen animal (QuintaniUa, 1995). 

El consultor QuintaniUa reporta que en 1993 cerraron operaciones en el Centro Pis¬ 
cícola Chico Chico y que, para 1995, el proyecto DesarroUo Rural de Áreas Deprimidas 
(DARD) retomo el proyecto piscícola con un alcance menor. Su nuevo objetivo exclusivo 
era el repoblamiento de trucha en las lagunas circundantes. 

Aun así, el Directorio de Cordepo autorizo la privatización dei Centro Piscícola Chico 
Chico el 18 de mayo de 1995 (mediante la Resolución de Directorio n.° 06/95) junto a 
otras nueve empresas de propiedad de Cordepo. Para el efecto, instruyó a su Departa¬ 
mento de Asesoría Legal y Gerencia Administrativa reaUzar el saneamiento legal y conta- 
ble de cada una de las empresas y unidades económicas mencionadas. 

El 31 de juUo de 1995, el FNDR, administrador de un crédito dei BID para apoyar la 
privatización de las empresas púbUcas (Convênio ATN /SF-3586-BO), contrató los ser¬ 
vidos dei consultor individual Zenón A. QuintaniUa E., por encargo y cuenta de la Uni- 
dad de Reordenamiento dei Ministério de CapitaUzación. El objeto dei contrato era rea¬ 
Uzar estúdios de valoración de la “unidad económica Criadero de Truchas Chico Chico” 
(sic); el costo de estos servidos fue de $us 3.800 (Contrato de Consultoria 036/95). 

El informe dei consultor senala que las Umitantes para el desarroUo de este proyecto 
fueron la escasez de agua, el tamano de los estanques (que no permitia un desarroUo óp¬ 
timo de los animales), el problema dei precio de venta y la falta de costumbre social dei 
consumo de pescado (Claure, s.f). 

En cuanto al avalúo, el informe de consultoria detaUa los siguientes valores; 
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Cuadro 174. Avalúo de activos Centro Piscícola Chico Chico ($us), 1995 


1 Descripción de activos 

Valor de reposición 

Valor mínimo ode liquidación | 

Inmuebles 

154.327,00 

61.730,80 

Maquinaria, mobiliário y equipo 

5.811,37 

3.837,99 

Instalaciones especiales 

20.300,00 

8.120,00 

Total 

180.438,37 

73.688,79 


Fuente: Quintanilla, 1995. 


El item de inmuebles correspondería al terreno y a las construcciones civiles; viviendas, 
piletas para cria de peces, canales y obras de infraestructura. El estúdio de valoración del 
centro piscícola estaba destinado principalmente a establecer la base de subasta, que seria el 
valor mínimo o de liquidación, el cual alcanzaría un 40% del valor de reposición. 

No se cuenta con mayor información sobre los actos desarroUados para implementar 
su enajenación. Realizada la consulta a la Gobernación de Potosí, la entidad informa que 
el Proyecto Centro Piscícola Chico Chico le pertenece y que “para el período 1989-2002 
[...] no se cuenta con información referente a la interrupción de operaciones”.'^'^® Por 
tanto, se la registra como unidad desestimada en su enajenación. 

6.1.1.7. Centro Ganadero Rio Mulatos 

El Centro Ganadero Rio Mulatos inició sus operaciones en 1981. La construcción e imple- 
mentación de sus instalaciones se realizó por iniciativa de Cordepo, con la finalidad de crear 
un proyecto de tipo económico social con la colaboración del Programa PL-480 Título III, a 
fin de elevar el nivel de vida del habitante del departamento de Potosí (Quintanilla, 1995b). 

Se trataba de un proyecto destinado al mejoramiento genético y repoblamiento de la 
ganadería crioUa de la región, sin descartar la asistencia técnica y la dotación de ganado 
de raza a escala departamental. 

El proyecto comprendía cinco provincias; Antonio Quijarro, Corneho Saavedra, José 
Maria Linares, Nor y Sur Chichas. La cabana de reproducción estaba localizada en la re¬ 
gión de Jachuma Pampa, Rio Mulatos, província Antonio Quijarro, disponiendo de 4.035 
hectáreas dotadas por las comunidades campesinas de la región en las que se implemen- 
taron praderas para el pastoreo de los animales (Quintanilla, 1995b). 

Los objetivos del proyecto eran los siguientes; 

• Elevar el nivel de vida de los criaderos de ovinos y camélidos del altiplano sur. 

• Crear nuevas fuentes de trabajo. 

• Integrar a la vida nacional a través de la crianza de ovino y camélidos en forma eficiente y 
planificada. 

• Proveer de matéria prima a la industria têxtil y artesanía nacional. 

400 Informe complementario GADP-CM n.° 184/2016 de Maria Angélica Cari López, técnico de Sedag, a Raúl Arcibia 

Laurean, secretario de Desarrollo Agropecuário y Seguridad Alimentaria. En: Informe de Juan Carlos Cejas Ugarte, 

gobernador del departamento de Potosí a Javier Zavaleta López, presidente de la Comisión Especial Mixta de 

Investigación de la Privatización y Capitaüzación. 10 de octubre de 2016. 
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• RacionalÍ 2 ar la comercialÍ 2 ación de lana, carne y cueros, evitando intermediários. 

• Mejoramiento genético de la ganadería ovina y camélida. (QuintaniUa, 1995b) 

El Centro Ganadero Rio Mulatos fue un proyecto dependiente de Cordepo desde 
el inicio de sus operaciones, sin personería jurídica propia. No tenía Registro Único de 
Comercio (RUC), habiendo operado con el RUC de Cordepo. 

Durante el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada, la privatización dei Centro fue 
autorizada por el Directorio de Cordepo (mediante Resolución de Directorio n.° 06/95 
dei 18 de mayo de 1995) junto a la privatización de otras nueve empresas de propiedad de 
Cordepo. A los efectos de esa privatización, instruyó a su Departamento de Asesoría Le¬ 
gal y a su Gerencia Administrativa a realizar el saneamiento legal y contable dei centro. 

Los estúdios de valoración dei Centro se realizaron con recursos provenientes dei BID, que 
eran administrados por el Fondo Nacional de DesarroUo Regional (FNDR). El 31 de julio de 
1995, Oscar Arrien Sandoval, presidente dei FNDR, suscribió el Contrato de Consultoria n.° 
037/95 con Zenón A. QuintardUa E., por encargo y cuenta de la Unidad de Reordenamiento 
dei Ministério de Capitalización. El costo de los servidos prestados fue de $us 4.800. 

El estúdio de valoración realizado por el consultor QuintaniUa se basó en trabajos 
de campo para la verificación de los activos en el sitio y la determinación dei grado de 
conservación y su vida útil. 

Según el informe de consultoria, el Proyecto Ganadero Rio Mulatos no acredita su 
derecho propietario de 4.035 hectáreas de terreno, el cual fuera donado por los comuna- 
rios dei lugar, por lo que recomienda que solo después dei saneamiento de ese derecho 
propietario podria reaUzarse cualquier transferencia dei inmueble. 

Por otra parte, senalaba: 

... el abandono por parte de Cordepo ha dado lugar a que el proyecto, en lugar de ser un pro¬ 
yecto productivo desde el punto de vista económico, se convierta más en un proyecto impro- 

ductivo dando lugar a un consumo económico sin ninguna finalidad... (QuintaniUa, 1995b) 

Argumentaba que la decisión de criar ovinos no habría sido muy acertada, puesto que este 
tipo de ganado requiere de mucho cuidado, siendo necesario un presupuesto elevado. Como 
Cordepo carecia de los recursos, el bato de ganado ovino sufría mermas. Por el contrario, la 
crianza de caméUdos (Uamas y alpacas) habia tenido un buen resultado, requiriendo un control 
veterinário estricto por ser más sensible de contraer epidemias (QuintaniUa, 1995b). 

No temrí lugar un anáhsis de rentabihdad debido a que se trataba de un proyecto para 
el mejoramiento genético y el repoblamiento de la ganadería crioUa de la región, que re¬ 
queria recursos de Cordepo para su funcionamiento. 

En cuanto al avalúo, se reportan los siguientes valores: 
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Cuadro 175. Avalúo de activos Centro Ganadero de Rio Mulatos ($us) (1995) 


Descripción de activos 

Valor de reposición 

Valor mínimo 0 de liquidación | 


Inmuebles 

133.365,00 

66.682,50 

Lote 1 

Equipo y mobiliário 

4.445,95 

2.838,03 


Maquinaria 

7.631,80 

4.8711,69 

Lote 2 

Ganado 

32.055,00 

20.462,00 

Total 

177.497,75 

94.854,22 


Fuente:Quintanilla, 1995b. 

Cabe destacar que los inmuebles del Centro Ganadero fueron avaluados con un valor 
de üquidación menor que la mitad del valor de reposición. 

El Centro Ganadero Rio Mulatos no fue ofertado para su venta. Según el infor¬ 
me de consultoria de 1995, el proyecto fue abandonado por Cordepo. La política de 
abandono de un proyecto de importância para el desarrollo pecuário de esa región 
potosina constituye un dano difícil de reparar. Sin embargo, ante consulta realizada 
a la Gobernación de Potosí, esta informa que el Centro Ganadero Rio Mulatos le 
pertenece y que “para el período 1989-2002 (...) no se cuenta con información re¬ 
ferente a la interrupción de operaciones”.'**’' Por tanto, se la registra como unidad 
desestimada en su enajenación. 

6.1.1.8. Centro Productivo de Camélidos Tomave 

No se cuenta con documentación del origen y antecedentes del Centro Productivo 
de Camélidos Tomave, pero se sabe que, en 1995, la Unidad de Reordenamiento, 
dependiente del Ministério de Capitalización, había identificado 82 unidades econó¬ 
micas (empresas) a ser transferidas al sector privado (UR, 1995). Entre esas empre¬ 
sas figura el Centro Productivo de Camélidos Tomave en la categoria de “empresas 
incluídas adicionalmente”. 

El 29 de mayo de 1995, el Ministério de Capitalización emitió la Resolución 
Ministerial n.° 23/95 autorizando la contratación de martilleros para la venta, en 
subasta pública, de varias unidades económicas de las Cordes, entre las cuales fue 
incorporado el Centro Productivo de Camélidos Tomave (paquete n.° 2). Esa Re¬ 
solución aprobaba también el Pliego de condiciones que fuera elaborado por la 
Unidad de Reordenamiento para esa subasta pública, documento que no pudo ser 
encontrado en el Repositorio de la Privatización del Archivo del Ministério de De¬ 
sarrollo Productivo y Economia Plural. 

Realizada la consulta respecto a la situación actual de esta unidad, la Gobernación de 
Potosí informa que no conoce de la existência de esta unidad económica por lo que no pudo 
informar acerca del destino de sus bienes. Se la registra como unidad económica cerrada. 


401 Informe complementario GADP-CM n.° 184/2016 de Maria Angélica Cari López, técnico de Sedag, a Raúl Arcibia 
Laurean, secretario de Desarrollo Agropecuário y Seguridad Alimentaria. En: Informe de Juan Carlos Cejas Ugarte, 
gobernador del departamento de Potosí a Javier Zavaleta López, presidente de la Comisión Especial Mixta de 
Investigación de la Privatización y Capitalización. 10 de octubre de 2016. 
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6 . 1 . 1 . 9 . Terminal de Buses Potosí 

Es un servicio de terminal de transporte interdepartamental e interprovincial de autobu- 
ses desde la ciudad de Potosí. 

En 1995, la Unidad de Reordenamiento, dependiente dei Ministério de Capitalización, 
había identificado 82 unidades económicas (empresas) que debían ser transferidas al sec¬ 
tor privado (UR, 1995). Entre estas figuraba la Terminal de Buses de Potosí. 

El 18 de mayo de 1995, el Directorio de Cordepo autorizó la privatización de la Ter¬ 
minal de Buses de la ciudad de Potosí (mediante la Resolución de Directorio n.° 06/95) 
junto a otras nueve empresas de su propiedad. Para el efecto, instruyó a su Departamento 
de Asesoría Legal y Gerencia Administrativa a realizar el saneamiento legal y contable de 
cada una de las empresas y unidades económicas mencionadas. 

El 27 de junio de 1995, el Fondo Nacional de DesarroUo Regional (FNDR), entidad 
administradora de los recursos dei Banco Interamericano de DesarroUo (BID) para apo- 
yar la privatización, suscribió el Contrato de Consultoria n.° 004/95 con la firma Berthin 
Amengual Asociados, por encargo y cuenta de la Unidad de Reordenamiento dei Ministé¬ 
rio de CapitaUzación. El objeto dei contrato era reaUzar estúdios de valoración de cuatro 
empresas de servicios, entre las cuales se encontraba la Terminal de Buses de Potosí. El 
costo de los servicios prestados fue de $us 56.000, correspondiendo a la Terminal de 
Potosí la cuarta parte de ese monto: $us 14.000. 

La falta de documentación sobre el derecho propietario impidió su enajenación, man- 
teniéndose como empresa púbUca con continuidad institucional; por tanto, se la registra 
entre las empresas desestimadas en su enajenación. 

Actualmente, solo presta servicios de terminal de transporte interprovincial, porque 
existe otra para el servicio de transporte interdepartamental. 

6 . 1 . 1 . 10 . Hotel Prefectural IV Centenário 

La construcción dei Hotel Prefectural IV Centenário empezó en 1938 y sus servicios 
desde 1968. Está ubicado en la Plaza dei Estudiante de la ciudad de Potosí, contíguo 
al Teatro IV Centenário. Se trataba de un hotel colonial, clasificado como hotel de una 
estreUa, que operaba bajo dependencia directa de la Prefectura de Potosí, sin personería 
jurídica propia. Contaba con 21 habitaciones para una capacidad de 55 camas (13 dobles, 
siete triples, una cuádruple y dos suites), salón de reuniones, agua caUente en algunos 
cuartos, lavanderia y estacionamiento (Conam-Audicomp, 1993). 

El 23 de octubre de 1992, el Ministério de Planeamiento y Coordinación suscribió 
contrato de consultoria con el consorcio Conam-Audicomp SRL'^®^ para la evalua- 
ción de una cabana y siete hoteles prefecturales, entre los cuales estaba el Hotel ‘TV 


402 El contrato fue suscrito por Flavio Escóbar lianos, subsecretário de DesarroUo Socio Económico, por el Ministério 
de Planeamiento y Coordinación; y por Luis Iriarte Saavedra, como representante dei consorcio Conam-Audicomp. 
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Centenário”, con el denominativo de “Hotel Potosí” El pago total por los servi¬ 
dos prestados fue de $us 79.213, correspondiendo al hotel potosino la suma de $us 
9.901,63. La selecdón de este servido de consultoria estuvo a cargo de la agencia de 
compras C3D, por un monto de $us 6.000 para 14 empresas a ser evaluadas, corres¬ 
pondiendo a cada una la suma de $us 428,57. Por tanto, por concepto de consultorias 
para la privatización de este hotel se gastaron $us 10.330,20. 

El informe elaborado por el consorcio Conam-Audicomp, detaUaba el valor de los 
siguientes activos; 


Cuadro176.Avalúo de activos del Hotel IV Centenário ($us) (1993) 


1 Descrlpclón de la construcción 

Avalúo 

Sótanos 

272.592 

Salones y servidos generales 

320.096 

Habitaciones para huéspedes 

397.222 

Ambientes sin terminar 

208.572 

Piscina cubierta 

109.760 

Verja 

3.600 

Terreno 

270.830 

Total 

1.582.672 


Fuente: Conam-Audicomp, 1993. 


Además, el consorcio estableció otros valores menores. Sobre la base de que la explo- 
tación del hotel era viable, determino un precio base de venta a partir del Valor Actual 
Neto (VAN), en los siguientes términos; 

... el precio base de venta del hotel Prefectural de Potosí debería partir de $us 471.400 que 
es el VAN a 5 anos plazo y 18% de descuento, con los precios actuales. Sin embargo, y con el 
propósito de mejorar el valor de referencia, creemos que una administración propia y privada, 
más las refacciones recomendadas, podría mejorar la atención al público, la preferencia de éste 
y la aceptación de nuevos precios. De esta manera, el valor según este método podría llegar 
a $us 507.400 en 5 anos con un 27,6% de Factor de Ocupación y con los precios actuales 
(Conam-Audicomp, 1993: 39). 

Finalmente, estableció lo siguiente: 

... en caso de transferido mediante subasta pública creemos que la base de referencia no 
debería ser inferior a $us 507.400... Si se vende al gobierno Espanol o a la CEE [Comunidad 
Económica Europea] se podría pedir, con relativa facibdad, hasta $us 1.066.381 (Conam-Au¬ 
dicomp, 1993: 2). 


403 El objeto del contrato referia estúdios de siete hoteles prefecturales: de Oruro, de Potosí, de Tarabuco y de Camargo 
(Chuquisaca), de Pando, de Liriuni (Cochabamba), y de Tarija; y Cabana Prefectural, también de Tarija. 
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Para 1993 —ano dei estúdio de consultoria encargado por la CEEP a través dei Minis¬ 
tério de Planeamiento y Coordinación— el hotel albergaba al Programa de Cooperación 
Espanola, que ocupaba cinco ambientes como aulas y laboratorios dei taUer de adiestra- 
miento para técnicos restauradores. 

Por otra parte, el informe legal elaborado por el consorcio Conam-Audicomp determi¬ 
no que la Prefectura de Potosí no contaba con documentación que acreditara el derecho 
propietario dei inmueble, demostrando este hecho con certificaciones emitidas por la Alcal- 
día Municipal y por la Notaria de Hacienda de Potosi. Ante eUo, la sugerencia reíiere iniciar 
un trâmite de usucapión dei bien inmueble ante autoridad judicial competente, debiendo 
cumpltrse con: posesión continuada, buena fe y el transcurso dei tiempo (10 anos). 

El proceso de enajenación dei Hotel Prefectural IV Centenário, en la modaüdad de 
venta, no prospero; pero fue cerrado como efecto de ese proceso. Luego de vários anos 
fue reabierto por la Gobernación dei departamento de Potosi para el funcionamiento de 
la reciente Asamblea Legislativa Departamental. 

6.I.I.II. Administración Autónoma para Obras Sanitarias Potosí (AAPOS) 

El Departamento de Agua Potable dependiente de la Alcaldia Municipal fue durante los 
anos 1962 a 1972 el organismo encargado de manejar y controlar el agua potable en la ciu- 
dad de Potosi. Frente a la creciente demanda y exigencia de mejor servido, nació como ins- 
titución especializada la Administración Autónoma para Obras Sanitarias Potosi (AAPOS), 
mediante Decreto Supremo n.° 10221 dei 21 de abril de 1972 (anesapa.org). 

Al momento de su creación, la empresa fue proyectada en los siguientes términos; 

Créase la Administración Autónoma para Obras Sanitarias AAPOS, Potosí, como Servido 
Autónomo para el abastedmiento y prestadón de servidos de agua potable y alcantarillado, 
con jurisdicción, y domicilio en la ciudad de Potosí, teniendo duración indefinida y plena ca- 
pacidad para ejercitar todos los activos de la vida jurídica... 

AAPOS, Potosí, prestará los servidos de agua potable y alcantarillado de la ciudad de Potosí, 
prévios los estúdios técnicos y económicos, a cuyo efecto gozará de personería jurídica propia 
y autonomia de gestión (DS 10221, arts. 1 y 2). 

La empresa de servicios de agua potable y alcantarillado de Potosí fue incorporada al 
proceso privatizador por la CEEP en 1992, siendo identificada como empresa de carácter 
municipal (CEEP, 1993). 

Sin embargo, las acciones tendientes a su enajenación no avanzaron y AAPOS no fue 
privatizada. Se la registra como empresa municipal desestimada en su enajenación y con 
continuidad institucional. 
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6 . 1 . 1 . 12 . Empresa Municipal de Transporte Automotor (EMTA Potosí) 

Las empresas municipales de transporte tuvieron su origen en la Empresa Nacional 
de Transporte Automotor (ENTA), creada en 1983 por el gobierno de Hernán Si- 
les Zuazo, para que proporcione un transporte eficiente y barato a la ciudadanía; era 
una entidad descentralizada, con autonomia de gestión administrativa y financiera (DS 
19460, 14/03/ 1983). 

El 29 de agosto de 1985, el gobierno de Víctor Paz Estenssoro implemento la política 
neoliberal que entre sus principales medidas dispuso la disolución de ENTA y la transferencia 
de sus activos a las alcaldías capitales de departamento (DS 21060,29/08/1985; art. 122). 

En ese marco, los activos de ENTA que prestaban servicios en la ciudad de Potosí 
fueron transferidos a la Alcaldía Municipal de esa ciudad, dando lugar a la creación de la 
Empresa Municipal de Transporte Automotor de Potosí (EMTA Potosí). 

EMTA Potosí fue incorporada al proceso privatizador en 1992 por la Comisión de 
Evaluación de la Empresa Pública (CEEP), en su carácter de empresa municipal. Sin 
embargo, no prosperaron las acciones para su venta. 

EMTA Potosí fue cerrada, al igual que todas las empresas municipales de transporte 
que hubo en el país. No se tiene información precisa sobre el ano de cierre ni sobre el 
destino de sus activos. 

6.1.1.13. Servicios Eléctricos Potosí SA (Sepsa) 

Esta empresa fue fundada el 23 de junio de 1969 y su personería jurídica fue reconocida 
mediante Resolución Suprema 156701 del 30 de abril de 1971 como sociedad anónima, 
bajo el denominativo de Servicios Eléctricos Potosí SA (Sepsa). A tiempo de ser crea¬ 
da, los objetivos de Sepsa eran; producir, adquirir, transportar, distribuir y comerciali¬ 
zar energia eléctrica (Acevedo & Asociados, Informes finales). Sin embargo, se dedicó 
básicamente a la distribución de energia eléctrica comprada a ENDE, suministrando 
energia en el área urbana de la ciudad de Potosí y diversas poblaciones de las provindas 
Alonso de Ibánez, Chayanta, Tomás Frias, CorneHo Saavedra, José Maria Linares y 
Antonio Quijarro (galeon.com). 

En el marco de la Ley 1654 de Descentralización Administrativa, de 28 de julio de 
1995, que dispone la disolución de las corporaciones regionales de desarroUo y la transfe¬ 
rencia de su património a las prefecturas, el património de Cordepo (paquete accionario 
mayoritario en Sepsa) se transfiere a la Prefectura de Potosí. Los otros accionistas de 
Sepsa son ENDE y la Alcaldía Municipal de Potosí. 

La composición accionaria, determinada por la consultora Acevedo & Asociados, 
hasta el 31 de diciembre de 1995, se presenta en el siguiente cuadro: 
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Cuadro 177. Participación accionaria de Sepsa (1995) 


1 Accionista 

% participación 

Monto (Bs) 1 

Prefectura dei Departamento de Potosí 

96,75 

9.675.000 

ENDE 

2,10 

210.000 

Alcaldía Municipal de Potosí 

1,15 

115.000 

Total 

100 

10.000.000 


Fuente: Acevedo & Asociados, 1996. 


La privatización de Sepsa se inicio en 1996, en el marco de la Ley 1604 de Electricidad dei 
21 de diciembre de 1994, que autorizó transferir las acciones estatales en las empresas eléctricas 
de distribución en favor de privados (art 74). En ese sentido, el 6 de enero de 1996, Gonzalo 
Sánchez de Lozada y su gabinete instruyeron, mediante Decreto Supremo 24210, que, 

... ENDE, Comibol y la Prefectura dei Departamento de Potosí transferirán sin costo alguno 
al Ministério sin Cartera Responsable de Capitaiización su participación accionaria en Sepsa, 
correspondiente a los aportes de capital ya efectuados por estas y de los aportes que las mismas 
efectúen de conformidad al presente decreto supremo (Art. 4). 

La totalidad de la participación accionaria en Sepsa transferida de conformidad al artículo anterior, 
será vendida por el Ministério sin Cartera Responsable de Capitaiización, en favor de inversionistas 
privados, nacionales y/o extranjeros mediante Ucitación pública internacional. (Art. 5) 

Sin embargo, estas disposiciones no lograron implementarse durante el gobierno de 
Gonzalo Sánchez de Lozada. 

En el gobierno de Hugo Banzer y Jorge Quiroga, las atribuciones para la priva tización 
de empresas públicas fueron transferidas al Ministério de Comercio Exterior e Inversión 
(MCEI), mediante Ley 1788 de Organización dei Poder Ejecutivo, de 16 de septiembre 
de 1997. Consiguientemente, las tareas encargadas al ex Ministério de Capitaiización res- 
pecto de la privatización de Sepsa (y de SETAR de Tarija) también fueron transferidas al 
MCEI, mediante DS 25635 dei 7 de enero de 2000. 

Empero, en la gestión gubernamental de Banzer y Quiroga (1997-2002) tampoco 
se pudo concretar la enajenación de Sepsa, resignando esta acción con el DS 25974 dei 
9 de noviembre de 2000, cuyo artículo 1 determinó la transferencia de las acciones dei 
MCEI en Sepsa en favor de la Prefectura dei Departamento de Potosí, precisando que; 
“La participación accionaria transferida (...) no podrá ser enajenada u otorgada en cual- 
quier forma de garantia por la Prefectura y Comandancia General dei Departamento de 
Potosí” (DS 25974, art. 2). 

Por tanto, se la registra como empresa desestimada en su enajenación y con continui- 
dad institucional. 
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6.2. Caso de estúdio: Línea Aérea Imperial (LAI) 

6.2.1. Aspectos generales 

La Línea Aérea Imperial (LAI) era una empresa pública descentralizada, dependiente de 
Cordepo, con autonomia de gestión administrativa, técnica y financiera, con património 
independiente y personalidad jurídica reconocida por Resolución Suprema 199141. 

Cordepo decidió crear la línea aérea potosina con el objetivo de generar desarrollo 
turístico, comunicando a Potosí con el resto del país a través de un transporte aéreo 
regular, fiable y rentable (Le Groupe, 1992). El 3 de mayo de 1979 aprobó el estúdio 
“Servicio Aéreo Potosí-La Paz-Potosí”, encargado a la Consultora Prado Zambrana 
por un costo de $us 26.232. 

El 17 de mayo de 1979, el Gobierno boliviano emitió el Decreto Supremo 16482 que 
autorizo a Cordepo la compra de una aeronave para LAI y le instruyó realizar los trâmites 
pertinentes para la organización, instalación y puesta en marcha de la línea aérea. 

El 10 de juho de 1979, Cordepo concreto la compra de una aeronave para la Hnea 
en marcha a constituirse, en el precio de $us 1.323.416,50,'^°^ con recursos propios, en 
tres cuotas, de la firma Swaerigen Aviation Corporation.'^'*^ Era un avión Metro II TUR- 
BO-PROP para 20 pasajeros y dos tripulantes, de fabricación estadounidense, presuriza- 
do con motores Garret, al que se otorgaría el Registro n.° 988 (del 17 de agosto de 1979) 
y la matrícula CP-1516 (del 20 de agosto de 1979) en el Registro Aeronáutico Nacional 
(RAN), dependiente de la Dirección General de Aeronáutica Civil.'"*’ 

El Acta de fundación de la empresa aérea potosina, suscrita por los miembros del 
Directorio de Cordepo el 25 de juho de 1979, considera; 

... procedente la fundación de una empresa que funcionará bajo la denominación de Línea 
Aérea Imperial, usando la sigla LAI, destinada al transporte de pasajeros, carga y encomiendas, 
inicialmente en la ruta Potosí-La Paz-Potosí, pudiendo ulteriormente ampliar este servido a 
otros distritos del país.'"’® 


404 El estúdio sobre “Servido Aéreo Potosí-La Paz-Potosí” está referendado en la Resoludón n.° 026/79 del 7 de junio 
de 1979, del Directorio de Cordepo, transcrita en el Testimonio n.° 25, de 10 de julio de 1979, de compraventa de la 
primera aeronave, realizada por Cordepo para la empresa que se constituirá después con el nombre de LAI. 

405 Testimonio 25 del 10 de julio de 1979. Escritura Pública referente a la adquisición de un avión Metro II, en favor 
de la Corporación Regional de Desarrollo de Potosí, representada por su presidente, Ing. Gü Villegas Michel, por la 
suma de $us 1.323.416,50, firma el contrato Fernando Leyva Gareca, por la empresa Swaerigen Aviation Corporation. 
Archivo del Ministério de Desarrollo Productivo y Economia Plural - Repositorio de la Privatización y Capitalización. 
Serie: M-70 LAI. Caja 121. Cód.: 20 LAI, 1996). 

406 La minuta de compraventa de la aeronave fue suscrita el 10 de julio de 1979 por Gü ViUegas M. en representación de 
Cordepo. 

407 Certificado de Matricula 988 del 17 de agosto de 1979, de la Dirección General de Aeronáutica Civü, que registra la 
aeronave de LAI con la matricula CP-1516. 

408 El Acta de Constitución de LAI se encuentra transcrita en la Escritura Pública de Constitución, Testimonio 560/79, 
de 12 de septiembre de 1979. 
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La escritura pública de constitución fue aprobada mediante Testimonio n.° 560/79, 
dei 12 de septiembre de 1979, por el notário de Fe Pública Augusto ReviUa Aldana. Los 
activos de la empresa al momento de la constitución fueron de Bs35.448.233, equivalentes 
a $us 1.446.276,'^°^ íntegramente pagados por Cordepo en cumplimiento de la Resolución 
de Directorio 33/79, dei 25 de juHo de 1979 (Testimonio 560/79,12/09/1979).'^^'’ 

LAI inicio operaciones en octubre de 1979 empleando su único avión con matrícula 
CP-1516, con una licencia provisional. 

El 19 de agosto de 1980, LAI adquirió una segunda aeronave de iguales características 
que la primera, por la suma de $us 1.523.310,'’” pagaderos en dos cuotas con recursos 
propios. Las cuotas serían de $us 150.000 a la compra y $us 1.373.310 a cancelarse el 30 
de octubre de 1980, en cumplimiento de los Decretos Supremos 17509 y 17510 dei 11 de 
juHo de 1980. La aeronave fue registrada con matrícula CP-1635 (n.° de Registro 1107) 
dei 12 de diciembre de 1980, en el Registro Aeronáutico Nacional (RAN), dependiente 
de la Dirección General de Aeronáutica Civil (DGAC).'”^ 

LAI obtuvo los respectivos permisos para la operación de sus dos aeronaves; el últi¬ 
mo tema vigência hasta el 6 de octubre de 1990, habiendo sido aprobado por Resolución 
Ministerial 1345, dei 6 de octubre de 1987, por el lapso de tres anos, pero “Por decisión 
interna dei Directorio de la LAI y el Directorio de Cordepo LAI, se decidió suspender 
operaciones en el ano 1989” (Le Groupe, 1992; 7). 

6.2.2. El proceso de privatización de LAI 

Antes de la descripción y el anáhsis dei proceso de privatización de LAI, se presenta la 
cronologia de los principales hechos sucedidos. 


Cuadro 178. Cronologia de la privatización de LAI 



409 El monto en dólares americanos está consignado en el Informe “F” Final de la consultora Le Groupe, evaluadora de 
la empresa LAI en 1992. 

410 Testimonio 560/79. Escritura Pública de constitución de la empresa linea Aérea Imperial bajo la sigla LAI, con un 
capital de pesos bolivianos de 35.448.233, lo otorgan los directores titulares de la Corporación Regional de DesarroUo 
Potosí. Potosí, 12 de septiembre de 1979. Archivo dei Ministério de DesarroUo Productivo y Economia Plural- 
Repositorio de Privatización. Serie: M-70 LAI. Caja 121. Cód.: 20 LAI, 1996 (ver Anexo 4). 

411 Se convino como precio de compra un monto 5% menor al monto aprobado por el DS 17510, de 11 de juUo de 1980 
que fijaba |us 1.603.485, a cambio de que la entrega se reaUce en los Estados Unidos por no haber distribuidor en BoUvia. 
La minuta dei contrato de compraventa fue firmada por el presidente a.i. de Cordepo, GuUlermo Aguirre Palma y el 
representante de la empresa, Fernando Le}va Gareca; intervienen en la firma dei contrato el Contralor Departamental 
Edgar Barrientos C., y el representante dei Ministério PúbUco, Erick Morales (Escritura PúbUca 19/80). 

412 Certificado de Matrícula 1107, de 12 de diciembre de 1980, de la Dirección General de Aeronáutica Civil, que registra 
la aeronave de LAI con la matrícula CP-1635. 
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1995.10 de abril. DS 23991. Aprueba Reglamento a la Ley de Privatización, procedimiento para privatizar las empresas 
públicas a cargo del Ministério de Capitalización y la Unidad de Reordenamiento. 

1995.13 de abril. RS 215521. Aprueba procedimiento para privatización de las empresas públicas. 

1995.25 de abril. Resolución Codena N.° 02/95, autoriza al Ministério de Capitalización la privatización de 47 empresas entre 
lasqueseencuentraLAI. 

1995.18 de mayo. Resolución Directorio Cordepo 6/95, autoriza la venta de las empresas de Cordepo, entre las que seencuentra LAI. 
1995,23 de mayo. Carta de la UR comunicando a Eduardo Rivas que fue seleccionado como consultor individual para la 
evaluación económica de los activos de LAI. 

1995.29 de mayo. Contrato de Consultoria 019B/95 firmado por el FNDR con Roberto Jáuregui para la evaluación, valorización 
y definición de estratégias de transferencia al sector privado de LAI. 

1995.14 de junio. Carta de Eduardo Rivas comunicando su desistimiento para realizar el estúdio de LAI y delegando esa 
responsabilidad a Roberto Jáuregui. 

1995,4,8 y 11 de junio. Publicación de la Convocatória a Licitación Pública para la venta de los activos de LAI (MC/SNCI/UR/LIC-002/95). 
1995,16 de junio. Resolución Ministerial 032/95 aprueba el Plan específico y el Pliego de condiciones MC/SNCI/UR/LIC-002/95, 
para la Licitación Pública de LAI. 

1995.28 de julio. Ley de Descentralización Administrativa. Disuelve las Cordes y transfiere su património al dominio y uso 
departamental, bajo administración y responsabilidad de los prefectos. 

1995,3 de agosto. RS 216145. Normas Básicas del Sistema de Administración de Bienes y Servidos. 

1995.11 de agosto. Enmienda 1. Modifica fecha para vuelos de prueba de las aeronaves. 

1995.14 de agosto. Enmienda 2. Modifica fecha de recepción de propuestas para 29/08/1995; también se abrirá el sobre A. 
Apertura de sobres B para 31/08/1995. 

1995.26 de agosto. Enmienda 3. Modifica fecha de recepción de propuestas para 19/09/1995; también se abrirá el sobre A. 
Apertura de sobres B para 21/09/1995. 

1995,9 de septiembre. Enmienda 4. Modifica lugar de recepción de propuestas. 

1995.15 de septiembre. Resolución Ministerial 078/95. Designa vocales de la Comisión Calificadora para la Licitación de los activos de LAI. 

1995.19 de septiembre. Acta de la Licitación Pública Invitación MC/SNCI/UR/LIC-002/95, recibe una propuesta y declara 
desierta la licitación por contar con un solo proponente. 

1995,23 de septiembre. Aviso de prensa Segunda Convocatoria a Licitación Pública de los activos de LAI. 

1995,25 de septiembre. Enmienda 5. Reduce requisitos para empresas extranjeras, define fecha de recepción y apertura de 
propuestas (sobres A y B), para el 6 de octubre de 1995. 

1995.6 de octubre. Acta de la Segunda Licitación Pública. Invitación MC/SNCI/UR/LIC - 002/95; el libro de recepción de 
propuestas registra dos: una recibida en la fecha, y otra del 21 de septiembre de 1995, recibida vía fax (se descarta por no 
cumplir con los requisitos de la convocatoria). 

1995,19 de octubre. Informe de recomendación de la Comisión Calificadora recomienda adjudicar la Licitación Pública de LAI a 
favor de la propuesta presentada por 55 Telecom Bolivia SRL. 

1995.21 de noviembre. DS 24163. Adjudica los activos de LAI, en favor de 55 Telecom Bolivia SRL. 

1995.29 de diciembre. DS 24206. Reglamento a Ley de Descentralización. 

1996.22 de enero. Convénio y Acuerdo de Pago entre UR y la adjudicataria, para ampliar el plazo de validez de las boletas de 
garantia de seriedad de propuesta y el pago parcial de $us 100.000 a la Unidad de Reordenamiento. 

1996,1 de marzo. Minuta de Compra-Venta de los activos de LAI a 55 Telecom Bolivia SRL. 

1996.7 de marzo. Recibo de entrega de dos cheques por la venta de activos de LAI, del ministro de Capitalización al prefecto de 
Potosí, uno por $us 100.000 y otro por $us 500.500. 

1996.12 de marzo. Escritura Pública de Aclaración de Transferencia y Derecho propietario, suscrito por Emmy Chase a favor de 
Mario Ahez Hurtado, Erwin Greminger Durán y Carlos Deifín Ameller. 


:, 2018 . 
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En 1991, elgobierno de Jaime Paz Zamora determino la transferencia de esta empresa 
al sector privado incorporándola en la Hsta de las 60 empresas de las Cordes a privatizarse 
por determinación dei Decreto Supremo 22836 (14/06/1991). 

La intervención de la Comisión de Evaluación de la Empresa Pública (CEEP) en las 
acciones privatizadoras de las empresas de las Cordes se inicio el 3 de jubo de 1991, al am¬ 
paro de un Convênio de Asistencia Técnica suscrito por cada Cordes con el presidente de 
la CEEP y ministro de Planeamiento y Coordinación. Para el caso de Cordepo, lo suscribie- 
ron Carlos Zubieta, presidente de Cordepo, y Enrique Garcia, ministro de Planeamiento y 
Coordinación, dando cumpbmiento a lo previsto en el DS 22836 (arts. 21 al 24). 

El procedimiento que se temú previsto aplicar al proceso privatizador, conducido por 
la CEEP, fue; 

• Contratación de consultoras para que reabcen estúdios de viabibdad técnico-econó¬ 
mica, valuación y propuesta de estratégia de privatización. 

• Aprobación de los informes de las consultoras por la CEEP y por el Directorio 
de las Corporaciones, para la posterior aprobación dei Plan específico (estratégia 
de privatización) y Pbego de condiciones por el Consejo Nacional de Economia y 
Planificación (Coneplan). 

• Convocatoria para bcitación pública o subasta (de acuerdo a la estratégia aprobada), 
en el marco dei Pbego de condiciones. 

• Adjudicación de la unidad económica o los activos, mediante Decreto Supremo (si se 
hizo bcitación púbbca), o por resolución dei Coneplan (si se hizo por subasta). 

• Suscripción dei contrato de compraventa y entrega de los bienes. 

• Depósito de los recursos netos de la venta a una cuenta abierta para el efecto en el 
Banco Central de Bobvia (BCB). 

A continuación, se sintetiza el procedimiento que se siguió para transferir LAI al 
sector privado. 

6.2.2.1. Contratación de consultora evaluadora, 1992 

La agencia de compras gubernamentales PNUD/OSP (Oficina de Servicios para Proyec- 
tos dei Programa de las Naciones Unidas para el Desarrobo) fue la entidad responsable 
de la elaboración dei pbego de invitación para la bcitación de las empresas consultoras 
nacionales e internacionales independientes, encargadas de la reabzación de los estúdios, 
estratégias y asesoramiento para la privatización de la empresa LAI. 

El 15 de noviembre de 1991 se remitió la invitación para la Licitación Púbbca OSP/ 
BOL 520/583-BID, a las consultoras interesadas en prestar asistencia técnica para en¬ 
carar los estúdios de evaluación dei paquete de empresas de las Cordes denominadas 
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“Empresas que no operan”/^^ entre las cuales fue consignada LAI. 

Las propuestas técnicas se abrieron el 10 de enero de 1992 y, para fines de ese 
mes, PNUD/OSP remitió a la CEEP la lista de proponentes que superaron el pun- 
taje mínimo previsto de 60%. La consultora mejor calificada fue la canadiense Le 
Groupe SM International Inc., con quien se sostuvieron negociaciones hasta el 11 
de marzo de 1992, fecha en la que se determino que la consultora realizaria estúdios 
para la privatización de siete empresas, incluida LAI, por un honorário fijo de $us 
195.000, más impuestos, haciendo un total de $us 230.763,00, correspondiendo a 
cada empresa la suma de $us 32.966,14. 

Por los términos del contrato, suscrito el 2 de abril de 1992, la consultora Le Groupe 
debía determinar la viabihdad técnico-económica de LAI, la valoración de sus activos y la 
estratégia para privatizar LAI,"^^"^ en un plazo de 80 dias computables a partir de la firma 
del acta de iniciación del trabajo, esto es, a partir del 6 de abril de 1992.'^^^ Roxana Díaz 
asumió la responsabihdad de coordinar el proceso de privatización de LAI a nombre del 
Ministério de Planeamiento y Coordinación.'^^'^ 

El representante legal de la consultora Le Groupe SM International Inc. durante la 
etapa de negociación del contrato fue Carlos del CastiUo, asumiendo posteriormente esa 
responsabihdad José Gabino Vihanueva (hasta la conclusión del contrato). 

En la presentación de propuestas (enero de 1992), la consultora Le Groupe SM Inter¬ 
national presentó como equipo técnico bohviano a la Sociedad de Auditores y Consulto¬ 
res SA y a Edgar Lanza Borja como asesor legal. Para fines de abril de 1992, reemplazó 


413 Las empresas que no operaban al momento de la ücitación eran: Empresa Forestal Pecuaria Tarija (Emfopet), 
Fábrica de Envases de Vidrio “Cristalería Oscar Alfaro” (Criosal), Laminadora de Goma SAM (Lamigosam), Línea 
Aérea Imperial (LAI), Industria Papelera de Tarija (IPTASA), Frigorífico Los Andes (Friandes) y Servido de Energia 
Eléctrica de Cobija (Secobija). 

414 Los objetivos según contrato fueron: “1) Determinar la viabilidad técnico-económica de las empresas; 2) Establecer 
el valor de mercado de las empresas de acuerdo a critérios económicos adecuadamente establecidos y aconsejando 
sobre la mejor modaiidad a utilizar en la fijación del precio de la transacción para la operación de la transferencia; 3) 
Establecer el modus operandi más apropiado y el cronograma para la privatización, las recomendaciones sobre el tipo 
de comprador a seleccionar y los critérios para evaluar y negociar las ofertas que se reaücen y si fuera el caso, establecer 
el método más apropiado para la liquidación; 4) Preparar i) las bases del pHego o el prospecto, que se utilizará en la 
ücitación o concurso público para transferir las empresas, ü) el sistema de caüficación para la evaluación de las ofertas 
y iü) el borrador de contrato tipo a utilizar en la negociación de su transferencia; 5) Asesorar sobre los aspectos legales 
y jurídicos durante todo el proceso de privatización, maximizando la transparência; 6) Asistir a la CEEP en la venta o 
liquidación de la empresa, en base a las ofertas presentadas en la ücitación o concurso público.” Informe de Roxana 
Díaz, de 31 de marzo de 1993. Archivo del Ministério de Desarrollo Productivo y Economia Plural - Repositorio de 
la Privatización y Capitaüzación. Serie: M-70 LAI. Caja 121. Cód.: 18 LAI, 1992. 

415 Acta de iniciación de trabajos suscrita entre Flavio Escobar, representante de la Unidad Ejecutora del Reordenamiento 
de la Empresa Púbüca y José Gabino Vülanueva Gutiérrez, representante legal de la consultora Le Groupe SM 
International Inc., 6 de abril de 1992. Archivo del Ministério de Desarrollo Productivo y Economia Plural - Repositorio 
de la Privatización y Capitaüzación. Serie: M-70 LAI. Caja 121. Cód.: 18 LAI, 1992. 

416 En marzo de 1992, Mario Requena, por entonces subsecretário de DesarroUo Socio Económico del Ministério de 
Planeamiento y Coordinación, comunicó a las diferentes Cordes que, una vez suscritos los contratos de servidos 
para la evaluación y estratégia de venta de las empresas, la CEEP había designado a los funcionários responsables 
del seguimiento y coordinación de dichos contratos ante las empresas consultoras y ante las Corporaciones. Para el 
caso de LAI, el funcionário designado era Patricio Garrett M., pasando luego esta responsabüidad a Roxana Díaz, 
funcionaria de la Divlsión de Evaluación y Privatización de la CEEP, desde finales de mayo de 1992. 
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a la Sociedad por la empresa de Consultoria CAEM Ltda. y al Dr. Lanza por el bufete de 
Valentina Crespo Fernández. 

La consultoria fue desarroUada por consultores canadienses y bolivianos. 

El trabajo de la consultora concluyó después de transcurrido un ano, sin que se haya 
privatizado LAI ni las otras empresas cuyos estúdios estuvieron a su cargo. 

Para la evaluación de LAI, también se identifico la participación de la consultora Price 
Waterhouse, que intervino en el tema contable por instrucciones dei Ministério de Pla- 
neamiento y Coordinación, en octubre de 1992. 


6 .2.2.2. Valuación de la empresa y estratégia de privatización 

Para juHo de 1992, la consultora Le Groupe SM International Inc. evaluó los activos de la em¬ 
presa LAI a partir de una inspección detaUada de las aeronaves y la verificación de su precio en 
el mercado, recomendando que los repuestos fueran vendidos junto a cada avión. 


Cuadro 179. Valuación de las aeronaves de LAI. Le Groupe (1992) ($us) 


Aeronave 

Precio 

Protnedio 

-f 10% ausência 
de corrosión 

+ repuestos 

+ 30% reciente revisión 
motores y hélices 

Total aproximado 

CP-1516 

700.000 

70.000 

100.000 

210.000 

1.080.000 

CP-1635 

750.000 

75.000 

100.000 

— 

925.000 

Total general 

2.005.000 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en el lnforme"F"de Le Groupe SM International Inc (1992). 


De acuerdo al informe “F” presentado por la consultora Le Groupe SM International 
Inc. en julio de 1992, la valuación de los activos de LAI era de $us 2.005.000. Para marzo de 
1993, la consultora reportó un avalúo de $us 1.878.944, reduciendo el valor de los repuestos 
de $us 200.000 a menos de $us 74.000, como se puede apreciar en el siguiente cuadro; 


Cuadro 180. Valuación de los activos de LAI. Le Groupe (1993) ($us) 


Aeronave 

Valuación aeronave 

Valuación repuestos y equipos auxiliares 

Monto 

CP-1516 

825.000 

36.917 

861.917 

CP-1635 

980.000 

37.027 

1.019.027 

Total general 

1.878.944 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con baseen el lnforme''F"de Le Groupe SM International Inc. (1992). 


La estratégia de privatización recomendada por la consultora fue la venta de los avio- 
nes por separado en una misma ücitación, incluyendo para cada nave la mitad dei lote 
de repuestos y de las otras herramientas que constituían el total de activos de la LAI. 
La venta debería reaüzarse por medio de una agencia de compras, orientada a pequenas 
compafíias de transporte aéreo que desearan operar con esas naves, en regiones en las que 
no fueran consideradas técnicamente inadecuadas. 
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6 .2.2.3. Resistência a la privatización de LAI pese a presiones gubernamentales 

La privatización de LAI no se pudo concretar durante el gobierno de Jaime Paz Zamora. 
Pese a las diversas presiones asumidas por las autoridades del Ministério de Planeamiento 
y Coordinación de esa época, el Directorio de Cordepo no aprobó la resolución de Di- 
rectorio, requisito imprescindible para viabilizar la privatización. 

La postura del Directorio de Cordepo al inicio del proceso de privatización de LAI 
no fue de oposición, pero sí de indiferencia; a pesar de que el trabajo de la consultora Le 
Groupe SM International se había iniciado el 6 de abril de 1992, recién el 11 de agosto 
el presidente de Cordepo hizo conocer al Ministério de Planeamiento y Coordinación su 
intención de participar en el procedimiento.'^^’ 

Dias después, el 19 de agosto de 1992, el presidente de Cordepo remitió tres docu¬ 
mentos —que fueron elaborados en gestiones anteriores con el objetivo de reactivar la 
Knea aérea— para consideración del Ministério de Planeamiento y Coordinación. Estos 
documentos fueron nombrados “Bases Generales para la toma de decisiones con rela- 
ción a Línea Aérea Imperial”, “Estúdio de alternativas de solución para la empresa Línea 
Aérea Imperial” y “Estúdio técnico operativo y económico financiero para obtener la 
reposición del permiso de operaciones para la Línea Aérea Imperial”. 

Además, el Directorio de Cordepo, en forma paralela al trabajo encomendado por el 
gobierno central a la consultora Le Groupe, encargó un “Estúdio de factibilidad para la 
rehabilitación de LAI” a la Consultora Latinoamericana de Aviación. 

Las presiones de los funcionários de la Comisión de Evaluación de la Empresa 
Pública (CEEP) sobre Cordepo se hicieron evidentes. El 28 de septiembre de 1992, 
Gerardo Tejerina V., director técnico de la UEREP, remitió al presidente de Cordepo 
un “modelo de resolución para la aprobación de la privatización de LAI”, enfatizan¬ 
do que estaban a la expectativa de la decisión del Directorio de Cordepo y manifes¬ 
tando la preocupación del gobierno por la demora en su privatización (nota UEREP 
117/92, 28/09/ 1992).«» 

A fin de agilizar la privatización de LAI, en octubre de 1992 se trasladó a la ciudad de 
Potosí una Comisión conformada por Roxana Díaz, representante de la CEEP; Patrícia 
Romero, de la consultora Price Waterhouse; José Gabino ViUanueva y Gonzalo Crespo, 
representantes legal y técnico de Le Groupe, respectivamente. Uno de los objetivos de 
este viaje era “obtener la respectiva Resolución de Cordepo autorizando la privatización 


417 Nota S.G. 107/92 del presidente de Cordepo, de 10 de mayo de 1995, dirigida al Lic. Flavio Escobar, subsecretário 
del Ministério de Planeamiento, en la cuai sugeria que el estúdio que la consultora Le Groupe SM International Inc. 
se encontraba realizando debía determinar, entre otros puntos, las “alternativas de solución dentro del marco de 
la privatización y proponer [la] que se considere más adecuada”; senalando además que se debía determinar “con 
claridad puntual cuales son las alternativas de solución que requiere la Empresa para reiniciar sus operaciones en 
condiciones de regularidad y rentabiüdad racional”. 

418 Carta de Gerardo Tejerina, director técnico de la UEREP, dirigida a Carlos Zubieta, presidente de Cordepo, enviando 
un modelo de Resolución para la aprobación de la privatización de LAI. La Paz, 28 de septiembre de 1992. Archivo 
del Ministério de DesarroUo Productivo y Economia Plural - Repositorio de la Privatización y Capitalización. Serie: 
M-70 LAI. Caja 121. Cód.: 18 LAI, 1992. 
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de LAI” (Informe de viaje Roxana Díaz, 13/10/1992). En la ocasión, el Directorio de 
Cordepo se encontraba reunido para considerar el “Estúdio de Factibilidad para la reha- 
biütación de LAI”, encomendado por esa entidad regional a la Consultora Latinoameri- 
cana de Aviación, desestimando reunirse con la Comisión Técnica que arribaba de La Paz 
para impulsar la privatización.'^^^ 

Ante la falta de voluntad dei Directorio de Cordepo de aprobar la privatización de 
LAI, el Ministério de Planeamiento decidió tomar represaüas contra la entidad regional. 
El 6 de enero de 1993, Flavio Escobar, subsecretário de DesarroUo Económico y So¬ 
cial dei Ministério de Planeamiento y Coordinación, informó a la Contraloría General 
de la República (CGR) que, por su parte, se habían concluido las acciones relativas a 
la privatización de LAI; que la consultora contratada para el efecto había concluido los 
estúdios a su cargo, pero que el trâmite se haUaba paraüzado por causa de las autoridades 
de Cordepo. Además, senalaba que, pese a que se había informado permanentemente al 
Directorio de Cordepo sobre el proceso y se les había enviado los estúdios de la consul¬ 
tora, esa entidad regional no había tomado las acciones recomendadas en el estúdio y en 
varias notas expresamente remitidas para el efecto, perjudicando significativamente los 
intereses regionales y gubernamentales. El informe concluye solicitando tomar acciones 
en resguardo de los intereses nacionales.'^^*’ 

El 4 de marzo de 1993, el subsecretário Escobar comunicó al presidente de Cordepo 
que, en vista a que el Directorio no había tomado ninguna decisión que definiera el pro¬ 
ceso de privatización de LAI —en el entendido de que esa actitud danaba económicamen¬ 
te los intereses dei Estado— se habían enviado los antecedentes a la Contraloría, debiendo 
Cordepo pagar $us 65.292 como compensación por los gastos y trabajos sufragados por 
el Ministério de Planeamiento para la evaluación de LAI."^^^ 

La CEEP consideraba un dano económico de $us 939 diários, monto calculado 
sobre el 18% de interés comercial anual aplicado a $us 1.878.944, precio que costaría 
LAI, y que los funcionários o autoridades deberían ser civilmente responsabilizados 
por tales sumas, por todo el tiempo que sus acciones u omisiones hubieren demorado 
la venta, considerando además que Cordepo debería responder por los gastos efectua- 
dos para la contratación de la consultora, monto que prorrateado alcanzaría, según sus 
cálculos, $us 52.577.'^^^ 

Roxana Díaz, consultora de la UEREP a cargo de coordinar la privatización de LAI, 
en su informe de 31 de marzo de 1993, senala; 


419 Informes de viaje de Roxana Díaz, responsable de la CEEP para la privatización de LAI (13 de octubre de 1992) y 
de Gonzalo Crespo, consultor de Le Groupe SM International Inc. (12 de octubre de 1992). Archivo dei Ministério de 
DesarroUo Productivo y Economia Plural - Repositorio de la Privatización. Serie: M-70 LAI. Caja 121. Cód.: 18 LAI, 1992. 

420 Carta de Flavio Escobar, subsecretário de DesarroUo Socio-Económico, enviada a Marcelo Zalles, Contralor General 
de la RepúbUca. La Paz, 6 de enero de 1993. 

421 Carta de Flavio Escobar, subsecretário de DesarroUo Socio-Económico, dirigida a Carlos Zubieta, presidente de 
Cordepo. La Paz, 4 de marzo de 1993. 

422 Informe de pérdidas y danos al Estado. La Paz, 1992. 
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... LAI no se ha privatizado debido al total rechazo por parte de Cordepo, que tiene la firme 
intención de reactivar esta empresa no obstante que fue deficitária desde su creación. Por lo 
tanto, se procedió a la entrega del Libro Blanco de LAI a la Contraloría General de la Nación 
a fin de que la misma tome las acciones pertinentes como ente fiscaUzadord^^ 

Por todo ello, el gobierno de Jaime Paz Zamora no logra enajenar LAI, pero el proceso 
continuará y será concluída en la gestión gubernamental de Gonzalo Sánchez de Lozada. 

6.2.2.4. Alquiler de aeronaves de LAI a Trans-Al 

6.2.2.4.1. Transportes Aéreos del Altiplano Ltda (Trans-Al) 

Esta empresa fue constituída el 28 de mayo de 1993 por Gerardo Gonzalo Martin Ca- 
riaga Osorio y Fernando Sánchez Pena Cusicanqui, con un capital social de Bsl 00.000, 
correspondiente a 100 cuotas de Bsl.000 cada una; cada socio aporto con 50 cuotas. 
Fernando Sánchez Pena fue nombrado gerente general en la misma fecha. 

Esta sociedad cambio su composición accionaria el 29 de septiembre de 1994, con la 
incorporación de Carlos Romero MaUea, a partir de cinco cuotas transferidas por Fer¬ 
nando Sánchez Pena Cusicanqui, quien además transíirió sus otras 45 cuotas a su socio 
Martin Cariaga Osorio y abandono la sociedad (Testimonio 264/94). 

El 11 de octubre de 1994, los socios Romero y Cariaga otorgaron poder general de 
administración a Álvaro Jorge Rojas Peláez, mediante Testimonio 280/94, accediendo 
luego a una hnea de crédito en el Banco de Santa Cruz SA, de hasta de $us 60.000. En 
noviembre de 1998, Carlos Romero MaUea abandono la sociedad formaUzando la trans¬ 
ferencia de sus cuotas de capital en favor de Gerardo Gonzalo Martin Cariaga, lo que 
prácticamente extinguió la sociedad por reducirse los accionistas a uno solo.'^^'^ 

6 . 2 . 2 . 4 . 2 . Características del contrato de alquiler 

Luego del fracaso de la privatización de LAI y antes de que concluyera la gestión guber¬ 
namental de Jaime Paz Zamora (19 de juUo de 1993), David Montecinos Hidalgo, presi¬ 
dente de Cordepo, suscribió un contrato de alquüer de las dos aeronaves con la sociedad 
Transportes Aéreos del Altiplano Ltda. (Trans-Al). 

Entonces, el contrato de alquUer de las aeronaves de LAI a Trans-Al fue por cinco 
anos, por $us 24.600 mensuales, a cancelarse cada 5 de cada mes cumpUdo, precio a rea- 
justarse cada dos anos."^^^ Pero dicho contrato de alquiler (o locación) habria sido suscrito 
sin que David Montecinos contara con autorización legal del Directorio de Cordepo. Asi 


423 Informe de Roxana Día, UEREP, con la referencia “Contrato de Servidos con la empresa consultora Le Groupe SM 
para la evaluación de las empresas que no operan (Iptasa, Emfopet, Secobija, Friandes, Criosal, Lamigosam, LAI)”, 
fechada el 31 de marzo de 1993. 

424 De acuerdo a la normativa comercial, una sociedad de responsabiüdad limitada se disuelve de pleno derecho cuando todas 
las cuotas de capital se concentran en un solo socio, por lo que esta sociedad de responsabüidad limitada se habna extinguido. 

425 Informe 032/94, de Mario Jerez Calle, asesor legal, a Mario Espinoza Martínez, presidente de Cordepo, sobre 
irregularidades en el alquiler de aeronaves a la empresa Trans-Al. Potosí, 16 de mayo de 1994. 
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lo afirma el asesor legal de Cordepo, Mario Jerez Calle, en su informe 032/94, dei 16 de 
mayo de 1994, dirigido al presidente de Cordepo, Mario Espinoza. 

El senalado informe afirma que la Resolución de Directorio n.° 10/95 dei 15 de juHo 
de 1993, que aprueba ese alquiler y autoriza al presidente de Cordepo la firma dei contra¬ 
to, no pudo adquirir carácter resolutivo porque debía ser votada y firmada por la mayoría 
absoluta de sus 13 miembros, y eso no ocurrió. Es más, sobre ese contrato, elevado a 
escritura pública el 22 de agosto de 1993, el informe indica: 

El testimonio de la escritura pública n.° 33/95 de fecha 2 de agosto de 1993 extendida por el 
Notário de Hacienda y Gobierno Ángel Escobar Sánchez, alterando el contenido de la Resolu¬ 
ción de Directorio No. 10/93 hace aparecer en dicho testimonio como si la referida resolución 
hubiesen firmado 6 personas, hecho totalmente falso, pues únicamente la resolución aparece 
con 4 firmas (Informe 032/94, 16/05/1994). 

El asesor legal Mario Jerez CaUe también senala que, luego de una revisión minuciosa 
de las actas, pudo determinar que en la dei 22 de junio de 1993 se trató como tercer punto 
dei orden día el Contrato de Locación de las Aeronaves de LAI, encontrando que; 

En el acta referido [sic] este punto no ha sido sometido a voto y por el contrario el representante 
de COMCIPO sugiere que el tratamiento de este tema sea conforme a Estatutos, Uegando a la 
conclusión de que ptimero se trate por Directorio de LAI y luego por el Directorio de Cordepo. 
No existe con posterioridad al 22 de junio de 1993 al 15 de juHo 93 fecha de resolución de 
Directorio N.° 10/93, otra acta en la cual se analice el contrato de locación. 

Con referencia al contrato de alquiler, denominado Contrato de Locación, el informe 
dei asesor legal observa que el canon de alquüer de las dos aeronaves, fijado en $us 24.600 
mensuales, no prevê el respaldo de una garantia que baga exigible ese pago. 

... por parte de Trans-Al, no se otorga una garantia, por dicho aspecto y de forma de asegurar 
el cobro de alquüeres en vía conciliatória y/o judicial lo que hubiera asegurado no causar per- 
juicios a Cordepo por el incumphmiento de pago de alquüeres como ocurre al presente que 
Trans-Al no pagó ni un centavo por alquüeres. 

De existir una garantia al respecto, podría exigirse judiciaknente su cobro y asegurar dichos 
ingresos (Informe 032/94, 16/05/1994). 

Como se evidencia, el alquiler que Trans-Al había comprometido pagar era de $us 24.600 
cada 5 de cada mes cumplido, pero de ese pago Cordepo no había recibido ni un solo cen¬ 
tavo hasta mayo de 1994, fecha en que realizara el informe de asesoría legal descrito. 

El informe senala también que Trans-Al se comprometió a constituir un fondo de 
reserva con la finahdad de contar con dineros destinados a cubrir gastos devenidos dei 
uso de los motores, para el servido de mantenimiento mayor {overhaut) para ambas aero¬ 
naves y que esa empresa no había cumplido con dicha cláusula ya que no depositó ningún 
dinero dei comprometido. 
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En cuanto a la fecha de entrega de las aeronaves a la empresa Trans-Al, el informe de 
asesoría legal indica que “deberían entregarse hasta el 26 de julio de 1993 por descuido de 
los anteriores ejecutivos de parte de Cordepo, no existe acta de entrega de las naves...” 
(Informe AL 032/94, 16/05/1994). Al respecto, el informe de Roberto Jáuregui, asesor 
técnico de Cordepo, presentado el 29 de marzo de 1995, senalaba las siguientes fechas de 
entrega de las aeronaves a TRANS— AL: 

• Aeronave CP-1516, entregada a Trans-Al el 1 de agosto de 1993, con 605:47 horas de 
vuelo entre agosto de 1993 y junio de 1994. 

• Aeronave CP-1635, pasó a poder de Trans-Al el 28 de agosto de 1993, con 770:09 
horas de vuelo entre agosto de 1993 y juho de 1994. 

En base a lo descrito, el informe AL 032/94, del 16 de mayo de 1994, dirigido a Mario 
Espinoza Martínez, presidente de Cordepo, concluye que el contrato de alquiler de las 
aeronaves de LAI se había tornado en un contrato lesivo debido a: 

... anormalidades insubsanables en la Resolución 10/93 de 15 de julio de 1993 y la posterior 
suscripción del contrato de locación, de las aeronaves de propiedad del LAI en favor de Trans- 
Al, contrato suscrito sin existir autorización legal para eUo, y porque por la serie de impreci- 
siones en los términos del contrato, el mismo se ha tornado en un contrato lesivo contra los 
intereses del Estado, asimismo por la no cancelación de los alquileres en forma mensual Trans- 
Al ha incumpHdo el contrato referido (Informe AL 032/94, 16/05/1994). 

Finalmente, el asesor legal de Cordepo, Mario Jerez CaUe, realiza las siguientes reco- 
mendaciones a su máxima autoridad: 

Estando las 2 naves actualmente sin funcionamiento, la una averiada y la otra por cumplir sus 
3.000 horas de vuelo, corresponde por intermédio de su autoridad inspeccionar las mismas y 
exigir a Trans-Al su inmediata rehabilitación y funcionamiento. 

Asimismo, en virtud a lo dispuesto por cláusula décima séptima del contrato de locación y 
luego de darse cumplimiento al párrafo anterior sugiero se resuelva el referido contrato, así 
mismo por Auditoria Interna y Contraloría Departamental establecer responsabiüdad admi¬ 
nistrativa, civil y en su caso penal en previsión del art. 41 y siguientes del DS 23215. 
Asimismo, debe seguirse por la Contraloría General de la República el proceso coactivo en 
contra de Trans-Al en previsión a lo dispuesto por el art. 77 inciso e) y f) de la ley del Sistema 
de Control Fiscal (Informe AL 032/94, 16/05/1994). 

A pesar de la gravedad del informe descrito, recién el 10 de mayo de 1995 (un ano des- 
pués del informe), Mario Espinoza Martínez, presidente de Cordepo, comunica a Trans-Al la 
resolución del Contrato de alquiler suscrito el 19 de julio de 1993, mediante nota SG 107/95 
remitida a Martin Cariaga Q, vicepresidente de Trans-Al, en los siguientes términos: 
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En el último compromiso escrito expresado en su carta de fecha 24 de marzo dei presente ano 
[1995], en la que se dan un plazo máximo de 15 dias para la cancelación dei total de lo adeudado 
de $us 120.780,45, monto establecido en la última conciUación de cuentas efectuada entre su re¬ 
presentante Lic. Álvaro Reyes y la Unidad de Auditoria Interna de Cordepo, sin embargo, pese a 
haberse vencido superabundantemente dicho plazo, no haber recibido ningún pago por concepto 
de alqmleres, comunicamos a Uds. que a partir dei incumplimiento de la cláusula Décima Séptima 
“CAUSALES DE RESOLUCIÓN NUMERAL 2”, dei contrato suscrito con su empresa en fecha 
19 de jubo de 1993, que dicho documento QUEDA RESUELTO. (Nota SG 107/95) 

Después de conocer el informe sobre las condiciones dei alquiler de las aeronaves de 
LAI a la empresa Trans-Al, es importante senalar que los dos aviones, antes de su alquiler en 
1993, fueron descritos por la consultora Le Groupe como “bien equipados (radio, sistemas 
de radar, etc.) y en buen estado de conservación, sin corrosión visible” (Le Groupe, 1993: 
30) y que “la altura de los aeropuertos de Potosí y de La Paz al mismo tiempo que el clima 
seco han contribuido a mantener a estos aviones en un estado impecable” (Ibíd.; 27). 

Toda aeronave (o avión) requiere que sus turbinas pasen por revisiones de manteni- 
miento después de determinadas horas de vuelo, dependiendo dei modelo; en el caso de 
las aeronaves de LAI, el mantenimiento debía reahzarse cada 3.000 horas de vuelo. El in¬ 
forme de consultoria no había reportado la necesidad de mantenimiento de las aeronaves 
por cumphmiento de horas de vuelo. 

Pero el informe de consultoria de 1995 senala con relación a la aeronave CP-1635; 
Las turbinas tienen a la fecha 3.027 horas/vuelo 

... A esta nave le falta una turbina de enfriamiento, que sirve para la presurización, y que actualmen- 
te se encuentra en mantenimiento y reparación, en el taUer autorizado de la fábrica, en EEUU 
Esta aeronave se encuentra en buen estado..., pero necesita una revisión de zona cabente en 
las turbinas, por horas cumpbdas, con un costo de $us 120.000 (Jáuregui, 1995: 3). 

En cuanto a la aeronave CP-1516, el mismo informe senala: 

Las turbinas tienen a la fecha 616 horas/vuelo 

... Esta nave sufrió un incidente en enero de 1994, danándose la sección de reducción de la 
turbina, la cual fue reparada por la fábrica Garret-Swearingen, en Houston, Texas; e instalada 
en el avión nuevamente en fecha 7 de abril de 1995. 

A esta nave le falta una turbina de enfriamiento, que sirve para la presurización, y que actual- 
mente se encuentra en mantenimiento y reparación, en el taller autorizado de la fábrica, en 
EEUU (Jáuregui, 1995: 3). 

El informe dei consultor evidencia que la aeronave CP-1635 había sobrepasado las 
horas de vuelo de las turbinas debiendo procederse a su mantenimiento con un costo de 
$us 120.000. Si bien esa revisión no era una condición imprescindible para la venta de 
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la nave, tal condición implicaba una valuación del activo más baja. Eso explica que esta 
aeronave, avaluada en 1992 en un precio mayor que la CP-1615, en 1995 tenga un valor 
inferior a dicha aeronave. 

En cuanto a la aeronave CP-1615, el informe senala que sufrió danos debido a un 
incidente en enero de 1994. Hasta junio de 1995, en ninguna de las aeronaves Trans-Al 
había repuesto una turbina de enfriamiento que sirve para la presurización. 

Por lo expuesto, se puede afirmar que el contrato de alquiler de las aeronaves con 
Trans-Al estuvo vigente entre juHo de 1993 y el 24 de marzo de 1995, y que el monto por 
esos casi dos anos de alquiler, sometido a explotación intensiva por parte de esa empresa 
privada,'^^'^ fue de $us 120.780,45. Este monto, además de no haberse cancelado hasta 
marzo de 1995, apenas hubiera podido alcanzar para mandar a hacer mantenimiento de 
las turbinas de la aeronave CP-1635 ($us 120.000). 

Notas de prensa de la época reflejaron una dura crítica al gobierno del Acuerdo Pa¬ 
triótico por haber alquilado las aeronaves de LAI a la empresa aérea Trans-Al (Presencia, 
12/06/1994). 

6.2.2.5. Autorización para la venta de LAI 

El gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada reinició la privatización de las empresas 
de las Cordes en el marco de un nuevo Reglamento a la Ley de Privatización, aprobado 
mediante Decreto Supremo 23991 del 10 de abril de 1995, y una normativa expresa apro- 
bada por Resolución Suprema 215521 del 13 de abril de 1995. Esta normativa encomen¬ 
dada la privatización de las empresas de las Cordes al Ministério de Capitahzación y a su 
Unidad de Reordenamiento (UR). 

En ese nuevo marco, el 25 de abril de 1995 el Consejo de DesarroUo Nacional (Co- 
dena) autorizó al Ministério de Capitahzación reahzar las acciones tendientes a la priva¬ 
tización de 47 empresas de las Cordes, entre las cuales estaba incluída LAI (Resolución 
Codena n.° 002/95, 25/04/1995). 

La privatización requeria, de forma imprescindible, contar con la autorización del 
Directorio de Cordepo. Es así que el 18 de mayo de 1995, bajo la presidência de Mario 
Espinoza en ese ente regional, se aprobó la Resolución 6/95 que autorizada la venta de 
las empresas de Cordepo, entre las cuales estaba LAI.'*^^ 


426 La nota S.G. 107/95 remitida por Mario Espinoza, presidente de Cordepo a Martin Cariaga O., vicepresidente de TRANS- 
AL, senala que . .sin embargo de haber insistido en forma reiterada la cancelación de los alquüeres por la explotación 
intensiva por parte de su Empresa, no hemos logrado la cancelación de lo adeudado”. Potosí, 10 de mayo de 1995. 

427 Resolución de Directorio de Cordepo 06/95 del 18 de mayo de 1995 que autoriza, en el marco de la Ley 1330, la 
transferencia a personas privadas jurídicas o naturales de las unidades económicas de propiedad de la Corporación 
Regional de DesarroUo de Potosí que a continuación se detalla: Línea Aérea Imperial, Centro Piscícola de Chico 
Chico, Centro Productivo de Ovinos de Rio Mulato, Centro Productivo de CaméUdos de Tomave, Terminal de Buses 
de la Ciudad de Potosí, Vivero Forestal de Tarapaya, Hüandería de Pulacayo, Vivero Frutícola de escara y Vivero 
Frutícola de MosojUajta (Cotagaita). 
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6.2.2.6. Contratación de una consultoria individual, 1995 

El proceso de privatización fue reiniciado en forma precipitada. Para el 23 de mayo de 1995, 
a cinco dias de aprobada la privatización por Cordepo, la Unidad de Reordenamiento (UR) 
ya había elegido al consultor individual para la evaluación económica de los activos de LAI: 
el coronel Eduardo Rivas Sánchez, seleccionado por la UR con 90 puntos, en un proceso 
de caüficación en el que quedó Juan Griffiths R. en segundo lugar, con 85 puntos, seguido 
por Ricardo Rubin de Celis, con 80 puntos (Soücitud 740/95, 22/05/95). 

Elvira Lupo de Velarde, directora ejecutiva de la UR dei Ministério de Capitaüzación, 
comunicó esa decisión al proponente Eduardo Rivas el mismo 23 de mayo de 1995, in¬ 
dicando que debía elaborar los estúdios de la empresa LAI a partir dei 24 de mayo, como 
responsable dei equipo de profesionales que estaria conformado por Rosa Doria Medina 
(economista), Madeleine Carrasco (abogada), Roberto L. Jáuregui (técnico de aviación) 
y Rodolfo DelgadiUo (técnico de aviación), equipo que Rivas habia mencionado en su 
propuesta (Nota U-R. 58/95)."^^® El monto de la consultoria seria cancelado con fondos 
dei Banco Interamericano de DesarroUo (BID), Convênio ATN/SF-35-86-BO, subpro- 
grama II “Proyecto Piloto de Privatización de las Empresas Regionales de Producción”, 
que ejecutaba el Fondo Nacional de DesarroUo Regional (FNDR). 

Pero Oscar Arrien Sandoval, presidente dei FNDR, íirmó contrato de consultoria 
para los estúdios de LAI con Roberto Jáuregui, miembro dei equipo dei consultor selec¬ 
cionado Eduardo Rivas Sánchez, ignorando que, de acuerdo a normativa vigente, en el 
proceso de selección se encontraban habiUtados otros dos postulantes más; Juan Grifíi- 
ths y Ricardo Rubin de CeUs. 

La fecha dei Contrato de Consultoria 019B/95, 29 de mayo de 1995,'*^® no coincide 
con la correspondência cursada en torno al tema, ya que el ganador dei proceso de selec¬ 
ción, Eduardo Rivas, remitió una nota a Elvira Lupo fechada el 14 de junio de 1995,'*'^*’ 
en la que desistia de reaUzar el estúdio de evaluación de LAI. La nota indicaba; “me veo 
obUgado a delegar la responsabiUdad dei Estúdio al Sr. Roberto Jáuregui, técnico en avia¬ 
ción, miembro dei grupo de trabajo”, como si el proceso de contratación otorgara a un 
consultor seleccionado la capacidad de delegar la responsabiUdad asumida. 

Este hecho fue comunicado por Edgar Saravia Durnik a Oscar Arrien, presidente 
dei FNDR, recién el 21 de junio de 1995 (nota MC/SNCI/UR/Of 801/95),^^' lo que 
permite determinar que el contrato de consultoria — suscrito por Oscar Arrien en cahdad 


428 Carta de Elvira Lupo, directora ejecutiva de la Unidad de Reordenamiento dei Ministério de Capitalización, dirigida a 
Eduardo Rivas, Consultor Independiente; comunicando ai proponente que ha sido contratado como responsable dei equipo 
de profesionales que deben elaborar los estúdios de la empresa LAI, a partir dei 24 de mayo. La Paz, 23 de mayo de 1995. 

429 Contrato de Consultoria 019B/95, suscrito entre Oscar Arrien, presidente dei Fondo Nacional de DesarroUo Regional 
(FNDR) y Roberto Jáuregui, Consultor. La Paz 29 de mayo de 1995. 

430 Carta de Eduardo Rivas, Consultor Independiente, dirigida a Elvira Lupo, directora ejecutiva de la Unidad de 
Reordenamiento dei Ministério de Capitalización; comunicando que se ve obUgado a delegar la responsabiUdad dei 
estúdio al Sr. Roberto Jáuregui, técnico en aviación, miembro dei grupo de trabajo. La Paz, 14 de junio de 1995. 

431 Carta de Edgar Saravia, secretario nacional de CapitaUzación e Inversión, enviada a Oscar Arrien, presidente dei 
FNDR (MC/SNCI/UR/0£ 801, 21 de junio de 1995). 
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de presidente del FNDR— no fue firmado el 29 de mayo de 1995, debido a que esta au- 
toridad se informo del hecho recién el 21 de junio. Ambas autoridades sabían que esta 
contratación no contaba con la “no objeción” del BID, lo que ocurrió recién el 28 de 
juHo de 1995, dos meses después de la supuesta firma del contrato de servidos y un mes 
después de que el informe final fuera presentado. 

El ministro de CapitaUzación valido esta irregularidad con la aprobación del Plan es¬ 
pecífico de la Privatización de LAI y su PHego de condiciones el 16 de junio de 1995, dos 
dias después de que el consultor legaknente elegido, Eduardo Rivas, hiciera conocer su 
desistimiento para realizar la consultoríad^^ Pero estos documentos habían sido elaborados 
por Roberto Jáuregui, quien no tenía ninguna relación jurídica contractual con el Estado, 
situación que pretendieron regularizar, violando la normativa administrativa vigented^^ 

De acuerdo al Contrato de Consultoria 019B/95, del 29 de mayo de 1995, Roberto 
Jáuregui se comprometió a realizar los estúdios de evaluación, valorización y definición 
de estratégias de privatización de la unidad económica Línea Aérea Imperial, en un plazo 
de 15 dias calendário (entre el 29 de mayo y el 13 de junio de 1995), por el pago de $us 
15.000. Debía ser el coordinador y único responsable del estúdio, debiendo subcontratar 
bajo su responsabiHdad a un abogado, un administrador de empresas o economista, un 
técnico en hélices y un técnico en reactores turbo. 

En 1995, la memória económica del informe de consultoria presentó inventários de 
todos los activos existentes, clasificándolos en tres grupos; se estableció cuatro tipos de 
valuación, de acuerdo al siguiente detaUe; 


Cuadro 181. Resumen de valores de LAI (1995) 


Grupos 


Valor en el mercado 
internacional 

Valor nacionalizado 
en Bolívia 

Valor actual 
de mercado 

Valor mínimo 
de liquidación 

Grupo 1 

Unavión Metro II AGP 1516 

Modelo 1979 

600.000,00 

863.000,00 

565.000,00 

536.750,00 

Grupo 2 

Unavión Metro II AGP 1635 

Modelo 1980 

612.000,00 

880.000,00 

482.000,00 

457.900,00 

Grupo 3 

Stock de repuestos nuevos, sin uso 

28.963,00 

41.658,00 

28.963,00 

14.482,00 

Stock de herramientas a medio uso 

30.669,00 

44.111,00 

30.669,00 

15.334,00 

1 

Totales 

_1 

1.271.632,00 

1.828.769,00 

1.106.632,00 

1.024.466,00 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en el Informe Final de Roberto Jáuregui (1995). 


Estos valores son menores en relación a los valores que la consultora Le Groupe SM 
Internacional había determinado como valor de mercado en 1992 ($us 2.005.000) y en 
1993 ($us 1.878.944). 


432 Resoludón Ministerial 032/95 del 16 de junio de 1995, que aprueba los planes específicos elaborados por la Unidad 
de Reordenamiento; los precios base para las subastas, determinados por los evaluadores independientes, y los PHegos 
de condiciones para la transferencia mediante Hdtación y subasta para la venta de los activos pertenecientes a varias 
unidades económicas, entre ellas LAI. 

433 Normas Básicas del Sistema de Administración de Bienes y Servidos, emitidas en 1995, y Decreto Supremo 23991 
del 10 de abril de 1995. 
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6 . 2 . 2 . 7 . Licitación pública de LAI 

6 . 2 . 2 . 7 . 2 . Plan específico, Pliego de condiciones, sus enmiendas y convocatoria pública 

El 16 de junio de 1995, el Ministério de Capitalización aprueba el Plan específico 
de privatización de LAI y su Pliego de condiciones para la Licitación Pública Inter¬ 
nacional, documentos elaborados por el consultor Roberto Jáuregui y la Unidad de 
Reordenamiento (Resolución Ministerial 032/95, 16/06/1995). Pero la convocatoria 
a la Licitación Pública ya había sido publicada en médios de circulación nacional en 
fechas 4, 8 y 11 de junio, senalando que el Pliego de condiciones podría adquirirse a 
partir dei 14 de junio de 1995, es decir que el Pliego estaba a la venta dos dias antes 
de su aprobación. 

El Plan específico describía que la estratégia y modahdad de transferencia, aprobada 
por el Codena mediante Resolución 02/95 dei 25 de abril de 1995 era la venta por lotes 
de los activos mediante licitación pública nacional e internacional “a ser realizada el 16 de 
agosto a horas 11 ;00 a.m., oportunidad en la que se reahzaría la apertura de los 'sobres 
A' y el día 18 de agosto se procedería a la apertura de los ‘sobres B'”. 

El cronograma completo, planteado por el Plan específico para la privatización de 
activos de se presenta en el siguiente cuadro: 


Cuadro 182. Cronograma para la privatización de LAI 


1 Actividad 

Fecha | 

l.a Publicación de la licitación 

4/06/1995 

2.a Publicación de la licitación 

8/06/1995 

3.a Publicación de la licitación 

11/06/1995 

Reunión técnica 

1/08/1995 

Vuelo de demostración Aeronave CP 1516 

2/08/1995 

Vuelo de demostración Aeronave CP 1635 

3/08/1995 

Apertura sobres "A" 

16/08/1995 

Apertura sobres "B" 

18/08/1995 


Fuente: Plan específico LAI, 1995. 


Como se senala hneas arriba, la convocatoria para la privatización de LAI fue publi¬ 
cada entre las fechas 4, 8 y 11 de junio de 1995 en los periódicos Presencia, Pa Pui^ón y PI 
Siglo de Potosí. 

La reunión técnica para absolver consultas de los interesados se reahzó el 1 de agosto 
de 1995, ocasión en la que se determinó postergar la fecha para los vuelos de prueba o 
demostración de las aeronaves en oferta, para el martes 15 de agosto de 1995 en horas de 


434 Plan específico MC/SNCI/UR/LIC-002/95, para el reordenamiento de Cordepo mediante la venta de los activos de 
la unidad económica Línea Aérea Imperial (LAI). 
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la tarde, debiendo reaHzarse en la Plataforma 7 del Aeropuerto de El Alto, en La Paz (En- 
mienda 1,11/08/1995). Esta decisión, que modificaba el calendário previsto en el PHego 
de condiciones, fue aprobada por el Ministério de CapitaHzación a través de su Unidad de 
Reordenamiento, mediante Enmienda n.° 1 del 11 de agosto de 1995. 

Después de esa primera alteración al calendário para la privatización de LAI, la Uni¬ 
dad de Reordenamiento emitió Enmiendas al PHego de condiciones postergando la fecha 
de recepción y apertura de propuestas; 

Hnmienãa n. ° 2, del 14 de agosto de 1995, modifica fecha de recepción de propuestas y apertu¬ 
ra de sobres A para el 29 de agosto de 1995, y la de sobres B para el 31 de agosto de 1995. 

Enmienda n.° 3, del26 de agosto de 1995, modifica fecha de recepción de propuestas y 
apertura de sobres A para el 19 de septiembre de 1995 y la de sobres B para el 21 de 
septiembre de 1995. 

Enmienda n. ° 4, del 9 de septiembre de 1995, traslada el lugar de recepción de las propues¬ 
tas, que estaba previsto en el Palacio de Comunicaciones, a las oficinas de la Unidad de 
Reordenamiento, Edificio Hansa. 

Con fines de recibir y cahficar las propuestas a presentarse, el 15 de septiembre de 1995 
el Ministério de CapitaHzación designó a tres de sus funcionários para que se incorporen 
como vocales a la Comisión CaHficadora de la Hcitación púbHca de LAI: Jorge Harriague 
Urriolagoitia, director ejecutivo de la Unidad de Contratación de Servicios; Maria Inés 
Vera Ampuero, asesora jurídica de la Dirección Jurídica, y José Rafael Abastoflor Mon- 
tero, consultor jurídico de la Unidad de Reordenamiento (RM 078/95, 15/09/1995). 

El 19 de septiembre de 1995, los vocales de la Comisión CaHficadora, bajo la Presi¬ 
dência de la Unidad de Reordenamiento, se reunieron para la apertura de sobres “A”, ante 
la presencia de la Notaria de Fe PúbHca, EHzabeth SoHz de Saracho. Evidenciando que a 
la Hcitación púbHca se había presentado un solo oferente, la empresa SS Telecom-BoHvia 
SRL representada por Emmy Chase. La senalada Hcitación fue declarada desierta."^^^ 

Enmienda n. ° 5, del25 de septiembre de 1995, reduce los requisitos para empresas extranjeras 
con domicilio fuera de BoHvia, y convierte en documentación adicional complementaria no 
obHgatoria a la solvência fiscal emitida por la Contraloría General de la RepúbHca, copia del 
Registro Único de Contribuyentes. Esa enmienda también modifica la fecha de recepción y 
apertura de propuestas para el viernes 6 de octubre de 1995 para los sobres A y B. 

La apertura de sobres A se reaHza el 6 de octubre de 1995, ante una Comisión CaHfi¬ 
cadora presidida por Elvira Lupo de Velarde, directora ejecutiva de la Unidad de Reorde¬ 
namiento, quien invita a la Notaria de Fe PúbHca, EHzabeth Saracho de SoHz, a informar 
sobre las propuestas presentadas a la Hcitación púbHca: 

... de acuerdo al Acta de cierre de Hbro de recepción de propuestas, levantado a horas diez y 

treinta de ese día, se había presentado dos propuestas: la primera por cuenta de la Empresa 

TELECOM BOLÍVIA SRL, presentada a horas diez y veintidós del día seis en curso y la se- 


435 Acta de la Licitación Pública MC/SNCI/UR/LIC - 002/95. La Paz, 19 de septiembre 1995. 
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gunda consistente en un Oficio suscrito por la Empresa GENERAL AVIATION SERVICES 
INC., que fuera recibido vía fax a horas diecinueve dei dia veintiuno de septiembre pasado. 

Cabe senalar que la segunda oferta, remitida vía fax, no podia considerarse como 
presentada en el marco de esta segunda Hcitación pública porque fue recibida el 21 de 
septiembre de 1995, cuatro dias antes de la emisión de la Enmienda n.° 5, que fija la fecha 
y condiciones para la presentación de ofertas en esa segunda hcitación. 

Obviando lo irregular de este hecho, la presidenta de la Comisión Cahficadora consideró 
que con este informe, “de conformidad con lo establecido por las Normas Básicas dei Sistema 
de Administración de Bienes y Servicios, RS 216145, art. 52, inc. b, procede la continuación 
dei acto”,"^^*^ invitando a la representante de la única empresa presente en el acto, Emmy Chase, 
presentarse en la testera a objeto de verificar los sobres que presentara e instruyendo la aper¬ 
tura dei sobre para finahnente declarar cuarto intermédio hasta horas de la tarde en que 
se recibiría informe de la Comisión Jurídica y se procedería a la apertura de los sobres B. 

El informe de la Comisión Juríchca —elaborado el mismo 6 de octubre de 1995 por 
Maria Inés Vera, Asesora Legal dei Ministério de Capitahzación, y por Jorge Harriague 
y Rafael Abastoflor, vocales de la Comisión Cahficadora— senala que SS Telecom-Boh- 
via SRL cumpha con las exigências previstas en el Phego de condiciones y recomienda 
continuar con el proceso administrativo y proceder a la apertura dei Sobre De esta 
forma se avala la documentación presentada por Emmy Chase, quien se presenta como 
representante legal de la empresa SS Telecom-Bohvia SRL, amparada en un poder que se 
había revocado el 9 de febrero de 1995, es decir que no tenía vigência desde meses antes 
de la hcitación púbhca de los activos de LAI. 

La apertura dei sobre B se reahzó a horas 15.00 de esa fecha, verificando que la propues- 
ta económica de la única empresa habihtada, SS Telecom Bohvia SRL, fúe la siguiente; 


Cuadro183. Propuesta económica de SS Telecom Bolívia SRL (En $us) 


Lotei. Aeronave CP 1516 

Lote 2. Aeronave CP 1635 

Lote 3. Herramientas y repuestos 

333.000 

260.000 

7.500 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en la propuesta de SS Telecom Bolívia SRL. 


El 19 de octubre de 1995, trece chas después dei acto de apertura y recepción de pro¬ 
puesta de la hcitación púbhca, una Subcomisión Cahficadora (compuesta por cuatro miem- 
bros de la Comisión Cahficadora; la directora ejecutiva de la Unidad de Reordenamiento y 
los tres vocales) eleva un informe a la Comisión Cahficadora dando a conocer los actuados 
en torno a la recepción y apertura de propuestas de la hcitación púbhca de los activos de 
LAI. En ese informe, dan a conocer de manera detahada sobre dos notas que, en forma 


436 Acta de la Segunda Licitación Pública, MC/SNCI/UR/LIC - 002/95, 19/09/1995. 

437 Acta de la segunda Licitación PúbHca MC/SNCI/UR/LIC - 002/95,16/10/1995. 

438 Informe de la Subcomisión Caiificadora a la Comisión Calificadora, informando a cerca de la apertura de sobres “A” 
y “B”, recomendando la adjudicación de la Licitación Pública MC/SNCI/UR/LIC-002/95 Línea Aérea Imperial a la 
empresa SS Telecom-Bolivia SRL, La Paz, 19/10/1995. 





572 


Las empresas públicas del departamento de Potosí 


extemporânea, recibiera la Unidad de Reordenamiento; la primera, de la empresa Aerodi- 
nos Ltda., remitida por el Cap. Av. Civil Javier Márquez Ostria, y la segunda, de Luis López 
Videla B., en las que soücitaban prorroga de plazo para la presentación de propuestas. Ade- 
más, detaUaban la oferta de la empresa norteamericana General Aviation Services Inc., que 
había ofertado $us 700.000 por los tres lotes de activos de LAI, Hbre de impuestos, de pagos 
por transferencia y por baja y alta de los registros de aviación en BoHvia y Estados Unidos, 
siendo la oferta real de $us 660.300 {Informe Subcomisión Calificadora, 19/10/1995). 

El mismo 19 de octubre de 1995, la Comisión Calificadora para la adjudicación de la Li- 
citación Pública MC/SNCI/UR/LIC-002/95-LAI, recomendo “adjudicar la Licitación Pú¬ 
blica MC/SNCI/UR/LIC-002/95 en favor de la propuesta económica presentada por la 
empresa SS Telecom-Bolivia SRL por el monto total de $us 600.500, por la adjudicación de 
los tres Lotes de Activos de Línea Aérea Imperial (LAI)”. El Informe de Recomendación 
Ueva las firmas del ministro de CapitaHzación, Alfonso RevoUo; del secretario nacional de 
CapitaHzadón e Inversión, Edgar Saravia D.; de la directora ejecutiva de la Unidad de Re¬ 
ordenamiento, Elvira Lupo de Velarde, y de Jorge Harriague, fúncionario designado como 
vocal por Resolución Ministerial 078,15/09/1995. Los otros vocales designados, Maria 
Inés Vera y Rafael Abastoflor, no firman el senalado Informe de Recomendación. 

6.2.2.y.2. Adjudicación dc LAI 

El 21 de noviembre de 1995, Gonzalo Sánchez de Lozada y su gabinete emitieron el 
Decreto Supremo 24163, adjudicando los activos que componían LAI en favor de SS 
Telecom-Bolivia por el precio total de $us 600.500, a pagarse a la firma del contrato de 
compraventa,'^'^^ el cual debía ser suscrito por el ministro de CapitaHzación y el presidente 
de Cordepo (DS 24163, 21/11/1995). 

La firma del contrato y posterior transferencia de los activos de LAI se vio interrum- 
pida por la dictación del Decreto Supremo 24206, del 29 de diciembre de 1995, que re¬ 
organizada el Poder Ejecutivo en el marco de la recién dictada Ley de DescentraHzación 
Administrativa y disponía que los activos de las disueltas Cordes fueran transferidos a las 
respectivas Prefecturas (art. 89). Este hecho posterga la firma del contrato, en tanto fuera 
debidamente constituída y organizada la Prefectura de Potosí. 

Por eUo, se tomaron varias medidas, acordadas en el Convénio y Acuerdo de Pago sus¬ 
crito el 22 de enero entre la directora ejecutiva de la Unidad de Reordenamiento y la repre¬ 
sentante legal de la adjudicataria, Emmy Chase. Se ampHó el plazo de vaHdez de las boletas 


439 Informe de Recomendación para la adjudicación de la licitación pública MC/SNCI/UR/LIC - 002/95 Línea Aérea 
Imperial a favor de la empresa SS Telecom-Bolivia SRL, La Paz, 19 de octubre de 1995. 

440 El informe de recomendación fue suscrito por las tres autoridades senaladas y el Lic. Jorge Harriague, director 
ejecutivo de Contratación de Servidos del Ministério de CapitaHzación, quien junto a la asesora jurídica Dra. Maria 
Inés Vera Ampuero y el consultor jurídico de la Unidad de Reordenamiento, Dr. José Rafael Abastoflor Montero, 
habían sido designados vocales de la Comisión de CaHficación por RM 078/95, de 15 de septiembre de 1995. 

441 El contrato de compraventa suscrito en marzo de 1996 no Uevó la firma del presidente de Cordepo porque esta 
entidad fue disuelta por la Ley de DescentraHzación, en su reemplazo, Ueva la firma del prefecto de Potosí, en el marco 
de la nueva normativa. 
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de garantia bancaria de seriedad de propuesta presentadas por la adjudicataria, quien, a su 
vez, realizaria el pago parcial de $us 100.000, mediante cheque girado a la orden de la Uni- 
dad de Reordenamiento dei Ministério Responsable de Capitahzación. El saldo debía ser 
pagado por la adjudicataria hasta el 21 de febrero de 1996; de lo contrario, el pago prévio se 
consolidaria en favor dei Estado boliviano sin que pudiera efectuarse reclamo alguno.'^'*^ 

6 . 2 . 2 . 7 . 3 . Firma dei contrato de compraventa y pago por LAI 

El 1 de marzo de 1996 se suscribió el contrato de compraventa de los activos de la unidad 
económica LAI. Firmaron el documento Alfonso RevoUo, ministro de Capitahzación, y 
Yerko Kukoc dei Carpio, prefecto y comandante general dei departamento de Potosi, en re- 
presentación dei Estado; y Emmy Chase en representación de SS Telecom-Bohvia SRL. 

El contrato senalaba que la transferencia se reahzaria sin pasivos de ningún tipo, nin- 
gún plantei de personal con relación de dependencia laborai, obhgaciones tributarias e 
impositivas y cargas sociales algunas, para lo cual se incluia la cláusula de evicción y sa- 
neamiento correspondiente. 

Por su parte, SS Telecom-Bohvia SRL se comprometió a efectuar vuelos desde y 
hacia la ciudad de Potosi con una frecuencia de tres veces por semana,"^"*^ pero esto fue 
incumphdo tanto por SS Telecom-Bohvia SRL como por la empresa Servidos y Trans¬ 
portes Aéreos Petroleros, verdadera propietaria de las aeronaves. Por el contrario, se usó 
ese compromiso para agihzar autorizaciones de vuelo de las dos aeronaves hacia otros 
destinos, sin reahzar vuelo alguno hacia Potosi o desde Potosi.'^'^'* 

Finalmente, la entrega de los activos adquiridos por SS Telecom-Bohvia SRL se 
realizó el jueves 7 de marzo 1996, con la presencia de Yerko Kukoc dei Carpio, 
prefecto de Potosi; Gil Villegas Michel, asesor de la Prefectura de Potosi, y Roberto 
Jáuregui Mendoza como custodio; en representación de la Unidad de Reordenamien¬ 
to dei Ministério de Capitahzación participaron Héctor Elias Ayoroa, Yuri Tirado 
Villarroel y José Rafael Abastoflor; y en representación de la adjudicataria SS Tele¬ 
com-Bohvia SRL, Emmy Chase. 


442 Convênio y acuerdo de pago, suscrito entre Elvira Lupo de Velarde, directora ejecutiva de la Unidad de Reordenamiento 
y Emmy Chase, representante legal SS Telecom-BoHvia SRL, dei 22 de enero de 1996. 

443 “Cláusula Décimo Primera. Compromiso dei ‘comprador’; Por el presente instrumento contractual, el ‘comprador’, 
de acuerdo con la oferta de compra de los activos que componen los Lotes n.° 1, 2 y 3 de la Licitación Pública MC/ 
SNCI/UR/LIC-002/95 y a la nota enviada por Emmy Chase, representante legal de SS Telecom-Bolivia SRL, de 
fecha 13 de noviembre de 1995, se compromete a efectuar vuelos de y a la ciudad de Potosi, con una frecuencia de 
tres veces por semana, garantizando el cumplimiento de este su compromiso con la aprobación, a la que está obligado 
tramitar y obtener, de su itinerário y/o cronograma de vuelos por la Dirección de Aeronáutica Civil”. 

444 Reporte de vuelos realizado por la empresa a la Dirección de Aeronáutica Civil (Nota PDD 01/96 suscrita por el Cap. 
Mario Anez H., presidente Ejecutivo de STAP). 

445 Acta de entrega y recepción de activos. Licitación Pública MC/SNCl/UR/LIC-002/95 Unidad Económica Línea 
Aérea Imperial. La Paz, 7 de marzo de 1996. 
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En esta misma fecha, Yerko Kukoc, en su condición de prefecto de Potosí, recibió del 
ministro de Capitakzación dos cheques de gerencia por el pago de activos de 

• Cheque n.° 010008, Banco Nacional de Bokvia SA, por la suma de $us 100.000. 

• Cheque n.° 008334, Banco Económico SA, por la suma de $us 500.500. 

6.2.3. Aspectos económicos de la privatización 

6.2.3.1. Inversiones estatales en LAI 

Las inversiones estatales realizadas en LAI fueron de un valor superior a los $us 3.000.000 
(Ayuda memória CEEP-UEREP, 1992). 

El informe de la consultora Le Groupe de 1992 considera que las transferencias de 
fondos administrativos de Cordepo a la LAI “se elevan a $us 5.204.355 para el período 
de 1979-1989” (Le Groupe, 1992: 21). 

6.2.3.2. LAI antes y durante la privatización 

LAI había paralizado actividades en 1989 (Le Groupe, 1992), por lo que la información 
referida a sus condiciones antes del proceso privatizador está reflejada en los informes de 
consultoria elaborados a efectos de su venta (Le Groupe, 1992; Roberto Jáuregui, 1995). 

En 1992 se pudo determinar la intervención de la consultora Price Waterhouse en la eva- 
luación de LAI en matéria contable, aunque no se encontraron informes de dicha consultora. 
Roxana Díaz, funcionaria de la UEREP-CEEP a cargo de coordinar la privatización de LAI, 
reporta que, en ocasión de su viaje a Potosí en octubre de 1992, “se recibió información con¬ 
table complementaria que permitirá a la consultora Le Groupe SM International Inc. y a la 
Price Waterhouse una evaluación adecuada” (Informe de viaje Roxana Díaz, 13/10/1992). 

6.2.3.2.I. LAI en igg 2 , según Le Groupe SM International, Inc. 

De acuerdo al informe de consultoria elaborado por la empresa Le Groupe SM Inter¬ 
national Inc.,'^'*’ los aspectos más relevantes en relación a la situación de la empresa LAI 
eran los siguientes; 

• La empresa LAI tuvo dificultades técnicas, económicas y financieras desde su puesta 
en operación en octubre de 1979, parakzando actividades en 1989 por decisión del 
Directorio de LAI y de Cordepo. 

• Entre los activos de la empresa se encontraban dos aeronaves de fabricación esta- 
dounidense de la marca Swearingen, tipo Metro II con capacidad de 20 pasajeros 
cada una, así como vehículos, equipos auxiliares para operaciones en tierra, muebles 


446 Recibo por la venta de tres lotes de los activos de la Unidad Económica Línea Aérea Imperial. La Paz, 7 de marzo de 1996. 

447 Informe “F” Estúdios, estratégias y asesoramiento para la privatización de empresas públicas que no operan actualmente, 
dependientes de las Corporaciones Regionales de DesarroUo. Síntesis Línea Aérea Imperial. Julio de 1992. 
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y enseres necesarios para la instalación de oficinas en varias ciudades dei país, además 
de cinco acciones telefónicas (dos en La Paz, dos en Potosí y una en Santa Cruz). 
También se había adquirido un importante lote de repuestos. 

• En el balance de LAI al 21 de diciembre de 1989, el rubro de activos exigibles presentaba 
varias cuentas que no se regularizaron, ni con acciones para lograr su recuperación ni con 
la rendición de cuentas de las personas responsables de las mismas; también se menciona- 
ba el monto de Bs877.012 de activo exigible, sin contar con un registro pormenorizado de 
vários de los eventuales deudores consignados con montos significativos. 

En cuanto a los pasivos reales, en el informe mencionado se detaUa lo siguiente; 

a) La deuda de LAI a la Administración Autónoma de Servidos Auxiliares a la Navegación Aé¬ 
rea (AASANA) que se estimó, preHminarmente, en Bs67.170 (equivalente a $us 17.312). 

b) La deuda a la empresa Global AS Garret por mantenimiento de las aeronaves, sobre 
la cual no existia información contable precisa, ni certeza de que se hubiera pagado 
después de la suspensión de operaciones de LAI. 

c) De acuerdo al balance de 1989, entre los pasivos de LAI figuraba un rubro denomina¬ 
do “transferencias”, referido a los traspasos de fondos que Cordepo reaHzaba a LAI. 
Por información de Cordepo, las transferencias anuales eran por sumas aproximadas a 
BsLOOO.OOO, montos que en ninguna gestión fueron apropiados contablemente como 
pasivos ni como patrimônio. 

d) Los adeudos a diferentes organizaciones e instituciones de seguridad social (Fondo 
de Pensiones, Fondo de Vivienda y Fondo para Jubilación, aportes laborales y aportes 
patronales) se detaUan en el siguiente cuadro; 


Cuadro 184. LAI: Cuentas por pagar (aportes laborales y patronales) (Bs) 


Aportes 

Detalle 

Monto 1 


Saldo a 1/01/89 

159.030,04 

Aportes laborales 

Caja Nacional de Salud 

6.401,51 

FOPAN 

2.169,90 


Fonvi 

676,09 


Saldo a 1/01/89 

12.591,82 

Aportes patronales 

Caja Nacional de Salud 

9.047,93 

FOPAN 

3.015,98 


Fonvi 

1.206,38 

Total 

194.140,46 


Fuente: Informe"F"de Le Groupe SM International Inc., 1992. 


También en el balance al 31 de diciembre de 1989 se encuentran consignadas otras 
cuentas pendientes de pago, detaUadas en el siguiente cuadro: 
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Cuadro 185. LAI: Otras cuentas pendientes de pago (Bs) 


1 Detalle 

Monto 1 

Saldos adeudados 

56.773 

Impuestos a la renta 

35.033 

Energia eléctrica 

676 

Uso de teiéfonos 

3.572 

Fuente: lnforme"F"deLe Groupe SM International Inc, 1992. 


Cabe mencionar que entre los pasivos reportados por la consultora Le Groupe SM 
International Inc. no figura la información tributaria; 

No existe información acerca del cumpümiento de obügaciones tributarias por el periodo en 
el que LAI estuvo operando. Sin embargo, recibimos la información de que hasta el cierre de 
operaciones se cumpüó regularmente con el pago de los impuestos que estaba sujeta. Pese 
a eUo, al no haber sido cancelado su RUC, esta empresa continua hasta el momento siendo 
sujeto pasible de impuestos (Le Groupe, 1992: 12). 


Considerando lo expuesto, la consultora recomendaba un examen de auditoria especial 
en prevención de que la Dirección General de Impuestos Internos interviniera en el pro- 
ceso de transferencia de esta empresa, exigiendo el cobro de los impuestos adeudados. 

6.2.}.2.2. LAI en 1995 , según el consultor Roberto Jáuregui 

Para junio de 1995, el consultor Roberto Jáuregui y su equipo reportaron que los únicos 
activos en existência de LAI eran dos aviones Metro II A, turbohélices que se encontra- 
ban en la plataforma del aeropuerto de El Alto, un stock de 100 ítems de herramientas en 
depósito en la oficina regional de Cordepo en La Paz, y un stock de herramientas que se 
encontraban en el Container en la plataforma del Grupo Aéreo de Caza en el Aeropuerto 
de El Alto (Jáuregui, 1995). 

Si bien el Balance General de la gestión 1989 reportaba otros activos como vehículos, 
muebles y equipos de oficina, el consultor no los considera “ya que no hay ninguna cons¬ 
tância de su existência o destino actual” (Jáuregui, 1995; 13). 

El informe también reporta las cuentas por cobrar de Cordepo, propietaria de LAI, en 
relación a su knea aérea, consignando la deuda de la empresa privada Transportes Aéreos 
del Altiplano (Trans-Al) por alquiler de las aeronaves de LAI, en el periodo 1993-1995, la 
cual, según el consultor Rodolfo Jáuregui, ascendería a $us 190.404; 

Existe un contrato de arrendamiento de las dos aeronaves suscrito entre LAI y TRANS¬ 
PORTES AÉREOS DEL ALTIPLANO (Trans-Al), de fecha 15 de julio de 1993, estable- 
ciendo al plazo de 5 anos y canon de alquiler de $us 24.600 mensuales, estableciéndose 
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una deuda a LAI por parte dei arrendatario al 13 de Febrero de 1994, de $us 190.404,33.'^"^* 

Qáuregui, 1995: 32) 

Tomando en cuenta que las aeronaves de LAI habían sido alquiladas, a junio de 1995 
su estado es el siguiente; 

• CP-1516: aeronave con 2.706 horas/vuelo y sus turbinas 616 horas/vuelo. La aeronave 
sufrió un incidente al aterrizar en San Borja, el 7 de enero de 1994, y fue recién reparada en 
abril de 1995. Según bitácora, su último vuelo fue el 1 de mayo de 1994. “La aeronave se en- 
cuentra en muy buenas condiciones, tiene pocas horas de vuelo, y no necesita ningún trabajo 
de revisión o reparación” (Jáuregui, 1995: 2) 

• CP-1635: aeronave con 4.115 horas/vuelo y sus turbinas 3.027 horas/vuelo. Su último vuelo 
fue el 15 de julio de 1994. La aeronave se encuentra en buen estado, con capacidad de horas/ 
vuelo alta, pero necesita una revisión de zona caüente en las turbinas por haber superado 
las 3.000 horas de vuelo (horas cumplidas), con un costo aproximado de $us 120.000. “Esta 
revisión no es una condición imprescindible para la venta de la nave” (Jáuregui, 1995: 3). 

En cuanto a los pasivos, en el informe de consultoria de Roberto Jáuregui se identiíi- 
can pasivos tributários y pasivos con entidades de seguridad social; 

Bsl92.508 Pasivos tributários al 30 de agosto de 1995, determinados por el Convênio 

de subrogación de pasivos suscrito entre la Dirección General de Impues- 
tos Internos y Cordepo el 6 de septiembre de 1995. 

Bsl30.493 Deuda al Fondo Complementado dei Seguro Social de Aeronáutica Civil 

(FOCSSAN). 

Bsl94.140 Deuda a la Caja Nacional de Seguridad Social (CNSS). Acción legal inicia¬ 

da el 5 de enero de 1990. 

6. 2 . 3 . 3 . Valuación de los activos de LAI 

Para julio de 1992, la consultora Le Groupe SM International Inc. evaluó los activos de la 
empresa a partir de una inspección detaUada de las aeronaves y la verificación de su pre- 
cio en el mercado, recomendando que los repuestos fueran vendidos junto a cada avión. 
De acuerdo al informe “F” presentado por la consultora Le Groupe en juHo de 1992, la 
valuación de los activos de LAI era de $us 2.005.000. Sin embargo, para marzo de 1993, 
la consultora reporta un avalúo de $us 1.878.944. 

En 1995, la memória económica dei informe de consultoria presenta inventários de 
todos los activos existentes, clasificándolos en tres grupos y asignándoles un valor de 
mercado de $us 1.106.632. 


448 En 1995, ano en que se resuelve el contrato, esta deuda fue conciliada a |us 120.300. 

449 Convênio de Subrogación de pasivos tributários, suscrito entre Miguel Antonio Roca, director general de Impuestos 
Internos y Mario Espinoza Martínez, presidente de Cordepo. La Paz 6 de septiembre de 1995. 
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Cuadro 186. Comparación de valuaciones de LAI ($us) 


LeGroupe SRL (1992) 

LeGroupe SRL (1993) 

Roberto Jáuregui (1995) 

2.005.000 

1.878.944 

1.106.632 


Fuente: CEMIPyC, 2018. 


Como ocurrió en todos los casos de valuación de empresas públicas para su privatiza- 
ción, las estimaciones de valor que efectuaron las consultorias tendieron a subvaluar las 
empresas y/o sus activos, y la subvaluación era mayor cada vez que se encargaban nuevas 
consultorias destinadas a finalmente transferir los activos a potenciales adjudicatários. 

6.2.3.4. Resultados de la privatización 

Los gestores de la privatización habian prometido a los potosinos y al pais que la empre¬ 
sa privada asumiria la propiedad y administración de su Hnea aérea en beneficio de los 
potosinos y que los nuevos duenos les brindarian el servicio de transporte aéreo que la 
administración estatal no habia podido brindar. Pero esto no sucedió, a pesar de que el 
contrato de compraventa de las aeronaves de LAI obHgaba a la empresa compradora a 
prestar servidos de transporte aéreo desde y bacia Potosi; 

... se compromete a efectuar vuelos de y a la ciudad de Potosí, con una frecuenda de tres veces 
por semana, garantizando el cumpbmiento de este su compromiso con la aprobadón, a la que 
está obligado a tramitar y obtener, de su itinerário y/o cronograma de vuelos por la Dirección 
de Aeronáutica Civil (Contrato de compraventa, 01/03/1996, Cláusula 11). 

Pero ni la empresa compradora SS Telecom Bobvia SRL, representada por Emmy 
Chase, ni lo senores Mario Anez, Erwin Greminger y Carlos Delfin AmeUer, que habrian 
encargado a Emmy Chase la compra de los activos de LAI, dieron cumpbmiento a la 
cláusula 11 del contrato; por el contrario, utibzaron esa condición para requerir la autori- 
zación de la Dirección General de Aeronáutica Civb, pero para reabzar vuelos hada otras 
regiones del pais, pero en ningún caso a la ciudad ni al departamento de Potosí. 

6.2.3.5. Perjuicios económicos 

1) El Estado bobviano gastó en la implementación de la Línea Aérea Imperial la suma de 
$us 5.204.355. 

2) Como parte del proceso de privatización, los gobiernos de Jaime Paz Zamora y Gon- 
zalo Sánchez de Lozada gastaron $us 47.966,14 en dos consultorias para valuar los 
activos de la empresa. 

3) Los activos de LAI fueron vendidos en $us 600.500, un monto inferior al valor de 
mercado que, en 1995, era $us 1.106.632. 
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Cuadro 187. Comparación de gastos, valuaciones y precio de venta de LAI ($us) 


Gastos estatales en la 

División de 

Valuación 

Valuación 

Precio de venta 

implementación 

activos de 

Le Groupe SM 

R. Jáuregui 

1995 

de LAI 

LAI 

Julio1992 

Marzo 1993 

1995 



Lote 1 

980.000 

980.000 

565.000,00 

333.000 

5.204.355 

Lote 2 

825.000 

825.000 

482.000,00 

260.000 

Lote 3 

200.000 

73.944 

59.632,00 

7.500 


TOTAL 

2.005.000 

1.878.944 

1.106.632,00 

600.500 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en el Informe"F"de Le Groupe (1992); Informe Final Le Groupe (1993); e Informe consultor Rodolfo Jáuregui (1995). 


El cálculo dei perjuicio económico es el siguiente; 

f 

Perjuicio económico por la privatización = (Valor de mercado - Precio de venta) + Gastos de consultoria 

V _ J 

f \ 

PEP = (1.106.632,00 - 600.500,00) -I- 47.966,14 = 554.098,14 

V ___ J 

Por tanto, el perjuicio económico por la venta de la Línea Aérea Imperial alcanzó la 
suma de $us 554.098,14. 

6.2.4. Análisis jurídico de la privatización de LAI 
6 . 2.4.1. Relación de hechos susceptibles de responsabilidad 

El Decreto Supremo 22836 dei 14 de junio de 1991 determina, en su artículo 20, numeral 
49, que la Línea Aérea Imperial (LAI) será sometida al proceso de reordenamiento, ya sea 
a través de su transformación, disolución y Hquidación o transferencia total o parcial de 
la propiedad de la empresa, como unidad patrimonial, al sector privado. El 2 de abril de 
1992, se suscribe el contrato con Le Groupe SM International Inc., para determinar la 
viabiHdad técnico-económica, la valoración de activos y la estratégia para privatizar LAI. 
De acuerdo al informe “F” presentado por la consultora Le Groupe SM International 
Inc. en juHo de 1992, la valuación de los activos de LAI era de $us 2.005.000; sin embar¬ 
go, para marzo de 1993, la consultora reportó un avalúo de $us 1.878.944, reduciendo el 
valor de los repuestos de $us 200.000 a menos de $us 74.000. 

La empresa LAI no fue privatizada en el gobierno de Jaime Paz Zamora sino en el de 
Gonzalo Sánchez de Lozada, quien emite el Decreto Supremo 23991 dei 10 de abril de 
1995, que aprueba un nuevo Reglamento a la Ley de Privatización, cuyo procedimiento 
para privatizar las empresas públicas estaba a cargo dei Ministério de CapitaHzación y la 
Unidad de Reordenamiento. 

Por Resolución Codena n.° 02/95 dei 25 de abril de 1995, se autoriza al Ministério de 
CapitaHzación la privatización de 47 empresas púbHcas, incluida la empresa LAI. El 18 de 
mayo de 1995, a través de la Resolución Directorio Cordepo 6/95, se autoriza la venta de 
las empresas de Cordepo, entre las que también se encuentra LAI. 
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La Unidad de Reordenamiento, dependiente del Ministério de Capitaüzadón, contrata 
a Eduardo Rivas como consultor individual para la evaluación económica de los activos 
de LAI; empero, ante su desistimiento, el FNDR no contrata al segundo mejor ubicado 
del proceso de selección sino a Roberto Jáuregui, quien era parte del equipo de consulto¬ 
ria de Rivas. Jáuregui establece los siguientes valores: 


Cuadro 188. Valuación de LAI en 1995 ($us) 


Valor en el mercado 
internacional 

Valor nacionalizado en 
Bolívia 

Valor actual de mercado 

Valor mínimo de 
liquidación 

1.271.632,00 

1.828.769,00 

1.106.632,00 

1.024.466,00 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Jáuregui, 1995. 


Entre el 4 y 11 de junio de 1995 se realizan las publicaciones de la Convocatoria a Lici- 
tación Pública para la venta de los activos de LAI (MC/SNCI/UR/LIC-002/95). Luego, 
por Resolución Ministerial 032/95 del 16 de junio de 1995, se aprueba el Plan específico y el 
Pbego de condiciones MC/SNCI/UR/LIC-002/95. Cabe senalar que el 3 de agosto de 1995 
entran en vigência las “Normas básicas del Sistema de Administración de Bienes y Servicios” 
conforme dispone la Ley 1178, a través de la Resolución Suprema 216145. El 19 de septiem- 
bre de 1995, se declara desierta la licitación por contar con un solo proponente. 

El 23 de septiembre de 1995, se emite la Segunda Convocatoria a Licitación Pública 
de los activos de LAI, con fecha de recepción y apertura de propuestas (sobres A y B) 
para el 6 de octubre de 1995. En dicho acto, el hbro de recepción de propuestas registra 
dos; una recibida en la fecha y otra del 21 de septiembre de 1995, recibida vía fax, que 
es descartada por no cumphr con los requisitos de la convocatoria. De tal manera, por 
Informe de Recomendación de la Comisión Cahficadora (con firmas del ministro de 
CapitaUzación, Alfonso RevoUo; del secretario nacional de Capitahzación e Inversión, 
Edgar Saravia D.; de la directora ejecutiva de la Unidad de Reordenamiento, Elvira Lupo 
de Velarde, y de Jorge Harriague, funcionário designado como vocal), se sugiere adjudicar 
la Licitación Pública de LAI a favor de la propuesta presentada por SS Telecom Bohvia 
SRL, homologándose a través del Decreto Supremo 24163 del 20 de diciembre de 1995, 
que adjudica los activos de LAI en favor de SS Telecom Bohvia SRL, senalando; 

Artículo 1°. Adjudicase en favor de la empresa SS Telecom Bohvia SRL los lotes de bienes que com- 
ponen la Línea Aérea Imperial (LAI), de propiedad de la Corporación Regional de DesarroUo de 
Potosí (Cordepo), por el precio total de SEISCIENTOS MIL QUINIENTOS 00/100 DÓLARES 
DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA ($us 600.500) de acuerdo al siguiente detaUe: 
Lote n.° 1: aeronave CP 1516, por el precio de TRESCIENTOS TREINTA Y TRES MIL 
00/100 DÓLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA ($us333.000). 

Lote n.° 2: aeronave CP 1635. por el precio de DOSCIENTOS SESENTA MIL 00/100 DÓ¬ 
LARES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA (Sus. 260.000): 

Lote n.° 3 herramientas y repuestos, por el precio de SIETE MIL QUINIENTOS 
00/100 DÓLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA ($us 7.500). 
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6 . 2.4.2. Irregularidades relevantes 

6 . 2 . 4 . 2 .I. Adjudicación de activos de LAI en favor de persona carente de representación legal 

De conformidad con la documentación existente, se observa que el informe de la Co- 
misión Jurídica así como el informe de recomendación de adjudicación de la Comisión 
CaUficadora, no reaüzaron ninguna objeción respecto dei Poder de Representación legal 
de Emmy Chase, quien se apersonó en representación de la empresa SS Telecom-Bohvia 
SRL. Se sabe que el Poder de Representación en favor de Emmy Chase fue revocado el 
9 de febrero de 1995, por lo que la documentación presentada en fecha 6 de octubre de 
1995 (mismo día de apertura dei sobre “A”) contem^a un Poder que ya había caducado y, 
por tanto, no existia personería jurídica que validara los actos jurídicos realizados por la 
exrepresentante en el mencionado proceso. 

En efecto, Emmy Chase se presentó al proceso de hcitación, tanto en la primera convo¬ 
catória (junio 1995) como en la segunda (septiembre 1995), con el Poder 16/93 dei 19 de 
enero de 1993, otorgado por los socios de SS Telecom-Bohvia SRL, Byron Lefebre, Emmy 
Chase y Bruce Roy Holmes. Sin embargo, al momento de la hcitación púbhca de los acti¬ 
vos de LAI, los senores Lefebre y Holmes ya no eran socios de SS Telecom-Bohvia SRL, 
habiendo transferido sus acciones en 1993 a Genaro Delgado y a Holmes Investiments 
Inc., quienes de manera expresa revocaron ese poder el 9 de febrero de 1995, mediante el 
Testimonio de Poder 37/95, en el que otorgaban Poder General de administración a Michel 
Diago (el Acta de Asamblea Extraordinária de Socios que determinó esta revocatoria de 
poder fue suscrita también por Emmy Chase como socia minoritária de la empresa). 

En todo caso, el representante legal debidamente acreditado era Michel Diago, pero 
no fue él quien firmó la presentación de las propuestas técnica y económica, ni el acta de 
apertura de sobres, ni el Contrato de compraventa dei 1 de marzo de 1996. 

Por los hechos descritos, se presume responsabihdad por parte de los integrantes 
de la Comisión Jurídica y la Comisión Cahficadora en el proceso de privatización 
de los activos de LAI por haber aceptado una representación legal revocada. Así 
también por parte de los firmantes dei DS 24163 de 21 de noviembre de 1995, que 
adjudica los activos de LAI en favor de SS Telecom Bohvia SRL. y de los firmantes 
dei contrato de compra venta respectivo. 

V_i_ J 

G. 2 .^. 2 . 2 . Ausência de respaldo técnico para reducción dei valor de los activos de LAI 

En el gobierno de Jaime Paz Zamora, la consultora Le Groupe SM International Inc. eva- 
luó los activos de la empresa LAI a partir de una inspección detahada de las aeronaves y la 
verificación de su precio en el mercado, recomendando que los repuestos fueran vendidos 
junto a cada avión. De acuerdo al informe “F” presentado por Le Groupe SM en juho de 
1992, la valuación de los activos de LAI era de $us 2.005.000. Pero en marzo de 1993, la 
misma consultora reportó un avalúo de $us 1.878.944. 
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La estratégia de privatización recomendada por la consultora fue la venta de los aviones 
por separado en una misma Hcitación, incluyendo para cada nave la mitad del lote de repuestos 
y herramientas que constituían el total de activos de LAI. Esta posibilidad no se realizo sino 
hasta el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada, cuando se firma un nuevo contrato de con¬ 
sultoria (019B/95, del 29 de mayo de 1995), con el consultor Roberto Jáuregui para realizar 
nuevos estúdios de evaluación, valorización y definición de estratégias de privatización de la 
Línea Aérea Imperial, en un plazo de 15 dias calendário (entre el 29 de mayo y el 13 de junio 
de 1995), por la suma de $us 15.000, contando con cuatro técnicos de apoyo. 

El informe de consultoria presenta inventários de todos los activos existentes, clasifi- 
cándolos en tres grupos y dándoles los siguientes valores: 


Cuadro 189. Valores de mercado de LAI (1995) 


Grupos 

Items 

Valor actual de mercado ($us) 

Grupo 1 

Un avión Metro II AGP 1516 Modelo 1979 

565.000,00 

Grupo 2 

Un avión Metro II AGP 1635 Modelo 1980 

482.000,00 

Grupo 3 

Stockde repuestos nuevos, sin uso 

28.963,00 

Stock de herramientas a medio uso 

30.669,00 

Totales 

1.106.632,00 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en el Informe Final de Roberto Jáuregui (1995). 


El 16 de junio de 1995, el Ministério de Capitahzación aprueba el Plan Especifico de 
privatización de LAI y su Phego de Condiciones para la Licitación Pública Internacional, 
documentos elaborados por el consultor Roberto Jáuregui y la Unidad de Reordenamien- 
to (Resolución Ministerial 032/95, 16/06/1995). 

El 19 de septiembre de 1995, se declara desierta la convocatoria por contar con un 
solo proponente, y el 23 de septiembre se publica una segunda convocatoria para la hei- 
tación de los activos de LAI. 

El 6 de octubre de 1995, el Acta de la segunda Licitación registra dos propuestas recibi- 
das. Una de eUas es descartada por no cumphr con los requisitos de la convocatoria. La pro- 
puesta económica de la proponente habilitada SS Telecom Bolivia SRL fue la siguiente: 

• Lote n.° 1. Aeronave CP 1516 $us 333.000 

• Lote n.° 2. Aeronave CP 1635 $us 260.000 

• Lote n.° 3. Herramientas y repuestos $us 7.500 

Total $us. 600.500 

El mismo 19 de octubre de 1995, la Comisión Cahficadora recomendó “adjudicar la 
Licitación Pública MC/SNCI/UR/LIC-002/95, en favor de la propuesta económica pre- 
sentada por la empresa SS Telecom-Bohvia SRL por el monto total de $us 600.500, por 
la adjudicación de los tres Lotes de Activos de Línea Aérea Imperial (LAI)”. El Informe 
de Recomendación Ueva las firmas del ministro de Capitahzación, Alfonso Revoho; del 
secretario nacional de Capitahzación e Inversión, Edgar Saravia D.; de la directora eje- 
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cutiva de la Unidad de Reordenamiento, Elvira Lupo de Velarde, y de Jorge Harriague, 
funcionário designado como vocal por Resolución Ministerial 078, 15/09/1995. 

El 21 de noviembre de 1995, Gonzalo Sánchez de Lozada y su gabinete emitieron el 
Decreto Supremo 24163 que adjudicaba los activos que compom^an LAI en favor de SS 
Telecom-BoHvia por el precio total de $us 600.500, a pagarse a la firma dei contrato de 
compraventa suscrito en marzo de 1996. 

Como se puede evidenciar, la transferencia de los activos de LAI tuvo tres avalúos 
técnicos debidamente justificados; el primero por la consultora Le Groupe SM en julio 
de 1992, por $us 2.005.000; el segundo por la misma consultora en marzo de 1993, por $us 
1.878.944; y posteriormente en junio de 1995 por el consultor Roberto Jáuregui, por 
$us.l.106.632,00. Sin embargo, sin base técnica ni justificación de ninguna naturaleza, 
la Comisión Calificadora aprobó la oferta económica de $us.600.500, con la que final¬ 
mente se adjudicó a la empresa SS Telecom-Bolivia. 

Ante los hechos descritos, existe presunta responsabiHdad por parte de los inte¬ 
grantes de la Comisión Calificadora que suscribieron el Informe de Recomenda- 
dón de 19 de octubre de 1995, para la adjudicación de los activos de LAI en favor 
de la empresa SS Telecom-Bolivia SRL, por un monto inferior a su valoración téc¬ 
nica de mercado y sin respaldo legal alguno. Asimismo, por parte de los firmantes 
dei Decreto Supremo 24163, de 21 de noviembre de 1995 de adjudicación, y de los 
firmantes dei contrato de compra venta respectivo. 

V_]_]_ J 

Conclusiones 

Las presentes conclusiones resumen los resultados de la investigación respecto de lo su¬ 
cedido con la privatización de las empresas públicas creadas para promover el desarroUo 
dei Departamento de Potosí, destacando sus principales impactos en los âmbitos político 
institucional, económico productivo, social y jurídico. 

Âmbito político institucional 

La enajenación de empresas públicas y de emprendimientos de apoyo técnico a la pro- 
ducción a cargo de la Corporación Regional de DesarroUo de Potosí (Cordepo), provocó 
una desarticulación poUtico—institucional en la conducción dei desarroUo departamental, 
que articulara emprendimientos alternativos con la producción minera. 

El desmantelamiento de esa institucionaUdad dei desarroUo (Cordepo), ocasionó la pér- 
dida en las capacidades estatales de organización y planificación estratégica dei desarroUo 
departamental integral, tan necesario en un departamento enorme pero desarticulado. 

En términos poUticos, el departamento fue abandonado en manos de sectores corpo¬ 
rativos vinculados a rubros económicos tradicionales (caso minería) sin visión integral dei 
desarroUo departamental, pero que aprovecharon sus conexiones poUticas para participar 
con ventaja en la enajenación dei patrimônio púbUco departamental. 
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Âmbito económico productivo 

El mayor impacto respecto de la economia y la producción departamental fue el desba- 
ratamiento de emprendimientos alternativos como los del sector turismo; el cierre del 
Hotel IV Centenário, la venta de LAI y la pérdida de un servido de transporte aéreo 
desde y hacia Potosí. 

La política de privatización de empresas públicas hizo colapsar a varias de las empresas 
públicas que cubrían rubros productivos no tradicionales, como los de la hilandería, la pro¬ 
ducción agropecuaria ganadera, piscícola y el fomento a la actividad forestal (viveros). 

La desarticulación productiva y la cancelación de vários proyectos de apoyo a la producción 
agropecuaria, sobre todo campesina, agudizó la desconexión territorial departamental. 

Los perjuicios económicos al departamento alcanzan a la suma desglosada del si- 
guiente cuadro; 


Perjuicio económico por la privatización en el departamento de Potosí 


Empresa 

item 

Monto ($us) 

Hilandería de Pulacayo HipuI 

Consultorias 

3.500,00 

Perjuicio 

3.500,00 

Vivero Mosoj LIajta 

Consultorias 

4.500,00 

Perjuicio 

4.500,00 

Vivero Escara 

Consultorias 

4.500,00 

Perjuicio 

4.500,00 

Vivero Los Pinos 

Consultorias 

3.800,00 

Perjuicio 

3.800,00 

Vivero Tarapaya 

Consultorias 

3.800,00 

Perjuicio 

3.800,00 

Criadero de Truchas Chico Chico 

Consultorias 

3.800,00 

Perjuicio 

3.800,00 

Proyecto Ganadero Rio Mulato 

Consultorias 

4.800,00 

Perjuicio 

4.800,00 

Terminal de Buses Potosí 

Consultorias 

14.000,00 

Perjuicio 

14.000,00 

Hotel Prefectural Potosí 

Consultorias 

10.330,20 

Perjuicio 

10.330,20 


Valor referencial 

1.106.632,00 

Línea Aérea Imperial LAI 

Precio de venta 

(600.500,00) 

Consultorias 

47.966,14 


Perjuicio 

554.098,14 

Total 

607.128,34 


Nota: El perjuicio se calcula a partir de la diferencia entre el valor referencial de venta y el precio de venta; a ese resultado se suman los gastos de 
consultorias, martilleos y bonos extralegales. Las cifras gue aparecen entre parêntesis son negativas, se restan en las sumatorias. 

Fuente: CEMIPyC, 2018. 


El perjuicio total por la enajenación de empresas públicas en el departamento de Po¬ 
tosí fue de $us 607.128,34, equivalentes a $us 1.332.282,43 actuales. 
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Estas cifras solo hacen referencia a los perjuicios económicos directos e inmediatos, por¬ 
que el dano a la capacidad económico productiva departamental fue, sin duda, mayor. 

Âmbito social 

El impacto social de la desarticulación institucional productiva, que generaba acciones de 
integración territorial y social, impidió una mejora en las condiciones socioeconómicas 
de vida, sobre todo rural y campesina, conforme a los planes originales de los proyectos 
productivos. 
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Capítulo 7 . Las empresas públicas del departamento de Tarija 


El Plan Bohan (1941) fiae un plan de desarroUo económico implementado en Bolivia a ttavés 
de la Corporación Boliviana de Fomento (CBF). Tarija formó parte del mismo desde el ini¬ 
cio, y se proyectaron diversos emprendimientos productivos (una planta azucarera, desarroUo 
agropecuário, irrigación de las zonas adyacentes al Rio Pücomayo, el estúdio de la ruta Tari- 
ja-Balcarce VUlamontes, la perforación de pozos petroKferos, el establecimiento de plantas de 
refinación, oleoductos y otras obras destinadas a intensificar la explotación del petróleo). 

Además de esos proyectos iniciales encarados por la CBF, el Estado boUviano invir- 
tió en varias industrias productivas, entre las que se encuentran las fábricas de papel, de 
vidrio y de cemento, la planta avícola y la planta de aUmentos balanceados. Asimismo, 
empresas de servidos básicos, la terminal de buses y hoteles. 



592 


Las empresas públicas del departamento de Tarija 


Gráfico 23. Empresas públicas investigadas en el departamento de Tarija, 
por área económica y ubicación 
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9 Bermejo (Prov. Aniceto Arce) 


Fuente: CEMIPyC, 2018. 

Las empresas públicas constituídas en el departamento de Tarija fueron 23, bajo de- 
pendencia de la Corporación Regional de DesarroUo de Tarija (Codetar), de la Prefectura 
de Tarija y del município de Tarija, en el siguiente detalle; 

Cuadro 190. Empresas públicas investigadas en el departamento de Tarija, 


por ano, dependencia y ubicación 


N.° 

Denominación de la empresa 
pública 

Afio de creacióno inicio 
defuncionamiento 

Dependencia durante 
la privatización 

Ubicación (sede de la 
empresa) 

1 

Fábrica de Aceites Comestibles Rafael 
Deheza (FAC) 

1977 

Codetar 

Viliamontes, Gran Chaco 

2 

Empresa Forestal y Pecuaria Tariquía 
(Emfopet) 

1977 

Codetar 

0'Connor, Arce, Gran Chaco 

3 

Alimentos Balanceados Tarija (Albat) 

1978 

Codetar 

Tarija, Cercado 

4 

Planta Industrializadora de Leche (PIL 
Tarija) 

1978 

Codetar 

Tarija, Cercado 

5 

Industrias Agrícolas de Bermejo (lAB) 

1975 

Codetar 

Bermejo, Aniceto Arce 

6 

Centro Vitivinícola Tarija (Cevit) 

1968 

Codetar 

Uriondo 

7 

Sal yodada La Entrerriana 

1986 

Codetar 

Entre Rios, 0'Connor 

8 

Industria de Papel Sidras Tarija (Iptasa) 

1978 

Codetar 

Bermejo, Aniceto Arce 

9 

Industria Avícola de Tarija (lAT) 

1986 

Codetar 

Tarija, Cercado 
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N.° 

Denominación de la empresa 
pública 

Afio de creación 0 inicio 
defuncionamiento 

Dependencia durante 
la privatización 

Ubicación (sede de la 
empresa) 

10 

Programa Agrícola de Oleaginosas y Maíz 
(PAOM) 

1942 

Codetar 

Tarija, Cercado 

11 

Cristales Oscar Alfaro (Criosal) 

1978 

Codetar 

Tarija, Cercado 

12 

Empresa Tarijena de Gas (Emtagas) 

1988 

Codetar 

Tarija, Cercado 

13 

Multipropósito Gran Chaco 

1977 

Codetar 

Tarija, Cercado 

14 

Planta Procesadora de Semilias El Palmar 

1986 

Codetar 

Tarija, Cercado 

15 

Terminal de Buses 

1994 

Codetar 

Yacuiba, Gran Chaco 

16 

Sistema Integrado de Televisión Canal 11 

1986 

Codetar 

Tarija, Cercado 

17 

Hotel Prefectural de Tarija 

1982 

Prefectura 

Tarija, Cercado 

18 

Cabana Prefectural de Tarija 

1981 

Prefectura 

Tarija, Cercado 

19 

Empresa Municipal de Transporte (EMTA 
Tarija) 

- 

Alcaldía de Tarija 

Tarija, Cercado 

20 

Fábrica de Tubos de Cemento Tarija 

- 

Alcaldía de Tarija 

Tarija, Cercado 

21 

Matadero Municipal 

1984 

Alcaldía de Tarija 

Tarija, Cercado 

22 

Administración Regional de Obras 
Sanitarias (AROS Tarija) 

1975 

Alcaldía de Tarija 

Tarija, Cercado 

23 

Fábrica de Cemento El Puente (Facep) 

1978 

Codetar 

El Puente, Méndez 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Estratégia de privatización en Bolivia (Price Waterhouse, 1990); Listados de la Comisión de Evaluación de la Empresa 
Pública (CEEP), 1992-1993; Memória Unidad de Reordenamiento 2001 (MCEI, 2001); Memória 2000-2001 (MCEI, 2001). 


Como se puede apreciar en el cuadro anterior, 17 de estas empresas dependían de la 
Corporación Regional de DesarroUo de Tarija (Codetar), dos de la Prefectura de Tarija 
y cuatro de la Alcaldía Municipal de Tarija. De las 23 empresas, 14 eran productivas, de 
las cuales 13 eran de propiedad de Codetar, lo que muestra la importância que tuvo esta 
entidad en el fomento al desarroUo regional. 

7.1. La enajenación de las empresas públicas de Tarija 

Durante el gobierno de Víctor Paz (1985-1989) se iniciaron los estúdios para la privatiza¬ 
ción de empresas públicas, pero fue durante los gobiernos de Jaime Paz Zamora, Gonzalo 
Sánchez de Lozada y Hugo Banzer-Jorge Quiroga cuando se materiaHzó su enajenación. 

En la gestión de Jaime Paz Zamora, la institucionaHdad privatizadora estuvo a cargo 
de la Comisión de Evaluación de la Empresa Pública (CEEP), creada el 11 de enero de 
1990 para determinar la situación y perspectivas futuras de las empresas públicas, así 
como la conveniência o no de su transferencia total o parcial a la actividad privada, coo¬ 
perativas u otras formas de asociación (DS 22407, 11/01/1990, art. 108).'^^*’ 

El Directorio de la CEEP estaba presidido por el ministro de Planeamiento y Coordi- 
nación, e integrado por el ministro de Industria, Comercio y Turismo, el ministro de Fi- 
nanzas, el ministro de Trabajo y DesarroUo Laborai, el ministro sin Cartera y el ministro 


450 El DS 22407 aprobó las “Políticas de acción para consolidar la estabilidad y promover el crecimiento económico, el 
empleo, el desarroUo social y la modernización dei Estado” y contenía los Uneamientos económicos dei Gobierno de 
Jaime Paz Zamora. 
















594 


Las empresas públicas del departamento de Tarija 


dei sector correspondiente (DS 22407,11/01/1990, art. 111). 

El 14 de junio de 1991, fue creada la Unidad Ejecutora del Reordenamiento de las 
Empresas Públicas (UEREP), bajo dependencia del Ministério de Planeamiento y Coor- 
dinación, con autonomia de gestión, para que sea la Secretaria Técnica de la CEEP (DS 
22836, 14/06/1991). Meses más tarde, la UEREP pasó a depender de la Subsecretária 
de DesarroUo Socio Económico del Ministério de Planeamiento y Coordinación, y esa 
Subsecretária comenzó a actuar como Secretaria Técnica de la CEEP en la definición de 
estratégias para la privatización (DS 23170, 05/06/1992). 

El 24 de abril de 1992, Paz Zamora (junto a su ministro de Planeamiento y Coordi¬ 
nación, Samuel Doria Medina Auza, y su ministro de Finanzas, Jorge Quiroga Ramirez) 
promulgó la Ley 1330 de Privatización. Esta norma autorizó a las entidades estatales 
a enajenar activos, bienes, valores, acciones y derechos de su propiedad, e instruyó al 
Consejo Nacional de Economia y Planificación (Coneplan) para normar y fiscalizar la 
privatización de las empresas públicas, definiendo las estratégias para su transferencia o 
disolución. La reglamentación de la Ley de Privatización fue aprobada el 5 de junio de 
1992 mediante el DS 23170, y modificada el 8 de octubre de 1992 con el DS 23287. 

Durante el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada (1993-1997), la institucionalidad 
privatizadora estuvo a cargo del Ministério de Capitalización, a través de la denominada 
Unidad de Reordenamiento, creada por el Decreto Supremo 23991 del 10 de abril de 1995. 
Esa norma transfirió las funciones establecidas por la Ley de Privatización para el Cone¬ 
plan, asignándole las mismas al Consejo de DesarroUo Nacional (Codena), entidad que fue- 
ra constituída por los decretos supremos 23873 (03/10/1994) y 23955 (08/02/1995).'^^^ 

Durante el gobierno de Hugo Banzer y Jorge Quiroga, la institucionaUdad privati¬ 
zadora pasó a depender del Ministério de Comercio Exterior e Inversión, del Concejo 
Nacional de PoUtica Económica (Conape) y de la Unidad de Reordenamiento (UR). 

En el marco de esa normativa, se efectuó la privatización de las 23 empresas púbUcas en 
el departamento de Tarija, cuyos resultados generales se presentan en el siguiente cuadro; 


Cuadro 191. Situación de empresas públicas de Tarija después del proceso de enajenación 


N.° 

Denominación de la empresa pública 

Situación, adjudicatarioy ano | 

1 

Fábrica de Aceites Comestibles Rafael Deheza (FAC) 

Privatizada, a Granos del Oriente 
(Juan Carlos Velarde)/! 992 

2 

Empresa Forestal y Recuaria Tariquía (Emfopet) 

Privatizada, a Jorge D'arlach, Herminio Alfaro, Dionisio Jurado y 
Normando Alvarado/1995 

3 

Alimentos Balanceados Tarija (Albat) 

Privatizada, a Fritz Lochman/1995 

4 

Planta Industrializadora de Leche (PI L Tarija) 

Privatizada, a Soprolech (Gustavo Birbuet)/1995 


451 “El Consejo de DesarroUo Nacional (Codena) está integrado por los Ministros de la Presidência, de Hacienda, de 
DesarroUo Humano, de DesarroUo Sostenible y Medio Ambiente y Sin Cartera Responsable de DesarroUo Económico; 
por los secretários nacionales de Relaciones Económicas Internacionales; Apoyo al DesarroUo Integral; Coordinación; 
Hacienda; PoUtica e Inversión Social; Planificación e Industria y Comercio” “La Secretana del Codena es ejercida por el 
secretario nacional de Planificación del Ministério de DesarroUo Sostenible y Medio Ambiente” (DS 23955, arts. 3 y 4). 
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N.° 

Denominación de la empresa pública 

Situación, adjudicatarioy ano | 

5 

Industrias Agrícolas de Bermejo (lAB) 

Privatizada, mediante constitución de SAM con aporte estatal, a 
Union de Caheros Bermejo SA-UCABSA y trabajadores IAB/1998 

6 

Centro Vitivinícola Tarija (Cevit) 

Desestimada, transferida a 

Centro Nacional Vitivinícola/1997 

7 

SalYodada La Entrerriana 

Desestimada, transferida a 

Alcaldíade Entre Ríos/1995 

8 

Industria de Papel Sidras Tarija (Iptasa) 

Cerrada 

9 

Industria Avícola de Tarija (lAT) 

Cerrada 

10 

Programa Agrícola de Oleaginosas y Maíz (PAOM) 

Cerrada 

11 

Cristales Oscar Alfaro (Criosal) 

Cerrada 

12 

Empresa Tarijena de Gas (Emtagas) 

Desestimada, con continuidad institucional 

13 

Multipropósito Gran Chaco 

Cerrada 

14 

Planta Procesadora de Semilias El Palmar 

Cerrada 

15 

Terminal de Buses de Tarija 

Desestimada, con continuidad institucional 

16 

Sistema Integrado deTelevisión Canal 11 

Cerrada 

17 

Hotel Prefectural de Tarija 

Privatizada: Carlos Beccar/1993 

18 

Cabana Prefectural de Tarija 

Cerrada 

19 

Empresa Municipal de Transporte (EMTA Tarija) 

Cerrada 

20 

Fábrica de Tubos de Cemento Tarija 

Cerrada 

21 

Matadero Municipal 

Desestimada, con continuidad institucional 

22 

Administración Regional de Obras Sanitarias (AROS Tarija) 

Desestimada, con continuidad institucional 

23 

Fábrica de Cemento El Puente (Facep) 

Privatizada: Soboce SA 
(Samuel Doria Medina Auza)/1996 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en UR (2002). 


El siguiente cuadro complementa la información sobre la situación de las empresas 
públicas luego dei proceso enajenador. 


Cuadro 192. Resumen de situación de empresas públicas dei departamento de Tarija 




Enajenadas 

No enajenadas 

Dependencia 

Cant. 

Privatización 

Cerradas 

Empresas desestimadas 



Venta 

Cierreporefectode la 
privatización 

Transferencia 

Continuidad 

I.Codetar 

17 

6 

7 

2 

2 

2. Prefectura de Tarija 

2 

1 

1 

-- 

-- 

3. Gobierno Municipal de Tarija 

4 

-- 

2 

-- 

2 

Totales 

23 

7 

10 

2 

4 

Porcentaje 

100% 

74% 

26% 


Fuente: CEMIPyC, 2018. 


A consecuencia dei proceso enajenador, siete empresas fueron vendidas, diez fue- 
ron cerradas, dos transferidas a otras entidades públicas y cuatro mantuvieron conti- 
nuidad institucional. 
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Los métodos y modalidades que se aplicaron para efectivizar la enajenación de empre¬ 
sas públicas se presenta en el siguiente gráfico; 


Gráfico 24. Métodos y modalidades de enajenación de las empresas de Tarija 
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Fuente: CEMIPyC, 2018. 
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Finalmente, por la vía de la venta y el cierre, los gobiernos de Jaime Paz Zamora 
(1989-1993), Gonzalo Sánchez de Lozada (1993-1997) y Hugo Banzer-Jorge Quiroga 
(1997-2001) enajenaron el 74% de la capacidad empresarial pública de producción y 
servidos que había en el departamento de Tarija. Sin embargo, intentaron enajenar un 
mayor número de empresas (por ejemplo, la empresa de gas fue sometida al proceso pri- 
vatizador pero los diferentes gobiernos no lograron su enajenación por oposición de las 
instituciones y organizaciones tarijenas). 


7.1.1. Aspectos generales de las empresas enajenadas 

Se describen y el anaHzan 16 empresas de Codetar, dos empresas de la Prefectura y cuatro 
empresas municipales. Finalmente, se presenta el estúdio de caso de la privatización de la 
Fábrica de Cemento El Puente (Facep). 
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7.1.i.i. Fábrica de Aceites Comestibles Rafael Deheza (FAC) 

La instalación de una fábrica de aceites en ViUamontes tenía como objetivo la producción 
de oleaginosas en el Chaco húmedo boliviano.La planta fue instalada el 18 de marzo de 
1973 en virtud a un contrato “Uave en mano” suscrito entre la Corporación Boliviana de 
Fomento y la firma belga-argentina D’ Smert SA SAIC (DS 10818,17/04/1973). La fábrica 
inicio su actividad productiva el 9 de noviembre de 1977, pero sin personería jurídica. 

Se trataba de una fábrica de aceite comestible, productos refinados y harinas, y que, a 
futuro, debía industrializar la soya que estaba previsto producir en el Chaco boliviano. La 
planta tenía una capacidad instalada para el procesamiento de oleaginosas (base de soya) 
de 84.000 TM/ ano. La obtención aproximada de harina de soya era de 65.520 TM/ ano, 
de 15.120 TM/ano de aceite refinado y de 3.360 TM/ano de borra. Pero, desde el inicio 
de sus operaciones, el promedio anual de uso de su capacidad instalada fue dei 10%. 

A partir dei ano 1985, se adicionaron a la fábrica dos tipos de montajes: la Planta Hi- 
drogeneradora y la Fábrica de Bidones Plásticos. En 1989 y 1990 se iniciaron las etapas 
de producción de “envasadoras plásticas “y de “cocinador adicional para jabonería”. 

Por efecto dei Decreto Supremo 21060, la CBF fue disuelta en 1985 y los activos 
industriales de la FAC fueron transferidos a Codetar (DS 21060, 29/08/1985; art. 118, 
inc. a, y 119, inc. b). El Decreto Supremo 22836 dei 14 de junio de 1991 enlistó a la FAC 
entre las 60 empresas de las Cordes a ser privatizadas. 

El 21 de febrero de 1992, la Comisión de Evaluación de la Empresa Pública, presidida 
por Samuel Doria Medina Auza, ministro de Planeamiento y Coordinación, contrató los 
servidos dei consorcio Paribas-Secorec para realizar la evaluación, avalúo y asesoramiento 
en la venta de la FAC. El precio convenido por contrato fue un monto fijo de $us 184.000, 
más los impuestos de ley que establecieran las normas legales de Bohvia.'^^^ El monto efec- 
tivamente pagado ascendió a $us 217.745. De acuerdo al contrato de servidos suscrito, el 
consorcio recibiría, además, un honorário incentivo dei 2% más los impuestos de ley, por un 
precio de venta de hasta $us 6.000.000; en caso de que el monto excediera los $us 6.000.000, 
el honorário incentivo seria dei 2,5% sobre la parte dei precio de venta que excediera los 
mencionados seis miUones. En caso de iniciarse el trabajo de consultoria, pero se suspen- 
diera el proceso de privatización, la CEEP cancelaria al consorcio consultor un honorário 
de conclusión de contrato de $us 30.000 más los impuestos de ley. El contrato fue suscrito 
por Rolando Kempff Bacigalupo como representante legal dei consorcio. 

El consorcio determinó que el valor de los activos fijos de la FAC era de $us 7.300.000, 
y el valor de hquidación de $us 2.900.000. La estratégia de privatización recomendada fue 
la hcitación pública. 


452 Su componente “Programa de Desmonte dei Chaco” está descrito en el documento de evaluación de progreso 
dei “Proyecto Sectorial Agrícola II (511-T-059 y 511-0481) que realizara el Ministério de Asuntos Campesinos y 
Agropecuários junto con Usaid en noviembre de 1981. Extraído de: http://pdf.usaid.gov/pdf_docs/Xdaal646a.pdf. 

453 Contrato de Servicios suscrito entre Secorec-Paribas, representado por Rolando Kempff Bacigalupo, y la Comisión 
de Evaluación de la Empresa Pública, representada por Samuel Doria Medina Auza, ministro de Planeamiento y 
Coordinación y presidente de la CEEP. La Paz, 21 de febrero de 1992. 
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La FAC era la principal compradora de la producción agrícola de la región (ViUa- 
montes y Yacuiba). De acuerdo a los productores de la zona, el potencial agrícola para 
el cultivo de oleaginosas era de hasta 50.000 ha (en el Chaco húmedo tarijeno y Chaco 
chuquisaqueno). El informe de la consultora Paribas-Secorec de 1992 establece dos 
motivos por los que no se incremento la dimensión de la frontera agrícola de la región; 
1 ) no existia un comprador seguro y oportuno de la producción de soya, y 2) no existia 
crédito para financiar la campana agrícola. No obstante, se reconocía lo siguiente; 

... si bien la FAC compra toda la soya producida, la empresa cancela a los agricultores con vários 
meses de retraso, debido a que no cuenta con un capital de operaciones. En los últimos anos [pré¬ 
vios a la privatización en 1992], con la Uegada de empresas comerciaüzadoras de grano de soya 
de Santa Cruz a Yacuiba, los productores de la región han encontrado un comprador alternativo 
que les compra al contado la producción de soya. (Paribas-Secorec, 1992: 60). 

La empresa contaba con 13.896 m2 de edificaciones, que incluían edificios de admi- 
nistración y la fábrica. Se verificó que todas las edificaciones se encontraban en buen 
estado y habían sido construidas con materiales de primera cahdad. 

La mayor parte de los equipos se encontraba en buen estado, por lo que, según la consul¬ 
tora, con los ajustes de mantenimiento requeridos la FAC era “viable técnicamente para pro- 
ducir los volúmenes y capacidades para los que fue disenada” (Paribas-Secorec, 1992; 61). 

Hasta el ano 1992, la FAC contaba con un total de 97 empleados; 73 en el área de ope¬ 
raciones y 24 en el área de administración y comercialización. El informe de Paribas-Se¬ 
corec reconoce la idoneidad del personal técnico de la planta; “La FAC se constituye en 
una fuente de trabajo de mano de obra cahficada (...) con actuahzación adecuada podrá 
asesorar a la gerencia general a los distintos aspectos del sector productivo, así como la 
operación de la planta” (1992; 7). 

El informe también menciona la existência de un Proyecto de DesarroUo Agrícola 
Integral (Proyecto ViUamontes-Sachapera) que operaba con fondos de donación del Go- 
bierno de Itaha y cuyo objetivo era dotar parcelas agrícolas de 15 y 50 ha a campesinos 
colonizadores de la región y sostiene que su proyección era el desmonte de 45.000 ha en 
la provinda Gran Chaco. 

En su evaluación sobre las características técnicas de la Fábrica de Aceites Comesti- 
bles de ViUamontes, la consultora Paribas-Secorec concluye lo siguiente; 

• Tiene tecnologia moderna y está equipada con las mejores marcas de maquinaria. 

• Su rendimiento fabril bajó durante los últimos 14 anos. 

• Con un programa agrícola de incentivos se puede ampliar su frontera agrícola y producir la 
matéria prima necesaria para operar la fábrica a plena capacidad. 

• Se recomienda el mantenimiento general mecánico-eléctrico de la fábrica. 


Neoliberalismo: enajenación de empresas públicas y recursos naturales, 1985-2005. T. 2 


599 


• La administración central aún no ha recibido oficialmente dos áreas: winterización dei aceite 
de algodón'^^'^ y la hidrogenación dei aceite. 

• Se requiere modernizar todo el sistema de recepción para acelerar el ingreso de la matéria 
prima, e incrementar la capacidad de almacenamiento de los silos. 

• Hay insuficiência en la sección de producción de envases. 

• Se debe invertir en el área de envasado, a manera de contar con equipos que puedan concluir 
la producción de la fábrica. 

• Las malas condiciones en las que se encuentra el caldero ‘el corazón de la planta’ [sic] exige 
una inmediata reparación y mantenimiento. 

Se debería implementar tecnologia de punta con el único propósito de reducir costos de pro¬ 
ducción y no de mejorar la caHdad actual dei aceite... (Paribas-Secorec, 1992: 38). 

El 19 de agosto de 1992, el Consejo Nacional de Economia y Planeamiento (Cone- 
plan) aprobó la transferencia de la Fábrica de Aceites Comestibles Rafael Deheza (FAC) 
en favor de la Empresa Granos dei Oriente SRL, mediante Resolución 065/92. 

El 4 de septiembre de 1992, Jaime Paz Zamora y su gabinete ministerial adjudicaron la FAC 
en favor de la empresa Granos dei Oriente SRL por la suma total de $us 5.150.000, pagaderos 
de acuerdo a las condiciones de la oferta preadjudicada por Coneplan (DS 23257,04/09/1992). 
La oferta senalaba el pago en dos cuotas iguales de $us 2.575.000 cada una, la primera a hacerse 
efectiva al momento de suscribir el contrato de compraventa (minuta), y la segunda en el plazo 
de dos anos en forma improrrogable, computable desde la suscripción de dicho contrato. Fi- 
naknente, el contrato de compraventa fue suscrito el 5 de noviembre de 1992. 

De acuerdo a información de Codetar, la inversión estatal en la FAC fue de $us 
18.981.393,14. El valor de sus activos fijos, al 31 de diciembre de 1989, ascendió a $us 

13.411.857,83.^55 

El consorcio determino que el valor de los activos fijos de la FAC era de $us 7.300.000 
y el valor de liquidación de $us 2.900.000. La FAC pasó a manos de la empresa crucena 
Granos dei Oriente SRL en $us 5.150.000 (pagaderos en dos cuotas; la mitad al contado 
y la otra mitad en un plazo de dos anos) (DS 23257, 04/09/1992). 

En cuanto a los costos para privatizar la FAC, el Estado erogó dinero en la contra- 
tación de servidos de consultoria, además dei pago de bonos extralegales a los traba- 
jadores, aprobados en el mismo decreto supremo que autorizo su enajenación en los 
siguientes términos; 

Autorízase al Ministério de Planeamiento y Coordinación disponer, en favor de la Corporación 

Regional de Desarrollo de Tarija (Codetar), por una sola vez, la suma de CIENTO NOVEN¬ 
TA 00/100 MIL DÓLARES AMERICANOS ($us 190.000) de los recursos provenientes dei 

crédito para reformas de carácter estructural. 


454 Se denomina “-winterización” al proceso por el cual se eliminan las grasas sólidas de los aceites líquidos comestibles 
mediante su enfriamiento. 

455 “Perfil industrial Fábrica de Aceites Comestibles Rafael Deheza”, Codetar-Dirección de Reconversión Económica. 
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CODETAR utilizará ese monto exclusivamente solo para el pago del bono de reconocimiento 
al proceso de privatización de la Fábrica de Aceites Comestibles “Rafael Deheza” de ViUa- 
montes, Tarija, en favor de todos los trabajadores de esta última, a razón del equivalente a $us 
2.000 por trabajador. (DS 23257, 04/09/1992, art. 2) 

Los gastos realizados por el gobierno para la venta de la FAC se muestran en el si- 
guiente cuadro; 


Cuadro 193. Costos en consultorias y bonos extralegales para la enajenación de la FAC ($us) 


Descripción 

Montos 

Consorcio Paribas-Secorec 

217.745,60 

Comisión de êxito Paribas-Secorec 

103.000,00 

Bonos extralegales a 95 trabajadores 

190.000,00 

Total 

510.745,60 

Fuente: CEMIPyC, 2018. 


El cálculo del perjuicio económico es el siguiente; 


Perjuicio económico por la privatización = (Valor de activos de la empresa - Precio de venta) + Gastos de consultoria 

+ Bonos extralegales 


f \ 

PEP = (7.300.000,00 - 5.150.000,00) + 320.745,60 +190.000,00 = 2.660.745,60 

V _^^_ J 


Por tanto, el perjuicio económico por la venta de la Fábrica de Aceites Comestibles 
alcanzó la suma de Sus 2.660.745,60. 

La Fábrica de Aceites Comestibles de ViUamontes fue la primera empresa pública 
licitada para su privatización. Su venta significó la desaparición de la única industria cha- 
quena de esa dimensión, ya que los adjudicatários de la fábrica la trasladaron a Santa Cruz 
y no le dieron continuidad productiva en la región. 

7.1.1.2. Empresa Forestal Pecuaria Tariquía (Emfopet) 

La Empresa Forestal Pecuaria Tariquía (Emfopet) fue constituida el 7 de juHo de 1977 
como una empresa pública cuyos propietarios eran Codetar, con una participación del 
60%, y la Universidad Juan Misael Saracho de Tarija, con el 40% restante. El Acta de 
Fundación de Emfopet no fue elevada a la categoria de escritura pública ni obtuvo reso- 
lución expresa que reconociera su personalidad jurídica. Aunque había firmado el Acta 
de Fundación, la Universidad no realizó el aporte económico previsto, no participó en la 
organización de actividades de la empresa ni en la formulación de sus proyectos operati¬ 
vos (Le Groupe, 1992). 
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A partir de diciembre de 1985, el Comité Nacional de Proyectos dei Ministério de 
Planeamiento y Coordinación aprobó la ejecución dei proyecto “Centro Maderero Tari- 
quía” presentado por Emfopet. Para dar curso a la ejecución dei proyecto, el Ministério 
de Asuntos Campesinos y Agropecuários, a nombre dei Gobierno nacional, suscribió un 
Contrato de Aprovechamiento Forestal con Emfopet, por el que le concedió la explo- 
tación forestal de 135.200 hectáreas por el lapso de diez anos, autorizándole a explotar 
150.000 m3 de diversas especies maderables (Le Groupe, 1992). 

La actividad de Emfopet era el aprovechamiento de los recursos naturales maderables 
de la zona de Tariquía en las provindas 0’Connor, Arce y Gran Chaco dei departamento 
de Tarija. Su centro de actividades estaba ubicado en el cantón Tariquía dei municipio 
de Padcaya, Provinda Aniceto Arce. Su mercado era principalmente el sector institucio¬ 
nal, con poca participación en ventas al sector privado, principalmente por su limitada 
capacidad de proceso (Comtrain, 1988). Era dependiente de Codetar, con autonomia de 
gestión económica y administrativa (contaba con el número de registro dei contribuyente 
RUC: 03457852). 

Por iniciativa de las instituciones de protección de la flora y fauna dei departamento 
de Tarija, y a sohcitud de sus autoridades político administrativas, el Gobierno nacional 
creó la Reserva Nacional de Flora y Fauna Tariquía, con una superfície aproximada de 
246.870 ha en la jurisdicción de las provindas 0’Connor, Arce y Gran Chaco dei depar¬ 
tamento de Tarija, mediante Decreto Supremo 22277 (01/08/1989). Esa norma también 
determinó la reversión al Estado de las concesiones no explotadas y prohibió la dotación 
y adjudicación de tierras y toda forma de aprovechamiento forestal, de caza y pesca tanto 
de carácter comercial como deportivo. 

En cumphmiento dei decreto supremo que declara reserva nacional a la zona de Ta¬ 
riquía, el Directorio de Codetar dispuso la suspensión de operaciones de Emfopet, su 
personal fue reasignado en otras funciones y aquel que era eventual fue cesado en sus 
funciones, dando cumphmiento a disposiciones en vigência (Le Groupe, 1992). 

En 1991, el gobierno de Jaime Paz Zamora incluyó a Emfopet entre las 60 empresas 
de las Cordes a privatizar (DS 22836, 14/06/1991). 

El 2 de abril de 1992, la Comisión de Evaluación de la Empresa Púbhca, presidida 
por Samuel Doria Medina Auza, ministro de Planeamiento y Coordinación, contrató los 
servidos de la consultora canadiense Le Groupe SM International Inc. para que reahzara 
la evaluación, avalúo y asesoramiento en la venta de siete empresas denominadas “em¬ 
presas que no operan”,'^^'" entre las que se encontraba Emfopet. El precio pagado por sus 
servidos fue de $us 230.763 (prorrateada esa suma entre siete, corresponde a cada una 
de las empresas evaluadas un total de $us 32.966,14). El contrato fue suscrito por José 
Gabino Vihanueva como representante legal de la consultora. 


456 El grupo denominado “empresas que no operan” estaba conformado por: Empresa Forestal Pecuaria Tarija (Emfopet), 
Fábrica de Envases de Vidrio “Cristalería Oscar Alfaro” (Criosal), Laminadora de Goma SAM (Lamigosam), Línea 
Aérea Imperial (LAI), Industria Papelera de Tarija (Iptasa), Frigorífico Los Andes (Friandes) y Servicio de Energia 
Eléctrica de Cobija (Secobija). 
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La consultora avaluó los bienes de Emfopet en $us 34.606 de acuerdo al siguiente 
detaUe; 


Cuadro 194. Avalúo de Emfopet por Consultora Le Groupe 


Maquinaria, equipo e instalaciones 

$us 30.500 

Productos terminados 

$us 3.906 

Herramientas 

$us200 

Total 

$us 34.606 


Fuente: Le Groupe, 1992. 


La consultora Le Groupe recomendo que esos activos fueran vendidos mediante su¬ 
basta pública. 

La enajenación de los activos de Emfopet fue aprobada mediante Resolución de Di- 
rectorio de Codetar n.° 69/92 del 6 de octubre de 1992. Esta decisión fue refrendada por 
Resolución de la CEEP del 10 de noviembre de 1992 y luego por Resolución del Cone- 
plan del 18 de noviembre de 1992. 

El 11 de diciembre de 1992, Jaime Paz Zamora y su gabinete determinaron el cierre de 
operaciones de esta unidad productiva mediante Decreto Supremo 23356. Este mismo 
decreto autorizó a Codetar a proceder a la venta de los activos de Emfopet en el marco 
de la Ley de Privatización y a contratar para eUo servidos de consultoria (art. 2). Cabe 
senalar que los servidos de consultoria ya habian sido contratados en abril de 1992. 

A pesar de contar con todas las autorizaciones que preveia la normativa privatizadora, los 
activos de Emfopet no fueron vendidos en la gestión gubernamental de Paz Zamora. 

La enajenación de los activos de Emfopet se reinició durante el gobierno de Gonzalo 
Sánchez de Lozada, con la aprobación de la Resolución de Directorio de Codetar n.° 35/95 
del 21 de abril de 1995, que autorizaba al presidente de Codetar “la venta en subasta pública 
de los activos de la Empresa Forestal y Pecuaria Tariquia en Liquidación, Emfopet“. Para 
efectos de la privatización, la resolución aprobaba que un técnico de Codetar actualizara la 
valuación de los activos hecha por Le Groupe. Además, el Directorio de la entidad regional 
aprobó lo siguiente: “el grupo electrógeno de propiedad de Emfopet, en consideración a que 
actuaknente presta servidos de generación de energia eléctrica en la locaHdad de El Puente, 
será excluido del proceso de remate” (art. 4). El valor del grupo electrógeno fúe estimado en 
$us 26.135, habiendo sido el principal activo de un total estimado en $us 34.606 en 1992. 

El 25 de abril de 1995, el Consejo de DesarroUo Nacional (Codena) autorizó al Minis¬ 
tério de Capitaüzación proceder a la privatización de 47 empresas, entre las que se encon- 
traba Emfopet, cerrada debido a la declaratoria de reserva natural del área de Tariquia. La 
estratégia de transferencia recomendada a Codetar fue la venta de sus activos mediante 
subasta pública (Codena, Res. 002/95). 

El 7 de junio de 1995, el Ministério de Capitaüzación aprobó el Plan especifico para 
la subasta de los activos de Emfopet (MC/SNCI/UR/SUB-014/95) pero sin fijar precio 
base para la misma (Min. de Capitaüzación, Res. 025/95). 
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El 17 de julio de 1995 se realizó la audiência de remate en subasta pública de los acti- 
vos de Emfopet, adjudicados a varias personas: 


Cuadro 195. Activos de Emfopet subastados el 17 de julio de 1995 ($us) 


Adjudicatário 

Descripción 

Parciales 

Totales | 


60 m Cable de Acero de 1/2 

60 



1 Pieza Motosierra Dolimar 

450 


Jorge D'Arlach 

1 Estuche con llaves dei grupo CAT de 258 KVA 

65 

642 


2 piezas llaves de bujía de motosierra 

2 



1 lote de herramientas mecânicas 

65 



1 pieza botiquín de madera 

4 



1 pieza mesa de madera 

10 



2 piezas silias de madera 

4 


Herminio Alfaro 

1 pieza lámpara a gas con tubo y garrafa (nueva) 

41 

266 


1 pieza lámpara a gas con tubo y garrafa (usada) 

36 



20 piezas chapas Duralit 

160 



1 pieza chapa Duralit 

11 


Dionisio Jurado 

1 lote de herramientas de construcción 

41 

41 

Normando Alvarado 

1 pieza Motosierra Stihl 

600 

600 

Total general 

1.549 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Acta de Audiência de Remate, 17/07/1995. 


Los activos para los que no se presentaron postores fueron; 

1) 1 pieza bidón plástico de 20 litros $us 2. 

2) 1 pieza chapa DuraHt $us 4. 

3) 15 mts. [sic] Sierra de 5” $us 450. 

4) 8 mts. Sierra 6” $us 160. 

5) 1 Pieza motosierra $us 450. 

6) 13.000 Pie2 Madera Aserrada diferentes medidas en listones, tablas y residuos, sobre la base 
total de $us 2.173,00 (Acta de Audiência de Remate, 17/07/1995). 

Posteriormente, se subastaron los siguientes activos; 


Cuadro 196. Activos de Emfopet subastados el 2 de agosto de 1995 ($us) 


Adjudicatário 

Descripción 

Parciales 

Totales 

Bernardo Jerez 

Una motosierra Dolimar 

405 

2.862,00 

13.000 pie2 de madera aserrada 

2.457 

AdelioTapia 

Bidón plástico de 20 litros 

1,8 

1,80 

Total general 



2.863,80 


Fuente: Acta de Audiência de Remate, 02/08/1995. 
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El total recaudado en las dos subastas de activos de Emfopet alcanzó la suma de 
$us 4.412,80. 

Algunos datos económicos a considerar en la enajenación de Emfopet; se pudo de¬ 
terminar que las inversiones estatales en Emfopet fueron de $us 85.784 las (DS 16014, 
14/12/1978), aunque se estima que pudieron ser mayores. 

De acuerdo a informe de la consultora Le Groupe en 1992, los activos temAn el si- 
guiente valor; 


Cuadro 197. Activos de Emfopet, al 15 de mayo de 1992 ($us) 



Descripción 

Valor de reposición 

Valor actual 

Productos terminados 

Madera aserrada de diferentes medidas 

3.905 

3.906 


Grupo electrógeno Caterpillar 258 kwa 

43.500 

26.135 

Bienes de uso 
(maquinaria y equipo; 
herramientas) 

Dos motosierras Dolmar a mezcla 

2.400 

1.440 

Una motosierra Sthil a gasolina 

1.050 

450 

Unfumigador de mochila 

150 

60 

Un acoplado agrícola (trayler) [sic] 

3.500 

2.415 


Lote de herramientas 

350 

200 

Total 

54.855 

34.606 


Fuente: Le Groupe, 1992. 


El avalúo incluyó el grupo electrógeno Caterpillar, pero no fue sometido a venta por 
subasta, porque Codetar decidió su transferencia al municipio El Puente para el servicio 
de energia eléctrica. De los $us 34.606, como valor actual, $us 26.135 correspondían al 
valor del grupo electrógeno que no seria subastado; el resto de activos de Emfopet ape¬ 
nas Uegaba a $us 8.471, de los cuales pudieron recaudarse $us 4.412,80. 

Para la enajenaciónde Emfopet, se contrataron servidos de consultoria por $us 
32.966,14. 

El cálculo del perjuicio económico es el siguiente; 

f ^ ^ 

Perjuicio económico por la privatización = (Valor actual de activos menos electrógeno - Precio de venta) + Gastos de 

consultoria 

V___ J 

PEP = (8.471,00 - 4.412,00) + 32.966,14 = 37.025,14 j 

Por tanto, el perjuicio económico por la subasta de la Empresa Forestal y Pecuaria 
Tariquia alcanzó la suma de $us 37.025,14. 

El proceso de venta de Emfopet significó un costo mayor al valor de los activos su- 
bastados; se gastaron $us 32.966,14 en consultorias, y por la subasta de activos se recu- 
peró tan solo $us 4.412. 

7.1.1.3. Fábrica de Alimentos Balanceados Tarija (Albat) 

El montaje de la Fábrica de Alimentos Balanceados Tarija (Albat) fue realizado entre 1976 
y 1977, y puesto en marcha en junio de 1978. Contaba con tecnologia argentina marca 
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Giulianni y su capacidad instalada era de 10 ton/hora o 30.000 ton/ano en tres turnos; 
sin embargo, su capacidad utilizada era de 32% (10.000 ton/ano) (Comtrain, 1987). 

Se trataba de una empresa dedicada a la producción de alimentos balanceados para 
aves, ganado vacuno, porcino, cum^cola y otros (Codena, Res. 002/95, 25/04/1995). Las 
matérias primas que utilizaba eran maíz, sorgo, trigo, avena, cebada, afrecho, afrechiUo, 
harina de alfalfa, mam' girasol, carne, pescado, hígado, soya, hueso y otros. Los problemas 
que enfrentaba eran la falta de capacidad de almacenaje para la matéria prima (lo que 
provocaba escasez) y los precios altos de la matéria prima. Además, registraba una mora 
elevada en sus cuentas por cobrar. 

En 1991, el gobierno de Jaime Paz Zamora incluyó a Albat entre las 60 empresas de 
las Cordes a privatizar (DS 22836,14/06/1991). 

El 21 de febrero de 1992, la Comisión de Evaluación de la Empresa Pública, presidida por 
Samuel Doria Medina Auza, ministro de Planeamiento y Coordinación, contrato los servidos 
dei consorcio Coopers & Lybrand, Harteneck, López y Cia. y Chemonics para que realizara 
la evaluación, avalúo y asesoramiento en la venta de nueve empresas que conformaban el 
paquete denominado “Empresas productoras de carnes y alimentos balanceados”,'^^^ entre las 
cuales se encontraba Albat. El precio pagado por sus servidos fue de $us 194.077,60, corres- 
pondiendo a cada una de las empresas evaluadas la suma de $us 21.564,18. Por parte de los 
miembros dei consorcio, íirmaron el contrato Francisco Meave (Coopers & Lybrand), Carlos 
Rivarola (Harteneck López y Cia.) y Ruth ViUegas (Chemonics). 

El consorcio determinó el avalúo de los activos de Albat con los siguientes valores; 

• Valor técnico dei activo fijo; $us 286.461 

• Flujo de fondos descontados (valor en kbros); $us 308.674 

• Flujo de fondos descontados (ganancias dei último ano) $us 285.708 

• Flujo de fondos descontados (flujo dei último ano) $us 265.450 

La estratégia recomendada para su privatización fue la kcitación pública nacional. 

El Directorio de Codetar autorizó la enajenación de Albat el 13 de octubre de 1992, 
mediante Resolución 70/92. El 16 de octubre de 1992, la CEEP resolvió la venta de Al¬ 
bat mediante kcitación púbkca nacional. 

La kcitación púbkca nacional fue encargada por la CEEP a la agencia de compras 
PNUD/OSP y fue referenciada como OSP/BOL/520/704. El 19 de enero de 1993, la 
CEEP aprobó el informe de PNUD/OSP y preadjudicó el total de activos de Albat en 
favor de Hernán Vela Fernández, por el precio de $us 600.000, a pagarse al contado a la 
firma dei contrato de compraventa. El Coneplan aprobó esta transferencia en favor de 
Hernán Vela el 3 de febrero de 1993, mediante Resolución 07/92. 


457 El grupo denominado “empresas que no operan” estaba conformado por: Empresa Forestal Pecuaria Tarija (Emfopet), 
Fábrica de Envases de Vidrio “Cristalería Oscar Alfaro” (Criosal), Laminadora de Goma SAM (Lamigosam), Línea 
Aérea Imperial (LAI), Industria Papelera de Tarija (Iptasa), Frigorífico Los Andes (Friandes) y Servicio de Energia 
Eléctrica de Cobija (Secobija). 
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El presidente Jaime Paz Zamora y su gabinete ministerial adjudicaron los activos de 
Albat mediante Decreto Supremo 23443 del 25 de marzo de 1993. Ese decreto aprobó 
también el pago del “bono de reconocimiento por privatización” a 23 trabajadores de 
Albat, a razón de $us 2.000 por trabajador, haciendo un total de $us 46.000 (art. 2). 

Pero esta venta no se concreto porque el adjudicatario incumpHó con el pago total del 
precio ofertado y se ejecutó su boleta de garantia. De esa manera, Albat no fue enajenada 
en la gestión gubernamental de Jaime Paz Zamora. 

La privatización de sus activos se reinició en el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lo- 
zada. El 21 de abril de 1995, el Directorio de Codetar aprobó la Resolución n.° 34/95, 
que autorizaba la transferencia del Albat mediante licitación pública. 

Para valorar y definir la estratégia de transferencia de Albat al sector privado, el Ministério de 
Capitalización soHcitó la contratación de servidos de consultoría, los cuales se financiaban con 
recursos del BID (Convénio ATN/SF-3586-BO) ejecutados por el Fondo Nacional de Desa- 
rroUo Regional (FNDR). El 5 de mayo de 1995, Oscar Arrien Sandoval, presidente ejecutivo 
del FNDR, suscribió el Contrato de Consultoría 010/95 con Carlos Alberto Cordero V por 
la suma de $us 6.000. Para el cumplimiento del trabajo de consultoría, Cordero debía subcon¬ 
tratar —bajo su responsabdidad— a un profesional abogado y a un profesional economista. 

La valuación que determinó Cordero fue de $us 308.173,50. 

El 16 de junio de 1995, el Consejo de DesarroUo Nacional (Codena), autorizó al 
Ministério de Capitalización proceder a la privatización de Albat, senalando que contaba 
con estúdios de evaluadores independientes elaborados en 1992. Debido a que Albat se 
había licitado y adjudicado en 1993, sin concretar la venta por incumpHmiento del postor 
en la firma del contrato y el pago del precio ofertado, se sugeria que la venta de sus acti¬ 
vos fuera mediante subasta pública (Codena, Res. 002/95). 

El 16 de junio de 1995, el Ministério de Capitalización aprobó el Plan específico y el 
PHego de condiciones para la venta de activos de Albat mediante Licitación Pública con¬ 
vocatória MC/SNCI/UR/LIC-001/95 (Min de Capitalización, Res. 032/95). 

Dando cumplimiento al PHego de condiciones de la licitación, el 25 de julio de 1995 se 
reaHzó el acto de recepción de propuestas y apertura del sobre “A”. La Comisión Caüfica- 
dora verificó la presentación de dos propuestas y al cumpHrse con los requisitos previstos 
en la normativa, ambas fueron habilitadas para la apertura del sobre “B” (propuesta eco¬ 
nómica) que tendría lugar el 27 de juho de 1995. 

En esa fecha, la Comisión Cahficadora reahzó la apertura de los sobres “B. Las ofertas 
presentadas fueron la de Fritz Lochman MüUer, por $us 301.541, y la de la empresa Kalo- 
pa Ltda. (representada por Ronaldo Gumiel Galarza), por $us 220.000. 

Gonzalo Sánchez de Lozada y su gabinete ministerial adjudicaron los activos 
de Albat en favor de Fritz Lochman MüUer por el precio de $us 301.541 (DS 24096, 
25/08/1995). 

Las inversiones estatales en Albat fueron de $us 2.127.753,96; una inversión inicial de 
$us 940.319,21 y una inversión adicional de $us 1.187.434,75 (Comtrain, 1987). 
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El avalúo de los activos de Albat determinado por Coopers & Lybrand en 1993 se 
muestra en el siguiente cuadro: 


Cuadro 198. Avalúos de Albat, de 1993 y de 1995 ($us) 


Coopers & Lybrand 

Carlos Alberto Cordero 

Valor técnico 
dei activo fijo 

Flujo defondos 
descontados 
(valor en libros) 

Flujo de fondos 
descontados (ganancias 
dei último ano) 

Flujo de fondos 
descontados 
(flujo dei último ano) 

Precio base 

286.461 

308.674 

285.708 

265.450 

308.173,50 


Fuente: Coopers & Lybrand, 1993, y Plan Específico Albat MC/SNCI/UR/LIC-001/95. 


Para la venta de Albat se reaüzaron gastos en consultorias, según el siguiente detaUe; 


Cuadro 199. Costos de las consultorias para la privatización de Albat ($us) 


Descripción 

Costos 

Consorcio Coopers & Lybrand, Harteneck, López y Cia. y Chemonics, 1992 

21.564,18 

Carlos Cordero, 1995 

6.000,00 

Total 

27.564,18 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Contrato de servidos 21/02/1992, Contrato 010/95,05/05/1995 y DS 24096,25/08/95. 


Los costos en consultorias para privatizar Albat Uegaron a $us 27.564, sin contar gas¬ 
tos adicionales como publicidad y otros destinados a promover su enajenación. 

En el ano 1992, la Comisión de Evaluación de la Empresa Pública habia previsto el 
pago de un bono extralegal a los 23 trabajadores de Albat, a razón de $us 2.000 por tra- 
bajador, lo que ascendia a $us 46.000. Este pago fue instruido por Jaime Paz Zamora y su 
gabinete mediante Decreto Supremo 23443 dei 25 de marzo de 1993. 

El cálculo dei perjuicio económico es el siguiente; 


Perjukio económico por la privatización = (Precio base de licitación - Precio de venta) + Gastos de consultoria + 

Bonos extralegales 


f 


X, 


PEP = (308.173,50 - 301.541,00) -f 27.564,18 -f 46.000,00 = 80.196,68 


V 


J 


Por tanto, el perjuicio económico por la venta de la planta de Alimentos Balanceados 
de Tarija alcanzó a la suma de $us 80.196,68. 

7.1.1.4. Planta Industrializadora de Leche Tarija (PIL Tarija) 

La Planta Industrializadora de Leche de Tarija fue concebida por el Plan Nacional de 
DesarroUo Lechero Integral de la Corporación Boliviana de Fomento (CBF) que im- 
plementó plantas de leche en Cochabamba, La Paz, Santa Cruz, Sucre y Tarija con el 
objetivo de contribuir 



















608 


Las empresas públicas del departamento de Tarija 


... al incremento de la producción lechera nacional, a la sustitución de las importaciones y po¬ 
pularizando el consumo de leche en las poblaciones, especialmente en los sectores vulnerables, 
con el consiguiente aborro de divisas y alivio a los problemas de desnutrición que confronta el 
país (DS 12204, 21/01/1975). 

Su construcción fue incorporada al plan de la CBF en julio de 1973 y los estúdios de 
factibilidad fueron presentados un ano después; el financiamiento provino del segundo 
crédito que el Gobierno de Dinamarca otorgó a Bolivia para apoyar el desarroUo lechero 
integral. El montaje de la planta concluyó en 1977 y se puso en marcha en enero de 1978, 
con tecnologia americana-danesa provista por la empresa Aktieselskabet Paasch & Silke- 
borg Maskinfabrikker de Dinamarca. Además, se equipó con maquinaria perteneciente 
a PIL Cochabamba (Price Waterhouse, 1993). Se estima que las inversiones estatales en 
esta planta ascendieron a $us 2.355.298. 

PIL Tarija se dedicaba a la elaboración y comerciakzación de productos lácteos tales 
como leche fluida pasteurizada, queso, mantequiUa, yogurt, crema de leche y otros pro¬ 
ductos menores como flan y helados (Ernst & Young, 1995). Se trataba de una de las 
pocas industrias instaladas en el departamento de Tarija y de eUa dependían akededor de 
400 famihas dedicadas a la producción de leche (Socimer, 1996). 

La capacidad instalada de la planta era de 40.000 litros por día, pero se utüizaba un 
porcentaje bajo de la misma (Justiniano, 1986). En 1990, la producción apenas habría 
empleado el 21% de la capacidad instalada, debido principalmente a la falta de matéria 
prima (Price Waterhouse, 1992). 

La planta estaba ubicada en la zona industrial de Morros Blancos, sobre el camino 
panamericano Tarija-Bermejo. Ocupaba una superfície de 13.915 m2 que contenía la 
fábrica, edifícios de administración, depósitos y otros (Price Waterhouse, 1993). 

Como efecto de la kquidación de la CBF, por mandato del DS 21060 del 29 de agos¬ 
to de 1985 (art. 118, inc. a, y 119, inc. b), los activos de PIL Tarija fueron transferidos a 
Codetar y comenzó a operar como empresa descentralizada con autonomia de gestión 
administrativa, técnica y fínanciera y con recursos propios. En 1991, el gobierno de 
Jaime Paz Zamora incluyó a PIL Tarija entre las 60 empresas de las Cordes a privatizar 
(DS 22836, 14/06/1991). 

El 26 de noviembre de 1992, el ministro de Planeamiento y Coordinación, Samuel 
Doria Medina, contrató los servidos del consorcio conformado por Price Waterhouse 
OGS y Socimer International Corp.'^^® para realizar los estúdios de PIL Tarija y de otras 
cinco empresas lácteas (PIL de Cochabamba, La Paz, Santa Cruz y Sucre y Planta Ela- 
boradora de Quesos San Javier), estúdios de viabihdad técnico económica, diagnóstico 
legal, determinación de valor de mercado y estratégia de venta, elaboración de bases de 
pkegos, verifícación y actuahzación de inventários y presentación del precio mínimo, bajo 


458 El contrato de servidos fue firmado por Samuel Doria Medina Auza, ministro de Planeamiento y Coordinación y 
presidente de la CEEP; Auguste E. Rimpel, representante de Price Waterhouse OGS, y Jorge Patino, representante de 
SOCIMER International. 
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el cual no seria recomendable la venta de la empresa. La consultora fue seleccionada por 
la agencia de compras estatales PNUD/OSR 

El honorário fijo pagado al consorcio por la evaluación de seis empresas estatales de 
lácteos fue de $us 532.530 ($us 88.755 por la evaluación de PIL Tarija). 

La consultora Price Waterhouse determinó que el valor de los activos de PIL Tarija en 1993 
era el siguiente: $us 4.300.000 el valor de reposición y $us 900.000 el valor de Hquidación. 

La venta de esta empresa no se concretó en el período gubernamental de Jaime Paz 
Zamora. 

La enajenación de PIL Tarija se reinició en el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lo- 
zada. El 25 de abril de 1995, el Consejo de DesarroUo Nacional (Codena) autorizó al 
Ministério de Capitahzación proceder con la privatización de 47 empresas, entre las que 
se encontraba PIL Tarija, senalando que contaba con estúdios elaborados el ano 1993 
por el consorcio Price Waterhouse OGS/Socimer International Corp., los cuales debían 
ser actuahzados, y que Socimer tendría la primera opción para asistir y promocionar cada 
una de las PIL para su venta. La estratégia de transferencia recomendada fue “venta por 
hcitación pública internacional de un paquete dei 100%, reservando hasta un 20% para 
los trabajadores” (Codena, Res. 002/95). 

El Ministério de Capitahzación sohcitó la contratación de servidos de consultoria 
para actuahzar los estúdios de PIL Tarija. El 2 de junio de 1995, Oscar Arrien Sando- 
val, presidente ejecutivo dei Fondo Nacional de Desarroho Regional (FNDR), suscri- 
bió el Contrato de Consultoria 006/95 con la firma consultora estadounidense Ernst & 
Young"^^® para la actuahzación de estúdios de transferencia de cinco empresas de lácteos 
por la suma de $us 225.142,86 (por prorrateo, correspondian $us 45.028,57 a PIL Tarija). 
El financiamiento para el pago de consultores provenia de recursos dei BID (Convênio 
ATN/SF-3586-BO) ejecutados por el FNDR. 

De igual manera, el 26 de junio de 1995, el ministro de Capitahzación aprobó la con¬ 
tratación de la consultora Socimer International Corp. para el asesoramiento, asistencia 
y promoción en la transferencia a terceros (privados) de las plantas industriahzadoras de 
leche de La Paz, Cochabamba, Santa Cruz, Sucre y Tarija, en los términos dei contrato 
suscrito en noviembre de 1992 (cláusula D.a)"^^’® y términos de referencia dei 20 de junio 
de 1995 (Min. de Capitahzación, Res. 038/95). Por la privatización de PIL Tarija, a Soci¬ 
mer le correspondió la suma de $us 17.000. 


459 Contrato de Consultoria n.° 001/95, suscrito por Oscar Arrien Sandoval, presidente ejecutivo dei FNDR, y la 
consultora Ernst & Young, representada por Dimitri Plioni. La Paz, 2 de junio de 1995. 

460 La cláusula décimo séptima dei Contrato de Servidos suscrito entre la CEEP y el consordo Price Waterhouse OGS y 
Socimer International Corp. senala: “... En este sentido, y en caso que dicha transferencia se reaHce mediante subasta, Hcitación 
o bolsa de valores, queda establecido que la CEEP reconocerá a Socimer una primera opción para contratar sus servicios a 
efecto de asistir y promocionar cada una de las empresas para su venta en caso de considerar conveniente la contratación de 
una empresa consultora para Uevar a cabo tales funciones. La negodación para tal efecto se Uevará a cabo entre la CEEP y 
Socimer International, constituyendo el contrato a suscribirse una enmienda al presente contrato. Price Waterhouse OGS no 
asumirá ninguna responsabiiidad económica o legal por los efectos de la eventual enmienda mendonada. La enmienda será 
suscrita únicamente entre la CEEP y Sodmer International.” La Paz, 26 de noviembre de 1992. 
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Codetar aprobó la enajenación de PIL Tarija el 31 de agosto de 1995. En su condición 
de propietaria, suscribió la Resolución de Directorio 60/95, que autorizaba al presidente 
de Codetar la privatización de la empresa mediante Hcitación pública, según estúdios y es¬ 
tratégias elaborados por las consultoras Ernst & Young y Socimer SA. Esa misma norma 
dispuso que la venta se realizara en un 100% del valor de los activos, con la condición de 
que el postor adjudicatario ofreciera el 30% de los mismos a los productores lecheros. 

El Plan específico y el PHego de condiciones para la Hcitación pública de PIL Tarija 
(MC/SNCI/UR/LIC-007/95) fueron aprobados por el Ministério de CapitaHzación el 
20 de septiembre de 1995 mediante Resolución Ministerial 080/95. El precio de venta del 
PHego fue fijado en $us 200. 

Los vocales para la Comisión CaHficadora de la Licitación PúbHca Nacional de PIL 
Tarija fueron designados el 17 de noviembre de 1995, mediante Resolución Ministerial 
113/95. La Comisión, presidida por el ministro de CapitaHzación, Alfonso RevoUo The- 
nier, procedió a la recepción de sobres y apertura de propuestas de la senalada Hcitación y 
recomendó la adjudicación de los activos de PIL Tarija al único proponente, Productores 
Asociados de Leche Tarija, por $us 300.500. 

El presidente Gonzalo Sánchez de Lozada y su gabinete adjudicaron la Planta Indus- 
triaHzadora de Leche PIL Tarija en favor de los Productores Asociados de Leche Tarija 
por el precio de $us 300.500, mediante DS 24183 del 14 de diciembre de 1995."^^’^ 

El contrato de compraventa fue suscrito el 27 de febrero de 1996, pero ya no con 
la sociedad accidental conformada por los productores de leche sino con la sociedad 
anónima que conformarían esos asociados (PIL Tarija SA), de acuerdo a lo previsto en el 
PHego de condiciones. Al respecto, el contrato de compraventa, en su cláusula primera, 
senala; “el adjudicatario, de acuerdo a la estipulación contenida en el punto 18 del PHego 
de Condiciones, ha constituido una nueva sociedad en base a la totaHdad de los activos 
adjudicados, por lo que el contrato debe suscribirse con dicha persona jurídica”. 

Cabe mencionar que, por efecto de la Ley 1654 de DescentraHzación Administrativa 
del 28 de juHo de 1995, que disolvió las corporaciones regionales de desarroUo, entre eUas 
Codetar, PIL Tarija pasó a propiedad de la Prefectura del departamento de Tarija. Por 
eUo, el contrato de compraventa fue suscrito también por el prefecto de Tarija, Víctor 
Calabi Leytón. 

Los gastos estatales en la implementación de PIL Tarija ascendieron a $us 2.355.298. 

En 1993, de acuerdo a la consultora Price Waterhouse, los activos de PIL Tarija tenían 
un valor de reposición de $us 4.300.000 y un valor de Hquidación de $us 900.000. Su valor 
en Hbros era de $us 579.000 (Price Waterhouse, 1993). 


461 Firman el DS N° 24183, de adjudicación: Gonzalo Sánchez de Lozada, Antonio Araníbar Quiroga, Carlos Sánchez 
Berzaín, Jorge Otasevic Toledo, José GuiUermo Justiniano Sandoval, Gonzalo Afcha de la Parra, Min. suplente de 
Hacienda; Freddy Teodovich Ortiz, Moisés Jarmúsz Levy, Reynaldo Peters Arzabe, Irving Alcaraz del CastiUo Alfonso 
RevoUo Thenier, Jaime Vülalobos Sanjinés. La Paz, 14 de diciembre de 1995. 

462 El contrato de compraventa fue firmado, por la parte vendedora: Alfonso RevoUo Thenier, Ministro de CapitaHzación 
y Víctor Calavi Leytón, prefecto del departamento de Tarija; por la parte compradora: Jorge Vito Blacud Trigo y 
Ramiro Buitrago Rivera, representantes de PIL Tarija SA. La Paz, 27 de febrero de 1996. 
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Por su parte, la consultora Ernst & Young, en 1995, determino que PIL Tarija (como 
empresa en marcha) tenía los siguientes valores para su transferencia al sector privado: 

Escenario optimista $us 1.530.000 

Escenario pesimista $us 684.000 

Escenario probable $us 1.119.000. 

(Ernst & Young, 1996: 37) 

Además, determinó que el valor en Hbros de PIL Tarija era de $us 579.000, y que su activo 
fijo tenía un costo de reposición de $us 575.450 y un valor de Hquidación de $us 455.154. 

El 22 de noviembre de 1995, antes de la apertura dei sobre “B” de la licitación pública, se 
dio lectura a la nota remitida por Ernst & Young en la que se hizo conocer el precio mínimo 
de $us 220.000, bajo el cual no se recomendaba la adjudicación de los activos de PIL Tarija. 

El Estado boliviano erogó recursos económicos para privatizar PIL Tarija, cuyo deta- 
Ue se presenta a continuación: 


Cuadro 200. Costos de consultoria para privatizar PIL Tarija ($us) 


1 Descripción 

Costos 1 

Price Waterhouse/Socimer, 1993 

88.755,00 

Ernst & Young, 1995 

45.028,57 

Socimer, 1996 

17.000,00 

Honorário de êxito (Socimer) 

15.025,00 

Total 

165.808,57 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Contrato de servidos de 26/11 /1992 y Contrato de Consultoria 001/95,02/06/1995. 


Los costos de consultoria para privatizar PIL Tarija ascendieron a $us 165.291,07, sin 
contar otros gastos adicionales como pubhcidad y marketing. 

La Comisión de Evaluación de la Empresa Pública había previsto, en 1992, el pago de 
un bono extralegal a 31 trabajadores de PIL Tarija, a razón de $us 2.000 por trabajador, 
lo que ascendia a $us 62.000;'^^^ sin embargo, se desconoce si se reahzó el pago, por lo que 
no se incluye en el cálculo dei perjuicio económico. 

El cálculo dei perjuicio económico es el siguiente: 


r 

Perjuicio económico por la privatización = (Valor de empresa en marcha, escenario probable - Precio de venta) -i- 

Gastos de consultoria 


r ^ 

PEP = (1.119.000,00 - 300.500,00) -I- 165.808,57 = 984.308,57 

V_ ) 


463 Listado de empresas públicas por concepto de benefícios extralegales, CEEP-UEREP, 1992. 
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Por tanto, el perjuicio económico por la venta de la Planta Industrializadora de Leche 
Tarija alcanzó la suma de $us 984.308,57. 

7.1.1.5. Industria Agrícola Bermejo (lAB) 

La creación del Ingenio Azucarero Bermejo (municipio de Bermejo, provinda Arce, de¬ 
partamento de Tarija) fue dispuesta por Ley 33 del 18 de noviembre de 1960, que instruía 
contraer un crédito de hasta $us 3.000.000 y asignar al ingenio 2.000 hectáreas de tierras 
fiscales bajo su propiedad. La CBF seria la encargada de la instalación y puesta en marcha 
del ingenio, destinando los recursos asignados a la compra de maquinaria, transporte, 
construcción de obras civiles y montaje de la planta. Las amortizaciones de los créditos 
contraídos debían ser pagadas con las regahas departamentales de Tarija. 

El Ingenio Azucarero Stephen Leigh (denominación con la que se creó el primer 
ingenio) fue proyectado entre 1960 y 1964, inaugurado en 1967 (Arze, 2002) e inició ope- 
raciones en 1968. Su capacidad inicial de mohenda era de 1.000 toneladas de cana por día 
(TCD), junto a una destilería de alcohol para producir 10.000 litros diários de alcohol. 

En 1974 se instaló una segunda planta ubicada al lado de la primera, denominada In- 
genio Moto Méndez, con una capacidad de hasta 2.300 TCD. La inversión inicial para las 
dos fábricas fue de $us 14.000.000. Ambas contaban con tecnologia japonesa. 

El ano 1988 se fusionaron los dos ingenios. La nueva planta combinada, Uamada 
Ingenio Azucarero Bermejo (lAB), inició operaciones en 1989, e incrementó considera- 
blemente su producción. 

Hacia 1991, las fuentes de abastecimiento de matéria phma para el ingenio provenían de; 

1. Cana de particulares, proveniente de ocho instituciones caneras con 1.419 socios. 

2. Cana producida por la propia empresa, siendo el 7% del total de la cana producida, 

con 580 ha. 

En 1985, como efecto de la hquidación de la CBF, por mandato del DS 21060 del 29 
de agosto de 1985 (art. 118, inc. a, y 119, inc. b), los activos del lAB fueron transferidos 
a Codetar y la empresa operó como empresa descentralizada con autonomia de gestión 
administrativa, técnica y financiera y con recursos propios. 

En 1991, el gobierno de Jaime Paz Zamora incluyó al lAB entre las 60 empresas de 
las Cordes a privatizar (DS 22836,14/06/1991). 

El 6 de marzo de 1992, el ministro de Planeamiento y Coordinación y presidente de la 
CEEP, Samuel Doria Medina, contrató los servidos del consorcio Price Waterhouse OGS 
y Socimer International Corp. para realizar estúdios y asesorar en la privatización del LAB; 
trabajo que fue supervisado por Elvira Lupo de Velarde a nombre de la CEEP. El honorário 
pagado por esos servicios fue de $us 204.034,14; esto es, la mitad del costo de consultoria que 
fue de $us 408.068,27, por evaluar dos ingenios azucareros, el de Bermejo y el de Guabirá. 

La venta de la empresa azucarera tarijena no se concretó en el período gubernamental 
de Jaime Paz Zamora. 
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La enajenación de lAB se reinició en el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada. El 
25 de abrü de 1995, el Consejo de DesarroUo Nacional (Codena) autorizó al Ministério de 
Capitalización proceder con la privatización de 47 empresas, entre las que se encontraba 
LAB, senalando que contaba con estúdios elaborados el ano 1993 por el consorcio Price 
Waterhouse OGS/Socimer International Corp., los cuales debían ser actuaLzados. Indica- 
ba, además, que el contrato con las consultoras estaba vigente para la fase de venta de la 
LAB. La estratégia de transferencia recomendada fue “una licitación pública internacional 
dei 100% de las acciones a sobre cerrado al mejor precio, reservando el 49% para la región 
(trabajadores, productores de cana e inversionistas tarijenos)” (Codena, Res. 002/95). 

El Ministério de Capitalización soücitó la contratación de servidos de consultoria 
para actuaüzar los estúdios de lAB. En 1995, Oscar Arrien Sandoval, presidente ejecutivo 
dei Fondo Nacional de DesarroUo Regional (FNDR), suscribió un contrato con la con¬ 
sultora Ernst & Young, por la suma de $us 216.000,00 (ATN/SF/3586-B-Contrato de 
consultoria n.° 002/95, 23/06/1995). El financiamiento para el pago de consultoria pro- 
venia de recursos dei BID (Convênio ATN/SF-3586-BO) ejecutados por el FNDR. 

Pero el ingenio azucarero de Tanja tampoco fue enajenado en el gobierno de Gonzalo 
Sánchez de Lozada sino durante la gestión gubernamental de Hugo Banzer y Jorge Quiroga 
(1997-2002). Para el efecto, este gobierno instrumentó una nueva institucionalidad privatiza- 
dora, esta vez a cargo dei Ministério de Comercio Exterior e Inversión, de la cual pasó a de¬ 
pender la Unidad de Reordenamiento. A su vez, las funciones que la Ley 1330 de Privatización 
(1992) le habia asignado al Coneplan y que en el gobierno de Sánchez de Lozada estaban a 
cargo dei Consejo de DesarroUo Nacional (Codena), pasaron al Consejo Nacional de Política 
Económica (Conape), nueva entidad interministehal a cargo de la deíinición de las estratégias 
y modalidades de privatización de las empresas púbUcas (DS 24873,20/10/1997). 

El 4 de agosto de 1998, el Consejo Departamental de Tarija aprobó la conformación 
de una sociedad anónima mixta con los productores caneros (proveedores de lAB) y los 
trabajadores, con el aporte de los bienes púbUcos dei lAB; ingenio azucarero, destüería de 
alcohol, plantaciones de cana, granja de porcinos y plantación de cítricos (Res. 112/98). 

El 28 de agosto de 1998, el Conape aprobó la conversión dei lAB en una sociedad anónima 
mixta. El Plan Específico para esa privatización fue aprobado por el Ministério de Comercio 
Exterior e Inversión, mediante Resolución Ministerial 152/98 dei 31 de agosto de 1998. 

En ese marco, el 31 de agosto de 1998 fue suscrito el contrato de Constitución de Industrias 
Agrícolas de Bermejo Sociedad Anónima Mixta (LAB SAM), firmado por; Jorge Crespo Velas- 
co, ministro de Comercio Exterior e Inversión; Oscar Zamora Medinaceli, prefecto dei depar¬ 
tamento de Tarija; Cimar A. Gareca, Bernardo Dave, Andrés Hoyos S., Güberto Salazar y Abel 
Ramírez, presidente, vicepresidente, secretario general y vocales de la Unión de Caneros de 
Bermejo (Ucabsa), respectivamente; yjaime Morón, Imar Caucota, Mario GaUardo, Humberto 
Velásquez y CamUo Faviani, apoderados de los trabajadores de la empresa prefectural lAB. 

El 11 de septiembre de 1998, mediante Decreto Supremo 25170, el presidente Hugo 
Banzer Suárez y su gabinete autorizaron la formación de la sociedad anónima mixta 
denominada Industrias Agrícolas de Bermejo SAM, con la participación accionaria de 
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la Prefectura del departamento de Tarija, de los trabajadores de la lAB y de la sociedad 
denominada Union de Caneros Bermejo SA. Esa misma norma aprobó el convénio de 
constitución de la mencionada sociedad y el proyecto de contrato de constitución social, 
disponiendo su protocoHzación en la Notaria de Gobierno del departamento de Tarija. 
También fue aprobado el aporte del sector público, que estaba constituido por activos fi- 
jos e intangibles de la unidad económica lAB, avaluados por la consultora Ernst & Young 
LLP en la suma de $us 9.889.000, más la suma en efectivo de $us 9,01. Todo el aporte 
ascendia al 99,825% del capital de la nueva SAM (DS 25170, 11/09/1998). 

La empresa fue enajenada en el mismo monto valuado por la consultora: $us 
9.889.000. 

Los gastos estatales por concepto de consultorias se muestran en el siguiente cuadro; 


Cuadro 201. Costos de consultoria para privatizar lAB ($us) 


Descripción 

Costos 

Price Waterhouse OGS - Socimer International Corp. (1992) 

204.034,14 

Ernst & Young, 1995 

216.000,00 

Total 

420.034.14 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Contrato de servicios del 06/03/1992 y Contrato de Consultoria 002/95, del 02/06/1995. 


El cálculo del perjuicio económico es el siguiente: 

f ^ ^ 

Perjuicio económico por la privatización = (Valor de activos fijos e intangibles - Precio de venta) + Gastos de 

consultoria 

V __ J 

r ^ 

PEP = (9.889.000,00 - 9.889.000,00) + 420.034,14 = 420.034,14 

V ___J 

Por tanto, el perjuicio económico por la venta de Industrias Agrícolas Bermejo alcan- 
zó la suma de $us 420.034,14. 

7 . 1 . 1 . 6 . Centro Vitivinícola Tarija (Cevit) 

El Centro Vitivinícola Tarija (Cevit) estaba ubicado en la población de Concepción, mu¬ 
nicípio de Uriondo de la provinda Avilés del departamento de Tarija. 

El Cevit fue incorporado al proceso de privatización en 1991, cuando el gobierno de 
Jaime Paz Zamora lo incluyó entre las 60 empresas de las Cordes a privatizar, erdistadas en 
el Decreto Supremo 22836 del 14 de junio de 1991. El informe de gestión del Ministério de 
Planeamiento y Coordinación y de su Unidad Ejecutora del Reordenamiento de la Empresa 
Pública (UEREP) clasifica al Centro Vitivinícola, dependiente de Codetar, como “empresa 
cuya situación no estaba definida” (MPC, 1993). Su privatización no se concretó. 

Posteriormente, durante el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada, se dispuso la 
entrega de los bienes del Cevit en comodato. El 21 de juHo de 1997, la Prefectura del 
departamento de Tarija dispuso la transferencia de los activos del Centro Vitivinícola de 
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su propiedad en usufructo al Centro Nacional Vitivinícola (Cenavit). 

Esa decisión fue refrendada por el gabinete ministerial dei presidente Sánchez de Lo- 
zada, mediante Decreto Supremo 24777 dei 31 de juHo de 1997, por el que la Prefectura 
de Tarija, propietaria de bienes muebles, inmuebles e instalaciones dei Centro Vitiviní¬ 
cola de Tarija, cedería dichos bienes en calidad de usufructo por 20 anos al Cenavit. Esa 
misma norma describe al Cenavit como una entidad promotora dei mercado nacional y 
externo de la producción vitivinícola e impulsor de su desarroUo e investigación; su Di- 
rectorio estaria conformado por; 

1 representante dei Ministério Sin Cartera encargado de DesarroUo Económico. 

1 representante de la Prefectura de Tarija. 

1 representante de otras Prefecturas aportantes, designado de acuerdo a reglamento. 

1 representante de la Asociación Nacional de Industriales Vitivinícolas (ANIV) con sede 
en Tarija. 

1 representante de la Asociación Nacional de Enólogos (ANEB) 

1 representante de la Asociación de Vinicultores de otras regiones productoras. (DS 24777, 
31/07/1997, art. 8) 

Este usufructo es también referenciado en el Decreto Supremo 25569 dei 5 de no- 
viembre de 1999, emitido por Hugo Banzer Suárez y su gabinete, cuando aprueba la na- 
turaleza jurídica dei Cenavit constituyéndola en una “institución pública descentralizada” 
bajo tuición dei Ministério de DesarroUo Económico. 

Como entidad regional, Cevit fue transferida a la instancia nacional Cenavit, que sigue 
en funcionamiento bajo dependencia de la Gobernación de Tarija. 

7 . 1 . 1 . 7 . Sal Yodada La Entrerriana 

La planta de Sal Yodada La Entrerriana tiene su origen en un proyecto entre el Ministério 
de Salud y el Fondo de las Naciones Unidas para la Infanda (UniceÇ. El objetivo era pro- 
ducir sal yodada para el consumo de la población boUviana a fin de combatir el bodo. Fue 
instalada entre diciembre de 1985 y abrU de 1986 y puesta en marcha en juUo de 1986. 

La planta estaba ubicada en el municipio de Entre Rios, província 0’Connor dei 
departamento de Tarija, y su matéria prima provenía de yacimientos ubicados en la 
zona de Entre Rios. 

Contaba con tecnologia brasüena y su capacidad instalada era de 480 toneladas al ano. 
Su capacidad utiUzada en la gestión 1990 fue de 57%, habiendo producido 272 toneladas. 
La matéria prima mineral era la sal gema y su mercado era principalmente regional. 

El gobierno de Jaime Paz Zamora incluyó a Sal Yodada Entrerriana entre las 60 empresas 
de las Cordes a privatizar (DS 22836, 14/06/1991). En ese marco, el 28 de febrero de 1992, 


464 Perfil Industrial de Sal Yodada Entrerriana, elaborado por la Dirección de Reconversión Económica de la Corporación 
Regional de DesarroUo de Tarija. Codetar, 1991. 
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Samuel Doria Medina, ministro de Planeamiento y Coordinación y presidente de la CEEP, 
contrato a la consultora espanola Empresa Nacional Adaro de Investigaciones Mineras (Ada- 
ro) para la valuación técnico financiera y el disefio de la estratégia para la privatización de 
nueve empresas procesadoras de minerales no metálicos,entre las que estaba Sal Yodada 
La Entrerriana. El monto total pagado por el servicio de consultoria fue de $us 253.395,53 
(prorrateando a la novena parte por evaluar esta empresa, se le asigna Sus 28.155,06). 

La privatización de Sal Yodada Entrerriana no se concretó en la gestión de gobierno 
de Paz Zamora; en el informe final de gestión fue reportada en un grupo denominado 
“empresas en anáüsis, con estúdios concluidos” (MPC, 1993). 

La enajenación de esta unidad económica se reinició en el gobierno de Gonzalo Sánchez 
de Lozada. El 25 de abnl de 1995, el Codena autorizó la transferencia de la empresa mediante 
Resolución 002/95, senalando que era una unidad económica dependiente de Codetar y de la 
Secretaria Nacional de Salud. Sobre la estratégia para su transferencia sefialaba que “en virtud 
de los objetivos para los que fue creada y la función que cumple se sugiere transferir la parte 
que corresponde a Codetar a la H. Alcaldia Municipal de Entrerrios [sic], con lo que prosegui- 
ria este proyecto que cuenta con el apoyo de UNICEF” (Codena, Res. 002/95). 

Las inversiones en este proyecto alcanzaron la suma de $us 115.419,97, siendo la in- 
versión original de $us 99.953,56 y la inversión adicional de $us 15.466,41. 

De acuerdo al “Perfil Industrial de Sal Yodada Entrerriana” elaborado por Codetar en 
1991, sus activos fijos tenian el siguiente valor; 


Cuadro 202. Activos fijos de Sal Yodada Entrerriana, 1991 


1 item 

$us 1 

Terrenos 

2.274,66 

Edifícios 

13.424,73 

Equipo de oficina y muebles 

1.469,23 

Maquinaria y equipo 

7.534,51 

Herramientas 

853,40 

Menajey vajilia 

20,81 

Otros activos 

949,83 

Total 

26.527,17 


Fuente: Codetar, 1991. 


El perfil senalado también indicaba que la depreciación acumulada de la empresa 
alcanzaba los $us 4.900,99. 

Su importância social radicaba en que era un proyecto con apoyo de la cooperación 
internacional destinado a combatir el bocio, enfermedad que mostraba altos Índices en la 
población boliviana. 


465 Las nueve empresas procesadoras de minerales no met£icos evaluadas por Adaro son: Fábrica de Cerâmica Roja 
Cobija (FCRC), Fábrica de Cerâmica Roja Trinidad (FCRT), Fábrica de Cerâmica Roja Oruro (FCRO), Fábrica de 
Cerâmica Roja de Roboré SAM (Cerrosam), Fábrica de Cerâmica Roja de Camiri SAM (Cerrocsam), Fábrica Boliviana 
de Cerâmica (Faboce), Sal Yodada Entrerriana, Cerâmica Sucre y Fábrica de Losetas Montero. 
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En cumplimiento de la Resolución de Codena 002/95, la empresa Sal Yodada Entrerria- 
na fue transferida a la Alcaldía Municipal de Entre Rios, donde está ubicada la planta. 


7 . 1 . 1.8 Industria de Papel Sidras Tarija (Iptasa) 

El montaje de Industria de Papel Sidras Tarija (Iptasa) se inicio en 1978 y concluyó en 
1982. Su puesta en marcha fue en 1985.'^'"'^ Las inversiones estatales en Iptasa fueron de 
$us 3.988.410. 

Se trataba de una empresa constituida para la fabricación de papel empleando como 
matérias primas pulpa de fibra larga y corta, papel usado y recortes adquiridos en el mer¬ 
cado nacional mediante rescatadores. 

La tecnologia de sus equipos era taiwanesa, su capacidad instalada era de 12 a 15 tone¬ 
ladas métricas por dia (TMD)'^'^’ y su capacidad utilizada de tres TMD. En forma experi¬ 
mental, producia papel de impresión, de escribir, de envolver y de embalaje, vendiéndose 
toda la producción en el mercado regional y nacional. Contaba con una planta mecânica 
de preparación y tratamiento de pulpa en base a diferentes maderas. 

Contaba con una planta administrativa de 16 trabajadores y una planta de producción 
de 60 trabajadores. Fue parahzada el mes de abril de 1988; para 1991 se esperaba una res- 
puesta de un grupo de inversores asiáticos para la compra dei total dei paquete accionario 
a su favor. 

En 1991, el gobierno de Jaime Paz Zamora incluyó a Iptasa entre las 60 empresas de 
las Cordes a privatizar (DS 22836,14/06/1991). 

El 2 de abril de 1992, la Comisión de Evaluación de la Empresa Pública, presidida 
por Samuel Doria Medina Auza, ministro de Planeamiento y Coordinación, contrató 
los servidos de la consultora canadiense Le Groupe SM International Inc. para que 
realizara la evaluación, avalúo y asesoramiento en la venta de siete empresas denomi¬ 
nadas “empresas que no operan”,'^^’^ entre las cuales se encontraba Iptasa. El precio 
pagado por sus servidos fue de $us 230.763; el prorrateo de ese monto entre las siete 
empresas evaluadas es de $us 32.966,14. El contrato fue suscrito por José Gabino Vi- 
Uanueva como representante legal de la consultora. 

La UEREP informó que el rango de valoración de Iptasa era de “$us 1,8 miUones de 
dólares, aproximadamente”.'^™ Sin embargo, el proceso de venta no se concretó. 


466 Perfil Industrial Industria Papeleta de Tarija SA. Corporación Regional de Desarrollo de Tarija-Dlrección de 
Reconverslón Econômica. Tarija, enero de 1991. 

467 Informe UEREP-DE-PGM-001/93 “Informe sobre empresas públicas”, dirigido por Patricio Garrett, director ejecutivo 
de la UEREP, a Ramiro Ortega, secretario nacional de Capitaüzación e Inversión. La Paz, 29 de noviembre de 1993. 

468 Perfil Industrial Industria Papeleta de Tarija SA. Corporación Regional de Desarrollo de Tarija - Dirección de 
Reconverslón Económica. Tarija, enero de 1991. 

469 El grupo denominado “empresas que no operan” estaba conformado por: Empresa Forestal Pecuaria Tarija (Emfopet), 
Fábrica de Envases de Vidrio “Cristalería Oscar Alfaro” (Criosal), Laminadora de Goma SAM (Lamigosam), Línea 
Aérea Imperial (LAI), Industria Papeleta de Tarija (Iptasa), Frigorífico Los Andes (Friandes) y Servicio de Energia 
Eléctrica de Cobija (Secobija). 

470 Informe UEREP-DE-PGM-001/93 “Informe sobre empresas públicas”, dirigido por Patricio Garrett, director ejecutivo 
de la UEREP, a Ramiro Ortega, secretario nacional de CapitaHzación e Inversión. La Paz, 29 de noviembre de 1993. 
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La “Memória Anual 2000-2001” del Ministério de Comercio Exterior e Inversión, 
entidad de la que dependia la Unidad de Reordenamiento (UR), refiere que debido a 
“la excesiva demora en el saneamiento [recomendado en los estúdios de evaluación de 
1992]”, se había determinado retirar a la empresa papelera tarijena del proceso de reor¬ 
denamiento (MCEI, 2001). 

Aunque no se concreto su privatización, se gastaron $us 32.966,14 en servidos de con¬ 
sultoria. Iptasa fue cerrada en 1988 y provoco la pérdida de una industria de importância 
para el departamento de Tarija y el área de influencia en el municipio de Bermejo. 

7 . 1 . 1 . 9 . Industria Avícola de Tarija (lAT) 

La Industria Avícola de Tarija (lAT) fue creada en julio de 1979 e inicio sus actividades 
en marzo de 1981.^^^^ 

Era una empresa dedicada a la crianza, faenado y comerciaHzación de aves. Contaba con 
tecnologia estadounidense y una capacidad productiva instalada de 2.000 unidades faenadas 
por dia, aunque solo producía 600 unidades diarias, aproximadamente el 30% del total. 

En 1991, el gobierno de Jaime Paz Zamora incluyó a lAT entre las 60 empresas de las 
Cordes a privatizar (DS 22836,14/06/1991). 

El 21 de febrero de 1992, la Comisión de Evaluación de la Empresa Pública, presidida 
por Samuel Doria Medina Auza, ministro de Planeamiento y Coordinación, contrató los 
servidos del consorcio Coopers & Lybrand, Harteneck, López y Cia. y Chemonics para que 
realice la evaluación, avalúo y asesoramiento en la venta de nueve empresas que conforma- 
ban el paquete denominado “Empresas productoras de carnes y alimentos balanceados’ 
entre las cuales se encontraba lAT. El precio pagado por sus servidos fue de $us 194.077,60 
y el prorrateo de ese monto entre las seis empresas evaluadas, de $us 21.564,18. Por parte de 
los miembros del consorcio, íirmaron el contrato Francisco Meave (Coopers & Lybrand), 
Carlos Rivarola (Harteneck López y Cia.) y Ruth ViUegas (Chemonics). 

Al concluir el gobierno de Jaime Paz Zamora, lAT no pudo ser privatizada, por lo 
que el Ministério de Planeamiento y Coordinación y su Unidad de Reordenamiento de 
Empresas Públicas la reportaron en un grupo denominado “Empresas en anáksis, con 
estúdios concluidos” (MPC, 1993; 18). 

Retomando las gestiones para su privatización, el gobierno de Sánchez de Lozada en- 
comendó la reakzadón de una consultoria para saneamiento jurídico de la empresa lAT y 
de otras dos empresas de Tarija. El 26 de junio de 1995, el FNDR contrató los servidos 
del abogado Walker San Miguel, a sokcitud del Ministério de Capitakzación. El honorário 
del consultor San Miguel por las tres empresas fue de $us 8.000, correspondiendo por 
lAT la suma de $us 2.666,67. 


471 Perfil Industrial Planta Procesadora de Aves. Corporación Regional de DesarroUo de Tarij a-Dirección de Reconversión 
Económica. Tarija, enero de 1991. 

472 El grupo denominado “Empresas productoras de carnes y alimentos balanceados” estaba conformado por Planta de 
PoUos BB, Criadero de Trucha Piusilla, Fábrica de Alimentos Balanceados de Portachuelo, Hacienda Ganadera Santa 
Martha y Cabana Lechera Todos Santos Paz. 
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Finalmente, Industria Avícola de Tarija no fue privatizada y fue cerrada definitivamen¬ 
te; no se logró recabar información sobre el destino de sus activos. En el intento faUido 
de privatizarla, se gastaron $us 24.230,84 en consultorias. 

7 . 1 . 1 . 10 . Programa Agrícola de Oleaginosas y Maíz (PAOM) 

El origen dei Programa Agrícola de Oleaginosas y Maíz (PAOM) data de 1942 y fue 
uno de los primeros proyectos que encaro la Corporación Boliviana de Fomento (CBF), 
constituida ese mismo afio. PAOM inicio sus operaciones como parte dei proyecto de 
irrigación en las zonas adyacentes dei rio Pilcomayo-Complejo de ViUamontes. Era una 
empresa prevista para la producción de maíz y de plantas oleaginosas para la fábrica de 
aceites de ViUamontes y estaba ubicada en el municipio de ViUamontes, provincia dei 
mismo nombre, dei departamento de Tarija. 

Como efecto de la Uquidación de la CBF, por mandato dei DS 21060 dei 29 de agosto 
de 1985, los activos de PAOM fueron transferidos a Codetar. 

En 1991, el gobierno de Jaime Paz Zamora incluyó a PAOM entre las 60 empresas de 
las Cordes a privatizar (DS 22836, 14/06/1991), pero no logró su propósito. 

El gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada retomó la privatización de PAOM el 25 de 
abrü de 1995, fecha en que el Consejo de DesarroUo Nacional (Codena) aprobó la Resolución 
002/95, autorizando al Ministério de CapitaUzación la privatización de 47 empresas. Dicha re¬ 
solución senala que PAOM, de propiedad de Codetar, se encontraba paralizada y que su trans¬ 
ferencia al sector privado se reaUzaría mediante subasta pública (Codena, Res. 002/95). 

El gobierno de Sánchez de Lozada encomendó la reaUzación de una consultoria para 
el avalúo y definición de estratégia de transferencia al sector privado de PAOM. El 27 de 
junio de 1995, el FNDR contrató los servidos dei consultor Néstor Terán, a soUcitud dei 
Ministério de CapitaUzación. El honorário dei consultor fue de $us 7.533. 

A pesar de los estúdios y los gastos estatales efectuados, PAOM no fue transferida al 
sector privado y cerró definitivamente. 

7 . 1 . 1 . 11 . Cristalería Oscar Alfaro (Criosal) 

La fábrica de envases de vidrio Cristalería Oscar Alfaro (Criosal) fue montada en la pro¬ 
vincia Méndez, municipio de San Lorenzo, en el km 12 de la carretera Tarija-San Loren- 
zo, entre 1978 y 1981, ano en el que inició operaciones."^’^ Las inversiones estatales en 
Criosal alcanzaron la suma de $us 5.248.969. 

Producía envases de boca angosta y ancha para la industria aUmenticia, vitivinícola y 
de Uquidos en general. Contaba con tecnologia argentina y su capacidad instalada era de 
30 toneladas métricas por día (TMD), en tanto la capacidad utiUzada era de 6 TMD. La 
matéria prima era principalmente arena süícea extraída de las lagunas de Tajzara. 

De acuerdo a informe de Codetar, hasta su fecha de cierre, en septiembre de 1987, 

473 Perfil Industrial de Fábrica de Envases de Vidrio Oscar Alfaro, elaborado por la Dirección de Reconversión 
Económica de la Corporación Regional de DesarroUo de Tarija. Codetar, 1991. 
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contaba con 103 trabajadores, 14 de planta administrativa, 29 de planta técnica y 60 obre- 
ros. La causa del cierre de la empresa habría sido la deficiência tecnológica, principalmen¬ 
te en la máquina formadora marca FadempHvi. 

En 1991, el gobierno de Jaime Paz Zamora incluyó a Criosal entre las 60 empresas de 
las Cordes a privatizar (DS 22836,14/06/1991). 

El 2 de abril de 1992, la Comisión de Evaluación de la Empresa Pública, presidida 
por Samuel Doria Medina Auza, ministro de Planeamiento y Coordinación, contrato los 
servidos de la consultora canadiense Le Groupe SM International Inc. para realizar la 
evaluación, avalúo y asesoramiento en la venta de siete empresas denominadas “empresas 
que no operan”,'^^'^ entre las cuales se encontraba Criosal. El precio pagado por sus ser¬ 
vidos fue de $us 230.763, correspondiendo a cada una de las siete empresas la suma de 
$us 32.966,14. El contrato fue suscrito por José Gabino ViUanueva como representante 
legal de la consultora. 

A pesar de los informes de consultoria, las gestiones para su privatización no prosperaron. 
El informe de gestión del Ministério de Planeamiento y Coordinación y de su Unidad Ejecu- 
tora del Reordenamiento de la Empresa Pública (UEREP) clasificó a Criosal, dependiente de 
Codetar, como “empresa en análisis, con estúdios concluidos” (MPC, 1993; 18). 

Durante la gestión de Gonzalo Sánchez de Lozada, el 29 de noviembre de 1993, Pa¬ 
trício Garrett, director ejecutivo de la UEREP, informó a Ramiro Ortega, secretario Na¬ 
cional de CapitaHzación e Inversión, que la empresa Criosal tenía un rango de valoración 
de $us 1.1 millones, aproximadamente.'^’^ 

Para proseguir con el trâmite de privatización, se encomendó la realización de una 
consultoria para saneamiento juridico de Criosal y de otras dos empresas de Tarija. 
El 26 de junio de 1995, el FNDR contrató los servidos del abogado Walker San 
Miguel, a solicitud del Ministério de Capitalización. El honorário del consultor San 
Miguel por las tres empresas fue de $us 8.000, correspondiendo al saneamiento legal 
de Criosal la suma de $us 2.666,67. 

El gobierno de Sánchez de Lozada tampoco pudo privatizarla. Durante el gobierno 
de Banzer y Quiroga se aprobó la Ley 2062 del 27 de marzo de 2000, que autorizaba a 
la Prefectura de Tarija “concretar la transacción final con la empresa ASTRA, sobre la 
fábrica de envases de vidrio, Criosal, disponiéndose se negocie sobre la base de un monto 
mínimo de $us 500.000 y se proceda a la recepción definitiva de la factoria” (art. 1). La 
senalada norma dispuso que, en forma inmediata, debian adoptarse las acciones para la 
ejecución del proceso de privatización. 

En septiembre de 2000, la Prefectura de Tarija habia comunicado que el saneamien¬ 
to recomendado por la Unidad de Reordenamiento el ano 1996 se encontraba en pro- 


474 El grupo denominado “empresas que no operan” estaba conformado por: Empresa ForestalPecuaria Tarija (Emfopet), 
Fábrica de Envases de Vidrio “Cristalería Oscar Alfaro” (Criosal), Laminadora de Goma SAM. (Lamigosam), Línea 
Aérea Imperial (LAI), Industria Papelera de Tarija (Iptasa), Frigorífico Los Andes (Friandes) y Servicio de Energia 
Eléctrica de Cobija (Secobija). 

475 Informe UEREP-DE-PGM-001/93 “Informe sobre empresas públicas”, dirigido por Patricio Garrett, director ejecutivo 
de la UEREP, a Ramiro Ortega, secretario nacional de Capitalización e Inversión. La Paz, 29 de noviembre de 1993. 
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ceso, previendo que el 2001 se pudiera proceder a su reordenamiento (MCEI, 2001). 
El Ministério de Comercio Exterior e Inversión, entidad a cargo de la privatización 
de las empresas públicas a través de su Unidad de Reordenamiento, determino que 
Criosal sea retirada dei proceso de privatización, en vista dei retraso de la Prefectura 
en el saneamiento legal, financiero y administrativo de la referida planta; además, la 
Prefectura no había remitido ninguna documentación que indicara que el mencionado 
saneamiento estaba en proceso. 

Por todo eUo, Criosal no fue privatizada, quedando definitivamente cerrada. No se 
logró recabar información sobre el destino de sus activos. 

Se gastaron $us 35.632,81 en consultorias para su venta. 

7 . 1 . 1 . 12 . Empresa Tarijena de Gas (Emtagas) 

La Empresa Tarijena de Gas fue creada en 1988 por tres entidades públicas: Codetar, la 
Alcaldía Municipal de Tarija y Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos (YPFB). 

... instituída con el objeto de elaborar y en su caso concluir los estúdios para la construcción 
de un sistema de redes distribuidoras de gas natural a domicilio para consumo doméstico, 
comercial, artesanal, e industrial en el departamento de Tarija y también ejecutar los proyectos 
resultantes, administrar los mismos en su fase de operación y comercializar el producto. (DS 
22048,14/10/1988) 

Su acta de fundación fue suscrita el 3 de junio de 1988 y su escritura de constitución 
y estatutos, dei 14 de junio de 1988, fueron aprobados por Decreto Supremo 22048 dei 
14 de octubre de 1988. 

Emtagas fue creada como empresa pública de servicios descentralizada, con persone- 
ría jurídica propia, autonomia de gestión económico financiera, administrativa y técnica, 
con patrimônio propio, duración indefinida y jurisdicción en el departamento de Tarija. 
Se trataba de una empresa de servicios de distribución y comercialización de gas natural 
domiciliário en el departamento. 

Las redes de distribución de gas natural son el conjunto de tuberías, accesorios 
y equipos utilizados en la distribución de gas natural desde el áty gate a los usuários, 
sean estos industriales, comerciales o domésticos. Para el caso de Bolivia, es impor¬ 
tante senalar que estas redes de distribución estaban divididas en redes primarias 
—propiedad total de YPFB— y redes secundarias, que en algunos casos pertenecían a 
YPFB y en otros eran de propiedad de las empresas distribuidoras de gas natural, en 
las cuales YPFB y las prefecturas departamentales de entonces tenían participación 
accionaria. En el caso de Emtagas, los recursos aportados para su creación, en 1988, 
tuvieron las siguientes proporciones; Codetar: 35%; Alcaldía Municipal de Tarija; 
35%, y YPFB; 30%.""'' 

476 Extraído de: http://www.diarionuevosur.com/index.php/actualidad/ciudad/9953-emtagas-cumple-26-anos-de- 
servicio-en-tarija 
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Emtagas fue parte de las pocas empresas públicas creadas durante el neoüberalismo. 
Sin embargo — al igual que todas las empresas públicas— también fue sometida al proceso 
de privatización al poco tiempo de su creación. 

En efecto, el 14 de junio de 1991, el Decreto Supremo 22836 enlistó a Emtagas entre 
las 60 empresas de las Cordes a ser privatizadas, y la Comisión de Evaluación de la Em¬ 
presa Pública (CEEP) la incorporo al Programa de Privatización de las empresas de las 
Cordes, aunque no hizo mayores avances. 

De igual manera, en la gestión gubernamental de Gonzalo Sánchez de Lozada fue 
incorporada en la nómina de “Unidades económicas sujetas a reordenamiento”,'^^’ pero 
las acciones para su privatización no se concretaron. 

El gobierno de Hugo Banzer y Jorge Quiroga puso en marcha la enajenación de las 
redes de gas natural del país, entre las que se encontraba la empresa tarijena Emtagas. En 
2000, fue incluida en la pohtica de privatización, cuando contaba con 138.762 metros de 
red secundaria (MCEI, 2002). 

La estratégia privatizadora de ese gobierno está descrita en la Memória 2001 del Mi¬ 
nistério de Comercio Exterior e Inversión, en los siguientes términos: 

Licitación Pública Nacional e Internacional para la venta de la unidad de negocio en marcha 

que comprende los activos de las Redes de Distribución de Gas Natural de propiedad de 

YPFB en EMTAGAS SAM, las parúcipaciones accionarias de propiedad de YPFB en SER- 

GAS SAM y EMCOGAS SAM y la participación accionaria de la Prefectura de Chuquisaca en 

EMDIGAS SAM. (MCEI, 2002: 13) 

Para implementar la privatización, la Unidad de Reordenamiento, dependiente del 
Ministério de Comercio Exterior e Inversión, contrató los servidos del Consorcio Ar- 
gentaria-Caisa. 

La enajenación de las redes de distribución de gas natural del país estaba condicio¬ 
nada a la aprobación del Reglamento para la Distribución de Gas Natural por Redes. 
Hasta el ano 2002 no se había logrado su aprobación, y su primer reglamento fue 
aprobado en 2005. 

Finalmente, Emtagas no pudo ser privatizada. En la presente investigación se la regis¬ 
tra como empresa con continuidad institucional. Actuaknente, es una empresa pública de 
servicios con participación de la Gobernación de Tarija, YPFB y la Alcaldía de Tarija. 

7 . 1 . 1 . 13 . Multipropósito Gran Chaco 

En 1977 se aprobó el proyecto para la implementación de Multipropósito Gran Chaco. 
Los recursos provenían de un Convénio de Préstamo de Usaid (AID-511-T-059) destina¬ 
do al desmonte de tierras chaquenas para pequenos agricultores del vaUe de Chuquisaca, 
Potosí y Tarija, a objeto de expandir la frontera agrícola en el chaco tarijeno. El crédito 


477 Anexo del Informe de Gestión 1995 de la Unidad de Reordenamiento. La Paz, diciembre de 1995. 
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fue poria suma de $us 11.200.000 (DS 15174, 01/10/1977). 

En los primeros anos, brindaba apoyo al sector campesino a través de programas de 
créditos de fomento a proyectos, pero como el sector no pudo cumplir con las obHga- 
ciones económicas, Codetar logró negociar la ampüación de sus actividades a viaüdad, 
desmonte, actividad agrícola, perforación de pozos y mantenimiento (Cordero, 1995). 

De acuerdo al informe de consultoria elaborado por el consultor Carlos Alberto Cor¬ 
dero en 1995, el Multipropósito Gran Chaco reahzaba trabajo de desmonte y actividad 
vial, principalmente el mantenimiento de carreteras, apertura de sendas y reparación o 
construcción de atajados, para lo cual contaba con maquinaria pesada. También reahzaba 
trabajo agrícola referido a siembra y cosecha con maquinaria y equipo adquirido de países 
vecinos, como Argentina y Brasil, a través de créditos y convênios. En cuanto a la perfo¬ 
ración de pozos, trabajaba principahnente para el rubro ganadero. 

Contaba con un taher especiahzado en reparación y mantenimiento de la maquinaria 
vial (camiones, tractores, otros). Además de trabajar en la reparación de su equipo propio, 
comenzó a prestar servicios de mantenimiento a particulares de la región, extendiéndose el 
servicio incluso hacia el norte argentino y parte de Santa Cruz, contando con equipos mó- 
vhes para mantenimiento preventivo o de cambio en el lugar de trabajo de la maquinaria. 

El Multipropósito Gran Chaco fue incorporado al proceso de privatización en el gobierno 
de Gonzalo Sánchez de Lozada. El Ministério de Capitalización sohcitó la contratación de 
servicios de consultoria para el avalúo y deíinición de la estratégia de privatización. El 14 de 
juho de 1995, el FNDR suscribió el contrato 027/95 con el consultor Carlos Alberto Cordero 
V, por la suma de $us 5.000. Cordero avaluó los activos de esta unidad en $us 1.071.491. 


Cuadro 203. Evaluación Multipropósito Gran Chaco 


Valor de los terrenos y construcciones 

$us 147.630 

Valor dei equipo vial 

$us 493.000 

Valor dei equipo agrícola 

$us 121.071 

Valor dei equipo de transporte y vehículos 

$us 152.400 

Valor dei taller 

$us 95.125 

Valor de los equipos auxiliares 

$us 53.665 

Valor de los repuestos 

$us 8.600 

Total 

$us 1.071.491 


Fuente: Cordero, 1995. 


El 25 de agosto de 1995, el Consejo de Desarroho Nacional (Codena) aprobó la 
Resolución 013/95 que autorizó al Ministério de Capitahzación la privatización de diez 
empresas, entre las que se encontraba el Multipropósito Gran Chaco. La mencionada 
resolución senala que “anahzadas las diferentes opciones, se propone la transferencia de 
una parte de los activos pertenecientes al Proyecto Multipropósito Gran Chaco mediante 
el mecanismo de Subasta Púbhca” (Codena, Res. 013/95). 
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No se tiene mayor información respecto de la maquinaria y equipo del proyecto que 
debió subastarse, quedando el taUer y los repuestos de tractores a cargo de la Empresa Mu¬ 
nicipal de Caminos (que no presta los servidos del Multipropósito). En la presente investi- 
gación, se la registra como empresa cerrada como efecto de la poKtica de privatización. 

7.1.1.14. Planta Procesadora de Semillas El Palmar 

El montaje de la Planta Procesadora de Semillas El Palmar se reaHzó en 1985 y se puso 
en marcha en 1986. La inversión pública inicial fue de $us 319.643. 

En 1991, esta empresa fue caracterizada por Codetar como “Sociedad de Economia 
Mixta (en proceso de constitución)”.'^^® La distribución de las acciones fue la siguiente: 

Consejo Regional de Semilla $us 104.500 33% 

Codetar $us 215.143 67% 

Total $us 319.643 100%. 

Estaba ubicada en la locahdad El Palmar, municipio de Yacuiba, provinda Gran Cha¬ 
co del departamento de Tarija, a 30 km de la ciudad de Yacuiba. 

La actividad de la empresa era la producción de semiUas beneficiadas. Contaba con 
tecnologia estadounidense. Su capacidad instalada era de 1,5 TM/hora, pero su capacidad 
utilizada solo alcanzaba las 0,3 TM/hora (a un turno para un periodo de zafra de cuatro 
meses). Contaba con un equipo adicional de control de cahdad y certificación de semiUas. 
Las matérias primas utilizadas eran soya, maiz, trigo y cártamo. 

En 1993, el gobierno de Jaime Paz Zamora incluyó a la Planta Procesadora de Semi¬ 
llas El Palmar al proceso de privatización. El Ministério de Planeamiento y Coordinación, 
en su documento de informe de fin de gestión, enhstó a esta planta en un grupo denomi¬ 
nado “empresas próximas a ser evaluadas” (MPC, 1993; 19). 

El gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada continuó con el proceso de privatización 
de la Planta. El 25 de abril de 1995, el Consejo de DesarroUo Nacional (Codena) aprobó 
la Resolución Codena 002/95, autorizando al Ministério de Capitahzación la privatiza¬ 
ción de 47 empresas, entre las que se encontraba la Planta Procesadora de Semillas El 
Palmar. Dicha resolución senala que la planta, propiedad de Codetar, se encontraba pa- 
rahzada y que su transferencia al sector privado debía reahzarse mediante subasta pública 
(Codena, Res. 002/95). 

La empresa fúe cerrada y no se logró recabar información sobre el destino de sus activos. 

7.1.1.15. Terminal de Buses Tarija 

La Terminal de Buses Tarija presta servicios de terminal de transporte interdepartamen¬ 
tal e interprovincial de autobuses desde la ciudad de Tarija. 

478 Perfil Industrial “Planta Procesadora De Semillas-El Palmar”. Corporación Regional de DesarroUo de Tarija- 
Dirección de Reconversión Económica. Tarija, 1991. 
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Fue incorporada al proceso de privatización durante el gobierno de Gonzalo Sánchez 
de Lozada. La Unidad de Reordenamiento, dependiente dei Ministério de Capitaüzación, 
en 1995 identifico 82 unidades económicas (empresas) que debían ser transferidas al 
sector privado (UR, 1995) y las enlistó en una nómina bajo el rótulo de “Unidades econó¬ 
micas sujetas a reordenamiento”.'^’^ Entre esas empresas figuraba la Terminal de Buses de 
Tarija, aunque en el anexo 8 se informaba que no se encontraba saneada legaknente. 

Para su privatización, el Ministério de Capitalización soücitó la contratación de una 
consultora evaluadora al Fondo Nacional de DesarroUo Regional (FNDR), entidad que 
se encontraba a cargo de administrar los recursos dei BID que se habían destinado para 
apoyar a la privatización. El 27 de junio de 1995, Oscar Arrien Sandoval, presidente eje- 
cutivo dei FNDR, suscribió el Contrato de Consultoria n.° 004/95 con la firma Berthin 
Amengual Asociados. El objeto dei contrato era realizar estúdios de valoración de cuatro 
empresas de servicios, entre las cuales se encontraba la Terminal de Buses de Tarija. El 
costo por los servicios prestados fue de $us 56.000; por prorrateo, la cuarta parte de ese 
monto le corresponde a la Terminal: $us 14.000. 

Debido a que Codetar no contaba con documentos que acreditaran su derecho pro- 
pietario dei inmueble de la Terminal de Buses, la privatización no pudo concretarse. 

En 1995 pasó a ser propiedad de la Prefectura de Tarija y actualmente pertenece al 
Gobierno Autónomo Departamental de Tarija. 

La Terminal de Buses continúa prestando servicios hasta la fecha en su cahdad de 
empresa pública. 

7 . 1 . 1 . 16 . Canal ii Sistema Integrado de Televisión (Sitel) 

Entre 1987 y 1988 se adquirieron e implementaron equipos para la transmisión y difu- 
sión de senales de televisión por la Uamada Red Sitel. El inicio de sus operaciones fue 
en enero de 1989. La Red fue aprobada y autorizada legalmente para su funcionamiento 
mediante concesión de licencia de operación (según Resolución Suprema 208353 dei 8 
de noviembre de 1990) dentro el departamento de Tarija, obteniendo la frecuencia dei 
Canal 11 (Rivera, 1995). 

Red Sitel fue creada originalmente como órgano oficial de información de Codetar, 
con fines de carácter social, para información y divulgación a nivel departamental. Sus 
objetivos principales eran: 

a) Integrar y difundir la cultura regional y nacional. 

b) Como medio de promoción social para establecer sistemas educativos, destinada a elevar la 
formación de los habitantes urbanos y rurales dei departamento. 

c) Promover servicios de información e instrucción agrícola, ganadera, salud y otros de interés 
departamental y nacional (Rivera, 1995). 


479 Anexo dei Informe de Gestión 1995 de la Unidad de Reordenamiento. La Paz, diciembre de 1995. 
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La Red Sitel Canal 11 era una empresa de propiedad de Codetar que transmitia y difundia 
senales de televisión con cobertura en las províncias de Cercado, Arce, 0’Connor y Gran 
Chaco del departamento de Tarija. Contaba con repetidoras, casetas, caminos y torres. 

El gobierno nacional autorizo a la Dirección General de Telecomunicaciones conce¬ 
der licencia en favor de Codetar para la instalación y funcionamiento de una red de tele¬ 
visión en la ciudad de Tarija, con frecuencias de canales en bandas VHP y UHF. La asig- 
nación de frecuencias era para las estaciones “emisoras de Tarija, Cerro Picacho, Abra de 
la Cruz, Junacas, Cerro Alto Tejerina, Sarna, repetidoras de ViUa Montes [sic] y Bermejo, 
para integrar la red televisiva del departamento de Tarija” (RS 208353, 08/11/1990). 

La Red Sitel operó durante cinco anos, desde enero de 1989 hasta febrero de 1994 
(Rivera, 1995). 

Durante el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada, la Red Sitel fue incorporada al 
proceso de privatización de empresas públicas. Para el efecto, el Ministério de Capitah- 
zación soHcitó la contratación de servicios de consultoria para su saneamiento. El 26 de 
junio de 1995, el FNDR contrató los servicios del abogado Walker San Miguel para que 
realizara el saneamiento legal de tres empresas de Codetar. El honorário del consultor 
San Miguel por las tres empresas fue de $us 8.000, siendo la tercera parte, es decir $us 
2.667, lo que correspondió por el trabajo realizado para Sitel. 

También a requerimiento del Ministério de Capitahzación, el 24 de juho de 1995 el 
FNDR suscribió un contrato de servicios con el consultor Frankhn Rivera F. para la 
reahzación del avalúo y definición de estratégia de privatización de Canal 11-Sitel. El 
honorário del consultor Rivera fue de $us 5.470. 

En 1995, el consultor Rivera informó que, al no estar en funcionamiento la Red Sitel, 
toda la infraestructura en repetidoras, caminos de acceso, casetas y torres se encontraba en 
general en condiciones de uso. Sin embargo, casi todo había sido desmantelado y los equi- 
pos y materiales aknacenados en depósitos de Codetar en Tarija. Los activos de Sitel fueron 
avaluados en $us 77.878, correspondiendo 37.878 a la infraestructura, equipos y herramien- 
tas y $us 40.000 a los derechos y licencias de operación susceptibles de transferencia. 

La recomendación referida a la estratégia de transferencia presentaba tres opciones; 
dividir la hcitación en dos componentes; una de equipos y otra correspondiente a trans¬ 
ferencia de licencias, infraestructura, torres y casetas; licitar todo en conjunto, pero ofer¬ 
tando los equipos como opcional buscando evitar Uegar al remate; y, en caso de no existir 
ofertas aceptables por la parte opcional de equipos, se procedería con una segunda ins¬ 
tancia de remate de los mismos (Rivera, 1995). 

La venta de los activos y derechos de la Red Sitel no se concretó y fue cerrada definitiva¬ 
mente. No se logró recabar información sobre el destino de la infraestructura y los activos. 

7.1.1.17. Hotel Prefectural Tarija 

El Hotel Prefectural estaba ubicado en la ciudad de Tarija. Contaba con un terreno de 
4.235 m2, con un área construída de 2.864 m^. Tenía 26 habitaciones, un restaurante. 
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4.235 m2, con un área construída de 2.864 m^. Tenía 26 habitaciones, un restaurante, 
piscina, amplios jardines y estacionamiento."**® Prestaba servicios de hotelería (hospedaje, 
restaurante y otros) para promoción dei turismo en Tarija. 

El proceso enajenador dei Hotel Prefectural Tarija se inicio el 13 de agosto de 1992, 
fecha en la que fue suscrito un Convênio de Asistencia Técnica entre el Ministério de 
Planeamiento y Coordinación y el ministro dei Interior, Migración y Justicia como cabeza 
de sector dei cual dependían las prefecturas dei país. El convênio comprometia el apoyo 
de la CEEP a las prefecturas para la privatización de sus hoteles. 

El 23 de octubre de 1992, el Ministério de Planeamiento y Coordinación suscribió un con¬ 
trato de consultoria con el consorcio Conam-Audicomp SRL'^®^ para la evaluación de ocho em¬ 
presas prefecturales ubicadas en diferentes departamentos dei país,"^®^ entre las cuales se encon- 
traba el Hotel Prefectural Tarija. El pago total por los servicios prestados fue de $us 79.213,00, 
correspondiéndole al hotel la suma de $us 9.901,63. La selección de este servicio de consultoria 
estuvo a cargo de la agencia de compras C3D; sus honorários fueron de $us 6.000 por 14 em¬ 
presas públicas, correspondiéndole al hotel la suma de $us 428,57 por dichos gastos. 

La enajenación dei Hotel Prefectural Tarija fue autorizada por la Prefectura dei depar¬ 
tamento de Tarija el 27 de noviembre de 1992, mediante Resolución Prefectural 15/92. El 
1 de diciembre de 1992, la CEEP aprobó la Resolución 34/92 autorizando la transferencia 
mediante subasta pública. El Coneplan refrendó la decisión de vender el hotel mediante 
subasta pública el 16 de diciembre de 1992, mediante Resolución Coneplan 157/92. 

La subasta se reahzó el 9 de febrero de 1993 y estuvo a cargo de la firma de martiUeros 
Cobomar SRL. El precio base fue de $us 500.100 y se adjudicó a ese mismo monto a 
Carlos Beccar, el único proponente. 

Algunos aspectos económicos a considerar en la enajenación de este Hotel; el avalúo de 
activos realizado por el consorcio Conam-Audicomp en 1992 determinó un valor de repo- 
sición (valor subyacente) de $us 873.762, un valor de $us 505.500 mediante flujo de fondos 
descontado en cinco anos con factor de descuento dei 12% y un valor de $us 386.900 
mediante flujo de fondos descontado en cinco anos con factor de descuento dei 18%.'^®^ 

El hotel fúe adjudicado en febrero de 1993 a Carlos Beccar por $us 500.100. El martülero 
de la empresa de subastas Cobomar recibió la suma de $us 37.178,26 por sus servicios. 

Los gastos estatales por consultoria y martiUeo para la enajenación dei Hotel Prefec¬ 
tural Tarija se expresan en el siguiente cuadro; 


480 Ayuda Memória Hotel Prefectural de Tarija. CEEP-UEREP, 1993. 

481 El contrato fue suscrito por Flavio Escóbar Llanos, subsecretário de DesarroUo Socioeconómico, por el Ministério 
de Planeamiento y Coordinación, y por Luis Iriarte Saavedra como representante dei consorcio Conam-Audicomp. 

482 El objeto dei contrato referia estúdios de siete hoteles: Hotel Prefectural de Oruro, de Potosí, de Tarabuco y de 
Camargo (Chuquisaca), de Pando, de Liriuni (Cochabamba), de Tarija y Cabana Prefectural también de Tarija. 

483 Ajaida Memória Hotel Prefectural de Tarija. CEEP-UEREP, 1993. 
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Cuadro 204. Gastos estatales para privatizar el Hotel Prefectural Tarija ($us) 


1 Afio 

Consultor 

Monto 1 

1992 

Agencia de compras GD 

428,57 

1992 

Conam-Audicomp SRL 

9.901,63 

1993 

Cobomar SRL, martillero (más honorário de êxito) 

37.178,26 

Total 

47.508,46 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Contratos de Consultoria 038/95,052/96 y RM126/1995. 


El cálculo del perjuicio económico es el siguiente; 


r 

Perjuicio económico por la privatización = (valor de reposición - Precio de venta) + Gastos de consultoria y 

martilleo 


r ^ 

PEP = (873.762,00 - 500.100,00) +10.330,00 + 37.178,26 = 412.170,26 

V_ ) 


Por tanto, el perjuicio económico por la subasta del Hotel Prefectural Tarija fue de 
$us 412.170,26. 

7 . 1 . 1 . 18 . Cabana Prefectural de Tarija 

La Cabana Prefectural Tarija estaba ubicada en la ciudad de Tarija y contaba con un te¬ 
rreno de 5.200 m2.'^®'^ 

El proceso enajenador de la Cabana Prefectural se inició el 13 de agosto de 1992, fecha 
en la que se suscribió un Convénio de Asistencia Técnica entre el ministro de Planeamiento 
y Coordinación como presidente de la CEEP y el ministro del Interior, Migración y Justicia 
como cabeza de sector del cual dependen las prefecturas del país. El convénio comprometia 
el apoyo de la CEEP a las prefecturas para la privatización de sus hoteles. 

El 23 de octubre de 1992, el Ministério de Planeamiento y Coordinación suscribió con¬ 
trato de consultoria con el consorcio Conam-Audicomp para la evaluación de ocho 

hoteles prefecturales ubicados en diferentes departamentos del país'*®'^ entre las cuales se 
encontraba la Cabana Prefectural Tarija. El pago total por los servidos prestados fue de $us 
79.213,00, correspondiéndole a la Cabana Prefectural Tarija la suma de $us 9.901,63. 

El consorcio Conam-Audicomp evaluó esta unidad mediante el método de reposi¬ 
ción, por el cual se Uegó a un rango de valor de entre $us 111.532 y $us 159.332 (‘Ayuda 
Memória Cabana Prefectural de Tarija”. CEEP-UEREP, 1993). 

La Cabana Prefectural no pudo ser privatizada en 1992 y fue cerrada. Actualmente, el 
inmueble continúa en propiedad de la Gobernación de Tarija. 


484 Ayuda Memória Cabana Prefectural de Tarija. CEEP-UEREP, 1993. 

485 El contrato fue suscrito por Flavio Escóbar Llanos, subsecretário de Desarrollo Socioeconómico, por el Ministério 
de Planeamiento y Coordinación, y por Luis Iriarte Saavedra como representante del consorcio Conam-Audicomp. 

486 El objeto del contrato referia estúdios de siete hoteles: de Oruro, de Potosí, de Tarabuco y de Camargo (Chuquisaca), 
de Pando, de Liriuni (Cochabamba), de Tarija y Cabana Prefectural de Tarija. 
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7 . 1 . 1 . 19 . Empresa Municipal de Transporte Automotor (EMTA Tarija) 

Las empresas municipales de transporte tuvieron su origen en la Empresa Nacional de Trans¬ 
porte Automotor (ENTA), creada en 1983 por el gobierno de Hernán Sües Zuazo para pro¬ 
porcionar un transporte eficiente y barato a la ciudadanía. Era una entidad descentralizada, 
con autonomia de gestión administrativa y financiera (DS 19460,14/03/ 1983). 

El 29 de agosto de 1985, el gobierno de Víctor Paz Estenssoro dispuso la disolución 
de la Empresa Nacional de Transporte Automotor (ENTA) y la transferencia de sus ac- 
tivos a las municipalidades de las capitales de departamento (DS 21060, 29/08/1985, art. 
122). En este marco. Se constituyó la Empresa Municipal de Transporte Automotor de 
Tarija (EMTA Tarija) como una empresa de servicio público de transporte de pasajeros 
en la ciudad de Tarija. 

El gobierno de Jaime Paz Zamora incluyó a varias empresas municipales de las capitales 
de departamento en el proceso privatizador, incluida EMTA Tarija, aunque sin êxito. 

EMTA Tarija dejó de funcionar, por lo que se la registra como empresa cerrada. No 
se logró recabar mayor información sobre el destino de sus activos. 

7 . 1 . 1 . 20 . Fábrica de Tubos de Cemento Tarija 

La Fábrica de Tubos de Cemento Tarija estaba ubicada en la ciudad de Tarija, municipio 
dei mismo nombre, provinda Cercado. Producía tubos para la instalación de redes de 
alcantariUado y desagúe urbano. 

El gobierno de Jaime Paz Zamora incluyó a varias empresas municipales de las capi¬ 
tales de departamento en el proceso privatizador, tal es el caso de la Fábrica de Tubos de 
Cemento de Tarija.'^®^ Sin embargo, no tuvo mayor êxito. 

La empresa dejó de operar y se la registra como empresa cerrada. No se tiene mayor 
información sobre el destino de sus activos. 

7 . 1 . 1 . 21 . Matadero Municipal 

Se creó en la ciudad de Tarija, bajo propiedad de la Alcaldía Municipal de Tarija, para 
brindar servicios de faenado de carne de res y cerdo. 

El gobierno de Jaime Paz Zamora incluyó a varias empresas municipales de las capi¬ 
tales de departamento en el proceso privatizador, entre las cuales se contaba el Matadero 
Municipal de Tarija, pero que no se concretó. El matadero continúa prestando servicios 
en su caHdad de empresa pública. 

Se registra como empresa con continuidad institucional bajo administración dei Go¬ 
bierno Autónomo Municipal de Tarija. 


487 Lista de empresas municipales para su reordenamiento. 
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7 . 1 . 1 . 22 . Administración Regional de Obras Sanitarias (AROS Tarija) 

La Administración Regional para Obras Sanitarias de Tarija (AROS Tarija) fue creada en 
1975 como entidad especializada para el abastecimiento y prestación de servicios de agua 
potable y alcantariUado, con jurisdicción en el departamento de Tarija y domicilio en la 
ciudad de Tarija, con duración indefinida y plena capacidad para ejercitar todos los actos 
de la vida jurídica (DS 12561, 05/06/1975). Para su funcionamiento empresarial, la Alcal- 
día Municipal de Tarija fue autorizada a transferir “todos los estúdios y proyectos, bienes 
muebles e inmuebles e instalaciones de cualquier naturaleza, necesarios para la prestación 
de sus servicios” (DS 12561, 05/06/1975, art. 27). 

El património de AROS Tarija está constituido por bienes muebles e inmuebles, equipos, 
efectos y valores que le transfieran o adquiera a cualquier título; concesiones y derechos que se 
acuerden con organismos públicos competentes; subvenciones y asignaciones presupuestarias; 
gravámenes que se establezcan en su favor; estúdios, planes, proyectos, instalaciones de cual¬ 
quier naturaleza necesarias para la prestación de sus servicios; transferencia de fondos de los 
Tesoros Públicos, nacionales y departamentales; recursos financieros logrados por su cuenta y 
cargo, y los bienes que se le atribuyan por disposición legal expresa (DS 12561, 05/06/1975). 

En 1990, AROS Tarija fue incorporada en la Hsta de empresas a privatizar como em¬ 
presa dependiente del Ministério de Asuntos Urbanos (Price Waterhouse, 1990), cuando 
en rigor su dependencia era de la Alcaldía Municipal de Tarija. 

AROS Tarija se transformó en cooperativa de servicios local, decisión asumida por 
el Concejo Municipal de Tarija el 19 de agosto de 1986 mediante la Resolución 026/86 
que autorizaba la transformación de AROS Tarija en una cooperativa de servicios a nivel 
locaP®®’ denominada Cooperativa de Servicios de Agua y AlcantariUado Tarija (Cosaalt). 
Esta cooperativa fue registrada en el Instituto Nacional de Cooperativas el 27 de noviem- 
bre de 1986 (Inalco, Res. 03181). 

El 17 de octubre de 1991, Luis Ossio Sanjinés, presidente constitucional interino de 
la RepúbUca, emitió el Decreto Supremo 22948 que disolvía AROS Tarija sustituyéndola 
por la Cooperativa de Servicios de Agua Potable y AlcantariUado de Tarija (Cosaalt). En 
este marco, se transfirió los bienes de AROS Tarija a Cosaalt (DS 22948, 17/10/1991). 

Actualmente, Cosaalt presenta continuidad institucional con la misma naturaleza 
jurídica. 

7.2. Estúdio de caso: Fábrica de Cemento El Puente (Facep) 

7.2.1. Aspectos generales 

La Fábrica de Cemento El Puente (Facep) era una unidad administrativa desconcentrada, 
dependiente la Corporación Regional de DesarroUo de Tarija (Codetar), con niveles deci- 


488 El 19 de agosto de 1986, el Concejo Municipal de Tarija había aprobado la Resolución 026/86 que autorizaba la transformación 
de la Administración Regional para Obras Sanitarias (AROS Tarija) en una cooperativa de servicios a nivel local. 
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sorios propios, pero sin personería jurídica"^®^ Su creación fue motivada por una demanda 
interna de cemento muy superior a la oferta, que frenaba la expansión en las construc- 
ciones rurales y urbanas, obras de infraestructura y obras públicas en general (DS 13215, 
24/12/1975). 

La creación e implementación de Facep duró cerca de 14 anos, iniciándose en 1975 y 
otorgando autorización a Codetar para; 

... llamar a empresas nacionales o extranjeras, mediante invitación directa, para la preparación 
de estúdios técnicos y financieros destinados a la instalación y puesta en marcha de una fábrica 
de cemento... con cargo a sus recursos propios, efectuará las inversiones que demande la eje- 
cución de los estúdios e instalación de la fábrica de cemento a que hace referencia la presente 
disposición legal, pudiendo en su caso, el Estado, otorgar los avales correspondientes con ga¬ 
rantia de los ingresos de la Corporación de Desarrollo de Tarija. (DS 13215, 24/12/1975) 

Los estúdios de factibilidad fueron realizados por la consultora Ingeniería Politécnica 
Americana SRL-Ishikawajima Harima Ishibras (DS 13921, 31/08/1976). 

En 1979 se autorizó a Codetar “la instalación de una planta de 50.000 TM/ ano de cemen¬ 
to (...) en la localidad de El Puente dei departamento de Tarija” (DS 16624, 21/06/1979), 
instruyéndole pasar a la fase de diseno final (art. 2). Ese mismo ano, el 29 de octubre, la 
Superintendência de Minas extendió a Codetar el titulo ejecutotial otorgándole derechos de 
exploración y explotación de la concesión minera La Tablada, de 770 pertenencias mineras, 
sobre yacimientos de caliza y sus derivados, fúndamentales para la fabricación de cemento. 

La provisión e implementación de la fábrica de cemento fue adjudicada “a favor de 
la firma Gatx FuUer SA asociada con CGEE-Alsthom de Francia... por el precio to¬ 
tal de su propuesta de diecinueve miUones cuatrocientos ochenta y un mil seiscientos 
00/100 dólares americanos ($us 19.481.600)” (DS 17635,1/10/1980, art. 1), autorizando 
al Banco Central de BoHvia (BCB) “conceder a Codetar los avales correspondientes para 
la obtención de los financiamientos necesarios destinados a cubrir el precio total de la 
adjudicación” (DS 17635,1/10/1980, art. 

En ese marco, el 23 de octubre de 1980, Codetar suscribió un Contrato de Finan- 
ciamiento de la fábrica de cemento con los bancos franceses Banco Paris Et Des Pays 
Bas, Banque De’L Indochine Et Suez y Banque Française Du Commerce Extérieur. El 
contrato contemplaba la entrega de una fábrica de 60.000 ton/ano. Dos adendas (dei 14 
de abril de 1981 y dei 4 de noviembre de 1981) determinaban “un crédito por un monto 
total de Francos sesenta y nueve miUones ochenta y dos mil seiscientos cuarenta y cinco 


489 El informe legal de la evaluación de Facep afirma que esta “nunca contó con personería jurídica propia, ni bajo la 
figura de empresa pública y peor bajo alguna de las figuras dei Código de Comercio boliviano”. 

490 Al respecto, el informe de la Consultora Evaluadora especifica que solo el 85% de los $us 19.4 millones habría sido 
financiado por un crédito extranjero y el 15% restante correspondería a un aporte local (Idom, 1996). 
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(FF. 69.082.645) para permitirle pagar al proveedor” (Testimonio n.° 591-81),'^®^ es decir, 
un equivalente de $us 16.448.248,80. El plazo del crédito era de 120 meses a partir de la 
firma del contrato, teniendo previsto el pago de intereses en diez anos de plazo de FF. 
23.488.098,91, esto es, un equivalente a $us 5.592.404,50. 

La instalación de la fábrica había concluido para 1986, pero su puesta en marcha de¬ 
moro tres anos más debido a problemas en el suministro de combustible, por lo que el go- 
bierno de Víctor Paz Estenssoro aprobó la construcción del gasoducto Tarija-El Puente, 
a cargo de la firma Bohnter-Serpetbol Asociadas, por la suma de $bs. 1.512.734.719.104 
(DS 21471,10/12/1986). Anos después, Samuel Doria Medina afirmo que el gasoducto 
le habría costado al Estado $us 22.000.000 (Bauer y Bowen, 1997). 

La fábrica inicio sus operaciones en 1989, una vez que el gasoducto fue construído 
exclusivamente para el funcionamiento de Facep. Tenía una capacidad instalada de 60 mil 
TM/ano y Uegó a contar con 116 trabajadores activos. 

Facep se encontraba ubicada en el municipio de El Puente, segunda sección, de la 
Provinda Méndez del departamento de Tarija. La planta está instalada en las proximida¬ 
des de la carretera que une las ciudades de Tarija y Potosí. 

7 . 2 . 1 . 1 . Caracterización de la industria del cemento antes de la privatización 

En general, la industria del cemento se compone de pocas empresas debido a que es 
intensiva en capital; es decir, sus necesidades de inversión —sobre todo en maquinaria y 
tecnologia— son muy altas. Sin embargo, es un sector con una alta capacidad de genera- 
ción de empleo tanto directo como indirecto, ya que está estrechamente ligado al área 
de la construcción. El ano 2011, por ejemplo, este sector generó alrededor de 158.412 
empleos (AEMP, 2012). 

Por el hecho de ser intensiva en capital, esta industria no admite muchos competi¬ 
dores, generando una estructura oligopólica de mercado y pocos oferentes (empresas 
que producen cemento) de un mismo producto —o un producto con pocas diferen¬ 
cias— y que, en general, tienden a actuar de forma conjunta para obtener ganancias 
adicionales. Esta barrera a la entrada de nuevos competidores hace que se deba tener 
mucho cuidado con el comportamiento de las empresas del rubro, para que una empre¬ 
sa (la empresa líder) no adquiera poder de mercado de manera que obtenga ganancias 
extraordinárias en desmedro de otras empresas más pequenas y, en última instancia, de 
los consumidores. 

En Bolivia, antes de la privatización de Facep, existían las siguientes empresas 
en la industria del cemento; Sociedad Boliviana de Cemento SA (Soboce, creada en 
1959), Fábrica Nacional de Cemento SA (Fancesa, creada en 1960), Cooperativa Bo¬ 
liviana de Cemento, Industrias y Servicios Ltda (Coboce, creada en; 1966), Fábrica de 


491 Testimonio 591/81. Escritura Pública de adendum al Contrato de Financiamiento de la Fábrica de Cemento El Puente, 
que otorgan entre sí Codetar y los Bancos de Paris Et Des Pays Bas, Banque D'L Indochine Et Suez y Banque Française Du 
Commerce Extérieur, de Par, Tarija, 4 de noviembre de 1981. Notário Público de Primera Clase, Humberto Maldonado. 
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Cemento El Puente (Facep, creada en 1989), e Itacamba, creada en 1997, mismo ano 
en que se privatizó Facep. Cada una de estas empresas tiene presencia en diferentes 
departamentos de Bolivia. 

Aunque la producción de Facep hasta el momento dei estúdio de evaluación de Idom 
Ingeniería y Consultoria SA (1996) no alcanzó las 60 mil TM/ano, fue en permanente 
aumento desde su creación hasta 1990; luego, entre 1990 y 1991, existe un descenso de 
producción mínimo, y a partir de 1992 la producción se estabiliza en 35.000 TM/ano, 
como se puede apreciar en el siguiente gráfico. 

Gráfico 25. Producción histórica de cemento de Facep (en TM) 
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Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Idom, 1996. 

En relación a la matéria prima, Facep tem'a una ventaja comparativa frente a otras 
plantas, pues los yacimientos eran abundantes y próximos a la planta. Más aUá de su con- 
cesión minera La Tablada, ubicada en la província Méndez dei departamento de Tarija, 
en su área de influencia existían yacimientos de cahza y arciUa muy ricos, como los de 
Chaupiuno, Entre Ríos-Narváez y ViUazón-Ravelo, con reservas de piedra cahza para 60 
anos, de arciha para 550 anos, de yeso para 34 anos y de hierro para 40 anos, a un ritmo 
de producción de 700 TM/ día.'^^^ 

Tradicionalmente, los principales mercados de Facep han sido los departamentos de 
Tarija y Potosí, siendo el município de Cercado el más importante, destino dei 72% dei 
total de sus ventas (Idom, 1996).493 Por otra parte, los posibles mercados de Facep debían 
extenderse a todo el departamento de Tarija, al sur de Potosí, a Chuquisaca y Santa Cruz; sin 

492 “Informe Final sobre el Estúdio de Evaluación, Valoración y Definición de Estratégias de Transferencia de la Fábrica 
de Cemento el Puente (Facep)”. Idom Ingeniería y Consultoria SA, 1996. 

493 La distribución de las ventas de Facep en 1995, por mercados, determinaba que, de 917.855 bolsas de cemento 
producidas, 659.683 habían sido vendidas en la provinda Cercado dei departamento de Tarija, constituyendo el 
71,87% dei total de la producción (Idom, 1996). 
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embargo, en estas plazas, sus principales competidores serían Fancesa y Soboce. 

7 . 2 . 1 . 2 . El proceso de privatización de Facep 

Dos anos después de que Facep iniciara sus operaciones, el gobierno de Jaime Paz Za- 
mora determino la transferencia de esta empresa al sector privado, mediante el DS 22836 
del 14 de junio de 1991. No obstante, la privatización de la cementera de El Puente se 
efectivizó recién en la siguiente gestión gubernamental, entre 1995 y 1997. 


A continuación, se presenta un cuadro que sintetiza el procedimiento seguido para 
transferir Facep a quien iniciara su privatización, Samuel Doria Medina, exministro de 
Planeamiento y Coordinación (1991-1993) del gobierno de Jaime Paz Zamora, empresá¬ 
rio privado y accionista mayoritario de la Sociedad Boliviana de Cemento (Soboce SA). 

Cuadro 205. Cronologia de la privatización de Facep 

1 

1991,14 de junio. DS 22836. Aprueba privatizar 60 empresas de las Cordes, entre ellas figura Facep. 

2 

1991,3 de julio. Convénio de Asistencia Técnica suscrito por la CEEP con Codetar para asesorarla en la privatización de sus empresas. 

3 

1991,28 de noviembre. Carta del PNUD/OSP. Informa preselección de consultoras evaluadoras para la privatización de las Cordes, 
adjunta Acta de apertura (31 de octubre de 1991) de la licitación pública internacional para la pre selección de consultora de las 
dos fábricas de cemento estatales (Facep y Fancesa), para su privatización. 

4 

1992,24 de abril. Ley 1330, Ley de Privatización que autoriza la enajenación de activos, bienes, valores, acciones y derechos del Estado. 

5 

1992, sin fecha. Programa de Privatización de las Empresas de las Corporaciones Regionales de Desarrollo. CEEP, UEREP, cuyo 
cronograma de privatización, periodo 3er-4to Trimestre 92,1ro-2do Trimestre 93, senala que Facep "no se privatizará". 

6 

1993,5 de mayo y 30 de junio. Solicitud de Servicios BOL/04/520, del Ministério de Planeamiento y Coordinación al PNUD/OSP, 
para la selección de la consultora que evalúe las Fábricas de Cemento. 

7 

1995,10 de abril. DS 23991. Aprueba Reglamento a la Ley de Privatización, procedimiento para privatizar las empresas públicas a 
cargo del Ministério de Capitalización y la Unidad de Reordenamiento. 

8 

1995,13 de abril. RS 215521. Aprueba procedimiento para privatización de ias empresas públicas. 

9 

1995, s. f. Contrato de la Consultora espanola Idom Ingeniería y Consultoria SA, para el estúdio de evaluación, valoración, análisis 
de la situación legal y definición de la estratégia para la transferencia de Facep. 

10 

1995,28 de julio. Ley de Descentralización Administrativa. Disuelve las Cordes ytransfieresu património al dominio y uso 
departamental, bajo administración y responsabilidad de los prefectos. 

11 

1996,30 de agosto. Resolución 35/96 del Consejo Departamental de Tarija. Autoriza al prefecto proceder al reordenamiento y venta de Facep. 

12 

1996,18 septiembre y 4 octubre. Cartas de Soboce SA al Ministério de Capitalización, manifestando su interés en la licitación de Facep. 

13 

1996,8 de noviembre. Resolución Ministerial 164/96. Aprueba el Plan específico y el Pliego de condiciones para la Licitación 

Pública Internacional de Facep. 

14 

1996,3,10 y 17 de noviembre. Aviso de prensa: Convocatoria de la Licitación Pública para la venta de los activos de Facep (Ref.; 
MC/SNCI/UR/LIC-006/96). 

15 

1996,21 de noviembre. Convénio Obrero Patronal suscrito entre el prefecto de Tarija y el Sindicato deTrabajadores de Facep sobre 
su participación en la privatización la empresa. 

16 

1996,2 de diciembre. Circular aclaratoria n.° 1. Si la venta del 100% de activos de Facep comprende tangibles e intangibles, derechos 
mineros, concesiones y denuncias en trâmite y derecho de marca, y sobre el limite de participación de los trabajadores en la privatización. 

17 

1996,2 de diciembre. Resolución Ministerial 176/96. Designa vocales de la Comisión Calificadora para la Licitación de los activos de Facep. 

18 

1996,3 de diciembre. Enmienda 1. Amplia el alcance del objeto de la licitación: los activos de Facep a la venta incluyen los 
intangibles como el derecho a la concesión minera y el derecho de marca. 
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19 

20 
21 

22 

23 

24 

25 

26 

27 

28 
29 


1996,6 de diciembre. Circular aclaratoria n.° 2. Si la licitación incluye activos existentes en Facep que no figuran en el pliego, y si 
ya fue cerrado el libro de registro de participación de los trabajadores. 

1996.9 de diciembre. Enmienda 2. Modifica inventario dei anexo II dei Pliego de condiciones, anulando 23 ítems e incluyendo 36. 
1996,13 de diciembre. Acta de apertura de sobres Licitación Pública Internacional de Facep; registra 3 postores: Yura SA, 
Industrias Duralit SA y Soboce SA 

1996,13 de diciembre. Informe de Recomendación de la Comisión Calificadora de la Licitación Pública Internacional de Facep. 
Recomienda adjudicar Facep a Soboce. 

1996,20 de diciembre. DS 24450. Adjudica los activos fijos, inventários, concesión minera y derechos de marca de Facep, en favor 
de Soboce SA. 

1997,28 de enero. Minuta de compraventa de los activos de Facep a Soboce SA. 

1997,28 de enero. Recibo Soboce SA que acredita la recepción de $us 743.750, por paquete accionario de 4.73% de los 
trabajadores de Facep. 

1997,30 de enero. Testimonio 35/97. Protocolización dei contrato de compraventa de los activos de Facep a Soboce SA. 

1997,5 de febrero. Constitución de la nueva sociedad anónima "Cemento El Puente SA" (Cepsa), sin los trabajadores. 

1997.10 de abril. Carta de CIS Ltda. Remite copias legalizadas de los comprobantes que acreditan entrega de acciones a los 
trabajadores de Facep y su listado. 

1998,16 de diciembre. Resolución Administrativa Recsa 07978/98. Aprueba la fúsión de Cepsa a Soboce SA y cancela la matrícula de Cepsa. 


Fuente: CEMIPyC, 2018. 


El 3 de julio de 1991, Fernando dei Carpio, presidente de Codetar, suscribió un 
Convênio de Asistencia Técnica con la Comisión de Evaluación de la Empresa Pública 
(CEEP), representada por su presidente, el ministro de Planeamiento y Coordinación 
Enrique Garcia, para recibir asesoramiento en la privatización de sus empresas, dando 
cumpHmiento a lo previsto en el DS 22836 (artículos 21 a 24). 


'J.2A.2.1. Inicio Y suspensión de la privatización de Facep 

El gobierno de Jaime Paz Zamora incluyó a Facep entre las 60 empresas dependientes de 
las Cordes a ser privatizadas (DS 22836, 14/06/1991). Para su privatización, la CEEP 
(presidida por el ministro de Planeamiento y Coordinación, Samuel Doria Medina) or- 
ganizó el “Programa de Privatizaciones de las Empresas Públicas dependientes de las 
Corporaciones Regionales de DesarroUo”, dividiendo a esas empresas en paquetes. Facep 
fue incluida, junto a la Fábrica Nacional de Cemento SA (Fancesa) de Sucre, en el tercer 
paquete de empresas, denominado “Fábricas de Cemento”. 

En ese marco, la agencia de compras PNUD/OSP fue contratada verbalmente 
en 1991 por el Ministério de Planeamiento y Coordinación para la preselección, se- 
lección y licitaciones de venta de las empresas dependientes de las Cordes (OSP/ 
BOL/520/583-BID)4A 

El 31 de octubre de 1991, PNUD/OSP reaHzó la apertura de propuestas y selección 
de consultoras evaluadoras para las fábricas de cemento. Se presentaron 16 firmas con¬ 
sultoras, de las cuales se recomendó una Hsta corta de seis, encabezada por el consorcio 


494 Afirmación realizada por Elvira Lupo de Velarde, subdirectora de Reordenamiento de las Empresas Públicas, en su Informe 
UEREP-SD-EV-02/93 dei 21 de diciembre de 1993, dirigido a Patricio Garrett M., director ejecutivo de la UEREP. 
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Ernst Young/Berthin Amengual y Asociados, que tenía el mejor puntajed’^ El PNUD/ 
OSP comunicó al ministro de Planeamiento y Coordinación, Samuel Doria Medina, el 
resultado de esa preselección el 6 de noviembre de 1991. 

Por esta preselección, el Gobierno pagó al PNUD/OSP la suma de $us 11.500,"^^^ co- 
rrespondiéndole a Facep, por prorrateo, un total de $us 5.750 (el resto correspondia a Fan- 
cesa). Este monto habría sido fijado 18 meses después de recibido el servicio, de acuerdo 
a Informe UEREP-SD-EV-02/93 (21/12/1993) elaborado por Elvira Lupo de Velarde, 
subdirectora de UEREP, y enviado a Patrício Garrett, director ejecutivo de la UEREP. 

A pesar de contar con una Hsta corta para encomendar el estúdio de las empresas 
cementeras (Ley 1330 de Privatización del 24 de abril de 1992), la CEEP, presidida por el 
ministro Samuel Doria Medina, determinó no privatizar esas empresas en el período de 
gobierno de Jaime Paz Zamora, tal como refleja el cronograma del segundo semestre de 
1992 y primer semestre de 1993. 

7 . 2 . 1 . 2 . 2 . Contratación de consultora evaluadora 

El 10 de abril de 1995, el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada (1993-1997) 
aprobó un nuevo Reglamento de la Ley de Privatización, designando al ministro Sin 
Cartera Responsable de Capitalización como la autoridad responsable de ejecutar la 
privatización de las empresas públicas, bajo definiciones adoptadas por el Consejo de 
Desarrollo Nacional (Codena), creando la Unidad de Reordenamiento, dependiente 
de la Secretaria Nacional de Capitalización e Inversión, como organismo técnico 
operativo del proceso (DS 23991, 10/04/1995). Completando la norma privatiza- 
dora, el 13 de abril de 1995 emitió la Resolución Suprema n.° 215521, en la cual se 
describe el procedimiento para desarrollar las licitaciones públicas. 

En 1995, se reinicia la privatización de Facep, que es paralela a la disolución de las 
Cordes por efecto de la Ley de Descentraüzación Administrativa del 28 de julio de 1995 
(art. 26). Esa norma determina la transferencia de los activos de las Cordes a las pre- 
fecturas departamentales, por lo que la privatización de Facep será desarroUada por la 
Prefectura de Tarija como nueva entidad propietaria de la empresa. 

El Fondo Nacional de Desarrollo Regional (FNDR), entidad administradora de los recur¬ 
sos del Banco Interamericano de Desarrollo (BID) para apoyar la privatización, representa¬ 
da por su presidente, Oscar Arrien Sandoval, contrató los servidos de consultoria de Idom 
Ingeniería y Consultoria SA, para la valuación económica, auditoria legal y elaboración de la 
estratégia para transferir Facep al sector privado. Aunque el Contrato de consultoria no cuenta 


495 Acta de Apertura de propuestas para el tercer paquete denominado “Fábricas de Cemento”, que incluye a Facep y 
Fancesa, cursante en el Anexo 4 de la Carta Informe UEREP-SD-EV-02/93, 21/12/1993. 

496 Carta BOL/88/003/7014-C del 28 de noviembre de 1991, remitida por Jorge Claro, coordinador internacional 
PNUD/OSP, a Samuel Doria Medina, ministro de Planeamiento y Coordinación. 

497 Costo de los servidos y condiciones de pago de la SoHcitud de Servidos n.° BOL/04/520, suscrita por José R. 
De Lorenzo, coordinador internacional PNUD/OSP (fechado 5 mayo 1993) y Flavio Escóbar, y por Samuel Doria 
Medina, ministro de Planeamiento y Coordinación (fechado 30 de junio de 1993). 
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con la fecha de suscnpdón, senala que el acta de negociación para su contratación fue suscrita 
el 21 de septiembre de 1995 (Contrato de consultoria n.° 006/95, s. £). La selección de la con¬ 
sultora fue realizada por la Agencia de Compras Estatales Caisse des Dépôts Développement 
(C3D) y la contratación se efectuó mediante invitación directa.'^®® 

El contrato de consultoria establecia un monto total fijo de $us 171.428,57 por los 
servidos de consultoria, de los cuales $us 150.000 serlan pagados con recursos dei BID 
(87.5%) y $us 21.428,57 (12.5%) se destinarian al pago dei impuesto por remesas al exte¬ 
rior, a cubrir por la Unidad de Reordenamiento dei Ministério de Capitahzación (Contra¬ 
to de consultoria n.° 006/95, s. £). 

Idom Ingenieria y Consultoria SA es una empresa consultora de origen espanol y su 
representante legal en Bohvia para esta consultoria"^^^ era la firma Johnson y Selaya Inge- 
nieros Consultores SRL, representada por Hernán Selaya Ribera. 

El equipo de consultores que trabajó en la evaluación y definición de la estratégia de 
transferencia de Facep estuvo conformado por las siguientes personas:™ 

Director de proyecto José Luis Maiz 

Consultores ínigo Aranzábal 

César ViUar 

Abogado Mario Cossío Cortez^®^ 

Ingenieros dviles Adel Cortez Maire 

Arturo Dubravdc. 

(Idom, 1995: Introducdón) 


Las tres primeras personas de la hsta son de nacionalidad espanola y las tres últimas 
son bolivianas. Mario Cossio Cortez y Adel Cortez Maire fueron prefectos dei departa¬ 
mento de Tarija después de la privatización de Facep. Mario Cossio Cortês, militante dei 
MNR, fue elegido en 2008, y Adel Cortez Maire^*’^ fue nombrado durante el gobierno 
de Eduardo Rodrlguez Veltzé. 


498 El contrato fue suscrito por Oscar Arrien, presidente ejecutivo dei FNDR, y por ínigo Aranzábal Ramos, por Idom 
Ingenieria y Consultoria SA. 

499 Como experiencia laborai, Idom Ingenieria y Consultoria SA presenta vários estúdios de privatización a empresas 
estatales de Rumania y Bulgaria, asi como evaluaciones y valoraciones técnicas de industrias de diferentes rubros - 
entre estos el dei cemento- en Espana. 

500 Introducdón dei “Estúdio de evaluación, valoración y definición de estratégias de transferencia. Paquete n.° 3. Fábrica 
de Cemento El Puente” (Facep, Contrato de consultoria n.° 006/95, Informe final, 25 de abrü de 1996, elaborado por 
Idom Ingenieria y Consultoria SA). 

501 Mario Cossio Cortez figura como PhD en Abogacia, es decir con grado de Doctorado en Abogacia, cuando solo 
contaba con Licenciatura en Ciências Juridicas. 

502 Mario Cossio Cortez fue elegido prefecto de Tarija el 18 de diciembre de 2008. En las elecciones departamentales de 
2010, de acuerdo a lo establecido en la nueva Constitución Política dei Estado (CPE), Mario Cossio fue nombrado 
Gobernador de Tarija. Sin embargo, ese mismo ano fue suspendido de su cargo tras ser imputado formalmente en 
vários procesos penales. Hasta la actualidad, Mario Cossio Cortez es considerado prófugo de la justicia boliviana por 
huir al Paraguay, lugar donde obtuvo el estatus de refugiado poKtico. 

503 Adel Cortez Maire fue nombrado prefecto de Tarija el 11 de juHo de 2005, mediante Decreto Presidencial 28230, 
suscrito por el presidente Eduardo Rodriguez Veltzé. 
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7 . 2 . 1 . 2 . 3 . Valuación de la empresa y estratégia de privatización 


La consultora Idom presentó su informe el 25 de abril de 1996. Informo que el método 
utilizado para la valoración de la fábrica seria el “método de descuento de flujos de caja”, 
mediante el cual se establecieron tres escenarios; 


Escenario optimista 
Escenario pesimista 
Escenario probable 


$us 12.535.670. 
$us 3.450.000 
$us 7.150.000 
(Idom, 1996: 57) 


En este avalúo no se tomaron en cuenta los intangibles con los que contaba la empre¬ 
sa, que se estaba vendiendo como empresa en marcha. Por el contrario, Idom reahzó un 
ajuste de los activos de Facep dando valor cero a sus concesiones mineras. Su derecho de 
marca jamás fue incluido en el avalúo, y también se entregaria a valor cero. Estas acciones 
muestran una manifiesta voluntad de depreciar la empresa. 

La consultora evaluadora de Facep recomendo dos alternativas de estratégias para su 
transferencia: 

A) Licitación internacional del 100% del capital de Facep (alternativa A): 

Facep se beneficia de la experiencia del grupo cementero y de su estratégia común. El 
ofertante es el que monta toda la operación, negociando la participación de grupos locales, 
nacionales y trabajadores. El control de la planta es claro para el licitador y no hay inter¬ 
ferências en la gestión futura [...] Inconvenientes: el pequeno tamano de la planta puede 
frenar a los grupos internacionales. Los flujos no son suficientes para pagar a un gerente o 
técnico de confianza y gran experiencia [...] esta estratégia obüga a fijar un precio mínimo 
de transferencia bajo (Idom, 1996: 93). 

B) Privatización conjunta de Facep y Fancesa (alternativa B): 

... para mejorar el atractivo de Facep ante compradores internacionales, “el mayor volu- 
men de mercado de ambas conjuntamente entra dentro de las transacciones habituales en 
el mercado cementero y justificaria el desplazar un equipo gestor compartido para ambas. 
La gran parte de los grupos cementeros son partidários de esta opción, que además per¬ 
mitiría pensar en un precio de transferencia para Facep superior al de la alternativa A” 
(Idom, 1996: 93). 

Según la consultora, lo negativo de la segunda alternativa es que se podría retrasar el pro- 
ceso de privatización, lo cual seria “fatal para Facep, que necesita urgentemente mejorar su ca- 
pacidad” (Idom, 1996: 93). Considera que “si el retraso previsible de capitalización de Fancesa 
es superior a un ano, conviene iniciar la privatización de Facep por separado” (Ibíd.: 94). 

Por otra parte, la firma consultora desaconsejaba las siguientes estratégias: 
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a) Recurrir a la Bolsa de valores. No se ve factible acudir a la bolsa de valores para colocar 

un paquete accionario por Facep, salvo que se privatice conjuntamente con Fancesa. 

b) Conformar una Sociedad Anónima Mixta (SAM). Se desaconseja esta modalidad debi- 
do a “la urgente necesidad de inversión en la planta”. 

c) Mantener Facep en manos de la Prefectura de Tarija. Esta alternativa implicaria “no 
disponer de los fondos necesarios para la mejora de la capacidad, lo que a medio plazo 
acabaria ahogando a la planta” (Idom, 1996: 94). 

En suma, Idom Ingenieria y Consultoria SA recomendaba acudir a una “licitación in¬ 
ternacional dei 100% dei capital de Facep”. Y, en caso de que Fancesa pudiera privatizarse 
antes, sugeria “retrasar esta licitación e incluir a Facep en la estratégia capitaüzadora que 
se fije para Fancesa” (Idom, 1996; 94). 

El 30 de agosto de 1996, el Consejo Departamental de Tarija autorizó al prefecto dei 
departamento a proceder “al reordenamiento y venta mediante la conformación de una 
Sociedad Anónima Mixta sujeta a un plazo perentório o la Licitación Pública de la Fábri¬ 
ca de Cemento El Puente” (Res. 35/96, 30/08/1996). 

La consultora Idom comunicó (en su informe final de 25 de abril de 1995) que habia 
consultado a 15 grupos y empresas —locales, nacionales e internacionales— sobre el posi- 
ble interés en comprar Facep; en esa ocasión, la empresa Soboce SA senaló que no tenia 
interés “por tratarse de una planta demasiado pequena” (Idom, 1996; 95). Contradicien- 
do esa afirmación de abril de 1995, el 18 de septiembre de 1996, Carlos Núnez, gerente 
general de Soboce SA, dirigió una carta al secretario nacional de CapitaHzación en la que 
expresaba su interés por la licitación de la empresa.^*’"^ 

El 4 de octubre de 1996, el presidente de Soboce SA, Samuel Doria Medina, oficiaHzó 
el interés de su empresa en participar en una licitación pública para la privatización de 
Facep, haciendo referencia a una entrevista sostenida a fines de septiembre con el minis¬ 
tro Alfonso RevoUo y el secretario nacional de CapitaHzación, y solicitando información 
sobre el procedimiento de presentación de la propuesta, incluidos precio mínimo, plazos 
de presentación, evaluación y definición.^®^ 

7 . 2 . 1 . 2 . 4 . Licitación pública internacional de Facep 

A pesar de que el informe de la consultora Idom fue presentado el 25 de abril de 1996, 
las decisiones estatales para Uevar adelante la venta de Facep tardaron vários meses más, 
a diferencia de los otros procesos de privatización en los que las autorizaciones de venta, 
planes estratégicos y pliegos de condiciones fueron aprobados y publicados en forma casi 
inmediata a la aprobación dei informe de evaluación. 


504 Carta de Carlos Núnez, gerente general de Soboce SA, dirigida a Edgar Saravia, secretario nacional de CapitaHzación. 
La Paz, 18 de septiembre de 1996. 

505 Carta de Samuel Doria Medina, presidente dei Directorio de Soboce SA, a Alfonso RevoUo, ministro de la 
CapitaHzación. La Paz, 4 de octubre de 1996. 
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7 . 2 . 1 . 2 . 4 . 1 . Plan específico, Pliego de condiciones y sus enmiendas 

El 8 de noviembre de 1996, el Ministério de Capitaüzación emite la Resolución Ministerial 
164/96, aprobando el Plan específico y el Pliego de condiciones para el reordenamiento 
de Facep (con la referencia MC/SNCI/UR/LIC-006/96), determinando que la moda- 
lidad de venta sea la Hcitación pública internacional.La convocatoria a esa Hcitación, 
aprobada el 8 de noviembre de 1996, ya había sido publicada en el periódico Presencia el 
3 de noviembre de 1996, cinco dias antes de su aprobación; sus siguientes publicaciones 
se hicieron el 10 y el 17 de noviembre de 1996. 

El objeto de la Hcitación era “ofrecer a los potenciales interesados, la venta de los ac- 
tivos que conforman la unidad económica denominada 'Fábrica de Cemento El Puente', 
en adelante denominada Facep, situada en la locaHdad de El Puente, departamento de 
Tarija, RepúbHca de BoHvia”. 

La modaHdad de reordenamiento (venta) de Facep, de acuerdo a las bases de Hcitación 
del PHego de condiciones, establece que debía ser implementada en las siguientes etapas; 

4.1. Se licita la venta del 100% de los activos e inventários de Facep. 

No se transfieren pasivos de ninguna naturaleza. 

4.2. En base al decreto supremo de adjudicación, se suscribirá el contrato de compra venta. 

4.3. El COMPRADOR deberá conformar en acto único, la sociedad anónima Facep SA con 
los TRABAJADORES que hayan comprometido su participación. 

4.4. El aporte de los accionistas fundadores (COMPRADOR) será el total de los activos fijos e 
inventários Hcitados y adjudicados, cuyo valor corresponde al monto en el que se adjudicó. 

4.6. Una vez constituída la sociedad, la participación accionaria final de la sociedad será la 
siguiente: 

• El COMPRADOR: La diferencia entre el valor ofertado y el valor adquirido por los trabaja- 
dores hasta un monto máximo de Bs4.206.381,33. 

• Los TRABAJADORES: El valor de las acciones adquiridas hasta un monto máximo de 
Bs4.206.381,33... (PHego de condiciones). 

El PHego de condiciones tuvo dos circulares aclaratorias y dos enmiendas. La primera 
circular aclaratoria cuenta con acta de la reunión técnica donde se reaHzaron las consultas 
de las tres empresas interesadas en la compra de Facep (la reunión se Uevó a cabo el día 
6 de (Hciembre de 1996, tal como lo establecía el PHego). 

Entre las consultas más relevantes planteadas por los tres proponentes, se encuentra 
la referida a si la venta del 100% de los activos e inventários de Facep comprende los tan- 
gibles e intangibles, derechos mineros, concesiones y denuncias en trâmite, y si contempla 
el derecho de marca. La respuesta del Ministério de CapitaHzación, a través de la Unidad 
de Reordenamiento, senala; 


506 Los firmantes de la Resolución Ministerial 164/96 son: Alfonso RevoUo, ministro de Capitalización, y Edgar Saravia, 
secretario nacional de Capitalización e Inversión. 
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La transferencia de los activos de Facep comprende activos intangibles, como derecho de 
marca y concesión de pertenencias mineras (Yacimientos de piedra caüza) [...] Una relación 
de las concesiones mineras con las que cuenta Facep para la explotación de matéria prima, 
será comunicada mediante circular aclaratoria, a cada uno de los interesados que adquirieron 
el PHego de Condiciones, hasta el día martes 3 de diciembre de 1996. (Circular Aclaratoria n.° 
1, Respuestas 19, 22 y 23). 

“En caso de que el comprador así lo requiera, el traspaso de activos de Facep incluye el activo 
intangible de derecho de marca. (Püego de condiciones, Respuesta 24) 

La importância de estos datos reside en que tanto la concesión minera como el registro 
de marca son bienes de altísimo valor para una empresa de explotación y comercializa- 
ción de cemento. Sin embargo, en la venta de Facep, fueron transferidos con “valor cero” 
y sin mención en el Pliego de condiciones entre los activos e inventários a transferir. 

Otra consulta relevante de esta Circular es la referida al limite de la participación 
de los trabajadores en el proceso de privatización, en el marco de la Ley de Privatiza- 
ción. Al respecto, la respuesta fue que esa participación seria hasta un monto máximo 
de Bs4.206.381,33 y que el libro notariado para registrar su participación se encontraria 
abierto hasta el 5 de diciembre de 1996, y concluido el plazo los resultados serian comu¬ 
nicados mediante circular aclaratoria. Los aspectos senalados en esas respuestas fueron 
incorporados al Pliego de condiciones a través de la Enmienda n.° 1. 

La Enmienda n.° 1, dei 3 de diciembre 1996 modifica; el objeto de la hcitación pública 
internacional, ampliando el concepto de activos por “activos fijos, inventários, concesión 
minera y registro de marca, que conforman la unidad económica denominada Facep” 
(punto 1); el objeto de la hcitación (punto 3); la modahdad de reordenamiento (punto 4). 
Esta enmienda también ampha la fecha hmite para que los trabajadores de Facep comu- 
niquen el monto de sus beneficios sociales comprometidos para participar en el proceso 
de privatización, dei 20 de noviembre al 11 de diciembre de 1996. 

La Circular Aclaratoria n.° 2, dei 6 de diciembre 1996, contiene una consulta rele¬ 
vante; refiere que, al haber visitado Facep, los representantes de las empresas interesadas 
han advertido la existência de activos no incluidos en el Phego y, como este refiere que 
la hcitación púbhca internacional es por el 100% de activos e inventários, desean saber 
si esos activos no incluidos se incorporarán al Phego. La respuesta dei Ministério de Ca- 
pitahzación, a través de la Unidad de Reordenamiento, senala que la hcitación púbhca se 
refiere a los activos que se detahan en el Phego y sus enmiendas. 

Una segunda consulta es en relación al cierre dei hbro de registro de participación 
de los trabajadores; la respuesta indica que quedará cerrado el jueves 12 de diciembre de 
1996, a horas 12.00. 

La Enmienda n.° 2 dei 9 de diciembre de 1996 modifica el inventario de los activos 
a ser hcitados, enhstados en el Anexo II dei Phego, anulando 23 ítems e incluyendo 36, 
entre los cuales destacan seis hneas telefónicas. 

Los vocales de la Comisión Cahficadora para la Licitación púbhca internacional de 
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los activos de Facep (MC/SNCI/UR/LIC-006/96) fueron designados por el Ministério 
de Capitalización el 2 de diciembre de 1996; Víctor Calabi Leytón, prefecto del Depar¬ 
tamento de Tarija, y Héctor EHas Ayoroa y Yuri Luis Tirado ViUarroel, consultores de la 
Unidad de Reordenamiento (RM 176/96, 2/12/1996)/°^ Estos vocales designados com- 
pletaban la Comisión Caüficadora determinada por la Resolución Suprema 215521 del 13 
de abril de 1991, que debía estar presidida por el ministro de Capitalización, Alfonso Re- 
voUo Thenier, e integrada por el secretario nacional de Capitalización e Inversión, Edgar 
Saravia Durnik, como secretario, y la directora ejecutiva de la Unidad de Reordenamiento, 
Elvira Lupo de Velarde. 

7 . 2 .I. 2 . 4 . 2 . Participación de los trabajadores en la privatización 

La privatización de Facep fue uno de los pocos casos de privatización de empresas de las 
Cordes en que los trabajadores ejercieron su derecho de participar como socios, en el marco 
del artículo 5, párrafo primero, de la Ley 1330 de Privatización del 24 de abril de 1992. 

Esta participación fue posible gracias a la lucha de los trabajadores que, en 1996, 
cuando se inició el proceso de Hcitación de la empresa, se moviHzaron para exigir sus 
derechos laborales, entre eUos el de participar del proceso de privatización como socios 
en la sociedad anónima a constituirse, en condiciones preferenciales, como contemplaba 
la Ley 1330 de Privatización. Así se determinó en el Acuerdo Obrero Patronal suscrito 
en fecha 21 de noviembre de 1996, entre el prefecto de Tarija, Víctor Calabi Leytón, y el 
Sindicato de Trabajadores de Facep. 

En fuentes hemerográficas se evidencia esta disposición de los trabajadores de perma¬ 
necer en la fábrica convirtiéndose en accionistas de la misma. En una nota de prensa, el 
dirigente sindical Walter Aguilera consideraba; “se mantiene latente, en el sector laborai, 
ese deseo de ser parte activa en la adquisición de las acciones (...) porque la Fábrica de 
Cemento El Puente es una de las factorías más apetecidas por los empresários privados, 
por sus grandes perspectivas de reactivación y porque se constituye en el polo de desa- 
rroUo regional” (EIPaís, 18/10/1996). 

En otra oportunidad, al ser consultado sobre la posibüidad de que la adjudicataria (Soboce) 
no aceptara la petición de los trabajadores de participar de las acciones de la empresa privatiza¬ 
da, Walter Aguilera manifestó que los empresados pnvados se habían presentado a la licitación 
conociendo la Ley de Privatización 1330 y que por tanto debían cumplirla; “Los trabajadores 
de la factoría actúan dentro de lo que indica el proceso de capitalización y por eUo mismo esa 
posición será sostenida hasta las últimas consecuencias...” (ElPaís, 15/11/1996). 

El Phego de condiciones para la licitación pública internacional de los activos de Fa¬ 
cep, cumphendo con la Ley 1330 de Privatización, incluyó la obhgatoriedad de que “el 
comprador deberá conformar, en ‘acto único’, la sociedad anónima Facep SA, con los 

507 La Resolución Ministerial n.° 176/96, del 2 de diciembre de 1996, determinaba también que la Comisión Caüficadora 
tenía las funciones de recepción de propuestas, apertura, caüficación y/o preselección de las mismas y resolución 
de recursos contra la calificación y/o preselección; además de la recepción, apertura y evaluación de las propuestas 
económicas, debiendo emitir un informe de recomendación. 
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trabajadores que hayan comprometido su participación” (Pliego de condiciones, punto 
4.3). La nueva SA debía constituirse con el aporte total de los activos fijos e inventários 
licitados y adjudicados (cuyo valor equivalia al monto en el que se adjudico). Una vez 
constituida la sociedad, la participación accionaria final debía ser la siguiente: 

El Comprador: La diferencia entre el valor ofertado y el valor adquirido por los trabajadores 
hasta un monto máximo de Bs4.206.381.33. 

Los Trabajadores: El valor de las acciones adquiridas hasta un monto máximo de Bs4.206.381,33 
(Pliego de condiciones, punto 4.6). 

El compromiso de inclusión de los trabajadores era explícito, 
y.z.i.z.q.j. Adjudicación de Facep 

En el acto de apertura de sobres de Licitación Pública realizado en la ciudad de Tarija el 13 
de diciembre de 1996, la Comisión Calificadora recibió las propuestas de tres empresas;^®® 


Cuadro 206. Propuestas presentadas a la Lidtación Pública de Facep ($us) 


Empresa 

Representante legal 

Monto de la oferta 

YuraSA 

Rolf Phillip Kroenemberg Meeners 

6.497.981,00 

Industrias Duralit SA 

Erian Christian Marafión Cardozo 

9.566.000,00 

Sociedad Boliviana de Cemento SA 

Flavio Escobar Llanos 

15.714.285,13 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Acta de recepción de propuestas, 13/12/1996. 


El mismo 13 de diciembre de 1996, la Comisión Calificadora, presidida por Alfonso 
RevoUo Thenier, elaboró el Informe de Recomendación en donde se senala que el ofe- 
rente Soboce SA, representado por Flavio Carlos Escóbar Llanos, había cumpHdo con 
las exigências establecidas en el Pliego de condiciones, ofertando $us 15.714.285,13 por 
el total de activos de Facep, superando el precio considerado más probable por la consul¬ 
tora, de $us 7.154.444 (Idom, 1995; 57), monto que no consideró las reservas mineras, el 
acceso a su explotación y el derecho de marca. 

El 20 de diciembre de 1996, el presidente Gonzalo Sánchez de Lozada y su gabinete 
emitieron el Decreto Supremo 24450, que adjudicaba los activos de Facep a Soboce SA 
en los siguientes términos; 


508 El Código de Comercio establece: “Art. 219. (Forma de constitución). La sociedad anónima puede constituirse en 
acto único por los fundadores o mediante suscripción pública de acciones”. “Art. 220. (Requisitos para constituir por 
acto único). Para constituir una sociedad anônima en acto único la escritura de constitución debe contener, además de 
los senalados en el artículo 127, los siguientes requisitos: 1) Que la integren tres accionistas por lo menos; 2) Que el 
capital social se haya suscrito en su totaüdad el cual no puede ser menor al cincuenta por ciento dei capital autorizado. 
A los efectos de este Capítulo: "Capital social" y "capital suscrito" tienen el mismo significado; 3) Que de cada acción 
suscrita se haya pagado por lo menos un veinticinco por ciento de su valor en el momento de celebrarse el contrato 
constitutivo, y 4) Que los estatutos de la sociedad sean aprobados por los accionistas”. 

509 Informe Jurídico dei Dr. Yuri Luis Tirado a Elvira Lupo, presidenta de la Comisión Calificadora sobre la 
documentación presentada en sobres “A” dentro de la Licitación Pública MC/SNCI/UR/LIC.006/96, Tarija, 13 de 
diciembre de 1996. 
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Artículo 1. Adjudícase los actívos fijos, inventários, concesión minera y derechos de marca de la 
Fábrica de Cemento “El Puente”, en favor de la Sociedad Boliviana de Cemento (Soboce SA), 
por el precio de QUINCE MILLONES SETECIENTOS CATORCE MIL DOSCIENTOS 
OCHENTA Y CINCO 13/100 DÓLARES ESTADOUNIDENSES ($us 15.714.285,13). 

7 . 2 . 1 . 2 . 5 . Firma del contrato de compraventa y pago por Facep 

La firma del contrato de compraventa debía realizarse en un plazo de 30 dias después de 
emitido el decreto de adjudicación. No obstante, el plazo previsto no se cumplió debido a 
problemas vinculados a la emisión de factura; la adjudicataria Soboce exigia la factura por la 
compra de los activos de Facep, mientras que el Ministério de Capitalización afirmaba que 
ese requerimiento no correspondia. Finalmente, el 28 de enero de 1997 se firmó la minuta 
de compraventa y se emitió el pago por los bienes de la fábrica, sin la emisión de factura. 

La cláusula tercera del Contrato de compraventa de Facep establece que el fin y objeto 
del contrato es: 

... pactar las estípulaciones en mérito a las cuales, la ENTIDAD VENDEDORA transfiere a 
título de venta real y enajenación perpetua en favor del COMPRADOR, sin reserva de ningu- 
na naturaleza, los actívos comprendidos dentro del proceso de Licitación Pública MC/SNCl/ 
UR/LlC-006/96 que conforman la unidad económica denominada FÁBRICA DE CEMEN¬ 
TO DE EL PUENTE... (Contrato de compraventa Facep). 

Esa transferencia refiere los bienes muebles e inmuebles sujetos a registro, que se 
encuentran comprendidos en los inventários descritos en el PHego de condiciones y sus 
dos enmiendas, incluyendo la concesión minera “La Tablada” y el registro de marca. 

La minuta de contrato fue suscrita en la ciudad de La Paz el 28 de enero de 1997 por 
el ministro de Capitalización Alfonso RevoUo Thenier y por el prefecto de Tarija Víctor 
Calabi Leytón (por la entidad vendedora), y por Samuel Doria Medina Auza, representante 
de la empresa adjudicataria Soboce SA (por la parte compradora). La minuta también fue 
suscrita por Wikna Araoz de Domínguez, representante del Ministério Público, y por José 
Rafael Abastoflor Montero, abogado consultor legal de la Unidad de Reordenamiento. 

El contrato fue protocolizado el 30 de enero de 1997, dos dias después de su firma, 
y el protocolo suscrito por las mismas personas que suscribieron la minuta, salvo el pre¬ 
fecto Víctor Calabi Leytón. En su lugar, participó Mario Cossío Cejas, nuevo prefecto 
de Tarija nombrado por Decreto Presidencial 24475 del 27 de enero de 1997, dando por 
bien hecha la suscripción de la minuta de contrato de su antecesor. 

El mismo día de la protocoHzación del contrato de compraventa, el 30 de enero de 
1997, se suscribió el “Acta de entrega y recepción” definitiva de los activos fijos, in¬ 
ventários, concesión minera y derecho de registro de marca de la unidad económica 
denominada Fábrica de Cemento El Puente (Facep), de propiedad de la Prefectura del 
Departamento de Tarija. Al final del documento, se reitera que la entrega de los bienes 
comprendidos en la Licitación Pública es de carácter definitivo. 
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Al momento de la firma dei Contrato de compraventa de Facep, Soboce realizo el pago 
por los activos de la fábrica mediante dos cheques en favor de la Prefectura dei Departamento 
de Tanja, cuya suma cubría el monto fijado en el DS 24450 de adjudicación de Facep: 

• Cheque n.° 896 dei Banco Nacional de Bohvia (BNB), por la suma de catorce millo- 
nes novecientos setenta mil quinientos treinta y cinco 13/100 dólares estadouniden- 
ses ($us 14.970.535,13). 

• Cheque n.° 897 dei Banco Nacional de Bohvia (BNB), por la suma de setecien- 
tos cuarenta y tres mil setecientos cincuenta 00/100 dólares estadounidenses ($us 
743.750,00). 

Este pago en dos cheques obedecia a que, ese mismo día, la Prefectura de Tarija pagó 
$us 743.750 a Samuel Doria Medina, presidente de Soboce, quien —a tiempo de recibir 
ese pago mediante el cheque n.° 497 dei Banco Nacional de Bohvia— firmó un recibo 
que establecía que “el indicado importe, corresponde a la promesa de venta de accio- 
nes dei 4,73% de las acciones en favor de los trabajadores de la Fábrica de Cemento El 
Puente’V^° lo que demuestra que Soboce solo aportaba con el pago por el 95,27% de los 
bienes que estaba comprando.^” 

A cambio de este pago que Soboce hacía con el dinero de los trabajadores de Facep 
($us 743.750), esa empresa debía constituir una sociedad anónima, en acto único, con los 
116 trabajadores propietarios de ese dinero, que equivaha a 4,73% dei total de las accio¬ 
nes; pero esto no sucedió, como se exphca en el punto 2.3.4.1 dei presente informe. 

7.2.3. Aspectos económicos de la privatización 
7 . 2 . 3 . 1 . Inversiones estatales 

La implementación de Facep requirió inversiones estatales en el estúdio de factibhidad 
técnico-económica de la planta, la provisión de la misma, la infraestructura y el filtro de 
mangas para control ambiental, tal como se puede observar en el siguiente cuadro; 


510 Se cuenta con el recibo firmado por Samuel Doria Medina. 

511 En una carta dei 31 de enero de 1997, el Ministro de Capitalización, Alfonso Revollo Thenier, comunica ai prefecto 
de Tarija, Mario Cossío Cejas, el detalle y destino de los dos cheques que emitió Soboce por el pago de Facep. Revollo 
afirma que el primer cheque (n.° 896) “de los recursos netos de $us 14.970.535,13” fue depositado en la cuenta dei 
Fondo de Privatización de Tarija; mientras que el cheque n.° 897 girado a nombre de la Prefectura de Tarija por el 
monto de $us 743.750 (...) fue entregado ai Lic. Secundino Ugarte Ruiz Representante de la Prefectura de Tarija y 
corresponde al monto para cubrir el pago de beneficios sociales a los trabajadores que gozan de este beneficio”. 
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Cuadro 207. Gastos estatales para la instalación de Facep 


Descripción del gasto 

Costo de 
implementación 

Montos en 
$us 

Fecha 

Fuente 

Estúdio de factibilidad 
técnico económica 

$us 

700.000,00 

700.000 

31/08/1976 

DS13921,31/08/1976. Adjudica a Ishikawajima & 
Ingeniería Politécnica Americana (IPA) 

Provisión e implementación 
de la planta 

$us 

19.481.600,00 

19.481.600 

30/09/1980 

DS 17635,01/10/1980. Adjudica la provisión de 
la planta a Gatx-Fuller SA & CGEE-AIshtom 

Interesesdel crédito 

FF. 

23.488.098,91 

5.526.612 

04/11/1981 

Testimonio 591/81. Adenda al Contrato de 
financiamiento de Facep (t c. $us 1 = 4,25 FF) 

Obras civiles Facep 

$bs 

25.189.700,00 

572.493 

09/09/1982 

DS 19120,09/09/1982. Adjudica a Forti-León 

Filtro de Mangas 

$us 

168.551,12 

168.551 

28/04/1995 

Resolución Ejecutiva Codetar 02/95 
(28/04/1995) 

Terrenos 

$us 

120.505,00 

120.505 


Balance al 31/12/1995, en: Informe de Idom, 1996 

Total inversiones 

26.569.761 




Fuente: CEMIPyC, 2018. 


Este cálculo no contempla la construcción del gasoducto Tarija-El Puente que, al 
decir del exministro Samuel Doria Medina, le habría costado $us 22.000.000 al Estado 
boliviano (Bauer y Bowen, 1997). 

7 . 2 . 3 . 2 . Gestión empresarial 

La información referida a la gestión empresarial de Facep contempla su situación antes y 
al momento de la privatización. 

7 . 2 . 3 . 2 .I. Facep antes de su privatización 

La disposición de matérias primas de la Fábrica de Cemento El Puente se constituía en 
una gran ventaja en relación a otras cementeras, al tratarse de yacimientos abundantes y 
próximos a la planta. Su concesión minera La Tablada englobaba importantes reservas, 
calculadas a una razón de producción de 700 toneladas diarias. 


Cuadro 208. Reservas de matérias primas del área de influencia de Facep 


1 Matéria prima 

Procedência de las reservas 

Duración mínima | 

Caliza 

Chaupiuno 

60 anos 

Arcilia 

Chaupiuno 

550 anos 

Yeso 

Entre Rios - Narváez 

34 anos 

Hierro 

Viilazón Ravelo 

40 anos 


Fuente: "Informe Final sobre el Estúdio de Evaluación, Valoración y Definición de Estratégias de Transferencia de la Fábrica de Cemento El Puente". Idom 
Ingeniería y Consultoria SA, 1996. 


En el informe de la consultora se afirma que las reservas eran aún mayores, puesto que 
la producción era inferior a 700 TM/ día, y que la formación tectónica en la que se asentaba 
la concesión de caliza y arciUa se prolongaba vários küómetros más. Asimismo, apuntaba: 
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“la vida de las reservas actuales se puede alargar modificando el sistema de explotación de 
la cantera (alternativa 2), Uegando hasta algo más de 90 anos...” (Idom, 1996; 24). 

Por otro lado, la consultora evaluadora remarco; “.. .la concesión para la explotación 
de los yacimientos en Chaupiuno es por tiempo ilimitado”, y que esta ventaja también era 
aphcable a los otros materiales utilizados tales como el yeso (“también se han realizado 
estúdios en la zona para poder explotar formaciones de yeso... no parece que haya pro¬ 
blemas en la obtención de este material a medio y largo plazo...”) y el hierro (“... con el 
material de hierro tampoco hay problemas de abastecimiento ya que existen suficientes 
existências en la zona [ViUazón-Ravelo]. El hierro es adquirido ya triturado, en un tamano 
adecuado para la mohenda”) (Informe Idom, 1996; 24). 

Respecto a la producción y comerciahzación de Facep, se evidencia que la empresa 
tuvo una tendencia creciente, alcanzando un récord de producción de 911.855 bolsas de 
cemento el ano precedente a su privatización (1995). Conforme al diagnóstico dei infor¬ 
me anual de la empresa, “las más de 46.000 toneladas producidas superan en más dei 20% 
a lo previsto inicialmente” (Facep, 1996; 1). 

En cuanto a control de cahdad de los productos, estos se encontraban dentro, e inclu¬ 
so por encima, de las normas internacionales de control de cahdad. 

La implementación dei filtro de mangas, además de mitigar el dano ambiental que 
genera la industria cementera, permitió el aumento de la producción por la recuperación 
dei polvo que expedia la misma. 

En términos de ventas, se aprecian incrementos sostenidos a lo largo dei período 
1989-1995. En 1989, la fábrica parte con un volumen de ventas de 319,4 mihones de bol¬ 
sas de cemento, para la gestión 1990 sube a 695,4 mihones de bolsas, y en 1995 alcanza 
a producir 911,8 mülones. 

Corroboran los mismos critérios tanto la Gerencia General de Facep como los consulto¬ 
res evaluadores de la fábrica, quienes afirmaban que la empresa era rentable y su tendencia en 
la producción, creciente; “... desde su puesta en marcha la producción de la fábrica ha experi¬ 
mentado una tendencia a un aumento sistemático, alcanzando el último ano [1995] la cifra de 
45.000 toneladas”. El gerente de Facep, Edgar Donoso, sostenía; “la factoría está entre las 100 
mejores dei país y cada ano sube en cuanto a producción” (EIPais, 24/12/1996). 

Idom también consideraba que Facep era una empresa rentable. En su anáhsis de estados 
financieros senala; “los resultados de explotación de los últimos anos mantienen una tenden¬ 
cia positiva, una vez amortizados los gastos de primer establecimiento. En los dos últimos 
anos el resultado antes de impuestos ha rondado los 315.000 US$” (Idom, 1996; 38). 


Cuadro 209. Evolución dei Estado de Resultados y dei Cash Flow de Facep, 1991 -1995 ($us) 


1 Concepto 

1991 

1992 

1993 

1994 

1995 1 

Beneficio antes de impuestos 

-975.346 

-646.625 

139.376 

316.378 

314.505 

Impuestos sobre utilidades 





-78.626 

Beneficio después de impuestos 

-975.346 

-646.625 

139.376 

316.378 

550.467 

Cash Flow operacional 

-18.947 

280.338 

456.389 

634.492 

550.467 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Análisis de estados financieros en Idom, 1996. 
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El cuadro anterior muestra cifras positivas de los benefícios logrados en las gestiones 
1993-1995, habiéndose generado utilidades que permitieron, en la gestión 1995, el pago 
de $us 78.626 por concepto del impuesto correspondiente. 

El flujo de caja medio {Cash ¥lon) generado en los últimos tres anos, de 1993 a 1995, 
fue de un promedio de $us 550.000 por ano. 


Cuadro 210. Rentabilidad de Facep, 1991-1995 (%) 


1 Concepto 

1991 

1992 

1993 

1994 

1995 1 

Renta antes de impuestos / ventas netas de comisión 

-44,8 

-20,9% 

5,2 

10,5 

7,7 

Renta antes de impuestos / património 

-14,5 

-10,7 

2,2 

5,1 

3,3 

Renta antes de impuestos / activos totales 

-13,9 

-9,8 

2,0 

4,7 

3,1 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Análisis de estados financieros en Idom, 1996. 


Después de amortizar sus gastos por establecimiento, Facep genera rentabilidad des¬ 
de 1993, tal como se puede apreciar en el cuadro anterior. 

De acuerdo al informe de Idom, el balance de Facep se puede considerar saneado desde 
el punto de vista fínanciero, con un valor patrimonial superior al activo no corriente, “como 
consecuencia, entre otras causas, de la falta de reinversión de los benefícios obtenidos” 
(Idom, 1996; 39). Y sostiene que los procedimientos administrativos y el proceso abierto 
de privatización no favorecieron las inversiones ni la gestión de repuestos y suministros. 

De acuerdo a los estados fínancieros de la empresa, a diciembre de 1995 Facep no tie- 
ne ningún crédito a medio o largo plazo y dispone de $us 1.265.589 en caja y bancos, 

... lo que le permite afrontar con holgura su pasivo corriente ($us 286.966), su pasivo no co¬ 
rriente ($us 324.734 de previsión de benefícios sociales y $us 103.218 de seguros contratados 
a medio y largo plazo que aún no deben pagarse), y aún habría disponible para las inversiones 
necesarias tanto en ampüación de capacidades, como en mejora del inventario de repuestos y 
suministros (Idom, 1996: 39). 

De acuerdo a la evolución del balance, en la gestión 1995 los activos de Facep ascen- 
dían a $us 10.268.291, reportando un património neto de $us 9.553.373. 

En el balance de Facep, a diciembre de 1995, las concesiones mineras consignaban 
un valor de $us 268.125; la consultora recomendaba ajustar ese monto a valor cero, valor 
fínalmente asignado a las concesiones y a la marca de la empresa en su avalúo. 

Es así que Idom propuso un ajuste del balance que signifícó una reducción de los 
activos de Facep, de $us 10.268.291 a $us 7.101.249 (Idom, 1986). 

En el informe también se visibiliza que, un ano antes de la transferencia de Facep al sector 
privado, la Gerencia de la fábrica autorizó la implementación del “Proyecto de Filtro de Mangas 
por Administración Directa como parte del Plan de Mantenimiento de la Empresa”, destinan¬ 
do $us 150.000 para tal efecto (Res. Ejecutiva 01/95, 07/04/1995). Posteriormente, ese presu- 









Neoliberalismo: enajenación de empresas públicas y recursos naturales, 1985-2005. T. 2 649 

puesto se incremento, alcanzando un total de $us 168.551,12.^’^ La implementación dei filtro de 
mangas concluyó a fines de 1996, cuando la fábrica ya había sido adjudicada a Soboce SA.^’^ 

7 . 2 . 3 . 3 . Valuación de Facep 

El método utilizado por Idom para la valoración de la fábrica fue el “método de des- 
cuento de flujos de caja”, mediante el cual se establecieron tres escenarios: el optimista, 
el pesimista y el más probable, cada uno de éstos incluido en gestión local y en gestión 
internacional para la venta, de acuerdo a lo senalado en el siguiente cuadro; 


Cuadro 211. Resumen de valoración de Facep, método descuento flujos de caja ($us) 


Escenario 

Valor dei negocio 

Gestión Local 

Gestión internacional 

Más probable 

7.154.444 

5.747.992 

Pesimista 

4.851.942 

3.445.490 

Optimista 

12.535.670 

11.129.219 


Fuente: Idom, 1996. 


Además de estos valores, en una lógica distinta a la de buscar los mayores beneficios 
para la entidad pública propietaria dei bien a ser privatizado, la consultora Idom estable- 
ció otros escenarios de valor menores al óptimo ($us 12.535.670), tratando de favorecer 
a los potenciales adjudicatários. Así, por ejemplo, la propia consultora fue la primera en 
descartar el escenario optimista, senalando que ese escenario era posible pero poco pro¬ 
bable; por tanto, fijó otro rango entre $us 3.450.000 y $us 7.150.000 (Idom, 1996; 57). 

Considerando que la venta de un bien debe buscar el mayor beneficio para el propieta- 
rio (en este caso, la Prefectura de Tarija), en la presente investigación se toma como valor 
referencial de venta la suma de $us 12.535.670. 

7 . 2 . 3 . 4 . Resultados de la privatización 

El anáUsis de los resultados de la privatización tomará en cuenta dos aspectos; la constitu- 
ción de la nueva sociedad anónima con los trabajadores de Facep (compromiso asumido 
por Soboce mediante contrato de compraventa de los activos de la cementera estatal) y la 
participación de esos trabajadores en la nueva sociedad anónima. 

7 . 2 . 3 . 4 .I. Constitución de la nueva sociedad anónima: Cepsa SA 

El 5 de febrero de 1997, Samuel Doria Medina Auza, presidente de Soboce SA, consti- 
tuyó una sociedad anónima denominada “Cemento El Puente SA-Cepsa”, con el 100% 
de los activos de Facep y sin la participación de los 116 trabajadores que eran duenos 


512 Resoludón Ejecutiva 01/95 de Codetar, dei 7 de abril de 1995, para la implementación dei Proyecto de Filtro de 
Mangas; y Resoludón Ejecutiva 02/95 de Codetar, dei 28 de abril de 1995, ratificando la Resoludón Ejecutiva 01/95. 

513 Facep. Memória Anual 1995. Codetar. Archivo Central dei Gobierno Autónomo Departamental de Tarija. Cód.: CDT-4202. 
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dei 4,73% de esos activos, incumpliendo así la Ley 1330 de Privatización, artículo 5, y 
el PHego de condiciones, parte inseparable del contrato de compraventa, en sus puntos 
4.3 y 4.6. Es preciso recordar que la empresa Soboce SA solo había pagado el 95,27% 
del valor de los activos, por lo que no era propietaria del 100%, asumiendo el derecho 
de constituir una sociedad anónima con bienes que no le pertenecían en su totaüdad. 


t l i-»viíh> i'N Ui coii>(ant.'i.i lU- qiu' Ui VO lUU IN I V 

mV IKPvn VM>MM V (SOlIlVK S.A.l. h.n-tvibiaoiíoUi rKKKKi' ll KV\ l'C>M ANO VNVl A 

i.INKKAl 1>KI Pt r ARt AMKN ri> PK t ARU A. Ui sum.i Oo StVivioutiw «.'uai-x'i\ta > Vi'i-> Mií 
i'iiK'iu'iH;i IH) 11)0 IViUirt''; Ksf;iiloimi«U'iisi''i iSii»;. ■■4a.'’50.lHH).-). iiunli.ituo clunuu- No. 
jo' ,U-1 lUiiico N.ioioii.il tio Holiii.i omliv^iulo on faior lU' la SiKMCtlail Uoli'iana ilo t emento 
WKxl.ltl AlIOllilll.l. 

H iiulie.iilo iin(H>i'fe. itiri-esjmiule a Ia piimu^sa ile leiiia ile aeeioiies ilel 4.''3'« ile las acviones 
en í'a»(ir ile ln> tralvíuaiU>rt's ile la Kabriea de (.'emento Fl Ihieme. 

Fn Nenal de enntoniiidad riniio el pivsente el presiente reeilHi en l.i eindail de I a Fa/. a los 
ienifi«H'ho dias del nu-s ile enem ile mil nm ecieiitixs iioienia > siete anos. 



l.ic. Siuiiuel Ooria Mcdina 
PRKSIDKMK DEL DIRECTORIO 
SOCIED.VD BOLlVl.\N.\ DE CEMENTO 
SOCIED.VD ANOMM.V 

Recibo firmado por Doria Medina por el 4.73% de acciones de los trabajadores. Archivo: MDPyEP 

Doria Medina, presidente de Soboce, no convocó a los trabajadores para constituir la 
nueva sociedad anónima, privándoles de su derecho de asumir su condición de socios 
fundadores,^^'^ previsto en la normativa comercial vigente y en la normativa privatizadora. 
El hecho de que los 115 trabajadores fueran privados de participar como socios fundado¬ 
res significó también una negativa a su derecho de participar en la designación de directo- 
res, representantes o administradores de la sociedad, nombrar síndicos, anahzar y aprobar 


514 Ley 1330 de Privatización del 24 de abril de 1992, artículo 5: “Los trabajadores y empleados podrán participar en los 
procesos de privatización de las empresas o entidades donde prestan sus servidos, mediante la compensadón de sus 
benefícios sodales y/u otras formas de aporte, en las condiciones preferenciales que establezca Coneplan para cada caso”. 

515 PHego de condiciones: “4.3. El comprador deberá conformar, en ’acto único‘, la sociedad anónima Facep SA, con 
los trabajadores que hayan comprometido su participación. / / 4.6. Una vez constituída la sociedad, la participación 
accionaria fínal del comprador y de los trabajadores, seria la siguiente: Comprador: La diferencia entre el valor ofertado 
y el valor adquirido por los trabajadores hasta un monto máximo de Bs4.206.381.33; -Trabajadores: El valor de las 
acciones adquiridas hasta un monto máximo de Bs4.206.381, 33”. 

516 Código de Comercio: “Art. 233. (Fundadores). Son fundadores de una sociedad anónima: 1) Las personas que 
otorguen la escritura de constitución de la sociedad cuando se efectúe en acto único...”. 
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los estatutos de la empresa, entre otras decisiones,^^’ derechos que les eran propios aun 
en su posición de socios minoritários. 

En forma arbitraria, el presidente de Soboce, Samuel Doria Medina, impidió el dere- 
cho de los trabajadores y se constituyó en socio fundador junto a su hermana Susana Do¬ 
ria Medina Auza; ninguno de los dos tenía ningún derecho previsto por ley para constituir 
la sociedad anónima que asumiría la propiedad de Facep, y se constituyeron en socios 
fundadores con dineros ajenos. De esa manera, los hermanos Doria Medina fungieron 
como accionistas fundadores de Cepsa y tomaron todas las decisiones ignorando la par- 
ticipación y los derechos de 116 trabajadores que habían accedido a esos derechos con el 
dinero de sus benefícios sociales y un aporte estatal pagado por la Prefectura de Tarija. 



SERIE S-eN-PJ'-96 


N*145078 


(D.S. ll-Vn-80 .V 17514) 
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LA PAZ - BOLIVtA 


N- _N0TARI0 


TESn.MO.MO DE 


ZSCRTTURA PLC-LICA DE CONSTITLCICN iC 30 r,’tD -. , QUL ÜlRARft 


BAJO LA RftZON SOCIAL DF CEtlEí-ITÜ EL PUr.rL srrmDftü A HCIUMA EL 


S.A. SUBCRITA POR LA SOCIED.AD BOLIVIANA DE CEHEMO GOCIEDAD ANQHltlA, CSOBOCE 
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Carátula notarial de escritura piíblica de CEPSA. Archivo: MDPyEP. 


517 Código de Comercio: “Art. 230. (Atribuciones de la junta general constitutiva). Son atribuciones de la junta general 
constitutiva: 1) Comprobar la existência de los depósitos efectuados en dinero y de las aportaciones en especie; 2) 
Aprobar la valoración de los bienes aportados en especie o determinar la reaüzación de nueva valuación por peritos. 
Los suscriptores de cuyas aportaciones se trate no tendrán derecho a voto hasta que se defina la valoración; 3) Aprobar 
o rechazar las gestlones y gastos efectuados por los promotores, prévio informe de estos; 4) Aprobar y modificar 
las ventajas o beneficios que los promotores se hubieran reservado; 5) Anaüzar y aprobar los estatutos; 6) Designar 
los directores, representantes o administradores de la sociedad; 7) Nombrar síndicos; 8) Designar dos suscriptores 
para firmar el acta de la junta general; asimismo, se nombrará a los accionistas que suscribirán la escritura pública de 
constitución social; 9) Considerar el plazo establecido para el pago dei saldo de las acciones suscritas, y 10) Considerar 
y resolver cualquier otro asunto de interés para la sociedad”. 
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Estas acciones se iniciaron el 5 de febrero de 1997, ocasión en la que Samuel Doria 
Medina, en su condición de presidente de Soboce, convoco a su hermana Susana y se 
autoconvocó (como accionista) para suscribir el Acta de Constitución de la Sociedad 
Anónima denominada Cemento El Puente Sociedad Anónima (Cepsa),^’® en “acto úni¬ 
co”, en la ciudad de Tarija. 

El capital social autorizado fue de Bsl63.743.400, divididos en 1.637.434 acciones de BslOO 
cada una; un capital pagado de Bs81.871.700, con la siguiente composición accionaria: 


Cuadro 212. Distribución de acciones en Cepsa (05/02/1997) 


1 Accionista 

Aporte (Bs) 

Cantidad de acciones | 

Soboce SA 

81.871.500 

818.715 

Samuel Doria Medina Auza 

100 

1 

Susana Doria Medina Auza 

100 

1 


Fuente: Testimonio n.° 0129/97. Constitución de sociedad anónima Cepsa, 1997. 


Soboce pagó su aporte en bienes inmuebles, muebles, maquinaria, equipos, derechos 
de marca y otros, adquiridos en la Hcitación pública de Facep (el documento citado, Tes¬ 
timonio n.° 0129/97, incluye el detaUe de los bienes). El aporte de Samuel Doria Medina 
y Susana Doria Medina fue de BslOO, que pagó cada uno por su única acción. 

En esa misma sesión de constitución de Cepsa, los socios fundadores determinaron que el 
Directorio transitório estaría conformado por Samuel Doria Medina Auza como presidente, 
Susana Doria Medina Auza como vicepresidente, y Flavio Escobar Danos como secretario. 

El tiempo de existência de Cepsa como Sociedad Anónima no Uegó a los dos anos. Su 
Junta General Extraordinária de Accionistas, celebrada el 22 de julio de 1998 y presidida 
por Samuel Doria Medina Auza, determinó su fusión (junto a la empresa Inversiones 
Industriales SA, Invisa) a Soboce SA, y su disolución como empresa.^^^ En consecuencia, 
y por efecto de la fusión, Soboce asumió la responsabiHdad de todos los activos y pasivos 
de la sociedad incorporada (Cepsa), incrementando así su capital pagado. 

Desde entonces, la que fuera una de las empresas estratégicas del departamento de 
Tarija, fuente generadora de ingresos para la región, se convirtió en una más de las plantas 
de cemento de la empresa privada Soboce, siendo accionista mayoritario Samuel Doria 
Medina, empresário que impDsó la privatización de empresas públicas cuando ocupó el 
Ministério de Planeamiento y Coordinación entre 1991 y 1993. 

518 La sociedad tenía por objeto la fabricación de cemento y cualquier otra clase de materiales de construcción, además 
de la explotación e industrialización de piedra caüza, arenas, arciUas, cal, yeso, etc., teniendo su domicilio principal 
en la ciudad de Tarija, pudiendo abrir sucursales, oficinas y representación en cualquier otra ciudad de BoHvia y en el 
exterior. La sociedad tendría un plazo de duración de 99 anos. Al día siguiente de la constitución de Cepsa, se aprobó 
su Estatuto, con 69 artículos y 10 capítulos. La aprobación se dio por unanimidad de los accionistas, estando presentes 
la totaüdad de los mismos: Samuel Doria Medina (en representación de sí mismo y de Soboce) y Susana Doria Medina. 

519 Ver Testimonio 0929/98. Escritura pública de Acuerdo Definitivo de Fusión por Incorporación y Disolución de 
las Sociedades Incorporadas: Cemento El Puente SA (Cepsa) e Inversiones Industriales SA (Invisa) a Soboce SA. 
Registro de Comercio- Fundempresa. Carpeta comercial de Soboce SA. 

520 Ver Resolución Administrativa 07978/98. Aprueba la fusión de la sociedad Cepsa e INVISA a Soboce SA y cancela las 
matrículas de ambas sociedades disueltas. La Paz, 16 de diciembre de 1998 Fundempresa. Carpeta comercial de Soboce SA. 
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La corta participación de los trabajadores en Cepsa 

El PHego de condiciones de la Licitación Pública Internacional de los activos de Facep 
(MC/SNCI/UR/LIC-006/96) determinaba la obügatoriedad de la empresa adjudicataria 
(en este caso, de Soboce SA) de constituir, en acto único, una sociedad anónima con los 
trabajadores que habían adquirido acciones con sus benefícios sociales. Ese pHego cons¬ 
tituía parte dei contrato de compraventa de los activos de Facep, suscrito por Soboce con 
el Estado boliviano el 28 de enero de 1997, de acuerdo a su cláusula cuarta. 

El derecho de los extrabajadores de Facep de ser miembros fúndadores de la sociedad 
anónima a constituirse, en acto único, tenía su origen en el pago de $us 743.750, realizado por 
la Prefectura de Tanja a Soboce SA al momento de la firma dei contrato de compraventa, el 
28 de enero de 1997. Esos dineros provenían de los benefícios sociales de los trabajadores. 


Cuadro 213. Origen de los recursos para la participación accionaria 
de los trabajadores de Facep en el proceso de privatización 


Concepto 

Bs 

$us 

% 

Benefícios sociales de los trabajadores 

1.637.425,53 

314.285,13 

42,26 

Aporte estatal pagado por la Prefectura delarija, en compensación 
porei precio preferencial. 

2.237.511,97 

429.464,87 

57,74 

Total 

3.874.937,50 

743.750,00 

100,00 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en el Comprobante de pago Soboce SA, 28/01/1997. 


De acuerdo al testimonio de los extrabaj adores de Facep, su continuidad laborai en la fá¬ 
brica, bajo la nueva administración privada, se efectuó mediante contratos de tres meses y con 
una nueva escala salarial que bajó sustancialmente los sueldos que percibían hasta entonces. 
Ese fúe el motivo por el que la mayoría de los trabajadores se retiraron de la empresa al poco 
tiempo de haberse privatizado. “Era una especie de despido indirecto”, afírmaba el exdirigente 
dei Sindicato de Trabajadores de Facep, Walter Aguilera (Entrevista personal, 30/01/1996). 

En relación a la participación accionaria de los trabajadores, únicamente se conoce que, 
en marzo de 1997, un mes después de la constitución de Cepsa, se emitieron Certificados 
de Acciones a cada uno de los 116 trabajadores que renunciaron a sus benefícios sociales 
para convertirse en accionistas de la empresa. El 10 de abrü de 1997, Hernán Paredes, di- 
rector de Proyectos de la Companía Integral de Consignaciones y Servidos Ltda,^^^ remitió 
estos certificados a la directora de la Unidad de Reordenamiento dei Ministério de Capita- 
Hzación, indicando que eran los comprobantes que acreditaban la entrega de las acciones 
a los trabajadores de Facep. Los certificados estaban fechados el 12 de marzo de 1997. 

Esos certificados demostraban que Soboce había incumphdo el contrato de constituir 
la empresa con los trabajadores y les había despojado de su derecho de ser accionistas 
fundadores, derecho consagrado en el contrato de compraventa inscrito en el PHego de 


521 La empresa Companía Integral de Consignaciones y Servidos Ltda. (CIS Ltda.) es una empresa vinculada a la empresa 
Sociedad Boliviana de Cemento SA (Soboce SA), ya que Soboce tiene, incluso ahora, el 99% dei paquete accionario 
de CIS Ltda. 
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condiciones. Pero el Ministério de Capitalización no realizo ninguna representación ante 
Soboce por su incumplimiento de contrato en defensa de los derechos de los trabajado- 
res accionistas que habían pagado por esas acciones al momento de la firma del contrato 
de compraventa (enero de 1997) y que incluso significo una erogación de dineros estata- 
les mayor a los dos mlUones de Bolivianos (Bs2.237.511,97). 

De acuerdo a las entrevistas de campo realizadas en el transcurso de esta investiga- 
ción, los extrabajadores de la empresa aseguran que nunca participaron en una junta 
de accionistas ni firmaron el libro de registro de accionistas de Cepsa, situación que se 
corrobora al comprobar que no existe registro de la participación de los trabajadores 
como socios en la documentación de Cepsa, cursante en Fundempresa, ni en sus Actas 
de Juntas de Accionistas registradas. Tanto los personeros de la Planta El Puente—Soboce 
como los extrabaj adores afirman que, a los pocos meses de haberse constituído la nueva 
sociedad anónima, vendieron todas sus acciones a los nuevos duenos de la empresa. 

En audiência pública convocada por la Comisión Especial Mixta de Investigación 
de la Privatización y Capitalización (CEMlPyC) como parte del proceso de investiga¬ 
ción, realizada el 4 de diciembre de 2013 en la Asamblea Legislativa Plurinacional, con 
la participación de los asambleístas integrantes de la Comisión y personal de Soboce, el 
representante legal de Soboce, Armando Gumucio Karstulovic, informó lo siguiente; 

... por la constitución en ese momento de Cepsa se definió una participación de los trabaja¬ 
dores del 4.6%. Esta empresa, Cepsa, emitió acciones a nombre de todos los trabajadores y 
quedó constituída con 95.4% de Soboce y 4.6% de los trabajadores, posteriormente a eso los 
trabajadores vendieron sus acciones, en los primeros meses de ese mismo ano. 

No obstante, el exdirigente del sindicato de entonces, Walter Aguilera, afirmó que las accio¬ 
nes de los trabajadores no eran suficientes para tener un director en la empresa “.. .y aunque 
alcanzara, con un solo director no se hace nada (...) cuando se privatizó ya estaba definido el 
paquete accionario para elegir directores” (entrevista personal, Walter Aguilera 30/01/2014). 
Al igual que los otros trabajadores entrevistados, Aguilera afirma que optaron por vender sus 
acciones a Soboce para no perderlo todo; “...pero cuando vendimos las acciones, ya no se 
vendieron como nos las dieron a nosotros, se vendieron mucho más baratas”. 

Otro de los obreros de Facep corroboró el dato sobre la disminución del precio de 
sus acciones, y sostuvo que Soboce presionó para que las vendieran bajo el argumento de 
que la fábrica se declararia en quiebra; 

A los cuatro o cinco meses de ya la empresa ser privada, nuestro secretario general nos dice en una 
reunión magna que k fábrica de cemento muy posible se declare en quiebra, eso con una documen¬ 
tación al sindicato enviada por el Lic. Samuel Doria Medina, donde nos deda a todos los trabaja¬ 
dores ‘el que no cobra el 50% corre el riesgo de perder su acción’, y todos acudimos a la ciudad de 
Tarija a cobrar nuestro 50% y no así el 100% (Entrevista personal José Figueroa, 30/01/2014). 
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Pero lo que en reaüdad sucedia con el manejo de la empresa Cepsa era que los activos 
de Facep estaban siendo dispuestos por Soboce como garantia para un préstamo destinado 
a ampliar su planta de cemento en Viacha, tal como se indica en el Acta de la Junta General 
Extraordinária de Accionistas de Cepsa, dei 20 de octubre de 1997, en la que participaron 
Samuel Doria Medina Auza (en representación de sí mismo y de Inversiones Industriales 
SA) y Susana Doria Medina Auza. El Acta senala que se inicia la Junta “estando represen¬ 
tado el total dei capital social de Cepsa”. También participaron Francisco Munoz P. como 
síndico y secretario, y Jaime Navarro Tardio como gerente general de la Sociedad. 

Los préstamos serían otorgados por la Community Development Corporation (CD- 
C),^^^ agencia financiera dei Gobierno de Gran Bretafia, y por la Corporación Andina de 
Fomento (CAF), agencia financiera multilateral. Se trata de dos créditos de la CDC (cada 
uno por un monto de $us 10 miUones) y dos créditos con la CAF (el primero por $us 10 
miUones y el segundo por $us 15 miUones).^^^ Esos créditos por un total de $us 45 mi- 
Uones se concreto mediante Escritura Pública 931/97 dei 10 de diciembre de 1997.^^'^ 

Es importante reiterar que el Acta de la Junta Extraordinária de Accionistas, al corro¬ 
borar la presencia de Soboce, Samuel Doria Medina y Susana Doria Medina, senala que 
dicha Junta se realiza “estando representado el total dei capital social de Cepsa”, lo que 
significa que los extrabajadores de Facep que pagaron por su paquete accionario no serían 
ya accionistas en octubre de 1997, o jamás habrían sido incorporados a la empresa. 

7.2.3.5. Perjuicios económicos 

Las inversiones estatales en la empresa fueron de $us 26.569.761. Seis anos después de su 
puesta en marcha, fue vendida en $us 15.714.285,13. Además de la depreciación regular 
de sus activos, hubo una voluntad para subvaluar aún más la empresa. 

Como parte dei proceso de privatización, los gobiernos de Paz Zamora y de Sánchez 
de Lozada gastaron $us 177.178,58 en la contratación de servidos de consultoria para 
evaluar la planta y asesorar en su venta. 

La Prefectura de Tarija erogó la suma de $us 429.464, con la finalidad de que los trabaja- 
dores se constituyeran en accionistas fundadores de la empresa, con un paquete accionario de 
4,73%; sin embargo, no fueron incorporados en la nueva empresa en esa condición. Además, 
los trabajadores de Facep habían pagado por ese paquete accionario la suma de $us 314.285,13 
(Bs 1.637.425,53 al tipo de cambio de Bs5,21 por dólar) con sus propios benefícios sociales. 


522 Agencia financiera dei Gobierno dei Reino Unido de Gran Bretana que en 1999 participada, junto a Soboce, de la 
compra de un paquete accionario de 33,34% en la Fábrica Nacional de Cemento SA (Fancesa). 

523 Testimonio s/n. Legalización dei Acta de Reunión de la Junta Extraordinária de Accionistas de Cepsa dei 20 de 
octubre de 1997, La Paz, 4 de diciembre de 1997. Legaliza el Acta de la Junta Extraordinária de Accionistas de Cepsa, 
dei 20 de octubre de 1997, en la que participaron Samuel Doria Medina Auza (en representación de sí mismo y de 
Inversiones Industriales SA) y Susana Doria Medina Auza, estando representado el total dei capital social de Cepsa. 
También participaron Francisco Munoz R, como Síndico y secretario, y Jaime Navarro Tardio, como gerente general 
de la Sociedad. Registro de Comercio, Fundempresa. Carpeta comercial de Soboce SA. 

524 Testimonio 931/97. Escritura Pública de Constitución de Garantias Hipotecarias, Prendarias y otros Compromisos y 
Obligaciones, suscrito por Soboce, por Carlos René Núnez Tórrez y Dimpna Gradeia Vidaurre Oroza; por la CDC, 
representada por Carlos Woolgar E.; por la CAF, representada por José Vicente Maldonado. 
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Las concesiones mineras de piedra caliza y arcilla, para una producción proyectada de 
90 anos, fueron entregadas a precio cero. El balance de Facep, en 1995, tenía registrado 
el valor de esas reservas en $us 268.125. 

Cuadro 214. Relación entre gastos estatales en Facep, gastos estatales para su privatización 


y precio de venta de Facep (en $us) 




Gastos estatales 

Valor de la 


N.° 

Empresa 

Implementación 
de la empresa 

Pago a 
consultoras 

Pago por las acciones 
de los trabajadores 

empresa 

(ldom,1996) 

Precio de venta 

1 

Fábrica de 

Cemento El Puente 

26.569.761,00 

177.178,58 

429.464,00 

12.535.670,00 

15.714.285,13 


Fuente: CEMIPyC, 2018. 

El cálculo del perjuicio económico es el siguiente; 



De acuerdo con la fórmula, no habría perjuicios por la venta de Facep; por el contra¬ 
rio, habría un beneficio de $us 2 miUones y medio. Sin embargo, es preciso considerar que 
el Estado gastó la suma de $us 26 miUones en la implementación de la fábrica e instaló un 
gasoducto desde la ciudad de Tarija solo para atender los requerimientos de energia de la 
fábrica de cemento que —según estimación del propio beneficiário en la adquisición de la 
cementera, Samuel Doria Medina— costó más de $us 22 miUones. 

En el perjuicio económico por la venta de Facep tampoco se considera el valor de las 
concesiones mineras que fueron entregadas a “valor cero”, porque no se cuenta con el 
documento que respalde el valor de las concesiones mineras. 

7.2.4. Análisis jurídico de la privatización de Facep 
7.2.4.1. Relación de hechos susceptibles de responsabilidad 

En el marco de las denominadas “reformas de primera generación” del proceso neoUberal 
implementado desde agosto de 1985, se procede a aplicar poKticas de achicamiento del 
Estado, despojándolo de las unidades productivas para destinarias en propiedad a empresas 
privadas. En fecha 24 de abrü de 1992, durante elgobierno de Jaime Paz Zamora, se aprueba 
la Ley 1330 de Privatización, que establece en su artículo 1; “Se autoriza a las instituciones, 
entidades y empresas del sector público enajenar los bienes, valores, acciones y derechos 
de su propiedad y transferirlos a personas naturales y colectivas nacionales o extranjeras, o 
aportar los mismos a la constitución de nuevas sociedades anónimas mixtas”. 
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Dicho proceso de transferencia se realizaria necesariamente mediante ücitaciones pú¬ 
blicas, subasta o puja abierta, o a través de las bolsas de valores, proporcionando para 
eUo la información adecuada que permita una amplia participación de los interesados y 
que se asegure la transferencia e idoneidad dei proceso, con la posibiHdad de que puedan 
participar los trabajadores con cargo a sus benefícios sociales. 

El segundo párrafo dei artículo 3 de la Ley 1330 senala: “En el caso de las Empresas 
de las Corporaciones Regionales de DesarroUo, las tareas anteriormente senaladas serán 
realizadas por Coneplan en forma conjunta con la Corporación Regional de DesarroUo a 
que pertenezca la empresa a ser transferida”. 

Además, el artículo 6 de la citada Ley indica: “La valoración de las empresas públicas debe- 
rá ser realizada necesariamente por evaluadores independientes a fín de establecer el valor de 
mercado referencial que tenga cada una de eUas en el momento de ser puesta a la venta”. 

En ese contexto, se desarroUa el proceso de privatización de la Fábrica de Cemento 
El Puente, ubicada en el departamento de Tarija bajo la administración y control de la 
Corporación Regional de DesarroUo de Tarija (Codetar). En este caso, se advierten los 
siguientes hechos susceptibles de responsabiUdad; 

7.2.4.2. Irregularidades relevantes 

7.2.4.2.I. Proceso de enajenación de Facep con exclusión premeditada de valor de activos 

Con la aprobación de la Ley 1330 dei 24 de abril de 1992 se establece el proceso de 
privatización de las empresas dei sector púbUco y, de conformidad al artículo 3 de la 
mencionada Ley, en el caso de las empresas de las Cordes, las tareas de venta o disolución 
debían reaUzarse a través dei Coneplan, en forma conjunta con la Corporación Regional 
de DesarroUo a la que pertenecía la empresa a ser transferida. 

Esta labor fue presidida por el ministro de Planeamiento y Coordinación, Samuel 
Doria Medina, quien elaboró el “Programa de Privatizaciones de las Empresas PúbUcas 
dependientes de las Corporaciones Regionales de DesarroUo”, dividiendo a las empresas 
en paquetes. Facep fue incluida, junto a la Fábrica Nacional de Cemento SA (Fancesa) en 
el Tercer Paquete de empresas, denominado “Fábricas de Cemento”. Sin embargo, Uama 
la atención que la privatización de las cementeras fue postergada por el propio Ministério 
de Planeamiento y Coordinación para la siguiente gestión gubernamental. 

El 10 de abril de 1995, durante el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada, se 
emite el Decreto Supremo 23991, que reglamenta la Ley de Privatización y designa 
al ministro sin cartera Responsable de Capitalización como la autoridad responsable 
de ejecutar la privatización de las empresas públicas a través de la Unidad de Reor- 
denamiento, dependiente de la Secretaria Nacional de Capitalización e Inversión, 
bajo el procedimiento de licitación senalado en la Resolución Suprema n.° 215521 
dei 13 de abril de 1995 que reglamenta el proceso de privatización. 
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El Fondo Nacional de DesarroUo Regional (FNDR), por encargo de la Unidad de Re- 
ordenamiento (UR), contrato los servidos de consultoria de Idom Ingeniería y Consultoria 
SA para la valuación económica, auditoria legal y elaboración de la estratégia para transfe¬ 
rir Facep al sector privado. Esta consultora, de origen espanol, tenia como representante 
legal en Bolivia a la empresa Johnson y Selaya Ingenieros Consultores SRL, representada 
por Hernán Selaya Ribera. El equipo de consultores estuvo integrado por José Luis Maiz 
(director de Proyecto), ínigo Aranzábal y César ViUar (consultores), Mario Cossio Cortez 
(abogado) y Adel Cortez Maire^^^ y Arturo Dubravcic (ingenieros civiles). 

Al respecto, no obstante que el articulo 6 de la Ley de Privatización exigia que la valoración 
de las empresas públicas debia ser realizada necesariamente por evaluadores independientes, 
Uama la atención que el senor Mario Abel Cossio Cortez -candidato a diputado por el Movi- 
miento Nacionalista Revolucionário (MNR) para la legislatura 1993 -1997 por el departamen¬ 
to de Tarija, conforme establece el Certificado del Tribunal Supremo Electoral- haya sido el 
abogado experto legal de la consultora encargada de la valuación de Facep. 

Idom Ingeniería y Consultoria SA presentó su informe el 25 de abril de 1996, senalan- 
do que el valor de mercado de los activos de Facep era de $us 5.442.007, entre un rango 
de $us 3.450.000 y $us 7.150.000 (Idom, 1996: folio 40). 

El proceso de privatización de Facep se inicia el 8 de noviembre de 1996 con la Resolución 
Ministerial 164/96 del Ministério de Capitalización que aprueba el Plan especifico y el Pliego 
de condiciones para la licitación. 

La principal observación radica en que los evaluadores no consideraron el valor de la con- 
cesión minera y de los derechos de marca, que luego fueron objeto de consulta por los postu¬ 
lantes dentro del proceso de licitación; por eUo, el Pliego de Condiciones tuvo dos circulares 
aclaratorias y dos enruiendas.^^*^ 

La Circular Aclaratoria n.° 1 del 2 de diciembre de 1996 aclara la consulta más relevante, 
planteada por los tres proponentes, en relación a si la venta del 100% de los activos e in¬ 
ventários de Facep comprendía los tangibles e intangibles, derechos mineros, concesiones y 
denuncias en trâmite, y si contemplaba el derecho de marca. La respuesta del Ministério de 
Capitalización, a través de la Unidad de Reordenamiento, fue; 

La transferencia de los activos de Facep comprende activos intangibles, como derecho de marca y 
concesión de pertenencias mineras (Yacimientos de piedra caliza) [...] Una relación de las conce¬ 
siones mineras con las que cuenta Facep para la explotación de matéria prima, será comunicada me¬ 
diante circular aclaratoria, a cada uno de los interesados que adquirieron el Pliego de Condiciones, 
hasta el día martes 3 de diciembre de 1996 (Circular Aclaratoria n.° 1, Respuestas 19,22 y 23). 

En caso de que el comprador así lo requiera, el traspaso de activos de Facep incluye el activo 
intangible de derecho de marca (Circular Aclaratoria n.° 1, Respuesta 24). 


525 Cabe senalar que tanto Mario Cossio Cortez como Adel Cortez Maire fueron prefectos del departamento de Tarija 
después de la privatización de Facep. 

526 Archivo del Ministério de DesarroUo Productivo y Economia Plural-Repositorio de la Privatización y Capitalización. 
Serie: M-71 Facep. Caja 123. Cód.: 7 Facep, 1996. 
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Por su parte, la Enmienda n.° 1 dei 3 de diciembre de 1996 modifico el objeto de la 
ücitación pública internacional ampliando el concepto de “activos” por “activos fijos, 
inventários, concesión minera y registro de marca, que conforman la unidad económica 
denominada Facep”, en los puntos 1 (Objeto de la Hcitación), 3 (ModaHdad de reordena- 
miento) y 4 (Descripción de la modaüdad de reordenamiento). 

En tanto que, la Circular Aclaratoria n.° 2 dei 6 de diciembre de 1996 refleja que las 
empresas interesadas advertieron que existían activos no incluidos en el Pliego y, como el 
mismo refiere que la Hcitación pública internacional es dei 100% de sus activos e inven¬ 
tários, deseaban saber si esos activos no incluidos se incorporarían al Pliego. La respuesta 
dei Ministério de Capitaüzación, a través de la Unidad de Reordenamiento, senaló que la 
Hcitación púbHca se refiere a los activos que se detaUan en el PHego y sus enmiendas. 

Sin embargo, la Unidad de Reordenamiento no soHcitó una complementación en el 
avalúo de la empresa Consultora Idom sobre el valor de mercado de la concesión minera 
y el derecho de marca, lo que en definitiva provocó una subvaluación de Facep. 

En el proceso de venta de una empresa en marcha, los activos intangibles adquieren un 
valor que, en muchos casos, representa montos significativamente mayores al valor de los bie- 
nes tangibles. En el caso concreto, la concesión minera no fúe incluida en valor de Facep no 
obstante que la misma estaba integrada por 770 pertenencias, con reservas de piedra caHza, su 
cercania con reservas de yeso y el acceso a servidos como agua y gas natural. Tampoco fúe 
incluido el derecho de marca, siendo que Facep había posicionado su producto dentro dei mer¬ 
cado local desde 1989, y durante vários anos había ganado una plaza entre los compradores, 
que lo asumieron como un producto propio y de caHdad, más aún cuando en la gestión 1995 
hubo un récord de ventas, alcanzando el monto de 911.855 bolsas. 

Con el DS 24450 de 20 de diciembre de 1996 se adjudica Facep a Soboce SA, y mediante 
la protocoHzación dei contrato firmada el 30 de enero de 1997, se consoHda la compra venta de 
Facep; el contrato lo firman por parte dei Estado Alfonso RevoHo ministro de CapitaHzacion, 
y Mario Cossio Cejas prefecto de Tanja (Padre de Mario Cossio Cortes abogado de la consul¬ 
tora evaluadora) y Samuel Doria Medina por parte de Soboce SA. 

z \ 

Por los hechos descritos, se genera presunta responsabiHdad por parte de quienes 

suscribieron la Resolución Ministerial 164/96 dei 8 de noviembre de 1996, que apro- 
bó el Plan Específico y el PHego de condiciones para la venta de Facep, sin haber 
asignado valor alguno a la concesión minera ni al derecho de marca; así también por 
parte de quienes firmaron el Decreto Supremo 24450 de 20 de diciembre de 1996 de 
adjudicación de los activos de Facep a Soboce SA, que incluyó la concesión minera 
y derechos de marca, mismos que no fueron considerados en el precio de venta de 
Facep, no obstante que fueron expresamente incluidos como parte de los activos Fa¬ 
cep en la enmienda n.° 1 al pHego de condiciones. Del mismo modo por parte de los 

firmantes dei contrato de compra venta de Facep, suscrito el 30 de enero de 1997. 

V_ í ___ J 


527 Memorial Anual 1995, Fábrica de Cemento El Puente, p. 21. 
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7.2.4.2.I. Conformación de sociedad anónima sin participación de los trabajadores 

De acuerdo a la clausula cuarta del PHego de condiciones, la modaHdad de reordenamien- 
to (venta) de Facep debía ser implementada en las siguientes etapas; 

4.1. Se licita la venta del 100% de los activos e inventários de Facep. 

No se transfieren pasivos de ninguna naturaleza. 

4.2. En base al decreto supremo de adjudicación, se suscribirá el contrato de compra venta. 

4.3. El COMPRADOR deberá conformar en acto único, la sociedad anónima Facep SA con 
los TRABAJADORES que hayan comprometido su participación. 

4.4. El aporte de los accionistas fundadores (COMPRADOR) será el total de los activos fijos e 
inventários licitados y adjudicados, cuyo valor corresponde al monto en el que se adjudicó. 

4.6. Una vez constituída la sociedad, la participación accionaria final de la sociedad será la 
siguiente: 

- El COMPRADOR: La diferencia entre el valor ofertado y el valor adquirido por los trabaja- 
dores hasta un monto máximo de Bs4.206.381,33... 

- Los TRABAJADORES: El valor de las acciones adquiridas hasta un monto máximo de 
Bs4.206.381,33... (Pliego de condiciones, p. 3) 

Ante consultas de los potenciales proponentes sobre la participación de los trabajado¬ 
res y la fecha Hmite para el registro de su participación, la Comisión Cahficadora responde 
con la Circular aclaratoria n.° 1 (2 de diciembre de 1996), senalando que los trabajadores 
podrán participar en el proceso hasta el monto de sus benefícios sociales y que esta par¬ 
ticipación podrá ser hasta un monto de Bs4.206.381,33; también indica que los trabaja¬ 
dores han manisfestado interés en participar en el proceso. El Libro de Registro para la 
participación de los trabajadores se cierra el 12 de diciembre de 1996, a horas 12.00. 

El 13 de diciembre de 1996, la Comisión Caüfícadora, presidida por Alfonso RevoUo 
Thenier, elaboró un Informe de Recomendación en el que senala que el oferente Soboce SA, 
representado por Flavio Carlos Escóbar Danos, ha cumpHdo con las exigências establecidas 
en el Pliego de condiciones, ofertando $us 15.714.285,13 por el total de activos de Facep. 
Luego, el 20 de diciembre de 1996, Gonzalo Sánchez de Lozada y su gabinete emiten el De¬ 
creto Supremo 24450, adjudicando los activos de Facep a Soboce SA. Seguidamente, el 28 de 
enero de 1997, se fírma la minuta de contrato de compraventa y se procede con el pago por 
los bienes de la fábrica. 

La minuta de contrato fue suscrita en la ciudad de La Paz el 28 de enero de 1997, por 
el ministro de Capitahzación, Alfonso RevoUo Thenier, y por el prefecto y comandante 
general del departamento de Tarija, Víctor Calabi Leytón^^® (por la entidad vendedora), y 
por Samuel Doria Medina Auza por la empresa adjudicataria Soboce SA. También suscri- 
bieron Wilma Araoz de Domínguez, representante del Ministério PúbUco, y José Rafael 
Abastoflor Montero, abogado consultor legal de la Unidad de Reordenamiento. 

528 Si bien la Minuta del 28 de enero de 1997 es firmada por el prefecto Víctor Calabi Leytón, el Decreto Presidencial del 

27 de enero de 1997 nombra a Mario Cossío Cejas nuevo prefecto de Tarija. 
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De acuerdo a las bases de ücitación dei Pliego de condiciones en su punto 4.3., Soboce 
SA debía conformar, en acto único, la sociedad anónima Facep SA con los trabajadores 
que hubieran comprometido su participación. 

El 28 de enero de 1997, Soboce SA reaHzó el pago por la compra de Facep median¬ 
te dos cheques en favor de la Prefectura dei Departamento de Tarija: por una parte, 
el cheque n.° 896 dei Banco Nacional de Bohvia, por la suma de catorce miUones no- 
vecientos setenta mil quinientos treinta y cinco 13/100 dólares estadounidenses ($us 
14.970.535,13) y, por otra, el cheque n.° 897 dei Banco Nacional de Bohvia (BNB), por 
la suma de setecientos cuarenta y tres mil setecientos cincuenta 00/100 dólares estadou¬ 
nidenses ($us 743.750,00). El mismo día, la Prefectura de Tarija compra a Soboce SA el 
4.73% de las acciones a favor de los trabajadores en la futura empresa Facep SA como 
consta en el recibo firmado por Samuel Doria Medina, mediante cheque n°. 497 dei BNB 
por la suma de $us 743.750,00. 

Samuel Doria Medina debía haber pagado el total dei monto equivalente a $us 
15.714.285,13 por el total de los activos de Facep; sin embargo, se evidencia que el segun¬ 
do pago (cheque n.° 897) es de monto idêntico al que había recibido ese mismo día por 
parte de la Prefectura de Tarija con el cheque n.° 497 dei BNB por concepto de “promesa 
de venta de acciones dei 4,73% de las acciones en favor de los trabajadores de la Fábrica 
de Cemento El Puente”, por lo que Doria Medina, pagó con dinero de la Prefectura 
destinado a la participación de los trabajadores de la nueva empresa a ser denominada 
Facep SA, lo que demuestra que Soboce solo aportó con el pago por el 95,27% de los 
bienes adjudicados. 

No obstante que la prefectura de Tarija compró acciones en la futura empresa Facep 
SA, la misma nunca fue constituída, pese a la previsión expresa contenida en el punto 4 
dei Phego de Condiciones. 

El 21 de febrero de 1997, mediante Testimonio n.° 129/97, se constituye la empresa 
Cemento El Puente Sociedad Anónima (CEPSA) con tres accionistas; Soboce SA (con 
818.715 acciones), Samuel Doria Medina Auza (con una acción) y Susana Doria Medina 
Auza (con una acción). En el mencionado testimonio de constitución no se hace referencia 
a la participación accionaria de ninguno de los 116 trabajadores que habían aceptado parti¬ 
cipar como accionistas de la nueva empresa emergente de la privatización, comprometien- 
do para eho sus benefícios sociales. Posteriormente, los trabajadores que comprometieron 
sus benefícios sociales para la compra de acciones de Facep SA, fueron incorporados como 
accionistas no fundadores de CEPSA, pero luego esta les compra sus acciones previamente 
a su fusión con Soboce SA, ocurrida el 12 de noviembre de 1998 (Testimonio n.° 929/98), 
dando lugar al ohgopoho de Soboce SA en la industria cementera dei país bajo exclusivo 
control privado, y sin la prometida democratización dei capital establecida en la Ley de Pri¬ 
vatización y en el discurso pohtico de sus gestores. 
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Por los hechos expuestos, se presume responsabilidad por parte de las autoridades 
que firmaron el DS 24450 del 20 de diciembre de 1996, que adjudica Facep en favor 
de Soboce SA, en el que no se contemplo la condición de la creación de la nueva em¬ 
presa Facep SA a ser constituída entre el comprador Soboce SA y los trabajadores; 
así tambien por parte de quienes suscribieron el contrato del 30 de enero de 1997, sin 
incluir ninguna cláusula de protección a los trabajadores incumpliendo la condición 
de incorporarlos como accionistas de la nueva empresa Facep SA establecida en el 
^ PHego de condiciones. _^ 


Conclusiones 

Las presentes conclusiones resumen los resultados de la investigación respecto a lo su¬ 
cedido con la privatización de las empresas públicas creadas para promover el desarroUo 
del departamento de Tarija. 

Se destacan aspectos centrales del proceso de enajenación de las empresas públicas 
y se valoran sus principales impactos en los âmbitos poHtico institucional, económico 
productivo y social. 

Âmbito político institucional 

Tarija fue el departamento en el que la inversión pública nacional y departamental 
destinó mayores recursos económicos a la creación de empresas, que fueron un total 
de 23. Vários gobiernos tuvieron la intención de hacer de Tarija un polo de desarroUo 
agropecuário y de producción de alimentos. De las 23 empresas, 12 pertenecían al 
sector agropecuário y de alimentos. En el sector agropecuário, se contaban la fábrica 
de aceites, la fábrica de alimentos balanceados, la PIL Tarija, un centro vitivinícola, 
industrias agrícolas de Bermejo, la industria avícola de Tarija, una planta procesadora 
de semillas, el Multipropósito Gran Chaco y una empresa forestal. En el sector ali- 
menticio, se encontraban el matadero municipal y una empresa de sal yodada. En el 
sector de construcción, la fábrica de cemento y la fábrica de tubos de cemento. En 
transporte, existían EMTA Tarija y la terminal de buses. En turismo, el Hotel Pre- 
fectural y la Cabana Prefectural. En comunicación, existia un canal de TV. También 
había una empresa de servicios básicos y una fábrica de cristales. 

La enajenación de muchas de esas empresas públicas, ubicadas en las principales re- 
giones de la geografia departamental, supuso el desbaratamiento de un proceso econó¬ 
mico productivo de articulación e integración interregional, que quedó trunco a pesar de 
la inversión de una gran cantidad de recursos económicos. 

El proceso de enajenación fúe operado desde el Gobierno nacional y los ministérios sin 
que existiera oposición por parte de las entidades públicas departamentales y municipales. 
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Âmbito económico productivo 

El impacto más perjudicial en el desarroUo económico dei departamento de Tarija fue la 
enajenación de la Fábrica de Cemento El Puente (Facep). Se trató de la pérdida de una 
industria básica que tenía acceso ventajoso a los yacimientos de caHza y de gas para los 
hornos, y que era clave en la capacidad departamental para el desarroUo de infraestructu- 
ra productiva, caminera, equipamiento y otros. 

El impacto de la enajenación de la Fábrica de Aceites de VUlamontes y la discontinuidad en 
la producción de oleaginosas fue altamente negativa. Se trataba de una de las empresas públi¬ 
cas departamentales que mayor inversión pública había exigido (alrededor de $us 20 miUones) 
y que más había crecido en términos de desarroUo industrial y elaboración de subproductos. 
Su Uquidación afectó a todo el departamento y, especiaUnente, al sudoeste tarijeno, más aún a 
causa dei traslado de sus instalaciones industriales al departamento de Santa Cruz. 

Un tema común a la mayoría de las empresas púbUcas fue el bajo índice de uso de la 
capacidad industrial instalada. En la Fábrica de Aceite no pasaba dei 10%, y en la Planta In- 
dustriaUzadora de Leche solo Uegaba al 21%. Este hecho, antes que constituirse en un tema 
de preocupación a resolver, sirvió para subvaluar aún más y justificar la enajenación. 

Otro caso de gran impacto fue el de la Empresa Multipropósito, que contaba con 
maquinaria pesada para el desmonte, la ampUación de la frontera agrícola y la apertura 
de vias. Su cierre significó el desmantelamiento de la empresa y la suspensión dei apoyo 
estatal en la actividad agrícola de pequenos propietarios campesinos. 

Los perjuicios económicos producidos por la enajenación en el departamento de Ta¬ 
rija se desglosan en el siguiente cuadro: 


Perjuicio económico por la privatización en el departamento de Tarija 


Empresa 

item 

Monto ($us) 


Valor referencial (Valor de Liquidación) 

7.300.000,00 


Preciode venta 

(5.150.000,00) 

Fábrica de Aceites Comestibles de Villamontes 

Consultorias 

320.745,60 


Bonos extralegales 

190.000,00 


Perjuicio 

2.660.745,60 


Valor referencial 

8.471,00 

Empresa Forestal Recuaria Tariquía (Emfopet) 

Preciode venta 

(4.412,80) 

Consultorias 

32.966,14 


Perjuicio 

37.024,34 


Valor referencial 

308.173,50 


Preciode venta 

(301.541,00) 

Fábrica de Alimentos Balanceados Tarija (Albat) 

Consultorias 

27.564,18 


Bonos extralegales 

46.000,00 


Perjuicio 

80.196,68 
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Empresa 

item 

Monto ($us) 


Valor referencial 

1.119.000,00 

PI L Tarija 

Precio de venta 

(300.500,00) 

Consultorias 

165.808,57 


Perjuicio 

984.308,57 


Valor referencial 

9.889.000,00 

Industria Agrícola Bermejo (lAB) 

Precio de venta 

(9.889.000,00) 

Consultorias 

420.034,14 


Perjuicio 

420.034,14 

SalYodada Entrerriana 

Consultorias 

28.155,06 

Perjuicio 

28.155,06 


Consultorias 

32.966,14 

Industria de Papel Sidras Tarija (Iptasa) 

Bonos extralegales 



Perjuicio 

32.966,14 

Industria Avícola de Tarija (lAT) 

Consultorias 

24.230,84 

Perjuicio 

24.230,84 

Programa Agrícola de Oleaginosas y Maíz 

Consultorias 

7.533,00 

(PAOM) 

Perjuicio 

7.533,00 

Cristalería Oscar Alfaro (Criosal) 

Consultorias 

35.632,81 

Perjuicio 

35.632,81 

Multipropósito Gran Chaco 

Consultorias 

5.000,00 

Perjuicio 

5.000,00 

Terminal de Buses de Tarija 

Consultorias 

14.000,00 

Perjuicio 

14.000,00 

CanaMI Sistema Integrado de Televisión (Sitel) 

Consultorias 

8.136,66 

Perjuicio 

8.136,66 


Valor referencial 

873.762,00 

Hotel Prefectural Tarija 

Precio de venta 

Consultorias 

(500.100,00) 

10.330,20 


Perjuicio 

383.992,20 

Cabana Prefectural de Tarija 

Consultorias 

9.901,60 

Perjuicio 

9.901,60 


Valor referencial 

12.535.670,00 


Precio de venta 

(15.714.285,13) 

Fábrica deCemento El Puente (Facep) 

Consultorias 

177.178,57 

Pago de la Prefectura en favor de las acciones 
delostrabajadores. 

429.464,00 



Perjuicio 

(2.571.972,55) 

Total 1 

2.159.885,08 


Nota: El perjuicio se calcula a partir de la diferencia entre el valor referencial de venta y el preclo de venta; a ese resultado se suman los gastos de 
consultorias, martilleos y bonos extralegales. Las cifras gue aparecen entre parêntesis son negativas, se restan en las sumatorlas. Las sumatorlas negativas 
representan Ingresos para el Estado. 

Fuente: CEMIPyC, 2018. 
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El perjuicio total por la enajenación de empresas públicas en el departamento de 
Tarija fue de $us 2.159.885,08, equivalentes a $us 4.739.651,83 actuales. Estas cifras solo 
hacen referencia a los perjuicios económicos directos e inmediatos, porque el dano a la 
capacidad económico productiva departamental fue, sin duda, mayor. 

Las empresas dei departamento eran un total de 23, de las cuales 17 fueron enajena- 
das: siete privatizadas y diez cerradas. Seis empresas fueron desestimadas. 

Âmbito social 

El mayor impacto social generado por la desarticulación y Hquidación de las empresas 
públicas que integraban territorial, social y económicamente al departamento de Tarija 
fue el notable deterioro en las condiciones de vida rural y campesina. 

Como consecuencia directa dei cierre y Hquidación de empresas púbHcas en vários 
lugares dei departamento, hubo pérdida de empleo para profesionales y trabajadores ma- 
nuales, que, además de sus trabajos, se veían privados de benefícios sociales. 

El proyecto de fomentar el desarroUo agropecuário y de aHmentos en el departamen¬ 
to —sostenido por sucesivos gobiernos— se vio suspendido, y en consecuencia retrasado, 
por la enajenación de 10 de las 12 empresas dei sector. 
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1996 Informe Jurídico [Dr. Yuri Luis Tirado a Elvira Lupo, Presidenta de la Comisión Caüficadora so¬ 
bre la documentación presentada en sobres “A” dentro de la Dcitación Pública MC/SNCI/UR/ 
LIC.006/96]. Tarija, 13 de diciembre de 1996. 

COMISIÓN DE EVALUACIÓN DE LA EMPRESA PÚBLICA-CORPORACIÓN REGIO¬ 
NAL DE DESARROLLO DE TARIJA (CEEP-CODETAR) 

1991 Convénio de Asistencia Técnica [suscrito por la CEEP con CODETAR para asesorarla en la privati- 
zación de sus empresas]. 1991, 3 de julio. 

COMISIÓN DE EVALUACIÓN DE LA EMPRESA PÚBLICA-UNIDAD EJECUTORA DEL 

REORDENAMIENTO DE LA EMPRESA PÚBLICA (CEEP-UEREP) 

1992 Listado de empresas públicas por concepto de benefícios extralegales. CEEP-UEREP. 1992. 

1993 Informe sobre empresas públicas UEREP-DE-PGM-001/93 [Patrício Garrett, director ejecutivo de la 
UEREP a Ramiro Ortega, secretario nacional de Capitalización e Inversión]. La Paz, 29 de noviembre 
de 1993. 

1993a Ayuda Memória Flotel Prefectural de Tarija. CEEP-UEREP. 1993. 

1993b Ayuda Memória Cabana Prefectural de Tarija. CEEP-UEREP. 1993. 
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CORPORACIÓN REGIONAL DE DESARROLLO DE TARIJA (Codetar) 

1991 Perfil industrial. Sal Yodada Entrerriana. Dirección de Reconversión Económica de la Corporación 
Regional de Desarrollo de Tarija. 

1991a Perfil industrial. Planta Procesadora de Aves. Corporación Regional de Desarrollo de Tarija-Dirección 
de Reconversión Económica de Tarija. 

1991b Perfil industrial. Programa Agrícola de Oleaginosas y Maíz. Dirección de Reconversión Económica de 
la Corporación Regional de DesarroUo de Tarija. 

1991c Perfil industrial. Fábrica de Envases de Vidrio “Oscar Alfaro”. Dirección de Reconversión Económica 
de la Corporación Regional de Desarrollo de Tarija. 

1991d Perfil industrial. Planta Procesadora De SemiUas-El Palmar”. Corporación Regional de DesarroUo de 
Tarija-Dirección de Reconversión Económica de Tarija. 

1991e Testimonio 591 / 81. Escritura Pública de adendum ai contrato de financiamiento de la Fábrica de Cemen- 
to El Puente [Notário PúbUco de Primera Clase, Humberto Maldonado]. 4 de noviembre de 1981. 

ERNST & YOUNG LLP; BERTHIN AMENGUAL; MORENO BALDIVIESO; LAND 
OEAKES 

1995 Informe Final. Valuación Económica, Análisis Legal y Estratégia de Transferencia. MC -UR. La Paz, 31 
julio 1995. 

FÁBRICA DE CEMENTO EL PUENTE (Facep) 

1995 Contrato de consultoria espanola IDOM Ingeniería y Consultoria SA, para ei estúdio de evaluación, 
valoración, análisis de la simadón legal y definición de la estratégia para la transferencia de Facep. 

1996 Memória anual gestión 1995. Tarija. Codetar. 

1996a Aviso de prensa: Convocatoria de la Licitación PúbUca para la venta de acrivos Facep [Ref: MC/ 
SNCI/UR/LIC-006/96]. 3, 10 y 17 de noviembre de 1996. 

1996b Convênio Obrero Patronal [suscrito entre ei prefecto de Tarija y ei Sindicato de Trabajadores de Fa¬ 
cep]. 21 de noviembre de 1996. 

1996c Circular aclaratoria n.° 1.2 de diciembre de 1996. 

1996d Enmienda 1. 3 de diciembre de 1996. 

1996e Circular aclaratoria n.° 2. 6 de diciembre de 1996. 

1996f Enmienda 2. 9 de diciembre de 1996. 

1996g Acta de apertura de sobres. Licitación PúbUca Internacional de Facep. 13 de diciembre de 1996. 

1996h Informe de recomendación [Comisión CaUficadora de la Licitación PúbUca Internacional de Facep]. 
13 de diciembre de 19996. 

1996Í Introducción dei Estúdio de Evaluación, Valoración y Definición de Estratégias de Transferencia. 
Paquete n.° 3. Facep. 

1996j Plan específico y pUego de condiciones para ei reordenamiento de Facep [referencia MC/SNCI/UR/ 
LIC-006/96]. 

1996k Convocatoria Ucitación Facep. 3 de noviembre de 1996. 

19961 Pliego de condiciones [circulares aclaratorias y enmiendas]. 6 de diciembre de 1996. 

1996m Circular Aclaratoria n.° 1, [Respuestas 19, 22 y 23]. 
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1996n Pliego de condiciones, [Respuesta 24]. 

1996o Enmienda n.° 1. 3 de diciembre 1996. 

1996p Testimonio de los ex trabaj adores de Facep [ex dirigente del Sindicato de Trabaj adores de Facep, 
Walter Aguilera (entrevista personal, 30/01/1996)]. 30 de enero de 1996. 

2014 Entrevista personal José Figueroa. 30 de enero de 2014. 

s/f Informe final. Estúdio de evaluación, valoración y definición de estratégias de transferencia de la Fá¬ 
brica de Cemento el Puente. 

SOCIEDAD BOLIVIANA DE CEMENTO (Soboce SA) 

1997 Comprobante de pago Soboce SA. 28 de enero de 1997. 

1997a Pliego de condiciones de la Licitación Pública Internacional de los activos de Facep (MC/SNCI/UR/ 
LIC-006/96). 28 de enero de 1997. 

1997b Acta de la junta extraordinária de accionistas de CEPSA [suscrita por Samuel Doria Medina Auza (en 
representación de sí mismo y de Inversiones Industriales SA) y Susana Doria Medina Auza, representado 
el total del capital social de CEPSA; Francisco Munoz P, como Síndico y secretario, y Jaime Navarro 
Tardio, como gerente general de la Sociedad. Registro de Comercio, Fundempresa. Carpeta comercial de 
Soboce SA]. 20 de octubre de 1997. 

1997c Testimonio 931/97 [escritura pública de constitución de garantias hipotecarias, prendarias y otros com- 
promisos y obügaciones, suscrito por Soboce, Carlos René Núnez Tórrez y Dimpna Gradeia Vidaurre 
Oroza; la CDC, (Carlos Woolgar E.); la CAF (José Vicente Maldonado)]. 10 de diciembre de 1997. 

FÁBRICA DE CEMENTO EL PUENTE- SOCIEDAD BOLIVIANA DE CEMENTO SA 

(Facep-Soboce) 

1997 Minuta de compraventa [activos de Facep a Soboce SA]. 28 de enero de 1997. 

1997 Recibo Soboce SA [de los trabajadores de Facep]. 28 de enero de 1997. 

1997b Testimonio 35/97. ProtocoHzación del contrato de compraventa de los activos de Facep a Soboce SA. 
30 de enero de 1997. 

IDOM INGENIERÍA Y CONSULTORÍA SA 

1996 Estúdio de evaluación, valoración y definición de estratégias de transferencia. Paquete n.° 3. Facep. 
Informe Final. Archivo del Ministério de DesarroUo Productivo y Economia Plural — Repositorio de 
la Privarización y Capitalización. Serie: M-71 Facep. Caja 122. Cód.: 5 Facep, 1996. IDOM. La Paz. 25 
de abril de 1996. 

1996a Informe de recomendación Soboce SA. Comisión CaHficadora [presidida por Alfonso Revollo The- 
nier]. 13 de diciembre de 1996. 

INDUSTRIAL INDUSTRIA PAPELERA DE TARIJA SA 

1991 Perfil Industrial Industria Papelera de Tarija SA. Corporación Regional de DesarroUo de Tarija-Direc- 
ción de Reconversión Económica. Tarija, enero de 1991. 
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LE GROUPE S.M. INTERNATIONAL INC. 

1992 Informe “F” Síntesis Emfopet. La Paz, julio de 1992. 

MINISTÉRIO DE COMERCIO EXTERIOR E INTERIOR (MCEI) 

2001 Memória Anual 2000-2001 Ministério de Comercio Exterior e Inversión. 

2001a Memória Unidad de Reordenamiento 2001. MCEI. 

s/f Perfil industrial. Emtagas. Disponible en: http://www.hidrocarburos.tarija.gob.bo/index.php/rese- 
na-historica-emtagas y http://www.diarionuevosur.com/index.php/acmalidad/ciudad/9953-emta- 
gas-cumple-26-anos-de-servicio-en-tarija 

MINISTÉRIO DE CAPITALIZACIÓN (MC) 

1992 Contrato consultora espanola Empresa Nacional ADARO de Investigaciones Mineras para la valua- 
ción técnica financiera y el diseno de la estratégia. Privatización de Sal Yodada Entrerriana, [suscrito 
por Samuel Doria Medina, ministro de Planeamiento y Coordinación y presidente de la CEEP]. 28 de 
febrero de 1992. 

1995 Plan para la subasta de los activos de Emfopet: MC/SNCI/UR/SUB-014/95. Res. 025/95. 7 de junio 
de 1995. 

1995a Acta de audiência de remate de Emfopet. 17 de julio de 1995. 

1995b Contrato de consultoria n.° 001/95 [suscrito por Oscar Arrien Sandoval, presidente ejecutivo dei 
FNDR y consultora Ernst & Young, Dimitri PHoni]. La Paz, 2 de junio de 1995. 

1996 Contrato de compraventa [suscrito entre Alfonso RevoUo Thenier, Ministro de Capitalización y Víctor 
Calavi Leytón, prefecto dei departamento de Tarija; por PIL Tarija SA como parte compradora: Jorge 
Vito Blacud Trigo y Ramiro Buitrago Rivera]. La Paz, 27 de febrero de 1996. 

1996a Carta de Carlos Núnez, gerente general de Soboce SA, dirigida a Edgar Saravia, secretario Nacional 
de Capitalización. La Paz, 18 de septiembre de 1996. 

1996b Carta [de Samuel Doria Medina, Presidente dei Directorio de Soboce SA, a Alfonso RevoUo, Ministro 
de la Capitalización]. La Paz, 4 de octubre de 1996. 

1997 Contrato de compraventa Facep [suscrita por Wilma Araoz de Domínguez, representante dei Ministé¬ 
rio Público y por José Rafael Abastoflor Montero, abogado consultor legal de la Unidad de Reordena¬ 
miento]. Dcitación Pública MC/SNCI/UR/LIC-006/96. La Paz, 28 de enero de 1997. 

1997a Acta de entrega y recepción. Facep. 30 de enero de 1997. 

MINISTÉRIO DE ASUNTOS CAMPESINOS Y AGROPECUÁRIOS (MACyA) 

1981 Programa de desmonte dei Chaco [descrito en el documento de evaluación de progreso dei Proyecto 
Sectorial Agrícola 11 (511-T-059 y 511-0481) por el MACyA junto con USAID]. Disponible en: http:// 
pdfusaid.gov/pdf_docs/Xdaal646a.pdf Noviembre de 1981. 

MINISTÉRIO DE PLANEAMIENTO Y COORDINACION (MPC) 

1993 Informe. Centro Vitivimúola Tarija - CEVIT. 1993 
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MINISTÉRIO DE PLANEAMIENTO Y COORDINACION. UNIDAD EJECUTORA DEL 
REORDENAMIENTO DE LA EMPRESA PÚBLICA (MPC-UEREP) 

1993 Informe. Simadón acmal y perspectivas del proceso de reordenamiento de la empresa pública en Bo¬ 
lívia. La Paz, agosto 1993. 

PARIBAS-SECOREC 

1992 Estúdios, estratégias y asesoramiento para la privatización de la Fábrica de Aceites Comestibles ‘Vüla 
Montes’. 1992. 

PRICE WATERHOUSE (PW) 

1990 Estratégia de privatización en Bolivia. La Paz. 

1993 Privatización de la industria de leche y derivados. PIL Tarija. La Paz, 28 de julio de 1993. 

RIVERA, Franklin 

1995 Estúdio de valoración de activos Red SITEL Canal 11. CODETAR. La Paz, agosto de 1995. 

SOCIMER INTERNATIONAL CORP. 

1993 Informe Final. Privatización Planta Industrializadora de Leche de Tarija (PIL — Tarija). La Paz, febrero 
de 1995. 

UNIDAD EJECUTORA DEL REORDENAMIENTO DE LAS EMPRESAS PÚBLICAS 
(UEREP) 

1993 Acta de Apertura de propuestas para el Tercer Paquete denominado “Fábricas de Cemento”, que 
incluye Facep y Fancesa, cursante en el Anexo 4 de la Carta Informe UEREP-SD-EV-02/93, 
21/12/1993. 

1995 Informe de Gestión 1995 de la Unidad de Reordenamiento. La Paz, diciembre de 1995. 

Hemerografía 

Presencia, 3/11/1996. 

ElPaú, 15/11/1996; 18/10/1996; 24/12/96. 


Capítulo 8. Las empresas públicas del departamento de Santa 
Cruz 


El desarroUo del departamento de Santa Cruz se explica en parte por la implementa- 
ción del Plan Bohan (1941) que tenía entre sus principales recomendaciones el fomen¬ 
to de migraciones internas desde la parte andina hacia el oriente, particularmente hacia 
áreas agrícolas; la construcción de una red caminera, cuya obra capital era la carretera 
asfaltada Cochabamba-Santa Cruz; el fomento a la producción agrícola y ganadera 
con el establecimiento de plantas agroindustriales y agencias de créditos (bancos), y 
la explotación del petróleo mediante el desarroUo de campos petroleros probados, la 
exploración de nuevas áreas y la construcción de gasoductos para la exportación. Para 
todo esto, inicialmente se presupuestaron $us 88 miUones (Peres, 2009). 

Para la implementación del Plan Bohan (proceso también conocido como la 
“Marcha hacia el Oriente”),el gobierno boliviano constituyó la Corporación Bo¬ 
liviana de Fomento (CBF) en 1941, a través de la cual se ejecutó la construcción de 
la carretera Cochabamba-Santa Cruz y la construcción de fábricas, como el Ingenio 
Azucarero Guabirá, con recursos provenientes de créditos del Eximbank de los 
Estados Unidos, que serían pagados con los excedentes de la producción minera del 
occidente del país. 

Asimismo, el gobierno impulsó el desarroUo de Santa Cruz a través de obras eje- 
cutadas por su Comité de Obras PúbUcas, entidad creada en 1945 para intervenir en la 
ejecución, control y manejo de los recursos destinados a obras de servicios básicos (Ley 
de 24 de noviembre de 1945), y que, posterior mente, ampUó su facultad a programar “la 
inversión de recursos en obras de desarroUo económico” (DS 08512, 21/10/1968). Esta 
entidad se transformará posterior mente en la Corporación Regional de DesarroUo de 
Santa Cruz (Cordecruz). 


529 “Marcha al Oriente” o “marcha al norte” es el nombre que diversos escritores acunaron para describir la 
implementación del Plan Bohan. 
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Para 1986, la mayoría de las empresas estatales crucenas eran de la CBF o de Corde- 
cruz. Muy pocas pertenecían a las alcaldías de Santa Cruz, de Montero y otras. El siguien- 
te gráfico muestra la ubicación geográfica de las empresas públicas; 


Gráfico 26. Ubicación de ias empresas púbiicas de Santa Cruz 


Proyecto Ganadero Todos 
Santos Hirtner 

Cabana Lechera Todos 
Santos-Paz (CALET5A) 

Ingenio Azucarero Guabirá 
(lAG) 

Fábrica de Losetas 
Montero 

Hotel Asahí 


Fábrica de Alimentos 
Balanceados Portachuelo 
(ALBAPQR) 

Proyecto de Tomates y 
Hortalizas SAMÍPETHOSAI 

Productos Alimentícios de 
Maiz (PAM MAIRANA) 


1 San Javier (Prov. Nuflo de Chavez) 

2 Portachuelo (Prov. Sara) 

3 Montero (Prov. Santiesteban) 

4 San Isidro (Prov. Ichilo) 

5 Warnes (Prov. Warnes) 

6 Mairana (Prov. Florida) 

7 Santa Cruz de la Sierra (Prov. A Ibanez) 

8 Roboré (Prov. Federico Roman) 

9 Camiri (Prov. Cordillera) 

Fuente: CEMIPyC, 2018. 



Planta Industrializadora de 
Leche Santa Cruz (PIL-SCZ) 


Financiera de Desarrollo de 
Santa Cruz SAM (FINDESA 
SAM) 

Empresa Municipal de 
Asfaltado y Drenajes 
Pluviales 

Empresa Municipal de 
Transporte (EMTA Santa 
Cruz) 

Chancadora Municipal 


Fábrica Municipal deTubos 
y Losetas Santa Cruz 


Fábrica de Cerâmica Roja 
Roboré (CEROSAM) 


Las empresas públicas constituídas en el departamento de Santa Cruz fueron 18, y 
la mayoría estaba ubicada en las províncias. Dependían de la Corporación Regional de 
Desarrollo de Santa Cruz (Cordecruz) y de las alcaldías de Santa Cruz y de Montero, 
conforme al siguiente detaUe; 


Cuadro 215. Empresas púbiicas dei departamento de Santa Cruz, por dependencia y ubicación 


N.° 

Denominación de ia empresa púbiica 

Afio de creación 

0 inicio de 
funcionamiento 

Dependencia 
durante ia 
privatización 

Ubicación 

1 

Ingenio Azucarero Guabirá (lAG) 

1956 

Cordecruz 

Montero, Obispo Santistevan 

2 

Cabana Lechera Santos Paz (Caletsa) 

1973 

Cordecruz 

Montero, Obispo Santistevan 

3 

Fábrica de Alimentos Balanceados 
Portachuelo (Albapor) 

1976 

Cordecruz 

Portachuelo, Sara 

4 

Planta Industrializadora de Leche Santa 
Cruz (PIL Santa Cruz) 

1978 

Cordecruz 

Warnes 

5 

Productos Alimenticios de Maíz Mairana 
(PAM) 

1979 

Cordecruz 

Mairana, Florida 

6 

Flotel Asahí 

1974 

Cordecruz 

Montero, Obispo Santistevan 
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Afio de creación Dependencia 

N.° Denominación de la empresa pública o inicio de durante la Ubicación 

funcionamiento privatización 


7 

Planta Elaboradora de Quesos San Javier 

1978 

Cordecruz 

Nuflo de Chávez 

8 

Proyecto Ganadero Todos Santos Hirtner 

1962 

Cordecruz 

Montero, Obispo Santistevan 

9 

Financiera de DesarroUo de Santa Cruz 

SAM (Findesa SAM) 

1986 

Cordecruz 

Santa Cruz de la Sierra 

10 

Fábrica de Cerâmica Roja Roboré SAM 

1984 

Cordecruz 

Chiquitos, Roboré 

11 

Fábrica de Cerâmica Roja Camiri SAM 

1984 

Cordecruz 

Camiri, Cordillera 

12 

Planta Envasadora de Tomates y 

Hortalizas SAM (Pethosam) 

1983 

Cordecruz 

San Isidro, Comarapa, Manuel 
Maria Caballero 

13 

Chancadora Municipal 

1979 

Alcaldía de Santa Cruz 

Santa Cruz de la Sierra 

14 

Empresa Municipal de Transporte 
Automotor (EMTA) 

1985 

Alcaldía de Santa Cruz 

Santa Cruz de la Sierra 

15 

Fábrica Municipal de Tubos y Losetas 

Santa Cruz 

- 

Alcaldía de Santa Cruz 

Santa Cruz de la Sierra 

16 

Empresa Municipal de Asfaltado y 

Drenajes Pluviales 

- 

Alcaldía de Santa Cruz 

Santa Cruz de la Sierra 

17 

Fábrica de Losetas Montero * 

1975 

Alcaldía de Montero 

Montero, Obispo Santistevan 

18 

Hilandería Santa Cruz SAM (Hilancruz) 

1980 

Cordecruz 

Santa Cruz de la Sierra 


*Fue incluída como empresa de Cordecruz pero luego determinaron que era de propiedad dei Município de Montero. 

Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Estratégia de privatización en Bolivia (Price Waterhouse, 1990); Listados de la Comisión de Evaluación de la Empresa 
Pública (CEEP), 1992-1993; Memória Unidad de Reordenamiento 2001 (MCEI, 2001); Memória 2000-2001 (MCEI, 2001). 

Como se puede apreciar, 13 de estas empresas dependían de Cordecruz, cuatro de la 
Alcaldía de Santa Cruz y una de la Alcaldía de Montero. De las 13 empresas de Corde¬ 
cruz, 11 eran productivas y dos de servicios. De las cinco empresas municipales, tres eran 
de servicios y dos de producción. 

Toda esta infraestructura fue sometida por los gobiernos neoliberales a procesos de 
enajenación que privatizaron, cerraron o desmantelaron empresas. 

8.1. La enajenación de las empresas públicas dei departamento de Santa Cruz 

Durante el gobierno de Víctor Paz (1985-1989) se iniciaron los estúdios para la privatiza¬ 
ción de empresas públicas, y en las gestiones de Jaime Paz Zamora, de Gonzalo Sánchez 
de Lozada y de Hugo Banzer-Jorge Quiroga se materializó la enajenación. 

Durante el gobierno de Jaime Paz Zamora, la institucionalidad privatizadora estuvo a 
cargo de la Comisión de Evaluación de la Empresa Pública (CEEP), entidad creada el 11 
de enero de 1990 con el fin de determinar la situación y perspectivas futuras de la empre¬ 
sa pública, así como la conveniência o no de su transferencia total o parcial al sector pri¬ 
vado, cooperativas u otras formas de asociación (DS 22407, 11/01/1990, art. 108).^^*^ 

El Directorio de la CEEP estaba presidido por el ministro de Planeamiento y Coordi- 
nación, e integrado por el ministro de Industria, Comercio y Turismo, el ministro de Fi- 


530 El DS 22407 aprobó las “Políticas de acción para consolidar la estabiHdad y promover el crecimiento económico, el empleo, el 
desarroUo social y la modernización dei Estado” y contenía los bneamientos económicos dei Gobierno de Jaime Paz Zamora. 
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nanzas, el ministro de Trabajo y DesarroUo Laborai, el ministro sin Cartera y el ministro 
del sector correspondiente (DS 22407,11/01/1990, art. 111). 

El 14 de junio de 1991, fue creada la Unidad Ejecutora del Reordenamiento de las 
Empresas Públicas (UEREP), bajo dependencia del Ministério de Planeamiento y Coor- 
dinación, con autonomia de gestión, para conformarse en la Secretaria Técnica de la 
CEEP (DS 22836, 14/06/1991). Meses después, la UEREP pasó a depender de la Sub¬ 
secretária de DesarroUo Socio Económico del Ministério de Planeamiento y Coordina- 
ción, y esa Subsecretária empezó a funcionar como Secretaria Técnica de la CEEP en la 
definición de estratégias para la privatización (DS 23170, 05/06/1992). 

El 24 de abrü de 1992, Jaime Paz Zamora firmó la Ley 1330 (Ley de Privatización) junto 
a su ministro de Planeamiento y Coordinación, Samuel Doria Medina Auza, y su ministro de 
Finanzas, Jorge Quiroga Ramirez. Esta norma autorizaba a las entidades estatales a enajenar 
activos, bienes, valores, acciones y derechos de su propiedad, y asignaba al Consejo Nacio¬ 
nal de Economia y Planiíicación (Coneplan) la tarea de normar y fiscalizar la privatización 
de las empresas públicas, definiendo las estratégias para su transferencia o disolución. La 
reglamentación de la Ley de Privatización fue aprobada el 5 de junio de 1992, mediante el 
DS 23170, y con el DS 23287 del 8 de octubre de 1992 se aprobó una modificación. 

En el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada (1993-1997), la institucionaUdad pri- 
vatizadora estuvo a cargo del Ministério de CapitaUzación, a través de la denominada 
Unidad de Reordenamiento, creada por el Decreto Supremo 23991 (10/04/1995). Esa 
norma transfirió las funciones establecidas por la Ley de Privatización para el Coneplan 
al Consejo de DesarroUo Nacional (Codena), entidad constituída por los Decretos Supre¬ 
mos 23873 (03/10/1994) y 23955 (08/02/1995).53' 

Durante el gobierno de Hugo Banzer y Jorge Quiroga la institucionaUdad privati- 
zadora pasó a depender del Ministério de Comercio Exterior e Inversión, del Concejo 
Nacional de PoUtica Económica (Conape) y de la Unidad de Reordenamiento (UR). 

En el marco de esa normativa, se efectuó la privatización de las 18 empresas púbUcas 
de Santa Cruz, conforme al siguiente detaUe; 


Cuadro 216. Situación de empresas públicas de Santa Cruz después del proceso de enajenación 


N.° 

Denominación de la empresa pública 

Situación, adjudicatario y afio 


Ingenio Azucarero Guabirá (lAG) 

Privatizada, previa constitución en SAM, a Única SA (Nelson Mario 

1 


AguileraTarradelles) y Asociación Accidental deTrabajadores (Felipe 
Romero Herrera y otros) /1993 

2 

Cabana Lechera Santos Paz (Caletsa) 

Privatizada, a Carlos Guillermo Dibós Vargas P. y Miguel Ángel 
Antelo/1993 


531 “El Consejo de DesarroUo Nacional (Codena) está integrado por los ministros de la Presidência, de Hacienda, de DesarroUo 
Humano, de DesarroUo Sostenible y Medio Ambiente y Sin Cartera Responsable de DesarroUo Económico; por los 
Secretários Nacionales de Relaciones Económicas Internacionales; Apoyo al DesarroUo Integral; Coordinación; Hacienda; 
PoUtica e Inversión Social; Planificación e Industria y Comercio (...). La Secretaria del Codena es ejercida por el Secretario 
Nacional de Planificación del Ministério de DesarroUo Sostenible y Medio Ambiente” (DS 23955, arts. 3 y 4). 
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* No se encontraron datos sobre el ano de su cierre. 

** Fue incluída en el DS 22836 (14/06/1991) como empresa de Cordecruz, pero luego se determino que era propiedad dei Município de Montero. 

Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Estratégia de privatización en Bolivia (Price Waterhouse, 1990), listados de la Comisión de Evaluación de la Empresa 
Pública (CEEP), 1992-1993 y Resolución Codena 013/95,25/08/1995. Resolución Directorio Cordepando 5/95,02/06/1995. 

El siguiente cuadro muestra algunas estadísticas de la situación de las empresas luego 
dei proceso enajenador. 


Cuadro 217. Resumen de situación de empresas púbiicas dei departamento de Santa Cruz 


Dependencia 

Cant. 

Enajenadas 

No enajenadas 

Privatización 

Cerradas 

Empresas desestimadas 



Venta 

interrupción 

Cierre por efecto 

Transferencia 

1. Cordecruz 

13 

8 

1 

3 

1 

2. Prefectura 

— 

— 

— 

— 

— 

3. Alcaldías 

5 

— 

— 

5 

— 

Totales 

18 

8 

1 

8 

1 

Porcentaie 

100% 

95% 

5% 


Fuente: CEMIPyC, 2018. 


De las 18 empresas de Santa Cruz, 17 fueron enajenadas (ocho privatizadas y nueve 
cerradas), y una empresa fue desestimada (transferida a otra entidad estatal). 

Los métodos y modalidades aplicadas para su enajenación fueron las siguientes; 
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Gráfico 27. Métodos y modalidades de enajenación de las empresas de San Cruz 


Privatización 


Venta 


n) 


Cesión 


Entrega de derechos I 0 


Mixta 


Capitalización 


Cierre 


Empresas enajenadas 


Interrupción 


I Cierre prévio 


Cierre por efecto 8 


Empresas no enajenadas 


Empresas 

desestimadas 


Fuente: CEMIPyC, 2018. 

8.I.I. Aspectos generales de la enajenación de empresas públicas 

En el presente acápite se presenta, primero, la descripción y el anáüsis de 12 empresas de 
Cordecruz (siete empresas productivas que fueron vendidas, cuatro cerradas y una trans¬ 
ferida); luego, la descripción y el anáHsis de las cinco empresas municipales (que fueron 
cerradas en su totalidad). 


1 Transferencia 

n 


[ Contínuidad 



8.1.i.i. Ingenio Azucarero Guabirá 

El Ingenio Azucarero Guabirá (lAG) fue instalado en 1956, en el municipio de Montero, pro¬ 
víncia Santistevan del departamento de Santa Cruz. Fue uno de los proyectos agroindustriales 
implementados en el marco del Plan Bohan (1941), con recursos del crédito del Banco de Ex- 
portaciones e Importación de Estados Unidos (Eximbank) asumido por la CBF, destinados a la 
construcción de carreteras y al establecimiento de una o más plantas azucareras en Bobvia. 

El ingenio original, adquirido de la firma francesa Compagnie de Fives-LiUe, contaba 
con una fábrica de azúcar que incluía refinería, destilería de alcohol, laboratorio, maes- 
tranza, fuerza motriz y otros. (DS 3312 y DS 3313, 20/02/1953; DS 3445, 24/07/1953 y 
DS 3459,27/7/53). Su misión era la producción y comercialización de azúcar y alcoholes 
elaborados de la melaza de cana. 
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La capacidad instalada en el ingenio original, en 1956, era de 1.000 toneladas mé¬ 
tricas de cana por día (TMCD). En 1961, la capacidad instalada se expandió a 1.500 
TMCD y a 2.600 TMCD en 1971. En 1975 se Uegó a procesar un total de 524.000 TM 
de cana y a producir 1.080.000 qq de azúcar. Ese mismo ano se instalo una segunda 
Hnea de moHenda que incremento la capacidad de producción dei ingenio a 5.500 
TMCD (Price Waterhouse, 1992). 

Pero la producción de lAG bajó ostensiblemente después de 1976, y esto no mejo- 
ró con el advenimiento de los gobiernos neoHberales. En 1987 apenas logró procesar 
304.200 TM de cana y producir no más de 559.000 qq de azúcar, alrededor dei 35% de los 
volúmenes alcanzados en su afio pico. Desde 1988 vuelve a incrementar su producción; 
la capacidad efectiva de moHenda para 1992 era de 825.000 TM de cana por zafra. 

Las actividades principales de lAG eran procesar cana de azúcar cultivada por 1.250 
agricultores caneros independientes y producir azúcar blanca semi-refinada, además de 
almacenar y comerciaHzar azúcar producida en participación con los caneros. También 
aprovechaba la melaza como subproducto, produciendo alcoholes potables e industriales 
comerciaHzados dentro y fuera dei país. La capacidad de esa producción dependia de 
la capacidad de moHenda dei ingenio, pudiendo producir más de 9.000.000 de Htros de 
alcohol por ano^^^ (Price Waterhouse, 1992). 

La industria también tenía instaladas dos pequenas fábricas que operaban a partir de 
los subproductos de la cana; una de ron y vodka, y otra de aHmentos balanceados para 
ganado bovino. El objetivo era ampHar el mercado de producción, pero ambas presenta- 
ban dificultades de comerciaHzación. 

El Ingenio no contaba con plantaciones de cana propias, por lo que era el único de los 
cuatro ingenios crucenos que dependia de los caneros independientes para la provisión 
de matéria prima. Desde la zafra de 1990 había implementado un sistema de producción 
compartida con los caneros, por el cual los caneros le pagaban el servido de procesa- 
miento dei 41,2% dei azúcar producido. 

Entre 1989 y 1991, lAG otorgaba créditos a los caneros desde $us 3.500.000 a $us 
8.100.000 para incentivar la producción de cana. Asimismo, en el marco de sus funciones 
sociales, brindaba servicios de apoyo a la comunidad, administraba una escuela para los 
ninos de los trabajadores y financiaba obras cívicas (en 1991 gastó aproximadamente 
Bs2,5 miUones, o $us 700.000 en obras púbHcas), según acuerdo con Cordecruz. 

En 1985, por efecto dei DS 21060, la CBF fue disuelta y el Ingenio fue transferido a 
Cordecruz (DS 21060, 29/08/1985, art. 118, inc. a, y 119, inc. b). Seis anos después co- 
menzó el proceso de privatización. El Decreto Supremo 22836, de 14 de junio de 1991, 
enHstó al Ingenio Guabirá entre las 60 empresas de las Cordes a ser privatizadas. 

En esa Hnea, el 6 de marzo de 1992, el ministro de Planeamiento y Coordinación y 
presidente de la CEEP, Samuel Doria Medina, contrató los servicios dei consorcio con¬ 
sultor Price Waterhouse (OGS) y Socimer International para la reaHzación de estúdios 

532 lAG contó con una destilería desde su instalación inicial en 1956, y en 1977 fue instalada una destilería nueva con una 

capacidad de 50.000 litros por día. 
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y asesoramiento en la privatización del Ingenio, trabajo que fue supervisado por Elvira 
Lupo de Velarde a nombre de la CEER Price Waterhouse se hizo cargo de la primera 
fase relativa a la evaluación técnica, financiera y legal del Ingenio Guabirá, y Socimer In¬ 
ternacional se hizo cargo de la segunda fase asesorando al Ministério de Planeamiento en 
la ejecución de la privatización del Ingenio. 

Como estratégia de privatización, Price Waterhouse planteó cuatro alternativas; 

a) La venta de activos del Ingenio en bloque, tal como un negocio en marcha. 

b) La venta de acciones en una sociedad anónima que se formaria con los activos y pasivos 
del Ingenio. 

c) Alquilar el derecho de operar y de usufructo del Ingenio a un contratista privado. 

d) Vender los activos del Ingenio por Hquidación (SIBL, 1993: 2). 

El gobierno descartó la alternativa de vender los activos como empresa en marcha a un 
inversionista privado mediante licitación pública. Pero, considerando las alternativas plan- 
teadas por la consultora, se optó tanto vender activos en bloque como vender acciones en 
una nueva sociedad, lo que finalmente se tradujo en la transferencia del Ingenio al sector 
privado a través de la conformación previa de una sociedad de economia mixta (SAM) entre 
Cordecruz, los trabajadores y los proveedores de cana del Ingenio (SIBL, 1993). 

El 2 de febrero de 1993, el Directorio de Cordecruz autorizó la constitución de la 
SAM entre Cordecruz, los trabajadores y los proveedores de cana (Cordecruz, Res. 
2/02/1993), decisión ratificada por ese mismo Directorio mediante las resoluciones emi¬ 
tidas el 21 de abril y el 20 de mayo de 1993. 

La CEEP aprobó la constitución de Ingenio Azucarero Guabirá SAM (lAG SAM), 
mediante Resolución del 11 de mayo de 1993 y recomendó al Coneplan la aprobación 
de esa conformación, además de otorgar un tratamiento preferencial a los trabajado¬ 
res que adquirieran acciones en lAG SAM; por ejemplo, la rebaja del 25% del valor 
de las acciones, beneficio adicional al “bono extralegal” que el Gobierno reconocía 
a los trabajadores de empresas a ser privatizadas. Coneplan aprobó esta estratégia 
mediante la Resolución 056/93 del 26 de mayo de 1993. Respecto del capital de la 
nueva SAM, Socimer reporta lo siguiente: 

El capital autorizado es de 20.260.563,28 dólares americanos. El capital suscrito de la Sociedad 

es de 10.130.281,69 dólares americanos, dividido en 431.550 acciones de un valor nominal de 

100 bolivianos cada una (23,46 dólares americanos) (SIBL, 1993: 13). 

El 24 de junio de 1993, el gabinete de Jaime Paz Zamora autorizó la formación de 
lAG SAM mediante Decreto Supremo 23536, 24/06/1993, que establecía; 

Artículo 1 . Autorízase la formación de una sociedad de economia mixta, en base a activos fijos 

del actual Ingenio Azucarero Guabirá, con la participación del Estado boliviano a través de la 

Corporación Regional de DesarroUo de Santa Cruz (Cordecruz), en una proporción del noventa 
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y nueve punto nueve por ciento (99.9%), la Union Industrial Canera SA (UNICA SA), que agru¬ 
pa a los productores de cana proveedores dei Ingenio Azucarero Guabirá, con una participación 
dei cero punto cero cinco por ciento (0.05%) y la Asociación Accidental de los trabajadores dei 
Ingenio Azucarero Guabirá ... en cero punto cero cinco por ciento (0.05%). 

El aporte estatal fue de $us 10.120.000 (DS 23536, 24/06/1993, art. 3), que equivalia 
al 99,90% dei paquete accionario. 

El mismo DS 23536 autoriza a Cordecruz transferir el 39.95% de las acciones en favor de 
los productores de cana y otro 39,95% de las acciones en favor de los trabajadores, debiendo 
quedar la estructura societária compuesta por Cordecruz con el 20%, UNICA SA con el 40% 
y la Asociación Accidental de los Trabajadores dei Ingenio con el 40% (art. 4). 

La transferencia anteriormente mencionada se la efectúa por el valor nominal de las acciones. 
Los trabajadores cancelarán el monto de $us 4.047.047,54 de la siguiente manera: la suma 
de $us 3.000.000 será cancelado directamente por el Gobierno a Cordecruz y corresponde 
al bono de privatización [o bonos extralegales] que recibe cada trabajador y a una rebaja dei 
25% sobre las acciones adquiridas, factibiüdad acordada por el Coneplan a los trabajadores. 
El saldo de 1.047.047,54 será cancelado por los trabajadores de las utilidades obtenidas por su 
participación accionaria en la SAM y en un plazo de 5 anos... 

(Por su parte) Los productores caneros cancelarán el mismo monto total que los trabajadores 
de la siguiente manera: la suma de 1.000.000 dólares americanos a la promulgadón dei Decre¬ 
to Supremo que autoriza la formación de la SAM. Posterior mente al endoso de las acciones 
por parte de Cordecruz, cancelarán la suma de 2.000.000 dólares americanos. El saldo de 
1.047.047,54 dólares americanos será cancelado al 30 de noviembre de 1996, con una tasa de 
interés anual de libor más el 2% (SIBL, 1993: 13-14). 

Por tanto, los trabajadores adquieren el 39,95% de las acciones por un monto de $us 
4.047.047,54, y de igual manera los productores de cana, totalizando la suma de $us 
8.094.095,08, equivalente al 80% dei capital suscrito que era de $us 10.130.281,69, por lo que 
la nueva composición accionaria de la SAM quedó constituida de la siguiente manera: 


• Cordecruz 

• Productores caneros 

• Trabajadores 


20 % 

40% 

40% 


El DS 23536 determina también que al 30 de junio de 1996 (vale decir, tres anos 
después de la constitución), Cordecruz debía transferir el total de sus acciones a sus 
socios privados, para constituir una sociedad anónima privada, es decir, el restante 20% 
de Cordecruz, que equivalia a $us 2.036.186,61, debía ser transferido a los privados de la 
sociedad. Sin embargo, no se tiene documentación que acredité a quién o a quiénes fue 
transferido ese 20%. La consultora Socimer afirmaba en juHo de 1993 —tres anos antes 
dei 30 de junio de 1996— que “El capital suscrito ha sido totalmente pagado”. Vale recor¬ 
dar que el capital suscrito era de $us 10.130.281,69. 
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Los proveedores de cana que participaban de esta sociedad eran 700, y los trabajado- 
res, 917: 384 permanentes y 533 eventuales (SIBL, 1993). 

Finalmente, según el estúdio encargado por Usaid en 1986, y realizado por Robert 
Bond e Ismael Benavides (1986), el monto de las inversiones estatales para implementar 
el Ingenio Guabirá habría oscilado entre $us 30.000.000 y $us 40.000.000. 

El consorcio Price Waterhouse OGS-Socimer, encargado de la evaluación y asesora- 
miento para la enajenación de lAG, valuó los activos de la empresa en $us 10.120.000. 

Los productores de cana y los trabajadores habrían pagado la suma de $us 10.130.281,69, 
aunque no existe constância del pago por el 20% restante ($us 2,036,186.61). 

El honorário fijo pagado por este trabajo y por elaborar la estratégia de privatización 
del lAG fue de $us 204.034,14; esto es, la mitad del monto total pagado por la valuación 
de dos ingenios azucareros (Ingenio Azucarero Guabirá e Industrias Agrícolas Bermejo), 
que alcanzó la suma de $us 408.068,27. Concluído el proceso de transferencia de lAG 
al sector privado, se pagó a Saxxon Capital el honorário incentivo de $us 15.365, por el 
trabajo de conformación de la SAM (UEREP, 1993a). Además, se cancelaron $us 22.378 
al Centro de Estúdios y Proyectos por servidos de consultoria. 

Por concepto de “bonos extralegales”, el Estado financio $us 3.000.000 en favor de 
los trabajadores (DS 23536 de 24 de junio de 1993, art. 5), lo que les permitió adquirir 
acciones en el lAG SAM. 

El cálculo del perjuicio económico es el siguiente: 


f ^ b 

Perjuicio económico por la privatización = (Valor de activos de la empresa - Precio de venta) + Gastos de consultoria 

+ Bonos extralegales 

f X 

PEP = (10.120.000,00 -10.130.281,69) + 204.034,14 + 3.000.000,00 = 3.204.034,14 

V_ J 

Por tanto, el perjuicio económico por la enajenación del Ingenio Azucarero Guabirá 
fue de $us 3.204.034,14. 

8.1.1.2. Cabana Lechera Todos Santos Paz (Caletsa) 

La Cabana Lechera Todos Santos Paz (Caletsa) inició sus actividades el 30 de noviembre de 
1973. Para 1993, tenía 734 cabezas de ganado, 690 hectáreas de pastos cultivados, y contaba 
con 22 trabajadores permanentes y tres eventuales (Coopers & Lybrand y otros, 1993). 

El 21 de febrero de 1992, Samuel Doria Medina, ministro de Planeamiento y 
Coordinación y presidente de la CEEP, contrató al consorcio formado por las con¬ 
sultoras Coopers & Lybrand, Harteneck López y Cia., y Chemonics para la valuación 
técnico-financiera y el diseno de la estratégia de privatización de nueve empresas 
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denominadas “Productoras de Carnes y Alimentos Balanceados’V^^ entre las que es- 
taba Caletsa. El monto total pagado por esta consultoria fue de $us 194.077,60; por 
la valuación de Caletsa, le correspondia la suma de $us 21.564,18, la novena parte dei 
monto total. 

El 11 de diciembre de 1992, el Directorio de Cordecruz autorizo la privatización de 
Caletsa. La CEEP refrendó la decisión determinando que la venta se hiciera mediante su¬ 
basta pública de los activos, en el estado en que se encuentren (CEEP, Res. 15/12/1992); 
decisión que la CEEP reitera en su Resolución dei 19 de enero de 1993. 

En cumpHmiento de la Resolución 06/93 dei Coneplan, dei 3 de febrero de 1993, el 
5 de febrero de 1993 se reaHzó la subasta de los activos de Caletsa, sobre la base de $us 
950.000. Sin embargo, fue declarada desierta debido a que no se presentaron ofertas. 

Conforme a una nueva autorización dei Directorio de Cordecruz para la trans¬ 
ferencia de sus empresas al sector privado (Cordecruz, Res., 23/03/1993 a), el 5 de 
mayo de 1993, Coneplan determinó la realización de una segunda subasta pública 
para el 7 de mayo de 1993, con una base minima de $us 807.500. El total de los 
activos a subastarse seria adjudicado en favor de la persona natural o juridica que 
presentase la oferta más alta y conveniente a los intereses dei Estado y la región (Co¬ 
neplan, Res. 39/93 b).^^^ 

Tal como se programó, el 7 de mayo de 1993 se reaHzó la subasta púbHca, a cargo dei 
martiUero Sérgio Alejandro Mostajo Sotelo (de la firma Trust Services SRL), con el pre- 
cio base de $us 807.500 y adjudicándola por ese monto al único proponente; la sociedad 
accidental de Miguel Angel Antelo de BarneviUe y Carlos GuiUermo Dibós Vargas Prada, 
representada por este último. 

Cabe apuntar que Cordecruz pagó un honorário incentivo a la empresa consultora 
Coopers and Lybrand por trabajos vinculados a la venta de activos de Caletsa, Albapor y 
otros (Cordecruz, Actal3/93 b), En el caso de CALETSA el honorário incentivo pagado 
fue de $us. 20.174,78 equivalente al 2,5% dei monto adjudicado de venta que fue de $us. 
806.991,00, conforme establece el contrato de servidos de consultoria.. Asimismo, se 
tenia previsto el pago de bonos extralegales de $us 2.000 a 23 trabajadores, dicho pago se 
hizo efectivo en el caso de 20 trabajadores, bajo el denominativo de “bono de reconoci- 
miento por apoyo a la privatización”,^^'" totaHzando la suma de $us 40.000. 

La inversión estatal en Caletsa fue estimada en $us 3.000.000 (Bond y Benavides, 
1986). El consorcio contratado para la valuación técnico-financiera asignó la suma de $us 
1.053.000 como precio referencial a los activos y al hato ganadero de la empresa (Coopers 

533 Las nueve empresas “Productoras de Carnes y Alimentos Balanceados” evaluadas por el consorcio fueron Cabana 
Lechera Todos Santos Paz (Caletsa), Albapor, Alimentos Balanceados Tarija (Albat), Industrias Avícolas de Tarija 
(lAT), Cabana Lechera Todos Santos Hirtner, Cabanas Bovinas dei Beni (Cabobe), Hacienda Ganadera Santa Martha, 
Truchas Piusilla y Planta de Pollos BB. 

534 De aqui en más, se calcula por prorrateo el monto correspondiente a la valuación de cada empresa, a fin de calcular 
los gastos de privatización en cada caso particular. 

535 La Resolución 39/93 fue firmada por Samuel Doria Medina, presidente alterno Coneplan; Flavio Escóbar, Secretario 
Técnico Coneplan. 

536 Constan entre los pagos realizados en juHo de 1993, según los comprobantes de egreso, bajo la partida de fondos en custodia. 
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& Lybrand y otros, 1993). Sin embargo, el precio de venta fue menor al monto de la adju- 
dicación debido a un nuevo ajuste realizado conforme a los términos previstos en el Pliego 
de condiciones. El contrato de compraventa fue suscrito el 22 de julio de 1993 por la suma 
de $us 806.991.^^^ El pago de impuestos de transferencia estuvo a cargo del Estado. 

El cálculo del perjuicio económico es el siguiente; 


c ^ ^ 

Perjuicio económico por ia privatización = (Precio referenciai segunda subasta - Precio de venta) + Gastos de 

consuitoría + Bonos extraiegaies 


f 


A 


PEP = (807.500,00 - 806.991,00) + 41.738,96+ 40.000,00 = 82.247,96 


V 


J 


Por tanto, el perjuicio económico por la enajenación de la Cabana Lechera Santos Paz 
fue de $us 82.247,96. 

8.1.1.3. Fábrica de Alimentos Balanceados Portachuelo (Albapor) 

La región de Portachuelo es una zona agrícola y ganadera por excelencia. Se cultiva arroz, 
cana de azúcar, maíz, soya, frejol y otros, en menor escala. Se produce, además, carne de 
ganado bovino sobre pasturas cultivadas artificialmente o en campos naturales. Desde 1977 
se desarroUa la producción avícola, la lechería, y la crianza de cerdos y patos, en condiciones 
intensivas. En la región existen numerosos ingenios arroceros y otras agroindústrias. 

A inicios de los anos 70, el Comité de Obras Públicas de Santa Cruz, encargado de 
coordinar las inversiones en el desarroUo de ese departamento antes de la existência de 
Cordecruz, encomendó a la firma argentina Consultores del Plata-Ecotec Consultores la 
reahzación de estúdios de factibilidad de 10 proyectos agro-industriales, entre los cuales 
se encontraba la Planta de Alimentos Balanceados de Portachuelo (ToneUi, 1973).^^® 

La empresa fue instalada en 1976 con un crédito de $us 992.000 otorgado por 
el Banco Central de Bolivia (DS 14155, 29/11/1976). En 1977, el Comité de Obras 
Públicas de Santa Cruz fue autorizado a administrar Albapor y facultado para or¬ 
ganizar y constituir una empresa de economia mixta para la operación de la planta 
(DS 14443, 25/03/1977). Ese ano comenzó la producción de alimentos balancea¬ 
dos para la producción avícola de parrilleros y ponedoras, también para porcinos, 
equinos y ganado lechero. 


537 El contrato fue firmado por Samuel Doria Medina, ministro de Planeamiento y Coordinación; Ramón Prada Vaca 
Diez, presidente Cordecruz, y Carlos GuiUermo Dibós Vargas Prada. 

538 La consultora argentina inicio la elaboración de los estúdios de factibilidad de 10 proyectos el 1 de junio de 1972 
y entregados terminados en junio de 1973. Esos proyectos eran la Planta Clasificadora de SemiUas en Santiago de 
Chiquitos, la Planta Industriaüzadora de Hortaüzas en Comarapa, el MoHno de Maíz-Planta de Harina Gelatinizada en 
Mairana, el Centro Regional de Acopio de Grano en Mairana, la Planta de Empaque de Frutas Tropicales en Warnes, 
la Planta de Aceite de Maní en San Ignacio de Velasco, la Planta de Aceite de cusi (Babasú) en Ascensión de Guarayos, 
la Planta Enlatadora de Pina y Palmito cuya locacüzación no se había determinado, la Planta Elaboradora de Queso 
en San Javier y la Planta de Alimentos Balanceados en Portachuelo. 
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El 20 de abril de 1981, Cordecruz fue facultada para constituir Albapor SAM con un ca¬ 
pital autorizado de $b44.000.000 y un capital suscrito y pagado de $b22.000.000, dividido en 
acciones de $bl.000 cada una. El contrato de su constitución social fue aprobado, así como 
sus estatutos y las condiciones en las que Cordecruz debía transferir el 10% dei activo fijo de la 
planta industrial en favor de la Asociación Departamental de Avicultores (ADA) y avicultores 
independientes (DS 18192,20/04/1981). Sin embargo, pese a contar con la autorización para 
constituirse en SAM, la sociedad no fue concretada y Albapor permaneció registrada como 
bien público en la Contraloría General de la República (Comtrain, 1988). 

La planta estaba ubicada en la ciudad de Portachuelo, provinda Sara, a 71 km de Santa 
Cruz de la Sierra, dentro dei área urbana dei pueblo (a ocho cuadras de la plaza), sobre el 
lado este de la carretera Guabirá-Yapacaní, bacia el norte. La superfície total dei terreno 
era de 16.398 m2. Contaba, además, con un inmueble de 1551m2 para oficinas, ubicado 
en Santa Cruz, y dos terrenos: uno en Piratininga (zona oeste de Portachuelo, de 3 ha y 
707 m2) y otro, cerca dei km 6 al Norte. 

Respecto a la situación económica de Albapor, es importante apuntar que en 1988 el 
valor total de sus activos revalorizados era de $us 1.100.000 (Comtrain, 1988) y las inversio- 
nes dei Estado en esta empresa alcanzaron los $us 1.300.000 (Bond y Benavides, 1986). 

La capacidad efectiva de Albapor era dei 92%; producía 22.000 TM/ ano, frente a las 
24.000 TM/ ano de su capacidad instalada. 

Para 1988, el personal había sido reducido de 68 a 59 trabajadores: 14 en la admi- 
nistración y 45 en la producción; sin embargo, se consideraba como un nivel óptimo de 
reducción Uegar a 45 o 47 personas (Comtrain, 1988). 

El proceso de enajenación de Albapor comienza con su inclusión en la ksta de las 60 
empresas, dependientes de las Cordes, que el gobierno de Jaime Paz Zamora decidió pri- 
vatizar (DS 22836,14/06/1991). El 21 de febrero de 1992, el ministro de Planeamiento y 
Coordinación, y presidente de la CEEP, Samuel Doria Medina, contrató al consorcio de 
las consultoras Coopers & Lybrand, Harteneck López y Cia., y Chemonics para realizar 
la valuación técnico-fínanciera y disenar la estratégia de privatización para nueve empre¬ 
sas cárnicas y de alimentos balanceados, entre las que estaba Albapor. El costo de estos 
servidos fue de $us 21.564,18; monto que es la novena parte dei total de $us 194.077,60 
erogados por la valuación de las nueve empresas referidas. 

De acuerdo al informe elaborado por Coopers & Lybrand, miembro dei consorcio a 
cargo de la evaluación de la empresa, el Directorio de Cordecruz resolvió, el 6 de octubre 
de 1992, aprobar la kquidación por lotes de la planta de Albapor y la incorporación dei 
presidente de Cordecruz a la CEEP Además, facultó a esta autoridad iniciar gestiones 
para obtener un crédito puente de $us 25.000 destinado al pago de benefícios sociales de 
los trabajadores de Albapor, que seria reembolsado con recursos provenientes de la venta 
de los activos de la empresa (Cordecruz, Res. 6/10/1992). 

El 15 de octubre de 1992, como efecto de la decisión dei Consejo de Administración 
aprobada el 30 de junio de 1992 (Cordecruz, 30/06/1992 a, en: Testimonio 582/93), 
Albapor cerró operaciones (Chirinos, s. f). Ese cierre generó el deterioro de activos. 
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expuestos a la corrosión por falta de mantenimiento básico, al igual que el tinglado y el 
interior de los silos que presentaban senales de humedad (UEREP, 1993). 

En octubre de 1992, el informe presentado por el consorcio determino un avalúo téc¬ 
nico de $us 664.070. Posterior mente, algunos ítems de la planta industrial fueron sujetos 
a una tasa de castigo del 50%, por lo que el valor referencial de üquidación de los activos 
quedó establecido en $us 488.910, sin impuestos, y $us 512.808, con impuestos (Coopers 
& Lybrand y otros, 1992). 


Cuadro 218. Resumen de avalúos de los activos de Albapor ($us) 


Lote 

Descripción 

Avalúo técnico 

Valor referencial asignado 
sin impuestos con impuestos 

1 

Planta industrial 

449.120 

273.960 

293.129 

2 

Terreno Piratininga 

90.300 

90.300 

92.142 

3 

Oficinas Santa Cruz 

113.050 

113.050 

115.700 

4 

Terreno km 6 al Norte 

11.600 

11.600 

11.837 

Total general i 

664.070 

488.910 

512.808 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Informe "E"Versión Final, Coopers & Lybrand y otros, 1992. 


Entre el 29 de octubre y el 12 de diciembre de 1992, el PNUD/OSP, en nombre y por 
cuenta de la CEEP y Cordecruz, publico la invitación para la presentación de ofertas en 
la Licitación Pública OSP/BOL/520/708. Los activos fueron ofertados en cuatro lotes, 
descritos en el cuadro siguiente. Se admitían ofertas por la totaüdad de los lotes o por 
alguno de eUos solamente; 


Cuadro 219. Activos de Albapor ofertados por lotes en 1992 


Lote 

Descripción de los lotes 

Precio de referencia 

1 

Planta de fabricación de alimentos balanceados: 

Terreno 

Construccionesymejoras 

Silos 

Equipamientoy vehículos 

273.960 

2 

Terreno Piratininga (colindante): 

Terreno (construcciones y mejoras) 

Equipamientos 

90.300 

3 

Inmueble de oficinas y depósitos en la ciudad de Santa Cruz: 

Terreno 

Construccionesymejoras 

Equipamientos 

113.050 

4 

Terreno próximo al km 6 al Norte: 

Terreno 

Mejoras y pastos 

11.600 

Total 

1 

488.910 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en el documento de invitación a Licitación Pública OSP/BOL/520/708, La Razón, 12/12/1992; e Informe C-Versión 
Final Valuación Económica, 1992. 
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El acto de apertura dei sobre “A” tuvo lugar el 14 de diciembre de 1992 y el dei 
sobre “B”, el 16 de diciembre de 1992. El 12 de enero de 1993, el Directorio de Cor- 
decruz, con base en las ofertas recibidas y la recomendación dei PNUD/OSP, apro- 
bó la venta de dos lotes (Cordecruz, Res. 12/01/1993); el lote 1 (planta industrial) a 
la Sociedad Avícola Industrial (SAIN SRL), por $us 321.000; y el lote 3 (oficinas de 
comercialización en Santa Cruz) al canal 13 Crucena de Televisión, por $us 147.345. 
Al mismo tiempo, declaro desiertas las propuestas y la licitación para el lote 2 (terre¬ 
no de Piratininga) y el lote 4 (terreno dei km 6 al Norte). 

El 19 de enero de 1993, la CEEP aprobó las preadjudicaciones de los lotes 1 y 3 
y la declaratoria de licitación desierta para los lotes 2 y 4, recomendando a Coneplan 
la aprobación de estas acciones (CEEP, Res. 08/93 a).^^® Coneplan procedió según 
lo recomendado: el 3 de febrero de 1993, aprobó la transferencia de dos lotes y 
declaró desierta la licitación de los otros dos lotes. El 9 de marzo de 1993, la venta 
de los lotes 1 y 3 fue aprobada por Jaime Paz Zamora y su gabinete mediante el 
Decreto Supremo 23416. 

La venta dei lote 3 se concretó el 1 de abril de 1993 con el pago dei total, efectuado por 
Canal 13 Crucena de Televisión, el contrato de compraventa fue firmado el 6 de abril de 
1993; sin embargo, la venta dei lote 1 no se concretó porque la adjudicataria SAIN SRL 
no realizó el pago correspondiente (este lote volvió a ofertarse públicamente en 1995). 

El 23 de marzo de 1993, el Directorio de Cordecruz autorizó la venta de los lotes 2 
y 4 mediante subasta pública (Albapor, 1992). La invitación a la Subasta Pública OSP/ 
BOL/520/708-1 fue publicada entre el 25 de abril y 2 de mayo de 1993 en vários médios 
de circulación nacional. Los precios base eran de $us 65.800, para el lote 2, y $us 5.000, 
para el lote 4 (Cordecruz, Acta 07/93 d). 

El 4 de mayo de 1993, la CEEP aprobó la estratégia de subasta pública para la 
venta de los lotes 2 y 4 de Albapor (CEEP, Res. 18/93 b), decisión refrendada por 
el Coneplan el 5 de mayo de 1993. La subasta debía efectuarse el 7 de mayo consi¬ 
derando las bases mínimas aprobadas. Coneplan también aprobó la adjudicación dei 
total de los activos a subastarse en favor de la persona natural o empresa legalmente 
constituída que presentara la oferta más alta y conveniente para los intereses dei Es¬ 
tado (Coneplan, Res. 40/93 b).^'^'* 

La subasta de los lotes 2 y 4 se realizó el 7 de mayo de 1993 y estuvo a cargo dei 
martiUero Sérgio Alejandro Mostajo. No hubo postor para el lote 2 (terreno Piratininga), 
pero se presentaron seis postores para el lote 4 (terreno km 6 al Norte) que fue subastado 
sobre la base de $us 5.000 y Uegó hasta $us 13.000, oferta realizada por Juan Carlos Zurita 
Vera. El contrato de compraventa fue suscrito el 15 de junio de 1993, fecha en la que 
también se realizó la entrega formal de las instalaciones (Albapor, 1992). 


539 La resolución fue firmada por Samuel Doria Medina, presidente de la CEEP; Pablo Zegarra y Fernando Campero P, 
ministros miembros de la CEEP; Flavio Escóbar li., secretario técnico de la CEEP y Ramón Prada, presidente de Cordecruz. 

540 Esta resolución fue suscrita por Samuel Doria Medina, presidente alterno de Coneplan, y Flavio Escóbar, secretario 
técnico de Coneplan. 
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El gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada reinicio la privatización de las empresas de 
las Cordes, a través de Codena, cuya Resolución 002/95 del 25 de abril de 1995 autorizaba al 
Ministério de Capitalización privatizar 47 empresas, entre eUas, Albapor con sus lotes 1 y 2: 

Albapor fue licitada en cuatro lotes en el ano 1993, habiéndose adjudicado 2 lotes y los otros 
2 fueron declarados desiertos, debido al incumpliniiento del postor en la firma del contrato y 
el pago del precio ofertado. Se cobraron las garantias presentadas. En consideración a dicho 
antecedente se sugiere, como estratégia, la venta de los lotes (Planta y terreno de Piratininga) 
mediante subasta pública en la ciudad de Santa Cruz. (Codena, Res. 002/95) 

En ese marco, el Directorio de Cordecruz autorizo la transferencia de todas sus uni¬ 
dades económicas a personas privadas jurídicas o naturales (Cordecruz, Res. 13/95). Para 
determinar los valores de referencia para la venta de activos de Albapor se contrató como 
consultor a Gary ViUegas por un monto de $us 3.400 (FNDR-ViUegas, 26/05/1995). 

El 7 de junio de 1995, el Ministério de Capitalización aprobó los planes específicos 
y pHegos de condiciones para la venta de 13 empresas. Albapor estaba incluida con sus 
lotes 1 y 2 (Min. de Capitalización, Res. 025/95) 

El 2 de agosto de 1995 se reaHzó la subasta pública de los lotes 1 y 2 de Albapor, a 
cargo del martülero Sérgio Alejandro Mostajo Sotelo. Para el lote 1 (planta industrial), 
cuyo precio base era de $us 115.040, hubo tres proponentes habilitados. La adjudicación 
se efectuó por $us 139.000, oferta realizada por José Luis Aguilera TarradeUes (Albapor, 
1995). El contrato de compraventa fue suscrito el 25 de agosto de 1995 y protocoliza¬ 
do el 28 de septiembre de 1995 en el Testimonio 830/95. 

Para el lote 2 (terreno Piratininga), sobre el precio base de $us 29.261, estaba habilita¬ 
do un solo proponente, a quien fue adjudicado por $us 29.300. La firma del contrato de 
compraventa se Uevó a cabo el 28 de agosto de 1995 y este documento fue protocoli¬ 
zado el 28 de septiembre de 1995 en el Testimonio 833/95. 

Algunos datos económicos a considerar en la enajenación de esta empresa: se calcula 
que las inversiones del Estado en esta empresa alcanzaron los $us 1.300.000 (Bond y 
Benavides, 1986). 

Los activos de la empresa se vendieron por lotes: el primer lote en ser vendido fue el 
lote 3, en la suma de $us 147.345; el contrato de compra venta fue suscrito el 6 de abril 
de 1993. El lote 4 fue vendido en la suma de $us 13.000; el contrato de compra venta 
fue suscrito el 15 de junio de 1993. El lote 1 fue vendido en la suma de $us 139.000; el 
contrato de compra venta fue suscrito el 25 de agosto de 1995. El lote 2 fue vendido en 


541 La minuta del contrato fue firmada por Alfonso RevoUo Thenier, ministro de Capitalización; Fernando Amelunge, 
presidente de Cordecruz; Ronald Parada Gil, gerente general de Cordecruz; José Luis Aguilera TarradeUes, 
adjudicatario; Rolando Chavarría Pacheco, abogado y jefe a.i. de la Oficinal Legal de Cordecruz; Yuri Luis Tirado 
ViUarroel, abogado; e Ives PadiUa B., fiscal de Distrito. 

542 La minuta del contrato fue firmada por Alfonso RevoUo Thenier, ministro de Capitalización; Fernando Amelunge, 
presidente de Cordecruz; Ronald Parada GU, gerente general de Cordecruz; Rubén Darío Antelo Ribera, adjudicatario; 
Rolando Chavarría Pacheco, abogado y jefe a. i. de Oficina Legal Cordecruz; Yuri Luis Tirado ViUarroel, abogado; Ives 
PadiUa B., fiscal de Distrito. 



Neoliberalismo: enajenación de empresas públicas y recursos naturales, 1985-2005. T. 2 


687 


la suma de $us 29.300; el contrato de compra venta fue suscrito el 28 de agosto de 1995. 
Dos lotes fueron vendidos en la gestión de Jaime Paz (1989-1993) y dos lotes en la ges- 
tión de Gonzalo Sánchez de Lozada (1993-1997). 

La valuación que hiciera la consultora Coopers & Lybrand y los precios de venta en 
los que fueron adjudicados los lotes de Albapor se presentan en el siguiente cuadro; 


Cuadro 220. Comparación dei avalúo técnico, valores referenciales y precio de venta de Albapor ($us) 


Lote 

Descripción de los 

Avalúo técnico 

Valor referencial 

Precio base de 

Precio base de 

Precio de 

lotes 

(1992) 

Licitación Pública (1992) 

subasta (1993) 

subasta (1995) 

venta 

1 

Planta industrial 

449.120 

273.960 


115.040 

139.000 

2 

Terreno Piratininga 

90.300 

90.300 

65.800 

29.261 

29.300 

3 

Oficinas y depósitos en la 
ciudad de Santa Cruz 

113.050 

113.050 



147.345 

4 

Terreno km 6 al Norte 

11.600 

11.600 

5.000 


13.000 

Totales 

664.070 

488.910 



328.645 


*No se presentan totales de los precios base de subasta de 1993 y 1995 pues no contemplan los cuatro lotes de los activos de Albapor. 
Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en lnforme"E"Versión Final, Coopers & Lybrand, 1992; DS 23416 y contratos de compra venta. 


El Estado boliviano gastó en la privatización de Albapor, por concepto de consulto¬ 
rias, la siguiente suma; 


Cuadro 221. Gastos de consultoria de Albapor 

Concepto 

Monto ($us) 

Coopers & Lybrand, Harteneck López y Cia. Chemonics 

21.564,18 

GaryVillegas 

3.400,00 

Pago success fee 1993* 

3.683,63 

Total 

28.647,81 


*Pago realizado por la venta dei lote 3. 

Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en contratos de consultoria. 


De acuerdo al contrato suscrito en 1992 entre Samuel Doria Medina, ministro de 
Planeamiento y Coordinación, y el consorcio consultor Coopers & Lybrand, Harteneck 
López y Cia. Chemonics, debia pagarse un honorário de êxito por la venta de los activos 
de Albapor (conocido también como success fee), equivalente al 2,5% dei precio bruto de 
venta. De modo que, en el caso dei lote 3 vendido a la empresa Canal 13 Crucena de 
Televisión en $us 147.345,00, Cordecruz pagó como honorário de êxito la suma de $us 
3.683,63 al consorcio, monto proveniente dei propio precio de venta. 

Por los servidos de martiUero, fueron cancelados a la Empresa Trust Services SRL la 
suma de $us. 3.439,64, que correspondeu al contrato original y las respectivas adendas. 

Por concepto de “bonos extralegales” se pagó a los trabajadores, a tiempo de cerrar la 
empresa (octubre de 1992), la suma de $us 48.000. 
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El cálculo del perjuicio económico es el siguiente; 

í ^ ^ ^ 

Perjuicio económico por ia privatización = (Úitimos precios referenciaies de venta y de subasta - Precios de venta) + 

Gastos de consuitoría 

V___ J 


f ^ 

PEP = {262.351,00 - 328.645,00) + 32.087,45 + 48.000,00 = 13.793,45 

V_^^_ J 


Por tanto, el perjuicio económico por la enajenación de la empresa Alimentos Balan¬ 
ceados Portachuelo fue de $us 13.793,45. 

Además, se debe tomar en cuenta que el 20 de julio de 1995, el Directorio de Corde- 
cruz autorizó la subrogación de la deuda tributaria de Albapor que ascendia a Bsl .508.645, 
equivalentes a $us 306.635 (al cambio de Bs4,92 por cada dólar). 

8.1.1.4. Planta Industrializadora de Leche Santa Cruz (PIL Santa Cruz) 

En, 1978 la ex Corporación Boliviana de Fomento (CBF), a través del Departamento de 
Industrias Lácteas, creó la Planta Industrializadora de Leche Santa Cruz. Esta empresa 
fue implementada con recursos provenientes del segundo crédito danés, en el marco del 
Plan Nacional de Fomento Lechero (Price Waterhouse, 1993). Se calcula que la inversión 
estatal fue de $us 9.892.752 (Barrón, 2007). 

La planta se locahzó en el Parque Industrial Santa Cruz en la provinda de Warnes (en 
el kilómetro 28 de la carretera al norte de la ciudad de Santa Cruz) y contaba con otros 
inmuebles de su propiedad; 

1. El Cairo y El Recreo, provinda Warnes. 

2. CaUe Quijarro, ciudad de Santa Cruz. 

3. General Saavedra, provinda Obispo Santiesteban. 

4. Nuevo Horizonte, provincia Warnes. 

5. El Barrial, locahdad El Barrial, Cantón Tocomechi, provincia Warnes. 

6. El Tajibo, cantón los Chacos, provincia Warnes. 

7. Yapacachi, locahdad Yapacachi, provincia Ichilo. 

8. Okinawa, locahdad Yapacachi, provincia Warnes. 

9. Los Cuervos, locahdad Los Cuervos, provincia Warnes. 

10. Minero, cahe San Isidro, Locahdad Minero, provincia Santistevan. 

11. Turobito, locahdad Turobito, provincia Warnes. 

La actividad principal de PIL Santa Cruz fue la elaboración, transformación y co- 
merciahzación de productos lácteos: leche fluida pasteurizada, leche súper especial, leche 
hidrohzada, leche saborizada, crema de leche, mantequiha, yogurt, flan, dulce de leche, 
leche condensada, leche evaporada, helados, leche en polvo entera, leche en polvo des- 
cremada y leche en polvo industrial (Price Waterhouse, 1993). 
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Tras la üquidación de la CBF, por efecto dei DS 21060 (29/08/1985), los activos de PIL 
Santa Cruz fueron transferidos a Cordecruz con un valor estimado en $us 7.618.596,00, 
de los cuales $us 6.540.188 eran el activo fijo y $us 1.078.408 correspondían al capital de 
operación (Price Waterhouse, 1993). 

Al 31 de diciembre de 1992, la empresa contaba con 299 empleados, de los cuales 214 
eran trabajadores permanentes y 85 eventuales. Además, generaba empleo indirecto para 
alrededor de 1.200 productores de leche. 

Su capacidad instalada era de 120.000 litros por día; sin embargo, en 1993 la planta 
trabajó con el 65% de esa capacidad, pues no contaba con el mercado suficiente para 
aumentar su producción. Desde una perspectiva técnica, era viable hacerlo; poseía una 
planta moderna de origen europeo, aunque se requeria establecer programas de manteni- 
miento preventivo para contrarrestar el deterioro dei equipo y de control de calidad de la 
matéria prima (Price Waterhouse, 1993). 

Al 30 de junio de 1992, el balance general registro un total de activos por 
Bs31.174.000 (Price Waterhouse, 1993), equivalente a $us 8.034.536,08 (t/c oficial 
dei BCB Bs3,88 por 1 dólar). 

En 1992, se inició el proceso de enajenación; el 26 de noviembre de ese ano, el 
ministro de Planeamiento y Coordinación, Samuel Doria Medina, contrató los ser¬ 
vidos de consultoria dei consorcio Price Waterhouse (OSG) y Socimer Internatio¬ 
nal, seleccionado por la agencia de compras estatales PNUD/OSP, para realizar los 
estúdios de PIL Santa Cruz y de otras cinco empresas lácteas. Los estúdios debian 
determinar la viabilidad técnico-económica de la empresa, realizar un diagnóstico 
legal, establecer el valor de mercado y la estratégia de su venta, elaborar las bases de 
pliegos, verificar y actualizar inventários, y presentar el precio minimo recomendable 
para venta de la empresa. El honorário fijo pagado por los estúdios de PIL Santa 
Cruz fue de $us 88.755, la sexta parte dei precio total pagado por la valuación de las 
seis empresas, de $us 532.530. 

Con relación a la valuación de PIL Santa Cruz, la consultora determinó un valor de 
reposición de $us 7.500.000 y un valor de hquidación de $us 2.900.000; el valor neto de 
hquidación fue calculado en $us 2.560.000. 

En agosto de 1993, el informe de PIL Santa Cruz fue devuelto a la consultora 
para su mejoramiento, y el proceso de privatización se suspendió hasta 1995, ano en 
que el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada reinició el proceso de privatización 
de esta empresa. El presidente de Cordecruz, Freddy Teodovich, realizó acciones 
encaminadas a concretarlo; sugirió al directorio la identificación de aspectos legales e 
institucionales para definir una política de privatización que permitiera “modernizar 
la planta con el financiamiento, dirección y gestión de la empresa privada, sin inter- 
vención dei Estado...” y propuso invitar “a reunión de directorio a los directivos de 
PIL, ADEPLE y PILSA” (Cordecruz, 1995a). 


690 


Las empresas públicas del departamento de Santa Cruz 


El 5 de abril de 1995, el Directorio de Cordecruz aprobó la Resolución de Directorio 
SG 13/95 que determinaba “autorizar, en el marco de la Ley 1330, la transferencia a per- 
sonas privadas jurídicas o naturales de todas las unidades económicas de propiedad de la 
Corporación Regional de DesarroUo de Santa Cruz..(Cordecruz, Res. 13/95), entre las 
que se encontraba PIL Santa Cruz. 

La privatización de esta empresa, bajo la modaHdad de constitución de una sociedad anó¬ 
nima mixta entre Cordecruz y el sector privado, fue propuesta por el empresariado lechero 
cruceno; el 12 de abril de 1995, Mario Justiniano Aponte, presidente de la empresa privada 
“Productores Industriales de Leche SA (PILSA)”,^"^^ y los productores de leche agrupados en 
la “Asociación de Productores de Leche (Adeple)’V'^ a la cabeza de Luis Fernando Antelo 
Saknón, pusieron a consideración de Cordecruz su propuesta para constituir una sociedad 
anónima mixta, por acto único, entre PILSA, los trabajadores de la planta PIL Santa Cruz 
y Cordecruz. La participación accionaria del sector público no debía sobrepasar el 20% del 
capital social, tal como ordena el Decreto Reglamentario de la Ley de Privatización (DS 23991, 
10/04/1995, arts. 3, c y 10), concordante con lo previsto en el Código de Comercio como 
requisito principal para la constitución de una SAM (art. 428,1). 

En la Reunión Ordinaria del 13 de abril de 1995, el directorio de Cordecruz resolvió; 

... aprobar la propuesta de PILSA autorizando, para el efecto, a la gerencia de Cordecruz a cargo 
de PIL y al departamento legal para Uenar lo que exige la ley para la formación de la sociedad 
anónima mixta incluyendo -entre otros requisitos legales- la valuación de PIL, el cálculo del 
valor que será asignado a las acciones para su venta, la formulación de la oferta, la aceptación y la 
remisión de la documentación a consideración del gobierno (Cordecruz, Acta 6/95). 

En ese marco, el 21 de abril de 1995, Freddy Teodovich, presidente de Cordecruz, 
suscribió con PILSA y ADEPLE un convénio marco para la constitución de la Planta 
Industrializadora de Leche SAM (PILSAM); en él se estableció que la participación 
de Cordecruz en el capital social seria del 20%, con derecho a un director y a un sín¬ 
dico; el sector privado, por su parte, se dividiría en ocho grupos, con un director para 
cada grupo y el segundo síndico. El documento también mencionaba la participación 
de los trabajadores. Este convénio fue homologado por el Directorio de Cordecruz 
(Cordecruz, Res. SG 025/95 c). 

El 25 de abril de 1995, el Consejo de DesarroUo Nacional (Codena) autorizó al Mi¬ 
nistério de CapitaUzación proceder con la privatización de 47 empresas entre las cuales 
estaba PIL Santa Cruz. La transferencia fue determina en estos términos; 

Conformación de una Sociedad Anónima Mixta (SAM) con la siguiente participación: 60% 
productores (de leche), 20% trabajadores y 20% Cordecruz. La estratégia considera la venta de 
esta planta junto a la maquinaria de la Planta de Quesos San Javier. 


543 La constitución de PILSA fue aprobada por Resolución Administrativa Recsa n.° 27423 del 16 de abril de 1992 

544 La personería jurídica de Adeple fue aprobada por Resolución Suprema n.° 196743 del 19 de febrero de 1982. 
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Esta estratégia se sugiere debido a que la planta tiene una deuda con los produetores de leche 
por $us 1.600.000 y la maquinaria se encuentra embargada por un monto aproximado de $us 
600.000 (Codena, Res. 002/95). 

EL 2 de junio de 1995, el FNDR, como administrador de los recursos provenientes 
dei BID para la privatización (Crédito ATN/SF/3586-BO), contrato a la empresa con¬ 
sultora Ernst & Young LLP para elaborar una nueva valuación económica, una auditoria 
legal y la estratégia de privatización de las Plantas Industrializadores de Leche de La Paz, 
Santa Cruz, Cochabamba, Chuquisaca y Tarija, por un precio total de $us 225.142,86 
(FNDR- Ernst & Young LLP, 02/06/1995), cuya quinta parte correspondia al estúdio de 
PIL Santa Cruz, es decir, la suma de $us 45.029. 

La consultora Ernst & Young LLP reahzó su trabajo en asociación con Berthin 
Amengual, Moreno Baldivieso y Land OXakes. En julio de 1995 determinó un avalúo 
de la empresa en tres escenarios; optimista de $us 8.231.000, pesimista de $us 2.199.000 
y probable de $us 5.363.000 (Ernst & Young LLP, 1995). 

El 3 de agosto de 1995, mediante una cartadirigida al presidente de Cordecruz, los 
trabajadores de PIL Santa Cruz aceptaron la oferta de participación en la privatización 
de su empresa, e informaron los nombres de sus representantes para los trâmites co- 
rrespondientes; Germán CarvaUo, Arturo Padüla, Alberty Justiniano, Gutembert Núnez, 
Rolando Saucedo, Ciriaco Mamani, Luis Tejada, Donato OreUana, Josefa Banegas, más 
un miembro de la Federación de Fabriles. 

El 31 de agosto de 1995, el Directorio de Cordecruz aprobó la Resolución SG 54/95 
que autorizaba la privatización de PIL Santa Cruz, a cuyo efecto aprobó el precio de 
referencia de $us 5.363.000 que la consultora Ernst & Young LLP habia asignado a la 
empresa como valor probable. Aprobó, además, la estratégia de reordenamiento referida 
a la conformación de una sociedad anónima mixta con los produetores lecheros provee- 
dores de PIL Santa Cruz y/o con sus trabajadores, cuya participación accionaria seria 
establecida mediante decreto supremo; y autorizó al presidente de Cordecruz negociar 
los términos, las características y el alcance de dicha sociedad. 

El 7 de noviembre de 1995, el ministro de Capitahzación, Alfonso RevoUo Thenier, 
y el presidente de Cordecruz, Fernando Amelunge Martínez, como representantes esta- 
tales, suscribieron el Convênio y la Escritura de la Constitución de la Sociedad Anónima 
Mixta “PIL Santa Cruz SAM” con los produetores lecheros y los trabajadores de PIL 
Santa Cruz, como entidades dei sector privado; 


545 La carta de aceptación a la oferta, remitida por el Sindicato de Trabajadores Fabriles PIL-SCZ, fue suscrita por José 
López R., secretario general; René Cárdenas, secretario de Relaciones; Freddy Padilla R., secretario de Conflictos; 
Ascencio Melgar J., secretario de Prensa y Propaganda; Milton Cruz S., secretario de Organización; Ciriaco Mamani, 
delegado a la Federación Departamental de Trabajadores Fabriles de Santa Cruz; Ana Maria Vaca, secretaria de 
Vinculación Femenina; Rigoberto Pedriel, secretario de Actas, y José Molina, vocal. 
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• La empresa Productores Industriales de Leche SA (PILSA), constituída mediante Es¬ 
critura Pública 157/92 del 19 de marzo de 1992, representada por su presidente, 
Mario Justiniano Aponte, y por su gerente general, Javier Torrico Laserna. 

• La Sociedad Accidental de los trabajadores de la Planta Industrializadora de Leche 
PIL de propiedad de Cordecruz, constituída mediante Escritura Pública 294/95 del 
30 de octubre de 1995, representada por Carlos Velazco Saucedo, Rolando Saucedo 
Sanzu y Martha Suárez Solano. 

Esta empresa fue constituída con un capital autorizado de Bs6L987.619,97 ($us 
12.728.464,06); y un capital suscrito y pagado de Bs30.993.810 ($us 6.364.232,03), dividi¬ 
do en 309.938 acciones ordinárias y nominativas, de un valor de BslOO ($us 20,53) cada 
una. La participación accionaria era la siguiente; 


Cuadro 222. Participación accionaria en PIL Santa Cruz SAM 


Series de acciones 

Monto en Bs 

Monto en $us 

N.° de acciones 

% de acciones 

SerieTCordecruz 

26.117.810,00 

5.363.000,00 

261.178 

84,27 

Serie"B" Productores de leche 

4.870.000,00 

1.000.000,00 

48.700 

15,71 

Serie "C"Trabajadores 

6.000,00 

1.232,03 

60 

0,02 

Total 

30.993.810,00 

6.364.232,03 

309.938 

100 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en informe de Ernst & Young LLR 1995. 


El Directorio provisional de la SAM quedó constituído por; 


• Fernando Amelunge Martínez 

• Mario Justiniano Aponte 

• Javier Torrico Laserna 

• José López Rodríguez 


Presidente 
Vicepresidente 
Primer Secretario 
Segundo Secretario 


El 23 de noviembre de 1995, Gonzalo Sánchez de Lozada y su gabinete de ministros au- 
tohzaron la formación de la Planta Industrializadora de Leche Santa Cruz Sociedad Anónima 
Mixta (PIL Santa Cruz SAM), con la participación accionaria de Cordecruz, los trabajadores 
de PIL Cordecruz y los productores de leche agrupados en PIL SA. Aprobaron el convénio de 
formación de esa empresa y el proyecto de contrato de constitución y reconocieron la persona- 
lidad jurídica de PIL Santa Cruz SAM. También fúe aprobado el aporte del sector público con¬ 
sistente en los activos de PIL Santa Cruz, por el valor de Bs26.117.810, equivalente al 84.27% 
del capital social de PIL Santa Cruz SAM, según el avalúo efectuado por la consultora Ernst & 
Young LLP ($us 5.363.000); además, autorizó a Cordecruz la transferencia de sus acciones a los 
socios dePlLSAyalos trabajadores de PIL Cordecruz (DS 24168,23/11/1995). 

Algunos datos económicos a considerar en la enajenación de PIL Santa Cruz: los gas¬ 
tos estatales erogados en su instalación fueron por un monto estimado en $us 9.892.752 
(Barrón, 2007). 
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Las valuaciones realizadas de PIL Santa Cruz fueron las siguientes: 


Cuadro 223. Comparación de avalúos de PIL Santa Cruz ($us) 


Transferencia de 
activos(PILSC) de CBF 
a Cordecruz (1986) 

Balance general 
de PIL SC 
(30/06/1992) 

Price Waterhouse/ Socimer 
International (1992) 
(Valor de reposición) 

Ernst &Young LLP 
(1995) 

(Escenario probable) 

Directorio de 
Cordecruz (Res. SG 
54/95,31/08/1995) 

7.618.596,00 

8.357.641 

7.500.000 

5.363.000 

5.363.000 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en informes de consultoria y otros. 


Al momento de la constitución de PIL Santa Cruz SAM, Cordecruz contaba con 
el 84,27% de las acciones, con un valor de $us 5.363.000, que serían transferidas en las 
siguientes proporciones; 

• 137.262 acciones aios productores de leche de PILSA, por un valor de $us 2.818.539,22, 
pagaderos en tres cuotas; la primera con la deuda que PIL Santa Cruz tenía con los 
productores; la segunda con la subrogación de otros pasivos que PIL Santa Cruz 
mantenía con terceros, o en efectivo; y la tercera hasta el 31 de octubre de 1997, con 
respaldo de una boleta bancaria de cumplimiento de pago, con un interés dei 12% 
anual y una vahdez de 60 dias después dei término previsto. 

• 61.928 acciones a los trabajadores de PILSA, a razón de Bs48,94 cada acción 
(equivalente a $us 10,05), por el trato preferente que se había determinado aplicar 
a los trabajadores para facilitar su participación en la sociedad. El monto corres- 
pondiente ($us 622.376,40, aproximadamente) seria pagado en dos cuotas: la pri¬ 
mera, dei 35%, al momento de la transacción; y la segunda, dei 65%, en un solo 
pago con vencimiento el 31 de octubre de 1997, respaldado con boleta bancaria 
de cumplimiento de pago, con un interés dei 12% anual y cuya validez se extendia 
hasta el 29 de diciembre de 1997. 


En los casos de aphcación dei trato preferente previsto para los trabajadores, el saldo 
dei valor total de bolivianos (Bs) por cada acción fue cubierto por el Estado; es decir, la 
diferencia de Bs51,06 (100 — 48,94 = 51,06). Por este concepto, se erogó la suma de $us 
649.290,29, para que los trabajadores sean socios de PIL Santa Cruz SAM. 

La nueva composición accionaria de PIL Santa Cruz SAM seria asi; 


Cuadro 224. Participación accionaria en PIL Santa Cruz SAM 


Series de acciones 

No. de acciones 
(situación inicial) 

No. de acciones 

(después de modificacion accionaria) 

% de acciones 

Serie "A" Cordecruz 

261.178 

61.988 

20 

Serie"B"Productores de leche 

48.700 

185.962 

60 

Serie "C"Trabajadores 

60 

61.988 

20 

Total 

309.938 

309.938 

100 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en informe de Ernst & Young LLP, 1995. 
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La privatización de PIL Santa Cruz tiene como marco la Ley de Privatización que 
autorizo “a las instituciones, entidades y empresas del sector público enajenar los activos, 
bienes, valores, acciones y derechos de su propiedad y transferidos (...) o aportar los 
mismos a la constitución de nuevas sociedades anónimas mixtas” (Ley 1330, art. 1). De 
modo que, tomando como modelo el proceso de privatización del Ingenio Azucarero 
Guabirá (lAG), que también en forma previa se constituyó en SAM, PIL Santa Cruz 
aportó sus activos a la constitución de una SAM. Su transferencia, según el Convénio de 
Constitución de PIL SAM, se realizaria en tres fases: 

1) La constitución de la SAM, según lo ya descrito respecto a los socios, el capital, la 
división y valor de acciones y porcentajes de participación. 

2) El incremento de acciones del sector privado luego de inscrita la constitución de la 
SAM en el Recsa, de tal modo que la participación accionaria sea la siguiente; Corde- 
cruz, 20%; PILSA, 60%; y trabajadores, 20%. 

3) Venta de las acciones remanentes de Cordecruz al sector privado, con el siguiente 
procedimiento; 

a) Cordecruz otorgaría a los trabajadores la opción irrevocable de compra de la mi- 
tad de su paquete accionario remanente (es decir, el 10%), la cual podría ser ejer- 
cida por los trabajadores luego de pagar su incremento de acciones (bajo el trato 
preferente descrito en la segunda fase de la transferencia al sector privado) hasta el 
30 de noviembre de 1997. 

b) Cordecruz transferiría a PILSA, después del 31 de octubre de 1997, la otra mitad 
de su paquete accionario remanente (es decir, el 10%), una vez honrado el pago de 
obhgaciones de PILSA con Cordecruz, emergentes de este mismo Convénio. 

Este documento, además, dejó en claro, que la marca PIL Santa Cruz y su logotipo 
formaban parte de la unidad económica en marcha. 

Se asume que tanto los productores de leche como los trabajadores cumpheron sus 
compromisos de pago, de manera que el total de las acciones de Cordecruz en PIL Santa 
Cruz SAM habría sido cancelado. Una vez hecha la transferencia de las acciones de Cor¬ 
decruz en PIL Santa Cruz SAM a los productores y a los trabajadores, se constituye en 
sociedad anónima; PIL Santa Cruz SA. 

Por concepto de consultorias se gastó la siguiente suma; 


Cuadro 225. Gastos de consultoria de PIL Santa Cruz 


Concepto 

Monto ($us) 

Price Waterhouse Socimer International 

88.755,00 

Ernst&Young 

45.028,57 

Socimer Internacional 

35.000,00 

Total 

168.783,57 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en contratos de consultoria. 
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Por concepto de apoyo para la participación preferente de los trabajadores en la privati- 
zación de PIL Santa Cruz, el Estado erogó la suma de $us 649.290,29. Este monto podría 
ser asemejado al pago de bonos extralegales, aplicado en otros casos de privatización. 

El cálculo dei perjuicio económico es el siguiente; 

f ^ b 

Perjuicio económico por ia privatización = (Precio de referencia - Precios de venta) + Gastos de consuitoría + Bonos 

extraiegaies 

V__ 




A 


PEP = (5.363.000,00 - 5.363.000,00) -t 168.783,57 -P 649.290,29 = 818.073,86 


V 


J 


Vot tanto, el perjuicio económico por la enajenación de la Planta IndustriaHzadora de 
Leche Santa Cruz fue de $us 818.073,86. 

Finalmente, se debe anadir que la empresa peruana Gloria SA, que había adquirido en 
paquete PIL Cochabamba y PIL La Paz en 1996, adquirió los activos de PIL Santa Cruz 
SA, en septiembre de 1999, consolidando su hegemonia en el mercado lácteo boliviano. 

8.I.I.5. Productos Alimentícios de Maíz Mairana (PAM) 

Esta unidad estaba ubicada en el municipio de Mairana, provincia Florida, en el kilómetro 
136 de la antigua carretera entre Santa Cruz y Cochabamba. Fue creada en 1979 como 
proyecto agroindustrial de Cordecruz, a un costo estimado en $us 3.260.000.^'^*’ Su pro- 
ducción incluía harina gelatinizada (para pan y gaUetas), harina zootécnica (para alimentos 
balanceados), grits (para cervecería), sêmola, hojuela y germen (para sopas). 

Su estructura institucional contemplaba un Consejo de Administración con represen- 
tación de Cordecruz, los productores de maíz, los trabajadores (en 1988 se reportaron 39 
trabajadores; 27 en el área de producción y 12 en el área de administración) y el Concejo 
Municipal (Comtrain, 1988). 

La enajenación de PAM Mairana comenzó el 14 de junio de 1991 cuando se incluyó 
en la hsta de 60 empresas, dependientes de las Cordes, que debían ser privatizadas. Pero 
el gobierno de Jaime Paz Zamora no encomendó la reahzación de estúdios de consultoria 
para esa privatización, solamente incorporó a los 13 trabajadores de la empresa para que 
recibieran un bono extralegal de $us 2.000 por su retiro (CEEP-UEREP, 1993), totali¬ 
zando la suma de $us 26.000. 

El gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada reactivó el proceso de privatización de 
las empresas dependientes de las Cordes; de ahí que el 5 de abril de 1995, el Directorio 
de Cordecruz autorizó la transferencia de sus empresas a personas privadas jurídicas o 
naturales. Entre las empresas a privatizar estaba PAM Mairana. 


546 Bond D. Robert y Benavides Ismael. International Science and technology Institute inc. Privatization/Devestment 
of State Owved Enterprises in Bolívia: Considedatións for a USAID/La Paz Strategy. USAID/La Paz (Contrac LAC- 
0619-C00-6057-00. Private Sector Proyect), 1986. 
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El 24 de abril de 1995, a través del FNDR, administrador del préstamo del BID para la 
privatización, se contrato el servido de consultoria para evaluar PAM Mairana. El consultor 
contratado fue Néstor Terán Z., cuyos honorários fueron de $us 9.900. Según el informe de 
este consultor, el valor mínimo o de Hquidación de la empresa era de $us 900.000 (1995). 

El 25 de abril de 1995, el Consejo de DesarroUo Nacional (Codena) autorizo al Ministério 
de Capitalización la privatización de 47 empresas, entre las cuales se encontraba PAM Maira¬ 
na, y estableció la subasta pública como estratégia de transferencia (Codena, Res. 002/95). 

El 23 de junio de 1995, el Ministério de Capitalización aceptó y aprobó la recomenda- 
ción de adjudicar a Trust Services SRL el servido de martiUero para la subasta de varias 
empresas, entre las que estaba PAM. El honorário rijo previsto por subastar PAM fue de 
$us 2.896,31 y la comisión de êxito del 1,4% sobre el valor de la venta (Min. de Capi¬ 
talización, Res. 036/95 b). 

La subasta de los activos de PAM se Uevó a cabo el 25 de agosto de 1995 con la base 
de $us 720.000. Este acto estuvo a cargo de Wilson Rivera, martiUero de la sociedad Trust 
Services SRL. El adjudicatario fue el único postor que se había presentado; el Complejo Ex¬ 
portador Sociedad Anónima (Comexsa). Su representante, Melgior Baeny Gonzales, aclaró 
que el pago total que realizaba era por cuenta de Companía Maicera SA (Comasa), sociedad 
en formación. El 7 de octubre de 1995, el contrato de compraventa^"^® fúe suscrito ya con 
Comasa.^"^^ Este documento fue protocolizado el 22 de diciembre de 1995 por el notário de 
Hacienda Departamental^^*’ Freddy Canido Justiniano, en el Testimonio 1085/95. 

La implementación de esta Planta costó alrededor de $us 3.260.000 (Bond y Benavi- 
des, 1986). 

El informe elaborado por el consultor Néstor Terán, en 1995, determinó que el valor en 
libros de los activos de PAM Mairana era de $us 1.468.746,76, el valor de reposición era de 
$us 1.264.430,92, y el valor mínimo o de liquidación era de $us 900.000. Los activos de PAM 
Mairana fueron vendidos por $us 720.000, monto que no Uegó ni al valor de liquidación. 

Para su privatización, se contrataron consultorias y martüleros; $us 9.900 por los es¬ 
túdios de evaluación para su privatización realizador por el consultor Néstor Terán; y el 
pago a Trust Services SRL (martiUeo) por la suma de $us. 3.439,64 que incluye el costo 
del contrato original más 2 adendas suscritas por la Empresa, además un honorário de 
êxito del 1,4%, equivalente a $us 10.080. Por concepto de consultorias y martiUeros se 
gastaron $us 23.419,64. 

Por concepto de “bonos extralegales” a los trabajadores se pagó la suma de $us 26.000. 


547 Este monto es la décimo tercera parte de $us 37.652, el costo fijo del servido por subastar trece unidades económicas 
una de eUas era PAM 

548 El contrato fue suscrito Alfonso Revollo Thenier, ministro de Capitalización; Fernando Amelunge, presidente de 
Cordecruz; Ronald Parada Gü, gerente general de Cordecruz; Jorge Fernando Morató Ortiz, representante legal de 
Comasa como adjudicataria; Yuri Luis Tirado ViUarroel, abogado; Nancy Roca Martínez, jefe de la Oficina Legal 
Cordecruz, y Remberto Barrancos Saavedra, fiscal de Distrito. 

549 Comasa fue constituida el 31 de agosto de 1995 por Carlos Alfredo Calvo Avila, Juan Carlos Avüa Suárez y Maritza 
Céspedes ZebaUos, con un capital pagado de Bs450.000. 

550 Hoy Uamada Notaria de Gobierno. 
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El cálculo dei perjuicio económico es el siguiente; 

f ^ ^ 

Perjuicio económico por ia privatización = (Vaioren iibros de activos - Precio de venta) -i- Gastos de consuitoría + 

Bonos extraiegaies 

V___ J 






PEP = (1.468.746,76 - 720.000,00) -t 23.419,64 -1-26.000,00 = 798.166,40 


V 


J 


Por tanto, el perjuicio económico por la enajenación de la Planta de Alimentos de 
Maíz Mairana fue de $us 798.166,40. 

8.I.I.6. Hotel Asahí 

El Hotel Asahí fue construido el 23 de febrero de 1973 por la Sociedad Industrial y 
Comercial de Responsabilidad Limitada Asahí Ltda., constituída por Jorge Noda Morita, 
Aleira Videa de Noda e Irma Noda de Machicado. Estaba ubicado en la ciudad de Mon- 
tero, capital de la província Santistevan dei departamento de Santa Cruz, en la Av. Cir- 
cunvalación, zona norte. Contaba con una superfície de terreno de 14.447 m2 y un área 
cubierta de 2.325.66 m2. El complejo constaba de un área administrativa (oficina de ad- 
ministración y vivienda para el administrador), un área de tres bloques de dormitorios, un 
casino con cuatro salas, un motel, un área de restaurant con comedores interior y exterior, 
cocina, oficinas, câmara frigorífica y servicios, discoteca, área de sauna y vestuários, casa 
de máquinas, área de servicios con pozo subterrâneo de agua, hidroceles para la piscina, 
redes de agua fria y cahente, alcantariUado, iluminación y áreas verdes. 

En septiembre de 1976, luego de que el subcontralor general de la República se excu- 
sara, la Contraloría Departamental de Oruro prosiguió un juicio coactivo iniciado por la 
Corporación Boliviana de Fomento (CBF) contra la sociedad hotelera Asahí Ltda., por 
el incumplimiento de pago de préstamo turístico. Esa autoridad, ejerciendo como juez 
coactivo, transfirió el terreno, las edificaciones e instalaciones dei Hotel Asahí, con su 
equipamiento, en favor de la CBF. Todo estaba valuado en la suma de $us 361.585,86, 
según el Acta de embargo dei 3 de abril de 1982 (Consa/Conicom/Inbursa, 1992). 

El 12 de abrü de 1982, fue aprobada la adjudicación dei Hotel Asahí en favor de la CBF, 
en toda forma de derecho y de todos los bienes embargados. Su precio fue cancelado en 
compensación dei crédito que se le había otorgado. El 9 de enero de 1987, mediante la Re- 
solución Suprema 201979, fue transferido a Cordecruz sin cargo alguno. Esta institución en- 
cargó una valuación técnica de los activos fijos dei hotel a la consultora TeUería Ormachea + 
Troche; el valor determinado por este estúdio fue de Bs584.280 (TeUería Ormachea + Troche, 
31/08/1987), equivalente a $us 302.892, al tipo de cambio de Bsl,92 por dólar americano. 

El 11 de septiembre de 1990, Cordecruz firmó un convênio interinstitucional con el 
Rotary Club, el Club de Leones, la Alcaldía Municipal de Montero y el Comité Cívico de 
Montero, por el que decidió entregar, en usufrueto temporal, las dependencias dei Hotel 
Asahí al Rotary Club y al Club de Leones de la ciudad de Montero, sin ningún cargo de 
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reparación del inmueble ni gastos de funcionamiento para Cordecruz (Consa/Conicom/ 
Inbursa, 1992). A pesar de que tales entidades habían aprobado el usufructo en esas condi¬ 
ciones, en 1992 solicitaron a Cordecruz la devolución de sus inversiones, que ascendían a 
$us 25.000. Cordecruz aprobó esa soHcitud determinando que dichas inversiones se devol- 
verían en obras de beneficio social en la ciudad de Montero (Cordecruz, Acta 02/93). 

Paralelamente, se tramito la enajenación del Hotel Asahí. El 28 de agosto de 1991, 
el Ministério de Planeamiento y Coordinación soücitó a la agencia de compras estatales 
Crown Agents^^^ seleccionar a la consultora encargada de la evaluación de tres empresas 
entre las cuales estaba el Hotel Asahí; el trabajo de selección tuvo un costo de $us 9.144 
(Min. de Planeamiento-Crown Agents, 24/09/1991) que, prorrateado, representa un cos¬ 
to de $us 3.048 por el caso particular del hotel. 

La consultora evaluadora elegida fue Consa/Conicom/Inbursa,^^^ contratada el 21 de 
febrero de 1992 por el ministro de Planeamiento y Coordinación, Samuel Doria Medina. 
El contrato de prestación de servidos establecía un honorário de $us 71.684,46, cuya 
tercera parte, $us 23.894,82, correspondia a la valuación del Hotel Asahí. Asimismo, se 
acordó el pago de un honorário incentivo del 1,7% por la venta de las empresas, hasta un 
monto de $us 2.000.000. 

En mayo de 1992, el consorcio Consa/Conicom/Inbursa determinó el valor referen¬ 
cial de esta empresa, tomando en cuenta el inmueble y sus bienes, en un rango de $us 
390.653,80 (valor comercial máximo) y $us 312.443,04 (valor comercial mínimo). Cabe 
senalar que solamente el valor del inmueble se encontraba en un rango de $us 365.629,83 
y $us 292.503,87 (Consa/Conicom/Inbursa, 1992). 

El 30 de octubre de 1992, el Directorio de Cordecruz aprobó la hquidación del Hotel 
Asahí de acuerdo a la estratégia propuesta por la consultora Consa/Conicom/Inbursa. 
Además, encomendó al presidente de Cordecruz incorporarse en la CEEP para definir la 
estratégia de privatización.^^^ 

El 5 de enero de 1993, la CEEP aprobó la venta de los activos del Hotel Balneario 
Asahí, en el estado en que se encontraban. Esta venta debía reahzarse mediante subasta 
pública y con pago al contado (CEEP, Res. 01/93).^^'^ 


551 Crown Agents era una agencia de servicios multidisdplinarios, con sede en Gran Bretana, contratada por el Estado boliviano 
como agencia de compras, en virtud del DS 21943 (13/05/1988), yen el marco art. 208 del DS 21660 (10/07/1987). 

552 El Convénio de Asociación Accidental entre Consa SRL, Consultores Asociados; Conicom Ltda., Consultora 
Industrial y Comercial; e Inbursa SRL, Inversiones Bursátiles, fue suscrito por sus representantes: E de la Barra, 
Pastor Sainz y Percy Jiménez, respectivamente. 

553 La Resolución de Directorio del 30 de octubre de 1992 para la privatización del Hotel Asahí tiene al pie los siguientes 
suscribientes: Ramón Prada Vaca Diez, presidente de Cordecruz; Guido Anez Moscoso, prefecto del Departamento 
de Santa Cruz; Freddy Terrazas Salas, presidente del Comité pro Santa Cruz; Jerjes Justiniano T., rector de UAGRM; 
Rolando Aróstegui Q., representante del Min. de Planeamiento (sin firma); Alfonso Moreno Gü, presidente de 
la Federación de Profesionales; José Luis Camacho P, presidente de la Federación Empresários Privados; Mario 
Justiniano A., presidente de la CAO; Carlos Casso M., comandante de la Octava División; Jesús Yavarí, representante 
de la COD (sin firma); Hugo Antelo Zankys, director de MACA, yjorge Robledo A., gerente general Cordecruz. 

554 La resolución fue firmada por Samuel Doria Medina, presidente de la CEEP; Pablo Zegarra, ministro miembro de 
la CEEP; Fernando Campero P, ministro miembro de la CEEP; Ramón Prada, presidente de Cordecruz; y Flavio 
Escóbar Ll., secretario técnico de la CEEP. 
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El 18 de enero de 1993, el Directorio de Cordecruz se reunió para considerar, entre 
otros puntos, la carta remitida por el consorcio encargado de la valuación para informar los 
resultados dei nuevo estúdio solicitado por la CEER El valor dei inmueble era, esta vez, de 
$us 196.910,66; y el de los bienes muebles, de $us 19.939,15. De modo que se recomendo 
la suma de $us 216.849,81 como base para la subasta. Según informo Guido Náyar, jefe de 
la Unidad de Empresas de Cordecruz, la subasta debía reaUzarse el 10 de febrero de 1993 
(Cordecruz, Acta 02/93e), pero luego fue pospuesta a pedido de Cordecruz. 

El 17 de febrero de 1993, el consorcio Consa/Conicom/Inbursa remitió a Cordecruz 
un nuevo avalúo producto de un ajuste de los activos dei Hotel Asahí. El Directorio de 
Cordecruz, tras anaüzar esa valoración en la reunión extraordinária dei 23 de marzo de 
1993, aprobó como precio base para la subasta pública la suma de $us 159.955,62 (Cor¬ 
decruz, Acta 05/93).^^^ Dicha subasta fue fijada para el 7 de mayo de 1993 y se declaro 
desierta por ausência de postores. 

El consorcio fijó un último precio base para la segunda subasta, considerando que no 
debían hacerse ajustes técnicos al avalúo, sino aplicar una rebaja dei 15% al avalúo ante¬ 
rior, por lo que el nuevo precio de üquidación fue de $us 135.962,27 (Consa/Conicom/ 
Inbursa, 20/05/1993). 

El siguiente cuadro presenta los câmbios experimentados en el monto de la valuación 
de la empresa. 


Cuadro 226. Disminución de valor comercial de Hotel Asahí 


Avalúos 


Dp^rriprinn 

Informe Final mayo 1992 



Carta de 20/05/1993 


Valor máximo 

Valor mínimo 

18/01/1993 

18/02/1993 

(rebaja dei 15% sobre el 
último precio de subasta) 

Inmueble 

365.629,83 

292.503,87 

196.910,66 

140.016,45 

119.013,98 

Bienes muebles 

24.923,97 

19.939,17 

19.939,15 

19.939,17 

16.948,29 

Total dei Hotel 

390.653,80 

312.443,04 

216.849,81 

159.955,62 

135.962,27 


Fuente: CEMIPyC, 2018 con base en Consa-Conicom-lnbursa, 1992; Cartas Consa-Conicom-lnbursa 01 /93,18/01/1993; 003/93,17/02/1193; y 006/93,20/05/93. 


A pesar de la disminución dei valor dei Hotel hasta aproximadamente un tercio de su valor, 
su venta no se ejecutó en el gobierno de Jaime Paz Zamora, y el gobierno de Gonzalo Sánchez 
de Lozada retomó su privatización. El 5 de abrü de 1995, el Directorio de Cordecruz autorizó 
la transferencia de todas sus empresas, entre las que se encontraba este hotel. 

El 24 de abril de 1995, a través dei FNDR, administrador dei préstamo dei BID para la 
privatización, se contrató los servidos de consultoria de Pastor Sainz Trigo, por la suma 
de $us 3.000,^^*^ para actuahzar el avalúo dei hotel. El consultor contratado fue represen¬ 
tante de la empresa Conicom en la valuación realizada en 1992 por el consorcio Consa/ 
Conicom/Inbursa. Esta vez, la valuación arrojó los siguientes resultados; 


555 El informe dei 18 de febrero de 1993 de Consa/Conicom/Inbursa fue leído y aprobado por el Directorio de 
Cordecruz en la reunión ordinaria dei 23 de marzo de 1993. 

556 El monto cancelado por su trabajo fue de $us 3000. 
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Cuadro 227. Valuación de activos del Hotel Asahí, 1995 ($us) 


Descripción 

Valor de reposición 

Valor comercial 

Valor de liquidación 

Infraestructura 

315.780,20 

91.149,20 

72.919,36 

Bienes muebles, enseres y equipos 


12.509,70 

10.007,80 

Totales 

315.780,20 

103.658,90 

82.927,16 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Sainz, 1995. 


El 25 de abril de 1995, Codena autorizo al Ministério de Capitalización proceder 
con la privatización de 47 empresas, entre las cuales se encontraba Hotel Asahí, y 
determino que la estratégia para su transferencia fuera la venta de la totalidad de sus 
activos en subasta pública. 

El 7 de junio de 1995, el Ministério de Capitalización aprobó el Plan específico con la 
referencia MC/SNCI/UR/SUB-006/95, y el precio base para la subasta del Hotel Asahí en 
$us 91.200 (Min. de Capitalización, Res. 025/95). La convocatoria a la subasta fue publicada 
el 4, 8 y 11 de junio de 1995, en los periódicos lui 'Ka^ón, Hl Diário, Hqyj El Deber. 

Para la reahzación de la subasta pública, el Ministério de Capitalización aprobó, el 23 
de junio de 1995, la contratación de Trust Services SRL como martiUero para subastar 
tres empresas, entre eUas el Hotel Asahí. El costo del servicio consistia en un honorário 
fijo de $us 37.652, correspondiendo al Hotel la Décimo tercera parte: $us. 2.896,31 (Min. 
de Capitalización, Res. 18/95 a), además de una comisión de êxito de 1,4% sobre el valor 
de la venta (Min. de Capitalización, Res. 036/95 b). 

El 17 de juho de 1995, se reahzó la subasta de los activos del Hotel Asahí sobre la base 
de $us 91.200. Este acto estuvo a cargo de Sérgio Alejandro Mostajo Sotelo, martiUero de 
la empresa Trust Services SRL; participaron dos postores y el adjudicatario fue Ricardo 
Paz Justiniano, cuya oferta alcanzó los $us 102.000. 

El 20 de julio de 1995, la empresa Trust Services SRL presentó su rendición de cuentas al 
Ministério de Capitalización, que fúe aprobada mediante la Resolución Ministerial 049/95 del 
24 de julio de 1995. Esta resolución aprobó, también, disponer de los recursos provenientes 
de la venta del Hotel Asahí para el pago del rematador. El saldo debía ser depositado en la 
cuenta Foprinsoc de la Prefectura de Santa Cruz en el Banco Central de Bolivia. 

El contrato de compraventa fue suscrito el 1 de agosto de 1995^^’ y protocolizado el 4 
de septiembre de 1995 en el Testimonio 773 del 4 de septiembre de 1995. 

El Hotel Asahí pasó a ser propiedad de la CBF en 1982, con un valor de $us 361.585,86. 
La valuación final y su precio referencial de subasta en 1995 bajó a menos de la tercera 
parte: $us 91.200. 

Los activos del Hotel Asahí fueron vendidos mediante subasta pública y adjudicados 
a Ricardo Paz Justiniano por la suma de $us 102.000, en acto público realizado el 17 de 
juho de 1995. 


557 El contrato fue suscrito por Alfonso RevoUo Thenier, ministro de Capitalización; Fernando Amelunge, presidente 
de Cordecruz; Ronald Parada Gil, gerente general Cordecruz; Ricardo Paz Justiniano, el adjudicatario; Ives PadiUa 
Balcázar, fiscal de Distrito. 
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Para su privatización, se contrataron consultorias y martiUeros conforme al siguiente 
detaUe: 


Cuadro 228. Gastos para privatizar Hotel Asahí ($us) 


1 Concepto 

Monto 1 

Agencia de Compras Crown Agents 

3.048,00 

Consultora Consa-Conicom-lnbursa 

23.894,82 

Consultor Pastor SainzTrigo 

3.000,00 

MartiUero Trust Services SRL, honorário fijo 

2.896,31 

MartiUero Trust Services SRL, comisión de êxito 

1.428,00 

Totales 

34.267,13 


Fuente: CEMIPyC, 2018. 


El pago de benefícios extralegales para los trabajadores fue de $us 4.000 a dos de eUos 
(CEEP-UEREP, 1993). En 1992, el personal con el que contaba la empresa se reducía a 
dos empleados; un administrador y un portero. 

El cálculo dei perjuicio económico es el siguiente; 


r 

Perjuicio económico por la privatización = (Precio referencial de subasta 1995 - Precio de venta) -t Gastos de 

consultoria -t Bonos extralegales 


PEP = (91.200,00 -102.000,00) -t 34.267,13 -t 4.000,00 = 27.467,13 

V_^^_ J 


Por tanto, el perjuicio económico por la enajenación dei Hotel Asahí fue de $us 
27.467,13. 

El 20 de julio de 1995, Trust Services SRL, martiUero en la subasta, presentó su rendi- 
ción de cuentas al Ministério de CapitaUzación junto al Cheque n.° 235159 dei Banco de 
Santa Cruz, por la suma de $us 100.572 a la orden de Cordecruz. Ese monto era el saldo de 
la venta dei Hotel Asahí ($us 102.000) luego de restarle los $us 1.428, como honorário de 
êxito (1,4% sobre el precio de venta). Los $us 100.572 recibidos por Cordecruz, como sal¬ 
do, no fueron depositados en la cuenta Foprinsoc de la entidad regional en el Banco Central 
de Bohvia, sino que ingresaron a la Financiera para el DesarroUo SAM (Findesa SAM). El 
18 de agosto de 1995, esta entidad reportó a Cordecruz que cumplía con las instrucciones 
de depositar $us 92.749,13 a la cuenta Foprinsoc Cordecruz 4.41.1.3.1.402.455.14-5; este 
monto correspondia “al saldo por la venta dei Hotel Balneario 'Asahí' de Montero, dedu- 
cido el pago de los impuestos”. Los recursos de la venta dei Hotel Asahí, en su paso por 
Findesa SAM, fueron reducidos en $us 7.822,87; se desconoce el destino de ese monto. 

El Hotel Asahí tenía una deuda impositiva por la que, el 30 de octubre de 1995, Cor¬ 
decruz suscribió un Convênio de Subrogación de Pasivos Tributários con la Dirección 
General de Impuestos Internos (DGII), en el marco DS 23991 (10/04/1995). El monto 
subrogado fue de Bs224.066, equivalente a $us 45.542 al tipo de cambio de Bs4,92 por cada 
dólar. El convênio fue protocolizado el 1 de febrero de 1996 en el Testimonio 035/96. 
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8.1.1.7. Planta Elaboradora de Quesos San Javier (PEQ) 

La Planta Elaboradora de Quesos San Javier estaba ubicada en la provinda Nuflo de 
Chávez, en la pobladón de San Javier, 240 km al norte de la dudad de Santa Cruz. Fue 
creada el 1 de noviembre de 1974 por el Comité de Obras Públicas de Santa Cruz (enti- 
dad predecesora de Cordecruz). El Decreto Supremo 14155 del 29 de noviembre de 1976 
dispone que el Banco Central de Bokvia otorgue un crédito de $us 600.000 con destino a 
la PEQ. Las inversiones estatales en esta Planta ascendieron a $us.L133.190.^^® 

Inicio su funcionamiento en febrero de 1978 y su actividad se centraba en el proceso 
de pasteurización de la leche, elaboración de mantequiUa, elaboración de queso y madu- 
ración de queso. La capacidad instalada de la planta era de 12.000 ktros/día de leche y 
444.000 kg/ano de queso (CEEP-UEREP, 1993a). 

Contaba con un terreno de 10.000 m2, maquinaria y equipos para la fabricación de diver- 
sidad de quesos; tenía entre sus activos fijos dos inmuebles; un terreno de 9.855 m2, ubicado 
en el cantón San Javier, província Nuflo de Chávez, desmembrado de la propiedad rústica “La 
Cabana”; y un inmueble de 424 m2, ubicado en la caUe Florida de la dudad de Santa Cruz, 
donde funcionaban las oficinas de la Planta San Javier. Además, según un inventario al 20 de 
septiembre de 1994, contaba con cinco camionetas, un jeep y dos motos (Meneses, 1995). 

Aunque el plan original era convertirla en sociedad anónima mixta, con la participa- 
ción de los productores de leche, no Uegó a constituirse como tal, y permaneció como 
una empresa pública dependiente de Cordecruz. El 28 de octubre de 1989, la Planta San 
Javier pasó a ser administrada por PIL Santa Cruz (Pena y LiUo, 1995). 

El 26 de noviembre de 1992, el ministro de Planeamiento y Coordinación, Samuel Doria 
Medina, contrató los servidos del consorcio Price Waterhouse (OSG)-Socimer Interna¬ 
tional, seleccionado por la agencia de compras estatales PNUD/OSP.^^^ El trabajo de esta 
consultora consistia en realizar los estúdios de seis empresas: las cinco plantas industriales 
de leche (PIL) y la Planta Elaboradora de Quesos (PEQ). Estos estúdios debían determinar 
la viabilidad técnico-económica, realizar un diagnóstico legal, establecer el valor de mercado 
y la estratégia de su venta, elaborar las bases de Pliegos, verificar y actualizar inventários, y 
presentar el precio mínimo bajo el cual seria recomendable la venta de la empresa. El hono¬ 
rário fijo pagado por los servidos de valuación de la Planta San Javier fue de $us 88.755, la 
sexta parte del precio total del estúdio de las seis empresas ($us 532.530). 

El estúdio realizado por el consorcio en 1992 determinó la suma de $us 737.375 como 
valor de reposición, y $us 365.046 como valor de liquidación (Price Waterhouse, 1992). 

En agosto de 1993, los informes de la Planta San Javier y de las plantas industriales 
de leche fueron devueltos a las consultoras para su mejoramiento. Por lo que el proceso 
de privatización fue suspendido hasta 1995, cuando el gobierno de Gonzalo Sánchez de 
Lozada lo reinició. 


558 CEEP. Perfil Industrial Planta de Quesos San Javier, 1993. 

559 La Oficina de Ejecución de Proyectos dependiente del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD/ 
OSP) fue contratada en 1989 para la adquisición de bienes y contratación de servidos destinados al sector público (DS 
21862, 28/01/1988). 
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En esa línea, el Directorio de Cordecruz autorizo la transferencia de todas sus empre¬ 
sas a personas privadas jurídicas o naturales; entre las empresas se encontraba la Planta 
San Javier (Cordecruz, Res. 13/95 d). 

El 13 de juHo de 1995, a través dei FNDR —administrador dei préstamo dei BID para 
la privatización— se contrataron servidos de consultoria para actuaüzar el avalúo de la 
empresa. El consultor contratado fue JuHo Pena y LiUo, con quien se suscribió el Contra¬ 
to de Consultoria 31/95, por la suma de $us 5.500. Este estudió dividió los activos en “in- 
dustriales” y “de transporte”. Entre los primeros se contaba la maquinaria para proceso 
de leche, pasteurización, elaboración de mantequiUa, elaboración de queso, maduración 
de queso; y el equipamiento para servidos auxiliares (caldero, generación de energia, aire 
comprimido, depósitos, redes de distribución, laboratorio para control de calidad, alma- 
cenes). Los activos de transporte comprendían vehículos, repuestos y herramientas (Pena 
y LiUo, 1995). Cabe apuntar que entre los activos de la Planta San Javier figuraba un terre¬ 
no con una superfície de 10.000 m2 (Codena, Res. 13/95 a); sin embargo, el estúdio de 
consultoria realizado determinó un terreno con una superfície de 9.855 m2. La oferta de 
los activos de la empresa se haría en dos lotes; lote 1, terreno de 9.855 m2 en la locaüdad 
de San Javier, además de las edifícaciones; y el lote 2, maquinaria, equipos, laboratorios, 
muebles, enseres, repuestos y herramientas. 

El informe de esta segunda consultoria determinó los siguientes valores; 

• Valor de Reposición $us 428.596 

• Valor en hbros $us 264.162 

• Valor Mínimo de venta $us 367.896 

El 19 de juHo de 1996, el Ministério de Capitahzación aprobó la Resolución Ministe¬ 
rial 084/96 ratifícando el Plan específíco y el Phego de condiciones MC/SNCI/UR/ 
LIC-OOl /96 para la venta de los activos de la Planta San Javier. La hcitación pública fue 
convocada mediante los médios de comunicación nacionales. La fecha de presentación 
de ofertas fue, inicialmente, el 30 de juho de 1999; en una segunda convocatoria, fue tras¬ 
ladada al 20 de agosto (Presencia, 1/08/1996). 

El 25 de juho de 1996, el Ministério de Capitahzación designó a los vocales de la Co- 
misión Cahfícadora para la hcitación púbhca de la Planta San Javier; Juho Leigue Hurtado, 
Prefecto de Santa Cruz; Enrique Quiróz Jordán y Mauricio Prudencio Tardio, asesor 
jurídico y consultor económico de la Unidad de Reordenamiento (UR), respectivamente 
(RM 101/96, 25/07/1996). 

El 20 de agosto de 1996 se reahzó la recepción y apertura de propuestas de la hcita¬ 
ción de la Planta San Javier. Ernesto Antelo Carrasco fue el único ofertante para ambos 
lotes; $us 85.050 para el lote 1 y $us 120.050 para el lote 2. El 30 de agosto de 1996, 
Gonzalo Sánchez de Lozada y su gabinete ministerial adjudicaron los activos de la Plan- 


560 Julio E. Pena y Llilo R, Estúdio de Valuación y Estratégias de Transferencia “PEQ”, Planta Elaboradora de Queso 
“San Javier”, primer tomo, 1995. 



704 


Las empresas públicas del departamento de Santa Cruz 


ta San Javier en favor de Ernesto Antelo Carrasco, por las sumas ofrecidas (DS 24357, 
30/08/1996). El contrato de compraventa fue suscrito el 20 de septiembre de 1996. 

Las inversiones estatales en la empresa alcanzaron los $us 1.133.190 (CEEP-UEREP, 
1993a). La segunda valuación realizada por el consultor JuHo Pena y LiUo, en 1995, esta- 
bleció $us 428.596, como valor de reposición; $us 264.162, como valor en libros, y $us 
367.896, como valor mínimo de venta. La Planta fue enajenada por un valor total de $us 
205.100, en favor de Ernesto Antelo Carrasco. 

Los gastos para la privatización de PEQ San Javier fueron de $us 94.255 por servicios 
de consultoria: $us 88.755 pagados al consorcio Price Waterhouse (OSG)-Socimer Inter¬ 
national, en 1992; y $us 5.500 pagados al consultor JuHo Pena y LiUo, en 1995. 

El cálculo del perjuicio económico es el siguiente; 

f ^ ^ 

Perjuicio económico por ia privatización = (Vaior mínimo de venta 1995 - Precio de venta) + Gastos de 

consuitoría 

V___ J 




A 


PEP = (367.896,00 - 205.100,00) + 94.255,00 = 257.051,00 


V 


J 


Por tanto, el perjuicio económico por la enajenación de la Planta Elaboradora de Que- 
sos San Javier fue de $us 257.051,00. 


8.1.1.8. Proyecto Ganadero Todos Santos Hirtner 

El fundo Todos Santos Hirtner fue adquirido por la CBF a Juan Avelino Costas Aguilera a un 
precio de $b700.000.000, el 24 de diciembre de 1962. Ubicado en el municipio de Montero, 
provinda Obispo Santistevan, departamento de Santa Cruz, contaba con una superfície total 
de 1.114 ha: 532 ha de superfície útil, ya que 582 ha se encontraban en zona inundable. El 17 
de diciembre de 1980 se hizo una permuta de terrenos con la Cabana Todos Santos Paz: se le 
cedieron 100 ha y se recibieron 10 ha y $b275.000 (Coopers & Lybrand y otros, 1993b). 

Su infraestructura estaba conformada por una vivienda para gerencia, cuatro galpones 
de madera y calamina, una oficina, un corral, dos salas de ordenado, establos de cria y 
maternidad, galpón de maquinaria y otros cuatro galpones, viviendas para trabajadores 
tanques de agua, pozo de agua y caseta para bomba. Entre su maquinaria contaba con un 
mohno Nogueira, dos desbrozadoras, dos tractores, dos arados, un nivelador, una orde- 
nadora, una sembradora, un grupo electrógeno, una camioneta Ford, una motocicleta y 
herramientas varias (Coopers & Lybrand y otros, 1992d). 

Los productos principales de esta empresa eran la leche y la carne; pero también se 
criaba animales reproductores. Su capacidad de producción para ordene era de ocho 
puestos manuales por turno. Su rendimiento de leche por cabeza era de 7,3 litros/ día y el 


561 El contrato fue suscrito por Alfonso RevoUo Thenier, ministro de Capitalización; Julio Leigue Hurtado, prefecto de 
Santa Cruz; y Ernesto Antelo Carrasco, adjudicatario. 







Neoliberalismo: enajenación de empresas públicas y recursos naturales, 1985-2005. T. 2 


705 


promedio de cabezas de ganado era de 400, aproximadamente. Al 29 de febrero de 1992, 
el Proyecto mantenía 17 puestos de trabajo (Coopers & Lybrand y otros, 1992d). 

El proceso de enajenación de este proyecto ganadero comenzó con el gobierno de 
Jaime Paz Zamora, que lo incluyó en la Hsta de 60 empresas dependientes de las Cordes 
a ser privatizadas (DS 22836, 14/06/1991). Ya durante este proceso, el Proyecto fue de¬ 
nominado Cabana Lechera Todos Santos Hirtner. 

En 1991, el Directorio de Cordecruz, mediante el Acta n.° 13-91 dei 22 de octubre 
de 1991, aprobó la entrega en usufructo de este proyecto ganadero al Proyecto de Mejo- 
ramiento Genético Bovino (PMGB) dependiente de la Universidad Autónoma Gabriel 
René Moreno. El Contrato n.° 00867, de enero de 1992, transfirió el usufructo “hasta 
que mediante ley expresa dei Congreso o a través de Decreto Supremo de Gobierno, se 
apruebe definitivamente a título gratuito u oneroso la mencionada transferencia” (Coo¬ 
pers & Lybrand y otros, 1992d). 

El 21 de febrero de 1992, Samuel Doria Medina, ministro de Planeamiento y Coor- 
dinación y presidente de la CEEP, contrató al consorcio formado por las consultoras 
Coopers & Lybrand, Harteneck López y Cia. y Chemonics para la valuación técnico-fi- 
nanciera y el diseno de la estratégia de privatización de nueve empresas denominadas 
“Productoras de Carnes y Alimentos Balanceados”; Cabana Lechera Todos Santos Hirt¬ 
ner formaba parte de estas. El costo total de la consultoria ascendió a $us 194.077,60, 
correspondiendo a cada una la suma de $us 21.564,18. 

La valuación económica de los activos de esta unidad estableció un valor de $us 526.525. 

Sin embargo, el propósito inicial de transferir el proyecto al sector privado no pros- 
peró. El 14 de septiembre de 1992, el Directorio de Cordecruz resolvió transferir a título 
gratuito la Cabana Lechera Todos Santos Hirtner en favor dei Programa de Mejoramien- 
to Genético de Bovinos de la Universidad Autónoma Gabriel René Moreno. Esta deci- 
sión fue refrendada por la CEEP mediante la Resolución dei 10 de noviembre de 1992, y 
por Coneplan con la Resolución 125/92 dei 18 de noviembre de 1992, que encomendaba 
al Ministério de Planeamiento y Coordinación la tramitación dei correspondiente decreto 
supremo de transferencia. 

El 5 de marzo de 1993 fue emitido el Decreto Supremo 23413 que autorizaba al pre¬ 
sidente de Cordecruz transferir a título gratuito la Cabana Lechera Todos Santos Hirtner 
en favor de la Universidad Gabriel René Moreno. De modo que, el 17 de abril dei 993, fue 
suscrito el contrato de transferencia. Los firmantes fueron Samuel Doria Medina, minis¬ 
tro de Planeamiento y Coordinación; Ramón Prada Vaca Diez, presidente de Cordecruz, 
y Silverio Márquez Tavera, rector de la Universidad Gabriel René Moreno. 

8.I.I.9. Financiera de Desarrollo de Santa Cruz SAM (Findesa) 

El 5 de junio de 1985, el gobierno de Hernán Siles Zuazo emitió el Decreto Supremo 
20856 que autorizaba la organización y el establecimiento de Financieras de Desarrollo 
Regional (Fidere), con status de sociedades de economia mixta; asimismo facultaba a las 
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Cordes para la promoción y conformación de esas sociedades. El sector público debía 
suscribir minimamente el 51% de las acciones del capital (art. 2). Los objetivos de crea- 
ción de las Financieras de DesarroUo Regional eran; 

• Coadyuvar al desarrollo económico y social de la región en forma sostenida para el creci- 
miento permanente de la producción e incremento de los niveles de empleo, de conformidad 
a los Planes Nacionales y Regionales de Desarrollo. 

• Participar en inversiones que se efectúen en obras de infraestructura física, económica y 
social básicas. 

• Desarrollar, fomentar y equipar industrias, empresas y actividades agropecuarias, agroindus- 
triales, minerías, artesanales y de servicios. 

• Reorganizar, racionalizar y transformar empresas radicadas en la región (art. 4). 

En esc marco, Cordecruz creó la Financiera de Desarrollo de Santa Cruz (Findesa), 
constituída mediante la Escritura Pública n.° 6 del 13 de marzo de 1986, y con la autoriza- 
ción de los Decretos Supremos 21078 y 21197 del 23 de septiembre de 1985 y 26 de marzo 
de 1986, respectivamente (DS 25490, 13/08/1999). Estaba domiciliada en la caUe Velasco 
n.° 19, Edifício Findesa, en la zona central de la ciudad de Santa Cruz de la Sierra. 

El 2 de agosto de 1986, Findesa se convirtió en Sociedad Anónima Mixta. El capital 
de constitución fue de Bs5.871.769 que, al tipo de cambio de Bs2.21 por dólar, eran $us 
2.522.721. De acuerdo con la escritura de constitución, cada acción tenía un valor nomi¬ 
nal de Bs 100 ($us 45,24) y su distribución debía ser la siguiente; 

Cordecruz 60% serie A 

CAO 10% serie B 

CIC 10% serie C 

Organismos internacionales 10% serie D 

Pequenos productores 10% serie E 

Fuente: Delta Consult Ltda., 1996. 

Sin embargo, de las cinco series de acciones solo se concretaron tres; 

Serie “A” Prefectura de Santa Cruz Bs5.320.073 

Serie “B” Câmara Agropecuária del Oriente Bs424.219 

Serie “C” Câmara de Industria y Comercio Bs351.708 


87.27% 

6.96% 

5.77% 


La ausência de las series “D” para Organismos Internacionales y “E” para pequenos 
productores obligó a Cordecruz a absorber esa defíciencia; así también, absorbió la di¬ 
ferencia del aporte incumplido por los socios de la serie “B” y “C”; la CAO y la Cainco 
habían suscrito Bs609.600 cada uno, pero solamente aportaron Bs408.613 y Bs338.770, 
respectivamente (Delta Consult Ltda., 1996). 
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Su inscripción fue autorizada por la Dirección General de Registro de Comercio y 
Sociedades por Acciones (Recsa), mediante la Resolución Administrativa 12645, y su 
licencia de funcionamiento fue otorgada por la Gerencia de Fiscalización dei Banco Cen¬ 
tral de BoHvia, mediante la Resolución dei 21 de juHo de 1987 y la Resolución dei 24 de 
agosto de 1987 (DS 25490, 13/08/1999). Su funcionamiento estaba regulado por la Ley 
General de Bancos y Entidades Financieras (Ley 1488), vigente en esa época. 

En el marco de la poHtica de privatización, en 1995 se contrató a Delta Consult Ltda., 
firma corresponsal de Grant Thornton International, para realizar una evaluación finan- 
ciera de Findesa, pero no se conoce la fecha ni monto dei contrato. Después de realizada 
la evaluación financiera, el valor dei patrimônio neto, al 30 de septiembre de 1995, quedó 
definido en un total de Bs25.316.758, equivalente a $us 5.219.949. 

Por efecto de la Ley de Descentralización dei 28 de juho de 1995, las Cordes fueron 
disueltas y su patrimônio fue puesto bajo administración de las Prefecturas; de este modo, 
el paquete accionario de Findesa fue transferido a la Prefectura de Santa Cruz. 

Tanto el 22 de agosto de 1995 como el 20 de junio de 1996, la Junta General Extraor¬ 
dinária de Accionistas de Findesa autorizó el reordenamiento de la empresa mediante la 
modahdad de Licitación Pública Nacional dei 100% de las acciones de la empresa. 

El 8 de noviembre de 1996, el Ministério de Capitahzación aprobó el Plan específico 
para el reordenamiento de Findesa, el cual debía seguir la modahdad de “fusión por ab- 
sorción” para la posterior venta dei paquete accionario a una entidad bancaria dei sistema 
nacional (Resolución Ministerial 165/96, 8/11/1996). De modo que, también, aprobó 
el Phego de condiciones de la Licitación Púbhca (MC/SNCI/UR/LIC-005/96) para la 
venta de acciones de Findesa SAM. 

El Ministério de Capitahzación y la Prefectura de Santa Cruz convocaron a las enti¬ 
dades bancarias a participar en dicha hcitación. El banco adjudicatario debía cumphr con 
ciertas condiciones; por ejemplo, ser una entidad financiera cuyo financiamiento esté 
autorizado por la Superintendência de Bancos y Entidades Financieras; estar habihtada 
como Institución de Crédito Intermediaria (ICI) de acuerdo a normativa emitida por el 
Banco Central de Bohvia, y tener la suficiente capacidad de endeudamiento, ya que adqui¬ 
riría los derechos y obhgaciones de Findesa. 

Por un plazo de 15 anos, el adjudicatario administraria la cartera de préstamos con 
recursos de los Fondos de Depósito (fideicomisos), bajo los términos y condiciones 
establecidos originalmente; la cartera refinanciada proveniente dei Banco Central de 
Bohvia, y las carteras en cobranza de la ex Cordecruz y la ex Unidad Crediticia Fi¬ 
nanciera (UCF). 

Esta hcitación púbhca, cuya conclusión estaba prevista para febrero de 1997, fraca- 
só y no fue concretada en la gestión gubernamental de Gonzalo Sánchez de Lozada. 
El gobierno de Hugo Banzer y Jorge Quiroga retomó la privatización de Findesa y 
encargó a la consultora Delta Consult la actuahzación de los estúdios al 30 de abril de 
1998 (UDAPE, 1999). 
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En 1999, la Junta General Extraordinária de Accionistas de Findesa resolvió, por unani- 
midad, la liquidación voluntária de la sociedad, con fecha de corte al 28 de febrero de 1999. 
El 7 de junio de 1999, la Superintendência de Bancos y Entidades Financieras emitió un dic- 
tamen favorable a la soHcitud de liquidación de Findesa SAM, en apHcación de los artículos 
116 y 117 de la Ley 1488 de Bancos y Entidades Financieras (DS 25490,13/08/1999). 

El 13 de agosto de 1999, Hugo Banzer Suárez y su gabinete emitieron el Decreto 
Supremo 25490 que dispuso la liquidación voluntária de Findesa SAM a cargo de una co- 
misión liquidadora designada por su Junta General, la misma que debía estar compuesta 
por miembros del sector público y del sector privado, de acuerdo a la Ley 1488 de Bancos 
y Entidades Financieras, el Código de Comercio y sus estatutos. 

Para octubre de 2004, el gabinete del presidente Carlos Mesa Gisbert ratificó a la 
Comisión liquidadora designada por la Junta de Accionistas de Findesa como la respon- 
sable exclusiva de la liquidación voluntária, y senaló a la Contraloría como encargada del 
control gubernamental, pues Findesa intermediaba únicamente recursos públicos y no 
privados (DS 27814, 22/10/2004). 

A la fecha, Findesa continúa como empresa en liquidación. En el Registro de Co¬ 
mercio administrado por Fundempresa, figura como “Financiera de DesarroUo de Santa 
Cruz-Findesa SAM (En liquidación)”, con matrícula de comercio 00012948 (Fundem¬ 
presa, 2017). Puesto que ha dejado de operar, se la registra como empresa cerrada. 

8.I.I.IO. Fábrica de Cerâmica Roja Roboré SAM (Cerrosam) 

En 1979 tuvo lugar en Roboré una inundación que provocó el abandono de tejerías y 
ladriUerías artesanales, provocando el desabastecimiento de materiales de construcción. 
Ante eUo, las autoridades y el pueblo de Roboré decidieron formar la Cooperativa de 
Material Cerâmico. 

El 19 de septiembre de 1982 fue suscrita el Acta de Fundación de la Cerâmica Roja 
Roboré Sociedad Anónima Mixta, con el impulso de Cordecruz. La composición accio- 
naria era la siguiente; 


Sector Público: 

Cordecruz 

69,2 % 


Alcaldía Municipal de Roboré 

2,0 % 


Grupo Aéreo 61 

0,2 % 


Regimiento Junín 15 de Infantería 

0,4 % 

Sector Privado: 

Asociación de Ganaderos Roboré 

0,2 % 


Cooperativa de Servidos Públicos 

0,3 % 


Personas independientes 

27,6 % 

TOTAL 


100 % 


Para el arranque de la fábrica, se aprobó un aporte de Cordecruz de Bs304.796,98, 
equivalente a $us 137.700 (al cambio de Bs2,21 por unidad de dólar americano) en fidei- 
comiso que seria devuelto a Cordecruz con el 50% de los beneficios (Adaro, 1992c). 
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El 21 de mayo de 1985, elgobierno de Hernán Siles Zuazo emitió el Decreto Supremo 
28808 que aprobaba y homologaba la Escritura Pública n.° 10 dei 23 de febrero de 1984, 
relativa a la constitución de Cerrosam, reconociendo su personería jurídica y aprobando 
su Estatuto Orgânico. El capital autorizado fue de $b48.470.000, con un capital suscrito 
de Sb24.240.000 (DS 28808, 21/05/1985). La composición accionaria fue de 71,9% dei 
sector público (69,2% de Cordecruz, otros 2,7%) y de 28,1% dei sector privado. 

Las actividades de producción se iniciaron en septiembre de 1987. La empresa se 
dedicaba a la producción de cerâmica roja para la construcción; ladriUos de seis y ocho 
huecos, ladriUos de piso, parasoles de diversas medidas, tejas coloniales, tubos y codos 
de diversas medidas (Adaro, 1992). Para eUo, se utiUzaba arciUa extraída de yacimientos 
arrendados, situados a 8 km de la planta. 

La finaUdad de implementar la empresa fue “poner al alcance de las poblaciones ur¬ 
bana y rural dei departamento de Santa Cruz los médios y tecnologias modernas de 
procesamiento de materiales cerâmicos, promoviendo, a través de la utiUzación de los 
mismos, el desarroUo dei sector en general, con proyección nacional, y el cumpUmiento 
de los siguientes objetivos: 

• Satisfacer las necesidades de cerâmica roja de una calidad aceptable y a un precio razonable, 
al alcance de la población. 

• Contribuir al mejoramiento habitacional de la región. 

• Incentivar el desarroUo urbano y de su área de influencia. 

• Generar nuevas fuentes de trabajo estable. 

• Contribuir la reducción de las migraciones internas bacia las áreas urbanas. (Adaro, 1992d) 

Cerrosam se encontraba en la ciudad de Roboré, provinda de Chiquitos, a 400 km 
de Santa Cruz de la Sierra, sobre la vía férrea de Corumbá, cercano al casco urbano de 
Roboré. El terreno de Cerrosam contaba con una superfície total de 112.481,1 m2, pero 
tenía un Utigio con la Alcaldía de Roboré que afectaba 10.642,59 m2. La ubicación fue 
elegida con la intención de explotar la arciUa de ese yacimiento, sin embargo, la caUdad no 
era buena. Después de todas las pruebas reaUzadas, se recurrió a otro yacimiento ubicado 
a 7 km de la fábrica e inició su explotación en enero de 1989. 

La capacidad instalada de Cerrosam era de solo 45.000 piezas/mes debido a las res- 
tricciones de los hornos y las câmaras de secado. La capacidad de máquina y proceso era 
mucho más elevada, pudiendo superar las 100.000 piezas/mes (Adaro, 1992). 

El mercado de influencia de Cerrosam era Roboré y sus cercanias, extensible hasta 
Puerto Suárez y San Ignacio. 

La plantiUa de Cerrosam estaba formada por 27 personas, siete como personal fíjo y 
las otras 20 como personal eventual. 

Para el ano 1992, la participación accionaria era de 69,2% para Cordecruz y de 30,8% 
para otros accionistas, sin especificar el detaUe (Adaro, 1992d). 
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Iniciada la política de privatización, el gobierno de Jaime Paz Zamora incluyó a Ce- 
rrosam entre las 60 empresas de las Cordes senaladas en el Decreto Supremo 22836 de 
14 de junio de 1991 para su privatización. Luego, el 28 de febrero de 1992, Samuel Doria 
Medina, ministro de Planeamiento y Coordinación y presidente de la CEEP, contrató a la 
consultora espanola Empresa Nacional Adaro de Investigaciones Mineras para la valua- 
ción técnico-financiera y el diseno de la estratégia para la privatización de nueve empresas 
procesadoras de minerales no metálicos,entre las que estaba Cerrosam. El costo total 
de consultoria fue de $us 253.395,53, habiéndose gastado en cada una de las nueve em¬ 
presas la suma de $us 28.155,06. 

La valuación efectuada por Adaro determinó $us 74.626 como valor real de utiUza- 
ción. Su valor contable, según balance al 31 de diciembre de 1991, reflejaba un capital 
social y reservas de Bsl.144.665,11, equivalente a $us 301.227,66 (t/c Bs3,8 por $us 1). 
Con estas cifras, el valor de la empresa fue determinado en una horquiUa entre $us 44.980 
y $us 51.900 (Adaro, 1992d). 

La privatización de Cerrosam no se concretó en la gestión de Jaime Paz, porque no 
estaba totalmente saneado su condición de sociedad anónima mixta y el derecho propie- 
tario de sus activos (UEREP, 1993). 

El gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada reinició la privatización de Cerrosam el 5 
de abril de 1995, cuando el Directorio de Cordecruz autorizó la transferencia a personas 
privadas jurídicas o naturales de todas las unidades económicas de su propiedad, entre las 
cuales se encontraba esta empresa (Cordecruz, Res. 13/95). 

A su vez, el Ministério de CapitaHzación determinó la contratación de un consultor 
independiente para realizar una nueva valoración económica-jurídica de la empresa. El 
Contrato de consultoria 32/95 fue suscrito el 20 de juHo de 1995, entre Oscar Arrien 
Sandoval, presidente del Fondo Nacional de DesarroUo Regional (FNDR) —entidad en- 
cargada de la ejecución del crédito del BID, destinado a la privatización de las empresas 
públicas mediante la contratación de servicios de consultoria—, y el consultor Fernando 
Sanabria Camacho, por la suma de $us 4.000. Además, se contrataron los servicios de 
consultoria de un abogado para el saneamiento legal de la empresa; Walker San Miguel 
Torrico fue contratado para sanear dos empresas de Cordecruz (Cerrosam y Cerocsam - 
Fábrica de Cerâmica Roja de Camiri) por un monto total de $us 6.000, correspondiendo 
a cada una la suma de $us 3.000 (Contrato n.° 53/95). 

El 25 de agosto de 1995, el Consejo de DesarroUo Nacional (Codena) emitió la Re- 
solución 13/95 que autorizaba al Ministério de CapitaHzación la privatización de diez 
empresas, entre las cuales estaba Cerrosam; determinó, además, que la forma de priva¬ 
tización fuera la disolución de la sociedad y la venta de sus activos mediante Hcitación 
púbUca. Empero, la autorización no prosperó. 


562 Las nueve empresas procesadoras de minerales no metálicos evaluadas por Adaro fueron la Fábrica de Cerâmica 
Roja Cobija (FCRC), la Fábrica de Cerâmica Roja Trinidad (FCRT), la Fábrica de Cerâmica Roja Oruro (FCRO), la 
Fábrica de Cerâmica Roja Roboré SAM (Cerrosam), la Fábrica de Cerâmica Roja Camiri SAM (Cerocsam), la Fábrica 
Boliviana de Cerâmica (Faboce), Sal Yodada Entrerriana, Cerâmica Sucre y la Fábrica de Losetas Montero. 
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En el gobierno de Hugo Banzer y Jorge Quiroga, el Ministério de Comercio Ex¬ 
terior e Inversión, sustituyendo al extinto Ministério de Capitalización en la dirección 
de la privatización de empresas públicas, incluyó a Cerrosam entre las empresas a 
privatizar, pero finalmente la excluyó el ano 2000 debido a los problemas jurídico-le- 
gales que no fueron saneados por la Prefectura de Santa Cruz y que imposibilitaban 
su transferencia al sector privado (MCEI, 2001). 

Finalmente, la empresa dejó de operar y fue cerrada. Se desconoce el destino de sus 
activos. 

8.I.I.II. Fábrica de Cerâmica Roja Camiri SAM (Cerocsam) 

La Fábrica de Cerâmica Roja de Camiri fue creada en 1984, luego de diversos estú¬ 
dios realizados entre 1982 y 1984. La Escritura Pública n.° 27 dei 27 de junio de 1984 
que corresponde a la Constitución de la Sociedad Anónima Mixta de Cerâmica Roja 
Camiri (Cerocsam) aprobó un capital autorizado de $b240.000.000, un capital suscrito 
de $bl20.000.000, y un capital pagado de $b30.000.000. De ese capital pagado, el 75% 
correspondia a Cordecruz y el otro 25% a otras instituciones y personas particulares. El 
valor de cada acción era de $bl0.000 (DS 20809, 21/05/1985). 

De acuerdo a la Escritura pública de constitución, la participación accionaria era la 
siguiente; 

Serie pública 
“A” 

Cordecruz 

Instituto Politécnico Universitário de Camiri 
Series privadas 

“B” Profesionales, profesores y estudiantes $b4.288.375 

“C” Comerciantes, amas de casa e independientes $b5.790.625 

“D” Trabajadores de YPFB, transportistas. 

Sindicato de la Caja Petrolera y Tajeros $b5.236.250 

La constitución de esta empresa, sus estatutos y personería jurídica fueron reconoci- 
dos por Decreto Supremo 20809 dei 21 de mayo de 1985. 

Las obras de construcción comenzaron en 1985 y la maquinaria fue instalada a finales 
de 1986. La producción empezó en 1988 (Sánchez, 1995). 

La empresa se dedicaba a la producción de cerâmica roja para la construcción; ladriUos 
de distinto tipo, ladriUos para piso, tejas coloniales, vigas, parasoles estreUa y octogonales, 
tubos de distintos diâmetros, codos, yes y tés (Adaro, 1992). El objetivo de su creación 
atendia no solo la posibiUdad de benefícios económicos, sino que buscaba satisfacer las 
necesidades de materiales de cerâmica roja a precios accesibles para contribuir a la mejora 
habitacional de la zona y disminuir las migraciones hacia áreas urbanas. 


$bl 1.684.750 
$b3.000.000 
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Cerocsam estaba ubicada en Camiri, província Cordillera, a 250 km de Santa Cruz de 
la Sierra, en el área periférica de la ciudad. El terreno en el que se encontraba la planta era 
de 21.716,95 m2, el área de explotación abarcaba 18.616,75 m2. El área de la fábrica y la 
oficina era de 2.458,09 m2, más una playa de 642,11 m2, pero en la inspección realizada 
por técnicos de la consultora Adaro se determino que las superficies no coincidían. En 
la visita se había determinado un área mucho mayor; 49.449,96 m2, de los cuales corres- 
pondían 44.952,70 m2 al área de explotación, 2.288,68 m2 al área de fábrica y oficina, y 
2.208,58 m2 al área de playa (Adaro, 1992a). 

Su yacimiento estaba ubicado en terrenos coündantes con la unidad de producción; 
sus reservas fueron estimadas para 30 o 40 anos. La arciUa extraída era de buena calidad, 
contaba con una fosa de maduración, mezcladora-laminadora (cintas transportadoras), 
maromba, cortadora, câmaras de secado y el horno de cocción a gas (Adaro, 1992a). 

Para 1992, contaba con 27 trabajadores, 23 fijos y cuatro eventuales. La capacidad 
instalada de la empresa era de 780.000 piezas/ano, producidas en un solo turno laborai de 
ocho horas. Para 1995, se reportó una capacidad anual de producción efectiva de 864.000 
ladriUos de seis huecos (Adaro, 1992). 

Cerocsam era la única fábrica del sudeste de Bolivia, y su mercado estaba concentrado 
en las províncias de Cordillera (de Santa Cruz), Luis Calvo, Hernando Siles y Monteagu- 
do (de Chuquisaca) y Gran Chaco (de Tarija) (Adaro, 1995). 

El balance de apertura de Cerocsam al 31 de diciembre de 1988 registró un activo de 
Bsl.194.620, equivalente a $us 483.652 (t/c Bs2,47 por $us 1), monto del cual Corde- 
cruz era accionista del 75%. El balance al 31 de diciembre de 1989 senalaba un activo 
de Bsl.598.434, equivalente a $us 536.387 (t/c Bs2,98 por $us 1). El balance al 31 de 
diciembre de 1990 registraba un activo de Bsl.484.241, equivalente a $us 437.829 (t/c 
Bs3,39 por $us 1) (Adaro, 1992a). 

Su proceso de enajenación comenzó en el gobierno de Jaime Paz Zamora, cuando la 
fábrica fue incluída entre las 60 empresas de las Cordes a privatizar (DS 22836, 14/06/ 
1991). El 28 de febrero de 1992, Samuel Doria Medina, ministro de Planeamiento y 
Coordinación y presidente de la CEEP, contrató a la consultora espanola Empresa 
Nacional Adaro de Investigaciones Mineras para evaluar y disenar la estratégia para la 
privatización de nueve empresas procesadoras de minerales no metálicos, entre las que 
estaba Cerocsam. El costo total de la consultoria fue de $us 253.395,53, correspondien- 
do a cada una de las nueve empresas evaluadas la suma de $us 28.155,06. 

La consultora Adaro estableció el valor real de la fábrica en $us 127.113, y el valor co¬ 
mercial en un rango de $us 95.000 a $us 110.000, correspondiendo a Cordecruz el 75% de 
esos valores en atención al porcentaje de su participación accionaria (Adaro, 1992b). 

La privatización de Cerocsam no se concretó en el gobierno de Paz Zamora por falta 
de saneamiento legal en la constitución de la sociedad anónima mixta y en el derecho 
propietario de los activos. 

El gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada reinició la privatización de Cerocsam. El 
5 de abril de 1995, el Directorio de Cordecruz autorizó la transferencia a personas pri- 
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vadas jurídicas o naturales de todas las unidades económicas de su propiedad, entre eUas 
Cerocsam (Cordecruz, Res. 13/95). 

A su vez, el Ministério de Capitalización estableció la contratación un consultor indepen- 
diente para determinar una nueva valoración económica-jurídica de la empresa. Se contrató 
al consultor Grover Sánchez Eid, por la suma de $us 4.000, según consta en el Contrato de 
consultoria 28/95, suscrito el 14 de julio de 1995, entre dicho consultor y Oscar Arrien Sando- 
val, presidente dei FNDR. Además, se contrataron los servidos de consultoria de un abogado 
para el saneamiento legal de la empresa. El abogado contratado fue Walker San Miguel Torri- 
co por la suma de $us 3.000, según consta en el Contrato n.° 53/95 suscrito para sanear dos 
empresas de Cordecruz (Cerocsam y Cerrosam) por un monto total de $us 6.000. 

En 1995, el valor en Hbros de los activos fue valuado en $us 229.520; el valor de re- 
posición, en $us 370.038; el valor actual, en $us 239.353, y el valor de Hquidación, en $us 
136.174 (Sánchez, 1995). 

El 25 de agosto de 1995, el Consejo de DesarroUo Nacional (Codena) emitió la Reso- 
lución 13/95, autorizando al Ministério de Capitalización la privatización de 10 empresas, 
entre las cuales estaba Cerocsam, y determinó la disolución de la sociedad y la venta de 
sus activos mediante hcitación pública; sin embargo, la autorización no prosperó. 

En el gobierno de Hugo Banzer y Jorge Quiroga, el MUnisterio de Comercio Exterior e In- 
versión —sucesor dei extinto Ministério de Capitalización en tareas de privatización de empresas 
públicas— incluyó a Cerocsam entre las próximas empresas a privatizar; pero, el 2000, lo excluyó 
debido a los problemas jurídico-legales que imposibilitaban su transferencia al sector privado; la 
Prefectura de Santa Cruz no había efectuado saneamiento alguno (MCEI, 2001). 

La Sociedad Anónima Mixta de Cerâmica Roja Camiri fúe constituida mediante Escritura 
Pública dei 27 de junio de 1984, homologada mediante DS 20809 dei 21 de mayo de 1985, 
norma que además aprobó su personería jurídica y sus estatutos. Sin embargo, de acuerdo al 
informe dei consultor Grover Sánchez, Cerocsam no fúe inscrita en el Registro de Comercio 
y Sociedades por Acciones y su proceso de constitución no había sido concluido. 

La participación accionaria privada era de 1.279 accionistas, pero sus acciones ni el 
compromiso de suscrípción de acciones fueron emitidos, sino apenas un certificado pro¬ 
visional, en lugar de un documento que acreditara su condición de duenos de las accio¬ 
nes. Hasta 1995 no había tenido lugar una reunión de Directorio ni una Junta General 
Ordinaria ni Extraordinária de Accionistas (Sánchez, 1995). 

El consultor Sánchez también evidenció que al constituirse Cerocsam, Cordecruz 
había reservado acciones para que fueran adquiridas por los socios privados, pero luego 
de más de dos anos y al no haber sido compradas, la entidad regional estaba en hbertad 
de transferir sus acciones a otras personas o instituciones. 

En ese contexto, se recomendó inscribir Cerocsam al Registro de Comercio y Socie¬ 
dades por Acciones, a fin de legalizar el proceso de formación definitiva de la SAM, y así 
emitir las acciones con sus respectivos títulos a cada uno de los accionistas. Constituida 
la SAM, correspondia convocar a una Junta General Extraordinária de Accionistas para 
resolver la disolución y hquidación de Cerocsam (en virtud de que Cordecruz contaba 
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con el 75% de las acciones) y nombrar a una comisión liquidadora, que se encargaría de 
la disolución de la empresa y la venta de sus activos. 

En cuanto a los activos, el derecho propietario de los terrenos y edificaciones fue 
inscrito en las oficinas de Derechos Reales a nombre de Cerocsam, confirmándose la 
existência de 21.716,95 m2 de su propiedad. El derecho propietario de la maquinaria 
estaba respaldado por las póhzas de importación y no existían documentos legales del 
vehículo marca Chevrolet. Pero los problemas legales y jurídicos hicieron imposible su 
transferencia a privados. 

Finalmente, en el marco de la política de privatización, la empresa dejó de operar y fue 
cerrada. Se desconoce el destino que tuvieron sus activos. 

8.1.1.12. Planta Envasadora de Tomates y Hortalizas SAM (Pethosam) 

El 15 de junio de 1983 fue firmado el convénio para fundar la Planta Envasadora de 
Tomates y Hortalizas Sociedad Anónima Mixta (Pethosam) por los representantes de 
Cordecruz, de la Empresa Comercializadora Agrícola de Comarapa (EMCA), de la Aso- 
ciación de Horticultores y Fruticultores (Asohfrut) y los productores independientes. 

El 25 de junio de 1983, el gobierno de Hernán Siles Zuazo aprobó la constitución de 
Pethosam, obteniendo su personería jurídica el 21 de septiembre de 1983. La constitu¬ 
ción de esta empresa fue protocolizada el 7 de juho de 1983, ante el notário de Hacienda 
Departamental Víctor Nayar Velarde, mediante el Testimonio 1/83 y el Instrumento n.° 
21. Su conformación era la siguiente manera; 

Sector público: Cordecruz 

Sector privado: EMCA (Empresa Comercializadora Agrícola de Comarapa 
ASOHFRUT (Asodadón de Horticultores y Fruticultores) 

Productores independientes de la zona. (PNUD/OSP, 1993) 

La planta Pethosam estaba ubicada en la locahdad de San Isidro, provinda Manuel 
Maria CabaUero, a 230 km de la ciudad de Santa Cruz de la Sierra, en el punto de conver¬ 
gência de todos los productores de la región. 

El proyecto se inició el ano 1984, y los trabajos se ejecutaron hasta la conclusión 
de las obras civiles. La inversión estatal en Pethosam se estima en $us 400.000 (Bond y 
Benavides, 1986). 

La capacidad instalada de la planta fue definida en función de la matéria prima dispo- 
nible, el mercado, los aspectos tecnológicos y considerando una jornada de ocho horas 
al día por 300 dias al ano. La capacidad teórica de Pethosam seria de 21.600 TM/ano, 
con dos líneas de producción; hnea de tomate fresco (18.800 TM/ano) y hnea de tomate 
industrializado (4.800 TM/ano). Se proyectó que la Planta utüizaría un 60% de su capa¬ 
cidad instalada el primer ano y Uegaría al 100% en el tercer ano de su funcionamiento 
(PNUD/OSP, 1993). 
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La Planta no Uegó a funcionar porque su implementación fue interrumpida. Se la 
registra entre las unidades cerradas antes de entrar en funcionamiento. 

8.1.1.13. Chancadora Municipal 

En 1979, la Alcaldía Municipal de Santa Cruz de la Sierra fue autorizada para adqui¬ 
rir un importante lote de maquinaria y equipo pesado, destinado a distintas obras de 
infraestructura en el área urbana de esa capital (DS 16370, 10/04/1979). Para ello, 
se considero importante que contara con una fuente propia de materiales inertes 
(capa base, grava, etc.), a fin de cumplir con la tarea de apertura, mejoramiento y 
conservación de las vias públicas. 

El 28 de junio de 1979, el Gobierno nacional autorizo a la Alcaldía Municipal de 
Santa Cruz de la Sierra la adquisición, con carácter de excepción, de la planta productora 
de materiales inertes, propiedad de la empresa denominada Chancadora Aponte & Cia. 
Ltda., ubicada en la locahdad de Santa Rita, provincia Andrés Ibánez dei departamento 
de Santa Cruz, por la suma de $us 1.543.000. 

Estaba situada en un terreno de 60.349,12 m2 en Santa Rita, a 29 km de Santa Cruz, 
zona noroeste de El Torno (DS 2901, 29/10/2004). 

La Chancadora Municipal fue incorporada al proceso privatizador durante el go¬ 
bierno de Jaime Paz Zamora; la Unidad Ejecutora dei Reordenamiento de la Empresa 
Pública, dependiente de la Comisión de Evaluación de la Empresa Pública, la incluyó en 
la Usta de empresas municipales a privatizar. 

La Ley 2901 dei 29 de octubre de 2004 da cuenta de que el terreno de la ex 
Chancadora Municipal es propiedad dei Gobierno Municipal de Santa Cruz, ya que 
autoriza a este municipio la transferencia de dicho terreno, a título gratuito, a favor 
dei Gobierno Municipal de El Torno. Sin embargo, a la consulta remitida por la 
Comisión Especial Mixta de Investigación de la Privatización y Capitalización, al 
Gobierno Autónomo Municipal de Santa Cruz respondió que no tiene información 
acerca de esta empresa (Fernández Anez, 25/10/2016). 

Esta empresa dejó de operar y se la registra entre las empresas cerradas por efecto dei 
proceso de privatización. Se desconoce el destino de sus activos. 

8.1.1.14. Empresa Municipal de Transporte Automotor (EMTA) 

Las empresas municipales de transporte tuvieron su origen en la Empresa Nacio¬ 
nal de Transporte Automotor (ENTA), creada en 1983 por el gobierno de Hernán 
Siles Zuazo (1982-1985) en los principales centros urbanos dei país, con el objetivo 
de proporcionar un transporte eficiente y barato a la ciudadanía. ENTA era una 
entidad descentralizada, con autonomia de gestión administrativa y financiera (DS 
19460, 14/03/1983). 
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El 29 de agosto de 1985, el gobierno de Víctor Paz Estenssoro inicio la implementa- 
ción de la política neoHberal en el país; entre sus primeras medidas determino la disolu- 
ción de ENTA y la transferencia de sus activos a las municipalidades de las capitales de 
departamento (DS 21060, 29/08/1985; art. 122). 

En ese marco, los activos de ENTA en Santa Cruz de la Sierra pasaron a la Alcaldía 
de esa ciudad, que Uegó a conformar la Empresa Municipal de Transporte Automotor 
(“EMTA Camba”). Esta empresa presto servidos en el radio urbano de la ciudad de San¬ 
ta Cruz hasta que se puso en vigência la política de privatización de empresas públicas, 
incluidas las empresas municipales. 

Consultado por la Comisión Especial Mixta de Investigación de la Privatización y Ca- 
pitahzación, el Gobierno Autónomo Municipal de Santa Cruz respondió no contar con 
información sobre esa empresa (Fernández Anez, 25/10/2016). 

EMTA Camba dejó de operar y fue cerrada. Se desconoce el destino de sus activos. 

8.1.1.15. Fábrica Municipal de Tubos y Losetas Santa Cruz 

El proceso privatizador desarroUado durante el gobierno de Jaime Paz Zamora (1989- 
1993) incluyó a varias empresas municipales de las capitales de departamento. En las lis¬ 
tas elaboradas por la Comisión de Evaluación de la Empresa Pública, mediante la Unidad 
Ejecutora del Reordenamiento de la Empresa Pública, se incluyó a la Fábrica de Tubos y 
Losetas de Santa Cruz. 

El Gobierno Autónomo Municipal de Santa Cruz, ante la consulta remitida por la 
Comisión Especial Mixta de Investigación de la Privatización y Capitahzación, manifestó 
desconocer la existência de esta fábrica (Fernández Anez, 25/10/2016). 

Por efecto de la poKtica de privatización, esta fábrica dejó de operar y fue cerrada. Se 
desconoce el destino de sus activos. 

8.1.1.16. Empresa Municipal de Asfaltado y Drenajes Pluviales 

La Empresa Municipal de Asfaltado y Drenajes Pluviales fue incluida en el proceso pri¬ 
vatizador durante el gobierno de Jaime Paz Zamora (1989-1993), como una empresa 
dependiente del Municipio de Santa Cruz. La Unidad Ejecutora del Reordenamiento de 
la Empresa Pública, dependiente de la Comisión de Evaluación de la Empresa Pública, la 
incluyó entre las empresas municipales a privatizar. 

El Gobierno Autónomo Municipal de Santa Cruz, ante consulta de la Comisión Es¬ 
pecial Mixta de Investigación de la Privatización y Capitahzación, informó que no conoce 
sobre la existência de esta empresa (Fernández Anez, 25/10/2016). 

Por efecto de la pohtica de privatización, esta empresa dejó de operar y fue cerrada. Se 
desconoce el destino de sus activos. 
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8.1.1.17. Fábrica de Losetas Montero 

En 1975 se constituyó el Comité Pro-Losetas de Montero, con el objetivo de obtener 
recursos para la pavimentación de las caUes de la ciudad de Montero. Después de las 
gestiones dei Comité, Cordecruz donó a la Alcaldía de Montero una máquina para fabri¬ 
car losetas y la instalo en terrenos de esa entidad local; a partir eUo, se creó la Fábrica de 
Losetas Montero, dedicada a la producción de losetas para el pavimentado de caUes. 

La producción de losetas utilizando la máquina municipal estuvo a cargo dei em¬ 
presário privado Carlos Hurtado, quien proveía de las losetas en Montero al precio de 
mercado de Santa Cruz, para lo que adquirió una máquina más y construyó la infraes- 
tructura de la planta de fabricación, galón, casetas, etc. La producción cesó en 1983, 
cuando el Comité fue disuelto y se cedieron sus activos al Comité Cívico, que a su vez 
los cedió a la Alcaldía de Montero. 

La Fábrica de Losetas Montero fue incluida entre las 60 empresas de las Cordes a 
privatizar, enlistadas en el DS 22836 dei 14 de junio de 1991. En ese marco, el 28 de 
febrero de 1992, Samuel Doria Medina contrató a la consultora espanola Empresa Na¬ 
cional Adaro de Investigaciones Mineras para la valuación técnico-financiera y el diseno 
de la estratégia para la privatización de esta empresa junto con otras ocho procesadoras 
de minerales no metálicos. El costo total de consultoria por las nueve empresas fue de $us 
253.395,53, correspondiendo a cada una de eUas la suma de $us 28.155,06. 

El 6 de octubre de 1992, el Directorio de Cordecruz aprobó la resolución que autori- 
zaba la exclusión de la Fábrica de Losetas de la ciudad de Montero de la Hsta de empresas 
de Cordecruz a ser privatizadas, porque no era de su propiedad y erróneamente fue in¬ 
cluida por el DS 22836 (14/06/1991) entre las empresas de Cordecruz. Dicha resolución 
fue refrendada por el CEEP mediante la Resolución dei 10 de noviembre de 1992. De la 
misma forma, el 11 de diciembre de 1992, Jaime Paz y su gabinete ministerial aprobaron 
el DS 23358, por el cual se excluye a la Fábrica de Losetas Montero de la Hsta de unidades 
productivas de Cordecruz a ser privatizadas. 

La Fábrica de Losetas Montero no fue una empresa de Cordecruz. Al incluiria en 
el DS 22836 dei 14 de junio de 1991, se provocó un gasto innecesario de $us 28.155,06 
en servicios de consultoria para una empresa que en reaHdad pertenecía a otra entidad 
púbHca. Se conoce que las instalaciones en las que funcionaba son actualmente utiHzadas 
como almacenes por el Gobierno Municipal de Montero. 

Por efecto de la poHtica de privatización, esta fábrica dejó de operar y fue cerrada. 

8.2. Estúdio de Caso: Hilandería Santa Cruz SAM (Hilancruz) 

8.2.1. Aspectos generales 

El origen de Hilancruz data dei ano 1975, cuando el Comité de Obras PúbHcas de Santa Cruz 
encomendó al Centro BoHviano de Productividad Industrial la elaboración de un estúdio de 
factibilidad para el aprovechamiento de la fibra de algodón. Dicho estúdio dio las pautas que 
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posibilitaron su instalación, autorizada mediante DS 13247 del 31 de diciembre de 1975, que 
instruía su construcción mediante licitación internacional. El proyecto de Hilandería de Algo- 
dón fue autorizado por un valor integral de $b948.543.553, equivalente a $us 47.500.000 (incluía 
la planta industrial, capital de operaciones y gastos preoperativos), de los cuales $us 31.250.000 
fueron destinados a la provisión de la planta bajo sistema de “Uave en mano integral”, a cargo 
de la firma Platt Saco Lowell Ltd. (DS 14296,17/01/1977 y DS 14851,24/08/1977). 

Los objetivos del proyecto eran los siguientes: 

• Asegurar un mercado a la producción algodonera local. 

• Generar valor agregado en la región a través de la industriaHzación de la matéria prima 
nacional. 

• Satisfacer la demanda interna de hilado de algodón. 

• Generar un excedente de producción significativa para exportación con la finaüdad de 
fomentar la exportación de productos no tradicionales. 

• Sustituir gran parte de las importaciones relacionadas. 

• Generar nuevas fuentes de trabajo, directas e indirectas. 

• Promover un polo de desarroUo de la industria texril principalmente en la región. 

Hilancruz estaba ubicada en el Parque Industrial de Santa Cruz, lote PI-45 del plano 
general del parque. 
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Gráfico 28. Plano General dei Parque Industrial "Ramón Darío Gutiérrez" 



Fuente: Gobierno Autónomo Departamental de Santa Cruz, 2010. 


El Lote PI 45 tenía una superfície de 131.964 m2. En su área cubierta de 35.745 m2 
se situaban el edifício de producción (23.217 m2), el almacén de matérias primas (8.640 
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m2) y el almacén de productos terminados (3.888 m2). Contaba con electricidad (sub-es- 
tación eléctrica de 5.000 kva), agua potable (y un depósito de agua de 500.000 litros), al- 
cantariUado, gas natural, servido telefónico, desvio ferroviário, instalaciones automáticas 
contra incêndios, caseta de recepción/báscula (capacidad de 60.000 kg), una carpintería y 
depósito de diésel de 25.000 litros. 

La planta fue inaugurada el 24 de septiembre de 1980 y la empresa se constituyó como 
sociedad anónima mixta el 12 de diciembre de 1980, con base en el proyecto ejecutado 
por Cordecruz (DS 17850,12/12/1980), con destino a la producción de hilados de algo- 
dón y su comercialización. 

Inició operaciones en 1981. Contaba con tres kneas de producción; hilo peinado, hilo 
cardado e hilo cabo abierto, y con procesos complementarios de retorcido, parafinado y 
tenido. Su capacidad instalada era de 6.000 TM/ano. 

Las inversiones estatales en Hilancruz ascendieron a $us 77.310.411 (Coopers& Ly- 
brand y otros, 1992e). 

Hilancruz era una empresa de economia mixta (SAM), registrada en la Dirección Ge¬ 
neral del Registro de Comercio y Sociedades por Acciones con la matricula n.° 7-5636-3, 
según la Resolución Administrativa 596/81 del 28 de enero de 1981. Su objeto principal 
era la producción industrial de hilados de algodón en general. Podia —por si o asociada 
con terceros— realizar todos los actos de comercio relacionados al objeto principal en 
forma amplia y sin hmitación alguna. 

Fue constituida por Cordecruz, la Asociación de Productores de Algodón (Adepa),^*^^ 
inversores privados particulares^'^'^ y los trabajadores de la empresa,^*^^ con un capital au¬ 
torizado de $bL300.000.000 ($us 52.000.000), un capital suscrito de $b600.000.000 ($us 
26.000.000) y un capital efectivamente pagado de $b405.000.000 ($us 16.200.000), con la 
participación accionaria descrita a continuación; 


Cuadro 229. Composición accionaria de Hilancruz al 29/12/1980 


Accionista 

Monto aporte ($b) 

Porcentaje 

Serie PúblicaTCordecruz 

405.000.000 

99,71 

Serie Privada: 

a) Serie"B" Productores de Algodón 

25.000 

0,01 

b) Serie"C"lnversionistas en general 

1.037.500 

0,26 

c) Serie"D"Trabajadores 

125.000 

0,03 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en datos de la Escritura Pública 36/80 (29/12/1980) de Constitución dela Sociedad. Carpeta comercial Eundempresa. 


563 Los representantes de Adepa en la constitución de la empresa fueron Helmut Ewering y Alberto Gómez. 

564 En la Escritura Pública de Constitución n.° 36/80 figuran como representantes de los inversores privados Arturo 
Cronembold, Napoleón Bejarano y Federico Paz. 

565 Los representantes de los trabajadores en la constitución de la empresa fueron: Raúl E. Cuéllar y Néstor Zambrana 
(Escritura Pública n.° 36/80). 
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Como era una sociedad de economia mixta con participación pública y privada, su ac- 
cionar se regia por el Código de Comercio. En ese marco, el Directorio estaba compuesto 
por accionistas de los sectores público y privado. Por la “Serie A”, se encontraban Arturo 
Cronembold Parada (presidente), Napoleón Bejarano CuéUar (vicepresidente) y Róger 
Castedo CuéUar (vocal); por el sector privado “Serie B”, el director Mario Vaca Pereira 
(Adepa); por la “Serie C”, el director Helmut Ewering (inversionistas privados) y por la 
Serie “D”, el director Raúl E. CuéUar (trabajadores). Los sindicos eran Johnny Melgar y 
Mario E. Vaca Diez, el primero por el sector púbUco y el otro por el sector privado. 

8.2.2. El proceso de privatización de Hilancruz en dos tiempos 

El gobierno de Jaime Paz Zamora determinó la enajenación de los derechos de Cordecruz 
en Hilancruz mediante el DS 22836 dei 14 de junio de 1991. No obstante, su privatización 
se efectivizó recién en la siguiente gestión gubernamental, entre los anos 1995 y 1997. 

En el cuadro siguiente se presenta la síntesis dei procedimiento seguido para la trans¬ 
ferencia de los activos de Hilancruz. 


Cuadro 230. Cronologia de la privatización de Hilancruz 
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Fuente: CEMIPyC, 2018. 
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La privatización de Hilancmz, junto a otras 59 empresas dependientes de las Corpo- 
raciones Regionales de DesarroUo (Cordes), fue aprobada por el Decreto Supremo 22836 
dei 14 de junio de 1991. 

El 3 de juHo de 1991, Zvonko Matkovic Fleig, presidente de Cordecruz, firmó un 
Convênio de asistencia técnica con la Comisión de Evaluación de la Empresa Pública 
(CEEP), representada por su presidente, el ministro de Planeamiento y Coordinación 
Enrique Garcia (Min. de Planeamiento-Cordecruz, 03/07/1991). El convênio establecía 
que la CEEP prestaria asistencia técnica a Cordecruz durante el proceso de privatización 
o disolución y kquidación de sus empresas; 

• La CEEP reakzarla la contratación de servidos de consultoria de empresas especia¬ 
lizadas para realizar evaluación, proponer estratégias de privatización y kquidación y 
para efectuar la venta o kquidación de las empresas de Cordecruz. 

• La Unidad Ejecutora de la CEEP prestaria apoyo técnico durante la ejecución de la 
privatización, siendo la única entidad facultada para reakzar câmbios en los términos 
de referencia de las firmas consultoras. 

• Cordecruz, por su parte, se comprometia a pagar a las consultoras por la promoción 
de la venta de sus empresas (honorário incentivo). 

8 . 2 . 2 .i.Priiner intento de privatización de Hilancmz 
8 . 2 . 2 . 2 . 2 . Contratación de consultora evaluadora, igg 2 

Luego de un proceso de selección reakzado por la agencia de contrataciones estatales 
PNUD/OSP^^'^ el 21 de febrero de 1992, Samuel Doria Meckna, ministro de Planeamien¬ 
to y Coorcknación, contrató los servidos de consultoria dei consorcio Coopers & Ly- 
brand, Harteneck López y Cia. y Chemonics^*^’ para cumpkr los siguientes objetivos; 

1. Determinar la viabikdad técnico-económica de la operación de la empresa; 

2. Establecer el valor de mercado de la empresa HILANDERÍA SANTA CRUZ SAM de acuer- 
do a critérios económicos adecuadamente establecidos y aconsejando sobre la mejor modak- 
dad a utikzar en la fijación dei predo de la transacción para la operación de transferencia; 

3. Establecer el método más apropiado para la privatización de la empresa, HILANDERÍA 
SANTA CRUZ SAM, el cronograma de su privatización, las recomendadones sobre el tipo de 
comprador a selecdonar y los critérios para evaluar y negociar las ofertas que se realicen; 

4. Preparar: i) las bases dei pkego que se utikzarán para la lidtadón o concurso público para 


566 La Oficina de Ejecución de Proyectos dependiente dei Programa de las Naciones Unidas para el DesarroUo (PNUD/ 
OSP) era una de las tres agencias de compras estatales contratadas en el marco dei DS 21660 (10/07/1987) para la 
adquisición de bienes y contratación de servidos destinados al sector púbUco. Su contratación se reaUzó en 1989 por 
mandato dei DS 21862 (28/01/1988). 

567 El contrato fue suscrito por Samuel Doria Medina, ministro de Planeamiento y Coordinación, como contratante y 
por parte dei consorcio contratado, Francisco Meave (Coopers & Lybrand), Carlos Rivarola (Harteneck López y Cia.) 
y Ruth ViUegas (Chemonics). 
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transferir la empresa, ii) el sistema de calificación para la evaluación de las propuestas que se 
presente, y iii) el borrador de contrato tipo a utilizar en la negociación de su transferencia; 

5. Asesorar sobre los aspectos legales y jurídicos a tener en cuenta en el Uamado a concurso de 
ofertas y en la transferencia de la empresa, maximizando la transparência de la transacción; 

6. Asistir a la CEEP en la venta o liquidación de la empresa, en base a las ofertas presentadas en 
la bcitación o concurso público. 

El precio convenido por los servicios establecía un monto fijo de $us 176.000. Como 
los impuestos de ley serían pagados por el Estado boliviano, el costo de este contrato 
le significo al Estado $us 208.278,40. El contrato establecía además honorários de êxito 
sobre venta de $us 100 . 000 , más impuestos de ley por un precio de venta de hasta $us 
5.000.000,00. Asimismo, un honorário incentivo del 3% sobre la parte del precio de venta 
que excediera los $us 5.000.000,00.^*^^ 

El gobierno de Jaime Paz impulso la aprobación de la Ley de Privatización, la cual 
fue promulgada el 24 de abril de 1992 como Ley 1330. El proceso de privatización de 
Hilancruz se tramito con esta Ley y la reglamentación aprobada el 5 de junio de 1992 (DS 
23170) y modificada el 8 de octubre de 1992 (DS 23287). 

8 . 2 . 2 . 1 . 2 . Valuación de la empresa y estratégia de privatización 

El consorcio consultor presentó sus informes entre mayo y julio de 1992. En uno de 
eUos, de carácter intermédio, el consorcio estableció el valor de mercado de Hilancruz a 
partir de tres critérios; venta del paquete accionario, liquidación de los activos en bloque 
y liquidación por lotes. Aclaró que recomendaba la venta del paquete accionario y que, 
adicionalmente, a pedido de la CEEP, había elaborado un escenario de liquidación en el 
que preveía la alternativa de venta del activo “en bloque” o “en lotes” (Coopers & Ly- 
brand y otros, 1992£). 

El avalúo final fue presentado por el consorcio en la reunión de la Comisión Perma¬ 
nente de Privatización del Directorio de Cordecruz, el 12 de octubre de 1992, ocasión 
en la que presentaron dos alternativas básicas para realizar la transferencia de la empresa. 
La primera era la privatización de la empresa en marcha, mediante la venta del paquete 
accionario de Cordecruz, con un precio referencial de $us 13.400.000. La segunda, no re¬ 
comendada, era la liquidación de activos en bloque o por lotes, con un valor aproximado 
de $us 6.260.000, considerando terrenos, hneas de producción, equipos auxiliares y otros 
bienes (Cordecruz, 12/10/1992 b). 

Prévio a todo eUo, en el informe presentado en julio de 1992, el consorcio sugirió 
como estratégia de privatización la “venta del paquete accionario”, apoyando su propues- 
ta en las siguientes consideraciones: 

568 Contrato de consultoria entre el Ministério de Planeamiento y Coordinación y consorcio Coopers & Lybrand, 
Harteneck López y Cia. y Chemonics, de 21 de febrero de 1992. Cláusula tercera. 

569 De acuerdo a los términos del Convénio de Asistencia Técnica suscrito entre la CEEP y Cordecruz el 3 de julio de 
1991, este honorário-incentivo seria pagado por Cordecruz. 
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a. Al ser una sociedad anónima mixta, la participación dei Estado está representada por acciones. 

b. La venta dei paquete accionario, bajo el concepto de 'empresa en marcha', permite obtener 
un precio de venta más conveniente para el Gobierno. 

c. Brinda una mayor celeridad al proceso de transferencia. 

d. Permite fraccionar la venta dei paquete accionario. 

e. Asegura la continuidad de la industrialización dei hilado localmente, satisfaciendo la deman¬ 
da interna de hilado de algodón y potencialÍ 2 a el mercado externo, generando ingresos de 
divisas que mejoran la Balanza Comercial y garantizan contribuciones marginales fiscales 
para el Estado. (Coopers & Lybrand y otros, 1992g) 

Empero, estas consideraciones técnicas no serán tomadas en cuenta por los gestores 
de la privatización de Hilancruz, como se verá en los acápites subsiguientes. 

8 . 2 . 2 . 2 . 3 . Movilización de los trabajadores posterga la privatización 

Durante los primeros dias de octubre de 1992, los trabajadores de Hilancruz iniciaron 
una huelga respaldados por la Central Obrera Departamental (COD). El 7 de octubre dei 
mismo ano, un cablegrama^’*’ remitido por la COD y por el Sindicato de Trabajadores de 
Hilancruz a la Presidência de la República, a la Conferencia Episcopal Boliviana, a distin¬ 
tas instancias sindicales nacionales y otras entidades, daba cuenta que los trabajadores de 
la Hilandería estaban en contra de la privatización de la empresa y en huelga de brazos 
caídos; que 30 de eUos Uevaban ya tres dias de huelga de hambre; que esta medida seria 
masificada por otros trabajadores y sus familiares; que el Sindicato había presentado un 
plan alternativo a la privatización, pero que este había sido rechazado por Cordecruz 
(COD y Sindicato Hilancruz, 07/10/1992). 

La respuesta dei Directorio de Cordecruz a la movilización laborai se plasmó en dos 
resoluciones. La primera, dei 13 de octubre de 1992, aprobó la privatización de Hilancruz, 
como una “empresa en marcha”, y autorizó al presidente de Cordecruz gestionar un crédito 
puente destinado al pago de benefícios sociales de los trabajadores de Hüancruz.^^^ En la 
segunda resolución dei 13 de octubre de 1992, titulada “Resolución de Directorio de Corde¬ 
cruz para la privatización de la Hilandería Santa Cruz SAM”, se determinó lo siguiente; 

La Hilandería Santa Cruz SAM, sobre la base dei 35% de su capacidad instalada debe continuar 
desarroUando sus actividades industriales, comerciales y laborales, para lo cual se encomienda a los 
Ejecutivos y Técnicos de Cordecruz y de la fábrica buscar mecanismos para que la empresa con- 
tinúe produciendo con el mismo rendimiento hasta su transferencia. En caso de ser necesario, la 
Corporación inyectará una inversión adicional para la compra de matéria prima exclusivamente. 


570 El cablegrama está firmado por Jesús Yavarí, secretario ejecutivo, Milton Ardaya D., secretario general y Gustavo 
Segarrundo, secretario de Seguridad Industrial, por parte de la COD. Por el Sindicato de Trabajadores de Hilancruz 
firma Máximo Melgar como secretario general. 

571 Esta Resolución no consigna la firma dei representante de la COD. 
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Además, esa resolución contenía la siguiente indicación; “mientras prosiga el proceso 
de privatización y hasta la transferencia de la empresa no se despedirá a ningún trabaja- 
dor, salvo en los casos establecidos por ley” (Cordecruz, Res. 13/10/1992 c). 

Mientras en Santa Cruz las autoridades gubernamentales de la región postergaban 
la privatización con estas resoluciones que les permitirían negociar con los trabajadores 
movilizados, en la ciudad de La Paz, ese mismo día, cinco dirigentes de la Central Obrera 
Boliviana (COB) —Juan de la Cruz ViUca, Ricardo Fernández, Lucio Gonzáles, Ronald 
Mercado y Roberto Encinas— iniciaban una huelga de hambre con el propósito de impe¬ 
dir los diferentes procesos de privatización de las empresas públicas, haciendo mención 
especial a que la medida también respaldaba a los huelguistas de hambre de Hilancruz, 
que Uevaban nueve dias en huelga de hambre (Presencm, 14/10/1992). 

Samuel Doria Medina, entrevistado por la prensa el 15 de octubre de 1992, comunicó 
que el Directorio de Cordecruz había aprobado la privatización de Hilancruz y el despi¬ 
do de 140 trabajadores, y advirtió que las empresas no privatizadas serían cerradas ÇLa 
Ra^ón, 16/10/1992). 

El 16 de octubre de 1992, la dirigencia de la COD y la de Hilancruz cedieron en su 
movilización y suscribieron un acuerdo con la Prefectura de Santa Cruz, Cordecruz, la 
Brigada Parlamentaria y la Gerencia de Hilancruz, en los siguientes términos; 

1. Se conformaria una Comisión Técnica, con participación de los trabajadores, para 
evaluar y efectuar la compra de partes, repuestos y matéria prima que fueran necesa- 
rios para mantener los niveles de producción y la reactivación de la fábrica. 

2. La administración solo responderia a los intereses técnicos y económicos de la Hilan- 
deria Santa Cruz y no obedeceria a ningún tipo de injerencias políticas y/o extrainsti- 
tucionales; los traslados internos de trabajadores de planta tendrian que contar con el 
acuerdo del Sindicato de Trabajadores. 

3. Se conformaria una Comisión Mixta, compuesta por la administración y el Sindicato de 
la Hüanderia Santa Cruz, para estudiar y efectuar la reestructuración de la empresa. 

4. Se garantizaria la estabdidad laborai de los trabajadores. 

5. La Prefectura del Departamento y Cordecruz se comprometían a buscar mejoras extralega- 
les para los trabajadores, a ser negociadas y acordadas con estos, prévio al inicio del proceso 
de transferencia del paquete accionario de Cordecruz y la Hilanderla, en su totalidad. 

6. En función de la positiva solución al conflicto, los dias de huelga no serían desconta¬ 
dos a los trabajadores y se discutiria internamente el tratamiento del Bono de Produc¬ 
ción por los dias de huelga. 

El acuerdo fue firmado por Guido Anez M., prefecto de Santa Cruz; Ramón Prada 
Vaca Diez, presidente de Cordecruz; Jesús Yavarl, ejecutivo de la COD; Juan Manuel 
Chain, gerente de Hilancruz; Milton Ardaya, secretario general de la COD, y Máximo 
Melgar, secretario general del Sindicato de Hilancruz. 


Neoliberalismo: enajenación de empresas públicas y recursos naturales, 1985-2005. T. 2 


727 


En la ciudad de La Paz, el 17 de octubre de 1992, la huelga de los dirigentes de la 
COB fue levantada en vista de que la mayoría de los conflictos en el país habían Uegado 
a transacciones similares a la de los trabajadores de la hilandería crucena. Aun así, en la 
gestión de Jaime Paz, la hilandería no pudo ser privatizada. 

8.2.2.2. Reinicio de la privatización 

5.2.2.2.1. Cierre de operaciones de la empresa 

Guando Gonzalo Sánchez de Lozada inicio su primera gestión presidencial, en agosto de 
1993, nombró como presidente de Cordecruz a Freddy Teodovich Ortiz, quien reinició 
el proceso de privatización de Hüancruz. 

El 21 de septiembre de 1993, en medio de una movilización de los trabajadores reclamando 
la reactivación de Hüancruz comprometida el 13 de octubre de 1992, el Directorio de Corde¬ 
cruz, presidido por Freddy Teodovich, aprobó la Resolución n.° 12, ratificando la privatización 
de Hüancruz, y senalando que “Cordecruz procederá a la oferta y transferencia correspondien- 
te de las acciones que tiene en la Hüandería Santa Cruz SAM” (Cordecruz, Res. 12/93 

El Directorio de Cordecruz, reunido el 5 de octubre de 1993, reconoció que se 
había incumplido con el compromiso de inyectar capitales y reactivar la empresa. Se 
recibió el informe dei Síndico dei sector privado, Mario Erwin Vaca Diez, quien reco- 
mendó cerrar la planta para no transferir un problema social al posible comprador dei 
paquete accionario de Cordecruz en Hüancruz (Cordecruz, 5/10/1993 h)^’^ y, a pesar 
de que se expuso que el cierre de Hüancruz significaria la reducción al 50% de su precio 
de venta,^^^ se la cerró. Al finalizar la reunión, el presidente de Cordecruz, Freddy Teo¬ 
dovich, senaló que se debía proceder a la üquidación dei personal conforme a ley. 

En cuanto al derecho de los trabajadores a participar en el proceso de privatización, 
previsto en la Ley 1330 de Privatización, la reunión de Directorio trató el tema, pero de- 
cidió que esta cuestión no era de su competência. 

8.2.2.2.2. Nueva normativa procedimental para enajenar Hüancruz 

El 5 de abril de 1995 se reactivaron las acciones para la venta de Hüancruz, ya cerra¬ 
da. El Directorio de Cordecruz emitió una nueva resolución autorizando la transfe¬ 
rencia de las acciones de Cordecruz en Hüancruz, así como la venta de sus otras em¬ 
presas, autorizando además su saneamiento legal y contable, así como la conciliación 
de su deuda tributaria (Cordecruz, Res. 13/95). 


572 El síndico dei sector privado (Mario Erwin Vaca Diez) hizo tal recomendación argumentando el estado de üiquidez 
de la planta y la inexistência de matéria prima y fondos para adquiriria; la mayoría de los miembros apoyaron esa idea. 

573 Según intervención registrada en el Acta de reunión de Directorio de Cordecruz citada, Wilmar Stelzer, representante dei 
Comité Pro Santa Cruz, recordó en el debate que “de tener la fábrica cerrada no tendremos comprador y por consiguiente no 
se presentarán los proponentes exigidos para su transferencia”, en alusión a la recomendación dei consorcio de consultores en 
relación a que la planta permaneciera en funcionamiento porque esto permitiria venderia en |us 13.400.000; de lo contrario, 
una liquidación de la planta fuera de funcionamiento apenas permitiria su venta en aproximadamente $us 6.260.000. 
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El 10 de abril de 1995, el gobierno de Sánchez de Lozada aprobó un nuevo Reglamento 
de la Ley de Privatización, designando al ministro Sin Cartera Responsable de Capitaliza- 
dón como la autoridad responsable de ejecutar la privatización de las empresas públicas, 
bajo definiciones adoptadas por el Consejo de DesarroUo Nacional (Codena), creando la 
Unidad de Reordenamiento como organismo técnico operativo del proceso,^’'^ dependiente 
de la Secretaria Nacional de Capitalización e Inversión (DS 23991,10/04/1995). 

Completando la norma privatizadora, el 13 de abril de 1995, Gonzalo Sánchez de Lo¬ 
zada emitió la Resolución Suprema 215521 que contenía la descripción del procedimiento 
para desarroUar las hcitaciones públicas. 

En ese marco, el gobierno de Sánchez de Lozada reinició la privatización de las em¬ 
presas públicas. El 25 de abril de 1995, el Codena emitió la Resolución 002/95 autori¬ 
zando al Ministério de Capitalización proceder con la privatización de 47 empresas, entre 
las cuales estaba Hilancruz, senalando que “la estratégia estará sujeta a la recomendación 
de la firma consultora, estimándose que la transferencia será mediante hcitación pública 
internacional” (Codena, Res. 002/95). 

8. 2 . 2 . 2 .^. Contratación de otra consultora evaluadora, 1995 

El 28 de junio de 1995, el Fondo Nacional de DesarroUo Regional (FNDR), entidad ad¬ 
ministradora de los recursos del Banco Interamericano de DesarroUo (BID) para apoyar la 
privatización, representada por su presidente, Oscar Arrien Sandoval, contrató los servidos 
de consultoria de Coopers & Lybrand^’^ para la nueva valuación, auditoria legal y elaboración 
de la estratégia para transferir Hüancruz al sector privado. El costo de esta nueva consultoría 
fúe de $us 42.646. 

8 . 2 . 2 . 2 . 4 . Valuación y estratégia de privatización, 2995 

La nueva consultoria determinó una valuación menor; $us 7.297.500, desglosada en ma¬ 
quinaria ($us 2.726.000), edificios ($us 3.251.500) y terrenos ($us 1.320.000). Alternati¬ 
vamente, se estableció una valuación de activos divididos en cuatro módulos, totaUzando 
una cifra menor; $us 7.113.000 (Coopers & Lybrand, 1995). 

Las alternativas para la transferencia de la empresa al sector privado recomendadas 
por la consultora, desde el punto de vista legal, fueron dos; 

a) Proceder a su privatización total en el marco de la Ley 1330 de Privatización, de 24 de abril 
de 1992 y con los decretos supremos relacionados. 

b) Proceder a la Uquidación voluntária de la entidad en función a lo estipulado en los artículos 
378 y siguientes del Código de Comercio (Coopers & Lybrand, 1995). 


574 A la Unidad de Reordenamiento (UR) se le transfirió el personal de servido, bienes y derechos de la Comisión de 
Evaiuadón de la Empresa Pública (CEEP) y de la Unidad Ejecutora del Reordenamiento de la Empresa Pública (UEREP). 
La UR estaria a cargo de un Director Ejecutivo designado por el ministro sin Cartera Responsable de Capitalización. 

575 Coopers & Lybrand fue parte del consorcio que evaluó Hilancruz en el ano 1992 (en esa ocasión estuvo a cargo de 
la valuación económica). Su representante legal en la firma de este nuevo contrato fue José Miguel Romero. 
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La modalidad de privatización sugerida fue, 

... la transferencia de los activos [...] al sector privado, en lotes, y proceder a la liquidación 
voluntária de la empresa. 

Dicha transferencia deberá ser a través de licitación pública nacional e internacional para ase- 
gurar la transparência y agiüdad de la operación (Coopers & Lybrand, 1995). 

8 . 2 . 2 . 2 . 5 . Liquidación de la empresa y autorización de venta de activos 

Tomando en cuenta que Hilancruz era una sociedad anónima mixta, la disposición de sus 
bienes debía enmarcarse en el Código de Comercio. Es así que, a casi dos anos dei cierre 
de la empresa, el 4 de septiembre de 1995, se reunió la Junta General Extraordinária de 
Accionistas de Hilancruz SAM, para determinar; 

1) Disolución de la sociedad anónima mixta. 

2) La autorización de la venta de activos en cuatro módulos sobre la base dei valor de¬ 
terminado por la consultora: $us 7.113.000. 

3) La designación de la Comisión Liquidadora, conformada por dos liquidadores dei 
sector público, GuiUermo Méndez e Israel Paniagua Arandia, y por un liquidador dei 
sector privado, Alberto Gómez S. 

4) La continuación dei ejercicio como síndicos de Jorge Hurtado, por el sector público, 
y Mario Erwin Vaca Diez, por el sector privado. 

El Acta de la Junta General Extraordinária de Accionistas de Hilancruz dei 4 de sep¬ 
tiembre de 1995 fue elevada a instrumento público el 13 de septiembre de 1995, mediante 
el Testimonio 798/95. La disolución de la empresa y la apertura de su liquidación fueron 
aprobadas por el Registro de Comercio y Sociedades por Acciones (Recsa) mediante la 
Resolución Administrativa 03799/95 dei 22 de septiembre de 1995. 

El Directorio de Cordecruz, el 21 de septiembre de 1995, emitió la “Resolución de Direc- 
torio de Cordecruz n.° 12 ratificando el proceso de privatización de la Hüandería Santa Cruz”, 
que confirma la Resolución de Directorio de 13 de octubre de 1992 para ofertar y vender las 
acciones de este ente regional en Hilancruz, resolviendo que la venta de acciones y transfe¬ 
rencia de la planta siga el cronograma establecido por la consultora Coopers & Lybrand. 

8 . 2 . 2 . 2 . 6 . Licitación pública internacional de Hilancruz 

Plan específico, Pliego de condiciones y sus enmiendas, Convocatoria 

El 20 de septiembre de 1995, el Ministério de Capitalización emitió la Resolución Ministerial 
080/95, que aprobaba los planes específicos elaborados por la Unidad de Reordenamiento 
para 12 empresas, entre las cuales se encontraba Hilancruz, y autorizaba la venta dei Pliego 
de condiciones para su licitación pública internacional (MC/SNCI/UR/LIC-H/95). 
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El Plan específico reafirmo la estratégia de transferencia mediante Licitación Pública 
Internacional, aprobada por Codena en la Resolución 002/95 del 25 de abril de 1995, y 
resumió el procedimiento para la transferencia de los activos de Hilancruz al sector pri¬ 
vado con base en los estúdios efectuados por la consultora: 

a) Identificación del tipo de comprador que se desea; persona individual o colectiva, 
nacional o extranjera. 

b) Licitación Pública: por módulos, fijando fecha para apertura de sobres. 

c) Convocatoria: a reahzarse en seis periódicos de circulación nacional y local. 

d) Preferencia en favor de los trabajadores: debido a que la planta se encontraba parah- 
zada y, al no existir trabajadores, no se tomaron previsiones al respecto. 

e) Cronograma: entre convocatoria y apertura de sobres debía cenirse al período entre el 
24 de septiembre y el 7 de diciembre de 1995. 

f) Los activos: libres de todo gravamen, y para verificar su estado técnico, se reahzarían 
inspecciones por parte de los interesados. 

g) Impuestos de transferencia: a cargo del comprador, los recibos serían entregados a los 
30 dias calendário desde la suscrípción del contrato. 

h) Saneamiento legal: de responsabihdad de “Hilancruz en Liquidación” y los funcioná¬ 
rios de Cordecruz. 

i) Depósito de los recursos netos: entregado el dinero por el adjudicatario, se deberán 
depositar los recursos netos en la cuenta especial del Banco Central de Bohvia (BCB), 
a nombre de Foprinsoc-Cordecruz para su utilización en los fines previstos en la Ley 
1330 de Privatización y Título V del Decreto Supremo 23991, bajo exclusiva respon- 
sabihdad de Cordecruz. 

j) Remisión de los antecedentes a la Contraloría: concluído el proceso de transferencia 
de los activos de “Hilancruz en Liquidación” deberá remitirse los antecedentes a la 
Contraloría General de la República para fines de control. 

(Min. de CapitaUzadón, Res. 080/95) 

El Phego de condiciones establecía, en el marco de las determinaciones adoptadas por 
los accionistas de Hilancruz, que la Comisión Liquidadora es el órgano responsable del 
procesamiento y adjudicación de la licitación pública internacional para la venta de los 
activos de la empresa. 

El objeto de la convocatoria a licitación era ofrecer a los potenciales interesados la 
venta de los activos pertenecientes a Hilancruz, ubicados en los prédios del Parque In¬ 
dustrial de la ciudad de Santa Cruz, agrupados en cuatro módulos. Los oferentes podrían 
realizar ofertas por uno o más módulos; los activos eran ofrecidos en el estado en el que 
se encontraban, libres de pasivos y de gravámenes de cualquier naturaleza, sin cargas 
sociales ni plantei de personal. 

Las pubhcaciones de la convocatoria se reahzaron en diferentes médios de circulación 
nacional y departamental, a cargo del Ministério de Capitahzación “por encargo y cuenta 
de la Comisión Liquidadora de Hüancruz en Liquidación”. 


Neoliberalismo: enajenación de empresas públicas y recursos naturales, 1985-2005. T. 2 


731 


Primera convocatoria 

La primera convocatoria a Licitación Pública de los activos de Hüancruz fue publicada 
en el periódico Presencia el 24 de septiembre y el 8 de octubre de 1995, y en los periódicos 
lioy y IJltma Hora el 1 de octubre de 1995. 

La recepción de propuestas se reaHzó el 7 de diciembre de 1995. Habiéndose verifi¬ 
cado que no se presentó ninguna propuesta, la Comisión Liquidadora declaró “desierta” 
la convocatoria. 

Segunda convocatoria 

La segunda convocatoria a la Licitación Pública se emitió con la referencia MC/SNCl/ 
UR/LlC-011 /95 —11, y su publicación se reaHzó en el periódico Pa Ra^ón el 11 de febre- 
ro de 1996 y en el periódico E/ Deberú 11 y 14 de febrero y el 12 de mayo de 1996. 

En esta segunda convocatoria, la Unidad de Reordenamiento emitió dos enmiendas; 
la primera, dei 8 de mayo de 1996, modificaba la fecha para la apertura de sobres dei 15 
de mayo al 28 de junio de 1996; y la segunda, dei 20 de junio de 1996, aclaraba la dirección 
a la cual se debía dirigir las propuestas presentadas.^’*^ 

El 28 de junio de 1996 se reaHzó la apertura de sobres, verificando la presentación 
de dos propuestas; una de Algodonera dei Este, empresa que ofertó $us 2.085.700 por 
los cuatro módulos que comprendían los activos de Hüancruz, y otra de la Asociación 
Nacional de Productores de Algodón (Adepa), soda minoritária de la empresa, que que- 
dó descaHficada por no cumpHr con los requisitos legales estipulados en el PHego de 
condiciones, por lo que ni siquiera se conoció su propuesta económica (sobre “B”). El 
acto concluyó con la participación de Alberto Gómez, representante de la Comisión Li¬ 
quidadora, quien advirtió que en un plazo de siete dias se notificaria haciendo conocer si 
la propuesta económica ofertada era o no aceptada. 

El 4 de juHo de 1996, los miembros de la Comisión Liquidadora se reunieron para con¬ 
siderar el proceso desarroUado el 28 de junio de 1996, basado en el informe INEDGAJ. 
082/96, dei director general de Asuntos Jurídicos de la Prefectura de Santa Cruz, dirigido 
a la Comisión Liquidadora, determinando que el precio de $us 2.085.000, ofertado por la 
empresa Algodonera dei Este para la compra de los cuatro módulos, no era conveniente 
a los intereses de Hüancruz y resolviendo, por unanimidad, declarar “desierta” la Hcita- 
ción y Uamar a una nueva, de acuerdo a los procedimientos legales pertinentes (Hüancruz, 
04/07/1996). Esta decisión fue remitida, mediante la nota dei 9 de juHo de 1996, a Elvira 
Lupo, directora de la Unidad de Reordenamiento dei Ministério de CapitaHzación. 


576 Enmiendas 1 y 2 de la segunda convocatoria para la licitación de Hüancruz, de 8 de mayo y 20 de junio de 1996, 
respectivamente. 
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Tercera convocatoria 

La tercera convocatoria para la Licitación Pública Internacional fue publicada por el Mi¬ 
nistério de CapitaHzación a soHcitud de la Comisión Liquidadora con la referencia MC/ 
SNCI/UR/LIC-011/95-III, el 1 de agosto de 1996 en el periódico Presencia, empleando 
el PHego de condiciones utilizado en la Segunda Licitación Pública Internacional, convo¬ 
cando para apertura de sobres para el 27 de septiembre de 1996. 

Pero el Ministério de Capitalización, a través de su Unidad de Reordenamiento, había deci¬ 
dido Uevar adelante el proceso de licitación pública sin la participación de la Comisión Liqui¬ 
dadora, por lo que el 14 de agosto de 1996 emitió la Enmienda n.° 3 que elimina del proceso 
de licitación a la Comisión Liquidadora de “Hüancruz SAM en Liquidación”, sustituyéndola 
por la Unidad de Reordenamiento, dependiente del Ministério de Capitalización; 

En el punto 2 del PHego de condiciones, que Uevaba el nomen juris “Definición de 
términos”, sustituyó el término “Comisión Liquidadora” por el de “Unidad de Reorde¬ 
namiento”; 

UNIDAD DE REORDENAMIENTO: Entidad encargada del proceso de reordenamiento 
de la empresa Hilandería Santa Cruz SAM. 

ENTIDAD VENDEDORA: Hüandería Santa Cruz SAM. 

En el punto 6 (Órgano responsable de la licitación) se sustituyó el texto original “En 
función a determinaciones adoptadas por la junta general extraordinária de accionistas de 
HILSAM, la Comisión Liquidadora es el órgano máximo responsable del procesamiento 
y adjudicación de la licitación pública internacional, para la venta de los activos de HI¬ 
LSAM” por el siguiente; “Para efecto de Uevar a cabo el proceso de reordenamiento, el 
Ministério de CapitaHzación, mecHante la Unidad de Reordenamiento, estará a cargo del 
verificativo de la Hcitación púbHca”. 

Las demás mocHficaciones dispuestas por la Enmienda n.° 3 se refieren a la sustitu- 
ción de “Comisión Liquidadora” por “Unidad de Reordenamiento” a lo largo de todo el 
PHego de condiciones. 

A partir de esta decisión del Ministério de CapitaHzación, la Unidad de Reordenamiento 
—una instancia administrativa del Poder Ejecutivo— asumió las facultades previstas de modo 
exclusivo para la Comisión Liquidadora, tanto en el CócHgo de Comercio (en el artículo 389) 
como en la Escritura PúbHca de Constitución de la empresa referida a la venta de los bienes 
que constituían su capital/^^ se trataba de facultades referidas a cuestiones como la capacidad 
de ampHar el plazo de presentación de propuestas, el derecho de declarar desierta la Hcitación 
púbHca, suspender o cancelar la Hcitación en cualquier etapa del proceso e incluso el derecho 
de adjudicación de cada uno de los módulos ofertados en la Licitación PúbHca. 

577 Código de Comercio (art. 389): “Facultades de los liquidadores. La representación de la sociedad durante la liquidación 
estará a cargo de los liquidadores con todas las facultades para celebrar los actos necesarios con el objeto de realizar el 
activo y cancelar el pasivo (...) Según las normas que correspondan al tipo de sociedad, los liquidadores se sujetarán 
a las instrucciones de los socios (...) El incumplimiento de ellas hace responsables a los liquidadores por los danos y 
perjuicios ocasionados”. 
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En ese nuevo contexto, la Unidad de Reordenamiento fue ampliando la licitación 
pública en varias oportunidades, a través de enmiendas: 

• Enmienda n.° 4, de 25 de septiembre de 1996; modifica la fecha de recepción y aper¬ 
tura de ofertas dei 27 de septiembre de 1996 para el viernes 25 de octubre de 1996. 

• Enmienda n.° 5, de 18 de octubre de 1996: modifica la fecha de apertura de sobres dei 
25 de octubre de 1996 para el viernes 22 de noviembre de 1996 a horas 10:00 (sobre 
A) y a horas 15:00 dei mismo día (sobre B). 

• Enmienda n.° 6, de 22 de octubre de 1996; complementa la enmienda n.° 5 unifor¬ 
mando en el Phego de condiciones, la nueva hora de recepción de propuestas prevista 
para horas 10:00 a.m. 

• Enmienda n.° 7, de 17 de noviembre de 1996; ampha la fecha de recepción y apertura 
de propuestas para el 10 de diciembre de 1996. Pero además, esta enmienda incluye 
al proceso de licitación a la Comisión CaUficadora, prevista en la Resolución Suprema 
215521, de 13 de abril de 1995, la cual “efectuará la recepción, apertura y/o preselección 
de propuestas, con las facultades de resolver los recursos establecidos por ley y que sean 
presentados dentro dei procedimiento administrativo de la Licitación” (Órgano respon- 
sable de la licitación, segunda parte), además que la Comisión CaUficadora “evaluará las 
ofertas económicas, reservándose el derecho de adjudicar cada uno de los módulos, al 
Oferente cuya propuesta económica haya resultado la más alta o a aqueUa que por sus 
características sea la más favorable para los intereses nacionales” (Adjudicación). 

La nueva ampUación de plazo para la convocatoria a Ucitación púbUca internacional fue pu- 
bUcada en la prensa nacional, ya no por el Ministério de CapitaUzación como las anteriores, sino 
por la Prefectura dei Departamento de Santa Cruz “por encargo y por cuenta de Hüandería 
Santa Cruz SAM (En Uquidación)”, de acuerdo a las notas de prensa citadas a continuación; 

• Presenda, 17 de noviembre de 1996;AmpUación hasta el viernes 6 de diciembre de 1996 

• Presenda, 19 de noviembre de 1996;AmpUación hasta el martes 10 de diciembre de 1996 

• ElDeber, 20 de noviembre de 1996;AmpUación hasta el martes 10 de diciembre de 1996 

La conformación de la Comisión CaUficadora, incluida por la Enmienda 7 al proceso de 
Ucitación púbUca internacional. El 2 de diciembre de 1996, el Ministério de CapitaUzación 
aprueba la Resolución Ministerial 177/96, designando a cinco vocales para la Comisión 
CaUficadora; JuUo Leigue Hurtado, Prefecto de Santa Cruz; Héctor EUas Ayoroa y Yuri Luis 
Tirado ViUarroel, funcionários de la Unidad de Reordenamiento; Israel Paniagua y Alberto 
Gómez, de la Comisión Liquidadora. Esos vocales completaban la Comisión CaUficadora 
prevista en la Resolución Suprema 215521, dei 13 de abrU de 1995, que debía estar presidida 
por el ministro de CapitaUzación, Alfonso RevoUo Thenier, y compuesta por el secretario 
nacional de CapitaUzación e Inversión, Edgar Saravia Durnik, como secretario, y la Direc- 
tora Ejecutiva de la Unidad de Reordenamiento, Elvira Lupo de Velarde. 
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Apertura de sobres y adjudicación de Hilancruz 

En el marco de una convocatoria confusa en cuanto a los entes que la dirigían, el 10 de 
diciembre de 1996, a horas 9:00 am, se realizo la apertura de sobres de la Licitación Pública 
Internacional, en presencia del Notário de Gobierno, Freddy Ganido Justiniano. La Comi- 
sión Cahficadora a cargo del acto estuvo presidida por Elvira Lupo de Velarde, Directora 
Ejecutiva de la Unidad de Reordenamiento, y conformada por los vocales Gustavo Justinia¬ 
no Aponte, prefecto aJ. del departamento de Santa Cruz, Héctor EKas Ayoroa, Yuri Luis 
Tirado Vülarroel e Israel Paniagua. No estuvieron presentes el ministro Alfonso RevoUo, 
el secretario nacional Edgar Saravia, ni el liquidador del sector público Alberto Gómez. 

Se reahzó la recepción de propuestas, la apertura del sobre “A”, y fue verificado el 
cumphmiento de los requisitos legales del único proponente; Santa Mónica Cotton Tra- 
ding Company SA, empresa creada en agosto de 1996 (de forma simultânea a la pubh- 
cación de la tercera convocatoria) por Raúl Garáfuhc Gutiérrez y sus dos hijos (Raúl y 
Dieter), y legalmente representada por José Lino Roca Steinbach. 

El sobre “B”, con la propuesta económica, fue guardado y lacrado hasta su apertura a 
horas 15:00, hora en la que se verificó la oferta económica de $us 4.005.686 por la totah- 
dad de los cuatro módulos de Hüancruz, de acuerdo al siguiente detaUe; 


• Módulo I 

• Módulo II 

• Módulo III 

• Módulo IV 

• Total 


$us 2.744.700 
$us 590.000 
$us 207.036 
$us 463.950 
$us 4.005.686 


El mismo 10 de diciembre de 1996, la Comisión Cahficadora emitió su informe de 
recomendación, con las firmas de Alfonso Revoho, ministro sin Cartera Responsable 
de Capitahzación, y de Edgar Saravia Durnik, secretario nacional de Capitahzación e 
Inversión, aunque no estuvieron presentes en el acto. También suscribieron el informe 
Elvira Lupo de Velarde, directora ejecutiva de la Unidad de Reordenamiento, Gustavo 
Justiniano Aponte, prefecto aJ. del departamento de Santa Cruz, y los vocales Héctor 
Ehas Ayoroa, Yuri Luis Tirado Viharroel e Israel Paniagua Arandia. La recomendación 
del informe senala; 


... por unanimidad, recomienda que la adjudicación de los activos pertenecientes a la unidad 
económica denominada Hilandería Santa Cruz SAM (en liquidación) por los módulos I, II, 
III y IV, sea realizada en favor del proponente Santa Mónica Cotton Trading Company SA, 
representado por el Sr. Ing. José Lino Roca Steimbach, con Cédula de Identidad n.° 156010 
emitida en Santa Cruz, por el precio de Cuatro Millones Cinco Mil Seiscientos Ochenta y 
Seis 00/100 Dólares de los Estados Unidos de Norteamérica ($us 4.005.686), pagaderos al 
contado al momento de la suscripdón de los documentos de transferencia (Comisión Cah¬ 
ficadora, 10/12/1996). 
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El 20 de diciembre de 1996, Gonzalo Sánchez de Lozada y su gabinete emitieron el 
Decreto Supremo 24449, adjudicando los activos pertenecientes a “Hilancruz SAM en 
Uquidación”, ofertados mediante Licitación Pública Internacional, a la empresa Santa 
Mónica Cotton Trading Company SA, representada por el Ing. José Lino Roca Steim- 
bach, por un precio total de $us 4.005.686. 

A inicios de 1997, los activos de Hilancruz fueron verificados por representantes de la 
adjudicataria y los representantes dei Sector Público en la Comisión Liquidadora de Hi¬ 
lancruz. Entre el 19, 20 y 21 de febrero, verificaron el inventario de maquinarias, equipos, 
taUeres, almacenes, depósitos e infraestructura. 

El 11 de enero de 1997, los representantes de la adjudicataria y dei sector público de la 
Comisión Liquidadora realizaron la verificación dei inventario de los bienes muebles enseres 
y equipos de computación de Hüancruz;^^® según el Acta Notarial elaborada por el notário 
de Hacienda Freddy Ganido Justiniano, esa verificación fue desarroUada “en horas normales 
de oficinas” y, al igual que el Acta firmada el 21 de febrero de 1997, el liquidador dei sector 
público, Israel Paniagua Arandia, se negó a firmar el Acta de Verificación dei Inventario. 

Firma dei contrato de compraventa y pago por Hilancruz 

La firma dei contrato de compraventa se retrasó porque el proceso de Licitación Pública no 
había sido Uevado por la Comisión Liquidadora, única instancia reconocida por la norma¬ 
tiva comercial para la venta de activos de una sociedad anónima mixta como Hilancruz, lo 
que hacía necesario que el proceso sea aprobado por la Comisión Liquidadora. 

A fin de contar con una Resolución de la Comisión Calificadora que de por bien hechos los 
actuados realizados por el Ministério de Capitalización en la venta de los activos de Hilancruz, 
Alfredo Romero, Prefecto dei departamento de Santa Cruz, tomó la decisión de cambiar al 
liquidador Israel Paniagua Arandia, quien se había negado a suscribir los documentos referidos 
a la fútura transferencia de los activos de Hilancruz. El 11 de marzo de 1997, revocó el poder 
otorgado a los liquidadores por el sector público en 1995, Israel Paniagua Arandia y GuiUermo 
Méndez Vaca (este último ya había sido destituido por el anterior Prefecto, Julio Leigue Hur- 
tado, mediante nota 119/96, de 11 de noviembre de 1996) y otorgó poder a dos nuevos liqui¬ 
dadores, Douglas Acosta CastiUo y Oscar Arano Peredo. Este nuevo poder fúe inscrito recién 
el 12 de marzo de 1997 en el Registro de Comercio de Sociedades por Acciones (Recsa). 

El mismo 11 de marzo de 1997, fecha de otorgación dei poder, pero también fecha en la 
que Israel Paniagua asistió como Dquidador a la verificación de inventados de muebles y otros, 
los senores Douglas Acosta y Oscar Arano actuaron como Comisión Dquidadora, emitiendo 
la Resolución 01 /97 que aprueba la Dcitación Pública MC/ SNCI/ 011/95-III, resuelve proce¬ 
der a la venta y entrega de activos de fhlancruz a la adjudicataria Santa Mónica Cotton Trading 


578 El Acta Notarial de verificación dei inventario de bienes muebles, enseres y equipos de computación de Hilancruz 
senala que, bajo la dirección dei notário de Hacienda Freddy Ganido Justiniano, participaron en la verificación, por 
la Comisión Liquidadora y la Prefectura de Santa Cruz: Israel Paniagua Arandia y Douglas Acosta Castillo; por Santa 
Mónica Cotton, José Lino Steimbach, gerente general, y Oscar Vidovic Romero, consultor; además de Mario Anez 
Aguilera, como notário de Fe Pública n.° 39. 
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Company SA, por el precio de $us 4.005.686, instruyendo suscribir el contrato junto al ministro 
de Capitalización y el Prefecto de Santa Cruz, en el marco del Decreto Supremo 24449, del 20 
de diciembre de 1996. En el acta de la reunión en la que se elaboro y suscribió esa Resolución, 
se indica expresamente que “el Uquidador representante del sector privado, Alberto Gómez, es 
disidente ya que expresa no estar de acuerdo con los términos de la Resolución”. 

Basados en esa Resolución de la Comisión Liquidadora, suscrita por dos liquidadores 
del sector público cuyo poder no había sido aún inscrito en el Recsa, y sin la firma del li¬ 
quidador del sector privado, el 13 de marzo de 1997 fue suscrita la minuta del contrato de 
compraventa de los activos de Hilancruz (módulos I, II, III y IV). El acta de suscripción 
de esa minuta-contrato senala que el Liquidador por el Sector Privado, Alberto Gómez, 
no se encontraba presente, aunque el original de esa minuta cuenta con su firma, como 
se observa en la parte izquierda de la siguiente imagen. 
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Fuente: Minuta de contrato de compraventa de activos de Hilancruz, 1997. (Con la firma del liquidador). 
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El Protocolo dei contrato de compraventa, cursante en la Notaria de Gobierno de 
Santa Cruz, no cuenta con la firma dei liquidador dei sector privado Alberto Gómez, 
como se puede evidenciar en la imagen inferior, que muestra la página correspondiente a 
la firma dei Protocolo dei contrato de compraventa, cuya fotocopia legalizada fue otor- 
gada en fecha 30 de julio de 2003. 



Fuente: Protocolo dei contrato de compraventa, 1997, Notaria de Gobierno dei departamento de Santa Cruz. Copla legalizada de 30 de jullo de 2003. 
Archivo personal de Alberto Gómez. (SIn la firma dei liquidador). 


Este hecho demuestra que el documento de venta no fue debidamente perfeccionado 
como la norma civil boliviana tiene previsto. 

Los activos de Hilancruz fueron entregados a los representantes de la empresa Santa 
Mónica Cotton Trading SA, el 14 de marzo de 1997, como senala el Acta de entrega 
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oficial del inmueble e instalaciones de la unidad económica Hilandería Santa Cruz SAM 
(en Hquidación). 

Depósito del dinero producto de la venta de los activos de Hilancruz 

El Plan específico para la Privatización de Hilancruz senalaba que los recursos netos entre¬ 
gados por el adjudicatario, provenientes de la venta de los activos de Hilancruz, debían ser 
depositados en la cuenta especial del Banco Central de BoHvia (BCB), a nombre de Foprin- 
soc-Cordecruz para su utüizadón en los fines previstos en la Ley 1330 de Privatización y en 
el Título V del Decreto Supremo 23991, bajo exclusiva responsabiüdad de Cordecruz. 

Puesto que Hilancruz era una Sociedad de Economia Mixta, el Código de Comercio 
determinaba que en situación de liquidación “ningún socio podrá recibir el haber que 
le corresponda, mientras no queden extinguidas las obHgaciones de la sociedad o estén 
suficientemente garantizadas las pendientes” (art. 392) y que “extinguido el pasivo social, 
los liquidadores elaborarán el balance final y un proyecto de distribución del património, 
los que serán sometidos a la aprobación de los socios” (art. 394). 

Por esos factores, pasaron anos en los que no era posible determinar esos recursos 
netos, ya que era la Comisión Liquidadora la que debía sanear los pasivos y elaborar un 
balance final para la distribución de los patrimónios entre los socios. El balance final de 
la liquidación fue presentado ante la Junta General Extraordinária de Accionistas de “Hi¬ 
lancruz SAM en liquidación” el 18 de diciembre de 2000. Se pudo determinar que el saldo 
a favor de los socios era de $us 1.664.864, pero sin tomar en cuenta la deuda tributaria de 
Bs21.101.577 (equivalente a $us 4.306.444) (Hilancruz, 18/12/2000). 

De esa deuda tributaria, la deuda que le correspondia pagar al sector privado, en sus 
tres series, ascendia a $us 38.956, por lo que el sector privado decidió transferir el valor 
de su participación a la Prefectura para que se hiciera cargo de pagar el total de la deuda 
tributaria. 

8.2.3. Aspectos económicos de la privatización 
8.2.3.1. Inversiones estatales 

Prévio al análisis de los aspectos económicos de la privatización de Hilancruz, es impor¬ 
tante resaltar que el Estado boliviano invirtió la suma de $us 77.310.411, en la implemen- 
tación de la hilandería (Coopers & Lybrand y otros, 1992). 


579 De acuerdo al Balance Final presentado en la Junta General Extraordinária de Accionistas de Hilancruz, celebrada 
el 18 de diciembre de 2000, se determino que la distribución del saldo tenía las siguientes proporciones: a Cordecruz, 
97,66% ($us 1.625.906); a los productores de algodón, 2,14%, ($us 35.628); a los inversionistas privados, 0,12%, ($us 
1.997); y a los trabajadores, 0.08%, ($us 1.331). 



Neoliberalismo: enajenación de empresas públicas y recursos naturales, 1985-2005. T. 2 


739 


8.2.3.2. Gestión empresarial 

Durante el periodo neoliberal, las diferentes administraciones gerenciales de Hilancruz 
tuvieron distintos comportamientos. Hasta 1987 se reaüzan esfuerzos por mostrar una 
empresa rentable, pero a partir de 1988 empiezan los informes que refieren una empresa 
deficitária y la necesidad de tomar decisiones para evitar mayores pérdidas, constituyén- 
dose en los principales argumentos para iniciar su proceso de privatización. 

En los referidos informes se identifica que entre las principales dificultades que en¬ 
frenta Hilancruz figura el alto precio de la matéria prima, ya que la hilandería paga el algo- 
dón al sector con base en un precio de Liverpool que incluye fletes de transporte; es decir 
que paga precios internacionales a los productores de algodón. No obstante, en octubre 
de 1988, se logró negociar una rebaja de nueve dólares por quintal al precio fijado, signi¬ 
ficando esto un aborro de $us 514.402 (Cordecruz, 13/09/1988 a y 08/10/1988 b). 

En los anos 1987 y 1988, Hilancruz se caracterizó también por gestionar diferentes 
créditos para lograr capital de operaciones, destacándose un crédito puente de Cordecruz 
y otros con entidades financieras privadas. 

En dichos informes se describen también algunos eventos en la administración de 
Hilancruz, consignados desde la Gerencia General. A continuación, se destaca lo más 
relevante de los informes presentados por tres gerentes generales sucesivos durante las 
gestiones 1987 y 1988; 

Gestión de Ismael Serrate Cuéllar: el 10 de marzo de 1987 presentó informe al Directorio 
de Cordecruz, adjuntando la siguiente documentación; 

- Balance General (en $us) de la Hilandería al 30/06/86. 

- Resumen histórico de antecedentes de la Hilandería en el que consigna el cuadro demostra- 
tivo siguiente: 

Inversión Activos Fijos $us 31.159.944 

Compra original algodón (BCB) $us 2.044.214 

Inversión Cordecruz (terrenos, gastos pre-operativos y otros) $us 13.351.510 

Total $us 46.555.668 

En gastos preoperativos se incluyen los gastos realizados por Cordecruz antes de la puesta en 
marcha de la fábrica. Esta inversión se transformó en: 


a) Aporte accionario de Cordecruz $us 16.200.000 

b) Deuda en $us de Hilancruz a Cordecruz $us 14.959.944 

c) Deuda en Bs de Hilancruz a Cordecruz $b 384.893.123 

al cambio de 25 $b/$us 
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- Cuadro resumen en el que se establece el valor actual de los activos fijos de Hilandería Santa 
Cruz SA, según reavalúo realizado por la consultora Price Waterhouse, tal y como se detaUa: 

Valor reposición $us 30.290.897 

Valor actual $us 23.694.767. 

(Cordecruz, 10/03/1987) 

Durante la mencionada presentación, Serrate Cuéllar informo sobre resultados po¬ 
sitivos en la administración de la empresa y vários directores fueron del critério de que 
Hilancruz debía absorber sus pasivos en atención a que su situación financiera iba me- 
j orando paulatinamente. Por su parte, el Gerente hizo notar que la deuda de Hilancruz 
(a Cordecruz de $us 28.747.024) estaba sobredimensionada y que se debía efectuar un 
anáüsis para definir el valor correcto y real. 

El 28 de julio de 1987, Jorge Marcos Salvador, representante de la Federación de Em¬ 
presários Privados de Santa Cruz en del Directorio de la Corporación y representante del 
mismo en el Consejo Administrativo de Hilancruz, informo al Directorio de Cordecruz 
que la empresa 

... gracias a una acertada política empresarial está incrementando paulatinamente su produc- 
ción y conquistando el mercado externo con exportaciones cada vez más intensivas, aspectos 
que han incidido favorablemente en su economia, motivo por el cual existen utilidades que 
deben necesariamente destinarse a cubrir los costos de inversión cubiertos por Cordecruz a 
través de financiamientos de Organismos Internacionales; en este sentido, se logró que el Con¬ 
sejo Administrativo de HILANDERÍA SAM traspase a Cordecruz, la suma de $us 350.000 
producto de la gestión 85-86 (Cordecruz, Acta 16/87 a).^^® 

Pero la positiva gestión de Ismael Serrate Cuéllar fue concluída 7 de diciembre de 1987, 
cuando fue cambiado por Oscar Busch Barbery mediante Resolución de Directorio de 
Hilancruz, lo que modificaria el accionar de la administración gerencial de la empresa. 

Gestión Oscar Busch Barbery: el 8 de marzo de 1988, en una reunión del Directorio de 
Cordecruz, informó sobre una situación deHcadísima, débil y frágil de la empresa, solicitan¬ 
do una definición sobre la poKtica a seguir. Según indicaba el nuevo gerente general, esta 
situación se debía a precios de venta en el mercado internacional deprimidos por la poca 
demanda y los elevados costos de la matéria prima (Cordecruz, Acta 08/03/1988). 

El 13 de septiembre de 1988, en reunión de similar carácter, Busch informó que 
“por efectos de las políticas económicas se produjo mucha deformación económica que 
incide en la grave situación que atraviesa la Hilandería”, y que la situación financiera de 
la fábrica se refleja por tres variables; a) precio elevado de matéria prima; b) alto costo 
de producción; y c) ausência de investigación tecnológica. Busch informó además acerca 
de la racionahzación del personal a fin de bajar costos y del volumen de stock de hilo de 
algodón de 2.000 toneladas (Cordecruz, Acta 08/03/1988). 


580 Jorge Marcos Salvador participo como presidente de la Federación de Empresários Privados. 
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Gestión Juan Manuel Chahtn Avichacra-, durante el primer ano de gobierno de Jaime Paz 
Zamora, en septiembre de 1989, se designo a Juan Manuel Chahín Avichacra como ge¬ 
rente general de Hilancruz, siendo esta la administración que condujo al cierre de la 
empresa y a preparar las condiciones para su privatización, la cual recién se haría efectiva 
en la siguiente gestión de gobierno, entre 1995 y 1997. Bajo la gerencia de Chahín, las 
acciones que destacan son las siguientes: 

• La gestión de vários créditos como el otorgado en 1990 por el Banco Industrial y 
Ganadero dei Beni SA, por Bs459.631, con garantia Warrant (Banco Industrial y Ga- 
nadero dei Beni SA-Hilancruz, 20/12/1990). 

• Gestión y firma dei convênio suscrito el 16 de octubre de 1992 para finalizar la huelga 
de hambre de trabajadores de la empresa y dirigencia sindical departamental. 

• La firma dei Acta de conciliación de deudas,^®^ por la cual Hüancruz reconoce una 
deuda de $us 28.747.024 en favor de Cordecruz, hecho que acaba por golpear la frágil 
situación de la empresa. Esta deuda corresponde al costo de implementación de Hi¬ 
lancruz como industria têxtil. Es decir que la empresa ya había nacido con deudas. Es 
el único caso dei que hay constância en el que la instalación de una empresa pública 
no corrió por cuenta de la Corporación Regional de DesarroUo, sino que esos costos 
fueron transferidos a la misma empresa naciente. Como se indica hneas arriba, en 
1987 esta deuda fue cahficada como “sobredimensionada” por el entonces gerente 
general de Hüancruz, Ismael Serrate CuéUar. 

• Gestión de un crédito puente de $us 200.000 ante Cordecruz, entre febrero y marzo 
de 1992, el mismo que seria reembolsado con el producto de la venta de la empresa 
(Cordecruz, Acta 03/93 i). 

8.2.3.3. Situación de Hilancruz antes de su privatización, 1992 

El consorcio de firmas consultoras presentó vários informes de evaluación de Hüancruz hasta 
julio de 1992, en los cuales expresa la situación de la empresa en los siguientes términos; 

• Número de trabajadores-, al momento de su privatización, Hilancruz se encontraba en fun- 
cionamiento, contando con 176 trabajadores, después dei proceso de racionalización de 
personal que se hiciera en 1985, en cumpümiento dei Decreto Supremo 21060 dei 21 de 
agosto de 1985. Sin embargo, hay que considerar que, operando a su máxima capacidad, 
esta fábrica podia emplear a 379 trabajadores (Coopers & Lybrand, 1995). 

• Infraestructura: hi extensión total dei terreno donde se encontraba Hüancruz era de 131.964,8 
rcd, de los cuales 35.746 m^ correspondían al área edificada que constaba dei edificio prin¬ 
cipal de producción (23.217 m^, el aknacén de matéria prima con capacidad para 44.000 


581 El acta fue suscrita, en representación de Hilancruz, por Juan Manuel Chahín Avichacra, gerente general y Diego 
Sanabria, gerente administrativo; por Cordecruz, Nancy Fleig de Mansilla, jefa de Unidad Administrativa y Finanzas, 
Elvy de Malpartida, jefa de Auditoria Interna y Guido Náyar R, jefe de Unidad de Empresas. 
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fardos de algodón (8.640 y el almacén de producto terminado con capacidad aproxi¬ 
mada de 1.500 TM (3.888 m^; además de contar con carpintería, bodega de combustibles 
y químicos, así como de una caseta de entrada con báscula para 60.000 kg. 

• Transporte-, al estar ubicada en el Parque Industrial, Hilancruz contaba con todas 
las comodidades necesarias de acceso a vias de comunicación, además de contar 
con acceso ferroviário. 

• Energia-, estaba provisionada con una subestación principal de energia de 2.5 mVa, 
24.9/10 Kv (2x2.500 Kva) y 4 subestaciones de 10 kv/380/220 v, 50 hz, 2 x 1.000 
kva), además de tener una planta generadora a diésel de 100 kv, 380/220 v, 50 hz, cuya 
capacidad del tanque es de 25 mil litros. Contaba con instalación de gas. 

• Capacidadproductiva-, Tenía una capacidad instalada teórica de 6.000 TM, aunque su 
producción no pasaba de 4.600 TM, teniendo una inadecuada distribución de mezcla 
de productos que determinaba que el esfuerzo de producción se concentrara en “títu¬ 
los bajos” que deterioran los equipos instalados, incrementando el gasto en manteni- 
miento y reparaciones. Además, esto incidia en la oferta de los productos al mercado, 
ya que la demanda se encontraba mayormente en “títulos altos”. 

• Tecnologia-, de acuerdo al informe de consultoria, la empresa era tecnológicamente via- 
ble. El equipamiento en maquinaria, en términos globales, era competitivo respecto 
a la industria latinoamericana, y era capaz de producir hilado de excelente cahdad. 
Muestras de su producto terminado tuvieron aceptación en mercados externos. El 
informe sugiere que una adecuada planificación e inversión resolverían los problemas 
de mantenimiento preventivo y de repuestos, siendo que el “enconado” era el que 
requeria inversiones para equipamiento nuevo. 

• Mercado-, su capacidad instalada satisfacía la demanda interna y permitia competir en 
el mercado externo generando precios de venta competitivos a nivel internacional. 
Entre las ventajas se senalaban las siguientes; hderazgo en el mercado nacional, un 
mercado externo amplio que absorbería la producción fácilmente, preferencias aran- 
celarias del producto terminado para mercado regional (Asociación Latinoamericana 
de Integración, Aladi), experiencia relativa en maquila y maquinaria menos antigua en 
relación a la de la industria regional. 

• Endeudamiento-, por el nivel de endeudamiento que registraba la empresa con el Estado 
(cuestión que volvia el emprendimiento inviable), era preciso que esta cuestión reci- 
biera un tratamiento especial de capitahzación o condonación de deudas. La deuda 
con Cordecruz había sido calculada en $us 28.747.024. 

• Finanças-, la viabüidad íinanciera de Cordecruz dependia de que esta absorbiera la deuda de 
$us 28 millones y se consideraba factible que Hilancruz pudiera conseguir resultados a un 
corto plazo a partir de la modificación del esquema de producción, aprovechando la capa¬ 
cidad instalada de la planta, sugihendo una inyección de capital de trabajo de $us 1.600.000 
y una inversión de $us 1.300.000 en “enconadoras”, además de modificar la poKtica de 
cobranza. El informe considera que “los resultados operativos permiten observar que la 
empresa logra autofinanciarse a partir del primer ano de operación, el superávit aumenta 
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en el segundo período y se toma muy positivo en el último período” (Coopers & Lybrand 
y otros, 1992e), por lo que la empresa, en condiciones óptimas, tendría la posibilidad de 
financiarse por sí sola con el capital que generaban las operaciones habituales. 

• 'Legah debían resolverse problemas sobre el estado dei capital, estatutos y su adecua- 
ción, así como perfeccionar la transferencia de la titularidad dei terreno donde se en- 
contraba instalada la planta industrial, la cual continuaba a nombre de Cordecruz. 

• Deudas-, la composición dei saldo de deudas contable de Hilancruz al 28 de febrero 
de 1992 presentaba un total de $us 20.647.229, compuesto por una deuda corriente 
de $us 4.894.730 y por una deuda no corriente de $us 15.752.499, siendo esta última 
producto de la deuda con Cordecruz ($us 15.453.657) y de lo adeudado por concepto 
de benefícios sociales ($us 298.842). 

• A lo largo de sus informes, la consultora hace énfasis en las capacidades productivas y 
comerciales de la empresa, habiéndose negado a realizar una valuación de Hquidación 
de los activos por considerar que eUo devaluaría su precio en más de un 50%, tal como 
se explica en el punto 2.8 de este informe, correspondiente a valuación de activos. 

8.2.3.4. Hilancruz después de su saneamiento, 1993 

Asumiendo las recomendaciones hechas por el consorcio en la Reunión de Directorio 
de 12 de octubre de 1992, Cordecruz procedió a aprobar las acciones de saneamiento de 
la situación de Hilancruz, entre las cuales estaba la referida a la absorción de la deuda de 
Hilancruz con Cordecruz. 

El 27 de octubre de 1992, el Directorio de Cordecruz aprobó el acta de conciHación 
de cuentas dei 22 de octubre de 1992, suscrita entre la Corporación e Hilancruz, por una 
deuda de la empresa de $us 28.747.024 (Cordecruz, 27/10/1992 d). 

Esta conciHación de cuentas se refíere a una deuda reconocida en 1981 por Hilan¬ 
cruz referida a los créditos logrados para su implementación como industria têxtil; $us 
28.444.624 ($us 14.641.968 capital y $us 13.802.656 intereses), según Convênio 904, dei 
22 de octubre de 1981, y $us 302.400 que Hilancruz pagara a la CRE. 

El 12 de abril de 1993, la Junta General Ordinaria de Accionistas de Hilancruz aprueba 
capitaHzar la deuda reconocida en favor de Cordecruz en Bsl20.162.560 ($us 28.747.024 
al tipo de cambio de entonces, de Bs4,18 por dólar), emitiendo nuevas acciones. En la 
ocasión, también adecúan el capital social al signo monetário vigente, reducen el capital 
pagado por absorción de pérdidas y ajustes al balance al 31 de marzo de 1993, determi¬ 
nando que este sea de Bs66.010.255. De ahí que la estructura accionaria quedara confor¬ 
mada como se expresa en el cuadro siguiente; 


582 El monto de |us 28.747.024 a favor de Cordecruz resulta de los |us 14.959.944 dei Convênio 904; |us 13.802.657 
de intereses por el mismo convênio y $us 302.400 por deuda subrogada con la Cooperativa Rural de Electrificación 
(CRE); el monto a favor de Hilancruz es de $us 317.977 por gastos realizados por la empresa por cuenta de Cordecruz. 



744 


Las empresas públicas del departamento de Santa Cruz 


Cuadro 231. Composición accionaria Hilancruz al 27/12/1993 



Fuente: CEMPYC, 2018, con base en Escritura Pública de modificación de Estatutos de Hilancruz SAM, del 4 de junio de 1993 y del 27 de diciembre de 1993. 

Esa Junta General de Accionistas aprobó también el incremento del capital autorizado 
de la empresa a Bsl32.000.000, un capital suscrito totalmente pagado de Bs66.010.255, 
correspondiente a 660.102 acciones de BslOO cada una; además de eliminar de los Esta¬ 
tutos la prohibición de que los accionistas de la serie privada adquieran más del 50% de 
las acciones de la empresa y que un solo accionista concentre las tres series privadas, que 
hasta ese momento se encontraba en el artículo 7. 

El Acta de la Junta General Ordinaria de Accionistas, del 12 de abril de 1993, fue 
protocolizada el 4 de junio de 1993 por el entonces presidente del Directorio, Ramón 
Prada Vaca Díez, para ser luego modificada en la nueva gestión de gobierno, mediante 
Testimonio 809/93 de Minuta Aclaratoria de Escritura Modificatoria de Estatutos, del 27 
de diciembre de 1993, por Freddy Teodovich Ortiz, nuevo presidente de Cordecruz y del 
Directorio de Hilancruz. 

8.2.3.5. Situación de Hilancruz al momento de su privatización, 1995 

El nuevo estúdio hecho por la consultora Coopers & Lybrand presentó la evaluación técni¬ 
co-económica de Hüandería Santa Cruz SAM, con el objeto de transferiria al sector priva¬ 
do, y en la que se identifican los siguientes elementos; valor de mercado estimado, estratégia 
de transferencia al sector privado y curso de acción a seguir (Coopers & Lybrand, 1995). 
Entre los aspectos más importantes, el estúdio senaló lo siguiente; 

• La empresa fue regularizada a través de sucesivas juntas de accionistas, ordinárias 
y extraordinárias, tendientes a recomponer el capital social de la empresa, estando 
pendiente de regularizar solamente el cambio y emisión de nuevas acciones acorde al 
capital social y al signo monetário del país. 

• Los títulos de propiedad de los inmuebles se regularizaron en 1993, aunque existia una 
hipoteca en favor de Cordecruz que debía ser levantada para facilitar el proceso de 
privatización. 

• Las deudas de la empresa se encontraban en proceso de concihación y negociación 
para su posterior pago. 

• La consultora concluyó senalando que “se podría proceder a la venta de las acciones 
del estado en Hilancruz, una vez culminado el recanje accionario (...) liberada la hi¬ 
poteca que pesa sobre los activos inmuebles de la entidad, y conciliado y renegociado 
los pasivos correspondientes a impuestos y organismos sociales”. 
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• En su diagnóstico económico-legal, la consultora senaló que, en vista de que el go- 
bierno nacional deseaba darle prioridad al proceso de privatización de la empresa y 
a efectos de plantear una estratégia de venta, debían tomarse en consideración los 
siguientes aspectos; 

- Hilancruz era una Sociedad Anónima Mixta y por eUo estaba sujeta al derecho 
comercial privado. 

- Habiendo cesado operaciones en 1993, desde esa fecha quedó sin cumphmiento 
el objeto social para el cual había sido creada. 

- Si bien se subsanaron las deficiências legales senaladas en 1992, estaban aún pen 
dientes algunos requisitos estipulados en el Código de Comercio que no fueron 
completados; tal era el caso dei recanje accionario, a fin de dar respaldo al capital 
social de la empresa y, por ende, a la recomposición dei hbro de accionistas. 

- No existia valor económico como sociedad en funcionamiento que permitiera 
obtener un beneficio al momento de la venta por valor “Uave de negocio”, que 
incremente valor de sus activos. 

- Existe un negocio inmobihario generado por los terrenos existentes no utilizados 
y el sobredimensionamiento de los espacios cubiertos. 

8.2.3.6. Valuación de activos de Hilancruz 

8 . 2 . ^.6.1. Avalúo de activos jijos de Hilancruz por Price Waterhouse, ig86 

El ano 1986, la consultora Price Waterhouse fue contratada por Cordecruz para realizar 
el reavalúo de los activos de Hilancruz. El 10 de marzo de 1987, los resultados de ese 
estúdio fueron informados al Directorio de Cordecruz por Ismael Serrate CuéUar, adjun- 
tando un Cuadro resumen en el que se establece el valor de la empresa 

Valor reposición de los activos fijos $us 30.290.897 

Valor actual de los activos fijos $us 23.694.767. 

(Cordecruz, Acta 10/03/1987). 

8 . 2 . 3 . 6 . 2 . Valuación de activos de Hilancruz por Coopers el Lybrand, Harteneck, López y Cia., 
Chemonics, 1992 

Los activos de Hilancruz, expresados en su Balance General al 29/02/1992 (no audi- 
tado), alcanzaban a un valor de $us 21.802.214. Esos mismos activos, en su Balance 
General pro-forma para la valuación de la empresa al 29/02/1992, senalaban un activo 
de Bs78.064.000, equivalente a $us 20.597.000 (Coopers & Lybrand y otros, 1992g). 

De acuerdo al informe presentado por el consorcio, el avalúo de Hilancruz fue realiza¬ 
do aplicando procedimientos de investigación y anáhsis acordados con la CEEP, habien¬ 
do sido preparado por técnicos y especialistas de diversas ramas, provistos por las firmas 
Coopers & Lybrand (firmas miembros de Bohvia y Argentina) y Chemonics. 
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En el referido informe, el consorcio senaló que el valor de mercado de Hilancruz era 
asignado a partir de tres alternativas: 

• Venta de paquete accionario. 

• Liquidación de activos en bloque. 

• Liquidación de activos por lotes. 

La venta del paquete accionario era considerada como la primera alternativa, prévio 
cumpHmiento de las recomendaciones de saneamiento legal realizadas (Coopers & Ly- 
brand y otros, 1992^.^®^ 

El precio de referencia establecido fue de $us 13.400.000, en el marco de un valor 
referencial de entre $us 11.300.000 y $us 15.300.000, tomando en cuenta que el patrimó¬ 
nio neto ajustado de la empresa, al 29 de febrero de 1992, ascendia aproximadamente a 
Bs57.957.000, equivalente a $us 15.291.000. 

Las alternativas segunda y tercera (liquidación de activos en bloque o por lotes), he- 
chas a pedido de la CEEP y no recomendadas por la consultoria, ofrecian una estimación 
de aproximadamente $us 6.260.000, considerando terrenos, Hneas de producción, equi- 
pos auxiliares y otros bienes (Cordecruz, Acta 12/10/1992 b). 

8 . 2 . 3 . 6 . 3 . Valuación de activos de Hilancruz por Coopers el Lybrand, 1995 

Para la valuación de los activos de Hilancruz, la consultora empleó diferentes proce- 
dimientos, tomando en cuenta que la empresa no se encontraba “en marcha” por más 
de un ano, y que habia perdido sus mercados y a su personal calificado para operar 
adecuadamente. 

Entre las diferentes valuaciones que presentó el informe de la empresa consultora, 
destacaban las de valor por huso, valor huso mercado y valor por lote. Si bien el informe 
presentaba una valuación de mercado sobre flujo de fondos, se lo bacia reconociendo 
que este método se utihzaba normalmente para determinar el valor económico de una 
empresa “en marcha” y que este no era el caso de Hilancruz. 

Valuación por huso: 

En cuanto a la maquinaria y equipos, la consultora reconocia que no se podia conocer 
la situación exacta de cada uno de eUos al no estar funcionando con carga de matéria pri¬ 
ma que permitiera determinar adecuadamente los rendimientos reales de cada hnea, por 
lo que haciendo una valuación por husos se Uegaba a un subtotal de líneas de producción 
de $us 2.726.000. 


583 Informe del Consorcio Coopers & Lybrand, Harteneck López y Cia. y Chemonics sobre la valuación económica de 
Hilancruz. Julio, 1992. 
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Sobre el terreno, la empresa consultora realizo una valuación con base en una comu- 
nicación de las autoridades de que el precio de venta dei suelo urbano en ese momento 
era de entre 14,5 a 15,5 dólares/m2 financiado. La empresa consultora consideraba que 
“el progreso de Hilandería no requiere la totaHdad dei área y se podría conceder un des- 
cuento de hasta $us 10/m2, por lo que determinan un valor dei 100% dei lote de terreno 
en $us 1.320.000. 

Por otra parte, las obras civiles situadas en las instalaciones de Hilandería Santa Cruz 
fueron valuadas en $us 3.251.500. 

En resumen, la valuación realizada por la empresa consultora fue la siguiente: 


Maquinaria 

Edificios 

Terrenos 

Total 


$us 2.726.000 
$us 3.251.500 
$us 1.320.000 
$us 7.297.500 


Valuación de mercado sobre “valor huso” (o “valor huso mercado”): 
En esta valuación, los valores son presentados de la siguiente manera: 


Maquinaria 

Edificios aplicados a producción 
(20% valor maquinaria) (1) 

Terrenos adicionales (56.964 m2 a $us 7/m2) 

Terrenos aplicados a producción 
(75.000 m2 a $us 7/m2) 

Sub Total 

Costo financiero de la inversión hasta puesta en marcha 
en punto de equihbrio (seis meses a un ano) (2) 

Total 


$us 2.726.000 

$us 1.872.000 
$us 400.000 

$us 525.000 
$us 5.523.000 

$us (-435.000) 
$us 5.088.000 


(1) Valor original maquinaria $us 15.600.000 - 20% S/15.600.000 — $us 3.120.000 
Amortización 2.5% anual 16 anos $us 1.248.000 - Valor residual de edificio $us 
1.872.000. 

(2) Costo estimado al 13% anual por 6 meses s/inversión $us 6.678.000. 

Valor por lote; 

Este cálculo se basó en una subdivisión de la planta completa con el propósito de 
aprovechar el negocio inmobiliario que representaban las áreas verdes no utilizadas y 
el exceso de áreas cubiertas sobredimensionadas. El resumen de valuación por lote 
fue el siguiente; 
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Lote I 


Terreno y edificios 

$us 2.240.000 

Maquinaria 

$us 2.726.000 

Costo financiero 

$us (400.000) 

Sub Total 

$us 4.566.000 

Lote II 


Terreno y edificios 

$us 594.000 

Lote III 


Terreno y Edificio 

$us 217.000 

Lote IV 


Terreno y Edificio 

$us 487.000 

Total 

$us 5.864.000 


Finalmente, la valuación por módulo sobre valor de mercado, base para la venta de los 
activos de la empresa, fue dividida por la consultora en cuatro módulos: 


Cuadro 232. Valuación de los activos de Hilancruz (julio de 1995) 



Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en datos del informe de la consultora Coopers & Lybrand, julio 1995. 


8.2.3.7. Venta de Hilancruz por debajo de su avalúo 

Los activos de Hilancruz fueron vendidos por la suma de $us 4.005.686. La relación entre los 
diferentes avalúos y el precio de venta de Hilancruz es expresada en el cuadro siguiente: 


Cuadro 233. Comparación de valuaciones y precio de venta de Hilandería Santa Cruz ($us) 


Avalúo transferencia de la CBF a 
Cordecruz (1986) 

Primera consultoria (1992) 

Segunda 

consultoria (1995) 

PRECIO DE 

Price Waterhouse 

Consorcio 

Coopers & Lybrand Harteneck López y Cia. 
yChemonics 

Coopers & Lybrand 

VENTA 

(1997) 

30.290.897 
(valor de reposición) 

23.694.767 
(valor actual) 

13.400.000 

(Precio de referencia promedio) 

7.113.000 
(valor de mercado) 

4.005.686 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Informe Coopers & Lybrand y otros, 1992; Informe Coopers & Lybrand, 1995. 


En el cuadro se puede identificar que los activos de Hilancruz fueron vendidos muy 
por debajo del valor de mercado determinado por la consultora Coopers & Lybrand tan¬ 
to en la primera consultoria de 1992 que daba un valor de mercado de $us 13.400.000, e 
incluso, de la segunda consultoria de 1995 que indicaba $us 7.113.000. 
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Por su parte, el 9 de septiembre de 1996, el accionista privado de Hilancruz y miem- 
bro de la Comisión Liquidadora por el Sector Privado, Alberto Gómez S., remitió una 
carta al Prefecto dei departamento de Santa Cruz, JuHo Leigue Hurtado, en la cual hace 
Uegar su reclamo por las acciones arbitrarias que realiza la Unidad de Reordenamiento, 
dependiente dei Ministério de Capitalización, en la oferta de los activos de Hilancruz 
para su venta al sector privado, resaltando principalmente su preocupación por el precio 
mínimo base de venta, recordándoles que, de realizarse una rebaja al valor determinado 
por la consultora, esta debería ser la siguiente; 

En esta 3ra. Licitación, el Precio Mínimo Base de venta de acuerdo a procedimiento, debe de 
ser con la Rebaja de la 2da. Décima; esto para dar mayor transparência y legaüdad (SIC.UR-La 
Paz Of. n.° 1444/96), es decir: 


ler Módulo 
2do Módulo 
3er Módulo 
4to Módulo 

Total 


1“ Licitación 
$us 5.240.000 
$us 770.000 
$us 341.000 
$us 762.000 
$us 7 . 113.000 


3“ Licitación 
$us 4.192.000 
$us 616.000 
$us 272.800 
$us 609.600 
$us 5 . 690.400 


De acuerdo a ese cálculo, aplicable a transacciones comerciales de esa naturaleza, 
el precio mínimo base para la venta de los activos de Hilancruz —según estimación 
realizada por Alberto Gómez S., miembro de la Comisión Liquidadora por el Sector 
Privado— debía ser $us 5.690.400; sin embargo, los activos de Hilancruz fueron ven¬ 
didos en $us 4.005.686. 

Si bien esta modaüdad de rebaja es aplicable a subastas públicas y no a licitaciones pú¬ 
blicas, eso significa que el resultado de la licitación pública debería ser aún más ventajoso 
para el Estado, ya que esa modaüdad tiene como elemento sustancial el “precio y oferta 
más conveniente” (GordiUo, 1998: 478). 

8.2.3.8. Distribución financiera de los ingresos por la venta de Hilancruz 

La Comisión Liquidadora de Hilancruz SAM presentó su informe económico en fecha 
18 de diciembre de 2000, ante la Junta General Extraordinária de Accionistas de “Hüan- 
cruz SAM en hquidación”. En esa ocasión dio a conocer su informe económico en los 
siguientes términos; 
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Cuadro 234. Informe económico final de liquidación al 30/11/2000 



Fuente: CEMIPyC, 2017, con base en Testimonio 696/2000, de 22 de diciembre de 2000. 


Además de esos fondos financieros, la empresa en liquidación tenía un inmueble en la 
ciudad de La Paz, zona de ViUa Fátima, con lo que los activos de Hüancruz SAM ascen- 
dían a $us 1.664.864,83, como se indica en el cuadro siguiente; 


Cuadro 235. Activos de Hilancruz SAM según Balance final de liquidación al 30/11/2000 (en $us) 



Fuente: CEMIPyC, 2017, con base en el Testimonio 696/2000 del 22 de diciembre de 2000. 
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Pero la Comisión Liquidadora también informo que Hilancruz tenía una deuda tri¬ 
butaria de Bs21.101.577 (equivalente a $us 4.306.444). La misma seria subrogada por 
el Estado en el porcentaje correspondiente al paquete accionario de Cordecruz en la 
empresa, pero los socios privados debían realizar el pago proporcional a su participación 
accionaria. La deuda de los socios privados ascendia a $us 38.956. 

La Comisión Liquidadora presentó a la Junta General Extraordinária de Accionistas un pro- 
yecto de distribución dei patrimônio de Hilancruz, el cual es descrito en el cuadro que sigue; 


Cuadro 236. Proyecto de distribución dei patrimônio de Hilancruz SAM (2000) ($us) 


Saldo en BNB al 30 de noviembre de 2.000 


1.599.344,83 

Cta.Cte.# 240-0042539 

5.637,83 


Depósito a plazofijo 

1.593.707,00 


Valor terreno Villa Fátima LPZ según avalúo 


65.520,00 

Total a distribuir 


$us 1.664.864,83 

Composición accionaria y distribución 



SERIEA: 

SECTOR PÚBLICO-Prefectura Departamental 

97,66% 

1.625.906,99 

SERIE B: 

Adepa - Productores de Algodón 

2,14% 

35.628,11 

SERIEC: 

Inversionistas privados 

0,12% 

1.997,84 

SERIE D: 

Trabajadores 

0,08% 

1.331,89 

Total 

100,00% 

$us 1.664.864,83 


Fuente: CEMIPyC, 2017, con base en el Testimonio 696/2000 dei 22 de diclembre de 2000. 


De acuerdo a la propuesta descrita en el cuadro precedente, el monto total que le 
corresponderia al sector privado en sus tres series (Adepa, Inversionistas privados y Tra- 
bajadores) seria la suma de $us 38.957, el mismo monto de su deuda tributaria, por lo que 
los representantes de esas tres series decidieron transferir el valor de su participación a la 
Prefectura para que se baga cargo de pagar el total de la deuda tributaria.^®'* 

8.2.3.9. Resultados de la privatización 

El análisis de los resultados de la privatización toma en cuenta el destino de la industria 
textilera crucena en manos de su nueva propietaria, la empresa Santa Mónica Cotton 
Trading Company SA. 


584 De acuerdo al Balance Final presentado en la Junta General Extraordinarla de Accionistas de Hilancruz, celebrada 
el 18 de diclembre de 2000, se determino que la distribución dei saldo tenía las slgulentes proporciones: a Cordecruz, 
97.66% ($us 1.625.906); a los productores de algodón, 2.14% ($us 35.6289, a los Inversionistas privados, 0,12% ($us 
1.997), y a los trabajadores, 0.08% ($us 1.331). 
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8 . 2 . }.c).i. La adjudicataria Santa Mónica Cotton Trading Company SA 

La empresa Santa Mónica Cotton Trading Company SA era una sociedad comercial que 
se constituyó durante el proceso de licitación de los activos de Hüancruz, el 1 de agosto de 
1996, siendo sus socios fundadores; Raúl Garáfulic Gutiérrez (40%), Raúl Garáfulic Gu- 
tiérrez Lehm (30%) y Dieter Garáfulic Lehm (30%), es decir que se trataba de un negocio 
familiar. El capital autorizado era de Bs5.000.000, el capital suscrito de Bs2.500.000 y el 
capital pagado de Bs625.000 (Santa Mónica Cotton Trading Company SA, 1/08/1996). 

El Directorio estaba compuesto por tres miembros; Raúl Garáfulic Gutiérrez (presiden¬ 
te y socio mayoritario), Maria Magdalena Huerta Sáenz (Vicepresidenta y secretaria ejecu- 
tiva) y Roberto Campos Fernández (Secretario). El síndico de la empresa era Luis Carlos 
Vülazón Martínez y su gerente general —nombrado el 23 de agosto de 1996—, José Lino 
Roca Steimbach (Santa Mónica Cotton Trading Company SA, 27/08/1996 a). 

En el proceso de licitación pública. Santa Mónica Cotton Trading Company SA pre- 
sentó cuatro boletas bancarias de seriedad de la oferta por un total de $us 280.000, todas 
del Banco Unión. 

El 24 de octubre de 1997, después de comprar la empresa textilera, los socios reaHza- 
ron un aumento de capital social, por el cual el capital pagado de Santa Mónica Cotton 
Trading Company SA ascendió de poco más de medio miUón de bolivianos a más de 
Bs23 millones (Santa Mónica Cotton Trading Company SA, 24/10/1997).^®^ No obs¬ 
tante, Uama la atención que ese movimiento accionario se aprobara por el Registro de 
Comercio y Sociedades por Acciones (Recsa), el 26 de diciembre de 1997, dos meses 
después de que se hiciera el registro ante Notário de Fe Pública (RA 06583/97). 

8 . 2 . 3 . 9 . 2 . Escisión Y transferencias accionarias de Santa Mónica Cotton Trading Company SA 

El 11 de noviembre de 1998, un ano y ocho meses después de comprar Hüancruz, la 
empresa Santa Mónica Cotton Trading Company SA resolvió escindirse, reduciendo 
su património neto, para formar dos nuevas sociedades; una bajo la denominación de 
Desmotadora Santa Martha SA, y otra bajo la denominación de Empresa Agropecuária 
La Alteza SA (Santa Mónica Trading Company SA, 11/11/1998), lo que produjo una 
segunda modificación del capital social de la empresa, determinando que luego de la 
reducción por escisión, el capital autorizado fuera de Bs42.000.000 y el capital suscrito 
y pagado de Bs2L14L000. 

El 7 de enero de 1999 se reaüzó una tercera modificación del capital social de San¬ 
ta Mónica Trading Company SA. El Testimonio 17/99 registra un aumento del capital 
suscrito y pagado hasta la suma de Bs2Ll50.000 (Santa Mónica Trading Company SA, 
07/01/1999). Este documento da cuenta de que los accionistas son Raúl Garáfulic Gu¬ 
tiérrez, Raúl Garáfulic Lehm y Dieter Garáfulic Lehm. 


585 Su capital autorizado se incrementó a Bs47.200.000 y su capital suscrito y pagado a Bs23.600.000. Este movimiento 
accionario fue aprobado por el Registro de Comercio y Sociedades Anónimas por Acciones mediante Resolución 
Administrativa n.° 06583/97 (26/12/1997). 
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La siguiente modificación en la estructura accionaria fue presentada ante notário 
de Fe Pública y posteriormente inscrita en el Registro de Comercio, el 22 de enero de 
1999, cuando Andrés Petricevic Raznatovic ya era accionista mayoritario y presidente 
dei Directorio de la empresa. La Escritura Pública 112/99 registra el aumento dei ca¬ 
pital suscrito y pagado a Bs5.485.000, el cual, sumado al ya existente, resultaria en un 
total de Bs26.635.000. En consecuencia, a efectos de llegar al nuevo capital suscrito 
debían emitirse 1.097 acciones ordinárias de Bs5000 cada una (Santa Mónica Trading 
Company SA, 22/01/1999 quedando la nueva estructura societária tal como se 
muestra a continuación. 


Cuadro 237. Composición accionaria Santa Mónica Cotton Trading Company SA ai 22/01/1999 


Socios 

Capital suscrito (Bs) 

Capital pagado (Bs) 

Porcentaje 

Fecha 

Andrés Petricevic Raznatovich 

13.320.000 

13.320.000 

50,01 


Inversiones GAFASA 

2.440.000 

2.440.000 

9,16 


Ingeniería, Construcción e Inversiones Tetrafe Ltda. 

1.000.000 

1.000.000 

3,75 


Inversiones Santa Ana SA (S/R)* 

1.000.000 

1.000.000 

3,75 


Maria Elena de Inversiones SA (S/R)* 

815.000 

815.000 

3,06 

Composición 

Los Ceibos de Inversiones SA (S/R)* 

815.000 

815.000 

3,06 

Accionaria al 
22 de enero 
de 1999 

Testimonio 

Hernán Soffia Prieto (S/R)* 

985.000 

985.000 

3,70 

Beltrán Urenda Salamanca (S/R)* 

540.000 

540.000 

2,03 

José Manuel Urenda Salamanca (S/R)* 

540.000 

540.000 

2,03 

112/99 

Inversiones Santa Ângela SA (S/R)* 

370.000 

370.000 

1,39 


Inversiones Rio los Ciervos SA (S/R)* 

185.000 

185.000 

0,69 


EkloniaSA (S/R)* 

185.000 

185.000 

0,69 


Marcela Bruno de Kempff 

4.400.000 

4.400.000 

16,67 


Totales 

26.635.000 

26.635.000 

100,00 



(S/R)* No se encuentran registrados en el libro de accionistas de la empresa. 

Fuente: Autoridad de Fiscalización y Control Social de Empresas (AEMP) 2014, con base en datos de Fundempresa. 


La transferencia de acciones de los socios fundadores Raúl GaráfuHc Gutiérrez, Raúl 
Garáfulic Lehm y Dieter GaráfuHc Lehm al empresário Andrés Petricevic Raznatovic 
(50,01%) y a otros socios (49,99%) que figuran en el cuadro precedente, no fue registrada 
en Fundempresa y en el Registro de Comercio no existen documentos que expHquen el 
modo y los escenarios de transferencia de esas acciones. 

AnaHzando los documentos que cursan en el Registro de Comercio en Fundempresa, 
es posible deducir que este cambio accionario tuvo que darse en un lapso de 15 dias, entre 
el 7 y el 20 de enero de 1999. 

Es importante senalar al respecto que, según las investigaciones realizadas, las nueve 
personas naturales y jurídicas sócias de Santa Mónica Cotton Trading Company SA 
que figuran en el Cuadro 20 con caHficación de L/R (es decir que no se encuentran 
registradas en el Hbro de accionistas de la empresa, de acuerdo a certificación de Fun- 


586 Se evidencia que el síndico de la empresa, en ese tiempo, fue Mario Gutiérrez Rojas. 
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dempresa) tampoco figuran en el Registro de Comercio, es decir que estas empresas 
eran inexistentes u operaban fuera de la ley. Con base en estos antecedentes se puede 
afirmar que el 20% del capital social, casi Bs5.500.000, son aportados por empresas no 
registradas en el Registro de Comercio. 

El 14 de diciembre de 2004, con motivo de acogerse al programa de Reestructuración 
Voluntária de Empresas, Santa Mónica Cotton Trading Company SA presentó una nueva 
composición accionaria registrada mediante el Testimonio 802/2004; 


Cuadro 238. Composición accionaria de Santa Mónica Cotton Trading Company SA ai 14/12/2004 


SOCIOS 

Capital suscrito (Bs) 

Capital pagado (Bs) 

Porcentaje 

FECHA 

Andrés Petricevic Raznatovich 

10.285.000 

10.285.000 

65,38 

Composición Accionaria 

Inversiones Nueva Costanera SA 

2.360.000 

2.360.000 

15,00 

al 14 de diciembre 

Marcela Bruno de Kempff 

3.085.000 

3.085.000 

19,61 

de 2004 Testimonio 
802/2004 

Totales 

15.730.000 

15.730.000 

100,00 



Fuente: AEMP 2014, con base en datos de Fundempresa. 


De acuerdo a esta nueva composición accionaria, se evidencia que entre el 20 de enero de 
1999 y el 14 de febrero de 2004, los socios se redujeron en número, de 13 a tan solo tres. 

De acuerdo al Hbro de accionistas (citado por la Autoridad de FiscaHzación y Control 
Social de Empresas en su cronologia remitida a la Comisión Especial Mixta de Investi- 
gación de la Privatización y Capitaüzación el 6 de noviembre de 2013), las empresas In- 
versiones GAFA e Ingeniería, Construcciones e Inversiones Tetrafe Ltda., reaüzaron una 
transferencia de acciones en favor de Inversiones Nueva Costanera SA. Sobre la transfe¬ 
rencia de acciones de las ocho empresas restantes, que ya no figuran el 14 de diciembre 
de 2004, no se conoce mayor información. 

A fines de 2004, como consecuencia del acceso de Santa Mónica Cotton Trading 
Company SA al Programa de Reestructuración Voluntária de Empresas (PRVE), las 
entidades bancarias con las que esta tenía acreencias se incorporan como accionistas, 
configurándose de esta manera una nueva composición accionaria de la empresa que se 
mantuvo inalterable durante todo el proceso de reestructuración; 


Cuadro 239. Composición accionaria de Santa Mónica Cotton Trading Company SA al 01/10/2013 


SOCIOS 

Capital suscrito (Bs) 

Capital pagado (Bs) 

Porcentaje 

FECHA 

Andrés Petricevic Raznatovich 

15.595.012 

15.595.012 

38,86 


Inversiones Nueva Costanera SA 

1.134.997 

1.134.997 

2,83 

Composición Accionaria 
al 1 deoctubrede2013 
mediante Nota SMC- 
GG-051/13 

Carlos Kempff Bruno 

2.165.000 

2.165.000 

5,39 

Banco Mercantil Santa Cruz SA 

16.745.005 

16.745.005 

41,73 

Banco de Crédito de Bolivia SA 

1.364.982 

1.364.982 

3,40 

Banco Nacional de Bolivia SA 

2.354.990 

2.354.990 

5,87 

Banco Económico SA 

770.000 

770.000 

1,92 


Totales 

40.130.000 

40.130.000 

100,00 



Fuente: AEMP 2014, según registro de Fundempresa. 
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8 . 2 . 3 . 9 . 3 . Santa Mónica Cotton Trading Company SA accede a programas estatales de 
reprogramación de deudas 

Santa Mónica Cotton Trading Company SA accede al Fondo de Reactivación Económica 

(FERE).^»^ 

El alto endeudamiento en el que se encontraba Santa Mónica Cotton Trading Com¬ 
pany SA hizo que esta empresa busque acogerse al Fondo Especial de Reactivación Eco¬ 
nómica (FERE), habiéndose beneficiado de un crédito de $us 1.956.045 ($us 1.467.033 
con recursos dei Fondo, y el saldo de $us 489.012 con recursos propios dei Banco Mer¬ 
cantil) (Banco Mercantil- Santa Mónica Cotton Trading Company SA, 23/10/2002). 

El mencionado crédito contaba con las siguientes garantias; 1) la garantia general de sus 
bienes presentes y futuros sin exclusión ni Hmitación de ninguna naturaleza; 2 ) la hipoteca 
dei inmueble urbano de propiedad de Santa Mónica Cotton Trading Company SA consis¬ 
tente en un terreno y construcciones de una superficie de 131.964,80 m^ situado en parque 
industrial (manzana n.° Pl-45, zona noreste); 3) la prenda sin desplazamiento sobre maqui¬ 
naria y equipos de propiedad de Santa Mónica Cotton Trading Company SA; y 4) la garantia 
personal de Andrés Petricevic Raznatovic y Ana Maria Suárez Lambert de Petricevic. 

Al 31 de marzo de 2004, la cuenta 6060012744 (FERE) dei Banco Mercantil SA regis- 
traba aún una deuda de Bs482.898, y se verificó que, el 31 de marzo de 2005, esta deuda 
habia sido cancelada en su totahdad. 

Saõ/a Mónica Cotton Trading Company SA accede al Programa de Keestructuración Aoluntaria 
de Empresas (PPJ/E) 

El Acuerdo Transaccional firmado por la empresa para acceder al Programa de Reactiva¬ 
ción Económica de Empresas (PRVE) tenia como objetivo principal la reestructuración de 
sus pasivos, por lo que esta asumió el compromiso de cumplir con una serie de requisitos: 

1. Obtener un nivel de flujo de caja que le permita cumplir con las obhgaciones financie- 
ras por reestructuración. 

2. Invertir en capital operativo por un valor de $us 1.000.000 para matéria prima y re- 
puestos disponibles. 

3. Obtener utilidades satisfactorias en el mediano plazo. 

4. Reducir costos para poder ingresar con mayor agresividad en otros mercados, como 
el dei Pacto Andino. 

5. Garantizar las fuentes de empleo a todo el personal de la empresa. 

6 . Ampliar la planta y su capacidad de producción para que de esa manera se puedan 
obtener márgenes de contribución adicionales. 


587 La Ley 2196 dei 4 de mayo de 2001 crea el FERE a favor de los sectores productivo, de servidos, de comercio y de 
consumo, cuya finalidad fue la de realizar la reprogramación de sus deudas en el sistema financiero, con la intención 
de procurar mejorar las condiciones de desarrollo económico. La administración dei FERE se estableció mediante 
contrato entre el entonces Ministério de Flacienda y NAFIBO SAM. La información de este acápite se basa en 
la Cronologia de Santa Mónica Cotton Trading Company preparada por la Autoridad de Fiscalización y Control 
Social de Empresas y remitida a la CEMIPyC. 
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7. Renovar la maquinaria para poder incrementar la producción, con una inversión de 
$us 2 miUones en maquinaria y obras civiles. 

En el acuerdo transaccional, las deudas fueron catalogadas entre aqueUos acreedores 
que tendrían derecho a voto (acreencias privadas) y aqueUos que no tendrían derecho a 
voto (acreencias públicas), permitiendo de esta manera que el Estado no tenga facultad 
de decisión sobre el tratamiento de las deudas públicas. 

Según el acuerdo transaccional, Santa Mónica Trading Company SA se beneficio de una 
condonación a los intereses bancarios devengados registrados al 30 de noviembre de 2004, 
por $us 400.168. En cuanto a la deuda a largo plazo, se capitaUzaba el 22% de esas acreen¬ 
cias, convirtiéndolas en acciones de la empresa, siendo así como Santa Mónica Cotton Tra¬ 
ding Company SA incorpora en caUdad de accionistas a los bancos a los que adeudaba. 

El saldo de la deuda reestructurada de la empresa, con su saldo al 31 de marzo de 
2013, se expresa en el cuadro siguiente: 

Cuadro 240. Deudas de Santa Mónica Cotton Trading Company SA en el marco del 


Programa de Reestructuración Voluntária de Empresas ($us) 



Fuente: AEMP 2014, con datos de Santa Mónica Cotton Trading Company. 


De acuerdo al reporte de la Autoridad de Fiscaüzación y Control Social de Empresas, 
las deudas de la empresa fueron agrupadas por clase de crédito; 

• Clase A: Laborales, compuesta por la previsión para indemnización. 

• Clase B; Estratégicos, se compone del plan de pago de la Caja Nacional de Seguridad 
Social (CNSS). 

• Clase C; Prioritários, se compone de los planes de pago en favor de los bancos; deuda 
financiera. 

• Clase D; Tributários, se compone del plan de pago al Gobierno Municipal de Santa Cruz. 

• Clase E; Preferentes, es deuda con proveedores que no fueron ubicados para el pago. 

La reducción de la deuda al 31 de marzo de 2013 no se debió a una recuperación ni 
a un reflotamiento de la empresa, sino que fue el resultado de la venta de maquinaria y 
de la enajenación de la empresa vía dación en pago de bienes inmuebles. Un ejemplo 
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de ello fue la dación de pago de bienes inmuebles aprobada en septiembre de 2012 en 
favor dei Banco Mercantil Santa Cruz, por la cual se le asigna al inmueble el valor de $us 
6.780.791, de los cuales el Banco cobró únicamente el capital adeudado que alcanzaba a 
Bs44.262.691, equivalente a $us 6.359.582, quedando un saldo a favor de la empresa de 
$us 421.209, monto que se destino al pago de otras obügaciones. 

De acuerdo a informes de la misma empresa. Santa Mónica Cotton SA se encuentra 
paraHzada desde la gestión 2009 y tratando de vender sus activos. 

En consecuencia, se puede evidenciar que pese a haberse beneficiado de condonacio- 
nes de deudas a través dei mencionado programa y de la reprogramación de sus créditos, 
la empresa se Hmitó a enajenar sus activos para cumpHr los compromisos financieros, 
pero incumpHó los otros compromisos asumidos en el Acuerdo Transaccional y, por 
ende, los objetivos de la Ley 2495 de Reestructuración Voluntária de Empresas. 

8.2.3.10. Perjuicios económicos 

El gasto total dei Estado boliviano en la implementación de Hüancruz fue de $us 77.310.411 
(Coopers & Lybrand y otros, 1992). El último avalúo de la empresa, realizado en 1995, esta- 
blece un valor de $us 7.113.000, pero Hüancruz fúe vendida en $us 4.005.686. 

El proceso de devaluación de Hüancruz, comparado con el precio de venta, se pre- 
senta en el siguiente cuadro. 


Cuadro 241. Comparación de valuaciones y precio de venta de Hilandería Santa Cruz ($us) 


Avalúo transferencia de la CBF a 
Cordecruz (1986) 

Primera consultoria (1992) 

Segunda consultoria 
(1995) 

Precio de 

Price Waterhouse 

Consorcio Coopers & Lybrand 
Harteneck López y Cia. y Chemonics 

Coopers & Lybrand 

venta 

(1997) 

30.290.897 
(valor de reposición) 

23.694.767 
(Valor actual) 

13.400.000 

(Precio de referencia promedio) 

7.113.000 
(valor de mercado) 

4.005.686 


Fuente: CEMIPyC, 2017, con base en Informe Coopers & Lybrand y otros, 1992; Informe Coopers & Lybrand, 1995. 


Para el cálculo dei perjuicio económico, se deben considerar también los gastos esta- 
tales realizados para propiciar la privatización de la hüandería, principalmente gastos en 
consultorias. Durante el gobierno de Jaime Paz Zamora se contrató al consorcio Coopers 
& Lybrand, Harteneck López y Cia., y Chemonics, para evaluar Hüancruz, determinar su 
viabiüdad técnico-financiera, avaluar sus activos y recomendar la estratégia para su trans¬ 
ferencia al sector privado, por un costo de $us 208.278,40, más $us 35.502, en atención a 
la Cláusula quinta, inciso c) dei Contrato de prestación de servidos que establece que, en 
caso de no continuar con el proceso de privatización, se cancelará al Consorcio Coopers 
& Librand, Harteneck López y Cia., y Chemonics un honorário de conclusión de contra¬ 
to de $us 30.000, más los impuestos de ley. 

En 1995, el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada también gastó recursos en otro traba- 
jo de consultoria para evaluar nuevamente Hüancruz y privatizarla, contratando a Coopers & 
Lybrand, que habia sido parte dei consorcio contratado en 1992, por un costo de $us 42.646. 
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Es previsible que también se hayan erogado recursos estatales en “bonos extralegales” que 
se habrían pagado a los 176 trabajadores despedidos por el cierre de la empresa en 1993, en 
atención a un compromiso que existía para pagar $us 2.000 a cada trabajador, y que habría 
alcanzado la suma de $us 352.000; sin embargo, no se tiene la documentación que respalde ese 
gasto, por lo que no se toma en cuenta en la estimación del perjuicio económico. 

La fórmula para determinar los perjuicios económicos es la siguiente: 


f ^ 

Perjuicio económico por ia privatización = (Vaior de mercado - Precio de venta) + Gastos en consuitorías 

V_ J 


f X 

PEP = (7.113.000,00 - 4.005.686,00) + 286.426,40 = 3.393.740,40 

V_ J 


El perjuicio económico por la venta de activos de Hilancruz alcanza a $us 3.393.740,40. 
Además de este monto, Hilancruz tenía una deuda de $us 4.306.444,00, por concepto de 
deuda tributaria, que fueron subrogados a Cordecruz y la Prefectura de Santa Cruz. 

Además de los perjuicios económicos directos, el mayor perjuicio para el país y la re- 
gión fue la pérdida de una industria creada para impulsar un polo de desarroUo industrial 
y manufacturero, y el cierre de 176 puestos de trabajo que era el número de trabajadores 
con los que contaba Hilancruz antes de su enajenación. 

Santa Mónica Cotton SA, de Raúl GaráfuHc e hijos, compró Hilancruz barata y Hbre 
de deudas, vendiéndosela luego a Andrés Petricevic, quien recibió dineros de los gobier- 
nos de Gonzalo Sánchez de Lozada y Hugo Banzer para su reactivación económica; sin 
embargo, el 2010 se declaró en quiebra. 

8.2.4. Análisis jurídico de la privatización de Hilancruz 
8.2.4.I. Relación de hechos susceptibles de responsabilidad 

La empresa Hilandería Santa Cruz SAM (Hilancruz SAM) fue creada en virtud del 
Decreto Supremo 13247 del 31 de diciembre de 1975. Se inscribe como Sociedad de 
Economia Mixta en el Registro de Comercio el 28 de enero de 1981, con la partici- 
pación accionaria mayoritaria del sector público a través de Cordecruz (99,71%) y 
participación minoritária de la Asociación de Productores de Algodón (0,01%), in- 
versores privados particulares (0,26%) y trabajadores de la empresa (0,03%), con un 
capital autorizado de $us 52.000.000, capital suscrito de $us 26.000.000 y un capital 
pagado de $us 16.200.000. La planta estaba ubicaba en el Parque Industrial de Santa 
Cruz y se dedicaba a la producción de hilados de algodón y su comercialización. El 
Informe sobre Viabilidad Técnico-Económica de mayo 1992, elaborado por Coopers 
& Lybrand, estableció que, hasta esa fecha, las inversiones estatales en Hilancruz 
SAM ascendían a $us 77.310.411. 
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El Decreto Supremo 22836 dei 14 de junio de 1991 determina, en su artículo 20, 
que Hilancruz SAM será sometida al proceso de reordenamiento a través de la trans¬ 
ferencia total o parcial de la propiedad de la empresa, como unidad patrimonial, al 
sector privado. Sin embargo, recién en 1997 culminará el proceso de privatización de 
Hilancruz SAM, en virtud de la Resolución dei Consejo de DesarroUo Nacional (Co- 
dena) 002/95 dei 25 de abril de 1995 (que aprueba la privatización de 47 empresas 
públicas —entre las cuales está Hilancruz SAM— mediante la modalidad de Licitación 
Pública Internacional), la Resolución Ministerial 080/95 dei 20 de septiembre de 1995, 
y la Resolución de Directorio de Cordecruz 13/95 dei 5 de abril de 1995 (que autoriza 
la transferencia, al sector privado, de las acciones que Cordecruz temA en Hilancruz ; y 
también la conciliación de su deuda tributaria). 

Antes de la venta de los activos de la unidad económica, se procede a la disolución y 
Uquidación de la empresa, a través de la Resolución de Junta General Extraordinária de 
Accionistas de Hilancruz SAM el 4 de septiembre de 1995, y se dispone la venta de sus 
activos sobre precio base de $us 7.113.000. Se designa una Comisión Liquidadora (dos 
por el sector público, uno por el sector privado), en el marco dei Código de Comercio y 
sus estatutos. Posteriormente, el 21 de septiembre de 1995, por Resolución de Directorio 
de Cordecruz n.° 12, se aprueba la venta de acciones y transferencia de la planta. El 22 de 
septiembre de 1995 se emite la Resolución Senarec 03799/95, que aprueba la disolución 
y apertura de liquidación de Hilancruz SAM. 

El 24 de septiembre de 1995 se realiza la convocatoria a Licitación Pública Inter¬ 
nacional para la venta de los activos pertenecientes a la unidad económica conocida 
con el nombre de Hilandería Santa Cruz SAM (en liquidación), en la que —eliminada 
Cordecruz— la Prefectura y Comandancia General dei Departamento de Santa Cruz 
participa con el 97.6%. El acto para la primera Convocatoria a Licitación Pública In¬ 
ternacional de Hilandería Santa Cruz SAM (en liquidación) se realizó el 7 de diciembre 
de 1995, declarándose desierta por no haberse presentado ninguna propuesta. El acto 
para la segunda convocatoria a Licitación Pública Internacional se realizó el 20 de junio 
de 1996, habiéndose ofertado, por los módulos I, II, III, IV, el monto de $us 2.083.700. 
El 4 de julio de 1996, por Acta de reunión de la Comisión Liquidadora de Hilancruz, 
se declara desierta la 2 ^ convocatoria, por considerarse que la oferta recibida no era 
conveniente a los intereses dei Estado boliviano. 

En fecha 1 de agosto de 1996 se publica la Convocatoria a Licitación Pública Interna¬ 
cional MC/SNCI/UR/LIC-011/95-III de recepción y apertura de ofertas para el 27 de 
septiembre de 1996. Se debe recalcar que el mismo 1 de agosto de 1996, por Testimonio 
990/96, se constituye la empresa Santa Mónica Cotton Trading Company SA, por los 
senores Raúl Garáfuhc Gutiérrez, Raúl Garáfuhc Lehm y Dieter Garáfulic Lehm, sobre 
la base de un capital pagado de Bs625.000. 

Un hecho relevante a los efectos dei registro comercial es la ehminación dei proceso 
de licitación de la Comisión Liquidadora de “Hilancruz SAM en Liquidación”, sustitu- 
yéndola por la Unidad de Reordenamiento dependiente dei Ministério de Capitahzación, 
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hecho realizado con la Enmienda 3 del Pliego de Condiciones, del 14 de agosto de 1996. 
Con esta acción, la Unidad de Reordenamiento asume la responsabiüdad del proceso de 
Ucitación de Hilancruz SAM en Liquidación. 

Mediante Resolución Ministerial 177/96 del 2 de diciembre de 1996 del Ministério sin 
Cartera Responsable de CapitaHzación, en apHcación al artículo quinto de la Resolución 
Suprema 215521, fueron designados los Vocales de la Comisión Caüficadora para la Li- 
citación; Julio Leigue Hurtado, Prefecto de Santa Cruz; Héctor EHas Ayoroa, consultor 
económico de la Unidad de Reordenamiento; Yuri Tirado ViUarroel, consultor jurídico 
de la Unidad de Reordenamiento; Israel Paniagua y Alberto Gómez, representantes de 
los accionistas de Hilancruz (en Liquidación). 

El 10 de diciembre se procede con la apertura de sobres del proceso de Licitación Pú¬ 
blica MC/SNCI/UR/LIC-011/95-III, presentándose como única proponente la empre¬ 
sa Santa Mónica Cotton Trading SA, ofertando la suma de $us 4.005.686. El 20 diciembre 
se emite el Decreto Supremo 24449 que adjudica los activos de Hilancruz SAM a Santa 
Mónica Cotton Trading SA. 

En fecha 11 marzo de 1997, por Resolución 01/97 de la Comisión Dquidadora de 
Hilancruz SAM, se aprueba la Licitación Pública MC/SNCI/UR/LIC-011/95-III que ins- 
truye la venta y entrega de activos de Hilancruz SAM a Santa Mónica Cotton Trading Com- 
pany SA por $us 4.005.686 y se firma el contrato con intervención del ministro de Capitah- 
zación y el Prefecto de Santa Cruz. La suscripción fue realizada el 13 de marzo de 1997. 

Se debe senalar que, tratándose de una empresa en liquidación, recién el 18 diciembre 
de 2000 se Ueva adelante la Junta General Extraordinária de Accionistas de Hilancruz 
SAM, donde se aprueba el balance final de la liquidación y se evidencia que los accionistas 
privados renuncian a su derecho al saldo por la venta de los activos, debido a que la suma 
es menor a lo que les corresponde pagar por la deuda tributaria pendiente. 

8.2.4.2. Irregularidades relevantes 

§.2.4.2.1. Sustitución ilegal de la Comisión Liquidadora 

El 4 de septiembre de 1995, en apHcación del artículo 286, numeral 5, del Código 
de Comercio, la Junta General Extraordinária de Accionistas aprobó la disolución de la 
Sociedad Hilandería Santa Cruz SAM, y aprobó su venta por módulos con la recomen- 
dación de enmarcar el proceso a las disposiciones del Código de Comercio; asimismo, 
designó a los integrantes de la Comisión Liquidadora. 

En efecto, debido a que se trataba de una Sociedad de Economia Mixta, se debía 
cumpHr con todas las determinaciones senaladas por el Código de Comercio para la 
regulación de las sociedades por acciones, y dado que la empresa Hilancruz SAM había 
ingresado a un proceso de Hquidación, debió regirse por los artículos 384 y siguientes. 

Los Hquidadores debieron asumir las responsabüidades y obHgaciones senaladas por el 
Código de Comercio para los administradores, con la presentación de inventario completo 
y balance de Hquidación, presentación de informes periódicos, reaHzación del activo y can- 
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celación dei pasivo, presentación dei Balance final una vez extinguido el pasivo social y pro- 
posición de un proyecto de distribución dei patrimônio para ser sometido a conocimiento 
de los accionistas. El incumpHmiento de estas tareas comprometia a los liquidadores por los 
danos y perjuicios ocasionados, tal como senala el artículo 389 dei Código de Comercio; 

Art. 389. (FACULTADES DE LOS LIQUIDADORES). La representación de la sociedad 
durante la Uquidación estará a cargo de los liquidadores con todas las facultades para celebrar 
los actos necesarios con el objeto de realizar el activo y cancelar el pasivo. 

Según las normas que correspondan al tipo de sociedad, los liquidadores se sujetarán a las 
instrucciones de los socios. 

El incumplimiento de eUas hace responsables a los liquidadores por los danos y perjuicios 
ocasionados. 

En cumpHmiento de su funciones, la Comisión de Liquidación estuvo a cargo dei 
proceso de Licitación hasta la segunda convocatoria declarada desierta. Sin embargo, el 
14 de agosto de 1996, el Ministério de Capitahzación aprueba la Enmienda n.° 3 al Phego 
de condiciones, que establece que la Unidad de Reordenamiento dei Ministério de Capi- 
taUzación se haría cargo dei proceso de licitación, usurpando las competências asignadas 
por ley a la Comisión Liquidadora, situación absolutamente contraria a lo dispuesto por 
el Código de Comercio para sociedades en liquidación. 

La referida Enmienda n.°3 aprobada por el Ministério de Capitahzación, en el acápite 
de Definición de Términos senala: 

Se sustituye el término Comisión Liquidadora por Unidad de Reordenamiento de acuerdo a 
lo siguiente: 

Unidad de Reordenamiento: Entidad encargada dei proceso de reordenamiento de la empresa 
Hilandería Santa Cruz SAM 

Entidad Vendedora (sic): Hilandería Santa Cruz SAM 
Órgano Responsable de la Licitación 

Para efecto de llevar a cabo el proceso de reordenamiento, el Ministério de Capitaüzación, me¬ 
diante la Unidad de Reordenamiento, estará a cargo dei verificativo de la licitación pública. 

Como se observa, la Emienda n.°3 excluye irregularmente a la Comisión Liquidadora 
dei proceso de reahzación de los activos de Hilancruz SAM, violando la normativa es- 
tablecida en el Cóchgo de Comercio, habiéndose operado una intromisión por parte dei 
Ministério de Capitahzación a través de la Unidad de Reordenamiento. En fecha 10 de ch- 
ciembre de 1996, ya con el Phego de Conchciones mochficado, se enajena Hilancruz SAM (En 
Liquidación) mediante hcitación púbhca, convocada por la Prefectura de Santa Cruz y no 
así por la Comisión Liquidadora. 
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Ante los hechos descritos, se presume responsabilidad por parte de quienes emitie- 

ron la Enmienda n°. 3, del 14 de agosto de 1996 del Pliego de Condiciones para el 

proceso de venta de los activos de Hilandería Santa Cruz SAM (En Liquidación), 

al desplazar de sus facultades legalmente establecidas por el Código de Comercio 

a la Comisión Liquidadora, remplazándola por la Unidad de Reordenamiento del 

Ministério de Capitalización. 

V_ ) 


8 . 2 .^. 2 . 2 . Ausência de respaldo técnico para reducción del valor 

El 21 de febrero de 1992, durante el gobierno de Jaime Paz Zamora, su ministro de Pla- 
neamiento y Coordinación, Samuel Doria Medina, contrato los servidos del consorcio 
Coopers & Lybrand, Harteneck López y Cia. y Chemonics, con los objetivos de determi¬ 
nar la viabiüdad técnico-económica de la operación de la empresa y establecer el valor de 
mercado de la empresa Hilandería Santa Cruz SAM, de acuerdo a critérios económicos 
adecuadamente establecidos, y aconsejar sobre la mejor modaUdad a utilizar en la fijación 
del precio de la transacción para la operación de transferencia, entre otros. 

En reunión de la Comisión Permanente de Privatización del Directorio de Cordecruz, 
el 12 de octubre de 1992, los consultores presentaron dos alternativas para la transferen¬ 
cia de la empresa; 

1. Privatización de la empresa en marcha, mediante la venta del paquete accionario de 

Cordecruz, con un precio referencial de $us 13.400.000; 

2. La liquidación de activos en bloque o por lotes, con un valor de aproximadamente $us 

6.260.000, considerando terrenos, Hneas de producción, equipos auxiliares y otros bie- 

nes. Sin embargo, esta alternativa no era recomendada por los mismos consultores. 

El proceso de privatización de 1992 se interrumpió por presiones sociales, reanudán- 
dose en 1995, durante el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada. El 28 de junio de 
1995, a través del Fondo Nacional de DesarroUo Regional, se contrató los servidos de 
consultoria de Coopers & Lybrand (que ya había participado junto con otras tres empre¬ 
sas en el primer avalúo), con el objeto de realizar una nueva valuación, auditoria legal y 
elaboración de la estratégia para transferir Hilancruz al sector privado. 

En esta segunda valoración, la consultora estableció una valuación de mercado por los 
cuatro módulos de Hilancruz SAM, con un valor total de $us 7.113.000. 

Durante el proceso de Licitación Pública Internacional MC/SNCI/UR/ LIC-011 /95- 
III de Hilancruz, la empresa proponente Santa Mónica Cotton Trading Company SA, 
representada por José Lino Roca Steimbach, ofertó $us 4.005.686 por los cuatro módulos 
de Hilancruz. 

Como resultado de la Licitación MC/SNCI/UR/LIC-011/95-III, se emitió el Infor¬ 
me de la Comisión de CaUficación, suscrito por Alfonso RevoUo Thenier, ministro sin 
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cartera Responsable de Capitalización; Edgar Saravia Durnik, secretario Nacional de Ca- 
pitaüzación e Inversión; Elvira Lupo de Velarde, directora ejecutiva de la Unidad de Re- 
ordenamiento; Gustavo Justiniano Aponte, prefecto a.i. dei departamento de Santa Cruz; 
y los vocales Héctor EHas Ayoroa, Yuri Luis Tirado ViUarroel e Israel Paniagua Arandia, 
que recomendaron, por unanimidad, la adjudicación de los activos pertenecientes a la 
Hilandería Santa Cruz SAM (en Hquidación) por los módulos I, II, III y IV, al proponente 
Santa Mónica Cotton Trading Company SA, por el precio de $us 4.005.686, pagaderos al 
contado al momento de la suscripción de los documentos de transferencia. 

Como se observa, para la última convocatoria a licitación pública internacional, la consul¬ 
tora Coopers & Lybrand estableció como precio base un valor de mercado de $us 7.113.000; 
pero sin justificativo alguno ni análisis técnico que sustentara su decisión, la Comisión Califica- 
dora recomendó la adjudicación de Hüandería Santa Cruz SAM (en Hquidación) por solo $us 
4.005.686, alcanzando una diferencia en desmedro dei Estado boHviano de $us 3.107.314. 

El 20 de diciembre de 1996, mediante DS 24449, el gobierno de Sánchez de Lozada adju- 
dicó los activos de Hüancruz en favor de Santa Mónica Cotton Trading Company SA por $us 
4.005.686. El 13 de marzo de 1997, se procedió a la firma dei contrato de compra venta. 

La empresa Santa Mónica Cotton Trading Company SA fue creada el 1 de agosto de 
1996; es decir, el mismo día de pubHcada la tercera convocatoria a Hcitación y estaba con¬ 
formada como únicos accionistas por Raúl GaráfuHc Gutiérrez, Raúl GaráfuHc Lehm y 
Dieter GaráfuHc Lehm, quienes en el ano 1999 transfirieron sus acciones a Andrés Petri- 
cevic (exministro de Victor Paz y exembajador de BoHvia ante EEUU, durante el primer 
gobierno de Sánchez de Lozada) y otros. 


c ^ ^ 

Por los hechos expuestos, existe presunta responsabiHdad por parte de los miembros 
de la Comisión CaHficadora que recomendaron la adjudicación de Hilancruz por un 
precio inferior a su valor de mercado y sin respaldo técnico alguno; asimismo, por 
parte de los firmantes dei DS 24449 de 20 de diciembre de 1996, que adjudica los 
activos de Hilancruz en favor de Santa Mónica Cotton Trading Company SA; así 
también por parte de quienes firmaron el respectivo contraro de compra venta. 


Conclusiones 

Las presentes conclusiones resumen los resultados de la investigación respecto de lo 
sucedido con la enajenación de las empresas púbHcas creadas para promover el desa- 
rroUo dei Departamento de Santa Cruz, destacando aspectos centrales dei proceso de 
enajenación de las empresas púbHcas y sus principales impactos en los âmbitos poHtico 
institucional, económico productivo, y social. 
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Âmbito político institucional 

Santa Cruz fue el departamento sobre el cual se concentro lo fundamental del Plan Bohan y 
gran parte de las expectativas nacionales afincadas en la “marcha al oriente”, constituyéndo- 
se un importante parque agroindustrial. Por contraparte, la cantidad y el tamano de las em¬ 
presas públicas involucradas en el proceso de enajenación fue también el mayor del país. 

En función a la estratégia nacional iniciada por la CBF a princípios de los anos 40, la 
organización regional del desarroUo departamental fue pionera en el país. Este fomento 
al desarroUo regional promovido por el Estado central, fue desarticulado por el proceso 
de enajenación y desmantelamiento promovido por los gobiernos neoUberales. 

A diferencia del resto de los departamentos, el desarroUo departamental tuvo una 
participación orgânica de las éUtes crucenas en su orientación y conducción, y sucedió 
lo propio con el proceso de enajenación de las empresas púbUcas departamentales. 

Âmbito económico productivo 

Debe cUferenciarse lo sucedido con las empresas más grandes y vaUosas como Guabirá, 
HUancruz o la PIL, que fueron transferidas al sector privado con grandes faciUdades, a 
precios de subasta y sin pasivos. En cambio, la mayoría de las empresas de función social, 
como las fábricas de cerâmica roja, las municipales o la envasadora de tomates y hortaU- 
zas que trabajaba con pequenos productores, fueron cerradas y desmanteladas. 

Entre todas las empresas púbUcas enajenadas del departamento, solo pudo mante- 
nerse en su objetivo central de apoyo al desarroUo productivo y tecnológico planteado a 
tiempo de su creación, el Proyecto Ganadero Todos Santos Hirtner que fue transferida a 
la universidad púbUca UAGRM. 

Los perjuicios económicos al departamento se detaUan en el siguiente cuadro; 


Perjuicios económicos por la privatización en el departamento de Santa Cruz 


Empresa 

Item 

Monto ($us) 


Valor referencial 

10.120.000,00 


Precio de venta 

(10.120.000,00) 

Ingenio Azucarero Guabirá (lAG) 

Consultorias 

204.034,14 


Bonos extralegales 

3.000.000,00 


Perjuicio | 

3.204.034,14 


Valor referencial 

807.500,00 


Precio de venta 

(806.991,00) 

Cabana Lechera Santos Paz (Caletsa) 

Consultorias 

41.748,96 


Bonos extralegales 

40.000,00 


Perjuicio 

82.247,96 
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Empresa 

Item 

Monto ($us) 


Valor referencial 

262.351,00 

Albapor 

Precio de venta 

(328.645,00) 

Consultorias 

28.647,81 


Bonos de reconocimiento 

48.000,00 


Perjuicio 

13.793,45 


Valor referencial 

5.363.000,00 


Precio de venta 

(5.363.000,00) 

PI L SANTA CRUZ 

Consultorias 

168.783,57 


Bonos extralegales 

649.290,29 


Perjuicio 

818.073,86 


Valor referencial 

1.468.746,76 


Precio de venta 

(720.000,00) 

Productos Alimenticios de Maíz Mairana 

Consultorias 

23.419,64 


Bonos extralegales 

26.000,00 


Perjuicio 

798.166,40 


Valor referencial 

91.200,00 


Precio de venta 

(102.000,00) 

Hotel Asahí 

Consultorias ymartillero 

34.267,13 


Bonos extralegales 

4.000,00 


Perjuicio 

27.467,13 


Valor referencial 

367.896,00 

Planta Elaboradora de Quesos San Javier 

Precio de venta 

Consultorias 

(205.100,00) 

94.255,00 


Perjuicio 

257.051,00 

Proyecto Ganadero Todos Santos Hirtner 

Consultorias 

21.564,18 

Perjuicio 

21.564,18 

Fábrica de Cerâmica Roja Roboré SAM 

Consultorias 

35.155,06 

Perjuicio 

35.155,06 

Fábrica de Cerâmica Roja Camiri SAM 

Consultorias 

35.155,06 

Perjuicio 

35.155,06 

Fábrica de Losetas Montero 

Consultorias 

28.155,06 

Perjuicio 

28.155,06 
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Empresa 

Item 

Monto ($us) 


Valor referencial 

7.113.000,00 

Hilancruz 

Precio de venta 

(4.005.686,00) 

Consultorias 

286.426,40 


Perjuicio 

3.393.740,40 

lotai 

8.714.603,70 


Nota: El perjuicio se calcula a partir de la diferencia entre el valor referencial de venta y el precio de venta; a ese resultado se suman los gastos de 
consultorias, martilleos y bonos extralegales. Las cifras gue aparecen entre parêntesis son negativas, se restan en las sumatorias. Las sumatorias negativas 
representan ingresos para el Estado. 

Fuente: CEMIPyC, 2018. 

El perjuicio total por la enajenación de empresas públicas en el departamento de San¬ 
ta Cruz fue de $us 8.714.603,70, equivalentes a $us 19.123.326,36 actuales. 

Estas cifras solo hacen referencia a los perjuicios económicos directos e inmediatos, por¬ 
que el dano a la capacidad económico productiva departamental fue, sin duda, mayor. 

Âmbito social 

El mayor impacto de la enajenación de las empresas públicas fue la pérdida de empleos 
y el dano a las pequenas economias regionales y locales que, al cerrarse varias empresas 
públicas, perdieron mercados. 

También debe considerarse el impacto del cierre de las fábricas de cerâmica roja, cuyo 
principal objetivo era la provisión de material de construcción dirigido a la mejora de las 
viviendas a bajo costo. 
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junio de 1999. Disponible en: http://www.udape.gob.bo/portales_html/evaluacion/eval998.pdf 

Informes, contratos y documentos 

ALBAPOR 

1992 Síntesis ejecutiva dei proceso [de venta de los lotes de ALBAPOR]. 

1995 Acta de subasta pública de venta de los acdvos de la Planta de Alimentos Balanceados de Portachuelo 
(ALBAPOR) lotes n.° 1 y n.° 2. Agosto de 1995. 

1995a Testimonio 830/95 [contrato de compraventa fue suscrito el 25 de agosto de 1995 y protocolizado el 
28 de septiembre de 1995]. 

1995b Testimonio 833/95 [contrato de compraventa se llevó a cabo el 28 de agosto de 1995 y este documen¬ 
to fue protocolizado el 28 de septiembre de 1995]. 

ADEPLE-CORDECRUZ-PILSA 

1995 Convênio [suscrito por ADEPLE con CORDECRUZ y PILSA]. 21 de abrü de 1995. 

BANCO INDUSTRIAL GANADERO DEL BENI SA - HILANCRUZ 

1990 Testimonio n.° 275/90 [escritura sobre contrato de íianza bancaria en favor de Hilandería Santa Cruz 
SAM]. 20 de diciembre de 1990. 

BANCO MERCANTIL; SANT MÓNICA COTTON 

2002 Contrato [suscrito entre Santa Mónica Cotton Trading Company SA y el Banco Mercantil SA]. 23 de 
octubre de 2002. 
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CENTRAL OBRERA DEPARTAMENTAL; SINDICATO DE TRABAJADORES HILAN- 

CRUZ 

1992 Cablegrama TM5C [con seUo de recepción de la Presidência de la República. Centto de Correspondên¬ 
cia. 8 de octubre de 1992, n.° 8658]. 7 de octubre de 1992. 

CHIRINOS, Leónidas 

s/f Informe de asesoría legal [de Leónidas Chirinos Torrico, contratado en el marco del proceso de priva- 
tización de ALBAPOR] . 

COMISIÓN CALIFICADORA HILANCRUZ 

1995 Acta de la Junta General Extraordinária de Accionistas de HILANCRUZ. Testimonio 798/95. 4 de 
septiembre de 1995. 

1996 Informe de recomendación para licitación pública internacional MC7SNCI/UR/LIC-011/95 — III. 
Hüandería Santa Cruz SAM [en üquidación] . Santa Cruz, 10 de diciembre de 1996. 

1996a Acta de reunión de la Comisión Liquidadora de HILANCRUZ, 4 de julio de 1996 [remitida al Minis¬ 
tério sin Cartera Responsable de Capitalización por HILANCRUZ SAM]. 

1997 Minuta de contrato de compraventa de activos de HILANCRUZ, 1997. 

2000 Acta de la Junta General Extraordinária de Accionistas de “Hüandería Santa Cruz SAM en liquida- 
ción”, 18 de diciembre de 2000. En: Escrimra Pública n.° 696/2000, 22 de diciembre de 2000. 

COMISIÓN DE EVALUACIÓN DE LA EMPRESA PÚBLICA - UNIDAD EJECUTORA DE 

REORDENAMIENTO DE LA EMPRESA PÚBLICA (CEEP-UEREP) 

1993 Lista de empresas [por concepto de benefícios extralegales. Estimación de gastos por concepto de 
benefícios sociales extralegales]. 

1993a Perfil industrial Planta Elaboradora de Queso San Javier-PEQ. En: archivos de la Unidad Ejecutora 
de Reordenamiento de la Empresa Pública (UEREP), dependiente de la Comisión de Evaluación de la 
Empresa Pública (CEEP), Gestión 1993. 

COMISIÓN DE TRANSICIÓN INDUSTRIAL (Comtrain) 

1988 Análisis de posición. Aimentos Balanceados de Portachuelo. La Paz. 

CONSA/CONICOM/IMBURSA 

1992 Servido de consultoria del estúdio para la Privatización de la empresa Hotel Asahí. Santa Cruz. 

1992a Segundo informe final. Justificación de la viabilidad técnico-económica. MPC-CEEP. La Paz, mayo 
1992. 

1993 Carta Cite P. 148 n.° 006/93 [de CONSA/CONICOM/INBURSA a la CEEP]. 20 de mayo de 
1993 

1993a Cartas CONSA-CONICOM-INBURSA 01/93, 18/01/1993; 003/93, 17/02/1193; y 006/93, 
20/05/93. 
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COOPERS & LYBRAND; HARTENECK, LOPEZ Y CIA; CHEMONICS 

1992 Informe C — versión final valuación económica. Estúdio sobre la privatización Fábrica de Alimentos 
Balanceados Portachuelo — Albapor. La Paz, octubre 1992. 

1992b Informe E — versión final base de licitación. Estúdio sobre la privatización Fábrica de Alimentos Ba¬ 
lanceados Portachuelo — Albapor. Coopers & Lybrand. La Paz, ocmbre 1992. 

1992c Informe sobre viabilidad técnico económica de Hilandería Santa Cruz SAM. Aspectos administrativos 
y financieros. Coopers & Lybrand. La Paz. 

1992d Informe B versión final sobre viabilidad técnico-económica. Esmdio sobre la privatización de Cabana 
Lechera Todos Santos Hirtner. La Paz, junio 1992. 

1992e Informe sobre viabilidad Técnico-Económica de Hilandería Santa Cruz SAM. Mayo de 1992. 

1992f Informe sobre viabilidad técnico-económica de Hilandería Santa Cruz SAM. JuHo de 1992. 

1992g Informe C. versión final. Valuación económica de Hilandería Santa Cruz SAM, julio de 1992. 

1993 Informe F versión final. Esmdio sobre la privatización de la Cabana Lechera Todos Santos Paz. Coo¬ 
pers & Lybrand. La Paz, marzo 1993. 

COOPERS & LYBRAND 

1995 Informe final sobre la valuación técnico-económica de HILANCRUZ. Julio de 1995. 

CORPORACIÓN REGIONAL DE DESARROLLO DE SANTA CRUZ (Cordecruz) 

1987 Acta de reunión de Directorio. 10 de marzo de 1987 

1987a Acta de Reunión de Directorio 16/87. 28 de julio de 1987. 

1988 Acta de reunión dei Directorio. 8 de marzo de 1988. 

1988a Acta de reunión de Directorio. 13 de septiembre de 1988 

1988b Acta de reunión de Directorio. 8 de octubre de 1988. 

1992 Acta de Directorio de Cordecruz. En: Protocolo dei contrato de compraventa dei Lote n.° 2 de Al¬ 
bapor, Testimonio 582/93. 30 de junio de 1992. 

1992a Acta de la Reunión de la Comisión Permanente de Privatización dei Directorio de la Corporación 
Regional de DesarroUo de Santa Cruz. 12 de octubre de 1992. 

1992b Acta de reunión de Directorio. 27 de octubre de 1992. 

1993 Acta 13/93, Reunión de Directorio. 16 de junio de 1993. 

1993a Acta 07/93, Reunión Ordinaria de Directorio. 7 de abril de 1993. 

1993b Acta 02/93, Reunión Extraordinária de Directorio. 18 de enero de 1993. 

1993c Acta 05/93, Reunión Ordinaria de Directorio. 23 de marzo 1993. 

1993d Acta de Directorio de Cordecruz s/n. 5 de octubre de 1993. 

1993e Acta de Directorio 03/93. 2 de febrero de 1993 

1995 Acta 1/95, Reunión de Directorio, s. f [primera reunión de la gestión 1995]. 

1995a Acta 6/95, Reunión de Directorio. 13 de abrü de 1995. 

CORDECRUZ; DIRECCIÓN GENERAL DE IMPUESTOS 

1996 Testimonio 035/96. Convênio de subrogación de pasivos tributários de Hotel Balneario Asahí. En: 
Archivo dei MDPEP- Repositorio de Privatización. Serie: M-91 Hotel Asahí. Caja. 13. Cód.: 6 Hotel 
Asahí, 1996. 1 de febrero de 1996. 


770 


Las empresas públicas del departamento de Santa Cruz 


DELTA CONSULT LTDA. 

1996 Informes de valuación. Estúdios de valuación, valoración y definición de estratégias de transferencia 
de Financiera de DesarroUo de Santa Cruz SAM ‘Findesa’. 

EMPRESA NACIONAL ADARO DE INVESTIGACIONES MINERAS - ADARO 

1992 Estúdios, estratégias y asesoramiento para la privatización de empresas procesadoras de minerales 
no metálicos. Métodos de privatización, recomendaciones sobre perfil de comprador, cronogramas y 
critérios para selección de ofertas. La Paz, Junio 1992. 

1992a Informe de viabdidad técnico-económica. Fábrica de Cerâmica Roja de Camiri. La Paz, mayo de 1992. 

1992b Studies, strategies and advisory Services for the privatizing of companies developing non metalHc 
minerais. Final fulfilment report of the oudined plan and conclusions on objetives 1 to 5. Ministry of 
Planning and Coordination BoHvia. La Paz, julio 1992. 

1992c Viabdidad técnico-económica de las empresas. Fábrica de Cerâmica Roja de Roboré (Cerrosam). La 
Paz, mayo de 1992. 

1992d Estúdios, estratégias y asesoramiento para la privaüzación de empresas procesadoras de minerales no 
metálicos. Valoración económica de las empresas. Tomo II. MPyC. La Paz, junio 1992. 

ERNST & YOUNG LLP; BERTHIN AMENGUAL; MORENO BALDIVIESO; LAND 

0'LAKES 

1995 Informe Final. Valuación Económica, Anádsis Legal y Estratégia de Transferencia. Presentado al Mi¬ 
nistério de Capitalización. Unidad de Reordenamiento. La Paz, 31 judo 1995. 

FERNÁNDEZ, Percy 

2016 Carta, Secretaria General Municipal OF. N° 1327/2016 [de Percy Fernández Anez, alcaide municipal de 
Santa Cruz de la Sierra, a Javier Zavaleta López, presidente de la Comisión Especial Mixta de Investiga- 
ción de la Privatización y Capitalización]. 25 de octubre del 2016. 

FONDO NACIONAL DE DESARROLLO REGIONAL (FNDR) 

1995 Convénio ANT/SN-3586-BO con el BID. 8 de septiembre de 1995. 

1995a Contrato de servido de consultoria 047/95 [de Carlos Gutiérrez para realizar trabajos en las empresas 
Mairana, Albapor Y Asahi]. 8 de septiembre de 1995. 

FNDR; ERNST & YOUNG LLP 

1995 Contrato de consultoria 001/95. 02 de junio de 1995. 

FNDR; VILLEGAS 

1995 Contrato 017/95 [suscrito entre Gary Vdlegas y Oscar Arrien Sandoval, presidente del FNDR, como admi¬ 
nistrador de los recursos del BID para la privatización de las empresas públicas]. 26 de mayo de 1995. 
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FUNDEMPRESA 

2017 Financiera de Desarrollo de Santa Cruz — FINDESA SAM. Directorio empresarial virtual. Disponible 
en: http:// Fundempresa.org.bo/directorio/ver-mas.php 

MENESES, Juan 

1995 Informe legal de la Planta Elaboradora de Queso San Javier. En: Estúdio de Valuación y Estratégias de Trans¬ 
ferencia P.E.Q. Planta Elaboradora de Queso ‘San Javier'. Primer Tomo. Capítulo III. Aspectos Jurídicos. 

MINISTÉRIO DE CAPITALIZACIÓN (MC) 

1991 Convênio de asistencia técnica [suscrito por la CEEP con Cordecruz para asesorarla en la privatización 
de sus empresas]. 3 de julio de 1991. 

1992 Contrato de servidos [entre el consorcio Coopers & Lybrand, Flarteneck López y Cia., y Chemonics y 
la CEEP para evaluar a Hilancruz, su viabilidad, avaluar sus activos y recomendar la estratégia para su 
privatización]. 21 de febrero de 1992. 

1992a Acta reunión comisión permanente de Cordecruz [consultora expone que liquidación de activos en 
bloques no es recomendable]. 12 de ocmbre de 1992. 

1993 Acta de Directorio de Cordecruz [aprueba cierre de Hilancruz SAM]. 5 de octubre de 1993. 

1995 Contrato de consultoria 003/95 [suscrito por el FNDR con Coopers & Lybrand para valuación de la 
empresa, auditoria legal y elaboración de estratégia para su transferencia]. 28 de junio de 1995. 

1995a Aviso de prensa en Presencia: convocatoria a licitación pública internacional de los activos de Hi¬ 
lancruz SAM [en liquidación], MC/SNCI/UR/LIC-011/95, para el 7 de diciembre de 1995. 24 de 
septiembre de 1995. 

1995b Resumen ejecutivo dei proceso de privatización de Hilancruz [Comisión CaHficadora declara desierta la 
licitación pública (MC/SNCI/UR/LIC-011/95)]. 7 de diciembre de 1995. 

1995c Aviso de prensa en El Deber: convocatoria a licitación pública internacional MC/SNCI/UR/LIC- 
011/95—11 (2“ convocatoria), para el 15 de mayo de 1996. 11 de diciembre de 1995. 

1996 Enmienda 1 al pliego de condiciones [modifica fecha de apertura de sobres, dei 15 de mayo al 28 de 
junio de 1996]. 8 de mayo de 1996. 

1996a Enmienda 2 [aclara la dirección en la que se deben presentar las propuestas para la licitación pública 
internacional, 2“ convocatoria]. 20 de junio de 1996. 

1996b Acta de recepción de ofertas licitación pública MC/SNCI/UR/LIC-011/95-11 Pa Comisión Dquidadora 
recibe dos ofertas y decide dar su decisión en 7 dias]. 28 de junio de 1996. 

1996c Acta de reunión de la Comisión Liquidadora de Hilancruz [declara desierta la 2“ convocatoria de la 
licitación pública]. 4 de julio de 1996. 

1996d Aviso de prensa en Presencia: convocatoria a licitación pública internacional MC/SNCI/UR/LIC- 
011/95 — III [para recepción y apermra de ofertas el 27 de septiembre de 1996]. 1 de agosto de 1996. 

1996e Testimonio 990/96 [constitución de Santa Mónica Cotton Trading Company SA, por Raúl GaráfuHc 
Gutiérrez, Raúl GaráfuHc Lehm y Dieter GaráfuHc Lehm]. 1 de agosto de 1996. 

1996f Enmienda 3 [eHmina dei proceso de licitación a la Comisión Dquidadora de “Hilancruz SAM en 
Liquidación”, susrituyéndola por la Unidad de Reordenamiento, dependiente dei Ministério de Capi- 
talización]. 14 de agosto de 1996. 
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1996g Carta [de Alberto Gómez, representante del Sector Privado en la Comisión Liquidadora, al Prefecto 
de Santa Cruz, reclamando por el accionar ilegal de la Unidad de Reordenamiento en la privatización 
de activos de Hilancruz]. 9 de septiembre de 1996. 

1996h Enmienda 4 [amplia plazo de recepción y apertura de propuestas, del 27 de septiembre al 25 de octu- 
bre de 1996], 25 de septiembre de 1996. 

1996i Enmienda 5 [modifica fecha de recepción y apertura de propuestas, del 25 de ocmbre al 22 de noviem- 
bre de 1996]. 18 de octubre de 1996. 

1996) Enmienda 6 [complementa la Enmienda 5 modificando la hora de recepción de ofertas]. 22 de octubre 
de 1996. 

1996k Enmienda 7 [faculta a la Comisión CaHficadora para recepción, evaluación de propuestas y el derecho de 
adjudicar la licitación pública de Hilancruz SAM]. 17 de noviembre de 1996. 

19961 Aviso de prensa [ampliando plazo para presentación de ofertas hasta 6 de diciembre]. 17 de noviembre 
de 1996. 

1996m Aviso de prensa [ampliando el plazo de presentación de ofertas hasta el 10 de diciembre]. 20 de no¬ 
viembre de 1996. 

1996n Informe de recomendación de la Comisión Calificadora [recomienda la venta de activos de Hilancruz 
al único proponente. Santa Mónica Cotton Trading SA]. 10 de diciembre de 1996. 

1997 Contrato de compraventa de activos de Hilancruz SAM. 13 marzo de 1997. 

2000 Acta de la Junta General Extraordinária de Accionistas de Hilancruz [realizada el 18/12/2000. Aprue- 
ba el balance final de la liquidación, los accionistas privados renuncian a su derecho al saldo por la 
venta de los activos porque es menor a lo que les corresponde pagar por la deuda tributaria pendiente]. 
22 de diciembre de 2000. 

MINISTÉRIO DE COMERCIO EXTERIOR E INVERSIÓN (MCEyl) 

2001 Memória Anual 2000-2001. MCEI. La Paz. 

MINISTÉRIO DE PLANEAMIENTO Y COORDINACIÓN-ADARO 

1992 Contrato para la valuación técnico-financiera y el diseno de la estratégia para la privatización de empre¬ 
sas procesadoras de minerales no metálicos, 28 de febrero de 1992. 

MINISTÉRIO DE PLANEAMIENTO-CROWN AGENTS 

1991 Convénio de mandato [que formaliza el compromiso ya existente por la prestación del servido de licita¬ 
ción para la consultoria de tres empresas dependientes de Corporaciones de DesarroUo. Licitación B-861, 
suscrito por Samuel Doria Medina, ministro de Planeamiento y Coordinación, y Colin SeeHg, represen¬ 
tante de Crown Agents]. 24 de septiembre de 1991. 

PENA,Julio 

1995 Estúdio de Valuación y Estratégias de Transferencia P.E.Q. Planta Elaboradora de Queso ‘San Javier'. 
Primer Tomo. Ministério de Capitalización. Unidad de Reordenamiento. 
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PRICE WATERHOUSE INTERNATIONAL CONSULTING SERVICES (PW) 

1992 Informe Final. Ingenio Azucarero de Guabirá. Evaluación Financiera y Esttatégica para Privatización. 
Preparado para la Comisión de Evaluación de la Empresa Pública dei Ministério de Planeamiento y 
Coordinación. Washington D.C., junio 1992. 

1993 Privatización de la Industria de Leche y Derivados. Segunda Revisión dei informe definitivo PIL Santa 
Cruz. La Paz, 28 julio 1993. 

PROGRAMA DE LAS NACIONES UNIDAS PARA EL DESARROLLO 
OFICINA DE SERVICIOS PARA PROYECTOS (PNUD - OSP) 

1993 Estúdios, estratégias y asesoramiento para la privatización de las industrias alimenticias varias. Pro- 
puesta técnica. Tomo 11. La Paz, junio de 1993. 

SAINZ, Pastor 

1995 Informe Final. Estúdio de actualización de la valoración dei Hotel Asahí. Ministério de Capitaüzación. 
Unidad de Reordenamiento. Corporación Regional de DesarroUo de Santa Cruz — Cordecruz. La Paz, 
mayo de 1995. 

SÁNCHEZ, Grover 

1995 Estúdio de evaluación de Cerocsam Cerâmica Roja Camiri SAM. Valoración de activos. Situación Le¬ 
gal [contratante: Unidad de Reordenamiento. Secretaria Nacional de Capitaüzación e Inversión]. Julio 
de 1995. 

SANTA MÓNICA COTTON TRADING COMPANY SA 

1996 Testimonio 990/96. Constitución de la sociedad anónima que girará con la razón social de “Santa 
Mónica Cotton Trading Company SA”. La Paz, 1 de agosto de 1996. 

1996a Testimonio 458/96. Poder General Amplio y suficiente de representación y administración conferida 
por los Directores de Santa Mónica Cotton Trading Company SA en favor de su Gerente General, José 
Lino Roca Steimbach. La Paz, 27 de agosto de 1996. 

1997 Escritura Púbüca n.° 1566/97, 24 de ocmbre de 1997 [aumento de capital social de “Santa Mónica 
Cotton Trading Company SA”]. 

1998 Testimonio 2543/98,11 de noviembre de 1998. Escisión de sociedad anónima registrada en Fundem- 
presa mediante Resolución Administrativa n.° 07939/98, 8 de diciembre de 1998. En: Fundempresa. 
Carpeta Comercial de Hüancruz. 

1999 Testimonio 17/99. Aumento de capital social y consiguiente modificación de escritura de la consti¬ 
tución social de la Sociedad Anónima Santa Mónica Cotton Trading Company SA. Santa Cruz, 7 de 
enero de 1999 [suscrita por Raúl Garáfuüc Gutiérrez, Walter Raúl Garáfuüc Lehm y Erwin Dieter 
Garáfulic Lehm]. 

1999a Testimonio 112/99, 22 de enero de 1999. Aumento de capital social y consiguiente modificación de 
Escritura de Constitución Social de una Sociedad Anónima [suscrita por el Ing. Lorgio Paz Gutiérrez, 
vicepresidente ejecutivo de la empresa Santa Mónica Cotton Tradding Company SA]. En: Fundempre¬ 
sa. Carpetas comerciales de Hüancruz. 
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SOCIMER INTERNATIONAL BANK LIMITED (SIBL) 

1993 Informe resumen sobre la privatización del Ingenio Azucarero Guabirá. La Paz. 

TELLERÍA, Víctor 

1987 Carta [de Víctor TeUería Ormachea a Armando Justiniano S., jefe de Unidad de Empresas Cordecruz]. 
En: Archivo de la Gobernación del Departamento de Santa Cruz, 31 de agosto de 1987. 

UNIDAD EJECUTORA DEL REORDENAMIENTO DE LAS EMPRESAS PÚBLICAS 
(UEREP) 

1993 Informe sobre la simación de las Unidades Económicas dependientes de Cordecruz, Cordebeni Y 
Cordepando [por Jorge Harriague, subdirector de UEREP, y Roberto Gasser, analista financiero, a 
Patricio Garrett M., director ejecutivo de UEREP]. 30 de marzo de 1993. 

1993a Informe UEREP-DE-PGM-002/93 [por Patricio Garrett M., director ejecutivo UEREP; Elvira L. de 
Velarde, sub directora UEREP; Jorge Harriague U, sub director UEREP; a Ramiro Ortega L., secre¬ 
tario nacional de Capitalización e Inversión]. 9 de diciembre de 1993. 

Hemerografía 

ElDeber, 4/06/1995; 8/06/1995; 11/06/1995; 11/02/1996; 14/02/1996; 12/05/1996; 20/11/1996. 

El Diam, 4/06/1995; 8/06/1995; 11/06/1995. 

Hqy, 4/06/1995; 8/06/1995; 11/06/1995; 01/10/1995. 

Presencia, 14/10/1992; 24/29/1995; 8/10/1995; 1/08/1996; 17/11/1996; 19/11/1996. 

Ea Ka^ón, 16/10/1992; 4/06/1995; 8/06/1995; 11/06/1995; 11/02/1996. 


Capítulo 9 . Las empresas públicas del departamento de Beni 


El Plan Bohan, que había planteado la “Marcha hacia el Oriente” como uno de los ejes de la 
planificación económica y la articulación de territórios lejanos al âmbito del Estado, halló su 
materialización particularmente en las poKticas impulsadas por el Estado nacionalista en el 
departamento de Santa Cruz, pero muy escasamente —o tardíamente— en los departamentos 
de Beni y Pando. En el caso de Beni, la implementación de empresas públicas empezó (a ex- 
cepción de una empresa ganadera creada en los anos cuarenta del siglo XX) recién en la dé¬ 
cada de los anos 70, cuando la Corporación Boliviana de Fomento (CBF) y la Corporación 
Regional de DesarroUo de Beni (Cordebeni) crean algunas empresas públicas a objeto de 
diversificar e impulsar la actividad económica en los sectores agropecuário e industrial. 

La CBF había implementado dos empresas de gran importância para el desarroUo 
de la economia del Beni; la Empresa Ganadera Fombeni en Reyes —que posteriormente 
pasaría a Uamarse Cabana de Bovinos del Beni (Cabobe)— para el mejoramiento genético 
del ganado vacuno, y la Empresa Nacional de la Castana en Riberalta (Enaca) para el 
beneficiado de la castana. Por efecto del Decreto Supremo 21060, que hquidó la CBF y 
determinó que sus activos industriales se transfirieran a las Cordes ubicadas en todo el 
país, Enaca y Cabobe fueron transferidas a Cordebeni. 

A su vez, Cordebeni creó algunas otras empresas públicas, como Cerâmica Roja de 
Trinidad, instalada en el ano 1973 para la producción de tejas y ladriUos; los Silos de 
Sachojere, que entraron en operación el ano 1977 para el acopio, beneficiado y comercia- 
Uzación del arroz, y la Empresa Ganadera Santa Martha, adquirida por Cordebeni el ano 
1980 para el fomento de la producción lechera. 

Otras iniciativas empresariales, como la Planta de Alimentos Balanceados del Beni 
y el Aserradero Chimanes San Borja, se encontraban en etapa de montaje y proyecto, 
respectivamente, pero no llegaron a funcionar, porque su implementación como em¬ 
presas públicas, que era concordante más bien con las políticas del Estado naciona¬ 
lista pero no así con las políticas del neoliberalismo en Bolivia, fue coartada al igual 
que otras empresas que fueron ahogadas en plena fase de formación. Tal es el caso 
del Fondo Ganadero del Beni y Pando SAM (Fongabeni), cuyas acciones de propie- 
dad de Cordebeni no se vendieron por falta de postores y se declaró su liquidación 
voluntária, proceso que continúa hasta la fecha. 
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En cambio, la Empresa de Fomento Pesquero sobrevivió a la poKtica de enajenación de- 
bido a la presión de la cooperación internacional britânica que financiaba su desarroUo. 

Las empresas públicas constituidas en el departamento del Beni fueron once bajo 
dependencia de la Corporación Regional de DesarroUo del Beni y una del municipio de 
Trinidad, conforme al siguiente gráfico y cuadro; 

Gráfico 29. Empresas públicas del departamento del Beni, por área económica y ubicación 



Cuadro 242. Empresas públicas en el departamento del Beni, 
por ano de creación, dependencia y ubicación territorial 
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N.° 

Denominación de la empresa pública 

Afio de creacióno inicio 
defuncionamiento 

Dependencia durante 
la privatización 

Ubicación: sede de 
la empresa/lugar de 
operaciones 

9 

Empresa de Fomento Pesquero (Emfopescor) 

1985 

Cordebeni 

Trinidad 

10 

Administración Regional de Obras Sanitarias 
Beni (AROS Beni) (actual Coatri) 

1975 

Alcaldía Municipal de 
Trinidad 

Trinidad 

11 

Empresa Nacional de la Castana (Enaca) 

1975 

Cordebeni 

Riberalta 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en: Estratégia de privatización en Bolivia (Price Waterhouse, 1990); Listados de ia Comisión de Evaiuación de ia Empresa 
Púbiica (CEEP), 1992-1993; Memória Unidad de Reordenamiento 2001 (MCEI, 2001); Memória 2000-2001 (MCEI, 2001). 


Como se puede apreciar en el cuadro anterior, diez de estas empresas dependían de la 
Corporación Regional de DesarroUo dei Beni (Cordebeni) y una de la Alcaldía Municipal 
de Trinidad. De las once empresas, nueve eran productivas y dependían de Cordebeni. 

9.1. La enajenación de las empresas públicas de Beni 

Durante el gobierno de Jaime Paz Zamora, la institucionaHdad privatizadora estuvo a 
cargo de la Comisión de Evaiuación de la Empresa Pública (CEEP), creada el 11 de enero 
de 1990. Esta comisión debía determinar la situación y perspectivas futuras de la empresa 
pública, así como la conveniência o no de su transferencia total o parcial al sector privado, 
cooperativas u otras formas de asociación (DS 22407, 11/01/1990, art. 108).^®® 

El Directorio de la CEEP estaba presidido por el ministro de Planeamiento y Coordi- 
nación, e integrado por el ministro de Industria, Comercio y Turismo, el ministro de Fi- 
nanzas, el ministro de Trabajo y DesarroUo Laborai, el ministro sin Cartera y el ministro 
dei sector correspondiente (DS 22407, 11/01/1990, art. 111). 

El 14 de junio de 1991 fue creada la Unidad Ejecutora dei Reordenamiento de las 
Empresas PúbUcas (UEREP), bajo dependencia dei Ministério de Planeamiento y Coor- 
dinación, con autonomia de gestión, para que fuera la Secretaria Técnica de la CEEP (DS 
22836, 14/06/1991). Meses más tarde, la UEREP pasó a depender de la Subsecretária 
de DesarroUo Socio Económico dei Ministério de Planeamiento y Coordinación, y esa 
Subsecretária comenzó a funcionar como Secretaria Técnica de la CEEP en la definición 
de estratégias para la privatización (DS 23170, 05/06/1992). 

El 24 de abrü de 1992, Jaime Paz Zamora promulgó la Ley 1330 (Ley de Privatiza¬ 
ción) junto a su ministro de Planeamiento y Coordinación, Samuel Doria Medina Auza, 
y a su ministro de Finanzas, Jorge Quiroga Ramírez. Esta norma autorizó a las entidades 
estatales a enajenar activos, bienes, valores, acciones y derechos de su propiedad, y asignó 
al Consejo Nacional de Economia y Planificación (Coneplan) el normar y fiscaUzar la 
privatización de las empresas púbUcas, definiendo las estratégias para su transferencia o 
disolución. La reglamentación de la Ley de Privatización fue aprobada el 5 de junio de 

588 El DS 22407 aprobó las “Políticas de acción para consolidar la estabilidad y promover el crecimiento económico, el 
empleo, el desarrollo social y la modernización dei Estado” y contenía los üneamientos económicos dei Gobierno de 
Jaime Paz Zamora. 
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1992 mediante el Decreto Supremo 23170, y una modificación fue aprobada el 8 de oc- 
tubre de 1992 con el Decreto Supremo 23287. 

En el Gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada (1993-1997), la institucionalidad pri- 
vatizadora estuvo a cargo del Ministério de Capitaüzación, a través de la denominada 
Unidad de Reordenamiento, creada por el Decreto Supremo 23991 del 10 de abril de 
1995. Esa norma transíirió las funciones establecidas por la Ley de Privatización para el 
Coneplan, al Consejo de DesarroUo Nacional (Codena), entidad que fuera constituída 
por los Decretos Supremos 23873 (03/10/1994) y 23955 (08/02/1995).^''’ 

Durante el gobierno de Hugo Banzer y Jorge Quiroga la institucionalidad privati- 
zadora pasó a depender del Ministério de Comercio Exterior e Inversión, del Concejo 
Nacional de Política Económica (Conape) y de la Unidad de Reordenamiento (UR). 

En el marco de esa normativa, se efectuó la privatización de las empresas públicas en el 
departamento del Beni. Tres empresas de Cordebeni fueron vendidas, seis empresas fueron 
cerradas y una tuvo continuidad institucional. La empresa municipal fue cedida a privados. 


Cuadro 243. Situación de empresas públicas del Beni después del proceso de enajenación 


N.° 

Denominación de la empresa pública 

Situación, adjudicatario y afio 

1 

Fábrica de Cerâmica RojaTrinidad (FCRT) 

Vendida: Constructora Petricevic SA - Copesa (Andrés Petricevic)/1993 

2 

Hacienda Ganadera Santa Martha 

Vendida: Franck Francisco Land Velarde/1993 

3 

Fondo Ganadero del Beni y Pando (Fongabeni) 

Cerrada (en liquidación voluntária)/!996 

4 

Cabana de Bovinos del Beni (Cabobe) 

Cerrada ** 

5 

Planta de Silos Sachojere 

Cerrada, 1990 

6 

Planta de Alimentos Balanceados Beni (Albabeni) 

Cerrada, 1995 

7 

Empresa Productora de Semilia Mejorada San Carlitos 

Cerrada, 1994 

8 

Aserradero Chimanes San Borja 

Cerrada 

9 

Empresa de Fomento Pesquero (Emfopescor) 

Continuidad institucional 

10 

Administración Regional de Obras Sanitarias Beni 
(AROS Beni) (actual Coatri) 

Cedida, 1988 

11 

Empresa Nacional de la Castana (Enaca) * 

Vendida: Lote 1: Ángel Royo/1995, Lote 3: Mario Erwin Vaca Diez 
Cuéllar/1996 


* Enaca fue cerrada en 1989 y parte de sus actives fueron vendidos entre 1995 y 1996. 
** No hay precisión sobre el ano de cierre. 

Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en UR, 2001. 


El siguiente cuadro muestra algunas estadísticas de la situación de las empresas luego 
del proceso enajenador. 


589 “El Consejo de DesarroUo Nacional (CODENA) está integrado por los ministros de la Presidenda, de Hadenda, 
de DesarroUo Humano, de DesarroUo Sostenlble y Medio Ambiente y Sin Cartera Responsable de DesarroUo 
Económico; por los secretários Nacionales de Relaciones Económicas Internacionales; Apoyo al DesarroUo Integral; 
Coordinación; Hadenda; Política e Inversión Social; Planificación e Industria y Comercio”. “La Secretaria del 
CODENA es ejercida por el secretario Nacional de Planificación del Ministério de DesarroUo Sostenible y Medio 
Ambiente” (DS 23955, arts. 3 y 4). 
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Cuadro 244. Resumen de situación de empresas públicas dei departamento dei Beni 



Fuente: CEMIPyC, 2018. 

Los métodos y modalidades aplicados para su enajenación fueron los siguientes; 

Gráfico 30. Métodos y modalidades de enajenación de empresas dei Beni 
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Fuente: CEMIPyC, 2018. 


De las once empresas dei Beni, tres fueron vendidas y seis fueron cerradas, una 
fue cedida a una cooperativa y solo una logró mantener su continuidad institucio¬ 
nal. Por la vía de la venta, la cesión y el cierre, los gobiernos de Jaime Paz Zamora 
(1989-1993), Gonzalo Sánchez de Lozada (1993-1997) y Hugo Banzer/Jorge Qui- 
roga (1997-2001) enajenaron el 90% de la escasa capacidad empresarial pública de 
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producción y servicios que había en el departamento del Beni. La empresa de electri- 
cidad beniana también fue sometida al proceso privatizador, pero no se concreto por 
lo que logró continuidad institucional. 

9.1.1. Aspectos generales de las empresas enajenadas 

La descripción inicia con la descripción y el anáHsis de las empresas enajenadas de Cor- 
debeni; luego continua con la empresa municipal. Al final se presenta el estúdio de caso 
de la privatización de la Empresa Nacional de la Castafia. 

9.1.1.1. Fábrica de Cerâmica Roja Trinidad (FCRT) 

La Fábrica de Cerâmica Roja Trinidad (FCRT) fue creada por Cordebeni e inicio sus acti- 
vidades productivas en febrero de 1973. La FCRT fue proyectada e instalada para diver¬ 
sificar la economia de la región y apoyar los programas de desarroUo urbano que entraron 
en ejecución desde el ano 1973, como el enladriUado de las caUes; también se tenía como 
objetivo la instalación de un complejo industrial para la fabricación de vários productos 
cerâmicos de buena caHdad y a bajo costo. Los principales productos producidos eran 
ladriUos, tejas y tubos (ENAIM, 1992). 

Estaba ubicada a 4 km de la ciudad de Trinidad, sobre el camino a Loma Suárez, en 
un terreno aproximado de 100.000 m^ de superficie. Ese terreno fue adquirido por Cor¬ 
debeni el 3 de noviembre de 1970, mediante Escritura Pública de derecho propietario 
registrada en la Partida 263 del Libro de Propiedades de la capital y Cercado. 

Las obras civiles con las que contaba la FCRT eran las siguientes; 

• Galpón de hornos. Superficie de 1.609 m2. Construido con cubierta de calamina sobre cer- 
chas de madera, pilares de fábrica de ladrillo y pavimento de tierra. Contenía 8 hornos de 6 
m de diâmetro por 3 m de altura a quemadores y 0.60 m a cumbre de bóvedas. 

• 2 câmaras de secado. Superficie 290 cada una. Construída con muros de fábrica de ladrillo, 
estructura de hormigón y pavimento de cemento. 

• Galpón de procesamiento y secado natural Superficie 1.110 m2. Construido con cubierta de 
calamina sobre cerchas de madera, pilares de fábrica de ladrillo y pavimento de cemento. En 
su interior se encontraba la fosa de maduración de la arcilla. 

• Galpón de secado natural de sup. 518 m2. Construcdón idêntica al anterior galpón. 

• Depósito de herramientas de sup. 38 m2. Construido con cubierta de calamina sobre vigas 
de madera, cerramiento fábrica de ladrillo, carpintería madera y pavimento de cemento. 

• Caseta de producción de sup. 53 m2. Construcdón análoga al depósito de herramientas. 

• Oficinas. Superficie de 70 m2. Construídas con cubierta teja cerâmica, fábrica de ladrillo, 
carpintería de madera y pavimento de mosaico. 

• 2 chimeneas de 17 m de altura y 3,50 m de diâmetro. 

• Conductos Subterrâneos de aire caliente (ENAIM, 1992). 
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La arcilla con la que fabricaban sus productos cerâmicos era comprada y transportada 
a la fábrica desde los yacimientos situados en las proximidades de Trinidad. La tecnologia 
era brasilera marca Morando, su capacidad instalada por horno era de aproximadamente 
9.000 piezas por quema. En el ano 1980 contaba con 47 trabajadores, de los cuales 21 
eran personal eventual. 

La Fábrica de Cerâmica Roja de Trinidad paraüzó sus actividades en mayo de 1985. 
En el ano 1986 se produjo un incêndio que deterioro gran parte de las obras civiles de la 
planta. Al momento dei avalúo realizado por la consultora Adaro, la planta se encontraba 
inundada ya que el lugar donde se ubicaba era zona anegadiza. 

La consultora Adaro dio cuenta de que vários equipos habían sido otorgados por Cor- 
debeni en calidad de préstamo a Cerâmica Ojara, a Tejería Arancibia y a la Cooperativa 
Santa Ana (ENAIM, 1992; 9). 

El proceso de enajenación de la FCRT fue aprobado por el gobierno nacional me¬ 
diante Decreto Supremo 22836 dei 14 de junio de 1991. Esta norma erdistó a la FCRT 
entre las 60 empresas de las Cordes a ser privatizadas. 

En ese marco, el 28 de febrero de 1992, Samuel Doria Medina (ministro de Planeamiento 
y Coordinación y presidente de la CEEP) contrató a la consultora espanola Empresa Nacional 
Adaro de Investigaciones Mineras (Adaro) para la valuación técnico financiera y el diseno de la 
estratégia para la privatización de nueve empresas procesadoras de minerales no metálicos,^®*’ 
entre las que se encontraba la FCRT. El costo total de consultoria fue de $us 253.395,53, 
habiéndose gastado en cada una de las nueve empresas la suma de $us 28.155,06. El contrato 
fue suscrito por José Luis Munoz A., como representante legal de Adaro'^^^ El proceso de 
selección de la consultora fue realizado por la agencia de compras PNUD/ OSP 

En mayo de 1992, Adaro determinó que era inviable la rehabilitación de la FCRT y que 
solo era recuperable el valor dei terreno, cuyo valor de mercado fue fijado en $us 30.000, 
concluyendo que “el Valor de Liquidación dei terreno estaria comprendido entre 30.000 
a 20.000 $ US [sic]” (ENAIM, 1992; 4). Los activos de la FCRT, que se encontraban en 
calidad de préstamo a particulares, fueron avaluados en $us 8.278 (ENAIM, 1992). La 
modaHdad sugerida por la consultora para la venta de la FCRT fue la Hcitación. 

El Directorio de Cordebeni aprobó la enajenación de la FCRT el 25 de agosto de 
1992, mediante Resolución Cordebeni 12/92. Por su parte, la CEEP, reunida el 8 de oc- 
tubre de 1992, aprobó esa enajenación en los siguientes términos; 

a) Venta, mediante ücitación pública nacional, de los activos de la Fábrica de Cerâmica Roja 
de Trinidad en el estado en que se encuentran, de la totalidad de la unidad en operación. 

b) Oferta al contado (Acta CEEP, 08/10/1992). 


590 Las nueve empresas procesadoras de minerales no metálicos, evaluadas por Adaro son: Fábrica de Cerâmica Roja 
Cobija (FCRC), Fábrica de Cerâmica Roja Trinidad (FCRT), Fábrica de Cerâmica Roja Oruro (FCRO), Fábrica de 
Cerâmica Roja de Roboré SAM (CERROSAM), Fábrica de Cerâmica Roja de Camiri SAM (CERRO CS AM), Fábrica 
Boliviana de Cerâmica (FABOCE), Sal Yodada Entrerriana, Cerâmica Sucre y Fábrica de Losetas Montero. 

591 El contrato entre la CEEP y Adaro cursa en Archivo dei Ministério de Desarrollo Productivo y Economia Plural, 
Repositorio de Privatización, código 5 FCERORURO 1992. 
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En septiembre de 1992, mientras se ejecutaban esas acciones privatizadoras, Corde- 
beni recibió el avalúo de la Planta Industrial Cerâmica Roja Trinidad que había encargado 
al Arq. José Morales Abel’^^^ mediante Resolución SB-080/91, cuyo informe senalaba los 
siguientes ítems y montos: 


Cuadro 245. Avalúo Cerâmica Roja Trinidad, 1991 


1 Descripción 

Monto (Bs) 1 

Valor terreno 

30.000 

Valor construcciones 

166.853 

Valor maquinaria y equipo 

57.410 

Valor muebles 

2.650 

Total 

256.913 


Fuente: Morales, 1991. 


El perito Morales determino que el valor de los activos de la Planta de Cerâmica Roja Tri¬ 
nidad era de Bs 256.913; vale decir, $us 64.511 (t/c Bs3,98 por $us 1). 

Por su parte, Adaro, el 2 de diciembre de 1992, bajó el avalúo de la FCRT fijando 
como base mínima de subasta $us 12.500, decisión que fue aceptada por la CEEP, y re¬ 
gistrada en el PHego de condiciones de la subasta. 


Cuadro 246. Avalúo Cerâmica Roja Trinidad, 1992 ($us) 


Descripción 

Avalúo Adaro 

Marzo1992 

Avalúo José Morales 
Abel (Referencia para la 
Hcitación) 

Carta Adaro (Base 
mínima de subasta) 

2, diciembre, 1992 


Valor máximo 

Valor mínimo 

8, septiembre, 1992 


Valor terreno 

30.000,00 

20.000,00 

7.537,69 

12.500,00 

Valor construcciones 



41.922,86 

0 

Valor maquinaria y equipo 



14.424,62 

0 

Valor muebles 



665,83 

0 

Total 

30.000,00 

20.000,00 

64.551,01 

12.500,00 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en ENAIM, 1992; Morales, 1991; Pliego Subasta Pública OSP/BOL/520/688-1. 


Como se puede ver en el Cuadro 5, Adaro consideraba que los activos de la FCRT 
se reducían solo al terreno, con un valor de entre 30.000 y $us 20.000, considerando que 
construcciones, maquinaria y equipos debían ser enajenados a valor cero. 

Para la subasta de la FCRT, la CEEP dejó de lado el avalúo del perito José Morales que 
había sido referencia para la hcitación pública de la empresa y asumió un valor de hqui- 
dación de $us 12.500 que Adaro remitió mediante una carta de 2 diciembre de 1992. 

Con ese valor referencial, la agencia de compras PNUD/OSP Uevó adelante la hcita- 
ción pública OSP/BOL/520/688, referida a la venta de los activos de la FCRT. El acto 


592 Avalúo Planta Industrial de Cerâmica Roja Trinidad, realizado por el perito Arq. José Morales Abel (Resolución 
SB.080/91.Trinidad, 8 de septiembre de 1992. Cursante en el Archivo del Ministério de Desarrollo Productivo y 
Economia Plural, libro 12 TALLCERTRIN 1993. 
















Neoliberalismo: enajenación de empresas públicas y recursos naturales, 1985-2005. T. 2 


783 


de apertura de propuestas se realizo el 10 de noviembre de 1992, pero al no registrarse 
ninguna propuesta, la Hcitación fue declarada desierta.^^^ 

La CEEP determino cambiar la modaüdad para la enajenación de la FCRT a subasta 
pública, mediante Resolución dei 1° de diciembre de 1992. El aviso de la subasta pública 
OSP/BOL/520/688-1 fue publicado los dias 8, 10 y 13 de diciembre de 1992 en los 
periódicos de circulación nacional Presencia, PI Diárioy Pa Ka^ón de la ciudad de La Paz, 
así como en el periódico Pa Palabra de la ciudad de Trinidad.^^'^ El procedimiento de su¬ 
basta pública para la venta de los activos de la FCRT así como la adjudicación dei total 
de activos en favor de la persona natural o empresa legalmente establecida que presentara 
la oferta más alta y conveniente para los intereses dei Estado fueron aprobados por el 
Coneplan el 16 de diciembre de 1992 (Res. 138/92).^®^ 

El 18 de diciembre de 1992 se Uevó a cabo el acto de subasta pública bajo la dirección dei 
martiUero Roberto Valdivia ViUalobos, ante la notaria de Fe Pública Isabel Lavadenz Paccieri. 
El precio base de la subasta establecido por la consultora Adaro era de $us 12.500. Fueron 
habilitados cuatro postores; Adolfo A. Navarro Flores, la empresa Constructora Petricevic 
SA-Copesa (representada por Alfonso Prudencio Guerrero), Mariano Méndez Roca y Napo- 
león Mejía Rodríguez. Los activos de la FCRT fúeron adjudicados a la oferta máxima de $us 
13.000 presentada por la empresa Copesa dei ex ministro Andrés Petricevic. 

El contrato de compraventa de activos de la Fábrica de Cerâmica Roja Trinidad fue 
suscrito el 21 de enero de 1993 por Samuel Doria Medina (ministro de Planeamiento y 
Coordinación) y Roberto Velasco C. (presidente de Cordebeni) por la parte vendedora, y 
por Milo Petricevic R., en representación de Copesa, por la parte compradora. 

Por concepto de bono extralegal, se pagó la suma de $us 2.000 a un trabajador.^^’ 

El cálculo dei perjuicio económico es el siguiente; 


r 

Perjuicio económico por ia privatización = (Vaior referenciai de venta - Precio de venta) -t Gastos de consuitoría -f 

Bonos extraiegaies 


r \ 

PEP = (64.551,01 -13.000,00) -I- 28.155,06 -I- 2.000,00 = 81.706,07 

V_ ) 


Por tanto, el perjuicio económico por la enajenación de la Fábrica de Cerâmica Roja 
Trinidad fue de $us 81.706,07. 


593 Carta BOL/88/003/10532-C, en la que el PNUD/OSP Informa al ministro de Planeamiento y Coordinación, Samuel 
Doria Medina, sobre los pormenores de la Hcitación pública de los activos de la FCRT. La Paz, 11 de noviembre de 1992. 

594 Carta BOL/88/003/11000-C, en la que el PNUD/OSP informa al ministro de Planeamiento y Coordinación, Samuel 
Doria Medina, sobre los pormenores de la subasta pública de los activos de la FCRT. La Paz, 14 de enero de 1993. 

595 Minuta dei contrato de compraventa de los activos de la FCRT, cláusula l.a, página 1. La Paz, 21 de enero de 1991. 

596 Informe de la subasta pública OSP/BOL/520/688-1. Venta de la Fábrica de Cerâmica Roja de Trinidad. Adjunto a 
la Carta BOL/88/003/11000-C, dei 14 de enero de 1993. 

597 Nota PRES OFICIO n.° 227/93 de 9 de julio de 1993 dei presidente de Cordebeni. 
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9.1.1.2. Empresa Ganadera Santa Martha 

La Empresa Ganadera Santa Martha fue adquirida por Cordebeni en el ano 1980. Inicio 
sus actividades como “Proyecto Arroz Santa Martha”, con el propósito de aumentar la 
producción y productividad del arroz mediante la investigación de variedades adapta- 
bles a la zona de San Borja. Posteriormente, en 1984, la empresa abandonó el proyecto 
arrocero original e inició sus actividades en el campo pecuário, estableciendo un módulo 
lechero con un hato de 267 cabezas de ganado bovino. 

El objetivo de esta empresa ganadera era el establecimiento de un módulo de pro¬ 
ducción lechera modelo, con mejoramiento genético del ganado crioUo, obtención de 
reproductores mejorados y prestación de servidos y asistencia técnica a los ganaderos de 
la zona. Estaba ubicada a 3 km de la locahdad de San Borja, municipio de San Borja de 
la provinda José BaUivián. 

Según inventario realizado por Cordebeni en agosto de 1989, se constató la existência 
de 327 cabezas de ganado bovino y de cinco cabezas de ganado equino. 

De acuerdo al informe de la consultora Coopers & Lybrand de julio de 1992, la empresa 
Ganadera Santa Martha contaba con un prédio de 1.260 hectáreas con pastizales naturales 
capaces de alimentar 300 cabezas de ganado aproximadamente. Contaba, además, con un 
galpón, una casa (en mal estado), un bano, corrales y bretes (corredores), alambradas, una 
noria y una aguada. No dispomd de servidos básicos. Al 31 de diciembre de 1991, poseía 
166 cabezas de ganado vacuno, vale decir, la mitad de lo que un ano y medio antes tenía. 

Hasta junio de 1992, empleaba dos trabajadores; un administrador y un ayudante. 

La Empresa Ganadera Santa Martha no tenía personería jurídica propia, dependia de la 
oficina central de Cordebeni, a través de la Subgerencia de Empresas con sede en Trinidad. 

El gobierno de Jaime Paz Zamora incluyó a esta empresa en el programa de priva- 
tización de las empresas de las Cordes. Para efectivizar la enajenación de la Empresa 
Ganadera Santa Martha, la CEEP —presidida por Samuel Doria Medina Auza, ministro 
de Planeamiento y Coordinación— contrató servicios de consultoria para la evaluación, 
avalúo y asesoramiento en la venta de nueve empresas que conformaban el paquete deno¬ 
minado “Empresas productoras de carnes y alimentos balanceados’V^^ entre las cuales se 
encontraba Empresa Ganadera Santa Martha. Luego de una selección de las propuestas 
presentadas por varias consultoras internacionales, el 21 de febrero de 1992, el ministro 
Doria Medina suscribió un contrato de servicios con el consorcio Coopers & Lybrand, 
Harteneck, López y Cia. y Chemonics, por un costo de $us 194.077,60. Prorrateando 
entre las nueve empresas evaluadas, el monto que corresponde al estúdio de la Empresa 
Ganadera Santa Martha es de $us 21.564,18. Por parte de los miembros del consorcio. 


598 Informe “Privatizadón de empresas de Cordebeni” adjunto al informe de viaje de Alfredo Vásquez C., consultor 
División de Evaluación y Privatizadón, de 31 de agosto de 1992, dirigido a Flavio Escobar U., Subsecretário de 
Desarrollo Socio Económico. 

599 El grupo denominado “empresas productoras de carnes y alimentos balanceados” estaba conformado por: Planta de 
PoUos BB, Criadero de Trucha Piusilla, Fábrica de Alimentos Balanceados de Portachuelo, Hadenda Ganadera Santa 
Martha, Cabana Lechera Todos Santos Paz). 
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firmaron el contrato Francisco Meave (Coopers & Lybrand), Carlos Rivarola (Harteneck 
López y Cia.) y Ruth ViUegas (Chemonics). 

El Informe de valuación económica de la consultora Coopers & Lybrand, miembro 
dei consorcio a cargo de los estúdios de la Empresa Ganadera Santa Martha para su 
privatización, determinó que el valor referencial de mercado de la empresa para su trans¬ 
ferencia al sector privado era de $us 57.762. 

El Directorio de Cordebeni autorizó la enajenación de la Empresa Ganadera Santa Mar¬ 
tha el 25 de agosto de 1992 mediante Resolución 012/92, en los siguientes términos: 

1. La incorporación dei presidente de Cordebeni a la CEEP, para la definición de las estratégias 
de privatización de la referida industria en nombre dei Directorio. 

2. Ratificar la decisión de proceder a la privatización de la Empresa Ganadera Santa Martha 
(Cordebeni, Res. 012/92). 

El 24 de septiembre de 1992, la Comisión de Evaluación de la Empresa Pública apro- 
bó la modahdad de enajenación de la Empresa Ganadera Santa Martha mediante hcita- 
ción pública, en los siguientes términos; 

a) La venta mediante Licitación Pública de los activos de la “Empresa Ganadera Santa Martha” 
en el estado en que se encuentre, de la totaHdad de la unidad en operación. 

b) La venta debe ser efectuada mediante oferta al contado (CEEP, Res. 24/09/1992). 

El 27 de septiembre de 1992 se reahzó la primera pubhcación de la convocatoria a 
licitación pública OSP/BOL/520/696 para la venta de la Empresa Ganadera Santa Mar¬ 
tha. La fecha para presentación de sobres fue ampliada cinco veces, hasta que el 18 de 
diciembre de 1992 se cerró el registro de ofertas sin haberse recibido ninguna. 

El 3 de noviembre de 1992, personeros de la CEEP y de Cordebeni suscribieron un Acta 
de entendimiento con los dos trabajadores de la Empresa Ganadera Santa Martha, compro- 
metiendo el pago dei “bono de reconocimiento”. Suscribieron el acta Alfredo Vásquez C. en 
representación de la CEEP; Rigoberto Becerra, subgerente de Empresas de Cordebeni, y los 
trabajadores Amílcar Arias Guardia y Hermes Escalante Mojica. El documento senalaba; 

SEGUNDO. El Gobierno se compromete a cancelar un Bono único a los dos trabajadores de 
SANTA MARTHA por un valor de $us 2.000.00 (DOS MIL 00/100 DÓLARES AMERICA¬ 
NOS). Dicho Bono se denominará BONO DE RECONOCIMIENTO en atención al apoyo 
y compromiso de los trabajadores para contribuir al proceso de privatización de la Empresa, 
siempre y cuando la Empresa sea transferida al sector privado (Acta de entendimiento). 

El 19 de enero de 1993, la CEEP aprobó el informe brindado por el PNUD/OSP y 
resolvió declarar desierta la convocatoria a licitación pública y cambiar la modahdad de 
enajenación de la empresa, en los siguientes términos; 
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1. Declara desierta la convocatoria a presentación de ofertas OSP/BOL/520/696 para la 
compra de los activo s de la Empresa Ganadera Santa Martha al no haberse recibido oferta 
alguna hasta el cierre del registro de recepción de ofertas. 

2. Proceder a efectuar una subasta pública de los activos de la Empresa Ganadera Santa Mar¬ 
tha sobre la base del precio mínimo establecido (CEEP, Res. 19/01/1993). 

Para Uevar a efecto la subasta pública, la consultora Coopers & Lybrand hizo un nue- 
vo avalúo que —para febrero de 1993— bajó el valor de los activos de Santa Martha a $us 
43.885, tal como se senala en el Phego de condiciones de la subasta, y recomendando — 
mediante carta de 24 de febrero de 1993— que el precio de subasta fuera $us 30.000. 


Cuadro 247. Avalúo de los activos de la Empresa Ganadera Santa Martha según Coopers & Lybrand ($us) 


Descripción 

Valor referencial de activos 

Septiembre 

1992 

Febrero 

1993 

Precio de subasta 

Marzo 1993 

Terreno 

30.671,00 

25.200,00 

30.000,00 

Construcciones y mejoras 

1.500,00 

1.530,00 


Pasturas 

0 

0 


Ganado total 

25.271,00 

16.835,00 


Otros activos fijos menores 

320,00 

320,00 


Valor total asignado 

57.762,00 

43.885,00 

30.000,00 


Fuente: CEMIPyC, con base en informes de Coopers & Lybrand, 1992. 


La convocatoria para la Subasta Pública OSP/BOL/520/696-1 sobre la venta de ac¬ 
tivos de la Empresa Ganadera Santa Martha “en funcionamiento” San Borja-Beni fue 
publicada entre el 3 y el 7 de marzo de 1993. El 10 de marzo de 1993, el Coneplan emitió 
la Resolución 019/93 que aprobó el procedimiento de subasta púbica y preadjudicó la 
empresa al mejor postor.’^'^^ 

El 23 de marzo de 1993 se reahzó el acto de subasta pública en las oficinas de Cor- 
debeni, filial San Borja, bajo la dirección del martiUero Alfredo Marín Martínez y ante la 
presencia del notário de Fe Pública Florencio Marín CaUaú. Se presentaron tres postores 
sobre el precio base de $us 30.000; Franck Francisco Land Velarde, Roberto Araúz Rea 
y Ricardo Roca CuéUar. La adjudicación se reahzó en favor de la oferta mayor, de $us 
41.000, reahzada por Franck Francisco Land Velarde. 


600 Carta LP-099/93 remitida por Francisco Meave, socio de Coopers & Lybrand a Samuel Doria Medina, ministro 
de Planeamiento y Coordinación, La Paz, 24 de febrero de 1993; que fue aceptada por la CEEP. Esta nota está 
referenciada en la Convocatoria a Presentación de ofertas Subasta Pública OSP/BOL/520/696-1. Venta de activos de 
la Empresa Ganadera Santa Martha “en funcionamiento”. San Borja, Beni. Pág. 4. 

601 Síntesis ejecutiva del proceso, s. f 

602 Informe de la subasta. Venta de la Empresa Ganadera Santa Martha en San Borja. Anexo 3 del Informe realizado 
por PNUD/OSP, cite BOL/88/003/11695-C, al ministro de Planeamiento y Coordinación, Samuel Doria Medina. 
La Paz, 26 de marzo de 1993. 
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Entre las condiciones adicionales previstas en el Pliego de condiciones se encontraba 
una posibiüdad de ajuste en el precio de venta en caso de que se presentara alguna diferen¬ 
cia en el número de cabezas dei bato ganadero. En su cláusula 12.d, el Pliego senalaba: 

d) Para el caso dei hato ganadero, de existir diferencias -en más o en menos- de lo informado 
en los anexos adjuntos, debido a parición, mortandad, etc., respecto dei recuento físico a prac- 
ticarse a la fecha de transferencia, se ajustará el precio de venta aplicando los valores unitários 
por categoria y raza que surgen de la valuación económica expuesta en el capítulo III (Pliego 
de condiciones: 12.d). 

De ahí que, el 15 de abril de 1993, el contrato de compraventa de la Empresa Ganade- 
ra Santa Martha fue suscrito por un monto menor al de la adjudicación. La adjudicación 
se había realizado por la suma de $us 41.000, pero se concreto en $us 36.999, en los 
siguientes términos; 

CUARTA: PRECIO DE LA COMPRAVENTA. El precio de la compraventa resultante de la 
oferta realizada por el COMPRADOR en el proceso de subasta, y dei ajuste correspondiente a 
las dimensiones dei terreno y a la cantidad dei hato ganadero, conforme lo indica el artículo 12 
inciso (d) dei pliego de especificaciones de la Subasta Pública OSP/BOL/520/696-1, alcanza 
a la suma de $US 36.999 (Treinta y Seis Mil Novecientos Noventa y Nueve 00/100 Dólares de 
los Estados Unidos de Norteamérica), suma de dinero que será pagada por el COMPRADOR 
al VENDEDOR, de acuerdo a las estipulaciones de este contrato. 

El ajuste realizado en favor dei comprador restó el precio de venta en $us 4.001, adu- 
ciendo una diferencia en el número de cabezas de ganado entregadas al momento de la 
venta, hecho que estaba permitido por las cláusulas pactadas en el contrato de compra¬ 
venta. Es importante senalar que, revisada la correspondência entre la CEEP y la consul¬ 
tora Coopers & Lybrand —a cargo de la valuación de activos y recuento dei ganado— se 
evidenció que, en fecha 18 de septiembre de 1992, la consultora comunicó a la CEEP que 
no se había cubierto el 100% dei recuento físico dei ganado de Santa Martha y le advertia 
que “es importante considerar que si la cantidad al momento de la transferencia es signi¬ 
ficativamente menor podría haber reacciones desfavorables de la opinión pública por ser 
el precio de venta sensiblemente menor al valor de referencia fijado”.'’®^ 

Algunos datos económicos a considerar en la enajenación de esta empresa; el último 
avalúo técnico realizado de la empresa estableció un valor de $us 43. 885 y se vendió en 
$us 36.999. Luego, para privatizarla se gastó en consultorias los siguientes montos: 


603 Nota LP-606/92 de Carlos Rivarola, de la consultora Coopers & Lybrand, dirigida al Lic. Alfredo Vásquez, consultor 
de la Comisión de Evaluación de la Empresa Pública. La Paz, 18 de septiembre de 1992. 
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Cuadro 248. Gastos para privatizar Empresa Ganadera Santa Martha ($us) 


Descripción 

Costos 

Coopers & Lybrand, Harteneck Lópezy Cia. y Chemonics 

21.564,18 

Coopers & Lybrand (2,5 honorário de êxito) 

924,98 

Total: 

22.489,16 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Gastos Créditos 628/OC-BO & 2298-BO, 1993. 


El 9 de julio de 1993, Roberto Velasco CuéUar, presidente de Cordebeni, soHcitó al sub¬ 
secretário de DesarroUo Socio Económico del Ministério de Planeamiento y Coordinación, 
Flavio Escóbar, el pago del bono de reconocimiento a los dos trabajadores de la empresa 
($us 4.000), en cumplimiento del Acta de Entendimiento del 3 de noviembre de 1992. 

El cálculo del perjuicio económico es el siguiente; 

í ^ b 

Perjuicio económico por la privatización = (Valor de activos - Precio de venta) + Gastos de consultoria + Bonos 

extralegales 

V _iiZr_ J 

r N 

PEP = (43.885,00 - 36.999,00) + 22.489,16 + 4.000,00 = 33.375,16 

V _ ) 

Por tanto, el perjuicio económico por la enajenación de la Empresa Ganadera Santa 
Martha fue de $us 33.375,16. 

9.1.1.3. Fondo Ganadero del Beni y Pando (Fongabeni) 

El Fondo Ganadero del Beni y Pando (Fongabeni) se creó en el ano 1980, cuando el 30 de oc- 
tubre de ese ano el gobierno nacional autorizó a Cordebeni conformar una sociedad anónima 
mixta denominada “Fondo Ganadero del Beni y Pando SAM”, homologando el convénio que 
fuera suscrito con la Federación de Ganaderos del Beni y Pando el 24 de juHo de 1980. El mon¬ 
to destinado por Cordebeni para la creación de Fongabeni fue de $us 2.000.000, en calidad de 
aporte de capital (DS 17750, 30/10/1980). Su Proyecto de Contrato de Constitución y sus es¬ 
tatutos fueron aprobados mediante Decreto Supremo 17884 del 30 de diciembre de 1980. 

Inició operaciones en 1981 y sobrevivió al período de hiperinflación que tuvo lugar en Bo- 
livia entre 1982 y 1985, debido a que sus préstamos estaban indexados a küogramos-carne. 

Fongabeni era una entidad financiera cuyo objetivo era brindar apoyo de inversión y ca¬ 
pital de trabajo al mediano y pequeno ganadero en los departamentos de Beni y Pando. 

Fongabeni reahzó sus operaciones con toda normahdad hasta 1994, ano en que la 
Superintendência de Bancos y Entidades Financieras le obhgó a congelar sus operaciones 
de colocación y le instruyó que determine la manera de transformarse en una sociedad 
anónima y en una entidad financiera sujeta a la nueva normativa bancaria (Ley 1488, 
14/04/1993). El argumento que se usó fue que Fongabeni no contaba con el capital 
mínimo de $us 2.000.000 para constituirse en entidad bancaria departamental y mientras 
eso no ocurriera, seguiría en parahzación operativa y en la imposibihdad de canalizar 
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recursos refinanciados dei Banco Central, créditos de instancias como el Fondo de Desa- 
rroUo Campesino u otras, Hmitándose solo a recuperación de su Cartera. Por lo tanto, la 
empresa dejó de cumpHr con el objetivo para el que fue creada.'’®'^ 

En 1995, la estructura accionaria era la siguiente; 


Cuadro 249. Composición accionaria de Fongabeni en 1995 (%) 


1 Socios 

Participación accionaria % | 

Cordebeni 

41,82 

Asociación de Ganaderos dei Cercado, miembros de la Federación de Ganaderos de Beni y Pando 

51,94 

Banco dei Sur(Enliquidación) 

5,98 

Personas naturales 

0,26 

Total 

100,00 


Fuente: Pliego de condiciones Licitación Púbiica MC/SNCI/UR/LIC-004/95. Resumen ejecutivo, 1995. 


Fongabeni fue incorporado al proceso de privatización el 6 de abril de 1995, a partir 
de la aprobación de la Resolución Administrativa Interna de Cordebeni 10/95, que dispu- 
so y autorizo la venta en licitación pública dei paquete accionario que dicha corporación 
poseía en el Fondo Ganadero dei Beni y Pando SAM. 

Por su parte, el 25 de abrü de 1995, el Consejo de DesarroUo Nacional (Codena) autori¬ 
zo al Ministério de Capitalización proceder a la privatización de 47 empresas, entre las que 
se encontraba Fongabeni. La Resolución Codena 002/95 senala también que Cordebeni 
era propietaria de un 41,82% dei paquete accionario y que Fongabeni SAM “se encuentra 
intervenida por la Superintendência de Bancos por no cumpHr con los requisitos de capital 
mínimo necesario para el funcionamiento de Fondos Ganaderos” (Codena, Res. 002/95). 
En cuanto a la estratégia de transferencia, el Codena indica que recomendó a la firma con¬ 
sultora encargada de Uevar adelante los estúdios de valoración, evaluar la posibüidad legal de 
transferir las acciones directamente a los accionistas privados. De no ser posible legalmente 
esa modalidad, se adoptaría la venta dei paquete accionario mediante licitación pública. 

Para valorar y definir la estratégia de transferencia de Fongabeni al sector privado, el 
Ministério de Capitalización solicitó la contratación de servidos de consultoria, los cuales 
se financiaban con recursos dei BID (Convênio ATN/SF-3586-BO) ejecutados por el 
Fondo Nacional de DesarroUo Regional (FNDR). El 8 de mayo de 1995, Oscar Arrien 
Sandoval, presidente ejecutivo dei FNDR, suscribió el Contrato de Consultoria 015/95 
con la firma Berthin Amengual por la suma de $us 15.000. La firma consultora determinó 
que la Valuación Patrimonial Proporcional (VPP) dei paquete accionario de Cordebeni en 
Fongabeni SAM era de $us 405.493. 

Por otro lado, el Ministério de CapitaUzación soUcitó la contratación de un consultor 
jurídico para apoyar la privatización de cuatro empresas de Cordebeni, entre las cuales 
figuraba Fongabeni. Se contrataron los servidos de Pablo Toledo Velarde por la suma 


604 Pliego de condiciones Licitación Pública MC/SNCI/UR/LIC-004/95. Venta dei paquete accionario perteneciente a 
la Corporación Regional de DesarroUo dei Beni en Fondo Ganadero dei Beni y Pando SAM. La Paz, julio de 1995. 
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total de $us 2.500 (que prorrateados a la cuarta parte serían $us 625). 

Aunque el paquete accionario de Cordebeni en Fongabeni (41,82%) fue ofertado me¬ 
diante Hcitación pública en tres oportunidades, las tres convocatorias fueron declaradas 
desiertas por falta de postores. De esa manera, Gonzalo Sánchez de Lozada y su gabinete 
ministerial determinaron autorizar al Directorio de Fongabeni SAM a proceder a la Hqui- 
dación voluntária de su institución en el marco de la Ley de Bancos y Entidades Finan- 
cieras. La liquidación voluntária de Fongabeni SAM fue aprobada mediante Resolución 
SB/191/96 del 9 de diciembre de 1996TE, emitida por la Superintendência General de 
Bancos y Entidades Financieras. Aun así, los gastos estatales en consultorias ascienden a 
Sus 15.625, conforme al siguiente detaUe; 


Cuadro 250. Gastos en consultorias para la privatización de Fongabeni SAM ($us) 


Descripción 

Costos 

Berthin Amengual Asodados 

15.000 

Pablo Toledo 

625 

Total: 

15.625 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en: Contrato de servidos n.° 015/95,08/05/1995, Contrato 026/95,27/06/1995. 


Fongabeni inicio operaciones el ano 1981 con un aporte estatal de $us 2.000.000 y en 
1994 se declaro su liquidación voluntária, con activos que apenas Uegaban a $us 405.493. 
Ese proceso de liquidación continúa, y se la registra como empresa cerrada. 

9.1.1.4. Cabana de Bovinos del Beni (Cabobe) 

La Cabana de Bovinos del Beni fue erigida sobre la base de Fomento del Beni (Fombeni) 
que había sido creada en los anos cuarenta del siglo XX por la CBF 

Entre 1945 y 1946 se trazaron las Hneas del programa ganadero nacional, el cual es- 
tableció que las zonas ganaderas del Oriente contaban con suficiente ganado para autoa- 
bastecer al país pero que tal objetivo no se lograba debido a los siguientes obstáculos; 

a) Transporte deficiente o inexistente. 

b) Falta de plantas frigoríficas para conservar la carne. 

c) Deficiências notables en los sistemas de crianza de ganado. 

d) Pérdidas de ganado por plagas y enfermedades. 

e) El tipo de ganado existente adolecía de notorias falias de resistência por falta de cuidado, 
mejoramiento y cruce. 

f) Exportación clandestina como resultado de precios diferenciales (Romero, 1974: 99). 

Para superar estos problemas, la CBF trazó un programa para la mejor utilización de 
los recursos existentes de carne y el incremento y mejoramiento de los rebanos. De ahí 
que tomó la decisión de cumpHr con los siguientes puntos básicos: 
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a) Incorporación de la raza cebú para mejorar la ganadería bovina, por su resistência a las enfermeda- 
des y parásitos y adaptación al ambiente tropical, precocidad en peso y buena calidad de carne. 

b) Creación de una estación ganadera para crianza y distribución de vacunos. 

c) Adquisición de ganado crioUo para cruzamiento. 

d) Cooperación al Instituto Oriental de Biologia para la mejora de sus instalaciones y productos. 

e) Investigación sobre enfermedades y pastos (Romero, 1974: 99). 

Fombeni inicio sus actividades con un centro ganadero de mü hectáreas y un frigorífico 
en la localidad de Reyes. Para el transporte de carne, la CBF adquirió aviones; también fueron 
abastecidos los centros de consumo de la zona altiplánica. El financiamiento provino de re¬ 
cursos de crédito de los Estados Unidos; el Servido Agrícola Interamericano (SAI) participo 
en diferentes funciones de la empresa desde 1955 hasta 1960. Posteriormente, recibió apoyo 
administrativo y económico de la Cooperación Técnica Suiza (Cotesu) hasta el ano 1990. 

De acuerdo al estúdio de Cabobe realizado por Cotesu en 1991, esa Cabana tuvo di¬ 
ferentes fases entre los anos 1949 y 1991:^°^ 


Cuadro 251. Fases de Cabobe (1949-1991) 



Fuente: Chollet, 1991. 


Como se puede observar en el cuadro, las tres últimas referencias muestran acciones 
realizadas en el periodo privatizador que será explicado más adelante. 

Cabobe era una cabana de reproductores destinada al mejoramiento e incremento 
de la producción ganadera y venta de carne. Tenía como objetivo ofrecer al ganadero 
productos de alto valor genético coadyuvando al mejoramiento productivo y repro- 
ductivo a través de su Cabana de Reproductores (carne y leche), además de consti- 
tuirse en un centro matriz agropecuário demostrativo y de consulta. Estaba ubicada 
en la localidad de Reyes, municipio dei mismo nombre, en la provinda Ballivián dei 
departamento dei Beni. 


605 “Estúdio sobre el destino deseado de Cabobe a través de la privatlzación”. Cabana Bovina Beniana, Reyes Beni 
Bolivia. Ph. Chollet, asesor Cotesu, presidente Federación de Ganaderos de Reyes. Reyes, julio 15 de 1991. 
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De acuerdo al informe de la consultora Coopers & Lybrand, en 1992 con un terreno 
de 15.895 hectáreas, distribuídas de la siguiente manera: 


Cuadro 252. Prédios de la Cabana de Bovinos del Beni, 1992 


N.° 


Descripción 

Hectáreas 

1 

Estancia central 

Cabana Central Cabobe 

865,50 

2 

Lechería"EI limoncito" 

16,47 

3 


Estancia Pala 

1.437,28 

4 

Campos de cria 

Estancia Copaiba 

2.467,25 

5 

Estancia Berna 

2.404,50 

6 


Estancia Guamiza 

4.363,12 

7 


Terreno Califórnia 

2.076,42 

8 

Terrenos de invernada 

Terreno El paraíso 

1.165,20 

9 


Terreno El diamante 

1.100,00 

Total 

15.895,74 


Fuente: Informe C Final. Coopers & Lybrand yotros, junio de 1995. 


La estancia central se encontraba prácticamente en el radio urbano del pueblo 
y era colindante con la pista de aterrizaje. Los campos de cria estaban a 12 km del 
pueblo y eran colindantes entre sí. Los terrenos destinados a campos de invernada 
estaban ubicados a 17 km de la propiedad principal y también eran colindantes entre 
sí (Coopers & Lybrand, 1992). 

Adicionalmente a las actividades ganaderas, las condiciones naturales de los terrenos 
en la región permitían desarroUar actividades agrícolas complementarias. Entre los cul¬ 
tivos que se podían sembrar estaban los de maíz, sorgo, soja, cana, arroz, frijol, plátano, 
pina, papaya, guineo, cítricos, cacao, café y yuca. 

En la cabana central se dispom^a de establos, corrales, matadero, maestranza central, 
vivienda de cuidadores, oficina central y vivienda de huéspedes. Se contaba con servicios 
de agua potable y energia eléctrica. Por su parte, los demás establecimientos disponían 
de establos, corrales y vivienda para los cuidadores, separados por las alambradas corres- 
pondientes; estos no contaban con instalación de servicios básicos. 

En cuanto al bato ganadero, Cabobe contaba en 1992 con ganado bovino, equino, 
caprino y ovino. Pero su principal actividad estaba dedicada a la ganadería bovina, 
contando con animales puros de las razas Nellore y Gyr y un ganado industrial des¬ 
tinado a faena. El consorcio Coopers & Lybrand, Harteneck López y Cia., y Chemo- 
nics informo que Cordebeni tenía las siguientes existências de ganado bovino al 31 
de agosto de 1992; 
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Cuadro 253. Existência de ganado bovino en Cabobe, 1992 



Fuente: Informe C Final. Coopers & Lybrand, Harteneck López y Cia. y Chemonics, junio de 1995. 


Con referencia al ganado no vacuno, en 1992 Cabobe contaba con 124 piezas de ganado 
cabaUar/®'’ 41 piezas de ganado caprino'^*’^ y 176 piezas de ganado ovino. 

Con referencia al número de trabajadores de la empresa, en el Presupuesto dei Sector 
Público para la gestión 1992,*’°’ Cabobe contaba con 58 trabajadores; aunque de acuerdo al 
informe de la consultora, al 21 de marzo de 1992 se mantenían 24 puestos de trabajo. 

Por efecto dei DS 21060, la CBF fue disuelta el ano 1985 y los activos industriales 
de Cabobe fueron transferidos a Cordebeni (DS 21060, 29/08/1985, art. 118, inc. a, y 
119, inc. b). De acuerdo al “Estúdio sobre el destino deseado de Cabobe a través de la 
privatización”, encomendado por Cotesu en 1991, en el ano 1985 se firmó un acuerdo 
de intenciones entre Cordebeni y Cotesu cuya finaüdad era la formación de una Sociedad 
Anónima Mixta, y en 1987 se elaboraron estatutos para el efecto. El mismo estúdio da 
cuenta de que a partir de 1988 hubo un cambio en la poHtica interna dei Estado boliviano, 
lo que impidió prosperar en esa bnea.*^^® 

El gobierno de Jaime Paz Zamora incorporó a Cabobe al proceso privatizador a tra¬ 
vés dei Decreto Supremo 22836 dei 14 de junio de 1991, enlistándola entre 60 empresas 
de las Cordes a ser privatizadas, con el nombre de “Emp. Ganadera Fonbeni-Cotesu”. 

Para cumpHr con la privatización de Cabobe, el 21 de febrero de 1992, Samuel Doria 
Medina, ministro de Planeamiento y Coordinación y presidente de la CEEP, contrató ser¬ 
vidos de consultoria para la valuación técnico financiera y el diseno de la estratégia para 
la privatización de nueve empresas “Productoras de Carnes y Alimentos Balanceados”,*^” 
entre las que estaba Cabobe. El consorcio contratado estaba formado por las consultoras 


606 68 caballos, 29 yeguas, 17 potriUos y potrancas, un potro y 9 mulares. 

607 10 cabras, 3 chivos y 28 cabritos. 

608 106 ovejas, 20 carneros y 50 corderos. 

609 Presupuesto dei Sector Público 1992. Título V. Presupuestos de las empresas públicas y sociedades de economia mixta 
(aprobado por Ley 1313 dei 27 de febrero de 1992). 

610 “Estúdio sobre el destino deseado de Cabobe a través de la privatización”. Cabana Bovina Beniana, Reyes Beni 
Bolivia. Ph. ChoUet, asesor Cotesu, presidente Federación de Ganaderos de Reyes. Reyes, 15 de julio de 1991. 

611 Las nueve empresas “Productoras de Carnes y Alimentos Balanceados”, evaluadas por el consorcio son: Cabana 
Lechera Todos Santos Paz (Caletsa), Albapor, Alimentos Balanceados Tarija (Albat), Industrias Avícolas de Tarija 
(lAT), Cabana Lechera Todos Santos Hirtner, Cabanas Bovinas dei Beni (Cabobe), Hacienda Ganadera Santa Martha, 
Truchas Piusilla, Planta de PoUos BB. 














794 


Las empresas públicas del departamento de Beni 


Coopers & Lybrand, Harteneck López y Cia., y Chemonics, y el costo total pagado por 
la evaluación de las nueve empresas fue de $us 194.077,60, cuyo prorrateo determina que 
fueron $us 21.564,18 los erogados para evaluar Cabobe. 

La reacción de la población de Reyes a la medida privatizadora asumida por el gobier- 
no central fue de oposición, por lo que se organizaron en una Fundación sin fines de lu¬ 
cro a fin de defender los intereses de la región. La Fundación Reyes para el DesarroUo de 
la Provinda BaUivián se constituyó en abril de 1992 y su personería jurídica fue aprobada 
mediante Resolución Suprema 21117 del 20 de agosto de 1992. 

El Directorio de Cordebeni aprobó una resolución para viabilizar la enajenación de 
Cabobe a través de la constitución de una sociedad anónima mixta. La Resolución 018/92, 
del 25 de agosto de 1992, resolvió viabilizar esa privatización en los siguientes términos; 

1. Autorísace [sic] al presidente de la Corporación de DesarroUo del Beni, Cordebeni, a firmar 
una Carta de Intenciones con la Fundación para el DesarroUo de la Provinda BalUvián y la 
Cooperación Técnica Suiza, Cotesu, para viabilizar la formación de una Sociedad Anónima 
Mixta como medio para la privatización de la Empresa Ganadera Cabobe de propiedad de la 
Corporación Regional de DesarroUo del Beni, enmarcado en el ordenamiento jurídico nacio¬ 
nal vigente (Resolución 018/92, 29/09/1992). 

Pero esta modaUdad de privatización no pudo concretarse, según la Fundación Reyes, 
debido a la falta de voluntad del presidente de Cordebeni que habría hecho caso omiso de 
la decisión del Directorio de Cordebeni que debía viabUizarse en la gestión 1992 para que 
Cotesu gestionara recursos económicos para concretar la constitución de la SAM en la ges¬ 
tión 1993.*^^^ La queja de la Fundación Reyes contra la administración de Cordebeni se hizo 
conocer mediante carta dirigida al secretario de DesarroUo Socioeconómico del Ministério 
de Planeamiento y Coordinación, Flavio Escóbar, el 10 de diciembre de 1992. 

De acuerdo al informe del consultor de la UEREP, José Antonio Uzquiano L., diri¬ 
gido a Ronald Mercado, coordinador general de la UEREP, la Fundación propuso ser 
la depositaria de los fondos obtenidos por la venta para reaUzar obras de interés social 
en Reyes, administrar directamente, o bien vender el 80% a 90% de Cabobe para que la 
Fundación Reyes se quedara con el resto e instalara un centro de investigación. Para la 
última propuesta, senalaban contar con apoyo de Cotesu. 

De acuerdo al informe elaborado por Cordebeni en 1993, estúdios preUminares reaU- 
zados permitieron afirmar que “.. .un 90% debería transferirse al sector privado. El 10% 
restante que constituye el bato ganadero mejorado, formaria parte de la cabana de mejo- 
ramiento genético del Beni; como apoyo al sector productivo pecuário”. 

En la reunión de la CEEP de fecha 3 de febrero de 1993, se informó que “una Fun¬ 
dación locaUzada en el mismo lugar había tomado esta Cabana”,'"^^ refiriéndose a la Fun- 


612 Nota de Dr. Assad Simon T., presidente de la Fundación, s/m, dirigida a Ronald Mercado, coordinador general 
UEREP, Ministério de Planeamiento y Coordinación. 

613 Acta de reunión de la CEEP. La Paz, 2 de febrero de 1993. 
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dación Reyes. De esta manera, el gobierno de Jaime Paz Zamora no logró concretar la 
enajenación de Cabobe. 

Dicha enajenación se reinició durante el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada, 
a partir de la emisión de la Resolución Codena 002/95 dei 25 de abril de 1995, por la 
cual se autoriza al Ministério de CapitaHzación privatizar 47 empresas, entre las que se 
encontraba Cabobe. Esa Resolución daba cuenta de que la Cabana constituía parte de 
un convênio para la creación de un Centro de Mejoramiento Genético, firmado entre el 
JICA de Japón, Cordebeni, la Federación de Ganaderos dei Beni y la Universidad Técnica 
dei Beni. Estaba previsto que en el proyecto Cabobe participara con su infraestructura y 
ganadería, además de una dotación de 15.000 hectáreas. Por eUo, la estratégia de transfe¬ 
rencia recomendada era la “transferencia interinstitucional de Cabobe”. 

Ante eUo, Cordebeni representó la decisión de una transferencia interinstitucional 
senalando que debía mantenerse bajo dependencia de ese ente regional. En su nota dei 4 
de mayo de 1995, dirigida a la UEREP, senalaba: 

...consideramos que Cabobe se lo debe mantener en Cordebeni y no procurar ninguna pri- 
vatización ni traspaso a otra institución. Al presente y durante muchos anos la Cabana no 
significa ningún gasto para el Estado ni para Cordebeni, Cabobe se autofinancia totalmente 
y esperamos que a partir de la presente gestión las utilidades que se generen se las dedique al 
apoyo de la investigación y apoyo al sector productivo más importante que tiene el Beni, su 
Ganadería Bovina.'’^'^ 

El 11 de enero de 1996, la consultora Maria José Pabón López Videla, en su Plan de 
trabajo para el primer semestre de 1996, daba cuenta de que la estratégia definida para el 
reordenamiento de Cabobe habría sido la transferencia interinstitucional, pero que dicha 
estratégia fue rechazada por el Codena,*^^^ lo que claramente contradecía lo resuelto en la 
Resolución Codena 002/95. 

En la gestión gubernamental de Hugo Banzer y Jorge Quiroga, Cabobe fue alquilada 
por la Prefectura dei Departamento dei Beni. En fecha 22 de mayo de 1998, el Consejo 
Departamental dei Beni, presidido por Ernesto Suárez Sattori, mediante Resolución n.° 
15/98 autorizó al prefecto dei departamento a; 

... alquilar al mejor postor mediante licitación pública, la cabana Cabobe ubicada en la pobla- 
ción de Reyes, debiendo para el efecto preparar la documentación pertinente como ser inven- 
tariación y revalorización de activos, pMegos de especificaciones técnicas y otras disposiciones 
que norman esta clase de procedimientos. 


614 Carta PRES. Oficio n.° 304/95, de Hans Schlink Monasterio, presidente Cordebeni, dirigida a Elvira Lupo de Velarde, 
directora ejecutiva de la UEREP. Trinidad, 4 de mayo de 1995. 

615 Plan de Trabajo primer semestre de 1996 de la consultora Maria José Pabón López Videla, presentado a Elvira Lupo 
de Velarde, directora ejecutiva Unidad de Reordenamiento. La Paz, 11 de enero de 1996. 
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El 30 de octubre de 2000, Ernesto Suárez Sattori, esta vez como prefecto del departa¬ 
mento del Beni, íirmó la Minuta de adjudicación de alquüer de fundos ganaderos, ganado 
e infraestructura. En los antecedentes del documento se senala: 

... el proceso de licitación [fue] realizado mediante Invitación Pública n.° 04/99, conforme al 
Reglamento Específico aprobado por la Administración Departamental del Beni, las Normas 
Básicas del Sistema de Administración de Bienes y Servicios, y las Normas Jurídicas vigentes 
aplicables a este tipo de contrato. 

En el proceso de contratación, la única empresa que participó fue la denominada SOCIEDAD 
ACCIDENTAL ESTANCIAS MEDINA, a cuyo efecto se ha adjudicado el alquüer de Ca- 
bobe a la mencionada empresa, según a los antecedentes cursantes en las actas de apertura de 
propuestas y calificación, resolución de recomendación, y la resolución de adjudicación que 
forma parte del presente contrato sin necesidad de formaüdad legal alguna.®’® 

El contrato tenía como objeto alquilar por 10 anos la Cabana “con toda su infraes¬ 
tructura, semovientes y otros que se detaUan en el inventario efectuado por la Consultora 
CAVE SRL” y cuyo valor total era $us 271.152,50. El canon de arrendamiento acordado 
era de $us 325.383 pagaderos en diez cuotas anuales cada 30 de octubre, de acuerdo al 
siguiente detaUe; 

1. "^ cuota; 16.269.15 a pagar el 30/10/2001 

2. ^ cuota; 24.403.73 a pagar el 30/10/2002 

3. "^ cuota; 35.558.77 a pagar el 30/10/2003 
4^ cuota; 35.558.77 a pagar el 30/10/2004 
5."^ cuota; 35.558.77 a pagar el 30/10/2005 
6^ cuota; 35.558.77 a pagar el 30/10/2006 
IJ" cuota; 35.558.77 a pagar el 30/10/2007 

8. "^ cuota; 35.558.77 a pagar el 30/10/2008 

9. "^ cuota; 35.558.77 a pagar el 30/10/2009 

10. "* cuota; 35.558.77 a pagar el 30/10/2010 

A pesar de este detaUe, la misma cláusula Cuarta (Canon de alquüer y forma de pago) 
se contradecía senalando en el siguiente párrafo que 

... la primera cuota de $us 16.269,15, se cancela en su totaüdad a la firma del presente contrato, 
por lo que EL ARRENDATARIO, queda liberado de su obligación de entrega de la boleta de 
garantia para el cumpümiento del pago del alquüer correspondiente al primer ano. 


616 Minuta de adjudicación de alquüer de fundos ganaderos, ganado e infraestructura, 30/10/2000, suscrita entre la 
Prefectura del departamento y la sociedad accidental Estancias Medina. 
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En caso de retraso en el pago dei alquiler, el contrato determinaba que la multa a 
pagarse seria de uno por mil dei monto total dei canon por cada día de atraso, además 
de que se debían presentar boletas de garantia para cada pago anual, salvo que el pago se 
realizara en forma anticipada. 

De acuerdo al contrato, el arrendatario (Sociedad Accidental Estancias Medina) ha- 
bria presentado la Boleta de Garantia n.° 88/2000 por el monto total dei contrato, boleta 
que fuera emitida por el Banco Trasadántico de la República de Panamá en favor de la ex 
Prefectura dei Beni, por un monto de $us 271.152,50. 

La minuta dei contrato de arrendamiento fue suscrita por tres representantes de la 
Prefectura dei Beni y dos por el arrendatario. 

Por la Prefectura dei departamento dei Beni; 

• Ernesto Suárez Sattori, prefecto. 

• Clemente Cárdenas Sanjinés, director general de Coordinación. 

• Mario Aponte Menacho, director de Administración y Finanzas. 

Por la Sociedad Accidental “Estancias Medinas”; 

• Carlos Hugo Medina Méndez. 

• Mario Fernando Anez Santivanez. 

Pero esta minuta de contrato de arrendamiento no fue protocolizada ante Notaria de 
Gobierno como la Ley determinaba. Esta omisión administrativa no buscó ser subsanada 
por esa autoridad sino hasta el ano 2006, luego dei faUecimiento dei arrendatario, como 
se verá más adelante. 

Por otro lado, el 8 de diciembre de 2005 fue promulgada la Ley 3256 que autorizaba a 
la Prefectura dei departamento dei Beni 

... la transferencia, a título oneroso, y a valor catastral con todos sus activos, übre de cualquier 
gravamen o deuda, de la Cabana de Bovinos dei Beni Cabobe, en favor dei Municipio de Re- 
yes, capital de la Provinda Ballivián, para generar y fortalecer el desarrollo agro productivo 
sostenible. (Ley 3256) 

Esta Ley, promulgada por Sandro Giordano, senador dei departamento dei Beni que 
ejercia como presidente interino de la República de Bohvia, jamás fue ejecutada. Para 
2005, Cabobe se haUaba en poder de los arrendatarios Medina y Anez, quienes no cum- 
pHan con los pagos anuales acordados en su contrato de arrendamiento. 

Recién en el afio 2006, después de que faUecieran los arrendatarios, el prefecto dei Beni 
Ernesto Suárez Sattori realiza trâmites para el reconocimiento de firmas dei contrato de 
arrendamiento de Cabobe suscrito en el afio 2000. Así lo informo la Gobernación dei de¬ 
partamento dei Beni en 2014, en su respuesta a la “Petición de informe escrito” de fecha 9 
de mayo de ese afio, solicitado por la asambleísta departamental Hilda Rea, que indica: 
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... en fecha 20 de julio de 2006, el Ing. Ernesto Suárez Satori en representación legal de la 
Prefectura del Departamento del Beni, al haberse obviado el reconocimiento de firmas del 
documento 30 de octubre del 2000, y ante el faUecimiento del senor Mario Fernando Anez 
Santibánez y Carlos Hugo Medina Méndez, presenta demanda de Medida de Reconocimiento 
de Firma ante el Juez de Partido en lo Civil de la Capital... (Gob. Beni, 2014) 

Se logró evidenciar que el 15 de noviembre de 2007, con Ernesto Suárez Sar- 
tori como prefecto del Beni, el abogado Hugo Rafael Saavedra Arteaga, en repre¬ 
sentación legal de la Prefectura del Departamento del Beni, procedió a formalizar 
demanda ordinaria ante Juez primero de Partido en lo civil comercial de la Capital, 
demanda ordinaria de resolución de contrato de arrendamiento y otros, argumen¬ 
tando de la siguiente manera; 

Ante el incumplimiento por parte del Arrendatário a las obligaciones estipuladas en la 
Cláusula Sexta del contrato de Adjudicación de Alquiler de Fundos Ganaderos, Ganado, 
Infraestructura, Semovientes, Maquinarias, Enseres y Equipos, de la Empresa denomina¬ 
da “Cabobe” de fecha 30 de octubre de 2000, y ante el abandono de la misma, falta de los 
ganados vacunos, equinos, caprinos, ovinos entregados a Carlos Hugo Medina Méndez 
y danos y perjuicios económicos, debido a la gran inversión de dinero que significa la 
Cabana de Ganado Bovino del Beni, y sus semovientes de raza, danos y perjuicios con la 
disposición y utiüzación descabeUada y abusiva de todo el ganado dado en alquiler, más el 
monto de danos causados con el incumplimiento a las cuotas que debieron ser canceladas 
anualmente. Asimismo incumplieron al no renovar a favor de la Prefectura del Departa¬ 
mento del Beni las Boletas de Garantia Bancaria por el canon anual de arrendamiento, en 
la rehabilitación de las maquinarias y equipos de “Cabobe”, en la subarrendación de los 
Fundos de “Cabobe” a terceras personas.®^^ 

Por lo descrito en el texto extraído del memorial presentado por Hugo Rafael Saa¬ 
vedra, se evidencia que los arrendatarios Anez y Medina no realizaron el pago de los 
alquileres pactados en la minuta del contrato de alquiler de Cabobe suscrito el 30 de 
octubre de 2000. Por el contrario —como afirma la demanda anteriormente citada— se 
habría hecho una “disposición y utiüzación descabeUada y abusiva de todo el ganado 
dado en alquiler”, deteriorándose las maquinarias y equipos de Cabobe, además de 
haber subarrendado Cabobe a terceras personas. 

En el afio 2014, en la gestión del prefecto Carmelo Lens, la asambleísta departa¬ 
mental Hilda Rea inició una investigación referida a estos hechos irregulares y a la 
situación de los activos de Cabobe y el dano económico causado al património de¬ 
partamental. Esto demuestra que los efectos negativos de las acciones privatizadoras 
en los gobiernos neoliberales aún persisten. 

617 Demanda civil de resolución de Contrato de arrendamiento interpuesta por la Prefectura del departamento del Beni 
contra la sociedad accidental Estancias Medina, 15/11/2007. 
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Algunas consideraciones económicas con relación a la enajenación de esta cabana; en 
1991 se determinó que el capital estimado de Cabobe era de $us 1.400.000, reportando 
además que contaba con 26 trabajadores a tiempo completo. 

La consultora Coopers & Lybrand, a cargo dei avalúo de los activos de Cabobe, determi¬ 
nó una valuación de $us 1.455.692, de acuerdo al detaUe reflejado en el siguiente cuadro; 


Cuadro 254. Valuación económica de los activos de Cabobe, 1993 ($us) 


1 Detalle 

Valor 1 

Terreno 

224.110 

Pastos cultivados 

11.700 

Construccionesymejoras 

95.930 

Otros activos fijos 

59.429 

Ganadovacuno 

1.028.753 

Otros ganados 

35.770 

Valor referencial asignado 

1.455.692 


Fuente: Coopers & Lybrand, 1993. 


Cabobe era una empresa símbolo dei departamento dei Beni, principalmente dei mu¬ 
nicípio de Reyes en la provinda José BaUivián, y buscaba impulsar la actividad ganadera 
dei país. Era una empresa autosostenible que no le generaba gastos al Estado boliviano; 
sin embargo, los diferentes gobiernos insistieron en su enajenación e incluso contrataron 
a un consorcio a un costo de $us 21.564,18 para que disenara una estratégia de privati- 
zación. La resistência a su privatización en el municipio de Reyes y en el departamento 
dei Beni evitó que las acciones privatizadoras concretaran su venta. A pesar de eUo, fue 
alquilada el ano 2000 por el prefecto Ernesto Suárez Sattori, quien no le dotó al Estado 
de las garantias previstas en la normativa boliviana para el cumpHmiento dei contrato, 
y Cabobe fue desmantelada por arrendatarios que ni siquiera cumpHeron los pagos dei 
alquiler anual. Se la registra como empresa cerrada. 

9.1.1.5. Planta de Silos Sachojere 

Entre 1975 y 1977, en el cantón Sachojere dei departamento dei Beni, se edificó la planta 
de arroz con silos de mampostería, equipamiento de transporte y ventilación de industria 
argentina, maquinaria para beneficiado de arroz de industria brasilera y obras eléctricas 
e instalaciones de grupos electrógenos. Se inició con la implementación de una benefi- 
ciadora de arroz, con el apoyo dei programa de la cooperación técnica de “China nacio¬ 
nalista”. Inició operaciones en el afio 1977. En 1980, Cordebeni compró silos metálicos 
de almacenamiento y maquinaria para la prehmpieza y secado (pelado y abriUantado) de 
arroz, sorgo y maíz.*"^® 

618 “Estúdio sobre el destino deseado de Cabobe a través de la privatización”. Cabana Bovina Beniana, Reyes Beni 
Bolivia. Ph. ChoUet, asesor Cotesu, presidente Federación de Ganaderos de Reyes. Reyes, 15 de julio de 1991. 

619 Pliego de condiciones Subasta Pública Ref.: MC/SNCI/UR/SUB-011/95. Venta de los activos de Planta de Silos 
Sachojere. La Paz, junio de 1995. 
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Los objetivos de la Planta de Silos Sachojere eran dotar a los agricultores de la zona de 
un centro de acopio de arroz, asegurándoles el mercado con precios justos y competitivos; 
incentivar a la empresa privada en la agricultura; regular el mercado con una distribución 
racional del producto, evitando en lo posible la especulación en el precio de venta. 

Su actividad era el acopio y beneficiado de arroz para el apoyo y desarroUo agrícola 
de la región. Su capacidad de almacenamiento de 1.020 toneladas en seis silos: tres de 
hormigón y tres metálicos. Tenía una capacidad de secado de 8 toneladas/hora y de 17 
quintales por hora para beneficiado de arroz. 

La planta estaba ubicada a 22 km en la carretera Casarabe-Trinidad, cantón Sachojere, 
municipio de Nuestra Senora de Loreto, provinda Marbán del departamento del Beni. 

La Planta de Silos Sachojere fue parahzada en 1990. 

En 1991, el gobierno de Jaime Paz Zamora incluyó a la Planta de Silos Sachojere entre 
las 60 empresas de las Cordes a privatizar (DS 22836,14/06/1991), pero no hizo mayo- 
res trâmites para enajenarla. 

Durante el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada, la enajenación de Silos Sachojere 
fue aprobada por el Directorio de Cordebeni el 6 de abril de 1995, mediante Resolución 
de Directorio de Cordebeni 10/95. El 25 de abril de 1995, el Codena determino la venta 
de Silos Sachojere mediante Subasta Pública (Codena, Res. 002/95, 25/04/1995). 

Para valorar y definir la estratégia de transferencia de Silos Sachojere al sector privado, 
el Ministério de Capitalización solicito la contratación de servidos de consultoria, los cuales 
eran financiados con recursos del BID (Convénio ATN/SF-3586-BO) cuya ejecución es¬ 
taba a cargo del Fondo Nacional de DesarroUo Regional (FNDR). El 12 de mayo de 1995, 
Oscar Arrien Sandoval, presidente ejecutivo del FNDR, suscribió el Contrato de Consul¬ 
toria 014/95 con el consultor individual Grover Sánchez Eid por la suma de $us 6.000. Por 
ese monto, el consultor debía evaluar dos empresas: la Planta de Alimentos Balanceados 
Beni y los Silos Sachojere, por lo que el costo de evaluación de cada una era de $us 3.000. 

El Plan específico y PUego de condiciones MC/SNCI/UR/SUB-011/95 “Venta de 
los activos de Planta de Silos Sachojere” fueron aprobados por el Ministério de CapitaU- 
zación en fecha 7 de junio de 1995, mediante Resolución Ministerial 025/95. 

De acuerdo al PUego de condiciones para la subasta púbUca de SUos Sachojere, el 
consultor había dividido los activos de la empresa en dos lotes: 


Cuadro 255. Avalúo de activos de Silos Sachojere, 1995 ($us) 


Categoria 

Descripción 

Valor de 
reposiciónZ 

Valor 

actuaIS 

Valor de 
Iiquidación4 

Lote 1 

Terrenos, edificaciones, Planta de Silos y Planta de 
Prelimpieza-Secado, instalaciones eléctricas y otros bienes en 
buen estado. 

298.405 

148.668 

133.047 

Lote 2 

maquinarias de beneficiado, abriilantado, motores, muebles, 
partes y piezas desmanteladas, etc. 

116.773 

18.181 

13.457 

Total 


415.178 

166.849 

146.504 


Fuente: Pliego de condiciones MC/SNCI/UR/SUB-011/95,1995. 
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Como se puede observar en el cuadro anterior, el avalúo realizado por el consul¬ 
tor Grover Sánchez determino que el valor de reposición de Silos Sachojere era de $us 
415.178, el valor actual era $us 166.849 y su valor de liquidación era $us 146.504. Este 
valor de liquidación se constituyó en el precio base de subasta. 

Para saneamiento legal de Süos Sachojere y otras tres empresas de Cordebeni, el 27 de 
junio de 1995 fue contratado el consultor Pablo Toledo Velarde, por la suma de $us 2.500. 
Correspondería a Süos Sachojere la suma de $us 625, la cuarta parte dei total dei contrato. 

Para la realización de la subasta de Silos Sachojere y otras 12 empresas de las 
Cordes, el Ministério de Capitalización contrato los servidos de la firma de marti- 
lleros Trust Service SRL, el 27 de junio de 1995, por el honorário fijo de $us 37.652 
(prorrateado ese monto, la privatización de Silos Sachojere seria $us 2.896,30). A 
ese honorário fijo debía sumarse una comisión de êxito de 2,3% sobre el valor bruto 
de venta de la empresa. Al declararse desierta la oferta de Silos Sachojere mediante 
subasta pública, el Ministério de Capitalización aprobó la firma de una adenda con 
la firma Trust Service SRL por un honorário fijo de $us 3.850 por 12 empresas, 
correspondiendo a cada una la suma de $us 320,83, manteniendo la comisión de 
êxito dei 2,3% (RM 052, 03/08/1995). El 18 de agosto de 1995 se aprobó la firma 
de una segunda adenda con la firma Trust Service SRL, por la declaratoria desierta 
de la segunda convocatoria; el honorário fijo convenido fue de $us 2.670 por doce 
empresas, correspondiendo la suma de $us 222,50 (RM 63/95). Esta última subasta 
tambiên fue declarada desierta. 

La gestión gubernamental de Hugo Banzer y Jorge Quiroga reinició el proceso 
de privatización de Silos Sachojere, a la cabeza dei Ministério de Comercio Exte¬ 
rior e Inversión. Para ello, se autorizó la contratación por excepción dei consultor 
individual Grover Sánchez Eid, para la actualización de los estúdios de evaluación, 
valoración y deíinición de estratégias y el asesoramiento al gobierno de Bolivia para 
la privatización de dos empresas; Alimentos Balanceados dei Beni y Planta de Silos 
Sachojere. Esa autorización fue aprobada mediante Resolución Ministerial 172/98 
dei 6 de octubre de 1998, en la cual tambiên se íijaba el honorário dei consultor en 
$us 2.000, correspondiendo $us 1.000 a cada una. 

El contrato con el consultor Grover Sánchez Eid fúe suscrito el 10 de octubre de 2000. 
Sus resultados permitieron preparar la Licitación Pública Nacional MCEl/Pref Beni/UR/ 
Lic-011. El 14 de marzo de 2001, el Ministério de Comercio Exterior e Inversión aprobó la 
Resolución Ministerial 052/01 que declaró desierta la licitación y puso a disposición de la 
Prefectura dei departamento dei Beni a Süos Sachojere (MCEl, 2001; 12). 

La Planta de Silos no se pudo vender, pero en consultoras y martiUeros para su priva¬ 
tización se gastaron los siguientes montos; 
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Cuadro 256. Gastos en consultorias y martilleos para privatizar Silos Sachojere ($us) 


1 Descripción 

Montos 1 

Consultor Grover Sánchez Eid, 1995 

3.000,00 

Consultor Pablo Toledo Velarde 

625,00 

Consultor Grover Sánchez Eid, 2000 

1.000,00 

Martillero Trust Services, honorário fijo primera subasta 

2.896,30 

Martillero Trust Services, honorário fijo segunda subasta 

320,83 

Martillero Trust Services, honorário fijo tercera subasta 

222,50 

Total 

8.064,63 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en: Contrato 14/95,12/05/1995; Contrato 26/95,27/06/1995; MCEI, 2001:12; Contrato de servidos de martilleo de 
27/06/1995, Adenda al contrato de servidos de martiileo de 01/08/1995 y Resoludón Ministeriai 063/95,18/08/1995. 


Finalmente, la Planta de Süos Sachojere fue cerrada en el ano 1990; en el ano 1995 
fue sometida a tres subastas públicas que se declararon desiertas por no haberse presen- 
tado postores. El ano 2000 se convoco a una nueva subasta que también fue declarada 
desierta. Durante el proceso faUido de su privatización se erogaron $us 8.064, sumando 
los gastos de consultorias y martilleo. 

9.1.1.6. Planta de Alimentos Balanceados Beni (iMbabeni) 

Esta unidad fue creada a partir de un programa de Cordebeni para el fomento agrícola, 
apoyado con recursos de la tercera amphación de un convénio con la República Popular 
de China, que tenía como objetivo instalar una planta de balanceados en la locahdad 
de San Carhtos, donde Cordebeni contaba con una estación experimental de desarroUo 
agropecuário (Sánchez, 1995; 10). La instalación de esta planta se enmarcó en las políticas 
de desarroUo agrícola de la región, ya que al no existir una planta de esta naturaleza se 
encarecían costos y se reducía la actividad pecuaria. 

En el ano 1993, Cordebeni adquirió los terrenos que pertenecieron a la cerrada 
fábrica de alambre de púas Tajibo, en la que la entidad regional tenía un paquete 
accionario junto a Fongabeni; la transacción se realizo con cargo a sus acciones en 
Fongabeni. La transacción por el terreno se consolidó en 1994 y Cordebeni pudo 
recoger la maquinaria y equipos que se encontraban en almacenes de la Aduana de 
Santa Cruz desde su importación en 1993. 

En 1994 se determinó reaUzar remodelaciones con fondos propios de Cordebeni para 
instalar maquinaria, equipo e instrumental —todos nuevos— provenientes del Convénio de 
Cooperación China. La misión técnica china reaUzó el montaje e instalación de la maqui¬ 
naria en forma paralela a la conclusión de las remodelaciones en los edifícios, concluyen- 
do el trabajo en el mes de junio de 1995. 

Se trataba de una empresa creada para la elaboración de aUmentos balanceados y para 
la crianza de animales, según dieta específíca (poUos parriUeros, cerdos, gaUinas ponedo- 
ras, cebús y otro ganado genético). 

Contaba con un terreno de 9.990 m2, un edifício de planta, laboratorio y galpones. Su 
maquinaria era nueva y completa para el preparado de aUmentos balanceados, de tecnologia 
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china recientemente instalada. Contaba con una capacidad para procesar 4.000 Tn por ano, 
presentando sus productos en bolsas de 50 Kg (Phego de condiciones, junio de 1995). 

La Planta de Albabeni no contaba con personería jurídica propia, constituyéndose en 
un proyecto de Cordebeni. 

Fue incorporada al proceso privatizador en el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lo- 
zada, en el momento en que se encontraba en etapa de montaje. El Directorio de Corde¬ 
beni aprobó su enajenación el 6 de abril de 1995, mediante Resolución de Directorio de 
Cordebeni 10/95. 

El 25 de abril de 1995, el Codena determinó la venta de la Planta de Alimentos Ba¬ 
lanceados dei Beni mediante Subasta Pública, senalando que era una unidad económica 
dependiente de Cordebeni y que “Actualmente se encuentra en etapa de montaje y a fines 
de mayo se iniciará el período de prueba” (Codena, Res. 002/95). 

Para valorar y definir la estratégia de transferencia de Albabeni al sector privado, el 
Ministério de Capitahzación sohcitó la contratación de servidos de consultoria, los cuales 
se financiaban con recursos dei BID (Convênio ATN/SF-3586-BO) que eran ejecutados 
por el Fondo Nacional de DesarroUo Regional (FNDR). El 12 de mayo de 1995, Oscar 
Arrien Sandoval, presidente ejecutivo dei FNDR, suscribió el Contrato de Consultoria 
014/95 con Grover Sánchez Eid por la suma de $us 6.000, monto por el cual el consultor 
evaluaría dos empresas (Albabeni y Silos Sachojere), por lo que la evaluación de Albabeni 
tuvo un costo de $us 3.000, la mitad dei total dei contrato. 

El consultor Grover Sánchez presentó su informe en junio de 1995, en el que reporta 
que los activos de Albabeni tenían un valor de reposición de $us 285.000, un valor actual 
de $us 258.739 y un valor de hquidación de $us 236.440 (Sánchez, 1995; 7). Recomendó 
que se ponga en marcha la planta y que su enajenación se reahce mediante la modahdad 
de subasta pública dei total de sus activos. 

El Ministério de Capitahzación aprobó el Plan específico y Phego de condiciones 
MC/SNCI/UR/SUB-012/95 para la venta de Albabeni el 7 de junio de 1995, mediante 
Resolución Ministerial 025/95, la cual determinó la subasta púbhca de todos los activos 
de Albabeni sobre el precio base de $us 236.440. 

Es oportuno senalar que en la descripción que el Phego de condiciones reahza de los 
activos instalados en el periodo 1994 a 1995 se afirma que, sobre la maquinaria, equipo 
e instrumental de laboratorio provenientes dei Convênio de Cooperación China, “no se 
tiene detahe en cuanto a bienes comprometidos y valores o precios”. Esto quiere decir 
que el avalúo dei consultor se reahzó sin que se conocieran los valores de adquisición de 
la maquinaria, equipos e instrumental dei laboratorio de Albabeni. 

Para saneamiento legal de Albabeni y otras tres empresas de Cordebeni, el 27 de junio 
de 1995 fue contratado el consultor Pablo Toledo Velarde, por la suma de $us 2.500. 
Correspondería a Albabeni la suma de $us 625, la cuarta parte dei total dei contrato. 

Según el Phego, los activos de Albabeni eran; un terreno de 9.990 m2, un edificio de 
planta, laboratorio y galpones, maquinaria completa para el preparado de ahmentos ba¬ 
lanceados, equipo de laboratorio y otros. 
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La subasta de los activos de Albabeni fue declarada desierta en tres oportunidades, debido 
a que no se presentaron postores. El consultor Sánchez reaRzo un nuevo avalúo en 1996; su 
informe de febrero de ese ano determino que Albabeni tenía un valor de reposición de $us 
285.000, un valor actual de $us 249.655 y un valor de Rquidación de Sus 144.248. El proceso 
de enajenación no pudo concretarse en la gestión del gobierno de Sánchez de Lozada. 

En 1998, el Ministério de Comercio Exterior e Inversión reanudó la privatización de la 
Planta de Albabeni y autorizo la contratación por excepción del consultor individual Grover 
Sánchez Eid, para la actualización de los estúdios de evaluación, valoración y definición de 
estratégias y el asesoramiento al gobierno de Bolivia para la privatización de dos empresas, 
una de eUas era la Planta de Albabeni. Esa autorización fue aprobada mediante Resolución 
Ministerial 172/98 del 6 de octubre de 1998, la cual también fijaba el honorário del consul¬ 
tor en $us 2.000. El monto correspondiente a la empresa que se describe seria $us 1.000. 

El contrato con el consultor Grover Sánchez Eid fue suscrito el 10 de octubre de 2000 
y los resultados de dicho informe permitieron preparar la Licitación Pública Nacional 
Ref: MCEI/Pref Beni/UR/Lic-010, que no tuvo resultados. El 14 de marzo de 2001, 
el Ministério de Comercio Exterior e Inversión aprobó la Resolución Ministerial 052/01 
que declaró desierta la licitación y puso a Albabeni a disposición de la Prefectura del de¬ 
partamento del Beni (MCEI, 2001). 

Albabeni no fue vendida, pero en consultorias y martiUeos se gastaron los siguientes 
monto s; 


Cuadro 257. Gastos en consultorias y martilleos para privatizar Albabeni ($us) 


1 Descripción 

Montos 1 

Consultor Grover Sánchez Eid, 1995 

3.000,00 

Consultor Pablo Toledo Velarde 

625,00 

Consultor Grover Sánchez Eid, 1998 

1.000,00 

Empresa de martilleros Cobomar SRL 

1.381,94 

Empresa de martilleros Cobomar SRL (adenda 1) 

404,51 

Empresa de martilleros Cobomar SRL (adenda 2) 

212,15 

Total 

6.623,60 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en: Contrato 14/95,12/05/1995; Contrato 26/95,27/06/1995; MCEI, 2001:12. 


Finalmente, Albabeni fue sometida a privatización al momento de su montaje; era una plan¬ 
ta nueva que no entró en funcionamiento, por lo que se la registra como empresa interrumpida 
en su implementación. Esa privatización faUida le costó al Estado la suma de $us 6.623,60; pero 
la pérdida mayor fue el deterioro de su maquinaria nueva avaluada en $us 285.000. 

9.1.1.7. Empresa Productora de Semilla Mejorada San Carlitos 

El origen de esta empresa data de 1976, cuando se constituye la Estación Experimental 
de San Carlitos, a través de un convénio de cooperación suscrito entre Cordebeni y la Mi- 
sión China. Esta estación estaba ubicada a 29 km al sudeste de Trinidad, sobre el camino 
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a Loreto, donde se han introducido y probado más de 400 variedades de arroz prove¬ 
nientes de distintos centros de investigación tales como el IPPI de Filipinas, el CIAT de 
Colombia, Taiwan, Argentina, EEUU y otros países (Cordebeni, 1983). 

Era un proyecto de Cordebeni conformado por cuatro subproyectos: mejoramiento 
de semiUas de arroz, mejoramiento de hortaüzas, mejoramiento de gramíneas y mejora¬ 
miento de cerdos. 

Los cuatro proyectos se encontraban en una misma propiedad de aproximadamente 
700 hectáreas de extensión que fuera adquirida de privados. En 1993 estaban en funcio- 
namiento el proyecto de cria de cerdos y el de arroz. El proyecto de cerdos funcionaba 
como un criadero modelo con razas cárnicas importadas que eran reproducidas y comer¬ 
cializadas, pero no reaüzaban investigación ni capacitación, estando en muy malas con¬ 
diciones por falta de recursos. El proyecto de semiUa mejorada de arroz producía cuatro 
variedades de semiUas de muy alto rendimiento, incluso mejor que los de Santa Cruz; 
pero no se había podido introducir entre los productores privados por el poco interés que 
mostraban a esta actividad agrícola. El convênio con China estaba vigente hasta julio de 
1994, con importantes perspectivas de renovación. Los otros dos proyectos (hortahzas y 
gramíneas) no habían tenido resultados positivos.'"^'^ 

En 1991, el gobierno de Jaime Paz Zamora incluyó al Proyecto de SemiUas Mejoradas 
San Carlitos al proceso privatizador con el nombre de “Emp. Prod. de SemiUa Mejorada- 
EPSM”, enUstándola entre 60 empresas de las Cordes a ser privatizadas. 

El informe de los funcionários de la CEEP Jorge Harriague U. y Roberto Gasser, 
dei 30 de marzo de 1993, informaba que Cordebeni había tomado la decisión de 
transferir todos los activos de San Carlitos al sector privado, descartando la renova¬ 
ción dei convênio de cooperación con China que concluía en julio de 1994. Para esa 
privatización, consideraban que convendría que los activos de SemiUas San Carlitos 
fueran divididos en lotes; uno correspondiente a la granja de cerdos, otro a la ma¬ 
quinaria agrícola y otro al terreno. El lote de terreno también podría subdividirse en 
otros. Finalmente, el informe de esos técnicos recomendó realizar la valoración de 
los activos para proceder a su subasta pública. 

En 1995, el jefe dei Departamento Agropecuário de Cordebeni, Antonio José Melgar 
Becerra, elaboró un informe justificando que el Proyecto San CarUtos fuera retirado dei 
proceso de privatización. El informe senalaba que este Centro de Investigación, por su 
potencial, seria un apoyo importante al “Programa de mejoramiento genético en ganado 
para carne” a ejecutarse con el apoyo de JICA en Cabobe, y —dada su estratégica ubica- 
ción— seria de un apoyo invalorable para la ejecución dei Convênio firmado entre Cor¬ 
debeni, la Secretaria Nacional de Agricultura y Ganadería e Inprolac (Planta IndustriaU- 
zadora de Productos Lácteos), para el desarroUo dei programa de inseminación artificial, 
apoyando a los socios de la Inprolac. 


620 Informe de viaje “Situación de las Unidades Econômicas dependientes de Cordecruz, Cordebeni y Cordepando”, 
elaborado por Jorge Harriague U., Subdirector de la UEREP y Roberto Gasser, analista financiero UEREP a Lic. 
Patricio Garrett M., director ejecutivo UEREP. La Paz, 30 de marzo de 1993. 
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Ese informe fue remitido al Ministério de Capitalización por el presidente de Corde- 
beni, Hans Schlink, mediante carta Pres. Oficio n.° 372/95 del 16 de junio de 1995. No 
se cuenta con información del curso que siguió esta propuesta. 

En el Informe de gestión de 1995, la Unidad de Reordenamiento del Ministério de 
Capitalización incluía a esta empresa entre las unidades económicas que se encontraban 
“sin saneamiento legal”. Al término de la gestión de Gonzalo Sánchez de Lozada no 
se concretó su venta. 

El gobierno de Hugo Banzer Suárez y Jorge Quiroga reactivó la privatización de este 
proyecto bajo el denominativo de “Hacienda San Carlitos”, a través de la Unidad de 
Reordenamiento dependiente del Ministério de Comercio Exterior e Inversión. El 25 
de mayo de 2000 se realizó el acto de apertura de propuestas para la Licitación Pública 
Nacional de sus activos, declarándose desierta por no haberse presentado proponentes 
(MCEI, 2001: 11). Para ese momento, la Hacienda se encontraba alquilada a Federico 
Valência, propietario de la Empresa Herval. 

Insistiendo en su privatización, el 10 de octubre de 2000, el Ministério de Comercio 
Exterior e Inversión contrató los servidos del consultor Grover Sánchez Eid para que 
realizara estúdios de evaluación, valoración y diseno de estratégias para privatizar la Ha¬ 
cienda San Carlitos. Con base en su informe se determinó que esa privatización tenía 
problemas legales referidos a los siguientes aspectos; 

• No existe la documentación de la propiedad de la Hacienda. 

• Existe un juido respecto al arriendo que efectuó la Prefectura de Beni a la empresa Herval 
para sus operadones hasta el periodo 2002 a cambio de un arriendo semestral que nunca fue 
cancelado por la mencionada empresa (MCEI, 2001: 11). 

Ante esta información, la Prefectura del departamento del Beni presentó una deman¬ 
da a la empresa Herval por el no pago del canon de arriendo comprometido; de acuerdo a 
la Memória 2000-2001 del Ministério de Comercio Exterior e Inversión, ese htigio estaba 
en proceso judicial en la gestión 2000. 

En diciembre de 2000, el Ministério de Comercio Exterior e Inversión oficiahzó ante 
la Prefectura del Beni el retiro del proceso de privatización de la Hacienda San Carlitos, 
basado en el informe del consultor Sánchez y “Uegando a la conclusión de que al existir 
problemas jurídico-legales que imposibilitan su transferencia al sector privado, se requiere 
efectuar un saneamiento jurídico-legal por parte de la Prefectura del Departamento”. 

SemiUas San Carlitos fue incluida por el gobierno de Jaime Paz Zamora al proceso pri- 
vatizador; la falta de saneamiento legal de su infraestructura impidió su enajenación, cons- 
tituyéndose en un proceso de privatización faUido. Se la registra como empresa cerrada. 


621 Informe de gestión 1995, Unidad de Reordenamiento. 
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9.1.1.8. Aserradero Chimanes San Borja 

La expiotación maderera en el Bosque Chimanes se inicio en 1978, pero el Estado boli¬ 
viano recién otorgó contratos de corte anual a siete companías privadas en 1987, en una 
superfície de 579.000 hectáreas (Bolfor, 1996; A inicios de la década dei 80 se había 

comenzado a hablar de la construcción de un aserradero. En 1983, Cordebeni informo 
de la postergación de la implementación dei Proyecto Aserradero Chimanes por falta de 
fínanciamiento; hasta ese ano, fue solo un proyecto priorizado que incluía la elaboración dei 
estúdio de factibilidad, el plan de ordenación forestal y la instalación de un aserradero. 

El Proyecto Aserradero Chimanes surgió en la época de la expansión maderera cru- 
cena y pacena sobre los bosques dei Beni, particularmente aqueUos ricos en maderas pre¬ 
ciosas. Época, también, en que surgen las demandas indígenas por el reconocimiento de 
territórios ancestrales (que incluían la Reserva dei Bosque de Chimanes) y las consecuen- 
tes movíUzaciones regionales por un mejor control dei saqueo y explotación irracional de 
la mara de la Reserva Forestal de Chimanes.^^ 

El Proyecto de Conservación, Manejo, Aprovechamiento, Uso Integral y Sostenido 
de los Bosques de la Región de Chimanes Beni Bohvia PD 33/93, fue fínanciado por la 
Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura (FAO por 
sus siglas en inglês).Era un proyecto que pretendia evitar las demandas anteriores y 
fue promovido por el ex Centro de DesarroUo Forestal (CDF); al mismo tiempo que la 
Câmara Forestal de empresários madereros promovia un convênio para la implementa¬ 
ción dei “Programa Chimanes” que tenía como fínalidad la reforestación dei Bosque de 
Chimanes con mara. El “Programa Chimanes” fue fínanciado e implementado, y con el 
avance de las demandas indígenas fue expulsado dei Bosque de Chimanes.*^^^ 

El Aserradero Chimanes no logró consohdarse como proyecto ni como empresa. 
El Programa Chimanes, que era el germen para la constitución dei aserradero, estaba 
ubicado en la Reserva de Inmovihzación Forestal dei Bosque de Chimanes (Provincias 
BaUivián, Moxos y Yacuma), dei departamento dei Beni, tal como se puede verifícar en 
la siguiente fígura; 


622 Los permisos para explotación maderera se otorgaron durante el gobierno de Víctor Paz Estenssoro, luego de que 
aprobara el levantamiento de la Reserva Forestal de Inmovilización Chimanes bajo el argumento de que generaría 
regaKas sobre la extracción maderera (DS 21483,19/12/1986). Para esta privatización dei Bosque Chimanes, la CDF 
Regional Norte, convocó a Hcitación pública para otorgar permisos de “inventario forestal y prioridad de áreas de 
corte” (Rea, 2005: 64). 

623 Testimonio de Tania Melgar, participante dei equipo de elaboración dei Diagnóstico dei Bosque de Chimanes para la 
demanda territorial indígena y Senadora dei Beni (2010-2015). 

624 Extraído de: http:// agris.fao.org/ agris-search/search.do?recordID=XF2015013256 

625 Testimonio de Tania Melgar, participante dei equipo de elaboración dei Diagnóstico dei Bosque de Chimanes para la 
demanda territorial indígena y senadora por el Beni (2010-2015). 
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Gráfico 31. Mapa del bosque Chimanes 



mu 


CHU 


MAPA DEL BOSQUE CHIMANES 


■O» Am 


En 1991, el gobierno de Jaime Paz Zamora determino la privatización 60 empresas 
de las Cordes, enüstando a “Aserradero Chimanes San Borja” en esa hsta (DS 22836, 
14/06/1991). 

Bajo ese marco legal, la Comisión de Evaluación de la Empresa Pública (CEEP), presidida 
por Samuel Doria Medina, contrato los servidos de la Agencia de Compras PNUD/OSP 
para que seleccionara una lista corta de consultoras para determinar cuál seria la que evaluaría 
el paquete n.° 12 denominado “Forestal y aserradero”ese paquete estaba compuesto solo 
por la empresa “Aserradero Chimanes San Borja”,'"^^ una empresa inexistente. 


626 Carta BOL/88/003/7014-C, remitida por Jorge Claro, coordinador internacional PNUD/OSP a Samuel Doria 
Medina, ministro de Planeamiento y Coordinación. La Paz, 28 de noviembre de 1991. 

627 Términos de Referencia 
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El 28 de noviembre de 1991, el PNUD/ OSP informo que se presentaron cinco firmas 
consultoras; Mendieta y Asociados, Secoreoc SRL, Roche Ltd., Management Eng. Associa¬ 
tes y Le Groupe SM Inc.; pero que solo Mendieta y Asociados había superado el puntaje 
mínimo, por lo que propoma declarar desierta la convocatoria. Si bien no se tiene el costo 
unitário de este proceso de selección, se cuenta con el antecedente de la selección de firmas 
consultoras para el paquete n.° 3 Fábricas de cemento, realizado al mismo tiempo que la 
selección dei paquete n.° 12; en esa ocasión, PNUD/OSP cobró la suma de $us 15.000. 

Pero en 1992, Cordebeni evidencia la no existência dei Aserradero Chimanes, en los 
siguientes términos; 

Referente a la Empresa Aserradero Chimanes, que también se menciona en el Decreto Supre¬ 
mo respectivo, debemos indicar que el mismo solo fue un proyecto presentado a instancias 
nacionales en anteriores gestiones. El Proyecto no encontro financiamiento y la empresa no 
existe como tal.®^® 

Sobre el tema, en 1993, el informe de los funcionários de la UEREP Jorge Harria- 
gue U, subdirector, y Roberto Gasser, analista financiero, dirigida a Patrício Garrett M., 
director ejecutivo UEREP, senala que el “Aserradero Chimanes fue concebido como 
un proyecto durante el desarroUo de un seminário propiciado por Naciones Unidas. Sin 
embargo, fue un proyecto nunca ejecutado”.^^^ 

El gobierno de Jaime Paz Zamora aprobó el DS 22836 (14/06/1991) instruyendo 
privatizar una empresa que no existia y que ni siquiera se había concretado como pro¬ 
yecto. Por tanto, se la registra como un plan interrumpido. En 1991, se reahzaron gastos 
contratando al PNUD/OSP para que seleccione a una empresa consultora que evaluara 
este proyecto para su privatización. 

9.1.1.9. Empresa de Fomento Pesquero (Emfopescor) 

La Empresa de Fomento Pesquero inició su fase piloto en el ano 1982 (Noack, 1991). Fue 
creada en el ano 1992 con apoyo de la Cooperación Britânica en el marco dei desarroUo 
de programas para fomentar el desarroUo de la cadena piscícola (IFPRI, 2007; 5). 

Su actividad era la pesca, almacenamiento y comerciaUzación de pescado. Su objetivo 
principal era fomentar la pesca en la región. En 1993, se informaba que Emfopescor 
planeaba ampUar su flota pesquera y complementar sus actividades con otro proyecto 
financiado por el JICA que incluía la instalación de piscinas para la cria de peces.*’^*^ 

628 “Privatización de Empresas de Cordebeni”. Documento que fue presentado en el informe de viaje de Alfredo 
Vásquez C., consultor de la División de Evaluación y Privatización. Ref: Viaje de Trabajo a Trinidad (Localidad Reyes- 
San Borja). La Paz, 21 de septiembre de 1992. 

629 Informe JHU-02/94 de Jorge Harriague U., Sub director UEREP y Roberto Gasser, analista financiero UEREP, 
a Patricio Garrett M., director ejecutivo UEREP. Ref: Situación de las Unidades Econômicas dependientes de 
Cordecruz, Cordebeni y Cordepando. La Paz, 30 de marzo de 1993. 

630 Informe: Situación de las Unidades Econômicas dependientes de Cordecruz, Cordebeni y Cordepando. De Jorge 
Harriague U. Subdirector —UEREP y Lic. Roberto Gasser analista financiero —UEREP a Lic. Patricio Garrett M. 
director ejecutivo -UEREP. La Paz, 30 de marzo de 1993. 
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Con este fin, se instalo un centro de acopio y procesamiento de carne de pescado 
que contaba con seis câmaras de frio, laboratorios, ahumadores y producción de hielo en 
cubos, todo esto para dar valor agregado a la carne y mejorar la distribución del produc- 
to. En esa época tuvo lugar una abrupta caída en la extracción de peces en los rios y la 
instalación quedó sobredimensionada. Se presentó entonces la opción de acopiar peces 
producidos en sistemas piscícolas para aprovisionar la planta (IFPRI, 2007; 5). 

En 1993, se informo que sus câmaras de frio se encontraban en óptimo estado y, al 
no haber mucha pesca, estarían sobredimensionadas, ya que no se utilizaba ni el 1% de la 
capacidad máxima instalada. Había una fábrica de hielo que producía más para la comer- 
ciahzación que para la conservación del pescado, generando algún ingreso adicional. 

Era una empresa autónoma en su administración, bajo propiedad de Cordebeni. 

Emfopescor fue incorporada al proceso privatizador por el gobierno de Gonzalo Sán- 
chez de Lozada. En su “Informe de gestión de 1995”, la Unidad de Reordenamiento del 
Ministério de Capitahzación incluyó a esta empresa entre las unidades económicas que se 
encontraban “sin saneamiento legal”. 

El 26 de mayo de 1995, Hans Shchnk Monasterio, presidente de Cordebeni, comunicó 
a la UEREP que el Directorio de Cordebeni había aprobado la transferencia de los acti- 
vos de Emfopescor al “Proyecto de DesarroUo Integral Pesquero Amazônico (Prodipa)”, 
senalando que la entidad regional consideraba que no existia justificación para proseguir 
con la privatización de Emfopescor. 

Emfopescor logró su continuidad institucional en Cordebeni luego de la transferencia 
de sus activos a un nuevo proyecto dependiente de la misma entidad, a consecuencia de la 
presión de la cooperación internacional britânica que financiaba su desarroUo. 

9.1.1.10. Administración Regional de Obras Sanitarias del Beni (AROS Beni) 

La Administración Regional para Obras Sanitarias del Beni (AROS Beni) fue creada en 
1975 como entidad especializada para el abastecimiento y prestación de servidos de agua 
potable y alcantariUado, con jurisdicción en el departamento del Beni y domicilio en la 
ciudad de Trinidad, con duración indefinida y plena capacidad para ejercitar todos los 
actos de la vida jurídica (DS 12562, 05/06/1975, art. 1). 

Para su funcionamiento, la Alcaldía Municipal de Trinidad transfirió todos los estú¬ 
dios y proyectos, bienes muebles e inmuebles e instalaciones necesarias para la prestación 
de sus servicios. Asimismo, fueron transferidas —sin excepción alguna— las concesiones, 
derechos, impuestos, patentes o cualquier otro tipo de gravamen, vigente o devengado, 
referente a la dotación, amphación, prestación y mantenimiento de sus servicios, a partir 
de la fecha de su funcionamiento legal (DS 12562, 05/06/1975, arts. 27 y 28). 


631 Informe de gestión 1995, Unidad de Reordenamiento. 

632 Carta s/n remitida por Hans Schlink Monasterio, presidente de Cordebeni, a Elvira Lupo de Velarde, directora 
Ejecutiva de la UEREP. Trinidad, 28 de mayo de 1995. 
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AROS Beni presto los servidos de agua potable y alcantariUado en el departamento 
dei Beni hasta el ano 1989, ano en que fue disuelta y sus bienes, activos y pasivos cedidos 
a la Cooperativa de Agua de Trinidad (Coatri), mediante Decreto Supremo 22367 dei 16 
de noviembre de 1989. 

Coatri fue creada el ano 1988 y adquirió su personería jurídica el 22 de diciembre de 
1988, mediante Resolución dei Consejo Nacional de Cooperativas n.° 03846. Su juris- 
dicción corresponde al Municipio de Trinidad, pudiendo ampliar sus servicios a otros 
âmbitos territoriales y jurisdiccionales dei departamento. Su duración es indefinida. 

En 1991, el gobierno de Jaime Paz Zamora incorporo esta empresa de servicios al 
proceso privatizador, aún bajo el denominativo de Administración Regional para Obras 
Sanitarias dei Beni (AROS Beni), bajo dependencia dei Ministério de Asuntos Urbanos. 
Así había sido catalogada por la consultora Price Waterhouse en el ano 1990 (Price Wa- 
terhouse, 1990) y así fue enüstada en los anos 1992 y 1993 por la CEEP-UEREP en la 
hsta de empresas municipales a privatizar. 

Pero el gobierno de Jaime Paz Zamora pospuso su política privatizadora de los 
servicios básicos y fue el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada el que avanzó en 
modificar la normativa sectorial, apoyado en la nueva normativa regulatoria enmar- 
cada en la Ley 1600 SIRESE, dei 28 de octubre de 1994. A pesar de sus esfuerzos 
por aprobar una nueva Ley de Aguas, no logró concretarla por la oposición de los 
actores sociales; sin embargo, al finalizar su gestión gubernamental, aprobó modifi- 
caciones a la normativa dei sector aguas mediante decreto supremo, creando la Su¬ 
perintendência de Aguas y aprobando el Reglamento sobre Concesiones dei Sector 
Agua (DS 24716, 22/07/1997). 

El gobierno de Hugo Banzer y Jorge Quiroga retomo la privatización de las coope¬ 
rativas de servicios —entre eUas Coatri— sin poder Uegar a concretarla, a pesar de haber 
aprobado la normativa que instruía esa privatización, la Ley 1867 de Propiedad y Crédito 
Popular (PCP) que senalaba; 

IV. Guando los resultados de la evaluación determinen que la Cooperativa de Servicios Pú¬ 
blicos no satisface los objetivos y metas de crecimiento y caHdad o que el patrimônio de los 
cooperativistas esté en serio riesgo de disminución, deberá realizar asociaciones o aUanzas 
estratégicas con otros tipos de asociaciones o sociedades que le permitan incrementar capaci- 
dad económica, financiera y operativa. Para tal efecto, deberá suscribir contratos de sociedad, 
de administración o de riesgo compartido con otras personas colectivas, cooperativas o no 
cooperativas de caüficada solvência técnica y económica, elegidas de forma transparente y 
competitiva (Ley 1867, art. 25). 
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Para esa privatización se contó con recursos del Banco Mundial a través del Convé¬ 
nio de Crédito 3108-BO, “Proyecto de Asistencia Técnica para la Reforma Regulatoria 
y Privatización”, aprobado por la coaüción gubernamental mediante Ley 1894 del 7 de 
septiembre de 1998. Ese convénio contenía un punto denominado “Transformación de 
las Cooperativas de Servicios Público 

Por su parte, Coatri se sometió al Reglamento sobre concesiones del Sector Agua, 
regularizando su concesión ante la Superintendência de Aguas. El 22 de noviembre de 
1999, esa entidad regulatoria aprobó la Resolución Administrativa 47/99, otorgando en 
favor de Coatri Ltda., la concesión de uso y aprovechamiento de aguas y la concesión de 
los servicios de Agua Potable y AlcantariUado Sanitario en la Ciudad de Trinidad.'^^'* El 
contrato fue suscrito el 23 de noviembre de 1999, por un plazo de 15 anos. 

Esta política privatizadora de Hugo Banzer, dirigida a las cooperativas, tuvo la resis¬ 
tência principalmente de las cooperativas de teléfonos y no se Uegó a concretar. 

La Administración Regional de Obras Sanitarias del Beni (AROS Beni) se considera 
como empresa transferida porque sus activos fueron trasferidos a la Cooperativa de Agua 
de Trinidad (Coatri) al inicio del proceso privatizador (1989). Los posteriores esfuerzos 
privatizadores para transformaria en sociedad anónima no prosperaron y en la actualidad 
Coatri presta servicios a la población de Trinidad. 

9.2. Estúdio de caso: Empresa Nacional de la Castana (Enaca) 

9.2.1. Aspectos generales 

La Empresa Nacional de la Castana (Enaca) era una unidad económica dedicada al aco- 
pio y beneficiado de la castana para su exportación a Estados Unidos y países de Europa. 
Contaba con dos plantas beneficiadoras, una en Cobija y otra en Riberalta, y otorgaba 
financiamiento a los productores castaneros. 

Los antecedentes de la Empresa Nacional de la Castana (Enaca) se relacionan con el 
accionar de la CBF que, aunque tenía presencia nacional, su actividad se focalizaba en el 
oriente boliviano. En 1967 inició sus programas de fomento anuales al desarroUo de la 
producción castanera (Programa Castana). Luego de vários anos de actividad, esta enti¬ 
dad consideró que “era conveniente instalar una empresa que se dedicara exclusivamente 
al beneficiado de la castana” (Justiniano, 1986; 32). De esta forma, en 1975, el Uamado 
“Programa Castana” se transformó en Enaca. 


633 Este crédito está referenciado en la nota Cite: VIP-E-1009/98, remitido por el viceministro de Inversión y 
Privatización, Miguel López Bakovic, al ministro de Trabajo y Microempresa, Leopoldo López Cossío. La Paz, 18 de 
noviembre de 1998. 

634 Informe asesoría legal 254/2016, remitido por el abogado José Rolando Rocha Aponte -vía Jorge Suárez Zambrano, 
asesor jurídico GAMT- al alcaide municipal de Trinidad, Ing. Mario Suárez Hurtado, Trinidad, 28 de septiembre de 
2016. Documento que fuera remitido al presidente de la Comisión Especial Mixta de Investigación de la Privatización 
y la Capitalización de la ALP, Javier Zavaleta López, mediante nota DESP OE N.° 1059/2016. Trinidad, 28 de 
septiembre de 2016. 
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Enaca se creó mediante Resolución Interna de la CBF 43/75 dei 15 de julio de 1975, 
instalando una planta beneficiadora en Riberalta. Los principales objetivos de Enaca al 
momento de su creación fueron los siguientes: 

• Brindar financiamiento oportuno a los productores de almendra al inicio de la zafra. 

• Regular los precios de compra, evitando el monopoHo de los rescatadores extranjeros. 

• Incentivar las tareas de recolección para evitar las migraciones internas. 

• Constituir mercados seguros para los zafreros. 

• Generar divisas por exportación.*"^^ 

Según investigaciones promovidas por la FAO, Enaca estableció su sede en Riberalta 
y contaba con tres plantas procesadoras de castana; en Cobija, Blanca Flor y Riberalta, 
afirmando que la empresa castanera estatal, junto con Hecker Co., fueron la columna 
vertebral de la industria en los anos sesenta y setenta (Bojanic, 2001). 

9.2.I.I. Rol de Enaca en el sector 

La cadena productiva de la castana tiene cuatro etapas, con sus respectivos actores, tal 
como se muestra en el siguiente gráfico; 


Gráfico 32. Cadena productiva de la castana y sus actores 



Fuente: CEMIPyC, 2018. 


Las formas de aprovechamiento de la castana no han variado desde sus inicios, ya 
que es un producto natural silvestre, por lo que el empresário no invierte casi nada en su 
producción, sino apenas en la apertura de senderos o brechas en el monte, en centros de 
acopio y en el transporte de la castana a esos centros. 

Los zafreros, campesinos e indígenas recolectan los frutos para luego romper la nuez 
(coco) y retirar las semiUas, seleccionándolas y trasladándolas al centro de acopio (payo- 
les) para su secado. 

Los barraqueros —intermediários que aknacenan las nueces durante la zafra— eran quienes 
dominaban la región y la economia de la castana, ya que “mantenían la fuerza laborai rural en- 
deudada y atada a la tierra” (Quino, 2014; 7). La frma de pago practicada con los recolectores 
era el sistema dei “habilito”, que es el pago adelantado en dinero o en especie, creando una deu- 

635 Documento de Cordebeni sobre la privatización de sus empresas de 1992, adjunto al Informe de Alfredo Vásquez C., 
consultor de la División de Evaluación y Privatización de la UEREP, de 21 de septiembre de 1992. 
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da que los recolectores no pueden pagar con lo obtenido en la recolección de la campana, por 
lo que su deuda se acrecienta con los anos (Quino, 2014). Al decir de Mendizábal (citado por 
Quino, 2014), el habilito es una “forma semi-esclavista de interrelación obrero-patronal”. 

En cuanto a las beneficiadoras, estúdios realizados sobre la industria castanera de esa 
época senalan que: 

En la región existen cuatro plantas beneficiadoras de castana: una es la Empresa Nacional 
de la Castana (Enaca), dependiente de la CBF, que tiene ubicadas sus plantas en las ciu- 
dades de Cobija y Riberalta). La otra es la Empresa Hecker, cuyas fábricas beneficiadoras 
se ubican en la localidad de Conquista, provincia Manuripi, en el departamento de Pando. 
(Ormachea y otros, 2015: 25) 

En las beneficiadoras, la mayor parte de la fuerza de trabajo asalariada estaba com- 
puesta por quebradoras de castana que trabajaban a domicilio, sujetas a salario a destajo 
(Ormachea, 2015: xii). Las empresas facihtan a cada una de las quebradoras contratadas 
una o más máquinas quebradoras para procesar la matéria prima. En 1985, entregaban 
diariamente 40 kg de castana en cáscara a cada quebradora y eUa devolvia al día siguien- 
te la almendra pelada. 

Controlando el acceso a los bosques y monopolizando el mercado y las redes crediti- 
cias los barraqueros mantenían a la fuerza laborai bajo su dominio, por lo que la presencia 
estatal en la producción de la castana era importante, no solo para desarroUar esa eco¬ 
nomia sino también para trasuntar el sistema feudal de explotación a los recolectores. 

Pero las operaciones estatales en la economia de la castana, bajo la gerencia de Enaca, 
estuvieron inicialmente dirigidas solo a los barraqueros, que eran quienes accedian a los 
créditos que daba el Estado, ya sea a través de la CBF-Enaca, o incluso en forma directa 
como crédito puente. A finales de la década de los setenta, campesinos y zafreros se 
movtlizaron en respuesta al abuso económico y controles de precios ejercidos por los ba¬ 
rraqueros y comerciantes locales, principalmente contra la Asociación de Productores de 
Goma y Almendra (Asprogoal), un grupo compuesto por la élite tradicional de la región 
(Ormachea y Fernández, cit. en Cronkleton y Albornoz, 2009: 15). 

La movilización campesina consiguió que, como parte del acuerdo final, el go- 
bierno accediera “a redistribuir el capital comercial canalizado a través de la Em¬ 
presa Nacional de la Castana (Enaca), destinando el 80% de la comercialización a 
Asprogoal y el 20% restante al movimiento campesino” (Cronkleton y Albornoz, 
2009: 15). Ante la necesidad de los campesinos de crear una institución que pudiera 
hacerse responsable del financiamiento de esos créditos, con la ayuda del Vicariato 
Apostólico de Pando y otros, fundan la Cooperativa Agrícola Integral Campesina 
Ltda. (CAIC) el 6 de enero de 1980. 

La CAIC se expande abriendo subsidiarias en otras localidades de Pando como Por- 
venir, Batrajas y un punto comercial en Blanca Flor, donde la CBF mantenía una barraca 
(Ormachea y Fernández, cit. en Cronkleton y Albornoz, 2009: 15). Por su imposibilidad 
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de acceder a mercados internacionales, en sus primeros seis anos actuó como punto de 
acopio mientras que la industria continuada determinando los precios (Cabero cit. en 
Cronkleton y Albornoz, 2009: 16). 

El fomento a la producción de la castana impulsado por la CBF (a través dei “Programa 
Castana” y después a través de Enaca) se reaHzaba con recursos provenientes de créditos 
dei Banco Central de BoHvia (BCB), destinados fundamentalmente a capital de operaciones 
que apoyaran a la producción y beneficiado de la castana en los departamentos de Beni y 
Pando, y su exportación a mercados internacionales como Estados Unidos y Europa. 

En el periodo comprendido entre 1971 y 1988, el Estado boliviano asignó créditos 
para el fomento a la producción, beneficiado y exportación de castana por más de $us 
22.000.000. CBF y Enaca manejaron alrededor de $us 21.614.000, recursos con los que 
otorgaban créditos a los productores castaneros. Otros $us 500.000 en créditos se otor- 
garon a productores de castana y goma a través dei Banco Agrícola de BoHvia. 

9.2.1.2. Enaca al arribo de los gobiemos neoliberales. 1985 

El gobierno de Víctor Paz Estenssoro asumió el gobierno de BoHvia el 6 de agosto de 
1985. El 29 de agosto de ese ano emitió el Decreto Supremo 21060, cHsolviendo la CBF 
e instruyendo la transferencia de sus activos industriales y acciones a las Corporaciones 
Regionales de DesarroUo (Cordes). En el caso dei departamento de Beni, las empresas 
transferidas fueron dos: la Empresa Nacional de la Castana de Riberalta (Enaca), dedica¬ 
da al beneficiado de la castana, y la Empresa Ganadera Fombeni de la provinda Reyes, 
conocida como Cabana de Bovinos dei Beni (Cabobe), decHcada al mejoramiento gené¬ 
tico (Cordebeni, 1992: 1). 

En este periodo, la capacidad productiva de Enaca fue estimada en 43.000 cajas/ano 
de castana beneficiada. Cada caja equivaHa a 66 Hbras (Justiniano, 1986: 32). 


Cuadro 258. Relación entre capacidad utilizada e instalada de Enaca (1986) 


Planta 

Cajas/ano 

Uso de capacidad 

Riberalta 

35.000 

42% 

Cobija 

8.000 

10% 


Fuente: Justiniano, 1986. 


Como se evidencia en el cuadro anterior, para el ano 1986 la planta de Enaca ubicada 
en Riberalta apenas trabajaba al 42% de su capacidad instalada; mientras que la planta de 
Cobija trabajaba al 10% de su capacidad instalada. 

En matéria de empleo, considerando las plantas en Cobija y Riberalta, Enaca contaba 
con 112 empleados permanentes y alrededor de 800 eventuales, quienes trabajaban en sus 
domiciHos 10 meses al ano (Justiniano, 1986). 

Freddy Justiniano, representante de la CBF, informa en 1986 acerca de una baja cons¬ 
tante que Enaca presentaba en la producción de la castana durante el quinquênio 1980- 
1984 (Justiniano, 1986), lo cual se refleja en el siguiente cuadro: 
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Cuadro 259. Producción de castana de Enaca (1980-1984) 


Anos 

Producción 
(Cajas de 66 libras) 

Variación respecto al afio anterior 

1980 

41.367 

0,94% 

1981 

11.861 

-71.32% 

1982 

14.288 

20,46% 

1983 

18.248 

27,72% 

1984 

7.826 

-57,11% 


Fuente: ILDIS, 1986, yJustiniano, 1986. 


Justiniano habla de un déficit crónico en las cuentas corrientes de Enaca, por lo que hubo 
que utilizar importantes montos de créditos internos (Justiniano, 1986; 33). Pero, en realidad, 
los créditos internos son el componente más importante en la modalidad de trabajo que la 
CBF desarroUó a través del Programa de Castana, primero, y de Enaca después, ya que recibía 
esos créditos para colocados entre los productores castaneros a fin de que contaran con capi¬ 
tal de operaciones para cada zafra (entre noviembre y febrero de cada ano). 

La caída de la producción castanera de Enaca entre 1983 y 1984 debe analizarse tam- 
bién junto a otros factores como la liberalización del mercado de la castana sin beneficiar. 
A partir del 1 de febrero de 1983, el gobierno nacional autorizó al departamento de 
Pando la exportación de castana en cáscara en una cantidad equivalente al 70% de su pro¬ 
ducción y determinó que el restante 30% fuera entregado obligatoriamente a la Beneficia- 
dora de Castana de Cobija. Este hecho implicó que, desde 1983, el 70% de la producción 
de castana del departamento de Pando no fuera beneficiada en las plantas de Enaca. 

Cuadro 260. Producción de castana Enaca con relación a la 


producción nacional de castana (1980-1984) 


Ano 

Producción 

nacional 

Producción de Enaca 

Producción castanera 
de privados 

%de la producción 
nacional 


(En ton.) 

(En cajas de 66 Ib) 

(En ton.) 

(En ton.) 

1980 

3.614 

41.367 

1.219 

2.395 

33,7% 

1981 

2.095 

11.861 

349 

1.746 

16,7% 

1982 

2.769 

14.288 

421 

2.348 

15,2% 

1983 

5.281 

18.248 

538 

4.743 

10,2% 

1984 

6.260 

7.826 

231 

6.029 

3,7% 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con baseen datos de Justiniano, 1986, y Moiina, 2007. 


El descenso en la producción de Enaca se produjo, contradictoriamente, en un mo¬ 
mento en que el mercado castanero estaba en ascenso. Como se puede observar en el 
cuadro, para 1983 Bolívia casi duplicó su producción (con relación a 1982), y para 1984 
siguió en ascenso. Este hecho significa que la actividad productiva a la que se dedicaba 
Enaca temti una importante perspectiva de crecimiento. También es necesario subrayar 
la disminución considerable que se registró en la producción de Enaca con relación a la 
producción nacional; de haber sido casi el 34% de la producción nacional en 1980, bajó 
a menos del 4% en 1984. 
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9.2.1.3. Transferencia de Enaca de la CBF a Cordebeni y a Cordepando 

Al disolverse la CBF por mandato dei DS 21060 dei 29 de agosto de 1985, los activos 
industriales de Enaca debían ser transferidos a las Cordes de los departamentos de Beni 
y de Pando, por su valor en Hbros y sin cargo alguno. Por otra parte, los pasivos de Enaca 
debían ser transferidos al Tesoro General de la Nación (TGN). 

En cumplimiento a esta determinación, la Gerencia Liquidadora de la CBF y la Cor- 
poración Regional de DesarroUo de Beni (Cordebeni) reaüzaron una transferencia nomi¬ 
nal el 14 de marzo de 1986, con base en las cifras establecidas en un Informe de Auditoria 
Interna de la misma fecha.*^^*" 

El 8 de marzo de 1988, el gobierno de Víctor Paz Estenssoro emitió el Decreto Supremo 
21888 que determinaba el procedimiento a aplicarse para la liquidación y cierre de operaciones 
de la CBF y el destino de sus activos que no fueran objeto de transferencia a las Cordes. 

Al amparo de ambos decretos supremos, recién el 13 de agosto de 1992 Cordebeni 
suscribió con el TGN un Convênio Definitivo de Transferencia de las Empresas de la ex 
CBF en favor de Cordebeni,*’^’ consignando como bienes transferidos de Enaca solamen- 
te los que se encontraban ubicados en el departamento de Beni. 

La normativa senalaba que la transferencia de activos industriales debía ser realizada 
por su valor en Hbros y sin cargo alguno a Cordebeni. En cuanto a los pasivos transfe¬ 
ridos al TGN, establecía que estos estarían constituídos por el total de las obHgaciones 
contraídas por las empresas de la CBF (en este caso por Enaca) tanto en moneda nacional 
como extranjera, a la fecha de transferencia. Finalmente, se estableció que las cargas so- 
ciales (beneficios y deudas sociales) debían ser absorbidas por Cordebeni. 

El Convênio consolido la transferencia nominal realizada el 14 de marzo de 1986 
y estableció la liquidación de obHgaciones con base en las cifras establecidas en el 
Informe de Auditoria Externa de esa fecha. A su vez, considerando que los balances 
de transferencia de activos y pasivos en ese momento se encontraban en etapa de 
revisión y podrían originarse nuevas obHgaciones de las empresas dei Beni con el 
TGN y viceversa, el Convênio estableció que se reconocerían las mismas firmando 
los documentos legales pertinentes. El Convênio senalado contempla la transferencia 
de Enaca y Cabobe (ex Fombeni). 

Los activos de Enaca transferidos a Cordebeni ascienden a Bs426.199, los transferi¬ 
dos al TGN a Bs2.720, y los pasivos transferidos al TGN suman Bsl2.835, de los cuales 
únicamente Bs4.327 correspondían a pagos a acreedores. Los pagos efectuados por la ex 
CBF a Cordes, por cuenta de Cordebeni, ascienden a Bs3L83L 

El 25 de agosto de 1992, la Comisión de Evaluación y Seguimiento dei Proceso de 
Privatización de las Empresas de Cordebeni emitió el informe DAI 210/92, firmado por 
Mary R. de Núnez, asesora financiera, y Héctor Ortiz Havivi, asesor legal, da conformi- 

636 Referencias de la firma de esta transferencia se encuentran en el Informe DAI 210/92 de 25 de agosto de 1992, 
elaborado por la Comisión de Evaluación y Seguimiento dei proceso de privatización de las empresas de la Cordebeni. 

637 Convênio Definitivo de Transferencia de las Empresas de la ex CBF en favor de Cordebeni. Ministério de Finanzas, 
13 de agosto de 1992. 
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dad al 14 de marzo como fecha de corte y procede a elaborar la Minuta de Transferencia 
de los Activos Industriales a favor de Cordebeni con sus valores en Hbros.^^® 

Los activos industriales de Enaca, ubicados en su planta de Cobija, fueron transferi¬ 
dos a la Corporación Regional de DesarroUo de Pando (Cordepando) el 21 de mayo de 
1986, mediante Acta de Entrega provisional suscrita por Juan Carlos Rios, presidente 
de Cordepando, y Jaime Aponte Issa, gerente liquidador de CBE Esta transferencia se 
consohdó el 28 de noviembre de 1989 mediante la Minuta de transferencia de activos 
industriales de Enaca ASJ- 261/89, suscrita por Adolfo Mejido TeUería, presidente de 
Cordepando, y Enrique Soruco Vidal, gerente liquidador de la CBF; su protocohzación 
se formalizó recién el 4 de febrero de 1993. 

9.2.1.4. Los créditos a Enaca durante el gobierno de Víctor Paz Estenssoro 

Durante el gobierno de Víctor Paz Estenssoro se autorizo al BCB la otorgación y canah- 
zación de dos créditos para Enaca, destinados al financiamiento de la zafra. 

Cuadro 261. Créditos del BCB para fomento a la producción de castana 


(1986-1988) 


1 Ano 

Monto del crédito 

Destino del crédito 

DSN.° 1 

1986 

$us 600.000 

Enaca, para zafra 1986-1987, bajo aval de Cordebeni. 

DS 21440, del 17 de 
noviembre de 1986. 

1988 

Hasta $us 250.000 

Enaca, para financiar la zafra de castana del departamento del Beni 
en la gestión 1987-1988, mediante sistema bancario nacional de 
líneas para exportación de productos no tradicionales Safico (CAF y 
BID - 57/VF - BO) (abrogado por estar dirigido solo a privados). 

DS 21870, de 11 de febrero 
de 1988. 

1988 

BS595.000 

Enaca, para zafra, crédito rotativo bajo aval de Cordebeni. 

DS 22015, del 19 de 
septiembrede1998. 


Fuente: CEMIPyC, 2018. 


Como se puede apreciar, el crédito por $us 600.000 destinado a la zafra 1986- 
1987, bajo aval de Cordebeni, fue autorizado mediante el DS 21440 recién el 17 de 
noviembre de 1986, cuando la zafra ya había comenzado; paradójicamente, el decreto 
(considerando tercero) hace mención al tiempo oportuno en que debía realizarse el 
financiamiento de la zafra: 

La zafra de la castana comienza en la segunda quincena del mes de noviembre y concluye en el mes 
de febrero siguiente, siendo el producto de mayor rendimiento el que corresponde al comienzo de 
la zafra, por lo que el financiamiento debe proporcionarse en tiempo oportuno. (DS 21440) 

Tomando en cuenta el tiempo que se requirió para la reahzación de los trâmites que 
hicieran efectivo el crédito, se puede constatar la extemporaneidad en la otorgación del 
mismo y el consiguiente impacto negativo al fin social por el que se creara Enaca, el cual 


638 


Informe de la Comisión de Evaluación y Seguimiento del Proceso de Privatización de las Empresas de Cordebeni 
(DAI 210/92). Trinidad, 25 de agosto de 1992. 
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era mencionado en el mismo Decreto Supremo: “La actividad dei procesamiento de la cas- 
tana proporciona trabajo directamente a más de 300 famiHas e indirectamente (recolección, 
transporte, etc.) a más de 3.000 famiHas en el área de producción dei Beni y Pando”. 

De igual manera, se puede comprobar la extemporaneidad en el segundo crédito, que 
inicialmente refería un monto de $us 250.000, destinado a la zafra 1987-1988 y que fue apro- 
bado el 11 de febrero de 1988 mediante Decreto Supremo 21870, cuando la zafra ya estaba 
concluyendo. Además, existe el agravante de que el mencionado decreto violó la normativa 
vigente, autorizando al BCB a canaHzar el préstamo mediante el sistema bancario nacional de 
las Hneas para exportación de productos no tradicionales Safico de la CAF y BID-57/VF-BO, 
fondos que estaban destinados exclusivamente al sector privado y no a entidades púbHcas 
como Enaca. Esta norma fue abrogada el 19 de septiembre de 1988, mediante el Decreto 
Supremo 22015, fecha en la que el gobierno de Paz Estenssoro autorizo el crédito para la zafra 
de castana por un monto de Bs595.000, proveniente de fondos que estaban consignados en el 
Presupuesto General de la Nación para crédito interno en favor de Enaca. 

El crédito destinado a la zafra de castana 1987-1988, con garantia de Cordebeni, se 
concreto recién el 24 de noviembre de 1988 con un primer desembolso correspondiente 
al 50% de lo aprobado (Bs297.500, equivalentes a $us 123.958), según Resolución de 
Directorio dei BCB 159/88 dei 3 de octubre de 1988. El monto fue abonado en la cuenta 
corriente n.° 1-6/08 de Enaca.*"^^ 

Como se puede constatar, la extemporaneidad en la otorgación de créditos a los em- 
prendimientos productivos de Enaca, descrita en el acápite anterior, fue uno de los factores 
que obstacuHzó el relanzamiento efectivo de Enaca en la producción castanera boHviana, de 
gran empuje para ese entonces y con importantes perspectivas de crecimiento. No solo eso, 
el gobierno de Víctor Paz disolvió la empresa y determinó su cierre. Este hecho se puede 
interpretar como una forma de enajenación, pues al retirarse la administración dei Estado 
de este rubro productivo, el mercado quedó abierto para beneficio dei sector privado, ^'^^lo 
que tendría, posteriormente, consecuencias económicas para el Estado. 

El argumento utiHzado para el cierre de la empresa, en 1989, fue el de la “falência 
económica”,'^'^^ aparentemente derivada de un alto endeudamiento y de la incapacidad de 
la empresa de generar recursos propios para su funcionamiento. Sin embargo, el anáHsis 
reaHzado en esta investigación revela que la otorgación de créditos extemporâneos y el 
debiHtamiento institucional de Enaca fueron los factores que contribuyeron, en gran me¬ 
dida, a las dificultades que tuvo que enfrentar la empresa púbHca castanera. 


639 Boleta de traspaso de cuenta dei 24 de noviembre de 1986. 

640 “La dlsolución formal hay que consideraria en verdad una privatización, en el sentido de que el gobierno se sale de la 
actividad empresarial y la función económica a cargo de la empresa dei Estado será asumida luego por una companía 
privada, sin consumir fondos públicos” (Geiger, 1992: 34). 

641 Informe Técnico dei consultor Rimac Orozco, dei 31 de mayo de 1995. 
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9.2.2. El proceso de privatización de Enaca 

Si bien la enajenación de Enaca se inicia en el gobierno de Víctor Paz (1985-1989), a par¬ 
tir de la asfixia económica que derivó en el cierre de sus operaciones, en este acápite se 
describen los anúncios efectuados por el gobierno de Jaime Paz (1989-1993) para vender 
los activos de Enaca, y se anaHza la venta de dos de sus bienes inmuebles efectuada en la 
gestión de Gonzalo Sánchez de Lozada (1993-1997). 

Se inicia con la presentación de una cronologia breve del proceso de privatización de 
los inmuebles de Enaca; 


Cuadro 262. Cronologia de la privatización de Enaca 



Fuente: CEMIPyC, 2018. 
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9.2.2.1. Los primeros pasos en para la privatización de Enaca 

La privatización de Enaca junto a otras 59 empresas dependientes de las Corporaciones 
Regionales de DesarroUo (Cordes) fue aprobada por el Decreto Supremo 22836 dei 14 de 
junio de 1991. Para entonces, Enaca había dejado de operar y contaba con un reducido 
personal (cinco empleados).*^"^^ 

El 3 de julio de 1991, el presidente de Cordebeni firmó un Convênio de Asistencia 
Técnica con la Comisión de Evaluación de la Empresa Pública (CEEP), representada 
por su presidente, el ministro de Planeamiento y Coordinación Enrique Garcia, a fin de 
recibir asesoramiento en la privatización de sus empresas,'"'^^ dando cumpHmiento a lo 
previsto en el Decreto Supremo n.° 22836 en sus artículos 21 a 24. 

En 1992, ante la decisión gubernamental de privatizar Enaca, Cordebeni reaHzó una 
propuesta en los siguientes términos; 

A corto plazo, transformar a Enaca en Sociedad Anónima Mixta. Con participación mayorita- 
ria privada en razón de su importância en cuanto a prestar servicios a los pequenos producto- 
res y cooperativas de zafreros independientes. A largo plazo, traspasar totalmente la empresa a 
los pequenos productores y cooperativas de zafreros, a objeto de favorecer directamente a los 
sectores mayoritarios de la Provinda Vaca Díez.'’"^"^ 

Sin embargo, la gestión dei gobierno de Jaime Paz Zamora priorizó la privatización 
de un grupo de 33 empresas de las Cordes en el cual no se incluyó a Enaca; de ahí que 
en su informe de fin de gestión, titulado “Situación actual y perspectivas dei proceso de 
reordenamiento de la empresa pública en BoHvia”, la incluye en un listado de “Empresas 
próximas a ser evaluadas”.'^'^^ 

9.2.2.2. Autorización para la enajenación de los activos de Enaca 

El gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada (1993-1997) aprobó, el 10 de abril de 
1995, un nuevo Reglamento de la Ley de Privatización, designando al ministro Sin Carte- 
ra Responsable de CapitaHzación como la autoridad responsable de ejecutar la privatiza¬ 
ción de las empresas públicas, bajo definiciones adoptadas por el Consejo de DesarroUo 
Nacional (Codena) y creando la Unidad de Reordenamiento, dependiente de la Secretaria 
Nacional de CapitaUzación e Inversión, como organismo técnico operativo de los pro- 
cesos de privatización (DS 23991, 10/04/1995). A pocos dias, el 13 de abrü de 1995, 


642 Listado de empresas públicas por concepto de benefícios sociales. Archivo dei Ministério de DesarroUo Productivo 
y Economia Plural-Repositorio de la Privatización y CapitaUzación. Serie: M-lOO UEREP. Cód.: 28 UEREP, 1992. 

643 Convênio de Asistencia Técnica suscrito por Enrique Garcia R., ministro de Planeamiento y Coordinación, y Jorge 
Monje Zapata, presidente de la Corporación de DesarroUo de La Paz. Ministério de Planteamiento y Coordinación. 
La Paz, 3 de julio de 1991. 

644 Documento de Cordebeni sobre la privatización de sus empresas de 1992, adjunto al Informe de Alfredo Vásquez 
C., consultor de la División de Evaluación y Privatización de la UEREP, de 21 de septiembre de 1992. 

645 “Situación actual y perspectivas dei proceso de reordenamiento de la empresa púbUca en BoUvia”, Cuadro n.° 2. 
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completando la norma privatizadora, emitió la Resolución Suprema 215521, en la cual se 
establece el procedimiento para desarroUar las Hcitaciones públicas. 

En el marco de ese procedimiento, el Codena emitió la Resolución 02/95 del 25 de 
abril de 1995, por la que autoriza al Ministério de Capitaüzación a proceder con la priva- 
tización de 47 empresas, entre las cuales se contaba Enaca.'^'^^ La estratégia recomendada 
para esta transferencia es la subasta pública. 

Dando cumplimiento a la normativa vigente para las Cordes, que senala que la 
transferencia de un activo (bien inmueble) de su dependencia debía contar con la auto- 
rización expresa de su Directorio,*’'^’ el 6 de abril de 1995, el Directorio de Cordebeni 
aprobó la Resolución 10/95 autorizando “la transferencia del paquete accionario que 
tiene “Cordebeni” en el Fondo Ganadero del Beni y Pando, Laminadora de Goma 
Riberalta, Empresa Nacional de la Castana, Silos Sachojere y la Planta de Alimento 
Balanceado”.Cabe aclarar que Enaca no era una sociedad por acciones, por lo que 
no correspondia hablar de un paquete accionario de Cordebeni en Enaca. 

Esa misma Resolución de Directorio instruye que las entidades de Cordebeni realicen 
el saneamiento legal y contable de cada una de las empresas y unidades económicas que 
la norma senala. 

g.2.2.2.1. Contratación de consultor evaluador 

En abril de 1995 la Unidad de Reordenamiento (UR) del Ministério de CapitaHzación y el 
Fondo Nacional de DesarroUo Regional (FNDR) reaHzaron la convocatoria y selección 
del consultor individual para desarroUar estúdios de evaluación, valorización y definición 
de estratégias de transferencia al sector privado de Enaca. 

De tres postulantes que se presentaron (Rimac Orozco R., Karina Vera C. y Carola 
Cuba Terán), de acuerdo al cuadro comparativo suscrito por la Comisión Seleccionado- 
ra,^"^^ Rimac Orosco obtuvo el mayor porcentaje de caUficación, y fue remitido por Edgar 
Saravia Durnik, secretario nacional de CapitaUzación e Inversión, el 19 de abril de 1995,'"^° 
al FNDR para su contratación. 

El 5 de mayo de 1995, Oscar Arrien Sandoval, en caUdad de presidente del FNDR, 
suscribe con Rimac Orozco el Contrato de Consultoria 008/95 cuyo objeto era “la pres- 
tación de sus servidos para reaUzar estúdios de valoración y situación legal de la unidad 
económica conocida con el nombre de ‘Empresa Nacional de Castana (Enaca)’, situada 


646 Resolución 02/95, del 25 de abril de 1995, que en su Anexo I, punto 38, senala las características de la Empresa 
Nacional de la Castana. 

647 Decreto Ley 15307, del 9 de febrero de 1978. Ley General de Corporaciones Regionales de DesarroUo, artículo 15, 
inciso e, y artículo 19, inciso h. 

648 Resolución de Directorio 10/95 de Cordebeni. Trinidad, 6 de abril de 1995. 

649 Convénio ATN/SF-3588-BO, Sub Programa II “Privatización”, selección de consultores individuales, elaborada y 
suscrita por la Comisión Seleccionadora conformada por dos representantes del FNDR: Alfonso Caballero y Juan 
Carlos Méndez; y dos por la UR: Guido Romero y Enrique Quiroz. 

650 Carta MC/SNCI/U.R./Of. 446/95. ATN/SF-3586-BO-Subprograma II “Proyecto Piloto de Privatización de las 
empresas regionales de producción”, remitida por Edgar Saravia Durnik, secretario Nacional de CapitaUzación e 
Inversión, a Oscar Arrien S., presidente FNDR. La Paz, 19 de abril de 1995. 
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en la locaüdad de Trinidad dei Departamento dei Beni”. El consultor se comprometia a 
subcontratar bajo su responsabiüdad a un profesional abogado, el cual trabajaría bajo su 
entera dirección, coordinación y responsabilidad.'^^^ 

El contrato establece el costo total de los servidos en $us 2.500, incluída factura 
de ley, además de un plazo de 15 dias calendário para el cumplimiento dei trabajo, 
computables a partir de la fecha de firma dei contrato; es decir, la fecha de entrega 
dei trabajo era el 26 de mayo de 1995. El financiamiento para el servicio de consul¬ 
toria provenia de fondos dei Banco Interamericano de Desarrollo (BID), Convênio 
ATN/SF 3586-BO. 

A pesar de que el contrato fue suscrito el 5 de mayo de 1995, la carta de no objeción 
dei BID fue emitida recién el 23 de mayo de 1995 mediante nota CBO/CA-2086/95,‘^^^ 
tres dias antes de la entrega dei informe final de la consultoria. El incumphmiento de pla- 
zos en los procesos de contratación para la privatización de las empresas fue recurrente 
en el accionar dei FNDR, y respaldado por el BID 

9 . 2 . 2 . 2 . 2 . Valuación de la empresa y estratégia de privatización 

La metodologia seguida por el consultor Rimac Orozco para la revalorización y la esti- 
mación de los precios base de remate de los activos de Enaca consistió en realizar una 
inspección técnica a los activos fijos, recolectar información de Cordebeni y codificar 
dichos activos. 

El consultor tomó en cuenta los bienes inmuebles, tanto edificaciones como terrenos, 
y los muebles denominados “lotes de remate”, constituídos por saldos de muebles y en- 
seres, equipos de transporte, maquinaria y equipo. 

Tras identificar 14 inmuebles que serian de propiedad de Enaca, se evidencio que 
cuatro inmuebles habian sido cedidos —parcial o totalmente— por Cordebeni a enti¬ 
dades de servicio público, y que no todos los demás inmuebles contaban con docu- 
mentación saneada para proceder a su transferencia al sector público. Por eUo, para 
recomendar una estratégia para su transferencia, se clasificó los inmuebles de Enaca en 
cuatro categorias, tal como se muestra a continuación; 


651 Contrato de consultoria 008/95, dei 5 de mayo de 1995, suscrito por el FNDR con Rimac Orozco. 

652 Carta CBO/CA-2086/95, dei 23 de mayo 1995, de no objeción dei BID. 
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Cuadro 263. Inventario de inmuebles de Enaca y su estratégia de transferencia 


Categoria 

Inmueble 

Estratégia de transferencia 


Depósito Enaca 

Ofertar mediante subasta pública. Seria ofertada como Lote 1. 

Bienes inmuebles para 
la venta (terrenos y 
edificaciones) 

Propiedad Ex Plattner 

Después de dividiria de la parte ocupada por la Cruz Roja, ofertaria la 
propiedad mediante subasta pública. Seria ofertada como Lote 2. 

Depósito San José 

Después de dividiria de la parte ocupada por la Posta Sanitaria y 
Maternidad San José, ofertaria mediante subasta pública. Seria 
ofertada como Lote 3. 


Propiedad Enaca-INCOS (Instituto 
de Comercio Superior) 

Transferencia de todo el inmueble para el proyecto educativo de 
INCOS. Conciliar el precio de venta propuesto ($us 89.605). 

Bienes inmuebles a ser 
transferidos (terrenos y 
edificaciones) 

Propiedad Cruz Roja (parte de 
propiedad Ex Plattner) 

Sanear la transferencia a la Cruz Roja de la superfície ocupada, de 
730.50 m2. 

Posta Sanitaria y Maternidad San 
José (parte del Depósito San José) 

Sanear la transferencia a la Posta Sanitaria y Maternidad San José de 
la superfície ocupada, de 464.64 m2. 


Vivienda del consultor, cedida al 
Sub Tesoro General en 1992. 

Documentos de propiedad en investigación. No se puede tomar 
ninguna acción mientras no se logre el saneamiento legal. 

Bienes inmuebles en 
proceso de saneamiento 
legal 

Propiedad Floresta 

Documentos de propiedad en investigación, con base en información 
de la Contraloría. No se puede tomar ninguna acción. 

Propiedad San Francisco 
Depósito Pueblo Nuevo 

Documentos de propiedad en investigación. No se puede tomar 
ninguna acción mientras no se logre el saneamiento legal. 

Bienes inmuebles en 
proceso de locaHzación 

Propiedades comprometidas en 
proceso de locaHzación: Cachuela 
Esperanza, Guayaramerín y El 
Porvenir. 

Ubicación y documentos de propiedad en investigación, con base en 
información de la Contraloría. No se puede tomar ninguna acción. 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en"lnventariación, revalorización, análisis de la situación legal y estratégias de transferencia de la Empresa Nacional de 
la Castana-Enaca", 31/05/1995. 


En un primer grupo se consignan los inmuebles (lotes 1,2 y 3) que, como recomenda- 
ción de la consultoria, serían subastados en una primera etapa. En un segundo grupo se 
incluyen los inmuebles cedidos por Cordebeni a entidades de servicio público, tres de los 
cuales serían transferidos a título gratuito a instituciones estatales, salvo el del Sub Tesoro 
por no contar con documentación legal saneada. El tercer grupo incluye inmuebles que 
se encuentran en proceso de saneamiento legal. El cuarto grupo incluye las propiedades 
adquiridas por Enaca como pago de deudas de los empresários barraqueros, sobre las 
que no se puede tomar una acción porque no consignaban avalúo y se encontraban en 
proceso de locaHzación en Cachuela Esperanza, Guayaramerín y El Porvenir, de acuerdo 
a información de la Contraloría General de la República.*^^^ 

En conclusión, el consultor considera que los inmuebles que pueden ser transferidos 
al sector privado, a corto y largo plazo, son los consignados en los grupos primero y ter- 
cero del cuadro anterior. 

La estratégia de privatización recomendada es “venta mediante subasta pública” 
asignando a los lotes los siguientes valores de liquidación; 


653 Fax Contraloría General de la República, s. £ 

654 “Informe técnico. Ref: Inventario, revalorización, análisis de la situación legal y estratégias de transferencia de la 
Empresa Nacional de la Castana ‘Enaca’”. Oruro, 31 de mayo de 1995. 
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Cuadro 264. Valores de liquidación de inmuebles de Enaca (1995) 


Tipo de bienes 

Valoración económica ($us) 

Bienes inmuebles para la venta (terrenos y 
edificaciones) 

Lote 1: Depósito Enaca 

12.502 

Lote 2: Propiedad Ex Plattner 

50.022 

Lote 3: Depósito San José 

64.805 

Suma parcial de bienes para la venta | 

127.330 

Bienes inmuebles en proceso de saneamiento 
legal 

Propiedad Floresta 

69.998 

Propiedad San Francisco 

5.466 

Depósito Pueblo Nuevo 

9.176 

Suma parcial de bienes en proceso de saneamiento legal 

84.640 

Total general 


211.970 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en el Resumen ejecutivo Informe consultor Orozco, 1995. 


Como se verá en el presente estúdio, solo se venderían los Lotes 1 y 3, descono- 
ciéndose el destino dei Lote 2 y el de los inmuebles que se encontraban en proceso de 
saneamiento legal. 

En cuanto a los bienes muebles (mobiliário, equipos y maquinaria), el equipo consul¬ 
tor se hizo presente en la ciudad de Riberalta y reaHzó inspección técnica en la unidad de 
producción que se encontraba ubicada en el inmueble denominado propiedad Enaca-IN- 
COS y Depósito Enaca, concluyendo “que solamente existen bienes inmuebles, puesto 
que las cuentas de maquinaria y equipo; muebles y enseres; vehículos han desaparecido 
y/o han sido desmantelados y quedan saldos y remanentes”.*^^^ 

Los remanentes identificados a través de fichas técnicas y hojas de inspección que el 
consultor consideraba en condiciones de ser vendidos, denominados “lotes de remate”, 
ascienden a un valor de $us 6.431, de acuerdo al cuadro siguiente; 


Cuadro 265. Activos "remanentes" de Enaca para remate 


1 Cuenta 

Valor de liquidación ($us) | 

Muebles y útiles 

2.076 

Equipo de transporte 

1.382 

Maquinaria, equipo y accesorios 

2.973 

Total 

6.431 

Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Resumen ejecutivo Informe consultor Orozco, 1995. 


Pero estos activos no fueron subastados y se desconoce el destino que tuvieron. 
cj. 2 . 2 . 2 .],. Transferencia de inmuebles de Enaca a instituciones públicas 

En su informe presentado en mayo de 1995, el consultor Rimac Orozco reporta bienes 
inmuebles que Cordebeni había cedido para proyectos de educación y salud y los clasifi- 
ca como “Bienes inmuebles a ser transferidos (terrenos y edificaciones)”, de acuerdo al 
siguiente detaUe: 


655 Ibíd., segunda hoja, foliada como “500”. 
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Cuadro 266. Destino de los bienes inmuebles de Enaca ($us) 


1 Tipo de bien 

Valoración económica | 

Propiedad INCOS 

89.605 

Propiedad Cruz Roja (parte de propiedad Ex Plattner) 

19.933 

Posta Sanitaria y Maternidad San José 

25.188 

Sub Tesoro General de la Nación (vivienda del consultor) 

26.997 

Total 

161.724 


Fuente: Resumen ejecutivo Informe consultor Orozco, 31/05/1995. 


El 25 de mayo de 1995, el Directorio de Cordebeni aprobó tres Resoluciones de Di- 
rectorio autorizando al presidente de Cordebeni realizar los trâmites para la transferencia 
a título gratuito de los activos de Enaca. Esas Resoluciones son las siguientes: 

• Resolución de Directorio Cordebeni 18/95. “Autoriza al presidente de Cordebeni 
efectuar los trâmites necesarios para consolidar la transferencia del inmueble que está 
siendo utilizado por INCOS-BENI Riberalta, a título gratuito al municipio de esa 
ciudad para que cumpla la función social y cultural”. 

• Resolución de Directorio Cordebeni 19/95. “Autoriza al presidente de Cordebeni 
a efectuar los trâmites necesarios para consolidar la transferencia del inmueble 
que está siendo utilizado como posta sanitaria y maternidad por la Secretaria 
Nacional de Salud Regional Riberalta, a título gratuito al municipio de esa ciudad 
para que cumpla la función social y cultural”. 

• Resolución de Directorio Cordebeni 20/95. “Autoriza al presidente de Cordebeni a 
efectuar los trâmites necesarios para consolidar la transferencia del inmueble que está 
siendo utilizado por la Cruz Roja Filial Riberalta, a título gratuito al municipio de esa 
ciudad para que cumpla la función social y cultural”. 

g. 2 . 2 . 2 .^. Subasta pública de los Activos de Enaca, 1995 

Para la venta de los activos de Enaca, se elaboraron planes específicos, pliegos de condiciones 
y estratégias de transferencia en dos ocasiones, la primera en 1995 y la segunda en 1996. 

9.2.2.2.4.I. Plan específico y Pliego de condiciones (lotes 1 , 2 y 

En 1995, el Consejo de DesarroUo Nacional (Codena) estableció que la estratégia de privatiza- 
ción de Enaca seria la oferta de sus activos mediante Subasta Pública (Codena, Res. 002/95). 

El consultor Rimac Orozco informó, en mayo de 1995, que los bienes inmuebles que 
se encontraban saneados para su transferencia al sector privado eran solamente tres; De¬ 
pósito Enaca, Propiedad ex Plattner y Depósito San José, debido a que eran los únicos 
que contaban con documentación de derecho propietario en favor de Cordebeni. 


656 Resoluciones de Directorio 18/95, 19/95 y 20/95 de Cordebeni. Archivo del Ministério de DesarroUo Productivo 
y Economia Plural-Repositorio de la Privatización y CapitaUzación. Serie: M-1 PBC. Caja 1. Cód.: 2 PBC, 1996 (ver 
anexos 9,10 y 11). 
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En ese marco, el Ministério sin Cartera Responsable de Capitalización aprobó el 
Plan específico preparado por la Unidad de Reordenamiento, con los precios base 
para la subasta que habían sido determinados por el consultor Orosco, así como el 
Pliego de condiciones en el que se enmarcaría la subasta referenciada como MC/ 
SNCI/UR/SUB-007/95, “Venta de Empresa Nacional de la Castana” (RM 025/95, 
7/06/1995).’^^^ Los activos de Enaca, que fueron divididos en tres lotes, tenían los 
siguientes precios base para su subasta; 

• Lote 1 Depósito Enaca $us 12.502 

• Lote 2 Propiedad ex Plattner $us 50.022 

• Lote 3 Depósito San José $us 64.805 

El Plan específico determinaba que la subasta pública fuera promocionada a nivel 
nacional por empresas de martiUeo contratados para el efecto, a través de la pubHcación 
de la convocatoria en médios de comunicación local y nacional y de una reunión técnica 
a Uevarse a cabo el 10 de juHo de 1995 en las oficinas de Cordebeni, ubicadas en la ciudad 
de Trinidad (Plan específico MC/SNCI/UR/SUB-007/95). 

Los activos de Enaca se transferían libres de todo gravamen, debiendo Cordebeni 
subrogarse los pasivos, recuperar los activos exigibles y todo cuanto fuera necesario y 
conveniente. Los impuestos de transferencia debían ser pagados por el comprador. 

En el cronograma de privatización descrito en el Pliego de condiciones se indica que el 
Pliego estaria a la venta a partir dei 12 de junio de 1995 por un monto de Bs200, invitando 
a los interesados a pedir aclaraciones o explicaciones hasta cinco dias antes de la subasta y a 
visitar los inmuebles a subastar desde el mismo 12 de junio de 1995, previa autorización reque¬ 
rida a la UR dei Ministério de Capitalización o a Cordebeni; finaknente informa que la subasta 
estaba prevista para el día 17 de julio de 1995, en los salones de la Alcaldía de Riberalta. 

La subasta se verificaría con la asistencia de un número mínimo de dos postores legalmen¬ 
te habilitados para participar, es decir, postores que además de cumplir con los requisitos pre¬ 
vistos, debían presentar el depósito de seriedad de oferta correspondiente al 10% dei precio 
base de subasta por cada lote en el que participaran, en efectivo o con cheque certificado. 

En cuanto al pago por lote adjudicado, el Pliego establecía que, si este se realiza- 
ba al contado en dólares americanos, se extendería el Certificado de Adjudicación; 
caso contrario, se otorgaría un plazo de 72 horas para cubrir la totalidad dei precio. 
En caso de no cumplir con el pago en el plazo previsto, la adjudicación quedaria sin 
efecto y el postor perdería el depósito de seriedad, que se consolidaria en favor dei 
Ministério de Capitalización. 

Si la adjudicación se hacía efectiva, se notificaria al adjudicatario con Resolución de 
Adjudicación mediante carta de intención, quien, en un plazo de cinco dias calendário, 
debería entregar la documentación requerida para la firma dei contrato. 


657 Resolución Ministerial 25/95, emitida por el Ministério sin Cartera Responsable de Capitalización. La Paz, 7 de junio 
de 1995. Aprueba el Plan Específico y el Pliego de Condiciones para venta activos de Enaca. 
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Este Pliego de condiciones fue la base para la reaüzación de tres subastas públicas, 
habiendo logrado adjudicar solamente el Lote 1 en la tercera subasta, realizada el 23 de 
agosto de 1995, tal como se describe en el siguiente acápite. 

9 . 2 . 2 . 2 . 4 . 2 . Actos de subasta pública de los lotes i, 2 y } 

Primera subasta pública 

De acuerdo al resumen elaborado por el Ministério de Capitaüzación, la convocatoria a la 
primera subasta se publico los dias 4, 8 y 11 de junio de 1995, en los periódicos de circula- 
ción nacional La Pxi^ón, LI Diário y Doy, así como en el periódico local La Palabra del Beni. 
Sin embargo, a partir de la revisión hemerográfica realizada, se constató que semanas an¬ 
tes se publicaron en los periódicos La Ka^ón y Presencia: el domingo 21 de mayo se pubHcó 
la convocatoria a subasta pública para el día 17 de julio de 1995. Por lo que se constata 
que los reportes del Ministério de Capitaüzación, incluidos en el Libro Blanco remitido a 
la Contraloría General de la República, contienen información errónea e incompleta. 

El acto de subasta pública de los tres lotes de Enaca se realizó el 17 de juHo de 1995 
en el Salón Consistorial de la Alcaldía de Riberalta, bajo la dirección del martiUero de la 
empresa Trust Service SRL, Raúl Lothar BaUivián Rios. El acto contó con la presencia 
de; Enrique Quiroz Jordán, asesor jurídico de la Unidad de Reordenamiento del Minis¬ 
tério de CapitaHzación; Miguel Schmidt Justiniano, en representación de Cordebeni filial 
Riberalta, y Luis Burgoa Rocha, alcaide municipal de Riberalta. 

El detaUe de los lotes a subastarse era el siguiente; 

• Lote 1. Depósito Enaca. Inmueble de Cordebeni ubicado en la caUe Máximo Henicke 
esquina Bernardino Ochoa. Con 405,75 m2 construidos, frente de 30 m y terreno de 
690 m2; de una sola planta con cubierta de calamina, de dos ambientes con puertas y 
ventanas de madera; apto para depósito. 

• Lote 2. Propiedad ex Platmer. Inmueble de Cordebeni, situado en la caUe Chuquisaca 
esquina Nicanor Gonzalo Salvatierra, zona central de la ciudad de Riberalta. Con una 
superficie de 2.420,39 m2 y un frente de 49 m. Terreno de forma regular con voca- 
ción de suelo para viviendas y oficinas, contaba con los servidos básicos de luz y agua. 
Dentro del terreno se encontraba una construcción de 720 m2 construidos de ladriUo 
gambote y adobe, de una sola planta, con cubierta de calamina galvanizada, de tres am¬ 
bientes con puertas y ventanas de madera; con instalación eléctrica pero no sanitaria. 

• Lote 3. Depósito San José. Propiedad de Cordebeni, ubicado en la Av. Fuerza Naval 
al oeste y caUe Mariscai Santa Cruz al este, zona noreste Riberalta. Con una superficie 
de 3.311,36 m2 y un frente de 40 m, con forma regular. Dentro del terreno existían 
tres edificaciones de 505,80 m2, 173,90 m2 y 45 m2, respectivamente; construidas de 
ladriUo gambote y adobe y cubiertas con calamina galvanizada, con puertas y ventanas 
de madera; con instalación eléctrica pero no sanitaria. 
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Como no se presentaron postores para los bienes en subasta, el martiUero la declaro 
desierta, informando posteriormente a la Unidad de Reordenamiento sobre esta acción y 
otras realizadas con carácter prévio a la subasta, mediante un informe remitido el 21 de julio 
de 1995 por el gerente general de la empresa Trust Service SRL, Ricardo Paz CasteUanos. 

Es importante senalar que, de acuerdo a este informe, cinco dias antes de la reaHza- 
ción de la subasta, el martiUero BaUivián Rios se hizo presente en la ciudad de Riberalta 
para visitar las instalaciones de Enaca y hacer una revisión ocular de los bienes a subastar, 
constatando diferencias entre la existência real de estos y las especificaciones técnicas de- 
taUadas en el PUego de condiciones, situación que fue descrita de la siguiente manera; 

• En el Lote 1 (Depósito Enaca), se pudo comprobar que las paredes de la construcción 
son de madera, no de ladriUo ni adobe; los techos no son de calamina más al contrario 
solamente son de planchas de turriles viejos, y el resto son simplemente tinglados de 
madera cubiertos con turriles. 

• En el Lote 2 (Depósito de Ex Plattner), se pudo comprobar que en el depósito existen 
personas viviendo, las cuales han hecho de este su domiciUo; las paredes interiores son 
de madera, existe una cantidad almacenada de castana perteneciente a una empresa 
particular [no se menciona el nombre de la empresa], la cual alquUa dichas depen¬ 
dências de Cordebeni y no se pudo entrar a esos depósitos. Se constató que tampoco 
existen ventanas, sino simples respiraderos y que el muro perimetral no existe. 

• En el Lote 3 (Depósito San José), se constató que no tiene muro perimetral, siendo 
un lote totalmente baldio, con una construcción de depósito de las características dei 
anterior, y que las construcciones que servían de oficinas eran de madera totalmente 
deteriorada.'’^® 

Adicionalmente, el martiUero informó que luego de reaUzar la revisión ocular de los 
lotes, se apersonó en la Alcaldía de Riberalta para averiguar el valor catastral dei m2 de 
terreno en las zonas donde se encontraban los inmuebles de Enaca, determinando que 
para el inmueble dei Lote 1 el valor catastral era de $us 6,50 el m2, para el Lote 2 era de 
$us 5 por m2, y para el Lote 3 era de $us 3,50 el m2. 

Segunda subasta pública 

Se convocó a una segunda subasta púbUca para el 2 de agosto de 1995. La convocatoria 
se pubUcó en el periódico Presencia los dias 21 y 27 de juUo, y en el periódico El Diário 
los dias 25 y 27 de juUo de 1995. El martiUero fue el Raiól Lothar BaUivián Rios, de la 
empresa Trust Service SRL. 

En la fecha prevista para el acto de subasta se hicieron presentes las mismas autorida¬ 
des que en la ocasión anterior. 


658 Acta de la primera Subasta Pública de Enaca e Informe dei martiUero Raúl Lothar BalHvián Rios, 17 de julio de 1995. 
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Los lotes a subastarse eran los mismos que se ofertaron en la primera subasta, con 
una rebaja del 10% en el costo de cada uno. Pese a eUo, no se presentaron postores para 
ninguno de los lotes y la subasta fue declarada desierta por segunda vez consecutiva.’^^^ 

Tercera subasta pública y adjudicación del Lote i 

La tercera subasta pública, a cargo de la misma empresa de martiUeo, Trust Service SRL, 
se reaHzó de conformidad a los procedimientos establecidos en el Código de Comercio. 
Si bien se convocó para la subasta de los tres lotes ofertados en las dos subastas anterio¬ 
res, en esta oportunidad se logró adjudicar solamente el Lote 1 “Depósito Enaca”. 

En cuanto a la difusión de la convocatoria, el Resumen ejecutivo del reordenamien- 
to de Enaca, enviado por el Ministério de Capitaüzación a la Contraloría General de la 
República, reportó información parcial, senalando que “la convocatoria fue publicada en 
órganos de prensa La La^ón, LI Diário, Hojj La Palabra del Beni en las siguientes fechas 
4/6/95, 8/6/95 y 11/6/95”. Como se puede evidenciar, este informe hace mención solo 
a las pubhcaciones realizadas para la primera subasta y no así a las que se reahzaron para 
la segunda y tercera, dando a entender que la subasta del o los lotes se hubiese hecho 
efectiva en la primera convocatoria. 

El acto de la tercera subasta se Uevó a cabo el 23 de agosto de 1995, con la presencia 
de; Enrique Quiroz Jordán, asesor jurídico de la Unidad de Reordenamiento del Ministé¬ 
rio de Capitahzación; Miguel Schmidt Justiniano y Mario Suárez Urdel, en representación 
de Cordebeni Riberalta; Luis Burgoa Rocha, alcaide municipal de Riberalta, y Alberto 
Alpire Nakano, notário de Fe Pública de Riberalta. 

Para la subasta del Lote 1 se presentaron dos postores; Ave Bersatti Noro de UUoa 
(Cl 1714864, Beni) y Ángel Royo Hernández (Cl 1703972, Beni). Como se evidencia en 
el Certificado de Adjudicación suscrito en esa fecha y en el Acta de Subasta Pública,'^^'’ el 
inmueble fue adjudicado a Ángel Royo Hernández por $us 11.500, suma que se pagó en 
efectivo y fue depositada por los martiUeros en la cuenta de Trust Service SRL. Para la su¬ 
basta de los Lotes 2 y 3 no se presentaron postores, por lo que fue declarada desierta. 

La rendición de cuentas de la subasta pública MC/SNCI/UR/SUB-007/95 presen- 
tada por Trust Service SRL, que consignó la retención de los honorários de martiUeo 
($us 264,50). El informe fue aprobado por el Ministério sin Cartera Responsable de 
Capitahzación mediante Resolución Ministerial 082/95, del 21 de septiembre de 1995. 
Aun así, teniendo pleno conocimiento de la retención reaUzada, la Resolución Ministerial 
dictaminaba que “por la Unidad de Reordenamiento, procédase al pago de obUgaciones 
contraídas con el rematador”, cuando ya el dinero del pago se había retenido previamente 
a la rendición de cuentas. 


659 Acta de la segunda Subasta Pública de Enaca e informe del martiUero, 2 de agosto de 1995. 

660 Informe de la tercera subasta pública. Incluye Certificado de Adjudicación del Lote 1 a Angel Casimiro Royo 
Hernández. 
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g.2.2.2.4.^. Firma de contrato y depósito de recursos por venta Lote 1 

El Lote 1 “Depósito Enaca”, adjudicado el 23 de agosto de 1995 al ciudadano de na- 
cionaüdad espanola Ángel Royo Hernández por la suma de $us 11.500, es transferido 
mediante contrato de compraventa de activos suscrito en la ciudad de La Paz, el 28 de 
septiembre de 1995. Para la firma dei contrato, Ángel Royo Hernández es representado 
por su apoderado Rolando Royo Roca, en virtud dei Poder Especial y Bastante 791/95, 
otorgado por Alberto Alpire Nakano, notário de Fe Pública de la ciudad de Riberalta. 

El contrato es protocolizado el 23 de enero de 1996, ante el notário de Gobierno dei 
departamento de La Paz, Peter W Bascopé Revuelta, mediante Testimonio 1048/95.’^'^^ 
Lleva la firma de Alfonso RevoUo Thenier, ministro de CapitaHzación, y Hans SchHnk M., 
presidente de Cordebeni, como vendedores, y de Rolando Royo Roca, en su condición 
de apoderado de Ángel Royo Hernández, el comprador; también firma Yuri Luis Tirado 
ViUarroel como abogado. 

En cuanto al dinero de la venta dei Lote 1 de Enaca, el Ministério de Capitalización 
transfirió a Cordebeni la suma de $us 11.235, en fecha 12 de septiembre de 1995, me¬ 
diante cheque n.° 235172 dei Banco de Santa Cruz SA. Dicho monto fue depositado 
por Cordebeni el 14 dei mismo mes (en la cuenta n.° 4.41.1.3.1.402.457.14.0 FOPRIN- 
SOC-BENI dei Banco Central de Bohvia). 

Tomando en cuenta que la venta se reahzó en $us 11.500, los restantes $us 264 fueron 
retenidos por la empresa de martiUeo por el pago de sus servidos. 

g.2.2.2.^. Subasta pública de activos de Enaca (Lotej), 1996 

El Lote 2 de Enaca (“Propiedad Ex Plattner”) ya no fue objeto de otros procesos admi¬ 
nistrativos para su enajenación. En cambio, el Lote 3 “Depósito Enaca” fue sometido a 
otro proceso de subasta pública, que se realiza cuando ese inmueble ya había pasado a 
propiedad de la Prefectura dei Departamento dei Beni por efecto de la Ley de Descen- 
traUzación Administrativa, que disponía que los activos de las disueltas Cordes fueran 
transferidos a las respectivas Prefecturas (art. 89). 

9.2.2.2.5.I. Aprobación de nuevo Pliego de especificaciones y Convocatoria 

El 7 de octubre de 1996 se reinicia la enajenación dei Lote 3 “Depósito San José”, con la 
Resolución Ministerial 155/96 emitida por el Ministério de Capitalización, que aprueba 
el mismo Plan específico aprobado para los tres lotes ofertados en 1995 y un nuevo 
Pliego de condiciones para la Subasta Pública MC/SNCI/UR/SUB-007/95-II, referida 
a un solo inmueble: el Lote 3 “Depósito San José”.*’'’^ 


661 Contrato de compraventa dei Lote 1 de Enaca, protocolizado por Testimonio 1048/95. 

662 Plan específico, Enaca, Ref.: MC/SNCI/UR/SUB-007/95, cursante en la documentación referida a los antecedentes 
de la venta dei Lote n.° 3 Enaca (numeral 11). 

663 Pliego de condiciones. Subasta Pública Ref: MC/SNCI/UR/SUB-007/95 - 11. Venta de Enaca (Depósito San José). 
La Paz, octubre de 1996. 
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El Plan específico mantiene $us 64.806 como precio base para subastar el Lote 3, 
coincidiendo con el informe del Consultor Rimac Orozco'^’’'^ que cursa adjunto al Plan es¬ 
pecífico. Sin embargo, el Pliego de condiciones que fue aprobado junto al Plan específico 
determina como base de la subasta la suma de $us 38.884. 

El Pliego de condiciones define la subasta pública como mecanismo de transferencia 
del Lote 3. El Ministério de Capitalización contrata los servidos de un martiUero, con 
la atribución para realizar la adjudicación definitiva al mejor postor mediante golpe de 
martiUo.’^'^^ Se fija como fecha y lugar del acto de subasta, el 30 de octubre de 1996 en 
dependencias de la Prefectura del Beni, ubicadas en la ciudad de Trinidad. 

Para esta subasta pública, el Pliego de condiciones ya no exigia la presencia de dos 
postores como mínimo, “siendo suficiente la habilitación de un solo postor para ser ins¬ 
talado el acto” (Pliego de condiciones). 

En octubre de 1996, se publica la convocatoria para la subasta pública del Lote 3 “De¬ 
pósito San José”, en el periódico Im Palabra del Beni. El aviso de prensa anunciaba que el 
Pliego de condiciones estaria disponible desde el jueves 24 de octubre de 1996 y el acto 
de subasta pública se Uevaría a cabo el día miércoles 30 de octubre de 1996.'^'"'^ 

9 . 2 . 2 . 2 . 5 . 2 . Acto de subasta pública de Lote j 

De acuerdo al acta de remate de la subasta pública del Lote 3 “Depósito San José”, el acto 
se Uevó a cabo en la ciudad de Trinidad el 30 de octubre de 1996, a horas 11:05.El úni¬ 
co postor que se presenta y es habilitado es Mario Erwin Vaca Díez CuéUar, quien se ad¬ 
judica el Lote 3 por la suma de $us 38.900, realizando el pago de la siguiente manera; 

• Depósito de garantia en efectivo antes de la subasta $us 1.900. 

• Cheque n.° 474951 Bco. Santa Cruz SA $us 37.000. 

El cheque de $us 37.000 corresponde a la cuenta n.° 1999-1012-00118543 del Banco Santa 
Cruz, a nombre de Mario Erwin Vaca Díez Vaca Díez^*"® y/o Süvia Blessing de Vaca Díez. 

El informe económico o rendición de cuentas de la subasta pública del Lote 3, del 1 ° 
de noviembre de 1996, es presentado por la Empresa SMS MartiUeo el 4 de noviembre 
de 1996, y aprobado por el Ministério de Capitalización mediante Resolución Ministerial 


664 “Inventario y Revalorización técnica del activo fijo al 15 de mayo de 1995” que condene el Resumen ejecutivo y el 
Informe Técnico, ambos del 31 de mayo de 1995. 

665 Pliego de condiciones. Subasta Pública Ref: MC/SNCI/UR/SUB-007/95. 

666 Aviso de prensa: Prefectura del Departamento del Beni. Convocatoria a subasta pública para la venta de Empresa 
Nacional de la Castana “Depósito San José” Ref: MC/SNCI/UR/SUB-007/95 - II, s. f 

667 El remate tuvo la presencia de Yuri Luis Tirado ViUarroel, asesor jurídico del Ministério de Capitalización. Por 
la Prefectura del Departamento del Beni estuvieron Hans Schlink Monasterio, secretario general; Enrique Arteaga 
Aguilera, director general de Asuntos Jurídicos; Aurélio JuHo Rodríguez, tesorero departamental; Mario Vaca Díez 
CuéUar, como postor y Sérgio Mostajo Sotelo, martiUero, quienes firman el acta al pie. Refrenda el acta Ives Barbery 
Hurtado, notário de Hacienda y Gobierno de la Prefectura Departamental del Beni. 

668 Mario Erwin Vaca Díez Vaca Díez era síndico de la HUandería Santa Cruz SAM, por el sector privado. 
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162/96 dei 4 de noviembre de 1996. Del pago realizado por el Lote 3, la empresa a 
cargo dei martiUero retuvo su pago de $us 358, entregando los restantes $us 38.542 a la 
Unidad de Reordenamiento. 

g. 2 . 2 . 2 .j.j. Firma de contrato y depósito de recursos por venta dei Lote j 

El “Depósito Enaca”,'^^*’ adjudicado el 30 de octubre de 1996 al ciudadano Mario Erwin 
Vaca Díez CuéUar por $us 38.900, fue transferido mediante contrato de compraventa 
de activos suscrito el 5 de noviembre de 1996 y protocolizado el 12 de noviembre de 
1996 ante el notário de Hacienda y Gobierno dei Departamento dei Beni, Ives Barbery 
Hurtado, mediante Testimonio 106/96. Suscriben el contrato; Alfonso RevoUo Thenier, 
ministro sin Cartera Responsable de Capitaüzación, y Antonio Majluf Morales, prefecto 
y comandante general dei Departamento dei Beni, como vendedores, y Mario Erwin 
Vaca Díez CuéUar, comprador. Firma también Yuri Luis Tirado ViUarroel como abogado 
y asesor jurídico de la Unidad de Reordenamiento dei Ministério de CapitaUzación. 

El 14 de noviembre de 1996, Alfonso RevoUo Thenier, ministro de CapitaUzación, 
remite a Antonio Majluf Morales, prefecto dei departamento dei Beni, dos boletas dei 
depósito de los recursos provenientes de la venta dei Lote 3 de Enaca, que en total as- 
cendían a $us 38.542. 

Solo se pudo evidenciar la venta mediante subasta púbUca de los Lotes 1 y 3. Se des- 
conoce el destino de otros cuatro inmuebles (Propiedad ex Plattner, Propiedad Floresta, 
Propiedad San Francisco y Depósito Pueblo Nuevo) que fueron avaluados en $us 134.662, 
monto que había sido establecido por el consultor Rimac Orozco en 1995. Tampoco se 
tiene conocimiento de las propiedades locaUzadas en Cachuela Esperanza, Guayaramerín y 
El Porvenir, y que no tenían avalúo. El proceso de privatización facUitó la transferencia de 
inmuebles de Enaca a otras entidades púbUcas por un valor de $us 161.724. 

9.2.3. Aspectos económicos de la privatización 

9 . 2 . 3 . 1 . Créditos a través de Enaca para el fomento a la producción castanera 

El Estado boUviano Uevó adelante una poUtica de fomento a la producción, beneficiado 
y exportación de la castana desde el ano 1971, inicialmente a través dei “Proyecto Casta- 
na” de la CBF y luego a partir de Enaca. Esa tarea de fomento se reaUzaba con recursos 
provenientes de créditos dei Banco Central de BoUvia (BCB), destinados fundamental¬ 
mente a capital de operaciones, para apoyar la producción y beneficiado de la castana en 
los departamentos de Beni y Pando, y su exportación a mercados internacionales como 
Estados Unidos y Europa. 


669 Acta de subasta pública Lote 3. Incluye Resolución Ministerial 162/96, dei 4 de noviembre de 1996 que aprueba 
informe dei martiUero y Certificado de Adjudicación a Mario Erwin Vaca Díez CuéUar. 

670 Minuta dei contrato de compra-venta dei Lote 3 de Enaca. 
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Cuadro 267. Créditos del BCB para fomento a la producción de castana 


(1971-1988) 



*Crédito realizado a través del Banco Agrícola de Bolívia y no del Programa Castana de la CBF. 
Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en decretos supremos del período 1971-1982. 


De acuerdo a los datos del cuadro, se puede evidenciar que entre 1971 y 1988, el Esta¬ 
do boliviano asignó créditos para el fomento a la producción, beneficiado y exportación 
de castana por más de $us 22.000.000. 

De esos recursos, poco más de $us 21.000.000 fueron intermediados a través de la 
CBF y Enaca. Los recursos del crédito puente de $us 500.000, aprobado en 1974 para 
los productores de castana y goma del país (DS 12014, 6/12/1974), se intermediaron a 
través del Banco Agrícola de Bolivia. 

Los créditos que el Estado otorgaba se destinaban principalmente a capital de ope- 
raciones, salvo los $us 283.500 que le otorgó a la CBF para inversiones (Bs5.670.000, 
al tipo de cambio de Bs20 por cada dólar americano), mediante el DS 14156 del 29 de 
noviembre de 1975. 
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El aporte de Enaca a la producción de la castana en BoHvia se observa en el gráfico 
expuesto a continuación, que muestra los volúmenes y valores anuales de las exportacio- 
nes castaneras desde Bolivia en el período 1950-1999. 


Gráfico 33. Volúmenes y valores anuales de las exportaciones oficiales de castana desde Bolivia 

1950-1999 
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Fuente: Stoian, 2005. 



De acuerdo al gráfico, desde finales de los anos 70 las exportaciones de castana boliviana 
muestran un importante crecimiento en su volumen, aunque su precio tardaria un poco más 
en incrementarse: el volumen de producción se incrementa en un 100% entre 1981 y 1986, 
aunque los precios se mantienen constantes. A partir de 1986, se observa un incremento 
en el precio de la castana, justamente cuando el Estado deja de otorgar a Enaca los fondos 
para intervenir en el mercado. La gestión gubernamental de Víctor Paz aprobó apenas dos 
créditos, que Uegaron a los productores en forma extemporânea y desfasada dei calendário 
productivo de la castana, situación que definió el cierre de la empresa en marzo de 1989. 

Cabe hacer especial mención al último crédito recibido por Enaca, con el aval de Cordebe- 
ni, cuyo destino era financiaria zafta 1987-1988: aprobado en febrero de 1988, se desembolsa 
el 3 de noviembre de 1988 para la zafta dei siguiente ano. El desembolso fue de Sus 124.000, 
un anticipo dei 50% de lo aprobado y cuyo pago entró en mora debido al cierre de Enaca. 

Por informes de Cordebeni, se conoce que ese dinero fue prestado por Enaca a ocho 
personas con base en contratos individuales, y que al no haber podido recuperarse por 
deficiências en cuanto a garantias, se generó una mora en el pago de crédito, por lo que 
Cordebeni canceló, en enero de 1990, capital e intereses por un total de $us 203.500.*^^^ 


671 El crédito fue otorgado en el marco dei DS 22015 dei 19 de septiembre de 1988. 
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En septiembre de 1992, Alfredo Vásquez, consultor de la División de Evaluación y 
Privatización de la CEEP, se hizo presente en la ciudad de Trinidad para reunirse con 
los ejecutivos de Cordebeni y tratar el proceso de privatización de la empresa Cabana de 
Bovinos Beni (Cabobe). Junto al informe de ese viaje, dirigido al subsecretário de Desa- 
rroUo Socio Económico Flavio Escóbar, se encuentra un documento denominado “Pri¬ 
vatización de Empresas de Cordebeni”, en el que se describe la situación de los activos 
de Enaca en los siguientes términos: 

Mediante Auditoria Especial de 30/03/90, Cordebeni detectó la existência de 139 deudores de 
gestiones anteriores con una deuda de $us 1.142.500, equivalente a 207.000 cajas de almendras. 
Asimismo, en conciüación de cuentas con la empresa Hecker Hnos., se estableció una deuda 
de esta con Enaca por $us 75.300. 

En resumen, Enaca tiene una deuda por recuperar de $us 1.217.800, más los $us 203.500 pa¬ 
gados por Cordebeni, haciendo un total de $us 1.421.300.'’^^ 

El cierre de Enaca en 1989 obstacuHzó que la empresa castanera estatal cobrara a los 
barraqueros, productores de castana y otros que se habían beneficiado con sus créditos 
para operar en la economia de la castana. 

9.2.3.2. Património de Enaca y la propuesta de su reactivación, 1992 

En 1992, cuando el gobierno de Jaime Paz Zamora inició la venta de las empresas de las 
Cordes, Enaca tenía un património de Bs2.360.000 (casi 600 mil dólares al tipo de cambio 
de ese ano), de los cuales Bs752.000 constituían el activo fijo de la empresa. 

Cordebeni propuso la reactivación de Enaca, según sus estimaciones, con una pequena in- 
versión de Bsl4.000 para cambio de tuberías. Enaca podia seguir prestando servicios de bene¬ 
ficiado de almendras a los productores pequenos, lo que le hubiera generado una utilidad neta 
de $us 25.000 mensuales sin ningún tipo de riesgo de endeudamiento. Complementariamente, 
Cordebeni proponia convertir a la empresa, a corto plazo, en una Sociedad Anónima Mixta, y 
a largo plazo traspasarla totaknente a los pequenos productores y cooperativas de zafteros. 

Pero la política de privatización de las empresas nacionales no dio paso a una reacti¬ 
vación de Enaca, lo que devino en su desmantelamiento parcial y en la posterior venta 
de sus activos durante el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada, en 1995 y 1996. 

9.2.3.3. Avalúo de los activos de Enaca 

La metodologia seguida por el consultor Rimac Orozco para la revalorización técnica 
y la estimación de los precios base de remate de los activos de Enaca consistió en rea¬ 
lizar una inspección técnica a los activos fijos, recolectar información de Cordebeni 
y codificar dichos activos. 

672 Documento de Cordebeni sobre la privatización de sus empresas de 1992, adjunto al Informe de Alfredo Vásquez C., 
consultor de la División de Evaluación y Privatización de la UEREP, del 21 de septiembre de 1992. 
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Para la codificación y revalorización de los activos fijos de Enaca, el consultor tomó 
en cuenta los bienes inmuebles, tanto edificaciones como terrenos, y los muebles deno¬ 
minados “lotes de remate”, constituídos por saldos de muebles y enseres, equipos de 
transporte, maquinaria y equipo. 

En cuanto a la recolección de la información para cumplir con la revalorización, el 
consultor informó que “se ha logrado recolectar parte de esta documentación respalda- 
toria que representa el 40% de los bienes que pertenecen a la CBF y Enaca”, lo que le 
permite disenar una planiUa de revalorización técnica con valores de mercado nacional y 
valor de hquidación de los activos fijos de Enaca. 

Los inmuebles de Enaca y sus valores de hquidación asignados por el consultor se 
describen en el siguiente cuadro: 


Cuadro 268. Valores de Hquidación de inmuebles de Enaca, 1995 



Tipo de bienes 

Valoración 
económica ($us) 

Bienes inmuebles para la venta 

Lote 1: Depósito Enaca 

12.502 

(terrenos y edificaciones) 

Lote 2: Propiedad Ex Plattner 

50.022 


Lote 3: Depósito San José 

64.805 

Total 


127.330 

Bienes inmuebles a ser 

Propiedad INCOS 

89.605 

transferidos (terrenos y 

Propiedad Cruz Roja (parte de propiedad Ex Plattner) 

19.933 

edificaciones) 

Posta Sanitaria y Maternidad San José 

25.188 


Subtesoro General de la Nación (vivienda consultor) 

26.997 

Total 


161.724 

Bienes inmuebles en proceso de 

Propiedad Floresta 

69.998 

saneamiento legal 

Propiedad San Francisco 

5.466 


Depósito Pueblo Nuevo 

9.176 

Total 


84.640 

Bienes inmuebles en proceso de 

Propiedades comprometidas en proceso de localización: Cachuela Esperanza, 


localización 

Guayaramerín y El Porvenir. 

— 

Totales 

373.694 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en el Resumen ejecutivo Informe consultor Orozco, 1995. 


La división de los inmuebles en cuatro categorias responde al tratamiento diferencia¬ 
do que el consultor sugeria se diera a cada grupo; 

• En un primer grupo se consignan los inmuebles a ser subastados en una primera 
etapa, como recomendación de la consultoria. Los tres inmuebles correspondeu a los 
que serán ofertados en subasta como lotes 1, 2 y 3. 

• En un segundo grupo se consignan los inmuebles a ser transferidos a título gratuito a 
instituciones estatales. 

• El tercer grupo está conformado por los inmuebles que se encuentran en proceso de 
saneamiento legal. 
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• En el cuarto grupo figuran las propiedades adquiridas por Enaca como pago de deudas 
de los empresários barraqueros de las que no se consigna su avalúo debido a que se 
encontrarían en proceso de localización. Sin embargo, de acuerdo a un fax remitido por 
la Contraloría General de la República, estos fueron localizados en Cachuela Esperanza, 
Guayaramerín y El Porvenir, con un valor estimado de al menos Bs3.874.430. 

Si bien todos los inmuebles que cuentan con avalúo Uegan a la suma total general de 
$us 373.694, cabe hacer notar que se tiene previsto transferir cuatro inmuebles a entida¬ 
des del sector público por un valor de $us 161.724. De los inmuebles previstos para su 
transferencia al sector privado, a corto y a largo plazo enlistados en los grupos 1 ($us 
127.330) y 3 ($us 84.640), su avalúo asciende a $us 211.970. 

Pero el proceso privatizador Uega a ofertar en subasta pública solamente los tres in¬ 
muebles del grupo 1, Uegando a venderse solo dos entre 1995 y 1996. La comparación 
entre la valuación de esos dos lotes y su precio de subasta se describe a continuación: 


Cuadro 269. Comparación de valores de los lotes de Enaca ofertados en subasta pública y monto de subasta ($us) 


Lotes 

Valores de llquidaclón 
para subasta pública 
(23/05/1995) 

Valor base para la 
venta del Inmueble 
(31/05/1995) 

Valor base del Inmueble 
para la venta directa 
11/12/1995 

Monto de 
subasta 

Lote 1: Depósito Enaca 

12.502 

7.501 

(*) 

11.500 

Lote 3: Depósito San José 

64.805 

38.884 

46.844,53 

38.900 


(*) Para el 11 de diciembre de 1995, el Lote 1 ya había sido vendido. 

Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en el Plan específico aprobado por RM 25/95, del 7 de junio de 1995 y actas de subasta pública. 


En el caso de la subasta del Lote 1 habría una ganancia de $us 3.999; en el caso del 
Lote 3, una pérdida de $us 7.945. Se debe considerar que en el caso del Lote 3, el 11 de 
diciembre de 1995, el consultor Rimac Orozco Rivera remite un Informe Técnico a El- 
vira Lupo, directora ejecutiva de la Unidad de Reordenamiento, donde describe el bien 
inmueble “Depósito San José”, asignándole un valor base de $us 46.844,53. 


9.2.3.4. Gostos de la privatización de Enaca 

Los costos de la privatización de Enaca identificados en el presente estúdio se refieren a 
consultorias para la privatización y servicios de martiUero. 

El pago a los consultores para la privatización contempla el pago de $us 2.500 al con¬ 
sultor evaluador Rimac Orozco (contrato 008/95, 05/05/1992) y el pago de $us 625 al 
consultor jurídico Pablo Toledo Velarde, que fuera contratado para apoyar el proceso de 
privatización de cuatro empresas del Beni, entre las que figuraba Enaca, por un total de $us 
2.500 (Contrato 026/95, 27/06/1995). En ambos consultores se gastaron $us 3.125. 


673 Informe Técnico elaborado por el consultor Rimac Orozco Rivera, referenciado como “Inventariación, revalorización, 
anáüsis de la situación legal y estratégias de transferencia de la Empresa Nacional de la Castaíia ‘Enaca’“, dirigido a 
Elvira Lupo de Velarde, directora ejecutiva Unidad de Privatización. UEREP-SNCI. La Paz, 11 de diciembre de 1995. 
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El pago por servidos dei martiUero Trust Services SRL en 1995 contemplo dos pagos, 
uno fijo y otro denominado contingente u honorário de êxito. El honorário fijo por la 
venta de varias empresas de las Cordes, entre las que estaba Enaca, fue acordado en el 
contrato de servidos dei martiUero y sus dos adendas con las que Uevaron adelante las 
tres subastas por los tres lotes. Prorrateando los montos pagados al martUlero, el pago 
por vender un lote de Enaca en 1995 ascendió a $us 3.439,64. El honorário de êxito 
pagado a Trust Services SRL por vender el Lote 1 de Enaca fue de $us 264,5, el 2,3% dei 
monto bruto de venta.*’^^ 

En 1996, por la venta dei Lote 3, la empresa SMS MartiUeo cobró la suma de $us 
358.*^^^ Los costos de martiUeo totaUzan la suma de $us 4.062,14. 


Cuadro 270. Costos de la privatización de Enaca 


1 Descripción 

Monto ($us) 1 

Consultorias para la privatización 

3.125,00 

Trust Services SRL, honorário fijo por servicio de martiUero, en 3 subastas 

3.439,64 

Trust Services SRL, honorário de êxito a por venta dei Lote 1 (2,3%) 

264,50 

SMS MartiUeo, honorário por venta dei Lote 3 

358,00 

Total 

7.187,14 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en informes de la UEREP, Contrato dei Consultor e informes de los martilleros. 


Se tiene información que por concepto de bonos extralegales se pagó la suma de $us 
10.000 a cinco trabajadores; sin embargo, como no se tiene la documentación que respalde 
esta afirmación, este monto no será considerado en la estimación dei perjuicio económico. 

9.2.3.5. Perjuicios económicos 

A consecuencia de la privatización de la Empresa Nacional de la Castana se produjeron 
los siguientes perjuicios económicos para el Estado; 

El cierre de la empresa en 1989 provocó la obsolescência de los activos por desuso, de 
manera que puestos en subasta los lotes 1 y 3, en 1995 y 1996, tanto su valuación última 
como el precio de venta fueron mínimos, como se muestra en el siguiente cuadro; 


674 El Ministério de Capitalización fijó los honorários de Trust Services SRL mediante Resolución Ministerial 36/95, de 
23 de junio de 1995, que prorrateada ascendia a |us 3.000. El 3 de agosto de 1995, ese Ministério aprobó la firma de 
una Adenda por la cual se incrementaria el pago porque debian volverse a subastar los inmuebles para los que no se 
presentaron ofertas. Prorrateado, el pago por Enaca llegaba a $us 296 (RM 52/95). De igual manera, el 18 de agosto 
de 1995, el Ministério autoriza una nueva adenda con la cual se incrementan los servidos, que prorrateados Uegan a 
|us 334 (RM 63/95). 

675 La rendición de cuentas de la subasta pública MC/SNCI/UR/SUB-007/95, presentada por Trust Service SRL, en la 
que se consigna la retención de los honorários de martiUeo ($us 264), fue aprobada por el Ministério de Capitalización 
mediante Resolución Ministerial 082/95, dei 21 de septiembre de 1995. 

676 “Informe Económico de la Unidad Económica Empresa Nacional de la Castana (Enaca)-Lote 3”, dei 1° de noviembre 
de 1996, elaborado por Sérgio A. Mostajo Sotelo, de la empresa SMS MartiUeo, aprobado por Resolución Ministerial 
162/96, de fecha 4 de noviembre de 1996, emitida por el Ministério de CapitaUzación. 
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Cuadro 271. Comparación entre últimos avalúos de lotes de Enaca y su precio de venta ($us) 


Tipo de activos 

Últimos avalúos 
(1995) 

Precios de venta (1995-1996) 

Depósito Enaca (Lote 1) 

7.501 

11.500 

Depósito San José (Lote 3) 

46.845 

38.900 

Total 1 

1 54.346 

[ 50.400 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Orozco, 1995. 


Aun así, en la subasta de los lotes 1 y 3 hubo una pérdida de $us 3.946. 

Para implementar el proceso de privatización, en consultorias y martiUeos se gastó la 
suma de $us 7.187,14. 

La fórmula para calcular el perjuicio económico es el siguiente; 


Perjuicio económico por la privatización = (Valor de subasta - Precio de venta) + Costo de consultorias 


PEP = (54.346 - 50.400,00) + 7.187,14 = 11.133,14 


Por tanto, en la venta de los lotes 1 y 3 de Enaca, se establece que el perjuicio econó¬ 
mico alcanzó a $us 11.133,14. 

Además, otro perjuicio económico no cuantificado fue el provocado por el cierre de 
Enaca, que entorpeció el cobro de recursos estatales por $us 1.142.500, recursos de los 
que se desconoce si fueron recuperados o no a 139 barraqueros.'’^’ 

9.2.4. Análisis jurídico de la privatización de Enaca 
9.2.4.1. Relación de hechos susceptibles de responsabilidad 

La Empresa Nacional de la Castana surge como parte de los proyectos que desarroUaba 
en el norte del país la Corporación Boliviana de Fomento — CBF, que en 1967 inició el 
Programa Castana de fomento anual al desarroUo de la producción castanera y que en 
1975, este programa se transforma en Enaca, por decisión de la CBF mediante Resolu- 
ción Interna n.° 43/75, del 15 de juHo de 1975, instalando una planta beneficiadora en 
Riberalta (Beni), en el afán de brindar financiamiento oportuno a los productores de 
almendra al inicio de la zafra, regular los precios de compra, evitando el monopolio de 
los rescatadores, incentivar las tareas de recolección para evitar las migraciones internas, 
constituir mercados seguros para los zafreros y generar divisas por exportación.'^’® 


677 Documento de Cordebeni sobre la privatización de sus empresas de 1992, adjunto al Informe de Alfredo Vásquez 
C., consultor de la División de Evaluación y Privatización de la UEREP, del 21 de septiembre de 1992. 

678 Documento de Cordebeni sobre la privatización de sus empresas de 1992, adjunto al Informe de Alfredo Vásquez C., 
Consultor de la División de Evaluación y Privatización de la UEREP, de 21 de septiembre de 1992. Archivo del Ministério de 
DesarroUo Productivo y Economia Plural — Repositorio de la Privatización. Serie: M-lOO UEREP. Cód.: 28 UEREP -1992. 
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Enaca estableció su sede en Riberalta y contaba con tres plantas procesadoras de castana: 
en Cobija, Blanca Flor y Riberalta, extendiendo la presencia dei Estado en el norte dei país. 

Durante el gobierno de Víctor Paz Estenssoro, en el marco dei Decreto Supremo 
21060, se disuelve la CBF y se instruye la transferencia de sus activos industriales y accio- 
nes a las Corporaciones Regionales de DesarroUo (Cordes). En el caso de Enaca, se trans- 
firió a las Cordes de Beni y Pando, por su valor en libros y sin cargo alguno,'^^^ asumiendo 
sus pasivos el Tesoro General de la Nación. En este período la planta de Enaca ubicada 
en Riberalta trabajaba al 42% de su capacidad instalada; mientras que la planta de Cobija 
trabajaba al 10% de su capacidad instalada. En matéria de empleo, considerando las plan¬ 
tas en Cobija y Riberalta, Enaca contaba con 112 empleados permanentes y alrededor de 
800 eventuales, quienes trabajaban en sus domiciHos 10 meses al ano. 

En el marco dei proceso de privatización, el Decreto Supremo 22836, de 14 de junio 
de 1991, determina en su artículo 20, numeral 27, que Enaca será sometida al proceso de 
reordenamiento, ya sea a través de su transformación, disolución y liquidación o, en su 
caso la transferencia total o parcial de la propiedad de la empresa, como unidad patrimo¬ 
nial, al sector privado. 

Se inicia el proceso de privatización el 3 de julio de 1991, con la suscripción dei Convê¬ 
nio de Asistencia Técnica entre la Comisión de Evaluación de la Empresa Pública - CEEP 
con Cordebeni para asesorarla en la privatización de sus empresas, sin embargo, el gobierno 
de Jaime Paz Zamora no priorizó a Enaca dentro las empresas sujetas a privatización. 

El gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada emite el Decreto Supremo 23991 dei 
10 de abril de 1995, que es el nuevo Reglamento de la Ley de Privatización, designando 
al Ministro Sin Cartera Responsable de CapitaHzación como la autoridad responsable 
de ejecutar la privatización de las empresas públicas, bajo definiciones adoptadas por 
el Consejo de DesarroUo Nacional (Codena) y creando la Unidad de Reordenamiento, 
dependiente de la Secretaria Nacional de CapitaUzación e Inversión, como organismo 
técnico operativo dei proceso. De tal manera, Codena emite la Resolución 02/95, dei 25 
de abril de 1995, autorizando al Ministério de CapitaUzación a proceder con la privatiza¬ 
ción de 47 empresas, entre las cuales se encuentra Enaca, recomendando que se reaUce la 
transferencia a través dei procedimiento de subasta púbUca.'^®° 

El 6 de abril de 1995, se emite la Resolución de Directorio Cordebeni 10/95, que 
autoriza la transferencia dei paquete accionario que tiene Cordebeni en varias empresas 
entre las cuales se encuentra Enaca, cuando Enaca no era una sociedad por acciones, sino 
una unidad económica dependiente de Cordebeni. Esa misma Resolución de Directorio 
instruye que las entidades de Cordebeni reaUcen el saneamiento legal y contable de cada 
una de las empresas y unidades económicas que la norma senala. 

El 5 de mayo de 1995, se suscribe el Contrato de Consultoria 008/95 con la Consultora 
Rimac Orozco para la reaUzación de estúdios de valoración y situación legal de Enaca, quien 


679 Decreto Supremo n.° 21888, de 8 de marzo de 1988. 

680 Resolución 02/95, dei 25 de abril de 1995, que en su Anexo I, punto 38, senala las características de la Empresa 
Nacional de la Castana. 
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establece los valores para bienes inmuebles saneados (divididos en tres lotes; Depósito Ena- 
ca, Propiedad ex Plattner, Depósito San José) y otros en proceso de saneamiento legal (Pro- 
piedad INCOS, Propiedad Cruz Roja, Posta Sanitaria y Maternidad San José), totalizando la 
suma de $us.211.970. En cuanto a los bienes muebles (mobüiario, equipos y maquinaria), el 
equipo consultor se hizo presente en la ciudad de Riberalta y reaHzó inspección técnica en 
la unidad de producción que se encontraba ubicada en el inmueble denominado propiedad 
Enaca-INCOS y Depósito Enaca, concluyendo “que solamente existen bienes inmuebles, 
puesto que las cuentas de maquinaria y equipo; muebles y enseres; vehículos han desapare¬ 
cido y/o han sido desmantelados y quedan saldos y remanentes”.^®^ 

El 25 de mayo de 1995 el Directorio de Cordebeni emite Resoluciones de Directorio 
18/95, 20/95 y 19/95, que autorizan a su presidente a efectuar trâmites para transferir a 
título gratuito algunos activos de Enaca; el inmueble que usa INCOS- Riberalta y el otro 
que usa la Cruz Roja FiUal Riberalta al municipio de Riberalta; el inmueble que usa la 
Posta Sanitaria a la Secretaria Nacional de Salud, Regional Riberalta. 

El 21 de mayo de 1995, se procede con la Convocatoria a subasta pública de activos 
de Enaca para 3 lotes (Lote 1. Depósito de Enaca, Lote 2. Propiedad Ex Plattner y Lote 
3. Depósito San José), el mismo que se realizaria el 17 de juho de 1995, que se declaró 
desierta, emitiéndose nueva convocatoria el 21 y 27 de juho, para subasta púbhca a reah- 
zarse el 2 de agosto, que de igual manera se declara desierta. En la tercera subasta púbhca 
reahzada el 23 de agosto se adjudica solamente el Lote 1 Depósito Enaca al senor Angel 
Royo Hernández por $usl 1.500. 

El 7 de octubre de 1996 se reinicia la enajenación del Lote n.° 3 “Depósito San José”, 
con la Resolución Ministerial 155/96 emitida por el Ministério de Capitahzación, que 
aprueba el mismo Plan Específico aprobado para los tres lotes ofertados. En subasta 
púbhca del 30 de octubre de 1995, se adjudica el Lote 3 a Mario Erwin Vaca Diez Cuehar 
por la suma de $us.38.900 (casi igual al precio base del Phego de Condiciones que sena- 
laba $us 38.884, pero que el Consultor Rimac Orozco determinó en $us 46.844,53.*^®^ 

No se tiene conocimiento de lo sucedido con el Lote n.° 2. 

9.2.4.2. Irregularidades relevantes 

9.2.4.2.I. Ausência de respaldo técnico para reducción del valor del Lote n.° 3 de Enaca 

La transferencia de los activos de Enaca tuvo varias subastas púbhcas de adjudicación de 
los lotes 1, 2 y 3. El Lote 2 no hegó a venderse; el Lote 1 se vendió recién en la tercera 
subasta; el Lote 3 se vendió en la cuarta subasta pero sin respaldo técnico para la fijación 
de su precio base, vale decir, sin respetar el valor determinado por el consultor contratado 
para ese fin. 


681 Ibíd., segunda hoja, foliada como “500”. 

682 Rimac Orosco: “Informe Técnico. Inventariación, revalorización, análisis de la situación legal y estratégias de 
transferencia de la Empresa Nacional de la Castana Enaca”, dirigido a Elvira Lupo de Velarde, Directora Ejecutiva 
Unidad de Privatización (sic). 11 de diciembre de 1995. 
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La metodologia seguida por el consultor Rímac Orozco para la revalorización técnica 
y la estimación de los precios base de remate de los activos de Enaca (informe dei 31 de 
mayo de 1995), consistió en realizar una inspección técnica a los activos fijos, recolectar 
información de Cordebeni y codificar dichos activos, tomando en cuenta los bienes in- 
muebles (edificaciones y terrenos) y los muebles, concluyendo que los bienes inmuebles 
que se encontraban saneados para su transferencia al sector privado eran solamente tres: 
Depósito Enaca, Propiedad ex Plattner y Depósito San José, debido a que eran los únicos 
que contaban con documentación de derecho propietario en favor de Cordebeni. 

En ese marco, el Ministério sin Cartera Responsable de Capitalización aprobó el Plan 
Específico preparado por la Unidad de Reordenamiento, con los precios base estable- 
cidos por el consultor Rímac Orozco, así como el PHego de condiciones en el que se 
enmarcaría la subasta referenciada como MC/SNCI/UR/SUB-007/95, Venta de Em¬ 
presa Nacional de la Castana. Los activos de Enaca fueron divididos en tres lotes para su 
subasta en juHo de 1995: 

• Lotei Depósito Enaca $us 12.502 

• Lote 2 Propiedad ex Plattner $us 50.022 

• Lote 3 Depósito San José $us 64.805 

La primera subasta fue declarada desierta el 17 de juHo de 1995, convocándose a una 
segunda subasta, la cual también fue declarada desierta el 2 de agosto de 1995. En la 
tercera subasta de 23 de agosto de 1995, se adjudicó el Lote 1 Depósito Enaca, pero no 
así los lotes 2 y 3. 

El Lote 3 Depósito San José, ubicado en la Av. Fuerza Naval al oeste y caUe Mariscai Santa 
Cruz al este, zona noreste de Riberalta, tenía una superfície de 3.311,36 m2 y un frente de 40 
m, con forma regular. Dentro dei terreno existían tres edificaciones de 505,80 m2,173,90 m2 
y 45 m2, respectivamente; construidas de ladnUo gambote y adobe y cubiertas con calamina 
galvanizada, con puertas y ventanas de madera; con instalación eléctrica pero no sanitaria. 

A soHcitud de la Unidad de Reodenamiento, el consultor Rímac Orozco Rivera pre- 
senta un segundo Informe Técnico en fecha 11 de diciembre de 1995, referenciado como 
“Inventariación, revalorización, anáhsis de la situación legal y estratégias de transferencia 
de la Empresa Nacional de la Castana ‘Enaca’ ”, dirigido a Elvira Lupo de Velarde, direc- 
tora ejecutiva de la Unidad de Reordenamiento, en el cual, con los mismos argumentos 
expresados en su primer informe, establece un nuevo valor base de $us.46.844,53, para la 
venta directa dei inmueble consignado como Lote 3. 

Sin embargo, ignorando el nuevo precio base fijado por el consultor, el 7 de octubre 
de 1996, el Ministério de Capitalización mediante Resolución Ministerial n.° 155/96, 
aprueba un nuevo PHego de Condiciones para la Subasta PúbHca MC/SNCI/UR/SUB- 
007/95-11, referida solo al Lote n.° 3 “Depósito San José”, estableciendo como precio 
base $us.38.884, valor que no cuenta con sustento técnico, ni con antecedentes respecto 
de la decisión de bajar el precio base senalado por los avalúos reaHzados por el consultor 
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Rímac Orozco Rivera, quien inicialmente había senalado para el Lote 3 la suma de $us 
64.805 y posteriormente, redujo a $us.46.844,53. 

El 30 de octubre de 1996 se procede a la subasta pública en la ciudad de Trinidad, pre- 
sentándose como único postor habilitado Mario Erwin Vaca Díez CuéUar, quien se adjudica 
el Lote n.° 3 por la suma de $us 38.900. El contrato de compra-venta se suscribe el 5 de 
noviembre de 1996 y se protocoliza el 12 de noviembre de 1996, ante el Notário de Hacien- 
da y Gobierno del Departamento del Beni, Ives Barbery Hurtado, mediante Testimonio n.° 
106/96, firmado por Alfonso RevoUo Thenier, ministro sin Cartera Responsable de Capita- 
Uzación, y Antonio Majluf Morales, prefecto y Comandante General del Departamento del 
Beni, como vendedores; y Mario Erwin Vaca Díez CuéUar como comprador. 

r \ 

Por los hechos anteriomente descritos, se presume responsabUidad por parte de quie- 
nes aprobaron la Resolución Ministerial n.° 155/96 del Ministério de Capitalización, 
que aprueba un nuevo Pliego de Condiciones para la Subasta Pública MC/SNCI/UR/ 
SUB-007/95-II, del Lote n.° 3 Depósito San José de Enaca, con un precio base de 
$us 38.884, carente de respaldo técnico. Asimismo, por parte de quienes firmaron la 
Resolucion Ministerial n.° 162/96, de 4 de noviembre del 1996, que aprueba el informe 
de subasta. Así también, por parte de quienes firmaron el contrato de compra venta 

respectivo (Testimonio n.° 106/96 de 12 de noviembre de 1996). 

V_^___ ) 


Conclusiones 

Las presentes conclusiones sintetizan los resultados de la investigación respecto de lo 
sucedido con la privatización de las empresas púbUcas creadas para promover el desarro- 
üo del departamento de Beni, destacando aspectos centrales del proceso de enajenación 
de las empresas púbUcas y sus principales impactos en los âmbitos poUtico institucional, 
económico productivo y social. 

Âmbito político institucional 

La poUtica de desarroUo productivo en el departamento de Beni tuvo referencia principal 
a la ganadería, como un reflej o de la organización departamental del poder y de la voca- 
ción productiva regional. 

En esa Unea, las empresas púbUcas departamentales cubrieron la cadena productiva 
agropecuaria como el centro de mejoramiento genético, los silos de almacenamiento de 
grano, la producción de semiUas y aUmento balanceado, pero también incursionaron en 
lo financiero con un fondo de apoyo crediticio a la producción ganadera. 

La enajenación de las empresas púbUcas creadas para el fomento del desarroUo depar¬ 
tamental, desarticuló al conjunto de empresas enfocadas en las vocaciones productivas 
que, además de la ganadera, eran la castana, la forestal y la pesquera, impactando en las 
vocaciones y los ejes productivos departamentales. 
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El desarroUo de estos rubros productivos constituía la condición material para la arti- 
culación interregional y la integración dei departamento con el país. 

Cabe destacar el amplio apoyo de la cooperación internacional (britânica, china, FAO, 
entre otros) en el desarroUo departamental beniano y que, en algunos casos, permitió 
salvar las empresas púbUcas como fue, ejemplarmente, en el rubro pesquero. 

Âmbito económico productivo 

La enajenación de las empresas púbUcas impacta de forma general sobre la economia 
productiva departamental cuando desarticula la cadena productiva ganadera. 

En el sector forestal sucecUó la paradoja de que este rubro estratégico en la vocación 
productiva departamental, no pudo ser desarroUado y la empresa forestal que se preten- 
dió implementar nunca pudo materiaUzarse. 

Uno de los mayores impactos respecto de la potenciaUdad económica y productiva 
departamental fue el desbaratamiento de la planta beneficiadora de almendra, Enaca, tan¬ 
to porque era un producto no tradicional al que el comercio internacional abria enormes 
espacios, cuanto porque su funcionamiento impUcaba lo principal dei empleo rural. 

Los perjuicios económicos al departamento alcanzan a la suma desglosada dei si- 
guiente cuadro; 


Perjuicio económico por la privatización en el departamento de Beni 


1 Empresa 

item 

Monto ($us) 


Valor referencial 

64,551.01 


Precio de venta 

(13,000.00) 

Fábrica de Cerâmica RojaTrinidad (FCRT) 

Consultorias 

28,155.06 


Bonos extralegales 

2,000.00 


Perjuicio 

81,706.07 


Valor referencial 

43,885.00 


Precio de venta 

(36,999.00) 

Empresa Ganadera Santa Martha 

Consultorias 

22,489.15 


Bonos extralegales 

4,000.00 


Perjuicio 

33,375.15 

Fondo Ganadero dei Beni (Fongabeni) 

Consultorias 

15,625.00 

Perjuicio 

15,625.00 

Cabana de Bovinos dei Beni (Cabobe) 

Consultorias 

21,564.18 

Perjuicio 

21,564.18 

Planta de Silos Sachojere 

Consultorias 

8.064,63 

Perjuicio 

8,064.63 

Planta de Alimentos Balanceados Beni 

Consultorias 

6.623,61 

(Albabeni) 

Perjuicio 

6,623.61 
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1 Empresa 

item 

Monto ($us) 


Valor referencial 

54,346.00 

Empresa Nacional de Castafia (Enaca) 

Precio de venta 

(50,400.00) 

Consultorias 

7.187,14 


Perjuicio 

11,133.14 

TOTAL 


178,091.80 


Nota: El perjuicio se calcula a partir de la diferencia entre el valor referencial de venta y el precio de venta; a ese resultado se suman los gastos de 
consultorias, martilleos y bonos extralegales. Las cifras gue aparecen entre parêntesis son negativas, se restan en las sumatorias. Las sumatorias negativas 
representan ingresos para el Estado. 

Fuente: CEMIPyC, 2018. 

El perjuicio total por la enajenación de empresas públicas en el departamento de Beni 
fue de $us 178.091,80, equivalentes a $us 390.804,64 actuales. 

Estas cifras solo hacen referencia a los perjuicios económicos directos e inmediatos, por¬ 
que el dano a la capacidad económico—productiva departamental fue, sin duda, mayor. 

Âmbito social 

El impacto social de la enajenación de las empresas públicas, ubicadas en gran parte de la 
enorme geografia departamental, fue principalmente la pérdida de empleos rurales y de 
espacios económicos locales por el efecto multiplicador de las empresas en las distintas y 
distantes regiones donde estaban emplazadas. 

Otro impacto evidente de la desarticulación productiva a lo largo del território de¬ 
partamental beniano, fue la discontinuidad o la pérdida de las acciones de integración 
territorial, económica y social y, con eUo, el deterioro de las condiciones de vida, sobre 
todo rural y campesina. 
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SAM. La Paz, julio de 1995. 
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ca]. 5 de mayo de 1995. 
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1995f Acta de subasta pública. Declara desierta la subasta de los Lotes 1, 2 y 3. 17 de julio de 1995. 

1995g Convocatoria a subasta pública para el 2 de agosto de 1995. 21, 25 y 27 de julio de 1995. 

1995h Acta de la segunda subasta pública. Declara desierta por segunda vez la subasta de los Lotes 1, 2 y 3. 
2 agosto de 1995. 

1995Í Acta de subasta pública. Adjudica Lote 1 a Angel Royo Hernández. 23 de agosto de 1995. 

1995j Minuta del contrato de compraventa del Lote 1. 28 de septiembre de 1995. 

1995k Testimonio 1048/95. Protocoliza contrato de compraventa del Lote 1. 20 de noviembre de 1995. 

19951 Informe técnico. Inventariación, revalorización, anáüsis de la situación legal y estratégias de transferen¬ 
cia de la Empresa Nacional de la Castana-Enaca. 31 de mayo de 1995. 

1995m Acta de la primera subasta pública de Enaca. 17 de juHo de 1995. 

1995n Acta de la segunda Subasta Pública de Enaca e informe del martillero. 2 de agosto de 1995. 

1995o Informe de la tercera subasta pública de Enaca. 23 de agosto de 1995. 

1995p Certificado de Adjudicación del Lote 1 a Angel Casimiro Royo Hernández. 23 de agosto de 1995. 

1995q Testimonio 1048/95 [Contrato de compraventa del Lote 1 de Enaca]. 

1995r Pliego de condiciones. Subasta Pública Ref: MC/SNCI/UR/SUB-007/95 - 11. Venta de Enaca (De¬ 
pósito San José). La Paz, octubre de 1996. 

1995s Aviso de prensa: Prefectura del Departamento del Beni. Convocatoria a subasta pública para la venta 
de Empresa Nacional de la Castana “Depósito San José” Ref: MC/SNCI/UR/SUB-007/95 —11. 
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1992 Informe de Viabilidad Técnico-económica. Fábrica de Cerâmica Roja Trinidad. Departamento del 
Beni. BoHvia. La Paz, mayo de 1992. 

FONDO NACIONAL DE DESARROLLO REGIONAL (FNDR) 

1995 Contrato de Consultoria 015/95 [suscrito por Oscar Arrien Sandoval]. 8 de mayo de 1995. 

1995a Convénio ATN/SF 3586-BO. Sub Programa II Privatización [elaborada y suscrita por la Comisión Seleccio- 
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la UR Guido Romero y Enrique Quiroz]. La Paz, 19 de abril de 1995. 

1995b Carta MC/SNCI/U.R./Of 446/95. ATN/SF-3586-BO-Subprograma II Proyecto Piloto de Privatiza¬ 
ción de las empresas regionales de producción [remitida por Edgar Saravia Durnik, secretario Nacional 
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de CapitaHzación e Inversión, a Oscar Arrien S., presidente FNDR], La Paz, 19 de abrü de 1995. 
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MINISTÉRIO DE PLANEAMIENTO Y COORDINACION. UNIDAD EJECUTORA DEL 
REORDENAMIENTO DE LA EMPRESA PÚBLICA (MPyC-UEREP) 

1993 Informe de gesüón. Situación actual y perspectivas dei proceso de reordenamiento de la empresa pú¬ 
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1993a Informe de la subasta. Venta de la Empresa Ganadera Santa Martha en San Borja. Anexo 3 del Infor¬ 
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Capítulo 10 . Las empresas públicas del departamento de Pando 


La escasa infraestmctura productiva y de servidos públicos en el departamento de Pando 
se constituyó principalmente a lo largo de ciclo estatal del 52. Con la finalidad de tener 
presencia en el norte amazônico y tratar de articular ese território a la estructura econó¬ 
mica del país, el Estado logró implementar algunas empresas públicas. Aunque pocas, 
esas empresas tenían una gran importância en el departamento, pues intervenían en as¬ 
pectos vitales para la economia de la región, como la producción de castana, la ganadería, 
la minería no metálica (producción de ladriUos para vivienda) y los servidos públicos 
(agua, luz, teléfonos y médios de comunicación). 

El detaUe de las empresas públicas constituidas en Pando se muestra a continuación. 
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Gráfico 34. Empresas públicas del departamento de Pando, 
por área económica y ubicación 



□ SERVICIOS 
OpRODUCCIÓN 


Fuente: CEMIPyC, 2018. 


Las empresas públicas constituídas en el departamento de Pando fueron nueve, ubi- 
cadas principalmente en la ciudad de Cobija. Los detalles relativos a su creación y la 
dependencia institucional se presentan en el siguiente cuadro. 


Cuadro 272. Empresas públicas del departamento de Pando por ano de creación, dependencia y ubicación 


N.° 

Denominación de la empresa pública 

Afio de creación o inicio de 
funcionamiento 

Dependencia durante la 
privatización 

Ubicación 

1 

Planta Beneficiadora de Castana (PBC) 

1967 como Programa Castana 

Cordepando 

Cobija 

2 

Hacienda Ganadera Blanca Flor 

1969 como CBF 

Cordepando 

Madre de Dios 

3 

Sistema de Agua Potable Cobija (actual 
EPSA Municipal Cobija) 

1977 sobre infraestructura 
instalada porCorpaguas 

Cordepando 

Cobija 

4 

Sistema de Teléfonos Automáticos de 

Cobija 

1976 como Proyecto de Teléfonos 
Automáticos Cobija 

Cordepando 

Cobija 

5 

Servicios de Energia Eléctrica de Cobija 
(Secobija) 

1943 bajo la Prefectura hasta 

1972 (Cordeno*) 

Cordepando 

Cobija 

6 

Televisión Educativa Canal 6 

1981 

Cordepando 

Cobija 

7 

Zona Franca Cobija (Zofra Cobija) 

1965 

Cordepando 

Cobija 

8 

Hotel Prefectural Pando 

1969 

Prefectura 

Cobija 

9 

Fábrica de Cerâmica Roja Cobija (FCRC) 

1981 

Cordepando 

Cobija 


* Corporación Regional de Desarrollo del Noroeste, entidad antecesora de Cordepando. 
Fuente: CEMIPyC, 2018. 
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Ocho de estas empresas dependían de la Corporación Regional de DesarroUo de Pan¬ 
do (Cordepando) y solo una de la Prefectura. Era notoria la debilidad institucional de 
algunas entidades de Pando, entre eUas el municipio, que no logró tener bajo su tuición 
empresas públicas. 

Con la política neoHberal implementada en el país a partir de 1985, esas empresas 
fueron sometidas a procesos de enajenación; consecuentemente, el escaso aparato pro- 
ductivo y de servidos de la región fue desmantelado. 

lo.i.La enajenación de las empresas públicas de Pando 

La visión privatizadora dei gobierno de Víctor Paz (1985-1989) fue desarroUada por la 
Comisión de Transición Industrial (Comtrain), creada para ejecutar un proyecto financia¬ 
do por Usaid y dirigida por Jorge Quiroga Luizaga.'"®'’ 

Comtrain inició sus actividades el 18 de noviembre de 1987 y entre sus tareas estuvo 
“la identificación y definición dei universo de empresas públicas que tenía el Estado boli¬ 
viano, debiendo recomendar medidas que permitan su racionalización” (MPC, 1989; 43). 
Por eUo, encargó estúdios de evaluación de muchas empresas dependientes de las Cordes 
y, después de funcionar durante 16 meses, cerró operaciones el 28 de febrero de 1989. 

En el gobierno de Jaime Paz Zamora, la institucionalidad privatizadora estuvo a cargo 
de la Comisión de Evaluación de la Empresa Pública (CEEP), creada el 11 de enero de 
1990 con el objeto de determinar la situación y perspectivas futuras de la empresa públi¬ 
ca, así como la conveniência o no de su transferencia total o parcial a la actividad privada, 
cooperativas u otras formas de asociación (DS 22407, 11/01/1990, art. 108).'^®'^ 

El Directorio de la CEEP estaba presidido por el ministro de Planeamiento y Coordi- 
nación, e integrado por el ministro de Industria, Comercio y Turismo, el ministro de Fi- 
nanzas, el ministro de Trabajo y DesarroUo Laborai, el ministro sin Cartera y el ministro 
dei sector correspondiente (art. 111). 

El 14 de junio de 1991 fue creada la Unidad Ejecutora dei Reordenamiento de las 
Empresas PúbUcas (UEREP), bajo dependencia dei Ministério de Planeamiento y Coor- 
dinación, con autonomia de gestión, para que sea la Secretaria Técnica de la CEEP (DS 
22836, 14/06/1991). Meses más tarde, la UEREP pasa a depender de la Subsecretária 
de DesarroUo Socio Económico dei Ministério de Planeamiento y Coordinación, y esa 
Subsecretária pasa a actuar como Secretaria Técnica de la CEEP en la definición de estra¬ 
tégias para la privatización (DS 23170, 05/06/1992). 

El 24 de abrü de 1992, Jaime Paz Zamora firmó la Ley 1330 de Privatización, junto a su 
ministro de Planeamiento y Coordinación, Samuel Doria Medina Auza, y a su ministro de 
Finanzas, Jorge Quiroga Ramirez. Esta norma autorizaba a las entidades estatales a enajenar 
activos, bienes, valores, acciones y derechos de su propiedad, y asignaba al Consejo Nacio- 

683 Jorge Quiroga Luizaga es padre de Jorge Tuto Quiroga Ramirez. 

684 El DS 22407 aprobó las “Políticas de acción para consolidar la estabüidad y promover el crecimiento económico, el 
empleo, el desarrollo social y la modernización dei Estado” y contenía los üneamientos económicos dei Gobierno de 
Jaime Paz Zamora. 
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nal de Economia y Planificación (Coneplan) la tarea de normar y fiscalizar la privatización 
de las empresas públicas, definiendo las estratégias para su transferencia o disolución. 

La reglamentación de la Ley de Privatización fue aprobada el 5 de junio de 1992 me¬ 
diante el Decreto Supremo 23170 y en octubre de 1992, a través del Decreto Supremo 
23287, se aprobó una modificación. 

En el marco de esa normativa, se efectuó la privatización de las nueve empresas pú¬ 
blicas en el departamento de Pando. La empresa prefectural y una de Cordepando fueron 
vendidas, tres empresas fueron cerradas, dos transferidas, una cedida a una cooperativa y 
otra continuó como empresa pública de servicios. 


Cuadro 273. Situación de empresas públicas de Pando después del proceso de enajenación 


N.° 

Denominación de la empresa pública 

Situación, adjudicatarioy ano | 

1 

Planta Beneficiadora de Castana (PBC) 

Cerrada/1989 

2 

Hacienda Ganadera Blanca Flor 

Cerrada/1993 

3 

Sistema de Agua Potable Cobija (actual EPSA Municipal Cobija) 

Desestimada y transferida al Municipio de Cobija/1993 

4 

Sistema deTeléfonos Automáticos de Cobija 

Privatizada y cedida a la Cooperativa de Teléfonos 
Automáticos de Cobija, 1990 

5 

Servicios de Energia Eléctrica de Cobija (Secobija) 

Desestimada y transferida a la Empresa Nacional de 
Electricidad-ENDE/1993 

6 

Televisión Educativa Canal 6 

Cerrada/1998 

7 

Zona Franca Cobija (Zofra Cobija) 

Desestimada, bajo administración propia/1995 

8 

Hotel Prefectural Pando 

Privatizada: Bolívar Tufik Azad/1993 

9 

Fábrica de Cerâmica Roja Cobija (FCRC) 

Privatizada: Empresa Constructora Latinoamericana Ltda.- 
ECLA (Deifín Vargas Vallejos)/! 993 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con baseen Price Waterhouse, 1990: "Estratégia de privatización en Bolivia", listados de la Comisión de Evaluación de la Empresa 
Pública (CEEP), 1992-1993 y Resolución Codena 013/95,25/08/1995. Res. Directorio Cordepando 5/95,02/06/1995. 


Entre las nueve empresas de Pando, había tres productivas y seis de servicios. De este 
conjunto, el 67% fueron vendidas, cedidas o cerradas, y el 33% restante fue transferido a 
otras entidades o continuaron funcionando en la misma entidad. 

El siguiente cuadro muestra algunas estadísticas de la situación de las empresas luego 
del proceso enajenador. 


Cuadro 274. Resumen de situación de empresas públicas del departamento de Pando 


Dependencia 

Cant. 

Enajenadas 

No enajenadas 

Privatización 

Cerradas 

Empresas desestimadas 



Venta 

Cesión 

Cierreporefecto 

Transferencia 

Continuidad 

1. Cordepando 

8 

1 

1 

3 

2 

1 

2. Prefectura de Pando 

1 

1 

- 

- 

- 

- 

3. Alcaldía Municipal de Pando 

- 

- 

- 

- 

- 

- 

Totales 

9 

2 

1 

3 

2 

1 

Porcentaje 

100% 

67% 

33% 


Fuente: CEMIPyC, 2018. 
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Los métodos y modalidades aplicados para implementar la enajenación se presentan 
en el siguiente gráfico; 

Gráfico 35. Métodos y modalidades de enajenación de empresas de Pando 


Privatización 


Capitalización 



Empresas enajenadas 

■ 

Empresas no enajenadas 


Cierre 


Interrupción 




■>1 Cierre por efecto 


Empresas 

desestimadas 


{ 


H Transferencia 


Continuidad 


Fuente: CEMIPyC, 2018. 


lo.i.i. Aspectos generales de las empresas enajenadas 

En el presente acápite se describen y anaüzan los procesos de enajenación de ocho em¬ 
presas públicas. Luego, se presenta el caso de estúdio de la enajenación de la Fábrica de 
Cerâmica Roja de Cobija, vendida durante el gobierno de Jaime Paz Zamora. 


lo.i.i.i. Planta Beneficiadora de la Castana (PBC) 

Originalmente, la Planta Beneficiadora de la Castana (PBC)*^®^ fue parte dei Programa 
Castana, creado por la CBF en 1967. En 1975 se consolida y da paso a la creación de la 
Empresa Nacional de la Castana (Enaca), que tenía presencia en los departamentos de 
Pando y Beni, con plantas beneficiadoras en las ciudades de Cobija y Riberalta. 


685 En distintos documentos se pueden encontrar otras denominaciones para esta empresa, como “Beneficiadora de 
Castana de Cobija” o “Planta Beneficiadora de Cobija”. 
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Por efecto del DS 21060, la CBF fue disuelta el ano 1985 y los activos industriales de 
Enaca en Pando fueron transferidos a Cordepando. La entrega de activos se realizo el 21 
de mayo de 1986.’^®'’ La entidad regional recibió inmuebles en Cobija, además de maqui¬ 
naria, equipos, herramientas, utensilios, muebles, útiles y vehículos, y se hizo cargo de la 
administración de la PBC. 

Ubicada en la ciudad de Cobija, la PBC era una empresa departamental, pero sin 
personería jurídica propia, y su actividad principal era impulsar la actividad castanera a 
través del acopio y beneficiado de la castana para su exportación. Para tal efecto, otorgaba 
créditos a los recolectores, principalmente a los barraqueros, con recursos que provenían 
de créditos que el Banco Central de BoHvia destinaba a Cordepando. 

La castana recolectada era beneficiada en su planta ubicada en la ciudad de Cobija, lo 
que permitia que la castana producida en BoHvia fuera exportada como boHviana y con 
un valor agregado. 

La capacidad productiva de la planta beneficiadora era importante. Para 1986, había 
alcanzado una producción de 8.000 cajas/ano, empleando para eUo apenas el 10% de su 
capacidad instalada, lo que demuestra su potencial con relación a una producción casta¬ 
nera creciente en esos anos. 

De la gestión de la empresa bajo administración de Cordepando, solo se conoce que 
desarroUó sus actividades durante la zafra 1986-1987, para lo cual recibió —bajo el aval 
de Cordepando— un crédito de $us 151.879, debido a que el procesamiento de la castana 
proporcionada trabajo indirectamente a tres mil famiHas en el área de producción de Beni 
y Pando (DS 21465, 08/12/1986). 

El crédito otorgado en diciembre de 1986 fue aprobado en forma extemporânea. 
El mismo Decreto Supremo 21465 que lo aprueba indica que “la zafra de la castana 
comienza en la segunda quincena del mes de noviembre y concluye en el mes de febrero 
siguiente (...) siendo el producto de mayor rendimiento el que corresponde al comienzo 
de la zafra” (DS 21440, 17/11/1986, considerando tercero). Se puede afirmar que la 
extemporaneidad del crédito provocaba un perjuicio a la gestión de la empresa y la debi- 
Htaba institucionalmente.^®® 


686 Acta de Entrega Provisional de Enaca-Cobija, suscrita el 21 de mayo de 1986 entre Juan Carlos Riss Cecim, presidente 
de Cordepando, y Jaime Aponte Issa, gerente Liquidador CBF, en el inventario de activos al 31 de diciembre de 1981. 
La transferencia recién se concretaría el 28 de noviembre de 1989 mediante Minuta de Transferencia suscrita por 
Enrique Soruco Vidal, Liquidador de CBF, Adolfo Mejido Tellería, presidente de Cordepando, Armando Méndez 
Morales, Subsecretário del TGN. Esa Minuta recién fue protocolizada el 4 de febrero de 1993, según senala el 
Testimonio 11/93, que Ueva firma de Natal Shimokawa Neira, presidente de Cordepando, y Alberto Pinto Montero, 
gerente general de Cordepando. 

687 Véase, por ejemplo, el DS 21465, del 8 de diciembre de 1986, que autoriza al Banco Central de Bolivia otorgar un 
crédito de |us 151.879 a la Planta Beneficiadora de la Castana. 

688 Esta forma de operar del gobierno de Víctor Paz Estenssoro se da en forma aún más evidente en el caso de la Empresa 
Nacional de la Castana (Enaca) que trabajó en esa época bajo administración de Cordebeni. Véase el estúdio de caso. 
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Es así que, cumpliendo con la política neoliberal dei gobierno de Paz Estenssoro, 
Cordepando cerró la a pocos anos de haber asumido su administración (no se 

encontro información sobre la fecha dei cierre). 

De acuerdo a un avalúo realizado por la Empresa Consultora ESI en 1992,'^®*’ el valor 
de los activos de la PBC era de $us 25.525. 

En 1992, bajo el gobierno de Jaime Paz Zamora, se inicio la venta de las empresas de 
las Cordes.*^^^ Como la PBC ya estaba cerrada, Cordepando decidió disponer de su prin¬ 
cipal activo, el terreno de 6.556 m^ en la ciudad de Cobija donde anos antes funcionara la 
planta beneficiadora, transfiriéndolo a la Alcaldía Municipal de Cobija para la construc- 
ción dei Mercado Público de esa ciudad (Cordepando, Res. 33/92). Sin embargo, la trans¬ 
ferencia dei inmueble no se concretaría en el gobierno de Jaime Paz, pese a que la CEEP 
autorizo la transferencia a título gratuito (CEEP, Res. 07/93, 19/01/1993) como lo hizo 
también el Coneplan (Resolución 020/93,10/03/1993, y 072/93,16/06/1993), y recién 
se concretaría el 10 de abril de 1995 con la firma de una minuta de transferencia. 

El cierre de la Planta Beneficiadora de la Castana en 1989 significo una gran pérdida 
para el departamento de Pando; se desaprovechó su producción de 8.000 cajas/ano, que 
pudo ser mayor debido a que solo utüizaba el 10% de su capacidad productiva, es decir 
que también se perdió su potenciahdad de mayor productividad en un mercado creciente 
en la región y el mundo. Esta actividad económica productiva, al provenir dei Estado, 
sentaba además soberania en una ciudad fronteriza de importância estratégica para el 
país. Se perdieron, también, las fuentes de trabajo que generaba. 

El cierre de la PBC provocó el deterioro de sus activos, tanto dei inmueble como de 
la maquinaria, equipos y muebles con los que contaba. Así lo reportó Miguel Salvatierra 
Barroso, asesor general de la Presidência de Cordepando, en su informe n.° 001/93.^^^ 

Se puede afirmar que la hquidación de la Corporación Boliviana de Fomento debihtó 
a las empresas estatales como Enaca, a la que inicialmente pertenecía la PBC, no solo 
dividiéndolas, como en su caso, sino deteriorando su gestión empresarial y su institucio- 
nahdad, otorgando créditos extemporâneos para el desarroUo de sus actividades (hechos 
que derivarán en el cierre de la PBC). 

En resumen, luego de su cierre, el inmueble de la PBC fue transferido a la Alcaldía Mu¬ 
nicipal a través de la modalidad de enajenación a título gratuito, y se realizó en el marco de 


689 “La disolución formal hay que consideraria en verdad una privatización, en el sentido de que el gobierno se sale de la 
actividad empresarial y la función económica a cargo de la empresa dei Estado será asumida luego por una companía 
privada, sin consumir fondos públicos” (Geiger, 1992: 34). 

690 Ayuda memória Planta Beneficiadora de la Castana, CEEP-UEREP, 1993; además, parte dei informe de la Empresa 
Consultora ESI cursa en el Libro Blanco Planta Beneficiadora de la Castana Libro I (En: 1 PBC, 1992 dei Repositorio 
de Privatización dei Archivo dei Ministério de DesarroUo Productivo y Economia Plural). 

691 El DS 22836, dei 14 de junio de 1991, enUstó 60 empresas de las CORDES que debían privatizarse, Usta que no era 
limitativa, por lo que la autorización era para toda empresa dependiente de las CORDES. La Planta Beneficiadora de 
Castana no estaba en la Usta pero era pasible de privatización, como toda empresa dependiente de una corporación 
regional de desarroUo. 

692 Informe n.° 001 /93, Asesoría General (s. f), elaborado por Miguel Salvatierra Barroso, asesor general de Presidência, 
al presidente Natal Shimokawa Neira, presidente de Cordepando, haciendo referencia a un viaje instruido por hora de 
ruta n.° 105, dei 26 de enero de 1993. 
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una resolución del directorio de Cordepando (Resolución 02/95, 06/04/1995) y la Ley de 
Participación Popular, pero no dio cumplimiento al mandato constitucional que senala que 
la enajenación de bienes departamentales debe ser aprobada por Ley (CPE, art. 59,7). 

IO.I.I.2. Hacienda Ganadera Blanca Flor 

En los anos 50, la firma Suárez Hnos. Ltda. transfirió el prédio rústico de Blanca Flor al Vica- 
riato de Pando que estaba al mando de sacerdotes católicos MaryknoU, quienes construyeron 
una pista de aterrizaje y galpones e iniciaron la actividad ganadera con ganado proveniente de 
Reyes, además de establecer una beneficiadora de castana que trabajaría hasta 1969. En 1968, 
el Vicariato de Pando decidió donar la propiedad Blanca Flor a la Cooperativa Agropecuária 
Integral “Blanca Flor Ltda.”, constituída en 1960 (RS 00077, 10/11/1960), como garantia 
hipotecaria por un préstamo de Usaid. Pero al incumplirse el pago del crédito y disolverse la 
sefialada cooperativa, los sacerdotes de MaryknoU entregaron la propiedad al Ministério de 
Economia Nacional que, junto a Usaid, definió su entrega a la CBF (Flores, 1995). 

Desde 1969, la CBF ejerció derecho propietario y administrativo de la propiedad 
“Blanca Flor” a través de Enaca-CBF, trabajando en el beneficiado de la castana y con 
actividad ganadera hasta el ano 1975, Uegando a tener alrededor de 200 empleados. 

Como efecto del cierre de la CBF en 1985, y en cumplimiento de la Resolución Supre¬ 
ma 202082 del 27 de enero de 1987, la propiedad rústica de 54.261,52 ha fue entregada 
a Cordepando, junto con un hato ganadero de 300 cabezas (Flores, 1995). El 35% del 
terreno se empleaba en la producción de castana, el 27% en plantaciones de goma y el 
38% se disponia para construcción de galpones y pista de aterrizaje.'’^^ 

La Hacienda Ganadera Blanca Flor era una propiedad rústica ubicada en la margen 
izquierda del rio Beni, cantón San Lorenzo de la provinda Madre de Dios, con una exten- 
sión total de 54.261,52 ha. No tenia personeria jurídica propia y fúncionaba como unidad 
dependiente de Cordepando. Su actividad productiva se centraba en la ganaderia y en la ex- 
tracción de goma y castana. La actividad castanera estaba Ugada a Enaca, a quien entregaba 
su producción. Contaba también con una importante reserva maderera (Flores, 1995). 

En 1992 se inició su privatización. La CEEP, presidida por Samuel Doria Me- 
dina, solicitó a la agencia de compras PNUD/OSP la contratación de un agente 
de venta para enajenar los activos muebles e inmuebles de esa empresa mediante 
remate público. La empresa seleccionada fue la Compania Boliviana Martilleros de 
Subastas (Cobomar SRL), que pidió $us 6.765 por sus servicios y una comisión de 
1,9% sobre el precio de venta. 

Paralelamente a las acciones para su enajenación, el directorio de Cordepando deter- 
minó el cierre de operaciones de Blanca Flor y la venta de sus activos (Res. Directorio 
33/92). Ese cierre y la enajenación de sus activos por remate fueron autorizados por la 
CEEP y refrendados por el Coneplan; se adjudicaria los activos a favor de la persona na- 


693 Informe DAI 013-87, de Tito Quisbert Guzmán, auditor interno del Ministério de Industria Comercio y Turismo, a 
Jaime Rubín de Ceüs, subsecretário de Industria (La Paz, 31 de marzo de 1987). 
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tural o empresa que presentara la oferta más alta y conveniente a los intereses dei Estado 
y la región (Coneplan, Res. 10/93). 

Pero la enajenación de los activos de la Hacienda Blanca Flor fue suspendida a so- 
Ucitud de Cordepando debido a que, en 1989, al concluir la administración de Víctor 
Paz Estenssoro, el entonces presidente de Cordepando, José ViUavicencio, había cedido 
tierras a comunarios asentados en la hacienda. El 24 de julio de 1989 fueron firmados 
26 contratos de préstamo de tierras, cediendo derechos de uso en forma gratuita y por 
un plazo de cinco anos (Res. Directorio 03/93). Ante esta situación, el gobierno de Jaime 
Paz Zamora y su gabinete dispusieron el cierre de operaciones de la Hacienda Ganadera 
Blanca Flor (DS 23467). 

El gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada retomó la privatización de la hacienda. 
En 1995, el Ministério de Capitahzación contrató a Edil Flores Calpineiro'^®'^ como con¬ 
sultor por la suma de $us 6.000 para un reavalúo de activos, pero la enajenación tampoco 
pudo concretarse debido a que el 2 de junio de 1995, el directorio de Cordepando resol- 
vió conservar la propiedad para conformar una sociedad anónima mixta con los habitan¬ 
tes de la comunidad, con la alternativa de transferírsela a los mismos a futuro (Resolución 
de Directorio 05/95). 

Pese a la determinación de Cordepando, el gobierno de Hugo Banzer incluyó una vez 
más a la Hacienda Blanca Flor en el proceso privatizador. El ano 2000, la Prefectura de 
Pando, nueva propietaria de la Hacienda Blanca Flor por efecto de la Ley de Descentrah- 
zación (Ley 1654, 28/07/1995), informó al Ministério de Comercio Exterior e Inversión 
(sucesor dei Ministério de Capitahzación para la privatización de empresas) que la hacien¬ 
da estaba siendo transferida al Municipio de Blanca Flor (MCEI, 2001). 

La hacienda fue cerrada en 1993 y sufrió un paulatino desmantelamiento, tanto por 
el saqueo de sus activos, principalmente de ganado (véanse informes a la Presidência de 
Cordepando)como por la expiotación ilegal de sus maderas ricas (Flores, 1995) y el 
deterioro ocasionado por la falta de uso. 

El avalúo de los activos encomendado por la CEEP en 1992 determinó un precio 
referencial de Bs500.000, equivalente a $us 125.457, considerando una extensión de 
48.149,27 ha y no las 54.261,52 ha que tenía, dando una diferencia de 6.112,25 ha menos. 
No se reahzó un avalúo de los recursos naturales. 


694 Hermano de Edgar Flores Calpineiro, prefecto de Pando en la gestión gubernamental de Jaime Paz Zamora y quien 
operó la venta dei Hotel Prefectural Pando, y de Emigdio Flores Calpineiro, Diputado dei MIR entre 1997 y 2002. 

695 Informe 111/91 dei subcontador Mario Juan Agueda I. a Alberto Saenz KHnski, presidente de Cordepando, 
y a Alberto Pinto Montero, gerente general de Cordepando, vía Luis Antonio Sánchez, gerente administrativo y 
financiero, dei 14 de mayo de 1991. Informe n.° 001/93 Asesoría General, elaborado por el Lic. Miguel Salvatierra 
Barroso, asesor general de Presidência, a Natal Shimokawa Neira, presidente de Cordepando, sin fecha, referido a un 
viaje a la hacienda, instruido mediante Hoja de Ruta n.° 105 dei 26 de enero de 1993. 

696 El informe técnico que condene un avalúo detallado de “Blanca Flor” (Libro 11 Cabobe, 1992, dei Archivo dei 
Ministério de DesarroUo Productivo y Economia Plural, Repositorio de Privatización) no se encuentra completo ni 
indica el autor, pero ese mismo avalúo se encuentra referenciado en el informe presentado al director de la UEREP, 
el 30 de marzo de 1993, por Jorge Harriague, director UEREP, y Roberto Gasser, analista financiero, referido a la 
situación de las unidades económicas dependientes de Cordepando, Cordecruz y Cordebeni. 
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En septiembre de 1995, Calpineiro informo que la propiedad Blanca Flor, de 54.261,52 
ha, tenía un área urbana que ocupaba 10,50 ha de su extensión y un problema social por 
comunarios ocupantes que podría resolverse con la distribución de 1.200 ha, a fin de via¬ 
bilizar la privatización. En ese marco, reaHzó un avalúo de la propiedad y todos sus activos, 
restando esas 1.210,5 ha. Con la extensión de 53.051,02 ha, determinó un valor de reposi- 
ción de $us 162.600,78 y un valor mínimo o de Hquidación de $us 65.000 (Flores, 1995). 

Se puede afirmar que la Hquidación de la Corporación BoHviana de Fomento debihtó 
a las empresas estatales como la Hacienda Ganadera Blanca Flor, cuya principal actividad 
de extracción castanera estaba Hgada a Enaca, empresa dividida y debihtada hasta su cie- 
rre en 1989, que a su vez provocó el cierre de “Blanca Flor” en 1993. 

IO.1.1.3. Sistema de Agua Potable Cobija 

El Proyecto de Servido de Agua Potable inició su funcionamiento en 1977, con base en 
instalaciones y equipos implementados por Corpaguas (Alcaldía de Cobija)y que tuvie- 
ron un costo aproximado de $us 225.000, recursos provenientes de un crédito del Banco 
Interamericano de DesarroUo (BID) y amortizado por Cordepando (Tejerina, 1989). 

La actividad de esta empresa de servicios era la captación, tratamiento y distribución 
de agua potable a la población de la ciudad de Cobija. El agua era captada del Arroyo 
Bahia, en un punto ubicado a 2.050 m de su confluência con el rio Acre. 

Para 1988, el principal problema de la empresa era una morosidad del 55% en el pago por 
el servicio. Había reticência del usuário para pagar las tarifas, por lo que Cordepando veia la 
necesidad de crear una entidad con autonomia jurídica y administrativa, y que contara con 
participación significativa de la comunidad (sistema cooperativo u otro) para que se hiciera 
cargo del sistema, como única via de dar solución integral al problema (Tejerina, 1989). 

El 14 de junio de 1991, el Sistema fue incluido en el Decreto Supremo 22836 como em¬ 
presa púbHca a privatizarse (art. 20). Para finales de la gestión gubernamental de Jaime Paz 
Zamora, figuraba entre las “empresas cuya situación aún no estaba definida” (MPC-UE- 
REP, 1993: 20), para las cuales no se había contratado una consultora evaluadora. 

Un avalúo reaHzado al 30 de septiembre de 1988 por Ingeniería Rocha Ltda. determi- 
naba que el valor de activos o valor en Hbros del Sistema de Agua Potable Cobija-Pando 
era de $us 230.627,05. 

Esta empresa fue transferida a la Alcaldía de Cobija (se desconoce fecha) y desde el 
ano 2005 se consoHdó como la Empresa Municipal de Servicios de Agua Potable y Alcan- 
tariUado Sanitario de Cobija (EPSA Municipal Cobija), una empresa municipal descentra- 
Hzada, con autonomia de gestión técnica, operativa, financiera y económica, património 
independiente y personaHdad jurídica de derecho púbHco.'"^® 


697 El informe del Lic. Gerardo Tejerina de la Comtrain senala que la red original data del ano 1930. 

698 Reportado en el sitio web de la Asociación Nacional de Empresas e Instituciones de Servicio de Agua Potable y 
Alcantarillado (ANESAPA): http:/ /www.anesapa.org/empresas-sodas/epsa-municipal-cobija/ 
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10.1.1.4. Sistema de Teléfonos Automáticos de Cobija 

El Proyecto de Teléfonos Automáticos de Cobija fue creado el 24 de septiembre de 1976, 
comenzando a brindar sus servicios el 2 de noviembre de 1979. No tenía personería 
jurídica propia. En 1985, Cordepando descentraHzó el proyecto otorgándole autonomia 
administrativa y de gestión (Res. de Directorio 2/85). Se trataba de una empresa de servi¬ 
cios que proveía el servido de teléfonos automáticos en la ciudad de Cobija. 

En 1987, los usuários dei servido constituyeron la Cooperativa de Teléfonos Automá¬ 
ticos de Cobija Ltda. (Coteco), con personería jurídica reconocida por el Instituto Nacio¬ 
nal de Cooperativas (Inalco) (Res. de Consejo 03224, 30/01/1987); pero fue posesionada 
recién en 1990, tanto por razones políticas como por no contar con una auditoria dei 
estado de cuentas con Cordepando. 

Para 1988, contaba con un edifício, una central telefónica OKY de fabricación japonesa, 
equipo telefónico, muebles y enseres, instalación de red externa, garaje y vivienda para sereno, 
además de un vehículo, todo avaluado en aproximadamente $us 400.000. La consultoría en- 
cargada por la Comtrain determinó que el avalúo de sus activos fíjos era de $us 219.663,31.’'’'’ 

En 1990, Cordepando cedió el total de los activos dei Sistema de Teléfonos Automá¬ 
ticos de Cobija a favor de Coteco, mediante Escritura Pública 43/90, dei 20 de noviem¬ 
bre de 1990, en el marco de la Resolución dei directorio de Cordepando 26/89 dei 23 
de agosto de 1989, que autorizaba dicha cesión. El 10 de noviembre de 1992, la CEEP 
aprobó una resolución por la cual encargó a Cordepando realizar una conciHación de 
cuentas para determinar el monto dei fínanciamiento otorgado por Cordepando y las 
amortizaciones efectuadas por Coteco hasta esa fecha, y ratifícó la transferencia de acti¬ 
vos realizada dos anos antes. 

10.1.1.5. Sistema Eléctrico Cobija (Secobija) 

El Proyecto de Servicios Eléctricos de Cobija se inició en 1972. Durante la privatización 
operaba bajo la tuición de Cordepando (Ingeniería Rocha Ltda., 1988). Se trataba de una 
empresa de servicios encargada de la generación, transmisión, distribución y comercializa- 
ción de energia eléctrica en la ciudad de Cobija y sus alrededores. La planta de luz estaba 
ubicada al margen dei radio urbano de la ciudad de Cobija, en un terreno de 3.934 m^, y 
sus oficinas funcionaban en el edifício de Cordepando (Ingeniería Rocha Ltda., 1988). 

Para 1988, el sistema eléctrico en la ciudad de Cobija era operado por el departamento 
de Servicios Eléctricos de Cordepando, contando —si bien en condiciones precarias— con 
una estación de generación para atender la demanda de los 893 usuários, otorgando el 
servicio solo entre las 19:00 y la 01:00 de la manana, con excepción de una noche de 
racionamiento por semana que variaba por zonas. El alumbrado público existia, pero 
no estaba en servicio por falta de capacidad de generación eléctrica (Woolgar, 1988). 


699 Resumen ejecutivo Cooperativa de Teléfonos Automáticos de Cobija (Coteco). Relación de activos fijos Coteco. 
Comtrain, 1988, p. 11. 

700 Perfil empresarial de la Cooperativa de Teléfonos Automáticos Cobija-Pando (Borrador 10-26-88), 1988. 
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También se contaba con sistemas eléctricos en cuatro pueblos cercanos a Cobija, cada 
uno de los cuales tenía su grupo electrógeno, pero solo en baja tensión, lo que permitia 
una distribución de energia en forma directa. Esos sistemas estaban ubicados en Porve- 
nir, ViUa BeUa, ViUa Busch y km 2. 

En septiembre de 1988, se contrato al consultor MichaelWolgar por la suma de $us 1.378,51 
para determinar el valor real de mercado del sistema de generación y del sistema de distribu¬ 
ción. El avalúo de muebles e inmuebles al 30 de septiembre de 1988 determinó un valor de 
$us 32.420,42 (Ingeniería Rocha Ltda., 1988), y el del sistema eléctrico determinó $us 193.688 
(Michael Woolgar, 1988), haciendo un total de activos de la empresa de $us 226.108. 

En 1990, el gobierno de Jaime Paz Zamora determinó dividir las actividades de Seco- 
bija en dos; por una parte, la generación y transmisión de energia eléctrica que debia ser 
transferida a una entidad pública, y, por la otra, la distribución que debia ser transferida 
a una cooperativa, entidad privada que la Alcaldia Municipal de Cobija debia conformar. 
Para eUo, la Ley 1191 del 10 de octubre de 1990 autorizó que los activos relacionados a 
generación y transmisión de energia eléctrica (motores, generadores y otros bienes re¬ 
lativos a generación y transmisión) fueran transferidos, a título gratuito, a la Empresa 
Nacional de Electricidad (ENDE). Además, los activos relacionados a la distribución 
y comerciakzación (toda la red del servido, inmuebles, equipo, maquinaria y todos los 
bienes a su cargo que no se usaran para generar y transmitir energia) debian transferirse, 
a titulo de donación, a una cooperativa a ser conformada por la Alcaldia Municipal de 
Cobija (Ley 1191,10/10/1990, y DS 22810,15/05/1991). 

El proceso privatizador incluyó a Secobija en el DS 22836 del 14 de junio de 1991, 
dentro de una ksta de 60 empresas de las Corporaciones Regionales de DesarroUo a 
privatizarse, a pesar de que ya en 1990 se habia aprobado la Ley 1191 (10 de octubre de 
1990) y su Decreto Reglamentario (DS 22810, 15/05/1991), normativa por la cual se 
habia aprobado su transferencia a ENDE en un plazo de 180 dias computables a partir 
del 15 de mayo de 1991. 

En cuanto a la generación y transmisión de energia, la mencionada normativa senalaba: 

Primero. Se dispone que la Empresa Nacional de Electricidad (ENDE), se haga cargo de la 
generación y transmisión de energia eléctrica destinada a satisfacer los requerimientos energé¬ 
ticos de la ciudad de Cobija, capital del departamento Pando. 

Se autoriza a la Corporación de DesarroUo de Pando (Cordepando), la transferencia a la em¬ 
presa ENDE, de todos los bienes, motores, generadores y otros que actuaknente se utiUzan 
para la generación y transmisión de energia. Dicha transferencia se hará a título gratuito (Ley 
1191, 10/10/1990: arts. 1 y 3). 

La Empresa Nacional de Electricidad, ENDE, debe cumplir, en el plazo de ciento ochenta 
dias desde la promulgación de este decreto supremo, todos los requisitos de carácter técnico, 
económico y legal, necesarios para iniciar la generación y transmisión de energia eléctrica en 
la ciudad de Cobija, en observância del articulo 1 de la ley 1191 de 10 de octubre de 1990 (DS 
22810, 15/05/1991: art. 1). 
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En cuanto a la distribución y comercialización de la energia eléctrica de Cobija, la Ley 
1191 había determinado; 

Se encomienda a la H. Alcaldía Municipal de Cobija, tomar a su cargo la conformación de 
una Cooperativa, encargada de la distribución de la energia eléctrica generada por ENDE. 

Se autoriza a la Corporación de Desarrollo (Cordepando), la transferencia a la Cooperativa 
a ser conformada de acuerdo a las previsiones en el artículo segundo de la presente Ley, de 
toda la red de servicio, inmuebles, equipo, maquinaria y todos los bienes dei activo a su cargo 
y no utilizados para generación y transmisión por el Departamento de Servidos Eléctricos. La 
transferencia será a título de donación (Ley 1191, 10/10/1990: arts. 2 y 4). 

La trasferencia de la responsabilidad y los activos para la generación y transmisión de 
energia se reaHzó tal como estaba previsto en la Ley 1191. Pero en cuanto a la distribución 
y comercialización, por la debiHdad institucional dei municipio de Cobija y el difícil pago 
de las tarifas por parte de los usuários (mayormente de carácter doméstico), el Decreto 
Supremo reglamentario de esa Ley determinó que fuera ENDE la entidad estatal que 
también se hiciera cargo de la distribución y comercialización de energia en Cobija, en los 
siguientes términos; 

Se encomienda transitoriamente a ENDE la distribución y comerdaUzadón de la energia eléc¬ 
trica en Cobija, hasta que las condiciones dei mercado permitan la formación de otra entidad, 
conforme a ley, que tome a su cargo esas actividades. 

La Corporación Regional de Desarrollo de Pando transferirá a ENDE a título gratuito, con¬ 
forme al artículo 3 de la ley 1191, todas las instalaciones de generación, transmisión y distri¬ 
bución de energia eléctrica, en actual servicio, incluyendo además todos los equipos obtenidos 
con laUcitación C3D/O11/90 de Cordepando (DS 22810,15/05/1991: arts. 3y6). 

Dando cumplimiento a la Ley 1191 (10/10/1990) y su reglamento (aprobado por 
DS 22810 dei 15/05/1991), ENDE asumió las actividades de generación, transmisión y 
distribución desde agosto de 1991 (ENDE, 1992). 

En su Memória Anual 1991, ENDE reporta el inicio de sus operaciones en Cobija en 
los siguientes términos; 

Cumpliendo su función nacional, en agosto de 1991, ENDE inició operaciones en la ciudad 
de Cobija en el departamento de Pando (ENDE, 1992: 8). 

En agosto de 1991, y cumpliendo lo dispuesto por la Ley 1191, ENDE inició operaciones en 
Cobija, capital dei departamento de Pando, atendiendo tanto la producción de energia eléctrica 
como la distribución a usuários finales (ENDE, 1992: 21). 
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El 2 de abril de 1992, Samuel Doria Medina, quien presidia la CEEP, contrato a la con¬ 
sultora canadiense Le Groupe SM International Inc. para que determinara la viabiHdad, 
valorara activos, recomendara la estratégia de privatización y asesorara la transferencia al 
sector privado de un grupo de siete empresas denominado “empresas que no operan”. 
Pero Secobija era una empresa en operaciones que brindaba el servicio de energia eléctri¬ 
ca a la ciudad de Cobija y sus alrededores y asi lo reportaria la consultora. 

El 10 de noviembre de 1992, la CEEP aprobó una Resolución por la cual determinaba 
que Cordepando debia proceder a formalizar, perfeccionar y consolidar la transferencia 
del Servicio de Energia Eléctrica de Cobija. 

El 18 de noviembre de 1992, el directorio de Cordepando aprobó la Resolución de 
Directorio n.° 122 en la cual determinaba efectuar las acciones necesarias a fin de forma¬ 
lizar la transferencia dispuesta por Ley 1191.™^ 

En 1992, la consultora Le Groupe SM cobró un honorário de $us 195.000, más impues- 
tos de ley, totalizando la suma de $us 225.225,00 por evaluar siete empresas, por lo que se consi¬ 
dera que $us 32.966,14 (la séptima parte de ese monto) corresponden al pago por evaluar Seco¬ 
bija. Le Groupe SM reportó una valoración de los activos de la empresa de $us 335.000.’*’^ 
Como se pudo evidenciar, en 1992 Secobija ya no se encontraba en poder de Cordepan¬ 
do, pues habia sido transferida a ENDE, por lo que la contratación de la consultora cana¬ 
diense Le Groupe, realizada el 2 de abril de 1992, fue irregular porque el mandato legal de 
ser transferida a la entidad estatal que desarroUaria esa actividad en beneficio de la población 
pandina ya habia sido cumplido y no habia proceso privatizador que ejecutar. 

La Comisión presidida por Samuel Doria Medina ni siquiera observó los informes de 
la consultora que recomendaban se diera cumphmiento a la Ley 1191 y su decreto regla- 
mentario (ENDE habia dado cumphmiento desde agosto de 1991). 

ENDE se habia hecho cargo del Servicio de Energia Eléctrica en Cobija (generación, 
transmisión y distribución al usuário final) en agosto de 1991, pero Samuel Doria Medina 
contrató servicios de consultoria para su privatización por un monto de $us 32.966,14, 
reahzando gastos en forma innecesaria. 

IO.I.I.6. Televisión Educativa Canal 6 (TV Educativa) 

La Televisión Educativa Canal 6 inició operaciones en el ano 1981, aunque la compra 
de los equipos ya habia sido autorizada en 1979. La firma comercial estadounidense 
Dematec International, proveedora de los equipos, no cumphó con la entrega del total 
comprometido, y durante anos se reclamó por los $us 55.000 anticipados. 


701 Resolución de Directorio reportada por Enrique Quiroz Jordán, asesor jurídico de la Unidad de Reordenamiento, a 
Elvira Lupo de Velarde, directora Ejecutiva de la Unidad de Reordenamiento, en su Informe Final UR-AJ-EQJ-10/95, 
del 12 de junio de 1995. 

702 Contrato suscrito el 2 de abril de 1992 entre la consultora Le Groupe SM y el Ministério de Planeamiento y 
Coordinación, por un honorário fijo de |us 195.000 y un honorário contingente de |us 13.986 que se pagaria si los 
activos se vendían a un precio mayor al determinado. 

703 Ficha Servicio de Energia Eléctrica, CEEP, 1993. 
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La Televisión Educativa era una estación televisiva a color de propiedad de Corde- 
pando, manejada como un proyecto sin autonomia de gestión administrativa ni financiera 
(incluso su personal estaba bajo dependencia). No contaba con autorización para su 
funcionamiento (Velasco, 1995). 

Durante el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada, la TV Educativa es incorporada 
al proceso privatizador. El 2 de junio de 1995, el directorio de Cordepando determina lo 
siguiente: 

... por razones de difusión y orientación de la Ley de Participación Popular, Reforma 
Educativa y Capitalización, los equipos de la Televisión Educativa Canal 6 se queda bajo la 
responsabilidad de la Corporación Regional de Desarrollo de Pando, para que en un plazo 
determinado se forme una sociedad de economia mixta con preferencia con la Universi- 
dad de Pando para que sea conducido bajo un Directorio sujeto a nominación de acuerdo 
a Ley (Resolución de Directorio 05/95). 

El Ministério de Capitalización solicito al Fondo Nacional de Desarrollo Regional 
(FNDR) la contratación de un consultor individual para realizar estúdios de evaluación, 
valoración y definición de estratégias de transferencia de Televisión Educativa Canal 6 al 
sector privado, siendo seleccionado para esa responsabilidad José León Velasco Tudela, 
con quien fue suscrito el Contrato de Consultoria 029/95 el 13 de julio de 1995. El mon¬ 
to pagado por sus servidos fue de $us 5.000. 

El Canal 6 no tenía inmueble alguno; las oficinas y planta de transmisión funcio- 
naban en terrenos y local de propiedad de Cordepando, en un inmueble adquirido 
por Cordeno (Corporación Regional de Desarrollo dei Noroeste, entidad antecesora 
de Cordepando) que estaba destinado desde su origen a la construcción de viviendas 
para los trabajadores de esa entidad.™"^ 

Los activos de Canal 6 estaban constituídos por su activo fijo (equipos, muebles, útiles 
y dos vehículos y equipos fuera de servicio), dinero en efectivo (caja y bancos, fondo 
rotatorio) y cuentas por cobrar. El valor total de esos activos, de acuerdo al Balance a 
diciembre de 1993, era de Bs7L641,62, equivalentes a $us 14.894,30 (al tipo de cambio 
de Bs4,81 por cada dólar), con la siguiente composición; 


704 Testimonio n.° 50/1976, Escritura Pública de la transferencia de un inmueble adquirido por la Corporación Regional 
de Desarrollo dei Noroeste (Cordeno), representada por su presidente Alberto Sainz Klinski, de particulares en |b. 
800.000, suscrita el 12 de noviembre de 1976. 
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Cuadro 275. Activos de Canal 6, según Balance general a dkiembre de 1993 (Bs) 



Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en el Informe de consultoria de Velasco, 1995. 


Este balance fue ajustado en el informe del consultor Velasco a objeto de mostrar la 
verdadera situación financiera del Canal 6, determinando que “[en] las cuentas por co¬ 
brar solo se mantiene la porción corriente y de cobro regular, es decir Bs5.048, el saldo 
se castiga contra património ya que las deudas del Acuerdo Patriótico (ADN-MIR), son 
irrecuperables” (Velasco, 1995; 91). 

La consecuencia de esa medida fue la reducción del património de Canal 6 en un 29%, 
con una medida al margen de la normativa contable que senala que las cuentas por cobrar 
podían ser castigadas hasta en un 1,5% del total. Los Bs2L063 que, según Velasco, adeu- 
daba la coahción política Acuerdo Patriótico, constituían el 80,67% de la partida cuentas 
por cobrar, que al tipo de cambio eran $us 4.379. 

El otro ajuste realizado por el consultor fue reducir el valor del activo fijo: según el 
balance general, a diciembre de 1993 era de Bs36.005,82 y fue reducido a Bs33.427,30, 
valoración hecha por el consultor para la privatización de Canal 6 (Velasco, 1995). Ambos 
ajustes ocasionaron que el património del Canal mermara a Bs23.641,52. 

El avalúo realizado por el consultor determinó que los activos fijos temún un valor de 
reposición de $us 42.018, un valor en hbros —al 31/12/1994— de $us 10.085 y un valor de 
Uquidación de $us 6.949 (Velasco, 1995). 

Según declaraciones de Dilermando Domínguez Rojas, quien trabajaba como cama- 
rógrafo en este lugar. Canal 6 Televisión Educativa cerró el ano 1998. 

IO. 1.1.7. Zona Franca Cobija (Zofra Cobija) 

Zofra Cobija fue creada en 1965 con el objetivo de estimular el desarroUo comercial e 
industrial de la región, en primera instancia por dos anos (DL 07338, 29/09/1965), para 
ampliar luego su alcance a la locahdad de Santa Rosa por otro período igual (DL 07555, 
20/03/1966) y volver a ampliar por cinco anos más a partir del 23 de septiembre de 1967 
(DL 07675, 22/06/1966). 

El 12 de octubre de 1983, el gobierno de Hernán Siles Zuazo aprobó la Ley 571, 
creando así Zofra Cobija Comercial e Industrial y su reglamentación mediante Decreto 
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Supremo 20287 dei 8 de junio de 1984. La Zona Franca Comercial e Industrial de Co- 
bija era una institución pública descentralizada, con domicilio principal en la ciudad de 
Cobija, bajo tuición y dependencia de la Contraloría General de la República (DS 20287, 
08/06/1984). Sus principales características eran la exención de impuestos creados o 
por crearse y el principio de extraterritorialidad aduanera o ficción de tipo legal (a partir 
dei cual se asume que las mercaderías no pagarán ningún tipo de gravamen). En 1984, el 
alcance de la zona franca se redujo a toda el área urbana de la ciudad de Cobija, alcance 
que se mantiene hasta la actualidad. De acuerdo al decreto reglamentario, la composición 
dei Directorio era la siguiente; 

1. Prefecto dei Departamento de Pando (presidente dei Directorio) 

2. Alcaide Municipal de Cobija 

3. Representante dei Ministério de Finanzas 

4. Representante dei Ministério de Planeamiento y Coordinación 

5. Administrador Distrital de Aduanas de Cobija 

6. Presidente dei Comité Cívico de Pando 

7. Representante de la Câmara de Industria y Comercio de Pando. 

La administración estaba a cargo de un administrador y un jefe administrativo, finan- 
ciero y contable. 

Zofra Cobija tomó impulso en 1994 por efecto dei crecimiento comercial resultante 
de la aphcación de la política económica Plan Real en el Brasil, presentándose una opor- 
tunidad de expansión sin precedentes. 

En 1995, el directorio de Cordepando decidió independizar Zofra Cobija de la ad¬ 
ministración de Cordepando. En esta nueva configuración, la entidad contaba con un 
Directorio y una administración independiente con base en sus propios recursos en el 
orden económico sujetos a sus estatutos y reglamento conforme a Ley (Resolución de 
Directorio 05/95, 02/06/1995). 

En ese contexto, el gobierno de Sánchez de Lozada inició el proceso para su privati- 
zación, contratando como consultor evaluador individual a Enrique Herrera Soria’°^ el 21 
de juho de 1995, por un monto de $us 9.000. El consultor sugirió como método de pri- 
vatización o modahdad de transferencia al sector privado “una resolución de concesión, 
otorgada por el Consejo Nacional de Zonas Francas (Conzof)™^ (...) mediante hcitación 


705 El consultor Enrique Herrera Soria es fundador de Panamerican Securities SA, constituída en 1994, y que en 
1998 reaHzó el avalúo de la Fábrica Nacional de Cemento (Fancesa SA) junto al Deutsche Bank, habiendo sido su 
representante legal. Este trabajo de consultoria para Zofra-Cobija lo realizo con el abogado Javier UrcuUo Sologuren y 
la Lic. Gretei Marie Knaudt, todos profesionales de la ciudad de La Paz, también vinculados a Panamerican Securities. 

706 Contrato de Consultoria n.° 034/95, de 21 de juHo de 1995. 

707 Consejo creado por el “Régimen de Zonas Francas Industriales, Zonas Francas Industriales, Zonas Francas 
Comerciales y Terminales de Depósito, Internación Temporal y Maquila, asi como la Simplificación dei Trâmite 
de Exportación, el Transporte Aéreo de Carga y el Despacho Aduanero de Mercaderias”, aprobado por Decreto 
Supremo 22410 dei 10 de enero de 1990, y reglamentado por el “Reglamento de Zonas Francas”, aprobado por 
Decreto Supremo 22526 dei 13 de junio de 1990. 
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pública a las empresas que cumplan con los requisitos exigidos en el pliego de especifi- 
caciones” (UrcuUo, 1995; 21), aclarando que, por tratarse de frontera, esa ücitación debía 
plantearse únicamente a nivel nacional. 

En 1995, el estúdio de consultoria reporto que el activo fijo de Zofra Cobija era de 
Sus 65.868, siendo su principal activo el efectivo en su cuenta bancaria (Bs259.590,71 
equivalentes a $us 54.081,40 al tipo de cambio de Bs4,80) (Herrera, 1995). 

La privatización de Zofra Cobija no se reaHzó por tratarse de una zona franca, cuya pe- 
culiaridad es que comprende toda el área urbana de la ciudad de Cobija, lo que le otorga ca¬ 
racterísticas poco usuales para la administración privada. El 7 de abril de 1998 fue ampliada 
la vigência de Zofra Cobija por un período adicional de 20 anos (Ley 1850, 07/04/1998). 

Esta empresa no fue transferida a ninguna instancia privada por lo que en la presente 
investigación se la considera como empresa con continuidad institucional, bajo adminis¬ 
tración propia. 

IO.I.I.8. Hotel Prefectural de Pando 

El Hotel Prefectural de Pando fue construído en el ano 1969 por la Empresa Via Arauco 
con características propias para su función como hotel. Era dependiente de la Prefectura 
del departamento de Pando y no contaba con personería jurídica.™^ Brindaba servidos 
hoteleros en la ciudad fronteriza de Cobija. Contaba con 12 habitaciones y dos suites para 
un total de 30 camas, brindando servido de restaurante y salón de reuniones para eventos 
sociales. Estaba construído en dos plantas, en una superfície de 2.399,68 m^, según certi- 
fícación de la Oficina de Derechos Reales. 

Contribuía con la generación de ocho empleos directos, a lo que se sumaba el efecto 
multiplicador de todo sector hotelero (transporte, agencias de viaje y otros). 

Las acciones de enajenación del Hotel Prefectural Pando, al igual que en otros hoteles 
prefecturales del país, comenzaron el 13 de agosto de 1992 con la firma del Convénio 
de Asistencia Técnica entre Samuel Doria Medina Auza, presidente de la CEEP, y Carlos 
Saavedra Bruno, ministro del Interior, Migración, Justicia y Defensa Social, como ministro 
encargado del sector. Por ese convénio, la CEEP encargó estúdios y avalúo de los hoteles 
prefecturales para su privatización; el pago de honorário fijo de los estúdios estuvo a cargo 
de la CEEP, mientras que cada prefectura pagó el honorário contingente derivado del pago 
por promoción para la venta, pago al martiUero y comisión por la venta de cada hotel. 

En ese marco, el 21 de agosto de 1992, el Ministério de Planeamiento y Coordinación 
contrató a la agencia de compras estatales Caisse des Depots Developpement (C3D) para que 
seleccione y contrate dos agentes de ventas para privatizar 14 hoteles prefecturales en todo 


708 El consultor reporta un valor patrimonial de |us 64.412 y un pasivo de |us 1.456, datos tomados de los estados 
financieros de las gestiones 1992,1993,1994 y primer semestre de 1995. El activo fijo de una empresa es la suma del 
património y su pasivo. 

709 La superficie de 2.399,68 m^ fue certificada por la Oficina de Derechos Reales. 
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el país. Por ese trabajo, la C3D cobró $us 6.000, correspondiendo a cada hotel la suma de 
$us 428,57. La consultora seleccionada por la C3D fue el consorcio Conam-Audicomp. 

El 23 de octubre de 1992, el Ministério de Planeamiento y Coordinación y el con¬ 
sorcio Conam-Audicomp suscribieron un contrato de servicios de consultoria para la 
evaluación de ocho hoteles prefecturales entre los que figuraba el Hotel Prefectural de 
Pando. Según contrato, por ese servido se pagó la suma de $us 79.213, por lo que se 
considera que el gasto incurrido en el avalúo de este hotel seria la octava parte; es decir, 
$us 9.901,63. 

En abril de 1992, el consorcio consultor presentó su informe en el cual reportaba 
que el terreno dei Hotel Prefectural tendría una dimensión de 1.670 m^, contradiciendo 
lo certificado por la Oficina de Derechos Reales que senalaba una extensión de 2.399,68 
m^. Su avalúo estableció un valor catastral de $us 151.601; un valor de reposición de $us 
195.701. Para su venta como empresa en marcha determino un rango de valores entre 
$us 52.600 y $us 141.600, y para la fijación dei precio base para la subasta pública sugirió 
utilizar como valor de referencia el monto de $us 98.900. 

El 4 de mayo de 1993, luego de revisar el informe final dei consorcio, la Prefectura de 
Pando autorizo la transferencia de su Hotel (Res. Prefectural 07/93, 04/05/1993), deci- 
sión que fue refrendada por la CEEP al aclarar que la transferencia se realizará a través 
de subasta pública (Res. CEEP 20/93). Esta decisión fue refrendada por el Coneplan, 
que aprobó la venta dei Hotel Prefectural mediante subasta pública sobre la base mínima 
de $us 98.900. En su Resolución 045/93 dei 12 de mayo de 1993, el Coneplan también 
aprobó la adjudicación dei Hotel a la mejor oferta a presentarse a esa subasta. 

La subasta se reahzó el 28 de mayo de 1993 en la ciudad de Cobija. De acuerdo al 
Acta de Subasta Pública, el acto fue dirigido por el martiUero Sérgio Mostajo Sotelo de 
la empresa Trust Services SRL. Se presentaron tres proponentes y se adjudicó a Bolívar 
Tufik Azad Limpias por ser la oferta mayor ($us 122.000). La minuta fue suscrita el 16 
de junio de 1993. La venta se reahzó por un monto menor al valor catastral dei terreno y 
dei edificio que había sido fijado en $us 151.601, y menor al valor de reposición que era 
de $us 195.701,00. 

De los recursos obtenidos por la venta, se pagaron $us 5.639,86 al martihero, corres- 
pondientes a gastos reahzados para la subasta ($us 4.663,86) y por la comisión de êxito 
($us 976), correspondiente al 0,8% dei monto de venta;’^^ por tanto, a las cuentas de la 
Prefectura de Pando en el Banco Central de Bohvia ingresaron solamente $us 116.360. 

El cálculo dei perjuicio económico es el siguiente; 


710 Acuerdo de prestadón de servidos suscrito el 21 de agosto de 1992 por Hugo de la Rocha C. por la C3D, y por Flavio 
Escóbar Llanos (subsecretário de Desarrollo Socioeconómico) por el Ministério de Planeamiento y Coordinación. 

711 Minuta de contrato firmado por Flavio Escóbar, Subsecretário de Desarrollo Socioeconómico dei Ministério de 
Planeamiento y Coordinación, Luis Iriarte Saavedra, Representante dei consorcio Conam-Conicom, y Heriberto 
Morales Romero, Fiscal de Gobierno. 

712 Rendición de cuentas Hotel Prefectural Pando de Trust Services SRL, presentada mediante nota TS/047/93, 
02/06/1993. 
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Perjuicio económico de privatización = (Valor de reposición - Precio de venta) + Gastos de consultorias + 

Martilleo 


f \ 

PEP = (195.701,00 -122.000,00) +10.330,20 + 5,639,86 = 89.671,06 

V_^^_ ) 

Por tanto, el perjuicio económico por la venta del Hotel Prefectural de Pando fue de 
$us 89.671,06. 

10.2. Caso de estúdio: Fábrica de Cerâmica Roja de Cobija (FCRC) 

IO. 2.1. Aspectos generales 

La Fábrica de Cerâmica Roja de Cobija (FCRC) era una unidad económica dependiente 
de Cordepando y no contaba con personería jurídica propia. El objetivo específico para 
su implementación era el siguiente; 

Contribuir a mejorar las condiciones y caüdad de vida de los habitantes de Cobija, superando la 
precariedad en la construcción de viviendas con madera y especies vegetales que conllevaban 
riesgos para la salud e integridad de sus habitantes, quienes se exponían a posibles incêndios, 
así como a contraer enfermedades relacionadas con la inadecuada construcción de viviendas 
(mal de Chagas, dengue, etc.) (Adaro, 1992). 

La FCRC fue creada a finales de la década del 70 por la Corporación Regional de De- 
sarroUo del Noroeste (Cordeno), entidad predecesora de Cordepando. 

Entre 1977 y 1978 se realizó el estúdio de factibilidad para su implementación. Los 
estúdios geológicos identificaron un reservorio de arciUas y otros minerales no metálicos 
de 606.606 m^, equivalentes a 1.458.850 toneladas (ton), una reserva apta para una ex- 
plotación de decenas de anos, incluso si se incrementaba el ritmo inicial de explotación 
previsto (Adaro, 1992a).’^^ 

Esto determinó la futura ubicación de la fábrica, que fue instalada a 4,9 km del centro 
urbano de Cobija, en la carretera al aeropuerto, en terrenos adquiridos por Cordeno en 1977. 
La superfície del terreno se reporta en 25 hectáreas en un avalúo de 1988 (Ingeniería Rocha 
Ltda, 1988)’^^^ aunque, como se verá más adelante, en 1992 será reportada en solo 19 ha. 


713 “Estúdios, estratégias y asesoramiento para la privatización de empresas procesadoras de minerales no metálicos. 
Métodos de privatización, recomendaciones sobre perfil de comprador, cronogramas y critérios para selección de 
ofertas”. E.A. Adaro SA, junio de 1992. 

714 El Avalúo de FCRC al 30 de septiembre de 1988, realizado por Ingeniería Rocha Ltda. (24 de octubre de 1988), 
reporta un terreno de 25 ha de extensión ubicado en la zona Bajo Virtudes, sobre el camino a Belmonte (Ingeniería 
Rocha Ltda., 1988). De acuerdo al informe de la consultora Adaro de junio de 1992, existen referencias que atribuyen 
a la propiedad una superfície de 23 ha; sin embargo, solo existiría documentación de 4,08 ha compradas a Plácido 
Vidaurre Chamo y de 14,92 ha adquiridas de Leoncio Cabrera Chuviron (ambas adquisiciones realizadas en 1977). 
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Gráfico 36. Plano de las instalaciones de la FCRC 



Fuente:Adaro, 1992. 

La infraestructura productiva, a cargo de la empresa Mendiola y Companía, se termino 
de construir en 1979. Su maquinaria y tecnologia era de marca Morando, de industria brasi¬ 
leira y constaba de tres hornos de Uama reversible, tres câmaras de secado y una chimenea. 
La instalación de la planta significo una inversión total aproximada de $us 1.356.000. 

La planta inicio actividades en 1981 con una capacidad productiva de 1.400.400 piezas/ano, 
con 17 trabajadores operando en dos turnos diários e incrementando su producción para 1982. 
Se producían ladriUos de seis y ocho huecos, ladriUos de piso senctEo y tejas “tipo Brasüia”. 

La FCRC operó intermitentemente durante cinco anos, entre 1984 y 1988, y por breve 
tiempo en 1989, reactivándose en noviembre de 1991 con una producción de 4.800 ladriUos 
por día en dos de los tres hornos instalados (el tercer horno se haUaba en reparación). 

10.2.2. El proceso de privatización de la FCRC 

Durante el gobierno de Víctor Paz (1985-1989), la Comisión de Transición Industrial 
(Comtrain) encargó estúdios y avalúos de la FCRC que determinaron que el valor de 
sus activos al 30 de septiembre de 1988 era de $us 263.905,65 (Ingeniería Rocha Ltda., 
1988). Su director ejecutivo, Jorge Quiroga Luizaga, trabajaba en una propuesta de coo- 
perativización de las empresas dependientes de Cordepando, buscando implementar un 


715 Costo de inversión en implementación de la FCRC. Informe consultor Adaro, 1992. 
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programa de concientización de la población de Cobija sobre el sistema cooperativo.^^^ 
Sin embargo, el plan no prospero y la Comtrain cerró operaciones meses después. 

Pocos anos después, durante el gobierno de Jaime Paz (1989-1993), la FCRC fue so- 
metida al proceso de privatización, cuya cronologia es la siguiente; 


Cuadro 276. Cronologia de la privatización de la FCRC 



Fuente: CEMIPyC, 2018. 


El gobierno de Jaime Paz Zamora instruyó la privatización de la FCRC mediante DS 
22836 del 14 de junio de 1991, en el que se la erdista junto a otras 59 empresas de las 
Cordes a ser privatizadas. 

El 3 de julio de 1991, Cordepando suscribe un Convénio de Asistencia Técnica con la 
Comisión de Evaluación de la Empresa Pública (CEEP), para recibir su asesoramiento en 
la privatización de sus empresas,^^’ dando cumpHmiento a lo previsto en el DS 22836. 

En ese marco, el 28 de febrero de 1992, Samuel Doria Medina contrata a la consul¬ 
tora espanola Empresa Nacional Adaro de Investigaciones Mineras para la valuación 
técnico-financiera y el diseno de la estratégia para la privatización de nueve empresas 


716 Carta de Jorge Quiroga Luizaga, directorejecutivodela Comisión de Transición Industrial (Comtrain), aJaimeMéndez, 
gerente general de la Cooperativa Boliviana de Cemento, Industrias y Servidos Ltda. (COBOCE), confirmando la 
intención de Cordepando de analizar la posibilidad de cooperativizar sus servidos de agua potable, energia eléctrica y 
teléfonos, además de una estación de televisión, una beneficiadora de castana y la Fábrica de Cerâmica Roja de Cobija 
(FCRC). La Paz, 5 de diciembre de 1988. 

717 El Convénio de Asistencia Técnica es firmado por Alberto Sainz Klinsky, presidente de Cordepando, y por Enrique 
Garcia, ministro de Planeamiento y Coordinación y presidente de la CEEP. 
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procesadoras de minerales no metálicos, entre las que estaba la FCRC.^'® El costo total 
dei contrato con la consultora Adaro, incluídos impuestos de ley, ascendían a la suma de 
$us 253.395,53, correspondiendo a cada una de las fábricas la suma de $us 28.155,06. El 
trabajo de consultoria empieza el 16 de marzo de 1992. 

IO.2.2.1. Valuación económica y estratégia de privatización sugerida por la consultora 

En junio de 1992, la consultora Adaro presentó informes en los que reporta que 

... la falta absoluta de seriedad y control administrativo y técnico fueron la principal causa de 
que el proceso productivo solo operara durante cinco anos y de forma discontinua, ya que 
tanto el proceso como el mercado podían haber sostenido unos resultados más elocuentes 
(Adaro, 1992: 3). 

La producción diaria de la FCRC era de 4.800 ladriUos con solo dos de sus tres hornos 
funcionando. Sobre esa base, la consultora realizo un cálculo de viabiHdad técnico-econó¬ 
mica de producción en 50 semanas al ano, determinando una capacidad de producción 
de 1.224.000 unidades por ano. De habilitar el tercer horno, se pasaría a producir 7.200 
ladrillos/día y se tendría una producción anual de 1.836.000 (Adaro, 1992).’^^ 

En cuanto a mercado, el departamento de Pando tenía 60.000 habitantes, de los cua- 
les 8.700 habitaban en la ciudad de Cobija, con un mercado potencial por la demanda 
previsible para la construcción de aeropuerto, mercado público, escuelas y viviendas de 
la zona, así como el abastecimiento de ladrillos a la zona fronteriza con la República de 
Brasil, donde no existen producciones de menor consideración y en su área de influencia 
habitan 16.000 personas. 

El informe también reporta la existência de cuatro empresas privadas que suministran 
ladrillos al mercado. La principal era la LadriUería José Vülavicencio, que junto a las ladriUe- 
rías Melgar, José Ferreira y Alberto Ferreira producían un total aproximado de unas 10.000 
unidades/día. También existían algunos taUeres artesanales con producciones de 200 a 500 
unidades/día. Pese a esta competência, no existia dificultad para la comercialización, debido 
a la gran demanda generada por un alto grado de construcción (Adaro, 1992). 

De acuerdo al informe, la planta de la FCRC estaba ubicada en un área de 19 hectáreas de 
extensión/^*’ es decir, seis hectáreas menos que el área que había reportado Ingeniería Rocha 


718 Las nueve empresas de minerales no metálicos eran: Fábrica de Cerâmica Roja de Cobija, Fábrica de Cerâmica Roja 
de Oruro, Fábrica de Cerâmica Roja de Roboré, Fábrica de Cerâmica Roja de Camiri, Fábrica de Cerâmica Roja de 
Trinidad, Fábrica Boliviana de Cerâmica, Sal Yodada Entrerriana, Fábrica de Losetas Montero, Taller de Cerâmica 
Artesanal Sucre. 

719 “Estúdios, estratégias y asesoramiento para la privatización de empresas procesadoras de minerales no metálicos”. 
Informe de ViabiHdad técnico-económica. Fábrica de Cerâmica Roja Cobija, mayo 1992. 3.1. Estúdio de viabilidad 
técnico económica de la FCRC, p. 11. 

720 De acuerdo al informe de la consultora Adaro de junio de 1992, si bien existen referencias que atribuyen a la 
propiedad una superfície de 23 ha, solo existiría documentación de 4,08 ha compradas a Plácido Vidaurre Chamo, y 
de 14,92 ha adquiridas de Leoncio Cabrera Chuviron (ambas adquisiciones realizadas en 1977). 
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Ltda en 1988. Las edificaciones incluían los galpones de producción, las instalaciones auxiliares 
y la cantera de arciUa. Las características principales de las instalaciones eran las siguientes: 

i. El galpón de producción y almacenamiento. Compuesto por cuatro naves que ocupaban una 
extensión de 4.440 m2 y que contenían: 

• Una nave con tres hornos sobre una superfície de 1.190 m2. 

• Dos naves de almacenamiento de matérias primas y productos terminados que ocupaban 
2.250 m2. 

• Una nave de secaderos de 1.000 m2. En estas instalaciones se ubicaban también las câmaras de 
secado (190 m2) y la chimenea, de 18 metros de altura por 4 de diâmetro. 

ii. Los edifícios auxiliares. Estos edifícios se emplazaban en una superfície de 72 m2 e incluían: 
casetas para albergar el generador eléctrico y bombas, instalaciones para energia eléctrica, dis¬ 
tribuidor del generador a la planta, sistema de captación de aguas y redes de distribución de 
agua, además del drenaje para aguas pluviales (Adaro, 1992). 

La valuación de activos de la FCRC, atendiendo a su depreciación física y funcional, 
determino un valor de utilización de $us 237.738 (terreno; $us 57.000; edificaciones: $us 
138.475; maquinaria; $us 42.263) y que, ponderado con valores de rendimiento, estable- 
ció $us 140.000 como mínimo y $us 180.000 como máximo (Adaro, 1992). 

La consultora Adaro recomendo su venta mediante licitación pública, medida que fue 
aprobada por la CEEP mediante Resolución del 10 de noviembre de 1992. 

La estratégia propuesta por la consultora fue la “petición de oferta nacional para la 
venta de la unidad de producción Fábrica de Cerâmica Roja de Cobija con todos sus 
activos” (Adaro, 1992a), lo que en la normativa administrativa boliviana se conoce como 
“licitación pública”. 

10.2.2.2. Cordepando autoriza la venta de la FCRC 

Cordepando era la propietaria de la FCRC, y en esa condición era imprescindible contar 
con su autorización para que la CEEP Uevara a cabo las acciones tendientes a su venta 
(DS 23170, 05/06/1992, art. 2). 

El 16 de octubre de 1992, el directorio de Cordepando, máxima instancia de la entidad 
regional, aprobó la venta de la FCRC, autorizando a su presidente viabilizar la enajena- 
ción de sus activos en forma integral y en las condiciones en que se encontraban (Res. de 
Directorio 19/92) y que se incorpore a la CEEP para analizar y definir las estratégias para 
esa privatización (Res. de Directorio 16-A/92). 

10.2.2.3. Licitación pública de la FCRC 

Samuel Doria Medina informó, en la reunión de la CEEP del 10 de noviembre de 1992, que la 
consultora Adaro establecía que “el mejor mecanismo de transferencia de la mencionada indus¬ 
tria consiste en una licitación pública a nivel nacional” (Acta reunión CEEP, 10/11/1992). 
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En esa reunión, el presidente de la CEEP hizo conocer que la estratégia de venta 
de la FCRC estaba completamente descrita en los pliegos de venta elaborados para el 
efecto, y que se reflejaría en la Resolución aprobada por cinco miembros de la CEEP/^^ 
en los siguientes términos; 

Artículo 1. La venta mediante ücitación pública nacional de los activos de la Fábrica de Cerâ¬ 
mica Roja de Cobija, en el estado en que se encuentran. 

Artículo 2. La venta será efectuada mediante oferta al contado. 

Los firmantes de la Resolución dei 10 de noviembre de 1992 fueron; Samuel Doria 
Medina, presidente de la CEEP, Jorge Quiroga, ministro miembro de la CEEP, Fernando 
Campero P, ministro miembro de la CEEP (sin firma). Natal Shimokawa, presidente de 
Cordepando, y Flavio Escóbar LL, secretario técnico de la CEEP 

Desde el 12 de noviembre de 1992 fue publicado el anuncio de venta de la FCRC a 
través de esa modaHdad, habiéndose previsto la recepción de preguntas y observaciones 
de los interesados hasta el 20 de noviembre de 1992. ™ 

10.2.2.4. Cambio de modalidad de venta de la FCRC: de ücitación pública a subasta 

El 1 de diciembre de 1992, la CEEP decidió cambiar la modalidad de privatización 
de la FCRC, pasando de ücitación pública a subasta pública (Resolución CEEP dei 
1 de diciembre de 1992). El Acta de reunión de la CEEP de esa fecha senala que el 
ministro Doria Medina “puso en consideración la recomendación de la consultora, la 
cual establece que el mejor mecanismo de transferencia de la mencionada industria 
consiste en una subasta pública”. 

A requerimiento dei Subsecretário de DesarroUo Socioeconómico dei Ministério de 
Planeamiento y Coordinación, el 2 de diciembre de 1992, el jefe de Proyecto de la Con¬ 
sultora Adaro, José Pavón Mayora, se dirigió al ministro Samuel Doria Medina mediante 
nota, emitiendo su opinión sobre el precio mínimo que seria base para la subasta, fijando 
el monto en $us 110.000. ™ 

Es importante senalar que en su informe Adaro había considerado la subasta abierta 
como “no oportuna” en los siguientes términos; 


721 Resolución de la Comisión de Evaluación de la Empresa Pública (CEEP) dei 10 de noviembre de 1992, con la firma 
de Samuel Doria Medina, presidente de la CEEP y ministro de Planeamiento y Coordinación, Jorge Quiroga, ministro 
de Finanzas, Natal Shimokawa, presidente de Cordepando, y Flavio Escóbar Llanos, secretario técnico de la CEEP. 

722 Síntesis ejecutiva dei proceso [de privatización de la] Fábrica de Cerâmica Roja de Cobija. Archivo dei Ministério de 
DesarroUo Productivo y Economia Plural-Repositorio de la Privatización y CapitaUzación. Serie: M-69 FACRC. Caja 
118. Cód.:5FACR, 1992. 

723 Carta de José Pavón Mayoral, Jefe dei Proyecto Consultora Adaro, dirigida a Samuel Doria Medina, ministro de 
Planeamiento y Coordinación. La Paz, 2 de diciembre de 1992. Archivo dei Ministério de DesarroUo Productivo y 
Economia Plural - Repositorio de la Privatización y CapitaUzación. Serie: M-69 FACRC. Caja 119. Cód.: 13 FACR, 1992. 
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... no parece oportuno plantear una subasta abierta, ni aún en el caso de pequenos bienes que 
podrían llevar a una situación de monopolio de la oferta. 

La subasta cerrada se entiende puede ser motivo de no maximizar el beneficio económico y 
social (Adaro, 1992b: 13). 

Al modificarse la modalidad de venta de acuerdo a la normativa privatizadora, la venta 
mediante remate ya no requeria la emisión de un decreto supremo, sino solo de la apro- 
bación por resolución del Coneplan (DS 23287, arts. 3 y 4). 

En ese marco, Coneplan aprobó la venta de los activos de la FCRC mediante subasta 
pública sobre la base mínima de $us 110.000, y los adjudico —en forma previa a la subas¬ 
ta— a la oferta más alta y conveniente para los intereses del Estado y la región (Resolución 
04/93,11/01/1993). 

10.2.2.5. Venta de los activos de FCRC mediante subasta pública 

La convocatoria a subasta se publicó en la prensa nacional a partir del 27 de diciembre 
de 1992, poniendo disponible el pliego de venta con las bases de la subasta a partir del 
29 de diciembre de 1992 en oficinas del PNUD/OSP ubicadas en las ciudades de La Paz, 
Cochabamba, Santa Cruz, Sucre, Tarija y Potosí. 

El anuncio de la Subasta Pública OSP/BOL/520/710 establecía que los activos de 
la FCRC eran puestos a la venta al mejor postor en forma integral según las siguientes 
condiciones y bases; 

1. La subasta pública se realiza el 22 de enero de 1993 a horas 16:00 h. 

2. La subasta pública se realiza en el Salón de Conferencias del Programa de Naciones Unidas 
para el DesarroUo (PNUD) en Bolivia ubicado en el Edificio Dante, Av. Mariscai Santa Cruz 
N° 1350 de la ciudad de La Paz. 

3. Los activos correspondientes a la FCRC, conforme la valuación efectuada, se venderían 
sobre una base mínima de $us 110.000. En el precio ofertado se considerarán incluídos todos 
los impuestos de ley. 

4. Los bienes subastados se venderían al mejor postor en dólares americanos y mediante pago 
al contado al momento de suscribir el contrato. 

5. Los interesados en participar en la puja abierta, debieron depositar antes de la subasta, en 
las oficinas del PNUD/OSP de la ciudad de La Paz (o previamente a la iniciación del acto de 
la subasta) la suma de $us 5.500, en efectivo o mediante cheque certificado por un banco con 
sucursal en la ciudad de La Paz, o presentar una Boleta Bancaria de Seriedad de la propuesta a 
favor del Ministério de Planeamiento y Coordinación por la mencionada suma. 

6. Los interesados en la compra de los activos de la FCRC podían retirar sin cargo las bases de la su¬ 
basta, a partir del 29 de diciembre de 1992 en las sedes de las oficinas del PNUD/OSP situadas en las 
ciudades de La Paz, Potosí, Tarija, Santa Cruz, Cochabamba y Sucre (El Diário, 07/01/1993).™ 


724 Convocatoria a Subasta Pública OSP/BOL/520/710 para la venta de los activos de la FCRC (PNUD/OSP). El 
Diário, 7 de enero de 1997. 
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Como estaba previsto, la subasta se realizo el 22 de enero de 1993 en la ciudad de 
La Paz, en el Salón de Conferencias de la agencia de compras estatal PNUD/OSR 
Estuvo a cargo dei martillero Jorge Roberto Valdivia Villalobos, acompanado dei no¬ 
tário de Fe Pública, Dr. Roberto Riveros V., y contó con la presencia de autoridades 
dei Ministério de Planeamiento y Coordinación y de Cordepando (Acta de Subasta 
Pública, 22/01/1993). 

La Empresa Constructora Latinoamericana Ltda. (ECLA), representada por Delfín 
Vargas VaUejos, se habüitó como postora con boleta de garantia de $us 5.500 dei Ban¬ 
co Boliviano Americano, con validez hasta el 26 de marzo de 1993,^^^ adjudicándose la 
FCRC con una oferta de $us 110.100, vale decir, cien dólares más que el precio base.™ 
El contrato de compraventa de los activos de la unidad económica FCRC fue suscrito 
el 10 de febrero de 1993 por Samuel Doria Medina Auza, ministro de Planeamiento y 
Coordinación; Natal Shimokawa Neira, presidente de Cordepando, a nombre dei Estado 
boliviano como vendedor; y por Delfín Vargas VaUejos, gerente general de ECLA por la 
parte compradora. El contrato fue protocoUzado el 12 de abril de 1993, mediante Testi- 
monio 23/93, ante la notaria de Hacienda de Pando, Isabel Herrera Gonzáles.™ 

10.2.3. Aspectos económicos de la privatización 
10.2.3.1. Subvaluación de activos de la empresa 

La implementación de la FCRC reaUzada por parte dei Estado en los anos setenta tuvo 
una inversión total de $us 1.356.000 (Adaro, 1992). 

En 1988, la Comisión de Transición Industrial encomendó el avalúo de la FCRC a la 
empresa consultora Ingeniería Rocha Ltda., empresa cochabambina que determinó que 
el valor de los activos de la empresa alcanzaba a $us 263.905,65.™ 

En 1992, los estúdios de evaluación y valuación de activos fijos reaUzados por Adaro 
determinaron el valor de la FCRC en $us 237.738, de acuerdo al detaUe descrito en el 
cuadro siguiente; 


725 Boleta de garantia de la Empresa Constructora Latinoamericana (ECLA) para habilitación en el acto de la Subasta 
Pública de la FCC (Banco Boliviano Americano). La Paz, 21 de enero de 1993. 

726 Acta de Subasta Pública OSP/BOL/520/710, dei 22 de enero de 1993; recibo de pago provisorio de Subasta Pública 
OSP/BOL/520/710 por la compra de los activos de la FCRC; y documentos personales dei adjudicatario, Delfín 
Vargas VaUejos. 

727 Testimonio 28. Escritura PúbUca de un contrato de compra-venta de activos de una Unidad Económica con el nombre 
de Cerâmica Roja Cobija, que hacer Cordepando en favor de ECLA Ltda. (Cobija, 15 de abril de 1993) y carta de 
Ronald Mercado, coordinador general de la Unidad Ejecutora dei Reordenamiento de la Empresa PúbUca (UEREP) 
a Norka Martínez, gerente de Moneda y Crédito dei BCB, donde se adjunta el cheque visado por pago de la venta de 
los activos de la FCRC a ECLA Ltda. (La Paz, 17 de febrero de 1993). 

728 Avalúo de los activos de la Fábrica de Cerâmica Roja Cobija al 30 de septiembre de 1988, fechado el 24 de octubre de 
1988. 
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Cuadro 277. Avalúo de los activos fijos de la FCRC en 1992 



Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en informe de Adaro (1992 a). 

Además de ello, la propia consultora Adaro estableció que el valor de la empresa, 
ponderando con valores de rendimiento (valor de la empresa en funcionamiento), era de 
entre $us 140.000 y $us 180.000. 

A pedido del Ministério de Planeamiento y Coordinación, el 2 de diciembre de 1992, 
la consultora Adaro emite una nueva valuación de $us 110.000 para la FCRC, la cual seria 
el precio mínimo para la subasta de sus activos en enero de 1993. ™ 


Cuadro 278. Cuadro comparativo de valores de la FCRC ($us) 


Inversiones 
estatales para 
construcción de 
FCRC 

Valuación de activos 
Ingeniería Rocha Ltda. 
(1988) 

Valuación de 
activos fijos 
Adaro 
(1992) 

Valores de rendimiento 
Adaro 
(1992) 

Máximo Mínimo 

Precio mínimo de 
subasta 

Adaro 

(Dic.1992) 

1.356.000,00 

263.905,00 

237.738,00 

180.000,00 

140.000,00 

110.000,00 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en datos de Comtrain (1988) y Adaro (1992). 


10.2.3.2. Gastos en consultorias y bonos extralegales 

El costo de los estúdios efectuados por la consultora Empresa Nacional Adaro de Inves- 
tigaciones Mineras alcanzó a $us 28.155,06. 

Los bonos extralegales, presupuestados por la CEEP en $us 22.000, no se incluyen 
entre los gastos estatales por no contarse con la documentación referida a su pago. 


10.2.3.3. Perjuicio económico 

Para calcular el perjuicio generado por la privatización de la FCRC, se aplica la siguiente 
fórmula; 


Perjuicio económico de la privatización = (Valuación de activos fijos - Precio de venta) + Gastos en consultorias 

V_^!_ ) 


f \ 

PEP = (237.738,00 -110.100,00) + 28.155,06 = 155.793,06 

V___2 


Consiguientemente, el perjuicio económico por la venta de la Fábrica de Cerâmica 
Roja Cobija asciende a la suma de $us 155.793,06. 


729 Valoración del activo fijo de la FCRC. Informe de la Consultora Adaro, 1992. 
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Se debe recordar que las reservas de arcilla y no metálicos a las que tenía acceso 
la FCRC no fueron consideradas en el avalúo de la empresa ni en el precio final 
de venta. La consultora evaluadora había estimado reservas de 1,5 millones de to¬ 
neladas brutas de minerales no metálicos, cuya explotación podia extenderse por 
décadas. Por otra parte, se debe subrayar que tampoco se considero el valor de los 
intangibles de la empresa. 

10.2.4. Análisis jurídico de la privatización de la FCRC 
IO.2.4.1. Relación de hechos susceptibles de responsabilidad 

Dentro de los proyectos desarroUados en regiones que ameritaban mayor dedicación por 
parte dei Estado boliviano, se encuentra la Fábrica de Cerâmica Roja de Cobija (FCRC), 
cuya implementación se Uevó a cabo bajo responsabilidad de Cordepando. Su fin era 
contribuir a mejorar las condiciones y calidad de vida de los habitantes de Cobija forman¬ 
do parte dei proceso de construcción de viviendas y protección de la salud en regiones 
altamente vulnerables como las de la Amazônia. 

De acuerdo a los estúdios técnicos realizados entre 1977 y 1978, se identifica un 
reservorio de arcillas y otros minerales no metálicos de 606.606 m^, equivalente a 
1.458.850 toneladas (ton), una reserva apta para una explotación sostenible en el lar¬ 
go plazo. La instalación de la planta significó una inversión total aproximada de $us 
1.356.000. ™ Inicia actividades en 1981, con una capacidad productiva de 1.400.400 
piezas/ano, (se producian ladrillos tubulares de seis y ocho huecos, ladriUo de piso 
sencillo y teja “tipo Brasiha”). La FCRC trabaja irregularmente hasta 1989, y se reactiva 
en noviembre de 1991 con una producción de 4.800 ladrillos por dia en dos de los tres 
hornos instalados (uno de eUos se encontraba en reparación). 

El Decreto Supremo n.° 22836 dei 14 de junio de 1991 determina, en su articulo 
20, numeral 34, que la FCRC (que se encontraba considerada como una unidad pro¬ 
ductiva de Cordepando) debia ser sometida al proceso de reordenamiento, ya fuera 
a través de su transformación, disolución y liquidación o (como en su caso) trans¬ 
ferencia total o parcial de la propiedad de la empresa, como unidad patrimonial, al 
sector privado. El 28 de febrero de 1992, se suscribe el Contrato de Servidos entre 
la Consultora Adaro y la Comisión de Evaluación de la Empresa Pública (CEEP) 
para evaluar la FCRC, su viabilidad, avaluar sus activos y recomendar la estratégia 
de privatización. En el marco de la Ley n.° 1330, el directorio de Cordepando auto¬ 
riza el 16 de octubre de 1992 la venta de activos de la FCRC, y el 10 de noviembre 
de 1992 la CEEP aprueba, mediante resolución, la venta de activos de la FCRC 
mediante licitación pública; el 1 de diciembre dei mismo ano, la CEEP modifica la 
modalidad a subasta pública. 


730 Gosto de inversión en implementación de la FCRC. Informe Adaro, 1992. Archivo dei Ministério de DesarroUo 
Productivo y Economia Plural-Repositorio de la Privatización y Capitalización. Serie: M-69 FACRC. Caja 118. Cód.: 
3 FACR, 1992. 
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Cabe recordar que la planta de la FCRC se ubica en un área de 19 hectáreas de 
extensión^^^ (es decir, seis hectáreas menos que el área que había reportado Ingenie- 
ría Rocha Ltda. en 1988). Las edificaciones incluían los galpones de producción, las 
instalaciones auxiliares y la cantera de arcilla (que se constituye en un derecho intan- 
gible, pero que tiene un alto valor tratándose del objeto de la fábrica). La valuación 
de activos de la FCRC, atendiendo a su depreciación física y funcional, determino un 
valor de utilización de $us 237.738 (terreno; $us 57.000, edificaciones; $us 138.475, 
y maquinaria; $us 42.263) y que, ponderado con valores de rendimiento, su valor era 
de $us 140.000 como mínimo y de $us 180.000 como máximo.™ 

Al modificarse la modalidad de venta de acuerdo a la normativa privatizadora, la 
venta mediante remate ya no requeria la emisión de un decreto supremo, sino de la 
aprobación por resolución del Coneplan; entonces se aprueba la venta de los activos 
de la FCRC mediante subasta pública sobre la base mínima de $us 110.000. La Em¬ 
presa Constructora Latinoamericana Ltda. (ECLA), representada por Delfín Vargas 
Vallejos, se habilito como postora con boleta de garantia de $us 5.500 del Banco 
Boliviano Americano, con validez hasta el 26 de marzo de 1993, adjudicándose la 
FCRC con una oferta de $us 110.100, vale decir, $us 100 adicionales al precio base 
senalado en la convocatoria. 

El 11 de enero de 1993 el Coneplan aprueba la venta mediante subasta, y el 22 de 
enero se elabora el Acta de Subasta pública que adjudica los activos de FCRC a favor de 
la Empresa Constructora Latinoamericana Ltda. 

En ese contexto, se desarroUa el proceso de privatización de la FCRC, sobre el cual se 
advierte el siguiente hecho irregular susceptible de responsabihdad. 

10.2.4.2. Irregularidades relevantes 

20.2.4.2.2. Valoración de empresa en marcha a valor de mercado para “uso alternativo” 

La Fábrica de Cerâmica Roja de Cobija (FCRC) fue creada a finales de la década del 70 
por la Corporación Regional de DesarroUo del Noroeste (Cordeno), entidad predecesora 
de Cordepando, a un costo estimado de instalación de $us 1.356.000. 

Para su privatización, se contrató a la consultora Empresa Nacional Adaro de Investiga- 
ciones Mineras SA, empresa que siguiendo critérios de valoración internacionalmente acep- 
tados para una unidad económica en marcha o para “uso continuado”, en junio de 1992, 
estableció un valor de utilización de $us 237.738, que contemplaba los siguientes rubros; 


731 De acuerdo al informe de la consultora Adaro de junio de 1992, si bien existen referencias que atribuyen a la 
propiedad una superfície de 23 ha, solo existiría documentación de 4,08 ha compradas a Plácido Vidaurre Chamo y de 
14,92 ha adquiridas de Leoncio Cabrera Chuviron (ambas adquisiciones realizadas en 1977). 

732 Estúdios, estratégias y asesoramiento para la privatización de empresas procesadoras de minerales no metálicos. 
Métodos de privatización, recomendaciones sobre perfíl de comprador, cronogramas y critérios para selección de 
ofertas. Junio, 1992. Archivo del Ministério de DesarroUo Productivo y Economia Plural-Repositorio de Privatización. 
Serie: M-69 FACRC. Caja 118. Cód.: 5 FACR, 1992. 
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• Terreno; $us 57.000 

• Edificaciones: $us 138.475 

• Maquinaria: $us 42.263 

En el estúdio no se contempla el valor de los derechos inherentes a la actividad principal de 
la fábrica, que era la reserva de arciUa y no metálicos a la que tenía bbre acceso la Fábrica, máxi- 
me cuando la propia consultora había estimado unas reservas de 1,5 millones de toneladas 
brutas de minerales no metálicos, cuya expectativa empresarial no era nada despreciable. 

El estúdio de la consultora tampoco contempla la posición estratégica de la Fábrica 
desde el punto de vista dei mercado de exportación y de la naturaleza de Cobija, como 
ciudad que en prospectiva no solo resolvería los problemas dei departamento de Pando, 
sino de la región noramazónica. 

Sin embargo, a soHcitud dei Ministério de Planeamiento y Cordinación, la Empresa 
Nacional Adaro de Investigaciones Mineras SA remite la nota CITE: UEREP 387/92 
de 2 de diciembre de 1992 dirigida al Ministro de Planeamiento y Coordinación, Samuel 
Doria Medina Auza, en la que rebaja considerablemente el valor referencial de venta de 
la FCRC, senalando; 

De acuerdo a petición formulada por Vds. a nuestra oficina por su Subsecretário de DesarroUo So- 
cio-Económico, tenemos a bien hacerle conocer el requerimiento expresado en la citada petición. 
Los trabajos de valoración de la Fábrica de Cerâmica Roja de Cobija realizados por Adaro 
entre los meses de Marzo y Mayo 1992, se enmarcaban dentro de un âmbito económico dei 
mercado para uso continuado de la Fábrica de acuerdo con los términos internacionales de 
Valoración y siguiendo la actividad y objetivos para los que se creó. 

No obstante lo anterior y de acuerdo con sus requerimientos, nuestra empresa considera 
aceptable que como mínimo el adjudicatario ofrezca un precio para uso continuado mayor 
que el ‘Valor de Mercado para Uso alternativo’. Dicho precio mostraria la clara intención 
no especulativa dei comprador y posibilitaría el mantenimiento de continuidad, en alguna 
actividad, de los bienes licitados. 

Esta decisión de un Valor de Mercado para Uso Alternativo es prudente debido al posible 
escaso interés demostrado por los potenciales compradores, en la adquisición de los pUegos 
para la compra de FCR Cobija. 

Entendemos que dicho valor se sitúa, en nuestra opinión, en la cifra de 110.000 $us. 

Esta nota, que responde a una petición formulada por el Subsecretário de DesarroUo 
Socioeconómico dei Ministério de Planeamiento y Coordinación, contiene afirmaciones 
que denotan una intencionada reducción dei valor de la Fábrica respecto al valor inicial¬ 
mente fijado. En efecto, el denominado “Valor de Mercado para Uso Alternativo” no 
es otra cosa que romper la lógica de unidad económica en marcha, cual era el caso de 
la FCRC, y forzar su venta para un uso distinto al que fue concebida, reduciendo con 
este argumento significativamente su valor y eUminando los objetivos por los cuales fue 
creada la FCRC. 
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Este tipo de accionar de las autoridades del Ministério de Planeamiento y Coordinación 
del gobierno de Jaime Paz Zamora, para desprenderse de los bienes públicos aún a costa 
de una afectación económica alarmante, ha generado un perjuicio económico al Estado, sin 
considerar el incalculable dano social y económico causado a la población de la región, que 
se ha visto privada de un producto que representaba la posibihdad de construir viviendas, 
por ende el acceso a una mejor calidad de vida. 

Con su accionar los funcionários y autoridades responsables del proceso de privatiza- 
dón de la fábrica han incumpHdo su deber de buscar el mejor precio de venta de la empresa 
en favor del Estado y de la región. Por el contrario, se impulsó la subvaluación de los activos 
de la Fábrica Cerâmica Roja de Cobija, obligando a definir el “Valor de Mercado para Uso 
Alternativo”, que ni siquiera representaba el valor catastral de los terrenos y las edificaciones 
juntas, valuados en $us 195.475 (el terreno tenía un valor de Sus 57.000 y las edificaciones un 
valor de $us 138.475), y tampoco consideraba las máquinas ($us 42.263), ni los insumos y ni 
los derechos sobre un yacimiento de arcdla. 

El Concejo Nacional de Planificación (Coneplan) mediante Resolución n.°04/93 del 11 de 
enero de 1993, apueba la subasta pública de la FCRC por un precio base de $us 110.000, y auto¬ 
riza la adjudicación en favor de la persona natural o empresa que presente la oferta más alta. 

El 22 de enero de 1993, la FCRC fue adjudicada mediante subasta por un precio de 
Sus 110.100, a favor de la Empresa Constructora Latinoamericana generando un perjui¬ 
cio aproximado de Sus 127.638. En este cálculo del perjuicio no se incluye el valor de las 
reservas de arctUa. El contrato de compra venta fue firmado por el ministro de Planea¬ 
miento y Cordinacón y el presidente de Cordepando, el 10 de febrero de 1993. 

f X 

Por los hechos anteriormente descritos, se presume responsabihdad por parte de 
quienes aprobaron la Resolución n.°04/93 del 11 de enero de 1993 de Coneplan 
que aprueba la subasta pública de la FCRC con un precio base de Sus 110.000 sin 
respaldo técnico. Asimismo, por parte de quienes firmaron el contrato de compra 
venta de la FCRC de 10 de febrero de 1993. 

V_ J 


Conclusiones 

Las presentes conclusiones sintetizan los resultados de la privatización de las empresas 
públicas creadas para promover el desarroUo del departamento de Pando, destacando 
aspectos centrales del proceso de enajenación y sus principales impactos en los âmbitos 
político institucional, económico productivo, y social. 

Âmbito político institucional 

La construcción y el despliegue del Estado en el extremo norte amazônico del país fúe un pro¬ 
ceso incipiente y desordenado, pero que en el curso de cinco décadas construyó un conjunto 
de empresas productivas y de servicios que atendia a la capital departamental y las poblaciones 
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cercanas. Sin embargo, pese a la naturaleza estratégica de este departamento y a la vecindad 
de su capital con una doble frontera internacional (Perú y Brasil), el proceso de enajenación 
desarticuló esas empresas y emprendimientos públicos. Con eUo, frenó y entorpeció mucho 
más el lento proceso de establecimiento dei Estado en el extremo norte dei país. 

La consecuencia política inmediata de la desarticulación dei incipiente desarroUo ins¬ 
titucional y de prestación de servidos públicos, dejó al departamento y, en especial, a su 
capital, en manos de grupos de poder que construyeron su dominio a costa de la institu- 
cionalidad pública. 

La enajenación eliminó también la posibilidad de construcción de una visión depar¬ 
tamental de desarroUo estratégico que oriente la creación, sostenimiento y gestión de las 
empresas y servidos púbUcos. 

Âmbito económico productivo 

La enajenación de las principales empresas públicas de desarroUo productivo, casos 
especiales de la beneficiadora de la castana, la empresa ganadera o la fábrica de ce¬ 
râmica roja, imprescindibles para sostener la economia regional y mejorar las condi¬ 
ciones generales de infraestructura productivas, dejaron al departamento a expensas 
de la inversión privada. 

El mayor de los impactos sobre la economia regional y local provino de la Uquidación 
de la empresa beneficiadora de la castana que, hasta la fecha, sigue siendo el rubro eco¬ 
nómico productivo más importante de la región, con un mercado internacional creciente 
y en el cual la producción nacional tiene un lugar preferente. 

En el caso de las empresas prestadoras de servidos púbUcos, el destino de las mismas 
fue diverso. El servido telefónico fue cedido a privados, el de agua potable fue transferi¬ 
do al municipio y el eléctrico transferido a ENDE. 

Los perjuicios económicos al departamento alcanzan a la suma desglosada dei si- 
guiente cuadro; 


Perjuicio económico por la privatización en el departamento de Pando 


Empresa 


item 

Monto ($us) 

Hacienda Ganadera Blanca Flor 

Consultorias 

6.000,00 

Perjuicio 

6.000,00 

Sistema Eléctrico deCobija (Secobija) 

Consultorias 

34.344,65 

Perjuicio 

34.344,65 

Televisión Educativa Canal 6 (TV Educativa) 

Consultorias 

5.000,00 

Perjuicio 

5.000,00 

Zona Franca Cobija (Zofra-Cobija) 

Consultorias 

9.000,00 

Perjuicio 

9.000,00 
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Empresa 

item 

Monto ($us) 


Valor referencial 

195.701,00 


Precio de venta 

(122.000,00) 

Hotel Prefectural de Pando 

Consultorias 

10.330,20 


Gastos de martillero 

5.639,86 


Perjuicio 

89,671.06 


Valor referencial 

237.738,00 

Fábrica de Cerâmica Roja Cobija (FCRC) 

Precio de venta 

(110.100,00) 

Consultorias 

28.155,06 


Perjuicio 

155.793,06 

Totai 

299.808,77 


Nota: El perjuicio se calcula a partir de la diferencia entre el valor referencial de venta y el precio de venta; a ese resultado se suman los gastos de 
consultorias y martilleos. Las cifras que aparecen entre parêntesis son negativas, se restan en las sumatorias. Las sumatorias negativas representan 
ingresos parael Estado. 

Fuente: CEMIPyC, 2018. 

El perjuicio total por la enajenación de empresas públicas en el departamento de Pan¬ 
do fue de $us 299,808.77, equivalentes a $us 657.900,36 actuales. 

Estas cifras solo hacen referencia a los perjuicios económicos directos e inmediatos, por¬ 
que el dano a la capacidad económico—productiva departamental fue, sin duda, mayor. 

Âmbito social 

Las condiciones de vida en el extremo noramazónico del país eran particularmente pre¬ 
cárias, tanto por las distancias a recorrer desde los centros urbanos del país cuanto por la 
falta de vertebración caminera bacia cualquiera de las únicas vecindades departamentales 
(La Paz y Beni). Por ello, también, la desarticulación de las empresas púbbcas y la consi- 
guiente pérdida de inversiones y de empleos fueron duros golpes a la economia social. 

Estos impactos fúeron especialmente severos sobre las áreas rurales, campesinas e indí¬ 
genas, aún más distantes y con menos acceso a servicios púbbcos y oportunidades de em- 
pleo, producción y comercialización de los productos agropecuários o forestales locales. 

Otro de los graves impactos sobre las condiciones de vida de los habitantes de Cobija 
y su entorno inmediato en proceso de urbanización como Porvenir, fue el cierre de la fá¬ 
brica de cerâmica roja, cuyo principal objetivo era introducir el ladriUo en la construcción 
y la mejora de las viviendas e infraestructuras de equipamiento. 
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Conclusiones sobre la privatización de empresas nacionales y departamentales 


Âmbito político institucional 

El proceso de enajenación de las empresas públicas dei Gobierno nacional y de las empre¬ 
sas públicas departamentales fue paradigmático en el proceso neoliberal de reorganización 
estatal iniciado en 1985, sustentado en el discurso de la ineficiência y corrupción dei Estado 
y la supuesta superioridad de los agentes privados en la gestión económica de empresas. 

La CEMIPyC identificó que 212 empresas públicas fúeron creadas a lo largo de 65 anos, 
conforme se puede apreciar en el siguiente gráfico; 


Flujo de creación de las empresas públicas según el ano de creación 



Fuente: CEMIPyC, 2018. 


La poKtica de enajenación masiva de las empresas públicas comenzó con impulso nor- 
teamericano. En 1988, por medio de la Agencia Gubernamental de Cooperación de EEUU 
(USAID), se financió un estúdio de evaluación de las empresas públicas existentes, orienta¬ 
do bacia su privatización bajo el eufemismo de su “reordenamiento empresarial”. 

El proceso de enajenación de las empresas púbbcas terminó privatizando, capitabzan- 
do y cerrando el 74% de las empresas dependientes de las Cordes, de las alcaldías, de las 
prefecturas y dei Gobierno Nacional. 
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Cantidad de empresas publicas enajenadas y no enajenadas, por dependencia institucional 



Fuente: CEMIPyC, 2018. 


100 


■ Enajenada 

■ No enajenada 


La consigna gubernamental fue liquidar las empresas públicas nacionales, departa- 
mentales o municipales sin valoración alguna respecto de su utilidad o el cumplimiento 
de los objetivos para los cuales habían sido creadas. La única preocupación de los gobier- 
nos neoüberales fue el procedimiento administrativo y financiero para encargar avalúos 
por grupos de empresas, buscando el precio más bajo de venta y definir la modalidad de 
privatizacion (Hcitación o subasta). Si no existia posibiüdades de venta, se decidia cerrar 
las empresas dejándolas bajo tuición y dependencia de instituciónes públicas dei nivel 
central o subnacional. 

Las mayores oleadas o flujos de enajenación de empresas públicas se dieron en los go- 
biernos de Jaime Paz y Luis Ossio (1989-1993), de Gonzalo Sánchez de Lozada y Victor 
Hugo Cárdenas (1993-1997) y de Hugo Banzery Jorge Quiroga (1997-2001), tal como se 
puede apreciar en el siguiente gráfico; 
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Oleadas de enajenación de las empresas públicas 



Fuente: CEMIPyC, 2018. 


Âmbito económico productivo 

La obsecuencia con el mandato ideológico de transferir el aparato productivo estatal al 
capital privado extranjero y local Uevó a extremos. En el caso de las empresas públicas 
bajo tuición dei Ministério de Defensa o la Corporación de las Fuerzas Armadas (Cofa- 
dena), se confundia interesadamente a instituciones militares básicas como el Instituto 
Geográfico Militar (IGIM), el BataUón de Ingenieros o la Fábrica Nacional de Municiones 
con la fábrica militar de muebles o la de botas, pretendiendo liquidar a todas como si no 
hubiera diferencias cuaütativas entre eUas. Sin embargo, en la mayoría de las empresas 
militares básicas, la decisión gubernamental de privatizarlas a cualquier precio fue un plan 
ejecutado parcialmente. 

En el caso de las empresas públicas departamentales dependientes de las Cordes, pre- 
fecturas y alcaldías, los impactos y perjuicios de la enajenación fueron mayores, porque se 
privatizó, cerró y transfirió el 80% de un total de 134 empresas. El proceso no consideró 
ni valoró que estas empresas habían sido creadas con el objetivo de generar desarroUo a 
escala departamental y regional, y que respondían a necesidades específicas de un modelo 
de desarroUo e innovación tecnológica, imprescindibles para mejorar el nivel de ingreso 
y bienestar de la población en las distintas regiones dei país. 
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Porcentaje de empresas identificadas ai momento prévio a ia enajenación, según departamento 



Fuente: CEMIPyC, 2018. 


Los departamentos más afectados por la enajenación fueron; La Paz (24 enajenadas 
de 31 empresas que tem'a), Santa Cruz (23 enajenadas de 27 empresas que tenía), Cocha- 
bamba (19 enajenadas de 21 empresas que tenía), Tarija (19 enajenadas de 27 empresas 
que tenía), como se puede apreciar en el siguiente gráfico; 


Potosí 
Dptos. Vários 
Tarija 
Santa Cruz 
Pando 
Oruro 
La Paz 
Cochabamba 
Chuquisaca 
Beni 


Cantidad de empresas enajenadas por departamento 



05 

Fuente: CEMIPyC, 2018. 
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El planteamiento de la privatización generalizada de las empresas públicas tenía un eco 
importante en los médios de comunicación masivos, sobre todo en periódicos de circulación 
nacional. Solo tiempo después se sabría que vários de sus propietarios o periodistas destaca¬ 
dos eran parte de la red de poder que trabajó en la Hquidación de las empresas públicas como 
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parte de intereses económicos corporativos, contratos de publicidad o de otro tipo. Situación 
parecida fue la de decenas de consultores que hicieron los estúdios técnicos, avalúos o aná- 
lisis legales dei patrimônio de las empresas públicas para su transferencia al capital privado. 
Los consultores —muchos de eUos— eran cercanos a los partidos de gobierno y los entornos 
gubernamentales. 

En este escenario de transferencia dei patrimônio público al sector privado, se Uevó a 
cabo la enajenación generalizada de las empresas públicas nacionales y departamentales. 
Estas empresas y sus potencialidades fueron el botín que se ofreció a los sectores corpora¬ 
tivos y las redes de poder político, familiar y empresarial como parte de la implementación 
dei modelo neoliberal en el país. 

Los sectores económicos con mayor número de empresas públicas fueron el agrope¬ 
cuário y el de alimentos. Contaban con 78 empresas (37% dei total de las 212 empresas 
investigadas); 57 fueron enajenadas de las cuales se evidencia el cierre y venta de 12 
centros de acopio de alimentos en cinco departamentos (Cochabamba, Santa Cruz, Chu- 
quisaca, Potosí y Tarija), además de importantes centros y programas de mejoramiento e 
innovación tecnológica agropecuaria como el proyecto de camélidos de Turco (Oruro), 
criadero de truchas PiusiUa (Cochabamba) y Chico Chico (Potosi), hacienda ganadera 
Blanca Flor (Pando), empresa ganadera Santa Martha (Beni), centros de mejoramiento de 
maíz en Chuquisaca, Tarija y Santa Cruz; lo cual afectó seriamente la política orientada a 
brindar seguridad alimentaria a la población boliviana. 

También existían ocho empresas dedicadas al procesamiento de leche y quesos, ubi- 
cadas en cinco departamentos; todas fueron enajenadas. En el trascurso de las siguientes 
décadas, este fue uno de los factores que dio lugar al bajo consumo per cápita de leche, 
provocando un alto índice de desnutrición en ninas y ninos. 

Otro sector importante fue el de transporte y comunicaciónes, con un total de 21 em¬ 
presas públicas que fueron enajenadas; cinco terminales (tres privatizadas), siete empre¬ 
sas municipales de transporte (todas cerradas), cuatro hneas aéreas (una privatizada y otra 
capitalizada), tres navieras (una cerrada), la Empresa de Transporte de Carga (cerrada), 
sumadas a ENFE y AASANA (una capitalizada y la otra privatizada). La enajenación de 
estas empresas influyó decisivamente en el rezago de la interconexión entre municípios 
y departamentos. 

En el sector de la construcción se crearon un total de 21 empresas distribuídas espacial¬ 
mente en ocho departamentos; existían dos cementeras (ambas privatizadas), cuatro de obras 
civües (tres enajenadas), siete empresas de cerâmica (todas privatizadas o cerradas), cinco fá¬ 
bricas de tubos de cemento (todas cerradas), la Planta de Asbestos, la Fábrica Nacional de 
Vidrio Plano y la Empresa Municipal de Asfaltado y Drenajes Pluviales (las tres cerradas y 
desmanteladas). Esta poKtica de deshacerse de las empresas estatales dei área de la construc¬ 
ción favoreció al sector privado, en detrimento de las poblaciones rurales y periurbanas. 

Otra política neoliberal fue excluir la participación dei Estado como proveedor de 
servidos financieros; en esta dirección fueron cerrados cuatro bancos de fomento, una 
financiera ganadera y un fondo de desarroUo, que tenían como objetivo promover e im- 
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pulsar el desarroUo económico mediante el acceso de los productores al crédito. 

Uno de los sectores que podría haberse constituído en un pilar fundamental dei de- 
sarroUo boliviano fue el turismo, que también fue afectado por la poHtica enajenadora 
de los gobiernos de turno. Se habían construído y equipado 17 hoteles y una cabana de 
hospedaje en ocho departamentos, y solo uno de eUos no fue enajenado por su grado de 
deterioro. El departamento de La Paz resultó el más perjudicado, pues ocho estableci- 
mientos hoteleros que se encontraban en este território fueron enajenados. 

En la enajenación de las empresas existió subvaluación para facilitar su venta, y no se 
valoraron los intangibles; a algunas las fragmentaron para facilitar su venta como activos, 
y se entregaron recursos naturales sin costo alguno. En ningún caso se consideraron los 
perjuicios sociales, regionales y locales que imphcaron el cierre de empresas y los despi¬ 
dos de trabajadores. 

Se interrumpió la creación de cadenas productivas que empezaban a funcionar arti- 
culándose la producción agrícola e industrial y promoviendo la diversificación productiva 
en los departamentos (casos; Enaca, Planta de Ají Chuquisaca, Planta Procesadora de 
Tarhui, Planta Industrializadora de Quinua, Planta Integral de Café, Planta Beneficiadora 
de Castana, Industrias Agrícolas de Bermejo, Planta Industrializadora de Quinua, Planta 
Agroindustrial de Té, Hilanderias de Viacha y Potosí, Fábrica de Aceites Comestibles, 
ingenios azucareros de Guabirá y ViUamontes). 

En otros casos, las empresas públicas y los bienes adquiridos se destinaron a la espe- 
culación inmobiliaria o financiera, abandonando la actividad productiva, tal es el caso de 
la Fábrica de Cerâmica Roja Cobija y la Hilandería Santa Cruz. 

En vahos casos, los ingresos que recibió el Estado por la venta de sus empresas fue inferior 
a los costos de consultorías, servicios de martiUeo en subastas y pago de bonos extralegales 
a trabajadores. Así ocurrió con la Planta de PoUos BB, el TaUer de Cerâmica Artesanal Sucre, 
Fanviplan, la Planta de Tarhui, el Hotel Asahí, la Empresa Forestal Pecuaha Tahquía y Cerâmica 
Roja Thnidad. 

Del grupo de las 93 empresas dependientes de las Cordes, prefecturas y alcaldías que 
cuentan con información económica, 51 empresas fueron vendidas a privados por un 
monto aproximado de $us 99,73 miUones; sin embargo, el precio referencial de estas 
empresas fue de aproximadamente $us. 114.88 miUones. 

El detaUe dei perjuicio económico^^^ por departamento de 93 empresas enajenadas, 
que incluye a las empresas de Cordes, prefecturas y alcaldías, es el siguiente; 


733 El perjuicio económico se calculó a partir de la diferencia entre los gastos esta tales (valuaciones, consultorías y bonos 
extralegales) y el precio de venta de las empresas. 
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Perjuicios por la privatizadón de las empresas departamentales (en $us) 


1 Departamento 

Cantidad de empresas 

Perjuicio | 

Chuquisaca 

13 

1.316.801,81 

La Paz 

15 

6.266.681,57 

Cochabamba 

7 

6.031.250,73 

Oruro 

7 

2.347.067,17 

Potosí 

10 

607.128,34 

Tarija 

16 

2.159.885,11 

Santa Cruz 

12 

8.714.603,67 

Beni 

7 

178.091,79 

Pando 

6 

299.808,77 

Total 

93 

27.921.318,95 


Fuente: CEMIPyC, 2018. 

Por tanto, se puede establecer que por la enajenación de 93 empresas departamenta¬ 
les, se generó un perjuicio económico al Estado de $us 27.921.318,95, equivalentes a $us 
61.270.542,31 actuales. 

El perjuicio económico determinado, no incluye las inversiones productivas que el 
Estado había realizado para crear empresas y generar empleo en diversos sectores de la 
economia y varias regiones dei país, y concretar la estructuración socio económica de la 
producción. Con la enajenación de las empresas públicas, no solo se interrumpió una po¬ 
lítica de desarroUo económico y social, basada en la eHminación de asimetrías y desequili- 
brios regionales, sino que también se desmontó la infraestructura productiva estatal, con 
el remate de sus empresas y activos sin considerar el valor de investigación, innovación y 
desarroUo tecnológico acumulado durante décadas, para entregarias sin ningún costo al 
sector privado. 


Âmbito social 

En el caso de las empresas que pertenecían a las Cordes, fueron despedidos más de 3.570 
trabajadores, lo cual incrementó el desempleo e influyó en la precarización y la informa- 
Udad dei empleo en el país. 

En algunos casos, los productores locales de matérias primas se vieron perjudi- 
cados porque perdieron la oportunidad de beneficiarse con precios justos para sus 
productos, que tenían demanda en las industrias lácteas estatales como PIL, Milka, 
Cabana Lechera Todos Santos Paz, Planta Elaboradora de Quesos San Javier, Planta 
Envasadora de Tomates y Hortalizas. 

Como consecuencia de la enajenación, se cerraron importantes programas de asistencia 
técnica y capacitación, mejoramiento genético, extensión agrícola y apoyo a la producción, 
sobre todo campesina (casos: Empresa Productora de Semüla Mejorada San Carütos, Plan¬ 
ta Procesadora de SemUlas El Palmar, Centro Productivo de CaméUdos Tomave, viveros 
forestales Los Pinos y Tarapaya, Cabana de Bovinos dei Beni, haciendas ganaderas Blanca 
Flor y Santa Martha, cabanas de porcinos El Banado y El ZapaUar, Programa Agrícola de 
Oleaginosas y Maíz). 











Capítulo 11. Cierre de la banca de eomento 


ii.i. Bancos de fomento en Bolívia 

La banca de desarroUo surgió como instrumento de los planes propuestos por los países 
capitalistas de industrialización tardia (post Segunda Guerra Mundial) y su auge coinci- 
dió con la expansión dei Estado de bienestar, por lo que las instituciones financieras de 
desarroUo formaron parte de la intervención dei Estado en la economia, no solo en la 
periferia sino también en los países centrales (MiceU, 2005). 

En BoUvia, la banca de desarroUo tenía como objetivo contribuir a la formación de 
capital en los sectores considerados como prioritários por el gobierno y definidos por la 
decisión centraUzada. De este modo, en los anos treinta dei siglo XX fue creado el Ban¬ 
co Minero de BoUvia (con funciones bancarias y de comerciaUzación de minerales); en 
los anos cuarenta, el Banco Agrícola de BoUvia (con la función de principal de otorgar 
créditos al sector agropecuário); y a inicios de los anos setenta, el Banco dei Estado (con 
funciones de banca comercial y de banca de desarroUo) y el Banco de la Vivienda (para 
apoyar a poUticas habitacionales). Por otra parte, la Corporación BoUviana de Fomento 
(CBF) contaba con ventaniUas de financiamiento de la inversión de mediano y largo 
plazo. En este contexto, el Banco Central de BoUvia (BCB) fue el órgano ejecutor de los 
recursos obtenidos por el país mediante créditos internacionales, y desde finales de los 
anos sesenta fue intermediador, a través su Gerencia de DesarroUo, de créditos de media¬ 
no y largo plazo destinados al sector privado (Morales, 2000). 

La banca de fomento estaba constituida por los estatales Banco Minero (Bamin), Ban¬ 
co Agrícola de BoUvia (BAB) y Banco dei Estado (Banest), y por el Banco de la Vivienda, 
que era una Sociedad Anónima Mixta. 

Los recursos de la banca de fomento no provenían (como ocurría en los bancos co- 
merciales) de la captación de depósitos dei púbUco, sino dei financiamiento otorgado por 
organismos financieros internacionales y por el propio Estado. La banca canaUzaba los 
préstamos externos a empresários privados mineros, agropecuários e industriales, siendo 
el Estado boUviano el garante y responsable final ante los acreedores externos. 

Los objetivos de los bancos de fomento estaban directamente Ugados al modelo de 
desarroUo imperante, con fuerte presencia dei Estado como dinamizador de la economia 
e intervención con créditos para inversión en sectores considerados clave como el minero 
(importante generador de divisas), el agrícola (central en la sustitución de importaciones de 
alimentos) y el de construcción (fundamental para resolver el problema habitacional). 
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11.1.1. Banco Minero de Bolivia 

El Banco Minero de Bolivia fue creado mediante Decreto Supremo dei 24 de julio de 
1936 con las siguientes finalidades; 

• Fomentar la industria extractiva mediante aportes de créditos 

• Colaborar especialmente a la minería minorista 

• Crear almacenes de abastecimiento de herramientas, maquinarias y artículos de mayor 
consumo de las minas 

• Organizar empresas para la exploración y explotación de minas 

• Intensificar la propaganda de las riquezas mineras dei país. 

El 29 de noviembre de 1943, fueron elevados a rango de ley los decretos supremos 
y disposiciones conexas a partir de los cuales se crearon tanto el Banco Minero como el 
Banco Agrícola de Bolivia. 

11.1.2. Banco Agrícola de Bolivia 

El Banco Agrícola de Bolivia fue creado mediante Decreto Supremo dei 11 de febrero 
de 1942 como entidad de crédito especializada en el fomento agropecuário dei país. 
Mediante DS 03839 dei 23 de septiembre de 1954, se reorganizo la normativa referente a 
este banco para coadyuvar a la ejecución de la Reforma Agraria. 

Como entidad de fomento especializada, el banco tenía por objeto fundamental con¬ 
tribuir al desarroUo socioeconómico dei país a través de una amplia y ordenada actividad 
crediticia que permitiera incrementar la producción agropecuaria y, en general, la explo¬ 
tación y aprovechamiento nacional de los recursos naturales renovables, de acuerdo a los 
planes y programas dei gobierno. 

11.1.3. Banco dei Estado ^3^ 

El 28 de octubre de 1970, durante el gobierno dei general Juan José Torres, se aprobó la 
Ley dei Sistema Financiero Nacional (DL 09428), que establecía las funciones de los depar¬ 
tamentos dei Banco Central de Bolivia y determinaba la división de este en dos bancos. 

El 4 de noviembre de 1970, a través dei DL 09440, se determinó (en concordância 
con el artículo 8 de la entonces Ley dei Sistema Financiero Nacional) la división efectiva 
de los departamentos dei Banco Central de Bolivia en dos bancos específicamente de¬ 
finidos; el Banco Central de Bolivia, cuyo deber y objetivo principal era la creación y el 
mantenimiento de las condiciones monetárias, cambiarias y crediticias dei país, y el Banco 
dei Estado, que nació como una institución autónoma de derecho público, con persona- 


734 Con un capital pagado de |b. 6.000.000; |b. 2.000.000 dei Banco Central, |b. 2.000.000 dei Gobierno y $b. 2.000.000 
de la minería mayorista, minorista y personas particulares. 

735 Con un capital pagado de bs. 50.000.000; bs. 30.000.000 dei Banco Central y bs. 20.000.000 de aporte dei Estado. 

736 El capital pagado fue de 50.000.000 de pesos bolivianos aportados en su totaüdad por el Estado 
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lidad jurídica propia y con la función de estimular y asistir técnica y financieramente la 
actividad productiva en todo el terrítorío nacional. 

El Banco dei Estado fue instituído para prestar apoyo financiero a las actividades 
productivas dei sector público y privado, y jugó un papel importante en la ejecución de 
las políticas económicas dei Estado dei 52, un Estado que fue productor, empleador y 
financiador de iniciativas públicas y privadas. 

Mediante Decreto Supremo 10600 dei 24 de noviembre de 1972 (conforme al DL 
09440), se decidió mantener la estructura dei Banco dei Estado y se estableció, además, 
que las obligaciones contraídas provenientes de la recepción de depósitos y de la conce- 
sión de avales gozaban de la garantia dei Estado. 

El Decreto Supremo 15396 dei 7 de abril de 1978 autorizó al Banco a conceder los 
avales necesarios para la financiación de los proyectos dei sector privado. 

Mediante Decreto Ley 15545 dei 14 de junio de 1978 se aprobó la Ley Orgânica dei 
Banco dei Estado, que establecía en su primer artículo; 

Artículo 1. EL BANCO DEL ESTADO tiene duración indefinida y asume las funciones de 
banco comercial y de fomento. Sus objetivos son los siguientes: 

a) Actuar en función de banco comercial realizando todas las operaciones permitidas por la 
Ley General de Bancos y otras disposiciones conexas. 

b) Actuar en función de banco de fomento, apoyando el desarroUo económico dei país, para 
lograr con el estímulo financiero necesario, el incremento de la producción nacional. 

c) Promover y fomentar la formación de capitales nacionales, así como captar cualesquiera 
otros recursos tanto nacionales como extranjeros. 

d) Utilizar de forma sistemática y racional los recursos financieros asignados a los diferentes 
sectores y proyectos. 

e) Prestar asistencia técnica para la inversión productiva e investigar oportunidades favorables 
para desarroUar los sectores no tradicionales. 

II. 1.4. Banco de la Vivienda 

El Banco de la Vivienda SAM fúe creado el 23 de enero de 1974 mediante DS 11308. Su ca¬ 
pital estaba conformado por aportes dei sector público (51%) y dei sector privado (49%). 

Al 31 de juHo de 1979, el capital pagado era de $b 60.679.000, correspondiendo a las 
acciones de la Serie “A” (público) $b43.146.000, y a las acciones de la Serie “B” (privado) 
$b 17.533.000. 

Los objetivos dei banco se centraban en la solución integral dei problema habitacional 
dei país, lo que incluía la construcción de viviendas y dotación de agua potable y alcanta- 
riUado, así como el incentivo y financiamiento a la industria de materiales de construcción 
para las comunidades urbanas y rurales. 


737 Informe emitido por el Banco Central de Bolívia sobre el Banco de la Vivienda SAM en septiembre de 1979 
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II. 2 . Liquidación de la banca de fomento 

La política de privatizaciones no se Hmitó a la enajenación de empresas públicas, sino que 
abarco a la banca estatal de fomento, con la finaHdad de que la actividad de intermedia- 
ción financiera fuera también manejada por agentes privados. 

El 10 de junio de 1987, mediante DS 21660, se dispuso la liquidación dei Banco de la 
Vivienda. En 1991, el gobierno de Jaime Paz y Luis Ossio ordenó iniciar el procedimiento 
legal de disolución y liquidación dei Banco Agrícola (DS 22861), dei Banco Minero (DS 
22862) y dei Banco dei Estado (DS 22864). 

La decisión de la liquidación de los tres bancos fue comunicada a los organismos in- 
ternacionales que íinanciaban la política de privatización como un logro dei gobierno. 

En efecto, en la reunión dei Grupo Consultivo para Bolivia celebrada en Paris en 
noviembre de 1991, el ministro Samuel Doria Medina, jefe de la delegación, agradeció el 
auspicio dei Banco Mundial y reportó los avances de su gobierno en matéria de reformas 
dei sector financiero; 

Es un área donde mi Gobierno ha realizado progresos considerables [...] El Fondo Nacional de 
Exploración Minera (FONEM), el Banco Agrícola de Bolivia (BAB) y [• • •] el Banco Minero (BA- 
MIN) han sido oficiaknente cerrados e intervenidos por la Superintendência de Bancos para sus 
respectivas Uquidaciones. El Banco dei Estado (Banest) [...] está en el proceso de eliminar todas 
las funciones que no sean estrictamente las de un agente financiero (Doria Medina, 1992: 11). 

En enero de 1992, en el Club de Paris, Doria Medina informó: “la tasa de interés para 
los créditos de desarroUo fue liberalizada... Ahora, el dinero cuesta lo que el mercado 
dieta y las tasas preferenciales (...) han desaparecido” (Ibíd.; 47). 

El cierre de la banca de fomento favoreció a empresários morosos que, habiendo 
logrado milionários préstamos con garantia dei Estado, se beneíiciaron con repro- 
gramaciones flexibles e incluso condonaciones.™ En el caso dei Banco Agrícola, que 
tenía una cartera en mora mayor al 65% y pérdidas acumuladas superiores a Bs73 
millones, el gobierno de Jaime Paz dispuso (DS 22861, 15/07/1991) que todos los 
avales y garantias que el Banco Agrícola hubiera otorgado (en favor de particulares) 
serían asumidos y honrados por el TGN, y “si el patrimônio dei Banco Agrícola 
fuese insuficiente para solventar todo su pasivo, el TGN pagará el saldo insoluto (no 
resuelto, no pagado)”, senalaba el artículo 7 de dicho decreto. 

El cierre de la banca estatal de fomento favoreció también a nuevos grupos empre- 
sariales financieros que tomaron para sí el negocio dei crédito para para actividades de 
desarroUo, favoreciendo a las empresas más grandes como las agroindustriales y abando¬ 
nando la agricultura famiUar. 


738 Algunos de esos casos serán analizados posteriormente. 
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II.2.1. Liquidación dei Banco Agrícola de Bolívia 

En el caso dei Banco Agrícola de BoHvia (BAB), su proceso de disolución y liquidación 
fue encomendado a la entonces Superintendência de Bancos y Entidades Financieras 
(SBEF), actual Autorídad de Supervisión dei Sistema Financiero (ASFI), conforme a lo 
establecido en la Ley General de Bancos, el Código de Comercio y otras disposiciones 
apHcables en la matéria, en cumplimiento dei Decreto Supremo 22861 ya mencionado. 
Mediante Resolución SB 136/91, la entonces SBEF dispuso iniciar el procedimiento legal 
de disolución y liquidación dei BAB. 

Al momento dei cierre, el Banco Agrícola de BoHvia mostraba la siguiente situación 
financiera; 


Cuadro 279. Balance general dei Banco Agrícola de Bolívia 
al 15/07/1991 (en Bs) 


Activo 


Disponibilidades 

8.155.497,00 

Cartera 

122.482.718,00 

Otra cuentas por cobrar 

3.973.649,00 

Bienes realizables 

6.213.739,00 

Inversiones permanentes 

2.338.571,00 

Bienes de uso 

10.078.518,00 

Inversiones temporadas 

9.250.770,00 

Otros activos 

120.323.496,00 

Total Activo 

282.816.958,00 

Pasivo 


Captaciones dei público 

0 

Obligaciones con bancos e instituciones financieras 

21.250.715,00 

Obligaciones con el Banco Central de Bolivia 

13.910.267,00 

Otras cuentas por pagar 

134.340.810,00 

Previsiones 

0,00 

Total Pasivo 

169.501.792,00 


Patrimônio 

113.315.166,00 

Pasivo + Patrimônio 

282.816.958,00 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en datos de la Autorídad de Supervisión dei Sistema Financiero. 


Según el Balance General los activos dei Banco Agrícola, al momento de cierre es- 
taban siendo financiados en un 60% por deuda con terceros y en un 40% con capital 
propio, por lo que se puede afirmar que la estructura financiera de la entidad de fomento 
estaba equilibrada, ya que el endeudamiento estaba en niveles aceptables. Estos indicado¬ 
res de estructura financiera se aproximan mucho a los indicadores que presenta cualquier 
entidad bancaria en la actuaHdad. 
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Lo que Uama la atención es la cuenta de otros activos que tiene un monto muy signifi¬ 
cativo casi igual al valor de su cartera, la cuenta de otros activos generalmente se usa para 
registrar bienes diversos, cargos diferidos o partidas pendiente de imputación. 

En general es posible concluir que el Banco Agrícola nunca estuvo al borde de la 
quiebra, lo que si tem'a como problema fue los altos niveles de mora, una gran parte de su 
cartera estaba vencida, ciertamente respondia a una debilidad institucional que se pudo 
haber corregido con la implementación de medidas y estratégias operativas. 

Existían Bs99.150.237 de cartera vencida y Bs51.134.230 de cartera en ejecución, así como 
una previsión de cartera incobrable de Bsl32.537.466. Es decir que, a pesar de la magnitud de 
las carteras vencida y en ejecución, había una importante reserva para cartera incobrable. 

De conformidad con el Decreto Supremo 24649 dei 13 de junio de 1997, se dispuso 
la transferencia de créditos dei ex BAB en Hquidación en favor dei Fondo de DesarroUo 
Campesino (FDC) y la transferencia de bienes inmuebles a título gratuito en favor dei 
Instituto Nacional de Reforma Agraria. 

El 28 de octubre de 1998 se suscribieron varias actas de entrega entre el intenden¬ 
te liquidador dei Banco Agrícola de Bolivia y la Dirección de Entidades en Liquida- 
ción dependiente dei Servicio Nacional de Patrimônio dei Estado, actas que transfirie- 
ron activos por un monto global de Bs24.519.049,ll, pasivos por un monto global de 
Bs345.385.403,69 y un patrimônio neto negativo de Bs320.866.354,58. 

Mediante Resolución SB 040/99 dei 13 de abril de 1999, emitida por la entonces 
Superintendência de Bancos y Entidades Financieras, se declaró concluido el proceso 
administrativo de Hquidación voluntária, quedando extinguida la personería jurídica dei 
Banco Agrícola de BoHvia. 

El DS 26648 dei 13 de junio de 2002 senala de manera expresa; 

Los créditos que conforman la Unidad de Cartera BAB-FDC, creada en cumplimiento dei 
Decreto Supremo 25365 dei 26 de abril de 1999, serán cedidas al Ministério de Asuntos Cam¬ 
pesinos, Pueblos Indígenas y Originários, en su valor en Hbros neto de provisiones si se en¬ 
contrara vigente y a su referencial o recordatorio por cada operación si se tratara de cartera 
castigada (DS 26648: inc. I, art. 8). 

La cartera en mora dei ex BAB fue transferida y pasó a ser administrada por el actual 
Ministério de DesarroUo Rural y Tierras (MDRyT). 


739 Cartera vencida es la parte dei activo en cuentas por cobrar que están pendientes de cobro y vencidas en sus fechas, 
por lo que requerirán de carácter legal para su cobro. Cartera en ejecución es el monto total de créditos por los cuales 
la entidad financiera ha iniciado las acciones judiciales para el cobro. Previsión de cartera incobrable es la cuenta que 
contabiliza en términos de unidades monetárias los valores emergentes dei cálculo estimativo y suficiente destinado a 
cubrir saldos de cuentas (créditos) declaradas irrecuperables. 
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II.2.2. Liquidación dei Banco Minero de Bolivia 

El 10 de julio de 1987 se emitió el Decreto Supremo 21660 con la finaHdad de reactivar 
la economia dei país. Mediante el mismo, se autorizo la formación de una sociedad anó¬ 
nima mixta con la denominación de Banco Minero SAM y se estableció que el TGN se 
subrogue la totaHdad dei pasivo de Bamin al Banco Central de Bolivia y con acreedores 
externos de fuentes bilaterales y multüaterales al 30 de junio de 1987. 

En cumpHmiento dei artículo 2 dei Decreto Supremo 22664 dei 5 de diciembre de 
1990, se autorizó la contratación, con cargo a recursos dei TGN, de empresas consultoras 
para evaluar el patrimônio dei Banco Minero y su posibilidad de funcionamiento rentable. 
Debido a la situación económica que la entidad arrastraba de gestiones anteriores, y en 
vista de la enorme cartera en mora, esta no era sujeto de crédito, lo que imposibilitaba sus 
operaciones de intermediación íinanciera. 

El Decreto Supremo 22862 dei 15 de julio de 1991 modifica el artículo 2 dei DS 22664, 
senalando que la contratación de la empresa consultora especializada se realizará con cargo 
al presupuesto dei Bamin, concluyendo la evaluación hasta el 31 de octubre de 1991. Por 
otra parte, dispone que a partir de la fecha se suspenda toda operación crediticia, excep- 
tuando aqueUas que se encuentren con escrituras públicas firmadas por ambas partes. 

El Balance General dei Banco Minero de Bolivia al momento dei cierre era el siguiente; 


Cuadro280. Balance general dei Banco Minero de Bolivia al 15/10/1991 (en Bs) 


Activo 


Disponibilidades 

5.928.404,45 

Cartera de prestamos 

122.516.810,32 

Otra cuentas por cobrar 

5.989.708,45 

Bienes realizables 

64.847.975,04 

Inversiones Permanentes 

461.322,71 

Bienes de uso 

33.518.895,82 

Otros activos 

1.422.560,84 

Total Activo 

234.685.677,63 

Pasivo 


Obligaciones con el público 

0,00 

Obligaciones con bancos e instituciones financieras 

23.361.055,47 

Obligaciones con el Banco Central de Bolivia 

90.860.233,97 

Otras cuentas por pagar 

15.892.827,53 

Previsiones 

1.475.766,21 

Total Pasivo 

131.589.883,18 

Patrimônio 

103.095.794,45 

Pasivo + Patrimônio 

234.685.677,63 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en datos de la Autoridad de Supervisión dei Sistema Financiero. 


740 No se encontro información acerca de quiénes se beneficiaron con esta subrogación. 
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El nivel de endeudamiento al momento de cierre dei Banco Minero se encontraba en un ni- 
vel aceptable, el 56% de su activo estaba comprometida con deuda de terceros y el 44% de sus 
activos estaba financiada con capital propio dei Banco, por lo que al igual que el Banco Agríco¬ 
la, el Banco Minero nunca estuvo al borde de la quiebra técnica (pasivo igual o mayor que su ac¬ 
tivo), por lo que se puede concluir que la estructura financiera dei banco estaba equilibrada. 

El problema radicaba en que el 7% de su cartera esta vencida y su enorme previsión 
de cuentas incobrables, colocaba al banco minero en una situación financiera difícil, por¬ 
que no solo se producía una descapitalización por la vía de los préstamos incobrables, 
sino también por la vía de las cuentas incobrables por la venta de equipamientos mineros 
que comercializaba. 

De la cartera de préstamos, Bs8.162.005,03 correspondían a cartera vencida, y 
Bsl 14.524.633,33 a cartera en ejecución, a la vez que se contaba con una previsión de 
Bs51.145.457,62 para cartera incobrable. 

La Resolución SB 220/91 dei 29 de octubre de 1991, emitida por la entonces SBEF, 
dispuso iniciar el proceso legal de intervención, cierre y liquidación dei Bamin. 

El DS 23459 dei 31 de marzo de 1993 dispuso que la liquidación dei banco estuviera 
a cargo de la Superintendência de Bancos y Entidades Financieras. 

El TGN absorbió los pasivos dei Bamin en cumplimiento dei arrículo 20 dei Decreto 
Supremo 23670. Dichas obügaciones con personas e instituciones nacionales fueron can¬ 
celadas mediante compensaciones y/o con la emisión de títulos valores a largo plazo. 

El 28 de abríl de 1995 se suscribió un convênio interínstitucional entre la Secretaria Na¬ 
cional de Hacienda, la Superintendência de Bancos y Entidades Financieras, el Banco Minero 
en liquidación y el Banco Central de Bolivia para consolidar y reconocer las deudas dei Bamin 
con el TGN y el BCB, en el que se determina un total de activos de Bsl4.464.776,90, un total 
de pasivos de Bsl53.552.782,48 y un patrimônio neto negativo de Bsl38.088.005,58. 

De acuerdo a la RM 188 dei Ministério de Hacienda, dei 4 de marzo de 1999, el Servido 
Nacional de Patrimônio dei Estado (Senape) en representación dei TGN, recepcionó de la 
entonces SBEF la cartera remanente de créditos dei ex Banco Minero, conformada por 234 
casos con procesos judiciales, registrados en la cuenta “Documentos en Ejecución”, con un 
saldo en capital de $us 17.758.291,79, y 542 casos registrados como “Créditos Castigados”. 

La cartera dei ex Banco Minero de Bolivia administrada por el Senape se encuentra en 
ejecución judicial y en las gestiones 2011-2015 se han recuperado $us 230.124,51. ™ 

De acuerdo al informe de auditoria presentado en fecha 23 de febrero de 2000, emiti¬ 
do por la empresa KPMG Peat Marwick SRL, el Bamin en liquidación transfirió al Sena¬ 
pe activos por un monto total de Bs9.623.586, pasivos por Bs96.724.260 y un patrimônio 
negativo de Bs87.100.674. 

Por último, mediante Resolución 23/2000 dei 23 de febrero de 2000, el Juez 12 de 
Partido en lo Civil declaró concluido el procedimiento de liquidación dei Bamin. En con- 
secuencia, la Superintendência de Bancos y Entidades Financieras emitió la Resolución 


741 Carta SNPE/CE/DGE-1313/DBRAE-659-UL/2016 dei 27 de mayo de 2016. 
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SB 027/2000 dei 16 de mayo de 2000, mediante la cual declaro clausurado el Proceso 
Administrativo de Liquidación dei Banco Minero de Bolivia. 


II. 2.3. Liquidación dei Banco dei Estado 

El Decreto Supremo 22194 dei 17 de mayo de 1989 autorizo al TGN a subrogarse la 
deuda externa directa dei Banco dei Estado con la banca privada internacional por $us 
45.992.346,48. 

El DS 22864 dei 15 de julio de 1991 suspendió todas las operaciones crediticias en las áreas 
comercial y de fomento dei Banco dei Estado, excepto en préstamos con escrituras públicas y 
operaciones crediticias que ya hubieran sido aprobadas por el comité de créditos. 

El Decreto Supremo 23334 dei 30 de noviembre de 1992 dispuso la suspensión de los 
servidos bancarios comerciales dei ex Banest. 

La situación patrimonial dei Banco dei Estado al momento de su cierre era la siguiente: 


Cuadro 281. Estado de situación patrimonial dei Banco dei Estado al 18/12/1992 (en Bs) 


Activo 


Disponibilidades 

49.360.038,21 

Cartera de préstamos 

202.442.616,10 

Otra cuentas por cobrar 

378.867,55 

Bienes realizables 

52.905.342,36 

Inversiones Permanentes 

44.046.387,97 

Bienes de uso 

10.632.739,92 

Otros activos 

21.614.034,50 

Total Activo 

381.380.026,61 

Pasivo 


Obligacionescon el público 

11.843.662,40 

Obligaciones con bancos e instituciones financieras 

126.444.628,85 

Obligaciones con el Banco Central de Bolivia 

71.194.295,82 

Otras cuentas por pagar 

58.713.832,59 

Previsiones 

44.964.061,91 

Total Pasivo 

313.160.481,57 

Patrimônio 

68.219.545,04 

Pasivo -f Patrimônio 

381.380.026,61 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en datos de la Autoridad de Supervisión dei Sistema FInanclero. 


De la cartera de préstamos, solamente Bs628.820,82 constituyen la cartera vencida, y 
Bsl00.098.097,42 corresponden a la cartera en ejecución, con una previsión para cartera 
incobrable de Bs94.842.987,28. 
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Cuadro 282. Lista de deudores al Banco dei Estado al momento de su cierre 
(montos por encima de $us 100.000)^ 


Crédito 

Deudor 

Fecha 

desembolso 

Fecha 

vencimiento 

Monto original 

Monto adeudado al 
momento dei cierre 

04-81/92 

Ministério de Finanzas (LP) 

09/09/1992 

25/01/1993 

25.000.000,00 

25.000.000,00 

04-1/87 

Sociedad Boliviana de 
Cemento Soboce (LP) 

30/06/1986 

10/03/1993 

24.681.860,24 

15.146.873,52 

05-10097/78 

Ingenio Azucarero Unagro 
(LP) 

27/11/1979 

06/04/1982 

4.185.371,37 

4.185.371,37 

05-1/87 

Sociedad Boliviana de 
Cemento Soboce (LP) 

30/06/1986 

10/03/1993 

24.681.860,24 

2.566.058,04 

04-1/88 

Ministério de Defensa 
Nacional 

04/05/1988 

01/01/1993 

5.000.000,00 

1.835.480,31 

05-10072/78 

Ingenio Azucarero Bermejo 
(LP) 

26/12/1978 

26/12/1985 

1.675.800,00 

1.675.800,00 

04-10049/77 

Ingenio Azucarero La 

Bélgica (LP) 

15/09/1977 

15/09/1984 

1.268.750,00 

1.268.750,00 

s/n 

Unagro SA 

nd 

30/06/1987 

1.080.029,61 

1.080.029,61 

05-10069/78 

Ingenio Azucarero Guabirá 
(LP) 

26/12/1978 

26/12/1985 

985.265,00 

985.265,00 

05-10068/78 

Ingenio Azucarero La 

Bélgica (LP) 

28/11/1978 

06/04/1982 

811.655,37 

811.655,37 

215/75 

Turín Motors Ltda. (LP) 

nd 

11/08/1977 

774.101,62 

774.101,62 

04-61/92 

Confecciones Mariana (LP) 

30/04/1992 

07/03/1993 

758.606,68 

758.606,68 

s/n 

Unagro SA (LP) 

nd 

12/01/1988 

649.831,12 

649.831,12 

04-10048/77 

Ingenio Azucarero San 
Aurélio (LP) 

15/09/1977 

15/09/1984 

644.561,00 

644.561,00 

1/85 

Industrias Agrícolas de 
Bermejo (BER) 

29/08/1985 

01/11/1985 

578.000,00 

578.000,00 

05-10085/78 

Ingenio Azucarero Unagro 
(LP) 

15/02/1979 

06/04/1982 

563.291,99 

563.291,99 

04-8034/88 

Sociedad Hotelera Los 

Tajibos SA (LP) 

13/12/1988 

30/12/1992 

550.000,00 

550.000,00 

04-20/91 

Medicentro (LP) 

06/02/1991 

06/02/1997 

540.000,00 

536.930,00 

s/n 

Fernando Gutiérrez 

Campero (SC) 

20/06/1973 

nd 

684.724,00 

506.181,32 

7/85 

Industrias Agrícolas de 
Bermejo (BER) 

07/10/1985 

06/12/1985 

500.000,00 

500.000,00 

04-1/89 

Sociedad Boliviana de 
Cemento Soboce (LP) 

31/03/1989 

10/03/1993 

641.206,84 

454.188,19 

05-20346/78 

Ingenio Azucarero San 
Aurélio (LP) 

08/12/1978 

08/06/1981 

430.012,23 

430.012,23 

s/n 

Aserradero Salek (SC) 

20/02/1991 

nd 

419.960,00 

419.960,00 

04-30099/85 

Pananbra Ltda. (LP) 

11/10/1985 

11/10/1988 

351.852,00 

351.852,00 

s/n 

Adolfo Aponte Tineo (SC) 

12/10/1973 

nd 

326.304,02 

326.304,02 
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Crédito 

Deudor 

Fecha 

desembolso 

Fecha 

vencimiento 

Monto original 

Monto adeudado ai 
momento dei cierre 

04-10082/78 

Banco de Financiamiento 
Industrial (LP) 

14/11/1978 

06/04/1982 

300.000,00 

300.000,00 

s/n 

Pedro Simón Roca (LP) 

nd 

30/08/1978 

300.000 

300.000,00 

002/90 

Hecker Hermanos SRL (RIB) 

nd 

29/11/1992 

299.000,00 

141.576,00 

3/80 

Hotelera Nacional SA (LP) 

nd 

27/08/1981 

280.647,28 

280.647,28 

4/79 

AlubolSA(LP) 

nd 

14/10/1980 

246.503,12 

246.503,12 

s/n 

El Chivato Ltda. (SC) 

25/10/1973 

nd 

250.235,00 

241.721,00 

04-10078/78 

Banco Boliviano Americano 
(LP) 

14/11/1978 

06/04/1982 

239.792,02 

239.792,02 

04-10081/78 

Banco de Crédito Oruro(LP) 

14/11/1978 

06/04/1982 

233.333,34 

233.333,34 

05-10071/78 

Ingenio AzucareroGuabirá 
(LP) 

26/12/1978 

31/05/1980 

229.595,00 

229.595,00 

s/n 

Sabaries Ltda. (SC) 

01/08/1974 

nd 

236.350,00 

220.312,00 

04-1345/87 

Profisec (LP) 

13/03/1987 

10/03/1988 

200.000,00 

200.000,00 

s/n 

El Paraíso Ltda. (SC) 

13/08/1974 

nd 

177.677,06 

177.677,06 

06-10077/77 

Ingenio Azucarero San 
Aurélio (LP) 

15/09/1977 

15/03/1982 

177.254,00 

177.254,00 

7/79 

ALUBOLSA(LP) 

nd 

13/10/1981 

172.209,50 

172.209,50 

s/n 

Aserradero Salek (SC) 

20/02/1991 

nd 

172.000,00 

172.000,00 

04-10084/78 

Banco de Inversión 

Boliviano (LP) 

14/11/1978 

06/04/1982 

161.433,53 

161.433,53 

04-3046/87 

Supra ImportExport 
Representaciones (LP) 

15/03/1987 

20/02/1988 

150.000,00 

150.000,00 

5/79 

AlubolSA(LP) 

nd 

10/04/1981 

148.707,00 

148.707,00 

s/n 

EIGebioSRL(SC) 

13/08/1974 

nd 

155.169,00 

137.755,86 

s/n 

Julio Pérez Chacón (SC) 

09/08/1974 

nd 

135.016,70 

134.231,45 

s/n 

AlubolSA(LP) 

nd 

14/04/1982 

132.937,99 

132.937,99 

s/n 

Corporación Boliviana de 
Fomento (LP) 

nd 

25/06/1982 

163.750 

122.812,50 

s/n 

Aserradero Salek (SC) 

20/02/1991 

nd 

119.144,24 

119.144,24 

s/n 

Caracore Ltda. (SC) 

27/09/1973 

nd 

117.700,00 

117.700,00 

05-10070/78 

Ingenio AzucareroGuabirá 
(LP) 

26/12/1978 

31/05/1980 

117.347,23 

117.347,23 

s/n 

Willy Barragán Martínez 
(SC) 

30/08/1974 

nd 

114.000,00 

110.614,00 

s/n 

Agrobol Ltda. (SC) 

15/08/1973 

nd 

116.944,00 

109.049,93 

s/n 

Agropecuária Victoria (SC) 

02/08/1974 

nd 

109.184,00 

108.636,00 

42 

José Lorgio Zambrano 
IbánezySra. (TRI) 

11/12/1986 

30/06/1992 

116.000,00 

106.900,00 

s/n 

SociedadTotaicito Ltda. 

(SC) 

05/10/1974 

nd 

172.500,00 

100.658,95 
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Crédito 

Deudor 

Fecha 

desembolso 

Fecha 

vencimiento 

Monto original 

Monto adeudado al 
momento dei cierre 

012/88 

Distribuidora TOMIGAS de 

G. Elias (CB) 

05/06/1987 

17/12/1987 

140.000,00 

100.600,00 

s/n 

Fernando ValdiviaV. (SC) 

12/09/1973 

nd 

117.778,00 

100.052,00 

3/79 

Hotelera Nacional SA (LP) 

nd 

31/03/1980 

75.977,92 

75.977,92 

05-10073/78 

Ingenio Azucarero Bermejo 
(LP) 

26/12/1978 

31/05/1980 

55.327,86 

55.327,86 


*EI total de la cartera de deudores se encuentra en anexos de la presente investigación. 

Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en datos de la Autoridad de Supervislón dei Sistema FInanciero. 


Es notable el peso de la agroindústria crucena en los préstamos mayores a $us 100.000, 
algunos de eUos vencidos en los anos 70 en la dictadura de Hugo Banzer Suárez. 

El Decreto Supremo 23567 dei 26 de juHo de 1993 dispuso la transferencia de los 
inmuebles dei Banco dei Estado al TGN. 

Durante el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada, mediante DS 23729 dei 11 de 
febrero de 1994, se autorizo la Hquidación voluntária dei ex Banco dei Estado. 

El DS 23780 dei 28 de diciembre de 1994 ampHó la Hquidación dei ex Banest hasta el 
31 de diciembre de 1994. 

El DS 23935 dei 23 de diciembre de 1994 dispuso la subrogación de derechos y ac- 
ciones de la Comisión Liquidadora dei ex Banest en favor dei Ministério de Hacienda. 

La Resolución Ministerial 020 dei 1 de marzo de 1995, dei entonces Ministério de 
Hacienda, autorizó la creación de la Unidad de Control de Activos de las Entidades en 
Liquidación y/o Reestructuración (UCAELR), dependiente de la Subsecretária dei Teso- 
ro, con el objetivo de dar cumpHmiento a la disposición legal mencionada. 

El Decreto Supremo 25152 dei 4 de septiembre de 1998 dispuso la creación dei Ser¬ 
vido Nacional de Patrimônio dei Estado (Senape), entidad que, de acuerdo al artículo 27, 
asumió la administración de los asuntos pendientes de la ex UCAELR, hasta la conclu- 
sión de sus operaciones, entre eUas la administración de la cartera dei ex Banest. 

II.2.4 Liquidación dei Banco de la Vivienda 

El Banco de la Vivienda fue Hquidado de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 39 dei DS 
21660 dei 10 de juHo de 1987: 

Artículo 39. Se dispone la liquidación dei Banco de la vivienda SAM. Por ser el Estado el accionista 
mayoritario, el Banco Central de Bolivia excepdonaknente cubrirá la diferencia que pudiera resul¬ 
tar entre el valor en que se liquiden los activos y el valor de los pasivos, incluyendo los benefícios 
sociales de su personal, los depósitos dei público y las deudas legal y legítimamente contraídas. 
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Cuadro 283. Balance General dei Banco de la Vivienda al 15/07/1987 


Activo 

Pasivo 


Disponibilidades 

2.059.376,55 

Exigiblealavista 

188.813,43 

Cartera ordinaria 

5.971.064,61 

Exigibleaplazo 

10.771.493,52 

Otras cuentas por cobrar 

1.238.544,79 

Otros pasivos 

1.905.777,18 

Activo fijo 

2.009.559,10 



Inversiones 

871.341,89 



Existências 

430.654,87 

Total Pasivo 

12.866.084,13 

Otros activos 

271.328,97 

Patrimônio 

164.407,67 

Encaje legal 

178.621,02 



Total Activo 

13.030.491,80 

Pasivo + Patrimônio 

13.030.491,80 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en datos de la Autoridad de Supervisión dei Sistema FInanclero. 

En el Balance General dei Banco de la Vivienda SAM al 15 de juHo, se puede observar 
que el patrimônio es muy bajo. Asimismo, de los Bs5.971.064,61 de cartera ordinaria, 
Bs2.003.542,82 corresponden a documentos en ejecución y Bs480.009,52 a créditos ven¬ 
cidos en moneda extranjera, lo que significa que el 50% de su cartera estaba en mora. 

El 17 de diciembre de 1998 se emitió la Resolución de Directorio n.° 112/98 dei 
Banco Central de BoHvia, que autorizo la transferencia de los activos remanentes dei 
Banco de la Vivienda SAM al Banco Central de BoHvia, así como el castigo de los saldos 
impagos de las cuentas por cobrar con cargo a las previsiones realizadas y la reversión de 
las previsiones remanentes, una vez registrado el precio de la dación en pago. 

11.3. El caso dei Banco dei Estado 

II.3.1. Rol dei Estado como aval para el financiamiento de proyectos dei sector privado 

Se entiende por aval bancario al compromiso mediante el cual la entidad que lo suscribe, en 
su caHdad de avalista, se obHga con el acreedor al cumpHmiento de un determinado pago de 
acuerdo con los términos dei contrato, en caso de que el avalado no lo baga. Normalmente, 
el aval se incorpora en el documento contractual y forma parte dei mismo. 

En el caso dei Banco dei Estado, el gobierno de Hugo Banzer Suárez, mediante De¬ 
creto Supremo 10600 dei 24 de noviembre de 1972, estableció que las obügaciones con¬ 
traídas por el Banco dei Estado provenientes de la recepción de depósitos y de la con- 
cesión de avales gozaban de la garantia dei Estado. En ese sentido, el Decreto Supremo 
15396 dei 7 de abril de 1978 autorizó al Banco dei Estado conceder los avales necesarios 
para la financiación de los proyectos dei sector privado, créditos que fueron obtenidos de 
entidades financieras dei exterior. 
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11.3.2. Créditos de fomento avalados por el ex Banco dei Estado 

Durante su vigência, y hasta la liquidación voluntária, el ex Banco dei Estado, en su condición 
de agente bancado de la República de Bolivia, y en el marco de su normativa, otorgó avales a 
empresas privadas para la obtención de créditos de fomento de entidades financieras externas, 
en operaciones que debían haber sido efectuadas a ttavés de la banca comercial, sea nacional o 
extranjera, corriendo con todos los tiesgos que correspondían a su actividad 

En los casos de algunas empresas que no cumpheron sus obhgaciones contraídas con 
bancos internacionales, no todas recibieron el mismo tratamiento; las que no gozaban de 
privilégios políticos eran duramente castigadas y sus bienes rematados a precios muy por 
debajo dei costo de la inversión. 

Por ejemplo, se cuentan los Hoteles La Paz (Sheraton) y CriUon. Frente a este es- 
cenario, existían otras empresas que, aprovechando la situación política privilegiada de 
sus propietarios, recibían favores de las autoridades de turno, como reprogramación de 
deudas y pagos en condiciones altamente favorables. Un ejemplo paradigmático es la 
empresa Soboce SA, cuyo accionista mayoritario y presidente era el entonces ministro de 
Planificación, Samuel Doria Medina, que recibió un trato preferente. 

11.3.3. Liquidación voluntária dei Banco dei Estado 

La Superintendência de Bancos no actuó como entidad liquidadora, sino que el Banco 
dei Estado entró en un proceso de liquidación voluntária como entidad solvente y de 
acuerdo a la Ley de Bancos. El ente regulador solo intervenía en casos de liquidación 
forzosa, precautelando los intereses de los ahorristas y depositantes, razón por la cual el 
Poder Ejecutivo designó la comisión liquidadora dei Banest, dispuso la transferencia de 
sus activos fijos al TGN, el nombramiento dei interventor y la subasta de la cartera. 

El Banest se desnaturahzó desde el principio, ya que la intermediación de recursos dei 
exterior no se reahzó, volviendo esta función al Banco Central, lo que a su vez provocó 
una nueva distorsión, debido a que dejó de ser un mecanismo exclusivamente monetário 
al servido de los intereses políticos o de vinculación familiar de quienes lo administraban 
en ese momento, como si se tratara de un “botín de guerra” en lugar de un instrumento 
al servido dei desarroUo (Machicado y Araújo, 1993). 

La liquidación dei Banco dei Estado fue comprometida en noviembre de 1991 en 
Paris, durante la reunión dei Grupo Consultivo para Bolivia convocada por el Banco 
Mundial en la gestión gubernamental de Jaime Paz Zamora. 

La delegación boliviana, presidida por Samuel Doria Medina, entonces ministro de 
Planeamiento y Coordinación, estaba integrada por Jorge “Tuto” Quiroga, Luis Alber¬ 
to “Chito” VaUe, Fernando Kieffer, David Blanco, Jorge Crespo, Gonzalo Montenegro, 
Luis Gonzales QuintaniUa, Jorge Torres, Eudoro Gahndo y otros. Por parte dei Grupo 
Consultivo asistieron representantes de once países europeos y de Estados Unidos, ade- 
más de ejecutivos de la CAF, el BID, el PNUD y la ONU. 

En su intervención, y coherente con la ideologia y el modelo neohberal, Doria Medina 
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subrayó que se daría apoyo al sector productivo y que el crecimiento económico estaria 
liderado por el sector privado. Informó que el Fondo Nacional de Exploración Minera, 
el Banco Agrícola y el Banco Minero habían sido oficialmente cerrados y que la posición 
dei Gobierno era no permitir la existência de bancos públicos, empresas públicas produc- 
tivas ni minas estatales ÇLa 'Ka^ón, 12 de noviembre de 1991) 

Bajo este compromiso, el Grupo Consultivo decidió otorgar financiamiento externo para 
cubrir la balanza de pagos 1992-1994 con 800 miUones de dólares por ano (Cuevas, 2012). 

De vuelta en el país, la numerosa delegación boliviana procedió a honrar la palabra 
empenada ante el Banco Mundial, liquidando el Banco dei Estado pese a que seguia dan¬ 
do utilidades. 

Los estados financieros dei Banco dei Estado al 18 de diciembre de 1992, fecha de 
cierre de operaciones, de acuerdo a la información proporcionada por el Senape, se regis- 
tran en la Cuenta 183.06.2, “Operaciones por Liquidar M/E”, y Cuenta 621.02.2, “Avales 
Externos M/E”, en el siguiente detaUe: 


Cuadro 284. Estado de cuenta 183.06.2. 
Operaciones por liquidar de Soboce en moneda extranjera (en $us) 


1 Fecha 

Detalle 

Monto en dólares | 

Sección de cartera de fomento 

04/07/90 

Importe intereses BCB s/ptmo. Soboce DS 21449 

317.311,62 

28/12/90 

Importe intereses BCB s/ptmo. Soboce DS 21449 

10.189,84 

03/04/91 

Importe intereses BCB s/ptmo. Soboce DS 22073 

20,04 

30/12/91 

Importe intereses BCB s/ptmo. Soboce 

469.544,54 

18/12/91 

Importe intereses BCB s/ptmo. Soboce DS 21449 

282.752,11 


Fuente: Servido Nacional de Patrimônio dei Estado-Senape. Carta SNPE/CE/DGE-2956/DJ-334-JGJ/2016 dei 9 de octubre de 2015. Estados Financieros dei 
ex Banestal 18 de diciembre de 1992. 


Cuadro 285. Estado de cuenta 621.02.02. Avales externos en moneda extranjera 


Fecha 

Empresa 

Financiador original 




Monto en bolivianos 

Aval en dólares estadounidenses 

1. Sector industrial manufacturero 


Monto Avalado 
Capital 

Monto Pagado 
Capital 

Saldo a Capital 
Avalado 

Saldo equivalente en 
bolivianos 

30/06/87 

Unagro SA 

CAF Venezuela 

3.093.407,67 

472.733,45 

2.620.674,22 

10.692.350,81 

09/07/77 

Unagro SA | 

LIoyds BankINT-ING 

2.000.000,00 

1.176.682,37 

823.317,63 

3.359.135,93 

10/04/75 

Unagro SA 

LIoyds BankINT-ING 

8.000.000,00 

4.706.729,58 

3.293.270,42 

13.436.543,31 

08/07/78 

Unagro SA | 

LIoyds BankINT-ING 

1.090.909,09 

542.030,61 

548.878,48 

2.239.424,20 

11/10/07 

Alubol SA 

Interameris USA 

2.100.000,00 

110.390,28 

1.989.609,72 

8.117.607,66 

2. Sector construcciones 

14/11/78 

Hotel Los 
Tajibos 

A.BC0. BIBBS-Vizcaya 

2.900.000,00 

1.575.642,53 

1.324.357,47 

5.403.378,48 

29/09/78 

Hotelera 

Nacional 

Libra Bank-Royal Bank 

5.200.000,00 

3.012.101,63 

2.187.898,37 

8.926.625,35 
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Fecha 

Empresa 

Financiador original 




Monto en bolivianos 

10/06/80 

Hotelera 

Nacional 

Ariabank 

2.750.000,00 

1.839.503,34 

910.496,66 

3.714.826,37 

3. Sector servidos 

15/09/77 

Cotas Ltda. 

Mitsubishi Japón 

5.322.428,86 

3.433.825,04 

1.888.603,82 

7.705.503,59 

Aval en francos suizos 

1. Sector industrial manufacturero 

15/12/77 

Cia. 

Molinera 

Rio Grande 

Bhuler Brothers-Suiza 

1.840.000,00 

1.003.632,00 

836.368,00 

2.424.430,10 

Aval en libras esterlinas 

1. Sector industrial manufacturero 

02/12/74 

Unagro SA 

LIoydsBankLTED-ING 

7.163.120,00 

2.785.659,00 

4.377.641,00 

27.968.824,02 

01/06/78 

Unagro SA 

LIoydsBankLTED-ING 

595.902,00 

158.908,00 

436.944,00 

2.792.077,02 


Fuente: Servicio Nacional de Patrimônio dei Estado-Senape. Carta SNPE/CE/DGE-2956/DJ-334-JGJ/2016 dei 9 de octubre de 2015. Estados Financieros dei 
ex Banestai 18dediciembredel992. 


II. 3.4. La privatización dei Hotel La Paz (ex Sheraton) y Crillon 

El Hotel Sheraton contaba con alrededor de 27.000 construídos, con 15 pisos y 339 
habitaciones. Tenía dos restaurantes, dos bares, una discoteca, un joy club, tiendas comer- 
ciales, 1.523 de espacio para reuniones y estacionamiento subterrâneo para 50 vehícu- 
los. Estaba registrado bajo la Partida DD.RR. 01120674. 

Un grupo de bancos extranjeros, representados por Citicorp International Bank Limi¬ 
ted, concedió un préstamo de 41.7 miUones de dólares a la familia Vásquez, propietaria 
dei Hotel Crillon SA, para la construcción y equipamiento de La Paz Sheraton Hotel, de 
su propiedad, con el aval dei Banco dei Estado, entidad a la cual los deudores otorgaron 
como garantia por esa fianza la primera hipoteca de sus hoteles (La Paz Sheraton Hotel 
y Hotel Crillon), así como la prenda sin desplazamiento de todos sus muebles, útiles, en- 
seres, maquinarias, equipos, vehículos e instalaciones, según escrituras públicas dei 3 de 
octubre de 1975 y 11 de diciembre de 1978. 

La familia Vásquez no pagó la deuda dei Hotel Crillon, ocasionando el incremento 
de la misma hasta $us 48.114.495,54 al 30 de septiembre de 1984, por capital, intereses, 
comisiones y otros conceptos. 

Ante esta situación, el Poder Ejecutivo, a la cabeza de Hernán Siles Zuazo, dispuso la 
intervención total de los hoteles y demás bienes dei Hotel Crillon SA y dei La Paz Shera¬ 
ton Hotel en aphcación dei Decreto Supremo 20860 dei 7 de junio de 1985. 

El citado decreto dispuso que el Ministério dei Interior, Migración y Justicia ocupe 
fisicamente la totahdad de los inmuebles de ambos hoteles, con todos sus muebles, útiles, 
enseres, maquinarias, equipos, vehículos e instalaciones, conservándolos para entregarlos 
al interventor que se designeara, bajo inventario con participación de la Contraloría Ge¬ 
neral de la República y el Banco dei Estado, mediante su División de Auditoria. 
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Posteriormente, por la vía judicial, se autorizo el remate de ambos hoteles. Al no exis¬ 
tir postores, el Banco dei Estado se adjudico los dos hoteles el 10 de mayo de 1991. 

El gobierno de Jaime Paz Zamora emitió el Decreto Supremo 23090 dei 13 de marzo 
de 1992, en el que autorizo al Banco dei Estado la contratación directa de una agencia 
especializada para asesorar y procesar la venta y posterior privatización dei Hotel CriUon 
y dei Hotel La Paz Sheraton. Se contrato a la agencia C3D, que a su vez contrato, el 15 de 
juho de 1992, a la consultora Charles Anderson Bell para que avaluara los hoteles, y a la 
que se pagó un monto de $us 60.000. La consultora avaluó el Hotel La Paz Sheraton en 
$us 6.735.000 y el Hotel CriUon en $us 685.000. 

El 31 de agosto de 1992, el mismo día de entrega dei avalúo, se abrieron las ofertas de 
la primera Ucitación púbUca internacional. Para el Hotel La Paz Sheraton, la empresa For- 
ti León, única oferente, se adjudico la Ucitación en la suma de $us 8.100.000, y el Hotel 
CriUon se adjudicó a la empresa Ibaroma en $us 1.311.517. 

A raiz de varias observaciones y denuncias de opositores y oficiaUstas, el presidente 
Jaime Paz Zamora ordenó anular la Ucitación y se fijó un plazo de 60 dias para un nuevo 
proceso. A raiz de un recurso de nuUdad presentado por la famiUa Vásquez, propietaria 
original de los hoteles, se suspendió la segunda Ucitación. Se convocó a una nueva Uci¬ 
tación para el 10 de noviembre de 1995, ocasión en que la empresa Hotelera Nacional 
SA se adjudicó el Hotel La Paz Sheraton por un monto de $us 8.200.000, y la empresa 
Merinco SA se adjudicó el Hotel Crülon por $us 1.315.000. 

Las autoridades responsables de la venta de ambos hoteles fueron Samuel Doria Me- 
dina, ministro de Planeamiento, y Edgar Torrez, presidente dei Banco dei Estado. 

II.3.4.1. Ofertas anteriores a la Ucitación 

Existieron ofertas previas a la Ucitación que no fueron consideradas; 

• El 8 de agosto de 1988, la Cerveceria BoUviana Nacional SA ofreció el pago de $us 
8.339.000 en forma directa a través de Bonos dei Estado y el pago de $us 12.448.000 a 
15 anos, con tres de grada, amortizaciones anuales e interés anual de 4%. Se alcanzaba 
un total de $us 20.787.000 por ambos hoteles. 

• El 7 de agosto de 1991, la Hotelera lUampu ofreció $us 12.831.225 en una sola entrega, 
que correspondia al 75% dei valor de remate establecido por el Banco dei Estado. 

• El 7 de agosto de 1992, Aoki Corporation ofreció un servicio de gerencia como red 
hotelera internacional. 

• El 24 de agosto de 1992, Travelodge Hotel ofreció leasing a diez anos con pago de $us 
1.400.000 por ano y contrato de arrendamiento con pago de $us 800.000 anuales. 

El Hotel CriUon SA adeudaba aproximadamente $us 6.000.000, que no fueron recu¬ 
perados en la Ucitación. 
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11.3.4.2. Denuncia sobre los precios dei Hotel La Paz (ex Sheraton) y Crillon 

Los expropietarios de los Hoteles La Paz (Sheraton) y Crillon denunciaron ante la prensa 
injusticias y favoritismo en el tratamiento de las deudas, afirmando que el entonces minis¬ 
tro de Planeamiento y accionista mayoritario de Soboce SA, Samuel Doria Medina . .tuvo 
oportunidad de que sus problemas de deudas con el Banco dei Estado se resuelvan... dándole 
toda facüidad. Así se procede con ambas empresas... la una tratando de que no se rematen 
sus hoteles y la otra permitiéndole que hasta la fecha sea deudora” (Presencia, 03/09/1992). 

II.3.5. Crédito otorgado por la Corporación Andina de Fomento a Soboce 

La deuda contraída por Soboce SA tiene su origen en el ano 1975, cuando la Fábrica de 
Cemento (que aún pertenecía a la empresa Grace & Co.) soHcitó un financiamiento global 
a la Corporación Andina de Fomento (CAF) por $us 12.000.000, destinado a la ampliación 
de sus instalaciones en Viacha, financiamiento que fue aprobado por dicha institución. 

El 21 de julio de 1975, mediante Decreto Supremo 12706, se autorizó al Banco dei 
Estado otorgar su aval, como agente bancario de la República de Bohvia, en favor de la 
Sociedad Boliviana de Cemento SA, aval bancario que fue concedido a través dei Testi- 
monio n.° 172/77 dei 11 de octubre de 1977. El Banco desembolsó $us 11.899.015,89, 
siendo desde entonces responsable de la cobranza de dicho monto. 

Desde finales de la década dei setenta hasta la primera mitad de los anos ochenta, la 
empresa privada Soboce SA incrementó drásticamente su endeudamiento con diferentes 
instituciones financieras, situación que podría considerarse como una inminente “quie- 
bra”, dada la manifiesta insolvência que enfrentaba Soboce; cerca de $us 25 miUones de 
deuda con la CAF (luego subrogada al Banco dei Estado), y $us 10 miUones al Arab Latin 
American Bank (Arlabank) (Ormachea, 1998; 44). 

Recibido el préstamo, Soboce incumphó los pagos de la deuda, que debió ser cance¬ 
lada hasta el 21 de julio de 1986, entrando en mora en 1981. La deuda de Soboce fue re¬ 
programada por primera vez en mayo de 1983 en el gobierno de Hernán Siles Zuazo. La 
CAF requirió el pago al Banco dei Estado, en su condición de garante, en cumphmiento 
a estipulaciones contractuales. En este mismo ano, la deuda fue renegociada con el enton¬ 
ces ministro de Planeamiento y Coordinación, Gonzalo Sánchez de Lozada, subrogándo- 
la al Banco dei Estado bajo un contrato de reprogramación de pago.^'^^ 

El gobierno de Víctor Paz Estenssoro, mediante Decreto Supremo 21449 dei 21 de 
noviembre de 1986, autorizó al Banco Central de Bohvia otorgar un préstamo al Banco 
dei Estado para el pago de lo adeudado por Soboce a la CAF. 

En su condición de aval bancario de Soboce, y siendo Samuel Doria Medina accio¬ 
nista mayoritario y presidente de la cementera, el Banco dei Estado (mediante Testimo- 


742 Según datos de Fundempresa (2013), mediante la promulgación dei DS 21449 dei 21 de noviembre de 1986, se decidió 
la subrogación dei total de la deuda por el Banco dei Estado, y mediante Resolución Suprema dei 28 de noviembre de 
1986 dei Consejo Nacional de Estabiüzación y Reactivación Econômica, se resolvió la coordinación entre el Banco dei 
Estado y Soboce de un plan de amortizaciones para la cancelación de dicha deuda, según datos de Fundempresa. 
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nio 18/87 dei 14 de enero de 1987) se subrogó los derechos y garantias emergentes de 
las obügaciones contractuales incumpHdas por la empresa. De esta manera, contrajo un 
crédito dei Banco Central por el monto de $us 24.681.860.24 exclusivamente para cubrir 
dichas obügaciones no pagadas por Soboce SA. 

El 1 de octubre de 1988, Soboce SA y el Banco dei Estado suscribieron la Escritura 
Púbüca 1414/88 de reconocimiento de obügación y reprogramación de deuda, median¬ 
te la cual Soboce SA se comprometió a cancelar al Banco dei Estado la suma de $us 
24.681.860,24, de los cuales $us 18.581.030,24 correspondían a saldo a capital, monto 
que ascendió debido a la mora, y $us 6.100.830,00 por intereses devengados. 

El 19 de mayo de 1989, Soboce SA y el Banco dei Estado suscribieron la Escritura 
Púbüca 77/89 de reconocimiento de obügación y reprogramación de pagos (es decir, una 
nueva reprogramación). 

El 15 de juüo de 1991, cuando se emitió el DS 22864 que inició el proceso de cierre 
dei Banco dei Estado disponiendo suspender operaciones crediticias, Samuel Doria Me- 
dina era el principal accionista de Soboce y asesor económico dei presidente Jaime Paz 
Zamora; posteriormente, en agosto 1991, fue nombrado ministro de Planeamiento. 

La relación entre el Banco dei Estado y Soboce es paradigmática de las redes de poder 
poütico empresarial que se tejieron durante los gobiernos neoüberales, entre actores que 
lograron articular aüanzas partidarias en torno a los propósitos estratégicos dei neoübe- 
raüsmo, pero también en torno a intereses individuales y de grupo. 

El Banco dei Estado —no exento de los manejos poütico partidários de los gobiernos 
de Hugo Banzer (1971-1978), Víctor Paz (1985-1989) y Jaime Paz (1989-1993)— exhibió 
una conducta permisiva y flexible ante los incumpümientos de Soboce SA, que arrastró 
sus deudas por anos. 

En 1988, cuando Gonzalo Sánchez de Lozada era ministro de Planificación, repro- 
gramó la deuda de Soboce SA. El 21 de mayo de 1993, cuando Samuel Doria Medina era 
ministro de Planificación, la Empresa Comsur (en la que Gonzalo Sánchez de Lozada 
era accionista mayoritario) firmó un contrato de riesgo compartido con Comibol para la 
explotación de la Mina BoüVar, muy favorable para Comsur. 

11.3.6. La deuda pendiente de pago de Soboce al Banco dd Estado por error en la liquidación 

El 11 de mayo de 1997, se registra elTestimonio n.° 433/97 de cancelación de obügación 
y levantamiento de garantias, suscrito entre la Unidad de Control de Activos de Entidades 
en Liquidación y/o Reestructuración (UCAELR) de la Secretaria Nacional de Hacienda y 
la Sociedad Boüviana de Cemento SA (Soboce SA). Una escritura púbüca complementa¬ 
ria de comprobación de pago es suscrita por los representantes de las mismas institucio- 
nes el 11 de junio dei mismo ano. 

Posteriormente, la entonces Contraloria General de la Repúbüca de Boüvia (hoy Con- 
traloria General dei Estado), mediante informes de auditoria (SUPAUD 021/97, SNPE/ 
AI/AUD/1/001/99; SNPE/AI/AUD/1/004/2000 y SNPE/AI/AUD/004/2000), es- 
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tableció indícios de Responsabilidad civil contra Roberto Wayar Aramayo, excoordinador 
de la UCAELR, por negligencia, omisión de responsabilidad ejecutiva y omisión en el 
desempeno de sus funciones, conforme lo establecido en el inciso i) de la Ley 1178. La 
responsabilidad coactiva fiscal es solidaria con Soboce SA, de acuerdo a lo senalado en la 
Ley 1778 (art. 7, inc. g) dei Sistema de Control Fiscal (Ley SAFCO) por haber sido can¬ 
celada la deuda solo en parte, no habiéndose cumplido con el pago de los accesorios dei 
adeudo. La parte accesoria que no se cancelo está referida a un saldo de $us 384.291,34 
monto que figuraba en partidas pendientes de imputación dei Banco dei Estado en Liqui- 
dación, emergente de la aplicación de la tasa Libor, diferente a la aplicada por el Banco 
Central de BoHvia, indicio identificado en las citadas auditorias gubernamentales. 

La Dirección Nacional de Patrimônio dei Estado —actual Senape—, respaldada en las au¬ 
ditorias mencionadas, instauro en 2001, en La Paz, ante el Juzgado Tercero Administrativo, 
Coactivo Fiscal y Tributário, una demanda coactiva fiscal contra Soboce SA, representada 
por su presidente de Directorio, Samuel Doria Medina Auza, y por Roberto Wayar Aramayo, 
excoordinador de la UCAELR, acción por la cual fue girada la Nota de Cargo n.° 134/2001 
dei 29 de noviembre de 2001, como requerimiento de pago; luego de un largo proceso y anu- 
laciones que ocurrieron en el citado juicio, tal obligación se consolido con el Pliego de cargo 
n.° 38/2015 dei 22 de septiembre de 2015 por el monto mencionado. En tal situación, el 23 
de septiembre de 2015, Soboce SA realizo el depósito judicial de la suma íntegra, acreditando 
tal pago a través dei Certificado de depósito judicial n.° 0009981, de fecha 23 de septiembre 
de 2015, y posteriormente tal suma pagada de $us. 384.291,34, y fue objeto de una liqui- 
dación de intereses al 3% anual por un periodo de 5.046 dias, entre el 29 de noviembre de 
2001 y el 23 de septiembre de 2015, liquidándose una suma de $us. 159.380,89 que también 
fue cancelada por Soboce SA mediante Certificado de depósito judicial n.° 006219 dei 10 
de mayo de 2016; sumas que finalmente fueron retiradas por el Senape y depositadas en la 
cuenta corriente fiscal n.° 0898 TGN dei Banco Central de Bolivia, encontrándose finalizado 
el citado proceso judicial y extinta la deuda que originó el mismo. 

Conclusiones 

1. La creación de una serie de bancos estatales de fomento a la producción en rubros 
estratégicos para el desarroUo nacional, fue parte de una estratégia estatal anterior a 
la creación dei Plan Bohan y la CBF; el primer banco estatal fue el Banco Minero de 
Bolivia, creado en 1936. 

Después de la crisis económica de 1929 y las emergentes necesidades de reconstruc- 
ción de infraestructuras públicas de las guerras mundiales, estaba en boga aumentar la 
participación estatal en la economia para mejorar la economia, incentivar el empleo y 
dirigir el desarroUo. Uno de los mecanismos identificados entonces para la interven- 
ción estatal fue la banca de fomento; BoUvia no fue la excepción, desde mediados de 
los anos 30 y hasta mediados de los anos 70 creó bancos estatales de fomento a la 
producción y el acrecentamiento de los servicios púbUcos. 
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2. El plan neoüberal (1985-2005) de reducir al Estado y eliminar su participación en la 
economia y la producción, encontro junto a las empresas públicas a vários bancos 
estatales de fomento y los incorporo al plan de transferirlos al capital privado. 

El plan neoHberal no se limitaba a eliminar la intervención dei Estado en la producción, 
la enajenación de la banca de fomento estaba orientaba a terminar de construir una rea- 
Hdad económica de agentes privados (nacionales o extranjeros), que tenían a su cargo el 
circuito económico dei financiamiento, la producción, el aborro, el crédito e, incluso, los 
fondos de la seguridad social, dejando al Estado la regulación de la acción privada. 

A la par, el cierre de la banca púbbca era para los gobiernos enajenadores la declarato- 
ria púbbca de compromiso internacional con el discurso neobberal y de acatamiento 
para el acceso a nuevos financiamientos de los organismos internacionales. 

3. Es evidente que la salud financiera de la banca de fomento era precaria, aunque los 
privatizadores nunca aclararon que la situación de créditos incobrables, cartera venci¬ 
da y avales dei Banco dei Estado temú mucho que ver con los créditos de favor, que 
no eran otra cosa que la colusión ilegal entre los intereses pobticos y los corporativos 
empresariales; como fue el caso particular dei sector agroindustrial cruceno o de la 
cementera Soboce. 

4. En cuanto al Banco Minero de Bobvia y dei Banco Agrícola de Bobvia debe decirse 
que su bquidación y cierre obedeció, principalmente, al cambio de modelo de econó¬ 
mico; había que retirar al Estado de la economia y la producción y entonces no era 
necesario la banca de fomento productivo, así se tratase de rubros estratégicos en el 
desarrobo dei país. 

Algo parecido ocurrió con el Banco de la Vivienda, a pesar de su enorme responsabi- 
bdad y función respecto dei grave déficit habitacional en el país. 

5. El caso dei Banco dei Estado fue relativamente particular porque al uso discrecional, 
pobtico y corporativo de los créditos, se sumó el hecho que la otorgación de avales al 
financiamiento externo eran asumidos por el Banco dei Estado. 

Así sucedió con los avales a las deudas dei Hotel Cribón — Sheraton y de la cementera 
Soboce SA, entre otros. 
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Capítulo 12 . Transferencia de recursos estatales del Proyecto 
Focas a una entidad privada 


12.1. Creación del Proyecto Formación de Capital en Áreas Secundarias (Focas ) 

La Corporación Boliviana de Fomento (CBF) contaba con ventardUas de financiamiento de 
la inversión de mediano y largo plazo. En este contexto, el Banco Central de Bolivia (BCB) 
fue el órgano ejecutor de los recursos obtenidos por el país mediante créditos internacio- 
nales, y desde finales de los anos sesenta fue intermediador de créditos de mediano y largo 
plazo destinados al sector privado, a través su Gerencia de DesarroUo (Morales, 2000). 

Por otra parte, las Corporaciones Regionales de DesarroUo (Cordes), entidades púbU- 
cas descentraUzadas con autonomia de gestión y patrimônio propio fueron creadas por 
Decreto Ley 15307 del 9 de febrero de 1978, tenían como objetivo general; 

... promover el desarroUo económico y social de la región, mediante el planeamiento regional, 
la reaUzación de estúdios, la elaboración de programas y proyectos de acuerdo con los obje¬ 
tivos nacionales y la ejecución o implementación de los mismos conforme lo establecen sus 
funciones y atribuciones.^"^^ 

Con el fin de que las Cordes cumplan con el objetivo de promocionar inversiones en 
el sector privado, el 20 de septiembre de 1979 el gobierno de BoUvia contrajo un présta- 
mo del gobierno de los Estados Unidos de América mediante el Convênio de préstamo 
AID 511-T-064 y AID 511-W-065, denominado “Corporaciones Departamentales de 
DesarroUo (CDD)”, por un monto de $us 10.000.000 y un aporte de contraparte de hasta 
$us 3.500.000, recursos que fueron ejecutados mediante las Unidades CrecUticias Finan- 
cieras (UCF), oficinas depencUentes de las corporaciones de desarroUo. Posteriormente, 
dichos fondos fueron otorgados en caUdad de donación a las corporaciones de desarroUo 
mecUante Carta de Implementación n.° 16 del 15 de septiembre de 1983, documento que 
consideraba esos fondos como “capital semiUa” para el financiamiento continuado de 


743 Ley General de Corporaciones Regionales de DesarroUo, aprobada por Decreto Ley 15307 del 9 de febrero de 1978 
(art. 4). 
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proyectos aprobados por las corporaciones de desarroIlo7'^'^ 

En ese contexto, las corporaciones regionales de desarroUo aportaron con recursos pro- 
pios para la estructuración de las Hneas de financiamiento, con las cuales las Unidades Cre- 
diticias Financieras desarroUaban sus actividades de intermediación financiera, asignando 
créditos al sector productivo rural de manera directa previa evaluación de los emprendi- 
mientos, apoyados en otras Hneas de financiamiento como el Programa 

El 21 de juHo de 1983, el gobierno de Hernán Siles Zuazo decidió facilitar el rol credi- 
ticio de las corporaciones de desarroUo aprobando el uso de sus recursos para fomentar 
el restablecimiento y funcionamiento de la pequena y mediana actividad agropecuaria y 
la implementación de proyectos locales, mediante concesión de créditos u otras accio- 
nes que aseguraran recuperación y crecimiento de la producción (art. 7 del DS 19690, 
21/07/1983). Dos anos más tarde, el 5 de junio de 1985, el Estado boUviano autorizo a 
las corporaciones de desarroUo promover y formar parte de las Financieras de DesarroUo 
Regional (Fidere), organizadas y establecidas con el status de Sociedades Anónimas de 
Economia Mixta, donde el sector púbUco debía suscribir como mínimo el 51% de las 
acciones del capital (DS 20856, 05/06/1985). 

En la Knea del fortalecimiento de esas Unidades Crediticias Financieras dependientes de 
las corporaciones, el 23 de juHo de 1986 el gobierno de BoUvia contrajo un nuevo crédito con 
los Estados Unidos destinado a “proveer créditos que ayuden al desarroUo y financiamiento 
de la agroindústria e inversiones de servicio industrial en áreas secundarias de BoUvia”.^'*^ 
Este Convênio de préstamo y donación fue signado como Préstamo AID 511-T-071 
y Donación AID 511-0573 (Proyecto Focas 51 l-T-071/511-0573) y lo suscribieron, por 
BoUvia, Gonzalo Sánchez de Lozada, ministro de Planeamiento y Coordinación, y Juan 
Cariaga, ministro de Finanzas del gobierno de Víctor Paz, y por los Estados Unidos, Da- 
vid A. Cohen, director de la Misión de la Agencia de Estados Unidos para el DesarroUo 
Internacional (USAID), y Edward M. RoweU, embajador de Estados Unidos en BoUvia. 

I2.I.I. Características del Convênio de préstamo 

El Convênio senalaba como propósito “establecer el entendimiento de las partes con res- 
pecto al compromiso asumido por BoUvia en relación al Proyecto Focas , y con respecto 
al financiamiento del proyecto por las partes” (art. 1). 

El financiamiento de USAID consistia en $us 3.500.000 en donación y $us 15.000.000 


744 Carta de Implementación n.° 16 al Préstamo AID 511-T-064/W-065. Anexo 1, inc. d, relativo a Procedimientos 
de Financiamiento: “Como se concibió originalmente, los fondos del préstamo serán transferidos a las CDD por el 
GOB en forma de donación. En vez de ser utilizados una sola vez en un proyecto, los fondos asignados a cada CDD 
constituirán un capital ‘semilla’ para el financiamiento continuado de proyectos apoyados por la CDD”. La Paz, 15 de 
septiembre de 1983. 

745 La Ley Pública 480 (PL-480) tiene como nombre completo “Ley de Asistencia para el DesarroUo del Comercio 
Agrícola” y fue firmada por el presidente Dwight D. Eisenhower el 10 de julio de 1954. En 1961, el presidente John 
F. Kennedy la renombró como "Alimentos para la Paz” (Food ForPeaci). 

746 Convênio de préstamo, sección 2.1, denominado Proyecto de Formación de Capital en Áreas Secundarias: Focas . 
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en préstamo. De acuerdo al convênio original, al iniciarse su ejecución, la donación seria 
de $us 2.206.000 y el préstamo no debía exceder de $us 3.750.000; los restantes fondos 
serían “provistos incrementalmente durante la duración dei proyecto y sujetos a la dispo- 
nibilidad de fondos de AID para este propósito...” (art. 3, sección 3.1). 

A su vez, los recursos provistos por Bobvia como contraparte para el proyecto no debían 
ser inferiores al equivalente a $us 6.500.000, incluyendo costos cubiertos en especie que —de 
acuerdo al Plan Financiero— provendrían de los recursos dei Programa PL-480. El apoyo 
comprometido por las corporaciones departamentales de desarroUo consistia en $us 400.000, 
que financiarian los gastos de operación de las Unidades Crediticio Financieras (UCF). 

En cuanto a las condiciones dei préstamo, este fue otorgado a un plazo de 40 anos desde 
la fecha dei primer desembolso, pagadero en 61 cuotas semestrales —aproximadamente igua¬ 
les— de capital e intereses. El interés a pagar era dei 2% anual durante los 10 anos siguientes a 
la fecha dei primer desembolso, y dei 3% anual de ahi en adelante; el interés se pagaria sobre 
el saldo pendiente dei capital y sobre cualquier suma por intereses vencidos o pendientes de 
cancelación. El primer pago de intereses se vencia y era pagadero a los seis meses dei primer 
desembolso dei préstamo, en tanto la primera cuota dei capital se pagaria nueve anos y medio 
después de la fecha en la que vencia el primer pago de intereses (art. 4, secc. 4.1). 

Para su implementación, las partes íirmantes dei Convênio de préstamo emplearlan 
cartas de implementación, las cuales se encuentran definidas en el “anexo de estipulacio- 
nes standard para el convênio de proyecto combinado de préstamo y donación” (Convê¬ 
nio de préstamo, anexo 2). 

El convênio fue suscrito por dos ministros de Estado; Gonzalo Sánchez de Lozada, 
ministro de Planeamiento y Coordinación, y Juan Cariaga, ministro de Finanzas; pero no 
fue remitido al Poder Legislativo para su aprobación, incumphendo la Constitución Polí¬ 
tica dei Estado de 1967 vigente entonces. La carta magna, en su articulo 59, atribución 4), 
determinaba como facultad dei Poder Legislativo; “Autorizar y aprobar la contratación de 
empréstitos que comprometan las rentas generales dei Estado.. 

La falta de aprobación congresal imphcaba que el Convênio de préstamo no se constitu- 
yera en un “empréstito público”, ya que al ser un convênio suscrito entre dos paises se haUa- 
ba inscrito en el Derecho Internacional Público, que determina que para su entrada en vigor 
se debe cumplir con la normativa interna de los paises contratantes. En el caso de Bobvia, 
el requisito de normativa interna es la aprobación por el Poder Legislativo mediante Ley 

Al respecto, la Sentencia Constitucional 0032/2006, en su estúdio constitucional refe¬ 
rente a la atribución 5.a dei articulo 59 de la Carta Magna, coincide con las consideracio- 
nes estudiadas en la Sentencia Constitucional 0036/2006. 

Este artículo confiere al Poder Legislativo la facultad de autorización y aprobación de dos tipos de 


747 Ley Pública 83-480 (10 de julio de 1954). “Alimentos para la Paz” es el nombre común para los programas de a}aida 
alimentaria establecidos por la ley de asistencia de 1954 de EEUU, que busca ampliar los mercados extranjeros para 
productos agrícolas de Estados Unidos, combatir el hambre y fomentar el desarroUo económico en los países en 
desarroUo así como fomentar el comercio agrícola. 

748 Sentencia Constitucional 0036/2006 dei 22 de mayo de 2006. 
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contratos: a) los de empréstito, a través de una autorización previa a la contratación que se emitirá 
mediante ley de la República, una vez revisados los antecedentes económico-financieros respecto 
de la fuente de financiamiento, el destino de los recursos, la forma, plazos de pago y costo financie- 
ro; asimismo, respecto de los recursos con los que se cancelará el crédito. Siguiendo lo expresado 
en “La Constitución Política del Estado. Comentário Crítico” de Stefan Jost, José Antonio Rivera, 
Gonzalo MoLna y Huáscar Cajías, la finalidad que tiene esta atribución es establecer un mecanismo 
de control prévio para evitar que el Poder Ejecutivo pueda asumit obligaciones económicas que 
pongan en riesgo los ingresos y las rentas nacionales. Se trata de un mecanismo de control prévio, 
es decir antes que el Ejecutivo pueda contraer los compromisos. (SC 0032/2006 III.2.c) 

Estos hechos configuran una irregularidad traducida en el incumplimiento de meca¬ 
nismos prévios que vaHdan las operaciones administrativas, cuya omisión acarrea res¬ 
ponsabilidades por la función pública, hecho atribuible a los servidores públicos que 
no remitieron el Convênio de préstamo 511-T-071/511-0573 al Congreso. Asimismo, 
atribuible a los funcionários que lo ejecutaron y no verificaron la omisión senalada. 

La obügatoriedad de remitir convênios de crédito al Poder Legislativo para su aproba- 
ción no era desconocida por el gobierno de Víctor Paz Estenssoro, ya que en esa misma 
gestión gubernamental (1989-1993) se remitió a dicho Poder —para su ratificación— el 
Convênio de Garantia por $us 15.000.000 para el Programa de Vivienda suscrito entre la 
República de Bolivia y los Estados Unidos de América, el 23 de noviembre de 1987, el 
cual fue aprobado por Ley 998 del 20 de mayo de 1988. 

12.1.2. Características del Proyecto Focas 

De acuerdo al Convênio de préstamo “Proyecto Focas ”, el objetivo del proyecto consistia en 
“proveer créditos que ayuden al desarroUo y financiamiento de la agroindústria e inversiones 
de servicio industrial en áreas secundarias de Bolivia” (Convênio de crédito, sección 2.1). Sus 
características están descritas ampliamente en el anexo 1 del convênio mencionado. 

I2.I.2.I. Actores 

Para su implementación, el Proyecto tenia prevista la participación de los siguientes actores; 

1. Unidad Coordinadora del Proyecto (UCP). 

2. Unidades Crediticio Financieras (UCF), dependientes de las Corporaciones. 

3. Instituciones Crediticias Intermediarias (ICI). 

4. Secretaria de la PL 480. 

5. Corporaciones Departamentales de DesarroUo (CDD).^"*^ 

6. USAID. 


749 Las responsabilidades de las Corporaciones eran prestar asistencia a las UCF en la preparación de los planes anuales 
de inversión, así como proporcionar el apoyo a financiar el costo de operaciones a las UCF, según lo necesario. 
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La Unidad de Coordinación dei Proyecto, dependiente dei Ministério de Planea- 
miento y Coordinación, estaba a cargo de la ejecución dei Proyecto FOCAS, ya que, 
por delegación dei Gobierno de BoHvia, era el ente responsable de la administración e 
implementación de los proyectos emergentes de la suscripción de convênios internacio- 
nales entre los gobiernos de BoHvia y los Estados Unidos de América, entre los cuales se 
encontraba el Proyecto Focas . 

El manejo administrativo dei Proyecto era monitoreado por la oficina denominada 
UCP/Focas (Unidad de Coordinación de Proyectos/Formación de Capital en Áreas Se¬ 
cundarias). 

Las Unidades Crediticias Financieras (UCF) eran unidades operativas desconcentradas bajo 
la dependencia jerárquica y funcional de cada una de las Corporaciones Regionales de Desarro- 
Uo. El Proyecto senalaba entre sus productos a ocho UCF totalmente operativas; la Corpora- 
ción Regional de DesarroUo de Pando en ese momento no tenía una UCF instalada. 

Las responsabilidades de las UCF en el plan implementación dei Proyecto Focas eran; 

... promover las inversiones en las áreas secundarias; dar asistencia a los inversionistas para 
desarroHar proyectos de inversión rural, dar asistencia a las ICI para ampliar sus carteras de 
préstamo para el desarrollo; preparar, en cooperación con los Departamentos de Planificación 
de las CDDs, los planes anuales de inversión; y evaluar la elegibilidad de los préstamos presen- 
tados para el refinandamiento bajo el Fondo de Crédito de las UCF”. (Anexo 1 dei Convênio 
de préstamo, sección III. A.l, p. 8). 

Las instituciones crediticias intermediarias eran las entidades financieras privadas 
que tendrían a cargo reaHzar el préstamo aprobado por las UCF y la UCP Sus respon- 
sabiHdades en la implementación dei proyecto eran; evaluar la solvência crediticia de los 
préstamos presentados para su refinandamiento bajo el Fondo de CrécHtos de la UCF, 
desarroHar préstamos de inversión rural en cooperación con los inversionistas y las UCF, 
manejar los desembolsos y las recuperaciones de los préstamos aprobados y contribuir 
con un porcentaje creciente dei financiamiento de subproyectos. 

La Secretaria de la PL 480 era una entidad púbHca boHviana, con autonomia de 
gestión, creada a partir dei Convênio Comercial de Suministro de Productos Agrícolas 
suscrito entre los gobiernos de BoHvia y Estados Unidos el 30 de mayo de 1978 y 
aprobado por Decreto Supremo 15513 dei 1 de junio de 1978. Esta Secretaria adminis- 
traba los recursos provenientes de las donaciones de productos agrícolas que reaHzaba el 
gobierno de los Estados Unidos. 


750 Este Convênio daba curso a la Ley estadounidense denominada “Ley de Asistencia para el Desarrollo dei Comercio 
Agrícola”, suscrita el 10 de juMo de 1954 por el presidente Dwight D. Eisenhower, norma que en 1961 fuera 
renombrada por el presidente John E Kennedy como "Alimentos para la Paz” (Food For Peacê). Sus objetivos eran: 
1) Combatir el hambre y la malnutrición en el mundo; 2) promover el desarrollo sostenible, incluido el desarrollo 
agrícola; 3) Expandir el comercio internacional; 4) DesarroHar y expandir el mercado de productos y productos 
agrícolas de EEUU; 5) Fomentar la iniciativa privada y la participación democrática. El Convênio se reconoció en 
Bolivia por Decreto Supremo 15513, dei 1° de junio de 1978, el gobierno dictatorial de Hugo Banzer. 
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Las responsabilidades de esta Secretaria eran las de aprobar —junto a UCP y USAID— los 
planes anuales de inversión de las UCF, aprobar con la UCP los préstamos por encima de 
los Kmites de aprobación, desembolsar fondos para el Fondo de Crédito de las UCF, des¬ 
embolsar fondos a las ICl del Fondo de Crédito de las UCF y asegurar su devolución. 

Las Corporaciones Departamentales de Desarrollo (CDD) o corporaciones re- 
gionales de desarrollo (Cordes) eran entidades constituidas en cada uno de los nueve 
departamentos, en el marco de la Ley 15307 del 9 de febrero de 1978. Al momento de la 
firma del Convênio de préstamo del Proyecto Focas , se estaban ejecutando los recursos 
del Proyecto CDD, suscrito el 20 de septiembre de 1979, a través de sus UCF El Proyec¬ 
to CDD contaba con una cartera de recuperaciones de $us 17.400.000. 

Las responsabilidades de las Cordes en el Proyecto eran prestar asistencia a las UCF 
en la preparación de los planes anuales de inversión y proporcionar apoyo en el financia- 
miento del costo de operaciones a las UCF. 

La Agencia de los Estados Unidos para el Desarrollo Internacional (USAID 
por sus siglas en inglês) es la institución estadounidense de carácter no militar encargada 
de distribuir la mayor parte de la ayuda exterior de ese país. En el Convênio de préstamo 
Proyecto Focas representaba al gobierno de los Estados Unidos. Su rol en la implemen- 
tación del Proyecto era el de participar en la revisión y aprobación de los planes anuales 
de inversión de las UCF y el plan anual consolidado de la UCP, así como aprobar —con 
la Secretaria del PL 480— la reservación de fondos para el Fondo de Crédito de la UCF 
y ejercer la aprobación final de todos los préstamos para subproyectos durante la etapa 
inicial de ejecución del Proyecto. 

I2.I.2.2. Objetivos, componentes, productos y condiciones del Proyecto Focas 

El objetivo del Proyecto Focas era “lograr un mejor nivel de vida, mediante el aumento 
de fuentes de trabajo y producción en Bolivia” y su propósito el de “incrementar el nivel 
de las inversiones productivas del sector privado en las regiones rurales y urbanas de 
Bolivia”. Para la culminación del proyecto, prevista para fines del ano fiscal de 1991, se 
planteaban las siguientes metas; 

1. Las inversiones del sector privado en empresas rurales productivas, principalmente en 5 a 10 
centros prioritários de mercado, habrán aumentado significativamente. 

2. Las Instituciones Crediticias Intermedias (ICI) estarán funcionando con mayor efectividad y 
sus carteras de préstamos de desarroUo habrán aumentado considerablemente. 

3. Las Unidades Creditido Financieras (UCF) habrán desarroUado importantes actividades de 
promoción de inversiones. 
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Gráfico 37. Componentes dei Proyecto 



Fuente: CEMIPyC, 2018. 


El Proyecto Focas debía desarroUar un sistema financiero descentralizado que —como 
se verá más adelante— era un “Fondo de Crédito de las UCF” destinado a la promoción 
de inversiones y la mejora de las capacidades institucionales de sus principales actores; las 
UCF, la UCP, e indirectamente las ICI que participaran en el Proyecto. Con respecto a la 
formación institucional, el Convênio senala el siguiente objetivo: 

Fortalecer a las organizaciones involucradas en el sistema de refinanciamiento dei Fondo de Crédito 

de las UCFs, principalmente las UCFs y la Unidad de Coordinación dei Proyecto (UCP) e indirec¬ 
tamente a las ICI participantes. El Proyecto Focas proporcionará asistencia técnica y capacitación 

para fortalecer tanto a la UCP como a las UCFs en el campo técnico y administrativo. 

Con esos componentes, el Proyecto debía rendir cuatro productos principales: 

1. Inversiones productivas dei sector privado por un total de aproximadamente $us 37.5 miUones. 

2. Un fondo de Crédito de las UCF en funcionamiento. 

3. Una mejora de las operaciones de préstamo para las áreas rurales y poblaciones secundarias 
para hasta ocho ICI. 

4. Ocho UCF totaknente operantes.^^^ 

El primer producto se referia a inversiones productivas previstas, que debían alcanzar 
la suma de $us 37.500.000: el gobierno desembolsaria $us 6.500.000; se destinarían $us 
14.500.000 de los recursos provenientes dei Convênio de préstamo Focas , y los restantes 
$us 16.500.000 debían ser provistos por inversionistas y por financiamiento de las ICI. 


751 Anexo I, punto B. Componentes dei Proyecto de la Descripción DetaUada dei Proyecto, establecida en el anexo 1 dei 
Convênio de Préstamo Proyecto Focas . 

752 Se tomaban en cuenta ocho Unidades Crediticias Financieras (UCF) porque, al momento de la elaboración dei 
proyecto, estaban en funcionamiento, una en cada Corporación Regional de DesarroUo, salvo Cordepando. 
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El Fondo de Crédito de las UCF era el segundo y más importante producto del Pro¬ 
yecto, ya que allí se destinarían los recursos descritos en el primer producto (inversiones 
productivas), además de recursos provenientes de otros créditos y donaciones que el 
gobierno de los Estados Unidos había otorgado al gobierno boliviano. El Convênio de 
préstamo suscrito el 23 de julio de 1986 había determinado; 

Se establecerá un Fondo de Crédito permanente, centralizado de las UCFs, compuesto de 
US$ 17.4 millones de las recuperaciones del Proyecto de las Corporaciones Departamentales 
de Desarrollo (CDDs) y un fondo de US$ 26 miUones en nuevos fondos de AID (US$ 14.5 
millones) y del Programa del Título III de la L.P 480 (US$ 11.5 millones)™ (Convênio de 
préstamo, anexo 1, sección IB). 

El Convênio de préstamo senalaba que el Fondo de Crédito de las UCF se establecería con 
$us 17.400.000 provenientes de las recuperaciones del Proyecto CDD. Estos recursos eran 
resultantes de la implementación del “Convênio de Proyecto de Préstamo Corporaciones De¬ 
partamentales de Desarrollo” (de ahí el nombre de “Proyecto CDDs”) suscrito en 20 de sep- 
tiembre de 1979, por el cual Bolivia se presto de los Estados Unidos la suma de $us 10.000.000, 
dando una contraparte de $us 3.500.000.’^'^ El hecho de que la suma supere los montos senala- 
dos se debe a que esos dineros habían generado nuevos recursos que componían la cartera de 
recuperaciones del Proyecto CDD. Es importante senalar que, en 1983, el gobierno boliviano 
y USAID habían convenido que estos recursos debían ser donados por el gobierno a las CDD, 
tal como senala la Carta de Implementación n.° 16 del 15 de septiembre de 1983; 

Como se concibió originalmente, los fondos del préstamo serán transferidos a las CDDs por 
el GOB en forma de donación. En vez de utilizados una sola vez en un proyecto, los fondos 
asignados a cada CDD constituirían un capital “semiUa” para el financiamiento continuado de 
proyectos apoyados por la CDD. El reflujo de los proyectos originalmente financiados con los 
recursos del préstamo será depositado en una cuenta fiduciária rotativa en un banco local para 
proyectos futuros disenados y aprobados por la CDD respectiva (Carta de implementación 16 
al Convênio de préstamo Proyecto CDD, anexo 1). 

El Fondo de Crédito de las UCF, además de contar con los recursos del Proyecto 
CDD de 1979, estaria compuesto por los recursos comprometidos en el Convênio de 
préstamo Focas que consistia en la suma de $us 26.000.000 a ser provistos por el go- 


753 Esos |us 11.5 millones se componían de |us 6.5 millones del Proyecto de Focas y |us 5 millones del Proyecto 
de Organizaciones de Productores Agrícolas Privados (OPAP) de USAID n.° 511-0589 (Convênio de préstamo 
Proyecto Focas , anexo 1, sección I.B, pp 2-3). 

754 Convênio de Proyecto de Préstamo Corporaciones Departamentales de Desarrollo (511-T-064/511-W-065), suscrito el 
20 de septiembre de 1979, cuyo Proyecto financiado consistia en “proporcionar recursos financieros y asistencia técnica a 
las Corporaciones Departamentales de Desarrollo (CDD) para mejorar su capacidad de planeamiento, diseíio y ejecución 
de subproyectos destinados a mejorar el nivel de vida de la población de bajos ingresos en las siguientes categorias: 
desarrollo agropecuário, aJmacenamiento, agroindustrial, control y recursos del agua, mejoramiento del terreno, médios de 
comerciaJización, reforestación, sistemas rurales de agua potable, electrificación rural u otras categorias de subproyectos 
impactantes para la población de bajos ingresos tanto rural como urbana” (Convênio de préstamo Proyecto CDD, art. 2). 
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bierno de los Estados Unidos, a través de dos instancias: USAID aportaria al Fondo $us 
14.500.000, y el PL-480 aportaria $us 6.500.000. 

El tercer producto dei Proyecto Focas se referia a la mejora de las operaciones de 
préstamo; se tenia previsto apoyar el fortalecimiento de las capacidades de hasta ocho 
ICI, a fin de que los créditos Uegaran a las áreas rurales y poblaciones secundarias. 

El cuarto y último producto eran las ocho Unidades Crediticio Financieras totaknente ope¬ 
rantes. Las UCF debian fortalecerse y, a la íinalización dei Proyecto, debian tener todas las 
capacidades de operabilidad requeridas para la consoHdación dei sistema dei Proyecto Focas dei 
cual eran parte, junto al Fondo de Crédito UCF que debia estar en pleno funcionamiento. 


12.1.2.3. Financiamiento 

El detaUe dei Plan Financiero está expuesto en el siguiente cuadro; 


Cuadro 286. Costo estimado y Plan Financiero dei Proyecto Focas (en miles de $us) 



(1) Se ha incorporado un factor de inflación dei 5% anual en cada una de las partidas salariales de arriba. 

(2) Patrimônio de los inversionistas y financiamiento de las ICL 

(3) Esta partida incluye los salarios, benefícios sociales, viáticos, personal de apoyo (esto es, cuatro secretários y demás costos directos). 

(4) Esta partida incluye el alquiler, mobiliário y equipo. El material de oficina será financiado por la parte de las recuperaciones de la UCP. 

(5) Este será financiado por las CDD. 

(6) Tres a cuatro meses de asistencia técnica local serán proporcionados bajo esta partida durante el mes 1-6 dei Proyecto, si fuera necesario. 
Fuente: Convênio de préstamo Proyecto Focas, anexo 1,1986. 
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Además de los recursos de financiamiento de inversiones con los que operaria el 
Fondo de Crédito permanente de las UCF, estas entidades —dependientes de las Corpora- 
ciones Regionales de DesarroUo— debían financiar con $us 400.000 durante el desarroUo 
del Proyecto. 

12.1.3. Implementación del Proyecto Focas 

12.1.3.1. Cartas de Implementación suscritas para la ejecución del Convênio de préstamo Proyecto 
Focas 

Como todo acuerdo suscrito entre el gobierno de BoHvia y el gobierno de los Estados 
Unidos, la implementación del Convênio de préstamo Proyecto Focas (511-T-071/511- 
0573) se reaUzó mediante la suscripción de cartas de implementación (Cl). De acuerdo a 
las “estipulaciones standard” (Convênio de préstamo, anexo 2), esas cartas serían emitidas 
de tiempo en tiempo para proporcionar información adicional acerca de lo establecido en 
el mismo y “conjuntamente acordadas y firmadas para confirmar y dejar constância de su 
mutuo entendimiento sobre aspectos de la implementación de este convênio”. Las esti¬ 
pulaciones standard senalaban que “las cartas de implementación no serán utilizadas para 
enmendar el texto del Convênio...”, aunque sí podían utüizarse para establecer revisiones 
o excepciones permitidas en el mismo.^^^ Para modificaciones que afectaran al Convênio 
de préstamo del Proyecto Focas , debían suscribirse enmiendas al convênio principal. 

La firma de estos instrumentos estaba delegada a los representantes de cada una de las 
partes del convênio; por BoHvia, “la persona que desempenara titular o interinamente el 
cargo de ministro de Planeamiento y Coordinación”; por los Estados Unidos de América, 
“la persona que desempenara titular o interinamente el cargo de director de la Misión de 
USAID/BoHvia” (Convênio de préstamo, sección 9.2). 

En la ejecución del Proyecto Focas , entre el 29 de octubre de 1986 y el 13 de agosto 
de 1991, se suscribieron 87 cartas de implementación (en la presente investigación, se 
tuvo acceso a 73 de eUas).^^'^ Las cartas están referidas a cuestiones como la aprobación 
de manuales de funcionamiento, de créditos para los beneficiários del Proyecto, de presu- 
puestos y su reformulación y temas referidos a contratación de personal.’^^ 


755 Anexo 2 del Convênio de Préstamo referido a las estipulaciones estándar: “Cartas de Implementación del Proyecto. 
Para asistir a BoHvia en la implementación del Proyecto, AID, de tiempo en tiempo, emitirá Cartas de Implementación 
del Proyecto, las que proporcionarán información adicional acerca de lo establecido en este Convênio. Las partes 
utiHzarán también Cartas de Implementación del Proyecto conjuntamente acordadas y firmadas para confirmar y 
dejar constância de un mutuo entendimiento sobre aspectos de la implementación de este Convênio. Las Cartas de 
Implementación del Proyecto no serán utiHzadas para enmendar el texto del Convênio, pero pueden utiHzarse para 
establecer revisiones o excepciones que estén permitidas por el Convênio, incluyendo la revisión de los elementos de 
la descripción ampHada del Proyecto contenida en el anexo 1”. 

756 Las 73 cartas de implementación a las que se pudo acceder, se encuentran en copias simples proporcionadas por 
el Banco Central de BoHvia (BCB), la Autoridad de Supervisión de Servidos Financieros (ASFI) y el Ministério de 
Planificación del DesarroUo. 

757 De las 72 cartas revisadas, todas se refieren a cuestiones operativas y de implementación del Proyecto. No obstante, 
la carta n.° 71 (28/12/1989) aprueba elementos sobre la evaluación del Proyecto y sugiere la reserva de fondos ($us 
3.000.000) hasta después de dicha evaluación. 
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La carta de implementación n.° 80, suscrita el 8 de febrero de 1991, extendía el pro- 
yecto por seis meses; dei 22 de julio de 1991 (final previsto inicialmente) al 22 de enero de 
1992. La modificación de los términos dei Convênio de préstamo no es una decisión que 
pueda adoptarse por una carta de implementación, sino que, al modificarse una cláusula 
dei convênio, lo que corresponde es una enmienda. 

12.1.3.2. Enmiendas al Convênio de préstamo Proyecto Focas : desembolsos para el Proyecto y 
modificación dei Fondo de Crédito de las UCF 

Durante la ejecución dei Convênio de préstamo “Proyecto Focas ” y hasta su condona- 
ción en agosto de 1991, fueron suscritas nueve enmiendas. Para la presente investigación 
se tuvo acceso a ocho de eUas. Las primeras cinco, la n.° 7 y la n.° 8 refieren los desembol¬ 
sos dei préstamo y la donación para la ejecución dei Proyecto; la n.° 6 modifica el Con¬ 
vênio de préstamo original eliminando el Fondo de Crédito de las UCF, reemplazándolo 
por un “sistema autosuficiente”. 

12.1.3.2.1. Desembolsos para la ejecución dei Proyecto Focas 

Las enmiendas n.° 1, 2, 3, 4, 5, 7 y 8, suscritas entre el 4 de septiembre de 1986 y el 29 de 
marzo de 1990,’^® refieren modificaciones y precisiones a las cláusulas dei Convênio prin¬ 
cipal referentes a desembolsos de los montos de préstamo y donación para el Proyecto, 
configurando hasta marzo de 1990 los desembolsos consignados en el siguiente cuadro; 

Cuadro 287. Resumen de compromisos dei Proyecto Focas 


(al 29/03/1990) 


Convênio dei Proyecto 
de 25/7/1986 

Donación 

Préstamo 

Total 

Convênio de préstamo para el Proyecto dei 23/07/1986 

$2.206.000 

$3.750.000 

$5.956.000 

Enmienda 1 dei 4/9/86 

— 

2.553.445 

2.553.445 

Enmienda 2 dei 28/2/87 

200.000 

— 

200.000 

Enmienda 3 dei 27/5/87 

751.000 

— 

751.000 

Enmienda 4 dei 25/7/88 

— 

2.700.000 

2.700.000 

Enmienda 5 dei 30/9/88 

— 

$3.000.000 

3.000.000 

Enmienda 7 dei 28/9/89 

2.235.693 

— 

2.235.693 

Enmienda 8 

500.000 

— 

500.000 

Compromisos hasta esta Enmienda 

$5.892.693 

$12.003.445 

$17.896.138 


Fuente: Enmienda n." 8 al Convênio de préstamo Proyecto Focas, 1990. 


758 Enmienda n.° 1 dei 4 de septiembre de 1986, Enmienda n.° 2 dei 28 de febrero de 1987, Enmienda n.° 3 dei 27 de 
mayo de 1987, Enmienda n.° 4 dei 25 de juUo de 1988, Enmienda n.° 5 dei 30 de septiembre de 1988, Enmienda n.° 7 
dei 28 de septiembre de 1989 y Enmienda n.° 8 dei 29 de marzo de 1990, todas obtenidas en fotocopia simple de los 
archivos dei Banco Central de Bolivia. 
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El monto de $us 12.003.445 que figura en el cuadro como comprometido para el 
Proyecto Focas es el que efectivamente fue desembolsado, para ser condonado posterior¬ 
mente (el 23 de agosto de 1991). 

12.1.3.2.2. Eliminación y sustitución del Fondo de Crédito de las UCF por un “sistema 
autosuficiente” 

La Enmienda n.° 6 del 16 de febrero de 1989, suscrita a nombre del gobierno boliviano 
por Fernando Romero Moreno, ministro de Planeamiento y Coordinación, reaHzó modi- 
ficaciones a la definición del Proyecto Focas (inscrito en el art. 2 del convênio principal), 
a las condiciones que debía tener el Proyecto al final de su ejecución y a los productos que 
debía lograr (inscritos en el anexo 1 del Convênio principal). 

La definición del Proyecto en el convênio principal senalaba que “consistirá en proveer 
créditos que ayuden al desarroUo y financiamiento de la agroindústria e inversiones de ser- 
vicio industrial en áreas secundarias de BoHvia” y fue modificada por “incrementar el nivel 
de inversión productiva del sector privado en las regiones rurales y urbanas de Bobvia”. 
Con esta modificación, el objetivo y el propósito del Proyecto ya no restringían el área de su 
intervención a las regiones rurales y semiurbanas, sino que incluían también a las áreas ur¬ 
banas del país, ampliando de esta manera el área de la intervención del Proyecto Focas . 

Las modificaciones de la Enmienda n.° 6 a las “Condiciones al Final del Proyecto”, pre¬ 
vistas originalmente en el convênio principal (anexo 1), están expuestas a continuación; 


Cuadro 288. Modificaciones a las Condiciones al Final del Proyecto Focas 
(Enmienda n.° 6 del 16/02/1989) 



Fuente: CEMIPyC, 2018, con datos del Convênio de préstamo Proyecto Focas (1986) y la Enmienda n.° 6 (1989). 


Como se aprecia en cuadro anterior, la Enmienda n.° 6 elimina la priorización de 
inversiones del sector privado en empresas rurales productivas, ampliando ese alcance a 
empresas productivas en toda Bolivia. 

Además de esta importante modificación, dicha enmienda realiza una modificación 
que es fundamental para la presente investigación; incorpora una quinta condición a la 
conclusión del Proyecto que se refiere al establecimiento y funcionamiento de “un siste- 
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ma autosuficiente para financiamiento y promoción de inversiones”. Esta modificación 
tiene como objetivo eliminar la constitución dei Fondo de Crédito de las UCF que se ha- 
bía acordado a la suscripción dei Convênio de Crédito, lo que se evidencia con las modi- 
ficaciones realizadas a los productos que el Proyecto debía lograr con su implementación, 
los cuales son apuntados en el cuadro siguiente: 

Cuadro 289. Modificación a ios productos principaies dei Proyecto Focas 


(Enmienda n.° 6 dei 16/02/1989) 


Productos principaies 

Convênio dei 23/07/1986 

Resultados principaies 

Enmienda n.°6 dei 16/02/1989 

Inversiones productivas dei sector privado por un total de 
aproximadamente $us 37.5 millones. 

Inversiones productivas y de servicios relacionados dei sector 
privado por un total aproximado de $us 32 millones, que 
incrementen la producción y el empleo en áreas rurales y 
semiurhanas. 

Un fondo de Crédito de las UCF en funcionamiento. 

Un sistema autosuficiente que financiará y promoverá inversiones 
dei sector privado. 

Mejora de las operaciones de préstamo para las áreas rurales y 
poblaciones secundarias hasta ocho ICI. 

Mejoramiento y fortalecimiento de cinco ICI para una mejor 
administración de sus programas de crédito de fomento en toda 
Bolivia. 

Ocho UCF totalmente operantes. 

Las Unidades Crediticias Financieras hahrán mejorado su 
capacidad para promover inversiones. 


Estarán en funcionamiento tres centros prioritários de mercado 
como proyectos piloto. 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con datos dei Convênio de préstamo Proyecto Focas (1986) y la Enmienda n.° 6 (1989). 


La Enmienda n.° 6 elimino como producto principal al Fondo de Crédito de las UCF 
y lo reemplazó por “un sistema autosuficiente que financiará y promoverá inversiones 
dei sector privado”. Además, redujo las inversiones productivas dei sector privado de $us 
37.2 millones a $us 32 miUones, e incluyó el fortalecimiento de cinco instituciones finan- 
cieras privadas para una mejor administración de programas de crédito. También redujo 
de ocho a cinco las Instituciones Crediticias Intermediarias que se debían fortalecer para 
la mejora de sus operaciones de préstamo. 

La enmienda fue suscrita por Fernando Romero, ministro de Planeamiento y Coordi- 
nación dei gobierno de BoHvia, y G. Reginald van Raalte, director de USAID-BoHvia, de 
los Estados Unidos. 

Esta decisión dei gobierno de Víctor Paz (MNR-ADN, 1985-1989) iniciaba el pro- 
ceso de privatización de la banca de fomento que estaba a cargo de las Corporaciones 
Regionales de DesarroUo a través de las Unidades Crediticias Financieras, apartando a las 
Corporaciones Regionales de DesarroUo de su rol crediticio para promover, fomentar y 
direccionar las inversiones productivas en áreas rurales, proceso dei cual se beneficiarían 
entidades bancarias privadas cuyo ejecutivo y presidente, tiempo después, seria el mismo 
ministro Romero, quien fuera el promotor de la constitución de la Fundación para la 
Promoción y DesarroUo de la Microempresa (Prodem) y dei Banco SoUdario (Banco Sol) 
(Ardaya y Campero, 1997: 5). 








936 


Transferencia de recursos estatales del Proyecto Focas a una entidad privada 


12.1.3.3. Modificación del Proyecto Focas mediante la Carta de Implementación n.° 87 

Fue el ministro de Planeamiento y Coordinación, Samuel Doria Medina —posesionado en 
ese cargo el 9 de agosto de 1991—’^^ quien, en forma inmediata, suscribió la Carta de Imple- 
mentación n.° 87 del 13 de agosto de 1991/'^® que pretendió dar un marco legal a la priva- 
tización de la banca estatal de fomento a cargo de las Unidades Crediticias Financieras. 

Dicha carta fue suscrita en el marco del Convênio de préstamo Proyecto Focas (511- 
T-071/511-0573) que, como se senaló previamente, no había sido aprobado por el Poder 
Legislativo mediante ley, lo que invaüdaba sus efectos legales por no contar con nor¬ 
mativa interna de respaldo. Cabe senalar que Samuel Doria Medina no remitió el citado 
Convênio para su aprobación congresal y, aun así, continuo ejecutándolo y procedió a 
tomar decisiones para la transferencia de recursos financieros estatales a grupos privados, 
al margen de las leyes bolivianas. 

Las cartas de implementación suscritas en el marco del Préstamo Proyecto Focas 
(51 l-T-071/511-0573) hasta ese momento —es decir, hasta la suscripción de la Carta de 
Implementación n.° 87 del 13 de agosto de 1991— no reaüzaban modificaciones al Pro¬ 
yecto. Con el propósito de definir las bases y modalidades de la institucionalización del 
Proyecto Focas y de su sistema operativo, la Carta de Implementación n.° 87 determinó 
la transferencia de los recursos del Proyecto a una entidad privada sin fines de lucro (que, 
a su vez, debía crear una sociedad anónima —Banco— con fines de lucro) en los siguientes 
términos: 

Tan pronto como los arreglos descritos en la presente se lleven a cabo, tanto antes como 
después de la FTAP [Fecha de Terminadón de Asistencia al Proyecto], los recursos del Pro¬ 
yecto serán gestionados a través de una entidad financiera privada que realizará operadones 
de crédito en forma directa a subprestatarios del sector privado. (Cl n.° 87, sección 1, p. 2) 

La estructura del nuevo sistema comprenderá, como entidad primaria, una Fundadón con 
personalidad jurídica de derecho privado, sin fines de lucro. A su vez la Fundadón creará 
un Banco de DesarroUo, constituído juridicamente como una sociedad anónima separada y 
organizado con alcance nacional, a base de estrictos critérios de fundonaüdad, efidenda y 
autosostenimiento. (Cl n.° 87, sección 1.1, p. 2) 

La Carta de Implementación n.° 87 modificó el objetivo establecido en el Convênio del 
préstamo del Proyecto Focas sobre el “Fondo de Crédito Permanente centralizado de 
las UCF”, abriendo la posibihdad de que las Unidades Crediticias Financieras suscriban 
acuerdos de integración a la estructura del Banco, en los siguientes términos; 


759 Samuel Doria Medina Auza fue nombrado ministro de Planeamiento y Coordinación mediante Decreto Presidencial 
n.° 22886 del 9 de agosto de 1991. 

760 Esta fue proporcionada por el Ministério de Planificación del DesarroUo, el Banco Central de Bolivia, el Ministério 
de Economia y Finanzas Públicas y la Notaria de Gobierno de La Paz (unicamente en fotocopia simple). 
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La creación de la Fundación y el Banco será considerada por las partes interesadas como el 
cumpHmiento dei objetivo establecido en el anexo 1 dei Convênio de préstamo y donación, 
sección I.B., página 2, de que un Fondo de Crédito permanente sea establecido (Cl n.° 87, 
sección 1.1.3, p. 5). 

En función de sus necesidades, el Banco podrá acordar con las actuales Unidades Crediticio 
Financieras (UCF) procedimientos y acciones de colaboración y, en los casos en que el Banco 
lo estime conveniente, acuerdos de integración a la estructura dei Banco. (Cl n.° 87, sección 
1.1.4, p.5) 

Estos acuerdos, asumidos por Samuel Doria Medina como ministro de Planeamiento 
y Coordinación, hacían modificaciones de fondo dei Convênio de préstamo. Anterior¬ 
mente, en caso de que dicho Convênio hubiera sido aprobado por Ley en el Poder Legis¬ 
lativo, habría ameritado, al menos, una enmienda. Sin embargo, el ministro Fernando Ro- 
mero Moreno y el gobierno de Víctor Paz Estenssoro ejecutaron el crédito incumpliendo 
su deber de aprobación congresal. 

La Carta de Implementación n.° 87 —que carecia de respaldo normativo alguno— le 
otorgó al ministro Samuel Doria Medina la potestad de aprobar las personas que com- 
pondrían la Fundación privada a conformarse; 

La Fundación estará conformada por un conjunto de personas físicas de reconocida experien- 
cia y probidad. La nómina de sus miembros fundadores será acordada entre los proveedores 
externos de capital (USAID, CAF) y aprobada por el Ministério de Planeamiento y Coordina¬ 
ción. (Cl n.° 87, punto 1.1.1., p. 3) 

Como se verá más adelante, el ministro aprobó la conformación de la Fundación con 
socios políticos y económicos como participantes. 

En relación al Banco que debía crear la Fundación a la que se transferirían los recursos 
dei Proyecto Focas , los acuerdos asumidos senalaban los siguientes aspectos; 

El Banco será una institución financiera rentable y autosostenida, que realizará operaciones de 
financiamiento de 'primer piso' directamente con los usuários. La Fundación será inicialmente 
la propietaria principal de las acciones dei Banco. Para cumpbr un requisito legal, otras dos 
entidades corporativas privadas, sin fines de lucro, serán accionistas nominales dei Banco. Las 
acciones de la Fundación serán financiadas principalmente por la transferencia de las carteras 
de Focas y CDD de la Fundación al Banco. (Cl n.° 87, sección 1.1.2., pp 3-4) 

El Banco que la Fundación estaba obligada a crear —y dei cual seria, inicialmente, 
su principal propietaria— debía realizar operaciones de financiamiento de “primer piso” 
directamente con los usuários. Por otra parte, en ninguna parte de la carta de implemen¬ 
tación se determina cómo y a quiénes, posterior mente, seria transferida esa propiedad. 
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La Carta de Implementación n.° 87 autorizaba a la Fundación a financiar sus acciones 
en el Banco por la transferencia de las carteras del Proyecto Focas y del Proyecto CDD, 
es decir que en dicha carta se asumían decisiones sobre otro proyecto, no concretadas 
por la oposición de las Corporaciones Regionales de DesarroUo (CDD) que argüían que 
esos recursos debían ser donados por USAID a las CDDfi'^^ Asimismo, para cumpHr 
requisitos legales para la creación del Banco, se autorizaba a la Fundación a incorporar a 
dos entidades corporativas privadas sin fines de lucro como “accionistas nominales” del 
Banco (el anexo 1 de la Carta de Implementación sugeria a la Confederación de Empre¬ 
sários Privados y la Câmara Nacional de Exportadores); sin embargo, este punto seria 
modificado posterior mente por la Enmienda n.° 11. 

En la Carta de Implementación n.° 87 también se acordaba la transferencia de recur¬ 
sos a la Fundación privada en los siguientes términos: 

El GOB transferirá a la Fundación la cartera del Proyecto Corporaciones Departamentales 
de DesarroUo (CDD), así como la cartera del Proyecto ‘Focas ’, en calidad de préstamo. Estas 
carteras deberán incluir los préstamos vigentes y también los recursos no desembolsados. La 
Fundación amortizará el referido préstamo, pagando al GOB el mismo monto -o su equiva¬ 
lente financiero- que el GOB debe por su parte pagar al Gobierno de los Estados Unidos, por 
concepto de las referidas Uneas de crédito, que correspondeu a las obUgaciones emergentes de 
los convênios 511-T-064/W065 y 511-T-071 (Cl n.° 87, sección 1.2.1., p. 5). 

Las transferencias que se estipulan en el párrafo 1.2.1 se considerarán ejecutadas al dia siguien- 
te de la fecha de la Resolución Suprema que otorgue personalidad jurídica a la Fundación, y 
serán perfeccionadas con la suscripción de un documento contractual entre el GOB y la Fun¬ 
dación, dentro de los 30 dias de la fecha antes senalada. Si fuese necesario, el GOB autorizará 
estas transferencias mediante Decreto Supremo (Cl n.° 87, sección 1.2.3., p. 6). 

En esta carta se pretendia disponer recursos de otros convênios de préstamo, 
como el Convênio 511-T-064/W065 (denominado Proyecto CDD). Además, se acor¬ 
daba disponer de fondos otorgados por la Secretaria Ejecutiva del PL-480 a los pro- 
yectos CDD y Focas ; 

Los recursos otorgados por la Secretaria Ejecutiva de la PL-480 bajo el Proyecto CDDs y el 
Proyecto Focas serán transferidos a la Fundación, en las condiciones a acordarse entre la Se¬ 
cretaria Ejecutiva de la PL-480 y la Fundación (Cl n.° 87, sección 1.2.2., p. 5). 


761 La oposición de las Corporaciones está registrada en correspondência de la época como la carta de 15 de mayo de 
1992, remitida por el Abogado Rafael Parada M. a Jaime Velasco Suárez, gerente de la UCF-Santa Cruz. También se 
encuentra reflejada en pubücaciones de médios de prensa a los que se hace referencia en la Carta PRES 025/94, del 17 
de febrero de 1994, remitida por Álvaro Moscoso Blanco, presidente de CORDECO, a Fernando lüanes de la Riva, 
ministro de Hacienda y DesarroUo Económico. 
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El monto desembolsado por la Secretaria Ejecutiva dei PL-480 al Proyecto Focas era, 
al 31 de diciembre de 1991, de $us 5.822.900. Posterior mente, el 14 de julio de 1993, la 
UCP/Focas entrego a Funda-Pro la suma de $us 4.910.000. Se desconocen los térmi¬ 
nos en los que se realizo esa transferencia. 

Es importante destacar que la Carta de Implementación n.° 87 fue suscrita el 13 de 
agosto de 1991 y el Acuerdo de Condonación con el gobierno de Estados Unidos, diez 
dias después, es decir, el 23 de agosto de 1991. Aunque el ministro Doria Medina negocio 
ambos documentos, no existe ningún condicionamiento escrito que conecte estos dos 
hechos; por el contrario, dicho funcionário público conocia que los recursos dei Proyecto 
Focas serian condonados por el gobierno de los Estados Unidos y decidió disponerlos 
en favor de una entidad privada. Este y otros hechos configuran una nueva irregularidad 
que afecta economicamente los intereses dei Estado, resultante dei accionar dei entonces 
ministro de Planeamiento y Coordinación, y otros. 

12.1.3.4. Algunas características de la cartera Focas en 1991 

El Proyecto Focas consistia en “proveer créditos que ayuden al desarroUo y financiamien- 
to de la agroindústria e inversiones de servicio industrial en áreas secundarias de Bohvia” 
(Convênio de préstamo, art. 1). En ese marco, su principal actividad se traducía en la 
otorgación de préstamos para el financiamiento de los denominados “subproyectos” en 
las diferentes áreas secundarias de la actividad económica; agroindústria, industria, servi- 
cios, artesanía y turismo. 

De acuerdo al informe anual 1991, el Proyecto Focas había realizado préstamos por la 
suma de $us 21.203.212 entre los anos 1987 y 1991. Estos recursos financiaron 365 pro- 
yectos en diferentes áreas secundarias de la economia boliviana, de acuerdo a lo descrito 
a continuación; 


Cuadro 290. Financiamiento por actividad dei Proyecto Focas (ai 31 de diciembre de 1991) 



Fuente: Informe de ActividadesGestión 1991. Focas, 1992. 


762 Fundación para la Producción (Funda-Pro). Informe sobre el examen de los Estados Flnancleros dei período terminado 
el 31 de diciembre de 1992, elaborado por CenteUas, Terán, Yánez & Asoclados. La Paz, 27 de agosto de 1993. 
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De los $us 21.203.212 con los que Focas financio 365 subproyectos, se destinaron $us 
15,3 miUones a capital de inversión y $us 5,9 miUones a capital de operaciones. 

Tal como se evidencia en el cuadro anterior, las actividades productivas fueron finan¬ 
ciadas con más del 84% del presupuesto del Proyecto Focas mientras que las actividades 
de servicios y turismo se financiaron con el 15,5% restante. Las actividades con mayor 
financiamiento fueron las productivas: el sector agroindustrial fue el más beneficiado, con 
el 42% del total de recursos del Proyecto, destinados a 127 subproyectos; seguido por 
el de la industria, con poco más del 20% para 88 subproyectos; el agropecuário, con el 
16,4% para 71 proyectos, y el agrícola con el 5% del presupuesto para 36 proyectos. 

Con esa inversión, el Proyecto Focas generó 5.024 empleos en forma directa, y en 
total se habrían generado 21.754 empleos indirectos al 31 de diciembre de 1991.Los 
365 subproyectos no solo contaron con el financiamiento de $us 21,2 miUones del Pro¬ 
yecto Focas , sino que a ese monto se sumaron $us 35,8 miUones del aporte propio de 
los inversionistas; así, la inversión total para el desarroUo de los subproyectos alcanzó la 
suma de $us 57,0 miUones. Esta inversión y otros importantes indicadores de impacto 
socioeconómico del Proyecto Focas se exponen a continuación; 


Cuadro 291. Indicadores de impacto socioeconómico de Proyecto Focas (1991) 


Descripción 

Monto acumulado 

Al 30/03/1991 

Al 31/12/1991 

Generación de valor agregado 

$us43,2millones 

$us 45,2 millones 

Generación de divisas 

$us 27,3 millones 

$us 36,8 millones 

Demanda insumos nacionales 

$us 50,8 millones 

$us 52,8 millones 

Generación empleos 

19.803 

21.754 

Número de subproyectos 

321 

365 

Inversión total 

$us 52,8 millones 

$us 57,0 millones 

Financiamiento Focas 

$us 18,9 millones 

$us 21,2 millones 

Capital de inversión 

$us 13,3 millones 

$us 15,3 millones 

Capital deoperación 

$us 5,6 millones 

$us 5,9 millones 

Aporte propio inversionista 

$us 33,9 millones 

$us 35,8 millones 


Fuente: Informe de Actividades Gestión 1991. Focas ,1992. 


La generación del valor agregado había alcanzado la suma de 45,2 miUones de dólares 
al 31 de diciembre de 1991, con divisas por un valor de 36,8 miUones de dólares, además 
de una demanda de insumos nacionales de 52,8 miUones de dólares. 

Asimismo, el cuadro anterior muestra los montos acumulados al 30 de marzo de 1991 y 
al 31 de diciembre de 1991; aUí, se puede constatar que en el transcurso de esos seis meses se 
logró un importante crecimiento, marcando una recuperación con relación a gestiones pasa- 
das. Los datos expuestos a continuación, que muestran el número y la distribución espacial 
de los subproyectos financiados por ano y por departamento, confirman ese crecimiento: 


763 Informe de actividades. Gestión 1991. Focas , 1992. 
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Cuadro 292. Subproyectos anualmente atendidos, por UCF (1987-1991) 



Fuente: Informe de ActividadesGestión 1991. Focas, 1992. 

La mayor cantidad de subproyectos financiados con recursos de Focas se encontraban 
en el departamento de Cochabamba; un total de 120, casi triplicando el número de pro- 
yectos de los demás departamentos. 

El financiamiento para el crédito a estos subproyectos provenía de USAID, de los 
recursos dei Préstamo Proyecto Focas (511-T-071/511-0573) cuyos desembolsos, hasta 
el 31 de diciembre de 1991, habían alcanzado la suma de $us 14.802.700; únicamente 
faltaba el desembolso de $us 197.300 para Uegar a los $us 15.000.000 comprometidos. 
Pero el Proyecto Focas no solo tenía financiamiento de ese préstamo, sino que contaba 
con financiamiento dei PL-480 que había comprometido $us 6.500.000 (y hasta el 31 de 
diciembre de 1991 había desembolsado la suma de $us 5.822.900). 

Al respecto de los créditos con los que se había implementado el Proyecto Focas , 
el informe de actividades de 1991 senala que, al haberse aprobado la condonación de la 
deuda externa con los Estados Unidos de América 

... este hecho tenía que afectar los estados financieros dei Proyecto, por cuanto doce de los 
quince m ill ones comprometidos para Focas por USAID/B eran inicialmente recursos pres¬ 
tados, y, en consecuencia, se efectuaron las provisiones contables para garantizar su repago, 
según las condiciones dei préstamo. (Informe de actividades Gestión 1991. Focas , 1992) 

12.2. Condonación de la deuda bilateral con EEUU y extinción dei Convênio de 
Préstamo Proyecto Eocas 

El 23 de agosto de 1991, los gobiernos de Bohvia y de los Estados Unidos de América 
suscribieron el “Acuerdo referente a la Cancelación de Ciertas Deudas que se deben al 
Gobierno de los Estados Unidos”, cuyo artículo II determina; 

La suma total de la deuda cancelada en vktud de este Acuerdo es de $341.260.846,62 para el 30 de 
junio de 1991, que se ajustará para otros desembolsos e intereses acumulados, y que representa toda 
la deuda que debe el Gobierno de Bolivia al Gobierno de los Estados Unidos de América por con- 
cepto de acuerdos de préstamos de asistencia económica concertados entre los dos gobiernos. 

Complementariamente, el artículo III dei mismo acuerdo senala que; 


















942 


Transferencia de recursos estatales del Proyecto Focas a una entidad privada 


... nada de lo acordado en este Convênio afectará las obügaciones recíprocas del Gobierno de 
Boüvia y el Gobierno de los Estados Unidos con respecto a otros acuerdos, contratos, donacio- 
nes o préstamos que no se hayan enumerado específicamente en el anexo A de este Convênio. 

El anexo A incluye, entre los créditos condonados, el Convênio de préstamo para 
el Proyecto Focas (511-T-071) con un monto de $us 12.003.445, fondos que fueron 
desembolsados hasta el 30 de junio de 1991. 

Es importante subrayar que ninguno de los tres artículos que condene el Acuerdo de 
cancelación de deuda hace referencia a condicionamiento alguno para esa condonación. 

Por otra parte, el acuerdo fue suscrito por Samuel Doria Medina Auza, en represen- 
tación del Gobierno de Boüvia el 23 de agosto de 1991, cüez dias después de que él mis- 
mo suscribiera la Carta de Implementación n.° 87 mecüante la cual determino transferir 
recursos al sector privado. En consecuencia, esta concatenación de hechos configura un 
nuevo hecho que afecta economicamente al Estado, atribuible a Samuel Doria Medina. 

Uno de los efectos más importantes que conUeva la condonación —o cancelación, 
como denomina el Acuerdo Bilateral suscrito— del Préstamo Proyecto Focas (511-T-071) 
fue la extinción de la relación que se hubiese generado como efecto del Convênio de 
préstamo senalado, por lo que toda acción posterior, además de ser ilegal por tratarse de 
un préstamo no aprobado por el Poder Legislativo mediante ley, no contaba con ningún 
marco legal y, por tanto, no podia producir efectos jurídicos en el país. 

12.3. Constitución de una fundación para la transferencia de los recursos 
estatales del Proyecto Focas 

12.3.1. Marco legal para la constitución de fundaciones 

El marco jurídico sobre fundaciones en Boüvia responde a su condición de persona co- 
lectiva de tipo asociativo, reconocida por el Código Civil boüviano; 

DE LAS PERSONAS COLECTIVAS 
CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

ARTÍCULO 52. (ENUMERACIÓN GENERAL). Son personas colectivas: 

1) El Estado boüviano, la Iglesia catóüca, los municípios, las universidades y demás entidades 
públicas con personaüdad jurídica reconocida por la Constitución Poütica y las leyes. 

2) Las asodaciones mutualistas, gremiales, corporativas, asistenciales, benéficas, culturales en 
general, educativas, reügiosas, deportivas o cualesquiera otras con propósitos ücitos, así 
como las fundaciones. Elias se regulan por las normas genéricas del Capítulo presente, sin 
perjuicio de las leyes y disposiciones espedales que les condernen. Las órdenes, congrega- 


764 El monto de |us 12.003.445 es la suma de cinco desembolsos realizados entre el 23 de julio de 1986 y el 30 de 
septiembre de 1988, coincidente al monto comprometido por USAID y reflejado en la Enmienda n.° 8 del 29 de 
marzo de 1990. 
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ciones y otros institutos dependientes de la Iglesia Católica se rigen internamente por las 
disposiciones que les son relativas. 

3) Las sociedades civües y mercantiles que se regulan por las disposiciones respectivas dei Código 
presente y por las dei Código de Comercio y leyes correspondientes. (Código Civü, art. 52,2) 

Tomando en cuenta que “en las asociaciones existen dos substratos; el personal y el real”,^'’^ 
la doctrina jurídica considera que “mientras que las asociaciones y sociedades evocan un con¬ 
glomerado de personas {universitaspersonaruni), las fundaciones se configuran por un conjunto 
de bienes {universitas honorump'' (Labaríega, 2005). El que las fundaciones sean un conjunto de 
bienes, también denominado ''universitas rerum\ se debe a que tiene su base en el substrato real, 
que es el patrímonio o conjunto de bienes afectados a un fin Kcito, posible y determinado. 

Por eUo, Alessandri senala que las fundaciones son “una organización dirigida a un 
fin determinado, y en eUas predomina el elemento patrimonial” (Alessandri et al., 1998: 
539). La importância dei patrímonio en la constitución de la fundación es compartida por 
todos los autores de la doctrina jurídica; Ochoa sostiene que: 

La fundación es aquel negocio jurídico no recepticio e irrevocable, inter vivos o por testa¬ 
mento, sin agrupación de individuos, por el cual bienes, o sea un patrímonio, separado dei 
fundador, se consagra o destina a un fin permanente, no bien perpetuo, es decir a la consecu- 
dón de un fin de utilidad general, artístico, científico, üterario, benéficos o sociales dotado de 
personalidad jurídica independiente y propia. (Ochoa, 2006: 748) 

Ochoa coincide con Alessandri en que el patrímonio es el elemento central de una 
fundación, y cuando senala que ese “patrímonio, separado dei fundador, se consagra o 
destina a un fin permanente”, deja claro que el patrímonio separado o afectado es dei 
patrímonio dei fundador (o fundadores). En la doctrina jurídica, el patrímonio de la 
fundación también se denomina negocio fundacional (Labaríega, 2003).^'^'’ Acorde a su 
definición, Ochoa observa cuatro elementos estructurales de la fundación; 

1° el elemento personal, el cual comprende al fundador y a los destinatários; 2° el elemento real 
constituído por un patrímonio al que se le dota de una determina organización; 3° el elemento de 
fin o propósito permanente, y que rige el patrímonio de la misma por lo que la organización no es 
sino el medio o instrumento; y 4° una cierta intervención dei Estado. (Ochoa, 2006: 748-749) 

Para Ochoa, los tres primeros elementos son esenciales y el cuarto es accidental. En 
la Knea argumentai de que el patrímonio es indispensable para la constitución de una 
fundación, hace énfasis senalando que; 


765 Quisbert, “Personas Colectivas 11”, Apuntes Jurídicos. 

Extraído de: http://jorgemachicado.blogspot.com/2013/01/pcii.html. Consulta: miércoles 23 de noviembre de 2016. 

766 El negocio fundacional ha de estar conformado por: a) una base econômica, esto es un conjunto de bienes extraídos 
dei patrimônio dei fundador para erigir otro autónomo; b) la organización elemental y suficiente de dichos recursos 
para el funcionamiento de la institución; y c) la fijación dei fin al que se supeditan dichos fondos (Labariega, 2003: 73). 
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1. La asignación o adscripción de un patómonio a un fin es el elemento esencial para el nacimiento o 
aparición de las fundaciones que implica el acto de voluntad de una persona, denominada fundador, 
de desatinar unos determinados bienes a la consecución de un fin. Tal es el denominado sustrato 
real esencial de las fundaciones puesto que sin patrimônio no existe la fundación, no siendo ne- 
cesaria agrupación de personas para acordar su existência sino tan solo la voluntad unilateral de una 
personas (sic) o varias de vincular bienes a la consecución de fines altruistas. (Ochoa, 2006: 749) 

En esa línea doctrinal, la normativa boliviana define que “la fundación tiene por obje¬ 
tivo afectar bienes, por la voluntad de una o más personas, a un fin especial no lucrativo” 
(Código Civil, art. 67). 

Como se verá a continuación, los trece ciudadanos bolivianos que fungen como funda¬ 
dores de la Fundación para la Producción no afectaron sus bienes privados para constituiria 
(salvo una suma de dinero irrisória, menor a 10 centavos de boliviano) y, peor aún, afecta¬ 
ron bienes de propiedad estatal; los recursos financieros del Proyecto Focas . Este hecho 
violenta el artículo 67 del Código Civil ya citado y la doctrina referida a las fundaciones. 

12.3.2. Acta de constitución de la Fundación para la Producción 

El 8 de enero de 1992,13 ciudadanos bolivianos suscribieron el Acta de Constitución de 
una fundación denominada Fundación para la Producción (Funda-Pro, 02/04/1992).^*'^ 
Esos 13 miembros fundadores eran los siguientes; 

• Juan Jorge Aitken Castedo, con cédula de identidad 1273153 PT. 

• Enrique Blanco de la Fuente, con cédula de identidad 115312 LP. 

• Luís Fernando Campero Prudencio, con cédula de identidad 084188 LP. 

• Juan Demeure Vander, con cédula de identidad 223136 LP. 

• Raúl Espana Smith, con cédula de identidad 717342 LP. 

• Jorge GameHn Muckled Resck, con cédula de identidad 571892 OR. 

• Oswaldo Gutiérrez Ortiz, con cédula de identidad 1690574 BN. 

• José GuiUermo Justiniano Sandoval, con cédula de identidad 1491466 SC. 

• JuUo Kohlberg Campero, con cédula de identidad 1603814 TJ. 

• Walter Núnez Rodríguez, con cédula de identidad 2020897 LP. 

• Roberto Pena Rodríguez, con cédula de identidad 759479 CB. 

• Sérgio Prudencio Tardio, con cédula de identidad 2353123 LP. 

• Marcelo Santa Cruz Urriolagoitia con cédula de identidad 1035149 CH. 

(Funda-Pro, 02/04/1992).’^® 


767 El documento no Ueva la sigla Funda-Pro que luego es utilizada en sus actividades como Fundación. 

768 En el capítulo correspondiente al anáüsis de “Redes de poder”, que forma parte de la presente investigación, se 
anaüzan las vinculaciones poKticas y empresariales de estos actores. 
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En el párrafo final dei acta, se establecía que Carlos Calvo Galindo fuera considerado 
también miembro fundador a pesar de estar ausente, además de dejar constância de la deci- 
sión de invitar a tres mujeres para que completaran la Hsta de miembros fundadores; esto a 
fin de anadir participación femenina en la Fundación.^'^’ Posteriormente, considerando esta 
última decisión, fueron incorporadas como fundadoras Karin Steinbach de Sucre e Ingrid 
Guttentag Mohr. Cabe hacer notar que Funda-Pro en su página web (http;//www.fun- 
dapro.org.bo/), consultada en noviembre de 2014 y en 2015, consignaba como miembros 
fundadores a todos los mencionados, exceptojuan Jorge Aitken Castedo. 

Es posible que en el acto de constitución de una fundación no esté presente uno de 
sus fundadores, pero en el Acta de Constitución no se senaló cuál fue el patrimônio que 
ese fundador no presente (Carlos Calvo) afectó en favor de la Fundación. Por otro lado, 
respecto a la declaración de hacer la invitación, como fundadoras, a dos personas, no es 
pertinente ya que la fundación no es una agrupación de personas sino un patrimônio que 
se afecta para la consecución de sus fines altruístas. 

La finahdad y objetivos altruístas que se planteó la Fundación para la Producción esta- 
ban contenidos en la cláusula tercera dei Acta constitutiva en los siguientes términos: 

La Fundación tendrá como finalidad esencial promover el desarroUo dei país y el consiguiente 
mejoramiento de los niveles de bienestar y calidad de vida de la sociedad boliviana, mediante 
diversas acciones dirigidas especialmente a promover el fortalecimiento de la capacidad pro- 
ductiva de la nación a través dei apoyo a actividades y proyectos productivos dei sector privado. 
Para el cumpbmiento de sus objetivos, la Fundación propiciará diversas actividades de las áreas 
de financiamiento, investigación y difusión asistencia técnica, formación de recursos humanos, 
respaldo a la creación de empresas, acciones de apoyo al desarroUo social comunitário y las 
otras que figuran en el acta constitutiva y en los Estatutos. (Funda-Pro, 02/04/1992) 

Para lograr esos objetivos, el patrimônio de la Fundación era de $b5.250, tal como 
se expresa en la cláusula quinta dei Acta de Constitución; “[e]l patrimônio inicial de la 
fundación está constituido por el aporte de sus fundadores de $b.5.250 y los aportes, 
contribuciones, donaciones, ingresos y los bienes muebles e inmuebles que en el futuro 
adquiera a cualquier título” (Funda-Pro, 02/04/1992). 

Como se puede apreciar, en el Acta de Constitución no se identificó cuál es el patri¬ 
mônio que afecta cada uno de los fundadores, como corresponde al negocio jurídico de 
la fundación; por el contrario, senala solamente un patrimônio global de $b5.250. Esto es 
importante al momento de determinar el derecho de cada uno de los firmantes dei Acta 
de Constitución a ser fundador, ya que esa calidad solo la pueden tener quienes afectan 


769 En el párrafo prévio a la conformidad de los firmantes se senala: “en vista de haber aceptado la invitación para 
participar en la fundación, aunque no pudo concurrir al acto constitutivo, se considera miembro fundador, además 
de los mencionados y abajo firmantes, al Sr. Carlos Calvo Galindo. En mérito a que no fue posible concretar, hasta 
el momento, una participación femenina, como se tiene previsto en las bases concertadas por los organismos 
propiciadores, se deja constância de que serán también miembros fundadores tres damas, que serán invitadas a 
conformar la Fundación de la misma manera como lo fueron los miembros que se incorporan en el presente acto”. 
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su patrimônio para constituir la fundación, “no siendo necesaria agrupación de personas 
para acordar su existência sino tan solo la voluntad unilateral de una personas (sic) o va¬ 
rias de vincular bienes a la consecución de fines altruístas” (Ochoa, 2006; 749). 

El patrimônio afectado por los fundadores está en Pesos bolivianos y no en Boli¬ 
vianos, los Pesos bolivianos dejaron de circular en 1987, en cumplimiento de la Ley 
901 del 28 de noviembre de 1986 que creó el Boliviano como nueva moneda nacio¬ 
nal. El primer artículo de esa ley senalaba lo siguiente: “Un BOLIVIANO tendrá 
una paridad equivalente a un millón de pesos bolivianos ($bl.000.000). La centésima 
parte del BOLIVIANO se denominará centavo”. De tal manera que, el patrimônio 
de Funda-Pro ($b.5.250) —de acuerdo a esa equivalência— era de Bs0,005, menos de 
un centavo de Boliviano. 

Por esas consideraciones, el irrisorio patrimônio afectado no es proporcional al fin 
que pretende la Fundación a constituirse y no constituye el sustrato real esencial requeri¬ 
do para constituir una fundación. 

Pero esta ausência de patrimônio se agrava cuando los 13 fundadores determinan una 
“afectación de bienes” de propiedad estatal, en los siguientes términos: 

Se acordó asimismo afectar al cumplimiento de sus finalidades, los fondos de la cartera del proyecto 
de formación de capital en áreas secundarias (Focas ), los de la cartera Corporaciones Regionales 
de DesarroUo y los otros recursos y activos a que se refieren la sección 1.2 del convênio entre los 
gobiernos de los Estados Unidos de América y de Boüvia suscrito el trece de agosto de mil nove- 
cientos noventa y uno, mediante la carta de implementación n.° 87. (Funda-Pro, 02/04/1992) 

Los fundadores de Funda-Pro acordaron afectar recursos económicos de pro¬ 
piedad del Estado; los fondos de la cartera del Proyecto Focas , así como los de la 
cartera del Proyecto de las Corporaciones Regionales de DesarroUo (CDD) y otros 
recursos y activos referidos en la Carta de Implementación n.° 87 suscrita por el 
ministro de Planeamiento y Coordinación Samuel Doria Medina, bienes que eran 
de propiedad del Estado y no de los fundadores de Funda-Pro. Es decir que para la 
constitución de Funda-Pro, trece ciudadanos acordaron afectar bienes ajenos, peor 
aún, recursos del Proyecto Focas que eran de propiedad del Estado boliviano como 
efecto de la condonación de la deuda con los Estados Unidos, mediante el Acuerdo 
bilateral del 23 de agosto de 1991. 

Tanto el aporte inicial de los fundadores, de menos de un centavo de Boliviano, como 
la afectación de bienes que no eran de propiedad de los fundadores, no corresponden 
a la constitución de una fundación; en consecuencia, los fundadores de Funda-Pro no 
cumpUeron con un atributo fundamental exigido para constituir una fundación; afectar 
los bienes propios para destinarlos a un fin especial no lucrativo. 

De acuerdo al Acta de Constitución de la Fundación para la Producción, los fundado¬ 
res eHgieron un Directorio provisional constituído por; 
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Presidente; Raúl Espana Smith 

Vicepresidente: José Guillermo Justiniano Sandoval 

Tesorero; Luis Fernando Campero Prudencio 

Vocales: Marcelo Santa Cruz Urriolagoitia 

Juan Demeure Vander 

A su vez, al momento de la fundación se encomendo a Raúl Espana, presidente, y 
a Luis Fernando Campero Prudencio, tesorero, realizar los trâmites de obtención de la 
personería jurídica de la nueva fundación; 

Se encomendó al Directorio la reaüzación, por medio de su Presidente y dei Tesorero para 
efectuar el trâmite de reconocimiento de personaüdad jurídica y aprobación de los Estatutos 
y el Reglamento, así como para realizar todas las gestiones y actos pertinentes para concluir y 
perfeccionar el establecimiento de la Fundación y obtener las autorizaciones y registros nece- 
sarios para su legal funcionamiento (Funda-Pro, 02/04/1992). 

Dos meses después de la firma dei Acta de Constitución de la Fundación para la Pro- 
ducción, Luis Fernando Campero Prudencio fue nombrado ministro dei Gabinete dei 
presidente Jaime Paz Zamora. 

12.3.3. Otros aspectos en la constitución de Funda-Pro 

El régimen legal para la constitución de las fundaciones al que debió sujetarse la constitu¬ 
ción de Funda-Pro establece las siguientes determinaciones al respecto; 

Los organizadores de una asociación o los comisionados para el efecto, presentarán ante la 
Prefectura dei Departamento; el acta de fundación con el nombre, profesión y domicilio de los 
fundadores; el estatuto y reglamento; y el acta de aprobación de estos últimos. (Art. 58, CC) 
El Prefecto dei Departamento dispondrá, prévio dictamen fiscal y mediante auto motivado, la 
protocolización de la escritura o testamento en el respectivo registro de la Notaria de Gobier- 
no. En lo demás, se estará a lo dispuesto por los artículos 58 y 59. (Art. 68.11, CC) 

Se elevará un testimonio de todo lo obrado ante el Ministério correspondiente para el trâmite sobre 
reconocimiento de la personalidad jurídica, mediante resolución suprema. (Art. 58.11, CC) 

Como senala el Acta de Constitución de 8 de enero de 1992, el trâmite de obtención 
de personería jurídica y aprobación de Estatutos y Reglamento de la Fundación para la 
Producción fue encomendada a Raúl Espana Smith (presidente) y a Luis Fernando Cam¬ 
pero Prudencio (tesorero). Es así que, el 13 de febrero de 1992, Raúl Espana Smith pre- 
sentó el trâmite de sohcitud de personería jurídica ante la Prefectura dei Departamento 
de La Paz, el abogado firmante de la sohcitud fue Rosendo Montano M. Cabe senalar que 
los Estatutos de la Fundación para la Producción, presentados para su protocohzación y 
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posterior obtención de personería jurídica, no senalaban en forma expresa el patrimônio 
que los fundadores afectaron para constituir la Fundación, solo se indica que “el patri¬ 
mônio de la fundación está constituido por el aporte inicial de los miembros fundadores 
que se acredita en el acta constitutiva” (Funda-Pro, s. f). 

Por la revisión documental realizada, se pudo evidenciar que el memorial de soHcitud 
del 11 de febrero de 1992 ingresó a la Prefectura del Departamento de La Paz el 13 de 
febrero de 1992 y pasó a la Dirección Legal Jurídica el 17 de febrero del mismo ano. A 
pesar de que Uevaba fecha del 17 de febrero de 1992, el auto de remisión del expediente 
para vista fiscal fue remitido a la Fiscalía el 10 de marzo de 1992, a las 15:00 horas, Ue- 
vando la firma de Maria Isabel Carrasco Imafia, secretaria general de la Prefectura del 
Departamento de La Paz. 

La fiscal de Partido Civil y Familiar, Maritza Cuevas Ruelas, en menos de una hora apro- 
bó el Acta de Constitución, los Estatutos y el Reglamento de la Fundación para la Produc- 
ción, ignorando la ausência de patrimônio de la Fundación y las demás irregularidades de 
forma descritas anteriormente. Esa aprobación fue redactada en los siguientes términos; 

Senor Prefecto del Departamento. Dictamina. Encontrándose la documentación conforme lo 
determina el art. 58 y sig. del Código Civü corresponde a su autoridad dictar auto motivado 
instruyendo a la Notaria de Gobierno la protocoUzación y sea previa las formalidades de Ley. 
La Paz, marzo 13 de 1992. Fdo. Dra. Maritza Cuevas Ruelas Fiscal de Partido Civil y Familiar 
(Cuevas Ruelas, 1992 en: Testimonio 74/92). 

La Fiscalía tenía la obhgación de no dar curso al trâmite de Fundación para la Produc- 
ción, toda vez que los ciudadanos, que figuran como fundadores, no afectaron un patrimô¬ 
nio proporcional con los fines y objetivos que dicha Fundación planteaba, además de que 
el aporte individual no estaba expresado, elemento esencial en el que se basa el derecho a 
tener la condición de fundadores. Por su parte, la abogada Maritza Cuevas Ruelas, fiscal 
de Partido Civil y Familiar, incumple la obhgación de velar por el patrimônio del Estado, 
ilegalmente afectado por particulares, y da un dictamen fiscal positivo a esta üegalidad. 

El 16 de marzo de 1992, a las 16:00 horas, el dictamen de la fiscal fue remitido a la Direc¬ 
ción Legal de la Prefectura del Departamento de La Paz. El trâmite fue aprobado, ese mis¬ 
mo día, por el prefecto Adolfo Sohz Antezana, con la emisión de la Resolución Prefectural 
RAP n.° 060/92 que dispuso la “legahzación y consiguiente protocohzación del Estatuto 
Orgânico, Reglamento Interno y otros documentos presentados por la Fundación para la 
Producción, por ante el registro correspondiente de la Notaria de Gobierno”. Adolfo Sohz 
Antezana, quien ejercía el cargo de prefecto de La Paz y era un conocido dirigente del Mo- 
vimiento de Izquierda Revolucionaria (MIR), aprobó el trâmite de esa Fundación sin que 
existiera una dotación patrimonial suficiente para tener esa condición y dio curso al despojo 
del patrimônio estatal que estaba siendo afectado por personas particulares (recursos del 
Proyecto Focas ). Esa Resolución consigna también la firma de la secretaria general de la 
Prefectura, Maria Isabel Carrasco Imana, y el seho de la Dirección Jurídica. 
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Es importante senalar que, al día siguiente, 17 de marzo de 1992, Luis Fernando 
Campero Prudencio, socio fundador y tesorero de la Fundación para la Producción, 
nominado en el Acta de Constitución para realizar los trâmites de personería jurídica, 
fue nombrado ministro de Industria y Comercio y Turismo™ dei presidente Jaime Paz 
Zamora, siendo también militante dei Movimiento de Izquierda Revolucionaria. 

Con el dictamen fiscal favorable y la resolución dei prefecto Soliz, el 10 de abril de 
1992, la notaria de Gobierno en suplencia legal, Maria Esther VaUejos, notaria de Minas 
y Petróleo dei Distrito Administrativo de La Paz, protocolizo los documentos relativos a 
la legaltzación de Estatuto Orgânico y Actas de la Fundación para la Producción, trans- 
cribiendo la ilegalidad referida a la ausência de una dotación patrimonial necesaria para 
la constitución de una fundación y la afectación de propiedad estatal por ciudadanos 
particulares (recursos dei Proyecto Focas ). 

Con dichas irregularidades de por medio, el 20 de agosto de 1992, Jaime Paz Zamora, pre¬ 
sidente de la República, y Samuel Doria Medina, ministro de Planeamiento y Coordinación, 
suscribieron la Resolución Suprema 211183 reconociendo la personería jurídica de la Funda¬ 
ción para la Producción (Funda-Pro) y aprobando sus Estatutos y Reglamento Interno. 

12.4. Enmiendas al Convênio de Préstamo Proyecto Focas 

El Convênio de Préstamo Proyecto Focas (511-T-071) fue condonado mediante el Acuer- 
do bilateral suscrito entre los Gobiernos de Bolivia y los Estados Unidos de América, el 
23 de agosto de 1991 (BOLIVIA-EUA, 23/08/1991). El efecto legal de tal acto fue la 
extinción dei Convênio de Préstamo. 

Ese acuerdo constaba de tres artículos; el primero se referia a la cancelación y renun¬ 
cia dei Gobierno estadounidense a los derechos de amortización de todos los préstamos 
que se encontraran enüstados en el Anexo A dei acuerdo; el segundo indicaba la suma 
total de la deuda condonada ($us 341.260.846,62, al 30 de junio de 1991) y el tercero acla- 
raba que lo acordado no afectaría las obligaciones de las partes firmantes con respecto a 
otros acuerdos, contratos, donaciones o préstamos que no ingresaron a la condonación. 
Cabe senalar que ninguno de los tres artículos dei Convênio contenía condicionamiento 
alguno para la condonación de la deuda. 

El Convênio de Préstamo Proyecto Focas (511-T-071) contemplaba entre sus cláusu¬ 
las la “terminación luego dei pago total” en los siguientes términos; 

Al pagarse completamente el Capital y los intereses devengados este Convênio y todas las 
obligaciones de las Partes relacionadas con las disposiciones de este Convênio, con excepción 
de cualquier obligación emergente de los gastos de los fondos de la Donación, terminará (BO- 
LIVIA-EUA, 23/07/1986). 


770 El nombramiento de Luis Fernando Campero Prudencio fue a través dei Decreto Supremo 23097 dei 17 de marzo de 1992. 
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El acuerdo de condonación, del 23 de agosto de 1991, implico el pago total de 
capital e intereses devengados, por lo que, a partir de esa fecha, el Convênio se había 
terminado y el Gobierno de los Estados Unidos de América no podia tener ninguna 
injerencia sobre el destino que el Gobierno boliviano quisiera dar a esos recursos ya 
de su propiedad. 

Como se pondrá en evidencia, Samuel Doria Medina Auza, en su condición de mi¬ 
nistro de Planeamiento y Coordinación, suscribió las enmiendas 10 y 11 al Convênio 
de Préstamo Focas que, además de no haber tenido aprobación congresal, ya se había 
extinguido como efecto de la condonación de la deuda. Se pretendia que la Enmienda 
n.° 10 del 18 de septiembre de 1992 y la Enmienda n.° 11 del 14 de mayo de 1993 
fueran el marco legal del préstamo de recursos estatales del proyecto Focas en favor 
de la fundación privada Funda-Pro, según se observa en la Carta de Implementación 
87 del 13 de agosto de 1991. La estratégia era que estas enmiendas y la Carta de Im- 
plementación 87 aparentaran ser instrumentos bilaterales respaldados por un acuerdo 
también bilateral. Sin embargo, para que el Convênio de Préstamo Focas fuera parte de 
la normativa boliviana debía tener rango de ley, lo que nunca ocurrió pues jamás contó 
con una aprobación por el Poder Legislativo. 

Además, estas enmiendas muestran la intromisión del Gobierno de los Estados Uni¬ 
dos en la definición de políticas públicas del Estado boliviano implementadas en benefi¬ 
cio de grupos ligados al ejercicio del poder durante los gobiernos neohberales. 

12.4.1. Transferencia de recursos estatales en favor de Funda-Pro 

La Enmienda n.° 10 al Convênio de Préstamo Proyecto Focas fue suscrita el 18 de septiem¬ 
bre de 1992, más de un ano después de que ese Convênio fuera extinguido por efecto de su 
condonación (23 de agosto de 1991). Con esta enmienda, el ministro Samuel Doria Medina 
Auza autorizó e instruyó a la Unidad de Coordinación del Proyecto (UCP/Focas) la ejecución 
del nuevo sistema del Proyecto que despojaba a las Corporaciones Regionales de DesarroUo 
de los recursos estatales provenientes de los Proyectos CDD y Focas , para transferirlos a la 
entidad privada cuya creación había patrocinado junto a USAID: Funda-Pro. 

La UCP/Focas transferirá a la Fundación para la Producdón (Funda-Pro) el total de la cartera 
en vigência, recuperadones y cualesquier otros fondos o cuentas por cobrar provenientes de las 
carteras de los Proyectos Corporaciones de Departamentales de DesarroUo (CDD) y Focas , con 
excepción de los recursos correspondientes a la deuda de la UCP/Focas con la Secretaria Ejecu- 
tiva de la PL-480 bajo el Proyecto Focas (Min. de Planeamiento-EUA, 1992). 


771 Los documentos de constitución no mencionan el acrônimo de Funda-Pro y la personería jundica fue aprobada solo 
como Fundación para la Producdón. Este es el documento en el cual se empieza a utilizar Funda-Pro para hablar de 
esta fundación. 
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El Gobierno de los Estados Unidos, a través de USAID, junto a la Corporación An¬ 
dina de Fomento, patrocino la creación de la fundación denominada “Fundación para 
la Producción” cuya personería jurídica fue aprobada el 20 de agosto de 1991,^’^ con el 
aval y respaldo dei ministro de Planeamiento y Coordinación, Samuel Doria Medina. 

En la Enmienda n.° 10 se acordaron las condiciones sobre las cuales el ministro Do¬ 
ria Medina prestaria los dineros dei Proyecto Focas , condiciones que son menores a las 
que Bolívia se había comprometido a la firma dei Convênio de Préstamo y que ostentan 
carácter preferencial. El texto senala; 

La transferencia se realEará bajo la forma de un préstamo en dólares a 40 anos, con un período 
de grada de 20 anos sobre el capital y una tasa de interés dei 1% anual sobre saldos pendientes. 
Se aplicará una tasa de interés penal adicional dei 3% por ano sobre pagos demorados en más 
de un mes (Min. de Planeamiento-EUA, 1992). 

Esta decisión instruía la transferencia de recursos estatales que ya habían ingresado 
al Tesoro General de la Nación como efecto dei Acuerdo de Cancelación de Deuda 
firmado por BoHvia con el Gobierno de los Estados Unidos, por lo que disponer de 
esos recursos no era facultad de la UCP/Focas y cualquier enajenación de los mismos 
debía ser aprobada por una ley emitida por el Poder Legislativo, en cumplimiento dei 
artículo 59 de la Constitución Política dei Estado. Además, la transferencia aprobada 
por la Enmienda n.° 10 entregaba los recursos públicos en condiciones de préstamo 
más ventajosas que las que estaban establecidas, originalmente, en el crédito contraído 
por el Estado boliviano con los Estados Unidos: 

• Un interés dei 1% anual sobre saldos pendientes a favor de la Fundación, cuando 
BoHvia había recibido el crécHto al 2% anual durante los 10 primeros anos y a un 3% 
de ahí en adelante. 

• 20 anos de gracia a favor de la Fundación, cuando Estados Unidos había otorgado a 
BoHvia solo 10 anos de gracia. 

• No determina cuándo el deudor (Fundación) amortizará la deuda contraída, en con¬ 
traste con la amortización semestral que reaHzaba BoHvia, de acuerdo a las condicio¬ 
nes crediticias originales. 

Esta fue una modificación sustancial de lo acordado en la Carta de Implementación 
n.° 87 (13/08/1991) que senalaba que la Fundación pagaria al Gobierno de BoHvia el 
mismo monto que BoHvia debía pagar por las Hneas de crédito de las obHgaciones emer¬ 
gentes en el Convênio 511-T-064/W-065 (proyecto CDD) y el Convênio 511-T-071 (Pro¬ 
yecto Focas ), es decir: la Fundación debía haberse sometido a las mismas condiciones 
que BoHvia había comprometido a su acreedor bilateral. 


772 El Acta de Constitución de la Fundación para la Producción fiie suscrita por Garber A. Davidson, director a.i. de USAID/ 
BOLÍVIA y por Arturo Castanos Ichazu, representante residente de la Corporación Andina de Fomento en Bolivia. 
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Si bien la presente investigación se refiere a la transferencia de los recursos estatales 
del Proyecto Focas a una entidad privada, es importante senalar que tanto la Carta de 
Implementación n.° 87 como la Enmienda n.° 10 establecían también transferir recursos 
del Proyecto CDD; de $us 17.400.000 que las Corporaciones Regionales de DesarroUo 
consideraban que ya eran de su propiedad. Para el 18 de septiembre de 1992, las Corpo¬ 
raciones habían mostrado su desacuerdo con la transferencia de los recursos de ambos 
proyectos a una entidad privada (Funda-Pro ya se había constituido entre enero y abril de 
1992).^^^ Esto motivo que la enmienda aprobara que el préstamo a Funda-Pro se realizara 
en dos contratos de préstamo separado: 

La UCP/Focas celebrará dos contratos de préstamo separados con Funda-Pro, uno para trans¬ 
ferir los fondos del Proyecto CDD y otro para transferir los fondos del Proyecto Focas . Los 
Contratos de préstamo estipularán la fecha efectiva más pronta posible para llevar a cabo las 
transferencias. (Se reemplaza por la presente, la Sección 1.2.3. de la Carta de Implementación 
n.° 87) (Min. de Planeamiento-EUA, 1992). 

El texto citado también muestra otra modificación a lo que inicialmente se había 
acordado en la Carta de Implementación n.° 87 del 13 de agosto de 1991, esto es, la fecha 
de firma del contrato de préstamo a Funda-Pro. La Carta había definido que las transfe¬ 
rencias se consideraran ejecutadas al día siguiente de la fecha de la resolución suprema 
que otorgaba personahdad jurídica a la Fundación, y debían ser perfeccionadas en 30 dias 
mediante un contrato de préstamo firmado entre el Gobierno y la Fundación, emitién- 
dose un decreto supremo de ser necesario. La transferencia de los recursos de Focas a 
Funda-Pro, que debió hacerse el 21 de agosto de 1992, no se reahzó y no fue posible con- 
cretar la firma del contrato de préstamo hasta el 21 de septiembre de 1992. Por eUo, el 18 
de septiembre, fecha en que se firma esta Enmienda, el plazo ya no alcanza para la firma 
de los contratos de préstamo, de modo que se senala que se estipule “la fecha efectiva más 
pronta posible para llevar a cabo las transferencias”. Una vez más, se ignora la necesidad 
de la emisión de una ley para la transferencia de recursos estatales. 

También fue modificada la Carta de Implementación n.° 87, en cuanto a los pagos del 
capital e intereses del préstamo a otorgarse a la entidad privada; 

Los contratos de préstamo estipularán que el pago a capital e intereses se baga directamente 
al Tesoro General de la Nación, reservando al Ministério de Planeamiento y Coordinación el 
derecho de designar un destino diferente del pago en cualquier momento (Min. de Planea¬ 
miento-EUA, 1992). 

El ministro Doria Medina se reservaba el derecho de definir un destino diferente del 
pago al Tesoro General de la Nación (TGN) para el pago de intereses del crédito, a pesar 
de que el TGN era la entidad que tenía la facultad de administrar los recursos del Estado 


773 Carta PRES 025/94, del 17 de febrero de 1994, remitida por Álvaro Moscoso Blanco, presidente de CORDECO, a 
Fernando Illanes de la Riva, ministro de Hacienda y DesarroUo Econômico. 
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boliviano. No obstante, en la investigación no se pudo determinar cuál fue la intenciona- 
Udad de esa reserva. Por otra parte, la Enmienda n.° 10 también establecía la celebración 
de un convênio entre USAID-Bolivia y Funda-Pro; 

La celebración de un convênio entre USAID/BoUvia y Funda-Pro (o el banco establecido por 
Funda-Pro) que defina la participación limitada de USAID/BoUvia en el futuro control dei 
nuevo sistema, será una condición precedente para la transferencia de los activos a Funda-Pro 
(Min. de Planeamiento-EUA, 1992). 

A partir de la firma dei Acuerdo de Cancelación de Deuda, concluía legalmente la 
facultad de USAID para decidir sobre el destino de los recursos que provem^an dei Con¬ 
vênio de Préstamo Proyecto Focas . No obstante —y a pesar de que la Enmienda n.° 10 
carecia de validez—, se planteó como condición previa a la transferencia de los activos a 
Funda-Pro la firma de un convênio entre USAID-Bolivia y la nueva Fundación. Sin em¬ 
bargo, el contrato de préstamo no da cuenta dei cumplimiento de esta condicionante. 

En la primera sección de la Enmienda n.° 10 se estableció el carácter de la transferen¬ 
cia que UCP/Focas debía realizar a favor de Funda-Pro; 

La UCP/Focas transferirá a la Fundación para la Producción (Funda-Pro) el total de la cartera 
en vigência, recuperadones y cualesquier otros fondos o cuentas por cobrar provenientes de las 
carteras de los Proyectos Corporaciones Departamentales de DesarroUo (CDD) y Focas , con 
excepción de los recursos correspondientes a la deuda de la UCP/Focas con la Secretaria Ejecu- 
tiva de la PL-480 bajo el Proyecto Focas (Min. de Planeamiento-EUA, 1992). 

Si bien este compromiso exceptuaba la transferencia de los recursos que correspon- 
dían a la deuda que UCP/Focas tenía con la Secretaria Ejecutiva PL-480 (modificando 
así la Carta de Implementación n.° 87), esta misma Enmienda instruía a la UCP/Focas la 
transferencia de la titularidad y posesión de todos los activos correspondientes a la deuda 
de la PL-480 en los siguientes términos; 

La UCP/Focas cooperará con Funda-Pro y la Secretaria Ejecutiva de la PL-480, ajustando los tér¬ 
minos de dicha deuda en la medida que sean aceptadas por ambas partes, sustituyendo a la UCP/ 
Focas por Funda-Pro como el deudor y transfiriendo a Funda-Pro la titularidad y posesión de todos 
los activos correspondientes a la deuda de la PL-480 (Min. de Planeamiento-EUA, 1992). 

Este cambio significaba que UCP/Focas , una entidad estatal, se ponía al servido de 
Funda-Pro para renegociar la deuda con la Secretaria Ejecutiva dei PL-480 consensuando 
los requerimientos de Funda-Pro y la Secretaria Ejecutiva. Luego de suscritas las nuevas 
condiciones, debía cederle la deuda a Funda-Pro; además de enajenar en favor de Fun¬ 
da-Pro todos los activos que se habían adquirido con recursos de la deuda. 
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Adicionalmente, UCP/Focas debía transferir a la brevedad posible los activos a Fun- 
da-Pro y correr con los gastos para el establecimiento y operación de la Fundación y su 
Banco de DesarroUo, antes de efectivizar la transferencia de los activos. 

Esta enmienda amplio una vez más la Fecha de Terminación de Asistencia al Proyecto 
(FTAP) hasta el 23 de julio de 1993, hecho ya innecesario toda vez que el crédito para 
este Proyecto había sido condonado o cancelado como senala el Acuerdo de Cancelación 
de Deuda suscrito entre Bohvia y los Estados Unidos el 28 de agosto de 1991, más de un 
ano antes de la firma de esta Enmienda. 

12.5. Homologación del Contrato de préstamo a una entidad privada 

El 3 de septiembre de 1993, el gabinete del presidente Gonzalo Sánchez de Lozada emi- 
tió el Decreto Supremo 23632 que homologaba el Contrato de Préstamo de los recursos 
del Proyecto Focas a Funda-Pro, firmado el 8 de octubre de 1992 y su adenda suscrita el 
21 de junio de 1993. Este Decreto Supremo, en su parte considerativa, pretendia contar 
con normativa legal boliviana, sefialando; 

En cumpHmiento del referido Proyecto Focas , se acordo proceder a su institucionalización me¬ 
diante la Carta de Implementación n.° 87 de 13 de agosto de 1991 y las enmiendas lOyll de 18 
de septiembre de 1992 y de 14 de mayo de 1993, respectivamente, instrumentos legales interna- 
cionales mediante los cuales se dispone el establecimiento de una entidad financiera con fines de 
desarroUo, con la participación de la Corporación Andina de Fomento, USAID/BoUvia y varias 
instituciones nacionales sin fines de lucro (DS 23632, Segundo Considerando). 

Pero dichos “instrumentos legales internacionales” citados —como ya se había senalado 
en puntos anteriores— no constituían normativa boliviana exigible debido a que no existia 
una ley de la República que hubiese aprobado el Convênio de Préstamo Proyecto Focas 
(AID n.° 511-T-071, AID n.° 511-0573). Los instrumentos internacionales requieren ese 
tratamiento prévio para ser considerados tales en la normativa interna de Bohvia. 

Los anexos del Decreto Supremo 23632, incluido el contrato de préstamo a favor de 
Funda-Pro, no consignaban el monto objeto del préstamo, y no se encontro la auchtoría 
que, en cumphmiento de lo previsto en la quinta cláusula del contrato principal, debía 
definir chcho monto. 

El Decreto Supremo 23632 del 3 de septiembre de 1993 fue suscrito por Gonzalo 
Sánchez de Lozada y su gabinete ministerial compuesto por Antonio Araníbar Quiroga, 
Germán Quiroga Gómez, Antonio Céspedes Toro, Carlos Sánchez Berzaín, Fernando 
lUanes de la Riva, Enrique Ipina Melgar, Reynaldo Peters Arzabe, Herman Antelo Lau- 
ghhn, Carlos Morales Guihén y José G. Justiniano Sandoval. Se considera que los prin- 
cipales responsables de esta ilegahdad fueron los ministros de los sectores involucrados 
en la matéria: Carlos Sánchez Berzaín, ministro de la Presidência, Fernando lUanes de La 
Riva, ministro de Planeamiento y Coordinación y suplente de los otros ministérios del 
área económica, y Reynaldo Peters Arzabe, ministro de Trabajo. 
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Por otra parte, el ministro José Guillermo Justiniano Sandoval, también firmante dei 
Decreto Supremo 23632, era socio de Funda-Pro y parte de su Directorio como vice- 
presidente. 

La emisión dei Decreto Supremo 23632 estuvo respaldada por la Resolución n.° 
138/93 (07/07/1993) dei Consejo Nacional de Economia y Planeamiento, que formulo 
un dictamen favorable para su emisión. Dicho informe fue suscrito por Samuel Doria 
Medina Auza y Flavio Escobar Llanos, presidente alterno y secretario técnico de Cone- 
plan, respectivamente. 

Estos dineros, al momento de la firma dei contrato de préstamo (8 de octubre de 
1992), constituían recursos de propiedad dei Estado boliviano, lo que era de conoci- 
miento dei ministro Doria Medina Auza, quien firmó el Convênio de Condonación de 
Deuda Externa bilateral que extinguió la deuda dei crédito Proyecto Focas (511-T-071) y 
también la relación entre ambos países en torno a dicho crédito. 

12.5.1. Funda-Pro debía constituir el banco de desarrollo con varias entidades privadas 
corporativas 

Si la firma de la Enmienda n.° 10 carecia de marco legal, el caso de la Enmienda n.° 11 sus- 
crita el 14 de mayo de 1993 es aún peor, pues habían transcurrido ya casi dos anos de que 
el Convênio de Préstamo —al que se pretendia dar continuidad mediante modificaciones y 
enmiendas— ya no existia como efecto de la condonación de la deuda contraída, luego de la 
firma dei Acuerdo de Cancelación de Deudas que el mismo ministro Samuel Doria Medina 
había firmado en representación de Bohvia con el Gobierno de Estados Unidos. 

Continuando con las irregularidades, en la Enmienda n.° 11, el ministro Samuel Doria 
Medina Auza firmó decisiones cuyo propósito era facilitar la ejecución de los compromi- 
sos asumidos en la Carta de Implementación n.° 87, respecto a los términos en los que 
Funda-Pro debía constituir el Banco de desarrollo. Asimismo, se modificó una vez más la 
Fecha de Terminación de Asistencia al Proyecto (FTAP) dei 23 de juho de 1993 al 23 de 
enero de 1994, fecha en la que concluyeron las actividades dei Proyecto. 

Los términos de esta Enmienda modificaban las acciones que Funda-Pro debía rea- 
Uzar para la constitución dei Banco, las cuales ya habían sido acordadas en la Carta de 
Implementación n.° 87 en los siguientes términos; 

Funda-Pro será iniciaknente la propietaria principal de las acciones dei banco. Otras entidades 

privadas corporativas, sin fines de lucro, seleccionadas e invitadas por Funda-Pro para tal propó¬ 
sito, serán también accionistas fundadoras dei banco. (Min. de Planeamiento - EUA, 1993) 

Este compromiso amphaba la hmitación de dos entidades privadas corporativas que 
Funda-Pro debía incorporar en la constitución dei Banco para cumphr con los requisitos 
legales, pero no modificaba la naturaleza jurídica de dichas entidades, las cuales, según el 
anexo 1 de la Carta de Implementación n.° 87, podían ser la Confederación de Empresa- 
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rios Privados y la Câmara Nacional de Industrias. A pesar de esta decisión, el 21 de juHo 
de 1993 Funda-Pro suscribió la Minuta de Constitución de la sociedad anónima —bajo el 
denominativo de Banco de la Producción SA (Banco-Pro)— con la concurrencia de cinco 
organizaciones no gubernamentales y no con las entidades privadas corporativas deter¬ 
minadas en la Enmienda n.° 11. 

12.6. Préstamo de los recursos estatales del Proyecto Focas a Funda-Pro en 
condiciones preferenciales 

12.6.1. Contrato de préstamo, 8 de octubre de 1992 

Sin ningún marco legal que les otorgara la facultad correspondiente, el 8 de octubre de 1992, 
el ministro de Planeamiento y Coordinación, Samuel Doria Medina, y el director de la Unidad 
de Coordinación de Proyectos (UCP-Focas), Arturo Beltrán CabaUero, a nombre del Estado 
boliviano, suscribieron el contrato de crédito en favor de la Fundación para la Producción 
(Funda-Pro). Los aspectos más relevantes del contrato están referidos a continuación. 

La parte que otorga el crédito está claramente identificada en la primera cláusula como 
“la Unidad de Coordinación del Proyecto Formación de Capital en Áreas Secundarias — 
Focas — [...] representada por el senor Ministro de Planeamiento y Coordinación y por 
su Director” (Doria Medina y Beltrán - Funda-Pro, 08/10/1992). 

Dicho contrato, en su tercera cláusula, referente al objeto, senala; 

En ejecución de los convênios mencionados en la cláusula primera, la UCP/Focas acuerda por 
el presente contrato transferir a Funda-Pro, en calidad de préstamo, el total de los recursos de 
la cartera Focas , incluyendo los montos en giro que fueron prestados a los bancos, los montos 
recuperados y cualesquier otros fondos o cuentas por cobrar provenientes de la mencionada 
cartera (Doria Medina y Beltrán - Funda-Pro, 08/10/1992). 

Esta cláusula intenta dar respaldo legal a la transferencia de los recursos enmarcándola 
en supuestos convênios internacionales con fuerza legal en el país, obviando el hecho de que 
estos convênios firmados no son suficientes para respaldar la otorgación de recursos estatales 
en préstamo a una entidad privada. Para tener fuerza legal y constituir un marco adecuado 
para respaldar el préstamo, el Convênio de Préstamo Proyecto Focas , bajo el cual tales con¬ 
vênios fueron suscritos, debía haber sido aprobado por el Poder Legislativo mediante una ley. 
Pero, además, al haberse extinguido, el 23 de agosto de 1991, la relación büateral emergente de 
dicho convênio por efecto del Acuerdo de Cancelación de Deuda, la Enmienda n.° 11 era nula 
y carecia de fuerza legal, pues el convênio en el que se enmarcaba, simplemente, no existia. 

Puesto que la cláusula tercera, referente al objeto del contrato, no determinaba el monto 
de los recursos que se otorgarían a Funda-Pro en calidad de préstamo, la quinta cláusula 
del contrato, relativa a las condiciones, determina lo siguiente respecto a estos recursos; 
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El monto dei préstamo está constituído por los recursos que conforman la cartera Focas que 
incluye la suma originalmente financiada por USAID/BoHvia (Quince miüones de dólares de 
los EEUU US$ 15.000.000) más los montos recuperados de capital e intereses, sea que estén 
depositados o que se encuentren en giro, así como las cuentas por cobrar y pagar. El monto 
exacto será determinado en un informe de auditoria externa independiente contratada por la 
UCP-Focas , informe que con la conformidad de Funda-Pro, formará parte dei presente con¬ 
trato (Doria Medina y Beltrán-Funda-Pro, 08/10/1992). 

En esta cláusula se senala que los recursos que conforman la cartera Focas incluyen 
los $us 15.000.000 originalmente financiados por USAID (en el Convênio de Préstamo 
Proyecto Focas 511-T-071), en evidente desconocimiento de que, según el Acuerdo de 
Cancelación de Deuda suscrito entre los gobiernos de BoHvia y Estados Unidos el 23 de 
agosto de 1991, el monto desembolsado a Bolivia al 30 de junio de 1991 (monto de la 
deuda condonada) solo ascendia a $us 12.003.445. 

También se senala que el monto otorgado en préstamo a Funda-Pro tenía que ser deter¬ 
minado en un informe de auditoria externa independiente, contratada por la UCP/Focas y, 
una vez que tuviera la conformidad de Funda-Pro, formaria parte dei contrato de préstamo 
que esta firmaria con Doria Medina. No se pudo acceder a esa auditoria, pero si pudo esta- 
blecerse que el monto prestado a Funda-Pro, registrado en el Tesoro General de la Nación, 
asciende a un total de $us 21.061.277,70 entregados entre el 13 de noviembre de 1992 y 
el 16 de diciembre de 2003 ($us 20.652.832,59 inicialmente y el saldo restante en distintas 
fechas dentro ese periodo) (Min. de Economia y Finanzas, 31/12/2014). 

Se considera necesario continuar la investigación para determinar el monto prove¬ 
niente de los recursos estatales que efectivamente recibió Funda-Pro en el marco dei 
Convênio de Préstamo suscrito el 8 de octubre de 1992, ya que se tiene información 
sobre recursos financieros que habria recibido antes dei 13 de noviembre de 1992 en 
cahdad de adelantos. Por otro lado, tampoco consta el registro especifico de los $us 
11.286.744,81 transferidos a Funda-Pro el 21 de enero de 1994 mediante el contrato de 
cesión de crédito de los recursos que la UCP/Focas habia otorgado a productores a tra¬ 
vés de entidades financieras. 

Pese al desconocimiento dei monto dei préstamo que estaba otorgándose a Fun¬ 
da-Pro, se senala que la transferencia de tales recursos se hace efectiva a partir de la firma 
de la minuta dei Contrato de Préstamo; 

La fecha de suscripción de este contrato se considerará como la fecha efectiva de transferencia 
de dichos recursos, que consiguientemente son desde esa fecha de propiedad de Funda-Pro. 
(Doria Medina y Beltrán - Funda-Pro, 08/10/1992) 

El contrato de préstamo otorgaba la propiedad de los recursos a Funda-Pro desde 
la firma de la minuta, pero establecia en su cláusula octava que estos recursos seguirian 
siendo administrados por UCP/Focas: 
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La UCP-Focas continuará administrando los recursos de la línea Focas hasta que estos sean 
transferidos al Banco. Esta administración se concretará en un contrato que para el efecto se 
suscribirá entre la UCP-Focas y Funda-Pro. En tanto se produzca la transferencia efectiva de 
los recursos al banco, la administración de estos estará sujeta a las instrucciones impartidas en 
forma conjunta con la UCP - Focas y los representantes legales de Funda-Pro. (Doria Medina 
y Beltrán - Funda-Pro, 08/10/1992) 

De modo que, se obügaba a UCP/Focas, como entidad estatal, a administrar dineros e 
intereses de una entidad privada hasta la transferencia de los recursos al Banco que Fun¬ 
da-Pro debía constituir como sociedad anónima. Esto significó que UCP/Focas conti¬ 
nuara en funcionamiento por más de 15 meses en beneficio de privados, lo que constituye 
un dano económico al Estado y configura una conducta antieconômica del ministro de 
Planeamiento y Coordinación Samuel Doria Medina, del director de UCP/Focas Arturo 
Beltrán CabaUero y del denominado “superministro” del gabinete de Gonzalo Sánchez 
de Lozada, Fernando lUanes de la Riva.™ 

Como se senaló anteriormente, el contrato de préstamo de los dineros estatales en 
favor de la entidad privada Funda-Pro determinó condiciones más blandas e inferiores 
que las que Bohvia tenía con el país acreedor del crédito. Las diferencias de dichas condi¬ 
ciones se muestran en el cuadro siguiente: 


Cuadro 293. Comparación de los términos comprometidos por Bolívia con el país acreedor del 


Préstamo Proyecto Focas y los términos del préstamo a Funda-Pro 


TÉRMINOS COMPROMETIDOS POR BOLÍVIA CON ESTADOS UNIDOS 
SEGÚN CONVÊNIO DE PRÉSTAMO PROYECTO FOCAS 511-T-071 
(23/07/1986). 

TÉRMINOS DEL PRÉSTAMO OTORGADO POR EL MINISTRO DE 
PLANEAMIENTO YCOORDINACIÓNY EL DIRECTOR UCP/FOCAS A 
FUNDA-PRO SEGÚN CONTRATO DE PRÉSTAMO (08/10/1992). 

Interés del 2% anual durante los 10 anos siguientes al primer 
desembolso del préstamo y 3% anual de ahí en adelante sobre el 
saldo pendiente del capital y sobre cualquier suma por concepto de 
intereses vencidos. 

Interés ordinário simple del 1% anual sobre los montos 
insolutos. 

A 40 anos de plazo. 

A 40 anos de plazo. 

10 anos de gracia para el pago del capital:"La primera cuota del 
capital será pagadera nueve y medio anos después de la fecha en la 
que vence el primer pago de intereses (6 meses siguientes al primer 
desembolso)". 

20 anos de gracia para el pago del capital. 

Amortización en 61 cuotas semestrales aproximadamente iguales 
de capital e intereses. El primer pago de intereses se vence y 
es pagadero a más tardar a los 6 meses siguientes al primer 
desembolso del préstamo. 

Amortizaciones en pagos anuales. 

No determina fecha del primer pago de intereses, estará sujeto 
a calendário de pagos a aprobarse por ambas partes y que será 
parte del Contrato. 


774 Fernando Illanes de la Riva fue nombrado parte del Gabinete Ministerial de Gonzalo Sánchez de Lozada mediante 
el Decreto Presidencial 23623 del 6 de agosto de 1993, estaba a cargo de las carteras de Planeamiento y Coordinación 
(también, era ministro interino de Finanzas), de Transportes y Comunicaciones, de Exportaciones y Competitividad 
Económica, Minería y Metalurgia, de Asuntos Campesinos y Agropecuários y de Energia e Hidrocarburos. 
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Amortización en dólares americanos. 

Amortizaciones en moneda boliviana con mantenimiento de 
valor al tipo de cambio oficial de compra dei día dei pago. 

Los pagos serán aplicados primero al pago de intereses devengados 
y luego a la amortización dei capital. Serán efectuados al Contralor, 
Oficina de Administración Financiera, Agencia para el Desarrollo 
Internacional, Washington DC, y se considerarán efectuados cuando 
sean recibidos por la Oficina de Administración Financiera. 

El pago tanto de capital como de intereses se efectuará por 
Funda-Pro en forma directa al Tesoro General de la Nación o a 
la entidad que eventualmente senale por escrito el ministro de 
Planeamiento y Coordinación. 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en Convênio de Préstamo Proyecto Focas (1986) y Contrato de Préstamo a favor de Funda-Pro (1992). 


El cuadro anterior muestra que el interés dei préstamo otorgado por UCP/Focas a 
Funda-Pro fue muy inferior al que Bolivia había comprometido pagar a los Estados Uni¬ 
dos, en el marco dei Convênio de Préstamo Proyecto Focas . Era la mitad de lo previsto 
a pagar en los primeros 10 anos y apenas un tercio, después de esos 10 primeros anos de 
pago. Además, el interés otorgado a los privados era un interés simple, frente al interés 
compuesto que era el comprometido por Bolivia en el préstamo bilateral. 

Las modalidades de la transferencia de los recursos dei préstamo fueron establecidas 
en la sexta cláusula dei contrato: 

La UCP-Focas transferirá a la cuenta bancaria que designe Funda-Pro todos los montos existen¬ 
tes a la fecha provenientes de recuperaciones de la cartera Focas . La UCP-Focas emitirá docu¬ 
mentos de cesión de créditos en favor de Funda-Pro, transfiriéndole sus derechos de acreedor 
emergentes de todos los contratos de préstamo que la UCP-Focas tiene vigentes con bancos y 
otras entidades o personas, que fueron otorgados con recursos de la cartera Focas , incluyendo 
las garantias y derechos accesorios. (Doria Medina y Beltrán - Funda-Pro, 08/10/1992) 

Puesto que el monto dei préstamo no estaba aclarado y muchos de los fondos de la 
cartera dei Proyecto Focas estaban en forma de créditos otorgados, el contrato compro- 
metió que UCP-Focas transfiriera los dineros recuperados de esos créditos a una cuenta 
bancaria de Funda-Pro, así como sus derechos de acreedor de aqueUos créditos no recu¬ 
perados aún, y, además, mediante documentos de cesión de créditos, incluyendo garantias 
y derechos accesorios. 

La cláusula séptima refiere las garantias que Funda-Pro ofrecia para acceder al crédito 
de recursos estatales; “Funda-Pro garantiza el cumphmiento dei presente contrato y en 
particular la amortización dei préstamo con todo su patrimônio presente y futuro” (Doria 
Medina y Beltrán - Funda-Pro, 08/10/1992). 

Esta cláusula resulta en extremo inapropiada en lo referente al aval patrimonial si se 
considera que el patrimônio con el que se constituyó Funda-Pro el 8 de octubre de 1992 
(sin cumplir con el Código Civil) era de menos de un centavo de boliviano; por tanto, con 
menos de un centavo de boliviano, Funda-Pro logró un crédito mayor a $us 21 miUones sin 
mayor anáhsis de riesgo como se exige la normativa de entidades íinancieras privadas. 
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Finalmente, sumando a las ilegalidades en las que se incurnó se tiene que el conttato de 
préstamo suscrito por el ministro de Planeamiento y Coordinación y el director de la UCP/ 
Focas , el 8 de octubre de 1992, recién fue elevado a rango de documento público el 4 de di- 
ciembre de 1992, ante la notaria de Gobierno del Distrito de La Paz, Elizabeth Sossa Mercado 
en el Testimonio n.° 1014/1992. Tanto los firmantes del contrato (funcionários públicos y 
personas particulares) como la mencionada notaria de Gobierno violaron la normativa boli¬ 
viana, la Ley del Notariado y la Ley de la Abogacía con la firma y protocobzación de la Minuta 
del Contrato de Préstamo del 8 de octubre de 1992, por los siguientes aspectos: 

• No Uevaba firma de abogado, contraviniendo la Ley de la Abogacía que determinaba 
que “ninguna minuta, solicitud o informe legal será admitido por las autoridades, sean 
estas judiciales, administrativas, municipales, militares ni eclesiásticas, sin la firma de 
un abogado patrocinante en ejercicio” (DL 16793, art. 2). 

• No consignaba los números de cédula de identidad de los firmantes, elemento funda¬ 
mental para que pueda ser elevada a documento público ante la Notaria de Gobierno 
(Ley del Notariado, art. 14).^^^ 

• No consignaba la documentación que diera fe de la capacidad jurídica de Samuel Do- 
ria Medina, ministro de Planeamiento y Coordinación, y de Arturo Beltrán CabaUero, 
director de UCP/Focas ; requisito sin la cual era imposible la suscripción de la minuta 
que otorgaba un crédito miUonario, en condiciones preferenciales, a nombre del Es¬ 
tado Boliviano. 

El Testimonio n.° 1014/1992 carecia de elementos y formas básicas: no existia abo¬ 
gado suscribiente en la transcripción de la Minuta del Contrato de Préstamo, ni números 
de cédula de identidad de los firmantes y tampoco documentos de acreditación de la 
capacidad jurídica de los funcionários públicos firmantes a nombre del Estado (ministro 
de Planeamiento y Coordinación y director de la UCP/Focas ) para otorgar recursos 
estatales en condiciones de préstamo preferencial en favor de una entidad privada. 

La notaria de Gobierno de La Paz, Elizabeth Sossa no reahzó observación alguna a 
estas irregularidades ni pidió la rectificación correspondiente, e inscribió la minuta entre 
las escrituras públicas sin consignar los requisitos que la ley imponía. 


775 La Ley del Notariado de 5 de marzo de 1858 en su artículo 14 senalaba: “En toda escritura deberán expresarse 
los nombres, apeUidos, cualidad y vecindad o residência de las partes, su estado y profesión, edad, y la capacidad 
para otorgarla”. Si bien este artículo no senala expresamente la inscripción del número de cédula de identidad de 
los firmantes, es lógico que el notário o notaria de Gobierno, como administrador de la Fe del Estado y por un 
principio de inmediación, debía dar fe de la identidad de los firmantes del Contrato de Préstamo mediante los únicos 
documentos de identidad válidos en la normativa boliviana que son sus cédulas de identidad. 

776 Este es un requisito imprescindible para la firma de todo contrato. El Código Civil vigente determinaba que “hay 
contrato cuando dos o más personas se ponen de acuerdo para constituir, modificar o extinguir entre sí una relación 
jurídica” (art. 450) y que “las obügaciones derivan de los derechos y de los actos que conforme ai ordenamiento 
jurídico son idóneos para producirlas” (art. 294), por lo que cualquier contrato que genere obügaciones ai Estado, 
como es el caso, debe derivar del derecho o facultad idónea que los funcionários púbücos firmantes hubieran tenido 
para, a nombre del Estado, asumir la obligación de otorgar recursos estatales en caüdad de préstamo. 
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Los funcionários públicos Samuel Doria Medina Auza y Arturo Beltrán CabaUero, por 
su parte, incumplieron sus deberes como servidores públicos y transgredieron la norma¬ 
tiva que rigen la función pública causando perjuicios al Estado. 

12.6.2. Adenda al Contrato de préstamo, 21 de junio de 1993 

El 21 de junio de 1993 fue suscrita una adenda al Contrato de préstamo dei 8 de octu- 
bre de 1992 (contrato principal), denominada “Complementación de Cláusulas”, modi¬ 
ficando las cláusulas: quinta, sexta y octava dei contrato principal. Los firmantes fueron 
Samuel Doria Medina Auza, ministro de Planeamiento y Coordinación, y su dependiente 
Arturo J. Beltrán CabaUero, director de la Unidad de Coordinación dei Proyecto Focas 
(UCP/Focas ), por el Gobierno boUviano, y por Funda-Pro, Raúl Espana Smith, presi¬ 
dente dei Directorio, y Juan Demeure Vander, tesorero. 

Esta adenda, protocoUzada el 4 de agosto de 1993 por el notário de Gobierno dei Dis¬ 
trito de La Paz, Luis Antonio Sánchez, en el Testimonio n.° 653/1993,^^^ generaba com- 
promisos para el Estado boUviano; la transferencia de los recursos dei Proyecto Focas a 
favor de la entidad privada denominada Funda-Pro, la administración de esos recursos 
mientras se efectivizara su transferencia, además de las modificaciones de los condiciona- 
mientos previamente acordados para la transferencia de esos recursos; 

Transferencia de los recursos. La transferencia física de los recursos y los documentos de 
cesión de créditos a que se refieren las cláusulas 5.1., 6.1 y 6.2 dei contrato mencionado en 
la cláusula primera, se efectuarán una vez que el Banco obtenga la licencia de organización 
otorgada por la Superintendência de Bancos e Instituciones Financieras de BoUvia”. (Doria 
Medina y Beltrán - Funda-Pro, 21/06/1993) 

Los recursos a los que se refiere este párrafo eran los $us 15.000.000 dei Convênio 
de Préstamo Proyecto Focas (511-T-071), los recursos recuperados por UCP/Focas pro¬ 
venientes de la recuperación de crécUtos otorgados (que debían ser depositados a una 
cuenta bancaria de Funda-Pro) y los recursos de los contratos de préstamo que UCP/ 
Focas tenía vigentes para su cobro (a ser transferidos mediante documentos de cesión de 
créditos en favor de Funda-Pro). 

Según esta cláusula, todos esos recursos serían transferidos fisicamente a Funda-Pro 
una vez que el Banco (que debía ser creado por Funda-Pro) hubiera obtenido licencia de 
organización de la Superintendência de Bancos y Entidades Financieras, aunque la trans¬ 
ferencia efectiva de dichos recursos a favor de Funda-Pro, así como la propiedad de los 
mismos, ya se había efectuado el 8 de octubre de 1992. 


777 El Testimonio n.° 653/1993, dei 20 de octubre de 1993, senala en su Acta de protocoüzadón dei 4 de agosto de 
1993, la concurrencia de dos notários de Gobierno al mismo tiempo: EHzabeth Sossa Mercado, que figura en la parte 
superior dei citado documento, y Luis Antonio Sánchez, que suscribe el documento al pie. 
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Esta adenda comprometia a UCP/Focas a dar anticipos a Funda-Pro para la cons- 
titución del Banco y para realizar operaciones de financiamiento, incluso antes de tener 
licencia del Estado para dichas operaciones: 

Sin embargo la UCP-Focas entregará a Funda-Pro, en caHdad de anticipos, los montos que sean 
necesarios para la constitución del depósito inicial de capital del Banco, así como para la cober¬ 
tura de los costos de preinversión y de los que emergieran de requisitos que establezca la Super¬ 
intendência de Bancos e Instituciones Financieras y además los montos que requiera Funda-Pro, 
antes del funcionamiento del Banco a crearse, para realizar operaciones de financiamiento me¬ 
diante convênios de riesgo compartido con organizaciones del sistema financiero y finaknente, 
aqueUos a que se refiere la cláusula octava de la Enmienda n.° 10 del 18 de septiembre de 1992 al 
Convênio 511-0573/T-071. (Doria Medina y Beltrán - Funda Pro, 21/06/1993) 

El ministro de Planeamiento y Coordinación y el director de la UCP/Focas com- 
prometieron a Funda-Pro la entrega de diferentes montos de los recursos estatales 
como anticipos del préstamo. La Fundación utilizaria estos recursos para hacer el de¬ 
pósito inicial de capital con el que se crearía el Banco y para el pago de los costos ad¬ 
ministrativos y de preinversión y requeridos para el trâmite ante la Superintendência de 
Bancos y Entidades Financieras. 

En este compromiso se entregaron recursos a Funda-Pro para que, antes del funcio¬ 
namiento del Banco, realizara operaciones de financiamiento sin autorización para eUo, 
mediante “convênios de riesgo compartido” con entidades del sistema financiero, es decir, 
para que operara con recursos estatales eludiendo la normativa regulatoria boliviana. 

Los compromisos contraídos por los funcionários públicos en la adenda daban pie a 
que estas operaciones de financiamiento, al margen de la norma, pudieran continuar si el 
Banco no lograba organizarse en el plazo de un ano; 

En caso de que la Superintendência de Bancos e Instituciones Financieras no otorgue la ücen- 
cia de organización al Banco en un ano a partir de la fecha de presentación de la solicitud, los 
montos entregados a Funda-Pro en calidad de anticipos y todos los recursos a que se refiere 
la cláusula 5.1 del contrato principal, deberán ser utilizados para cumpbr lo establecido en la 
cláusula cuarta del mencionado contrato mediante mecanismos legalmente establecidos en el 
país. (Doria Medina y Beltrán - Funda-Pro, 21/06/1993) 

Con esta cláusula, el Ministério de Planeamiento y Coordinación de Bolivia forzaba un 
marco legal para que Funda-Pro ejerciera como Banco incluso si la Superintendência de Ban¬ 
cos y Entidades Financieras no le otorgaba autorización para su funcionamiento, violando así 
la normativa boliviana vigente y promoviendo el ejercicio ilegal de una fundación privada. 
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Esta adenda recién fue protocolizada el 20 de octubre de 1993 en el Testimonio n.° 
653/1993, tres meses después de que Funda-Pro iniciara el tramite de soücitud de au- 
torización para apertura dei Banco de la Producción SA ante la Superintendência.^^® 

De acuerdo con lo estipulado en la última parte de la cláusula 5.1. dei contrato principal, queda 
establecido que los recursos de la cartera Focas son de propiedad de Funda-Pro desde el 8 de 
octubre de 1992. 

Se ratifica y reitera que la UCP-Focas continuará administrando los recursos de la línea Focas 
hasta que estos sean efectivamente transferidos a Funda-Pro. En tanto se produzca la indicada 
transferencia, la administración de estos recursos se efectuará en consulta con los personeros 
legales de Funda-Pro. (Doria Medina y Beltrán - Funda-Pro, 21/06/1993) 

Estos párrafos, que correspondeu a las cláusulas tercera y cuarta de la adenda, ratiíi- 
can que el 8 de octubre de 1992 fue transferida la propiedad de los recursos estatales ob¬ 
jeto dei préstamo, y que la UCP/Focas , una entidad pública, debía continuar realizando 
operaciones para una entidad privada. 

En la firma de la minuta de la adenda, suscrita el 21 de junio de 1993 como docu¬ 
mento privado (sin firma de abogado y protocolizada el 4 de agosto de 1993 mediante el 
Testimonio dei 20 de octubre de 1993), también se evidencian las irregularidades descri¬ 
tas en la firma de la minuta y la protocoüzación dei contrato principal de préstamo dei 8 
de octubre de 1992. El notário de Gobierno de La Paz, Luis Antonio Sánchez, dio curso 
legal a una minuta sin firma de abogado, que no consignaba los números de cédula de 
identidad de los firmantes ni los documentos de acreditación de la capacidad jurídica de 
quienes otorgaban un préstamo de recursos estatales a una entidad privada. 

Además, se evidencia como irregular que en el Acta de Protocoüzación dei 4 de agos¬ 
to de 1993 —transcrita en el Testimonio n.° 653/1993 dei 20 de octubre de 1993— con- 
curre en su encabezado la abogada Eüzabeth Sossa Mercado como notário de Gobierno, 
sin embargo, es el abogado Luis Antonio Sánchez, notário de Gobierno, quien firma al 
pie en esa misma fecha. 

La participación de los funcionários públicos en la firma de esa adenda constituye otra 
irregularidad, junto a otras descritas en este informe. Es de destacar que el ministro Samuel 
Doria Medina suscribió la protocolización de la adenda el 4 de agosto de 1993, sabiendo 
que era su penúltimo día como ministro, puesto que el Gabinete seria cambiado el 6 de 
agosto de 1993 por el nuevo presidente de la República, Gonzalo Sánchez de Lozada. 

12.6.3. Contrato de cesión de créditos de la cartera dei Proyecto Focas a Funda-Pro 

Como parte de lo comprometido en el contrato principal de préstamo, el 21 de enero de 
1994, Arturo Beltrán CabaUero, director de UCP/Focas , suscribió la Minuta dei Con¬ 
trato de Cesión de créditos por la UCP/Focas en favor de la entidad privada Funda-Pro. 

778 El trâmite fue iniciado ante la Superintendência de Bancos y Entidades Financieras por Raúl Espana Smith, como 
promotor dei Banco de la Producción SA (BANCO PRO), el 28 de julio de 1993. 
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Este documento privado^’^ transferia todos los créditos de la cartera Focas , en especial la 
cartera prestada a través de los bancos del sistema que tenía saldos deudores al 23 de ene- 
ro de 1994/'“ en un monto de $us 11.287.744,81 (UCP/Focas -Funda-Pro, 21/01/1994). 
El detaUe de esa cartera era el siguiente: 

Cuadro 294. Cartera Focas prestada a través de los bancos del sistema, 


Saldos deudores al 23 de enero de 1994 ($us) 


1 Banco 

Saldo deudor | 

De Inversión Boliviano SA 

73.632,32 

Industrial y Ganadero del Beni SA 

1.255.875,23 

Internacional de Desarrollo SA 

706.989,34 

Latinoamericano de Desarrollo SA 

472.835,00 

Boliviano Americano SA 

449.666,30 

Caja Central de Ahorro y Préstamo 

641.927,28 

Cochabamba SA 

14.511,75 

Económico SA 

308.410,00 

Fondo Ganadero de Santa Cruz 

325.000,00 

LaPazSA 

2.559.224,42 

Mercantil SA 

321.256,29 

BHN Multibanco SA 

2.611.378,40 

Nacional de Bolivia 

729.875,46 

Santa Cruz de la Sierra SA 

726.097,98 

Union SA 

91.065,04 

Total 

11.287.744,81 


Fuente: Testimonio 165/1994. Protocolización de documentos relativos a Contrato de Cesión de Créditos otorgados por UCP/Focas en favor de Funda-Pro. 
La Paz, 21 dejunio de 1993. 


El monto cedido por UCP/Focas a Funda-Pro, por saldos deudores al 23 de enero de 
1994, fue de $us 11.287.744,81. Este contrato de cesión de créditos ratificó una vez más 
que Funda-Pro era propietaria de todos los recursos y accesorios de la cartera Focas ; 

Como efecto de la presente CESIÓN DE CRÉDITOS que efectúa la UCP/Focas en favor de 
Funda-Pro, se ratifica la total transferencia de todos los recursos y sus accesorios de la cartera 
Focas en favor de Funda-Pro, la que es propietaria de estos recursos en todos sus conceptos 
desde el 8 de octubre de 1992. En consecuencia, Funda-Pro queda expresamente autorizada 
para efectuar las correspondientes notificaciones a los deudores, así como efectuar los corres- 
pondientes cobros en virtud a los derechos que le asisten en virtud de la presente cesión de 
créditos en su favor. (UCP/Focas -Funda-Pro, 21/01/1994) 


779 La cláusula cuarta senalaba: “Documento privado. En tanto la presente minuta no sea elevada a la caüdad de 
instrumento público, las partes que la suscriben la otorgan con la calidad y validez de documento privado”. La minuta 
fue transcrita en el Testimonio n.° 165/1994 del 15 de abril de 1994. 

780 Es extrano que el contrato de cesión de crédito haya sido suscrito en una fecha anterior (21 de enero de 1994) a la 
fecha de los saldos deudores de los bancos (23 de enero de 1994) cuya cesión se otorga. 
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Puesto que Funda-Pro ya era propietaria de los recursos de la Cartera Focas desde el 
8 de octubre de 1992, el contrato de cesión suscrito en 1994 autorizaba a Funda-Pro a 
efectuar notificaciones a los deudores y realizar los cobros correspondientes. 

Cabe resaltar que, de acuerdo a la Enmienda n.° 11 dei 14 de mayo de 1993, el Pro- 
yecto Focas tenía como Fecha de Terminación de Asistencia al Proyecto (FTAP) el 23 de 
enero de 1994; el “documento privado” de cesión de créditos fue suscrito dos dias antes 
de dicha fecha. 

La Minuta fue suscrita por Arturo Beltrán CabaUero, director UCP/Focas , a nombre 
dei Estado boliviano; por Raúl Espana Smith y Miguel Hoyos Burgos, presidente y gerente 
de Funda-Pro, respectivamente; y por el abogado Gonzalo J. A. Guzmán V. Este contrato 
no contenía una cláusula con la individualización de las partes contratantes con sus corres¬ 
pondientes números de cédula de identidad y la documentación que diera fe de la capacidad 
jurídica de Arturo Beltrán CabaUero para representar al Estado en este acto. Ninguno de los 
documentos que se adjuntaron contenía esa imprescindible información. 

Pese a esa insuficiência legal —es decir, la de no certificar la identidad de los firmantes 
y sus capacidades jurídicas— el notário de Gobierno, Federico ViUegas TéUez, protocoUzó 
el contrato de cesión de créditos tal como se evidencia en el Acta de ProtocoUzación dei 
29 de marzo de 1993 y el Testimonio n.° 165/1994 dei 15 de abrü de 1994. 

12.6.4. Contrato de préstamo contraviene la Ley Financial 1992 y 1993 

Los términos en los que se otorgó el crédito de los recursos dei Proyecto Focas a Fun¬ 
da-Pro fueron concesionales y subvencionados, como también lo fue el haber puesto a 
instituciones púbUcas y funcionários púbUcos al servido de una entidad privada. Así lo 
senala la imputación presentada por el Ministério PúbUco el 13 de octubre de 2016; 

Sobre las condiciones dei contrato de préstamo suscrito con Funda-Pro el 8 de octubre de 1992, 
las tasas de interés y las condiciones establecidas en el mismo son concesionales y subvencionadas, 
es decir que se trata de un crédito blando, con baja tasa de interés, largos plazos de vencimiento y 
períodos de gradas, comparando con el costo financiero de cualquier emprendimiento financiero 
considerando la tasa Ubor y las tasas de fomento de esa época, además de la comparación con las ta¬ 
sas y condiciones que tuvo que pagar el país por el crédito otorgado por EEUU, lo que implica una 
subvención a una entidad privada, en el mismo sentido los diferentes aportes que senala tanto en el 
referido contrato como su adenda sobre los gastos y actividades que debía realizar UCP-FOAS en 
favor de Funda-Pro incluyendo la administración de la cartera y otros detaUados supra, que aunque 
eventualmente hayan sido absorbidos en el crédito que se ha ido pagando contraviene el contenido 
de la Leyes Financiales de las gestiones 1992 y 1993. (Min. Público, 13/10/2016) 

La normativa legal vigente en 1992 contemplaba la prohibición de las subvenciones 
estatales al sector público, salvo la existência de una ley que la permitiera. La Ley 1313 dei 
27 de febrero de 1992 determina; 
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Se prohíbe al Banco Central de Bolivia, al Banco del Estado y a las restantes entidades del 
Sector Público otorgar subsídios, subvenciones, aportes o donaciones en dinero o especie, 
excepto en los casos previstos por Ley. (Ley 1313, art. 12) 

De igual manera, la Ley Financial vigente en 1993 (Ley 1454 del 15 de febrero de 
1993) contenía la misma prohibición; 

Se prohíbe al Banco Central de Bolivia y a las restantes entidades del sector público otorgar 
subsidios, subvenciones, aportes o donaciones en dinero o especie, excepto en los casos pre¬ 
vistos por Ley. (Ley 1454, art. 13) 

Se debe reiterar la observación de que no se cumplió lo senalado en el artículo 59, numeral 
5, de la Constitución PoKtica del Estado vigente, relativo a las atribuciones del Poder Legisla¬ 
tivo (hoy Órgano Legislativo), que indica: “Conceder subvenciones o garantias de interés para 
la realización e incremento de obras públicas y de necesidad social” (CPE, 1967). 

Con estas consideraciones legales, es evidente observar el carácter concesional del 
préstamo otorgado a Funda-Pro. Los intereses del crédito al 1% anual son concesionales 
o subsidiados considerando que la tasa de interés contratada inicialmente por el Gobier- 
no boliviano con el de los Estados Unidos era del 2%, mientras que la tasa Hbor vigente 
al 8 de octubre de 1992 era del 3,3125%. 

Funda-Pro, por su parte, también afirma que sus costos financieros están subsidiados 
y que de no estarlo su utüidad sobre activos seria del 0,4%, un porcentaje excesivamente 
bajo (DeUien, 1998: xxxiii). 

12.7. Intento fallido de constitución del Banco de la Producción (Banco-Pro) 

El 21 de julio de 1993 fue suscrita la minuta de Constitución de la Sociedad Anónima 
Bancaria denominada Banco de la Producción SA con la sigla Banco-Pro; los firmantes 
fueron Raúl Espana Smith por parte de la Fundación para la Producción (Funda-Pro), 
Sérgio Prudencio Tardio por la Fundación para la Promoción y DesarroUo de la Mi- 
croempresa (Prodem), Gastón Martinic Reyes por la Fundación para la Educación Supe¬ 
rior (FES), Nicolás Bauer KyUmann por la Fundación Sartawi, Peter MacFarren Deutch 
y Carlos Tadic Calvo por la Fundación Cultural Quipus y Emilio Ascarrunz Pacheco por 
la Asociación de Servidos Artesanales y Rurales (ASAR). 

El Banco-Pro declaraba un capital suscrito y pagado de Bsl 5.000.000, dividido en 
6.000 acciones de Bs2.500 cada una, con la siguiente participación accionaria: 


20 % 


• Fundación para la Producción (Funda-Pro) 

• Fundación para la Promoción y DesarroUo de la Microempresa 
(Prodem) 


20 % 
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• Fundación para la Educación Superior (FES) 

de la República de Colombia 0,067% 

• Fundación Sartawi 19,93% 

• Fundación Cultural Quipus 20% 

• Asociación de Servidos Artesanales y Rurales (ASAR) 20% 


Fuente: Acta de Constitudón de Banco-Pro, 1993. 

El 28 de julio de 1993, Raiól Espana Smith, promotor dei Banco de la Producción SA, 
soHcitó a la Superintendência de Bancos y Entidades Financieras la apertura y funcio- 
namiento dei banco, inicialmente de “segundo piso”, es decir que realizaria operaciones 
bancarias solo con bancos, con capital propio y sin captar dineros dei público. 

La minuta y los documentos constitutivos de Banco-Pro determinaban que ese banco 
realizaria operaciones de un banco de “primer piso” (banco que presta dinero y recibe 
depósitos de ahorristas; banco de “segundo piso” solo canaliza recursos para créditos a 
través de los bancos de primer piso, incluyendo en sus Estatutos proyectados una cláusu¬ 
la transitória que senalaba que; 

El Banco funcionará inidalmente como una entidad financiera de ‘segundo piso’, es decir que rea¬ 
lizará operaciones y actividades financieras solamente a través de bancos y entidades financieras 
debidamente autorizadas. El Banco no captará depósitos dei público. Tampoco prestará servicios 
financieros al público de manera directa. Podrá hacerlo solamente a través de bancos o entidades fi¬ 
nancieras debidamente autorizadas. (Minuta de Constitución de Banco-Pro, Artículo transitório) 

El Banco-Pro se constituyó con organizaciones no gubernamentales y no con entida¬ 
des privadas corporativas como se había acordado en la Carta de Implementación n.° 87 
y la Enmienda n.° 11; documentos a los que, supuestamente, se daba cumplimiento; dicha 
constitución fue realizada con los dineros estatales provenientes dei crédito. 

Entre las organizaciones no gubernamentales con las cuales Funda-Pro constituyó 
el Banco-Pro estaba la Asociación de Servicios Artesanales Rurales (ASAR) que, en¬ 
tre sus fundadores y como vocal dei Directorio, tenía a Juan Demeure Vander (ASAR, 
21/07/1993), también fundador y tesorero de Funda-Pro. 

Entre las vinculaciones que tenían algunos socios dei Banco-Pro con importantes 
figuras políticas y exautoridades gubernamentales, está la que existia con la Fundación 
para la Promoción y DesarroUo de la Microempresa (Prodem). Entre los fundadores de 
Prodem estaba el presidente de la República electo, Gonzalo Sánchez de Lozada, por 
sí mismo y por su empresa: Companía Minera dei Sur SA (Comsur).’®^ También estaba 


781 Según el Acta de la Octava Asamblea Ordinaria de socios fundadores de la Fundación para la Promoción y DesarroUo 
de la Microempresa (Prodem) dei 21 de junio de 1993, el senor Javier Sánchez de Lozada participó de la Junta en 
representación de dos socios: Comsur (Compafiía Minera dei Sur SA) y Gonzalo Sánchez de Lozada. En esa ocasión, los 
socios de Prodem aprobaron su incorporación al Banco-Pro con un aporte de Bs3.000.000 proveniente de “Fundapro, 
con intereses dei 7,62% a 15 anos y, su correspondiente pago se reaUzará con los dividendos que generará el propio 
Banco”. Esto daria a Prodem una participación accionaria dei 20% dei capital pagado en Banco-Pro. 
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Fernando Romero Moreno, ministro de Planeamiento y Coordinación del gobierno de 
Víctor Paz Estenssoro desde septiembre de 1988 a agosto de 1989, quien fue el repre¬ 
sentante estatal para la ejecución del Proyecto Focas . Otro dato importante a destacar es 
que Prodem se habría fortalecido financieramente con recursos estatales provenientes del 
Fondo Social de Emergência (Ardaya, 1994: 5). 

Es importante senalar, además, que en la Asamblea Ordinaria de Socios de Prodem del 21 
de junio de 1993 —en la que aprobaron ser parte de la conformación del Banco-Pro— fueron 
aprobadas las gestiones para solicitar a Funda-Pro “un crédito por $us 1.025.000 pagaderos a 
5 anos con un periodo de gracia de 2 anos y una tasa de interés del 9% aproximadamente”, de 
modo que Prodem se beneficiaria con los dineros estatales a los que üegalmente Funda-Pro 
había accedido mediante un contrato de préstamo. Entre 1994 y 1997, Prodem recibió crédi¬ 
tos de Funda-Pro por un monto de $us 25.528.896 (Funda-Pro, 18/03/2015). 

El trâmite que Funda-Pro reaHzó para la autorización de funcionamiento del Banco-Pro 
fue observado por la Superintendência de Bancos y Entidades Financieras, destacando el 
Informe lAB/Documento 1301, del 12 de enero de 1994, que concluye y recomienda: 

La falta de información sobre el origen de recursos de los acdonistas y la incertidumbre sobre 
su actual solvência financiera, la presencia de créditos en mora de algunos socios que forman 
parte de las Entidades Fundadoras del Banco-Pro y la falta de respuesta de la Subsecretária de 
Finanzas que aclare y legalice el préstamo otorgado por el Ministro de Planeamiento y Coor¬ 
dinación a Funda-Pro a plazos y tasas de interés preferenciales son algunas de las causas para 
que la autorización del Banco-Pro se mantenga en suspenso (Superintendência de Bancos y 
Entidades Financieras, 12/01/1994). 

El 7 de diciembre de 1994, Raúl Espana, representante de los fundadores de Ban¬ 
co-Pro, soHcitó a la Superintendência de Bancos y Entidades Financieras la devolución de 
los documentos presentados en el trâmite de autorización para la constitución de dicho 
Banco, recibiendo respuesta el 8 de marzo de 1995 en la que se le indicaba que “efec- 
tuados los anáHsis técnico y legal”, su trâmite adolecía de 

... observaciones atribuibles exclusivamente a la responsabilidad de los fundadores, que so- 
metieron a consideración de esta entidad, documentación técnica deficiente, no se contó con 
información acerca del origen de los fondos, algunos socios que forman parte de las Entidades 
Fundadores del Banco Pro mantienen créditos en mora, además de haber incorporado en la 
sodedad a accionistas que fueron observados por la Contraloría General de la República y que 
no cumplieron con los requisitos que exige la Ley de Bancos y Entidades Financieras (Super¬ 
intendência de Banco y Entidades Financieras, 08/03/1995). 


782 Carta SB/IAJ/Documento 3085 del 8 de marzo de 1995 dirigida a Raúl Espana, representante de los fundadores de 
Banco-Pro, remitida por Fernando Paz Baldivieso, Superintendente de Bancos y Entidades Financieras a.i. 
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En esa misma nota, con referencia a su solicitud de devolución de la garantia de se- 
riedad dei trâmite, el Superintendente de Bancos y Entidades Financieras a.i. senaló; 

Por otra parte, en lo referente a su Depósito en garantia de seriedad de trâmite, cuando así lo 
requiera se procederá a instruir su devolución conforme lo dispuesto por el art. 11° numeral 
7) de la Ley de Bancos y Entidades Financieras (Superintendência de Banco y Entidades Fi¬ 
nancieras, 08/03/1995). 

Como representante de los fundadores dei Banco-Pro, Raúl Espana Smith no estu- 
vo de acuerdo con que la devolución implicara el descuento dei 10% de la garantia de 
seriedad dei trâmite por no haberse perfeccionado la constitución y funcionamiento de 
la entidad financiera.’®^ El 3 de abril de 1995 remitió una carta a la Superintendência de 
Bancos y Entidades Financieras en la cual, a tiempo de hacer su reclamo por el hecho 
senalado, mencionó que el proyecto de constitución de la entidad bancaria estaba siendo 
modificado y que se estaba gestionando un nuevo tramite; 

La mencionada sustitución formal se efectuó mediante la transformación dei banco original¬ 
mente propuesta en una entidad financiera no bancaria, denominada Corporación Financiera 
de la Producción (Finan-Pro), cuyo trâmite de licencia se viene gestionando en la Superinten¬ 
dência de su cargo (Banco-Pro, 03/04/1995). 

La presente investigación pudo determinar que esa entidad no existia como tal y se 
desconoce si Funda-Pro habrla realizado dicho trâmite. Por el contrario, Finan-Pro cons- 
tituye un proyecto al interior de la misma Funda-Pro. Lo que también se pudo determinar 
es que Funda-Pro no figuraba como entidad financiera autorizada por la Superintendên¬ 
cia de Bancos y Entidades Financieras (ASFI, 2016). 

12.8. El crédito otorgado a Funda-Pro a enero de 2015 

Como se ha podido ver a lo largo de la investigación, el contrato de préstamo dei 8 de octubre 
de 1992 y su adenda suscrita el 21 de junio de 1993 no consignaban el monto de los recursos 
estatales otorgados en préstamo a Funda-Pro, por parte dei ministro de Planeamiento y Coor- 
dinación, Samuel Doria Medina Auza, y dei director de UCP/Focas, Arturo Beltrán CabaUero. 
También se ha verificado que el Decreto Supremo 23632 que los homologa tampoco cuenta 
con documentación que determine dicho monto ni informe que haga referencia al mismo. En 
ninguno de esos casos se ha encontrado la auditoria que, de acuerdo al contrato de préstamo 
dei 8 de octubre de 1992, debía realizarse para determinar dicho monto. 


783 La Ley 1488 de Bancos y Entidades Financieras dei 14 de abril de 1993, en su artículo 11, numeral 7, senalaba que “si 
dentro de los doscientos setenta (270) dias, improrrogables, de presentada la solicitud, no se perfecciona la constitución 
y funcionamiento de la entidad financiera bancaria, por causas atribuibles a los fundadores, la Superintendência, 
devolverá el Depósito de Garantia y sus intereses menos el diez por dento (10%) dei total de capital e intereses, monto 
que será transferido al Tesoro General de la Nación”. 
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Entre las acciones de investigación realizadas para determinar ese monto, está la con¬ 
sulta al Ministério de Economia y Finanzas Públicas, entidad a cargo de la recuperación 
del préstamo de los recursos estatales prestados a Funda-Pro el 8 de octubre de 1992. 
De acuerdo al informe remitido por esa cartera de Estado el 31 de diciembre de 2014, 
el monto de préstamo a Funda-Pro registrado en ese Ministério es de $us 21.061.277,70 
(Min. de Economia y Finanzas, 31/12/2014), dineros que fueron entregados en distintas 
fechas, de acuerdo al detaUe del siguiente cuadro: 


Cuadro 295. Monto del préstamo de recursos estatales a Funda-Pro 


Detalle de deudas 

Fecha 

Monto del capital entregado 
(en $us) 

Préstamo inicial 

13 de noviembre de 1992 

20.652.832,59 

Capital adicional 

1 de enero de 1998 

91.852,15 

Incorporación de deuda por 

8 de octubre de 1998 

7.413,39 

venta de inmuebles (3) 

8 de octubre de 1999 

18.514,57 


16 de diciembre de 2003 

290.665,00 

Capital total 

21.061.277,70 


Fuente: CEMIPyC, 2018, con base en datos del Ministério de Economia y Finanzas Públicas. Estado del Contrato de Préstamo de 8/oct/92 MPC-UCP-Focas - 
Funda-Pro yCronograma de pagos actualizado al 31/12/2014 (2015). 


De acuerdo al cronograma de pagos actualizado al 31 de diciembre del 2014, Fun¬ 
da-Pro reconoce haber recibido los siguientes recursos estatales; un “préstamo inicial” 
de $us 20.652.832,59 a partir del 13 de noviembre de 1992; un desembolso de “capital 
adicional” de $us 91.852,15 a partir del 1 de enero de 1998; y la “incorporación de deu- 
das por venta de inmuebles” por un total de $us 316.592,96; $us 7.413,39 a partir del 8 
de octubre de 1998; $us 18.514,57 desde el 8 de octubre de 1999, y $us 290.665 desde 
el 16 de diciembre de 2003. 

La información proporcionada por el Ministério de Economia y Finanzas Públicas 
permite evidenciar que Funda-Pro reahzó el pago de intereses de acuerdo al saldo deu- 
dor que tenía cada ano según el cronograma descrito en el Cuadro 10; pero no pagó los 
intereses del monto total del préstamo que era lo acordado en el contrato de préstamo 
suscrito el 8 de octubre de 1992. La cláusula quinta del mencionado contrato, en con¬ 
cordância plena con su adenda firmada el 21 de junio de 1993, senalaba; “... la fecha de 
suscripción de este contrato se considerará como la fecha efectiva de transferencia de 
dichos recursos, que consiguientemente son desde esa fecha de propiedad de Funda-Pro” 
(Doria Medina y Beltrán-Funda-Pro, 08/10/1992). 

Los intereses por todos los recursos que Funda-Pro recibió en préstamo debían 
pagarse anualmente a partir de la fecha efectiva de transferencia de los recursos, es de- 
cir desde el 8 de octubre de 1992, cuando es suscrito el contrato de préstamo. Esto es 
ratificado por la adenda a dicho contrato de préstamo, suscrita el 21 de junio de 1993, 
en la cual se indica que aunque la transferencia física de esos recursos se reahzaría 
en fechas posteriores al 8 de octubre de 1992 (cuando entre en vigência el banco de 
Funda-Pro e incluso a través de anticipos otorgados antes de la fecha de esa puesta en 
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vigência), eso no modificaba la transferencia efectiva de los recursos que se determino 
que era junto a la transferencia de propiedad de los mismos, es decir, a la firma dei 
contrato el 8 de octubre de 1992. 

Por consiguiente, los pagos de intereses a partir de fechas posteriores al 8 de octubre 
de 1992 representan un incumphmiento de contrato por parte de Funda-Pro, pues con- 
travienen las condiciones dei préstamo otorgado. Esto implica que esta entidad privada 
aún estaria en deuda con el Estado por concepto de intereses no pagados. 

Por información dei Viceministerio dei Tesoro y Crédito Público (12/08/2016), Fun¬ 
da-Pro realizo el pago de $us 18.005.520,41, equivalentes a Bsl23.517.870,01 al tipo de 
cambio de Bs6,86 por unidad de dólar americano, efectuado el 3 de mayo de 2016.’®'^ 

Finalmente, a modo de ilustrar el destino de los recursos estatales dei proyecto Focas 
a la entidad privada Funda-Pro, se presenta la siguiente gráfica: 


Gráfico 38: Trayectoria de recursos de Focas a Funda-Pro 


31, díciembre, 2014. El Ministério de 
Economia informa que la deuda de 
Funda-Pro es de $us 21,061,277. 


12, enero, 1994. Superintendência de 
Bancos no da curso a la creación de 
Banco-Pro, por insolvência de los 
fundadores y falta de información 
sobre el origen de los recursos. 


3, septiembre, 1993. Sánchez de Lozada, 
mediante D.S. 23632, homologa el ilegal 
contrato de préstamo a Funda-Pro, 
respaldada por una resolución firmada 
por S. Doria Medina y Flavio Escobar. 


21, julio, 1993. Acta de fundación de 
Banco-Pro, entre Funda-Pro, 
PRODEM, FES, SARTAAWI, QUIPUS y 
ASAR, con dineros dei Estado. 


14, mayo, 1993. Enmienda N° 11, ratifica el 
requisito de que Funda-Pro debe constituir 
un banco (Banco-Pro). 

Las enmiendas 10 y 11 ya no tenían valor, 
porque la deuda ya había sido condonada 



23, julio, 1986. Convênio de prétamo 
Proyecto FOCAS, entre Bolivar y EE.UU. 
(Firma: Sánchez de Lozada y Juan 
Cariaga. Los recursos eran para que las 
CORDES otorguen créditos productivos. 


13, agosto, 1991. Carta de 
Impementación N" 87 cambia la 
modalidad de administración de los 
recursos dei Proyecto FOCAS, dei 

sector público al privado. Firma S. 
Doria Medina. 


23, agosto, 1991 Acuerdo de 
condonacíón de deuda con los 

EE.UU., que incluye el crédito 
FOCAS. 


8, enero, 1992. Constitución de la 
entidad privada Funda-Pro, con 
patrimônio menor a Bs. 1, y afectando 
recursos dei Estado. Su personería 
Juridica firma Samuel Doria Medina y 
Jaime Paz 


8, octubre, 1992. Contrato de Préstamo de los recursos 
dei Proyecto FOCAS a Funda-Pro (más de $us. 21 
millones). Firma: Samuel Doria Medina y Arturo Beltrán 


18, septiembre, 1992, Enmienda N" 10, 
ratifica la Carta de implementación N° 87. 
Autoriza la Transferencia de los 
recursos de FOCAS a Funda-Pro. Firma 
Samuel Doria Medina. 


Fuente: CEMIPyC, 2018. 


784 Nota de Sérgio Cusicanqui Loayza, Viceministro dei Tesoro y Crédito Público, enviada a Javier Zavaleta López, 
Presidente de la Comisión Especial Mixta de Investigación de la Priva tización y Capitalización, en fecha 12 de agosto 
de 2018, Hoja de ruta 032. 
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Conclusiones 

El proceso neoliberal de enajenación de las empresas públicas nacionales y departamen- 
tales, estratégicas y otras, estuvo acompanado por la enajenación del sistema estatal de 
apoyo financiero a la actividad productiva, que también fue transferido al sector privado 
con amplios benefícios lucrativos, en un proceso continuo que comprendió particular¬ 
mente los gobiernos de Víctor Paz (1985-1989), Jaime Paz (1989-1993) y Gonzalo Sán- 
chez de Lozada (1993-1997). Esto fue lo que sucedió con el cierre de la banca de fomento 
(Banco Minero, Banco Agrícola y Banco del Estado) y con la transferencia de recursos 
estatales fínancieros al sector privado, bajo el supuesto neoliberal de que el manejo del 
capital fínanciero por el sector privado reportaria mayor dinamismo y efíciencia al sistema 
económico y productivo nacional. 

Eso mismo ocurrió con el “Proyecto a partir del Convênio de préstamo y donación 
para el Proyecto Formación de Capital en Áreas Secundarias (Focas )”, que tuvo su ori- 
gen en un préstamo de USAID dirigido a fortalecer las corporaciones de desarroUo de¬ 
partamental (CDD) y, posteriormente, incrementar su capacidad para “proveer créditos 
que ayuden al desarroUo y fínanciamiento de la agroindústria e inversiones de servicio 
industrial en áreas secundarias de Bolivia empresas rurales en rubros económicos secun¬ 
dários”, como decía el Convênio de Préstamo. 

El planteamiento original fue pertinente y necesario desde la perspectiva de los go¬ 
biernos boUvianos con cuyas gestiones se inició el proyecto; el de 1979, que recibió el 
primer crédito para la gestión de las corporaciones de desarroUo departamental, y el de 
1983, que consoUdó la Unea fínanciera de las unidades de crédito. A fínes de los anos 70, 
se habían creado las corporaciones departamentales de desarroUo con la idea de pro¬ 
mover el desarroUo económico en las regiones, lo que impUcaba invertir en rubros pro- 
ductivos secundários, consecuentemente, apoyar a empresas agropecuarias medianas y 
pequenas y algunos proyectos complementados. 

El esfuerzo gubernamental dirigido a descentraUzar el desarroUo y diversifícar la eco¬ 
nomia nacional en base a la producción departamental en rubros secundados, exigia crear 
Uneas de fínanciamiento que orienten la inversión bacia los rubros productivos elegidos y 
para eUo era necesario que las CDD tengan Unidades Crediticias Financieras (UCF), que 
Uegaron a funcionar en 8 departamentos, excepto Pando. 

Las UCF funcionaron hasta principios de los anos 90, en medio de muchos ajustes y 
complementaciones, incluso sin que el Convênio de Préstamo que creó el proyecto Fo¬ 
cas en 1986, fuese enviado al Poder Legislativo para su necesaria ratifícación legal como 
mandaba la Constitución PoUtica de entonces. 

La situación del Convênio de Préstamo y el Proyecto Focas cambió radicalmente 
cuando en mérito a una condonación de la deuda bilateral boUviana con el gobierno 
norteamericano, conforme al ‘Acuerdo referente a la Cancelación de Ciertas Deudas que 
se deben al Gobierno de los Estados Unidos” suscrito en agosto de 1991, se extinguen 
distintas deudas. Las deudas condonadas incluyeron las emergentes de los préstamos 
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que financiaron las CDD, las UCF y el Proyecto Focas , razón por la cual los fondos de 
la cartera pendiente dei proyecto se convirtieron en dinero boliviano y en esa condición 
fueron registrados en el Banco Central de BoHvia. 

Fue el gobierno de Jaime Paz el que íirmó el acuerdo de condonación de la deuda 
bilateral con Estados Unidos el 23 de agosto de 1991. Sin embargo, dias antes, el 13 de 
agosto de 1991, el ministro de Planeamiento y Coordinación, Samuel Doria Medina, 
suscribió la Carta de Implementación n.° 87 mediante la cual se cambia la modaüdad de 
administración de los recursos dei Proyecto Focas , dei sector público al privado, que 
resulto siendo la entidad privada Funda-Pro. 

Para terminar de configurar el latrocínio, la fundación privada se creó con centavos, 
con memoriales sin firma de abogado, sin cumplir la legislación de la matéria y menos la 
específica sobre afectación de bienes de los socios fundadores, pero en esas condiciones 
la fundación privada se hizo titular de un fondo de $us 21.061.277,70. 

Ante hechos de esta envergadura, ya no se trata de acciones derivadas de una poKtica neoH- 
beral que supuestamente Uevaría a una mayor eficiência en la gestión económica y productiva: 
lo que sucedió fue una abierta y deFctiva apropiación de recursos económicos de propiedad 
dei Estado boliviano en beneficio de un grupo de poder poKtico y empresarial. 

La prueba de esta aseveración es que, sobre la comisión de estos delitos de orden públi¬ 
co, el fiscal general dei Estado ha emitido un Requerimiento Acusatório en mérito a lo esta- 
blecido en los artículos 184.4 y 161.7 de la Constitución PoKtica dei Estado, los artículos 14 
y 16 de la Ley 044 y numeral 24 dei artículo 30 de la Ley Orgânica dei Ministério PúbKco. 
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El gobierno de Víctor Paz (MNR-ADN, 1985-1989), con la dictación dei DS 21060, el 
29 de agosto de 1989, inauguro el ciclo neoHberal y preparo los planes para privatizar las 
empresas públicas dei país. 

Según^Embaja^ de 

Ley de privatizaçion 
debe ser aprobada 
prioritariamente ú 

I 

Segün un informe económico de laEmbajada de los Es¬ 
tados Unidos, la Ley de privalización en Bolivia deberá ser 
aprobada en la presente legislatura, caso conimio quedaria 
relegada hasta después de las Elecciones Generales de 1993. 


La Embajada de EEUU en Bolivia presionó al gobierno de Jaime Paz para que promul 
gue una ley de privatización, que transfiera 157 empresas públicas al sector privado. 
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Banco Mundial ordena 

ff 2 (1 m. 1991 

la privatización total 


Está en juego desembolso de 500 millones de dólares en 1992 
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Organismos financieros internacionales como el Banco Mundial (BM), el Fondo Mone¬ 
tário Internacional (FMI), el Banco Interamericano de DesarroUo (BID) y la Corporación 
Andina de Fomento (CAF) ofertaron préstamos a cambio de que el gobierno boliviano 
transfiera las empresas públicas al sector privado. 
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Doria Medina: La privatización 
es una medida revolucionaria i 


Algunos se resisten, 
tal como sucedió con 
otra medida similar: 
La reforma agraria. 


LA PAZ, 01 JUN (ANF).- 

La privatización es un proceso 
revolucionário que permite 
geaerar empleo, posibilita in- 
versiones, aumenta la produc- 
ción y genera recursos para 
los proyectos sociales, afirmo 
el Ministro de Planeamiento, 
Samuel Doria Medina. 

Lamentablemente muchos 
no lo entieneden así y se resis¬ 
ten a ella, tal como en los 
anos cincuenta se opusieron a 


uno de los más deprimidos dei 
país. 

Pondero Ias iniciativas dei 
propietario, Clímaco Flores, 
que no sólo invirtió en la 
compra de la fábrica y en su 
puesta en marcha, sino tam- 
bién en programas adicionales 
como la producción de ali¬ 
mentos en carpas solares. 

Subrayó que, frente al te¬ 
mor existente de que proceso 
privatizador generaría desem- 
pleo, los hechos han mostrado 
lo contrario porque la fábrica 
de cerâmica roja en nuevas 
manos ha generado muchas 
más fuentes de trabajo de las 
que tenía cuando estaba cerra¬ 
da. 

El Ministro preciso tam- 




:â 


Uc. Samuel 
Doria Medina: 
La privatización 
es una medida 
revoiucionaría 
como lo lue la 
Reforma - 
Agraria. 


Samuel Doria Medina, entonces ministro de Planeamiento y Coordinación dei gobierno 
de Jaime Paz (1989-1993), soba afirmar que la privatización de las empresas públicas (vale 
decir, su transferencia a grupos privados) constituía una medida revolucionaria. 
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La Fábrica Nacional de Vidrio Plano (Fanviplan), ubicada en la ciudad de El Alto (La Paz), 
fue una de las primeras empresas públicas sometidas al proceso de privatización (1992- 
1993), pero debido a la inexperiencia de los privatizadores, su venta fracasó, ocasionando 
un perjuicio al Estado de $us 2.105.440, el despido de 174 trabajadores y el desmantela- 
miento de la fábrica. 



La Fábrica de Cerâmica Roja de Cobija (Pando), creada para fabricar ladriUos para la 
construcción de vivienda social, fue otra de las primeras empresas públicas en ser ena- 
jenadas (1992-1993) por el gobierno de Jaime Paz. Su venta ocasiono un perjuicio al 
Estado de $us 155.793. 
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La privatización de la Terminal de Buses “Hernando Siles” y el Hotel Terminal de Oruro 
fue iniciada por Jaime Paz y Samuel Doria Medina, pero a causa de la oposición dei pue- 
blo orureno su venta recién se concreto por el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada, 
ocasionando un perjuicio de $us 2.231.377. 



De igual manera, la privatización de la Línea Aérea Imperial (LAI) de Potosí fue iniciada 
por Jaime Paz y Samuel Doria Medina, pero a causa de la oposición dei pueblo potosino, 
su venta se concretó recién en 1996 por el gobierno de G. Sánchez de Lozada, provocan¬ 
do un perjuicio de $us 554.128. 
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La privatización de la Fábrica de Cemento El Puente (Facep), ubicada en el município El 
Puente (Tarija), se efectivizó en 1996 por el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada. 

PROBLEMA DE FACTURA QUEDA PENDIENTE: 

Fábrica de Cemento “El Puente” 
ya es de propíedad SOBOCE 
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laiiia. 

La privatización de Facep fue operativizada por Alfonso RevoUo, ministro de Capitalización 
de Gonzalo Sánchez de Lozada y encargado de enajenar las empresas públicas a través de los 
métodos de privatización y capitalización. 
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La Empresa Nacional de Castana (Enaca), creada para el acopio y beneficiado de la castana 
en Pando y norte de Beni, así como para dar préstamos de fomento a dichas actividades, 
primero fue cerrada (1989) por el gobierno de Jaime Paz y luego fue vendida (1995) por el 
gobierno de Sánchez de Lozada, 



La Hilandería Santa Cruz (Hilancruz) fue vendida en 1996-1997, por debajo de su valor 
referencial de venta a Raúl Garáfulic e hijos, ocasionando un perjuicio al Estado de $us 
3.393.740. Con esta privatización, el departamento de Santa Cruz perdió una importante 
industria têxtil. 
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La Fábrica Nacional de Cemento SA (Fancesa) de Sucre pertenecía a la Alcaldía de Sucre 
(33,33%), a la Universidad San Francisco Xavier (33,33%) y la Prefectura de Chuquisaca 
(33,34%). 



La venta dei paquete accionario de la Prefectura de Chuquisaca en Fancesa fue operati- 
vizada por Carlos Saavedra Bruno, ministro de Comercio Exterior e Inversión y correli¬ 
gionário de Samuel Doria Medina, quien era presidente de Soboce SA, adjudicataria de 
Fancesa. 
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La privatización dei Servicio Municipal de Agua Potable y AlcantariUado (Semapa) de Co- 
chabamba se efectuó conjuntamente la concesión dei Proyecto Múltiple Misicuni (PMM), 
en 1999, durante el gobierno de Hugo Banzer y Jorge Quiroga. 



La concesión de Semapa-PMM al consorcio Aguas dei Tunari SA establecía cláusulas 
perjudiciales para el Estado y la sociedad como la expropiación de las fuentes de agua 
(públicas, comunitárias y privadas) y la elevación de tarifas de consumo de agua potable 
en favor de Aguas dei Tunari SA, lo que a pocos meses provocó la Guerra dei Agua (abril 
de 2000). 
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La Guerra dei Agua expulso al consorcio Aguas dei Tunari SA. 



Banco Mundial 




Estos son algunos de los personajes y algunos de los organismos internacionales res 
ponsables dei proceso de enajenación de empresas públicas y recursos naturales en Bo 
Hvia. 









ANEXOS 


El Anexo “A” presenta un listado de los documentos utilizados en la estimación de los 
perjuicios económicos ocasionados al Estado con la privatización de las empresas públi¬ 
cas departamentales (empresas públicas dependientes de las corporaciones de desarroUo, 
de las alcaldías municipales y de las prefecturas). 

El Anexo “B” incluye un listado de los documentos utilizados en los análisis jurídicos 
de irregularidades en la privatización de las empresas departamentales investigadas a pro- 
fundidad (una por departamento) bajo el rótulo de “estúdio de caso”. 

Los documentos mencionados (Anexo "A" y Anexo "B") han sido almacenados en el 
DVD N° 1, adjunto a la presente pubücación. 
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Documentos de respaldo a los perjuicios económicos 
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Empresas públicas departamentales 
Departamento de Chuquisaca 


Empresa 

Descripción 

Documentos 

DVD 

Planta de Pollos BB 

Valor referencial 

1 

N°1 


Precio de venta 

2 



Consultorias 

3 


Taller de Cerâmica Artesanal Sucre 

Valor referencial 

1,2,3 

N°1 


Precio de venta 

4 



Consultorias 

5 


PIL-Sucre 

Valor referencial 

1,2 

N°1 


Precio de venta 

3 



Consultorias 

4,5,6 


Terminal de Buses Sucre 

Valor referencial 

1,2 

N°1 


Precio de venta 

3 



Consultorias 

4 


Alimentos Balanceados de Chuquisaca 

Valor referencial 

1,2 

N°1 

(ALBACH) 

Precio de venta 

3 



Consultorias 

4 



Gastos de martilleo 

5,6 


Cabana de Porcinos El Zapallar 

Valor referencial 

1,2 

N°1 


Precio de venta 

3 



Consultorias 

4 



Gastos de Martilleo 

5 


Proyecto Ganadero Iboperenda 

Valor referencial 

1 

N°1 


Precio de venta 

2 



Consultorias 

3 


Centro de Mejoramiento de Maiz (Cemaiz) 

Informe legal 

1 

N°1 


Convênio con la Alcaldia Municipal de Muyupampa 

2 



Consultorias 

3 


Planta de Ají Chuquisaca 

Valor referencial 

1 

N°1 


Consultorias 

2 


Cabana de Porcinos El Banado 

Consultorias 

1 

N°1 

Hotel Prefectural Tarabuco 

Consultorias 

1,2 

N°1 

Hotel Prefectural Camargo 

Valor referencial 

1 

N°1 


Consultorias 

2,3 


Fábrica Nacional de Cemento S.A. (Fancesa 

Valor referencial 

1,2,3 

N°1 

S.A.) 

Precio de venta de acciones (subasta, adjudicación, 

4,5,6,7 


(Estúdio de caso) 

contrato de compra venta, cheque) 




Consultorias 

8,9,10 
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Departamento deCochabamba 


Descripción 

Descripción 

Documentos 

DVD 

Fabrica Boliviana de Cerâmica (Faboce) 

Valor referencial 

1,2 

N°1 


Precio de venta 

3,4 



Consultorias 

5,6 



Bonos Extralegales 

3 


CriaderodeTruchas Piusilia 

Valor Referencial 

1 

N°1 


Precio de Venta 

2 



Consultorias 

3,2 


Planta deTarhui 

Valor referencial 

1,2 

NM 


Precio de Venta 

2 



Consultorias 

3 



Gastos martillero 

4,5,6 


Terminal de Buses Cochabamba 

Valor Referencial 

S/N 

N°1 


consultorias 

S/N 


PIL-Cochabamba 

Valor referencial 

1,2,3 



Precio de venta 

4,5,6,7 



Consultorias 

8,9,10,11 


Flotel Prefectural"Liriuni 

Valor referencial 

1,2 



Precio de venta 

3 



Consultorias 

4 



Gastos martillero 

5,6 


SEMAPA 

(Estúdio de caso) 

Consultorias (Contratos con diversos consultores, 
Decreto Supremo) 

1,2,3,4,5,6 

N°1 


Departamento dei Beni 


Descripción 

Descripción 

Documentos 

DVD 

Fábrica de Cerâmica Roja Trinidad 

Valor referencial 

1,2,3,4 

NM 

Precio de Venta 

5,6,7 

Consultorias 

8 

Pago de Bono Extralegal 

9 

Empresa Ganadera "Santa Martha" 

Valor referencial 

1,2,3 


Precio de Venta 

4,5 

Consultorias 

6 

Pago de Bono Extralegal 

7 

Fondo Ganadero dei Beni 

Valor Referencial 

1 

N°1 

Precio de Venta 

2 

Consultoria 

3,4 

Cabana de Bovinos dei Beni (Cabobe) 

Valor referencial 

1,2 

N°1 


Precio de Venta 

3 



Consultorias 

4 
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Descripción 

Descripción 

Documentos 

DVD 

Planta de Silos"Sachojere" 

Valor referencial 

1,2,3 

N°1 

Precio de venta 

4 

Consultorias 

5,6,7 

Gastos martillero 

8,9,10 

Planta de Alimentos Balanceados dei 

Beni 

Valor referencial 

1,2,3 

N°1 

Precio de venta 

4 

Consultorias 

5,6,7 

Gastos martillero 

8 

Empresa Nacional de la Castana"Enaca" 
(Estúdio de caso) 

Valor referencial (Valor avaluó, Valor de Reposición, 
valores de liquidación, conformación de lotes) 

1,2,3,4,5,6,7 

N°1 

Precio de venta (Acta de subasta, cheque de pago, 
contrato de compra y venta) 

8,9,10 

Consultorias 

12 

Gastos martillero 

13,14,15,16,17 


Departamento de La Paz 


Descripción 

Descripción 

Documentos 

DVD 

FABRICA Industrializadora de Quinua 
"Piquin" 

Valor referencial 

1,2,3 

N°1 

Precio de Venta 

4 

Consultorias 

5 

Gastos martillero 

6,7,8 

Pagode Bono Extralegal 

9 

Industrial Metálicas"Inmetal" 

Valor referencial 

1,2 

N°1 

Precio de Venta 

3 

Consultorias 

4,5 

Gastos martillero 

6,7,8,9 

Pago de Bono Extralegal 

10 

Planta Agroindustrial de Té 

Valor referencial 

1 

N°1 

Precio de Venta 

3 

Consultorias 

4 

Gastos martillero 

5,6,7 

PIL-LaPaz 

Valor referencial 

1,2,3 

N°1 

Precio de Venta 

4 

Consultorias 

5,6,7,8,9 

Planta de HilanderiaViacha 

Valor referencial 

1,2 

N°1 

Precio de Venta 

3 

Consultorias 

4,5 

Gastos martillero 

6,7,8,9 

Hotel Prefectural Caranavi 

Valor referencial 

1,2 

N°1 


Precio de Venta 

3 



Consultorias 

4 



Gastos martillero 

5 
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Descripción 

Descripción 

Documentos 

DVD 

Hotel Prefectural Chulumani 

Valor referencial 

1,2,3 

N°1 


Precio de Venta 

4 



Consultorias 

5,6,7 



Gastos martillero 

8 


Hotel Prefectural Urmiri 

Valor referencial 

1,2,3 

N°1 


Precio de Venta 

4 



Consultorias 

5,6,7 



Gastos martillero 

8,9 


Hotel Prefectural Copacabana 

Valor referencial 

1,2 

N°1 


Precio de Venta 

3 



Consultorias 

4,5,6 



Gastos martillero 

7,8 


Hotel Prefectural Coroico 

Valor referencial 

1,2,3 

N°1 


Precio de Venta 

4 



Consultorias 

5,6,7 



Gastos martillero 

8,9 


Hotel Prefectural Sorata 

Valor referencial 

1 

N°1 


Precio de Venta 

1 



Consultorias 

2,3,4 



Gastos martillero 

5 


Hotel Prefectural Viscachani 

Valor referencial 

1,2,4 

N°1 


Precio de Venta 

5 



Consultorias 

6,7 



Gastos martillero 

8 


Hotel Prefectural Irupana 

Valor referencial 

12,3,4 

N°1 


Precio de Venta 

5 



Consultorias 

6 



Gastos martillero 

7 


SAMAPA 

Consultorias 

12,3,4,5 

N°1 

Fábrica de Vidrio Plano"Fanviplan", 

Valor referencial (Informes de consultoria) 

1,2,3,4 

N°1 

(Estúdio de caso) 

Precio de Venta (Acta de apertura de propuestas, 
carta al Ministro de Planeamiento y Coordinación) 

5 



Consultorias (Contrato de servidos) 

6 



Bonos Extralegales (Decreto Supremo) 

7 



Valor de Adquisición de la Planta (Decreto Supremo) 

8 



Departamento de Oruro 


Descripción 

Descripción 

Documentos 

DVD 

Fábrica de Cerâmica Roja Oruro 

Valor referencial 

1,2 

NM 


Precio de Venta 

3 



Consultorias 

4 



Pago de Bono Extralegal 

5 
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Descripción 

Descripción 

Documentos 

DVD 

Fábrica de Objetos de Peltre 

Valor referencial 

1,2,3,4 

N°1 


Precio de Venta 

5 



Consultorias 

6,7 



Gastos martillero 

8,9,10 


Cadenas Andinas S.A.M. (CASAM) 

Valor referencial 

1,2,3,4,5 

N°1 


Precio de Venta 

6 



Consultorias 

7 



Gastos martillero 

8,9,10 


Proyecto Camélidos Turco - Oruro 

Valor referencial 

1 

N°1 


Consultorias 

2 


Flotel Prefectural Oruro 

Valor referencial 

1 

N°1 


Consultorias 

2,3 



Gastos martillero 

4,5,6 


Hotel Terminal-Oruro 

Valor referencial 

1,2,3,4,5 

N°1 


Precio de Venta 

6 



Consultorias 

7,8,9,10,11,12 


Terminal de Buses -Oruro 
(Estúdio de caso) 

Valor referencial (Informe de consultoria, Licitación 
Pública) 

1,2 

N°1 


Precio de Venta (Decreto Supremo, contrato de 
Compra y Venta) 

4 



Consultorias (Contratos por prestación de servidos 
de consultoria) 

5,6,7,8,9,10 



Departamento de Pando 


Descripción 

Descripción 

Documentos 

DVD 

Hacienda Ganadera Blanca Flor 

Consultorias 

1 

N°1 

Sistema Eléctrico de Cobija (Secobija) 

Valor referencial 

1 

N°1 


Consultorias 

2,3 


Televisión Educativa Canal 6 
(TV Educativa) 

Consultorias 

1 


Zona Franca Cobija (Zofrac) 

Consultorias 

1 

N°1 

Hotel Prefectural de Pando 

Valor referencial 

1,2 

N°1 


Precio de Venta 

3 



Consultorias 

4 



Gastos martillero 

5 


Fábrica de Cerâmica Cobija 

Valor referencial (Informes de consultoria) 

1,2,3 

NM 

(Estúdio de caso) 

Precio de Venta (recibo provisorio de subasta) 

4 



Consultorias (Contrato de servidos) 

5 
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Departamento de Potosí 


Descripción 

Descripción 

Documentos 

DVD 

Hilandería de Pulacayo"Hipul" 

Consultoria 

1 

N°1 

Vivero Mosoj LIajta 

Consultoria 

1 

N°1 

Vivero Escara 

Consultoria 

1 

N°1 

Vivero Los Pinos 

Consultoria 

1 

N°1 

Vivero Tarapaya 

Consultoria 

1 

N°1 

Criadero de Truchas "Chico Chico" 

Consultoria 

1 

N°1 

Centro Ganadero"Río Mulato" 

Consultoria 

1 

N°1 

Terminal de Buses Potosí 

Consultoria 

1 

N°1 

Hotel IV Centenário 

Valor referencial 

1 

N°1 


Consultorias 

2,3 


Línea Aérea Imperial (LAI) 

Valor referencial (Informes de consultoria) 

1,2 

N°1 

(Estúdio de Caso) 

Precio de Venta (Contrato de Compra Venta, Cheque 
de pago) 

3,4,5 



Consultorias (Contratos de servicios) 

6,7 



Departamento de Tarija 


Descripción 

Descripción 

Documentos 

DVD 

Fábrica de Aceites Comestibles de 
Villamontes 

Precio de Venta 

1,2 

NM 

Consultorias 

3 

Bonos extralegales 

4 

Inversion para la puesta en marcha 

5 

Empresa Forestal PecuariaTariquia 

Precio de Venta 

1 

NM 

Consultorias 

2 

Alimentos Balanceados de Tarija 

Valor referencial 

12,3,4,5 

N°1 

Precio de Venta 

6,7,8 

Consultorias 

9,10 

Bonos extralegales 

11 

Inversion realizada 

12 

PI L-Tarija 

Valor referencial 

1,2 


Precio de Venta 

3 

Consultorias 

4,5,6,7 

Inversion realizada 

8 

Ingenio Azucarero Bermejo 

Valor referencial 

1 

N°1 

Precio de Venta 

2,3 

Consultorias 

4,5 

Inversion realizada 

6 

Planta de Sal Yodada Entrerriana 

Valor referencial 

1,2 



Precio de Venta 

3 



Consultorias 

4 



Inversion realizada 

5 
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Descripción 

Descripción 

Documentos 

DVD 

Fábrica de Papel Sidras Iptasa 

Valor referencial 

1 

N°1 

Precio de Venta 

2 

Consultorias 

3 

Inversion realizada 

4 

Industria Avícola de Tarija 

Valor referencial 

1 

N°1 

Precio de Venta 

2 

Consultorias 

3,4 

Inversion realizada 

5 

Programa Agrícola de Oleaginosas 
y Maíz 

Valor referencial 

1 

N°1 

Precio de Venta 

2 

Consultorias 

3 

Cristalería Óscar Alfaro (Criosal) 

Valor referencial 

1,2 

N°1 

Precio de Venta 

3 

Consultorias 

4,5 

Inversion realizada 

6 

Multipropósito Gran Chaco 

Precio de Venta 

1 

N°1 

Consultoria 

2 

Terminal de Buses de Tarija 

Precio de Venta 

1 

N°1 

Consultoria 

2 

Canal 11 - Sistema Integrado de 
Televisión"Sitel". 

Valor referencial 

1 

N°1 

Precio de Venta 

2 

Consultorias 

3,4 

Flotel Prefectural de Tarija 

Precio de Venta 

1 

N°1 

Consultorias 

2,3 

Cabana Prefectural de Tarija 

Precio de Venta 

1 

N°1 

Consultorias 

2 

Fábrica de Cemento El Puente, 

(Estúdio de caso) 

Valor referencial (informe de consultoria, licitación 
pública) 

1,2 

N°1 

Precio de Venta (Testimonio de Compra - Venta, 
Decreto Supremo) 

3,4 

Consultorias (Contrato de Servicios) 

5 

Aporte Prefectura 

7 

Inversion realizada (Informe CODETAR) 

8 


Departamento de Santa Cruz 


Descripción 

Descripción 

Documentos 

DVD 

Ingenio Azucarero Guabirá (lAG) 

Valor referencial 

1 

N°1 


Precio de Venta 

2 



Consultorias 

3 



Bonos extralegales 

4 
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Descripdón 

Descripdón 

Documentos 

DVD 

Cabana Lechera Santos Paz (Caletsa) 

Valor referencial 

1,2 

NM 

Precio de Venta 

3 

N°1 

Consultorias 

4 

N°1 

Bonos extralegales 

5 

N°1 

Fábrica de alimentos Balanceados 
Portachuelo"Albapor" 

Valor referencial 

1,2 

N°1 

Precio de Venta 

3 

Consultorias 

4,5 

Gastos de martillero 

6 

Bonos extralegales 

7 

PI L-Santa Cruz 

Valor referencial 

1 

N°1 

Precio de Venta 

2 

Consultorias 

3,4,5 

Bonos extralegales 

6 

Productos Alimentícios de Maíz 
Mairana"PAM" 

Valor referencial 

1 


Precio de Venta 

2 

Consultorias 

3 

Gastos de martillero 

4 

Bonos extralegales 

5 

Hotel Asahí 

Valor referencial 

1,2 

N°1 

Precio de Venta 

3 

Consultorias 

4,5 

Gastos Martillero 

6 

Bonos extralegales 

7 

Planta Elaborada de Quesos San Javier 

Valor referencial 

1,2 

NM 

Precio de Venta 

3 

Consultorias 

4,5 

Proyecto Ganadero Todos Santos 

Hirtner 

Valor referencial 

1 

NM 

Precio de Venta 

2 

Consultorias 

3 

Fábrica de Cerâmica Roja Robore 

Consultorias 

1,2,3 

NM 

Fábrica de Cerâmica Roja Camiri 

Consultorias 

1,2,3 

N°1 

Fábrica de Losetas Montero 

Valor Referencial 

1 

N°1 

Consultorias 

2 

Hilandería Santa Cruz "Hilancruz" 
(Estúdio de caso) 

Valor referencial (Valoración económica, informe 
final de la privatización HILANCRUZ) 

1,2,3 

N°1 

Precio de Venta (Acta de apertura de propuestas, 
informe de recomendación, Decreto Supremo, 
Resolución. Contrato compra - venta) 

4,5,6,7,8 

Consultorias (Contratos de Prestación de Servidos) 

9,10 
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ANEXO “B” 

Documentos de respaldo a los análisis jurídicos 
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Anexos 


Empresas públicas departamentales 


Fábrica Nacional de Cemento - Fancesa S.A. 


Descripción 

Documentos 

DVD 

Leyes y decretos supremos: 

DL 14379 Código de Comercio (extracto). 

Ley1330de Privatización. 

Ley 1383 (Ratifica a Fancesa como SA) 

Ley 1834 de Mercado de Valores, 

DS 4148 (Instalación de la fábrica de cemento). 

DS 5135 (Conformación de S.A.), 

DS 22686 (Calidad jurídica de Fancesa). 

DS 22842 (Ratifica DS 22686), 

DS 25506 (Autoriza subasta pública de Fancesa). 

DS 25523 (Aprueba adjudicación de acciones de Fancesa) 

1,2,3,4,5,6,7, 
8,9,10 

N°1 

Resoluciones ministeriales y otras: 

RM112/98 (Licitación banco de inversión). 

RM169/98 dei (Adjudicación Deutsche Bank Panamerican Securities). 

RM 107/99 (Aprueba pliego de condiciones). 

RM 198/99 (Interrumpe la licitación). 

Resolución Consejo Departamental 016/99 (Autoriza venta de acciones). 

11,12,13,14,15 

NM 

Testimonios, minutas, contratos y convênios: 

Testimonio 117/66 (Personería y estatutos de Fancesa). Convênio Ministério de Comercio Exterior e 
Inversión y Fancesa. 

Minuta de compra y venta de acciones. 

Testimonio 751/99, convênio interinstitucional entre UMRPSFX (Jaime Robles) y Soboce SA (Samuel 
DoriaMedina). 

16,17,18,19 

N°1 

Informes: 

Comisión calificadora (Recomienda contratar a Deutsche Bank Panamerican Securities). 

Informe Legal N° 220/99 de Ministério de la Presidência (Para emitir DS de adjudicación de acciones). 

20,21 

N°1 

Actas: 

Acta reunión Conape (aprueba la estratégia de privatización de Fancesa S.A. 

Acta de recepción de propuestas 

Acta de apertura dei sobre"A" 

Acta reunión Conape (aprueba nueva estratégia de privatización de Fancesa S.A. 

Acta de subasta pública de acciones 

22,23,24,25,26 

N°1 

Términos de referencia y convocatorias: 

Convocatoria a licitación (Banco de inversión) 

Plan específico (Venta de acciones de Fancesa S.A.) 

Pliego de condiciones (Venta de acciones de Fancesa S.A.) 

Formulário 6, carta jurada de compatibilidad 

Enmienda N° 4 al pliego de condiciones 

Convocatoria a subasta pública (Venta de acciones de Fancesa S.A.) 

27,28,29,30, 

31,32 

N°1 
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Descripdón 

Documentos 

DVD 

Notas, memorándums y otras comunicaciones 

33,34,35,36, 

N°1 

Nota MCEI1373-C/99 (Ministro Saavedra Bruno a Conape, nueva estratégia de privatización de 
acciones de Fancesa S.A.) 

Notas ESLF1010/99, ELSF 1525/99 y ESMCE11619/99 dei proponente LAFARGE al Ministro de 
Comercio Exterior e Inversión (reclamos sobre proceso de venta de Fancesa SA) 

"Fancesa será subastada sobre la base de $us 26 millones" (Última Hora, 08/09/1999) 

"Subastan Fancesa sobre la base de $us26 millones" (La Razón, 08/09/1999) 

"Pese a la oposición regional hoy subastará un tercio de Fancesa" (La Razón 23/09/1999) 

"Doria Medina participará en subasta de acciones" 

37,38 


Otros documentos: 

Copia cheque de Banco Mercantil (Por $us 26 millones en favor de una cuenta dei Banco Central de 
Bolivia - pago por compra de acciones de Fancesa S.A.) 

Copia de Boleta de depósito en el Banco Central de Bolivia (por acciones de Soboce S.A. 

39,40 

N°1 


Servido Munidpal de Agua Potable y Akantariliado - SEMAPA 


Descripdón 

Documentos 

DVD 

Leyes y decretos supremos: 

1,2,3,4,5,6,7, 

N°1 

Ley 1330 de Privatización. 

8,9,10,11,12,13, 


Ley 2029 de Servicio de agua potable y alcantariliado sanitario 

DS 08048 (Autoriza la creación de Semapa) 

DS10597 (Reorganiza Semapa) 

DS 22836 (Contiene la lista de las empresas a ser privatizadas) 

DS 24574 (Autoriza a Semapa la participación privada en sus servicios) 

DS 24728 (Extingue Ministério Sin Cartera Responsable de Capitalización) 

DS 24828 (Reconoce a Semapa como empresa descentralizada) 

DS 24841 (Autoriza contrato de compra y venta de agua potable) 

DS 24933 (Autoriza adendum de consultoria con Banque Paribas) 

DS 25133 (Autoriza participación dei sector privado en servicio de agua potable) 

DS 25351 (Declara desierta la licitación pública) 

DS 25413 (Aprueba informe de la comisión negociadora) 

DS 25501 (aprueba contratos entre la superintendência de aguas, electricidad, Semapa y Misicuni 
con el Consorcio de Aguas Tunari) 

14,15 


Resoluciones ministeriales y otras: 

Resolución Administrativa N° 02-15954/99 (Aprueba constitución y estatutos de aguas Tunari S.A.) 
Resolución Administrativa SA N° 24/99 (Otorga a aguas dei Tunari SA concesión de 
aprovechamiento) 

Resolución SSDE N° 02/99 (Otorga licencia en favor aguas dei Tunari SA) 

Resolución Administrativa SSSB N° 55/2000 (Revoca concesión de aprovechamiento) 

16,17,18,19 

N°1 

Testimonios, minutas, contratos y convênios: 

20,21,22, 

N°1 

Testimonio 8972/99 (Constitución de Aguas dei Tunari S.A.) 

Testimonio 9390/99 (Modificación de estatutos de Aguas dei Tunari S.A.) 

Testimonio 1669/99 (Contrato de régimen de bienes) 

Minuta de contrato de Régimen de Bienes, suscrito entre el Estado Boliviano y Aguas dei Tunari S.A. 
Minuta dei contrato de Concesión por 40, anos suscrito entre la superintendência de Aguas y Aguas 
dei Tunari S.A. 

Minuta de contrato de Licencia en favor de Aguas dei Tunari S.A. 

23,24,25 
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Descripción 

Documentos 

DVD 

Matriculas, certificaciones, inscripciones o autorizaciones: 

26,27 

N°1 

Certificado de Inscripción de Aguas dei Tunari S.A. en el SIN. 



Certificado N° 069/2000 (registro de poder de aguas del Tunari S.A. en favor de Geoffrey Richard 



Director General) 




Empresa Nacional de la Castana - Enaca 


Descripción 

Documentos 

DVD 

Leyes y decretos supremos: 

Ley1330de Privatización. 

Ley 1654 (Transfiere a prefecturas el patrimônio de las corporaciones) 

DS 21060 (DisuelveCBF) 

DS 21888 (Dispone la transferencia de todos los activos de la CBF). 

DS 22836 (Contiene la lista de las empresas a ser privatizadas), 

DS 23991 (Reglamenta la ley de privatización). 

1,2,3,4,5,6 

N°1 

Resoluciones ministeriales y otras: 

Resolución CODENA002/95 (Autoriza procedera la privatización) 

RM 018/95 (Autoriza la contratación de martilleros). 

RM 025/95 del (Aprueba el pliego de condiciones para la subasta). 

RM 162/96 (Aprueba la rendición de cuentas de la empresa martillera). 

Resolución de Directorio 10/95 (Autoriza la transferencia). 

Resolución de Directorio 18/95 (Autoriza consolidar la transferencia). 

Resolución de Directorio 19/95 (Autoriza consolidar la transferencia). 

Resolución de Directorio 20/95 (Autoriza consolidar la transferencia). 

7,8,9,10, 

11,12,13,14 

NM 

Testimonios, minutas, contratos y convênios: 

Convênio de transferencia entre la CBF y Codebeni 

Minuta de contrato de consultoria entre el FNDR y Rimac Orozco 

Minuta de compra y venta de lote 1. 

Testimonio 106/96 (Contrato de compra y venta lote 3) 

15,16,17,18 

NM 

Informes: 

Informe D.A.I. N° 210/92 (Informe de comisión de evaluación). 

19 

N°1 

Estúdios: 

Informe técnico SETECO SRL 95/023 (establece valor de liquidación). 

Informe Técnico Rimac Orozco (Senala valores de liquidación) 

Informe Técnico Rimac Orozco (Rebaja el valor del depósito San José) 

20,21,22 

N°1 

Actas: 

Acta de primera subasta pública (Se declara desierta). 

Acta de segunda subasta pública (Se declara desierta) 

Acta de tercera subasta pública (Se adjudica el lotei) 

Acta de subasta pública (Se adjudica el lote 3) 

23,24,25,26 

N°1 

Términos de referencia y convocatorias: 

Convocatoria a subasta pública (Presencia 21/05/1995) 

Convocatoria a subasta pública 

Convocatoria a segunda subasta pública (Presencia 21 /07/1995, El Diário 25/07/1995 y 27/07/1995) 
Convocatoria a tercera subasta pública (Presencia 20/08/1995). 

Pliego de condiciones (subasta pública deposito San José) 

27,28,29,30,31 

N°1 

Notas, memorándums y otras comunicaciones 

Nota CBO/CA-2086/95 (remitida por el BID al pdte. FNDR, de no objeción a la contratación de 
consultor para los estúdios de privatización de Enaca) 

Notas TS/130-P/95 (Trust Service remite acta de segunda subasta pública" 

32,33 

NM 
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Fábrica Nacional de Vidrio Plano- Fanviplan 


Descripción 

Documentos 

DVD 

Leyes y decretos supremos: 

Ley1330dePrivatización. 

Ley 1654 (Transfiere a prefecturas el patrimônio de las corporaciones) 

DS11002 (Encarga a la empresa Polimex CEKOP Ltda la provisión e instalación de la fábrica de vidrio 
plano). 

DS 22836 (Contiene la lista de las empresas a ser privatizadas), 

DS 23170 (Establece las atribuciones de la CEEP). 

DS 23287 (Modifica las atribuciones de la CEPP). 

DS 23417 (Corrobora la pre adjudicación de Fanviplan) 

DS 23535 (Aclara y complementa el DS 23417) 

12,3,4,5,6,7,8 

N°1 

Resoluciones ministeriales y otras: 

Resolución de Directorio Cordepaz 018/92 (Autoriza al Pdte. de Cordepaz incorporarse a la comisión 
de evaluación). 

Resolución de Directorio Cordepaz 021/92 (Autoriza el proceso de Privatización). 

Resolución 08/92(Resuelve la venta mediante la bolsa de valores). 

Resolución CEEP s/n (Resuelve la pre adjudicación dei total de los activos). 

Resolución CEEP s/n (Aclara los equipos a ser transferidos). 

Resolución CEEP 19/93 (Aclara que los activos descritos son parte dei contrato de transferencia). 
Resolución Coneplan 051/93 (ratifica la resolución CEEP N° 19/93). 

9,10,11,12,13, 

14,15 

N°1 

Testimonios, minutas, contratos y convênios: 

Minuta de Contrato de Servicios, CEEP y la consultora Carana Corporation. 

Convênio con trabajadores Fanviplan para paqo de beneficios sociales. 

Testimonio 997/92, (Escritura de Constitución de SRL doble "N"). 

16,17,18 

N°1 

Informes: 

Informe final (Resumen de actividades de la consultora Carana) 

19 

N°1 

Estúdios: 

Estúdio de valoración (lnforme"C"elaborado por la consultora Carana) 

Estratégia de venta (Informe"D"elaborado por la consultora Carana) 

Plieqo Licitación Publica (Informe "E" elaborado poria consultora Carana) 

20,21,22 

N°1 

Actas: 

Acta reunión Poder Ejecutivo y Cordepaz (aprueba la venta de activos) 

Acta de recepción de ofertas. 

Acta de apertura de sobres. 

23,24,25 

N°1 

Términos de referencia y convocatorias: 

Invitación a presentar ofertas para activos de Fanviplan. 

Plieqo de Condiciones (Venta de Fanviplan) 

Addenda N° 1 (Rebaja el precio referencial) 

Addenda N° 2 (posibilita presentar ofertas de contado y financiado) 

26,27,28,29 

N°1 
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Anexos 


Descripción 

Documentos 

DVD 

Notas, memorándums y otras comunicaciones 

30,31,32,33,34, 

N°1 

Nota dei Ministro de Planeamiento y Cordepaz ai Pdte. de la Bolsa Boliviana de Valores, solicitándole 

35,36,37,38, 


inscribir los activos de Fanviplan. 

Nota dei Ministro de Planeamiento y Cordepaz al Pdte. de la Comisión Nacional de Valores, 
solicitándole inscribir los activos de Fanviplan. 

Nota UEREP 259/92 dei Director de la Unidad Ejecutora al Pdte.de Cordepaz (Comunica el plazo de 
oferta para vender Fanviplan expiro) 

Nota de Carana Corporation a la CEEP (informa sobre los posibles proponentes) 

Nota UEREP 321/92 dei Coordinador de la unidad ejecutora al asesortécnico (solicita enmienda al 
pliego sobre pago al contado). 

Nota UEREP 380/92 dei Coordinador de la unidad ejecutora al asesortécnico (solicita enmienda al 
pliego sobre condiciones de oferta de compra). 

Nota de Doble "N"SRL., ofertando y senalando plazos de pago. 

Nota C.P. 073/92 de Carana Corporation al Ministro de Planeamiento (senala precio mínimo de 
referencia). 

Nota UEREP 418/93 dei Coordinador de la unidad ejecutora al Pdte. Cordepaz (senala que Doble "N" 

SRL se queja de sustracciones de Fanviplan). 

Nota G.L N° 072/93 dei Gerente liquidador al Gerente de Cordepaz (senala que existen falias y errores 
en el inventario) 

Nota 080/93 de Carana Corporation a CEEP (explica sobre algunos activos) 

39,40 


Otros documentos: 

Nómina de trabajadores que firmaron acuerdo dei Bono de reconocimiento 

Boleta de Garantia N° 5313 (De oferta de compra de Fanviplan). 

41,42 

N°1 


Hotel Terminal Oruro 


Descripción 

Documentos 

DVD 

Leyes y decretos supremos: 

Ley1330de Privatización. 

Ley 1654 (Transfiere a prefecturas el patrimônio de las corporaciones) 

DS 22836 (Contiene la lista de las empresas a ser privatizadas), 

DS 23170 (Establece las atribuciones de la CEEP). 

DS 23991 (Reglamenta la ley de privatización). 

DS 24387 (Adjudica el Flotel Terminal a favor de Alberto Loayza Valda). 

1,2,3,4,5,6, 

NM 

Resoluciones ministeriales y otras: 

RS 215521 (Reglamenta a las empresas sujetas a reordenamiento) 

RM 080/95 (Aprueba plan específico y pliego de condiciones). 

RM118/95 dei (Designa comisión de calificación). 

Resolución de Directorio 009/92 (Autoriza la venta dei hotel terminal). 

Resolución 13/95 (CODENA autoriza reordenamiento mediante licitación). 

7,8,9,10,11 

N°1 

Testimonios, minutas, contratos y convênios: 

Testimonio 229/1992 (Contrato de prestación de servicios para establecer el método más apropiado 
para la privatización). 

Contrato de Consultoria 001/95 (FNDR y Armando Estrada Caballero) 

Contrato de Consultoria 002/95 y 003 /95(FNDR y Pastor Sainz - FNDR y Percy Jiménez). 

Minuta de compra y venta de Hotel Terminal de Oruro. 

12,13,14,15 

N°1 
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Descripción 

Documentos 

DVD 

Informes: 

Informe de CONICOM Ltda. (Establece el valor mínimo) 

Informe Jurídico N° 002/95 (Recomienda la apertura dei sobre "B") 

Informe de Recomendación 002/95 (Recomienda la venta dei hotel terminal a favor de Alberto 

Loayza Valda). 

16,17,18 

N°1 

Estúdios: 

Informe Final (Elaborado por Consultores Consa/Conicom/lnbuirsa) 

Informe Final (Ministério de Capitalización) 

19,20 

N°1 

Términos de referencia y convocatorias: 

Pliego de condiciones (Venta de activos Hotel Terminal Oruro) Convocatória a licitación Pública. 

21,22 

N°1 

Notas, memorándums y otras comunicaciones 

23,24,25,26,27, 

N°1 

Nota (Pastor Sainz a Unidad de Reordenamiento, informe final de estúdio) 

28,29,30,31,32, 


Nota UR of. 04/95 (Unidad de Reordenamiento a la consultora Consa/Conicom/lnbuirsa solicitando 
valoración por pisos) 

Nota Pastor Sainz (Estima precio base de liquidación) 

Nota Pastor Sainz (Hace conocer el valor dei Hotel Terminal) 

Nota S.G. N° 207/95 (Directorio de Cordeor al Ministro de Capitalización solicitando se declare desierta 
la licitación). 

Nota N°015/95 (Sindicato de Cordeor al Ministro de Capitalización, expresan oposición a la venta) 

Nota N° MC/D/1860/95 (Ministro de Capitalización a H. Erasmo Perez, responde impugnación). 

Nota N° MC/D/1861/95 (Ministro de Capitalización al Directorio de Cordeor, indica que es 
improcedente declarar desierta la licitación). 

Nota N° MC/D/431/96 (Ministro de Capitalización a Alberto Loayza, comunica que se canceió el 
proceso) 

Nota N° MC/D/430/96 (Ministro de Capitalización al Pdte. Câmara de Senadores, hace conocer la 
cancelación dei proceso de licitación). 

Nota N° MC/D/444/96 (Ministro de Capitalización al Ministro de la Presidência, hace conocer la 
cancelación dei proceso de licitación). 

Nota N° MC/D/737/96 (Ministro de Capitalización al Prefecto de Oruro, fija nueva fecha para una 
nueva licitación). 

33,34 


Publicacionesde Prensa: 

Fraternidad 10 de febrero anuncia un recurso directo de nulidad (La Patria 1/12/95). 

Editorial titulado"Dano Evidente"(La Patria 1/12/1995) 

Brigada Parlamentaria de Oruro impugno la venta de Hotel Terminal (Presencia 1/12/95) 

35,36,37 

N°1 

Otros documentos: 

Respuesta a PIE de la Brigada Parlamentaria de Oruro al Ministro de Capitalización. 

Minuta de Comunicación de la Câmara de Diputados (Recomienda dejar en suspenso al proceso de 
privatización dei Hotel Terminal). 

38,39 

N°1 


Terminal de Buses Oruro 


Descripción 

Documentos 

DVD 

Leyes y decretos supremos: 

Ley 1330 de Privatización. 

Ley 1654 (Transfiere a prefecturas el patrimônio de las corporaciones) 

DS 22836 (Contiene la lista de las empresas a ser privatizadas), 

DS 23170 (Establece las atribuciones de la CEEP). 

DS 23991 (Reglamenta la ley de privatización). 

DS 24164 (Adjudica los activos de la Terminal de Buses). 

1,2,3,4,5,6, 

N°1 
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Descri pción 

Documentos 

DVD 

Resoluciones ministeriales y otras: 

RS 215521 (Reglamenta a ias empresas sujetas a reordenamiento) 

Resolución de Directorio 009/92 (Autoriza venta de ia Terminai de Buses). 

Resoiución 05/93 (CEEP resueive ia pre adjudicación de ia Terminai de Buses). 

Resoiución 22/23 (CONEPLAN aprueba transferencia de ia Terminai de Buses). 

7,8,9,10 

NM 

Testimonios, minutas, contratos y convênios: 

Contrato de Consuitoría 001/95 (FNDR y Armando Estrada Cabaiiero) 

Contrato de Consuitoría 002/95 (FNDR y Pastor Sainz) 

Contrato de Consuitoría 003/95 (FNDR y Percy Jiménez). 

Minuta de compra y venta de Terminai Buses de Oruro. 

11,12,13,14 

NM 

Estúdios: 

informe preiiminar (Eiaborado Consuitores Consa/Conicom/inbuirsa) 

15 

NM 

Actas: 

Acta de Entendimiento (Acuerdan ei apoyo ai proceso de privatización) 

Acta de entrega y recepción de activos de ia Terminai de Buses de Oruro. 

16,17 

N°1 

Términos de referencia y convocatorias: 

Anuncio de venta de ia Terminai de Buses de Oruro. 
invitación a potenciaies en presentar ofertas (La Razon 9/08/92) 

Términos de Referencia (Convocatoria a iicitación Púbiica). 

18,19,20 


Notas, memorándums y otras comunicaciones 

Nota (Pdte. 5ebastián Pagador ai PNUD, soiicita piazo para ia presentación de ia boieta de garantia) 
Nota B0L/88/003/10223-C (PNUD ai Ministro de Pianeamiento, recomendando aceptar ia prorroga 
dei proponente) 

Nota Pastor5ainza ia Unidad de Reordenamiento (Remite informe finaies de estúdio). 

21,22,23 


Otros documentos: 

Proyecto de Arrendamiento (Eiaborado por ei sindicato de trabajadores) 

Recibo (constância de pago de 50% dei precio de venta y constância de pago dei honorário de incentivo) 

24,25 



Fábrica de Cerâmica Roja Cobija - FCRC 


Descripción 

Documentos 

DVD 

Leyes y decretos supremos: 

Ley1330de Privatización. 

Ley 8004 (Crea ia Corporación de Desarroiio dei Noreste - Cordeno) 

D5 21060 (Disueive ia CBF y dispone ia transferencia de activos) 

D5 21888 (Dispone ia transferencia de ios activos de ia CBF) 

D5 22836 (Contiene ia iista de ias empresas a ser privatizadas), 

D5 23170 (Estabiece ias atribuciones de ia CEEP). 

D5 23287 (Estabiece ia transferencia de bienes, acciones mediante ia boisa de vaiores) 

1,2,3,4,5,6,7 

N°1 

Resoiuciones ministeriaies y otras: 

Resoiución de Directorio 19/92 (Autoriza a Cordepando ia privatización) 

Resoiución CEEP s/n (Resueive ia venta mediante iicitación púbiica) 

Resoiución CEEP s/n (Resueive ia venta mediante subasta púbiica) 

Resoiución CONEPLAN 04/93 (Aprueba (a venta de FCRC mediante subasta púbiica) 

8,9,19,11 

N°1 

Testimonios, minutas, contratos y convênios: 

Convênio entre CODERPANDO y CEEP (Asistencia técnica privatización) 

Minuta de Contrato de servicios (Ministério de Pianeamiento y consuitora ADARO) 

Minuta de Contrato de compra y venta de FCRC. 

12,13,14 

N°1 
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Descripción 

Documentos 

DVD 

Estúdios: 

Estúdio de viabilidad Técnico - Económica (Elaborado por Adaro) 

Estúdio de valoración Económica (Elaborado por Adaro)) 

Estúdio de Métodos de privatización (Elaborado por Adaro)) 

Estúdio Informe Final de cumplimiento de plan disenado (Elaborado por Adaro)) 

Avaluó de activos de FCRC (Elaborado por Ingeniería Rocha Ltda.) 

15,16,17,18,19 

N°1 

Actas: 

Acta reunión extraordinária CEEP (aprueba la estratégia de venta FCRC) 

Acta de subasta pública (En la que se adjudicó a la empresa Constructora Latinoamérica Ltda.) 

20,21 

NM 

Términos de referencia y convocatorias: 

Términos de referencia (Convocatoria de licitación pública) 

Anuncio de venta mediante licitación pública, dan a disposición información a los interesados. 

Bases de subasta pública ref.: OSP/BOL/520/710 

Anuncio de subasta pública (27/12/92,3/1/93 y 7/1/93 en Presencia, El Diário y La Razón) 

22,23,24,25, 

NM 

Notas, memorándums y otras comunicaciones 

Nota UEREP 387/92 (Senala la consultora ADARO nuevo valor de FCRC) 

Notas B0L/88/003/11149-C (Remisión al Ministro de Planeamiento dei PNUDsobreactividades 
cumplidas) 

26,27 

NM 

Otros documentos: 

Boleta de garantia de seriedad de oferta de la empresa Constructora Latinoamericana SRL. 

28 

NM 


Línea Aérea Imperial - LAI 


Descripción 

Documentos 

DVD 

Leyes y decretos supremos: 

Ley 1330 de Privatización. 

Ley 1654 (Transfiere a prefecturas el patrimônio de las corporaciones) 

DS16482 (Autoriza a Cordepo la compra de un avión) 

DS17509 (Reglamenta la adquisición de aeronaves) 

DS 17510 (Autoriza a Cordepo adquirir una aeronave Metro II) 

DS 22836 (Contiene la lista de las empresas a ser privatizadas) 

DS 23991 (Reglamenta la ley de privatización). 

DS 24163 (Adjudica los activos de LAI a la empresa 55 Telecom- Bolivia) 

1,2,3,4,5,6,7,8 

N°1 

Resoluciones ministeriales y otras: 

9,10,11,12, 

N°1 

RS 215521 (Reglamenta a las empresas sujetas a reordenamiento) 

RS 216145 (Aprueba nuevas normas dei SABS) 

Resolución Administrativa 02/95 (CODENA establece modalidad de transferencia de LAI) 

RM 032/95 (Ministério de Capitalizacion aprueba planes de transferencia de LAI) 

RM 078/95 (Se designa comisión calificadora para la licitación) 

Resolución de Directorio 06/95 (Cordepo autoriza transferencia a personas privadas) 

13,14 


Testimonios, minutas, contratos y convênios: 

15,16,17,18,19, 

N°1 

Escritura N° 25 (Adquisición de un avión metro II, a favor de Cordepo) 

Testimonio 560/79 (Constitución le LAI) 

Escritura N° 19 (Compra y venta de un avión a favor de Cordepo) 

Testimonio 37/95 (Revocatoria poder dei representante de SS Telecom) 

Contrato de Consultoria 019B/95 (Entre el FNDRy Roberto Jáuregui) 

Convênio de subrogación de pasivos tributários entre Cordepo y el SIN. 

Contrato de compra y venta en la cual se transfiere LAI. 

20,21 
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Descripción 

Documentos 

DVD 

Informes: 

Informe Jurídico (Análisis de documentos de sobre A) 

Informe Comisión calificadora (Recomienda adjudicar a SS Telecom Bolivia SRL). 

22,23 

NM 

Matriculas, certificaciones, inscripciones o autorizaciones: 

Certificado de matrícula expedido por la DGAC a nombre de LAI, sobre aeronave CP1516. 

Certificado de matrícula expedido por la DGAC a nombre de LAI, sobre aeronave CP1635. 

24,25 

N°1 

Estúdios: 

Informe"F"estúdios de la privatización (Elaborado por la consultora Le Groupe SM International Inc.) 
Informe Final estúdio de valoración económica (Elaborado por el consultor Roberto Jáuregui) 

26,27 


Actas: 

Acta sobre acto de apertura de sobres. 

Acta sobre acto de apertura de sobres, segunda licitación. 

Acta de entrega y recepción de activos 

28,29,30 


Términos de referencia y convocatorias: 

Pliego de Condiciones (Venta de activos de LAI) 

Enmienda N° 1 al pliego de condiciones. 

Enmienda N° 2 al pliego de condiciones. 

Enmienda N° 3 al pliego de condiciones. 

Enmienda N° 4 al pliego de condiciones. 

Enmienda N° 5 al pliego de condiciones. 

Convocatoria a licitación Pública (Venta de activos de LAI) 

31,32,33,34,35, 

36,37 

N°1 

Notas, memorándums y otras comunicaciones 

Nota U.R. of. 58/95 (Unidad de Reordenamiento a Eduardo Riva, es contratado como responsable de 
estúdio) 

Nota (Eduardo Rivas a la Unidad de Reordenamiento, delega responsabilidad de estúdio) 

Nota MC/SNCI/UR/of 867/95 (FNDR comunica que el sr. Roberto Jáuregui entrego en plazo los estúdios 
realizados) 

38,39,40 

N°1 

Otros documentos: 

Recibo de cheque de gerencia (Pago dela empresa 55 Telecom Bolivia 5RL.,por licitación pública) 

41 

N°1 


Fábrica de Cemento El Puente (Facep) 


Descripción 

Documentos 

DVD 

Leyes y decretos supremos: 

1,2,3,4,5,6,7,8, 

N°1 

Ley1330de Privatización. 

Ley 1654 (Transfiere a prefecturas el patrimônio de las corporaciones) 

D513215 (Autoriza la instalación y puesta en marcha de la fábrica de cemento) 

D513921 (Aprueba la realización de estúdio de factibilidad) 

D516624 (Autoriza la instalación de una planta de cemento) 

D5 17635 (Aprueba la adjudicación para la provisión de una fábrica de cemento) 

D5 21471 (Aprueba la adjudicación para la construcción dei gasoducto) 

D5 22836 (Contiene la lista de las empresas a ser privatizadas), 

D5 23991 (Reglamenta la ley de privatización). 

D5 24450 (Adjudica los activos de Facep en favor de 5oboce 5.A.) 

Ley 24475 (Designan a Mario Cossio Cejas como Prefecto de Tarija) 

9,10,11 


Resoluciones ministeriales y otras: 

Resolución Consejo Departamental 35/96 (Autoriza al prefecto proceder con la venta). 

RM164/96 (Aprueba plan específico, pliego de condiciones para la venta) 

RM176/96 dei (Designa integrantes para la comisión calificadora). 

Resolución Administrativa N°07978/98 (Aprueba fusión de sociedades). 

12,13,14,15 

N°1 
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Descri pción 

Documentos 

DVD 

Testimonios, minutas, contratos y convênios; 

Testimonio 591/81 (Adendum a contrato de financiamiento de Facep) 

Convênio de asistencia técnica entre la CEEP y Codetar. 

Contrato de Consultoria, FNDR e IDOM Ingeniería y Consultoria S.A. 

Convênio Obrero - Patronal, Prefectura deTarija yTrabajadores Facep. 

Testimonio 35/97 (Compra y venta de Facep a Soboce S.A.) 

Testimonio 129/97 (Escritura de constitución de acciones) 

Testimonio 929/98 (Acuerdo de fusión y disolución, CEPSA e INVISA a Soboce SA.) 

16,17,18,19,20, 

21,22 

NM 

Informes: 

Comisión calificadora (Recomienda adjudicar a favor de Soboce S.A.) 

23 

N°1 

Matriculas, Certificaciones, Inscripciones o Autorizaciones: 

Certificado CERT-EST-JOL- 4395/13 (Fundempresa acredita que la sociedad CEPSA - Cemento el Puente 
fue incorporada a Soboce S.A.) 

24 

NO 2 

Estúdios: 

Memória anual gestión 1995 Facep. 

Estúdio de Evaluación, Valoración y Definición de estratégias de Transferencia (1 DOM ingenieria y 
Consultoria S.A.) 

Memorándum (IDOM no recomienda la venta de Facep) 

25,26,27 

N°1 

Actas: 

Acta de entrega y recepción de activos en favor de Soboce S.A. 

28 

N°1 

Términos de referencia y convocatorias: 

Pliego de Condiciones (Licitación Pública) 

Enmienda N°1 al pliego de condiciones. 

Circular Aclaratoria N° 1 (Establece activos intangibles de Facep) 

Circular Aclaratoria N° 2 (Aclara activos que se senalan en el pliego) 

Plan especifico elaborado por la Unidad de Reordenamiento. 

Convocatória a licitación pública (Venta de Facep) 

29,30,31,32, 

33,34 

N°1 

Notas, memorándums y otras comunicaciones 

Carta BOL/88/003/701 4-C (Se informa al Ministro Samuel Doria Medina resultados de la convocatória 
de consultoras para la privatización.) 

Nota dei Gerente de Soboce S.A. al Secretario de Capitalizacion (hace conocer el interés de participar 
en la licitación pública). 

Nota dei presidente de Soboce S.A. al Ministro de Capitalización (hace oficial el interés de Soboce S.A. 
participar en la licitación pública) 

Nota MC/D/of. 053/97 Ministro de Capitalizacion al Prefecto deTarija (Remite depósito para el pago de 
beneficios sociales) 

Nota CIS-007/97 Director de Proyectos a la Unidad de Reordenamiento (Remite copias legalizadas de 
entrega de acciones a los trabajadores). 

35,36,37,38,39 

N°1 

Otros documentos: 

Cronograma de Privatización ano 1992 

Recibo de pago (Paquete accionario pertenecientes a los trabajadores) 

Recibo de pago (Transferencia Unidad económica Facep) 

Formulário A-9 (Nomina dei personal de IDOM Ingeniería y Consultora) 

Resumen Ejecutivo Facep (Elaborado por la Unidad de Reordenamiento) 

Comprobante de Pago (Soboce S.A por adquisición de activos Facep) 

40,41,42,43, 

44,45 

N°1 
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Hilandería Santa Cruz - HILANCRUZ 


Descripción 

Documentos 

DVD 

Leyes y decretos supremos: 

Ley1330de Privatización. 

Ley 1654 (Transfiere a prefecturas el patrimônio de las corporaciones) 

DL 14379 Código de Comercio (extracto). 

DS13247 (Autoriza a Obras Publica de Santa Cruz instalar una planta de hilados de Algodón y licitar) 

DS17850 (Crea la Sociedad Anónima Mixta Hilandería Santa Cruz SAM) 

DS 22836 (Contiene la lista de las empresas a ser privatizadas), 

DS 23991 (Reglamenta la ley de privatización). 

DS 24449 (Adjudica activos de Hilancruz en favor de Santa Mónica Cotton). 

1,2,3,4,5,6, 

7,8 

N°1 

Resoluciones ministeriales y otras: 

Resolución CODENA N° 002/95 (Autoriza al Ministério de Capitalizacion proceder con la capitalización) 

RM 080/95 (Aprueba plan específico para la transferencia de Hilancruz) 

RM177/96 (Designa Comisión Calificadora) 

Resolución Administrativa Recsa N° 03799/95 (Aprueba la disolución y liquidación de Hilancruz SAM) 
Resolución de Directorio s/n (Cordecruz resuelve continuar con sus actividades) 

Resolución de Directorio s/n (Cordecruz aprueba la privatización) 

Resolución de Directorio s/n (Cordecruz ratifica la privatización) 

11,12,13,14,15 

NM 

Testimonios, minutas, contratos y convênios: 

Convênio de Asistencia Técnica entre la Comisión de Evaluación y Cordecruz 

Contrato de Servicios Ministério de Planeamiento y Coopers & Lybrand. 

Contrato de Consultoria FNDR y Coopers & Lybrand. 

Testimonio 798/95, disolución de Hilancruz. 

Testimonio 990/96, constitución de Santa Mónica Cotton S.A. 

16,17,18,19,20 

N°1 

Informes: 

Informe de Recomendación (Comisión calificadora recomienda la venta de Hilancruz a Santa Monica 
Cotton Trading Company S.A.) 

21 

N°1 

Estúdios: 

Informe de viabilidad económica de Hilancruz, elaborado por Coopers & Lybrand. 

Informe "C"versión final valuación económica, elaborado por Coopers & Lybrand. 

Informe Final Privatización Hilancruz, elaborado por Coopers & Lybrand. 

22,23,24 

NM 

Actas: 

Acta 21/93 (Reunión de directorio, cierre de Hilancruz) 

Actas de reuniones de la comisión permanente de Cordecruz. 

Acta junta general extraordinária (Disuelve SAM y autoriza la venta) 

Acta reunión comisión liquidadora (Declara desierta la licitación pública) 

Acta de entrega de Hilancruz a Santa Mónica Cotton. 

25,26,27,28,29 
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